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En la presente tesis se realiza un estudio de la ordenación del tiempo de trabajo en 
España desde un punto de vista jurídico, aunque puede abordarse o complementarse 
también desde un punto de vista económico, político o social. En nuestro caso, y al 
pertenecer al ámbito jurídico vamos a desarrollar estrictamente un análisis normativo pese 
a que en alguna ocasión se haga referencia muy sucinta a otros aspectos. Una de las 
primeras materias objeto de regulación del Derecho del Trabajo fue precisamente la 
jornada laboral, ello debido a la repercusión que tiene sobre la salud y seguridad de los 
trabajadores, pero actualmente la cuestión no sólo tiene un enfoque proteccionista sino 
también un enfoque conciliador de la vida laboral y personal del trabajador y al mismo 
tiempo en contraposición, un enfoque flexibilizador con el objeto de adaptarlo a las 
necesidades del mercado. Los sistemas de organización empresarial influyen en gran 
medida en la ordenación del tiempo de trabajo, así pues, una organización estandarizada 
va a requerir tiempos de trabajo uniformes, como ocurría en los inicios de la Revolución 
Industrial, por ese motivo las primeras normas que regularon la jornada de trabajo fueron 
limitadoras. En cambio, cuando las empresas o determinados sectores están sujetos a las 
demandas cambiantes del mercado necesitan mayor grado de flexibilidad por parte de sus 
trabajadores, es la situación en la que nos encontramos actualmente, de ahí que las normas 
regulan no tanto la duración del tiempo de trabajo, sino la distribución de la misma 
permitiendo mayores márgenes de flexibilidad empresarial.  
 
Las fuentes normativas que han influido en la limitación o distribución del tiempo de 
trabajo han sido tanto legales como convencionales e incluso en última instancia la 
autonomía de la voluntad tiene un juego importante dentro de los márgenes normativos. 
A nivel internacional la OIT ha tenido una destacada labor al aprobar un número 
importante de convenios y recomendaciones sobre el tema que nos ocupa. Muchos de 
ellos van dirigidos a sectores, empresas y profesionales especiales (comercio y oficinas, 
minas de carbón, etc.), pero otros tienen un carácter general. La OIT ha dictado textos en 
los que se ordena la limitación del tiempo de trabajo, bien por ley o bien a través de la 
negociación colectiva. Estos textos tienen importancia porque imponen el control de la 
duración del tiempo de trabajo en todos aquellos países que los ratifiquen. A nivel 
europeo, la preocupación por regular el tiempo de trabajo se hace patente a través de 




fundamentales de los trabajadores, en particular, en ella se lee que “la realización del 
mercado interior debe conducir a la mejora de las condiciones de vida y de trabajo de los 
trabajadores de la Comunidad Europea, proceso que se efectuará mediante la 
aproximación, por vía del progreso, de dichas condiciones, en particular en lo que 
respecta a la duración y distribución del tiempo de trabajo”. En desarrollo de la Carta 
Comunitaria se aprobó la Directiva 93/104/CE, posteriormente modificada por la 
Directiva 2003/88/CE, relativa a la ordenación del tiempo de trabajo. Referencias al 
tiempo de trabajo pueden encontrarse en otros textos normativos de la Unión Europea en 
los que se regula el trabajo de los jóvenes, o el trabajo a tiempo parcial, etc. No obstante, 
la Directiva a la que nos hemos referido ofrece el panorama general sobre la materia y 
por eso tiene especial importancia.  
 
El ordenamiento español de la jornada de trabajo es producto de la evolución 
histórica, como se verá. En nuestro régimen legal la norma básica sobre tiempo de trabajo 
la encontramos en la CE, en ella (art. 40.2) se dice que los poderes públicos garantizarán 
a los trabajadores el descanso necesario mediante la limitación de la jornada laboral y las 
vacaciones periódicas. Otro precepto de la CE reconoce el derecho a la negociación 
colectiva (art. 37.1), de tal manera que se deja margen para que los protagonistas sociales 
participen en la regulación del tiempo de trabajo. En conexión con esos artículos, el ET 
establece que la duración de la jornada de trabajo será la pactada en los convenios 
colectivos o contratos de trabajo, con un límite máximo de 40 horas semanales de trabajo 
efectivo de promedio en cómputo anual. Desde la Ley 4/1983, de 29 de junio, la jornada 
máxima legal ha permanecido inalterada desde el punto de vista cuantitativo, sin embargo 
y como ya hemos apuntado, desde el punto de vista cualitativo la jornada de trabajo ha 
sido distribuida en módulos más amplios, como el anual.  
 
De acuerdo al ET, la jornada de trabajo puede ser regular o irregular o, mejor dicho, 
la distribución de la jornada a lo largo del año, solo puede hacerse mediante convenio 
colectivo o por acuerdo entre la empresa y los representantes de los trabajadores, o en su 
defecto el empresario puede distribuir un porcentaje del 10% a lo largo del año. Esta 
distribución irregular, que no se contemplaba en normas anteriores al ET de 1994, tiende 
a adaptar el tiempo de dedicación del trabajador a las necesidades de la empresa. En todo 
caso, sea la jornada regular o irregular, el empresario debe fijar el horario de cada 




distribución irregular del 10% que puede llevar a cabo el empresario con el preaviso de 
al menos cinco días de antelación) ha de ser llevada a cabo mediante el procedimiento de 
modificación sustancial de condiciones de trabajo. En todo caso, la distribución del 
trabajo diaria y semanal tiene que respetar unos periodos de descanso interjornadas que 
la ley establece, salvo determinados supuestos regulados en el reglamento de jornadas 
especiales o en sus propios reales decretos. Igualmente, la jornada de trabajo puede ser 
limitada de manera temporal por causas económicas, técnicas, organizativas o de 
producción, como mecanismo de flexibilidad interna y evitar medidas más frustrantes 
para los trabajadores, como los despidos. A parte de esos dos mecanismos de los que 
dispone el empresario para modificar o alterar la jornada de trabajo, existen otras medidas 
legales a expensas de los trabajadores para conciliar su vida laboral y personal, dentro de 
tales medidas está la reducción o adaptación de la jornada de trabajo por diversos motivos, 
como pueden ser: embarazo, nacimiento, acogimiento, adopción, guarda legal, cuidado 
de familiares, víctimas de violencia de género, o víctimas de terrorismo, etc. 
 
La jornada ordinaria de trabajo puede ser rebasada y el tiempo que supera el ordinario 
son horas extraordinarias de trabajo. Para saber cuándo estamos ante un exceso de la 
jornada ordinaria debemos partir en cada caso de cuál es la jornada habitual pactada en 
convenio colectivo o bien en contrato de trabajo. Si no se dice nada en tales instrumentos, 
la jornada que hay que tener en cuenta para calcular la extraordinaria es la que aparece en 
el ET. En la práctica, dado que puede pactarse la distribución irregular del tiempo de 
trabajo a lo largo del año, o bien el empresario puede distribuir cierto porcentaje, es 
posible que existan dificultades a la hora de saber si estamos o no ante horas 
extraordinarias. Por ello, y como más adelante destacaremos, es preciso ciertos medios 
para averiguarlo, como los controles diarios y mensuales de las horas realizadas. Al 
margen de las horas extraordinarias por fuerza mayor, la realización de horas 
extraordinarias es voluntaria, salvo que su realización se haya pactado en convenio 
colectivo o contrato individual de trabajo. El número de horas extraordinarias está 
limitado, en concreto, a ochenta al año, no se computan como horas extraordinarias el 
exceso de las trabajadas para reparar o prevenir siniestros o daños extraordinarios y 
urgentes que pueda padecer la empresa, ni tampoco aquellas que hayan sido compensadas 
dentro de los cuatro meses siguientes a su realización. La posibilidad de compensar las 





En el caso de los trabajadores con un contrato a tiempo parcial tienen prohibido 
expresamente la realización de horas extraordinarias, excepto las previstas en el art. 35.3 
ET, aunque tienen una categoría propia que son las horas complementarias y las llamadas 
complementarias de aceptación voluntaria, estas últimas para los contratos a tiempo 
parcial de duración indefinida con una jornada de trabajo no inferior a diez horas 
semanales en cómputo anual. Las horas complementarias son horas que deben pactarse 
por escrito y que pueden acordarse en el momento de la celebración del contrato o con 
posterioridad al mismo, pero siempre con antelación a su realización. Y una vez acordadas 
entre empresa y trabajador son de obligada realización por parte del mismo a petición del 
empresario, quien deberá de avisar al trabajador con tres días de antelación salvo que el 
convenio colectivo establezca plazo inferior. El máximo de horas complementarias 
establecido por el ET se sitúa en el 30% de la jornada pactada y ordinaria, ampliable al 
60% por convenio colectivo. Se puede decir que se crea una bolsa horaria que permite al 
empresario asegurarse de un número de horas semanales (que podrá solicitar o no que 
sean realizadas por el trabajador) en función del volumen de actividad que tenga la 
empresa. Además, como hemos señalado, están las horas complementarias de aceptación 
voluntaria, en este caso el número de horas no podrá ser superior al 15%, ampliable hasta 
el 30% por convenio colectivo, respecto de la jornada ordinaria pactada. Estas horas son 
independientes del límite establecido para las horas complementarias pactadas.  
 
Existen unas jornadas especiales, que se aplican a ciertos profesionales, a ciertos 
puestos o a ciertos oficios. La ley se refiere a estas jornadas especiales en un precepto en 
el que se establece al Gobierno, a propuesta del ministro de trabajo y de la seguridad 
social y previa consulta a las organizaciones sindicales y empresariales más 
representativas, podrá establecer ampliaciones o limitaciones en la ordenación de la 
jornada de trabajo y de los descansos, para aquellos sectores y trabajos que por sus 
peculiaridades así lo requieran. Las jornadas especiales aparecen reguladas en el RD 
1561/1995. Normalmente, estas jornadas se caracterizan por las siguientes 
consideraciones: a) porque durante ellas el trabajador tiene que pasar un tiempo mayor a 
disposición del empresario, aunque durante todo el tiempo no realice trabajo efectivo; b) 
porque el tiempo de trabajo es menor que el establecido legalmente, debido a la 
peligrosidad del oficio desempeñado o del puesto de trabajo ocupado; c) porque el 




como ejemplo, en la jornada de los porteros de fincas urbanas); o d) porque el régimen de 
descanso semanal tampoco es el común, que se contiene en el ET.  
 
Igualmente, existe un listado de relaciones laborales de carácter especial establecido 
en el art. 2 ET que tienen su desarrollo particular en un reglamento y que pueden disponer 
ciertas reglas referidas al tiempo de trabajo. Con carácter general hay relaciones laborales 
de carácter especial con una regulación muy distinta a la establecida en el ET respecto a 
la ordenación del tiempo de trabajo o en otras ocasiones no difiere en gran medida. Lo 
mismo ocurre con una serie de supuestos que no son relaciones laborales de carácter 
especial, pues la norma no las ha catalogado de tal manera, pero tienen una serie de 
particularidades en relación al tema que nos ocupa. En tales supuestos puede que no se 
les aplique la regulación ordinaria común en cuanto a ordenación del tiempo de trabajo, 
o bien se les aplique de manera supletoria. Para comprender mejor el tipo de supuestos al 
que nos referimos podemos mencionar el personal laboral que trabaja en las 
Administraciones Públicas, en cuyo caso y de acuerdo con la normativa que se les aplica, 
están sometidos en tal materia a lo dispuesto en el EBEP.  
 
Como antes hemos aludido, el art. 40.2 CE incluye los descansos entre los derechos 
de los trabajadores, la regulación de la jornada se complementa así con estos descansos. 
Uno de ellos, es el descanso semanal retribuido, este derecho es acumulable por periodos 
de hasta catorce días, de día y medio ininterrumpido, en caso menores de edad será de 
dos días ininterrumpidos, y en determinados supuestos contemplados en el RDJE dicha 
acumulación variará. Otro permiso retribuido son las fiestas laborales, existe una clara 
diferencia entre las citadas fiestas y los descansos semanales, que vendría dada por la 
propia naturaleza de estas fiestas, pues los días a los que alude el ET no responden ya a 
una necesidad de los trabajadores de descansar, es decir, no se da una exacta 
correspondencia entre trabajo y descanso para reponer fuerzas entre las jornadas de 
trabajo efectivos, el descanso semanal y las vacaciones anuales. La esencia de esas fiestas 
radica normalmente en la conmemoración o celebración de acontecimientos en ciertas 
fechas para lo que se estima necesario eximir a los trabajadores del deber de prestar 
servicios. Existen otros permisos, previstos en el art. 37.3 ET en el que se encuadran las 
autorizaciones para faltar al trabajo y, por lo tanto, dejar de prestar servicios, en los casos 
previstos por la normativa aplicable. Por último, las vacaciones anuales retribuidas, dicho 




realizado. En principio este derecho no es sustituible por compensación económica, si 
bien esta prohibición no desplegaría efectos en los supuestos en el que el trabajador deja 
de prestar servicios para el empresario, antes de completarse el año que general este 
derecho. Por lo que se refiere a su duración, el periodo de vacaciones no podrá ser inferior 
de ningún modo a treinta días naturales.  
 
Por último y como previamente hemos hecho mención, la limitación de la jornada de 
trabajo no tendría sentido sin un control y registro efectivo del mismo. En aras de ello y 
principalmente como medida de control de las horas extraordinarias, desde el pasado año 
tanto la Inspección de Trabajo como la Dirección General de Empleo han llevado a cabo 
varias iniciativas con el objetivo de realizar un verdadero control y registro de la jornada 
de trabajo, y no sólo de las horas extraordinarias, sino también de las horas ordinarias, 
pues difícilmente se sepa si se realizan horas extraordinarias si no se sabe efectivamente 
la jornada ordinaria de trabajo, más aún si cabe porque la distribución irregular de la 
misma lo hace difícil. Previamente la jurisprudencia había apuntado en varias ocasiones 
la necesidad de registro de la jornada ordinaria y no sólo de las horas extraordinarias. 
Además, es necesario dotar de ciertos mecanismos procesales para emprender medidas 
en caso de que no se hayan respetado o se hayan vulnerado algún derecho de los 
mencionados en relación a la ordenación del tiempo de trabajo, tales mecanismos los 








This thesis makes a study of the working time in Spain from a legal point of view, 
although it can be approached or supplemented also from an economic, political, or social 
point of view. In our case, we are going to do a legal study, although with some reference 
to other areas. One of the first matters regulated by Labor Law was precisely the working 
day, due to the impact it has on the health and safety of workers, but today the issue is 
not only a protectionist approach but also a conciliatory approach the working and 
personal life of the worker and, at the same time, a flexible approach to adapt it to the 
needs of the market. The systems of business organization have a great influence on the 
organization of working time, so a standardized organization will require uniform 
working times, as was the case at the beginning of the Industrial Revolution, for that 
reason the first rules that regulated working hours were limiting. On the other hand, when 
companies or certain sectors are subject to the changing demands of the market they need 
more flexibility on the part of their workers, it is the situation in which we are at present, 
hence the rules regulate not so much the duration of time of labor, but the distribution of 
the same allowing greater margins of business flexibility. 
 
The normative sources that have influenced the limitation or distribution of working 
time have been both legal and conventional and even the autonomy of the will has an 
important play within the normative margins. At the international level, the ILO has taken 
a leading role in approving a significant number of Conventions and Recommendations 
on the subject at hand. Many of them are aimed at sectors, companies, and special 
professionals (trade and offices, coal mines, etc.), but others are general. The ILO has 
issued texts mandating the limitation of working time, either by law or through collective 
bargaining. These texts are important because they impose control over the duration of 
working time in all those countries that ratify them. At European level, the concern to 
regulate the working time is made evident through several documents. It should be noted 
that the Community Charter of Fundamental Social Rights for Workers states that "the 
completion of the internal market must lead to an improvement in the living and working 
conditions of workers in the European Community, which shall be carried out by means 
of the approximation, by way of progress, of those conditions, in particular as regards the 
duration and distribution of working time". In the development of the Community 




2003/88/CE on the organization of working time. References to working time can be 
found in other normative texts of the European Union which regulate the work of young 
people, or part-time work, etc. However, the directive to which we have referred gives an 
overview of the matter and is therefore of importance. 
 
The Spanish order of the working day is a product of historical evolution, as will be 
seen. In our legal system, the basic rule on working time is found in the EC, in it (art 40.2) 
it is said that the public authorities will guarantee workers the necessary rest by limiting 
working hours and periodic holidays. Another provision of the EC recognizes the right to 
collective bargaining (article 37.1), in such a way that it leaves room for the social 
protagonists to participate in the regulation of working time. About these articles, the ET 
establishes that the duration of the working day will be that agreed in the collective 
agreements or labor contracts, with a maximum limit of 40 hours of effective average 
weekly work in annual computation. Since Law 4/1983, of June 29, the maximum legal 
day has remained unchanged from a quantitative point of view, however, and as we have 
already pointed out, from a qualitative point of view the working day has been distributed 
in more modules Such as the annual. 
 
According to ET, the working day can be regular or irregular or, rather, the 
distribution of the day throughout the year, can only be done by collective agreement or 
by agreement between the company and the representatives of the workers, or in its 
absence the employer can distribute a percentage of 10% throughout the year. This 
irregular distribution, which was not contemplated in previous rules to the 1994 ET, tends 
to adapt the time of dedication of the worker to the needs of the company. In any case, 
whether the regular or irregular day, the employer must set the schedule of each worker. 
The fixed schedule is binding on the employer, and any alteration (except for the irregular 
distribution of the 10% that can be carried out by the employer with at least five days’ 
notice) must be carried out by means of the procedure of substantial modification of 
conditions of work. In any case, the distribution of daily and weekly work must respect 
periods of rest between days that the law establishes, except certain assumptions regulated 
in the regulation of special days or in its own real decrees. Likewise, the working day can 
be limited temporarily by economic, technical, organizational or production causes, as a 
mechanism of internal flexibility and avoid measures more frustrating for workers, such 




alter the working day, there are other legal measures at the expense of workers to 
reconcile their work and personal life, within such measures is the reduction or adaptation 
of the day of work for various reasons, such as pregnancy, birth, foster care, adoption, 
legal custody, care of relatives, victims of gender violence, or victims of terrorism, etc. 
 
The ordinary working day can be exceeded and the time that exceeds the ordinary is 
overtime work. To know when we are facing an excess of the ordinary working day we 
must start in each case of which is the usual day agreed in collective agreement or in work 
contract. If nothing is said in such instruments, the day that must be considered to 
calculate the extraordinary is that which appears in the ET. In practice, given that irregular 
distribution of working time can be agreed throughout the year, or the employer may 
distribute a certain percentage, there may be difficulties in knowing whether we are 
working overtime. Therefore, and as we will emphasize later, certain means are necessary 
to find out, as the daily and monthly controls of the hours realized. In addition to overtime 
due to force majeure, the performance of overtime is voluntary, unless its implementation 
has been agreed in a collective agreement or individual work contract. The number of 
overtime hours is limited to 80 per year, the excess of those worked to repair or prevent 
casualties or extraordinary and urgent damages suffered by the company, or those 
compensated, are not counted as overtime. Within four months of its completion. The 
possibility of compensating for overtime makes them a mechanism for distributing the 
working day. 
 
In the case of workers with a part-time contract they are expressly prohibited from 
performing overtime, except those provided for in art. 35.3 ET, although they have their 
own category which are the complementary hours and the complementary calls of 
voluntary acceptance, the latter for the part-time contracts of indefinite duration with a 
working day of not less than ten hours weekly in annual computation. Complementary 
hours are hours that must be agreed in writing and can be agreed at the time of conclusion 
of the contract or after the contract, but always in advance of its completion. And once 
agreed between company and worker are required to be performed by the same at the 
request of the employer, who must notify the worker three days in advance unless the 
collective agreement establishes a shorter term. The maximum number of additional 
hours established by the ET is 30% of the agreed and ordinary day, which can be extended 




the employer to ensure a weekly number of hours (which may or may not be requested 
by the worker) depending on the volume of activity of the company. In addition, as we 
have pointed out, there are additional hours of voluntary acceptance, in this case the 
number of hours cannot exceed 15%, expandable to 30% by collective agreement, 
compared to the agreed ordinary day. These hours are independent of the limit established 
for the complementary hours agreed. 
 
There are special days, which apply to certain professionals, certain positions, or 
certain trades. The law refers to these special days in a provision that establishes the 
Government, on the proposal of the Minister of Labor and Social Security and after 
consultation with the most representative trade union and business organizations, may 
establish extensions or limitations in the management of the working day and of the 
breaks, for those sectors and works that by their peculiarities so require. The special days 
are regulated in RD 1561/1995. Usually, these days are characterized by the following 
considerations: a) because during them the worker has to spend a greater time at the 
employer's disposal, although during all the time does not perform effective work; b) 
because the working time is shorter than the legally established, due to the dangerousness 
of the job performed or the position occupied; c) because the regime of breaks between 
days is not common, because it cannot be (think, as an example, in the day of the porters 
of urban estates); or d) because the weekly rest regime is not the same, which is contained 
in the ET. 
 
Likewise, there is a list of labor relations of special character established in art. 2 ET 
that have their development in a regulation and that can arrange certain rules related to 
the time of work. In general, there are special labor relations with a very different 
regulation to that established in the ET regarding the organization of working time or at 
other times does not differ. The same thing happens with a series of assumptions that are 
not special labor relations, because the norm has not cataloged them in such a way, but 
they have many particularities in relation to the subject that occupies us. In such cases, 
they may not apply the common ordinary regulation in terms of working time, or be 
applied in a supplementary manner. To had better understand the type of assumptions to 
which we refer, we can mention the workforce that works in the Public Administrations, 
in which case and in accordance with the regulations that apply to them, they are subject 




As we have previously alluded to, art. 40.2 CE includes breaks between workers' 
rights, these breaks thus complement the regulation of the day. One of them is weekly 
paid leave, this right is a cumulable for periods of up to fourteen days, a day, and a half 
uninterrupted, in case of minors will be two days uninterrupted, and in certain cases 
contemplated in the RDJE said accumulation will vary. Another paid leave is the labor 
holidays, there is a clear difference between the parties and the weekly breaks, which 
would be given by the very nature of these parties, since the days to which the ET alludes 
no longer respond to a need of the workers of resting, that is, there is no exact 
correspondence between work and rest to restore strength between effective working 
hours, weekly rest and annual leave. The essence of these holidays usually lies in the 
commemoration or celebration of events at certain dates for what is deemed necessary to 
exempt workers from the duty to provide services. There are other permits, provided for 
in art. 37.3 ET in which the authorizations to abstain from work are framed and, therefore, 
to stop providing services, in the cases provided by the applicable regulations. Finally, 
paid annual leave, such rest, is a time of recovery for the worker for the annual work he 
has done. In principle, this right is not substitutable for economic compensation, although 
this prohibition would not have effects in the cases in which the worker ceases to provide 
services to the employer, before the completion of the year that this right is general. About 
their duration, the period of leave may in no case be less than thirty calendar days. 
 
Finally, as previously mentioned, the limitation of the working day would not make 
sense without an effective control and registration of the same. For the sake of this and 
mainly as a measure of overtime control, since last year both the Labor Inspectorate and 
the General Directorate of Employment have carried out several initiatives with the 
objective of verifying and verifying the working day. Work, and not only overtime, but 
also ordinary hours, because it is difficult to know if overtime is performed if the normal 
working day is not known, more so if it is possible because the irregular distribution of 
the same difficult. Previously the jurisprudence had pointed in several occasions the 
necessity to register of the ordinary day and not only of the overtime. In addition, it is 
necessary to provide certain procedural mechanisms to act in case of failure to respect or 
have violated any rights of those mentioned in relation to the working time, such 









1. La jornada de trabajo y, en general, el tiempo de trabajo, constituye una de las 
principales condiciones de ejecución de la relación laboral. Con el contrato de trabajo el 
trabajador se compromete a dedicar un tiempo a la empresa, y el empresario se hace 
acreedor del tiempo del trabajador. Para el empresario es una cuestión esencial, pues de 
ello depende el desarrollo de la correspondiente actividad productiva. Para el trabajador 
también es un asunto decisivo, no sólo porque delimita su dedicación profesional, sino 
también porque de ello depende la obtención de una retribución. Estamos, pues, ante un 
elemento esencial del contrato de trabajo y de la organización de la empresa. 
 
El tiempo de trabajo tiene implicaciones en muchos aspectos de la realidad. Para un 
jurista, tiene antes que nada implicaciones jurídicas, en tanto que requiere o motiva una 
cierta regulación. No es sencilla, sin embargo, la ordenación jurídica del tiempo de 
trabajo, que plantea diversas cuestiones. La primera de ellas se refiere al instrumento más 
adecuado para llevar a cabo dicha ordenación, lo cual obliga a reflexionar y en su caso 
decidir sobre el papel de la ley y el papel de la autonomía privada, particularmente de la 
autonomía colectiva. También es importante la decisión sobre los módulos más 
apropiados para ordenar el tiempo de trabajo, desde el más clásico de la jornada diaria 
hasta otros módulos más modernos, amplios y flexibles. Un tercer problema es el relativo 
a la cuantificación del tiempo de trabajo, terreno en el que inicialmente tuvo lugar un 
proceso de constante limitación y en el que más modernamente parece asistirse a un 
mayor grado de estabilización. Es relevante asimismo decidir si la ordenación del tiempo 
de trabajo debe ser común para todos los trabajadores o si es preferible introducir 
modulaciones y adaptaciones por sectores o tipos de trabajo. Punto crucial en toda esta 
temática es, en fin, la manera de distribución del tiempo de trabajo, donde se advierten en 
los últimos lustros tendencias claras de flexibilidad frente a las rigideces de otros 
momentos. 
 
Contrapunto ineludible del tiempo de trabajo es el tiempo de descanso, en sus distintas 
manifestaciones: diario, semanal, anual y por festivos. No cabe una reflexión cabal y 
completa del tiempo de trabajo si no se atiende también al descanso de la persona que 




adaptaciones o reajustes en determinados momentos, ya sea por circunstancias que 
afectan a la empresa, ya sea por intereses del trabajador ligados a sus obligaciones 
familiares o, simplemente, a su condición de ciudadano. Eso significa que en la 
problemática del tiempo de trabajo entran en escena inevitablemente otras instituciones 
distintas, aunque cercanas, como la modificación de condiciones de trabajo, la reducción 
de jornada o los permisos del trabajador. No hay que olvidar tampoco que la ordenación 
del tiempo de trabajo presenta características particulares en algunas modalidades de 
contrato de trabajo, como el trabajo a tiempo parcial. 
 
2. La tesis se encuentra estructurada en doce capítulos. En el primero de ellos se hace una 
caracterización general sobre el tiempo de trabajo. Se abordan una serie de conceptos con 
el objetivo de encuadrar y determinar qué se entiende por tiempo de trabajo y distinguir 
la vertiente cualitativa de la vertiente cuantitativa, así como otros conceptos 
complementarios (a saber: descansos, festivos, vacaciones e interrupciones). 
Seguidamente se hablará de los tiempos vitales y de la organización del trabajo en la 
empresa ya que alinear los objetivos de unos y otros supone un gran reto en un mercado 
cada vez más competitivo y globalizado. Se hace alusión igualmente a la aspiración 
histórica hacia la reducción del tiempo de trabajo y finalmente se abordan las nuevas 
tendencias en la ordenación del tiempo de trabajo, principalmente la flexibilización del 
mismo. 
 
En el segundo capítulo se aborda la formación y evolución de las primeras reglas 
jurídico-laborales que tienen que ver con la ordenación y limitación del tiempo de trabajo. 
La construcción social del tiempo de trabajo y la organización actual de los tiempos y 
trabajos son producto de un largo proceso histórico. De tal manera que la ordenación del 
tiempo de trabajo en la sociedad industrial obedecía a exigencias productivas del sistema 
“taylorista/fordista”, de suerte que aquélla se centraba en la duración de la jornada porque 
de ella dependía la mayor o menor producción; obviando su distribución, que era regular. 
Sin embargo, más tarde, con el la aparición y consolidación del sistema de producción 
“just in time” adquirirá más importancia la distribución de la jornada de trabajo y no tanto 
su duración. Ello origina la necesidad de una regulación legal que irá cambiando a lo 





En el tercer capítulo se tratan las fuentes normativas, internacionales y nacionales, 
que disciplinan la jornada de trabajo. En el plano internacional, se exponen las normas de 
la Organización Internacional del Trabajo y de la Unión Europea, las primeras 
caracterizadas en la limitación del tiempo de trabajo, y las segundas en ofrecer un marco 
mínimo de referencia para los Estados miembros. A nivel interno la regulación del tiempo 
de trabajo se establece a partir del mandato constitucional a los poderes públicos de 
garantizar el descanso necesario, mediante la limitación de la jornada laboral y las 
vacaciones retribuidas. En desarrollo de este mandato constitucional, el tiempo de trabajo 
se regula principalmente en el ET, también la LPRL contiene disposiciones relativas a la 
influencia de la jornada laboral en la salud de los trabajadores; es importante, asimismo, 
tener en cuenta lo dispuesto en el RDJE y en los diferentes Decretos que regulan las 
relaciones laborales especiales. Por otra parte, no se puede dejar de señalar, el importante 
papel que desempeña la negociación colectiva en su regulación. Finalmente se hace 
alusión a los usos y costumbres laborales y a la labor de la jurisprudencia.  
 
El cuarto capítulo se centra en la jornada ordinaria de las relaciones laborales 
pertenecientes al régimen común o general. Se explican los tres módulos de cómputo de 
la jornada de trabajo que establece el Estatuto de los Trabajadores, es decir, el módulo 
diario, semanal y anual y cómo afectan a la duración y distribución y a la consiguiente 
flexibilización de la jornada laboral. Según recoge el ET, la duración de la jornada de 
trabajo se determina mediante convenio colectivo o contrato individual de trabajo. Sin 
embargo, la duración que dispongan estas normas tendrá que respetar el máximo legal 
establecido, así como los periodos mínimos de descanso diario y semanal previstos en la 
Ley, que actúan como normas de derecho necesario. 
 
En el quinto capítulo se hace referencia a la configuración legal del horario de trabajo. 
Dentro de los límites cuantitativos, las empresas fijan los horarios de trabajo y esta 
facultad puede venir, además, condicionada por los convenios colectivos. Existen 
diferentes modos de organizar el horario. Se suele distinguir entre jornada continuada y 
jornada partida, la adopción de una u otra queda condicionada, por supuesto, al 
cumplimiento de las reglas generales en materia de jornada. Desde otra perspectiva, se 
puede distinguir igualmente entre horario rígido y horario flexible. Igualmente se trata en 
este capítulo la jornada de trabajo en periodo nocturno y el trabajo a turnos. El último 




ha hecho alusión anteriormente, los nuevos modelos productivos provocan que las 
empresas busquen el mejor aprovechamiento posible del tiempo de trabajo, para ello ya 
no importa tanto la cantidad de horas prestadas sino más bien cuándo sean prestadas para 
adaptarse de esas formas a los requerimientos del mercado. 
 
En el sexto se aborda el tratamiento jurídico del carácter extraordinario del tiempo de 
trabajo. Tradicionalmente, el régimen de las horas extras ha sido el principal mecanismo 
de variabilidad para permitir al empresario una cierta adaptación del trabajo a las 
necesidades del mercado. Mediante el recurso a las horas extraordinarias el empresario 
puede aumentar la fuerza de trabajo disponible con el fin de hacer frente a incrementos 
de actividad productiva y además puede hacer uso de este tiempo extra de trabajo en el 
momento en que más lo necesita. La intervención legislativa en materia de horas 
extraordinarias ha tenido siempre un carácter restrictivo, con el fin de proteger la 
seguridad y salud del trabajador y estimular la realización de nuevas contrataciones, el 
legislador ha previsto un régimen limitativo de este tipo de horas. Desde el punto de vista 
de la normativa vigente se pueden señalar dos tipos de horas extraordinarias, por un lado, 
las de carácter voluntario, y por otro lado las horas extraordinarias por fuerza mayor. 
Igualmente se van a tratar las llamadas horas complementarias de los contratos a tiempo 
parcial. 
 
En el séptimo capítulo se hace mención a la reducción de jornada o suspensión del 
contrato de trabajo como medida de ajuste temporal de empleo. El uso de este mecanismo 
de ajuste se reforzó a partir de la reforma de 2010, como mecanismo de flexibilidad 
interna. A continuación, se trata la alteración que pueden sufrir los horarios, la jornada 
laboral y su distribución a través del mecanismo regulado en el art. 41 ET relativo a 
modificaciones sustanciales de condiciones de trabajo, e igualmente se habla de la posible 
conversión de contratos de trabajo de tiempo parcial a tiempo completo y viceversa a 
través de esa. Por último, se abordan las reducciones de jornada basadas en circunstancias 
familiares del trabajador que responden al principio de conciliación del trabajo con la vida 
familiar.  
 
El octavo aborda las jornadas de trabajo especiales que no se regulan directamente 
por lo dispuesto en el Estatuto de los Trabajadores, aunque puede ocurrir que en algunos 




Concretamente, se analizan las jornadas especiales reguladas en el Real Decreto 
1561/1995, de 21 de septiembre, que presentan singularidades en cuanto a la regulación 
de la jornada de trabajo.  
 
En el noveno, se estudia el tiempo de trabajo en las relaciones laborales de carácter 
especial. Estas relaciones especiales son reguladas en diferentes reales decretos, los 
cuales desarrollan una serie de singularidades con respecto al régimen común. La jornada 
de trabajo propia de la relación laboral de carácter especial va a venir condicionada por 
el tipo especial de prestación laboral y por el carácter singular de la prestación. En todo 
caso, la jornada legalmente regulada en el ET actúa como norma subsidiaria o supletoria 
de la regulación reglamentaria de la jornada en las relaciones laborales especiales en 
aquellos supuestos en que la inexistencia o la insuficiencia de la norma reglamentaria de 
jornada así lo exija. 
 
En el décimo capítulo se tratan una serie de trabajos que no forman parte de los 
supuestos comprendidos en la regulación reglamentaria de las jornadas especiales (RD 
1561/1995), y que tampoco tienen la consideración legal de relaciones laborales de 
carácter especial (art. 2.1 ET). Sin embargo, son trabajos que ofrecen particularidades 
tanto en su manera de desarrollarse como en su régimen jurídico, y ello puede afectar a 
la organización y delimitación del tiempo de trabajo. Estos trabajadores en cuestión se 
encuentran sometidos al régimen laboral común, pero en determinados aspectos (entre 
ellos, el tiempo de trabajo) les pueden ser aplicables otras normas. No hay, lógicamente, 
una lista oficial de relaciones laborales con particularidades, por lo que su elenco depende 
de la labor doctrinal o científica. Estos supuestos de trabajadores son tratados en el décimo 
capítulo.  
 
En el capítulo onceavo se estudia el contrapunto del tiempo de trabajo, es decir, los 
tiempos de descanso, a saber: el descanso entre jornadas, el descanso semanal, los 
festivos, las vacaciones anuales retribuidas y los permisos. Primero se va a hacer alusión 
a lo dispuesto en el Estatuto de los Trabajadores y posteriormente se analizarán los 
tiempos de descansos en las jornadas especiales, en las relaciones laborales de carácter 





Para finalizar, en el último capítulo se tratan, como su propio título indica, los 
instrumentos de control y exigencia de las reglas sobre tiempo de trabajo. Y, es que, la 
flexibilidad en la ordenación del tiempo de trabajo, así como la distribución anual de la 
jornada, requieren un necesario cumplimiento de los límites en la jornada, incluyendo las 
horas extraordinarias, y de los descansos. Para ello es necesario un efectivo control de la 
duración de la jornada efectiva, de tal modo que la Inspección de Trabajo va a tener un 
importante papel para dar cumplimiento al cometido de vigilancia y exigencia del 
cumplimiento de las normas legales, reglamentarias y del contenido de los acuerdos y 
convenios colectivos. 
 
3. Para la realización de la tesis se han utilizado los instrumentos y las fuentes de 
conocimiento habituales en el campo científico del Derecho. Entre esos instrumentos 
figuran desde luego las normas, que pueden tener procedencia nacional o internacional, 
que pueden nacer de las fuentes de producción normativa estatales o de la negociación 
colectiva, y que en unos casos se refieren específicamente a tiempo de trabajo o tiempo 
de descanso y en otros se incardinan en disposiciones de ámbito más general. Entre los 
instrumentos jurídicos también encontramos obviamente las decisiones de los tribunales, 
que en materia de tiempo de trabajo han tenido tradicionalmente bastante relevancia. 
Dentro de las fuentes de conocimiento hay que situar, naturalmente, la doctrina científica, 
que en las materias propias de la tesis es rica y abundante, aunque no es muy frecuente 
que se aborde en su conjunto, y en sus distintos aspectos, la ordenación del tiempo de 
trabajo, que constituye precisamente el objeto de esta tesis. Hoy en día, por lo demás, es 
más asequible, y más aconsejable, el uso de otras muchas fuentes de documentación por 






CAPÍTULO I: CARACTERIZACIÓN GENERAL DEL TIEMPO DE TRABAJO 
 
El tiempo de trabajo constituye un campo de estudio de indudable importancia desde 
el punto de vista jurídico, pero también tiene otras muchas implicaciones, económicas, 
sociales e incluso políticas. Por ello conviene iniciar nuestra investigación con algunas 
consideraciones de carácter general sobre lo que significa el tiempo de trabajo y sobre sus 
efectos en los diversos ámbitos de la vida social. En primer término, interesa identificar 
los conceptos o módulos que suelen barajarse para medir el tiempo de trabajo y, en 
consecuencia, para proceder a su ordenación jurídica. Seguidamente se hablará de la 
trascendencia que puede tener la acotación legal del tiempo de trabajo desde la 
perspectiva de la organización del trabajo, de la protección del trabajador y, en un plano 
más amplio, de la organización de la vida de las personas y hasta de la organización 
ciudadana. También es aconsejable adentrarse en las funciones que puede cumplir la 
intervención del legislador en materia de tiempo de trabajo, que son preferentemente de 
tutela del trabajador pero que también pueden alcanzar alguna dimensión en el terreno de 
la política de empleo. Valdrá la pena, en fin, apuntar las líneas de regulación del tiempo 
de trabajo y, en particular, la tendencia histórica a la reducción de la jornada de trabajo1.  
 
1. Conceptos básicos en relación con el tiempo de trabajo 
 
La expresión “tiempo de trabajo” es muy gráfica y comunicativa, pero tiene un 
alcance demasiado general2. Nos advierte sobre la cantidad de tiempo que en términos 
globales debe dedicar el trabajador al compromiso adquirido en virtud de su contrato de 
                                                          
1 Martín Valverde, A., Rodríguez-Gutiérrez Sañudo, F., García Murcia, J., Derecho del Trabajo, 
vigesimoquinta edición, Tecnos, 2016, pág. 601, apuntan lo siguiente: “la relación laboral es de duración 
continuada, nace para durar un cierto tiempo, sea éste determinado o indefinido, pudiendo prolongarse 
durante años. Pero la prestación laboral no puede ejecutarse de forma ininterrumpida durante todo ese 
tiempo, por lo que es preciso establecer límites. Éste es el sentido de la regulación de la jornada de trabajo 
(…)”. Por su parte, Montoya Melgar, A., Derecho del Trabajo, trigésima séptima edición, Tecnos 2016, 
expone que “la actividad laboral, como cualquier otra, se desenvuelve en el tiempo y, concretamente, en el 
tiempo diario al que se da el nombre de jornada de trabajo. El número de horas que componen la jornada 
laboral normal u ordinaria se fija, de modo más o menos científico y preciso, de acuerdo con los criterios 
de la naturaleza económica”.  
2 En este sentido, De Santos Sánchez, V., “Control del tiempo de trabajo. Tratamiento en la Negociación 
Colectiva. Jurisprudencia de los tribunales españoles y de la UE. Aplicación en la empresa, Comisión 
Consultiva Nacional de Convenios Colectivos, XXIX Jornadas de Estudios sobre Negociación Colectiva 
de la CCNC, Madrid, noviembre 2016, pág. 3. El autor expresa que “el ET no define expresamente que 
debe entenderse por tiempo de trabajo, pero sí se desprende en qué consiste a través de la regulación de 
diversas materias por parte de los artículos que lo integran, dedicados a la jornada, horas extraordinarias, 




trabajo. Pero para su ordenación y cómputo requiere el auxilio de conceptos o módulos 
más precisos, que pueden y suelen actuar sobre dos dimensiones básicas del tiempo de 
trabajo: la que atañe a su duración y la que se refiere a su distribución. Duración y 
distribución son, en definitiva, las dos operaciones básicas que han de efectuarse en la 
tarea general de ordenación del tiempo de trabajo, y para cada una de ellas habrán de 
manejarse los módulos oportunos. 
 
El primero de esos módulos, el más básico y al mismo tiempo el más conocido, es el 
de “jornada de trabajo”, sin perjuicio de que tanto la definición como la comprensión de 
la jornada de trabajo haya evolucionado con el paso de los años. El diccionario de la Real 
Academia Española (RAE) recoge aún la acepción más clásica de jornada, y la define en 
primer lugar como “día, periodo de 24 horas”. Las siguientes definiciones que ofrece son: 
“tiempo de duración del trabajo diario”, “camino que se anda regularmente en un día de 
viaje” entre otras definiciones. Pero si volvemos a la primera definición que se recoge: 
“día, periodo de 24 horas”, se puede decir que la jornada se mide dentro de un espacio 
temporal tasado. De ese modo, la jornada de trabajo sería el tiempo que dentro de un 
periodo de veinticuatro horas el trabajador dedica a las tareas y funciones propias de su 
puesto de trabajo. 
 
Si seguimos ahondando en conceptos relacionados con la ordenación del tiempo de 
trabajo, el siguiente paso es abordar el concepto de “jornada laboral” o “jornada de 
trabajo”. Al respecto, el Diccionario Jurídico de la Real Academia y Legislación3 define 
como jornada laboral “el tiempo de trabajo efectivo prestado por el trabajador a lo largo 
                                                          
3 Enciclopedia Laboral Básica, Civitas-Thomson Reuters, Navarra, 2009, pág. 805. Por otra parte, Montoya 
Melgar, A. (director), en el Diccionario Jurídico de la Real Academia de Jurisprudencia, Thomson-
Reuters, Aranzadi, Navarra, 2016, pág. 653. Por su parte, si acudimos a la Enciclopedia Laboral Básica 
define la jornada laboral como: “una de las instituciones claves del Derecho del Trabajo ha sido la jornada 
de trabajo, o más bien su limitación, toda vez que se desarrolla en el tiempo, no agotándose en uno o varios 
actos, no se lleva a cabo de forma ininterrumpida dado que se da unas horas al día, a la semana o al mes 
(…)”. En la Enciclopedia Jurídica Básica (EJB) entiende “en su sentido más estricto por jornada de trabajo, 
el tiempo diario en que el trabajador debe prestar su trabajo en la empresa; no obstante, la expresión 
comprende hoy también la referencia al tiempo semanal o anual de la indicada prestación” Hace referencia 
en este caso al tiempo diario o semanal, indistintamente, es decir, ya no se encuadra la jornada laboral 
dentro de un espacio temporal de veinticuatro horas, sino que también se puede desarrollar a lo largo de la 
semana, el mes o el año. En un principio, como se ha visto en la primera definición, la “jornada” se 
determinaba en un periodo temporal de veinticuatro horas, pero con el paso de los años ha sido regulada 
legalmente en espacios temporales más amplios, flexibilizándose así el periodo para determinar el tiempo 
de trabajo, por lo que la definición que la RAE hace de jornada laboral se ajusta a dichos cambios y amplía 
su espacio temporal al semanal, Montoya Melgar, A. (director), Enciclopedia Jurídica Básica, Civitas, 




de una unidad cronológica convencional (día, semana, quincena, mes, semestre, año…). 
Su regulación afecta al contrato de trabajo y a la salud laboral. Su concreta fijación (donde 
confluyen previsiones comunitarias, nacionales, legales, convencionales) está presidida 
por el principio autonomista (art. 34.1 ET) pero sin que pueda superarse las cuarenta horas 
semanales de trabajo de promedio en cómputo anual (art. 34.1 ET), debiendo mediar doce 
horas entre el final de una jornada diaria y el comienzo de la siguiente. La jornada 
ordinaria o máxima legal se cifra en 1826 horas y 24 minutos, siendo posible su 
distribución irregular (art. 34.2 ET)”.  
 
Aparte de su noción primigenia, la “jornada” se podría entender como el periodo de 
tiempo durante el cual el trabajador presta sus servicios al empresario, pudiendo ser 
determinada diaria, semanal, mensual o anualmente. La “duración del tiempo de trabajo” 
o de la “jornada” es un concepto cuantitativo referido a la cantidad de tiempo que el 
trabajador ha de dedicar a la prestación de servicios para el empleador. Sobre esa duración 
inciden otros aspectos conceptuales, relativos a cuándo se entiende que el trabajador está 
efectivamente realizando su actividad laboral (cómputo de tiempo de trabajo, trabajo 
efectivo) y los descansos mínimos que han de respetarse dentro de cada día de trabajo 
(descansos durante la jornada y descanso mínimo diario)4.  
 
Dentro del término jornada puede hablarse también de “jornada ordinaria” siendo ésta 
la cantidad de tiempo que en principio un trabajador dedica a su actividad laboral, es 
decir, el tiempo durante el cual el trabajador debe ponerse a disposición del empresario a 
fin de desarrollar cometidos laborales que constituyen el objeto del contrato5. Así pues, 
la jornada ordinaria es el régimen ordinario de tiempo de trabajo pactado en el marco de 
cada relación individual para situaciones de normalidad contractual. En consecuencia, 
cumplida la jornada ordinaria, el trabajador no está obligado a permanecer a disposición 
                                                          
4 “Por jornada se entiende el tiempo que cada día, cada semana o cada año ha de dedicar el trabajador a la 
ejecución del contrato de trabajo: el tiempo de trabajo diario, semanal o anual. Lo que el trabajador debe es 
el trabajo prestado durante un cierto tiempo, se supone que la jornada se invierte en un trabajo efectivo y 
real y, en tal sentido, la jornada es la primera aproximación para medir la prestación que el trabajador debe”. 
Véase Casas Baamonde, M.E., y Alonso Olea, M., Derecho del trabajo, vigésimo sexta edición revisada, 
Thomson Civitas, 2010, Madrid, pág. 383. 
5 “El ET atribuye a la negociación colectiva y a los contratos de trabajo el papel clave en la determinación 
de la jornada ordinaria, al establecerse en el art. 34.1 ET que la duración de la jornada de trabajo será la 
pactada en los convenios colectivos o contratos de trabajo. No obstante, el papel regulador de la autonomía 
colectiva y de la autonomía individual se ve restringido al establecerse en el mismo precepto un mínimo de 
derecho necesario absoluto que no puede ser desbordado al alza, aunque si permite fijar una inferior 




de la empresa, salvo en supuestos extraordinarios. Lógicamente, a parte de la jornada 
ordinaria también cabe la posibilidad de establecer una jornada “especial” o una jornada 
“extraordinaria”. La “jornada extraordinaria” u “horas extraordinarias” son las que se 
realizan excediendo la duración máxima de la jornada ordinaria de trabajo, éstas pueden 
ser de carácter obligatorio (en función de si se dan por razones extraordinarias y urgentes, 
o para prevenir o reparar siniestros) o voluntario6. Por otra parte, también existen las 
llamadas “jornadas especiales” que son las que se aplican a determinados sectores o 
actividades con necesidades que requieren que se amplíe o reduzca el tiempo de trabajo7.  
 
Frente a la duración del tiempo de trabajo (aspecto cuantitativo) se encuentra “la 
distribución del tiempo de trabajo”. Se trata de un concepto cualitativo que alude a cómo 
se asignan en el día los momentos exactos de trabajo y descanso, es decir, se refiere a si 
la distribución del tiempo de trabajo ha de hacerse de forma regular o irregular (si dentro 
del módulo de cómputo escogido se ha de trabajar las mismas horas todos los días y 
semanas, o bien cabe alternar periodos de mayor actividad con otros de menor duración 
del tiempo de trabajo). Hay que distinguir, por lo tanto, entre distribución regular o 
irregular de jornada. Por “distribución regular de la jornada” se entiende, en sentido 
estricto: “cuando se trabaje las mismas horas todos los días de la semana y todas las 
semanas del año”; también recibe el mismo tratamiento normativo la jornada que se 
distribuye proporcionalmente entre las distintas semanas del año, aunque dentro de la 
semana se distribuya irregularmente en cómputo diario; y tampoco afecta a la regularidad 
de la jornada el que algunas semanas se trabajen menos horas como consecuencia de la 
concurrencia de días festivos o por necesidades de reajuste para cumplir con la jornada 
anual. Por su parte será “distribución irregular de la jornada” aquella que consiste en 
trabajar no siempre las mismas horas todos los días de la semana o todas las semanas del 
año, es decir, no se distribuye proporcionalmente entre las distintas semanas del año, ni 
dentro de la semana. En caso de que se opte por la distribución irregular en la relación 
                                                          
6 “Son extraordinarias las horas que exceden de la jornada ordinaria, fijada legal o convencionalmente, esto 
es, las horas que sobrepasan, no ya la jornada máxima legal, sino la jornada real más reducida que pudiera 
disfrutar el trabajador”, véase en tal sentido Montoya Melgar, A., Derecho del Trabajo, trigésimo séptima 
edición, Tecnos, Madrid, 2016, pág. 351. En sentido similar, Martín Valverde, A., Rodríguez-Sañudo 
Gutiérrez, García Murcia, J., Derecho del Trabajo, vigesimoquinta edición, Tecnos, Madrid, 2016, pág. 
605. 
7 De acuerdo con lo dispuesto en la Enciclopedia Laboral Básica “junto al régimen ordinario se constata en 
nuestro ordenamiento jurídico laboral la existencia de una serie de jornadas especiales bien por razón de la 
existencia de circunstancias personales o familiares del trabajador bien por razón de las características de 




laboral se deberán establecer una serie de criterios conforme a los cuales deberá 
articularse dicha distribución irregular8. 
 
Otro concepto próximo al de distribución de la jornada es el horario de trabajo, aunque 
no es totalmente equivalente. El “horario” es la fijación concreta de las horas de entrada 
y salida del trabajo. Consiste en una secuencia que desencadena la concreción exacta del 
tiempo que el trabajador va a dedicar a desempeñar su trabajo. Primero se establece la 
duración, después la distribución y, por último, el horario de trabajo y dicho resultado 
queda reflejado a efectos formales y de publicidad en el calendario laboral9. La 
distribución de la jornada tiene un carácter cualitativo como ya se ha dicho y se refiere a 
si la distribución del tiempo de trabajo en los diferentes días de la semana o en las distintas 
semanas del año ha de hacerse de forma regular o irregular. El horario, en cualquier caso, 
fija específicamente el tiempo de trabajo. 
 
Conviene tener en cuenta, por lo demás, que la noción general de tiempo de trabajo 
puede revestir en ocasiones unas dimensiones particulares. Por decirlo de manera más 
clara: hay ocasiones en que el trabajador no realiza estrictamente actividad, pero está a 
disposición del empresario y, en consecuencia, cumpliendo su contrato de trabajo. Es el 
caso de los denominados tiempos de presencia, tiempos de disposición o tiempos de 
guardia. Al no ser en sentido estricto tiempos de trabajo, caben en hipótesis distintas 
opciones sobre su consideración legal o jurídica, aunque muchas veces se asimilan a 
tiempo de trabajo y se computan a esos efectos. 
                                                          
8 Para profundizar sobre ello remitirse a Rodríguez Pastor, G., El régimen jurídico de la distribución de la 
jornada de trabajo, Tirant lo Blanch, Valencia, 1999, pág. 54. 
9 Dos de las definiciones de horario que se dan en el diccionario de la RAE son: “cuadro indicador de las 
horas en que deben ejecutarse determinadas actividades” y la otra, “tiempo durante el cual se desarrolla 
habitual o regularmente una acción o se realiza una actividad”. Por su parte, la ELB señala respecto al 
horario laboral que “no existe un concepto legal sobre el particular, de facto, el ET apenas dedica atención 
a regular esta materia que sí es objeto de interés prioritario para la negociación colectiva. El horario de 
trabajo señala el momento en que se inicia, se suspende y finaliza la jornada diaria de trabajo, formando 
parte del contenido del calendario laboral que anualmente debe ser elaborado y publicado por la empresa. 
El empresario, en el ejercicio del poder de dirección, es el encargado de fijar el horario en la empresa, 
siempre sobre la base de respeto al régimen de jornada y descanso legal o convenido”, pág. 719. Por su 
parte, el Diccionario Jurídico de la Real Academia de Jurisprudencia y Legislación, op.cit., define horario 
laboral como “la plasmación formal y/o concreta de los momentos inicial y final, así como eventuales 
pausas, de la actividad laboral que debe desarrollarse. Se relaciona directamente con el concepto de jornada 
laboral. Puede pactarse de forma individual o colectiva, ser idéntico para toda la plantilla o diferenciado; 
rígido o flexible; uniforme o por días de la semana; anual o por épocas, etc. Respetando normas y pactos, 
corresponde al empleador su fijación inicial en función de su ius variandi. Una vez establecido el horario 
en cuestión, su alteración relevante ya escapa, en todo caso, a las facultades directivas del empresario pues 




2. Conceptos complementarios: descansos, festivos, vacaciones, e 
interrupciones 
 
Para determinar la ordenación del tiempo de trabajo es necesario aludir también a otra 
serie de conceptos complementarios que no se refieren al trabajo en sí pero que actúan 
sobre el mismo como una especie de contrapunto o reverso. Son los tiempos de descanso, 
sin cuya consideración no es posible ni la tarea de ordenación del tiempo de trabajo ni 
hacerse cargo de forma cabal del alcance y recorrido de la misma. El punto de partida 
para ello es la noción de “descanso”, que aparece definido en el diccionario de la RAE 
como “la quietud, reposo o pausa en el trabajo o fatiga”. Pero dentro de la noción general 
de descanso pueden y debe distinguirse unidades más concretas. La primera de ellas hace 
referencia al tiempo de duración del trabajo diario, de tal manera que el “descanso entre 
jornadas” será el tiempo de reposo que tendrá el trabajador desde el final de una jornada 
de trabajo hasta el comienzo de la siguiente jornada. El descanso entre jornadas como se 
verá en su momento ha sido desarrollado legalmente como uno de los derechos básicos 
que conforman el estatuto profesional del trabajador. El tratamiento legal del descanso 
está directamente conectado con la máxima constitucional del descanso necesario y la 
limitación de la jornada de trabajo. Por su parte, el Estatuto de los Trabajadores (en 
adelante ET) se refiere al descanso entre jornadas, dejando claro de antemano la voluntad 
del legislador estatutario de dotar a este periodo de asueto de un auténtico carácter 
obligatorio10.  
 
Otro descanso que se alude en el ET, es el “descanso semanal”. En este sentido, el 
término semanal según la RAE hace referencia a “aquello que sucede o se repite cada 
semana”. Así, el “descanso semanal” será el reposo o pausa en el trabajo en el periodo 
temporal de una semana y que se repetirá así todas las semanas. El legislador ordinario 
ha definido en el ET el descanso semanal como un reposo laboral mínimo, cuya duración 
es de día y medio, que se disfrutará, si ello es posible, el día completo del domingo y 
junto a él, un medio día que corresponderá a la tarde del sábado o a la mañana del 
domingo11. 
                                                          
10 Para profundizar véase la obra de López Ahumada, J.L., Evolución normativa de los descansos laborales. 
Primer centenario de la promulgación de la Ley de descanso dominical de 1904, Ministerio de Trabajo y 
Asuntos Sociales, Madrid, 2004, págs. 167-185. 
11 La ELB habla del “descanso semanal” y dice que “la observancia de un descanso semanal, de raíz 




Otro tipo de interrupciones de la actividad laboral son las festividades. El término 
“fiesta” según la RAE hace referencia “día en que por disposición legal no se trabaja”; 
Por otro lado, el concepto “laboral” es aquello “perteneciente o relativo al trabajo, en su 
aspecto económico, jurídico y social”. De tal forma que las “fiestas laborales” son días 
de interrupción del trabajo que se suman anualmente a los días de descanso semanal y 
vacacional.  Las fiestas laborales se configuran como días de interrupción del trabajo 
determinados por la autoridad laboral y, en principio, ajenos a la necesidad de recuperar 
el esfuerzo físico invertido durante el trabajo. El ET recoge el derecho de trabajadores 
por cuenta ajena al disfrute de las festividades declaradas oficialmente con carácter 
laboral en nuestro ordenamiento jurídico12. 
 
Otro aspecto relacionado con el tiempo de trabajo es el de las “vacaciones”. Las 
vacaciones son definidas en la RAE como “descanso temporal de una actividad habitual, 
principalmente de trabajo remunerado o de los estudios”. Así las vacaciones dentro del 
ámbito laboral se configuran como la interrupción anual y retribuida de la prestación de 
servicios para proporcionar descanso al trabajador, para que pueda recuperarse física y 
psíquicamente del cansancio producido por su trabajo. El periodo de vacaciones es anual, 
                                                          
prescribe el derecho del trabajador a un descanso mínimo semanal, acumulable por periodos de hasta 
catorce días, de día y medio ininterrumpido que, como regla general, comprenderá la tarde del sábado, o en 
su caso, la mañana del lunes y el día del domingo completo”, op. cit. pág. 519. Por su parte, el Diccionario 
Jurídico de la Real Academia de Jurisprudencia y Legislación dispone lo siguiente: “el descanso semanal 
mínimo es de un día y medio ininterrumpido, lo que supone la imposibilidad de fraccionar dicho descanso. 
Su calificación como mínimo supone que la duración del descanso semanal puede ser mejorada por 
convenio colectivo o contrato individual. Se permite la acumulación del descanso por periodos de hasta 14 
días, lo que supone la posibilidad de que se trabajen 11 días y se descansen 3. Finalmente, se permite que 
el medio día de descanso se disfrute el sábado o el lunes, coincidiendo como regla general el día completo 
con el domingo. El hecho de que el día completo de descanso se fije en domingo se debe a motivos 
vinculados con la tradición y las costumbres religiosas imperantes en nuestro país (…)”, pág. 411. 
12 Sobre las fiestas laborales la ELB dispone que “la existencia de días festivos se asemeja al descanso en 
cuanto a la inexistencia de obligación de trabajar y el mantenimiento del derecho a percibir retribución. Sin 
embargo, la doctrina judicial es clara con respecto a la distinta finalidad de ambas instituciones, pues las 
festividades laborales, aunque también permiten al trabajador disfrutar de días dedicados al descanso y al 
ocio, persiguen la celebración o conmemoración de ciertas fechas por algún motivo (religioso o laico) 
relevante (STSJ Galicia de 16 de junio de 1992, AS 1992,3051), op. cit. pág. 664. Por su parte, el 
Diccionario Jurídico de la Real Academia de la Jurisprudencia y Legislación define vacaciones como “el 
periodo de descanso que corresponde al año de trabajo, y que reconocen, como derecho, la normativa de la 
Unión Europea, el Convenio nº 132 de la OIT y el ordenamiento jurídico interno. El derecho a las 
vacaciones, de una duración mínima de treinta días naturales, es irrenunciable; no pude sustituirse por 
compensación económica, a menos que el contrato de trabajo finalice antes de la fecha de disfrute, y no 
puede reducirse o suprimirse por razones disciplinarias (arts.38.1 y 58.3 ET). La fecha del disfrute de 
vacaciones debe fijarse por acuerdo entre las partes, de conformidad con lo establecido, en su caso, en los 
convenios colectivos sobre planificación anual de las vacaciones. En caso de desacuerdo entre las partes, 
la jurisdicción social fijará, en un procedimiento sumario y preferente, la fecha que corresponda para el 
disfrute, y su decisión será irrecurrible. En todo caso, el empresario debe dar a conocer el periodo 




no pudiendo ser inferior a treinta días naturales y se materializan durante el año natural, 
no cabe la posibilidad de disfrutarlas en el año siguiente, aunque como se verá tiene 
algunos matices. Con ello se pretende proporcionar al trabajador un tiempo de descanso 
al año13.  
 
Para terminar, los “permisos o interrupciones” son recogidos en el diccionario de la 
RAE como el “periodo durante el cual alguien está autorizado para dejar su trabajo u otras 
obligaciones”. Los permisos son interrupciones del contrato de trabajo, de escasa 
duración, que no extinguen la relación laboral, pudiendo ser retribuidos o no. Los 
permisos se asemejan a los descansos en la medida que hay un tiempo en el cual el 
trabajador debería realizar la prestación debida y queda exonerado de realizarla. La 
diferencia estriba en que esta exoneración no deriva de un previo derecho al descanso, lo 
que significa que hasta el momento del acaecimiento del evento que da lugar a dicha 
interrupción se mantiene incólume la obligación de trabajar. Además, estos permisos no 
buscan un resarcimiento del desgaste físico, como sucedía con los descansos 
anteriormente mencionados, su finalidad deviene de la concurrencia de bienes 
jurídicamente tutelables que concurren entre sí, siendo que el legislador opta por dar 
preferencia al cumplimiento de ciertas obligaciones personales que entiende conforman 
contenidos mínimos y básicos, respecto de los cuales el “tiempo de trabajo debido” por 
el trabajador impide atenderlos en el momento en que aparecen y hay que 
cumplimentarlos14. 
 
3. La trascendencia laboral y vital de los tiempos de trabajo 
 
El tiempo de trabajo cobra una especial relevancia en el contrato de trabajo y de modo 
especial en la prestación laboral, ya que en función del tiempo de trabajo se fijan: la 
duración del contrato de trabajo y los términos inicial y final de éste; las unidades de la 
prestación del trabajador y los límites de ésta (jornada, descanso semanal, vacaciones); la 
                                                          
13 En este sentido, Trillo Párraga, F., Jornada de trabajo, descansos, permisos y vacaciones, Bomarzo, 
Albacete, 2016, pág. 159. 
14 Al respecto la ELB dispone que “entre los supuestos de interrupción de la prestación de servicios en el 
marco de una relación laboral se encuentra el constituido por los permisos. Se trata de interrupciones en 
dicha prestación de servicios que no constituyen incumplimiento contractual por parte del trabajador, en 
tanto su utilización se realice en el marco de los requisitos establecidos en la Ley, en el Convenio Colectivo, 
y/ contrato individual. Consecuentemente, la utilización de dichos permisos no podrá ser justificante de 




retribución; y otros aspectos relevantes de la relación laboral, como la antigüedad, los 
ascensos, las indemnizaciones por despido, etc.15 
 
La ordenación del tiempo de trabajo es una cuestión clave no sólo para el Derecho del 
Trabajo sino también para la vida cotidiana de todos los trabajadores en general (a saber, 
trabajadores por cuenta ajena y también por cuenta propia, especialmente los trabajadores 
por cuenta propia económicamente dependientes)16 pues no sólo implica, dada la forma 
de trabajar bajo ajenidad y dependencia, que una parte de su tiempo a lo largo de su vida 
va a estar a disposición del empresario, sino que también condiciona su vida “fuera del 
trabajo”. Es decir, su tiempo libre, su tiempo de ocio o más ampliamente el dedicado a su 
vida personal y familiar, y desde luego el tiempo de descanso, de ahí la importancia de 
cuándo y del cuánto se va a trabajar. El tiempo de trabajo y su distribución tienen 
importantes consecuencias en la salud, en la conciliación de la vida personal y laboral y 
en las condiciones de vida de las personas, por lo que siempre ha sido uno de los ejes 
claves de las relaciones laborales y, por lo tanto, objetivo de la negociación colectiva entre 
las partes17.  
 
El concepto de tiempo de trabajo, lejos de ser unívoco y designar un ámbito concreto 
y específico de la realidad, es un concepto multidimensional. Del lado de la trayectoria 
laboral, aunque el trabajo es una actividad más o menos duradera en el tiempo “no es 
menos cierto que viene acotada temporalmente tanto en su inicio como en su finalización, 
se ve en ocasiones interrumpida o suspendida, combinándose en el tiempo con periodos 
de actividad e inactividad”. Mientras que, del lado del contrato de trabajo, éste tiene una 
duración determinada en el tiempo “que no es ni puede ser un contrato permanente o de 
por vida y que viene sometido también a ciertas reglas en cuanto a su duración”. En el 
marco del contrato de trabajo, el trabajador asume la obligación de desarrollar una 
prestación, prolongada en el tiempo, pero en ningún caso de forma ininterrumpida, 
                                                          
15 Montoya Melgar, A., Derecho del Trabajo, op.cit., pág. 333-334. 
16 Pérez Agülla, S., Trabajo autónomo. Régimen jurídico de la prestación de servicios tras las reformas 
legislativas, 2ª edición, Juruá LDA, 2016, pág. 116 y Montoya Melgar, A., El contrato del TRADE, 
Thomson Reuters-Civitas, Pamplona, 2009, pág. 152-158, en relación con las interrupciones de la 
prestación del TRADE. 
17 “La limitación de la jornada obedece a un supremo móvil humanitario basado en razones de interés social, 
ya que toda labor manual, prolongada fuera de medida, tiende a la degeneración de la raza por agotamiento 
físico y atrofia moral e intelectual del obrero” extracto de la Ley de 27 de diciembre de 1910, sobre jornada 
máxima de trabajo en las minas, Gabinete Canalejas. Para profundizar sobre a la aproximación humanitaria 
al problema obrero véase Montoya Melgar, A., Ideología y Lenguaje en las Leyes Laborales de España 




sometiéndose igualmente esta actividad a limitaciones temporales, ya sea por razones 
naturales o legales18. 
 
Existe una estrecha relación entre el tiempo de trabajo y la propia actividad laboral, 
ya que en muchas ocasiones constituye un elemento de cuantificación y de delimitación 
del trabajo realizado, así como factor determinante en otras condiciones laborales como 
en las retribuciones salariales. Sin embargo, los cambios en la organización del trabajo y 
regulación del tiempo que se han producido a lo largo de las últimas décadas han 
empezado a cuestionar esta relación. Así, por ejemplo, el tiempo de trabajo ha perdido un 
cierto valor como elemento de medición y remuneración de la prestación laboral, debido 
a la reducción de las retribuciones por tiempo de trabajo y el aumento de aquellas ligadas 
a objetivos, resultados y demás mecanismos de valoración. Esta situación puede 
identificarse con ciertos sectores de actividad, como por ejemplo las actividades 
relacionadas con los servicios y no con aquellas en las que el tiempo de trabajo sigue 
constituyendo el elemento fundamental de valoración19. 
 
En la actualidad, dentro de la prestación laboral también adquieren importancia otros 
elementos referidos al tiempo (como la disponibilidad, la localización, la variabilidad de 
la jornada) que se identifican con las condiciones específicas con las que se organiza el 
tiempo de trabajo20. También se plantea de forma acertada que la delimitación conceptual 
del tiempo de trabajo no debe circunscribirse única y exclusivamente al ámbito laboral ya 
que, aunque se refiere al tiempo vital que se dedican las personas a los fines productivos, 
tiene del mismo modo una incidencia notable en la organización cotidiana de los tiempos 
sociales y vitales de las diferentes sociedades, como se ha aludido con anterioridad. Se 
concibe, por lo tanto, que el tiempo de trabajo en las sociedades occidentales, hace 
referencia al trabajo remunerado, eminentemente productivo, fruto de la distribución 
social del trabajo. Bajo esta perspectiva, el tiempo de trabajo sigue siendo el principal 
                                                          
18 Véase para ello Prieto, C., “Trabajo, género y tiempo social”, Ed. Hacer y Ed. Complutense, 2007, pág. 
47. 
19 Al respecto véase Prieto, C., et al (ed.), “Nuevos tiempos del trabajo. Entre la flexibilidad de las empresas 
y las relaciones de género, Centro de Investigaciones Sociológicas, nº 255, Madrid, 2008. En esta obra los 
autores concluyen que el tiempo de trabajo no se ensambla adecuadamente con otras actividades sociales, 
especialmente con las domésticas y de cuidados. La explicación que señalan se encuentra en la transición 
del modelo de mujer ama de casa al modelo mujer trabajadora que, a pesar de haberse incorporado al 
mercado de trabajo, sigue siendo la principal responsable de las actividades relativas a la esfera privada 





elemento en torno al cual se ordenan el resto de tiempos sociales, puesto que una 
modificación en el tiempo de trabajo acarrea algún tipo de alteración del resto de los 
tiempos y, por encima de todo, del tiempo social de las personas. Y de la misma forma, 
también habría que señalar que los cambios en la valoración del tiempo de las actividades 
no laborales influyen también en la ordenación del tiempo de trabajo21. Aunque no sea 
objeto de estudio en este trabajo, es importante hacer mención al tiempo de trabajo 
reproductivo, de cuidados y tareas domésticas que, aunque no está contemplado y 
reconocido socialmente como trabajo, son actividades básicas del funcionamiento 
social22. 
 
Desde el punto de vista empresarial, el tiempo de trabajo está ligado a la “organización 
y gestión de los recursos humanos”, pero sobre todo está vinculado a la productividad. 
Esta perspectiva a veces es demasiado estrecha y reductiva, o hace que entre en 
contradicción con otras implicaciones como la seguridad e higiene en el trabajo, el 
ambiente laboral y las demás condiciones de trabajo y la organización del trabajo. El 
objetivo de la productividad, sin embargo, no va ligado únicamente al tiempo de trabajo, 
como en los antiguos sistemas de explotación intensiva sino también a una buena gestión 
y organización del tiempo del mismo que permita en menor tiempo alcanzar una mayor 
productividad23. Igualmente, el tiempo de trabajo también constituye una de las materias 
más importantes de la organización de las sociedades, tanto desde el punto de vista de la 
estructura económica y social, como de las condiciones de trabajo y de vida de la 
                                                          
21 Para ahondar sobre el tema Carrascosa Bengoa, C., “El tiempo más allá del reloj: las encuestas de uso 
del tiempo revisitadas”, en Cuadernos de Relaciones Laborales, 2016, págs. 357-383. 
22 En este sentido véase: OIT, Base de datos sobre la Legislación de Condiciones y Empleo, 2011. Hay que 
tomar en consideración que, en estas sociedades, “la producción de bienestar no tiene su origen sólo en una 
determinada combinación de Estado, mercado y familia, sino también en un determinado tipo de relaciones 
de género”. Para conocer el tiempo de trabajo también es necesario apuntar que no todos los trabajadores 
se relacionan de igual modo con el trabajo y sus tiempos de trabajo y de vida, así como tampoco ocupan 
posiciones iguales en el mercado. Existe gran diferencia entre varones y mujeres en este aspecto. Según la 
OIT, las mujeres muestran mayor presencia que los varones en el trabajo a tiempo parcial, esto ha sido un 
patrón más o menos uniforme en la mayor parte de los países desarrollados. 
23 Según la Encuesta Nacional de Condiciones Laborales de 2011, realizada por el Instituto Nacional de 
Seguridad e Higiene en el Trabajo, “España y Portugal son países con mayores duraciones del tiempo de 
trabajo y, sin embargo, tienen las más bajas tasas de productividad por hora trabajada. Por otra parte, no 
cabe acusar de esta productividad a la rigidez, a la falta de flexibilidad, pues como se verá, el modelo 
español de acuerdo con las Directivas europeas, e incluso más allá de lo previsto en las mismas (distribución 
irregular en periodos más amplios, topes máximos de jornada, etc.) tras la reforma laboral de 1994 y las 
modificaciones posteriores en las jornadas especiales, es un sistema con amplios espacios de flexibilidad, 
en unos casos por la misma regulación (jornadas especiales), y en otros por la remisión a la negociación 
colectiva (distribución de la jornada, compensación de las horas extraordinarias por tiempo de descanso, 
cómputo flexible de periodos de descanso, ampliación de estas posibilidades en jornadas especiales, un 




población. El estudio del tiempo de trabajo tiene una larga tradición y desarrollo bajo el 
amparo de diversas disciplinas. En el campo de la economía, han sido numerosos los 
trabajos que han abordado el análisis del tiempo de trabajo en relación, entre otras 
materias, las políticas de creación de empleo, la gestión del tiempo en la economía y sus 
implicaciones en términos de competitividad, costes laborales y productividad24. En el 
campo del Derecho del Trabajo son destacables los estudios centrados en los cambios de 
la regulación y ordenación del tiempo de trabajo, así como en el desarrollo y contenido 
de la negociación colectiva25. Y también en el campo de la sociología se ha desarrollado 
una gran cantidad de trabajos sobre el tiempo de trabajo y otros aspectos sociales, 
abordando la conciliación de la vida laboral, familiar y personal de la población 
trabajadora, así como la revalorización de los tiempos dedicados al cuidado y trabajo 
domésticos. Finalmente mencionar que también se han realizado numerosos estudios 
sobre el tiempo de trabajo en el ámbito de la seguridad y salud laboral26. 
 
En la actualidad, los debates sobre el tiempo de trabajo han suscitado un renovado 
interés de la mano de los planteamientos generados en torno a la presente crisis 
económica, sus efectos en el mercado de trabajo y en la productividad de los distintos 
países. Aunque se han propuesto diversos ejes de reflexión en este ámbito, se pueden 
identificar dos grandes líneas. A corto plazo, se han contrapuesto dos maneras de abordar 
la crisis en el mercado de trabajo: bien ajustando las plantillas de las empresas como 
respuesta a la reducción de la demanda a través de la flexibilidad externa; o bien mediante 
políticas de flexibilidad interna para el mantenimiento del empleo, centradas en la 
                                                          
24 Trigo Portela, J., “Flexibilidad en el mercado de trabajo” en Revista del Instituto de Estudios Económicos, 
nº 2 y 3 de 2003, Bosch, G., Lendorf, S., “Working-time reduction and employment experiences in Europe 
and economic policy recommendations”, Cambridge Journal of Economics, nº 25, 2001; Baylos Grau, A. 
Un debate europeo sobre la negociación colectiva en la empresa, Informes de la Fundación 1º de Mayo, 
2011, entre otros. 
25 Ezquerra Escudero, L. Tiempo de trabajo en España: aproximación histórica. Desde la emergencia del 
Derecho Social hasta el Estatuto de los Trabajadores de 1980, Atelier, Barcelona, 2006; García Ninet, J.I., 
Jornada de trabajo, Horario y horas extraordinarias, Edersa, Madrid, 1977; García Perrote, E., “Jornada 
de trabajo legal y jornadas convencionales”. AA.VV., Estudios sobre la jornada de trabajo, Ed. Acaral, 
Madrid, 1991, entre otros. Algunos más recientes, Alarcón Caracuel, M.R., “La jornada ordinaria de trabajo 
y su distribución, en AA.VV., Tiempo de trabajo, Albacete, Bomarzo, 2007; Cabeza Pereiro, J., “Tiempo 
de trabajo, racionalización de horarios y conciliación en España”, en Conciliación de la vida laboral y 
familiar y crisis económica, Delta Publicaciones, 2015, entre otros. 
26 OIT, Informe II, Medición del tiempo de trabajo, 18ª Conferencia Internacional de Estadísticos del 
trabajo, Ginebra, OIT, 2011; OIT, “El tiempo de trabajo en el siglo XXI, Informe para el debate de la 
reunión tripartita de expertos sobre ordenación del tiempo de trabajo, Ginebra, OIT, 2011; Pac Salas, D., 
Navarrete Lorenzo, M., Solans Solano, J.R., “La reducción y reordenación del tiempo de trabajo. La 
percepción de los trabajadores sobre las estrategias de los empresarios y trabajadores”, Revista Catalana 




reducción temporal del tiempo de trabajo, como mecanismo de reparto de trabajo, así 
como una apuesta decidida por la formación de los trabajadores y trabajadoras27. Otro eje 
de reflexión que se ha planteado a más largo plazo gira en torno a la relación entre el 
tiempo de trabajo y la productividad. Desde las posiciones más liberales se remarca la 
importancia de fortalecer la productividad a través del aumento del tiempo de trabajo. 
Frente a esta postura, surgen diversos argumentos que señalan que la productividad está 
más ligada a otros factores, como por ejemplo las características de la estructura 
productiva de la economía, así como el desarrollo de la innovación e investigación y la 
organización eficaz del trabajo y su tiempo en el ámbito de las empresas28.  
 
En todo caso, conviene tener en cuenta que los efectos de la crisis económica han sido 
desiguales en los países de la Unión Europea, debido tanto a las diferentes estructuras 
productivas y de empleo, como a las respuestas políticas adoptadas en cada uno de ellos. 
Frente a las propuestas que señalan que el aumento del tiempo de trabajo como 
mecanismo de mejora de la productividad de cara a superar la crisis, es importante 
destacar que en diversos países europeos se han desarrollado políticas de reducción del 
tiempo de trabajo, cuyo objetivo ha sido mantener el empleo. El fomento de este tipo de 
medidas ha favorecido la contención de las consecuencias de la crisis económica, 
evitando una mayor destrucción de empleo29. 
 
También es relevante mencionar que el tiempo de trabajo ha sido una materia central 
en los debates más actuales sobre la flexibilidad y la organización del trabajo. Desde el 
punto de vista empresarial se propone una adaptación de la jornada, en la medida en que 
ésta implicaría una mejora de la competitividad, al organizar los tiempos laborales de 
acuerdo a la demanda y a los costes. Mientras que, desde el punto de vista del trabajador, 
se hace referencia a la organización de los tiempos laborales con la voluntad de ajustar su 
tiempo de trabajo en función de sus necesidades vitales30. 
 
                                                          
27 Libro Verde de la Comisión, de 22 de noviembre de 2006, «Modernizar el Derecho laboral para afrontar 
los retos del siglo XXI» (COM (2006) 708). 
28 Así se expresa en Aragón Medina, Cruces Aguilera, J., Martínez Poza, A., Rocha Sánchez, F., El tiempo 
de trabajo y la jornada laboral en España, Fundación 1º de Mayo, Madrid, 2012, pág. 21-25. 
29 OIT, El tiempo de trabajo en el siglo XXI, Informe para el debate de la Reunión Tripartita de expertos 
sobre la ordenación del tiempo de trabajo, 2011, pág. 14. 
30 Baylos Grau, A., “Flexibilidad y tiempo de trabajo: consolidación normativa de un modelo (im) 
productivo antisocial” en Garantías de empleo y derechos laborales en la Ley 35/2010 de Reforma Laboral, 




4. La aspiración histórica a la reducción del tiempo de trabajo 
 
Desde los primeros tiempos de la Revolución Industrial se realizaron diversos 
estudios en los que se puso de relieve la enorme transformación de la disciplina laboral 
que supuso el capitalismo industrial. La preocupación por el control del tiempo se 
convirtió en el objetivo central de los empresarios y la generalización del sistema de 
producción industrial en las sociedades occidentales hizo necesaria una mayor 
sincronización y racionalización del tiempo de trabajo. Asimismo, la regulación del 
tiempo de trabajo se vio ayudada por la moral calvinista y puritana que fijaba el trabajo 
remunerado como principal valor. La unión entre tiempo y trabajo hizo posible que el 
sistema capitalista impusiera su disciplina laboral. Y se logró que el conjunto de la 
población interiorizara las nuevas normas disciplinarias, no sólo a través de la aceptación 
de los horarios laborales de las fábricas sino también de la organización de los tiempos 
de vida en función de la jornada laboral. En las sociedades industrializadas, esta 
organización socioeconómica y personal de los horarios se ha prolongado en el tiempo 
como si se tratara de algo natural e inmutable, incluso para las personas que no están 
presentes en el mercado laboral31. 
 
La evolución del tiempo de trabajo guarda estrecha relación tanto con las 
modificaciones en la organización de la producción y del trabajo, como con los cambios 
demográficos, sociales y culturales acontecidos, que se ven reflejados en el desarrollo 
normativo del tiempo de trabajo32. La lucha por la reducción de la jornada como 
reivindicación social parte en el tiempo de la organización de los trabajadores en unas 
                                                          
31 Al respecto, Thompson, E.P., “Tiempo, disciplina de trabajo y capitalismo industrial”, Tradición, 
revuelta y consciencia de clase, Crítica, Barcelona, 1979, págs. 258-290. 
32 Robert Owen, Catecismo para uso de los trabajadores, Gran Bretaña, Leeds, Hobson, 1838.  Responde 
así a la pregunta de por qué hay que implantar la jornada de ocho horas: “Porque es la duración más larga 
de trabajo que la especie humana puede soportar manteniéndose en buena salud, inteligente y feliz; porque 
los modernos descubrimientos químicos y mecánicos suprimen la necesidad de demandar un esfuerzo físico 
más largo; (…) porque nadie tiene el derecho de exigir de sus semejantes, un trabajo más largo de lo que, 
en general, es necesario para la sociedad, simplemente con el fin de enriquecerse, empobreciendo a otros y 
porque el verdadero interés de cada uno reside en que todos los seres humanos sean sanos, inteligentes y 
ricos, y estén contentos”. Las razones que pone de manifiesto Owen tienen un carácter didáctico, científico 
e incluso moral acerca de la bondad y conveniencia para todos de la jornada de 8 horas; la realidad histórica 
mostró que la conquista por la jornada legal de 8 horas sería una tarea difícil y que los logros alcanzados 
en materia de jornada fueron progresivamente mejorando pero nunca se llegó a conseguir en los términos 
e intenciones en los que se planteaba cuando las organizaciones obreras lo enarbolaban como bandera que 




primigenias fuerzas sindicales a raíz de la Revolución Industrial33. Tras los primeros 
logros en materia de reducción del tiempo de trabajo, conseguidos por los movimientos 
obreros emergentes en toda la segunda mitad del siglo XIX, un mayor tiempo de ocio 
junto con un mayor nivel salarial permitieron a los trabajadores dedicar un poco más de 
tiempo a sí mismos y mejorar unas condiciones de vida que, en principio, podían 
considerarse bastante miserables34. 
 
En España los movimientos y las reivindicaciones sindicales fueron sucediéndose con 
cierto retraso con respecto al resto de países de Europa, pero sin duda con una gran 
eficacia, hasta situar nuestra jornada laboral máxima legal en 40 horas semanales que 
disfrutamos ahora35. Lo que se pretende dejar claro con este repaso histórico es que las 
demandas sociales que en la historia se han sucedido para reivindicar una reducción de la 
jornada de trabajo, lo que han buscado, hasta no hace muchos años, era mejorar la calidad 
de vida de los trabajadores a través de mejorar su salud y seguridad en el trabajo36. 
Ninguna fuerza sindical hacía referencia al posible efecto que una reducción de jornada 
podía tener sobre el reparto del trabajo y la creación de empleo como razones a esgrimir 
para demandar una nueva rebaja del tiempo de trabajo. A lo largo de buena parte del siglo 
XX se había venido produciendo una reducción, homogeneización y regulación de las 
jornadas laborales en los países industrializados: “los asalariados trabajaban cada vez 
                                                          
33 Así, por ejemplo, en Inglaterra, la Amalgamated Society of Engineers, prototipo de los modernos 
sindicatos, se formó en 1851. Por esas mismas fechas se formaron la Asociación Alemana de Trabajadores 
Universales y otros grupos obreros altamente politizados en Francia. Pero ya antes incluso de que surgieran 
estas primeras formaciones sindicales con sus reivindicaciones, la regulación de la jornada había sido 
contemplada como una necesidad a satisfacer por leyes inglesas como las Factory Acts de 1833, la Mine 
Act de 1842 y la Ten Hours Act de 1847. Lo que sucede es que estas leyes, en las que se pusieron límites a 
las severas condiciones en que mujeres y niños estaban empleados por entonces, no fueron una 
consecuencia de reivindicaciones de grupos de trabajadores organizados, sino de la constatación de una 
dura realidad y de la benevolencia de aristócratas con ideas sociales y reformadoras de clase media. 
34 González Gómez, S., “Las reivindicaciones por una jornada legal de ocho horas de trabajo, bandera 
histórica del primer sindicalismo en España”, en AA.VV. Relaciones sociolaborales. Aspectos jurídicos, 
económicos y sociales, Ediciones Universidad de Salamanca, 1993, pág. 180. 
35 En este sentido dirigirse a la obra: Recio, C., Torns, T., Borrás, V., Moreno, S., “La regulación del tiempo 
de trabajo en la Unión Europea”, Papeles de relaciones ecosociales y cambio global, nº 108, 2009, págs. 
77-88. 
36 Véase, Pérez De los Cobos-Orihuel, F., Monreal Bringsvaerd, E., “La regulación de la jornada de trabajo 
en el Estatuto de los Trabajadores”, en Revista del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, nº 58, pág. 
59-60, los autores expresan que “revisar una institución clásica como es la jornada de trabajo cobra hoy 
particular interés porque la jornada ha estado y está en el centro de las políticas legislativas sobre 
flexibilidad laboral, porque constituye uno de los elementos fundamentales de la relación laboral que más 
profundos cambios viene experimentando y porque, en consecuencia, se erige en un buen observatorio del 
modo en que se materializa en la práctica la opción de política legislativa plasmada en el actual sistema de 
articulación entre fuentes jurídico laborales”, igualmente, Alonso Olea, M., Introducción al derecho del 




menos tiempo por día, semana, año y vida. Lo hacían, además, de un modo cada vez más 
concentrado en las mismas unidades cronológicas: mismas horas del día, mismos días de 
la semana, mismos meses al año, mismos años en la vida”. Estos cambios son fruto como 
se viene diciendo de la formación de movimientos obreros nacionales y sus luchas por la 
mejora de las condiciones de vida y trabajo37. 
 
Pero en realidad el debate sobre la limitación de la jornada laboral ha tenido diferentes 
enfoques e intenciones a lo largo de la historia, el primero de ellos fue mejorar las 
condiciones de trabajo y vida de los trabajadores. La siguiente perspectiva es la que surge 
en las décadas de los años ochenta y noventa y lleva a plantear la reducción de la jornada 
de trabajo como medida de reparto de empleo. Tal cuestión se instala como debate 
protagonista en la sociedad y en el movimiento obrero. Es interesante destacar que la 
relación con el trabajo no ha sido siempre difícil por su escasez, es la máquina y lo que 
sigue en el terreno de la economía y de los comportamientos sociales, lo que trastoca el 
concepto de tiempo de trabajo y en este sentido, ni el paro forzoso ni la jornada tal y como 
se entiende en la actualidad son algo permanente sino propios de un determinado 
momento histórico38. Desde instituciones internacionales y europeas se ha reclamado la 
reducción de la jornada no sólo desde el punto de vista social, sino también desde un 
trasfondo económico y defensivo para reducir el impacto del incremento de la 
productividad derivado del maquinismo39.  
 
                                                          
37 Véase en este sentido: Alonso Olea, Introducción al Derecho del Trabajo, op. cit.; Montoya Melgar, A., 
Ideología y lenguaje, op.cit.; y (Muñoz de Bustillos, R. director), Nuevos tiempos de actividad y empleo, 
Colección de Informes y Estudios del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, 2003, pág. 22. 
38 Lan Harremanak, “El tiempo es oro. Reflexiones desde la historia acerca de la reducción de jornada y el 
control del tiempo de trabajo”, Revista de Relaciones Laborales, nº1, julio 1999, pág. 2. 
39 El Convenio nº 47 de la OIT de 1935 sobre las cuarenta horas, alude a las privaciones provocadas por un 
desempleo extendido y exige medidas para reducir las horas de trabajo hacia esta norma. También este 
tema ha tenido cabida en informes de organizaciones internacionales, concretamente en el Programa de 
Naciones Unidas para el Desarrollo, siendo el primer organismo mundial en incorporar presupuestos 
teóricos del reparto. El informe sobre el desarrollo humano de 1996, titulado “¿Crecimiento económico 
para propiciar el desarrollo humano?, reclama “un crecimiento económico sostenido, que contribuya al 
aumento de oportunidades distribuyendo el aumento de la productividad entre un mayor número de 
personas empleadas”. Son numerosos los informes que la OIT realiza en torno a este tema, pero no dejan 
de ser informes, sin aplicación práctica. Desde la Unión Europea, lo primero que se encuentra en torno a la 
reducción de jornada como medida de reparto de empleo es a finales de 1982 en un Memorándum sobre la 
reducción y organización del tiempo de trabajo, de la Comisión Europea, en dicho Memorándum se 
exponen las condiciones que se tienen que tener en cuenta para una política de reducción y ordenación del 





Pero la homogeneización, reducción y regulación de las jornadas laborales en los 
países industrializados, se ha roto en las últimas décadas, en las que se observan nuevas 
situaciones. A grandes rasgos se observa por una parte que las jornadas laborales se 
diversifican y en ocasiones aumentan o flexibilizan, a la vez que se demanda una mayor 
cantidad del tiempo en otras actividades como los cuidados personales, la atención 
comercial y el consumo de ocio. Por otra parte, se observan crecientes dificultades para 
compaginar los tiempos de trabajo y los tiempos de vida doméstico-familiares, como un 
proceso paralelo a la incorporación de las mujeres al mercado de trabajo. Y, por último, 
se ha venido incrementando la inseguridad social debida al desempleo, la inestabilidad 
laboral y la temporalidad en el empleo, que repercute en el tiempo dedicado al empleo a 
lo largo de la vida40. Se pueden distinguir por lo tanto tres etapas diferentes en torno al 
tiempo de trabajo. La primera de ellas como se ha manifestado ha sido la reducción de 
jornada como medida de mejora de condiciones de trabajo y vida, posteriormente la 
preocupación del tiempo de trabajo residió en su reducción para poder repartir el trabajo 
y disminuir la tasa de paro y más recientemente como se ha visto, el tiempo de trabajo es 
objeto de flexibilización y adaptación para conciliar la vida laboral, familiar y personal 
de los trabajadores.  
 
5. Reducción del tiempo de trabajo como política de empleo 
 
Para poder abordar el tema de la reducción del tiempo de trabajo como una medida 
de política de empleo no basta únicamente con un estudio legal de la jornada de trabajo, 
sino que es preciso además acudir a otros ámbitos, en especial al económico, para dar una 
explicación sobre el impacto que tiene el tiempo de trabajo en el mercado laboral. La 
vinculación entre la política de empleo y mercado de trabajo es importante no sólo desde 
la perspectiva puramente técnica, pues los efectos de la política de empleo se van a 
constatar a través de los parámetros propios del mercado de trabajo; además esa 
vinculación va a poner de manifiesto la importancia que tiene la política de empleo desde 
la perspectiva puramente económica41. De hecho, entre la economía y la política de 
                                                          
40 OIT, El tiempo de trabajo en el siglo XXI, Informe para el debate de la Reunión tripartita de expertos 
sobre la ordenación del tiempo de trabajo, op.cit. págs. 20-31. 
41 Véanse entre otros: AAVV, “Job creation in Spain: Productivity, Grow, Labour Market Reforms or both” 
en Working Papers, nº 10/13, BBVA, 2009; Aragón, J., y Palacio, J.I., “La economía española vista desde 
la perspectiva de las tres últimas décadas”, en Gaceta Sindical, Reflexión y Debate, nº6; y Durán, M.A., La 




empleo se establece en la actualidad una estrecha vinculación, pues la política de empleo 
se configura como un instrumento utilizado para alcanzar fines de carácter económico42. 
 
La preocupación por el empleo viene desde la OIT, en el Convenio nº 122, sobre 
política de empleo, de 1964 en su Exposición de Motivos hace alusión a la Declaración 
de Filadelfia en la que ya se reconocía la “obligación solemne de la OIT de fomentar, 
entre todas las naciones del mundo, programas que permitan lograr el pleno empleo y la 
elevación del nivel de vida”. Igualmente, en el preámbulo de la Constitución de la OIT se 
menciona “la lucha contra el desempleo y la garantía de un salario vital adecuado”. Para 
la mayoría de las personas, el factor clave para escapar de la pobreza es tener un trabajo. 
Al reconocer que carece de sentido la elaboración de normas de trabajo si no se aborda el 
tema del empleo, la OIT dedica gran parte de su programa a la creación de mayores 
oportunidades para hombres y mujeres, a efectos de garantizar un trabajo y unos ingresos 
decentes. Para alcanzar esta meta la OIT promueve normas internacionales sobre política 
de empleo que, junto con los programas de cooperación técnica, se dirigen a lograr el 
pleno empleo, productivo y libremente elegido. No obstante, no puede adoptarse ninguna 
política aislada en aras de la consecución de este objetivo. Es preciso que cada país (sea 
en desarrollo, desarrollado o en transición) lleve a cabo sus propias políticas para lograr 
el pleno empleo. Las normas de la OIT sobre la política de empleo proporcionan los 
mecanismos para diseñar y aplicar tales políticas, garantizando, de este modo, el máximo 
acceso a los trabajos necesarios para gozar del trabajo decente. En nuestro país el 
Convenio nº 122 OIT sobre política de empleo fue ratificado el 28 de diciembre de 1970, 
este Convenio establece que los Estados que lo ratifiquen, lleven a cabo una política activa 
concebida para “fomentar el pleno empleo, productivo y libremente elegido”. Tal política 
deberá encaminarse a garantizar que haya trabajo para todas las personas que estén 
disponibles y que busquen trabajo; que ese trabajo sea tan productivo como sea posible; 
que haya libertad para escoger empleo; y que cada trabajador tenga todas las posibilidades 
                                                          
42 Anisi, D., “Los efectos de la globalización. Crecimiento económico versus empleo, calidad del mismo”, 
en Crecimiento, empleo y reducción del tiempo de trabajo, Unión Sindical de Madrid-región de CCOO, 
Madrid, 1998, págs. 25-36. Este economista realiza una metáfora para encuadrar el problema del empleo. 
Dice que “la sociedad es una gente que anda por la selva y se dedica a fabricar un gran caldero de sopa (..) 
desde hace mucho tiempo en Europa se unen dos tradiciones, una tradición religiosa que consiste en que 
“el trabajo dignifica al hombre”, en consecuencia, como el derecho a meter la mano en el caldero 
dignamente, no por caridad, viene relacionado con el trabajo, resulta que de alguna forma tenemos que 
proporcionar ese derecho a la gente que no lo tiene. Por ello, el empleo o el desempleo es un problema 
preocupante. No porque el desempleo pueda llevar a zonas de pobreza (…) sino porque la dignidad de la 





de adquirir formación necesaria para ocupar el empleo que le convenga y de utilizar en 
este empleo y esta formación las facultades que posea, sin que se tenga en cuenta su raza, 
color, sexo, religión, opinión política, ascendencia nacional u origen social43. 
 
La política de empleo ha sido casi con toda seguridad la cuestión que en los últimos 
años ha tenido una mayor importancia dentro de la política social de la UE, sin embargo, 
entre las medidas de la política de empleo llevadas por la UE, no se tiene en cuenta la 
reducción de la jornada de trabajo como medida que puede contribuir a crear mayor 
número de puestos de trabajo. Uno de los estudios más importantes puesto en marcha por 
la UE fue la publicación a finales de 1993 del volumen “Crecimiento, competitividad, 
empleo. Retos y pistas para entrar en el Siglo XXI”, conocido como el “Libro Blanco, o 
Informe Delors”. Este estudio plantea una serie de respuestas ante el problema del 
desempleo, pero entre ellas no se menciona la posibilidad de la reducción de jornada de 
trabajo, aunque sí una serie de medidas de flexibilidad del mercado laboral, entre las que 
destaca la flexibilidad interna. Posteriormente siguieron otra serie de estudios por parte 
de la UE, entre los que se puede destacar el Libro Verde, pero todos ellos encaminados 
hacia la flexibilidad del mercado de trabajo. 
 
El tiempo de trabajo sigue siendo el centro del debate en la regulación comunitaria 
entre muchos autores, discutiéndose entre la protección y limitación del tiempo máximo 
de trabajo y su flexibilidad, admitiendo excepciones y derogaciones, para finalmente 
tener en cuenta las necesidades de las empresas. Pero lejos queda la cuestión de la 
reducción del tiempo de trabajo como medida de política de reparto de empleo en épocas 
de altas tasas de paro, pero también como una aspiración a conseguir mayor tiempo de 
ocio y mejores condiciones de vida y laborales. Prueba de ello es la ausencia de debate 
sobre la reducción de la jornada de trabajo desde la política de reparto de trabajo, que 
                                                          
43 La Comisión de Expertos en aplicación de Convenios y Recomendaciones publicó en 2010 un estudio 
general sobre los instrumentos relativos al empleo, que es el primer estudio general vinculado con la 
Declaración sobre la justicia social para una globalización equitativa adoptada en 2008. El empleo es en sí 
mismo un bien absolutamente deseable ya que permite la satisfacción de las necesidades económicas y a 
partir de ahí es factible la inclusión social. El interés que los poderes públicos tienen en la materia es 
evidente, no sólo por el hecho de que normalmente se estima que la consecución del pleno empleo es uno 
de los objetivos que se les adjudica constitucionalmente, sino también por el impacto social y económico 
que tiene el empleo. Pues bien, la política de empleo es uno de los instrumentos esenciales para intentar 
dotar de plena eficacia al derecho del trabajo y conseguir así alcanzar el pleno empleo. Se configura así la 
política de empleo como un mecanismo de carácter instrumental dirigido a obtener un determinado objetivo 





habría pasado a la historia. Suele causar asombro actualmente recordar cómo en la década 
de los años 80 se mantenía con convicción la idea de que el desempleo sólo se podía 
combatir eficazmente mediante el reparto del tiempo de trabajo. Se argumentaba que el 
desarrollo de las conquistas sociales había evolucionado hacia la conquista del tiempo 
personal, por medio de la reivindicación del ocio y del reparto de trabajo. En algunos 
países como en Francia este planteamiento llegó a materializarse en proyectos concretos, 
a principios de los años ochenta con el primer gobierno de izquierdas de la quinta 
república francesa, la jornada laboral volvía a convertirse en tema central de la agenda 
política, implementándose la quinta semana de vacaciones y la jornada laboral de 35 horas 
semanales. La alternancia de gobiernos y su diferente filosofía en torno al tema de 
reducción de jornada como medida de reparto, provocaba la alternancia de distintos tipos 
de leyes44. 
 
El debate sobre el mercado español y las posibles salidas de la crisis ha girado en 
torno a los argumentos relacionados con la falta de flexibilidad, el elevado coste del 
despido, la escasa productividad, etc. Diversos organismos internacionales y nacionales, 
así como determinados países europeos están haciendo hincapié en la pertinencia de 
impulsar medidas que faciliten los despidos, reduzcan los salarios y aumenten el tiempo 
de trabajo. Sin embargo, desde diversos ámbitos se remarca que el fuerte impacto de la 
crisis en el empleo se debe a diferentes causas. Por un lado, el elevado número de despidos 
pone de manifiesto que no existe una falta de flexibilidad externa, sino que, por el 
contrario, la destrucción de empleo ha sido la principal vía de ajuste económico por parte 
de las empresas45. Por otro lado, la escasa productividad está relacionada con un sistema 
productivo basado en sectores de actividad con un uso intensivo de la mano de obra poco 
cualificada y un bajo nivel de inversión en investigación e innovación (ejemplo 
construcción y hostelería) que, de hecho, presentan largas jornadas de trabajo superiores 
a la media europea. A ello hay que añadir que en España los empleos a tiempo parcial 
                                                          
44 Tal cuestión es así considerada por Raso Delgue, J., “Reflexiones sobre el tiempo de trabajo y sus desafíos 
en el siglo XXI”, en La ordenación del tiempo de trabajo (…), op.cit., 26-27. 
45 En este sentido, Ballester Pastor, M.A., “La flexibilidad interna o el fortalecimiento del ius variandi 
empresarial en el contexto. Los defectos del modelo”, en Revista General del Derecho del Trabajo y de la 
Seguridad Social, nº 34, 2013, en concreto expone que “esta alteración en los mecanismos de flexibilidad 
interna no servirá para invertir la tendencia, enquistada en el mercado de trabajo español, a que los ajustes 
por crisis de empresa se realicen por medio de despidos. Se advierte también que la reforma de 2012 puede 
tener como efecto un incremento en la utilización de técnicas de gestión de mano de obra asentadas en su 
rotación permanente. La eficacia de la flexibilidad interna como instrumento de ajuste preferente frente a 
la flexibilidad externa solo puede asegurarse si se refuerza la causalidad del despido y se establecen 




encierran situaciones de involuntariedad, en las que los trabajadores manifiestan no poder 
optar a un empleo a tiempo completo. 
 
En este marco de debate, las organizaciones sindicales vienen planteando la idoneidad 
de tomar como ejemplo otro tipo de medidas relacionadas con un aumento de la 
flexibilidad interna y reducción del tiempo de trabajo a través del pacto entre los agentes 
sociales. Cierto es, que, en caso de emergencia, deben quedar habilitados todos los 
instrumentos necesarios para que no lleguen a utilizarse los mecanismos de ajuste más 
traumáticos (particularmente el despido). En este contexto puede tener sentido la 
promoción de las medidas de flexibilidad interna menores, particularmente con relación 
a la alteración del tiempo de trabajo. Pero ello no puede hacerse sin exigir causa para la 
alteración horaria y restando capacidad de modulación a la negociación colectiva, lo que 
sucede con la actual regulación de la distribución irregular. Tampoco puede hacerse en 
un contexto de progresivo abaratamiento del coste del despido, porque siempre sale a 
cuenta “regenerar plantilla” en lugar de adoptar medidas de menos impacto46. 
 
Hace falta, por lo tanto, un análisis más global y actual que aborde todos estos 
aspectos desde una perspectiva moderna y contemporánea. En los últimos años, el tiempo 
de trabajo y la jornada laboral han vuelto a colocarse en primer plano del debate público, 
en un contexto de crisis y de búsqueda de salidas. Pues bien, en este contexto y acudiendo 
a algunas lecciones de economía, hay que decir que el empleo depende del número de 
personas que están empleadas, y del número de personas que quieren trabajar47. A su vez, 
la productividad de un individuo depende del tipo de maquinaria que utilice (una máquina 
puede ser más lenta, más rápida, es decir, la productividad técnica va asociada a la 
máquina), igualmente, la productividad depende de la jornada de trabajo de ese individuo 
y, por último, depende de la eficiencia de ese individuo, que es la relación que existe entre 
el número de horas contratadas y el número de horas eficazmente trabajadas48. Ese 
porcentaje de eficiencia, por un lado, número de horas contratadas y por otro número de 
horas eficazmente trabajadas, las horas que de verdad se trabaja en parte están 
                                                          
46 Ballester Pastor, M.A., “La flexibilidad en la gestión del tiempo de trabajo: jornada y distribución del 
tiempo de trabajo”, Revista de Derecho Social, nº 62, 2013, págs. 53 a 91. 
47 Maddison, A., The world economy: A millennial perspective, París, OCDE, 2001 y Messenger, J.C., 
Rodriguez, S., “Repartición del trabajo para preservar puestos de trabajo durante la crisis mundial del 
empleo”, en Travail, Informe de Política, nº 2, Ginebra, OIT, 2009. 




condicionadas por las propias negociaciones de convenios. Y, además, la eficacia 
depende mucho de la organización de la empresa.  
 
Los datos aportados recientemente por los informes y estudios de la OIT y otros 
organismos internacionales como Eurostat, ponen de manifiesto que, durante la primera 
década del siglo XXI, se ha reducido levemente el tiempo de trabajo, incluso con 
anterioridad a la crisis económica49. En el caso específico de España, el tiempo de trabajo 
ha seguido siendo una tendencia similar al resto de países europeos, aunque su 
disminución ha sido menor. Esto puede explicarse por el menor peso del trabajo a tiempo 
parcial y la especialización productiva de la economía española, en la que tiene gran 
protagonismo sectores con jornadas elevadas, como por ejemplo el comercio y la 
hostelería50. Sin embargo, no basta para combatir uno de los mayores problemas que tiene 
España que es la elevada tasa de desempleo. Desde una perspectiva crítica se apunta que 
pese a existir una tendencia general hacia la reducción del tiempo de trabajo, en los países 
desarrollados el foco de análisis hay que situarlo en los cambios que se están produciendo 
en relación a la intensidad del trabajo y a la organización del mismo, ya que los 
mecanismos para hacer más flexible la jornada son cada vez más relevantes51. Pero la 
reducción de jornada como medida de reparto de trabajo es una cuestión en el tintero, 
lejos de ser planteada como política de empleo válida.  
 
6. Modelos de regulación del tiempo de trabajo 
 
Los problemas y las tendencias que se han visto son comunes prácticamente a todos 
los países, al menos en aquellos que se ha alcanzado cierto grado de desarrollo 
económico. En todos ellos se ha caminado hacia la limitación progresiva del tiempo de 
trabajo, hacia la flexibilización, incluso hacia la utilización del tiempo de trabajo como 
medida de política de empleo. Es conveniente abordar el panorama general de las normas 
de la OIT aplicables al tiempo de trabajo. En la Constitución de la OIT, que constituye la 
Parte XIII del Tratado de Versalles, se reconocía específicamente que la reglamentación 
                                                          
49 OIT, “El tiempo de trabajo en el siglo XXI, Informe para el debate de la reunión tripartita de expertos 
sobre ordenación del tiempo de trabajo, Ginebra, 2011. 
50 Aragón Medina, J., Cruces Aguilera, J., Martínez Poza, A., Rocha Sánchez, F., “El tiempo de trabajo y 
la jornada laboral en España”, op.cit., págs. 65 a 86, igualmente Recio, C., Torns, T., Borrás, V., Moreno, 
S., “La regulación del tiempo de trabajo en la Unión Europea”, Papeles de relaciones ecosociales y cambio 
global, nº 108, 2009, págs. 77-88. 




de las horas de trabajo, incluido el establecimiento de una jornada y una semana de trabajo 
máximas, era una de las medidas de mayor urgencia para mejorar las condiciones de 
trabajo prevalecientes en el momento de su redacción. Esto respondía a las demandas 
expresadas por el movimiento laboral en el primer cuarto del siglo XX. Consciente de 
dicha urgencia, la Conferencia Internacional del Trabajo preparó la primera norma 
internacional del trabajo adoptada en el mundo, el Convenio sobre las horas de trabajo en 
la industria, 1919 (Convenio nº1 OIT)52. Las actividades de establecimiento de normas 
en el ámbito del tiempo de trabajo prosiguieron ulteriormente, con la adopción de 
instrumentos que abarcan ramas específicas de actividad económica o aspectos 
particulares del tema, como el descanso semanal y las vacaciones anuales pagadas. El 
Convenio sobre las horas de trabajo de comercio y oficinas de 1930, (Convenio nº 30 
OIT) estipula también normas similares al respecto53. Ambos instrumentos limitan 
generalmente las horas de trabajo a ocho por día y cuarenta y ocho por semana. El número 
máximo de horas de trabajo semanales puede distribuirse de manera no uniforme, siempre 
y cuando el día de trabajo no exceda de nueve horas, con arreglo al Convenio nº 1 OIT, o 
diez horas, en aplicación del Convenio nº 30 OIT. 
 
Aun cuando la protección social de los trabajadores era el objetivo principal de los 
Convenios nº 1 y 30 OIT, la crisis económica de la década de 1930 dio lugar a que la 
reducción de las horas de trabajo se considerase también como un instrumento para 
combatir el desempleo. En este sentido el preámbulo del Convenio sobre las cuarenta 
horas de1935, Convenio nº 47 OIT)54 señala que “el desempleo se ha extendido tanto y 
se ha hecho tan persistente que en la actualidad millones de trabajadores, sin ser 
responsables de su situación, están en la miseria y sufren privaciones de las que 
legítimamente tienen derecho a ser aliviados”. De esa forma, el Convenio nº 47 OIT pide 
a los Estados Miembros que se declaren a favor del principio de la semana de cuarenta 
                                                          
52 El Convenio nº 1 OIT que entró en vigor el 13 de junio de 1921 y, hasta la fecha, ha sido ratificado por 
52  de los Estados Miembros, se aplica a empresas industriales públicas y privadas, tales como las minas y 
canteras; industrias que manufacturan productos o transforman materias, tales como la construcción de 
buques y la generación de energía; la construcción, la conservación y la demolición de carreteras, puentes 
y túneles; y el transporte de personas o mercancías por carretera, ferrocarril, mar o vía de agua interior. 
53 El Convenio nº 30 OIT que entró en vigor el 29 de agosto de 1933 y, hasta la fecha, ha sido ratificado 
por 30 Estados Miembros, se aplica a establecimientos comerciales y a administraciones cuyo personal 
realiza esencialmente trabajos de oficina. No se aplica en cambio a hospitales e instituciones similares, 
hoteles, restaurantes, cafés o teatros. Si bien muy amplia, la esfera combinada de aplicación de los 
Convenios nº 1 y nº 30 OIT no abarcan todas las ramas de actividad económica y excluye en particular a 
los trabajadores agrícolas y domésticos. 





horas aplicado de tal forma que no implique una disminución del nivel de vida de los 
trabajadores, y que se aplique este principio a las diferentes clases de empleo, de 
conformidad con las disposiciones detalladas que prescriban otros convenios ratificados 
por ellos sobre el particular. El convenio es un instrumento promocional que no establece 
reglas detalladas y que especifica, como se señala en el preámbulo de la Recomendación 
sobre la reducción de la duración del trabajo de 1962 (Recomendación nº116 OIT), “una 
norma social que ha de alcanzarse, por etapas si es necesario (…) habida cuenta de la 
variedad de condiciones económicas y sociales que prevalecen en los diferentes países, 
así como de la variedad de las prácticas nacionales para reglamentar la duración y las 
demás condiciones de trabajo”. Otras normas de la OIT posteriores que también 
incidieron en la ordenación del tiempo de trabajo fueron: el Convenio sobre los 
trabajadores con responsabilidades familiares de 1981 (Convenio nº 156 OIT)55; el 
Convenio sobre duración del trabajo y periodos de descanso del transporte por carretera 
de 1979 (Convenio nº 153 OIT)56; el Convenio sobre trabajo marítimo de 200657; el 
Convenio sobre descanso semanal en la industria de 1921 (Convenio nº 14 OIT); el 
Convenio sobre descanso semanal en comercios y oficinas de 1957 (Convenio nº 106 
OIT)58; y por último, el Convenio sobre vacaciones pagadas revisado de 1970 (Convenio 
nº 132 OIT)59. 
 
En cuanto a las tendencias y hechos recientes en materia de regulación del tiempo de 
trabajo hay que mencionar que la reducción de las horas de trabajo fue uno de los 
objetivos originales de la reglamentación de empleo. En los diferentes países se ha 
utilizado una serie de instrumentos para contribuir a poner en práctica este marco 
                                                          
55 Entró en vigor en nuestro país el 11 de agosto de 1983. La Recomendación sobre los trabajadores con 
responsabilidades familiares (Rec. nº 165) que complementa al Convenio nº 156 señala que “debería 
concederse especial atención a las medidas generales destinadas a mejorar las condiciones de trabajo y la 
calidad de vida (…) entre ellas, medidas destinadas a reducir progresivamente la duración de la jornada de 
trabajo y reducir las horas extraordinarias e introducir más flexibilidad en la organización de los horarios, 
de los periodos de descanso y de las vacaciones”. 
56 Entró en vigor en nuestro país el 10 de febrero de 1983. Tal convenio se concentra en la reglamentación 
de la duración máxima de la conducción, pero también aborda puntos tales como las pausas y los periodos 
de descanso obligatorios. 
57 Entró en vigor en España el 20 de agosto de 2013. El convenio estipula que todo miembro que lo ratifique 
deberá establecer un máximo de horas de trabajo (no más de 14 horas de trabajo por cada periodo de 24 
horas y 72 horas por cada periodo de 7 días) o bien un mínimo de horas de descanso (no menos de diez 
horas por cada periodo de 24 horas ni de 72 horas por cada periodo de 7 días). 
58 Ambos ratificados en España el 4 de marzo de 1959. 
59 Entró en vigor el 30 de junio de 1973. Este Convenio constituye una revisión del Convenio sobre 
vacaciones pagadas de 1936 (Convenio nº 52) y el Convenio sobre las vacaciones pagadas en la agricultura 
de 1952 (Convenio nº 10), ambos instrumentos se consideran obsoletos por el Consejo de Administración 




reglamentario, lo que incluye como se ha analizado, las normas internacionales de trabajo. 
Las legislaciones nacionales son un segundo instrumento para reglamentar el tiempo de 
trabajo, seguidas por los convenios colectivos. La fijación de límites al tiempo de trabajo 
semanal es una de las medidas más evidentes que pueden tomarse para reducir los efectos 
adversos de una cantidad excesiva de horas de trabajo. En el mundo son muchos los países 
que han reducido los horarios de trabajo normales obligatorios, que ha pasado de 48 a 40 
horas en las últimas décadas. Así, el 41 por ciento de los países establece una semana de 
trabajo regular de 40 horas. Sin embargo, el 44 por ciento de los países sigue manteniendo 
un horario normal que sobrepasa las 40 horas, y de estos países más de la mitad han fijado 
un límite reglamentado de 48 horas60.  
 
Otra forma de regular las horas de trabajo excesivamente largas consiste en fijar topes 
a las horas extraordinarias. Para limitar el número de horas extraordinarias, pueden 
formularse disposiciones legislativas que fijen un límite máximo a las horas de trabajo 
semanales. En todo el mundo prácticamente el 80% de los países cuenta con disposiciones 
legislativas en virtud de las cuales se aplica un cierto tipo de límite máximo a las horas 
de trabajo semanales, incluidas las extraordinarias. Hay dos razones que explican la 
importancia concedida a las vacaciones anuales pagadas en la reglamentación del tiempo 
de trabajo: primeramente, proteger la salud y el bienestar de los trabajadores y ayudarlos 
a ser más productivos; y, en segundo lugar, limitar la duración del tiempo de trabajo a lo 
largo del año. Se trata de un periodo durante el cual los trabajadores toman tiempo para 
descansar y recuperarse del estrés y las presiones experimentadas en el lugar de trabajo. 
En los últimos años muchos países han revisado su legislación sobre la duración de las 
vacaciones anuales pagadas, con frecuencia para aumentar la cantidad de tiempo libre que 
disfrutan los trabajadores. La casi totalidad de los países han consagrado en su legislación 
el derecho a gozar de un periodo mínimo de vacaciones anuales pagadas. El 97% de los 
países ha promulgado legislación en este sentido (Estados Unidos representa una 
excepción notable). Cerca de la mitad (49%) de todos los países autoriza veinte días o 
más en concepto de vacaciones anuales pagadas. Las disposiciones más ambiciosas en 
materia de vacaciones anuales pagadas se han adoptado en las economías desarrolladas y 
los países de la UE. Entre los países de Asia y el Pacífico, y América Latina y el Caribe, 
el 57% no dispone, en cambio, de legislación que exija un periodo mínimo de 15 días de 
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vacaciones anuales pagadas, y en aproximadamente el 38% de este periodo no llega a 10 
días61. 
 
Durante los últimos veinte años los sistemas de tiempo de trabajo flexible se han 
convertido en una práctica cada vez más popular entre los empleadores y trabajadores, 
motivo por el cual la semana de trabajo estándar ha ido dejando de ser la norma en el 
lugar de trabajo. Aunque los regímenes de trabajo han figurado y siguen figurando entre 
los sistemas más frecuentes utilizados para flexibilizar el tiempo de trabajo, los sistemas 
reglamentados de promediación de las horas extraordinarias constituyen un enfoque 
alternativo a la extensión de los horarios de trabajo, para permitir que las empresas puedan 
ajustarse a los cambios de la demanda de bienes y servicios. Los sistemas obligatorios de 
promediación de horas hacen posible variar las horas de trabajo diarias o semanales, 
aunque exigen mantener un promedio de horas semanales a lo largo de un periodo 
superior al día o la semana de trabajo tradicionales. En estas variaciones es necesario 
respetar los umbrales diarios y/o semanales máximos previstos por ley, pero siempre que 
se observen los límites máximos y los promedios semanales, no habrá que pagar horas 
extraordinarias a tasas especiales por las horas trabajadas en exceso de los horarios 
normales obligatorios. La denominada “anualización” de las horas de trabajo, término 
que suele utilizarse como sinónimo de la promediación de horas, puede considerarse 
como un caso especial de “promediación”, en el cual el periodo de referencia es de un 
año y/o el número total fijo de horas se distribuye a lo largo del año. El pago de horas 
extraordinarias a tasas especiales sólo será posible cuando se sobrepase ese total. Por otra 
parte, la remuneración no se calcula normalmente sobre la base de las horas realmente 
trabajadas por semana, pues consiste en una cantidad fija correspondiente a la 
remuneración de la semana promedio de trabajo o se basa en un número fijo de horas a 
lo largo del periodo de referencia62. 
 
En las leyes y reglamentos nacionales existen generalmente cuatro elementos clave 
que incluyen sistemas de horas anualizadas o de promediación de horas. Estos elementos 
son, un periodo de referencia (o periodo de ajuste) a lo largo del cual debe realizarse la 
siguiente promediación; una medida del tiempo de trabajo, que ha de utilizarse para 
                                                          






promediar la unidad de tiempo de trabajo a lo largo del periodo de referencia; las 
limitaciones, que consisten en el máximo de horas de trabajo en un solo día o semana; y 
las condiciones requeridas, por ejemplo, negociación colectiva, para introducir un sistema 
de este tipo. A pesar de la importancia de la legislación sobre el tiempo de trabajo, en el 
mejor de los casos las leyes nacionales sólo pueden proporcionar un marco para 
reglamentar el tiempo de trabajo, especialmente con el fin de garantizar que se 
establezcan normas mínimas aplicables a una serie de parámetros clave. Los marcos 
establecidos por las leyes nacionales suelen ser lo suficientemente amplios como para 
permitir la negociación de ordenamientos específicos del tiempo de trabajo por parte de 
los trabajadores y empleadores. De hecho, el tiempo de trabajo es una de las esferas más 
importantes y antiguas de negociación colectiva en los planos sectoriales (industria) e 
intersectorial, así como a nivel de establecimiento o empresa63.  
 
La Declaración sobre la justicia social para una globalización equitativa de la OIT 
(2008) reafirma la importancia del diálogo social y la negociación colectiva, y señala que 
son la piedra angular de los esfuerzos para promover una globalización equitativa con 
trabajo decente para todos. Hay que destacar que la eficacia de la negociación colectiva 
para determinar las horas y horarios de trabajo depende en grado considerable del nivel 
de desarrollo de las instituciones de negociación colectiva de cada país. En países con 
sistemas de negociación colectiva muy desarrollados e interlocutores sociales fuertes, 
como es el caso de algunos países europeos, la negociación colectiva en todos los planos 
puede desempeñar una función significativa para complementar las normas obligatorias 
vigentes. En este contexto, la negociación colectiva puede contribuir de manera 
considerable a conciliar el interés por las modalidades de flexibilidad orientadas al 
trabajador. En los países en que las instituciones de negociación colectiva son débiles 
como ocurre en muchos países en desarrollo, la función que puede desempeñar la 
negociación colectiva parece más limitada.  
 
Resulta pertinente mencionar brevemente los indicadores estadísticos sobre horas de 
trabajo. A partir de la Revolución Industrial, la evolución de las horas de trabajo siguió 
una tendencia decreciente, tendencia que prosiguió durante gran parte del siglo XX en 
todo el mundo industrializado. A partir de una base comprendida entre 2500 y 3000 horas 
                                                          




por trabajador y año a principios del siglo XX, el promedio de horas de trabajo se fue 
reduciendo en los países industrializados. A finales del siglo XX el promedio de horas de 
trabajo anuales era inferior a 2000 por trabajador en prácticamente todos los países 
desarrollados, y en muchos de estos países registraba un promedio anual de horas 
sustancialmente menor, cercano a 1500 horas por año64.  
 
Los periodos de referencia más comunes son la semana y el mes. El periodo de 
referencia semanal reviste particular interés, ya que la mayoría de los horarios de trabajo 
son semanales. Sin embargo, conviene contar también con estadísticas sobre las horas 
anuales, especialmente para tener una idea de conjunto de las horas de trabajo, cuando se 
incluyen tanto las horas semanales como el número de semanas trabajadas por año, 
número que en gran medida viene determinado en cada país por la duración de las 
vacaciones pagadas y la cantidad de días festivos. El promedio de horas semanales se 
redujo lentamente a partir de niveles bastante moderados en la mayoría de los países 
desarrollados durante la primera década del siglo XXI65. El promedio de horas semanales 
se redujo lentamente a partir de niveles bastante moderados en la mayoría de los países 
desarrollados durante la primera década del siglo XXI, salvo en Austria y Francia. Ahora 
bien, el promedio de horas semanales sigue siendo relativamente elevado en la República 
de Corea (45,1) y Singapur (46,6). El promedio de horas semanales en Arabia Saudita 
(49,2) y Turquía (49,4) sigue situándose en el intervalo de horarios excesivos, pero 
presentan una ligera reducción en el promedio de horas de trabajo semanales. En cambio, 
en Argentina y Bulgaria el promedio de horas semanales aumentó tras la crisis económica 
de 2002-200366. 
 
Aunque es posible hacerse una idea relativamente clara del trabajo semanal basándose 
en los datos sobre el promedio de horas de trabajo semanales, los datos sobre el tiempo 
de trabajo anual permiten trazar un panorama más adecuado del total de horas trabajadas, 
cuando se toma en consideración también el número de semanas trabajadas por año. Es 
decir, son los datos sobre el tiempo de trabajo anual y no los relativos al tiempo de trabajo 
                                                          
64 Ídem. gráfico 5 pág. 21. 
65 Los datos sobre las horas de trabajo se remiten a los países del G-20 y a una serie de países adicionales 
de todas las regiones del mundo (datos disponibles y recogidos en los sitios web de las oficinas nacionales 
de estadísticas de estos países). Por lo que se refiere a los países del G-20, hay que señalar que no se dispone 
de datos representativos a nivel nacional sobre el promedio de horas de trabajo semanales en los siguientes 
países: India, Indonesia, República Popular de China, y Federación de Rusia. 




semanal los que muestran las diferencias en el número de horas de trabajo que derivan de 
las existentes en materia de vacaciones anuales pagadas y días feriados. Por ejemplo, si 
se comparan las horas de trabajo semanales en la UE (especialmente en países de Europa 
Occidental tales como Alemania, Francia y los Países Bajos) con las prevalecientes en 
Canadá y Estados Unidos, puede verse que el número de horas trabajadas por semana en 
Europa es inferior, pero no por mucho, al que corresponde con Canadá y Estados Unidos. 
Con todo, la comparación de las diferencias entre el número anual de horas trabajadas en 
Europa Occidental, y en Canadá y Estados Unidos revela que los trabajadores canadienses 
y, en particular, los estadounidenses, trabajan un número mayor de horas 
(aproximadamente unas 300 horas más por año) que los trabajadores de muchos países 
de Europa Occidental. Esta divergencia se debe esencialmente al mayor número de 
semanas de vacaciones anuales pagadas de que disfrutan los trabajadores europeos: un 
mínimo de cuatro semanas por año, en comparación con dos o tres semanas en Canadá o 
EEUU67. 
 
Las horas de trabajo excesivas se definen como las horas habituales que exceden de 
48 horas por semana, definición que fue recomendada por la Reunión tripartita de 
expertos en la medición del tiempo de trabajo68. Las horas excesivas se han reducido de 
manera constante en casi todos los países desarrollados, sin exceptuar la primera década 
del siglo XXI, incluso antes de la crisis, que en parte contribuyó sin duda a esa 
disminución en 2009-2010. En países como Argentina, Brasil, Sudáfrica y Tailandia la 
reducción de las horas excesivas es notable, en cambio, en otros países como Chile, 
Marruecos y Turquía trabajar largas horas es una práctica que ha permanecido 
relativamente inalterada. Por otra parte, la proporción de trabajadores cuyas horas de 
trabajo son excesivas es sustancialmente más elevada en los países en desarrollo (por 
ejemplo, Etiopía, Jordania, Marruecos y Turquía) que, en casi todos los países 
desarrollados, con la notable excepción de la República de Corea y Singapur. Por el 
contrario, en muchas economías en transición, como Bulgaria y la Federación de Rusia, 
rara vez se trabaja horas excesivas, al menos en el empleo principal69. En definitiva, 
                                                          
67 En EEUU la ley no prevé el derecho a disfrutar a menos de un mínimo de vacaciones anuales pagadas.  
68 (OIT, 2008, pág. 8). 
69 Mc Cann, D., Messenger, J., El tiempo de trabajo en el mundo: tendencias en horas de trabajo, leyes y 
políticas en una perspectiva global comparativa, Londres y Ginebra, OIT, 2007, págs. 53-54. En dicho 
estudio se hace una estimación global del número de trabajadores que trabajan más de 48 horas por semana 




durante las últimas cinco décadas, a pesar de las substanciales diferencias entre los 
distintos países y el proceso desigual para reducir las horas legales semanales de trabajo, 
ha habido un cambio global hacia un límite de 40 horas. La carrera de las normas legales 
sobre el tiempo de trabajo no es visible pero la influencia real de estas normas varía 
considerablemente y continúa siendo limitada en varios países. No hay indicios de que 
los países en desarrollo estén alcanzando a los países industrializados y las brechas entre 
estos países son considerables. 
 
Los intentos de reducir las horas en estos países han sido socavados por varias 
razones. Por ejemplo, los trabajadores necesitan trabajar más cantidad de horas para 
asegurar ganancias adecuadas, y los empleadores usan con frecuencia las horas 
extraordinarias en un intento de aumentar la productividad, en lugar de aplicar enfoques 
alternativos. La promoción de las políticas de flexibilidad del tiempo de trabajo es 
usualmente una alternativa a las largas horas de trabajo. Generalmente, las leyes y 
políticas sobre el tiempo de trabajo tienen una influencia limitada en las horas de trabajo 
de las economías en desarrollo, especialmente en términos de máximo de horas 
semanales, pago de horas extras, excepciones y exenciones y empleo informal. El marco 
legal desarrollado para el tiempo de trabajo en los países industrializados propone que los 
acuerdos de tiempo de trabajo decente deben satisfacer cinco criterios interrelacionados: 
deben favorecer la salud y la seguridad, ser compatibles con la familia, promover la 
igualdad de géneros, reforzar la productividad, y facilitar la elección e influencia del 
trabajador en sus horas de trabajo70.  
 
Preservar la salud del trabajador y su seguridad en el lugar de trabajo es un objetivo 
básico de las políticas sobre el tiempo de trabajo, especialmente de aquellas que buscan 
disuadir a empleadores y trabajadores de la utilización de las horas largas de trabajo. Las 
leyes y normas que establecen límites de las horas de trabajo, como el límite de 48 horas 
en el Convenio nº 1 y Convenio nº 30 de la OIT, y el límite de las 40 horas en el Convenio 
nº 47 de la OIT, son una condición mínima necesaria para restringir las horas de trabajo 
excesivamente largas. Por lo general, los límites legales solos no son suficientes para 
lograr este objetivo, se necesita también que haya un mecanismo efectivo para su 
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es una cantidad ligeramente superior a los 600 millones de trabajadores, son excesivamente largas. 
70 Bosch, G., Lendorf, S., “Working-time reduction and employment experience in Europe and economic 




aplicación, como la inspección de trabajo, así como también una conformidad con las 
normas establecidas en las empresas. La influencia de los salarios en las horas de trabajo 
juega un rol importante para socavar los límites estatutarios de las horas laborables, ya 
que las horas largas de trabajo y las horas extraordinarias se utilizan con frecuencia para 
compensar los bajos salarios de los trabajadores en las economías en desarrollo y en 
transición.  
 
Los límites estatutarios de las horas de trabajo pueden reducir las horas excesivas y 
así contribuir hacia una mayor productividad. Los límites horarios razonables ayudan a 
conservar la buena salud del trabajador, así como también su capacidad de producir. Esta 
reducción funciona también como un incentivo para que las firmas modernicen sus 
acuerdos de tiempo de trabajo, y para que inviertan en mejorar su tecnología y en formar 
constantemente a sus trabajadores. Por lo tanto, es necesario motivar y asistir a las 
empresas para que mejoren su productividad. Este aumento de productividad debe ir de 
la mano con la reducción de las horas de trabajo y con el aumento de los salarios por hora. 
Las medidas para ayudar a las empresas para mejorar su productividad por hora incluyen 
la formación para directores y trabajadores, en el lugar de trabajo, sobre cómo mejorar la 
planificación y el manejo del tiempo de trabajo, y de las cargas de trabajo71. 
 
7. Nuevas tendencias en la ordenación del tiempo de trabajo 
 
Como se verá en el capítulo correspondiente la evolución normativa de la jornada de 
trabajo a lo largo de las últimas décadas, la evolución del tiempo de trabajo ha estado 
íntimamente vinculada a los profundos cambios económicos, sociales y normativos 
producidos en el marco de la globalización (como por ejemplo, la intensificación de la 
competencia internacional, o los avances en tecnologías de la información y la 
comunicación, así como los nuevos patrones de demanda de bienes y servicios), que han 
favorecido diversas transformaciones en la organización y producción y del tiempo de 
trabajo de las empresas. En el tiempo de trabajo, se ha producido una evolución en el 
tránsito de una jornada laboral clásica hacia jornadas de trabajo denominadas “atípicas”: 
con jornadas más largas, más cortas, o más irregulares que la jornada clásica, relacionadas 
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asimismo con cambios en las condiciones del empleo, cambios en la organización de la 
producción y el trabajo, así como la aparición de nuevas necesidades sociales72. En este 
marco, el paso de un modelo de organización productiva estandarizado a un modelo 
donde existe mayor distribución flexible del tiempo, y donde el desarrollo de la tecnología 
y de la máquina ha propiciado una disminución de la mano de obra, se pueden identificar 
una serie de elementos que influyen en los cambios que se han venido produciendo en 
relación al tiempo de trabajo73. 
 
Según los primeros resultados de la V Encuesta de Condiciones de Trabajo y de la 
Vida de la Fundación Europea para la Mejora de las Condiciones de Vida y Trabajo la 
proporción de trabajadores con jornadas laborales cortas (en torno a las 20 horas 
semanales) ha crecido a lo largo de las últimas décadas74. Igualmente es interesante 
destacar la Tercera Encuesta Anual Laboral realizada por el Ministerio de Empleo y 
Seguridad Social de 201575. Se destaca que un 20,7% de las empresas aplicaron medidas 
de flexibilidad interna76. De los distintos tipos de medida de flexibilidad interna, un 11,7% 
del total de empresas aplicaron medidas que afectaron a cambios de tipo de jornada en el 
contrato (sustitución o transformación de contratos a tiempo completo por contratos a 
tiempo parcial o viceversa), un 8,6% a la jornada laboral77. Según el tamaño de la empresa 
                                                          
72 En este sentido, Luján Alcaráz, J., “Cambios y reformas laborales en un contexto de crisis”, en Revista 
Internacional de Ciencias Sociales, nº 32, 2013, págs. 7-15. 
73 Al respecto, García Murcia, J., “La reducción de la jornada de trabajo: fórmulas legales y vías de control 
judicial”, Revista de Actualidad Laboral, nº6, junio 2013; Pérez de los Cobos-Orihuel, F., “La 
subordinación jurídica frente a la innovación tecnológica”, en AAVV, La subordinación o dependencia en 
el contrato de trabajo en el proceso de transformación de la empresa, Ed. Lexis Nexix, Santiago de Chile, 
2005, pág. 170. 
74 http://www.europarl.europa.eu/RegData/etudes/STUD/2016/587285/IPOL_STU(2016)587285_EN.pdf 
European Parlament, Precarious Employment in Europe, Part. 1: Patteners, Trends and Policy Strategy, 
Bruselas, july 2016, págs. 83-92; Encuesta Laboral Anual 2015. 
http://www.empleo.gob.es/estadisticas/EAL/METODOLOGIA_EAL.pdf 
75 Se puede ver en el siguiente enlace:  http://www.empleo.gob.es/estadisticas/EAL/welcome.htm. La 
encuesta se encuentra incluida en el Programa Anual 2016 del Plan Estadístico Nacional 2013-2016 
aprobado por Real Decreto 1089/2015, de 4 de diciembre. 
76 El porcentaje de empresas que han aplicado medidas de flexibilidad interna es mayor cuanto mayor es el 
tamaño de la empresa, alcanzando el 51,1% en las empresas de más de 499 trabajadores. Por actividad 
económica, se han aplicado medidas de flexibilidad interna en un 19,5% de las empresas de la industria, en 
un 18% de las de construcción y en un 21,4% de las de los servicios. La hostelería y actividades 
“administrativas y servicios auxiliares”, “artísticas, recreativas, y entretenimiento y otros servicios” e 
“información, comunicaciones, actividades financieras, de seguros e inmobiliarias” son las que alcanzan 
mayores porcentajes de aplicación de este tipo de medidas, por encima del 21%. Las actividades con 
menores porcentajes son “comercio y reparación de vehículos” con un 16,8%. 
77 En concreto reducción de jornada; suspensión de contratos; ampliación de la jornada (excluidas las horas 
extraordinarias y las horas complementarias); introducción o modificación de la distribución irregular de 
jornada; otras medidas (cambio en el tipo de jornada, es decir, partida o continuada), cambios en la 




se observa que los porcentajes aumentan cuanto mayor es el tamaño de la empresa78. Y, 
de las empresas que aplicaron medidas de flexibilidad interna que supusieron cambio de 
tipo de jornada en el contrato, los porcentajes más elevados por actividad económica se 
dieron en hostelería con un 19,5% y en las actividades administrativas y servicios 
auxiliares con un 14,7%. Los menores porcentajes correspondieron a la industria y la 
construcción con del 8% y del 8,3% respectivamente y las actividades profesionales, 
científicas y técnicas con un 8,8%. 
 
En España, la distribución de las horas de trabajo permite apuntar que cada vez más 
existe un mayor número de trabajadores con jornadas inferiores a las 40 horas, así como 
un elevado porcentaje de trabajadores con jornadas superiores a las 40 horas semanales79. 
El resultado es la existencia de una mayor diversidad con respecto a la duración del 
tiempo de trabajo que en décadas anteriores, con más ocupados que trabajan un número 
de horas inferiores o superiores a las consideradas dentro de la norma general. La 
aparición de este tipo de jornadas acarrea importantes consecuencias desde el punto de 
vista laboral y social. Por un lado, las jornadas reducidas pueden llegar a encubrir 
situaciones de precariedad y subempleo, debido a que una buena parte de los trabajadores 
con este tipo de empleo lo tienen por el hecho de no haber podido acceder a un trabajo a 
tiempo completo, es decir, en ocasiones el tiempo parcial esconde situaciones de 
                                                          
78 En las empresas de más de 499 trabajadores en un 25,9% las medidas de flexibilidad afectaron a la jornada 
laboral, en un 24,5% supusieron un cambio de tipo de jornada en el contrato y en un 7,2% afectaron al 
sistema de remuneración. En las empresas de 250 a 499 trabajadores en un 24,4% las medidas de 
flexibilidad supusieron un cambio de tipo de jornada en el contrato, en un 21,8% afectaron a la jornada 
laboral, y en un 6,4% afectaron al sistema de remuneración y cuantía salarial. En las empresas de 50 a 249 
trabajadores en un 18,6% las medidas de flexibilidad supusieron un cambio de tipo de jornada en el contrato, 
en un 15,5% afectaron a la jornada laboral, y en un 5,5% al sistema de remuneración. En las empresas de 5 
a 9 trabajadores en un 9,9% las medidas de flexibilidad supusieron un cambio de tipo de jornada en el 
contrato de trabajo, en un 7,3% afectaron a la jornada laboral y en un 2% afectaron al sistema de 
remuneración. 
79 Datos del Eurofound, ILO, Working anytime, anywhere: the effects on the world of work, Publications 
Office of the European Union, Luxembourg, and the International Labour Office, Geneva, 2017, pág. 21. 
Un estudio anterior, II Jornadas para un mejor uso del tiempo, de la Asociación para la Racionalización de 
los Horarios Españoles, 2012, hace una comparativa de las horas trabajadas al año. En primer lugar, en 
España en el año 1950 se trabajaban 2050 horas/año, en contraposición en 2007 que eran 1750 horas/año, 
lo que supone que ha disminuido la jornada anual en un 13,4%. Estos datos los compara con los datos de 
los Países Bajos, así en 1950 el número de horas al año era de 2300 (superior la jornada anual en España 
en ese mismo año), pero en 2007 el número de horas de trabajo al año era de 1413 (inferior a la jornada 
anual en España), lo que supone un descenso de la jornada anual en los Países Bajos con respecto al año 
1950 de un 38,6%. Además, señalan que el mayor número de horas trabajadas no supone una mayor 
productividad. En España por cada hora trabajada la aportación al valor de conjunto del PIB es de 0,9%, en 
cambio, en Suecia la aportación por hora trabajada es de un 2,6%. El número de horas trabajadas al año en 




involuntariedad. Y del lado de las jornadas largas, existe un mayor riesgo para la 
seguridad y la salud en el trabajo, así como conflicto entre la vida laboral y personal80. 
 
Más allá de la duración de la jornada, el tiempo de trabajo se ha visto modificado en 
cuanto a su distribución y además ha aumentado el grado de autonomía empresarial en la 
ordenación del tiempo de trabajo81. El trabajo empieza a organizarse de forma flexible a 
lo largo del día o de la semana, a momentos en los que antes no eran considerados como 
parte del tiempo de trabajo clásico y estandarizado, o en caso de serlo, eran compensados 
mediante un fuerte incentivo económico o una compensación de tiempo de descanso. Pero 
las formas de organizar y distribuir el tiempo de trabajo están cambiando. Para algunos 
autores estos cambios suponen un giro radical, pues se identifican con el final de la 
tendencia precedente a concentrar todo el tiempo de trabajo en los mismos periodos 
(mismas horas del día, mismos días a la semana, mismas semanas al año) para iniciar otra 
en la que el tiempo de trabajo tiende a expandirse hacia horas, días y semanas 
anteriormente considerados “atípicos”82. 
 
Pero la flexibilidad no es algo novedoso, desde hace décadas existen diversas figuras 
normativas que permiten introducir una mayor flexibilidad en la distribución y gestión 
del tiempo de trabajo. De tal modo, las horas extraordinarias constituyen una de las 
formas tradicionales de flexibilidad en la organización del tiempo de trabajo83. Éstas 
comprenderían “todas aquellas horas de trabajo efectuadas que excedan la duración 
normal del trabajo”, aunque su definición específica varía en función del contexto 
institucional que se considere. Las horas extraordinarias son la excepción más habitual 
con respecto a la jornada de trabajo normal, ya que en torno a dos terceras partes de la 
empresa recurren a las horas extraordinarias en algún momento al año. Por otro lado, el 
trabajo en turnos, trabajo nocturno y de fin de semana, se traduce en una amplia variedad 
                                                          
80 “Tiempo de trabajo y jornada laboral en España”, op.cit. pág. 24. 
81 Así lo manifiesta, entre otros autores, Basterra Hernández, M., Tiempo de trabajo y tiempo de descanso, 
op.cit. pág. 34. 
82 Prieto, C., et. al, “Nuevos tiempos de trabajo. Entre la flexibilidad de las empresas y las relaciones de 
género”, CIS, 2008, pág. 37. 
83 La Ley 11/1994 de 26 de julio modificó el art. 35 ET, y desde entonces las horas extraordinarias se 
compensan con descansos equivalentes durante los cuatro siguientes meses a su realización y no computan 
de cara al límite anual fijado para las mismas. De este modo, siempre que así se hubiese acordado a nivel 
colectivo o individual, el recurso a las horas extraordinarias y su compensación en forma de descansos antes 
de que transcurran cuatro meses desde su realización abre una nueva vía para distribuir irregularmente la 
jornada de trabajo. En este sentido, véase Basterra Hernández, M., Tiempo de trabajo y tiempo de descanso, 




de horarios laborales y que representan una parte importante de las jornadas laborales 
“atípicas”. Sin embargo, su relevancia en el conjunto de la UE es todavía reciente. 
También puede encuadrarse dentro de las fórmulas de flexibilidad del tiempo de trabajo, 
el trabajo a tiempo parcial. El modelo más común es el que establece un número 
determinado de horas fijas de trabajo por día. 
 
Además de estas fórmulas, en las últimas décadas se han desarrollado otros tipos de 
sistemas que introducen la flexibilidad en el tiempo de trabajo y que presentan unos 
rasgos propios y diferenciados. Destacan los sistemas de “horas escalonadas” en los que 
se establecen diferentes horas de inicio y salida del trabajo para diferentes grupos de 
trabajadores. Otro tipo de sistemas que dan lugar a la flexibilización del tiempo de trabajo 
son las semanas de trabajo comprimidas donde se trabaja el número de horas 
correspondiente a la semana normal, pero en menos días y, por lo tanto, jornadas más 
largas. También son los “sistemas de tiempo flexible” que permiten que los trabajadores, 
dentro de unos límites prefijados, puedan elegir la hora de inicio y salida del trabajo, así 
como el número de horas a realizar en una determinada semana. Mencionar asimismo los 
“sistemas de cuentas de ahorro de tiempo” en los que los trabajadores pueden distribuir 
sus horas de trabajo hasta un número máximo, acumulando las horas en función de sus 
necesidades bajo unos límites preestablecidos. Por otro lado, la “bolsa de horas” de 
trabajo ofrece al trabajador plena flexibilidad laboral para trabajar de lunes a sábado sin 
cobrar horas extras acumulando las horas trabajadas hasta cumplir con las horas del 
convenio estipuladas. Todas estas nuevas fórmulas de distribución del tiempo de trabajo 
derivan de la anualización de la jornada de trabajo (cómputo anual) y la flexibilidad en la 
gestión del mismo. Es importante matizar que, en la actualidad, algunas de ellas ya se 
encuentran ampliamente recogidas en la regulación laboral, así como implantadas en las 
empresas (como, por ejemplo, los “sistemas de horas escalonadas”), mientras que otras 
tienen un carácter residual (“las cuentas o bancos de tiempo”).  
 
Llama la atención cómo ha variado la perspectiva del empleo en relación con el 
tiempo de trabajo desde el punto de vista de los documentos comunitarios y de la 
Estrategia Europea. Si en la década de los ochenta se concebía la necesidad de reducir la 
jornada de trabajo para repartir el empleo existente, la tendencia actual ha cambiado de 
un modo radical. De hecho, los documentos más relevantes de los últimos años insisten, 




necesidades de la empresa como requisito esencial para dar pasos positivos en el marco 
de la Estrategia de Lisboa. En la misma línea, las últimas Cumbres de primavera, en el 
marco de la “flexi-seguridad” insisten en que conviene dotarse de paradigmas más 
adaptables a dichas necesidades, y en la misma línea se pronuncia el Libro Verde: 
“Modernizar el Derecho Laboral para afrontar los retos del siglo XXI”. Se trata de nuevo 
de utilizar el empleo como coartada para introducir unos sistemas de relaciones laborales 
todavía más flexibles, oscureciendo, por otra parte, la consideración del tiempo de trabajo 
como un factor clave para la prevención de los riesgos laborales84. 
 
También aparece una nueva perspectiva de organización del proceso productivo 
clásico y la búsqueda de nuevos modelos que no se basan ya en el control del tiempo 
efectivo, sino que se alargan por vía de nuevos conceptos el tiempo de disposición del 
trabajador, reduciendo su tiempo libre: junto a la jornada ordinaria y horas 
extraordinarias, proliferan otras categorías como las “horas de presencia”, “horas de 
espera”, “horas de disponibilidad”, que hacen que el aparente régimen de excepcionalidad 
que caracteriza a las jornadas especiales no sea tal y tenga una vocación expansiva a otros 
sectores no contemplados en las mismas. Además, en ciertos casos como las guardias, la 
jurisprudencia no las ha considerado horas extraordinarias en tanto que añadidas a la 
jornada ordinaria no superaran la jornada máxima legal, aunque sí la del convenio. Esta 
interpretación puede contribuir a la prolongación de la jornada en lugar de la contratación 
de trabajadores. 
  
De acuerdo con lo manifestado se puede afirmar que se han extendido y generalizado 
las cláusulas de distribución irregular de la jornada. Nuestro ordenamiento ha pasado a 
consolidar definitivamente el cómputo anual de la jornada y lo ha acompañado de una 
superación del ya tradicional sentido de la irregularidad del tiempo de trabajo, 
entendiendo en sentido estático, como módulos inferiores que no tenían que respetar la 
jornada teórica perfecta y se ha pasado a una que posibilita una distribución más dinámica 
a lo largo del periodo máximo de distribución. El motor de cambio es la fijación de la 
jornada cualitativa como elemento dinámico de esta flexibilización. Aunque los 
                                                          
84 Véase Monereo Pérez, J.L., Fernández Avilés, J.A., “El debate europeo sobre flexiseguridad en el trabajo 
(reflexiones en torno al “Libro Verde” de la Comisión de las Comunidades Europeas”, en Lan Harremanak, 




descansos se alzan como los verdaderos límites a esta distribución, por lo que su respeto 
es una exigencia en cualquier distribución. 
 
Desde la última regulación de la jornada máxima, han sido escasos los resultados 
reales de la reducción de la jornada máxima, pese a los avances de la negociación 
colectiva. No es sólo que las reducciones no hayan sido significativas, sino que han sido 
compensadas por otras vías, lo que lleva a que el tiempo de trabajo real de los trabajadores 
no haya disminuido, bien porque se haya producido un aumento de las horas 
complementarias o de horas extraordinarias, o bien por las vías de hecho al superar su 
número máximo sin que exista un control eficaz de la autoridad laboral sobre las horas 
realmente trabajadas más allá de la jornada máxima. Además, se opta y se apuesta por la 
flexibilidad de la jornada de trabajo para adaptarse a la competitividad y globalización 
del mercado de trabajo. Empresarios y trabajadores han demandado una mayor 
flexibilidad del tiempo de trabajo, bajo perspectivas diferenciadas: desde el punto de vista 
empresarial, proponiendo un aumento de ésta en la medida en que implica una mejora de 
la competitividad, al organizar los tiempos laborales de acuerdo a la demanda y a los 
costes; desde el punto de vista del trabajador, relacionando la organización de los tiempos 
laborales con la voluntad de ajustar su tiempo de trabajo en función de sus necesidades 
vitales. Sin embargo, el resultado de las prácticas de flexibilización del tiempo de trabajo 
ha tendido a responder más a las necesidades de los empresarios que los trabajadores85.  
 
Las nuevas formas de organizar el trabajo y el tiempo de trabajo plantean nuevos 
problemas. La flexibilidad en la fijación de tiempos y horarios y, más aún, la flexibilidad 
en el desarrollo de la actividad productiva, puede por ejemplo generar nuevos escenarios 
de abuso o extenuación del trabajador, o de invasión de su esfera privada. Ello explica 
que últimamente se haya empezado a hablar de un “derecho a la desconexión”86. Las 
tecnologías de la información y la comunicación, aumentan las posibilidades de trabajar 
a distancia y conciliar mejor las responsabilidades profesionales y familiares 
estableciendo un equilibrio más satisfactorio entre la vida laboral y personal. Pero tanto 
                                                          
85Al respecto, Refkin, J., “El fin del trabajo. Nuevas tecnologías contra puestos de trabajo: el nacimiento 
de una nueva era”, Barcelona, Paidós Ibérica, 2010, pág. 104. 
86 Es interesante la lectura de Mercader Uguina, J.R., y García-Perrote Escartín, I., “El permanente debate 
sobre la jornada laboral: una cuestión clásica (reducción del tiempo de trabajo) y otra reciente (el derecho 




el teletrabajo87 como el uso constante de los medios tecnológicos e informáticos implica 
que desaparezcan las fronteras espaciales y temporales entre la esfera personal y familiar. 
Por un lado, permiten que el individuo pase más tiempo en su casa que en el trabajo, pero 
por otro, que pase más tiempo trabajando en casa88. Ello ha hecho que en el entorno 
laboral sea necesario establecer mecanismos legales para garantizar el “derecho a la 
desconexión” del trabajador con la empresa. En España se puede encontrar un antecedente 
en la SAN de 17 de julio de 199789 que declaró nulas las instrucciones establecidas por 
una empresa y que obligaban a mantener una conexión ininterrumpida y en todo momento 
de sus teléfonos móviles con los que la empresa y los de todos sus clientes. Tal sentencia 
señaló que con tales obligaciones “se sobrepasan las facultades normales y regulares de 
la empresa, en los términos previstos por el art. 20 ET”. Más recientemente, en la STS de 
21 de septiembre de 201590, el tribunal resuelve el recurso de casación interpuesto por la 
empresa frente a la sentencia dictada por la Sala de lo Social de la AN sobre conflicto 
colectivo. El objeto del proceso analiza la validez de una cláusula que la empresa 
introduce en los contratos de trabajo en virtud del cual “las partes convienen 
expresamente que cualquier otro tipo de comunicación relativa a este contrato, a la 
relación laboral o al puesto de trabajo, podrá ser envida al trabajador vía SMS o vía correo 
electrónico (…) según los datos facilitados por el trabajador a efectos de contacto” y que 
“cualquier cambio o incidencia con respecto a los mismos, deberá ser comunicada a la 
empresa de forma fehaciente e inmediata”. Según el TS “para que resulte posible la 
incorporación de estos datos al contrato de trabajo es necesario que el consentimiento se 
haya prestado de manera libre y voluntaria y, aunque en este caso la cláusula establezca 
que el propio trabajador presta voluntariamente su consentimiento, en realidad no sucede 
así. El empresario se vale de que el trabajador es la parte más débil del contrato y éste por 
miedo no va a negar su consentimiento”. En consecuencia, “la cláusula debe considerarse 
                                                          
87 Según el Informe del Eurofound sobre teletrabajo, publicado en Working anytime, anuwhere: the effects 
on the world of work, en general, los teletrabajadores tienen jornadas de trabajo más largas que el resto de 
trabajadores. En España, mientras que un 19% de los trabajadores en los centros de trabajo trabajan más de 
40 horas a la semana, entre los que trabajan en casa el porcentaje sube al 24%, y entre los que realizan 
tareas intensivas fuera de casa hasta el 33%. Este dato se confirma con los datos de otro estudio de Ranstand 
anterior (2012), que mostraba que en el teletrabajo el 64% de los trabajadores españoles realizaba trabajos 
en su tiempo libre, ocho puntos más que el promedio (56%). El mismo estudio de Randstand para España 
confirmaba que el 68% de los trabajadores españoles en teletrabajo recibían e-mail o llamadas fuera del 
horario habitual de trabajo. El informe señala que el mayor reto del teletrabajo es el “derecho a 
desconectar”. 
88 En este sentido se ha manifestado OIT, en la Conferencia Internacional del Trabajo, 104ª reunión, 
“Iniciativa del centenario relativa al futuro del trabajo”, Ginebra, 2015, pág. 14-15. 
89 SAN de 17 de julio de 1997, (AS 1997, 3370). 




nula por vulnerar el derecho fundamental a la protección de datos de carácter personal 
consagrado en el art. 18.4 ET”. 
 
El denominado “derecho a la desconexión” forma parte también de los debates 
actuales en el ámbito de las relaciones de trabajo. Prueba de ello es, por ejemplo, el boletín 
de la Comisión Consultiva Nacional de Convenios Colectivos, nº 57 de marzo de 2017, 
bajo el título “el derecho a la desconexión y a la conciliación en la negociación colectiva”. 
En dicho documento se destaca que el desarrollo de las nuevas tecnologías puede tener 
una utilización correcta (mayor flexibilidad en el desempeño de sus funciones al permitir 
conciliar vida laboral y personal) y una utilización incorrecta. De tal forma, la posibilidad 
de comunicación constante que ofrece la tecnología puede desembocar en un control 
exhaustivo del trabajador, no permitiendo la “desconexión” de la vida laboral una vez 
realizada la jornada de trabajo diaria o incluso semanal. Se señala que es precisamente 
este último uso el que se está implantando en las empresas, indican que a pesar de que las 
cuestiones que el trabajador tiene que resolver puede hacerlo en escasos segundos, en 
definitiva, ello no permite al trabajador desconectar en su tiempo de descanso. 
 
El debate también está presente en otros países. Incluso en algún país de nuestro 
entorno se han aprobado reglas sobre particular. El caso más conocido es el de Francia, 
donde ha sido aprobada la Ley 2016-1088, de 8 de agosto de 2016, conocida como Loi 
Travail o reforma laboral francesa, la cual regula el “derecho a la desconexión laboral”. 
El art. 55.I.2º de la Loi 2016-1088 introduce un nuevo apartado 7 en el art. L.2242-8 del 
Código de Trabajo francés, para establecer que la negociación anual sobre igualdad 
profesional entre las mujeres y hombres y la calidad de vida en el trabajo incluirá: “7º las 
modalidades de pleno ejercicio por el trabajador de su derecho a la desconexión y la 
puesta en marcha por la empresa de dispositivos de regulación de la utilización de los 
dispositivos legales, a fin de asegurar el respeto del tiempo de descanso y de vacaciones, 
así como de su vida personal y familiar. A falta de acuerdo, el empleador, previa audiencia 
del comité de empresa o, en su defecto, de los delegados de personal, elaborará una 





CAPITULO II: EVOLUCIÓN NORMATIVA DE LA JORNADA DE TRABAJO 
 
 
Como ya se ha dicho, a lo largo de la historia de la legislación laboral se advierte un 
proceso de progresiva acotación y limitación de los tiempos de trabajo, acompañado del 
reconocimiento expreso de tiempos de descanso cada vez más amplios. En esa trayectoria 
histórica intervinieron factores de diverso orden, entre los que desde luego hay que situar 
el empuje y la acción reivindicativa de las agrupaciones obreras. En cualquier caso, la 
limitación de la jornada de trabajo será uno de los grandes empeños de la política laboral 
moderna, y, al cabo de un proceso arduo y difícil, alcanzará frutos tangibles en las 
primeras décadas del siglo XX91. Es verdad que en los primeros momentos esa limitación 
prácticamente quedó reducida a los grupos más débiles de la población trabajadora y a 
determinaos sectores de actividad, pero pronto la institución de la “jornada máxima” se 
generalizó a todos los trabajadores y tipos de trabajo, bien es cierto que con algunas 
salvedades92.  
 
1. La prehistoria de la legislación laboral 
 
Para hablar de las primeras referencias normativas sobre tiempo de trabajo es 
necesario hacer referencia a los primeros signos que dieron lugar a la formación del 
ordenamiento laboral93. Antes de la Revolución Liberal aparecieron regulaciones 
semejantes en su contenido a las de algunas normas laborales contemporáneas. Estos 
focos normativos estuvieron precedidos o acompañados por la aparición y por la difusión 
en la doctrina jurídica de las ideas o tópicos que luego se plasmarían, de manera 
sistemática y articulada, en el Derecho del Trabajo 94. Los distintos enclaves de trabajo 
libre y por cuenta ajena que proliferaron a medida que el Antiguo Régimen avanzaba 
                                                          
91 Pérez Botija, E., Curso de Derecho del Trabajo, Tecnos, Madrid, 1948, págs. 61-69. 
92 Para profundizar sobre la evolución de la legislación social en España véase Martín Valverde, A., 
“Estudio preliminar. La formación del Derecho del Trabajo en España”, en La legislación social en la 
historia de España. De la Revolución liberal a 1936, Congreso de los Diputados, págs. XV-CXIV; Alonso 
Olea, M., Introducción al Derecho del Trabajo, 4ª edición, Edersa, 1981, págs. 33 y ss. y Montoya Melgar, 
A., Ideología y lenguaje en las leyes laborales de España (1873-2009). 
93 Sobre la necesidad de conocer el origen y la evolución del tiempo de trabajo para llegar a entender su 
razón de ser, véase Alonso Olea, M., Introducción al Derecho del Trabajo, sexta edición, Civitas, Madrid, 
2002, pág. 163 (“probablemente no existe institución jurídica enteramente inteligible sin una exposición 
histórica de su origen y desarrollo, en cuanto que ambos en gran medida predeterminan la forma como 
aparece estructurado en el momento en que se hace el estudio y dan razón de sus caracteres y 
peculiaridades”). 
94 Valdeavellano, L.G., Historia de las instituciones españolas. De los orígenes a la Edad Moderna. Edit. 




hacia su terminación fueron los ámbitos de formación de algunas reglas jurídicas, 
análogas en su sustancia y en su orientación a las que luego reaparecerán en el marco de 
la legislación de trabajo95. La primera manifestación que encontramos en cuanto a la 
regulación del tiempo de trabajo se puede situar en el régimen gremial. El Gremio se regía 
por sus Ordenanzas y dentro de su contenido ocupaba un lugar especial la ordenación de 
la prestación del trabajo efectuada, no en condiciones de equilibrio de intereses sino bajo 
la preeminencia de la posición del maestro, en torno a cuestiones como la fijación de 
jornadas de trabajo y de descansos, entre otras cuestiones96. 
 
Sin entrar en detalles acerca de las leyes de Indias, conviene hacer unas ligeras 
indicaciones que pueden poner de manifiesto el parecido que con las modernas 
instituciones laborales guardan algunas disposiciones dadas por los monarcas españoles 
para proteger el trabajo de los pueblos indígenas de América97. Muchas son las materias 
laborales de las leyes de Indias, ante todo cabe destacar las prescripciones sobre jornada 
máxima98. Estos antecedentes normativos pre-liberales se refirieron a aspectos muy 
diversos de la relación individual de trabajo, coincidiendo muchos de ellos con los que 
están presentes en la actual regulación de la misma: limitación de la jornada y del tiempo 
de servicio, periodos de prueba, duración de los contratos, garantías de las retribuciones, 
deberes de protección del empleado en el supuesto de enfermedad, etc.99.  
 
Con la Revolución Liberal se configura un nuevo panorama en la Europa del siglo 
XIX y ello no solo desde un punto de vista económico, sino también desde una 
                                                          
95 La originalidad del trabajo medieval se centra especialmente en el régimen y características del trabajo 
libre. Este tipo de trabajo se inserta en una incipiente economía de mercado y se localiza en las ciudades 
aforadas, ajenas al poder señorial, a cuyo estatuto de libertad se acogen numerosos siervos y semilibres; la 
peculiaridad más señalada del trabajo libre medieval fue su impregnación personal y hasta cuasi familiar y 
su organización dentro de una estructura corporativa. 
96 Para mayor profundización sobre los gremios y la edad gremial remitirse a la obra de Pérez Botija, E., 
Curso de Derecho del Trabajo, Tecnos, Madrid, 1948, págs.52-54. 
97 Los textos de las leyes de Indias pueden consultarse en García Gallo, A., Antología de fuentes del antiguo 
derecho, 10 edición, Madrid, 1984, págs. 773 y ss. 
98 En este sentido Alonso Olea, M., Introducción al Derecho del Trabajo, op.cit., págs. 33 y ss. Martín 
Valverde, A., “Estudio preliminar (…)”, op.cit., págs. XXII-XXIII; Pérez Botija, E., Curso de Derecho del 
Trabajo, ed. Tecnos, Madrid, 1948, pág. 55. 
99 Gibert, R., “El contrato de servicios en el derecho medieval español”, Revista de Política Social, nº 101, 
1967, págs. 286-297. A pesar de las semejanzas estas normas sobre las relaciones de trabajo no podían ser 
legislación de trabajo en el sentido moderno de la expresión por dos razones; una de ellas es el alcance 
limitado y concreto para una profesión u oficio determinados y para una determinada localidad o zona 
geográfica; la otra es la distinta función que cumplen en razón del distinto contexto en que se mueven, que 
no es, como en la legislación de trabajo, el de una economía de mercado más o menos desarrollada, sino el 




perspectiva social y política100. Uno de los componentes de la Revolución Liberal es la 
libertad de trabajo, entra en juego así, una institución típica o predominante, otra especie 
de trabajo por cuenta ajena: el contrato civil de servicios, denominado en los Códigos del 
XIX inspirados en el modelo francés “contrato de arrendamiento de servicios”101.La 
regulación legal de la relación de trabajo a lo largo del siglo XIX está constituida por las 
escasas normas laborales de la Novísima Recopilación102 (1805), y en los años finales por 
la escueta normativa del contrato de arrendamiento de servicios contenida en el Código 
Civil (1889). Tanto los preceptos de la primera como los del segundo se caracterizaban 
en un derecho común presidido por el principio de la autonomía de la voluntad, del que 
se desprendía el abstencionismo de los poderes públicos en la ordenación de las relaciones 
laborales entre particulares103. El Código Civil remitía a la autonomía de la voluntad de 
los sujetos del contrato los aspectos esenciales de la relación de trabajo, entre ellos, el 
tiempo de trabajo por lo que, debido a la inexistencia del derecho tuitivo, la posición 
predominante del empresario tendía a establecer a su voluntad la jornada de trabajo104. 
 
Entre la regulación jurídica del trabajo por cuenta ajena del liberalismo inicial y los 
orígenes de la legislación de trabajo transcurre un tiempo no muy largo, variable en su 
duración y en su cronología de un país a otro y que abarca en España desde la década de 
los treinta del siglo XIX hasta los comienzos del siglo XX. Este periodo de tiempo, que 
se corresponde con el desarrollo de la producción fabril y la formación de los mercados 
nacionales, estará caracterizado por la aparición de una serie de problemas sociales y 
políticos relacionados con las condiciones de vida y trabajo de los trabajadores 
asalariados, entre ellos, hay que destacar las atenuantes jornadas laborales105. Esta 
realidad actúa como motor del cambio de mentalidad que se opera en el legislador 
europeo de la segunda mitad del siglo XIX, surgiendo el denominado “reformismo 
                                                          
100 http://doctrina.vlex.com.ve/vid/inicios-primera-legislacion-comision-reformas-60386133 
101 Martín Valverde, A. “Estudio preliminar: La Formación del Derecho del Trabajo en España, en Edit.  
Congreso de los Diputados, La Legislación Social en la Historia de España, 1987, págs. XX- XXI. 
102 Novísima Recopilación de las leyes de España: dividida en XII libros: en que se reforma la Recopilación 
publicada por el Don Felipe II, y se incorporan las pragmáticas, cedulas, decretos, ordenes, expedidos hasta 
1804 y mandada formar por Carlos IV. 
103 Tal abstencionismo se manifiesta en el Real Decreto de 20 de agosto de 1834, en el que se establece que 
para el buen funcionamiento de este sector de la vida de la sociedad era la “libre concurrencia del trabajo y 
de los capitales”. Al igual que cualquier otro mercado el trabajo debía ser dejado a su libre curso, sin 
intervenciones públicas o colectivas, para conseguir los mejores resultados, tanto desde el punto de vista 
de los individuos como desde el punto de vista de la sociedad en su conjunto. 
104 Martín Valverde, A. “Estudio preliminar: La Formación del Derecho del Trabajo en España, en Edit.  
Congreso de los Diputados, La Legislación Social en la Historia de España, 1987, págs. XXXII- XXXIII. 




social”.  En España se inicia en el último cuarto del siglo XIX un proceso de toma de 
conciencia en la necesaria intervención del Estado en la resolución de los problemas 
sociales. Las primeras manifestaciones del intervencionismo estatal en las relaciones de 
producción tenían una finalidad de tutela o protección de los trabajadores mediante la 
imposición de condiciones de higiene y seguridad en los obreros, también normas 
reguladoras del trabajo de niños y mujeres. Estas intervenciones normativas trataban de 
mejorar las condiciones higiénico-sanitarias de las fábricas y talleres, centrándose en la 
protección de los colectivos que entendían más débiles, la mujer y los menores106. A esta 
legislación tuitiva se une con más o menos prontitud la relajación del tratamiento 
represivo de las representaciones y actividades colectivas107.  
 
La Comisión de Reformas Sociales y el Instituto de Reformas Sociales son los 
organismos públicos encargados de afrontar la cuestión social en los primeros años de la 
Restauración y en los comienzos del reinado de Alfonso XIII, respectivamente. La 
Comisión de Reformas Sociales marca el abandono definitivo del abstencionismo 
normativo del Estado, y el momento fundacional de la legislación de trabajo española108. 
Por su parte, el Instituto de Reformas Sociales se convirtió en el centro de elaboración e 
impulso de la legislación del trabajo y en el germen de la futura Administración Laboral. 
El final de la tarea informativa de la Comisión y la paralización de la labor normativa en 
los años de fin de siglo dieron paso a la reactivación de la legislación de trabajo a partir 
de 1900 y a la propia transformación de la Comisión de Reformas Sociales en el Instituto 
de Reformas Sociales en 1903109. Una de las primeras leyes que tuvo incidencia en el 
tiempo de trabajo fue la Ley Benot de 1873 que posteriormente se verá. Sin embargo, 
                                                          
106 Alonso Olea, M., Introducción al Derecho del Trabajo, editorial Civitas Ediciones, 6ª ed., 2002. 
107 El abuso que suponía emplear “sin tasa ni medida el débil trabajo de las mujeres y de los niños” dio 
lugar a la necesidad de que el Estado interviniera en la cuestión del trabajo. La protección del obrero varón 
y adulto solo se limitaba a los peligros más alarmantes. Es por esta razón por lo que a esta obra legislativa 
se le ha denominado caritativa, tuitiva o filantrópica. Pese a su limitada aplicación en la práctica esta 
normativa se encuentra en los mismos genes de toda nuestra legislación social y de nuestro Derecho del 
Trabajo. 
108 La creación de la Comisión de Reformas Sociales tuvo lugar en virtud del Decreto de 5 de diciembre de 
1883. Su función era la elaboración normativa, el estudio e información sobre la realidad social y sus 
problemas. De estas funciones encomendadas a la Comisión es la función de información o estudio la que 
le ha hecho pasar a la historia. En cambio, la función de preparación legislativa no se tradujo en ninguna 
disposición concreta, acaso la salvedad de la referencia a “leyes y reglamentos especiales” de regulación 
del arrendamiento de servicios en el Código Civil. 
109 El Instituto de Reformas Sociales creado mediante Decreto de 23 de abril de 1903. Las funciones de tal 
organismo era la preparación legislativa, función de estudio o información y vigilancia del cumplimiento 
de la normativa de trabajo. Tanto la Comisión de Reformas Sociales como el Instituto de Reformas Sociales 
se proponen abarcar todo el espacio de las relaciones de producción y no sólo el ámbito reducido de fábrica, 




pese a que la norma establecía ciertos límites y derechos a los trabajadores, ello no se 
traducía en su cumplimiento, por lo que los poderes públicos y los actores sociales 
adquirieron conciencia de que la intervención legislativa sólo podía tener posibilidades 
de éxito si contaba con medios especiales de vigilancia o apoyo del cumplimiento de la 
ley y de sanción o reparación de sus infracciones. Pero la puesta en práctica de los órganos 
y mecanismos de vigilancia del cumplimiento de las normas laborales se llevó a cabo con 
cierta parsimonia. El Reglamento de la Inspección de Trabajo tiene fecha de 1906, pero 
su acción solo se extiende a los establecimientos comerciales con la Ley de la Silla de 
1912. Además, el funcionamiento de estos instrumentos especiales de exigencia tropezó, 
con serias dificultades debido a la escasa dotación personal y también la escasa 
colaboración con la Inspección de Trabajo de las juntas de reformas sociales110. 
 
Sin embargo, el desarrollo histórico de la legislación de trabajo en España en su 
primera época no reflejó este ámbito general de la legislación de trabajo postulado en los 
decretos de creación de los organismos públicos, sino que se limitó a ámbitos de 
aplicación más restringidos. Junto a los medios administrativos especiales de exigencia 
de la legislación laboral hay que considerar los medios de garantías jurisdiccionales del 
cumplimiento de dicha normativa para el caso que falle o exista discrepancia en su 
aplicación voluntaria o administrativa. Esta aplicación de la legislación de trabajo por 
parte de los tribunales se lleva a cabo también por medio de reglas orgánicas y de 
procedimiento distintas de las que rigen en el proceso civil ordinario111. En esta primera 
etapa de desarrollo de la legislación laboral hay unos intentos de normalización de los 
conflictos de colectivos de trabajo con la legalización de las asociaciones obreras y la 
interpretación restrictiva del ámbito del delito de coligación. A lo largo de estos años las 
manifestaciones de los poderes públicos de aceptación de la acción colectiva de los 
                                                          
110 Una visión de conjunto del Instituto de Reformas Sociales en Palacio Moreno, J.I., La 
institucionalización de la reforma social en España: 1883-1924: la Comisión y el Instituto de Reformas 
Sociales, Centro de Publicaciones del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, Madrid, 1988 y Martín 
Granizo, L., “Importancia de Instituto de Reformas Sociales”, en Apuntes para la Historia del Trabajo en 
España, vol. 7, Madrid, 1952, cap. XXI. 
111 Los fines que se persiguen con esta regulación especial son: facilitar el acceso a la Administración de 
justicia por parte de los trabajadores y conseguir un funcionamiento eficaz de los tribunales en este sector 
de la vida social. La conversión del proceso civil en proceso de trabajo, mediante la adaptación de las 
estructuras normativas de aquél a las conveniencias del trabajador-litigante y también del tráfico 
empresarial, tiene lugar entre nosotros a raíz de las leyes de los tribunales industriales de 1908 y 1912. 
Hasta la puesta en práctica de estas disposiciones la aplicación jurisdiccional de la legislación de trabajo 




trabajadores, no faltaron, siempre dentro de unos límites112, solo las coligaciones y 
huelgas con violencia y amenazas y las que afectasen a los servicios esenciales de la 
comunidad podían considerarse “abusivas” e incursas en la sanción del artículo 556 del 
Código Penal.  
 
2. Las primeras reglas legales sobre la jornada de trabajo 
 
En el periodo que va desde 1855 a 1919 y por lo que se refiere a España se pretendió 
conseguir una jornada cierta, lo que suponía un tiempo limitado de trabajo como 
contrapunto a las jornadas excesivas e indeterminadas. La fijación de la duración máxima 
estaba dentro del ámbito de la autonomía privada, es decir, dentro de la libre gestión 
empresarial. Los primeros mecanismos empleados para alcanzar la jornada limitada y 
cierta fueron, por un lado, la fijación de una jornada máxima y por el otro, el 
establecimiento de unos descansos mínimos. De tal manera que la limitación de la jornada 
de trabajo constituye una protección del trabajador, y se consigue mediante tres elementos 
básicos: límites directos que procedieron a fijar una jornada máxima, límites indirectos 
que venían integrados por el establecimiento de una serie de descansos mínimos de 
diferente naturaleza y el horario de trabajo113. 
 
Como se ha hecho referencia en el apartado anterior había un total abstencionismo 
por parte del Estado y existía la autonomía de la voluntad de las partes. Ante esta realidad, 
el empresario era quien fijaba la jornada de trabajo, sin la existencia de ningún límite 
legal. El empresario buscaba extraer el mayor trabajo en esta unidad, siendo que el tiempo 
                                                          
112 Esta aceptación oficial de que el conflicto para la mejora de las condiciones de trabajo era algo natural 
e inevitable debió significar la desaparición de la representación de las actividades sindicales de tipo 
reivindicativo, sobre todo si se tiene en cuenta que la Circular de la Fiscalía del Tribunal Supremo de 22 de 
junio de 1902 (Gaceta 22-06), fue acompañada por otra Circular del Ministerio de la Gobernación de la 
misma fecha y suscrita por Moret. Otro paso hacia la normalización del conflicto de trabajo fue dado con 
la aprobación de la Ley de 19 de mayo de 1908 sobre los consejos de conciliación y arbitraje industrial y 
de la Ley de 27 de abril de 1909 de huelgas y coligaciones. Un tercer intento de encauzamiento de los 
conflictos colectivos de trabajo es el representado por los Decretos de 10 de agosto de 1916 y 23 de abril 
de 1917. Todavía dentro del periodo de la Restauración hay otro intento de institucionalizar los conflictos 
colectivos de trabajo, que son las comisiones mixtas o comités paritarios implantados para determinados 
sectores o zonas geográficas en los años finales de la Restauración. Sin embargo, solo quedaron en intentos, 
debido a la escasa operatividad de la Ley de Consejos de Conciliación y Arbitraje Industrial, debido también 
a la ambigua regulación de normalización de los límites de la huelga en la Ley de 1909 y debido a la 
carencia de reconocimiento jurídico suficiente de los pactos o convenios colectivos.  
113 Véase al respecto Ezquerra Escudero, L. Tiempo de trabajo en España: aproximación histórica. Desde 
la emergencia del Derecho Social hasta el Estatuto de los Trabajadores de 1980. Ed. Atelier, Barcelona, 




de descanso que se otorgaba al trabajador era el mínimo imprescindible para recuperar la 
fuerza de trabajo; tiempo que no se podía evitar puesto que en caso contrario la fuerza de 
trabajo no se recuperaba y era inservible. La lucha obrera por limitar la jornada de trabajo 
era cada vez más intensa, constituía un límite directo y una garantía clara para el 
trabajador, ya que se fijaba el tiempo máximo exigible, de tal forma que más allá de dicho 
tiempo no se podía requerir prestación alguna como objeto ordinario del contrato de 
trabajo, ese tiempo fue acuñado por la doctrina como “jornada cierta”114. Con anterioridad 
al establecimiento de dicha “jornada cierta”, el trabajador contraía con el empresario o 
empleador unas obligaciones contractuales que tendían a abarcar todos los días y un 
número indeterminado de horas ordinarias. El empresario buscaba extraer el mayor 
trabajo en este tiempo, de tal forma que el tiempo de descanso que se daba al trabajador 
era el mínimo imprescindible para recuperar la fuerza de trabajo, ese tiempo no se podía 
evitar, pues de lo contrario la fuerza de trabajo no se recuperaría. A partir de la necesidad 
de recuperar la fuerza de trabajo y las continuas protestas de la masa obrera, el legislador 
interviene regulando y limitando la jornada de trabajo. El primer objetivo consistió en 
limitar la jornada diaria, protegiendo a los más débiles (menores). La primera ley al 
respecto fue la Ley Benot de 24 de julio de 1873115, esta Ley sobre condiciones de trabajo 
en las fábricas, talleres y minas limita la jornada de trabajo de los menores, diciendo 
expresamente: “los niños y niñas menores de 10 años no serán admitidos al trabajo en 
ninguna fábrica, taller, fundición o mina. No excederá de ocho horas cada día, en 
cualquier estación del año, el trabajo de los niños menores de 13 a 15 años ni de las 
jóvenes de 14 a 17. No excederá de 5 horas cada día el trabajo de los niños menores de 
13 ni de las niñas menores de 14”. Si bien en 1873 aún estaban lejos de alcanzar la fuerza 
que tendrían en años posteriores. Pero se puede decir que el cumplimiento de su articulado 
                                                          
114 Esquerra Escudero, L. “Tiempo de trabajo en España: aproximación histórica”, Barcelona, 2006, 
Atelier, op.cit. pág. 29. “Derecho a jornada cierta: Entendemos por tal el derecho del trabajador a no ser 
ocupado por encima del número de horas diarias fijado legal o contractualmente”. 
115 La Ley Benot de 1873 (Gaceta 28 julio), fue la primera ley de carácter expresamente laboral. Al igual 
que había ocurrido en los países europeos que habían legislado previamente, la primera materia en regularse 
fue la protección de los grupos de trabajadores más vulnerables. La Ley se ocupa de tres grandes cuestiones 
a lo largo de su breve articulado: la protección a la infancia, la educación de los menores y la creación de 
los jurados mixtos. La crítica fundamental que se ha hecho a la ley Benot es, cuestiones doctrinales aparte, 
su nula aplicación. Las medidas que propugnaban como obligatorias no se llevaron a cabo más que en un 
número ínfimo de establecimientos, de forma que sus beneficios reales para los niños y los obreros fueron 
nimios. El incumplimiento generalizado de la Ley de 1873 fue recogido de forma oficial por textos 
legislativos posteriores. Por ejemplo, la exposición de motivos del Real Decreto de 10 de diciembre de 
1893 que creaba la Comisión de Reformas Sociales, afirmaba que “la ley de 24 de julio de 1873 (…) ha 
quedado ignorada de todo el mundo”. Pocas leyes han sido tan poco cumplidas en la historia de España 
como la Ley Benot. Martín Peñas, L. “Los inicios de la legislación laboral española: la ley Benot”, Revista 




no fue del todo posible. Posteriormente otra norma destinada a establecer jornadas 
máximas en atención a la edad o sexo del trabajador, fue la Ley de 13 de marzo de 1900, 
regulando el trabajo de mujeres y niños116, esta Ley establecía, “en función de la edad (de 
10 a 14 años), un máximo de 6 horas en la industria y 8 en el comercio, con prohibición 
de trabajo nocturno a menores de 14 años y el Reglamento aprobado por Real Decreto de 
13 de noviembre de 1900, en su artículo 7 reguló la jornada máxima de 11 horas diarias 
al personal mayor de catorce y menor de diez y seis años, que trabaje de noche con un 
máximo de dicha jornada de 48 horas nocturnas”.  
 
Un segundo escalón lo constituyeron ciertas regulaciones sectoriales que fueron 
fijando una jornada máxima de trabajo117. Por un lado, la Real Orden de 11 de marzo de 
1902 sobre jornada de trabajo en los establecimientos de la Hacienda pública118, indicaba 
que “la duración de la jornada equivalente al salario ordinario era de 8 horas en todos los 
establecimientos de la Hacienda Pública”. Por otro lado, la Ley de 27 de diciembre de 
1910 sobre jornada máxima de trabajo en las minas119, estableció “la jornada máxima en 
9 horas en el interior y 9,30 horas en el laboreo a roza abierta” que luego fue rebajada por 
Real Orden de 10 de octubre de 1919120 que estableció “la jornada en el interior de las 
minas en 7 horas”. Igualmente, mediante Real Decreto de 24 de agosto de 1913, se 
estableció la jornada máxima de trabajos y remuneración a destajo en la industria textil121, 
en concreto “la jornada máxima ordinaria de trabajo efectivo de los obreros de ambos 
sexos en la industria textil no podrá exceder de sesenta horas semanales, respetando los 
domingos y las fiestas llamadas de precepto, o sea tres mil horas de trabajo al año. Las 
jornadas inferiores a sesenta horas semanales, establecidas con anterioridad por 
Reglamentos, convenios o por costumbres locales, no podrán aumentarse sobre el 
máximo de horas establecido en el presente decreto”. Otra norma sectorial fue el Real 
Decreto de 15 de marzo de 1919122  sobre jornada máxima de 8 horas para los oficios del 
ramo de la construcción.  
                                                          
116 Gaceta de 14 marzo de 1900, véase Martín Valverde, A. “La formación del Derecho del Trabajo en 
España”, en Legislación social de la historia de España. De la Revolución Liberal a 1936, Madrid, 1987, 
Congreso de los Diputados, pág. 65. Otras normas sectoriales, fueron, por ejemplo, la Real Orden de 11 de 
marzo de 1902: jornada de trabajo en los establecimientos de la Hacienda Pública (Gaceta de 17 de marzo). 
Ídem. pág. 84. 
117 Legislación Social (…), pág. 92. 
118 Gaceta de 17 de marzo 1902. 
119 Gaceta de 31 de diciembre 1910. 
120 Gaceta 11 octubre 1919. 
121 Gaceta de 25 de agosto 1913. 




Por último, se implantó a nivel nacional para toda la población trabajadora una 
jornada máxima a través del Real Decreto de 3 de abril de 1919. Dicha regulación de 
jornada máxima aplicable a todos los trabajadores se hizo de forma previa a su 
implantación internacional en el seno de la OIT, a través del Convenio nº 1123. La jornada 
máxima legal de ocho horas diarias introducida a nivel general por el Real Decreto de 3 
de abril de 1919 es uno de los primeros frutos de la labor del Instituto de Reformas 
Sociales, cuyas bases fueron aprobadas por unanimidad en el Pleno de aquella 
Corporación e íntegramente aceptada por el Gobierno, al considerarlas tan conformes con 
los principios de humanidad y justicia como congruentes y ajustables a la unánime 
aspiración de los trabajadores que de esta reforma hicieron siempre cuestión fundamental. 
Este Decreto señalaba que la obra legislativa estaba “inspirada en la justicia social” 
congratulándose el Gobierno de poder realizar reformas que a estas alturas aún están en 
periodo de estudio y deliberación en pueblos tan adelantados como Francia e Inglaterra124. 
 
En este contexto, la aprobación en España de medidas como la jornada laboral de 
ocho horas antes que en ningún otro país del mundo no se entiende sin tener en cuenta la 
influencia que ejercieron los acontecimientos inmediatos, pues con ella se trató 
fundamentalmente de dar respuesta a la crisis social abierta desde 1917, agudizada en los 
primeros meses de 1919 y que alcanzó su punto máximo con la huelga de La Canadiense 
en Barcelona. La unánime hostilidad de los patronos hacia la obra reformista de los 
políticos de los últimos gobiernos de la Restauración ponía en evidencia la quiebra 
definitiva del modelo armonicísta en materia social, así como a oposición de aquél a la 
                                                          
123 Convenio de la OIT adoptado el 28 de noviembre de 1919, sobre horas de trabajo en la industria, 
regulando en su artículo 2 una jornada de 8 horas diarias y 48 horas semanales. 
124 En las normas que se desarrollan en estos momentos aparecerá de manera expresa el reconocimiento de 
la justicia que asiste a las reivindicaciones obreras atendidas ahora como auténticos derechos que el Estado 
tiene el deber de reconocer por un principio ya no de caridad cristiana sino de justicia social “pasaron, para 
no volver los tiempos patriarcales en que para alcanzar la cordialidad entre los patronos y los obreros en la 
obra común de la producción, bastaban las normas éticas de la caridad cristiana (…), la decadencia de estos 
principios y la tibieza en esos sentimientos, como rectores de aquellas relaciones, a la vez que el progreso 
de la gran industria mediante el maquinismo en los procedimientos y el anonimato en la constitución del 
capital, han traído finalmente de la mano estos tiempos en los que tales relaciones son principalmente un 
hecho jurídico que ha de establecerse sobre la base de los derechos, reivindicados por inmensas 
muchedumbres fuertemente imbuidas de ideas y sentimientos en que notoriamente preponderan los 
subjetivismos políticos sobre la propia objetividad económica de la producción y el trabajo, por esto, si se 
quiere hacer algo eficaz para la paz social y para el bienestar hay que procurar y establecer normas ético-
jurídicas, por las cuales sea posible llegar a la reorganización de tales relaciones, como es fuerza concebirla 




transición de un tipo de Estado arbitral, que potenciara medidas como el entendimiento y 
el consenso, a otro más moderno y con clara vocación intervencionista125. 
 
La jornada máxima legal de ocho horas diarias introducida a nivel general por el 
mencionado Real Decreto, tenía como referencia los dos elementos necesarios: un 
quantum de tiempo a prestar (horas de trabajo) y un módulo de referencia (día), del que 
se debían extraer aquéllas. El día se constituía en el módulo perfecto, en la medida que 
indicaba la jornada y el módulo máximo a distribuir. La regulación de esta jornada 
máxima legal se constituía en un mínimo de derecho necesario mejorable como indicó la 
normativa reguladora de la jornada, que dejaba vigentes las jornadas inferiores existentes 
y permitía los pactos de mejora126. 
 
La jornada de trabajo se institucionalizó como jornada “diaria”, unidad cronológica 
que se constituía en módulo máximo de distribución de la jornada máxima que también 
venía recogida en las mismas (ocho horas). Suponía esto, una doble rigidez, por un lado, 
el establecimiento de la jornada máxima legal y por otro, la rigidez diaria en su 
distribución. Por ese motivo, junto a la jornada diaria se contempló, como elemento de 
flexibilidad, la jornada semanal la cual se implantó a nivel normativo, paralelamente a la 
jornada diaria, así se determinaba en el artículo 1 del Real Decreto de 3 de abril de 1919, 
al indicar la jornada máxima legal sería de ocho horas al día, “o cuarenta y ocho horas 
semanales”. O sea que parecía permitir utilizar uno u otro módulo como elementos de 
distribución, llegando a considerar un sector de la doctrina que el módulo que se 
desprendía de la misma era el módulo semanal como elemento de flexibilidad y no el 
diario127. Pero lo cierto es que la normativa que desarrolló el Real Decreto de 3 de abril 
                                                          
125 Al respecto, Suárez Cortina, M. La crisis del Estado Liberal en la Europa del Sur. Santander, Sociedad 
Menéndez Pelayo, 2000, pág. 79-108. Se pone en relación la crisis del régimen de la Restauración con la 
defección de las diversas fracciones de la burguesía nacional por el rechazo hacia la política reformista con 
una finalidad integradora desarrollada por el régimen ante el empuje de la izquierda y de las clases 
populares. 
126 Ley de 27 de diciembre de 1910, sobre jornada máxima de trabajo en las minas que en su art. 5 ordenaba 
respetar las condiciones de jornada inferiores a la que marcaba la norma. Real Decreto de 24 de agosto de 
1913 de jornada máxima de trabajo en la Industria Textil, que en su art. 1 ordenaba el respeto de las jornadas 
inferiores a esta norma, sin poder aumentarlas como consecuencia de la misma. Real Orden de 15 de enero 
de 1919, estableciendo las normas generales de aplicación de la jornada máxima de ocho horas que en su 
art. 2 permitía cualquier otro régimen de jornada, más favorable para los trabajadores. 
127 Esquerra Escudero, L. Tiempo de trabajo (…). “La nota saliente del Real Decreto de 3 de abril consiste 
en que se fija, no en un máximo diario, sino en un máximo semanal, de manera que en los seis días hábiles 
de cada semana el trabajo medio no exceda de cuarenta y ocho horas…ofrece la ventaja de facilitar a los 
patronos la organización de aquellos que exijan más de ocho horas diarias, valiéndose de equipos de obreros 




de 1919, limitó esta interpretación amplia al permitir el periodo semanal en clave de 
excepción a la norma general, “si la naturaleza del trabajo no permitía una distribución 
uniforme”, de tal forma que la unidad diaria era el módulo general de la distribución de 
jornada. Se establece, por lo tanto, la jornada máxima de ocho horas diarias o cuarenta y 
ocho horas semanales, con carácter general, pero al mismo tiempo128. En cumplimiento 
de lo establecido en el art. 3 del Real Decreto de 3 de abril de 1919, el Instituto de 
Reformas Sociales acordó mediante la Real Orden de 15 de enero de 1920, una serie de 
excepciones a la jornada máxima de ocho horas. Además, esta norma utilizó ampliamente 
como elemento de flexibilidad el marco semanal, en su aspecto distribuidor del tiempo 
de trabajo para adaptarse a aquellas actividades especiales que no permitían la aplicación 
rígida de la jornada máxima legal129.  
 
El Real Decreto de 3 de abril de 1919, de jornada máxima legal no contempló 
previsión alguna sobre las horas extraordinarias. El motivo según criterio de la doctrina, 
tuvo su razón de ser en las expectativas que generó la Conferencia de Washington sobre 
la jornada laboral y la posible regulación que debía realizar sobre el tema de las horas 
extraordinarias como mecanismo de flexibilidad, estando a la espera de esta posible 
regulación. El silencio legal no suponía en este caso, una negación a la realización de 
horas extraordinarias. El recurso a las horas extraordinarias se impuso de forma inmediata 
y sin mayor oposición, no solo se estableció para dar respuesta a situaciones de fuerza 
mayor, peligro inminente en las personas o cosas, o similares, sino para atender 
necesidades urgentes de la producción. La normativa distinguió entre horas 
extraordinarias por fuerza mayor, peligro inminente y grave de personas o cosas, en cuyo 
caso existía la obligación de realizarlas sin límite y, por otro lado, estaban las horas 
extraordinarias por necesidades urgentes o imprevistas que parecía exigir requisito causal, 
sujetas a un límite máximo imperativo, realizables bajo la voluntad de las partes.  
                                                          
128 “(…) la representación patronal y obrera, en unánime expresión de justicia y de la jurisprudencia que 
inspira sus acuerdos, han considerado que, existiendo industrias cuya organización integral ha de hallarse 
coordinada con la de sus semejantes en el Extranjero, si no han de verse colocadas en condición de 
inferioridad  y en trance de ruina y de muerte, deben constituirse aquellos organismos adecuados para el 
estudio de los casos de excepción, o sean los Comités paritarios profesionales los que propongan al Instituto 
de Reformas Sociales las industrias o especialidades que, por notoria imposibilidad de aplicar la jornada de 
ocho horas, deben ser exceptuadas”. Exposición de motivos del Real Decreto de 3 de abril de 1919. Martín 
Valverde, A., Legislación social (…), op.cit. pág. 109. 
129 Real Orden de 15 de enero de 1920, (Gaceta de 16 de enero) estableció las excepciones de la jornada 
máxima de ocho horas, e hizo pivotar las excepciones a la jornada máxima sobre el cómputo diario y 





Sin embargo, la Real Orden de 15 de enero de 1920 sobre Normas Generales de 
aplicación de la jornada máxima de ocho horas (Gaceta de 16 de enero) permitió los 
acuerdos individuales entre patronos y obreros, sin mayor precisión de causa. El artículo 
4 de la RO reguló la posibilidad de acuerdos colectivos sobre realización de horas 
extraordinarias, afectando a todos los establecimientos del sector o gremio, ofreciendo 
esta posibilidad para determinados supuestos: falta de plantilla o alguna especial 
necesidad. En principio esta norma no decía nada sobre la eficacia y obligatoriedad de 
estos acuerdos, pero la Real Orden de 6 de agosto de 1920 procedió a dictar reglas  a las 
que había de sujetarse los pactos entre patronos y dependientes de comercio para la 
aplicación de la Ley de Jornada Mercantil de 1918, también la RO interpretaba y 
desarrollaba el Real Decreto de 3 de abril de 1919 y la RO de 15 de enero de 1920, 
reguladora de la jornada máxima de ocho horas; en ésta última se indicaba que para los 
sectores indicados en el artículo 10 de la RO de 15 de enero de 1920, los acuerdos tomados 
colectivamente bajo criterios y procedimiento marcados por la misma eran de carácter 
obligatorio para todas las empresas del sector. Es decir, que cabía entender que, en caso 
de existir acuerdo sobre horas extraordinarias firmado por las Asociaciones y obreros, 
éste, vinculaba a todos los que conformaban el sector. Por lo tanto, frente a la 
voluntariedad del trabajador a la hora de realizar horas extraordinarias se alzaba la 
obligación de llevarlas a cabo en caso de que existiese acuerdo colectivo130. 
 
De tal manera, frente a la limitación de la jornada de trabajo en el RD de 3 de abril de 
1919, se permite también la posibilidad de distribuir la jornada en el módulo semanal. 
Ello suponía que el cómputo de la jornada ordinaria y la determinación de las horas 
extraordinarias se producían al superar la jornada semanal, sin que la superación de la 
jornada diaria fuera relevante para dar lugar a las mismas. Por su lado, la jurisprudencia 
realizó interpretaciones del RD de 3 de abril, permitiendo jornadas máximas superiores a 
la legal. De forma que la norma general era que las horas extraordinarias se retribuían a 
parte de las ordinarias y con recargo. Pero la jurisprudencia vino consintiendo y 
permitiendo los pactos globales de retribuciones por jornadas superiores a la legal. Esta 
línea jurisprudencial se amparó en el artículo 4 de la RO de 15 de enero de 1920, el cual 
                                                          
130 Sobre la situación social en que se enmarcan estas normas véase: Montoya Melgar, A., Ideología y 
lenguaje (…), op.cit., pág. 74-76; Esquerra Escudero, L., Tiempo de trabajo en España: aproximación 
histórica. Desde la emergencia del Derecho Social hasta el Estatuto de los trabajadores de 1980, 





admitía la realización de horas extraordinarias mediante acuerdos entre Asociaciones de 
patronos y obreros. Suponía esto la existencia de pactos de jornadas superiores a la 
máxima legal131. De tal forma, pese a la limitación de la jornada de trabajo como regla 
general, se regularon también excepciones y exclusiones a esta jornada máxima legal, 
para adaptarse a las peculiaridades del sector en concreto. Con lo cual para determinar y 
conocer la jornada máxima legal de cada sector o actividad se tendrá que tener en cuenta 
cada uno los Reglamentos que regulan las excepciones a esa jornada máxima legal. 
 
3. Los proyectos de ley del contrato de trabajo 
 
La razón de estudiar los distintos proyectos de ley del contrato de trabajo consiste en 
analizar cómo cada uno de los mismos intentó regular la jornada de trabajo. Finalmente, 
esos proyectos sólo quedaron en eso, en intentos frustrados por parte de diversos 
Gobiernos de regular dicha figura normativa, pero es interesante observar como el tema 
de la jornada de trabajo era objeto de preocupación e intento de regulación ya durante 
esos años. El contrato de trabajo fue la respuesta jurídica al conflicto social provocado 
por el modo de trabajo desarrollado a partir de una serie de fenómenos económicos, 
sociales y políticos generados a partir de la Revolución Industrial y del triunfo de la 
ideología liberal-burguesa, plasmada en los Códigos europeos del siglo XIX.  
 
La legislación de trabajo rompe con el esquema jurídico típico de la época al consistir 
en una legislación desigual porque se propone compensar con una superioridad jurídica 
la inferioridad económica del obrero. Por lo que la función del Derecho del Trabajo no es 
más que proveer a la solución de este problema y tutelar las dos vertientes que confluyen 
en la relación de trabajo, su contenido patrimonial y su contenido moral132.  
 
En la evolución histórico-jurídica hacia su configuración dogmática tal y como 
actualmente se reconoce, el contrato de trabajo hubo de conseguir en un primer momento 
la autonomía de su naturaleza jurídica y la independencia con respecto al Derecho Civil 
y con posterioridad hubo de enfrentarse con la negación de su propia naturaleza 
contractual. Así, en un primer momento, será el contrato de arrendamiento de servicios y 
                                                          
131 Alonso Olea, M., Introducción al Derecho del Trabajo, op.cit. págs. 42-43, e igualmente De la Villa 
Gil, L.E., Nacimiento del derecho obrero en España, Instituto de Estudios Administrativos, Madrid, 1970, 
págs. 14 y ss. 




en particular “del servicio de criados y trabajadores asalariados (regulado en los artículos 
1583-1587 del Código Civil de 1889) el que se utilizará como cobertura jurídica formal 
de las nuevas relaciones de trabajo asalariado133. Es el primer intento formalizado de 
regulación específica de contrato de trabajo134. Un segundo momento lo constituirá el 
proceso de expansión normativa de la OIT a partir de 1919. Y el tercer momento de esta 
sucesión institucional de regulación jurídica del contrato de trabajo, tendrá lugar cuando 
el Estado se ocupe de elaborar la disciplina legislativa propia para el nuevo negocio 
jurídico que habrá de formar parte del sistema jurídico general135. 
 
El testimonio más significativo de la resistencia a modificar de forma explícita y 
sistemática los fundamentos del orden liberal en el ámbito de las relaciones laborales es 
el destino reservado a los proyectos de ley del contrato de trabajo que se suceden, desde 
el Proyecto de Azcárate de 1904 al de Burgos Mazo de 1919, pasando por una amplia 
gama de redacciones intermedias. Hay que destacar el Proyecto de ley de contrato de 
trabajo presentado a las Cortes el 1 de noviembre de 1906 (conocido como Proyecto 
Dávila). Este Proyecto establece que dentro del contenido del contrato se determine en 
cada caso de la duración de las jornadas, entre otras medidas136. En concreto dice “son 
condiciones especiales en este contrato: la expresión de si el trabajo se ha de prestar por 
unidad de tiempo, por unidad de obra o por tarea. Cuando no se pacte otra duración de la 
jornada o no se halle determinada por una ley especial, se entenderá que aquella es de 
ocho horas”137. 
 
                                                          
133 Tenía ocasión de reconocerlo así, la Real Orden del Ministerio de Gracia y Justicia de 9 de noviembre 
de 1902, (Gaceta de Madrid 12-11), por la que se encomendaba a la Sección  Primera de la Comisión 
General de Codificación “la redacción de un proyecto de ley para la reforma del capítulo del Código que 
trata del arrendamiento de obras y servicios, teniendo al efecto en cuenta las indicaciones contenidas en las 
bases adjuntas, u otras que mejor le parecieren, para la más acertada regulación del contrato de trabajo”. 
134 En esta segunda etapa se pueden observar perfectamente dos fases; en una primera, el descubrimiento 
de la nueva nomenclatura del negocio jurídico tan solo sirve de manera formal para designar al contrato de 
arrendamiento de servicios “de criados y trabajadores asalariados” contemplado en el Código Civil (arts. 
1583-1587), sin que dé paso alguno a una nueva elaboración dogmática. En una segunda fase se construye 
la nueva dogmática del contrato de trabajo como negocio jurídico, elaborándose las notas definitorias del 
contrato de trabajo, la ajenidad y la dependencia o subordinación, así como la teorización de su estructura 
y contenido o prestaciones básicas que lo integran. 
135 Vicens Vives, J., et. Al., Historia social y económica de España y América, Barcelona, 1972, vol. V, 
pág. 164 y ss.; Tuñon de la Lara, M., El movimiento obrero en la Historia de España, Madrid, 1972. 
136 Exposición de Motivos. Gaceta de 3 de noviembre de 1906. 
137 Alonso Olea, M., “Los proyectos de Ley de Contrato de Trabajo del Instituto de Reformas Sociales (en 
especial en cuanto a los privilegios salariales)” en Revista del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, 
número extraordinario, 1998, págs. 111-113; Legislación Social (…). Proyecto de ley de contrato de trabajo 




El siguiente proyecto de ley de contrato de trabajo es el presentado a las Cortes el 29 
de mayo de 1908, y conocido como Proyecto de la Cierva138. Uno de los objetivos del 
Gobierno plasmado en los anteriores proyectos fue contener dentro de los límites jurídicos 
los impulsos explotadores, así el Instituto de Reformas Sociales y el Sr, Dávila creyeron 
lograrlos imponiendo la duración de ocho horas para la jornada de trabajo, salvo pacto en 
contrario, y prohibiendo la jornada inhumana. Sin embargo, el Ministro que suscribe 
receló que la aplicación de este principio no se proporcionaría en la realidad con la 
excelencia del propósito que la inspira, porque el límite de las ocho horas, como cualquier 
otro daría al precepto legal una rigidez incompatible con la variedad inmensa de la vida; 
alentaría los encontrados estímulos que para burlarle se concertarían a diario. Por eso 
estimó preferible declarar nulas las cláusulas del contrato de trabajo que contengan una 
jornada excesiva y un salario no remunerador, dejando a los Tribunales competentes 
(serán los industriales dónde estén constituidos y dónde no serán los municipales) la 
apreciación de cada caso. Los últimos preceptos del proyecto de 1906 no se reproducen 
en éste. Se establecían en el proyecto de 1906 condiciones especiales para el contrato que 
con sus obreros celebrase la Administración del Estado, invadiendo el Poder Legislativo, 
a juicio del Ministro que suscribe, la facultad reglamentaria que sólo al ejecutivo incumbe. 
Es el Estado, para los efectos de la presente Ley, un patrono más a quien obligan, como 
a todos, sus preceptos. En cuanto a la jornada de trabajo establecida en este proyecto de 
ley se decía lo siguiente: “Son condiciones especiales del contrato de trabajo (…) la 
estipulación eventual de realizar la obra o de completar el servicio en un plazo 
determinado, así como trabajar en casos de urgencia o circunstancias anormales, en horas 
extraordinarias, debiendo señalarse el aumento de salario que en este caso percibirá el 
obrero, y que habrá de ser mayor, con un 50% como mínimo, al de cada hora ordinaria”. 
 
El siguiente proyecto de contrato de trabajo presentado a las Cortes fue el de 16 de 
julio de 1910, conocido como proyecto Merino139. Este proyecto de ley sobre el contrato 
de trabajo que el Ministerio de Gobernación somete a la deliberación de las Cortes no 
difiere sustancialmente del presentado el 1 de noviembre de 1906 por el Sr. Dávila. En 
cuanto a lo relativo a la jornada de trabajo este proyecto de ley dispone en su artículo 7 
                                                          
138 Gaceta de 30 de mayo de 1908. 




lo siguiente: “cuando no se pacte otra duración de la jornada o no se halle determinada 
por ley especial, se entenderá que aquella será de ocho horas por día”140. 
 
A este proyecto le siguió el proyecto de ley de contrato de trabajo presentado a las 
Cortes el 12 de junio de 1914, (Proyecto Sánchez Guerra)141. El proyecto es 
sustancialmente el mismo que en anteriores legislaturas fue presentado al examen de la 
representación nacional por los Ministros Sres. Dávila y Merino, y que por las vicisitudes 
de la política no pudo ser examinado por las Cortes. Este proyecto fue elaborado, como 
la mayor parte de la legislación social, por el Instituto de Reformas Sociales y tiene por 
base fundamental el reconocimiento de la personalidad de las Asociaciones para 
contratar, estableciendo normas para determinar el servicio objeto del contrato de trabajo, 
duración de la jornada, retribución y forma de pago. Al igual que los proyectos Dávila y 
Merino, establece expresamente que “cuando no se pacte otra duración de jornada o no 
se halle determinada por una ley especial, se entenderá que aquella es de ocho horas por 
día. En los servicios domésticos, de navegación y agrícola, la duración de la jornada, a 
falta de pacto expreso, se determinará por el uso. El contrato en que se estipule una 
jornada inhumana, por lo notoriamente excesiva, dada la índole del trabajo, será nulo”142. 
 
El proyecto de ley de contrato de trabajo presentado a las Cortes el 22 de mayo de 
1916143 (Proyecto Ruiz Jiménez), es sustancialmente el mismo que en anteriores Cortes 
fue presentado a examen de la representación nacional por los Ministros Sres. Dávila, 
Merino, y Sánchez Guerra que por las vicisitudes de la política no pudieron ser 
examinados. Y el último proyecto de ley de contrato de trabajo presentado a las Cortes 
fue el de 14 de noviembre de 1919, (Proyecto de Burgos y Mazo). Este proyecto de ley 
menciona en relación a la jornada de trabajo que será de ocho horas, salvo para servicios 
especiales, en horas suplementarias, mediante el aumento proporcional del salario, a 
razón del 50%, en las dos primeras y el doble en las restantes, excepción hecha de los 
servicios domésticos y los de guardería rural144. 
 
                                                          
140 AA.VV. Legislación Social (…), pág. 1135. 
141 Gaceta de 10 de junio de 1914. 
142 Artículo 6 del proyecto de ley de contrato de trabajo de 12 de julio de 1914. Al respecto: Legislación 
social (…) op.cit. pág. 1140. 
143 Gaceta 26 de mayo de 1916. 





Estos proyectos diferían en inspiración ideológica, en técnica normativa y en nivel de 
protección. Ninguno de ellos alcanzó su propósito de convertirse en derecho vigente. La 
impresión inequívoca que produce este reiterado fracaso es que la transición del 
arrendamiento de servicios al contrato de trabajo era percibida como el símbolo de la 
terminación de una etapa de seguridad doctrinal y la inauguración de una era 
intervencionista, cuyas reglas de juego eran más complejas y en todo caso más 
perjudiciales para los intereses inmediatos de quienes detentaban el poder económico. 
Estos intentos globales de ordenación del contrato de trabajo no prosperaron, pero si 
prepararon la futura promulgación de normas generales sobre contratación laboral (el 
Código de Trabajo y las Leyes de Contrato de Trabajo de 1931 y 1944)145. 
 
4. Jornada de trabajo por sectores de actividad 
 
Como se abordó con anterioridad, uno de los objetivos de limitar la jornada de trabajo 
consistía en regular diferentes jornadas laborales en función del sector de actividad, es 
decir fueron apareciendo regulaciones de jornadas máximas de trabajo en determinados 
sectores de actividad, debido a la imposibilidad de alcanzar una regulación sistemática de 
la relación individual de trabajo, sobre la base del contratante más débil en una relación 
entre económicamente desiguales, dejó entonces como única vía posible de la legislación 
de trabajo de los trabajadores adultos a las reformas parciales, en aquellos problemas 
sociales o de orden público, como era la limitación del tiempo de trabajo. Entre las normas 
sectoriales de limitación de la jornada máxima de trabajo, podemos distinguir la de minas 
(1910); la del sector textil (1913), la de la dependencia mercantil (1917) y la de la 
construcción (1919).  
 
Pues bien, en la Ley de 27 de diciembre de 1910 sobre jornada máxima de trabajo en 
las minas (Gaceta de 31 diciembre), en sus artículos 1 y 2146 se incluyen los trabajos y 
                                                          
145 Alonso Olea, M. “Los proyectos de ley de contratos de trabajo del Instituto de Reformas Sociales, 
Revista del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, nº extraordinario, 1998, Madrid, pág. 107. 
146 Art. 1 Ley 27 de diciembre de 1910: “están comprendidos en esta Ley los trabajos de extracción de 
sustancias minerales que tienen por objeto su utilización directa, a saber: el arranque de estas sustancias en 
pozos, galerías, u otros sitios, ya se haga a roza abierta o subterráneamente; los trabajos de desagüe; los de 
seguridad e higiene de las excavaciones; máquinas empleadas en las labores, y transportes, en el interior de 
las minas, de personal, minerales, escombros y material, y las operaciones relacionadas directamente e 
inmediatamente con las labores de extracción. También están comprendidos: los turbales, las canteras, o 
sean las explotaciones de materiales de construcción, ya se haga la extracción a roza abierta o 
subterráneamente; las salinas marítimas y criaderos de sal gemma, alumbramiento de aguas subterráneas 




sujetos amparados por dicha norma. En los sucesivos artículos se regula la jornada 
máxima distinguiendo dicha duración en función de las tareas propias a realizar. Así en 
el artículo 3 se dice literalmente lo siguiente “la jornada máxima ordinaria de las labores 
subterráneas no podrá exceder de nueve horas”. En el artículo que le sigue se dice “la 
jornada máxima en los trabajos de laboreo a roza abierta, y en los dependientes de ellos, 
a que hace referencia el art. 1, tendrán la duración media anual de 9 horas y 30 minutos, 
regulando la diaria, durante las estaciones del año, por la luz solar, y de modo que en 
ningún tiempo exceda de diez horas”. En el artículo 13 se establece un límite inferior de 
la jornada de trabajo, en concreto 6 horas al día como máximo, que será aplicable en las 
partes de las explotaciones subterráneas mineras donde la temperatura ordinaria, dentro 
de las condiciones normales de laboreo, sea igual o mayor de 33 grados centígrados, y en 
aquellas en que los obreros tengan que trabajar hundiendo constantemente sus 
extremidades inferiores en agua o fango. 
 
En el artículo 5 se dice que dicha limitación de la jornada de trabajo constituye un 
derecho mínimo necesario, mejorable mediante Reglamentos, convenios o la propia 
costumbre, así dice literalmente “no se aumentará la duración de las jornadas inferiores a 
la máxima fijada por esta Ley que ciertas explotaciones hayan establecido los 
Reglamentos vigentes, los Convenios o la costumbre”. En los artículos 6 y 7 se regula 
cuando comienza a contabilizarse como tiempo de trabajo efectivo. Por un lado, el art. 6 
establece que “en las labores subterráneas, la jornada ordinaria empezará con la entrada 
de los primeros obreros en el pozo, socavón o galería, sin descontarse de aquella la 
duración del trayecto hasta el punto de la labor que han de trabajar, y concluirá con la 
llegada a la bocamina de los primeros obreros que salgan. Los descansos en el interior de 
la mina, dedicados a las comidas y al reposo periódico del obrero, no están comprendidos 
en la duración de la jornada, y se regularán por los Reglamentos de cada explotación, por 
Convenio o por la costumbre, pero sí se incluirán en la jornada las interrupciones del 
trabajo independientes de la voluntad del obrero que las necesidades de laboreo 
impongan. En las labores de roza abierta, la jornada comprende desde la lista o señal de 
entrada, cualquiera que sea la forma en que se dé, hasta la terminación del trabajo en el 
                                                          
los de otras industrias, aun estando al servicio de las minas, tampoco están incluidos los talleres de 
preparación mecánica de las sustancias minerales, ni las fábricas de beneficio. El art. 2 se dice que se 
considera como obreros, para los efectos de esta Ley, a las personas que ejecutan los trabajos mineros 
citados, pero no a los empleados y a los funcionarios de las explotaciones mineras”, véase Legislación 




tajo, descontando los descansos intermedios e incluyendo en aquellos las interrupciones 
por necesidad de laboreo”. Y, por otro, el art. 7 dispone que “en la jornada máxima legal 
de los maquinistas, fogoneros, y en general, de los encargados del funcionamiento de las 
máquinas de todas clases empleadas en las labores comprendidas en el art. 1 no está 
incluido el tiempo necesario para poner aquellas en marcha o parada”147. 
 
La jornada máxima de trabajo encuentra excepciones en los artículos 8, 9, 10 y 11, 
estas excepciones se deben a determinadas situaciones excepcionales, como por ejemplo 
avería de la maquinaria, también en los casos en que las labores no puedan ser 
interrumpidas y permita evitar así alteraciones importantes en la mina, también cuando 
las personas o la propiedad se encuentren en peligro inminente o hayan ocurrido 
accidentes a cuyo remedio sea preciso acudir sin demora. Dicha Ley fue desarrollada 
posteriormente, mediante el Real Decreto de 29 de febrero de 1912 (Reglamento 
provisional de la Ley de 27 de diciembre de 1910 sobre jornada máxima en las minas, 
Gaceta 3 de marzo). En los artículos del 13 al 21, se redacta de manera minuciosa y más 
detallada que en la Ley de 27 de diciembre, las excepciones a la duración máxima de 
jornada, así como el tiempo que se considera tiempo de trabajo efectivo.  La limitación 
de la jornada de trabajo en las minas se apoyaba en la especial dureza o penosidad del 
trabajo subterráneo. 
 
En concreto, el art. 20 del Real Decreto de 29 de febrero de 1912 establecía que “la 
duración de la jornada podrá aumentarse en los siguientes casos: 1) cuando se encuentren 
en peligro inminente las personas o la propiedad, o hayan ocurrido accidentes a cuyo 
remedio sea preciso acudir inmediatamente, 2) en las explotaciones mineras en las que, 
por su situación topográfica o por las condiciones climatológicas de la localidad, no se 
pueda trabajar más de seis meses en el año, 3) cuando, por circunstancias de orden 
técnico, sea imposible continuar la explotación de una mina manteniendo la jornada 
máxima legal”. El siguiente artículo continuaba diciendo que “en el caso 1 del art. 20, 
como en los de fuerza mayor, y siempre que sea necesario prevenir un peligro actual o 
eventual, los patronos, concesionarios o contratistas de los trabajos podrán aumentar, bajo 
su responsabilidad directa, la duración de la jornada, poniendo el caso inmediatamente en 
conocimiento del Gobernador civil de la provincia para la resolución que proceda, previo 
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informe de la Jefatura de Minas de la provincia y de la Junta provincial de Reformas 
Sociales. El aumento deberá suprimirse en el momento en que desaparezca la causa que 
lo motivó. En los casos 2 y 3 del art. 20, las horas extraordinarias de aumento no podrán 
exceder de una diaria o seis semanales. La excepción será concedida por el Ministro de 
Gobernación, previo informe del Consejo de Minería y del Instituto de Reformas 
Sociales. Esta concesión, en el caso 3, tendrá el carácter de temporal durante un periodo 
de tiempo de seis meses, pudiendo ser renovado el plazo en caso de necesidad excepcional 
justificada”. 
 
La siguiente norma limitadora de la jornada de trabajo, fue el Real Decreto de 24 de 
agosto de 1913 sobre “jornada máxima de trabajo y remuneración a destajo en la industria 
textil”148. En su exposición de motivos se dice que este decreto es resultado de la 
formulación de una serie de peticiones, no atendidas por los patronos, y que originaron 
una huelga. Por ello este decreto es la expresión jurídica, con la garantía del Estado de un 
acuerdo previamente establecido en principio por los intereses a que afecta, y cuya 
regulación en tiempo y forma corresponde al Gobierno en funciones de una intervención 
inexcusable que consiste en resolver por las formas del derecho, y mediante el principio 
de acuerdo mutuo entre los beligerantes, conflictos que de otro modo, prolongados 
indefinidamente, causarían a un tiempo la ruina de la industria, la miseria del obrero y la 
perturbación estéril del orden y de los intereses públicos. El artículo 1 establece que la 
jornada máxima ordinaria de trabajo efectivo de los obreros de ambos sexos en la 
industria textil no podrá exceder de sesenta horas semanales, respetando los domingos y 
fiestas llamadas de precepto, o sea tres mil horas de trabajo al año. Las jornadas inferiores 
a sesenta horas semanales, establecidas con anterioridad por Reglamentos, Convenios o 
costumbres locales, no podrán aumentarse sobre el máximo de horas establecido en el 
presente decreto. El Instituto de Reformas Sociales someterá al Ministerio de la 
Gobernación el plan de medidas que considere más útil para reforzar el Servicio de 
Inspección del trabajo, que puntualizan el servicio de inspección directa y las relaciones 
de los Inspectores con las Juntas locales de Reformas Sociales149. 
                                                          
148 Gaceta 25 de agosto 1913. 
149 En este sentido, Espuny Tomás, M.J., “El tiempo del trabajo: la ordenación histórica de una conquista 
laboral”, en Anuario de Historia del Derecho Español, Tomo LXVII, Volumen II, Homenaje a Francisco 
Tomás y Valiente, 1997, págs. 1823-1843; igualmente García Ninet, J.I., “Elementos para el estudio de la 
evolución histórica del derecho español del trabajo: regulación de la jornada de trabajo de 1855 a 1931”, 




Otra de las normas reguladoras que se aprobaron para limitar la jornada de trabajo, 
fue la Ley de 4 de julio de 1918 (Jornada Mercantil, Gaceta de 5 de julio). Desarrollada 
mediante el Real Decreto de 16 de octubre de 1918 (Reglamento Provisional para la 
aplicación de la ley sobre jornada en la dependencia mercantil, Gaceta de 18 de octubre). 
El artículo 1 de la Ley establece: “un descanso continuo de doce horas en los días del 
lunes al sábado de cada semana, a favor de todas las personas que presten servicios por 
cuenta del dueño de un establecimiento mercantil, con o sin remuneración, a jornal, a 
sueldo, o participación de los beneficios, o a destajo, y que se hallen comprendidas en 
alguno de los siguientes conceptos: 1) dependientes de comercio propiamente dicho, es 
decir, personas de ambos sexos encargadas, en tiendas, farmacias, almacenes y demás 
establecimientos similares, de vender al por mayor o al por menor, o de auxiliar a la venta 
dentro del mismo establecimiento, incluso en operaciones de escritorio y contabilidad; 2) 
mozos de almacén, tienda, despacho u oficina, carga, limpieza, criados, conserjes, 
recadistas, repartidores, y todas las personas que desempeñen trabajos manuales 
relacionados directamente con un establecimiento mercantil; 3) aprendices y meritorios 
de cualquiera de los conceptos mencionados”. Pero la Ley de 4 de julio de 1918 no es 
propiamente una ley de jornada, sino de descanso obligatorio: en ella se dispone que el 
personal a que afecta tiene derecho a un descanso no interrumpido de doce horas diarias 
y a otras dos para comer. No establece duración de jornada, aunque, por exclusión, se 
llega a la máxima de diez horas. Así computada la jornada máxima de diez horas, la ley 
no impide que pueda ser menor, y aún lo admite de una manera terminante en el artículo 
9º, al disponer que cuando por pacto, costumbre o reglamento se hallen establecidas o 
establezcan condiciones más favorables al descanso que las señaladas por la ley, ésta no 
las alterará ni aún en lo referente a las excepciones admitidas por el artículo 3º150. 
 
El siguiente sector en limitar la jornada máxima fue el ramo de la construcción a través 
del Real Decreto de 15 de marzo de 1919 (Jornada máxima de 8 horas para los oficios del 
ramo de la construcción, Gaceta 16 de marzo). Este Real Decreto fue motivado por un 
conflicto surgido entre la federación contratista y los obreros de Madrid, en él se 
esgrimían argumentos de justicia social como fundamento de la legislación laboral, 
considerándose las demandas obreras como reivindicaciones justas y legítimas “(…) 
preocupado el Gobierno de V.M. en examinar y seguir las transformaciones de la política 
                                                          





social y dispuesto a marcar las soluciones jurídicas que, sin romper la necesaria armonía 
de relaciones entre capital y el trabajo, den amplia satisfacción a los anhelos de este último 
en todo lo que tienen de legítimos(…)”. Puede en este caso continuar el Gobierno una 
política de justicia social, que le es singularmente amable, y estimará como un timbre de 
gloria haber instaurado obligatoriamente, en beneficio de todo un sector de la clase 
trabajadora, la limitación a las ocho horas de jornada máxima”151. En el artículo 1 se 
establece que la jornada máxima será de ocho horas para los oficios del ramo de la 
construcción en toda España152. El articulado de dicha ley se compone escuetamente de 
3 artículos. En los dos siguientes se habla de la posible subida salarial de los obreros del 
ramo de la construcción y de la creación de los Comités Paritarios. Estas son las normas 
limitadoras de la jornada de trabajo por sectores de actividad. A partir de aquí se regula 
mediante el RD de 3 de abril de 1919 a todos los trabajadores, como se hizo referencia 
con anterioridad. 
 
5. Del Código de trabajo a las leyes sobre el contrato de trabajo 
 
El 23 de agosto de 1926 se dispuso por Decreto-ley, fórmula normativa habitual en la 
legislación laboral del periodo, la aprobación del “Código de Trabajo”. La entrada en 
vigor de este texto tuvo un valor simbólico superior a su valor institucional o 
normativo153. En conjunto, el Código de Trabajo es una norma fragmentaria y 
excesivamente apegada a los principios comunes de las obligaciones y contratos. Dicho 
texto normativo carece de la regulación del tiempo de trabajo y de las vicisitudes de la 
relación de trabajo, tampoco incorpora ningún precepto expreso sobre las fuentes de 
regulación del contenido del contrato, ni de la regulación de las causas de extinción de la 
relación contractual. En lo relativo a la regulación del tiempo de trabajo existe, por lo 
tanto, una total la ausencia de la limitación de la jornada de trabajo, o de los descansos 
dominicales, que normas anteriores habían regulado. De tal forma, el Código de Trabajo 
de 1926 altera en muy escasa medida y muy superficialmente lo conseguido 
normativamente durante la Restauración, teniendo muy poco que ver con los proyectos 
de ley de contrato de trabajo que intentaron convertirse en normativa aplicable desde los 
                                                          
151 Exposición de motivos del Real Decreto de 15 de marzo de 1919. 
152 La Real Orden de 10 de abril de 1919 (Gaceta 11 abril) determinaba los oficios que debían ser 
considerados comprendidos en el ramo de la construcción. 
153 Sobre la Ley de contrato de trabajo remitirse Alonso Olea, M., De la servidumbre al contrato de trabajo, 




primeros años del siglo, con el impulso del Instituto de Reformas Sociales y que como 
anteriormente se mencionó contenían preceptos relativos a la limitación del tiempo de 
trabajo, estableciendo como regla general, la jornada de trabajo en ocho horas al día154. 
 
Fue el 21 de noviembre de 1931 cuando se aprobó la “Ley de Contrato de Trabajo”155, 
dentro del bloque de preceptos de limitación de la libertad contractual, la Ley de Contrato 
de Trabajo contiene en su último capítulo una regulación muy completa de los distintos 
aspectos normativos de la estabilidad en el empleo. Entre esos aspectos normativos se 
encuentra un grupo de normas de condicionamiento a la intervención de la oferta de 
empleo. Pero la regulación jurídica del mercado de trabajo en los años 1931-1936 prefirió 
intervenir, más que del lado de la oferta, del lado de la demanda de empleo, y dentro de 
las intervenciones que en este sentido realiza se encuentra la que a aquí nos interesa, la 
legislación de jornada máxima de trabajo. La novedad principal de la legislación de 
jornada máxima de la Segunda República no radicaba en la regla general sobre el tiempo 
ordinario de trabajo, puesto que se mantenía la jornada máxima de ocho horas 
establecidas en 1919, sino en la regulación de excepciones a dicha regla general y de las 
ampliaciones de la jornada ordinaria por medio de horas extraordinarias. El sentido de la 
nueva regulación fue extender los beneficios de la ley al grueso de las faenas agrícolas e 
introducir el principio de reparto de trabajo en toda la regulación la materia, 
particularmente en la admisión o no de las horas extraordinarias. La asignación a la 
legislación de jornada de esta función adicional de reparto de trabajo se aprecia con 
claridad en la utilización frecuente por parte de la misma del criterio normativo de la 
existencia o falta de “personal disponible”, o de la dificultad o facilidad de “emplear 
mayor número de brazos”. El reparto de trabajo de la legislación de jornada máxima se 
convirtió en verdadero racionamiento del empleo en muchas bases de trabajo; en 
particular las elaboradas por los jurados mixtos del trabajo agrícola. Llevando hasta las 
últimas consecuencias la idea de distribución de trabajo en función de las necesidades, 
                                                          
154 Sobre el Código de Trabajo de 1926, Alarcón Horcadas, S., Código de Trabajo, dos volúmenes, Reus, 
Madrid, 1927; Legislación social (…), op.cit. págs. LXXII-LXXIV; Alonso Olea, M., Introducción al 
Derecho del Trabajo, op.cit.; García Ninet, J.I., “Elementos para el estudio de la evolución histórica del 
derecho español del trabajo: regulación de la jornada de trabajo de 1855 a 1931”, op.cit. págs. 37-51. 
155 Se compone por 94 artículos en torno a tres ideas fundamentales: 1) la limitación de la libertad 
contractual en atención al escaso poder de negociación del trabajador y a su implicación personal en la 
relación de trabajo; 2) la consideración del interés del empresario en la organización del trabajo y en la 
conservación de la empresa mediante la atribución al mismo de una serie de derechos y facultades que 
configuran un verdadero poder de dirección sobre la actividad de los trabajadores, y 3) la incorporación a 
la relación contractual de trabajo de las distintas incidencias o repercusiones que en la misma tiene el 




numerosos acuerdos de estos organismos paritarios incluyeron cláusulas de “relevo 
obligatorio” entre trabajadores en virtud de las cuales se forzaba a una rotación entre 
ocupados y desocupados después de transcurrido un determinado periodo de tiempo. 
Junto a estas cláusulas encontramos en las bases de trabajo otras de restricción del empleo 
a mujeres y menores mientras haya hombres parados, de acuerdo con el principio 
distributivo de un jornal por familia156. 
 
La regulación jurídica del empleo en el periodo republicano se caracteriza por la 
diversidad e intensidad de los instrumentos de intervención en el mercado de trabajo, 
también por el principio de reparto de trabajo y no de una política de fomento del empleo 
combinada con la protección obligatoria de los parados. La Ley de 14 de diciembre de 
1942 autorizaba a publicar textos laborales refundidos por la Comisión Recopiladora y 
Refundidora de la Legislación Social creada por Decreto de 14 de marzo de 1942. 
Cumplidos los trámites señalados se publica por Decreto de 26 de enero de 1944 el Libro 
I del Texto Refundido de la Ley de Contrato de Trabajo y se deroga la Ley de 21 de 
noviembre de 1931. Por Decreto de 31 de marzo de 1944 se aprueba el Texto Refundido 
del Libro II del texto Refundido de la Ley de Contrato de Trabajo que comprende el 
contrato de embarco, el de aprendizaje, el de mujeres y niños y el de trabajo a domicilio: 
deroga las disposiciones que los regulaban hasta ahora157. El Texto Refundido de la Ley 
de Contrato de Trabajo fue aprobado a través de esos dos Decretos mencionados. Dicho 
Texto Refundido establece en lo relativo al tiempo de trabajo la posibilidad de 
fraccionamiento de las vacaciones, tanto el artículo 56 de la LCT de 21 de noviembre de 
1931, como el artículo 35 de la LCT de 26 de enero de 1944, hablaban de permiso de 
siete días de carácter ininterrumpido, lo que se entendía era la regla general, pero no 
exenta de excepciones reguladas en normas de dudosa legalidad. En cuanto a las fechas 
de disfrute se estableció un procedimiento que ponía en total paridad al empresario y al 
trabajador. Ambos debían ponerse de acuerdo en la fecha de disfrute y sólo en caso de 
desacuerdo el artículo 35 de la LCT de 1944 refería la necesidad de acudir a la 
Magistratura de Trabajo. No obstante, este sistema fue criticado por la doctrina por su 
                                                          
156 Legislación social (…), op.cit. pág. XCI-XCII; igualmente, Montoya Melgar, A., Ideología y lenguaje 
en las leyes laborales de la Segunda República, op.cit, pág. 220. 
157 Espuny Tomás, M.J. “Aproximación histórica al principio de igualdad de sexos (IV): De la Ley de 




rigidez y falta de adaptación a procesos productivos, por lo que se buscaron fórmulas de 
flexibilidad158.  
 
Esta Ley mantenía el conjunto de contenidos técnicos de la regulación republicana 
del contrato de trabajo, pero con la revisión ideológica e institucional necesaria. De modo 
principal, se incorporaba la idea de “participación en la producción” a la noción legal de 
contrato de trabajo, que ahora se define del siguiente modo “se entenderá por contrato de 
trabajo, cualquiera que sea su denominación, aquel por virtud del cual una o varias 
personas participan en la producción mediante el ejercicio voluntariamente prestado de 
sus facultades intelectuales y manuales, obligándose a ejecutar una obra o a prestar un 
servicio a uno o varios patronos o empresarios o a una persona jurídica de tal carácter 
bajo la dependencia de éstos, mediante una remuneración, sea la que fuere la clase o forma 
de ella” (Libro I, art. 1).  
 
6. Las Reglamentaciones de trabajo y las Ordenanzas laborales 
 
Antes de abordar cómo se regulaba la jornada de trabajo en algunas Reglamentaciones 
de Trabajo, resulta preciso contextualizar y explicar brevemente tanto las 
Reglamentaciones como las Ordenanzas laborales. Los nuevos principios de ordenación 
de las relaciones de trabajo se consagraron en el Fuero del Trabajo, aprobado por Decreto 
de 9 de marzo de 1938. En el párrafo cuarto de su Declaración III se decía que “el Estado 
fijará las bases para la regulación del trabajo, con sujeción a las cuales se establecerán las 
relaciones entre los trabajadores y las empresas”. El Estado asumía de tal forma, la 
producción normativa a través de “bases de trabajo” (luego fueron llamadas 
Reglamentaciones de trabajo) sustituyendo el procedimiento de negociación colectiva, lo 
que suponía una transformación del sistema de fuentes de la relación laboral159. Las 
Reglamentaciones de trabajo constituyen una regulación fundamentalmente sectorial de 
condiciones de trabajo, de procedencia estatal, y cuya existencia se debe a la ausencia de 
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159 Durán López, F., “La negociación colectiva y la vigencia de las reglamentaciones de trabajo y 
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enero de 1944. La LCT dio un nuevo cuadro de fuentes de la relación laboral, prescindiendo de la 
negociación colectiva, en concreto su art. 9 decía que “el contrato de trabajo se regulará por las normas 





la autonomía colectiva en un sistema jurídico de régimen franquista. El proceso de 
producción reglamentaria afectó a casi todos los sectores de actividad. Sin embargo, con 
la Ley de Convenios Colectivos Sindicales de 1958, las citadas normas comienzan su 
largo camino de erosión. Van a compartir su hasta ahora exclusiva función reguladora 
sectorial, con un nuevo instrumento normativo, el convenio colectivo, el cual va a poder 
incrementar o mejorar lo establecido en la Reglamentación, quedando ésta como norma 
de carácter mínimo. A partir de 1964, a raíz d la “Ordenanza huellera”, la denominación 
tradicional de Reglamentación de Trabajo, dejó paso preferente a la Ordenanza 
Laboral160. 
 
Desde el punto de vista personal se buscaba un estatuto uniforme para el ámbito 
correspondiente, así el artículo 5 LRT disponía que la correspondiente Reglamentación 
sería aplicable “a todo el personal que preste su trabajo, de cualquier clase que sea, en la 
rama o ciclo productivo objeto de regulación”, se daba prevalencia al criterio de rama o 
sector sobre el de oficio, profesión, categoría o clase de trabajo. Y, desde el punto de vista 
territorial y vigencia de las Reglamentaciones y Ordenanzas, el artículo 2 LRT mostraba 
clara preferencia por la Reglamentación de tipo nacional, pero se admitía una gran 
variedad de modalidades, nacionales, regionales, interprovinciales y provinciales161. Las 
Reglamentaciones y Ordenanzas podían tener duración determinada o indefinida, sin 
embargo, es muy difícil de mantener cuando se opta por una regulación de naturaleza 
pública. De ahí que las Reglamentaciones de trabajo y Ordenanzas laborales se limitaran 
a precisar la fecha de entrada en vigor, sin previsión alguna sobre la pérdida de vigencia, 
que se presumía indefinida, así la terminación de sus efectos llegará mediante la 
declaración expresa de derogación, por parte de norma de rango suficiente; o mediante su 
sustitución por otra norma sectorial, ya fuese por una nueva Ordenanza o mediante 
convenio colectivo del sector (a partir del DLRT de 1977)162. 
 
                                                          
160 García Murcia, J., La Reglamentación sectorial del trabajo. De la intervención pública a la autonomía 
colectiva, Civitas, Madrid, 2001, pág. 45-51; Sagardoy, J.A., “Los reglamentos de régimen interior y el 
Estatuto de los Trabajadores”, en Acaral, nº 6, octubre-diciembre 1982, pág. 14Sagardoy, J.A., “Los 
reglamentos de régimen interior y el Estatuto de los Trabajadores”, en Acaral, nº 6, octubre-diciembre 1982, 
pág. 14. 
161 Las Reglamentaciones aprobadas bajo el marco de la LRT se 1942 tuvieron ámbito nacional; y ese 
mismo criterio fue seguido por las Ordenanzas laborales. 
162 Sobre las reglamentaciones y ordenanzas laborales véase García Murcia, J., La Reglamentación sectorial 
del trabajo, op.cit., pág. 62 y ss. estudio AAVV, Estructura sectorial de la negociación colectiva en los 
ámbitos funcionales de las ordenanzas laborales. Comisión Consultiva Nacional de los Convenios 




El contenido de las reglamentaciones de trabajo se refería a establecer condiciones 
con arreglo a las cuales han de desenvolverse las relaciones entre las Empresas y su 
personal y ocuparse al mismo tiempo de determinadas materias: ámbito territorial, 
funcional, personal y temporal, organización del trabajo y clasificación del personal por 
especialidades profesionales; jornada (más adelante analizaré la jornada de trabajo en tres 
reglamentaciones nacionales de sector, para ofrecer una visión lo más real posible del 
tema objeto de estudio); retribución y cómputo de horas extraordinarias, condiciones 
sobre el trabajo a destajo si hubiere lugar para ello, y revisión de destajos y primas; 
descansos y vacaciones; régimen de sanciones y premios; enfermedades; prevención de 
accidentes e higiene en los talleres y reglamento de régimen interior163. 
 
En relación con la posición de las Reglamentaciones en el sistema de fuentes, surge 
la pregunta en qué situación quedaban las normas sectoriales aprobadas con anterioridad 
a la fecha de entrada en vigor de la correspondiente Reglamentación, reglas que podían 
derivar de las antiguas bases de trabajo, de pactos colectivos o de anteriores 
Reglamentaciones. La nueva Reglamentación sustituía a la precedente; y así lo decía de 
forma expresa aquellas que incidían en sectores anteriormente regulados. Pero cuando un 
Reglamento incidía sobre un sector regulado por pactos colectivos o bases de trabajo. La 
LRT no proporcionaba reglas expresas para solucionar este problema, tan sólo dos de sus 
preceptos parecían referirse colateralmente a ello, los artículos 20 y 21 LRT. Así el 
artículo 20 declaraba la nulidad e inexigibilidad de lo dispuesto en acuerdos adoptados en 
la esfera reglamentaria por autoridades distintas del Ministerio de Trabajo. El artículo 21 
declaraba la derogación de “todos los preceptos que se opongan a lo dispuesto en la 
presente ley”. La relación entre las Reglamentaciones de trabajo y las normas de carácter 
general fue abordada en la LRT, así el articulo 12 establecía “en las materias no reguladas 
expresamente en las reglamentaciones de trabajo, se entenderá que son de aplicación las 
disposiciones contenidas en los preceptos legales de índole social, dictados con carácter 
general, todos ellos irrenunciables”. Pero no era una regla clara. Las posiciones de la 
doctrina y de la jurisprudencia eran variadas. Primero se defendió que la Reglamentación 
podía prevalecer sobre la legislación y la regulación general, salvo cuando la legislación 
o la regulación general tratase de cuestiones principales o esenciales (como el despido o 
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obra de Sala Franco, T., “Las ordenanzas laborales y el Derecho del Trabajo postconstitucional”, La Ley, 




la jornada máxima). Más tarde se interpretó que la Reglamentación solo podría ser de 
aplicación preferente cuando respetara y superara los mínimos legales, así la articulación 
de la Ley y Reglamento se amparó formalmente en el principio de norma más favorable. 
Aunque en realidad se estaba utilizando el principio de suplementariedad164. 
 
También surgían problemas cuando las reglamentaciones de carácter general no se 
formulaban claramente como condiciones mínimas, por lo que surgía conflicto con las 
Reglamentaciones de trabajo, la solución era utilizar bien el principio de norma más 
favorable o el principio de especialidad. Y en cuanto a la relación entre Reglamentaciones 
y acuerdos procedentes de la autonomía de la voluntad se trataba de asegurar la fuerza 
normativa y el carácter imperativo de las reglamentaciones respecto de los pactos o 
acuerdos celebrados entre empresarios y los trabajadores, aunque se permitía mejorar las 
condiciones establecidas en las Reglamentaciones165. 
 
Como se mencionó antes, se han estudiado tres Reglamentaciones Nacionales de tres 
sectores diferentes, con el objeto de determinar en qué términos se regulaba la jornada de 
trabajo. La primera de las reglamentaciones es la Reglamentación Nacional de Trabajo 
en la Red Nacional de Ferrocarriles Españoles (RENFE) aprobada por Real Orden de 22 
de enero de 1971166. En dicha reglamentación la jornada de trabajo aparece regulada en 
el art. 5, bajo el título “Jornada, duración”, y establece que “la jornada de este personal 
es de 48 horas semanales, que se distribuirá normalmente en ciclos de seis días de trabajo, 
y uno de descanso, según lo requiera el servicio, (…)”. Continúa  su artículo 6 diciendo 
que “el trabajo activo diario podrá llegar a 11 horas si es continuado y a 13 horas si 
estuviera interrumpido por descanso intermedio, esperas o reservas, dicho límite de 11 
horas podrá, sin embargo, ampliarse en los trenes de largo recorrido cuando las 
necesidades del servicio lo requiera, pero respetando siempre el descanso mínimo entre 
                                                          
164 “La posterior Ley sobre Convenios Sindicales de 24 de abril de 1958 no cambió sustancialmente este 
panorama, por cuanto supuso un reconocimiento de la autonomía colectiva muy limitado y controlado 
administrativamente, respetando la primacía de las reglamentaciones de trabajo. La regulación sectorial 
seguía siendo asumida por el Estado, y los convenios colectivos desempeñaban una función de concreción 
y mejora de tales condiciones, fundamentalmente a nivel de empresa. Fue el RD Ley 17/1977, de 4 de 
marzo, sobre Relaciones de Trabajo, el que dispuso en su art. 28 que las reglamentaciones sólo podían 
dictarse en el futuro para aquellos sectores de producción y demarcaciones territoriales en los que no existen 
disposiciones que no sean sustituidas por lo pactado en convenio colectivo”. 
165 Véase en este sentido De la Villa Gil, L.E., García Becedas, G., y García Perrote, I., Instituciones de 
Derecho del Trabajo, ed. Ceura, Madrid, 1983, pág. 87; y Camps Ruiz, L.M. “Mantenimiento, suspensión 
y derogación de las ordenanzas laborales y reglamentos de régimen interior”, en Actualidad Laboral, nº 8, 
1989, pág. 88. 




dos jornadas consecutivas, las horas que se establecen como tope son naturales, y en el 
cálculo de éstas no se computará el descanso intermedio diario”. También se regulan los 
descansos diarios y semanales, es por lo tanto una regulación sectorial y de ámbito 
nacional para este personal, en el que se especifica de manera concisa los términos de lo 
que se ha de entender como jornada de trabajo efectiva. 
 
Otra Reglamentación Nacional de Trabajo es la industria de la Panadería, aprobada 
mediante la Orden Ministerial de 12 de julio de 1946167. En su Capítulo V se regula la 
“Jornada, Rendimientos, Horas Extraordinarias, Descanso semanal y Vacaciones”. El art. 
32 hace referencia a la jornada de trabajo y dice que “será la legal de ocho horas, pudiendo 
acoplarse a ella el procedimiento de rendimientos fijos acordados para cada productor y 
que, paralelamente a la jornada legal, no podrán ser inferiores a la elaboración de 120 
kilogramos de harina, sin perjuicio de si en alguna provincia, zona o localidad se 
encuentran implantados rendimientos menores que el citado que no obedezca a 
circunstancias excepcionales, haya que respetarse”. El siguiente artículo dispone que “de 
acuerdo con lo establecido en el apartado 2 del Convenio nº 20, aprobado por la 
Conferencia Internacional de Trabajo en su reunión de 1925, con efectos al 1 de enero de 
1927, y ratificado por la ley de 8 de abril de 1932, se suspenderán, tanto por empresarios, 
como por trabajadores, las operaciones de pan durante un periodo de 7 horas consecutivas, 
que comprenderá necesariamente el intervalo que media entre las diez de la noche y las 
cuatro de la mañana”. En esta reglamentación como se desprende de su articulado, vemos 
que la jornada de trabajo se establece igualmente en 8 horas de jornada máxima diaria, 
pero permitiendo para la particularidad de este sector determinadas adaptaciones. Es 
decir, cada reglamentación se determina y ajusta a las peculiaridades del sector o 
actividad. 
 
La última Reglamentación estudiada es la de Banca Privada, aprobada mediante 
Orden de 20 de septiembre de 1946168. El Capítulo IV alberga lo relativo a la “Jornada, 
Horas extraordinarias, vacaciones y licencias”. Así su art. 31 dice “la jornada normal de 
trabajo de los empleados y subalternos será la máxima legal de 8 horas, salvo los sábados 
que no coincidan con el último día del mes o con el penúltimo del ejercicio económico 
de la empresa, en los que dicha jornada será de 5 horas y media. Se establecerá la jornada 
                                                          
167 BOE de 19 de julio, rectificado en el BOE de 27 de julio de 1946. 




interna durante los meses de julio, agosto y septiembre, o durante mayor periodo de 
tiempo, si así las condiciones climatológicas, extensión de la ciudad u otras circunstancias 
semejantes, o cuando se viniese haciendo con anterioridad, esta costumbre se declarará a 
petición del sindicato, por la Dirección General de Trabajo (…) la duración de esta 
jornada será de seis horas, salvo los sábados que se reducirá a cinco horas y media. 
Nuevamente vemos que, respetando la jornada máxima legal, para cada sector o actividad 
se regulan determinadas condiciones especiales, para adecuarse lo máximo posible. 
 
7. La recuperación legal de la negociación colectiva 
 
Las normas durante el periodo de la dictadura franquista, no habían dejado opción a 
la negociación colectiva. Tanto la Ley de Reglamentaciones del Trabajo, como la Ley del 
Contrato de Trabajo de 1944 excluyeron del sistema de fuentes de la relación laboral toda 
referencia al convenio colectivo. Pero la exclusión no era total, ya que el art. 11 LRT 
disponía que “las Reglamentaciones de trabajo tendrán el carácter de normas mínimas y 
obligatorias”, por lo que eran susceptibles de ser “mejoradas por la libre y espontánea 
disposición de los empresarios, en sus reglamentos de régimen interior o en las relaciones 
de trabajo convenidas con su personal”. Sin embargo, el artículo 20 parecía contradecir 
lo dispuesto en el art. 11, pues declaraba la “nulidad de los acuerdos adoptados en esta 
esfera de reglamentación del trabajo por cualquier organismo o autoridades distintos del 
Ministerio de Trabajo”.  
 
La legalización formal de la negociación colectiva vino de la mano de la Ley de 24 
de abril de 1958, de convenios colectivos sindicales (LCCS). La aprobación de esta Ley 
respondía a un gran cambio de la economía y la sociedad, además de un cambio de 
principios ideológicos. Había cambiado también el contexto político e institucional. 
España se había reincorporado a la OIT (también a la OCDE y al FMI), había celebrado 
Acuerdos comerciales con países del área occidental y estaba obligada a ofrecer algún 
signo de tolerancia respecto de los derechos laborales. La legalización de los convenios 
colectivos suponía un complemento para los jurados de empresa, representaciones 
unitarias de los trabajadores que se habían generalizado desde 1953 y que podían asumir 
con ciertas garantías el papel de interlocutores de empresario en la mesa de negociaciones. 
La propia Organización Sindical había experimentado cambios de actitud y de 




negociación para la fijación de condiciones de trabajo, a la vista de la rigidez e 
inefectividad de las Reglamentaciones de trabajo169. La Ley sobre Convenios Colectivos 
Sindicales de 24 de abril de 1958 no cambió en gran medida este panorama, ya que solo 
supuso el reconocimiento muy limitado de la autonomía colectiva y controlado 
administrativamente, respetando la primacía de las reglamentaciones de trabajo. La 
regulación sectorial seguía siendo asumida por el Estado, y los convenios colectivos 
desempeñaban una función de concreción y mejora de tales condiciones, 
fundamentalmente a nivel de empresa. Sin embargo, a partir del Real Decreto Ley 
17/1977 de 4 de marzo sobre Relaciones de Trabajo, dispuso en el artículo 28 que las 
reglamentaciones sólo podrían dictarse en el futuro “para aquellos sectores de producción 
y demarcaciones territoriales en los que no existen convenio colectivo de trabajo”, y que 
las ya existentes “continuarán rigiendo en aquellas de sus disposiciones que no sean 
sustituidas por lo pactado en convenio colectivo” (art. 29170). La regulación estatal de 
condiciones de trabajo se sigue admitiendo, sin embargo, su relación con los convenios 
colectivos se invierte, al conceder a éstos la primacía respecto a las reglamentaciones de 
trabajo. Sólo en el caso de que la autonomía colectiva no cubriera adecuadamente la 
regulación sectorial de las condiciones de trabajo, la ejercería el Estado171. 
 
Tras década y media y a la vista del progresivo desarrollo de la negociación colectiva 
y de la experiencia acumulada en esos años, la LCCS de 1958 fue sustituida por la Ley 
38/1973, de 19 de diciembre (desarrollada por Orden de 21 de enero de 1974). Es de 
destacar también la Ley Orgánica del Estado de 20 de abril de 1967, la cual supuso la 
consignación expresa de que la función reguladora del Estado, a través de las 
Reglamentaciones y Ordenanzas, había de plasmarse en el establecimiento de “bases 
mínimas para la ordenación del trabajo” (Declaración III, párrafo 4 del Fuero del 
Trabajo), lo cual suponía la consagración formal, en la cúspide de aquel ordenamiento 
                                                          
169 En tal sentido, Varas García, P., “Las reglamentaciones de trabajo”, op. cit., págs. 114 y 115. 
170 Coincidiendo con la Ley de Convenios Colectivos de 1973, el Ministerio de Trabajo empieza a dejar de 
actualizar los contenidos de las Ordenanzas, lo que provoca su envejecimiento frente a una activa revisión 
de los textos de los convenios. Ya en plena fase de transición política, como primer anuncio del esquema 
posteriormente desarrollado por el ET, se verificará una depreciación adicional, a través de lo dispuesto por 
el RDLRT de 1977. Conforme al mismo, se venía a consagrar por primera vez la preferencia absoluta de 
los productos de la negociación colectiva frente a lo fijado en las Ordenanzas Laborales. Se rompe así el 
dualismo normativo, y de haber sido hasta entonces un instrumento situado en plano de igualdad con el 
convenio colectivo, a través de una distribución de competencias definida, la Ordenanza se convierte 
irremisiblemente en una norma subordinada al convenio.  
171 González Ortega, S., “La Negociación colectiva en el sistema español de relaciones laborales”, AA.VV. 




jurídico, de las posibilidades de actuación de la negociación colectiva. También durante 
los años sesenta se introdujeron algunas posibilidades de adoptar medidas de conflicto 
colectivo, lo que mejoraba el seguimiento de la negociación colectiva.  
 
La aprobación en 1971 de la Ley no supuso realmente un cambio sustancial, pero 
sirvió para un futuro. La LCCS fue reformada en 1973 y pretendía que la negociación 
colectiva sirviera “mejor y de manera más adecuada a la realidad socio-económica del 
país”. Aunque no era un cambio sustancial pretendía agilizar y facilitar la negociación, 
por ello se procuraba la actualización periódica de los convenios, se agilizaban los 
trámites de homologación y aprobación, y se reformaban los mecanismos de arbitraje 
obligatorio para casos de desacuerdo. También el contenido de los convenios se 
formulaba en términos más amplios y genéricos, ya que se permitía la regulación de “toda 
clase de cuestiones de índole laboral o social” (art. 11), aunque con la prohibición de las 
cláusulas que pudieran causar perjuicios “a la economía nacional” (art. 4). Las mayores 
modificaciones se refirieron al ámbito de aplicación del convenio, (art. 5) se legalizaban 
tanto los convenios de sector y de ámbito nacional, como los convenios intersectoriales o 
interprofesionales. Todo esto dotó a la negociación colectiva de mayores posibilidades en 
el gobierno de las relaciones laborales, y posibilitaría la sustitución de las 
Reglamentaciones y Ordenanzas laborales. Los conflictos que surgían por la convivencia 
de Ordenanzas y Reglamentaciones con los Convenios, eran resueltos mediante el 
Decreto 3526/1974, de 20 de diciembre, sobre “armonización de las condiciones 
establecidas en convenio colectivo y ordenanzas laborales” que derogó el Decreto 
1522/1962. La LCCS de 1973 nació y se desenvolvió en un contexto bastante inestable, 
lo que condujo a su reforma parcial mediante el Decreto-ley 17/1977, de Relaciones de 
trabajo, con el que ya se inauguraba una nueva etapa normativa172. 
 
8. De la Ley de Relaciones Laborales de 1976 a las primeras reformas del 
Estatuto de los Trabajadores 
 
La desaparición del Régimen franquista fue acompañada de un proceso de reformas 
laborales, uno de sus primeros pilares fue la Ley 16/1976, de 8 de abril, de Relaciones 
Laborales. Esta Ley tuvo su origen en el intento de unificar y recoger casi toda la 
                                                          




normativa jurídica sobre el trabajo, buscando un texto que comprendiera tanto los 
problemas fundamentales del derecho individual del trabajo como los colectivos, sin 
embargo, al final solo fue una Ley que reguló el vínculo individual, aunque reguló 
también problemas ajenos o conexos con aquella, como fue la jornada de trabajo, 
permisos, cambios sustanciales en materia de jornada, etc.173. 
 
En lo que a aquí respecta, el artículo 23.1 establecía lo siguiente “las Ordenanzas 
Laborales y de modo especial los convenios colectivos sindicales, fijarán la jornada 
laboral, ya sea diaria, por semana, por meses o en cómputo anual, teniendo en cuenta los 
índices de productividad y que la duración máxima de la semana ordinaria de trabajo que 
se establece en esta Ley es de cuarenta y cuatro horas semanales efectivas. Las horas 
ordinarias de trabajo durante la semana se distribuirán de modo que ningún día el 
trabajador realice más de nueve horas y que entre la terminación de la jornada diaria y el 
comienzo de la siguiente disponga, al menos, de un descanso de doce horas”. Esta 
regulación procedió a fijar el módulo semanal determinante tanto del límite cuantificador 
como distribuidor de la misma. Aunque esta consideración de la semana como marco de 
duración y distribución podía cuestionarse, si nos atenemos al contenido del artículo 23.1 
LRL, ya que parecía dejar completa libertad a las Ordenanzas Laborales y especialmente 
a los Convenios para la libre fijación del módulo de distribución de la jornada (diaria, 
semanal, mensual o anual), aunque el cómputo semanal fue ampliamente seguido y 
respetado por las Ordenanzas y convenios como norma general174. Si bien a nivel legal, e 
incluso convencional se siguió bastante el cómputo semanal de la jornada máxima, 
empiezan a aparecer planteamiento doctrinales y jurisprudenciales que parten y aplican 
cómputos superiores al semanal, algunos de ellos anuales. Esto permitía deslindar la 
jornada ordinaria y la extraordinaria de unos lapsos temporales más amplios. Por lo tanto, 
la LRL tendía hacia la flexibilización de la jornada de trabajo, en cuanto a la forma de 
ordenar el tiempo de trabajo a través de diversos instrumentos, tal como la posibilidad de 
elegir entre el módulo diario, semanal, mensual o anual175. 
                                                          
173 Ezquerra Escudero, L. Tiempo de trabajo en España (…), pág. 133. 
174 Ídem pág. 135. La jornada semanal dio lugar a una mayor flexibilidad de la jornada ordinaria en su 
relación con las horas extraordinarias, ya que pasaban a ser consideradas como horas extraordinarias cuando 
se superaba el módulo semanal.  
175 Ejemplo de ello es la STCT de 27 de abril de 1977. En una jornada diaria de 7 horas y veinte minutos, 
44 horas semanales o 2015 horas anuales, siendo que a pesar de que establece la jornada anual en términos 
de equivalencia con la jornada semanal que se venía realizando, en atención a una posible distribución 




La LRL procedió también a garantizar una doble protección frente a la distribución 
de la jornada, ya que por un lado mantuvo el límite de 9 horas como jornada máxima 
ordinaria a realizar diariamente (introducido ya mediante la Ley de Jornada Máxima 
Legal de 1931), y, por otro lado, se fijó un número máximo de dos horas extraordinarias 
al día. Ello dio lugar a un número máximo total de once horas diarias. Sin embargo, al 
igual que ocurría años atrás, se alzaban especialidades y excepciones a la regla común176 
para determinados sectores o grupos de actividad que por sus peculiaridades no podían 
atenerse a la regla general.  
 
La aprobación de la CE y del ET cuestionó la viabilidad constitucional de las 
reglamentaciones ya que resultaba incompatible con las facultades del Ministerio de 
Trabajo para regular las condiciones mínimas de trabajo177.  A partir de la CE y del ET la 
regulación estatal de las condiciones de trabajo adquiere un carácter subsidiario o 
provisional, mientras que los sujetos legitimados para determinar las condiciones de 
trabajo puedan hacerlo y por ello es necesario un proceso gradual en el que la regulación 
de las condiciones de trabajo vaya siendo paulatinamente sustituida por las normas 
colectivas origen de la negociación de los interlocutores sociales178. Mientras que eso 
ocurre y para evitar vacíos normativos, las ordenanzas siguen en vigor, desapareciendo 
del ordenamiento en cuanto se vaya produciendo la regulación adecuada por los sujetos 
legitimados a través de la negociación colectiva179. 
 
El Ministerio, por medio de Orden Ministerial, procedió a prorrogar, hasta el 31 de 
diciembre de 1995, 61 Ordenanzas Laborales íntegramente y 9 parcialmente, con lo que 
el número de las derogadas por completo a partir de primero de enero de 1995 se calculó 
en torno a 50 Ordenanzas Laborales. Sin duda, es la ocasión en que mayor número de 
                                                          
176 Ese es el caso por ejemplo del sector de Transportes, regulado mediante Real Decreto 1095/1976, el cual 
permitía cómputos diarios de doce horas ordinarias y extraordinarias, aunque es cierto que en el transporte 
ferroviario se consideraban incluidas en la jornada los tiempos de presencia. Y en el transporte por carretera 
se procedió a intercalar un descanso intra jornada de dos horas, lo que reducía la misma a diez horas de 
trabajo efectivo. 
177 En este sentido la mayor parte de la doctrina concluyó que el campo de actuación normativo del estado 
de carácter estatal quedaba reducido a aquellos sectores en los que, por una debilidad sindical no haya 
convenio colectivo aplicable, con la finalidad de asegurar condiciones de trabajo mínimas. 
178 Sobre el proceso de sustitución de las Ordenanzas laborales y estructura sectorial de la negociación 
colectiva en los ámbitos funcionales de las Ordenanzas es interesante la obra de Valdés Dal- Ré, F. 
(director), Estructura sectorial de la negociación colectiva en los ámbitos funcionales de las Ordenanzas 
laborales, MTAS, 2004, págs. 148 y ss. 
179 BOE, nº 311 de 29 de diciembre de 1994, páginas 39154 a 39156. Exposición de Motivos de la Orden 




derogaciones se produjo, superior a todas las producidas en los quince años procedentes, 
pero son todavía importantes en número las que perviven hasta finales de 1995, todas 
ellas referidas a los sectores que presentan mayores dificultades de sustitución por parte 
de la negociación colectiva180. 
 
Compelidos por perentoriedad de los plazos establecidos legalmente, sindicatos y 
asociaciones empresariales alcanzaron un acuerdo para la aplicación de esta disposición 
transitoria y de sustitución de Ordenanzas Laborales por convenio colectivo, el 7 de 
octubre de 1994, como pacto básicamente de procedimiento, de carácter obligacional, 
cuyo propósito es clarificar los problemas existentes, efectuando una distribución de 
aquéllos en función de la mayor o menor entidad de los mismos en relación con el sector 
o colectivo al que afectan, fijando la tramitación a seguir con vistas a identificar la 
situación de cada sector en relación con la cobertura de cada Ordenanza, estableciendo 
para ello una clasificación en 5 grupos y previendo las acciones y gestiones necesarias 
para que se produzcan en los distintos niveles de negociación la interlocución necesaria 
para facilitar las tareas aplicativas de dicha disposición transitoria, con la menor 
conflictividad posible y favoreciendo el proceso de pérdida de vigencia o derogación de 
Ordenanzas, en relación con la sustitución, o no, por convenios colectivos de las mismas.  
 
El marco general de la regulación del tiempo de trabajo en España se configura a 
partir de la Constitución de 1978 que supone para algunos autores “un cambio importante 
de los papeles normativos vigentes hasta el momento (…) a favor de la negociación 
colectiva, consecuencia del reconocimiento de la libertad sindical” en el que se considera 
que es necesario establecer “un cambio en el carácter de la propia regulación legal que 
supedita el interés por la protección del trabajador como contratante débil a nuevas 
exigencias de rebaja de las condiciones laborales y a su flexibilización, justificadas por la 
creación o el mantenimiento del empleo”. Ambos aspectos tienen un reflejo inmediato en 
la regulación legal del tiempo de trabajo en el Estatuto de los Trabajadores de 1980 que 
se mantienen con renovados argumentos en toda la normativa posterior hasta la 
actualidad181. Entre esas dos posturas, la relacionada con la protección de la población y 
                                                          
180 (Orden de 28 de diciembre de 1994, por la que, en aplicación de la Disposición Transitoria 2ª del ET, se 
prorroga la vigencia de determinadas ordenanzas y reglamentaciones de trabajo, BOE de 29 de diciembre). 
181 Morón, R., Messenguer, P., y Lago, P., “Cambios en la regulación jurídica del tiempo de trabajo: 
tendencias en curso”, AAVV, Nuevos tiempos del trabajo. entre la flexibilidad de las empresas y las 




la necesidad de mayor flexibilidad en la organización del tiempo de trabajo, van a caminar 
las diversas reformas legales, que pueden agruparse en dos grupos. 
 
El primer grupo es “del Estatuto de 1980 a la reforma de 1994”. En relación al tiempo 
de trabajo, el ET de 1980 fijó dos elementos clave: mantener un nivel protector alto e 
introducir algunos instrumentos de flexibilidad, aunque limitados, en la mayoría de las 
ocasiones ligados a la negociación colectiva182. Se establece una variedad de límites 
mínimos sobre las horas de trabajo, que no pueden ser modificados por la negociación 
colectiva: límites de trabajo ordinario (nueve horas) o semanal (cuarenta y tres horas) y 
extraordinario (dos horas al día, quince horas al mes, cien horas al año y con un recargo 
mínimo del 75% del valor de la hora ordinaria); así como la dificultad de modificar los 
horarios establecidos sin contar con la autorización de la Administración; también se fijó 
una cierta limitación a la hora de utilizar el trabajo a tiempo parcial para ciertos colectivos 
(desempleados, etc.) y en determinadas cuantías horarias (mínimo 2/3 y máximo la mitad 
de la jornada completa). Más adelante, en 1983 se fijó la jornada máxima en cuarenta 
horas y de las vacaciones anuales mínimas de 30 días183. Pero al mismo tiempo se 
establecieron instrumentos de flexibilidad, como el reconocimiento de la posibilidad de 
anualizar la jornada de trabajo, el estableciendo una distribución irregular a lo largo del 
año, supeditado a los límites legales de la jornada máxima semanal. Asimismo, se 
realizaron algunas modificaciones puntuales en materia de tiempos de trabajo, centradas 
en la limitación de la jornada ordinaria y extraordinaria a cambio de una mayor 
flexibilidad en la distribución del tiempo184. La Ley 8/1980, de 10 de marzo, fue la norma 
encargada de llevar a cabo la regulación general de condiciones de trabajo. En línea con 
los principios constitucionales, tal Ley supuso una transformación decisiva en el sistema 
de fuentes de regulación de las relaciones de trabajo, y una importante restricción de la 
potestad reglamentaria y de la intervención del Estado en la regulación sectorial de 
condiciones de trabajo. 
 
                                                          
182 Ídem pág. 151 y Valdés Dal-Ré, F., y Lahera Forteza, J., “La sustitución de las ordenanzas laborales: 
fases, instrumentos y balance de un proceso casi acabado”, en Balance material del proceso de sustitución 
de las ordenanzas laborales: crisis y continuidad de sus contenidos normativos, MTAS, Madrid, 1992, 
págs. 15-52. 
183 Ley 4/1983, de 29 de junio de fijación de la jornada máxima legal en cuarenta horas semanales y 30 días 
de vacaciones al año. 




El segundo grupo es “de la reforma de 1994 en adelante” 185. La reforma del mercado 
de trabajo de 1994 supuso una modificación relevante del marco institucional de la 
regulación del tiempo de trabajo. Bajo los principios de la normativa comunitaria, se 
introdujeron cambios en la ordenación del tiempo de trabajo, así como en el reparto de 
poderes y funciones asignadas a cada uno de los factores que intervienen (ley, convenio 
colectivo, contrato de trabajo y poder de dirección empresarial). A grandes rasgos, con 
esta reforma se produce una disminución o eliminación de los costes de los tiempos 
considerados extraordinarios (se elimina, por ejemplo, el recargo de las horas 
extraordinarias y se atenúa el trabajo nocturno y festivos; al mismo tiempo se flexibiliza 
el trabajo a tiempo parcial, así como las horas extraordinarias, mediante la compensación 
de horas extras por descanso y su ausencia del límite anual de 80 horas). Y se cambian 
las reglas con respecto a la variación o modificación de la jornada y el horario establecido 
por parte del empresario (a partir de entonces ya no se requiere autorización 
administrativa y se relajan las exigencias de causalidad). Por otra parte, la reforma de 
1994 también supuso un fuerte impacto a la negociación colectiva, dentro de la cual se 
abre un mayor espacio a la flexibilización de la distribución del tiempo de trabajo, 
potenciando la anualización de la jornada (se elimina el tope de las 40 horas de jornada a 
la semana y superación del límite de nueve horas diarias), haciendo flexible la 
distribución de los descansos mediante sistemas de cómputos de horas186.  
  
9. Las últimas reformas legales 
 
En el siglo actual, no es hasta la Ley 35/2010, de 17 de septiembre, cuando se vuelven 
a producir modificaciones en torno al tiempo de trabajo, en dicha Ley se establecen 
medidas que pretenden potenciar los instrumentos de flexibilidad interna en el transcurso 
de las relaciones laborales. Así se modifican, entre otras materias, las modificaciones 
sustanciales de condiciones de trabajo y la reducción o suspensión de jornada por causas 
económicas, técnicas, organizativas o de producción. Respecto a las modificaciones 
                                                          
185 Con la reforma de 1994, se plantea poner fin definitivamente a la derogación de las Ordenanzas 
Laborales. El objetivo está claro: se trata de flexibilizar el régimen jurídico del mercado de trabajo. Para 
ello ha de replegarse la normativa estatal y se ha de acentuar la importancia de los contenidos de la 
negociación colectiva. La disposición transitoria 2ª ET, en la redacción dada por la Ley reformadora 
11/1994, estableció que las Ordenanzas Laborales quedarían derogadas a 31 de diciembre de 1994, aunque 
autorizaba al Ministerio de Trabajo para prorrogarlas hasta el 31 de diciembre de 1995, si llegado el primero 
de los plazos, se advertían dificultades de cobertura. 
186 Escudero, R., Morón, R., La negociación colectiva en España: un enfoque interdisciplinar, Ed. Cinca y 




introducidas en los arts. 40 y 41 ET se establece el carácter improrrogable del plazo 
previsto para los periodos de consultas, se prevé una solución legal para los supuestos en 
que no existan representantes de los trabajadores en la empresa con quienes negociar y se 
potencia la utilización de medios extrajudiciales de solución de discrepancias establecidos 
a través de la negociación colectiva. En cuanto al art. 47 ET, se introduce la medida de 
reducción temporal de jornada y se flexibiliza el tratamiento de esta figura tanto en el 
ámbito laboral como en el de protección social y se amplían los incentivos para 
trabajadores y empresarios vinculados a la utilización de esta medida, consistentes 
respectivamente, en la reposición de las prestaciones de desempleo y en las bonificaciones 
de las cotizaciones empresariales. Por su otra parte, el RD-Ley 7/2011 reformó el art. 85.3 
ET187 que estableció como contenido mínimo del convenio colectivo un porcentaje 
máximo y mínimo de la jornada de trabajo que podría ser distribuido irregularmente; 
porcentaje que, salvo pacto en contrario, sería de un 5% de la jornada anual. 
 
La reforma laboral de 2012 ha dedicado especial atención a aquellas materias 
relacionadas con la flexibilidad interna. Ello se debe a que, según la propia declaración 
explícita del legislador en el Preámbulo de la Ley, “dicha flexibilidad se quiere alzar como 
gran alternativa a los despidos por causas empresariales, en tanto que se es plenamente 
consciente de la gran anomalía en nuestro mercado laboral de que, en estos años de crisis 
profunda, aquélla no ha desarrollado el papel que se esperaba de la misma como cauce de 
adaptación de las empresas a las nuevas circunstancias económicas”. Para la consecución 
de este objetivo básico, la nueva regulación ha potenciado la variabilidad ordinaria de 
determinadas condiciones de trabajo (tales como el tiempo de trabajo), ha facilitado la vía 
de las modificaciones sustanciales de las condiciones de trabajo (flexibilizando las 
causas) y ha intentado resolver la inaplicación temporal de los convenios colectivos 
mediante una extensión de las materias susceptibles de inaplicar188. La reforma aludida 
modifica el art. 34 ET estableciendo la posibilidad de que unilateralmente el empresario 
pueda disponer de un 10% de la jornada anual para distribuirla de manera irregular a lo 
                                                          
187 Como se verá a continuación, la reforma de la Ley 3/2012 absorbió la medida introducida por el RD Ley 
7/2011, ese punto del art. 85 ET se encuentra ya derogado. 
188 Del Rey Guanter, S., “La flexibilización en la Ley 3/2012 de medidas urgentes para la reforma del 




largo del año189. Se introduce así una medida más de flexibilización del tiempo de trabajo, 
donde ya no es necesario que se pacte en convenio colectivo o acuerdo de empresa190.   
 
Han sido muchos los cambios normativos y los progresos alcanzados hasta la 
redacción del texto refundido del ET, mediante el RD Legislativo 2/2015, de 23 de 
octubre. Pese a ello, la jornada de trabajo no ha sufrido grandes cambios desde sus 
primeras regulaciones, han pasado alrededor de cien años y la limitación de la jornada de 
trabajo se ha mantenido de forma bastante similar a sus comienzos. Las cuarenta y ocho 
horas semanales u ocho horas diarias, fue una limitación que se remonta a 1919, cuando 
de manera general se implantó a través del Real Decreto de 3 de abril de 1919, dicha 
regulación se hizo de forma previa a su implantación internacional en el seno de la OIT, 
si bien se acordaron una serie de excepciones a la jornada máxima de ocho horas, 
mediante la Real Orden, de 15 de enero de 1920. La situación actual es parecida, ahora el 
límite de horas semanales es de 40 horas de jornada ordinaria y 80 horas extraordinarias 
de promedio en cómputo anual, además de aceptarse un porcentaje de distribución 
irregular, lo que se mantiene similar son los descansos entre jornadas, siendo de 12 horas. 
Se puede decir, que la jornada de trabajo durante años ha mantenido la esencia de las 
primeras normas laborales sobre la materia.  
 
Además de estos cambios normativos es necesario repasar el papel de la negociación 
colectiva en la regulación del tiempo de trabajo. Hay que resaltar que la negociación 
colectiva ha ido ganando cada vez mayor peso en la regulación del tiempo de trabajo 
frente a la reducción del papel de la norma legal. El enriquecimiento del contenido de la 
negociación colectiva en relación al tiempo de trabajo y, más concretamente, en lo que 
respecta a la flexibilidad del mismo, ha sido un elemento valorado por los agentes 
sociales, ya que permite acercar la gestión del tiempo a las necesidades concretas de los 
distintos sectores y empresas, así como a las propias de los trabajadores. Pero desde 
                                                          
189 Anteriormente el II Acuerdo para el Empleo y la Negociación Colectiva 2012-2014 dispuso el 10% de 
distribución irregular de la jornada a lo largo del año. 
190 Sobre las reformas laborales es interesante remitirse a García Murcia, J. “El devenir de la legislación 
laboral y social tras las profundas reformas del periodo 2010-2012”, en Foro, Nueva Época, vol. 16, nº 2, 
2013, del mismo autor “La reforma laboral de 2012”, en Revista del Ministerio de Empleo y de la Seguridad 
Social, número extraordinario, 2016; Casas Baamonde, M.E., y Rodríguez Piñero, M., Valdés Dal-Ré, F., 
“La aplicación de la Reforma Laboral” en Relaciones Laborales, nº 12, diciembre 2013; y Valdés Dal-Ré, 
F. y González-Posada Martínez, E. (directores), La reforma del mercado de trabajo de 2010, Reus, Madrid, 
2011, Sempere Navarro, A.V., y Martín Jiménez, R., Claves de la reforma laboral de 2012, Thomson-




posicionamientos críticos se cuestiona la progresiva incorporación de la flexibilidad del 
tiempo de trabajo en la negociación colectiva, ya que la experiencia ha puesto de relieve 
que en la práctica este tipo de regulación ha dado cabida más a las demandas de la empresa 
que las de los trabajadores. Se plantea, que la negociación colectiva ha cedido ámbitos en 






CAPÍTULO III: FUENTES DE REGULACIÓN DE LA JORNADA DE 
TRABAJO 
 
En la ordenación del tiempo de trabajo intervienen diversas fuentes reguladoras, con 
funciones que también son variadas. Históricamente el papel principal correspondió a las 
disposiciones legales, pero con el paso del tiempo la función de la norma estatal se ha 
reorientado en buena medida, de tal modo que en la actualidad tiene como cometido el 
establecimiento de condiciones mínimas con carácter general y la regulación de jornadas 
especiales para determinados trabajos o sectores de actividad. Dentro de ese marco, un 
papel fundamental corresponde a los convenios colectivos, que pueden desarrollar lo 
dispuesto por la ley, cubrir los espacios que deja el legislador y, en términos más 
generales, adaptar las reglas sobre tiempo de trabajo a las características del sector o de 
la empresa. La autonomía de las partes del contrato de trabajo puede asumir, en fin, 
algunas funciones en todo este contexto, aunque su espacio de juego normalmente es 
reducido, salvo en aquellos casos en los que se presupone suficiente fuerza contractual en 
el trabajador, como ocurre con el personal de alta dirección. Todas esas fuentes de 
regulación, por lo demás, han de operar en el marco creado por la Constitución y 
conforme a las directrices que emanen del Derecho internacional, dentro del cual destacan 
los convenios y recomendaciones de la OIT y las normas aprobadas por la Unión Europea. 
Naturalmente, todas estas fuentes han de relacionarse entre sí de acuerdo con los 
principios de articulación y concurrencia de fuentes del derecho, tanto los de carácter 
general (jerarquía, primacía), como los específicos de Derecho del Trabajo (como el de 
norma más favorable).  
   
1. El papel de la Constitución Española 
 
 
El descanso necesario mediante la limitación de la jornada laboral y las vacaciones 
periódicas retribuidas se recoge en el texto constitucional en su Título I “De los derechos 
y deberes fundamentales” y, concretamente, bajo la rúbrica del Capítulo III “De los 
principios rectores de la política social y económica”191. El art. 40.2 CE prevé que “los 
                                                          
191 La tramitación parlamentaria del principio constitucional relativa al descanso necesario fue conflictiva, 
puesto que hubo bastantes enmiendas presentadas al Pleno que pretendían la omisión de la referencia al 
descanso necesario. Así, en las enmiendas nº 706 y 779 presentadas en el Congreso de los Diputados al 
Anteproyecto de Constitución, de 5 de enero de 1978 (BOC nº 44) se omitía el inciso garantizador del 




poderes públicos (…) garantizarán el descanso necesario, mediante la limitación de la 
jornada laboral y las vacaciones periódicas retribuidas”. Ello quiere decir que con esta 
declaración constitucional no se garantizará efectivamente el reposo necesario en el 
trabajo como auténtico derecho constitucional, ya que el reconocimiento constitucional 
necesita un desarrollo legal de dicho precepto, siendo la ley ordinaria el complemento 
definitivo de su regulación192. El descanso necesario insta a los poderes públicos a 
garantizar el descanso laboral. Este principio constitucional al descanso necesario tiene 
carácter social. Al contrario de lo que sucede con las libertades individuales, que tienen 
como destinatario a la persona como sujeto de derechos, los principios sociales están 
dirigidos a los poderes públicos que realmente son los que tienen que hacerlos 
efectivos193. 
 
El art. 40.2 CE reconoce una programación final que deberá ser impulsada por los 
poderes públicos mediante su desarrollo legislativo194. Debido al carácter del art. 40.2 
CE, como norma de programación final, no se predetermina la noción de descanso 
necesario mediante la limitación de la jornada y las vacaciones retribuidas, de modo que 
se deja al legislador ordinario, como destinatario de ella, un amplio margen de actuación 
a la hora de elegir los medios adecuados para conseguir el fin195. El descanso necesario 
                                                          
del descanso necesario. En este sentido véase CORTES GENERALES: Constitución española, Trabajos 
Parlamentarios, I, II, III, y IV (Edición preparada por el Letrado Fernando Saiz Moreno) Cortes Generales, 
Servicios de Estudios y publicaciones, Madrid, 1980. 
192 Remitirse a Montoya Melgar, A. “El trabajo en la Constitución”, en El modelo social en la Constitución 
Española de 1978, MTAS, 2003, Madrid, pág. 49-50; Gálvez Montes, J., “Artículo 40”, en AAVV, 
Comentarios a la Constitución, 2ª edición, Civitas, Madrid, 1985, pág. 772. En el mismo sentido Jiménez 
Campos, J.M Porres Azcona, J., “Conflicto político, técnica jurídica y aplicación inmediata de una 
Constitución de compromiso: La Constitución Española de 1978”, en Revista de Derecho Público, nº 74, 
enero-marzo 1979, pág. 104, Durán Heras, M.A., “Los tiempos del trabajo”, en Tiempo de vida y tiempo 
de trabajo, Bilbao, Fundación BBVA, 2010, pág. 131-132. 
193 Al respecto, Montoya Melgar, A., “Ejercicio y garantías de los derechos de los trabajadores en materia 
laboral” en Revista de Política Social, nº 121, 1979, pág. 343. No obstante, existen planteamientos en la 
doctrina científica consistentes en aproximar el descanso necesario a los derechos individuales, en este 
sentido Ortiz Lallana, C., “Derechos fundamentales y relación laboral”, en Revista del Ministerio de 
Trabajo y Asuntos Sociales, nº 13, 1998, pág. 16. 
194 Al respecto, Alonso Olea, M., “La Constitución española como fuente de Derecho del Trabajo” en El 
modelo social en la CE DE 1978, MTAS, pág. 23-24 y Martín Valverde, A., “La Constitución como fuente 
del Derecho del Trabajo”, en Revista Española del Derecho del Trabajo, nº 33, enero-marzo, 1988, pág. 
58. 
195 “La naturaleza jurídica del art. 40.2 CE no es un derecho fundamental, ni un derecho de los ciudadanos, 
sino un principio rector de la política social y económica. Por lo tanto, hay que tener en cuenta que el 
legislador constitucional no ha querido establecer un derecho fundamental a la limitación de la jornada de 
trabajo, ni al descanso”, en tal sentido Monereo Pérez, Gorelli Hernández, Tiempo de trabajo y ciclos 




no es contenido normativo aplicable a un supuesto de hecho, sino la constatación de un 
fin que se deberá plasmar mediante ley ordinaria196.  
 
Junto al art. 40.2 CE es posible encontrar otros preceptos constitucionales sobre los 
que puede basarse una intervención legislativa dirigida a la limitación de la jornada de 
trabajo. Por ejemplo, el propio art. 40.2 CE establece que los poderes públicos han de 
velar por la seguridad e higiene en el trabajo y es evidente que uno de los elementos que 
más incide sobre la prevención de riesgos laborales es la duración de la jornada de trabajo; 
ello es especialmente evidente en aquellas actividades laborales en las que el desgaste 
físico del trabajador sea especialmente importante. De igual modo, se puede vincular la 
duración del tiempo de trabajo con el derecho a la protección de la salud de los 
trabajadores (art. 43.1 CE). Tal y como se ha visto en la evolución normativa de la 
regulación del tiempo de trabajo, en la actualidad, no sólo existen los parámetros de 
garantizar la integridad física de los trabajadores, también es un mecanismo que permite 
ampliar los periodos de ocio del trabajador, periodos que podrá dedicar a su desarrollo 
personal a través de actividades lúdicas, culturales, deportistas, así como podrá permitir 
una mayor conciliación entre la vida familiar y laboral. En definitiva, la limitación de 
jornada puede estar vinculado con el acceso a la cultura (art. 44.1 CE) o con la adecuada 
utilización del ocio (art. 43.3). Cabe advertir, por último, que la limitación del tiempo de 
trabajo en la Constitución tiene además un sentido de carácter colectivo: la redistribución 
existente entre los trabajadores. Así, el art. 40.1 CE establece que los poderes públicos 
han de promover el pleno empleo; pues bien, uno de los mecanismos donde puede 
actuarse es a través del reparto de empleo utilizando la limitación del tiempo de trabajo197. 
 
La protección jurídica del descanso necesario contrasta con la tutela constitucional 
brindada a otros derechos constitucionales, como son los derechos fundamentales a la 
huelga y a la libertad sindical que gozan del derecho al acceso a los Tribunales ordinarios 
en virtud del procedimiento preferente y sumario, así como del recurso de amparo 
constitucional ante el TC; o como el derecho al trabajo, protegido mediante el recurso de 
inconstitucionalidad y la cláusula de garantía de reserva legal en su desarrollo normativo, 
                                                          
196 Véase García Enterría, E., “La CE como norma jurídica”, en La Constitución española. Un estudio 
sistemático, Civitas, Madrid, 1980, pág. 138. 
197 Al respecto, Monereo Pérez, y Gorelli Hernández, Tiempo de trabajo y ciclos vitales, op.cit., pág. 102, 
dichos autores afirman además que “es imprescindible una mínima tutela constitucional del tiempo de no 




que deberá respetar, en todo caso, el contenido esencial del derecho. La eficacia del 
descanso necesario, como principio, se encuentra en el propio texto constitucional que 
prevé que “los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a la Constitución y al resto 
del ordenamiento jurídico” (art. 9.1 CE198). Además, es preciso destacar que los principios 
rectores de la política social y económica informarán la práctica judicial, hecho que avala 
la posible aplicación jurisdiccional del descanso necesario (art. 53.3 CE)199. De este 
modo, el descanso necesario podrá motivar la posible inconstitucionalidad del desarrollo 
normativo del reposo laboral. Esto significa que el descanso necesario deberá ser 
observado, no sólo en su desarrollo legal, sino a su vez, en el desarrollo reglamentario. 
Todo esto hace que el derecho al descanso necesario se configure en nuestro 
ordenamiento jurídico laboral como un auténtico principio jurídico200.  
 
Los mecanismos constitucionales de tutela del descanso necesario son el recurso de 
inconstitucionalidad (art. 161.1 CE) y la cuestión de inconstitucionalidad como facultad 
reconocida a los jueces y magistrados (art. 163 CE). La utilización del recurso de 
inconstitucionalidad repercute en la eficacia normativa del descanso necesario. Así pues, 
se puede interponer dicho recurso ante una posible vulneración del principio en su 
desarrollo normativo, puesto que este es un instrumento de reacción contra leyes y 
disposiciones normativas con fuerza de ley viciadas de inconstitucionalidad, siempre y 
cuando tengan su fundamento jurídico en la inobservancia de “cualquier precepto 
constitucional” (art. 39.2 LOTC). El descanso necesario está tutelado jurisdiccionalmente 
debido a la exigencia del conocimiento y substanciación de las causas relativas a los 
reposos laborales en virtud del correspondiente proceso jurisdiccional contemplado por 
el ordenamiento jurídico, desarrollado según su tramitación procesal determinada. Como 
ocurre con los demás principios constitucionales, el desarrollo necesario únicamente 
puede ser alegado ante los órganos jurisdiccionales si existe el correspondiente desarrollo 
legal del derecho, puesto que los ciudadanos no podrán dirigirse a un tribunal ordinario 
                                                          
198 Según García de Enterría, la sujeción y vinculación a la CE prevista en el art. 9.1 CE es una consecuencia 
del carácter normativo del texto constitucional, que es parte del ordenamiento jurídico, sin olvidar su 
carácter de “parte primordial y fundamental”, véase García De Enterría, E. “La Constitución como norma 
jurídica”, op.cit. pág. 12. 
199 En este sentido, la doctrina más autorizada afirma que “(…) los jueces y tribunales ordinarios, como 
todos los sujetos públicos o privados, en cuanto vinculados por la CE y llamados a su aplicación (…) deben 
aplicar la totalidad de sus preceptos, sin posibilidad alguna de distinguir entre artículos de aplicación directa 
y otros meramente programáticos, que carecerían de valor normativo”, en este sentido García De Enterría, 
E., “La Constitución como norma jurídica”, op.cit. pág. 116. 
200 López Ahumada, J.E., Evolución normativa de los descansos laborales, primer centenario de la 




requiriendo su cumplimiento por los poderes públicos. Sin embargo, esta afirmación debe 
ser matizada ya que el descanso deberá “informar la práctica judicial” (art. 53.3 CE). Así, 
podrá ser alegado y aplicado en un proceso jurisdiccional como principio rector de la 
legislación laboral, sin que se pueda impedir su acción en el proceso como máxima 
interpretativa del ordenamiento jurídico201. 
 
2. Normas internacionales 
 
El reconocimiento a la limitación de la jornada laboral y el descanso laboral se realiza 
también en las normas internacionales. El descanso laboral mediante la limitación de 
jornada y vacaciones periódicas retribuidas se contempla en nuestra Constitución y se 
reconoce previamente en las declaraciones internacionales relativas a los derechos 
esenciales del hombre202. En este sentido, es preciso interpretar la referencia 
constitucional al descanso mediante la limitación de jornada en virtud de la Declaración 
Universal de Derechos Humanos y los tratados y acuerdos internacionales ratificados por 
España en esta materia (art. 10.2 CE). La Comunidad internacional ha mostrado 
tradicionalmente un interés especial por la figura jurídica de la limitación del tiempo de 
trabajo203.  
 
En este sentido, conviene destacar la Declaración Universal de los Derechos del 
Hombre (art. 23), de 10 de diciembre de 1948, así como el Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales de 16 de diciembre de 1966. La Declaración 
de Derechos Humanos de Naciones Unidas de 1948 declaró, como derecho humano 
fundamental que “toda persona tiene derecho al descanso, al disfrute del tiempo libre, a 
una limitación razonable de la duración del trabajo (…)”. Es el pacto de derechos 
económicos, sociales y culturales el que establece como derecho de las personas la 
limitación razonable de las horas de trabajo en su art. 7º d) al prever que “los Estados 
reconocen el derecho de toda persona al goce de las condiciones de trabajo, equitativas y 
                                                          
201 STC 19/1982, de 5 de mayo. Remitirse a Alfonso Mellado, C.L. y Peña Obiol, S. Vacaciones, fiestas y 
descanso semanal, Tirant lo Blanch, Colección laboral, nº 30, Valencia, 1996, pág. 25; Matías Prim, J., 
“Vacaciones anuales”, en Comentarios a las leyes laborales, director Borrajo, T. VII, Madrid, 1982, pág. 
390. 
202 Prados de Reyes, F.J., “El tiempo de trabajo en la normativa comunitaria”, Documentación Laboral, nº 
43, 1994, págs. 129 y ss. 
203 Los primeros antecedentes sobre limitación del tiempo de trabajo se encuentran en las peticiones de 
Owen a la Santa Alianza, que culmina en la Conferencia de Berlín en 1890, véase Renouvin Pierre, Historia 




satisfactorias, que aseguren en especial: d) el descanso, el disfrute del tiempo libre, la 
limitación razonable de las horas de trabajo (…) así como la remuneración de los días 
festivos”. Por otra parte, el art. 2 de la Carta Social Europea prevé la necesidad de “(…) 
fijar una razonable duración diaria y semanal de las horas de trabajo, reduciendo 
progresivamente la duración de la semana laboral (…) a establecer días festivos pagados, 
(…) a garantizar un reposo semanal que coincida en lo posible con el día de la semana 
reconocido como día de descanso por la tradición y los usos del país o región”.  
 
Junto a estas normas jurídicas inspiradas en el movimiento social internacional, 
también es necesario destacar la larga colección de normas internacionales procedentes 
de la OIT. Ya en el preámbulo de la constitución de la OIT se hace referencia a “la 
reglamentación de las horas de trabajo, fijación de la duración máxima de la jornada y de 
la semana de trabajo”. La primera norma internacional del trabajo adoptada en el mundo, 
fue el Convenio sobre las horas de trabajo de la industria de 1919 (Convenio nº 1 OIT)204. 
El siguiente Convenio sobre horas de trabajo fue de comercios y oficinas de 1930, 
(Convenio nº 30 OIT)205. Ambos instrumentos limitan generalmente las horas de trabajo 
a ocho por día y cuarenta y ocho por semana. El número máximo de horas de trabajo 
semanales puede distribuirse de manera no uniforme, siempre y cuando el día de trabajo 
no exceda de nueve horas, con arreglo al Convenio nº 1, o diez horas, en aplicación del 
Convenio nº 30. Como la definición de las excepciones relativas al sistema normal de 
horas de trabajo autorizadas por ambos Convenios es estricta, la posibilidad de organizar 
el tiempo de trabajo de manera flexible resulta muy limitada. Algunas de estas 
excepciones están directamente relacionadas con la forma de organizar el trabajo, por 
ejemplo, en turnos, y permiten en ese caso trabajar más allá de los límites normales 
aplicados a las horas de trabajo, siempre que el promedio de horas de trabajo efectuadas 
durante un periodo de tres semanas o inferior no exceda de ocho por día y cuarenta y ocho 
por semana. Además, si el carácter continuo de la actividad de los establecimientos hiciera 
                                                          
204 El Convenio nº1 OIT, que entró en vigor el 13 de junio de 1921 y, hasta la fecha, ha sido ratificado por 
52  de los Estados Miembros, se aplica a empresas industriales públicas y privadas, tales como las minas y 
canteras; industrias que manufacturan productos o transforman materias, tales como la construcción de 
buques y la generación de energía; la construcción, la conservación y la demolición de carreteras, puentes 
y túneles; y el transporte de personas o mercancías por carretera, ferrocarril, mar o vía de agua interior. 
205 El Convenio nº30 OIT, que entró en vigor el 29 de agosto de 1933 y, hasta la fecha, ha sido ratificado 
por 30 Estados Miembros, se aplica a establecimientos comerciales y a administraciones cuyo personal 
realiza esencialmente trabajos de oficina. No se aplica en cambio a hospitales e instituciones similares, 
hoteles, restaurantes, cafés o teatros. Si bien muy amplia, la esfera combinada de aplicación de los 
Convenios nº 1 y nº30 OIT, no abarcan todas las ramas de actividad económica y excluye en particular a 




necesario trabajar en turnos, el promedio de horas de trabajo podría llegar a 56 por 
semana, sin perjuicio del descanso compensatorio que pueda estipularse en las 
legislaciones nacionales206.  
 
Los dos Convenios citados hacen posible promediar las horas de trabajo durante un 
periodo superior a una semana únicamente en circunstancias excepcionales, cuando se 
reconozca la imposibilidad de aplicar los límites normales de ocho horas diarias y 
cuarenta y ocho semanales. En la industria, este ordenamiento del tiempo de trabajo exige 
la concertación de un convenio colectivo al que impriman fuerza de disposición 
reguladora las autoridades nacionales. En el comercio y las oficinas, la correspondiente 
reglamentación deberá adoptarse tras consulta con las organizaciones de empleadores y 
de trabajadores interesadas. En cualquier caso, el promedio de horas de trabajo no podrá 
sobrepasar las cuarenta y ocho horas por semana.  
 
Además, los Convenios nº 1 y nº 30 OIT permiten introducir excepciones 
permanentes en cuanto a los límites fijados a las horas normales de trabajo, cuando se 
trate de personas que realizan trabajos preparatorios o complementarios que 
necesariamente deban efectuarse en un establecimiento fuera de las horas normales de 
trabajo (por ejemplo, servicios de limpieza o mantenimiento) o trabajos que por su propia 
índole sean intermitentes (por ejemplo los de conserje), luego de consultar a las 
organizaciones de empleadores y trabajadores interesados y siempre que se haya fijado el 
número de horas adicionales autorizadas. El Convenio nº 30 OIT permite por otra parte 
ciertas excepciones en el caso de tiendas y otros establecimientos donde, debido a la 
naturaleza del trabajo, el tamaño de la población o el número de personas empleadas 
resulten inaplicables los límites normales de ocho horas por día y 48 horas por semana. 
 
Estos dos instrumentos también regulan la excepción temporal que representa el 
trabajo en horas extraordinarias. Por lo que hace a las empresas industriales posible 
adoptar disposiciones reglamentarias, tras consulta con las organizaciones de 
empleadores y trabajadores interesados, para autorizar el trabajo en horas extraordinarias, 
a fin de ayudar a las empresas a hacer frente a un cargo de trabajo excepcional. Se autoriza 
                                                          
206 OIT, Informe III. Estudio general de las memorias relativas al Convenio sobre las horas de trabajo en 
la industria (Convenio nº 1) y al Convenio sobre las horas de trabajo en comercios y oficinas (Convenio 
nº 30), 93ª reunión, Informe de Comisión de Expertos en aplicación de Convenios y Recomendaciones, 




igualmente la aplicación de excepciones temporales en establecimientos comerciales para 
impedir el deterioro de materias perecederas, evitar que se comprometa el resultado 
técnico del trabajo o permitir la realización de trabajos especiales tales como 
inventarios207.  
 
Aun cuando la protección social de los trabajadores era el objetivo principal de los 
Convenios nº 1 y nº 30 OIT, la crisis económica de la década de 1930 dio lugar a que la 
reducción de las horas de trabajo se considerase también como un instrumento para 
combatir el desempleo. En el preámbulo del Convenio sobre las cuarenta horas de 1935, 
(Convenio nº 47 OIT)208 se señala que “el desempleo se ha extendido tanto y se ha hecho 
tan persistente que en la actualidad millones de trabajadores, sin ser responsables de su 
situación, están en la miseria y sufren privaciones de las que legítimamente tienen derecho 
a ser aliviados”. En este sentido el Convenio nº 47 OIT pide a los Estados Miembros que 
se declaren a favor del principio de la semana de cuarenta horas aplicado de tal forma que 
no implique una disminución del nivel de vida de los trabajadores y que se aplique este 
principio a las diferentes clases de empleo, de conformidad con las disposiciones 
detalladas que prescriban otros convenios ratificados por ellos sobre el particular. El 
convenio es un instrumento promocional que no establece reglas detalladas y que 
especifica, como se señala en el preámbulo de la Recomendación sobre la reducción de 
la duración del trabajo de 1962 (Recomendación nº 116 OIT), “una norma social que ha 
de alcanzarse, por etapas si es necesario (…) habida cuenta de la variedad de condiciones 
económicas y sociales que prevalecen en los diferentes países, así como de la variedad de 
las prácticas nacionales para reglamentar la duración y las demás condiciones de 
trabajo”209.  
 
En una etapa posterior, los esfuerzos desplegados para proteger y fomentar el 
necesario equilibrio entre el trabajo y la vida familiar incidieron directamente también en 
la reglamentación del trabajo. El Convenio sobre los trabajadores con responsabilidades 
                                                          
207 Véase Gerhard Bosch, “Tendencias y nuevos aspectos de la duración del trabajo”, en Revista 
Internacional del Trabajo, 1999, vol. 118, nº 2, pág. 147. 
208 El Convenio nº 47 OIT, entró en vigor el 23 de junio de 1957 y hasta la fecha ha sido ratificado por 15 
Estados miembros. 
209 OIT, Horas de trabajo, extracto del informe de la 37ª reunión de 1967 de la Comisión de expertos en 




familiares de 1981 (Convenio nº 156 OIT)210, especifica que, para crear la igualdad 
efectiva de oportunidades y de trato entre los trabajadores y trabajadoras, cada miembro 
deberá incluir entre los objetivos de su política nacional el de permitir que las personas 
con responsabilidades familiares que desempeñen o deseen desempeñar un empleo 
ejerzan su derecho a hacerlo sin ser objeto de discriminación y, en la medida de lo posible, 
sin conflicto entre sus responsabilidades familiares y profesionales. Como las mujeres 
son las que se encargan básicamente de aportar los cuidados primarios, el Convenio 
precitado es sumamente favorable para las trabajadoras. En la Recomendación sobre los 
trabajadores  con responsabilidades familiares de 1981 (Recomendación nº 165 OIT), que 
complementa el Convenio nº 156 OIT, se señala que debería concederse especial atención 
a las medidas generales destinadas a mejorar las condiciones de trabajo y la calidad de la 
vida laboral, incluyendo medidas destinadas a reducir progresivamente la duración de la 
jornada de trabajo y reducir las horas extraordinarias, e introducir más flexibilidad en la 
organización de los horarios de trabajo, de los periodos de descanso y de las vacaciones, 
habida cuenta del nivel de desarrollo y las necesidades particulares del país considerado 
y de los diversos sectores de actividad211.  
 
Hay que señalar también que una serie de instrumentos sectoriales de la OIT contienen 
disposiciones sobre las horas de trabajo, como es el caso del Convenio sobre duración del 
trabajo y periodos de descanso del transporte por carretera de 1979 (Convenio nº153 
OIT)212, que se concentra en la reglamentación de la duración máxima de la conducción, 
pero también aborda puntos tales como las pausas y periodos de descanso obligatorios. 
Del mismo modo, la reglamentación del tiempo de trabajo reviste mayor importancia para 
el sector marítimo, debido al riesgo de accidentes ocasionados por el cansancio. El 
Convenio sobre el trabajo marítimo de 2006213 OIT, sigue un enfoque específico en este 
ámbito; óptica que se aplica también en el Convenio sobre las horas de trabajo a bordo y 
la dotación de los buques, 1996, (Convenio nº 180 OIT) a la vista de las características 
especiales del trabajo marítimo. El Convenio estipula que todo Miembro que lo ratifique 
                                                          
210 El Convenio nº 156 entró en vigor el 11 de agosto de 1983 y, hasta la fecha ha sido ratificado por 43 
Estados Miembros. 
211 “Interpretation of the decisions of the International Labour Conference: Convention concerning the 
regulation of hours of work in commerce and office”, ILO, Official Bulletin, vol. XII, nº 3, págs 117-123. 
Se puede consultar en la siguiente dirección: http://www.ilo.org/ilolex/english/index.htm  
212 El Convenio nº 153 entró en vigor el 10 de febrero de 1983 y, hasta la fecha, ha sido ratificado por nueve 
Estados Miembros.  
213 Ha sido ratificado por España y entrado en vigor el 20 de agosto de 2013 (BOE de 22 enero 2013, nº 19, 




deberá establecer un número máximo de horas de trabajo (no más de 14 horas por cada 
periodo de 24 horas y 72 horas por cada periodo de siete días) o bien un número mínimo 
de horas de descanso (no menos de diez horas por cada periodo de 24 horas ni de 72 horas 
por cada periodo de siete días)214. 
 
Los límites prescritos con respecto a las horas de trabajo en los Convenios nº 1 y nº 
30 OIT corresponden a una semana de trabajo consistente en seis días de ocho horas y un 
día libre por semana. El Convenio sobre el descanso semanal de la industria de 1921 
(Convenio nº 14 OIT)215 y el Convenio sobre el descanso semanal de comercios y oficinas 
de 1957 (Convenio nº 106 OIT)216, cuyos ámbitos de aplicación corresponden a los de los 
Convenios nº 1 y nº 30 OIT, regulan detalladamente el derecho de los trabajadores al 
descanso semanal. Estos Convenios especifican que los trabajadores deberán tener 
derecho en principio, a un periodo de descanso semanal ininterrumpido de 24 horas como 
mínimo en el curso de cada periodo de siete días217. El periodo de descanso semanal se 
concederá simultáneamente, siempre que sea posible, a todas las personas de cada 
establecimiento industrial o comercial y coincidirá con los días ya consagrados por la 
tradición o las costumbres del país de que se trate. La Comisión de Expertos reitera 
frecuentemente en sus comentarios que en los principios de regularidad, continuidad y 
uniformidad se incorporan los requisitos del descanso semanal señalados en los 
Convenios nº 14 y 106 OIT. 
 
El Convenio nº 14 OIT permite cierto grado de flexibilidad al autorizar la aplicación 
de excepciones totales o parciales al descanso semanal normal, habida cuenta 
especialmente de cualesquiera consideraciones oportunas de orden económico y 
humanitario y previa consulta a las asociaciones calificadas de empleadores y 
trabajadores. En tal caso, habría que prever, en la medida de lo posible, periodos de 
descanso compensatorios para los trabajadores, de que se trate. El convenio nº 106 OIT 
permite la introducción de excepciones, pero en condiciones mucho más estrictas. El 
                                                          
214 International Labour Conference, “Interpretation of a decisión concerning the hours of work”, op. cit., 
págs. 566-567. 
215 El Convenio nº 14 entró en vigor el 4 de marzo de 1959 y, hasta la fecha, ha sido ratificado por 119 
Estados Miembros. 
216 El Convenio nº 106 entró en vigor el 4 de marzo de 1959 y, hasta la fecha ha sido ratificado por 63 
Estados Miembros. 
217 La Recomendación sobre el descanso semanal (comercio y oficinas), 1957 (nº 103) propone que se 




Convenio autoriza excepciones temporales, que también exigen consultar previamente a 
las organizaciones de empleadores y trabajadores interesadas, únicamente en caso de 
accidente, fuerza mayor o trabajos urgentes en los locales y los equipos, así como ante 
una presión anormal de trabajo y para impedir la pérdida de materias perecederas. Con 
todo cuando se apliquen exenciones temporales habrá que concederse un descanso 
compensatorio cuya duración total será por lo menos 24 horas. El Convenio nº 106 prevé 
también la posibilidad de aplicar regímenes especiales de descanso semanal cuando la 
naturaleza del trabajo, la índole de los servicios suministrados, la importancia de la 
población que haya ha de ser atendida o el número de personas ocupadas sea tal que el 
régimen normal de descanso semanal no pueda aplicarse. En este caso, las autoridades 
nacionales deberán tener en cuenta todas las consideraciones sociales y económicas 
pertinentes a la hora de especificar las categorías de personas o de establecimientos que 
puedan regirse por los regímenes especiales de descanso semanal y esta decisión se 
tomará en consulta con todas las organizaciones representativas de empleadores y de 
trabajadores interesados. Por último, todas las personas a las que se apliquen dichos 
regímenes especiales tendrán derecho, por cada periodo de siete días, a un descanso cuya 
duración total sea por lo menos equivalente al periodo normal de 24 horas. 
 
El Convenio más reciente de la OIT en la esfera de las vacaciones pagadas es el 
Convenio sobre las vacaciones pagadas (revisado) de 1970 (Convenio nº 132 OIT)218, que 
se aplica a todas las personas empleadas, con excepción de la gente del mar. El Convenio 
establece el derecho de toda persona a la que éste se aplique a disfrutar, por año de 
servicio, de vacaciones anuales pagadas por una duración de al menos tres semanas de 
trabajo. La época en que las vacaciones puedan tomarse será determinada por el 
empleador previa consulta con la persona empleada interesada y teniendo en cuenta las 
oportunidades de descanso y distracción de que pueda disponer dicha persona. Las 
autoridades nacionales competentes especificarán el periodo mínimo de servicios 
requerido para tener derecho a vacaciones anuales pagadas, pero ese periodo no excederá 
de seis meses. Toda persona cuyo periodo de servicios en cualquier año sea inferior al 
                                                          
218 El Convenio nº 132 entró en vigor el 30 de junio de 1973 y hasta la fecha ha sido ratificado por 36 
Estados Miembros, constituye una revisión del Convenio sobre vacaciones pagadas, 1936 (nº 52) y el 
Convenio sobre las vacaciones pagadas (agricultura), 1952 (nº 10), instrumentos que considera obsoletos 
el Consejo de Administración de la OIT. Las vacaciones pagadas de la gente de mar se regulan en el 




requerido tendrá sin embargo derecho, respecto de ese año, a vacaciones pagadas 
proporcionales a la duración de sus servicios en dicho año. 
 
3. Normas procedentes de la Unión Europea 
 
La Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea, proclamada en el Consejo 
Europeo de Niza en el año 2000, reconoce en su art. 1 dedicado a las condiciones de 
trabajo justas y equitativas que “todo trabajador tiene derecho a trabajar en condiciones 
que respeten su salud, su seguridad y su dignidad”. Asimismo, el párrafo 2º establece que 
“todo trabajador tiene derecho a la limitación de la duración máxima del trabajo y a 
periodos de descanso diarios y semanales, así como a un periodo de vacaciones anuales 
retribuidas”219. Por su parte, la Carta de Derechos Sociales Fundamentales de los 
Trabajadores de 1989, ya contemplaba la necesidad de una regulación comunitaria de los 
descansos laborales; y prestaba especial atención a la necesidad de aproximar las 
legislaciones nacionales en relación las posibilidades de distribución del tiempo de 
trabajo. Este postulado finalmente desembocó en la regulación de la Directiva 93/104/CE 
del Consejo, de 23 de noviembre, derogada por la Directiva 2003/88/CE, del Consejo, de 
4 de noviembre, que supuso la recodificación de la materia, y vino a refundir las normas 
mínimas relativas a la ordenación del tiempo de trabajo y descanso aprobadas en 1993. 
La regulación comunitaria sobre tiempo de trabajo tiene su base, por un lado, en las 
previsiones contenidas en la Carta Social Europea y en la Carta comunitaria de derechos 
sociales fundamentales de los trabajadores y, de otro, en el cumplimiento del art. 118 A 
del Tratado de la Unión Europea (Maastrich), hoy reformado por el art. 137 del Tratado 
de Amsterdam, y la aplicación al tiempo de trabajo de la Directiva 89/391/CEE, del 
Consejo, de 12 de junio de 1989, sobre aplicación de medidas para promover la salud 
laboral en el trabajo220. 
 
En relación con el art. 2.1 de la Carta Social Europea por el que las partes contratantes 
se comprometen “a fijar una razonable duración diaria y semanal de las horas de trabajo 
                                                          
219 Prados Reyes, F., “El tiempo de trabajo en la normativa comunitaria” en Documentación laboral, nº 43, 
1994, pág. 142. 
220 Fernando García, F.M., “Sobre la Directiva 93/104/CE, relativa a determinados aspectos de la 
ordenación del tiempo de trabajo”, Aranzadi Social, nº 26, 1994, pág. 5-39, y Pérez De Los Cobos, F., La 
aplicación de la Directiva 93/104/CE al personal estatutario de la Seguridad Social, Tirant Lo Blanch, 




(…)”. Las conclusiones del Comité Europeo de Derechos Sociales, tanto de 2007, 2010 
y 2015, señalan que el precepto del ET que establece como duración máxima de la jornada 
laboral 40 horas por semana de promedio en cómputo anual con la posibilidad de 
introducir por vía de la negociación colectiva la distribución irregular de la jornada de 
trabajo, podría suponer llegar a trabajar hasta 60 horas alguna semana, lo cual no resulta 
conforme con el art. 2.1 de la Carta Social Europea, por el que las partes contratantes se 
comprometen “a fijar una razonable duración diaria y semanal de las horas de trabajo 
(…)”. En cuanto al art. 4.2 de la Carta Social Europea, el Comité igualmente considera 
que la situación no se ajusta a la Carta porque el ET no garantiza a los trabajadores el 
derecho a una remuneración incrementada o de descanso compensatorio de mayor 
importancia por las horas extraordinarias221. 
 
 Además, se han aprobado otras Directivas sobre tiempo de trabajo, que afectan ya a 
colectivos específicos, a las cuales remite el art. 14 de la Directiva 2003/88/CE, aunque 
hay que recordar que la Directiva 2000/34/CE, de 22 de junio, reformó la Directiva 
93/104/CE para incluir en su ámbito de aplicación a colectivos antes excluidos, tales 
como a los trabajadores móviles de los sectores excluidos o a los médicos en formación. 
También se han aprobado ciertas directivas sectoriales222. La mayoría de ella con base en 
acuerdos marco. Es el caso de la primera de ellas, la Directiva 1999/63/CE, del Consejo, 
de 21 de junio, relativa al Acuerdo sobre la ordenación del tiempo de trabajo de la gente 
del mar y transpuesta a nuestro ordenamiento jurídico español por RD 285/2002, de 22 
de marzo, que modifica el RD 1561/1995223. Otra directiva que debe citarse es la 
2000/79/CE del Consejo, de 27 de noviembre, relativa a la aplicación del Acuerdo 
europeo sobre la ordenación del tiempo de trabajo del personal de vuelo en la aviación 
civil, cuya transposición a nuestro ordenamiento se operó por el RD 294/2004, de 20 de 
febrero, que modificó el Reglamento de jornadas especiales.  
 
                                                          
221 Las conclusiones XX-3 (2014) del Comité Europeo de Derechos Sociales, pueden consultarse a través 
del siguiente recurso electrónico: 
http://portal.ugt.org/actualidad/2015/abril/boletin21/001-europa.pdf 
Igualmente, puede verse Bajo García, I., “La reforma laboral a la luz de la Carta Social Europea, 
Convergencias y divergencias entre el Tribunal Constitucional y el Comité Europeo de Derechos Sociales, 
RGTSS, nº 40, 2015. 
222 Ferrandans Carames, C., “La controvertida reforma de la Directiva sobre la ordenación del tiempo de 
trabajo”, en Temas Laborales, nº 86, 2006, págs. 97-132. 
223 El hecho de que esta directiva se dedique a las personas que presten ordinariamente sus servicios en 
operaciones mercantiles comerciales produce que se relacione con normalidad con el art. 2.1 de la Directiva 




La Directiva 2002/15/CE, del Parlamento y del Consejo, de 11 de marzo, relativa a la 
ordenación del tiempo de trabajo de las personas que realizan actividades móviles de 
transporte por carretera. Conviene citar también la Directiva 2005/47/CE, del Consejo, 
de 18 de julio, relativa al Acuerdo de Ferrocarriles Europeos y la Federación Europea de 
Trabajadores del Transporte sobre determinados aspectos de las condiciones de trabajo 
de los trabajadores móviles que realizan servicios de interoperabilidad transfronteriza en 
el sector ferroviario224. Igualmente hay que hacer mención a la Directiva 2017/159 del 
Consejo, de 19 de diciembre de 2016, por la que se aplica el Acuerdo relativo a la 
aplicación del Convenio sobre trabajo en la pesca de 2007 de la OIT, lo relevante de 
destacar esta Directiva es porque establece condiciones respecto a las horas de trabajo y 
horas de descanso de este colectivo de trabajadores.  
 
Además de estas Directivas específicas, resulta preciso citar otras que no tienen 
relación directa con el tiempo de trabajo, pero si cierta relación, es el caso de la Directiva 
96/34/CE, del Consejo, de 3 de junio, relativa al acuerdo marco sobre el permiso parental, 
bien es cierto que su articulado no contiene referencias explícitas a la jornadas, ya que se 
limita a establecer reglas concretas sobre el permiso parental y la ausencia del trabajo por 
motivos de fuerza mayor, pero guarda estrecha relación con materias de tiempo de trabajo, 
Y, por último, merece breve referencia la Directiva 97/81/CE, de 15 de diciembre, del 
Consejo, relativa al Acuerdo Marco sobre el trabajo a tiempo parcial225.  
 
Resulta interesante, debido a la importancia que tiene, destacar la Directiva 
2003/88/CE. Los principales objetivos de la misma son paliar las consecuencias negativas 
que el tiempo de trabajo tiene sobre la salud y la seguridad en el empleo; buscar vías para 
encontrar un equilibrio entre la seguridad y la salud de los y las trabajadoras; y la 
ordenación flexible de los tiempos de trabajo. La concreción específica de estos objetivos 
implica un periodo mínimo de descanso diario de 11 horas consecutivas en el curso de 
cada periodo de 24 horas, de una pausa de descanso para un trabajo diario superior a seis 
                                                          
224 Pese a que, desde la Directiva 2000/34/CE, el personal que presta servicios en el transporte ferroviario 
se incluyó en el ámbito de la Directiva 93/194/CE, y que la Directiva 2003/88/CE, se permiten excepciones 
en sus arts. 3, 4, 5, 8 y 16 si dicho personal desarrolla actividades intermitentes, si su tiempo se desarrolla 
a bordo de trenes o si su actividad está ligada a horarios de transporte y deben garantizar la continuidad y 
la regularidad en el tráfico, esta Directiva se proyecta en el mismo ámbito. Aunque restringida a los 
servicios de interoperabilidad transfronteriza, establece para ellos medidas más específicas.  
225 Véase Moreno de Toro, C., “El tiempo de trabajo en la Unión Europea y las líneas directrices para su 




horas, por cada periodo de siete días, de un periodo mínimo de descanso ininterrumpido 
de 24 horas a las que se añadirán las 11 horas de descanso diario y de una duración 
máxima semanal de trabajo de 48 horas incluidas las horas extraordinarias226. Pueden 
establecerse excepciones a los periodos mínimos de descanso mencionados anteriormente 
mediante convenios o de acuerdo con los interlocutores sociales. En concreto, pueden 
preverse una serie de excepciones. En primer lugar, desde el respeto de los principios 
generales de protección de la seguridad y la salud de los trabajadores, cuando la duración 
del trabajador no esté medida o establecida previamente por el propio trabajador.  
 
En segundo lugar, también para determinadas actividades laborales caracterizadas por 
un alojamiento entre el lugar de trabajo y el de residencia del trabajador, como las 
actividades “off-shore”. En tercer lugar, para las actividades de guardia o vigilancia con 
el fin de garantizar la protección de bienes y personas. En cuarto lugar, para las 
actividades caracterizadas por la necesidad de garantizar la continuidad del servicio, tales 
como la asistencia médica prestada por hospitales, la agricultura o los servicios de 
información y prensa. Asimismo, en quinto lugar, en caso de aumento previsible de la 
actividad, en particular en los sectores de la agricultura, el turismo o los servicios postales, 
así como para las personas que trabajan en el transporte ferroviario. En sexto lugar, se 
pueden establecer excepciones a los periodos mínimo de descanso siempre que se 
conceda un periodo de descanso compensatorio. En séptimo lugar, según los criterios 
enumerados en la Directiva, por ejemplo, las actividades caracterizadas por la necesidad 
de garantizar la continuidad del servicio o la producción. Y, por último, mediante 
convenios colectivos o acuerdos celebrados entre los interlocutores sociales227.  
 
En cualquier caso, las excepciones aplicadas a los periodos de referencia para el 
cálculo de la duración del tiempo de trabajo semanal no pueden superar seis meses o, por 
convenio colectivo, doce meses. Un Estado miembro puede autorizar a un empresario a 
establecer excepciones al límite de 48 horas semanales de trabajo a condición de que el 
trabajador dé su consentimiento, pero no debe sufrir perjuicio alguno en caso de que se 
niegue a ello. Por su parte, el empresario se compromete a llevar un registro, accesible a 
las autoridades competentes, sobre cada trabajador que haya aceptado superar los límites 
                                                          
226 Artículos del 3 al 6 de la Directiva 2003/88/CE, pertenecientes al capítulo segundo encuadrados bajo la 
rúbrica “periodos mínimos de descanso (otros aspectos de la ordenación del tiempo de trabajo)”. 




del tiempo de trabajo. Asimismo, deben respetarse los principios generales de seguridad 
y salud228. 
 
El artículo 1.3 de la mencionada directiva, establece que dicha directiva se aplicará a 
todos los sectores de actividad, privados y públicos, en el sentido del artículo 2 de la 
Directiva 89/391/CEE229, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 14, 17, 18 y 19 de 
la presente Directiva230. Con carácter general, la citada Directiva resulta aplicable a la 
práctica totalidad de los sectores de actividad (art. 1.3). Con anterioridad se recogieron 
algunas excepciones para determinados sectores, todos ellos caracterizados por ocupar a 
trabajadores móviles. Se trataba de los sectores de transportes (por carretera, aéreo, y por 
ferrocarril), navegación, pesca marítima y otras actividades realizadas en el mar. Algunos 
de esos sectores excluidos gozan de regulación propia y cuentan con sus propias directivas 
sectoriales, como previamente se han citado.  
 
Aunque se mantienen algunas excepciones por parte de la norma comunitaria, la 
Comisión ha venido proponiendo en los últimos años que se incluya a los trabajadores 
apartados de la aplicación de la Directiva 2003/88/CE para que sea un texto común y de 
mínimos aplicable en todos los sectores y actividades231. Existen una serie de 
                                                          
228 Fotinopoulou Basurko, O., “Derecho social comunitario y jornada del personal sanitario. La revisión de 
la Directiva 93/104/CE sobre determinados aspectos de la ordenación del tiempo de trabajo, Aranzadi 
Social, nº 16, 2004. 
229La presente Directiva se aplicará a todos los sectores de actividades, públicas o privadas (actividades 
industriales, agrícolas, comerciales, administrativas, de servicios, educativas, culturales, de ocio, etc.) La 
presente Directiva no será de aplicación cuando se opongan a ello de manera concluyente las 
particularidades inherentes a determinadas actividades específicas de la función pública, por ejemplo, en 
las fuerzas armadas o la policía, o a determinadas actividades específicas en los servicios de protección 
civil. En este caso, será preciso velar para que la seguridad y la salud de los trabajadores queden aseguradas 
en la medida de lo posible, habida cuenta los objetivos de la presente Directiva. 
230 En los citados artículos se habla de que las disposiciones comunitarias más específicas en torno a la 
ordenación del tiempo de trabajo tienen prioridad aplicativa (art. 14), también se establecen una serie de 
excepciones a la limitación del tiempo de trabajo, cuando así lo exija la especialidad de una actividad, la 
jornada de trabajo no tenga una duración medida, o del tipo de trabajador que se trate (art. 17), también 
existe la posibilidad de que mediante convenio colectivo o acuerdos celebrados entre interlocutores 
sociales, se establezcan excepciones a las disposiciones referentes a la limitación del tiempo de trabajo (art. 
18). Y, por último, también se dispone límites a las excepciones del periodo de referencia (art. 19). 
231 Por lo que respecta al ámbito subjetivo de la Directiva 2003/88/CE, su artículo 1.3 lo define en términos 
de gran amplitud cuando expresa que se aplicará “a todos los sectores de actividad, privado y públicos, en 
el sentido del artículo 2 de la Directiva 89/391/CEE”. Por lo tanto, sigue la misma lógica inclusiva de la 
Directiva Marco de Seguridad y salud en el trabajo, sin perjuicio de ciertos sectores excluidos por regirse 
por otras directivas específicas o de las propias excepciones que contiene la Directiva 2003/88/CE, 
básicamente en sus artículos 17 y 18. En consecuencia, las excepciones a su aplicación por el tipo de 
actividad desarrollada resultan muy limitadas, como ya tuvo oportunidad de poner de manifiesto el TJCE 
en la sentencia resolutoria del asunto SIMAP (STJCE de 3 de octubre, asunto C-303/88). En este sentido 
véase Cabeza Pereiro, J., “Las fuentes reguladoras de la jornada de trabajo”, en AAVV, Tiempo de trabajo, 




disposiciones específicas que se aplican a determinados sectores laborales. Por un lado, 
para los trabajadores móviles y “trabajo off-shore”, las disposiciones sobre el descanso, 
las pausas, el descanso semanal y el trabajo nocturno no se aplican a los trabajadores 
móviles, pero los Estados miembros deben garantizar un descanso suficiente de 
conformidad con las orientaciones de la Directiva. Los periodos de referencia para los 
trabajadores “off-shore” pueden elevarse a doce meses para el cálculo de la duración 
máxima del tiempo de trabajo semanal. Por otro lado, para los trabajadores que ejercen 
su actividad a bordo de buques de pesca, las disposiciones sobre el descanso diario, las 
duraciones máximas del tiempo de trabajo nocturno se aplican a los trabajadores que 
ejercen su actividad a bordo de un buque de pesca de un Estado miembro, aunque la 
duración media semanal de trabajo no debe superar las 48 horas en un periodo de 
referencia de un año. El número máximo de horas de trabajo es de 14 horas por cada 
periodo de 24 horas y de 72 horas semanales. El número mínimo de horas de descanso no 
puede ser inferior a 10 horas diarias y 77 horas semanales. Una serie de disposiciones 
nacionales, convenios colectivos o acuerdos con interlocutores sociales fijan el límite de 
horas de estos dos ámbitos. Y, por último, para médicos en periodo de formación, el límite 
máximo será de 48 horas por semana (hubo unos años de transposición en el que las horas 
de trabajo se fueron disminuyendo paulatinamente para su adecuada adaptación)232. 
 
Es interesante reflejar que la Comisión Europea inicia los intentos de revisión de la 
Directiva el 22 de septiembre de 2004, fecha en la que la Comisión presentó la propuesta 
para incluir la cláusula de exclusión voluntaria “opt out” en la Directiva y abordar la 
cuestión relativa a los tiempos de guardia, a raíz de las sentencias que el TJCE había 
dictado en relación con este tema. La figura del “opt-out” ya se recogía en la Directiva 
93/104/CE y se configura como una medida que permite a los Estados miembros a 
inaplicar el límite máximo de 48 horas de trabajo semanal. Son varias las razones que se 
apuntan por parte de los distintos interlocutores que promueven la eliminación de la 
cláusula opt-out, entre esas razones la principal es que atenta contra la seguridad y salud 
de los trabajadores, debido a que se incrementa el cansancio físico y psíquico de los 
trabajadores y ello supone un aumento de accidentes de trabajo. Además, se duda sobre 
                                                          
232 Para mayor precisión consultar Cabeza Pereiro, J., “Las fuentes reguladoras de la jornada de trabajo”, 





la real y efectiva libertad del trabajador a la hora de consentir la realización de un exceso 
de horas de trabajo233.  
 
 Tras varios años de estancamiento, los Estados miembros adoptaron en el Consejo 
de Empleo, Política Social, Sanidad y Consumidores (EPSCO) una posición común sobre 
la Directiva hasta 2008. El acuerdo del Consejo de junio de 2008 contenía principalmente 
tres propuestas. La primera consiste en no eliminar la cláusula de exclusión voluntaria de 
la Directiva para que los empleadores pudiesen llegar a acuerdos con los trabajadores de 
manera individual a fin de no aplicar los horarios máximos de trabajo de 40 horas por 
semana. La cláusula de exclusión voluntaria ha estado siendo promovida por Reino Unido 
junto con otros Estados miembros. La segunda, establecer que lo que se conoce como 
“periodos inactivos” del tiempo de guardia no sean considerados como tiempo de trabajo, 
aun cuando el trabajador deba permanecer disponible en su lugar de trabajo. Esta 
propuesta parte del principio de que los tiempos de guardia serían divididos en dos 
periodos: “activo” e “inactivo”. Y la tercera, en lo que respecta al cómputo de la duración 
media máxima del trabajo semanal (48 horas), extender el periodo de referencia de cuatro 
meses a doce, sin referencia alguna a las disposiciones de salvaguardia adecuadas, por 
ejemplo, los convenios colectivos234. 
 
La Confederación Europea de Sindicatos (CES) ha estado alegando que dichas 
disposiciones son regresivas y socavan las condiciones de trabajo y los derechos 
sindicales a la negociación colectiva. La posición del Consejo de 2008 no tuvo en cuenta 
ninguna de las propuestas formuladas por el Parlamento Europeo en primera lectura, por 
lo que el Parlamento en segunda lectura de 2008 rechazó la posición común de los Estados 
miembros. El resultado de ello fue que la Directiva se encontrase en un callejón sin salida, 
principalmente en lo referente a las disposiciones sobre “exclusión voluntaria” y “tiempo 
de atención continuada”, con la Comisión Europea y el Parlamento Europeo defendiendo 
posiciones opuestas. A principios de 2009, la Directiva fue remitida a una comisión de 
                                                          
233 Sobre la cláusula opt-out Enjuto Jareño, D., “La modificación de la Directiva 2003/88: problemática en 
torno a la cláusula opt-out, al periodo de referencia para el cómputo de la jornada ordinaria y al concepto 
de tiempo de trabajo efectivo”, en IUS/Labor 3/2005. 
234 Es interesante estudiar el caso de Reino Unido sobre la figura del “opt-out” y las discusiones que se han 
producido por su utilización, para ello puede consultarse: Carby-Hall, J., “Opt-out and variations in working 
time-British style, en Le Travail Humain au Carrefour du Droit el de la Sociologie, 2014, y del mismo 
autor, “Working time: the British experience”, en Regnare Gubernare Administrare. Prowo I Wladza Na 




conciliación en el marco de procedimiento de codecisión entablado por el Consejo y el 
Parlamento; procedimiento que no tuvo buen fin, manteniéndose la situación de 
estancamiento. A raíz de la fase de estancamiento y el fracaso del proceso de conciliación, 
la Comisión adopta el 24 de marzo de 2010, una comunicación relativa a la revisión de la 
Directiva que constituye la primera fase de consulta a los interlocutores sociales de la 
Unión Europea sobre “la posible orientación de una acción de la UE relativa a la Directiva 
sobre el tiempo de trabajo”. El documento de la consulta de la Comisión propone que la 
Directiva sea examinada en profundidad a fin de “reflexionar ampliamente sobre el tipo 
de reglamentación en materia de tiempo de trabajo que permitiría a la Unión hacer frente 
a los desafíos del siglo XXI”. En julio de 2010, la CES expuso a la Comisión Europea su 
posición que consistía en “eliminar la opción de no aplicación (opto ut), mantener las 
normas relativas al periodo de referencia, codificar la jurisprudencia del TJCE relativa al 
trabajo de guardia en el lugar de trabajo y aclarar que la Directiva debe aplicarse por 
trabajador”235. 
 
El 21 de diciembre de 2010, la Comisión puso en marcha la segunda fase de consulta 
con los representantes de los trabajadores y los empleadores, a nivel europeo para tratar 
la cuestión relativa al contenido de la Directiva revisada y preguntar a los interlocutores 
sociales a escala de la UE, si estaban dispuestos a entablar negociaciones en torno a la 
Directiva. El documento de la segunda fase de consulta pedía a los interlocutores sociales 
que opinaran en relación a dos enfoques alternativos del tiempo de trabajo. En respuesta 
de la segunda fase de consulta, la CES elaboro una Resolución aprobada por el Comité 
Ejecutivo en fecha de 8 y 9 de marzo de 2011. La Resolución hacía énfasis en el 
fundamento jurídico de la Directiva sobre el tiempo de trabajo y la obligación legal de 
limitar las jornadas laborales a fin de preservar la salud y la seguridad de los trabajadores 
(como lo establece el artículo 31 de la Carta de los Derechos Fundamentales) y de reducir 
progresivamente las jornadas de trabajo largas, preservando al mismo tiempo las mejoras 
adquiridas (según lo establecido en el artículo 151 del Tratado de Funcionamiento de la 
Unión Europea)236. 
 
                                                          
235 European Trade Union Confederation, “Los derechos fundamentales y la Directiva sobre el tiempo de 
trabajo”, consulta en web a través:  
http://www.ateneocultural1mayo.org/comunes/recursos/99928/doc84431_LOS_DERECHOS_FUNDAM
ENTALES_Y_LA_DIRECTIVA_SOBRE_EL_TIEMPO_DE_TRABAJO.pdf, pág. 15. 




La Resolución señala igualmente que la Comisión no le ha dado suficiente 
importancia a la posición de la CES, por lo que ha recomendado a la Comisión que tenga 
en cuenta la evaluación de impacto realizada y que en virtud de ello ponga punto y final 
a la opción de no aplicación del límite de 48 horas de tiempo de trabajo semanal;  no 
modifique el periodo de referencia actual; que codifique la jurisprudencia del TJCE 
relativa al tiempo de atención continuada en el lugar de trabajo partiendo de la base de 
que el tiempo de guardia debe considerarse como tiempo de trabajo; y que estipule, 
refiriéndose a todos los trabajadores que la Directiva debe aplicarse por trabajador. La 
CES destaca que la Comisión ha presentado varias propuestas que van en la dirección 
correcta, pero también observa que es necesario introducir algunas mejoras en ciertas 
áreas. Dichas mejoras conciernen a la necesidad de garantizar que todos los trabajadores 
estén protegidos por la legislación relativa al tiempo de trabajo237. 
 
4. Líneas de evolución y rasgos esenciales del marco legal y ejercicio de la 
potestad reglamentaria 
 
En primer lugar y con carácter general la jornada de trabajo se encuentra regulada en 
el Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, por el que se regula el texto 
refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores. En concreto, en la sección 5ª del 
capítulo II del Título II del ET, artículos 34 a 38, bajo la rúbrica genérica “Tiempo de 
trabajo”. Desde el ET/1980 hasta nuestros días la regulación legal del tiempo de trabajo 
ha sufrido algunas modificaciones. En rasgos generales, se puede decir que se ha tendido 
hacia la flexibilización de la ordenación del tiempo de trabajo. En el ET de 1980 se 
estableció la semana como módulo de referencia para la distribución de la jornada, pero, 
además, se remitió a la negociación colectiva la eventual distribución irregular de la 
jornada a lo largo del año. Esta versión original del ET/1980 fue objeto de una revisión 
posterior mediante la Ley 4/1983, de 29 de junio, que pasó a rebajar la jornada máxima 
legal que estaba establecida en 43 horas semanales de trabajo efectivo en jornada partida, 
y 42 en jornada continuada, a fijarla en 40 horas semanales238. 
 
                                                          
 
 
238 Goerlich Peset, J.M., “Tiempo de trabajo y negociación colectiva”, en Tiempo de trabajo en la 




 Por su parte, la reforma de 1994 del ET, supuso, por un lado, la consideración legal 
del año como unidad cronológica de referencia, sin perder la perspectiva semanal y, por 
otro, la ampliación de los márgenes de una posible distribución irregular de la jornada, 
tanto en relación con el ámbito en el que se podía pactar como en cuanto a los límites. 
Asimismo, la Exposición de Motivos de la mencionada reforma se hacía alusión a la 
búsqueda de “una adecuación flexible de la gestión de los recursos humanos en la 
empresa, tanto a la situación económica de la misma como a los cambios del mercado en 
el que opera”. Esa idea general trasladada al terreno de la ordenación del tiempo de trabajo 
propiciaba sustanciales cambios: se produjo una reordenación de la “regulación de la 
jornada de trabajo estableciendo los límites y garantías (en materia de jornada, descansos, 
trabajo nocturno o turnos, etc.) que, por razones de salud y seguridad o por objetivos de 
política de empleo, resultan indisponibles, y fijando, en lo demás, un marco de reglas de 
juego en el que la negociación de las partes pueda libremente desarrollarse con objeto de 
hacer compatibles las necesidades organizativas de la empresa y los intereses y 
aspiraciones de los individuos”239. 
 
Más tarde, con el RD Ley 7/2011 se dio prioridad aplicativa a los convenios colectivos 
de empresa, entre otras, en materia de distribución del tiempo de trabajo (art. 84.2.c) ET 
2011). Además, dio una nueva redacción al art. 85.3.i) ET para fijar como contenido 
mínimo de los convenios colectivos medidas para contribuir a la flexibilidad interna en 
la empresa, en particular, “un porcentaje máximo y mínimo de la jornada de trabajo que 
podrá distribuiré de manera irregular a lo largo del año. Salvo pacto en contrario, este 
porcentaje será del 5%”. Los dos Acuerdos para el Empleo y la Negociación Colectiva de 
2010 y 2012 (AENC) ahondaron en la gestión del tiempo de trabajo como medida de 
flexibilidad interna. En concreto, el AENC 2012 distinguió entre flexibilidad ordinaria y 
extraordinaria temporal en materia de tiempo de trabajo240.  
 
La Ley 3/2012 introdujo respecto a nuestro tema de estudio las siguientes novedades. 
En primer lugar, la regulación de la distribución del tiempo de trabajo en un convenio 
colectivo de empresa, que se puede negociar en cualquier momento de la vigencia de 
                                                          
239 Monreal Bringsvarerd, E., La jornada de trabajo: ley y convenio colectivo, Madrid, CES, 2005, págs. 1 
y ss. 
240 Rodríguez Piñero, M., Valdés Dal-Ré, F., Casas Baamonde, M.E., “La aplicación de la Reforma 
Laboral”, op. Cit. Pág. 10/20 y 11/20; AA.VV. Goerlich Peset, J.M. (director), La reforma laboral en el 




convenios colectivos de ámbito superior, siempre tiene prioridad aplicativa sobre los 
convenios sectoriales estatal, autonómico o de ámbito inferior (art. 84.2 ET). Y, en 
segundo lugar, dejó de ser contenido mínimo de los convenios colectivos el 
establecimiento de un porcentaje de jornada que podría ser distribuido de manera irregular 
a lo largo del año (art. 85.3 ET). A partir de esta reforma es la ley la que fija un porcentaje 
de distribución irregular de la jornada a establecer por la empresa en defecto de pacto (art. 
34.2 ET). Así, en defecto de pacto en convenio colectivo o acuerdo entre la empresa y los 
representantes de los trabajadores, la empresa puede distribuir irregularmente la jornada 
a lo largo del año en un 10%, debiendo el trabajador conocer con un preaviso de al menos 
cinco días, el día y hora de la prestación de trabajo resultante de la distribución de la 
jornada241. Por último, el RDL 16/2013 modifica el art. 34.2 ET para disponer que las 
diferencias entre la jornada máxima y la jornada efectivamente realizada, por exceso o 
por defecto, derivadas de la distribución irregular de la jornada de trabajo a lo largo del 
año queden compensadas en el plazo de doce meses desde que se produzcan (año real en 
vez de año natural), salvo que por convenio colectivo o acurdo de empresa se establezca 
un régimen distinto242. 
 
La sección V del capítulo II del Título II cuenta además con su correspondiente 
desarrollo reglamentario, efectuado por el Real Decreto 1561/1995, de 21 de septiembre, 
sobre jornadas especiales de trabajo. Esta regulación legal y reglamentaria, tan 
excesivamente flexible, trae la causa de la Directiva 93/104/CE, más tarde derogada por 
la vigente Directiva 2003/88/CE, formalmente concebida como norma protectora de la 
seguridad y la salud de los trabajadores. A pesar de sus continuos llamamientos a que la 
negociación colectiva proceda a regular esta materia, aún cabe hablar de que todas estas 
fuentes (legales, reglamentarias y comunitarias) tienen el carácter de “mínimos, 
estableciendo limitaciones en la jornada de trabajo y garantizando unos descansos 
inexcusables, sin perjuicio de su regulación concreta en la negociación colectiva, pactos 
específicos o contrato de trabajo”. En el ámbito laboral no es frecuente que el reglamento 
aborde de manera autónoma o independiente la regulación de una determinada materia, 
                                                          
241 Luján Alcaráz, J., “Cambios y reformas laborales en un contexto de crisis”, en Revista Internacional de 
Ciencias Sociales, op.cit. págs. 8-9; igualmente Pérez de los Cobos Orihuel, F., Monreal Bringsvaerd, E., 
“La regulación de la jornada de trabajo en el ET”, Revista del Ministerio de Trabajo y Asuntos sociales, nº 
58; op.cit., págs. 62-63; Sempere Navarro, A., Martín Jiménez, R., Claves de la reforma laboral de 2012. 
Estudio del RD ley 3/2012, Thomson Reuters, Navarra, 2012, pág. 198. 
242 García Murcia, J., “El devenir de la legislación laboral y social tras las profundas reformas del periodo 




aunque existen algunas habilitaciones legales al reglamento de carácter muy amplio, 
carentes de indicaciones precisas sobre su alcance y contenido. Una de esas habilitaciones 
de carácter amplio es la que permite que el reglamento regule las relaciones laborales de 
carácter especial, con el único límite de respeto a los derechos básicos reconocidos en la 
Constitución (art. 2.2 ET), aunque con un plazo temporal infranqueable243. Aunque se 
planteó alguna duda sobre su legalidad, la jurisprudencia acepta la validez de esta técnica 
de remisión al reglamento244. Una habilitación similar dio el ET para la regulación del 
trabajo del personal civil no funcionario en establecimientos militares. Igualmente, otra 
habilitación es la que permite al Gobierno regular las condiciones de trabajo por rama de 
actividad, siempre que no exista convenio colectivo y que no sea posible la extensión de 
un convenio colectivo en vigor (disposición Adicional 7ª ET)245. Además, el apartado 7 
del artículo 34 del ET autoriza al Gobierno para establecer, a propuesta del Ministro de 
                                                          
243 Los reglamentos que regulan las relaciones laborales especiales son el RD 1382/1985, de 1 de agosto, 
regula la relación laboral de carácter especial del personal de alta dirección; el RD1620/2011, de 14 de 
noviembre que regula la relación laboral de carácter especial del servicio del hogar familiar; el RD 
782/2001, de 6 de julio, que regula la relación laboral de carácter especial de los penados que realicen 
actividades laborales en talleres penitenciarios y la protección de la Seguridad Social de los sometidos a 
penas de trabajo en beneficio de la comunidad; el RD 1006/1985, de 26 de junio, regula la relación laboral 
especial de los deportistas profesionales; el RD 1435/1985, de 1 de agosto, regula la relación laboral 
especial de los artistas en espectáculos público; el RD 1438/1985, de 1 agosto, regula la relación laboral 
especial de las personas que intervengan en operaciones mercantiles por cuenta de uno o más empresarios, 
sin asumir el riesgo y ventura de aquéllas; RD 1368/1985, de 17 julio, regula la relación laboral de carácter 
especial de los minusválidos que trabajen en los Centros Especiales de Empleo; RD- Legislativo 2/2011, 
de 5 de septiembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Puertos del Estado y de la Marina 
Mercante y Real Decreto 371/1987, de 13 de marzo por el que se aprueba el Reglamento para la ejecución 
del Real Decreto Ley 2/1986, de 23 de mayo, de estiba y desestiba de buques. El RD Ley 4/2017, de 24 de 
febrero, aprobado para dar cumplimiento a la Sentencia del TJUE de 11 de diciembre de 2014, derogó tanto 
el art. 2.1.h) ET como los preceptos del RD Legislativo 2/2011 que regulaban esa relación especial, aunque 
no llegó a ser convalidado en trámite parlamentario y fue a su vez derogado por acuerdo del Congreso de 
los Diputados de 16 de marzo de 2017 (BOE 24 de marzo).  
Ley 44/2003, de 21 de noviembre se regula la ordenación de las profesiones sanitarias y RD 1146/2006, de 
4 de octubre que regula la relación laboral especial de residencia para la formación de especialistas en 
Ciencias de la Salud; RD 1331/2006, de 17 de noviembre, regula la relación laboral de carácter especial de 
los abogados que prestan servicios en despachos de abogados, individuales o colectivos; RD 696/2007, de 
1 de junio, regula la relación laboral  de los profesores de religión prevista en la disposición adicional 
tercera de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación; RD 696/2007, de 1 de junio, por el que se 
regula la relación laboral de los profesores de religión prevista en la disposición adicional tercera de la Ley 
Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de educación; Ley 9/2010, de 14 de abril por la que se regula la prestación 
de servicios de tránsito aéreo, se establecen las obligaciones de los proveedores civiles de dichos servicios 
y se fijan determinadas condiciones laborales para los controladores civiles de tránsito aéreo; Ley Orgánica 
6/2001, de 21 diciembre de Universidades y Ley 14/2011, de 1 de junio, Ley de la Ciencia, la Tecnología 
y la Innovación. 
244 Véase en este sentido la STS 25 de junio de 1985 (RJ 1985,3452). 
245 Probablemente una de las construcciones doctrinales pasadas en torno a la naturaleza de las viejas 
reglamentaciones y ordenanzas sigue siendo útil: “nos hallamos ante una deslegalización, respetuosa del 
objeto de las reservas parlamentarias que cumplen el ET y otras leyes laborales e impuesta por la enorme 
variedad posible del contenido de las normas reglamentarias que, dentro de la tipología general, a lo que 
más recuerdan es a los reglamentos autónomos o independientes  si bien traigan causa de la ley  (de la Disp. 
Adic. 7ª)”. Véase Casas Baamonde, Mª E., Alonso Olea, M., “Derecho del trabajo”, ed. Civitas, Madrid, 




Trabajo y Seguridad Social y previa consulta a las organizaciones sindicales y 
empresariales más representativas, ampliaciones o limitaciones en la ordenación y 
duración de la jornada de trabajo y de los descansos para aquellos sectores y trabajos que 
por sus peculiaridades así lo requieran. En el mismo sentido, el apartado 1 del artículo 36 
y el apartado 1 del artículo 37 de la Ley citada otorgan al Gobierno idéntica facultad en 
relación con la duración de la jornada de trabajo de los trabajadores nocturnos y con el 
descanso semanal, así como para la fijación de regímenes de descanso alternativos para 
actividades concretas246. En su función ordinaria de desarrollo y ejecución de la ley, el 
reglamento suele ocuparse de materias de cierto detalle o complejidad jurídica (empleo, 
contratación temporal), de especial dificultad técnica (prevención de riesgos laborales), 
de carácter coyuntural o de renovación periódica (salario mínimo, incentivos al empleo), 
o de aplicación sectorial (jornadas especiales). 
 
Desde el punto de vista jerárquico el reglamento se subordina a la CE y a la ley y, en 
su caso, al reglamento de jerarquía superior, en tanto que las disposiciones aprobadas por 
orden ministerial se someten a las que revisten la forma de real decreto (art. 23 de la Ley 
50/1997). Por su parte, los jueces tienen el mandato de no aplicar los reglamentos 
contrarios a la ley como se aprecia en los arts. 6 y 8 LOPJ y cabe la anulación de los 
reglamentos ilegales (art. 58 LOPJ). Son nulas las resoluciones administrativas que 
vulneren lo dispuesto en un reglamento, aunque hayan sido dictadas por órganos de igual 
o superior jerarquía (art. 23.4 de la Ley 50/1997). En el ámbito laboral el reglamento no 
puede regular condiciones distintas a las establecidas por la ley objeto de desarrollo (art. 
3.2 ET), aunque por disposición legal se pueden atribuir otras posibilidades. Igualmente, 
la jurisprudencia admite el reglamento en las materias no reguladas por ley y no remitidas 
a la negociación colectiva como se desprende de la STS de 31 de enero de 1990247. Como 
parece lógico, tampoco puede contradecir el reglamento lo dispuesto en normas 
internacionales ratificadas por España, ni el Derecho comunitario y suele tener carácter 




                                                          
246 RD 1561/1995, de 21 de septiembre, sobre jornadas especiales de trabajo. 
247 STS de 31 de enero de 1990 (RJ 1900, 574). 
248 Martín Valverde, M., García Murcia, J., Tratado práctico de derecho de trabajo, vol. I, Ed. Aranzadi, 




5. El papel de la negociación colectiva 
 
 
Además de todo lo anterior, en las relaciones de trabajo rigen también normas 
“pactadas”, procedentes de la negociación colectiva entre representantes de los 
trabajadores y empresarios249. La validez de estas normas viene respaldada por el art. 37.1 
CE que reconoce “el derecho de negociación colectiva y encarga a la ley garantizar su 
ejercicio, así como la fuerza vinculante de los convenios colectivos”250. El art. 3.1 b) ET 
consagra la eficacia reguladora de los convenios al decir que “los derechos y obligaciones 
concernientes a la relación laboral se regulan (…) por convenios colectivos”. Así y 
conforme a lo dispuesto en el art. 37.1 CE y arts. 3.1.b), 82 y 87 ET, el convenio colectivo 
es fuente de derecho y tiene eficacia normativa creando derechos y obligaciones entre las 
partes que lo conciertan, constituye además la norma más cercana y específica que regula 
las relaciones existentes entre ellos”251. La ley también prevé la firma de “acuerdos de 
empresa”, negociados entre la dirección de la empresa y la representación de los 
trabajadores en la misma252. Aunque por su eficacia y manera de obligar se acercan al 
convenio estatutario, se distinguen de él por su objeto, que suele ser muy limitado o 
específico (clasificación profesional, salarios, jornada de trabajo, etc.). Además, no se les 
                                                          
249 Este poder se ejercita a través del que el art. 37.1 CE reconoce, y encomienda a la ley que garantice, 
como “el derecho a la negociación colectiva laboral”, que tiene el convenio con “fuerza vinculante” como 
objeto y finalidad. Véase Casas Baamonde, M. E., Alonso Olea, M., Derecho del trabajo, ed. Civitas, 
Madrid, vigésimo séptima edición, 2010, pág. 995. 
250 Sin embargo, el derecho a la negociación colectiva no se beneficia de las garantías deparadas a los 
derechos y libertades reconocidos en la Sección 1ª del Cap. segundo, Tít. I, CE (procedimiento preferente 
y sumario y el recurso de amparo (art. 53.2 y 161.1.b CE)); el TC extiende la protección de la libertad 
sindical a la facultad de negociación colectiva de los sindicatos, que se considera contenido esencial de la 
libertad sindical, doctrina que la LOLS confirma (art. 2.2.d). La idea constitucional de que la negociación 
colectiva es objeto de un derecho plantea de inmediato el problema de la existencia de un deber 
correspondiente. Este deber es explícitamente reconocido por el ET cuando dispone que la parte que reciba 
la propuesta de celebrar un convenio no podrá, salvo supuestos excepcionales, “negarse a la iniciación de 
las negociaciones” (art. 89.1). Estar obligado a iniciar las negociaciones no equivale a estar obligado a 
concluir el pacto. Véase Montoya Melgar, A., Derecho del Trabajo, 36ª edición, Ed. Tecnos, Madrid, 2015, 
pág. 159. 
251 STS de 4 de junio de 2006 (RJ 2002, 7576), Martín Valverde, A., García Murcia, J., Tratado práctico 
de Derecho de Trabajo, op.cit. págs. 140 y ss. 
252 Sobre los acuerdos de empresa véase García Murcia, J., Los acuerdos de empresa, CES, 1998, pág. 136, 
en concreto dice que “los acuerdos de empresa tienen asignado por la ley un cometido muy específico (…)”, 
entre ellos “(…) distribución anual de la jornada y determinación del tiempo de trabajo diario en los arts. 
34.2 y 3 ET” a lo que añade “previsiones que deben completarse con remisiones al acuerdo de empresa 





exigen expresamente requisitos de forma y tramitación especial. Acuerdos de este tipo 
están previstos, por ejemplo, en el artículo relativo a la jornada de trabajo, art. 34 ET253.  
 
La norma llama a la negociación colectiva para que regule determinados aspectos 
sobre la ordenación del tiempo de trabajo. El primer llamamiento es el establecido en el 
art. 34 ET, “la duración de la jornada de trabajo será la pactada en los convenios colectivos 
o contratos de trabajo”, estableciéndose a continuación un límite máximo de 40 horas 
semanales en cómputo anual. También es trascendental la posibilidad de establecer 
jornadas irregulares en un periodo de referencia anual “mediante convenio colectivo o, 
en su defecto, por acuerdo entre la empresa y los representantes de los trabajadores”254. 
Y las llamadas más particulares a la autonomía negocial aparecen a lo largo de la 
regulación estatutaria de la jornada de trabajo, a saber: a) el límite máximo de nueve horas 
de trabajo efectivo es disponible para establecer otra distribución “por convenio colectivo 
o, en su defecto, acuerdo entre la empresa y los representantes de los trabajadores (…) 
respetando (…) el descanso entre jornadas” (art. 34.3 ET); b) “la compensación de las 
diferencias, por exceso o por defecto, entre la jornada realizada y la duración máxima de 
la jornada ordinaria legal o pactada será exigible según lo acordado en convenio colectivo 
o, a falta de previsión al respecto, por acuerdo entre la empresa y los representantes de 
los trabajadores”; c) el trabajador tendrá derecho a adaptar la duración y distribución de 
la jornada de trabajo para hacer efectivo su derecho a la conciliación de la vida personal, 
familiar y laboral “en los términos que se establezcan en la negociación colectiva o 
acuerdo con el empresario”255; d) cuando la duración de la jornada continuada sea 
superior a seis horas, el periodo de descanso no inferior a 15 minutos “se considerará 
periodo de trabajo (sólo) cuando así esté establecido o se establezca por convenio 
colectivo o contrato de trabajo” (art. 34.4 ET); la opción entre retribuir las horas 
extraordinarias o compensarlas con tiempos equivalentes de descansos retribuidos le 
corresponde al “convenio colectivo o, en su defecto, al contrato individual”, estándose, 
                                                          
253 Alarcón Caracuel, M.R., “El tratamiento del tiempo de trabajo, en el marco de la ley, por la negociación 
colectiva” en Empleo, contratación y negociación colectiva, XI Jornadas sobre la negociación colectiva, 
MTAS, Madrid, 1999, pág. 83. 
254 Al respecto, García Blasco, J., “Flexibilidad del tiempo de trabajo; jornadas y descansos”, en AAVV, 
Reforma de la legislación laboral, Marcial Pons, Madrid, 1995, pág. 302, expresa “el ordenamiento laboral 
legal español se ha inclinado en la última década no tanto por la reducción de la jornada, como por la 
flexibilidad de la distribución de la misma, buscando que la empresa pueda adaptarse mejor a sus 
necesidades productivas”. 
255 Sobre los acuerdos de empresa véase García Murcia, J., Los acuerdos de empresa, Centro de 




en defecto de pacto al respecto, a la compensación (art. 35.1 ET); e) aunque la prestación 
de trabajo en horas extraordinarias es, como norma general, voluntaria, es posible “que 
su compensación se haya pactado en convenio colectivo o contrato individual de trabajo”, 
siempre respetando el límite indisponible de 80 horas anuales como máximo, aunque si 
las horas extraordinarias son compensadas con descanso en los cuatro meses siguientes a 
su realización no computarán para el límite de 80 horas máximas; f) respecto al trabajo 
nocturno “tendrá una retribución específica que se determinará en la negociación 
colectiva”, eliminándose, de este modo, las cuantías retributivas mínimas establecidas en 
anteriores textos estatutarios con relación a las horas de trabajo nocturno” (art. 36.3 ET); 
g) la negociación colectiva tiene atribuidas competencias en la determinación del periodo 
de vacaciones retribuidas que se atenderá a lo pactado en convenio colectivo o contrato 
individual, y las reglas de su disfrute son competencia del convenio colectivo, dentro de 
las cuales lo fijarán el empresario y el trabajador de mutuo acuerdo (art. 38 ET); h) y, por 
último, un llamamiento similar se encuentra en la regulación del permiso de lactancia 
cuando se admite su acumulación en jornadas completas “en los términos previstos en la 
negociación colectiva o en el acuerdo a que se llegue con el empresario respetando, en su 
caso, lo establecido en aquélla” (art. 37.4 ET)256. 
 
En la Sentencia de la Audiencia Nacional de 4 de julio de 2014257, se destaca que “la 
duración de la jornada se encomienda por el legislador a la negociación colectiva, cuya 
finalidad, de acuerdo con la exposición de motivos de la Ley 3/2012, de 6 de julio,  
consiste en fortalecer los mecanismos de adaptación de las condiciones de trabajo a las 
circunstancias a las circunstancias concretas que atraviese la empresa, de manera que la 
adaptabilidad de las empresas a las circunstancias sobrevenidas del mercado, se 
constituye en el primer objetivo de la reforma, que incentiva la promoción de medidas de 
flexibilidad interna”. De tal forma, la negociación colectiva puede fijar la llamada 
“jornada de referencia” si “han precisado de manera pormenorizada y transparente en qué 
supuestos puede incrementarse o disminuirse la jornada de referencia”, estableciendo “la 
                                                          
256 En este sentido, Monereo Pérez, J.L., Gorelli Hernández, Tiempo de trabajo y ciclos vitales, op.cit., 
págs. 120-123; De Santos Sánchez, V, “Control del tiempo de trabajo. Tratamiento en la Negociación 
Colectiva. Jurisprudencia de los tribunales españoles y de la UE (…)”., menciona la “transcendencia del 
tiempo de trabajo en la relación laboral y en la negociación colectiva”, destaca que “un ejemplo de las 
posibles tensiones entre ambas radica en que los temas de jornada y horario constituyen condiciones de 
trabajo que afectan profundamente al régimen de la vida de los trabajadores por lo tanto constituyen una de 
las materias más sensibles sobre las que se impone la necesidad de negociación”, así lo ha señalado el TS 
en STS de 28 de febrero de 2007 (Rec. 184/2005) y de 28 de septiembre de 2009 (Rec. 146/2008).  




posibilidad de alterar la jornada del convenio, mediante la introducción anticipada del 
mecanismo previsto en el art. 82.3 ET”258. 
 
Conviene hacer mención a la prioridad aplicativa que se le ha otorgado al convenio 
de empresa a partir de la reforma laboral de 2012. Con ello, se pretende ajustar en mayor 
medida la negociación a las circunstancias de la empresa. En esencia, se pretende que la 
negociación colectiva promueva la ordenación flexible del tiempo de trabajo y su 
concreción en la empresa para la mejor adaptación a las necesidades productivas y de los 
trabajadores259. De esta forma, la ordenación del tiempo de trabajo en la empresa se podrá 
adaptar a las necesidades que la empresa en cuestión requiera. Resulta relevante 
igualmente destacar que el III Acuerdo Interconfederal para la negociación colectiva260 
contiene referencia conforme a la cual los convenios colectivos deben avanzar en “la 
gestión del tiempo de trabajo; la distribución y redistribución de la jornada, incluso su 
cómputo anual y su distribución flexible; la limitación de las horas extraordinarias que no 
sean estrictamente necesarias; la utilización de sistemas flexibles de jornada, acompañada 
de los correspondientes procesos de negociación y de las condiciones para su realización, 
con el objetivo compartido de conciliar las necesidades de las empresas con las de los 
trabajadores”. Al margen del tema de las horas extraordinarias, el resto de las referencias 
se enuncian en clave flexibilizadora. 
 
6. La autonomía de la voluntad en el contrato de trabajo  
 
La autonomía de la voluntad de las partes en cuanto a la delimitación del tiempo de 
trabajo en el contrato de trabajo puede existir, pero siempre respetando lo dispuesto en 
las normas legales y convencionales pactadas261. Tanto el empresario como el trabajador 
                                                          
258 Al respecto, De Santos Sánchez, V., “Control del tiempo de trabajo (…)”, op.cit. pág. 11-12. 
259 Del Rey Guanter, S., “La negociación colectiva a nivel de empresa y, en particular, la prioridad aplicativa 
del convenio colectivo de empresa”, en Estructura de la negociación colectiva, XXVII Jornadas de estudio 
sobre negociación colectiva. Comisión Consultiva Nacional de Convenios Colectivos, MTAS, 2015, págs. 
70-72. En formato electrónico:  
https://explotacion.mtin.gob.es/libreriavirtual/descargas.action?f_codigo=WIYE1106&codigoOpcion=3 
260 Resolución de 15 de junio de 2015, de la Dirección General de Empleo, por la que se registra y publica 
el III Acuerdo para el Empleo y la Negociación Colectiva 2015, 2016 y 2017. 
261 En palabras de Monereo Pérez, Gorelli Hernández, Tiempo de trabajo y ciclos vitales, op.cit., pág. 125, 
“la autonomía individual se ha visto tremendamente revalorizada en materia de tiempo de trabajo (…) 
podemos decir que la regulación legal ha supuesto un impulso por el que se ha creado mayor espacio para 
la autonomía individual, y consecuentemente, se ha reforzado el poder empresarial”, en igual sentido, 
Escudero Rodríguez, R., “Significación del tiempo de trabajo, fuentes reguladoras y dinámica de la 




una vez considerado lo anterior pueden negociar el horario a realizar y plasmarlo en el 
contrato de trabajo. Una vez que se ha sido fijado la ordenación del tiempo de trabajo a 
nivel convencional o contractual, en principio no puede ser modificada, salvo causas 
excepcionales. De este modo, partiendo del carácter esencial del tiempo de trabajo, tan 
solo por razones excepcionales y mediando el procedimiento correspondiente podría el 
empresario alterar el alcance de una condición de esta naturaleza. El marco normativo 
que deriva de esta premisa teórica ese encuentra en torno a tres preceptos del ET: de un 
lado, los arts. 41 y 82.3 ET son los que habilitan para la alteración sustancial cualitativa 
del tiempo (distribución temporal) y el art. 47 ET el que posibilita la alteración sustancial 
cuantitativa del tiempo de trabajo. A su vez, la alteración cualitativa se ramifica en dos: 
el art. 41 ET sirve para llevar a cabo las alteraciones de horario contenidas en condiciones 
contractuales estrictas o en convenios colectivos extraestatutarios, mientras que el art. 
82.3 ET (y el arbitraje obligatorio que contiene) sirve para encauzar la alteración de 
condiciones relacionadas con el horario o la distribución del tiempo de trabajo contenidas 
en convenios colectivos estatutarios262.  
 
Las relaciones entre autonomía colectiva e individual se han basado tradicionalmente 
en el predominio de lo colectivo sobre lo individual, siendo esta una postura mantenida 
por la doctrina laboral263 y la jurisprudencia constitucional264. Al margen de considerar 
que el interés colectivo es superior al individual por surgir como una síntesis de los 
diferentes intereses individuales, y estar dirigido a obtener bienes que satisfacen 
necesidades comunes a todos los sujetos265, la razón del predominio de la autonomía 
                                                          
262 Sobre las diferencias entre ambos procedimientos de inaplicación de condiciones de trabajo, en particular 
con relación a que la inaplicación del convenio extra estatutario requiere la utilización del procedimiento 
establecido en el art. 41 ET, mientras que la alteración del convenio estatutario desencadena la aplicación 
del art. 82.3 ET, entre otros véase Galán Durán, L., “Modificación de la cuantía salarial por la vía de los 
arts. 41 y 82.3 ET tras el RD ley 3/2012 (Una aproximación al tema), Actualidad Laboral, nº 11, 2012. 
263 Rodríguez Piñero, M., “Negociación colectiva e individualización de las relaciones laborales”, 
Relaciones laborales, Tomo II de 1991, pág. 47, igualmente Ojeda Avilés, A., “Autonomía colectiva y 
autonomía individual”, Relaciones laborales, Tomo II de 1991, pág. 316, entre otros. 
264 En este sentido, STC 105/1992, “se trata de una práctica empresarial consistente en intentar lograr una 
regulación de jornada diferente a la establecida en convenio colectivo, por vía de ofrecer en masa a los 
trabajadores una nueva regulación contractual de la jornada. En este respecto, el TC afirmó “prevalecer la 
autonomía de la voluntad individual de los trabajadores sobre la autonomía colectiva plasmada en convenio 
legalmente pactado entre los sindicatos y la representación empresarial, quebraría el sistema de la 
negociación configurado por el legislador, cuya virtualidad viene determinada por la fuerza vinculante de 
los convenios constitucionalmente prevista en el art. 37.1 CE”. 
265 En este sentido, García Becedas, G., “Interés colectivo e interés sindical ¿un lugar para el interés 
individual?”, en AAVV, Cuestiones Actuales de Derecho de Trabajo. Estudios ofrecidos por los 





colectiva sobre la individual también reside en que el Derecho del Trabajo actúa como un 
mecanismo de limitación del libre juego de la autonomía individual de la voluntad, debido 
al desequilibrio que existe entre los contratantes, empresario y trabajador266. La 
autonomía colectiva es un magnífico instrumento para evitar esa situación de 
desequilibrio contractual y para reequilibrar los poderes negociales entre empresario y 
trabajadores267. 
 
No obstante, en las últimas décadas se ha producido un cierto retorno al contrato de 
trabajo. Pese a la recuperación de la autonomía individual, el legislador no está 
posicionando a la autonomía individual en situación de igualdad respecto de la 
negociación colectiva; sino que la autonomía individual actuará bien de manera 
suplementaria, bien supletoriamente, respecto del convenio colectivo. De tal forma que 
lo regulado en contrato individual o bien ha de mejorar lo previsto en el convenio 
colectivo, o bien podrá regular autónomamente el tiempo de trabajo y su distribución, en 
defecto de convenio268.  
 
Conviene destacar una Sentencia del TC sobre los pactos en masa de 26 de septiembre 
de 2005269. En dicha sentencia el asunto versaba sobre la validez de los acuerdos 
individuales de varios trabajadores, a través de la aceptación voluntaria de las medidas 
propuestas por la empresa en materia de horario, una vez que la empresa no había llegado 
a un acuerdo en la materia con los representantes de los trabajadores, modificándose para 
esos trabajadores el convenio colectivo. El sindicato recurrente considera que ese tipo de 
acuerdos vulnera el derecho a la negociación colectiva, integrante del más amplio derecho 
de libertad sindical, en concreto, vulnera el art. 41 ET por lo que formula demanda a 
través del procedimiento de conflicto colectivo. Tanto el Tribunal Superior de Justicia de 
Madrid en sentencia de 10 de diciembre de 2002 como el TS en sentencia de 18 de julio 
de 2003, consideraron que no era aplicable al supuesto el procedimiento de conflicto 
colectivo “dado que se trata de una cuestión que afecta directamente a intereses 
                                                          
266 Monereo Pérez, Gorelli Hernández, Tiempo de trabajo y ciclos vitales, op.cit. pág. 127. 
267 Al respecto, García-Perrote Escartín, J.I., “Ley, convenio colectivo, contrato de trabajo y derechos 
fundamentales del trabajador”, Revista de Derecho Social, nº 4, págs. 20-21, igualmente, Del Rey Guanter, 
S., “Autonomía individual y autonomía colectiva: algunos puntos críticos a la luz del Texto Refundido del 
ET”, Revista Española de Derecho del Trabajo, nº 77, pág. 425, y Galiana Moreno, J.M., “Crisis del 
contrato de trabajo”, Revista de Derecho Social, nº 22, pág. 52. 
268 Así lo afirman Monereo Pérez y Gorelli Hernández, Tiempo de trabajo y ciclos vitales, op.cit., pág. 128. 




individuales de los trabajadores, cuya vida podría verse alterada como consecuencia de 
un proceso en el que no han sido las partes ni han tenido oportunidad de ser oídos”, a lo 
que añade el TS que “no se trata de una modificación peyorativa sino de un “pacto 
novatorio” entre la empresa y los trabajadores que resulta más favorable para éstos”270.  
 
El sindicato recurre en amparo ante el TC que se lo otorgó en la sentencia de 26 de 
septiembre de 2015. Dicha sentencia resta valor a los posibles beneficios de los 
trabajadores del nuevo horario frente a la dimensión constitucional del caso y la 
vulneración del derecho a la negociación colectiva271. En concreto, en su fundamento 
jurídico 7º mantiene que “no resulta relevante la pretendida voluntariedad para los 
trabajadores de la oferta empresarial ni que las nuevas medidas fueran o no más 
favorables para quienes las aceptaran, sino que tales medidas, por su transcendencia, 
importancia y significado evitaran la intervención de los representantes sindicales o 
vaciaran el contenido efectivo al convenio colectivo”. La cuestión de fondo, como indica 
el fundamento jurídico 3º es la “afectación del derecho a la negociación colectiva” y a 
través de él, del derecho de libertad sindical por actuaciones empresariales dirigidas a 
obtener a través de la autonomía individual el establecimiento de condiciones de trabajo 
para un conjunto de trabajadores de la empresa que modifican las previstas en el convenio 
colectivo de aplicación”.  
 
Por lo tanto, de acuerdo a lo anterior puede decirse que existe cierta autonomía 
individual por parte del empresario para modificar o alterar lo dispuesto en el convenio 
colectivo aplicable a través de los procedimientos mencionados272. Pero, además tras la 
                                                          
270 Cabeza Pereiro, J. “Las fuentes reguladoras de la jornada de trabajo”, en AAVV, Tiempo de trabajo, 
Albacete, 2007, pág. 28 y ss. 
271 De Santos Sánchez, V., “Control del tiempo de trabajo (…)”, op.cit., pág. 10-12. 
272 Parte de la doctrina ha destacado que la reforma laboral de 2012 ha incrementado las prerrogativas 
empresariales en materia de modificación sustancial de condiciones de trabajo al reformular las causas 
económicas, técnicas, organizativas o de producción. Se ha mantenido, por ejemplo, que la decisión se 
limitará, tras la reforma de 20122, a comprobar la concurrencia de causa, sin que proceda control alguno 
de razonabilidad. Así, Aguilera Izquierdo, R., “Clasificación profesional, movilidad y modificación 
sustancial de condiciones de trabajo”, en Montoya Melgar, A., y García Murcia, J., Comentario a la reforma 
laboral 2012, Pamplona, 2012. En sentido similar, Roqueta Buj, R., “Flexibilidad interna”, en Blasco 
Pellicer y otros, La reforma laboral en el Real Decreto Ley 3/2012, Valencia, 2012, pág. 116, dicha autora 
refiere que tras la reforma laboral de 2012 se incrementan las prerrogativas empresariales en relación con 
la modificación sustancial de condiciones de trabajo, hasta el punto de que éstas no encuentran más límite 
que la buena fe, el fraude de Ley y el abuso de derecho. Otra parte de la doctrina, refiere que el cambio en 
la formulación de las causas para la modificación sustancial de las condiciones de trabajo operada por la 
reforma de 2012 no exime al empresario de la prueba de la razonabilidad. Al respecto, entre otros, 
Sanguineti Raymond, “La reforma flexibilizadora de la modificación sustancial de condiciones de trabajo 




reforma laboral de 2012 y como ya se ha mencionado en anteriores ocasiones, se dota al 
empresario de cierto grado de autonomía empresarial en la gestión del tiempo de trabajo. 
Hasta 2012 mediante convenio colectivo o acuerdo de empresa se podía distribuir 
irregularmente la jornada a lo largo del año, desde esa fecha se otorga al empresario, en 
defecto de pacto, la facultad de distribuir el 10% de la jornada anual de forma irregular. 
De este modo, la ley garantiza al empresario una cuota mínima de flexibilidad en la 
gestión del tiempo de trabajo a cargo de sus trabajadores para todos aquellos supuestos 
en los que ni el convenio colectivo ni un eventual acuerdo entre la empresa y los 
representantes de los trabajadores hubiesen establecido un sistema específico de 
distribución de la jornada ordinaria de trabajo. Puede decirse que, dada la vigente 
regulación, el empresario tiene la autonomía individual de distribuir un porcentaje de 
jornada de forma irregular, siempre y cuando previamente no se haya previsto en la 
negociación colectiva273. 
 
Es preciso señalar que el art. 34.3 ET establece que “a salvo de disposición en 
contrario en el convenio colectivo o acuerdo de empresa subsidiario, la jornada diaria 
tiene un tope de nueve horas ordinarias innacesible para la autonomía individual”. Lo más 
plausible es que, cuando no se hubiese alcanzado un acuerdo en sede colectiva sobre la 
distribución irregular de la jornada a lo largo del año, tampoco existiese consenso en 
cuanto a la supresión del límite de las nueve horas diarias. Y, en tales casos, cuando el 
empresario pase a distribuir irregularmente hasta el 10% de la jornada anual por 
aplicación directa del art. 34.2 ET, deberá hacerlo con atención a las nueve horas que 
podrán trabajarse como máximo cada uno de los días e ese año; lo que contendría de un 
modo significativo el grado de autonomía que ostentaría el empresario de cara a la gestión 
del tiempo de trabajo274. 
 
                                                          
273 Martínez Moreno, C., “La recomposición del sistema de fuentes en la ordenación del tiempo de trabajo”, 
en AAVV, Régimen Jurídico y gestión racional del tiempo en la empresa, Cizur Menor, Navarra, Aranzadi, 
2013, págs. 33-35, igualmente Rodríguez Sanz de Galdeano, B., “Los límites a las facultades empresariales 
de distribución irregular de la jornada tras las últimas reformas flexibilizadoras”, en AAVV, Las reformas 
del derecho del trabajo en el contexto de la crisis económica, Valencia, Tirant lo Blanch, 2013, pág. 710 y 
Martínez Yáñez, N., “Las fuentes de la distribución irregular de la jornada tras las sucesivas reformas 
laborales”, Relaciones Laborales, nº 5, 2013, págs. 18 y 19. 
274 Así es entendido por Basterra Hernández, M., “Autonomía empresarial en la gestión del tiempo de 
trabajo: la distribución de la jornada ordinaria y el recurso a las horas extraordinarias”, en Revista de 




Además, las horas extraordinarias ofrecen un mecanismo alternativo para adaptar la 
jornada de trabajo de los trabajadores a tiempo completo275. Salvo las horas 
extraordinarias por fuerza mayor, las horas extraordinarias son voluntarias, sin embargo, 
puede ocurrir que en convenio colectivo se fije la realización de las horas extraordinarias. 
Si ese fuera el caso, el grado de autonomía individual del trabajador para realizar horas 
extraordinarias sería nulo, pues el convenio colectivo que le resulta de aplicación ha 
establecido la realización de las horas extraordinarias. También se puede acordar en 
contrato de trabajo la realización de horas extraordinarias, en ese caso goza la autonomía 
de la voluntad de las partes, aunque podría plantearse el interrogante de si la posición 
preponderante del empresario podría influir en cierta medida en la decisión de su 
realización o no276.  
 
7.  Usos y costumbres laborales y profesionales 
 
Los usos y costumbres rigen en las relaciones de trabajo cuando cumplen dos 
condiciones específicas, la primera es que sean “locales”, es decir, de la localidad donde 
se trabaja, o eventualmente, de la localidad donde se ha celebrado el contrato; y, por otro 
lado, que sean “profesionales”, es decir, propios de la profesión, oficio, sector de 
actividad o tipo de trabajo de que se trate. En todo caso, el art. 3.4 ET dispone que “los 
usos y costumbres solo se aplicarán en defecto de disposiciones legales, convencionales 
y contractuales, a no ser que cuenten con una remisión expresa”. Están subordinados, por 
lo tanto, al resto de las fuentes de regulación, estatales, internacionales o pactadas, incluso 
están subordinados al contrato o pacto individual, pues son “disponibles” por la 
autonomía de la voluntad de las partes contratantes. Ni siquiera pueden sobreponerse a 
esas fuentes cuando resulten más favorables para el trabajador, salvo que las partes 
convengan en su aplicación. Como excepción a esa regla general, el propio art. 3.4 ET 
                                                          
275 Como se sabe, el art. 12.4.c) ET prohíbe, tras la última reforma operada por RD ley 16/2013, la 
realización de horas extraordinarias (salvo que viniesen exigidas por fuerza mayor) a los trabajadores a 
tiempo parcial. No obstante, debe mencionarse, que el propio art. 12.5 ET recoge el régimen de las horas 
complementarias (pactadas y voluntarias), que, en gran medida, también permitirían a los empresarios 
adaptar la jornada de sus empleados a tiempo parcial a los eventuales incrementos de sus necesidades 
productivas. 
276 La realización de horas extraordinarias puede establecerse con carácter obligatorio en convenio 
colectivo, en cuyo caso la posibilidad de compensación con descanso incorporada por la Ley 11/1994 
configura una posibilidad de disponibilidad horaria unilateral para el empresario de alcance efectivo similar 
al que se ha descrito con relación a la distribución irregular, puesto que independientemente de su voluntad, 
y por así venir habilitado por convenio colectivo, configura en beneficio del empresario una prerrogativa 
muy amplia de determinación de los momentos de actividad e inactividad. Al respecto, Merino Senovilla, 




atribuye a los usos y costumbres un valor distinto cuando son objeto de recepción o 
remisión expresa por otra fuente, en esos casos, los usos y costumbres adquieren el valor 
de la norma que los recoge (convenio colectivo, o norma estatal), o el valor que se 
desprenda de la remisión (normalmente le da carácter subsidiario, para casos de ausencia 
de otras fuentes)277.  Los usos y costumbres en caso de litigio, han de ser objeto de prueba, 
ya que no rige en ellos el principio “iura novit curia”. La prueba ha de extenderse tanto a 
la existencia del uso o la costumbre, como a su contenido o alcance278. 
 
Los llamados “usos de empresa” también son normas consuetudinarias y son las 
prácticas o conductas reiteradas del empresario en la organización o gestión, se suelen 
asemejar en muchas ocasiones a la costumbre, con la peculiaridad de que no son de la 
localidad ni de la profesión, sino exclusivamente de la empresa y además su origen deriva 
de una decisión o actuación del empresario. La jurisprudencia atribuye a éstos, el valor 
de la costumbre siempre que pongan en relieve “la repetición de conductas que va más 
allá de lo meramente interpretativo”, en ese caso rigen de manera general en la empresa 
y han de ser respetados por el empresario en relación con los trabajadores afectados279. 
 
Por citar algún uso y costumbre representativo sobre ordenación del tiempo de 
trabajo, se puede indicar, por ejemplo, el adquirido en el sector de la construcción 
consistente en no trabajar los viernes por la tarde. Sin embargo, como se ha hecho 
referencia se aplican en defecto de disposiciones legales, convencionales o contractuales, 
salvo que exista una remisión expresa que determinen que se apliquen, aunque existan 
dichas disposiciones. Si nos remitimos al Convenio Colectivo estatal del sector de la 
Construcción280 no dispone nada acerca del tiempo de trabajo en la tarde del viernes, 





                                                          
277 Remisión expresa de la norma estatal a los usos y costumbres aparecen en el art. 29.1 ET (liquidación y 
pago del salario), en el art. 49.1.d ET (preaviso exigible en caso de dimisión del trabajador), o en el art. 5 
del RD 1561/1995, de 21 de septiembre, sobre jornadas especiales (para la acotación de la jornada en el 
trabajo en el campo). 
278 Tratado práctico de Derecho del Trabajo, op.cit., pág. 144.  
279 STS de 8 de marzo de 1984 (RJ 1984, 1535). 




8. La jurisprudencia  
 
Para finalizar este capítulo es necesario hacer referencia a la jurisprudencia, que según 
el artículo 1.6 CC “complementará el ordenamiento jurídico con la doctrina que, de modo 
reiterado, establezca el Tribunal Supremo al interpretar y aplicar la ley, la costumbre y 
los principios generales del Derecho”281. Es, por lo tanto, la doctrina reiterada del 
Tribunal Supremo, aunque también tiene valor jurisprudencial la doctrina del Tribunal 
Constitucional (TC), conocida como “jurisprudencia constitucional”, así como la doctrina 
elaborada por otros órganos jurisdiccionales especializados, como el Tribunal de Justicia 
de la Comunidad Europea (TJCE), que produce la “jurisprudencia comunitaria”, o el 
“Tribunal Europeo de los Derechos Humanos” (TEDH), que atiende quejas sobre posibles 
violaciones de tales derechos282. No es jurisprudencia la doctrina de tribunales inferiores, 
aunque eso no significa que no pueda ser relevante. 
 
La jurisprudencia contribuye a la creación y clarificación del ordenamiento jurídico 
de tal manera que los criterios jurisprudenciales se unen a las normas para determinar su 
validez o su posición en el ordenamiento jurídico, así como para aclarar su contenido y 
alcance o para fijar su sentido más apropiado283. La jurisprudencia no crea normas ya que 
es función de los jueces y tribunales la de interpretarlas y aplicarlas ni tampoco tiene 
efectos retroactivos, “pues la eficacia temporal es propia de las normas y no de las 
resoluciones judiciales que las interpretan”284. Es una labor decisiva entre otras razones 
por la complejidad del sistema de fuentes de las relaciones laborales y sus problemas de 
concurrencia y articulación. El legislador proporciona numerosos criterios para atender 
esa circunstancia, pero pese a ello suele ser necesaria la aportación de los tribunales para 
el buen rodaje del ordenamiento laboral. 
                                                          
281 Según Gámez Jiménez, J.M., en “Lógica y jurisprudencia en el proceso laboral”, Revista de Información 
Laboral, nº 4/2016, recurso electrónico Aranzadi expertos, BIB 2016/2367, pág. 3/8, “la fuerza vinculante 
de la jurisprudencia dependerá del sistema jurídico existente en un determinado Estado, ya sea un sistema 
jurídico anglosajón (commom law), caracterizado por la vinculación directa de la jurisprudencia o, en su 
caso, un sistema jurídico continental (civil law) dónde la jurisprudencia puede servir de referencia a las 
partes en una relación laboral sustantiva y, a su vez, vincular directamente a los órganos judiciales del orden 
social”. 
282 Tratado práctico, op. cit., pág. 158-159. 
283 En este sentido “no puede entenderse la existencia de una norma jurídica sin la existencia de un poder 
judicial que tenga atribuida la función de aislamiento, conocimiento y resolución de conflictos jurídicos 
intersubjetivos, ahora bien, el proceso judicial instaurado en las sociedades modernas como norma de 
control social difiere del establecido en el reino animal” dicha afirmación es realizada por Gámez Jiménez, 
J.M., “El conflicto de trabajo en cuarentena procesal”, Temas Laborales, nº 117, 2012, págs. 127 y ss. 




En ese sentido conviene recordar que para solucionar estos problemas han de tenerse 
en cuenta los criterios generales de articulación y aplicación de las normas, recogidos en 
la Constitución y en el Código Civil. Pero además la legislación laboral aporta algunos 
principios específicos. La mayor parte de estas peculiaridades se recogen en las cláusulas 
generales del art. 3 ET, pero también hay que incluir las que se refieren a la aplicación 
territorial de las normas laborales (art. 1.4 ET), las que se aplican a los casos de 
desplazamiento transnacional de trabajadores, las específicas de los convenios colectivos, 
(art. 83 y 84 ET), o las que se suelen incorporar a las disposiciones transitorias de cada 
disposición legal o pactada. La aplicación de uno u otro va a depender de la clase de 
normas que concurran, como de las características concretas.  También se aplican en la 
legislación laboral los principios generales de interpretación de normas.  
 
Los tipos de principios se pueden encuadrar en los siguientes, en primer lugar los 
principios de selección y depuración de normas, que a su vez recogen el principio de 
modernidad y derecho transitorio, el principio de jerarquía, el principio de primacía, el 
principio de norma más favorable y el principio de especialidad; otro bloque de principios 
es llamado principios de coordinación e integración de mandatos normativos, que a su 
vez engloba, el principio de supletoriedad de normas, el principio de complementariedad 
entre normas y el principio de suplementariedad entre normas; otra serie de principios 
son los de aplicación de la norma en el espacio, que contiene, el principio de territorialidad 
y sus excepciones, la ley aplicable según el convenio de Roma, desplazamiento temporal 
de trabajadores, y la prueba del derecho extranjero; y por último los principios de 
interpretación de las normas. Hay que tener en cuenta que todas estas reglas tienen que 
amoldarse a los compromisos internacionales de nuestro país.  Por último, según el art. 
3.1 Código Civil “las normas se interpretarán según el sentido propio de sus palabras, en 
relación con el contexto, los antecedentes históricos y legislativos y la realidad social del 
tiempo en que han de ser aplicadas, atendiendo fundamentalmente al espíritu y finalidad 
de aquéllas” (art. 3.1 CC).  
 
La aportación de la jurisprudencia del Tribunal Supremo en materia del tiempo de 
trabajo puede decirse que ha sido amplia, y también lo ha sido, desde luego, la aportación 
de doctrina por parte de los Tribunales Superiores de Justicia285. Es interesante destacar 






que la jurisprudencia social ha utilizado una serie de indicios característicos, entre ellos 
la existencia o no de horario de trabajo preestablecido para determinar la subsistencia o 
no de relación de trabajo subordinado286. Es decir, se utiliza el tiempo de trabajo como 
elemento que determina la presencia de una relación de trabajo subordinado, 
considerando que es típico o propio del contrato de trabajo la existencia de una jornada u 
horario prefijado. En este sentido, hay una amplia jurisprudencia que alude a que uno de 
los criterios o indicios más relevantes es el hecho de que el trabajador esté sujeto a horario 
de trabajo287.  
 
Por otra parte, se puede concluir también que no son muchas las ocasiones en las que 
el TC ha examinado problemas relativos al tiempo de trabajo, como era de esperar. La 
primera que se puede mencionar es la sentencia de 20 de diciembre de 1990288, si bien 
esta sentencia versa sobre la prioridad aplicativa ley-convenio, la controversia era en 
relación a la jornada de trabajo. El problema que se suscitó es que la Ley 4/1983, de 29 
de junio, redujo el número de horas de trabajo a 40 horas semanales (con anterioridad la 
Ley 8/1980, de 10 de marzo, establecía la jornada semanal en 43 horas en jornada partida 
y en 42 horas en el caso de jornada continuada), al ser una norma de mínimos los 
convenios debían adaptarse a lo dispuesto en la norma legal. Ante tal situación se planteó 
una cuestión de inconstitucionalidad por entender que dicha reducción de jornada 
establecida en la norma vulneraba el modelo de relaciones laborales, en relación a una 
serie de artículos de la CE. Dicha cuestión fue desestimada, el TC adujo que “se entendió 
desde el primer momento y de forma unánime, que la nueva jornada mínima legal había 
de prevalecer sobre la eventualmente superior establecida en el convenio colectivo”. 
 
Otra sentencia del TC en materia de tiempo de trabajo es de 29 de septiembre de 
1988289, sobre horas de trabajo ilimitadas en los médicos y sobre quién puede limitarlas. 
Dicha sentencia es resultado del planteamiento de un recurso de amparo fundado en la 
vulneración del principio de igualdad consagrado en el art. 14 CE con respecto a los 
                                                          
286 En este sentido Martín Valverde, A., Rodríguez-Sañudo, F., García Murcia, J., Derecho del Trabajo, 
op.cit., pág. 177. 
287 Entre otras, STSJ Madrid, de 10 de marzo 2008 (AS 2008,1506). Para un posible balance de esa 
jurisprudencia puede consultarse el estudio de Martínez Moya, J., “El tiempo de trabajo: una visión 
jurisprudencial”, Revista del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, nº 38, 2002, págs. 67-95. En dicho 
estudio hace ver que son numerosos los pronunciamientos dictados sobre personal estatutario vinculado a 
entidades sanitarias. 
288 STC 210/1990, de 20 diciembre. 




derechos reconocidos a los trabajadores sujetos a la legislación laboral. Entre otros 
motivos, el recurso fue desestimado al no constituir una comparación adecuada la que 
genéricamente se hace entre el personal sanitario de la Seguridad Social (que es personal 
sanitario “estatutario”, conforme al art. 1.3.a) ET y, por lo tanto, excluido de éste y en 
bloque de la legislación laboral) y los trabajadores sometidos al ET. Otra sentencia 
resultado de un recurso de amparo es la de 14 de mayo de 1986290, sobre discrepancias en 
doctrinas entre sentencias de instancia en relación al tema de jornada de trabajo. En tal 
recurso de amparo se planteaba la controversia de qué casos similares sobre jornada de 
trabajo habían sido resueltos de manera diferente por parte de distintos juzgados. 
Finalmente, el recurso se desestima por no considerar que se hubiera vulnerado el derecho 
de igualdad del art. 14 CE. La conciliación de la vida personal, laboral y familiar motivó 
otras resoluciones del TC, referidas al derecho de reducción de jornada por guarda legal, 
al derecho de adaptación de jornada de trabajo por motivos familiares y al cambio de 
horarios por razones de cuidado de hijos291. En este último sentido, hay que destacar por 
ser bastante reciente la Sentencia del TC de 16 de enero de 2017292 en la que se declara 
vulnerado el derecho a no sufrir discriminación por razón de sexo al impedir a la 
trabajadora ejercer su derecho preferente de modificación de las condiciones laborales 
reconocido por convenio colectivo tras una baja de embarazo y maternidad. 
 
En el ámbito del Derecho Comunitario también han sido bastantes las sentencias 
relativas a tiempo de trabajo y que han tenido repercusión en nuestro ordenamiento 
interno. Son importantes, en concreto, las relativas al personal sanitario en referencia 
sobre todo con las guardias de trabajo y los descansos semanales. Se trata, por ejemplo, 
de las sentencias dictadas en los asuntos SIMAP293 y Jaeger294, las cuales vinieron a 
declarar la calificación como tiempo de trabajo de los periodos de atención continuada de 
los médicos en régimen de presencia física en el centro de trabajo. Otra sentencia del 
TJUE es la de 9 de julio de 2015295, la cual declara en sus apartados 20 y 21 que según 
reiterada jurisprudencia se considera tiempo de trabajo “el período que el trabajador 
permanece en el centro de trabajo (…) en función de la obligación que tiene dicho 
                                                          
290 STC 58/1986, de 14 de mayo. 
291 STC 3/2007, 14 de enero, STC 24/2011, 14 de marzo, STC 26/2011, 14 de marzo 2011. 
292 STC 2/2017, de 16 de enero. 
293 Asunto C-303/98 (TJCE 2000,234). 
294 Asunto C-151/02 (TJCE 2003,250). 




trabajador de mantenerse a disposición de su empleador” siendo “el factor determinante 
el hecho de que el trabajador está obligado a estar físicamente en el lugar determinado 
por el empresario y a permanecer a disposición de éste para poder realizar de manera 
inmediata las prestaciones adecuadas en caso de necesidad”. Igualmente, ha sido 
relevante la Sentencia de 10 de septiembre de 2015296, que considera tiempo de trabajo 
efectivo el destinado a los desplazamientos desde la casa de los trabajadores hasta los 





                                                          




CAPÍTULO IV: LA JORNADA ORDINARIA 
 
Este capítulo se centra en la jornada ordinaria de las relaciones laborales 
pertenecientes al régimen común o general, ya que será objeto de estudio más detallado 
en otros capítulos tanto las jornadas especiales establecidas para determinados trabajos 
que por sus peculiaridades tienen que ampliar o reducir los tiempos de trabajo, así como, 
las relaciones laborales de carácter especial y otras relaciones laborales con 
particularidades. En este capítulo se explican los tres módulos de cómputo de la jornada 
de trabajo que establece el Estatuto de los Trabajadores y cómo dichos módulos afectan 
a la distribución y flexibilización de la jornada laboral, unidos a las reglas específicas 
sobre cómputo del tiempo de trabajo. También se analizan algunos convenios colectivos 
representativos tanto de sector como de empresa para mostrar a modo de ejemplo cómo 
se regula la jornada ordinaria de trabajo a través de la negociación colectiva. 
 
1. Conceptos clave para la determinación de la jornada ordinaria de trabajo 
 
La duración de jornada (o “quantum”) se refiere a un concepto cuantitativo y 
determina la cantidad de tiempo que el trabajador ha de dedicar a la prestación de 
servicios para el empleador297, pero hay que tener presente que sobre esa duración inciden 
otros aspectos conceptuales relativos a cuándo se entiende que el trabajador está 
efectivamente realizando su actividad laboral (cómputo de tiempo de trabajo o tiempo de 
trabajo efectivo) y los descansos mínimos que han de respetarse dentro de cada día de 
trabajo (descansos durante la jornada y descanso mínimo diario)298.  
 
En este sentido, el art. 34.1 ET dispone que la duración de la jornada “será la pactada 
en los convenios colectivos o contratos de trabajo” pero en todo caso indica un límite 
infranqueable al establecer expresamente que “la duración máxima de la jornada ordinaria 
de trabajo será de cuarenta horas semanales de trabajo efectivo de promedio en cómputo 
anual”. Se reitera que el tope máximo de la jornada ordinaria es el previsto en el art. 34.1 
                                                          
297 “Por jornada se entiende el tiempo que cada día, cada semana o cada año ha de dedicar el trabajador a 
la ejecución del contrato de trabajo, es decir, el tiempo de trabajo diario, semanal o anual. Lo que el 
trabajador debe es el trabajo prestado durante un cierto tiempo, se supone que la jornada se invierte en un 
trabajo efectivo y real y en tal sentido, la jornada es la primera aproximación para medir la prestación que 
el trabajador debe”. Véase Casas Baamonde, M.E., y Alonso Olea, M., Derecho del trabajo, 
vigesimoséptima edición, Ed. Thomson Civitas, 2010, Madrid, pág. 383. 
298 Véase Cámara Botía, A., “La organización del tiempo de trabajo en el Estatuto de los trabajadores”, en 




párrafo segundo ET, pero ello no impide que tal jornada se reduzca mediante la 
negociación colectiva a bien en los propios contratos individuales. Por su parte, la 
determinación de la jornada máxima implica la existencia de un tope a la hora de 
determinar la cantidad de tiempo que ha de destinarse a ejecutar las obligaciones del 
contrato. La necesidad de imponer ese límite se debe al respeto al derecho de descanso 
del trabajador, así como a consideraciones de seguridad e higiene y al derecho a garantizar 
al trabajador la libre disposición de su propio tiempo299. 
 
Una vez definido el tope máximo de la duración de la jornada de trabajo se puede 
concretar el concepto de la jornada de trabajo que es “el tiempo durante el cual el 
trabajador pone a disposición del empresario su actividad profesional a cambio del salario 
que recibe de éste”. Con referencia expresa al artículo 34 del ET no han faltado ensayos 
de delimitación del concepto de jornada y normalmente se han formulado de manera 
anudada a la determinación de la consideración de tiempo de trabajo efectivo. En este 
sentido la jurisprudencia ha enfatizado la versatilidad y amplitud del concepto de jornada 
cuando señala que “el planteamiento del recurrente parte del error de considerar que el 
concepto de jornada es unívoco y coincidente con el de jornada de trabajo, siendo así que 
es plural e indeterminado”300. Es cierto que en su concepción jurídico-laboral estricta el 
concepto de jornada de trabajo, que es el término utilizado por el art. 34.1 ET, equivale 
al tiempo de servicios efectivamente prestados por el trabajador como pago de su deuda 
de actividad. Puede decirse de tal modo que jurisprudencialmente, “la jornada efectiva de 
trabajo es el tiempo que, en cómputo diario, semanal o anual, dedica el trabajador a su 
cometido laboral propio”301 y, en términos del art. 34.5 ET “es el tiempo en que el 
trabajador se encuentra en su puesto de trabajo”. Desde esa concepción es evidente que 
un descanso no retribuido ni considerado tiempo de trabajo, no puede entenderse incluido 
dentro de “la jornada de trabajo”302. 
                                                          
299 Cabe recordar que salvo pacto en contrario “los salarios fijados por unidad de tiempo corresponden a la 
jornada normal establecida”, lo que significa que cuando se realizase otra de menor duración, el salario 
habrá de experimentar la reducción proporcional correspondiente, de no haberse acordado otra cosa en el 
pacto mediante el que se estableció tal jornada reducida; pues el principio de proporcionalidad entre salario 
y jornada figura normalmente en todo orden de fijación de niveles retributivos mínimos, y en los decretos 
aprobatorios de los salarios mínimos interprofesionales se determina que éste habrá de entenderse referido 
a la jornada legal de trabajo en cada actividad probatoria, por lo que, de realizarse jornada inferior, dicho 
salario mínimo se reducirá a prorrata. Véase García Ninet, J.A., Salario y tiempo de trabajo en el Estatuto 
de los Trabajadores (de 1980 a 2005), Ed. Centro de Estudios Financieros, 2005 pág. 302 y ss. 
300 STS de 6 de marzo 2000 (RJ 2000/2598), Recurso de Casación nº 1217/1999. 
301 Según la STS de 21 de octubre de 1994 (Rec. de casación 600/1994). 
302 Los conceptos de “jornada de trabajo” y “jornada” no son iguales, la noción sociológica de esta última 




Por otra parte, el concepto de jornada ordinaria de trabajo “es la cantidad de tiempo 
que un trabajador concreto dedica a su actividad laboral, es decir, el tiempo durante el 
cual el trabajador debe ponerse a disposición del empresario a fin de desarrollar cometidos 
laborales que constituyen el objeto del contrato”. Así pues, podemos afirmar que la 
jornada ordinaria es el régimen ordinario de tiempo de trabajo pactado en el marco de 
cada relación individual para situaciones de normalidad contractual. En consecuencia, 
cumplida la jornada ordinaria, el trabajador no está obligado a permanecer a disposición 
de la empresa, salvo en supuestos extraordinarios y en caso de hacerlo, el trabajo 
extraordinario que realice se verá compensado de forma específica303. 
 
La Sección 5ª del Capítulo II del ET en la que se regula el tiempo de trabajo no se 
menciona el concepto de horario de trabajo, en términos generales, como así se hace en 
otros artículos del ET, por ejemplo, en el artículo 84.2.c) ET unido a la expresión “y 
distribución del tiempo de trabajo”. Las referencias que se hacen en la citada sección 5ª 
al horario de trabajo son al horario flexible (artículo 34.8 ET) y a la concreción horaria 
de determinados permisos (artículo 37.7 y en relación con los apartados 4,5 y 6). Sin 
embargo, sí se menciona expresamente el calendario laboral (art. 34.6 ET) que cuando 
estaba vigente el Real Decreto 2001/1983 debía comprender, además de otros contenidos, 
el horario de trabajo (art. 4.3). La regulación del contenido del calendario laboral 
desapareció en el Real Decreto 1561/1995 derogatorio del citado304. 
 
La Audiencia Nacional en Sentencia de 28 de julio de 2014305 declaró que el 
calendario laboral que debe elaborar la empresa, en virtud de lo establecido en el art. 34.6 
ET, sí debe incluir los horarios de trabajo. Este pronunciamiento lo hizo considerando, de 
                                                          
trabajo. Ese concepto amplio de jornada puede inferirse incluso del art. 34.4 ET como se admite en el 
recurso de la STS de 21 de octubre de 1994, si se hace una interpretación literal del mismo, pese a que el 
precepto estatutario hable en su número 1 de “jornada de trabajo”. Pues si en la jornada continuada el 
descanso debe establecerse durante ésta, y dicha posición denota simultaneidad de un acontecimiento con 
otro, no es ilógico hacerla equivaler a “dentro de la jornada” como entiende la sentencia recurrida, y llegar 
así a la conclusión de que la jornada mínima de 7 horas establecida por el Convenio incluye, no sólo “el 
tiempo de trabajo efectivo” sino también el tiempo de descanso para el bocadillo, que las partes 
negociadoras acordaron computar como efectivo”.  
303 Molero Manglano, C., Sánchez-Cervera Valdés, J.M., y otros. Manual de Derecho del Trabajo, décima 
edición, Navarra, Thomson Reuters 2010, pág. 313. 
304 Para profundizar remitirse a Alarcón Caracuel, M.R., “Arts 34 y 35 ET”, en Comentarios del Estatuto 
de los Trabajadores, Comares, Granada, 1998, y otro más reciente Roquetas Buj., R., “Artículo 34 
Jornada”, en Mercader Uguina, J.R. (director), Comentarios al Estatuto de los Trabajadores, Lex Nova, 
2016, págs. 429-443. 




un lado, la desaparición de toda norma legal o reglamentaria que especificase cuál había 
de ser el contenido del calendario laboral, y de otro lado, que las sentencias del Tribunal 
Supremo sobre el contenido del calendario laboral se dictaron en recursos de casación en 
procedimientos de conflicto colectivo y no en unificación de doctrina, siendo 
pronunciamientos únicos sin reiteración, por lo que carecían del valor de jurisprudencia 
en los términos del art. 1.6 del Código Civil. Dicha sentencia de la Audiencia Nacional 
de 2014 se pronuncia sobre los conceptos de jornada y horario que aparecen diferenciados 
en el ET, y lo hace apoyándose en las Sentencias del Tribunal Supremo, Sala de lo Social, 
de 22 de julio de 1995306, 26 de junio de 1998307, 19 de febrero de 2001308 que entienden 
que “los conceptos de jornada, sea diaria, mensual o anual, y de horario son conceptos 
muy próximos y vinculados entre sí, pero entre ambos es la jornada la que presenta una 
mayor relevancia y trascendencia, por cuanto que ella es la que determina nítidamente el 
número de horas que se han de trabajar, dentro del lapso temporal de que se trate; el 
horario es una consecuencia o derivación de la jornada, pues en él se precisa el tiempo 
exacto en que cada día se ha de prestar servicio teniendo siempre a la vista y como norma 
a respetar la duración de la jornada estatuida”, concluyendo la Audiencia Nacional que 
“el concepto de jornada se refiere al número de horas de trabajo en un determinado 
periodo, mientras que el horario o la distribución de la jornada, se refiere a los concretos 
momentos (día y horas) en los que han de prestarse esas horas de trabajo (…) que pueden 
ser diferentes para cada trabajador en concreto”.  
 
En lógica consecuencia, la Audiencia Nacional entendió que el número abstracto de 
horas que componen la jornada de trabajo ha de concretarse en una distribución y horario 
que incluya los días de trabajo y el horario de trabajo en cada uno de ellos, siendo el 
calendario el medio idóneo para ello. Y ante el silencio de la norma reglamentaria opta 
por llenarlo por vía interpretativa que, además, aparece reforzada porque el actual artículo 
34.2 ET regula la distribución irregular de la jornada, y si bien el diez por ciento de la 
jornada se podrá distribuir por el empresario de forma irregular, en defecto de pacto, con 
un preaviso al trabajador de al menos cinco días de antelación”, el restante 90% de los 
días y horas de trabajo han de estar previamente determinados y ser conocidos con mucha 
                                                          
306 STS 22 de julio de 1995 (Rec. 443/1995). 
307  STS 26 de junio de 1998 (Rec. 4621/1997). 




mayor antelación por el trabajador (…) lo que remite al sistema de fijación anual por 
medio del calendario laboral”309. 
 
2. Cuantificación de la jornada ordinaria diaria 
 
El art. 34 del ET establece que será la negociación colectiva o el contrato de trabajo 
el encargado de fijar la duración de la jornada de trabajo, pero en todo caso, la norma 
legal dispone un límite máximo para así asegurar un derecho mínimo a los trabajadores. 
En el contrato de trabajo el trabajador asume entre otras, la obligación de prestar servicios 
bajo la dirección del empresario, pero dado que el contrato de trabajo es de ejecución 
continuada resulta preciso concretar, entre otra serie de puntos que aquí ahora no 
resaltaremos, los periodos de tiempo durante los cuales el trabajador deba satisfacer su 
prestación laboral. Por ello y como se ha visto existe una tendencia histórica a limitar esos 
periodos por vía de establecer una duración máxima de la jornada laboral310.  
 
La norma legal dispone en su actual art. 34.1 ET que “la jornada de trabajo es de 
cuarenta horas semanales de trabajo efectivo y de promedio en cómputo anual”. Dado 
que es más práctico a la hora de flexibilizar la jornada de trabajo establecer el valor anual, 
surge el problema de su cálculo, siendo que nuestro derecho positivo establece la 
equivalencia de jornada máxima, pero no identifica fórmula alguna a utilizar para el 
traslado de esta jornada de referencia al periodo anual311. La lógica matemática conduce 
a la clara consecuencia de que la misma es el resultado de multiplicar las 40 horas 
semanales por las semanas hábiles, o bien, reconducir el mismo valor diario y multiplicar 
éste por el número de días laborales anuales, como así lo viene indicando la doctrina 
                                                          
309 Véase en este sentido, De Santos López, V., “Control del tiempo de trabajo. Tratamiento en la 
Negociación Colectiva. Jurisprudencia de los tribunales españoles y de la UE. Aplicación en la empresa, 
Comisión Consultiva Nacional de Convenios Colectivos, XXIX Jornadas de Estudios sobre Negociación 
Colectiva de la CCNC, Madrid, noviembre 2016. 
http://www.empleo.gob.es/es/sec_trabajo/ccncc/G_Noticias/Jornadas/CCNCC_XXIX_Jornada_2016_Po
nencia_VictorDeSantos.pdf  
310 Aragón Medina, J., Cruces Aguilera, J., Martínez Poza, A. Rocha Sánchez, F., El tiempo de trabajo y la 
jornada laboral en España, Madrid, Fundación 1º de Mayo, 2012, págs. 25-37; igualmente, García Perrote 
Escartín, I., “El permanente debate sobre la jornada laboral: una cuestión clásica (reducción del tiempo de 
trabajo) y otra (el derecho a la desconexión), Revista del Información Laboral, nº 10, 2016. 
311 Al respecto, Ezquerra Escudero, L., Tiempo de trabajo, duración, ordenación y distribución, Ed. Atelier, 




desde el momento en que se comenzó a consolidar la jornada anual312. Por lo tanto, 
básicamente hay dos procedimientos o formas de cálculo de la jornada anual. Una de ellas 
es aquella que realiza el cálculo partiendo del valor diario por el número de días 
laborables; y la otra fórmula es aquella que consiste en multiplicar las semanas hábiles 
por el valor semanal de la jornada. En cualquier caso, queda fuera de toda duda que la 
jornada laboral requiere conocer necesariamente dos factores, a saber, el valor semanal o 
diario de la jornada y el multiplicador, es decir, el número de días o semanas hábiles313.  
 
En consecuencia, para el cálculo de la jornada anual cabe establecer o tener en cuenta, 
como cuestión de principio, los días hábiles e inhábiles, o sea, días laborables o no 
laborables, pero teniendo en cuenta la fórmula a utilizar. En el cálculo de la jornada, fruto 
de multiplicar una jornada diaria por los días laborables, hay que tener en cuenta todos 
los días no laborables, mientras que, si se utiliza una forma de cálculo fruto de multiplicar 
la jornada semanal por el número de semanas hábiles, sólo se tiene en consideración 
ciertos días no laborables, como el caso de los festivos y los días de vacaciones. A esto 
se añade que los días de vacaciones se establecen en días naturales, por lo tanto, incluyen 
los días laborables y no laborables, por lo que se producen superposiciones con días no 
laborables que confluyen en dichos periodos de vacaciones, por lo que deben buscarse 
factores de corrección314.  
 
Una vez utilizados estos días no laborables en el cálculo de la jornada anual, se 
desactiva una de sus virtudes o efectos, cuál es su factor reductor de la jornada315. A partir 
de aquí, sólo queda la consideración de descansos que intervienen y limitan la libre 
                                                          
312 García Ninet, J.I., “La jornada. Comentarios a las leyes laborales”, Revista Derecho Privado, Ed. Edersa, 
Madrid, 1982, págs. 15 a 42.; en el mismo sentido y más reciente: Roquetas Buj, R., “Art. 34, Jornada”, en 
Comentarios al ET, op.cit., pág. 432. 
313 STS de 27 de enero de 2004 (RJ 2004/1499), “(…) se fija en un número de horas al año y para el cálculo 
de estas horas se tiene en cuenta, el número de días laborables (…), descontados los de descanso entre los 
que se incluyen los que se incluyen los festivos y los días de libre disposición. La STS de 6 de marzo de 
2000 (RJ 2000/2598), indica en un supuesto de jornada diaria índice en la anual y los días de trabajo que 
“la jornada diaria de trabajo efectivo, partiendo de esa jornada anual, exige dividir el número de horas de 
trabajo del año por el número de días laborables”.  
314 Prados Reyes F.J., “La ordenación del tiempo de trabajo en la Reforma del ET”, Revista de Relaciones 
Laborales, nº 8, 1996, págs. 498-520; también es interesante acudir a la obra de Alfonso Mellado, C.L. y 
García Ortega, J., Jornada y ordenación del tiempo de trabajo, Valencia, Tirant lo Blanch, 1994. Ambas 
obras tratan el tema de los días computables para el cálculo de la jornada anual.  
315 La STS de 14 de junio de 2004, (RJ 2004/5388) dispone que “(…) la jornada teórica anual era de 2190 
horas, resultantes de computar esa jornada de 36 horas semanales los 365 días al año. Sobre ella se 
descontaban para el cálculo de la jornada efectiva 48 domingos, 30 días de vacaciones, 14 festivos, 6 días 
de libre disposición y 35 descansos adicionales, lo que sumaba 798 horas y de cuya resta se extraía la 




distribución de la jornada laboral, pero sin que su utilización previa en la consecución de 
la jornada anual desvirtúe esta segunda cualidad en los términos regulados legalmente. El 
hecho de que hayan sido tenidos en cuenta para el cálculo de la jornada anual no agota la 
virtualidad de estos días no laborables316.  
 
Todo lo anterior se expone porque una vez que se establece la jornada anual, se le 
suele dotar de una cierta sustantividad y presunción de que cumple con el respeto de todos 
los elementos que la integran y que han colaborado en su fijación y cuantificación. Este 
criterio se suele aplicar, incluso, cuando se trata de comprobar el respeto de los días de 
descanso, entendiendo que del respeto a la jornada anual se presupone el respeto a los 
descansos, criterio práctico, especialmente en aquellas distribuciones de jornada 
complejas. Sin embargo, no es correcto puesto que son elementos e instituciones 
diferentes, aunque interrelacionadas. El respeto de la jornada anual no presupone el 
respeto del número mínimo de días de descanso que marca la normativa legal o el 
convenio colectivo, en cuanto tales días naturales de descanso, a ser dos realidades 
diversas, aunque conectadas317. 
 
El cálculo de la jornada anual requiere conocer dos elementos como previamente se 
ha dicho, por un lado, el valor de la jornada diaria o semanal y, por otro lado, el número 
de días o semanas laborables; dependiendo de la fórmula utilizada. Si utilizamos la 
fórmula diaria, en tal caso, debemos saber el valor diario y los días laborales318. Para 
conocer los días laborales a tener en cuenta, hay que extraer los días de descanso o no 
laborales, para lo cual se debe computar no sólo la vacaciones y festivos, sino el descanso 
semanal. Lo que da lugar a un mayor margen de error en la medida que no todos los años 
tienen 365 días, ni tampoco se producen un número exacto de domingos al año. A lo 
anterior se añade que si bien, en principio, los descansos no se superponen entre sí, sino 
que cada uno de ellos tiene autonomía propia, esto no se da en todos los tipos de 
                                                          
316 La STSJ Extremadura, de 28 de mayo de 1991 (AS 1991,3193) establece en este sentido “(…) que tal 
número de horas es el resultado de multiplicar las horas que conforman la jornada ordinaria (obtenida a su 
vez del límite de cuarenta horas semanales) por el número de fechas previstas como laborables, lo que 
supone, por lo tanto, excluir de los 365 días que componen el año, además de los domingos, festivos y 
periodos de vacaciones, los días establecidos en el calendario como no laborables”. 
317 Aragón Medina, J., Cruces Aguilera, J., Martínez Poza, A., Rocha Sánchez, F., El tiempo de trabajo y 
la jornada laboral en España, op.cit., pág. 47-50. 
318 STSJ de Madrid, de 9 de febrero de 1993 (AS 1993,962) “(…) por lo tanto, si al año los días trabajados 
ascienden a 228, el cómputo de la jornada anual es el que resulte de la correspondiente operación 




descansos. Las vacaciones al calificarse como días naturales engloban el resto de 
descansos semanales y festivos que se producen dentro de su periodo de disfrute, 
provocando que se superpongan y se pierdan. Igualmente, los festivos coincidentes con 
sábados no laborables se superponen y pierden, lo que genera graves problemas de 
interpretación319. Todo lo anterior se puede decir que son problemas que el legislador no 
ha querido resolver, fijando una jornada anual legalmente establecida en su cuantificación 
anual. La falta de esta fijación anual de la jornada ha venido dando lugar a que el cálculo 
de esta se haya realizado en términos de prototipo (jornada teórica), como bien expresó 
la doctrina en que se ha aceptado de forma más o menos pacífica la jornada anual de 
1826,66 horas anuales320. 
 
Aparte de las dificultades mencionadas, se parte de restar de los 365 días del año, 
aquellos días que legalmente se conceptuaban como días no hábiles, o días de descanso. 
De esta forma, se restaban las vacaciones, festivos y domingos, estableciendo el número 
de días [365 – (52+13+18)], partiendo de restar 52 domingos, 13 festivos al restar un 
festivo que se entendía coincidente con las vacaciones y tomando las vacaciones legales 
de la LRL (21 días menos 3 domingos que integraban dichas vacaciones). Los días 
resultantes se multiplicaba por la jornada semanal dividida a su vez por seis días 
laborables. En definitiva, ello suponía 83 días no laborables y 282 días no laborables)321. 
 
En el Estatuto de los Trabajadores de 1980, se estimó que el número de días laborales, 
teniendo en cuenta los límites fijados para las vacaciones y fiestas, era de 279 días, fruto 
de restar los 365 días, 52 domingos, 14 festivos y 20 días laborables de vacaciones, siendo 
que, en este supuesto, no deducía un posible festivo coincidente con vacaciones, pero sí 
                                                          
319 STSJ de Madrid de 16 de marzo 1994 (AS 1994/1325). Un supuesto donde los trabajadores entendían 
que tenían derecho 118 días, fruto del descanso semanal más 14 festivos, en jornada de cinco días. El 
Tribunal niega esto al considerar que el correspondiente a los descansos semanales no asciende a 104 sino 
a 90 al realizar una regla proporcional en atención a los días laborales, así 314 al descontar las vacaciones, 
35 días, los 14 festivos y dos días de descanso adicional. En realidad, de ello se produce por la superposición 
de descansos, así 10 días en vacaciones, 3 días festivos por superponerse con los sábados y vacaciones, nos 
da 91, jugando el resto los decimales. En igual sentido, STSJ Madrid de 7 de febrero 1996 (AS 1996/911). 
320 STSJ Castilla y León (Valladolid) de 18 de septiembre de 1989 (AS 1989, 1955 O) y STSJ Murcia de 
17 de enero de 1994 (AS 1994,88). Véase en tal sentido la obra de García Ninet, J.I., Ordenación del tiempo 
de trabajo”, AA.VV., Jornada laboral, movilidad y condiciones de trabajo, Ed. Edersa, Madrid, 1994, pág. 
7 a 10. 
321 Lefebre-El Derecho, Vacaciones, permisos y jornada de trabajo, Madrid, 2015, pág. 14-16; Sangheon 
Lee, Deirdre McCann, Jon C. Messenger, El tiempo de trabajo en el mundo. Tendencias en horas de 
trabajo, leyes y políticas en una perspectiva global comparativa, Informes OIT, Ministerio de Trabajo e 




tres domingos del periodo vacacional (23 – 3 domingos). Estas superposiciones de 
descansos afectaban al cómputo y al valor anual de la jornada, a pesar de lo cual fue y es 
una fórmula que se ha venido utilizando por la jurisprudencia322. La propia autoridad 
administrativa vino a establecer la fórmula tipo, generalmente aceptada en los convenios 
colectivos, convenios marco y acuerdos empresa (siendo dicha fórmula: 274 días 
laborables x 40 horas semanales entre 6 días) dando como resultado las 1826,66 horas al 
año323. 
 
Esta jornada anual partía del presupuesto de considerar que los días no laborables, 
tras la reforma de Ley 4/1983, eran 91 días, es decir, se componen de 30 días de 
vacaciones, 13 festivos y 48 domingos. Se ignoraba el medio día de descanso semanal, 
puesto que no afectaba al resultado al dividir la jornada semanal entre seis días, por lo 
que dicho descanso se convertía en un simple elemento de distribución de la jornada 
semanal que ya se contemplaba al establecer un valor día inferior al que le correspondía 
de no contabilizarlo, por lo tanto, se prorrateaba el descanso de medio día semanal, al 
establecer un valor día fruto de dividir la jornada semanal por seis días laborales, aunque 
esta operación lo fuera simplemente para el cálculo de la jornada anual324. 
 
Esta fórmula la siguen utilizando y considerando válida un sector doctrinal, estimando 
que los días no laborables son 91 días y los laborables 274325. E incluso la jurisprudencia 
del Tribunal Supremo utiliza una semejante a la hora de calcular el tiempo cotizado de 
los fijos discontinuos, al partir de 275 días de trabajo tras descontar 52 domingos, 12 
festivos y 26 días de periodo vacacional, ya que los 4 domingos de este periodo están 
                                                          
322 STCT de 23 de mayo de 1988, (AS 1988,3559); STS de 1 de julio de 1986, (AS 1986,7141), que la 
establecieron en 1826 horas y 27 minutos. Véase Ezquerra Escudero, L., Tiempo de trabajo en España: 
aproximación histórica. Desde la emergencia del Derecho Social hasta el ET de 1980, Atelier, Barcelona, 
2006. 
323 Ezquerra Escudero, L., Tiempo de trabajo en España, op.cit. pág. 67-72; igualmente en este sentido 
Rivero Lamas, J., “La flexibilidad del tiempo de trabajo”, El nuevo Estatuto de los Trabajadores: puntos 
críticos, Actualidad Editorial, Madrid, 1995, págs. 30-32. 
324 García Blasco, J., “Flexibilidad del tiempo: jornadas y descansos”, en Reforma de la Legislación laboral: 
estudios dedicados al profesor Manuel Alonso Olea, Marcial Pons, Madrid, 1995, págs. 30 y ss.; Lousada 
Arohecha, F., “El tiempo de trabajo, la productividad y la conciliación en la negociación colectiva”, en El 
tiempo de trabajo y la seguridad y salud en la negociación colectiva, XXI Jornadas de Estudio sobre 
Negociación Colectiva, CCNCC, Ministerio de Trabajo e Inmigración, Madrid, 2009, págs. 23-36. 
325 Monreal Bringsvaerd, E. J., “Autonomía colectiva e iniciativa empresarial en la distribución irregular 
de la jornada”, Actualidad Laboral nº 30/1999, págs. 555-568 y del mismo autor, Régimen jurídico de las 




incluidos en los 52 expresados antes326. Esto supone que entiende superpuestos dos 
festivos con otros descansos, generalmente con vacaciones. En este supuesto cada día de 
trabajo se multiplica por el coeficiente de 1,6 días (puesto que incluye la parte 
proporcional del descanso), en caso de que se trabaje de lunes a viernes, lo que nos da 
228,12 días de trabajo; que supone 52 domingos, 52 sábados, 22 días de vacaciones 
incluyendo los 4 domingos y sábados y 11 festivos, es decir, 137 días no laborables. 
 
Dicha fórmula que parte de 274 días laborables y 91 días no laborables, es correcta 
para el cálculo de la jornada anual, pero debe matizarse, puesto que no es correcto el 
cálculo del número mínimo de días de descanso al año, pues a estos últimos hay que 
sumar los días correspondientes al medio día de descanso semanal327 que no es 
considerado en esta fórmula dado que no afecta al cómputo anual. Cierta doctrina lo 
incluye en el cálculo de la jornada anual328, procediendo a descontar de la jornada bruta 
anual el número de horas correspondientes a los días no laborables (incluidos los sábados 
y domingos en una jornada de lunes a viernes) con el resultado de 1800 horas anuales, 
fruto del descuento realizado, en el cual multiplica los días no laborables por 8 horas 
diarias, forma de cálculo no adecuada respecto al medio día de descanso.  
 
En resumen, una vez descontados los medios días de descanso semanal, el número de 
días no laborables serían 91 días, más 24 días del ½ día de los sábados, restando dos por 
coincidir en vacaciones, más uno por coincidir con los festivos, siendo, por lo tanto, un 
total de 114 días no laborables. Este resultado final devendría de 30 días de vacaciones, 
más 12 festivos, más 48 domingos y 24 medios días de descanso semanal, en conclusión, 
los 251 días laborables. A partir de este número de días laborables, tenemos que 
multiplicarlos por la jornada diaria, fruto de dividir las 40 horas semanales por 5,5 días 
laborables, 251 días laborables x (40 horas/semana: 5,5 días) = 1825,45 horas. La jornada 
anual que se deriva de dicha fórmula, partiendo de los días no laborables, asciende a las 
ya comentadas 1825,45 horas, lo que parece evidenciar un margen de error siempre 
                                                          
326 STS de 14 de junio del 2002, (AS 2002,7206). Así ejemplifica que estos 275 días laborales multiplicados 
por el coeficiente de 1,3 en caso de trabajo de lunes a sábado, nos da los 365 días/año. En caso de trabajar 
de lunes a viernes se debería multiplicar por 1,6 sin señalar cuál será el número de días de trabajo. 
327 En tal sentido García Ninet, J.I., “La ordenación del tiempo de trabajo”, op. cit., entiende que se deben 
descontar los días de vacaciones anuales, los domingos, los medios días semanales (sábado o lunes) y los 
catorce festivos. 
328 Roquetas Buj, R., “art. 34, Jornada”, op.cit. 433, Trillo Párraga F.J., “Tiempo, igualdad y Estatuto del 




residente en el hecho de que mientras más días de descanso se computen, más 
superposiciones de descansos se pueden producir. No obstante, se ha mantenido por la 
doctrina y la jurisprudencia el criterio de una jornada anual de 1826 horas y algunos 
minutos329. 
 
3. Cuantificación de la jornada semanal 
 
La fórmula más utilizada ha sido el resultado de multiplicar el valor diario de la 
jornada por el número de días laborales. Pero lo cierto es que nuestro ordenamiento 
laboral al fijar la jornada máxima legal, habla en semanas, por lo que sería, lógico 
establecer la jornada anual partiendo del parámetro semanal. Esto llevaría, en lógica 
consecuencia, a calcular la jornada anual en términos de semanas hábiles. En dicho 
sentido se pronuncia un sector de la doctrina al mencionar cómo se debe calcular la 
jornada, es decir, establecer el número de semanas hábiles y multiplicarlo por el valor 
semanal. Fórmula que parece más sencilla, puesto que sólo se debe tener en cuenta las 
vacaciones y los días festivos, en la medida que las semanas hábiles incluyen los 
descansos semanales330. No obstante, no es tan fácil a la hora de calcularlo, pues requiere 
la transformación en semanas de las vacaciones que vienen establecidas en el art. 38 ET 
en días naturales, e igualmente los festivos, siendo que estos vienen fijados en días 
inhábiles, lo que conlleva otras connotaciones, puesto que en cualquier caso, de ambas 
fórmulas se debe entresacar no sólo las semanas hábiles, sino también los días anuales no 
laborables como elementos necesarios para un mismo resultado, si bien, en el presente 
caso para el cálculo de la jornada sólo se valoraran las vacaciones y festivos331.  
 
En la presente fórmula, se convierten los 30 días naturales de vacaciones en semanas, 
al dividirlos por siete días nos da 4,2857 semanas de vacaciones. Lo que supone que los 
                                                          
329 Consúltese la obra de: Cabeza Pereiro, J., “Tiempo de trabajo, racionalización de horarios y conciliación 
en España”, en Conciliación de la vida laboral y familiar y crisis económica, Delta Publicaciones, 2015; 
págs. 11-126; Castiñeira Fernández, J., “Horas extraordinarias, compensación por tiempos de descanso”, 
AA.VV., Flexibilidad laboral en España, Instituto de Relaciones Laborales, Universidad de Zaragoza, 
1993, págs. 497 a 517. 
330 Alonso Olea, M., Casas Baamonde, M. E., Manual de Derecho del Trabajo, 27ª edición, Ed. Civitas, 
Madrid, 2010 “(…) que el total anual ordinario no puede ser superior al resultado de multiplicar por 
cuarenta el número de semanas hábiles al año (esto es, deducido el tiempo de vacaciones y fiestas 
laborales)”. Y para ello hace referencia una serie de sentencias, a tener en cuenta la STCT de 20 de octubre 
de 1984, 8 marzo de 1985 y 25 de septiembre de 1986, en pág. 293. 
331 STS de 18 de noviembre 2002, (RJ  2003/762). “Posteriormente cuando se tomaron las medidas para la 
implantación de la nueva jornada a los trabajadores de los turnos rotatorio y nocturno, se ordenó que los 




domingos y medios días que se superponen en periodo vacacional son superiores a cuatro 
o a dos que se utiliza en la fórmula realizada por días, pues vienen a suponer 4,2857 
domingos y 2,14 sábados332. No obstante, la transformación de los 14 festivos en semanas, 
nos daría dos semanas, pero sólo en caso de no valorar la incidencia de estos descansos 
con los descansos semanales, ni con las vacaciones. Pero, lo cierto es que no puede 
descontarse la incidencia y superposición con el descanso semanal y las vacaciones333. 
 
A efectos de fijación de los festivos reales que hay que transformarlos en semanas 
tras deducir las superposiciones con otros descansos. En una fórmula perfecta a la hora 
de valorar la incidencia de los festivos con el mes de vacaciones, no se procede a 
descontar un día o dos, sino el promedio tipo, así 14 festivos dividido por 12 meses 
(incluido las vacaciones puesto que se dan también en el mismo), da 1,1666 días por mes, 
por lo que restando el correspondiente a un mes de vacaciones (mes tipo), son 12, 8334 
festivos anuales, tras descontar la superposición de estos con el mes de vacaciones. A lo 
anterior se añade que los festivos no se conceptúan como días naturales, sino como días 
inhábiles, por lo que en puridad para convertirlos en semanas iguales que el resto hay que 
incluir los descansos semanales334, como en es el caso de los domingos que no permiten 
la superposición con festivos (art. 38.2 ET), por lo que se deben sumar dos domingos. En 
cuanto a los medios días, es cierto que en caso de coincidir con festivo se superpone y 
sólo se computa el festivo como tal, pero en cualquier caso se tendría dos medios días de 
descanso, siendo que difícilmente en dos semanas se darían dos festivos coincidentes con 
dichos descansos, y más en una fórmula tipo, por lo que se hace coincidir un medio día, 
lo que supondría sumar 0,5, es decir, medio día de descanso semanal más, en total, 2 días 
y medio. Esto da como resultado 15,334 días que dividido entre 7, da 2,1904 semanas 
inhábiles como consecuencia de los festivos. Así, partiendo de las semanas del año (365 
días/año, dividido por siete) 52,1428 semanas/año. De estas 52,1428 semanas totales al 
                                                          
332 Al respecto, Montoya Melgar, A., Galiana Moreno, J.M., Sempere Navarro, A. V., Ríos Salmerón, B., 
Comentarios al Estatuto de los Trabajadores, 3ª edición, Ed. Aranzadi, Pamplona, 2000, pág. 200, “con lo 
que, en números, durante un año-tipo pueden trabajarse hasta 1826 horas (si todas las semanas se trabajaran 
las 40 horas, distribuidas de modo homogéneo en cinco días y medio, descontando vacaciones, festivos y 
días de descanso semanal no incluidos en ésas)”. 
333 Alarcón Caracuel, M.R., “Artículo 34 y 35 ET”, Comentarios del Estatuto de los Trabajadores, op.cit., 
“las semanas no laborables serán 4,33 (del mes de vacaciones) más 2 (de los 14 festivos) = 6,33, pág. 447. 
334 Véase la STSJ de la Comunidad Valenciana, de 4 de noviembre 1992 (AS 1992/5855). En un supuesto 
de festivos trabajados adicionados a las vacaciones. “Tienen razón los demandantes porque lo que está 
haciendo la empresa equivale a tanto como compensarles algunos días de descanso (días festivos 
trabajados) con otros días de descanso (descanso semanal), con el efecto consiguiente de que los actores 
están descansando menos días de aquéllos a los que tienen derecho con arreglo al art. 37 ET. Igualmente, 




año, se descuentan las semanas inhábiles, es decir, las 4,2857 semanas correspondientes 
al mes de vacaciones y las 2,1904 semanas de los festivos, dando el siguiente resultado: 
52,1428 semanas/año – (4,2857+2,1904) = 45,667 semanas hábiles. Es decir, 45,667 
semanas hábiles x 40 horas/semana da como resultado las 1826, 28 horas/año, lo que no 
se aparta en gran medida del resultado obtenido mediante la fórmula de jornada/día335. 
 
En cuanto a los días que se consideran no laborables esta fórmula sólo considera los 
festivos y vacaciones en cálculo anual, pero también se deduce el total de los días de 
descanso anual de sus elementos empleados. Para el cálculo del número mínimo de 
descansos o días no laborables anuales, a partir de la fórmula semanal, se procede a restar 
de los 365 días/año los domingos por el número de semanas anuales y por mitad el medio 
día restante, así de 52,1428 semanas se extrae el mismo número de domingos, 52,1428 
domingos y 26,0714 medios días. A este resultado se le suman las vacaciones de 30 días 
restando el descanso semanal superpuesto, o sea 4, 2857 domingos y 2,1428 medios días, 
dando un resultado de 23,5715 días de vacaciones; e igualmente se suman los 14 festivos 
de los cuales se han deducido 1,166 días por mes que se correspondería a las vacaciones. 
Todo ello, da un total de 114,6191 días no laborables. 
 
En la fórmula de cálculo diario, en el que se partía del valor día por el número de días 
laborables, daba un total de 115 días no laborables, fruto ello del redondeo que se realiza 
en dicha fórmula al computar 4 domingos y 2 sábados correspondientes a 30 días de 
vacaciones, cuando en realidad corresponden más domingos y sábados, aunque en 
porcentajes decimales pequeños. Y en la presente fórmula, se tiene 114,6191 días no 
laborables, los cuales por redondeo de estos se convierten en 115 días. Resultado que se 
reafirma porque se ha calculado partiendo de 365 días al año, lo que no es del todo cierto, 
pues hay años bisiestos en que debería recalcularse, por lo que en términos de días tipo, 
resulta congruente establecer en ambos casos, los 115 días tipo no laborables y la jornada 




                                                          
335 Pradas Montilla, R., “La jornada de trabajo en España”, en Vlex, dirección electrónica: 
http://vlex.com/vid/jornada-trabajo-114718  





4. Duración máxima de la jornada de trabajo 
 
Tal y como se vio en el capítulo anterior, la Directiva Comunitaria 93/104/CE regula 
el tiempo de trabajo, procediendo a limitar el tiempo máximo de trabajo con objeto de 
garantizar la salud y seguridad del trabajador. De tal forma que se marcó una jornada 
máxima de 48 horas semanales, límite máximo que se refiere tanto a la jornada ordinaria 
como a la extraordinaria. Esto se ha mantenido por la Directiva 2003/88/CE que se limita 
a codificar y mejorar técnicamente la anterior normativa. A partir de aquí, cabe plantearse 
cuál es el contenido y extensión de esta jornada máxima y su incidencia en nuestro 
derecho interno337. La Directiva 2003/88/CE a efectos de control de la jornada máxima, 
establece un módulo de 4 meses como periodo de referencia para el cómputo de la jornada 
semanal. Se trata de un límite que incluye sin distinción horas ordinarias y extraordinarias 
muy superiores a la jornada de 40 horas semanal, o bien, la posibilidad de realización de 
un gran número de horas extraordinarias. Pero lo realmente importante, es que dicho 
parámetro binario (jornada ordinaria más extraordinaria) semanal de 48 horas máximas, 
ha dado lugar a una clara confusión y falta de delimitación entre jornada ordinaria y 
extraordinaria, desnaturalizando esta última, al difuminarse y servir de argumento para 
establecer una jornada anual máxima obligatoria que no hace distinción entre ambos tipos 
de jornada de trabajo. Esto viene reafirmado, porque aparte de las horas extraordinarias 
que puedan englobar las 48 horas semanales máximas, también prevé la posibilidad de 
realización de otras horas extraordinarias adicionales de tipo personal y voluntarias, que 
destacan porque se producen sobre las 40 horas semanales máximas; supuesto que se 
contempla en el art. 22.1.a) Directiva 2003/88/CE338. 
 
A este control de la duración de la jornada tan escasamente eficaz, que realiza la 
normativa comunitaria, se une la flexibilidad en cuanto a los módulos de cómputo y 
control de la jornada, fijado en periodo cuatrimestral, pero admitiendo otros módulos 
hasta llegar al anual, que actúan como un amplio abanico de excepciones frente a la norma 
general. Esto parecería que tiene escasa importancia puesto que nuestro ordenamiento 
laboral tiene una regulación de la jornada que cabe considerar que mejora la comunitaria, 
al menos en lo relativo a la duración de la jornada ordinaria y de la extraordinaria. Mejora 
                                                          
337 Véase Chacartegui Jávega, C., “Tiempo de trabajo, racionalidad horaria y género: un análisis en el 
contexto europeo”, en Revista de Relaciones Laborales: Revista crítica de teoría y práctica, nº 2, 2006, 
págs. 1201-1223. 




que se da tanto en el ámbito privado como en el sector público, puesto que en este último 
sector se prestan ciertos servicios y actividades que entran dentro de la Directiva 
2003/88/CE, caso de la asistencia sanitaria. Sin embargo, la posibilidad de que esta 
jornada máxima esté compuesta por jornada ordinaria y extraordinaria acaba desvirtuando 
esta jornada mejorada de nuestro derecho interno, al permitir jornadas que superaran la 
suma de la jornada ordinaria, más la extraordinaria339. 
 
El fundamento de la limitación de la jornada desde el punto de vista social y jurídico 
reside en tutelar la salud psicofísica del trabajador (fin que no excluye otros de naturaleza 
económica, fundados en la ley de los rendimientos decrecientes)340. De este modo, la 
duración de la jornada ha de ser tal que el valor obtenido mediante el trabajo realizado en 
ella, en concurso con los otros factores productivos, asegure no sólo la subsistencia del 
trabajador, sino que además provea a la financiación de la empresa y al beneficio del 
empresario. De tal forma que desde el punto de vista económico es esencial la 
determinación de una jornada mínima, por debajo de la cual decrece y llega a anularse el 
beneficio del empresario.  
 
Nuestra legislación desde el pleno reconocimiento constitucional de la autonomía 
colectiva, ha renunciado a establecer normativamente cual debe ser la jornada ordinaria 
de un trabajador, entendiendo que debe ser establecida por los propios interesados, bien 
mediante la negociación colectiva, bien en el contrato de trabajo. Por lo tanto, la jornada 
se determina a través del acuerdo individual entre empresario y trabajador plasmado en 
el contrato o bien por acuerdo entre empresario y agentes sociales mediante el convenio 
colectivo, pero en todo caso respetando los límites de jornada dispuestos por la norma 
legal que actúa como derecho mínimo relativo341. Aunque conviene precisar en este 
sentido que no cabe hablar de una única jornada máxima, sino de varias, que se establecen 
en función de diversos factores, como la edad, el horario nocturno, las unidades de 
                                                          
339 Recio, C., Torns T., Borrás V., Moreno, S., “La regulación del tiempo de trabajo en la Unión Europea”, 
en Papeles de relaciones ecosociales y cambio global, nº 108, 2009, pág. 78-80; también interesante es el 
estudio de M. Ruesga, S., y Pérez Ortiz, L., “La jornada de trabajo: reflexiones sobre el debate actual”, en 
Claridad, primavera 2005, cuarta etapa, 2005, págs. 9 y 10; Rodríguez-Piñero y Bravo Ferrer, 
“Flexiseguridad: el debate europeo en curso”, en Relaciones laborales, La Ley,, nº 15, Tomo II, Año XXIII, 
2007, pág. 113 y ss. 
340 En tal sentido, Montoya Melgar, A., Derecho del Trabajo, trigésimo séptima edición revisada, Tecnos, 
2016, pág. 344. 
341 Cabeza Pereiro, J., “Las fuentes reguladoras de la jornada de trabajo”, en Tiempo de trabajo, Aparicio 




cómputo (día, semana, año, etc.) del tiempo de trabajo y, sobre todo, la pertenencia a 
ciertas profesiones o ramas de actividad. Por otra parte, la duración del tiempo de trabajo 
se puede reducir en determinados supuestos, bien en interés del trabajador para conciliar 
la obligación de trabajo con intereses personales o familiares del trabajador de especial 
referencia, bien en interés del empleador para facilitar el ajuste temporal del empleo en 
la empresa en determinadas circunstancias económicas o empresariales342. En sentido 
contrario, la jornada ordinaria se puede ampliar en determinadas ocasiones, dentro de 
ciertos límites, mediante las horas extraordinarias343. 
 
En este aparatado se va a hacer referencia exclusivamente a la jornada ordinaria 
relativa al régimen común regulado en la Ley del ET. Ya que será objeto de desarrollo 
específico las jornadas especiales, así como las reducciones o ampliaciones de jornadas 
posibles en determinadas circunstancias. La regulación legal, desde el ET/1980 renuncia 
a imponer una jornada concreta y remite a las partes afectadas su determinación. De una 
u otra forma, en el momento de inicio del contrato, el trabajador debe conocer el número 
de horas debidas y su distribución a lo largo del año. Pese a que en un sentido estricto la 
redacción dada al art. 34.1 y art. 34.2 del ET por la Ley 8/1980, de 8 de marzo, parece 
que está haciendo alusión al tiempo de trabajo diario, lo cierto es que no existía ningún 
inconveniente para que las partes establecieran la jornada en cómputos semanales o 
anuales. La Ley 10/1994, de 19 de mayo, el art. 34.1 y 34.2 ET establece implícitamente 
la posibilidad de fijar la jornada en cómputo anual y la posibilidad de negociar la 
distribución irregular de la jornada a lo largo del año344. Con lo que, aunque la 
determinación de la jornada ordinaria se deja a la autonomía de las partes, la norma legal, 
en cumplimiento del art. 40.2 CE establece ciertas limitaciones a esa libertad de 
determinación.  
 
El art. 34.1 ET pese a su brevedad merece algún comentario. Ante todo, es claro que 
nuestro ordenamiento jurídico utiliza como módulo básico para la fijación de la jornada 
                                                          
342 Es decir, el régimen jurídico de la jornada máxima legal, tal como aparece delineado en el ET, se 
instrumenta en torno a lo que puede denominarse un régimen común y unos regímenes especiales de jornada 
laboral, a los que se suma un régimen de exclusiones, véase en tal sentido lo dispuesto en la obra de Montoya 
Melgar, A, Derecho del Trabajo, trigésimo sexta edición revisada, Tecnos, 2015, pág. 345. 
343 Martín Valverde, A, Rodríguez-Sañudo Gutiérrez, F., García Murcia, J., Derecho del Trabajo, 
vigesimocuarta edición, Tecnos, 2015, pág. 597. 
344 Alfonso Mellado, C.L., y García Ortega, J., Jornada y ordenación del tiempo de trabajo”, Ed. Valencia: 




legal la semana. Sin embargo, ello no obsta para que, de alguna manera, también sean 
tenidos en cuenta el módulo diario y el módulo semanal. El módulo diario aparece 
implícitamente en la fijación de 40 horas semanales de trabajo. La elección de esa cifra 
no es casual. Históricamente, a partir de la instauración de la jornada diaria de 8 horas y 
del descanso semanal arraigó paralelamente la idea de que la jornada semanal era de 48 
horas (ocho horas por seis días de trabajo). Cuando se promulgó el ET en 1980, estaba 
muy extendida la práctica de lo que en aquellos años se conocía como la semana inglesa, 
consistente en descansar no solamente el domingo sino también la tarde del sábado, lo 
que suponía trabajar el sábado solamente por la mañana, es decir, cuatro horas. Por esa 
razón, el ET de 1980 estableció la jornada máxima legal en 43 horas semanales si la 
jornada era continuada o 42 horas si la jornada era partida)345. Pues bien, la reducción a 
40 horas efectuada en 1983 y que es la única reforma habida desde entonces (y ya han 
pasado más de 30 años) respondía a la idea de que el descanso semanal debía extenderse 
al sábado completo, de ahí que se establecieran 40 horas semanales (ocho horas por cinco 
días laborables a la semana). Pero no se retocó el propio art. 37 ET que establecía y sigue 
estableciendo el descanso mínimo semanal obligatorio en día y medio, precepto que era 
coherente con la primera redacción del art. 34 ET, pero no con la adoptada a partir de 
1983 y vigente hasta hoy. Pero al margen de esa incoherencia normativa, lo cierto es que 
el paradigma de la jornada diaria de ocho horas sigue vigente desde que el I Congreso de 
la Asociación Internacional de Trabajadores, fundada por Carlos Marx, que tuvo lugar en 
Ginebra en el año 1866 la propusiera como una de las principales reivindicaciones de la 
clase obrera, que se insertaba, a su vez, en el paradigma cultural más amplio y de enorme 
resistencia al paso del tiempo, el de los “tres ochos”, es decir, ocho horas para trabajar, 
ocho horas para dormir y descansar y ocho horas para lo demás (alimentación, ocio, 
formación, desarrollo cultural, etc.). Por eso tampoco es casualidad que cuando se quiere 
por primera vez romper esa especie de tabú se opte por la semana de 35 horas 
implícitamente ello significa sustraer una hora a la jornada diaria, es decir, siete horas por 
cinco días, lo que resultan 35 horas semanales346. 
 
Por otra parte, el módulo diario aparece explícitamente en el art. 34.3 ET cuanto, tras 
haber admitido en el art. 34.2 ET que la jornada se puede distribuir irregularmente (lo que 
                                                          
345 En este sentido, García Ninet, J.I., “La jornada. Comentarios a las leyes laborales” en Revista Derecho 
Privado, Edersa, Madrid, 1982, págs. 15 y ss.  




supone jornadas semanales de más y de menos de 40 horas, pero también de jornadas 
diarias de más y de menos de 8 horas), el legislador pone un límite a esta última 
posibilidad “el número de horas ordinarias de trabajo efectivo no podrá ser superior a 
nueve diarias”, si bien permite a la negociación colectiva superar dicho límite. En cuanto 
al módulo anual aparece explícitamente en el art. 34.1 ET como una referencia para la 
distribución irregular de la jornada. El módulo anual supone un elemento de 
racionalización en la regulación de la jornada de trabajo, ya que permite integrar todos 
los aspectos del tiempo de trabajo (jornada propiamente dicha, descanso semanal, 
vacaciones y festivos) puesto que, al no decidirse expresamente por el legislador cual es 
la jornada máxima anual, la misma solamente puede ser deducida de la consideración 
conjunta de todos los factores. Ese cálculo se hizo por primera vez en el Acuerdo 
Interconfederal de 1983 (BOE de 1 de marzo) cuyo artículo 6 estableció la jornada 
máxima anual en 1826 horas y 27 minutos. Y desde entonces, esas casi 1827 horas han 
venido siendo consideradas como la jornada máxima anual en España. En cualquier caso, 
tal y como se vio anteriormente existen varias formas posibles para calcular la jornada 
anual y no todas ellas arrojan el mismo resultado. 
 
Nuestro derecho positivo sigue manteniendo una regulación legal de tipo imperativo 
sobre la jornada laboral, a efectos de conseguir que esta sea una jornada limitada en 
términos de homogeneidad y uniformidad para el conjunto de los trabajadores. En este 
sentido fija una duración máxima no superable, dejando a las partes, tanto a la autonomía 
colectiva como a la individual el margen de actuación de rebajar la misma. La exigencia 
de una jornada máxima constituye un mínimo de derecho necesario de tipo relativo, al 
permitir únicamente su mejora. No admisible superar ésta bajo ninguna fórmula, ni 
siquiera al amparo de la globalidad del convenio colectivo que contemple otras 
condiciones en su conjunto más favorables, ni tampoco con contraprestaciones de tipo 
individual347. El apartado primero del art. 34.1 ET dispone que la duración máxima de la 
jornada ordinaria348 de trabajo será de cuarenta horas semanales de trabajo efectivo de 
                                                          
347Sala Franco, T., “Dos cuestiones mal resueltas: la naturaleza imperativa de las normas legales laborales 
y la complementariedad convencional de las mismas”, Revista del Ministerio de Trabajo y Asuntos 
Sociales, nº 3/1997, pág. 121-132. Distingue entre mínimos de derecho necesario incompensables o 
compensables en términos absolutos o relativos por la negociación colectiva.  
348 “Jornada ordinaria es aquella jornada de trabajo pactada en el contrato de trabajo, bien sea la jornada 
máxima legal o bien otra acordada por las partes. La jornada ordinaria no siempre tiene que coincidir con 
la jornada máxima legal, ya que la primera puede ser inferior a la jornada máxima legal. Se incluye en su 
ámbito de aplicación a todos los trabajadores por cuenta ajena, cualquiera que sea su nacionalidad, excepto 




promedio en cómputo anual349. El límite se fija sobre el trabajo efectivo y el cómputo por 
el que se opta es el anual. Los tribunales, como ya se ha aludido anteriormente, han 
aceptado como concreción de esa jornada máxima el promedio de 1826 horas y 27 
minutos de trabajo efectivo, descontando vacaciones y descansos350. En cuanto a la 
determinación del “quantum”, el art. 34.1 ET señala con precisión el módulo de referencia 
máximo, siendo en este caso el anual. Sin embargo, este cómputo anual no deja de ser un 
módulo incompleto ya el legislador no ha resuelto adecuadamente dicho problema, puesto 
que si “el legislador quería optar por una jornada anual debería haber aprovechado para 
establecer una duración de la jornada anual. El legislador, quizá no acaba de valorar y 
estar seguro de los efectos deseados e indeseados que podría tener la fijación completa de 
una jornada anual351.   
 
La nueva redacción del art. 34 ET, realizada por la Reforma de 1994, le ha dotado de 
una mayor claridad, al considerar que ha mejorado la redacción del precepto relativo a la 
jornada, al ofrecer de forma explícita este sistema de cálculo basado en la fijación de la 
jornada de trabajo mediante el “promedio cómputo anual”. Se ha pretendido aclarar esta 
doble condición de jornada, duración y distribución, haciéndola coincidir en el anual, cosa 
que hasta la fecha no se había realizado de forma sistemática y expresa352. Pero la relación 
entre duración de jornada y distribución de la misma no ha sido resuelta de manera 
satisfactoria, puesto que ha generado diversas cuestiones complejas.  
 
En primer lugar, para que la jornada anual cumpla su función de jornada máxima legal 
requiere su cuantificación anual, para lo cual necesita de la labor complementaria de dos 
módulos. Por un lado, el módulo semanal que guarda la jornada máxima en su aspecto 
cuantitativo, 40 horas semanales, como puro elemento de comprobación de control de 
equivalencia en el módulo anual. Y, por otro lado, el módulo anual que juega como 
módulo de distribución y que requiere para ello de la labor complementaria de la duración 
                                                          
de la jornada ordinaria, los menores de edad, las relaciones del personal al servicio de las administraciones 
públicas, las relaciones laborales especiales, trabajos con jornadas especiales, y el contrato a domicilio. 
349 La modificación operada en 1983 redujo la jornada máxima legal (la dejó establecida en cuarenta horas 
semanales, frente a las a las 43 horas semanales en jornada partida y 42 horas semanales en jornada 
continuada previstas en el Estatuto de los Trabajadores de 1980) y estableció con carácter legal el derecho 
al descanso en los supuestos de jornada continuada”, Montoya Melgar, A, (director), Enciclopedia Laboral 
Básica, op.cit. pág. 806. 
350 Véase STJSJ Madrid, de 30 de octubre de 1990 (AS 1990, 2592). 
351 Así lo manifiesta Alarcón Caracuel, M.R., La ordenación del tiempo de trabajo, op.cit. pág. 94. 
352 Prados Reyes, F.J., “La ordenación del tiempo de trabajo en la Reforma del Estatuto de los 




semanal fijada legalmente. En consecuencia, el marco semanal ya no opera en esta 
condición de módulo de distribución, puesto que el legislador se ha encargado de suprimir 
esta vertiente que hasta ahora se aparejaba al módulo de jornada máxima legal (duración), 
así como su condición de módulo de distribución353. Esta supresión de aspecto 
distributivo de la jornada semanal lleva al segundo módulo necesario, el que reúne la 
condición de módulo de distribución por expreso mandato del legislador, el anual. La 
condición de marco máximo de distribución de la jornada conlleva necesariamente que 
en el mismo se fije la duración máxima, en su doble aspecto de duración y distribución. 
En definitiva, se trata de convertirlo en el módulo máximo de duración y distribución de 
la jornada, a partir del cual cualquier exceso es tiempo de trabajo ajeno al pactado como 
prestación ordinaria debida. Pero el módulo anual no es un módulo perfecto, sino que 
requiere una labor de complementariedad de la duración semanal, lo que le supone una 
cierta subordinación a la misma, especialmente a la hora de determinar la soberanía o no 
de una jornada anual previamente cuantificada. Y ello teniendo en cuenta que esta 
remisión a la jornada semanal presupone tener que recurrir a otras unidades inferiores, 
como son las semanas hábiles e inhábiles, siendo que para el cálculo de éstas debemos ir 
a los días laborales y no laborales354. 
 
En segundo lugar, y dado que la jornada anual requiere de ambos elementos que 
conforman la jornada de trabajo (duración y distribución), esto le lleva a constituirse en 
módulo máximo de ambos aspectos. En esta condición, se viene convirtiendo en punto de 
referencia para valorar la adecuación de la jornada ordinaria en dicho parámetro y sus 
posibles excesos, como elemento prevalente frente a otros módulos, pronunciándose en 
tal sentido la jurisprudencia al valorar la equivalencia entre jornada ordinaria y 
extraordinaria en términos anuales355. Aunque lo cierto es que la exigencia legal de que 
ésta deba cumplir con el promedio semanal parece de una imperatividad tal que cuestiona 
                                                          
353 García Blasco, J., “Flexibilidad del tiempo de trabajo; jornadas y descansos”, AA.VV., Homenaje al 
profesor Alonso García, Ed. Marcial Pons S.A., Madrid, 1995. Este autor considera que “el reconocimiento 
expreso al cómputo anual reduce a su nivel más secundario el cómputo de la jornada semanal como límite 
hasta ahora, que sólo actúa para la distribución anual”, pág. 305. 
354 García Ninet, J.I., “Ordenación del tiempo de trabajo”, AA.VV., Jornada laboral, movilidad, y 
condiciones de trabajo, Edersa, Madrid, 1994, pág. 22 “(…) cual es el total de horas al año se estima como 
jornada anual máxima, una vez computados y descontados los días de vacaciones anuales, los domingos 
(dentro y fuera del periodo vacacional), los medios días semanales (del sábado o del lunes, para completar 
las treinta y seis horas de descanso semanal) y los 14 festivos”. 
355 Véanse las siguientes sentencias: STS de 16 de marzo de 2005 (JUR 2005/121207), STS de 19 de 
noviembre de 2002 (RJ 2003/1198), STS de 15 de septiembre de 2001 (RJ 2002/1504), STS de 18 de 




que la fijación anual de la misma pueda tener cierta autonomía; en términos, de que una 
vez fijada la jornada anual en convenio colectivo haya que estar a la misma, en una 
especie de presunción “iuris tantum” de corrección de todos los elementos que la integran, 
lo que genera que cualquier duda entre módulos se decante por el anual356. Pero ello no 
evita el tenor claro de la norma legal y la exigencia del promedio semanal en términos de 
comprobación de la jornada máxima, y esto no sólo porque sea este el criterio legal que 
debe prevalecer por imperativo del art. 34.1 ET357, sino porque la labor de cuantificación 
de la jornada anual requiere de labor de complementación de la jornada semanal, por lo 
que la adecuación a la misma se exige ex ante, en su constitución; pero también ex post, 
al exigir el legislador el respeto a dicho promedio358. 
 
En esa tesitura, no se puede defender que la cuantificación de la jornada anual una 
vez realizada, mantiene una cierta autonomía de los elementos que la componen, sino que 
mantiene la dependencia de ésta en la medida que debe salvaguardar la debida 
equivalencia. La cuestión que se suscita es si en jornadas anuales inferiores a la máxima 
legal también es exigible la equivalencia semanal, o por el contrario, no es aplicable a 
tenor de la libre autonomía colectiva de las partes. En caso de fijación convencional de 
jornada máxima inferior a la legal, se estará a la fijada en el convenio colectivo. En este 
caso, cabe considerar que para su establecimiento ha seguido la misma dinámica que para 
el cálculo de la jornada máxima anual, o sea, la determinación del número de semanas 
hábiles e inhábiles derivadas del mismo convenio colectivo, motivo por el cual cabría 
considerar que se debe mantener la equivalencia con una jornada semanal promediada, 
aunque inferior a la legal. Sin embargo, lo cierto es que establecida una jornada inferior 
                                                          
356 SAN de 18 de diciembre de 2001 (Rec. 616,2001) “en un Convenio colectivo que regula la jornada anual 
y semanal, con una cláusula de compensación con descanso el exceso semanal, lo que lleva a considerar 
que debe acudirse a la jornada anual”. STSJ de la Comunidad Valenciana, de 25 de mayo 1999 (AS 1999, 
4252), supuesto de “Convenio colectivo que regula sólo la jornada semanal de 38 horas, pero se realizan 
turnos de 28 días, con siete de descanso, lo que lleva al Tribunal a considerar que estamos ante una jornada 
anual, acudiendo a dicho módulo para comprobar el exceso de jornada”. STSJ de Cataluña de 16 de abril 
de 1998 (AS 1998/5570), en un supuesto de “Convenio colectivo con jornada semanal de 36 horas para 
turno nocturno, si bien realizaban un ciclo bisemanal, lo que lleva al Tribunal a considerar que se admite 
una distribución irregular y debe acudirse al cómputo anual para ver la regularidad de las 36 horas 
semanales”. 
357 Bodas Martín, R., La jornada laboral, Ed. Dykinson, Madrid, 2002, “(…) la expresión “promedio en 
cómputo anual” supone el establecimiento de un cociente cuyo dividendo se compone por el número de 
horas de trabajo en el año natural, que habrá que arrojar obligatoriamente un resultado igual o inferior a 
cuarenta”, pág. 14. 
358 Alonso Olea, M., Casas Baamonde, M.E., Derecho del Trabajo, 27ª edición, Ed. Civitas, Madrid, 2010, 
“esta extremada flexibilidad de la jornada debe, sin embargo, tener en cuenta que el total anual ordinario 





a la máxima legal y sin indicar nada sobre su equivalencia semanal, cabe entender que 
los sujetos negociadores han optado por dar plena sustantividad a esta jornada anual sin 
requisito de equivalencia alguna, en términos semanales, criterio avalado por la libertad 
negociadora y por el respeto al mínimo relativo que representa la jornada máxima legal. 
En consecuencia, esta equivalencia de la jornada máxima semanal es aplicable sólo en 
aquellos supuestos de jornada máxima legal y, por el contrario, en los convenios 
colectivos con jornada anual establecida de forma expresa, inferior a la legal, dicha 
jornada anual gozará de una presunción de sustantividad y soberanía propia, por encima 
de los elementos que la conforman. 
 
En tercer lugar, se crea el problema de la jornada semanal y si está ante la falta de una 
regulación convencional de jornada anual o ante la ausencia de cualquier elemento de 
distribución de la misma, actúa como módulo dispositivo, criterio defendido por cierto 
sector de la doctrina al interpretar el art. 34.1.2 ET y considerar su naturaleza de norma 
supletoria; o en atención a otro sector doctrinal, que considera que la jornada regular es 
la que se mantiene dentro del parámetro de 40 horas semanales, todas las semanas, lo que 
produce un efecto indirecto con igual resultado final359. El legislador establece que todas 
las semanas lo son en promedio respecto al cómputo anual, lo que supone una clara 
intencionalidad de relativización de la semana que califica de irregular “per se”. Es decir, 
ésta juega como simple tabla de equivalencia y, por lo tanto, supone indirectamente la 
posibilidad de superación de dicha equivalencia en este módulo. El propio precepto indica 
que lo es “en promedio anual” lo que impide asumir un carácter supletorio de la jornada 
máxima semanal, que le supondría adquirir, en dicho supuesto, un carácter de módulo 
máximo de distribución. El art. 34.1 ET con alusión al “promedio anual” referido al valor 
semanal se ha encargado de desactivar la condición de módulo de distribución de la 
semana, impidiendo que juegue por defecto360. 
 
Una vez llegada a la conclusión que el único módulo de duración y distribución que 
regula el art. 34.1 ET es el anual, se plantea la posible dispositividad del mismo. Es cierto 
                                                          
359 Al respecto véase Palomeque López, M.C., Álvarez de la Rosa, M., Derecho del Trabajo, 9ª y 10ª 
edición, Ed. Centro de Estudios Ramón Areces, Madrid, 2001/2004, “la distribución regular será de este 
modo, cuarenta horas semanales y un máximo de nueve horas diarias”, pág. 616. 
360 STS de 16 de marzo de 2005 (JUR 2005/121207), “(…) de manera que, en aplicación de los arts. 34 y 
35 ET, solamente se considerarán extraordinarias aquellas horas de trabajo efectivo que rebasen la duración 
máxima de la jornada ordinaria de trabajo, cuantificada en 40 horas semanales de trabajo efectivo de 




que el art. 34.1 ET remite al convenio colectivo o contrato de trabajo para fijar la duración 
de la jornada, pero no es menos cierto que la determinación de que esa jornada se computa 
en términos anuales, también se regula en el mismo apartado, art. 34.1 ET, en su párrafo 
segundo. En lógica consecuencia, cabe entender que la remisión a las partes para que vía 
convenio colectivo o contrato de trabajo regulen la duración de la jornada debe entenderse 
referida a ambas materias, ya que no hay jornada máxima si no va aparejada a un módulo 
determinado. La condición de norma de derecho necesario de tipo relativo del art. 34.1 
ET, mejorable por regulación convencional o contractual, lleva a la posibilidad de que se 
establezcan módulos inferiores vía convenio colectivo o contrato de trabajo, los cuales 
procederán a disponer el módulo anual, en su doble vertiente de módulo máximo de 
jornada y distribución. La posibilidad de sustituir el módulo anual se ampara en el art. 
34.1 ET que da entrada a la autonomía individual para que tenga acceso a establecer este 
módulo inferior, como mejora sobre el módulo anual, pero en este caso y en contrapartida, 
no se puede negar la facultad del empresario para que asigne al inicio de la relación laboral 
un determinado módulo inferior al anual, con la consecuencia que una vez asignado, si lo 
es con carácter definitivo, se consolida por tácita aceptación del trabajador y su alteración 
requiere acudir al art. 41 ET. En todo caso, el establecimiento de estos módulos supone 
el primer elemento que será relevante en una distribución regular o irregular, al imponer 
la necesidad o no, de que haya módulos inferiores al anual que limiten esta distribución. 
Los módulos de distribución suponen el espacio temporal concreto en que se puede 
distribuir la jornada ordinaria y ella como marco objetivo, en el que se integrarán el resto 
de elementos que conforman la ordenación de la jornada de trabajo361. 
 
Dentro del límite máximo legal la determinación de la jornada corresponde a los 
convenios colectivos o contratos de trabajo362. De tal forma y como se viene diciendo el 
art. 34 ET deja a la voluntad de las partes la determinación de la jornada ordinaria de 
trabajo, de manera que podrá ser pactada en los convenios colectivos o en los contratos 
de trabajo dentro de una serie de límites que actúan como derecho necesario. El primer 
                                                          
361 Monreal Bringsvaerd, E.J., “Autonomía colectiva e iniciativa empresarial en la distribución irregular de 
la jornada”, Actualidad Laboral, nº 30, op.cit., pág. 560. 
362 El TJCE en Sentencia 5 de octubre de 1990 (TJCE 2004, 272) declara “en relación con el trabajo de 
unos socorristas adscritos a un servicio de asistencia sanitaria urgente que la posibilidad  abierta por la 
Directiva 93/104/CE, de 23 de noviembre, derogada por la actual Directiva 2003/88/CE, de 4 de noviembre, 
de superar la jornada máxima semanal de cuarenta y ocho horas sólo puede ser utilizada válidamente si hay 
aceptación expresa y libre por parte del trabajador afectado, sin que sea suficiente con una mera previsión 




límite que nos encontramos es el semanal y anual, es decir la jornada no puede exceder 
de 40 horas semanales de trabajo efectivo en promedio anual, pero mediante convenio 
colectivo o mediante acuerdo entre la empresa y los trabajadores, se puede distribuir 
irregularmente la jornada a lo largo del año, siempre y cuando se respete el descanso entre 
jornadas que como nos indica el art. 34.3 ET es de 12 horas. El segundo límite es el diario, 
que dispone que la duración de la jornada de trabajo no podrá exceder de 9 horas 
ordinarias diarias de trabajo efectivo, salvo que se pacte distribución irregular de la 
jornada mediante convenio colectivo, o en su defecto, acuerdo entre la empresa y los 
representantes de los trabajadores363. El tercer límite es el descanso durante la jornada, 
que debe de ser al menos 15 minutos siempre que la jornada diaria continuada exceda de 
6 horas, y este tiempo de descanso puede considerarse como tiempo de trabajo efectivo 
si así se dispone mediante negociación colectiva o en el propio contrato de trabajo. El 
cuarto límite que nos encontramos es el relativo al descanso mínimo semanal que debe 
ser de día y medio a la semana, aunque puede acumularse por periodos de hasta catorce 
días. Y, por último, cuando el trabajador sea menor de 18 años la jornada diaria de trabajo 
no podrá exceder de 8 horas, incluyendo el tiempo de formación, además el descanso 
semanal será de dos días ininterrumpidos364 y el descanso para el bocadillo será de treinta 
minutos y deberá establecerse siempre que la duración de la jornada diaria continuada 
exceda de cuatro horas. Los límites máximos señalados por el ET, son normas de derecho 
necesario que no pueden ser rebasadas por convenio colectivo ni por contrato individual. 
Pueden fijarse jornadas de duración inferior pero no superior365.  
                                                          
363 La Ley 11/1994 constituye una clara manifestación de la anualización de la jornada y su distribución 
irregular a lo largo del año con la flexibilización del tope diario de las nueve horas diarias de jornada 
ordinaria. Amplia el campo de la negociación colectiva desregulando importantes parcelas de la jornada 
para su negociación a niveles más próximos a la empresa. Véase García Ninet, J., Salario y Tiempo de 
trabajo en el Estatuto de los Trabajadores (de 1980 a 2005), Estudios Financieros, 2005, págs. 293-294.  
364 El ET en el art. 34.3 párrafo 3º, especifica que “los trabajadores menores de 18 años no podrán realizar 
más de 8 horas diarias de trabajo efectivo, incluyendo, en su caso, el tiempo dedicado a la formación y, si 
trabajase para varios empleadores, las horas realizadas con cada uno de ellos. Este tope de horas diarias de 
trabajo pretende evitar una sobrecarga de actividad en tan temprana edad y con controles que podrían ser 
efectivos a través de la Seguridad Social, bien vía SEPE, bien vía Tesorería General de la Seguridad Social 
(si es que los trabajadores están declarados), de cuyos organismos se podrá recabar información pertinente. 
Por tanto, un menor de 18 años no podrá, en un solo empleo o en varios, trabajar al día más de 8 horas de 
trabajo efectivo, sin que aquí quepa una distribución irregular ni promediar las horas en cómputo anual. Es 
interesante recordar que la Recomendación de la Comisión 67/125/CEE, de 31 de enero de 1967, dirigida 
a los Estados miembros relativa a la protección de jóvenes en el trabajo, referida a los menores de 18 años, 
en el punto 6 recomienda a los Estados que limiten la jornada de trabajo de los adolescentes a 8 horas diarias 
y 40 horas semanales, señalándose además que la asistencia obligatoria a una escuela profesional o a cursos 
de perfeccionamiento se compute como tiempo de trabajo. Véase Ruano Albertos, S., El trabajo de los 
menores de edad a la luz de la legislación internacional y comunitaria, Madrid, (MTAS), 2001, págs. 372-
390. 




Las reglas generales de limitación de jornada establecidas en la Ley no constituyen 
las únicas que pueden ser identificadas, ya que al referirse al término “ordinaria” implica 
la existencia de un tiempo extraordinario de trabajo sobre el que también hay unos límites 
legales que se examinarán en el capítulo correspondiente. Por otro lado, el Gobierno, a 
propuesta del Ministerio de Trabajo y previa consulta a las organizaciones sindicales y 
empresariales más representativas, puede establecer ampliaciones o limitaciones de 
jornada para aquellos trabajos o sectores que así lo exijan debido a sus peculiaridades (art. 
34.7 ET). Esas excepciones al régimen general se conocen con el nombre de jornadas 
especiales y se encuentran recogidas en el RD 1561/1995, de 21 de septiembre, de 
jornadas especiales de trabajo y RD 311/2016, de 29 de julio, por el que se modifica el 
RD 1561/1995, en materia de trabajo nocturno. 
 
5.  Jornadas máximas convencionales o pactadas  
 
Como se ha dicho, el art. 34.1 ET dispone que “la duración de la jornada será la 
pactada en los convenios colectivos o contratos de trabajo”. Por lo tanto, la Ley faculta a 
la negociación colectiva y a la autonomía individual a establecer la duración de la jornada 
de trabajo para los trabajadores a los que les sea de aplicación dicho convenio, o al propio 
trabajador a que negocie con su empresa la duración de la jornada laboral, pero siempre 
teniendo presente la existencia de un derecho mínimo infranqueable que es la jornada 
máxima legal establecida en la ley. Es decir, la jornada ordinaria que pueda fijarse en el 
convenio colectivo o contrato de trabajo, en ningún caso puede superar el máximo legal, 
establecido en cuarenta horas semanales de promedio en cómputo anual. Ese 
sometimiento del convenio a la Ley obliga a aquél a adaptarse a las modificaciones que 
pueda sufrir la Ley. De tal forma que, si entra en vigor una nueva disposición legal sobre 
jornada de trabajo, los convenios colectivos o pactos individuales deberán adaptar las 
disposiciones sobre jornada a la nueva disposición legal. Así lo estableció el TC al 
declarar constitucional la Disposición Transitoria de la Ley 4/1983, de 29 de junio. Esta 
Ley redujo la duración de la jornada máxima de cuarenta y tres horas semanales de trabajo 
efectivo en jornada partida y de cuarenta y dos horas semanales de trabajo efectivo en 
jornada continuada, a cuarenta horas semanales de trabajo efectivo de promedio en 




duración legal los convenios colectivos firmados con anterioridad a la entrada en vigor 
de la misma366. 
 
El contrato de trabajo, como se viene diciendo, puede establecer la duración de la 
jornada y dicha determinación se hace exclusivamente para la concreta relación que une 
al trabajador individual con el empresario individual. El contrato de trabajo no fija una 
jornada máxima, sino la jornada aplicable a esa relación de trabajo, en este sentido el art. 
3.1.c) ET establece que “los contratos de trabajo no deben establecer en perjuicio del 
trabajador condiciones menos favorables o contrarias a disposiciones legales y 
convencionales”. El contrato de trabajo ha de respetar la jornada máxima legal, pudiendo 
únicamente establecer una jornada inferior, pero no superior. La existencia de convenio 
colectivo no supone la exclusión de la actuación del contrato, pero el acuerdo individual 
habrá de respetar, en todo caso, los límites establecidos convencionalmente. De tal forma 
que el contrato individual de trabajo sólo podrá regular los aspectos de la jornada no 
regulados por la Ley o el convenio colectivo; regular aquellas materias en que esas fuentes 
se remitan expresamente a la autonomía individual y/o mejorar las condiciones 
establecidas en la Ley o el convenio367. 
 
Uno de los problemas más importantes es la necesidad de articular los distintos niveles 
en que se desarrolla la negociación colectiva (de sector, de empresa, nacional, 
autonómico, provincial, local). No se trata tanto de determinar qué norma prima sobre las 
demás, sino más bien de establecer una coordinación entre los distintos ámbitos a la hora 
de abordar esta materia368. En ese sentido, lo más razonable es que los convenios 
colectivos de ámbito superior fijen la duración de la jornada máxima y establezcan 
algunas reglas generales sobre la distribución del tiempo de trabajo, dejando para los 
convenios colectivos de ámbito inferior, especialmente los de empresa, la determinación 
concreta de dicha distribución369. En la práctica lo más común es que sea el convenio de 
                                                          
366 STC 210/1990, de 20 de diciembre de 1990 (RTC 1990, 210). 
367 Martín Valverde, A., y García Murcia, J., Tratado práctico de Derecho del Trabajo, vol. II, Navarra, 
Aranzadi, 2012, pág. 1544-1545. 
368 Goerlich Peset, J.M. (Coordinador), El tiempo de trabajo en la negociación colectiva, op.cit. pág. 21-
23. 
369 Véase: “El papel de los Acuerdos Interconfederales en la Negociación Colectiva”, en El tiempo de 
trabajo y la seguridad, op.cit. págs. 82-97. En esa línea se pronunció en su día el Acuerdo Interconfederal 
de Negociación Colectiva de 6 de febrero de 2007 (BOE del 24 de febrero) establece que “los convenios 
colectivos permiten tratar un conjunto de aspectos como la gestión del tiempo de trabajo, la duración y 
redistribución de la jornada, incluso su cómputo anual y su distribución flexible, la limitación de las horas 




empresa el que fije la distribución de la jornada y el convenio de ámbito superior 
establezca la jornada máxima en cómputo anual370. 
 
Otro problema que se plantea en la articulación entre convenio colectivo y contrato, 
se debe a que pactos individuales en masa pueden introducir una nueva regulación de la 
jornada que puede dejar vacía de contenido la establecida en el convenio. Es regla 
jurisprudencial asentada que la utilización de esos contratos en masa como medio de 
modificar el convenio sin recurrir a la negociación con los representantes de los 
trabajadores vulnera el derecho a la libertad sindical371. Se pretende potenciar la 
negociación colectiva y, en su caso, el contrato de trabajo, en detrimento de las 
previsiones legales, que quedan ahora como topes mínimos o máximos, según los casos. 
Los convenios colectivos, y en su caso, los contratos de trabajo, tienen ante sí la 
posibilidad de reducir la jornada de trabajo a partir de los máximos legales insuperables. 
No obstante, hay que tener en cuenta la consolidada doctrina jurisprudencial de que no 
resulta lícita la utilización en masa de los contratos individuales para impedir la aplicación 
de lo pactado en el convenio colectivo. Así mismo, el ET no impide que el convenio 
colectivo regule con autonomía el régimen jurídico de las horas que rebaja sobre la 
jornada máxima, pudiendo crear la figura de las horas complementarias, o considerar que 
a partir de entonces todas o parte de las horas que se hagan sobre la jornada convencional 
se regirán a todos los efectos como horas extraordinarias372. La jornada máxima legal sólo 
constituye el techo, pero la distribución desigual o irregular a lo largo del año queda en 
                                                          
acompañada de los correspondientes procesos de negociación y de las condiciones para su realización, con 
el objetivo compartido de conciliar las necesidades de las empresas con las de los trabajadores y 
trabajadoras. La utilización de sistemas flexibles de la jornada puede facilitar los desplazamientos al inicio 
y final de la jornada laboral, especialmente la movilidad en los grandes núcleos urbanos”. Al mismo tiempo 
el II Acuerdo para el Empleo y la Negociación Colectiva 2012, 2013 y 2014, habla de una flexibilidad 
ordinaria, dice que “el contenido mínimo del convenio debiera fijar el cómputo anual de la jornada y su 
distribución irregular, además los convenios colectivos debieran facilitar que el empresario pudiera 
distribuir irregularmente un 10% de la jornada anual ordinaria aplicable, pudiendo afectar con ello a la 
jornada máxima semanal o mensual, aunque no a la máxima anual”. 
370 Véase para profundizar sobre la materia de negociación colectiva el manual de Valdés Dal-Ré, F., y 
Lahera Forteza, J., Manual jurídico sobre negociación colectiva, La Ley, 2008, págs. 32 y ss. 
371 Se considera contraria al derecho de libertad sindical las conductas del “Grupo Asegurador Catalana-
Occidente” que ofreció individualmente a sus trabajadores la asunción de una jornada partida, cuando en 
el convenio colectivo aplicable se había optado por la jornada continua. En tal sentido, STC 105/1992, de 
1 de julio de 1992 (RTC 1992,105) y del Grupo Caja Madrid, de 26 de septiembre de 2005 (RTC 2005,238). 
También se entendió que, a través de varios pactos individuales cabe establecer para un concreto grupo de 
trabajadores, por razón de su mayor responsabilidad o disponibilidad a las necesidades del servicio, una 
jornada semanal superior a la establecida en el convenio colectivo, compensando el aumento con la 
concesión a dichos empleados de un complemento salarial específico. En tal sentido, STSJ Andalucía 
(Granada) 17 de diciembre de 1996 (AS 1996,4101). Al respecto, Martín Valverde, A., García Murcia, J., 
Tratado práctico de Derecho del Trabajo, op.cit., pág. 1545. 




manos de estos mecanismos autónomos en atención a criterios de racionalidad, 
organización, e incluso atención a los legítimos derechos de liberación de tiempo de los 
trabajadores. En todo caso, y con el objeto de hacer hincapié, el convenio colectivo y el 
mismo contrato individual están sometidos a la ley (art. 3 ET), por lo que las reducciones 
legales de la jornada máxima pueden incidir sobre ambas fuentes en cualquier momento. 
 
Los convenios o pactos colectivos pueden fijar también los horarios, es decir, la 
distribución concreta diaria de la jornada. Pero en ocasiones pueden aparecer 
discrepancias entre ambos tipos de regulación, en ese caso, la jurisprudencia consolidada 
sostiene la subordinación del horario a la jornada, por constituir el primero una derivación 
de la segunda. De tal modo, en última instancia, ha de prevalecer la jornada máxima 
establecida373. 
 
6. Módulos de cómputo de la jornada de trabajo 
 
El módulo diario de la jornada es el cómputo más antiguo. Este módulo diario se 
refiere al tiempo que está obligado el trabajador a dedicar a su prestación de servicios, 
concretándose en un número de horas al día. Es un módulo muy rígido y no deja margen 
para adaptaciones o para el establecimiento de una distribución más flexible del tiempo 
de trabajo374. El texto originario del ET de 1980 establecía la imposibilidad de realizar 
más de nueve horas ordinarias de trabajo efectivo al día, la reforma de 1994 del ET 
introduce una profunda modificación. Hasta dicha reforma este límite era absolutamente 
imperativo; cualquier distribución irregular de jornada debía respetarlo (art. 34.2 párrafo 
4º del ET 1980)375. A su vez, cualquier hora que se realizase por encima de las nueve 
horas diarias, no sólo debía ser retribuida como hora extraordinaria, sino que, como la 
jurisprudencia confirmaba, tenía plenamente tal carácter con independencia de la jornada 
semanal o anual que se trabajase376. Ahora, en cambio, el límite de las nueve horas 
ordinarias de trabajo diario sigue jugando en relación con la distribución irregular de 
jornada y con la consideración de las horas que deben ser extraordinarias, pero ya no 
                                                          
373 STS de 19 de febrero de 2001 (RJ 2001, 2805). 
374 Martín Valverde, A. y García Murcia, J., op. cit., pág. 1547. 
375 Monreal Bringsvaerd, E., “El cómputo del tiempo de trabajo”, Revista de Derecho del Trabajo, nº 128, 
pág. 480. 
376 Véase en tal sentido STS de 22 de diciembre de 1992, (AS 1992,10353), resolutoria de Recurso de 




como precepto de derecho necesario, sino con carácter parcialmente dispositivo, 
susceptible por lo tanto de alteración, bien por convenio colectivo, bien, en su defecto, 
por pacto a nivel de empresa entre el empresario y los representantes de los trabajadores 
o en defecto de lo anterior mediante la autonomía individual del empresario377. Es, por lo 
tanto, perfectamente lícito, conforme a la actual regulación, que en un día puedan 
trabajarse diez o más horas como ordinarias si así se pacta en convenio colectivo o pacto. 
En todo caso, ha de respetarse el descanso entre jornadas, el tope máximo indisponible 
para la autonomía colectiva está cifrado en doce horas diarias (art. 34.3 ET)378.  
 
Un problema que subyace es la interpretación de lo que debe entenderse por la 
expresión “en convenio colectivo, o en su defecto (…)”. La interpretación que parece más 
lógica es entender que, en este caso, el pacto a nivel de empresa sólo puede jugar en los 
supuestos de silencio del convenio. Por el contrario, no parece que ese pacto de empresa 
pueda producirse cuando su posibilidad venga excluida en convenio colectivo, o cuando 
este ratifique expresamente las nueve horas de trabajo como límite para la jornada diaria. 
Hay que tener en cuenta que el límite lo es para la prestación de servicios para un solo 
empresario, de tal forma que podrá superarse en los casos de pluriempleo, en los que una 
misma persona trabaja para distintos empleadores379.  
 
De esta regla quedan excluidos los trabajadores menores de edad, como ya se indicó 
ya que la reforma de 1994, establece un límite específico para la jornada diaria de los 
menores de 18 años. En la regulación del ET de 1980, no se diferenciaba a efectos de 
máximo de jornada diaria entre menores y mayores de 18 años, en cambio, con la reforma 
de 1994, el art. 34.3 ET establece que la jornada diaria de los trabajadores menores de 18 
años no excederá de 8 horas diarias. Es más, en el cómputo de esa jornada máxima entran 
los periodos de formación380. En relación con este límite de jornada ordinaria, además de 
su novedad, deben resaltar dos aspectos. El primero es que parece absolutamente 
imperativo, no susceptible de pactos en contrario, como el de nueve horas que se 
                                                          
377 Esta autonomía individual del empresario respecto a la distribución de la jornada de trabajo a partir de 
la reforma laboral de 2012. 
378 Rodríguez Sanz de Galdeano, B., “Instrumentos de gestión flexible del tiempo de trabajo en la 
negociación colectiva”, en Revista de Relaciones laborales. Revista Crítica de Teoría y Práctica, nº 12, 
2010, págs. 717-748. 
379 Véase Alfonso Mellado, C.L., y García Ortega, J., Jornada y Ordenación del tiempo de trabajo, 
Valencia, Tirant lo Blanch, 1994, pág. 32. 
380 Martín Valverde, A., Rodríguez-Sañudo Gutiérrez, F., García Murcia, J., Derecho del trabajo, 




establecía en general para el resto de los trabajadores. A esta conclusión se llega en 
atención al silencio de la ley sobre la posibilidad de tales pactos frente a su previsión 
expresa en relación con los trabajadores mayores de 18 años. El segundo aspecto es que 
se trata de un límite, no para el trabajo en una empresa, sino para el total de horas de 
trabajo diarias del menor, ya se realicen en una o varias empresas. En este sentido, el 
empresario que contrate a un menor debe informarse de una posible situación de 
pluriempleo, pues, en ese caso, su contratación sólo podrá ser a tiempo parcial y por el 
número de horas de diferencia que existan entre las trabajadas por el menor en otra u otras 
empresas y el límite absoluto de ocho diarias381. 
 
Otro módulo es el cómputo semanal, es un módulo más flexible y toma como 
referencia temporal la semana de trabajo. Consiste en concretar el tiempo que está 
obligado el trabajador a dedicar su prestación de servicios en un número de horas o días 
dentro de una semana. Esta opción del módulo semanal es tomada por nuestro 
ordenamiento al fijar la jornada máxima en cuarenta horas semanales (art. 34.1 ET). Pero 
las cuarenta horas semanales lo son “de promedio en cómputo anual” lo que quiere decir 
(confirmando el núm. 2 lo dicho por el núm. 1, ambos del art. 34) que se puede, por 
convenio colectivo, o en su defecto por acuerdo entre la empresa y los representantes de 
los trabajadores “establecer la distribución irregular de la jornada a lo largo del año” esto 
es que en unos días, semanas o meses se trabaje más que en otros. A lo que se añade, 
además, que “en defecto de lo anterior, el empresario podrá distribuir de manera unilateral 
el 10% de la jornada anual de sus trabajadores”382. 
 
Y, por último, está el módulo de cómputo anual, este módulo es el más flexible y toma 
como referencia el término anual, pues permite acumular un mayor número de horas de 
trabajo en determinadas épocas del año, dejando más libres otras. De ese modo, es posible 
adaptar la distribución de la jornada a las necesidades de la empresa o a las peculiaridades 
del proceso productivo. Por ello, es por lo que el art. 34.1 ET al establecer las cuarenta 
horas semanales, deja claro que éstas han de ser “de promedio en cómputo anual”. Se deja 
así mayor campo de actuación a la negociación colectiva, el III Acuerdo para el Empleo 
y la Negociación Colectiva 2015, 2016 y 2017, establece que “la negociación colectiva 
                                                          
381 Monreal Bridgsvaerd, La jornada de trabajo: ley y convenio colectivo, CES, Madrid, 2005, págs. 15 y 
ss. 




debería promover la ordenación flexible del tiempo de trabajo (…), así se debiera 
considerar como principio general la distribución irregular de la jornada anual de 
trabajo”383. Como se puede observar se tiende hacia la flexibilización del tiempo de 
trabajo, y a la utilización en mayor medida del cómputo anual.  
 
Para tener conocimiento de cómo se establece la jornada ordinaria en la negociación 
colectiva, se han elegido algunos convenios de empresa y de sector más representativos 
y con especial incidencia sobre el sistema productivo y económico de nuestro país. De tal 
manera, los convenios de empresa elegidos han sido: Iberdrola384, Telefónica385, Renfe386, 
Ford387 y Repsol388; y los convenios colectivos de sector han sido: saneamiento 
público389, banca390, construcción391, textil392 e industria química393. Respecto a los 
convenios de empresa, el convenio colectivo de Iberdrola se decanta por establecer la 
jornada en módulo anual, siendo de 1670 horas repartidas en 220 jornadas de trabajo. 
Igualmente, el convenio colectivo de Renfe establece la jornada teórica anual siendo en 
este caso de 1720 o 1728 horas al año, distribuidas en 215 o 216 jornadas de trabajo. Del 
mismo modo, el convenio colectivo de Repsol opta por el módulo anual, disponiendo una 
jornada laboral de 1695 o 1691 horas de trabajo efectivo. Sin embargo, el convenio 
colectivo de Ford opta por el módulo diario a la hora de establecer la jornada de trabajo 
y la sitúa en 7 horas y 45 minutos de trabajo efectivo. Y el convenio colectivo de 
Telefónica se decanta por el módulo semanal, estableciendo que la jornada laboral será 
                                                          
383 Resolución de 15 de junio de 2015, (BOE 20 de junio de 2015, nº 147, sección III). 
384 VI Convenio colectivo Iberdrola Grupo, resolución de 14 de septiembre de 2015, BOE nº 230 de 25 de 
septiembre 2015, sección III. 
385 I Convenio colectivo de empresas vinculadas a Telefónica de España, Telefónica móviles España y 
Telefónica soluciones de informática y comunicaciones, resolución de 28 de diciembre de 2015, BOE nº 
18 de 21 de enero de 2016, sección III. 
386 I Convenio colectivo del grupo de empresas Renfe, resolución de 14 de noviembre de 2016, BOE nº 288 
de 29 de noviembre de 2016, sección III. 
387 Convenio colectivo Ford, resolución de 21 de mayo de 2014, BOE nº 131, de 30 de mayo de 2014, 
sección III. 
388 X Convenio colectivo Repsol Petróleo, resolución de 26 de mayo de 2015, BOE nº 139, de 11 de junio 
2015, sección III. 
389 Convenio colectivo sector saneamiento público, resolución de 17 de julio de 2013, BOE nº 181, de 30 
de julio de 2013, sección III. 
390 Convenio colectivo sector de la banca, resolución de 1 de junio de 2016, BOE nº 144, de 15 de junio de 
2016, sección III. 
391 Convenio colectivo sector de la construcción, resolución de 28 de febrero de 2012, BOE nº 64, de 15 de 
marzo de 2012, sección III. 
392 Convenio colectivo general de la industria textil, resolución de 7 agosto de 2015, BOE nº 200, de 21 de 
agosto de 2015, sección III. 
393 XVIII Convenio general de la industria química, resolución de 3 de agosto de 2015, BOE nº 198, de 19 




con carácter general de 37 horas y 30 minutos semanales o bien en caso de jornada partida, 
la distribución será de 38 horas semanales en invierno y 35 horas semanales en verano. 
 
En cuanto a los convenios de sector, el convenio colectivo de saneamiento público 
delega en los convenios de ámbito inferior el establecimiento de jornada de trabajo sin 
imponer un tope máximo. Sin embargo, el resto de convenios estatales estudiados sí 
determinan un tope máximo de jornada anual o semanal. De este modo, el convenio 
colectivo estatal de la banca establece que la jornada máxima de trabajo en cómputo anual 
será de 1700 horas. Igualmente, el convenio colectivo de la industria química establece 
una jornada máxima anual de 1752 horas de trabajo efectivo. Por otra parte, el convenio 
colectivo estatal de la construcción fija como jornada ordinaria semanal un máximo en 
cuarenta horas. Por último, el convenio colectivo de la industria textil precisa una 
distinción entre jornada partida y jornada continuada; en el caso de los trabajadores de 
jornada partida establece un doble tope al determinar que la jornada ordinaria de trabajo 
será de cuarenta horas semanales de trabajo, y que en ningún caso, superarán las 1799 
horas para 2015, 1797 para 2016 ni 1795 para 2017; en cuanto a los trabajadores de 
jornada continuada dispone que la jornada de presencia, en cómputo anual, será de 1818 
horas, que representan un mínimo de 1772 horas anuales de trabajo real. 
 
En general, los convenios colectivos a nivel estatal y de empresa estudiados, muestran 
jornadas ordinarias de trabajo inferiores a la máxima legal y regulan de forma concreta la 
distribución de la jornada para cada categoría de trabajadores. Los Convenios Colectivos 
estatales de sector, en lugar de fijar la jornada ordinaria anual, mensual o diaria, 
establecen la jornada máxima anual, de tal modo que los convenios colectivos de ámbito 
inferior podrán fijar la jornada ordinaria que precisen, sin superar la máxima legal 
establecida en los convenios colectivos estatales de dicho sector.  
 
7. Cómputo general del tiempo de trabajo 
 
El ET indica que “el tiempo de trabajo” se computará de modo que tanto al comienzo 
como al final de la jornada diaria el trabajador se encuentre en su puesto de trabajo” (art. 




relación con el “trabajo efectivo” o trabajo efectivamente realizado394. De conformidad 
con lo establecido en el art. 34.5 ET, se considera como tiempo de trabajo el tiempo de 
permanencia del trabajador en su puesto de trabajo, es decir, el periodo durante el cual 
ofrece su total efectiva disponibilidad para la ejecución de la prestación laboral debida395.  
 
El fin de determinar el tiempo de trabajo efectivo radica en evitar que las limitaciones 
de la jornada impliquen una reducción de la productividad en perjuicio del empresario. 
Por ello, se ha pretendido reducir al máximo aquellos periodos de tiempo en los que no 
hay una auténtica prestación de servicios. Pero, aunque esa ha sido la voluntad de la ley, 
siguen existiendo periodos dentro de la jornada en los que, pese a que no se trabaja, son 
considerados como trabajo efectivo. Algunos derivan del propio ET o de otras normas 
laborales, otros han sido establecidos casuísticamente por la jurisprudencia y otros son 
resultado de la negociación colectiva396. 
 
Nuestra jurisprudencia ha asentado reglas y criterios útiles para resolver los 
problemas que se suscitan en la práctica empresarial. Como regla general, se computan 
solo las horas de trabajo efectivo, es decir, no se contabilizan los periodos de inactividad, 
salvo que por ley o mediante pacto individual o colectivo se equiparen éstos a los tiempos 
de trabajo efectivo397. En general, tampoco habrán de incluirse los tiempos de mera 
presencia física en el centro (salvo que la inactividad del trabajador se deba a causas 
pertenecientes a la esfera de riesgo empresarial como así se dispone en el art. 30 ET). 
Pese a lo indicado y de conformidad con la jurisprudencia, el tiempo invertido en el 
cumplimiento de la obligación impuesta al trabajador de estar presente y disponible en el 
centro de trabajo constituye tiempo invertido en el ejercicio de las funciones 
                                                          
394 Al respecto, García Ninet, J.I., Vicente Palacio, A., Derecho del Trabajo, Thomson Aranzadi 4ª edición, 
Navarra, 2008, pág. 472.  
395 Molero Manglano, C., Sánchez-Cervera Valdés, J.M., y otros, Manual de Derecho del Trabajo, 10ª 
edición, Navarra: Aranzadi, 2010, pág. 310; igualmente puede consultarse, Trillo Párraga, F.J., “Tiempo, 
Igualdad y Estatuto del Trabajador Asalariado”, Revista de Derecho Social, nº 41, 2008, págs. 61 y 62; del 
mismo autor “Tiempos de trabajo y vida privada como desafío para la innovación empresarial” en Landa 
Zapirain, J.P. (director), Flexibilidad interna e innovación en la empresa, Dykinson, 2014, págs. 309-330. 
396 En este sentido, Cuenca Alarcón, M., “La determinación del empleador”, en Colección de Estudios del 
Consejo Económico y Social, Madrid, págs. 20-21, precisa lo siguiente: “los nuevos modos de organización 
del trabajo exigen que la gestión de la empresa no se centre sólo en la producción, sino también y 
principalmente en el mercado, por lo que el nuevo criterio de eficacia empresarial es representado por la 
capacidad para absorber las fluctuaciones del mercado”. 
397 Existe una condición más beneficiosa en el cómputo de la jornada laboral, al realizarse desde el momento 
en que se ficha en la empresa al entrar y salir de la planta y no en el puesto de trabajo, que no puede ser 





contractualmente asumidas, aunque no se desarrolle efectivamente tarea específica 
alguna; y, por lo tanto, ha de computar como tiempo de trabajo. En cambio, quedaría 
excluido del cómputo el tiempo invertido en atender la obligación de disponibilidad que 
se materializa fuera de los límites del puesto o del lugar de trabajo (el tiempo en el que el 
trabajador permanece simplemente en “régimen de localización”). Todo ello sin perjuicio 
de que el TJUE ha advertido que el régimen de compensación económica que se 
establezca puede discriminar entre tiempo de simple presencia y tiempo de actividad 
efectiva dentro de esos periodos de disponibilidad especial, siempre que el régimen 
escogido garantice íntegramente el efecto útil de los derechos conferidos por la normativa 
comunitaria en materia de tiempo de trabajo [STJCE de 1 de diciembre de 2005 (Asunto 
Dellas) y Auto del TJCE de 11 de enero de 2007 (Asunto Vorel)]. Por su parte, el TS ha 
puntualizado que el convenio puede establecer por encima de la jornada ordinaria unas 
horas complementarias y excluirlas del régimen retributivo de las horas extraordinarias, 
siempre que la suma de estas horas no exceda del límite de la jornada máxima legal, a 
partir del cual estamos ya ante horas extraordinarias, en las que la regla del art. 35.1 ET 
es indisponible para la negociación colectiva398. 
 
Por mandato expreso de la Ley han de entenderse como tiempo de trabajo efectivo 
una serie de supuestos. En primer lugar, se puede mencionar el tiempo dedicado a la 
formación teórica y práctica en materia de prevención de riesgos, pues ésta ha de 
efectuarse “dentro de la jornada de trabajo o en horas, pero con el descuento en aquélla 
del tiempo invertido” (art. 19.2 LPRL)399. En igual sentido, el tiempo dedicado a formar 
a los Delegados de Prevención para el desempeño de sus funciones (art. 37.2 LPRL). 
También indica la norma legal que será tiempo de trabajo efectivo el tiempo empleado en 
efectuar registros en la persona del trabajador o en sus taquillas y efectos personales, ya 
que los mismos han de ser realizados “en horas de trabajo” (art. 18 ET). Igualmente, como 
parece razonable, el acto de votación en las elecciones de delegados y comités de 
empresa, que “se efectuará en el centro o lugar de trabajo durante la jornada laboral” (art. 
                                                          
398 Véase Martínez Moya, J., “El tiempo de trabajo: una visión jurisprudencial”, en Revista del Ministerio 
de Trabajo y Asuntos Sociales”, nº 38, págs. 67-93; igualmente, Montalvo Correa, J., “Tiempo de trabajo”, 
en Unificación de Doctrina del Tribunal Supremo en materia laboral y procesal laboral, AA.VV., Tirant 
lo Blanch, 1999. 
399 En este sentido se ha manifestado la SAN de 23 de diciembre de 2016, (Rec. 198/2016) que ha declarado 
que la formación en materia de prevención de una empresa de Contact Center, debe impartir dicha 
formación dentro de la jornada laboral, debiendo considerarse como tiempo de trabajo efectivo o, en su 
defecto, en otras horas, pero también computables como tiempo de trabajo efectivo, con cargo a la jornada 




75.1 ET). De idéntica forma, el tiempo empleado por los Delegados de Prevención para 
asistir a las reuniones del Comité y de Seguridad y Salud u otras materias de prevención 
convocadas por el empresario, que “será considerado en todo caso como tiempo de trabajo 
efectivo”, sin que pueda imputarse al crédito horario del que disfrutan tales representantes 
(art. 37.1 ET). Asimismo, será también tiempo de trabajo efectivo el tiempo invertido por 
los delegados de prevención en acompañar a los técnicos en las evaluaciones de carácter 
preventivo o a los Inspectores de trabajo en sus visitas, así como el dedicado en acceder 
a la información y documentación relativa a las condiciones de trabajo que sean 
necesarias para el ejercicio de sus funciones [art. 36.2 a) y b) LPRL]. También la norma 
legal dispone que será tiempo de trabajo efectivo el tiempo dedicado al aseo personal de 
los trabajadores expuestos a riesgos relacionados con la exposición a agentes biológicos 
y cancerígenos durante el trabajo (art. 7.2 RD 664/1997 y art. 6.2 RD 665/1997)400. 
 
Según la jurisprudencia de los tribunales también se tiene que considerar como tiempo 
de trabajo efectivo dos supuestos. En primer lugar, los periodos dedicados a la 
negociación colectiva por los representantes de los trabajadores, pero sólo cuando dichos 
periodos coinciden dentro de la jornada de la empresa401. Y, en segundo lugar, el tiempo 
empleado para la realización de reconocimientos médicos exigidos por la normativa de 
                                                          
400 En materia de prevención de riesgos laborales se contemplaba como tiempo de trabajo efectivo y, por lo 
tanto, computable dentro de la jornada laboral, el tiempo que los trabajadores debían destinar a su aseo 
personal, tanto antes de comer como antes de abandonar el trabajo. Se contemplaba en la OGSHT de 9 de 
marzo de 1971, cuyo art. 138.8 (que trataba de las sustancias irritantes, tóxicas e infecciosas), disponía que 
“será obligatorio para los trabajadores expuestos a estos riesgos el lavado de manos, cara y boca antes de 
tomar alimentos o bebidas, o de fumar o salir de los locales de trabajo; para eso dispondrán , dentro de la 
jornada de la jornada laboral, de diez minutos para su limpieza personal antes de la comida y otros diez 
antes de abandonar el trabajo”, previsión reiterada en el art. 139.3 e) de la misma norma referido a los 
trabajos en empresas dedicadas a trabajos con productos animales o vegetales. En este sentido el Tribunal 
Supremo reconoció el carácter de tiempo efectivo de trabajo a los diez minutos empleados al final de la 
jornada para el aseo personal de los trabajadores en empresas dedicadas a la molturación, extracción, 
refinado de haba de soja para la obtención de aceites vegetales en atención a la concurrencia en dicho 
trabajo de sustancias peligrosas, tóxicas, irritantes y/o infecciosas (STS de 15 de noviembre de 1991 (RJ 
1991, 8227)). Otro tanto ocurre “en el sector de Industrias químicas, con expresa remisión al art. 138.8 de 
la misma OGSHT” [STSJ de Navarra, de 31 de octubre de 1994 (AS  1994, 3774)]. No obstante, no ha 
faltado doctrina judicial descartando la aplicación de dicho precepto [STSJ Andalucía/Granada de 24 de 
junio de 1999 (AS 1999, 3783) y STSJ Aragón de 27 de diciembre de 1999 (AS 1999, 4038)]. El RD 
664/1997, de 12 de mayo (BOE  del 24), sobre protección de los trabajadores contra los riesgos relacionados 
con la exposición de agentes biológicos durante el trabajo (art. 7.2) y RD 665/1997, de la misma fecha y 
mismo BOE, sobre protección de los trabajadores contra los riesgos relacionados con la exposición a 
agentes cancerígenos durante el trabajo (art. 6.2) señalan que “los trabajadores dispondrán, dentro de la 
jornada laboral, de diez minutos para su aseo personal antes de la comida y otros diez minutos antes de 
abandonar el trabajo” (total 20 minutos diarios). Véase al respecto, García Ninet, J.I., Derecho del trabajo, 
4ª edición, Thomson Aranzadi, Navarra, 2008, pág. 473. 




prevención de riesgos laborales402. También hay que atender a lo que estiman los 
diferentes convenios sobre lo que consideran como tiempo de trabajo efectivo403. 
 
En cuanto a los periodos de tiempo no comprendidos como tiempo de trabajo efectivo 
y remitiéndonos a la definición legal del tiempo de trabajo efectivo realizada por el ET se 
deriva que quedan excluidos los siguientes periodos de tiempo. Según la jurisprudencia 
no se consideran como tiempo de trabajo efectivo los siguientes supuestos. El tiempo de 
desplazamiento desde los garajes donde se han de recoger los vehículos de la empresa al 
centro de trabajo404. El tiempo necesario para hacer efectivo el cheque o talón mediante 
el que se abona el salario405. En el sector de la construcción, el tiempo empleado en el 
desplazamiento desde la sede social de la empresa hasta los lugares donde efectivamente 
se producen las obras406. El tiempo dedicado a pernoctar en un centro de trabajo situado 
en lugar de difícil acceso y muy alejado de las viviendas de los trabajadores, cuando en 
dicho periodo no se efectúa prestación laboral alguna y la pernocta no es exigida por la 
empresa407. Y respecto a los médicos residentes es lícito el pacto que excluye del cómputo 
de la jornada el tiempo dedicado a atención continuada (guardias), siempre que se respete 
el límite de 48 horas de trabajo semanales de media, incluidas las horas extraordinarias, 
señalado por la Directiva 93/104/CEE, de 23 de noviembre de 1993 en su artículo 6408. 
 
Resulta necesario mencionar la jurisprudencia comunitaria en relación al tiempo de 
trabajo. Volviendo a la definición de lo que es tiempo de trabajo, el art. 2.1 de la Directiva 
2003/88/CE establece que el tiempo de trabajo es “todo periodo durante el cual el 
trabajador permanezca en el trabajo, a disposición del empresario y en el ejercicio de su 
actividad o de sus funciones, de conformidad con las legislaciones y/o prácticas 
nacionales”, añadiendo en el apartado 2 del mismo artículo que periodo de descanso es 
“todo periodo que no sea tiempo de trabajo”. El TJUE en Sentencia de 9 de julio de 2015 
(asunto C-87/14) declara en sus apartados 20 y 21 que según reiterada jurisprudencia se 
                                                          
402 STCT de 25 de mayo de 1987 (RTCT 1987, 11676). 
403 Pradas Montilla, R., “La jornada de trabajo en España”, Flexibilidad interna e innovación en la empresa, 
VLex, en formato electrónico: http://vlex.com/vid/jornada-trabajo-114718, pág. 24. 
404 Tal y como se dispone en la STS 12 de diciembre de 1994 (RJ 1994,10089). Respecto al tiempo de 
trabajo efectivo previas y posteriores a la prestación de servicios véase Basterra Hernández, M., Tiempo de 
trabajo y tiempo de descanso, op.cit., págs. 45-51. 
405 Así se establece en la STCT de 8 de octubre de 1986 (RTCT 1986,10719). 
406 En este sentido, entre otras, la STSJ Navarra, de 28 de febrero de 1994 (AS 1994, 506). 
407 STSJ Valencia de 22 de abril de 1993 (AS 1993, 2154). 




considera tiempo de trabajo “el periodo que el trabajador permanece en el centro de 
trabajo…en función de la obligación que tiene dicho trabajador a mantenerse a 
disposición de su empleador” siendo “el factor determinante el hecho de que el trabajador 
está obligado a estar físicamente en el lugar determinado por el empresario y a 
permanecer a disposición de éste para poder realizar de manera inmediata las prestaciones 
adecuadas en caso de necesidad”409.  
 
En cuanto a los pronunciamientos del TJUE sobre tiempo de trabajo es obligado 
detenerse en la Sentencia de 10 de septiembre de 2015, asunto C-2666/14, en el caso de 
la Federación de Servicios privados del sindicato Comisiones Obreras, contra Tyco 
Integrated Security, S.L. y Tyco Integrated File & Security Corporation Servicios, S.A., 
(en adelante TYCO). Se trata de una sentencia en la que la petición de decisión 
prejudicial, formulada por la Audiencia Nacional mediante el auto de 22 de mayo de 
2014, tiene precisamente por objeto la interpretación del citado artículo 2.1) de la 
Directiva 2003/88/CE, que define el concepto jurídico de tiempo de trabajo. Según el 
apartado 2 de la sentencia la petición se da en el marco de un litigio entre el sindicato y 
empresas mencionado “en relación con la negativa de estas últimas a considerar que el 
tiempo que dedican sus trabajadores a los desplazamientos diarios entre sus domicilios y 
los centros del primer y último cliente que les asigna su empresario (en lo sucesivo 
“tiempo de desplazamiento domicilio-cliente”) constituye “tiempo de trabajo”, en el 
sentido del art. 2.1 de dicha Directiva. Hay que tener en cuenta que la forma de computar 
el tiempo de trabajo en el ET está regulada en su art. 34.5 mediante la fórmula de que 
“tanto al comienzo como al final de la jornada diaria el trabajador se encuentre en su 
puesto de trabajo”. En el caso que nos ocupa, Tyco carece de centro de trabajo en las 
distintas provincias donde despliega su actividad y los trabajadores técnicos prestan sus 
servicios en domicilios y establecimientos industriales y comerciales ubicados en la zona 
territorial a la que están adscritos, desplazándose con un vehículo de la empresa por la 
ruta diaria que le comunica la empresa el día anterior mediante un teléfono móvil. La 
distancia desde el domicilio hasta el lugar de trabajo es muy variable, siendo a veces 
superior a 100 kilómetros410.  
                                                          
409 Véase para un estudio sobre la cuestión actualizado, Trillo Párraga, Jornada de trabajo, descansos, 
permisos y vacaciones, Bomarzo, Albacete, 2016, págs.39-46. 
410 La empresa calcula la jornada diaria de trabajo desde la llegada al centro del primer cliente hasta la hora 
de salida del centro del último cliente del día, no computando el tiempo de desplazamiento domicilio-




La Audiencia Nacional en el mencionado auto considera que la Directiva 2003/88/CE 
contempla sólo la posibilidad de que el tiempo sea calificado como de trabajo o de 
descanso, y el tiempo de desplazamiento domicilio-clientes “no puede considerarse 
periodo de descanso, habida cuenta, en particular del objetivo de garantizar la salud y 
seguridad de los trabajadores” que persigue la Directiva. Sin embargo, la Audiencia 
Nacional tampoco considera que los mencionados desplazamientos se correspondan “con 
un tiempo en que los trabajadores estén estrictamente a disposición del empresario para 
que éste les pueda encomendar alguna tarea distinta del propio desplazamiento”. 
 
La cuestión prejudicial tiene, por lo tanto, la finalidad de conocer si el tiempo de 
desplazamiento domicilio-clientes constituye tiempo de trabajo en el sentido de la 
Directiva 2003/88/CE. Para ello, el TJUE parte de que ha declarado reiteradamente que 
el concepto de tiempo de trabajo en la Directiva “se concibe en contraposición al de 
periodo de descanso, al excluirse mutuamente ambos” y que “la mencionada Directiva no 
contempla una categoría intermedia entre los periodos de trabajo y los de descanso”. Para 
llegar a una conclusión el TJUE analiza los tres elementos constitutivos del concepto de 
tiempo de trabajo según se define en el art. 2.1 de la Directiva de referencia, el elemento 
de la funcionalidad también denominado criterio profesional, el elemento de la 
disponibilidad también conocido como el criterio de autoridad y el elemento de la 
permanencia también calificado por la doctrina como criterio espacial. La concurrencia 
de estos tres elementos permite calificar el lapso temporal estudiado como tiempo de 
trabajo o en caso contrario como tiempo de descanso411.  
                                                          
de 22 de mayo de 2014, destaca que la solución del art. 34.5 ET trae su causa en que el trabajador es libre 
para elegir el lugar de su domicilio. Por lo tanto, es el trabajador mismo quien decide, en la medida de sus 
posibilidades, la distancia mayor o menor que separa su lugar de trabajo de su domicilio” y que el sistema 
de información al trabajador de la ruta del día siguiente unas horas antes del inicio de la jornada supone 
que “los trabajadores ya no tienen la opción de adaptar su vida privada y su lugar de residencia en función 
de la cercanía al centro de trabajo, puesto que ese centro varía cada día”.  
411 En cuanto al primer elemento, relativo a que el trabajador debe estar en ejercicio de su actividad o 
funciones, el TJUE aceptando la argumentación del Abogado General, entiende que los desplazamientos 
domicilio-clientes “son el instrumento necesario para ejecutar prestaciones técnicas por parte de los 
trabajadores en los centros de estos clientes”, siendo menoscabado el objetivo de protección de la seguridad 
y salud de los trabajadores si solo se considera tiempo de trabajo el “destinado al ejercicio de la actividad 
de instalación y mantenimiento de sistemas de seguridad”, es decir, del tiempo invertido en los centros de 
los clientes. El TJUE equipara el desplazamiento inicial y final desde un hipotético centro de trabajo de la 
empresa al realizado desde el domicilio porque la empresa ha decidido en su propio interés organizativo no 
disponer de centro de trabajo en el área territorial asignada a cada trabajador afectado, concluyendo que 
durante los desplazamientos domicilio-clientes los trabajadores “están en el ejercicio de su actividad o de 
sus funciones”. Respecto del segundo elemento según el cual el trabajador debe estar a disposición del 
empresario durante ese tiempo, el TJUE utiliza para determinar su existencia tres factores. En primer lugar, 
si el “trabajador está obligado a estar físicamente presente en el lugar que determine el empresario”, en 




Valorando esas premisas en el caso concreto, el fallo del TJUE es que “la 
modificación del punto de origen del desplazamiento, de centro de trabajo de la empresa, 
como es lo habitual, a realizarlo desde el domicilio en el caso de los trabajadores sin 
centro de trabajo de la empresa, no es una modificación que por sí misma afecte a la 
naturaleza jurídica de la obligación que recae sobre estos trabajadores de obedecer las 
instrucciones de su empresario (…) que puede cambiar el orden de los clientes o anular o 
añadir cita”. Sencillamente “lo único que ha cambiado es el punto de partida del trayecto 
hacia el centro del cliente”. Por lo tanto, en este caso acontecen los dos primeros factores. 
En cuanto al tercer factor, el TJUE entiende que también acontece pues durante el 
desplazamiento domicilio-cliente “esos trabajadores carecen de la posibilidad de disponer 
libremente de su tiempo y dedicarse a sus asuntos personales, de modo que están a 
disposición de sus empresarios”.  
 
Este planteamiento conduce a interrogarse por el control de la razonabilidad del 
tiempo ocupado en dichos desplazamientos, a los que el TJUE responde que las empresas 
disponen de suficientes medios de control, siendo contrario al objetivo de protección de 
la seguridad y salud que la carga suplementaria del control recaiga en su totalidad sobre 
los trabajadores cuando es la propia empresa la que decide sobre la organización del 
trabajo, en concreto, carecer de centros de trabajo propios en cada área territorial. En 
cuanto al tercer elemento según el cual el trabajador debe permanecer en el trabajo en el 
periodo considerado, el TJUE tomando como referencia de nuevo las conclusiones del 
Abogado General, mantiene que siendo “los desplazamientos consustanciales a la 
condición de trabajador que carece de centro de trabajo fijo o habitual, el centro de trabajo 
de estos trabajadores no puede reducirse a los lugares de intervención física de estos 
trabajadores en los centros de los clientes de su empresario”. Este argumento se consolida 
con el hecho de que, ante el cambio diario del lugar de trabajo, los trabajadores “perdieron 
la posibilidad de determinar libremente la distancia de su domicilio al centro de trabajo, 
                                                          
instrucciones de su empresario y a ejercer su actividad por cuenta de éste”, pudiendo perfeccionarse el 
contenido de este segundo factor con el concepto de inmediatividad: si el trabajador puede “realizar de 
manera inmediata las prestaciones adecuadas en caso de necesidad”, finalmente, en tercer lugar, 
contemplando la disposición del trabajador desde una perspectiva negativa se tiene en cuenta si existe la 
posibilidad de que el trabajador gestione su tiempo “con menos limitaciones y se dedique a sus asuntos 
personales”. El TJUE reconociendo que durante los desplazamientos gozan de cierta libertad “de la que no 
disponen durante el tiempo en el que llevan a cabo una intervención en el centro de un cliente”, vuelve a 
equiparar la citada libertad como equivalente a la que tendrían si partiera el desplazamiento desde un 
hipotético centro de trabajo que la empresa no tiene por decisión propia, “siempre que lleguen al cliente a 




debiendo asumir el empresario el coste de su decisión organizativa. La consecuencia de 
lo expuesto es que durante los desplazamientos domicilio-clientes, los trabajadores 
permanecen en el trabajo en los términos del art. 2.1 de la Directiva412.  
 
Dicha sentencia supone equiparar en estos casos el domicilio del trabajador a la 
expresión “puesto de trabajo” en la dicción del artículo 34.5 ET, lo que a su vez plantea 
el interrogante de si la legislación española es acorde con la Directiva 2003/88/CE, 
cuestión sobre la que se pronuncia la Sentencia de 10 de diciembre de 2015 del TJUE. 
Por otra parte la comparación entre el concepto de tiempo de trabajo bajo la fórmula de 
su definición como hace la Directiva, con la delimitación de lo que es tiempo de trabajo 
mediante el establecimiento de su cómputo como es la fórmula utilizada por el ET, pone 
de manifiesto las dificultades de esta última fórmula por lo reduccionista del concepto de 
puesto de trabajo, en particular en lo que se refiere al registro de la jornada o demostración 
de la realizada a efectos de la comprobación que pueda llevar a cabo la ITSS en materia 
de excesos de jornada y descansos. 
 
También es importante tener en cuenta el concepto de tiempo de presencia, espera o 
disposición. Al respecto se entiende como tal, el tiempo durante el cual el trabajador está 
localizable a disposición del empresario, con la expectativa de realizar su actividad 
laboral. Los periodos de disponibilidad pueden pactarse en el contrato de trabajo, o en el 
convenio colectivo, pudiendo establecerse como voluntarios u obligatorios. Esto es 
característico de determinadas actividades en las que por exigencias consustanciales de 
la propia actividad aparecen horas que no podrían considerarse como jornada de trabajo 
si aplicamos estrictamente la fórmula estatutaria pero tampoco son tiempo libre del 
trabajador. Esto ocurre por ejemplo en el trabajo en el mar, en el trabajo de transporte por 
carretera, en el trabajo hospitalario, etc. (como se verá en su apartado correspondiente). 
Ello ha dado lugar, a la aparición de una variada nomenclatura (“horas de espera”, “horas 
de guardia”, “situación de disponibilidad”, etc.) y a una regulación específica de alguna 
de estas actividades mediante el Reglamento de “jornadas especiales de trabajo”, 
regulación reglamentaria autorizada expresamente por el art. 34.7 ET que, en realidad, 
está pensado más bien (y así lo dice) simplemente en ampliaciones o reducciones de 
trabajo de la jornada máxima ordinaria en ciertas actividades. Pero el Reglamento (RD 
                                                          
412 Véase García Carmona, P., “¿Es tiempo de trabajo el desplazamiento del trabajador al centro del cliente?, 




1561/1995) ha tenido que ocuparse también de dar alguna regulación a esta variada 
tipología horaria. También a nivel comunitario hay Directivas específicas sobre algunas 
de estas actividades, como transporte por carretera (Directiva 2002/15/CE), personal de 
vuelo en la aviación civil (Directiva 2000/79/CE), o tiempo de trabajo de la gente del mar 
(Directiva 1999/95/CE)413.  
 
También hacer constar que aparte de esas actividades con “jornadas especiales” hay 
otra serie de actividades profesionales englobadas bajo el común denominador de 
“relaciones laborales de carácter especial” (art. 2 ET) que tienen también una regulación 
específica, muy diversa entre sí pero que coinciden en contemplar la jornada de trabajo 
de manera muy distinta al régimen común examinado. Así, en el caso de los altos cargos 
la libertad contractual para regular la jornada de trabajo es absoluta (art. 7 del RD 
1382/1985), en el servicio del hogar familiar se pueden pactar “tiempos de presencia a 
disposición del empleador” por encima de la jornada ordinaria de trabajo efectivo (art. 
9.2 RD 1620/2011); para los deportistas profesionales se establece que “no se computarán 
a efectos de duración máxima de la jornada los tiempos de concentración previos a la 
celebración de competiciones deportivas, ni los empleados en los desplazamientos hasta 
de celebración de las mismas” (art. 9.3 1006/1985); en el caso de los artistas en 
espectáculos públicos se incluye como jornada no solamente el tiempo de la 
representación sino también el que el artista “está bajo las órdenes de la Empresa, a 
efectos de ensayo o de grabación de actuaciones” (art. 8.1 RD 1435/1985) y se remite al 
pacto colectivo o individual el régimen de “los desplazamientos y giras” (art. 8.3); y en 
fin, en cuanto a los representantes de comercio, la especialidad es extrema, en este caso 
la jornada de trabajo no se contempla, a excepción de las vacaciones y permisos, puesto 
que, se está ante un contrato cuyo objeto es una pura deuda de resultado, no de actividad, 
por lo que terminantemente se afirma que “la relación laboral a la que está sujeto el 
trabajador no implica sujeción a jornada u horario concreto, sin perjuicio de las 
previsiones contenidas en los pactos colectivos o individuales (art. 4.1 RD 1438/1985). 
Tanto las jornadas especiales como las relaciones laborales de carácter especial serán 
abordadas con mayor profundidad en otros capítulos de la tesis. 
 
                                                          




Respecto del tiempo de disponibilidad, la jurisprudencia ha hecho las siguientes 
precisiones. En primer lugar, la mera situación de disponibilidad, en la que el trabajador 
tan sólo está localizable y a disposición de la empresa, no implica, por sí sola, el desarrollo 
de ningún trabajo, por lo que está claramente fuera de la jornada laboral y no puede ser 
calificada ni como tiempo de trabajo ni como horas extraordinarias414. Por ello mismo, el 
accidente sufrido por el trabajador durante el tiempo de disponibilidad sin que esté 
efectivamente prestando servicios no se considera accidente laboral415. El tiempo de 
disponibilidad no constituye un trabajo ni una verdadera prestación, sólo cuando surge 
una necesidad y se lleva a cabo la prestación efectiva, surge la obligación de retribuir los 
servicios. Y, en segundo lugar, no se computan los tiempos de trabajo de presencia a los 
efectos de duración máxima de la jornada ordinaria de trabajo, ni para los límites 
establecidos para las horas extraordinarias y, si no se acuerda compensación en periodos 
equivalentes de descanso retribuido, se han de abonar de manera diferenciada de la 
jornada ordinaria de trabajo con un salario cuya cuantía no puede ser inferior a la 
correspondiente a las horas ordinarias416. 
 
Es frecuente que, en los convenios colectivos, al pactar periodos de disponibilidad, se 
acuerde también su compensación a través del llamado plus o complemento de 
disponibilidad. Es doctrina jurisprudencialmente asentada que dicho complemento no 
retribuye el exceso de trabajo que pueda derivarse de la disponibilidad, sino la situación 
en que se sitúa el trabajador que puede ser llamado por la empresa en cualquier momento, 
lo cual limita la libertad para disfrutar plenamente de su tiempo libre. En consecuencia, 
el complemento se devenga, aunque en el periodo de referencia no se haya producido 
ningún llamamiento concreto417; si bien los convenios colectivos pueden exigir 
habitualidad en la puesta a disposición efectiva para que nazca el derecho al 
complemento418. 
 
El complemento de disponibilidad puede llevar aparejado el establecimiento de una 
jornada máxima superior a la de otros trabajadores de la empresa, por lo que la 
                                                          
414 STS de 29 de noviembre de 1994 (RJ 1994, 9246). 
415 STS de 7 de febrero de 2001 (RJ 2001, 2148) y STS de 9 de diciembre de 2003 (RJ 2004, 3378). 
416 Al respecto, la SAN de 27 de abril de 2009, (Rec. 154/2008). Al respecto, véase Basterra Hernández, 
M., Tiempo de trabajo y tiempo de descanso, op.cit., págs. 51-62 
417 En este sentido, la STS de 15 de marzo de 1999 (RJ 1999, 2921) y la STS de 18 de noviembre de 1998 
(RJ 1998, 9998). 




determinación de las horas extras deberá realizarse en atención a esta última y no a la 
general o común. Es el caso del convenio de Televisión Española, S.A., que establece una 
jornada máxima de 40 horas semanales, cinco horas más a la general de la empresa, para 
determinados trabajadores con complemento de disponibilidad. Las cláusulas sobre 
tiempo de presencia y disponibilidad son comunes de empresas y sectores relacionados 
con la prestación de servicios públicos, de seguridad o emergencia, sanitarios o medios 
de comunicación419. 
 
Especialmente conflictiva ha resultado la calificación del tiempo en que el trabajador 
está a disposición de la empresa, aunque durante el mismo no realice prestación de 
servicios, estando, en el puesto de trabajo y a disposición de la empresa, en actitud o 
actividad de descanso420. La cuestión debatida es si son computables como horas de 
trabajo efectivo o, en su caso, como horas extraordinarias, las guardias continuadas, las 
situaciones de retén, etc. En este sentido, la STJCE de 3 de julio de 2001421, señaló que 
“el tiempo de atención continuada en régimen de presencia física del personal médico de 
enfermería que presta servicios en los puntos de atención continuada, en los equipos de 
atención primaria y en otros servicios de urgencia extra-hospitalarios, debe considerarse 
tiempo de trabajo en su totalidad”. El Tribunal Supremo, aunque en el pasado negaba la 
calificación de trabajo efectivo la simple presencia del trabajador en la empresa, en la 
actualidad ha modificado dicho criterio422, referida expresamente a la jornada continuada 
de los médicos; el TSJ Cataluña ya había declarado también el carácter de tiempo de 
trabajo efectivo del periodo de guardias de presencia física423, si bien de momento sólo 
se refiere al trabajo en jornada continuada del personal sanitario. En la relación laboral 
especial de empleados del hogar cabe que las partes pacten tiempos de presencia, a 
disposición del empleador, que no se tienen en cuanta a la hora de computar la jornada 
(art. 7 RD 1620/2011, de 14 de noviembre). 
 
De los convenios colectivos estudiados, el Convenio Colectivo de Telefónica en el 
art. 109 de su Normativa Laboral establece que el tiempo de trabajo se computará de 
modo que tanto al comienzo como al final de la jornada diaria el trabajador se encuentre 
                                                          
419 STS de 26 de septiembre de 2001, (RJ 2002, 325). 
420 Véase en este sentido, Pradas Montilla, R., “La jornada de trabajo en España” op.cit. págs. 6/48 
421 Al respecto, la STJCE de 3 de julio de 2001 (TJCE 2001, 219), asunto C-241/99. 
422 STS de 12 de noviembre de 2002 (RJ 2003, 2325). 




en su puesto de trabajo, salvo en el supuesto a que se refiere el art. 197 cuando el 
desplazamiento se compute como jornada laboral, con excepción de los trabajos que se 
ejecuten por el personal de Redes de Planta Exterior (Construcciones y Conservación) 
que comenzarán y finalizarán en un punto de reunión de carácter fijo que será siempre el 
mismo. El otro convenio que hace hincapié en el cómputo de la jornada efectiva es el 
Convenio Colectivo de Renfe, así establece que en general, la jornada empezará a 
contarse en el lugar de trabajo, al iniciarse las operaciones preparatorias para tomar 
servicio, y se dará por finalizada al terminar las tareas necesarias para dejarlo, conforme 
a lo dispuesto en los Reglamentos de servicio. El Personal de Conservación y Vigilancia 
de la Vía, el de Instalaciones de Seguridad, Alumbrado y Fuerza y Telecomunicaciones 
y el de Electrificación, tanto a la ida como al regreso de su trabajo, tiene la obligación de 
vigilar el tramo de línea o vía que tenga asignado424. El resto de convenios estudiados no 
disponen ningún tipo de regulación al respecto.  
 
8. Descanso diario durante la jornada 
 
En este apartado se tratará únicamente el descanso durante la jornada, también 
llamado “descanso del bocadillo”, pues será objeto de estudio en otro capítulo el descanso 
entre jornadas. La Directiva 93/104/CE se limita a establecer que cuando “los trabajadores 
realicen una jornada diaria que supere las seis horas, tendrá derecho “a una pausa de 
descanso” (art. 4), correspondiendo a los ordenamientos nacionales (mediante Ley, 
convenios colectivos o los acuerdos celebrados con los interlocutores sociales, lo que 
permite incluir el pacto de empresa) determinar la duración de la pausa u sus condiciones 
de disfrute425.  
 
Pues bien, dentro de la jornada diaria nuestra normativa legal impone un descanso 
mínimo conocido como el descanso del bocadillo. Se trata de un límite intra-jornada o 
una pausa diaria y se establece para unos casos concretos, establecidos en el art. 34.4 
ET426. Este periodo de descanso se considerará tiempo de trabajo efectivo cuando así esté 
                                                          
424 Art. 185 de la Normativa Laboral de Renfe. 
425 Alarcón Caracuel, M.R., “El tratamiento del tiempo de trabajo en el marco de la ley por la negociación 
colectiva”, Empleo, contratación y negociación colectiva. XI Jornadas sobre la negociación colectiva, 
MTAS, 1999, págs. 107-128. 
426 A diferencia de la regulación originaria del ET, la nueva disciplina de la jornada de trabajo no distingue 
entre jornadas partidas y continuadas, por lo que puede suceder que en una misma empresa se haya 




establecido o se establezca por convenio colectivo o contrato de trabajo”. Tanto la 
concreción del periodo de descanso, como su ubicación en el horario de trabajo y la forma 
en que se retribuya, o no, son extremos que, en principio corresponde a los convenios 
colectivos determinar427.  
 
De acuerdo con ese precepto legal, siempre que la jornada continuada exceda de seis 
horas deberá establecerse durante la misma una pausa no inferior a 15 minutos. Tal 
periodo tendrá una duración mínima de treinta minutos para los trabajadores menores de 
dieciocho años, y debe establecerse siempre que la duración de la jornada diaria exceda 
de cuatro horas y media”. Esta pausa con anterioridad sólo se disfrutaba en los casos en 
que se había establecido la modalidad de jornada continuada. Sin embargo, la vigente 
redacción del ET reconoce un descanso de 15 minutos siempre que se superen las seis 
horas de trabajo continuo. Por lo tanto, pese a que la jornada sea a tiempo parcial o a 
tiempo completo, o bien sea jornada partida, en todos los casos siempre que se superen 
las seis horas de trabajo continuado el trabajador generará el derecho al descanso del 
bocadillo, que será como mínimo de 15 minutos, pudiendo ser mejorado mediante 
convenio colectivo428. 
 
El descanso intra-jornada constituye una norma de derecho necesario y, por lo tanto, 
no es posible eliminarlo compensándolo económicamente429. Sin embargo, cabe esta 
posibilidad en casos excepcionales en los que no haya sido posible su disfrute. Según la 
STS de 30 de abril de 2004430, por convenio colectivo se puede sustituir el descanso en la 
jornada continuada por indemnización en metálico, o por reducción de la jornada durante 
un determinado periodo del año, pues la regla del art. 34.4 ET tiene carácter de derecho 
                                                          
posibilidades de distribución irregular, como, por ejemplo, es el caso del convenio colectivo de Telefónica. 
Las muy breves y claras prescripciones contenidas en el ET sobre el descanso dentro de la jornada diaria al 
respecto, así lo avalan, es decir, si la jornada continuada excediera de seis horas, “deberá establecerse un 
periodo de descanso durante la misma de duración no inferior a quince minutos”.  
427 Ramos Quintana, M., “Los descansos laborales”, en Tiempo de trabajo, Bomarzo, 2007, págs. 121-141 
428 López Ahumada, J. E., Evolución normativa de los descansos laborales. Primer centenario de la 
promulgación de la Ley de Descanso Dominical de 1904, MTAS, Madrid, 2004, págs. 101-105; Ezquerra 
Escudero, L., Tiempo de trabajo: duración, ordenación y distribución, Barcelona, UGT- Atelier Libros 
Jurídicos, 2006, págs. 236 y ss.; Alonso Olea, M. y Casas Baamonde, Mª. E., Derecho Del Trabajo, 
vigesimoséptima edición, Thomson-Civitas, Madrid, 2010, pág. 343. 
429 STCT de 25 de enero de 1988 (RTCT 1988, 797)); STSJ País Vasco de 26 de junio de 1997 (AS 1997, 
2142). 
430 STS de 30 de abril de 2004 (RJ 2004, 3706), Monreal Bringsvaerd, E., La jornada de trabajo (…), 




necesario relativo, no absoluto. En el mismo sentido, la STS de 1 de marzo de 2005431. 
Es el caso por ejemplo del convenio colectivo de Renfe, en el art. 197 de su Normativa 
Laboral establece que en el caso de que por las características de la actividad no fuera 
posible el goce efectivo del referido descanso, se compensará a los agentes mediante el 
abono de 20 minutos según los valores señalados en las Tablas Salariales vigentes por día 
trabajado sin dicho descanso432. 
 
Respecto a este descanso dentro de la jornada de trabajo, es al empresario a quién le 
corresponde fijar el momento para realizar el descanso durante la jornada en el ejercicio 
de su poder de dirección, ya que la Ley sólo impone que ha de ser durante la jornada (art. 
34.4 ET). Pero ha de tener en cuenta que lo que se pretende con este descanso es conceder 
al trabajador un espacio de tiempo para reponer energías y satisfacer sus necesidades 
vitales cuando el tiempo de trabajo se prolonga más allá de un cierto límite. Se trata de 
tal manera de una pausa en la prestación de trabajo para volverla a retomar tras el 
descanso, por ello no cabe la posibilidad de disfrutar del descanso al final de la jornada 
convirtiéndolo en una reducción de la misma, salvo lo indicado anteriormente. También 
los convenios colectivos o pactos individuales pueden limitar al empresario la decisión 
unilateral de fijar él mismo el descanso durante la jornada, estableciendo en su caso los 
convenios colectivos o pactos individuales algo al respecto433.  
 
En todo caso y aunque la pausa ha de ser de descanso, el trabajador puede emplearla 
para lo que considere oportuno, siempre que sea compatible con su duración; sin que esté 
obligado a mantenerse a disposición del empresario. Tampoco estaría obligado a 
permanecer en el centro de trabajo, salvo pacto en contrario. Como se ha dicho, la ley 
contempla como posibilidad de que mediante pacto ad hoc ese tiempo de reposo se 
compute como de trabajo (en principio con todas las consecuencias, aunque podría 
reconocerse el derecho a una retribución inferior a la correspondiente a periodos de 
actividad efectiva). A falta de dicho acuerdo o previsión específica, habrá de partirse de 
la no consideración de la pausa como tiempo de trabajo efectivo, lo que supone una 
prolongación de la jornada proporcional a la duración de descanso. No cabe la posibilidad 
de deducir la existencia de una aceptación tácita del descanso como tiempo de trabajo 
                                                          
431 STS de 1 de marzo de 2005 (RJ  2005, 4110). 
432 López Ahumada, J. E., Descansos laborales y tiempo de trabajo. Régimen jurídico de los descansos 
diario y semanal y de los días festivos, CES, Madrid, 1994, págs. 27 y ss. 




efectivo del hecho de que la empresa lo retribuya. Se tratará simplemente de un descanso 
como el semanal o de días festivos, que es retribuido, pero no computa a la hora de 
determinar la jornada de trabajo efectiva434. Cuando el descanso es considerado como 
trabajo efectivo es remunerado, pero esa retribución no incluirá las cantidades que puedan 
derivarse de la efectiva productividad del trabajo, como es el caso de la prima de 
producción435. Y en los casos en que dicho descanso durante la jornada sea retribuido, se 
tendrá que tener en cuenta en el importe de los descuentos salariales correspondientes a 
los días de huelga436. 
 
El ET agrega que “en el caso de los trabajadores menores de dieciocho años, el 
periodo de descanso tendrá una duración mínima de treinta minutos, y deberá establecerse 
siempre que la duración de la jornada diaria continuada exceda de cuatro horas y media 
(art. 34.4 párr. 2º). En la normativa anterior esta distinción no se hacía, pareciendo existir 
ahora una mayor preocupación por la salud y la formación profesional de los menores, en 
concordancia con la reforma del contrato para la formación (art. 11.2 ET) y a la filosofía 
de la Directiva 93/104/CE, de 23 de noviembre, codificada ahora por la 2003/88/CE. El 
tiempo de descanso para estos menores no es de quince minutos, sino de treinta, como 
mínimo (susceptible de mejora, pero no de reducción), sin que parezca conveniente que 
pueda dividirse en dos fracciones de quince minutos437. La jornada continuada que se 
exige para tener derecho a este descanso no es de seis horas, sino que basta que exceda 
de cuatro horas y media. Los demás extremos a que se hacen mención en los párrafos 
precedentes, son de total aplicación aquí, sin necesidad de reiterar el extremo relativo al 
carácter retribuido o no del descanso. Este nuevo precepto procede del nº 10 de la 
Recomendación de la Comisión 67/125/CEE, de 31 de enero de 1967, relativa a la 
protección de los jóvenes en el trabajo438. 
 
En cuanto a su negociación en el convenio colectivo suele pertenecer a negociaciones 
de ámbito inferior. Además, el hecho de que a nivel de sector no se considere tiempo 
                                                          
434 STS de 21 de octubre de 1994 (RJ 1994,8102). 
435 STS de 14 de febrero de 1992 (RJ 1992, 990); STS de 27 de junio de 1992 (RJ 1992, 4685); STS de 10 
de junio de 1993 (RJ 1993, 4663). 
436 STS de 8 de marzo de 1996 (RJ 1996, 1977). 
437 Al respecto, González Biedma, E., “La jornada (en torno al art. 34)”, Revista Española de Derecho del 
Trabajo, nº 100, pág. 743. 
438 Véase Rodríguez Piñero y Bravo Ferrer, “Flexiseguridad: el debate europeo en curso”, en Relaciones 




efectivo de trabajo no impide que el convenio aplicable en la empresa, considere como 
tiempo efectivo el descanso de bocadillo, pues el convenio aplicable o el contrato de 
trabajo puede establecer una regulación más favorable para el trabajador439. Por 
mencionar algunos ejemplos de los convenios estudiados, el Convenio Colectivo del 
Sector de la Banca establece como tiempo de trabajo efectivo los 15 minutos diarios de 
descanso obligatorio. Por su parte, el Convenio colectivo de la Industria Química dice en 
su art. 42.1.3 que las empresas que tengan establecidos tiempos de descanso (bocadillo) 
como tiempo de trabajo efectivo, cuantificarán su duración anual y esta cuantía se 
deducirá de la duración de su jornada actual, a efectos de la determinación de la jornada 
anual efectiva que consolidará desde la entrada en vigor de este convenio. Si la jornada 





                                                          




CAPÍTULO V: HORARIO DE TRABAJO Y LA DISTRIBUCIÓN DE 
JORNADA 
 
En este capítulo se va a abordar, en primer lugar, el horario de trabajo, siendo éste 
como es sabido el que define los parámetros fundamentales de la prestación laboral, cual 
es el tiempo de trabajo. La fijación del horario se hace a través del calendario laboral, que 
fija con precisión los tiempos en los que se va a llevar a cabo las tareas que constituyen 
el objeto del mismo. Asimismo, la jornada de trabajo puede desarrollarse de manera 
continuada o partida. E igualmente, el horario de trabajo puede calificarse bien como 
rígido o flexible. En este capítulo, pese a también tener cabida en el capítulo de jornadas 
especiales, se trata la jornada de trabajo en periodo nocturno y el trabajo a turnos. 
También se aborda aquí el trabajo a tiempo parcial en lo que respecta al tiempo de trabajo. 
Y, por último, se trata la distribución de jornada.  
 
1. Horario de trabajo y calendario laboral 
 
El horario es una consecuencia de la jornada en el que se precisa el tiempo exacto que 
se debe de trabajar cada día440. Bien puede ser fijado por el empresario al determinar el 
calendario laboral o bien por acuerdo en convenio colectivo o a través del contrato de 
trabajo441. Esta potestad del empresario de organizar el tiempo de trabajo puede verse 
modulada en determinados supuestos. Así, el art. 34.8 ET permite que los trabajadores 
adapten la duración y distribución de la jornada de trabajo para hacer efectivo su derecho 
a la conciliación de la vida personal, familiar y laboral. A tal fin, se promoverá la 
utilización de la jornada continuada y del horario flexible, así como de cualquier otro 
modo de organización del tiempo de trabajo y de los descansos que permita una mayor 
compatibilidad entre el derecho a la conciliación y la mejora de la productividad en las 
empresas. Por su parte, los trabajadores que tengan la condición de víctimas de violencia 
de género o de víctimas de terrorismo pueden hacer efectiva su protección o su derecho 
a la asistencia social integral mediante la reordenación del tiempo de trabajo a través de 
la adaptación del horario, de la aplicación del horario flexible o de otras formas de 
reordenación del horario que se utilicen en la empresa, según se desprende del art. 37.7 
                                                          
440 Véanse Sentencias del TS de 26 de junio de 1998, Rec. 4621/1997 (RJ 1998,5789) y de 22 de julio de 
1995, Rec. 443/1995 (RJ 1995, 6325). 




ET442. Por su parte, el art. 42.1 b) del ET dispone que la alteración del horario y de la 
distribución del tiempo de trabajo es una modificación sustancial de las condiciones de 
trabajo que la dirección de la empresa puede acordar cuando existan probadas razones 
técnicas, organizativas, económicas o de producción considerándose tales las que estén 
relacionadas con la competitividad, productividad u organización técnica o del trabajo en 
la empresa443. 
 
La finalidad del horario es la de concretar el momento del día en que se han de realizar 
las horas de trabajo contratadas a efectos de dar seguridad a ambas partes del contrato. 
Hay que entender por horario la distribución de los periodos de trabajo y de descanso de 
la jornada laboral, con indicación de las horas de principio y fin del trabajo444.  La 
jurisprudencia ha señalado que “el horario es una consecuencia o derivación de la jornada, 
pues en él se precisa el tiempo exacto en que cada día se ha de prestar servicio, teniendo 
siempre a la vista y como norma a respetar la duración de la jornada estatuida”445. Aunque 
nada diga por ahora el ET, respecto al horario hay que tener en cuenta que es una facultad 
del empresario prever uno y otro, sin estar sometido a autorización administrativa alguna, 
y actúa como propuesta a la que se adhiere o no el trabajador si desea ser contratado, pero 
a partir de entonces actúa cual condición más beneficiosa, por lo que su modificación 
ulterior ya no queda en manos del empresario, sino que habrá de someterse a lo previsto 
en el art. 41 ET446. 
 
Por su parte, el art. 34.6 ET señala que “anualmente se elaborará por la empresa el 
calendario laboral, debiendo exponerse un ejemplar del mismo en un lugar visible de cada 
                                                          
442 A estos efectos, se consideran víctimas de terrorismo, previo reconocimiento del Ministerio del Interior 
o de sentencia judicial firme (disposición adicional 22ª ET; arts. 5 y 33 de la Ley 29/2011 y RD 671/2013): 
a) las personas que hayan sufrido daños físicos y/psíquicos como consecuencia de la actividad terrorista; 
b)su cónyuge o persona que haya vivido con análoga relación de afectividad durante, al menos, los dos años 
anteriores; c)los hijos, tanto los heridos como los de los fallecidos; d) las personas que acrediten sufrir 
situaciones de amenazas o coacciones directas y reiteradas, procedentes de organizaciones terroristas. 
443 STSJ del País Vasco de 12 de mayo de 2009, Rec. 494/2009 (RJ 2110/2009); y STSJ País Vasco de 5 
de diciembre de 2006, Rec. 2548/2006 (RJ 3764/2006). 
444  INSHT, Jornada y horarios de trabajo. Datos a partir de la VII Encuesta Nacional de Condiciones de 
Trabajo, Madrid, agosto 2014, págs. 15 y ss. ofrece datos sobre horas trabajadas por semana, distingue en 
edad, sexo, o sectores de actividad. Si se atiende al sector de actividad se observan diferencias relevantes; 
por ejemplo, en el sector agrario la media es de 41,56 horas; en construcción es de 41,43; en Industria 40,06, 
y en servicios, 37,81. Igualmente, en este estudio se puede observar que en las empresas más pequeñas es 
donde más horas se trabaja. En cuanto al sexo, son los hombres los que trabajan un número de horas mayor, 
en concreto 41,16 horas, frente a las 35,59 de las mujeres. 
445 STS de 22 de julio de 1995 (RJ 1995, 6325). 
446 STS de 16 de junio de 2005 (RJ 2005, 7323). Véase Cabeza Pereiro, J. “Las fuentes reguladoras de la 




centro de trabajo”447. La confección debe hacerse para cada año, a la vista no sólo de la 
cantidad de horas a llevar a cabo, sino de los días festivos (dada su variación anual) e 
incluso de los cambios normativos y convencionales de referencia448. De conformidad 
con la DA 3ª del RD 1561/1995, de 21 de septiembre, sobre jornadas especiales de los 
trabajadores, los representantes de los trabajadores deben ser consultados por el 
empresario y emitir informe con carácter previo a la elaboración del calendario laboral 
sin perjuicio de que los trabajadores puedan impugnar judicialmente el calendario laboral 
realizado por la empresa, si consideran que el contenido del mismo no respeta lo 
establecido en las disposiciones legales o reglamentarias o los preceptos del Convenio 
Colectivo”449. Si no hay acuerdo cuando por convenio colectivo se hubiera establecido la 
obligación de acuerdo entre las partes, procederá antes la prórroga que la determinación 
unilateral del empresario450. 
 
En materia del calendario laboral los tribunales han mantenido una serie de criterios. 
En primer lugar, no cabe exigir al empresario como obligación legal la de incluir los 
horarios en el calendario que hayan de publicar en cumplimiento del mandato del art. 34.6 
ET, cuando no hay pacto que así lo establezca451. Por la misma razón no tiene la empresa 
                                                          
447 En la regulación del RD 2001/1983, de 28 de julio ya derogado, se disponía que el calendario laboral 
debía comprender el horario de trabajo y la distribución anual de los días de trabajo, festivos y descansos 
semanales o entre jornadas y otros días inhábiles y periodos de disfrute de vacaciones. Si bien determinados 
tribunales de justicia consideran que ante el silencio legal existente pueden seguir exigiéndose dicho 
contenido, el TS ya ha manifestado, en relación al menos al horario de trabajo que, en principio, no es 
preceptiva su inclusión en el calendario laboral, sin perjuicio de lo que al efecto puedan disponer los 
convenios colectivos, pactos o contratos individuales, de trabajo para “la distribución irregular de la jornada 
a lo largo del año”. De acuerdo con esta doctrina, los convenios colectivos, pactos de empresa y contratos 
de trabajo, juegan un papel relevante a la hora de determinar el contenido del calendario laboral ya que 
deberán atenderse a las previsiones que los mismos contengan en esta materia.  
448 Martín Valverde, A., Rodríguez-Sañudo Gutiérrez, F., García Murcia, J., Derecho del Trabajo, 
vigesimoquinta edición, Madrid, Tecnos, 2016, pág. 609. 
449 STSJ Andalucía, Málaga, de 28 de abril de 2000 (AS 2000, 1577). 
450 STSJ Cataluña, de 8 de junio de 2000 (AS 2000, 2955). 
451 STS de 20 de julio de 2015, Rec. 192/2014 (RJ 3686, 2015). En sentido contrario, la Audiencia Nacional 
en Sentencia de 28 de julio de 2014 (Procedimiento 143/2014) declaró que el calendario laboral que debe 
elaborar la empresa, en virtud de lo establecido en el art. 34.6 ET, sí debe incluir los horarios de trabajo. 
Este pronunciamiento lo hizo considerando de un lado la desaparición de toda norma legal o reglamentaria 
que especificase cuál debía de ser el contenido del calendario laboral, y de otro lado que las sentencias del 
TS sobre el contenido del calendario laboral se dictaron en recursos de casación en procedimientos de 
conflicto colectivo y no en unificación de doctrina, siendo pronunciamientos únicos sin reiteración, por lo 
que carecían del valor de jurisprudencia en los términos del art. 1.6 Código Civil. En concreto, la STS de 
18 de septiembre de 2000 (Rec. 4240,1999) ante la falta de regulación legal y reglamentaria sobre el 
contenido del calendario laboral concluye que “es más que dudoso que el empresario esté obligado a incluir 
los horarios en el calendario que haya de publicar en cumplimiento del mandato del art. 34.6 ET”. Dicha 
sentencia de la AN de 2014 se pronuncia sobre los conceptos de jornada y horario que aparecen 
diferenciados en el ET, y lo hace apoyándose en las STS de 22 de julio 1995 (Rec. 443,1995), de 26 de 
junio de 1998 (Rec. 4621,1997) y 19 de febrero de 2001 (Rec. 2964,2000) que entienden que “los conceptos 




obligación de fijar en el horario, ni la rígida determinación de los turnos anuales de 
trabajo, ni los lugares de trabajo al que van a ir destinados los trabajadores452. En sentido 
contrario puede verse la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León de 
24 de julio de 2015, que entiende que el calendario laboral tiene que contener los días de 
trabajo, y debe fijarse además el horario de trabajo453. En segundo lugar, no es necesario 
determinar en el calendario laboral los días festivos, cuando falta la referencia expresa a 
los mismos en el convenio colectivo de aplicación454. Aunque sí deben figurar las mismas, 
así como las vacaciones de los trabajadores cuando existe previsión convencional al 
respecto455. En tercer lugar, no se tiene obligación de constar en el calendario laboral el 
descanso compensatorio del trabajo en domingos y festivos, previstos en el convenio 
colectivo y cuyo disfrute ha de ser pactado individualmente entre la empresa y el 
trabajador456. Y, en cuarto lugar, tampoco es obligatorio hacer constar en el calendario 
los horarios flexibles que pueda tener una parte del personal de la empresa457. Pero sí 
deben configurarse los puentes y los periodos de disfrute de las vacaciones, tal y como 
recogió la Sentencia del Tribunal Supremo de 3 de mayo de 1994458. 
 
Nada dice la Ley ni el RDJE sobre el periodo en que debe ser hecho público el 
calendario, limitándose a indicar su carácter “anual”. De entrada, aunque obviamente esta 
última referencia podría ser entendida en términos de año natural (por lo tanto, de 1 de 
enero a 31 de diciembre) no parece disconforme considerar que en determinados sectores 
dicho calendario puede tener otros parámetros, siempre que se respete la carencia anual.  
Pero parece dudoso, vistos los términos de la Ley, que se rebase el plazo de un año. La 
doctrina de casación ha venido entendiendo, en principio, que no es posible el supuesto 
contrario, esto es, que elaboren varios calendarios consecutivos por periodos inferiores. 
                                                          
entre ambos es la jornada la que presenta una mayor relevancia (…), el horario es una consecuencia de la 
jornada (…) el número de horas que compone la jornada ha de concretarse en una distribución u horario, 
siendo el calendario el medio idóneo (…)lo que remite al sistema de fijación anual por medio del calendario 
laboral”. 
452 En este sentido, STS de 21 de junio de 2016, Rec. 223/2015 (RJ 4073,2016). 
453 STSJ de Castilla y León de 24 de julio de 2015, Rec. 493/2015 (RJ 572, 2015). Otra sentencia que 
también consideran que en el calendario laboral deben figurar los horarios es la SAN de 28 de julio de 2014, 
Rec. 143/2014. En sentido contrario, la STS de 18 de septiembre de 2000, Rec. 4240/1999 y una más 
reciente STSJ Cataluña de 28 de abril de 2011, Rec. 7257/2010 (AS 2011,1764). 
454 Se hallan pronunciamientos que niegan que los festivos tengan que constar en el calendario anual, como 
puede comprobarse en la STSJ Canarias (Las Palmas) de 19 de marzo de 2013, Rec. 1729/2012. En sentido 
contrario, STSJ Cataluña de 13 de marzo de 2013, Rec. 7684/2012. 
455 Al respecto, la STS de 20 de julio de 2015, Rec. 192/2014 (RJ 3686,2015). 
456 En tal sentido, STSJ Galicia de 24 de septiembre de 1999 (AS 1999, 2950). 
457 STS de 18 de septiembre de 2000, (RJ 2000, 8297). 




Este criterio puede apreciarse en la STS de 20 de julio de 2015459, en la que se señala “los 
preceptos aplicables se refieren a calendario en singular y no a calendarios en plural, 
fijando la periodicidad del mismo, que ha de ser anual”. Pero pese a ello se considera en 
la citada sentencia que si existe un calendario anual en el que se fijan las fiestas oficiales 
de cada año y el periodo general de vacaciones, no existe impedimento legal para que en 
periodos más breves se publiquen calendarios de desarrollo y concreción, fijando 
vacaciones y horarios individuales460.  
 
En algunas ocasiones ha surgido la pregunta de si resulta posible que el calendario de 
un año pueda modificar las condiciones establecidas en su precedente. Pese a la sustancial 
pérdida de contenidos del calendario, el hecho es que a principios de año los trabajadores 
deben conocer, al menos, aspectos como la jornada anual, los días laborables y el periodo 
de vacaciones. En ese marco, la modificación del calendario anual en relación a los 
anteriores, si afecta al horario o la jornada y tiene suficiente relevancia ha de tramitarse 
en principio por la vía de la modificación sustancial de las condiciones de trabajo; por lo 
tanto, han de seguirse los trámites establecidos en el art. 41 ET461 o, en su caso, en el 
convenio colectivo462. Lo mismo ocurre en aquellos supuestos en los que se afecte a 
condiciones más beneficiosas vinculadas con el tiempo de trabajo463. En cualquier caso, 
también hay pronunciamientos que indican que, si para la fijación del calendario laboral 
concurrieron negociaciones con la representación legal de los trabajadores, en las que se 
debatió el cambio instaurado en la empresa, se ha cumplido con el trámite de efectiva 
realización del periodo de consultas, si la medida tiene naturaleza colectiva464. Sin 
embargo, esa lógica es negada por otro sector doctrinal que considera que el periodo de 
negociación en el caso de modificación sustancial de las condiciones de trabajo tiene 
autonomía y finalidad específica, por lo que no puede ser confundido con el propio de la 
implantación del calendario465. En todo caso, si finalmente el calendario ha sido pactado 
entre el empleador y la representación de los trabajadores es evidente que en el mismo 
                                                          
459 STS de 20 de julio de 2015, Rec. 192,2014 (RJ 3686, 2015). 
460 Aranzadi Instituciones-Thomson Reuters, “Jornada, horario y calendario laboral”, Lex Nova, enero 
2016, BIB 2016/4599. 
461 Entre otras, STSJ Cantabria de 25 de agosto de 2008, Rec. 240,2010; y STSJ País Vasco de 16 de marzo 
de 2010, Rec. 146/2010. 
462 STS de 17 de enero de 2007, Rec. 3789,2005, entre otras. 
463 STS de 16 de junio de 2005, Rec. 118,2004; STSJ País Vasco de 8 de noviembre de 2011, Rec. 
2407,2011, entre otras.  
464 STSJ Castilla La Mancha de 30 de julio de 2004, Rec. 1210,2004; STSJ Galicia de 21 de diciembre de 
2011, Rec. 3054,2010, entre otras. 




pueden modificarse las condiciones anteriormente acordadas por los mismos sujetos en 
años anteriores466. 
 
2. Horario rígido y horario flexible 
 
El horario rígido es aquél en el que los trabajadores están obligados a atender a la 
prestación de su trabajo dentro de módulos temporales predeterminados e invariables. 
Supone que cada trabajador ha de permanecer en su puesto de trabajo desde la hora 
señalada como de inicio hasta la de finalización. Se trata de la modalidad de horario más 
tradicional e implica ordinariamente que todos los empleados de una empresa, centro de 
trabajo o sección realizan su trabajo de forma sistemática. Es muy característico de las 
empresas que emplean el sistema de trabajo en cadena de montaje. Por su parte, en el 
horario flexible cada trabajador puede determinar libremente los momentos inicial y final 
de su prestación diaria, siempre dentro de unos límites de coincidencia con el resto de 
compañeros de la empresa. Se trata de una modalidad de horario en la que no existe plena 
simultaneidad entre las prestaciones de servicios de los distintos trabajadores de la 
empresa y que, en consecuencia, sólo puede funcionar en aquellos ámbitos o sectores 
donde el sistema productivo no exija esa presencia simultánea de los trabajadores467. 
 
A diferencia de los mecanismos de distribución irregular de la jornada, concebidos 
para facilitar a la empresa la adaptación del tiempo de trabajo a sus necesidades 
productivas, el horario flexible se constituye a favor del trabajador, dándole una cierta 
capacidad de disposición sobre sus horas de prestación de servicios. El concepto de 
horario flexible se trata de una figura carente de regulación legal en la actualidad, una vez 
que han desaparecido, tras la Ley 11/1994, las alusiones que a las que hacía referencia la 
versión inicial del ET. No obstante, aparece con frecuencia en los convenios colectivos468.  
 
Es raro que se aluda a él en la negociación colectiva supra-empresarial, siendo más 
característica su regulación de los convenios de empresa469. El horario flexible se puede 
descomponer en los siguientes periodos temporales: a) tiempo rígido o tronco común es 
                                                          
466 STSJ Castilla y León, Burgos, de 11 de marzo de 2002, Rec. 109/2002. 
467 Borrajo Dacruz, E., “El horario flexible”, en AAVV, Comentarios a las leyes laborales. El Estatuto de 
los Trabajadores, Tomo II, Edersa, Madrid, 1982, pág. 230. 
468 Véase Rodríguez Piñero, M., “Derecho del Trabajo”, en Relaciones Laborales, nº 5, 2006, pág. 6. 




el periodo de presencia obligatoria y simultánea de todos los trabajadores; b) tiempos 
variables o puntas de flexibilidad, que son de dos tipos; uno el tiempo variable de 
comienzo que es el periodo de inicio de la jornada, delimitado por un límite mínimo y 
otro máximo y dentro del cual el trabajador puede optar por la hora de inicio que estime 
conveniente; y otro tiempo variable de cierre, periodo en el que, dentro también de límites 
máximos y mínimos, el trabajador puede determinar la hora de terminación de su jornada 
y c) en el caso de que la jornada fuese partida, la flexibilidad podría extenderse a la 
duración y momento de disfrute del descanso intermedio470. 
 
Dentro de las distintas alternativas entre horarios rígidos o flexibles, el empresario 
puede inicialmente optar por cualquiera de ellas. El ET ni se refiere a estas modalidades, 
ni las define ni las caracteriza, por lo que, en su caso, habrá de estarse a lo que pueda decir 
la negociación colectiva, especialmente en materia de horarios flexibles. El art. 37.8 ET 
hace una mención al horario flexible como una de las alternativas a que puede acogerse 
la trabajadora víctima de violencia de género y todo ello de conformidad con lo dispuesto 
en el párrafo 2º de este precepto471. 
 
El horario flexible, al dejar facultad al trabajador para fijar las horas de entrada y de 
salida de su trabajo, implica la necesidad de que se efectúe una regularización o 
compensación del tiempo de trabajo. En función del periodo en que haya de efectuarse 
dicha regularización pueden distinguirse una serie de modalidades. Una primera 
modalidad ordinaria de horario flexible puede ser aquella en la que la compensación se 
hace en módulos superiores al día (dentro de la semana, el mes, el año); de ese modo, se 
da al trabajador la posibilidad de distribuir su jornada dentro de esos módulos, alterando 
a su conveniencia el número de horas trabajadas cada día. Para ello, disfrutará de mayor 
flexibilidad cuanto mayor sea el cómputo de compensación establecido. No obstante, se 
debe tener en cuenta dos límites, el primero es que deben respetarse en todo caso las doce 
horas de descanso inter-jornadas; y segundo, deberá respetarse también el límite de nueve 
horas diarias de trabajo efectivo, salvo que el convenio colectivo haya establecido uno 
más amplio. Otro módulo que puede establecerse es el llamado horario flotante, en el cual 
la compensación ha de hacerse en el mismo día, de modo que la hora de entrada 
                                                          
470 Martín Valverde, A., García Murcia, J., Tratado práctico de Derecho del Trabajo, Navarra, 2012, 
Aranzadi, págs. 1576-1579. 
471 García Ninet, J.I, Vicente Palacio, A., Derecho del Trabajo, 4ª edición, Navarra, 2008, Thomson 




condiciona la de salida. Es decir, una entrada más tardía obliga a salir del trabajo también 
más tarde. En esta modalidad, el trabajador no puede disponer de su jornada diaria, que 
es fija, sino sólo sobre su distribución a lo largo del día. Una entrada especialmente tardía 
podría suponer una entrada al día siguiente también tardía, para respetar las doce horas 
de descanso entre jornadas. 
 
Hay otras fórmulas de otorgar al trabajador cierta flexibilidad en la elección de sus 
horarios que no encajan exactamente en el concepto de horario flexible. Podemos 
mencionar el horario fijo variable, el horario libre y los márgenes de tolerancia. En cuanto 
al horario fijo variable se trata de una forma de horario rígido en la que se da al trabajador 
la posibilidad de optar inicialmente entre dos o más combinaciones horarias (por ejemplo, 
entre un horario de jornada continuada y otros de jornada partida) 472. De los convenios 
de sector estudiados esto se puede ver, por ejemplo, en el Convenio colectivo estatal de 
la Banca, dicho convenio permite elegir entre horario continuado o bien horario partido.  
 
Otra modalidad es el horario libre, aquí el trabajador administra plenamente su tiempo 
de trabajo, sin que esa facultad de autoadministración se vea limitada por la necesidad de 
mantener un periodo de concurrencia con el resto de los empleados de la empresa, ni 
tampoco por márgenes de elección de las horas de entrada y salida. En el horario libre 
“no existen hora de comienzo ni hora de término de la jornada diaria, sino que el 
trabajador se auto-programa libremente su horario laboral”473. Es un tipo de horario 
característico de las actividades en las que el trabajador realiza una prestación 
individualizada, independiente de la de otros empleados y valorable más por el resultado 
que por el tiempo que se dedique a la misma.  En este sentido, el Convenio colectivo de 
                                                          
472 Véase Martínez Yáñez, N., “Bolsa de horas y distribución irregular de la jornada”, en Información 
laboral, nº 6, 2004. 




Iberdrola474, el Convenio colectivo de Repsol475, Renfe476 y Telefónica477, permiten 
establecer flexibilidad horaria. 
 
También hay que aludir a los llamados márgenes de tolerancia. En algunos convenios 
se suaviza el establecimiento de un horario rígido dando a los trabajadores un cierto 
margen de tolerancia o cortesía para incorporarse al trabajo a partir de la hora de inicio 
previamente fijada. Estos márgenes suelen oscilar entre cinco y treinta minutos. En la 
medida en que se trata de periodos muy breves, no resulta necesaria su recuperación, ni 
producen otros efectos jurídicos478. En la versión del ET anterior a 1994479 se establecía 
un procedimiento especial para la implantación del horario flexible, era la única previsión 
legal sobre el horario flexible en nuestro ordenamiento jurídico. En la actualidad ha 
desaparecido, de tal modo que la implantación del horario flexible será la misma que la 
de cualquier otra modalidad de horario, rigiéndose por una serie de reglas. En principio, 
y salvo lo que pueda establecer los convenios colectivos, la fijación inicial del horario 
corresponde al empresario en el ejercicio de las facultades de organización que derivan 
en su poder de dirección. Una vez adoptada inicialmente una modalidad de horario (rígida 
o flexible), el cambio de un tipo a otro supondría una modificación sustancial de las 
condiciones de trabajo que debería ajustarse a las reglas del art. 41 ET. Y, por último, si 
se trata de pasar de un horario rígido a otro flexible, y éste último permite dentro de su 
margen de flexibilidad que los trabajadores que lo deseen mantengan las horas de entrada 
                                                          
474 Anexo 5 del Convenio de Iberdrola dice “horario general: régimen de jornada continuada todo el año, 
de lunes a viernes, con flexibilidad en la entrada y salida (…). 
475 Art. 33 del Convenio de Repsol dice “el personal de jornada ordinaria que no de servicio directo a 
actividades no flexibilizables podrá solicitar autorización de la dirección de la empresa para desempeñar su 
trabajo en horario flexible, exponiendo los motivos de su petición y el periodo por el que lo solicita (mínimo 
6 meses)”. Art. 33.3 dispone que el trabajo a jornada ordinaria de las oficinas de Madrid con régimen de 
trabajo no a turnos (…) tendrá flexibilidad de entrada y salida, tanto en la jornada intensiva como en la 
jornada partida, siendo el margen de una hora y media y dos horas, respectivamente. 
476 Normativa laboral de Renfe en su art. 193 dispone que “el trabajo se realizará con horario flexible en las 
Direcciones y órganos o Dependencias Centrales”. 
477 Art. 73.2 dice “para los empleados que se dedican a la actividad de venta presencial, se establece un 
horario flexible que fluctúa entre las 8 y las 22 horas, de lunes a viernes, dentro del marco de las 37,5 horas 
semanales y respetando, en todo caso, el descanso entre jornadas. 
478 Véase la STS de 31 de mayo de 2016 (JUR 2016, 139928). 
479 Art. 36 ET/1980 disponía lo siguiente: “El empresario podrá exigir una prestación de trabajo continuada 
durante períodos ciertos y anunciados previamente al personal, cuyo trabajo se realice en equipos o grupos 
similares que requieren la presencia a horas fijas de todos sus miembros. En las empresas con procesos 
productivos continuos durante las veinticuatro horas del día, en la organización del trabajo de los turnos, se 
tendrá en cuenta la rotación de los mismos y que ningún trabajador estará en el de noche más de dos semanas 
consecutivas, salvo adscripción voluntaria. Las empresas que por la naturaleza de su actividad realicen el 
trabajo en régimen de turnos, incluidos los domingos y días festivos, podrán efectuarlo bien por equipos de 
trabajadores que desarrollen su actividad por semanas completas, o contratando personal para completar 




y salida anteriores, podría sostenerse que se trata de una modificación no peyorativa de 
las condiciones de trabajo que el empresario puede adoptar unilateralmente. 
 
3. Jornada continuada y jornada partida 
 
El trabajo puede llevarse a cabo de modo ininterrumpido o de modo continuado. El 
ET señala que “siempre que la duración de la jornada diaria continuada exceda de seis 
horas, deberá establecerse un periodo de descanso durante la misma de duración no 
inferior a quince minutos. Este periodo de descanso se considerará tiempo de trabajo 
efectivo cuando así esté establecido o se establezca por convenio colectivo o contrato de 
trabajo” (art. 34.4 ET). Se trata de una norma de derecho necesario, que es susceptible de 
mejora mediante convenio colectivo o contrato individual, pero no puede ser menor de 
15 minutos que es lo que dispone la norma legal480.  
 
Por jornada continuada se entiende aquella en que las horas diarias de trabajo se 
cumplen en unidad de acto, ininterrumpidamente, salvo los periodos de descanso 
indispensables y mínimos que puedan establecerse en atención sobre todo de los 
principios protectores de la seguridad y salud en el trabajo. La distinción entre jornada 
continuada y jornada partida venía establecida inicialmente en el propio ET. El viejo art. 
34.2 ET (versión de 1980)481 sí que definía la jornada partida, pero desde el texto de 1995 
no se hace mención alguna a esta distinción, e incluso cabe añadir que el beneficio, a 
partir de esta reforma, tampoco se aplica a todo tipo de jornadas continuadas, sino sólo a 
aquellas que en cómputo diario excedan de seis horas, no bastando que se alcance las seis 
horas justas. Simplemente a modo de aclaración, pues ya ha sido tratado el descanso 
dentro de la jornada en el capítulo precedente, decir que “el momento de descanso de los 
quince minutos no ha de ser al término de las seis horas de trabajo en régimen de jornada 
continuada, sino dentro del mismo de dicha jornada”482. Aunque dejó dicho la STS (Sala 
4ª) de 4 de noviembre de 1968 que “el descanso (...) responde, sin duda en el contexto y 
en el móvil finalista, a proporcionar en medio de la diaria labor, a quienes la rinden 
durante las sucesivas horas, el alivio reparador de la fatiga diaria, no cabrá su 
                                                          
480 En tal sentido, Correa Carrasco, “Tiempo de trabajo e igualdad de género: regulación legal y negociación 
colectiva”, Revista de Derecho Social, nº 49, 2010. 
481 García Ninet, I., “Jornada”, en AAVV., Comentarios a las leyes laborales. El Estatuto de los 
Trabajadores, Tomo II, Edersa, Madrid, 1982, págs. 86 y ss. 




compensación o transformación en otro beneficio que sea de disfrute posterior en el 
tiempo, como, por ejemplo, en aumentos de días de vacaciones anuales, etc.”. Sin 
embargo, cierto sector doctrinal483 considera dudoso pero posible, el cobro del doble de 
este descanso no realizado al no existir regla impeditiva similar a las vacaciones; o lo que 
es lo mismo, cabría por vía convencional sustituir este derecho por una indemnización en 
metálico484. Por el contrario, la STS de 1 de marzo de 2005485, declara la nulidad de la 
cláusula de un convenio colectivo que excluye, sin compensación, del disfrute de este 
beneficio a quienes trabajan en peajes con una sola cabina486.  
 
En cuanto a la jornada partida, es aquella en que el tiempo de trabajo diario se divide 
en dos fracciones, con una interrupción entre ellas que normalmente corresponde a la hora 
de la comida. Ya no se establece en la ley cuál ha de ser la duración mínima de ese 
descanso, pero ha de suponerse de mayor entidad que los mínimos propios de la jornada 
continuada, pues ha de servir para que el trabajador pueda tomar adecuadamente una de 
las comidas principales del día. El cambio de jornada continuada a jornada partida o 
viceversa supone una modificación sustancial de las condiciones de trabajo que no puede 
ser adoptada individualmente por el empresario si no es cumpliendo con los requisitos y 
procedimientos previstos en el art. 41 ET. Por otra parte, la jornada intensiva es una 
fórmula de distribución del tiempo de trabajo diario utilizada en ocasiones por la 
negociación colectiva, la cual la ha tomado inicialmente de la costumbre. Es habitual que 
                                                          
483 Alonso Olea, M, y Casas Baamonde, Derecho del trabajo, op. cit., pág. 403. 
484 Ver STS de 16 de septiembre de 2003 (RJ 2003,7303), STS de 30 de abril 2004 (RJ. 2004, 3706), 
respecto de la posible compensación del no disfrute de descanso. 
485 STS de 1 de marzo de 2005 (RJ 2005, 4110), véase en tal sentido la obra de Escudero, R. “Significación 
del tiempo de trabajo fuentes reguladoras y dinámicas de la negociación colectiva”, en Relaciones 
Laborales, nº 4, 1999, págs. 35-37. 
486 Como aclara la STS de 3 de junio de 1999 (RJ 1999,5064), “es claro que la finalidad del descanso de la 
jornada continuada es romper la permanencia del esfuerzo laboral durante más de seis horas y proporcionar 
un tiempo libre para un refrigerio. Pues, aunque en el art. 34 nada se dice de “el bocadillo” éste es aludido 
en múltiples textos reglamentarios (…), por ello es plenamente coherente que este precepto establezca 
turnos para un disfrute entre la segunda y la quinta hora ambas inclusive”. La jornada continuada puede ser 
de siete u ocho horas y, normalmente, se descansará a mitad de la misma. Se trata de un periodo mínimo 
de descanso, susceptible de ser incrementado, bien por la vía del convenio colectivo, bien por la vía del 
contrato individual de trabajo. Parece evidente que el establecimiento del momento del disfrute de descanso 
debe ser resuelto no de modo unilateral por el empresario, sino mediante convenio o pacto, recordando que 
la Directiva 93/104/CE (actualmente este extremo se recoge en similares términos en el art. 4ª de la 
Directiva 2003/88/CE) plantea la posibilidad de que su configuración o precisión se determine no sólo por 
convenio colectivo, sino también por acuerdos celebrados  entre interlocutores sociales en sentido amplio, 
o, sin más, mediante pacto con cada trabajador al tiempo que se dice si va a ser o no considerado como 
tiempo efectivo de trabajo (STS 6 de marzo de 2000 (RJ 2000, 2598)). De cualquier manera, el empresario 
no puede impedir que el trabajador se ausente del centro de trabajo y salir del mismo para fumar en el 
exterior, más aun, no estando considerado tiempo efectivo de trabajo (STSJ Cataluña de 5 de junio de 2007 




sea establecida para los meses del verano o periodos festivos y consiste en la realización 
de una jornada inferior a la habitual, pero de forma continuada487.  
 
En relación a los convenios colectivos de sector estudiados, los únicos que disponen 
entre su articulado la distinción entre jornada continuada y jornada partida son los 
convenios del sector textil y del sector de la banca. De tal forma, el Convenio colectivo 
del sector de la Banca establece que “se mantiene el horario continuado actualmente 
establecido o alternativamente se establecerá horario partido”488. Por su parte, el 
Convenio colectivo del sector Textil hace también referencia a la jornada partida y a la 
jornada continuada489. Respecto a los convenios de empresa todos precisan el tipo de 
jornada a realizar en la empresa en cuestión. En algunos casos, hay diferencias en cuanto 
al tipo de jornada a realizar en función del tipo de trabajo a realizar en la empresa. Así, 
por ejemplo, en el caso del Convenio colectivo de Telefónica, el personal de oficina tiene 
                                                          
487 Véase Trillo Párraga, F., La construcción social y normativa del tiempo de trabajo: identidades y 
trayectorias laborales, Lex Nova, Valladolid, 2010, pág. 158. 
488 Art. 27 del Convenio colectivo del sector de la Banca, BOE de 15 de junio de 2016, nº 144, resolución 
de 1 de junio del mismo año. Será “de lunes a viernes de 8 a 15 horas, en cuya duración están computados 
como de trabajo efectivo los quince minutos diarios de descanso obligatorio. Las horas de trabajo 
correspondientes a los sábados no festivos comprendidos entre el 1 de enero al 31 de marzo, excepto el 
sábado santo cuando coincida en el mes de marzo, y entre el 1 de octubre al 31 de diciembre, a razón de 
cinco horas y media cada uno, serán distribuidas anualmente en función de los Acuerdos Colectivos 
alcanzados o que se alcancen en cada empresa. A falta de acuerdo, la empresa podrá mantener la situación 
que tuviera a 31 de diciembre de 2014 por aplicación del XXII Convenio colectivo de la Banca o adherirse 
a cualquiera de los acuerdos vigentes en las cuatro primeras empresas con mayor censo del sector. En tal 
sentido, se reconocen las previsiones recogidas en los Acuerdos Colectivos de empresa vigentes en esta 
materia a la fecha de la firma del presente convenio. Alternativamente, se establece el horario partido que 
figura a continuación: lunes a jueves de ocho a cinco horas, con una hora de pausa para el almuerzo; viernes 
de ocho a tres horas, en las que están computados como de trabajo efectivo los quince minutos diarios de 
descanso obligatorio; del 23 de mayo al 30 de septiembre de lunes a viernes desde las ocho hasta las tres 
horas, en las que están computados como de trabajo efectivo los quince minutos de descanso obligatorio. 
El horario partido será voluntario y se ofrecerá por cada empresa a quienes estime conveniente. Las 
aceptaciones recibidas no podrán aplicarse en más del 25% de los centros de trabajo de cada empresa, ni 
suponer más del 25% de la plantilla de cada banco”.  
489 Art. 27 del Convenio colectivo del Sector Textil, BOE de 21 de agosto de 2015, nº 200, resolución de 7 
de agosto, dispone que será: “jornada ordinaria de trabajo, en turno partido, será de cuarenta horas 
semanales de trabajo que, en ningún caso, superarán las mil setecientas noventa y nueve horas para 2015; 
mil setecientas noventa y siete para 2016 y mil setecientas noventa y cinco para 2017, horas anuales de 
trabajo”. Será: “jornada continuada: a) todos los sectores excepto la confección, cuando se trabaje en 
jornada continuada de más de seis horas diarias, se entenderán comprendidos en dicha jornada quince 
minutos de descanso, siendo la jornada de presencia, en cómputo anual, de 1818 horas, que representan un 
mínimo de 1762 horas anuales de trabajo real. En el caso de menores de 18 años, el periodo de descanso 
tendrá una duración mínima de 30 minutos de descanso, de los que quince minutos serán considerados 
como jornada efectiva, y deberá establecerse siempre que la duración de la jornada continuada exceda de 
cuatro horas y media; b) industria de la confección: la jornada ordinaria de trabajo, de turno continuado, 
para la industria de la confección, será de 1818 horas anuales de presencia, aunque, como mínimo el tiempo 
de trabajo real no será inferior, en ningún caso, a 1762 horas anuales. Dentro del concepto de jornada 




jornada continuada y partida, pero otras áreas sólo tienen jornada continuada490. Por su 
parte, el Convenio colectivo de Repsol permite que “el horario y calendario en los centros 
de Madrid con régimen de trabajo no a turnos, se pueda ajustar (…) bien a jornada 
intensiva o a jornada partida491. El resto de convenios de empresa estudiados sólo 
permiten la jornada continuada, si bien con posibilidad de flexibilidad horaria, como se 
verá más adelante492.  
 
4. La jornada de trabajo en el contrato a tiempo parcial  
 
El estudio del trabajo a tiempo parcial es muy amplio, aquí se darán unas pinceladas 
sobre su regulación normativa y, en concreto, se centrará el estudio en el tiempo de trabajo 
de los trabajadores a tiempo parcial. Primero, se es preciso comentar las normas legales 
que regulan el trabajo a tiempo parcial. La normativa internacional y comunitaria también 
ha dictado una serie de normas. En la 81ª reunión de la Confederación Internacional del 
Trabajo, de 1994, se aprobaron el Convenio nº 175, sobre el trabajo a tiempo parcial, cuya 
entrada en vigor se produjo el 28 de febrero, y la Recomendación nº 182493. Por su parte, 
el preámbulo de la Directiva 97/81/CE, del Consejo de 15 de diciembre de 1997, relativa 
al Acuerdo marco sobre el trabajo a tiempo parcial dispone que “el presente Acuerdo 
marco es una contribución a la estrategia europea general a favor del empleo”494. Esta 
Directiva pretende alcanzar dos objetivos, el primero promocionar la organización 
flexible del trabajo a través del contrato a tiempo parcial y, el segundo remover la 
                                                          
490 Art. 73 del Convenio colectivo de Telefónica, BOE de 21 de enero de 2016, nº 18, resolución de 28 de 
diciembre, “en oficinas se establecen dos tipos de distribución de jornada, por un lado, jornada continuada 
con una duración de 7 horas y 30 minutos diarios, de lunes a viernes durante todo el año, o bien, jornada 
partida con una duración, desde el 1 de septiembre al 30 de junio, de 8 horas de lunes a jueves y los viernes 
de 6 horas en jornada continuada; y en los meses de julio y agosto de 7 horas de lunes a viernes en jornada 
continuada”. Sin embargo, para otras áreas de trabajo no cabe tal posibilidad, siendo establecida la jornada 
continuada.  
491 Art. 33.3 del convenio de Repsol. 
492 Puede verse para tener en cuenta una amplia gama de convenios Velasco Portero, M.T., “El tiempo de 
trabajo y su organización”, op.cit., págs.197 y ss. 
493 Se trata de dos instrumentos internacionales de un indudable interés, el primero de los cuales, por razones 
no fáciles de entender, no ha sido ratificado por el Reino de España, véase Cabeza Pereiro, J., El trabajo a 
tiempo parcial las debilidades del modelo español, Bomarzo, Albacete, 2013, pág. 39. Asimismo, también 
puede consultarse la obra de Del Rey Guanter, S. (director), El nuevo contrato a tiempo parcial: aspectos 
laborales y de Seguridad Social, La Ley, Madrid, 2003, págs. 3-4. 
494 Como trabajo de investigación empírica es interesante ver la obra de Muñoz Gómez Bustillo Llorente, 
R., Fernández Macías, E., Antón Pérez, J.I., El trabajo a tiempo parcial en España en el contexto de la 
Unión Europea. Características, condiciones de trabajo y perspectivas, Ministerio de Trabajo e 
Inmigración, 2008. Se destaca que el trabajo a tiempo parcial es desarrollado mayoritariamente por mujeres. 





discriminación y el trato peyorativo que padecen o pueden padecer algunas personas que 
trabajan a tiempo parcial, en relación con las que prestan sus servicios a jornada 
completa495. 
 
En nuestro país, los gobiernos han introducido una serie de normas con rango legal 
con el objetivo de fomentar esta modalidad de prestación de servicios. La primera norma 
que generaliza el trabajo a tiempo parcial como medida de fomento de empleo fue la Ley 
32/1984, de 2 de agosto. Dicha norma, en su Disposición Transitoria Tercera derogó la 
redacción originaria del ET/1980 que limitaba la contratación a tiempo parcial “a los 
trabajadores perceptores de prestación de desempleo: los trabajadores agrarios que 
hubiesen quedado en desempleo, y los jóvenes menores de veinticinco años”. En 1998 a 
través del RD Ley 15/1998, de 27 de noviembre, la regulación del contrato a tiempo 
parcial se diseñó en su fisonomía actual, cuando se traspuso la Directiva 97/81/CE. Por 
su parte, la Estrategia Española para el Empleo 2012-2014, aprobada mediante RD 
1542/2011, de 31 de diciembre dispone que “la falta de una aplicación adecuada de 
flexibilidad interna en las empresas ha tenido como consecuencia que los ajustes se hayan 
concentrado en el empleo, por lo que un objetivo debe ser el de: reforzar el trabajo a 
tiempo parcial y la flexibilidad interna en las empresas”, continuando que, con este 
objetivo se pretende “que los ajustes en el mercado de trabajo no recaigan necesariamente 
sobre el empleo, mediante el uso de otros mecanismos como la reducción de jornada”496. 
Desde entonces ha habido una serie de modificaciones sobre este tipo de contrato497.  
 
                                                          
495 Así se menciona en Cabeza Pereiro, J., El trabajo a tiempo parcial (…), op.cit. pág. 42, interesante 
igualmente la obra de Cristóbal Roncero, R., “Real Decreto Ley 11/2013 para la protección de los 
trabajadores a tiempo parcial y otras medidas urgentes en el orden social y económico”, en Revista Española 
del Derecho del Trabajo, nº 160, 2013, págs. 247-252. 
496 En este sentido, García Piñeiro, N.P., “El trabajo a tiempo parcial como política de fomento de empleo”, 
en AAVV (San Martín Mazzucconi, C., directora), Derecho del Trabajo. Transformaciones ante la crisis, 
Juruá, Lisboa, 2016, pág. 91, “el objetivo de Política de Empleo 3 previsto en la Estrategia Española para 
el Empleo 2012-2014 reconocía de forma expresa que uno de los objetivos debe ser el de reforzar el trabajo 
a tiempo parcial y la flexibilidad interna de las empresas. Añadiendo que, con este objetivo se pretende que 
los ajustes en el mercado de trabajo no recaigan necesariamente sobre el empleo, mediante el uso de otros 
mecanismos como la reducción de jornada”. 
497 La redacción inicial del trabajo a tiempo parcial prevista en el art. 12 del ET de 1980 ha sido modificado 
por las siguientes normas: la Ley 32/1984, de 2 de agosto; Ley 10/1994; RDL 8/1997, de 16 de mayo; Ley 
63/1997, de 26 de diciembre, RDL 15/1998, de 27 de noviembre; RDL 5/2001, de 2 de marzo, Ley 12/2001, 
de 9 de julio, Ley 27/2011, de 1 de agosto; RDL 3/2012, de 12 de febrero; Ley 3/2012, de 6 de julio; RDL 
5/2013, de 15 de marzo; RDL 11/2013, de 2 de agosto, posterior Ley 1/2014, de 28 de febrero; RDL 
16/2013, de 21 de diciembre; RDL 1/2015, de 27 de febrero. Sobre la evolución del régimen jurídico del 
contrato a tiempo parcial es interesante remitirse a la reciente obra de Fernández Orrico, F.J., La 





En concreto, el concepto de tiempo de trabajo es una de las materias que ha sufrido 
mayores cambios. Así en la redacción inicial del art. 12 ET se consideraba trabajador a 
tiempo parcial al que prestaba “(…) servicios durante un determinado número de días al 
año, al mes o a la semana, o durante un determinado número de horas, respectivamente, 
inferior a los dos tercios de los considerados como habituales en la actividad que se trate 
en el mismo periodo de tiempo (…)”. La Ley 32/1984 reitera en esencia la configuración 
del tiempo parcial prevista en 1980 remitiendo a la prestación de servicios durante un 
periodo de tiempo inferior a dos tercios sobre tales periodos de la jornada habitual en la 
actividad. El RD Ley 18/1993 elimina la exigencia anterior de no superar los dos tercios 
de la jornada habitual, bastando que la prestación convenida sea inferior al tiempo 
considerado como habitual en la actividad de que se trate, pronunciándose en el mismo 
sentido la Ley 10/1994. Posteriormente, el RD Ley 15/1998, de 27 de noviembre habla 
nuevamente de “inferior al 77% de la jornada a tiempo completo comparable”. El 
concepto vigente de tiempo parcial procede de la reforma de 2001 que dispone que “el 
contrato de trabajo se entenderá celebrado a tiempo parcial cuando se haya acordado la 
prestación de servicios durante un número de horas al día, a la semana, al mes o al año, 
inferior a la jornada de trabajo de un trabajador a tiempo completo comparable”. A lo que 
añade el apartado 1 del art. 12 ET que “se entenderá por trabajador a tiempo completo 
comparable a un trabajador a tiempo completo de la misma empresa y centro de trabajo, 
con el mismo tipo de contrato de trabajo y que realice un trabajo idéntico o similar. Si en 
la empresa no hubiera ningún trabajador comparable a tiempo completo, se considerará 
la jornada a tiempo completo prevista en el convenio colectivo de aplicación o, en su 
defecto, la jornada máxima legal”498. 
 
La última de las grandes reformas del contrato de trabajo a tiempo parcial viene de la 
mano del RD Ley 16/2013, de 20 de diciembre499. En el preámbulo de dicha ley se señala 
que “el trabajo a tiempo parcial es un mecanismo que otorga al empresario flexibilidad 
en el tiempo de trabajo, a la par que posibilita al trabajador conciliar la vida laboral y 
                                                          
498 Al respecto, García Piñeiro, N.P., “El trabajo a tiempo parcial como política de empleo”, op.cit., pág. 
95-96. 
499 El RDL 1/2015, de 27 de febrero incluye un incentivo para la creación de empleo estable, y repercute 
en el contrato a tiempo parcial. Consiste en la fijación de un mínimo exento en la cotización empresarial, 





personal y compatibilizar trabajo y formación”500. Algunas manifestaciones del 
compromiso del RD Ley 16/2013 en mejorar la contratación a tiempo parcial o con 
jornada reducida, ha sido la supresión de las horas extraordinarias; el nuevo régimen 
jurídico de las horas complementarias; la eliminación expresa de la posibilidad de 
conversión unilateral del contrato de trabajo a tiempo parcial a jornada completa y 
viceversa, así como el retorno a la situación anterior; o el contrato por tiempo indefinido 
de apoyo a los emprendedores501. Según el art. 12.1 ET, “el contrato de trabajo se 
entenderá celebrado a tiempo parcial cuando se haya acordado la prestación de servicios 
durante un número de horas al día, a la semana, al mes o al año, inferior a la jornada de 
trabajo de un trabajador a tiempo completo comparable”. En el caso que la empresa no 
tenga ningún trabajador con esas características, “se considerará la jornada a tiempo 
completo prevista en el convenio colectivo de aplicación o, en su defecto, la jornada 
máxima legal”502.  
 
La norma no impone un límite de jornada mínima, por lo que será posible suscribir 
contratos a tiempo parcial de muy escasa dedicación y respecto a la duración máxima del 
contrato a tiempo parcial el límite será la jornada completa comparable. Toda reducción 
a la misma por insignificante que sea puede considerarse como contrato a tiempo parcial. 
Por otro lado, en principio salvo que se prevea otra cosa, la jurisprudencia entiende, que 
no puede dejarse a voluntad del empresario la determinación de la jornada a tiempo 
                                                          
500 En palabras de Rodríguez Piñero y Bravo Ferrer, Valdés Dal-Ré, F., y Casas Baamonde, M.A., 
“Contratación a tiempo parcial y flexibilidad del tiempo de trabajo en la nueva reforma laboral (RDL 
16/2013)”, op.cit. pág. 6/13 “no es claro que esta nueva reforma del trabajo a tiempo parcial vaya a fomentar 
o facilitar una mayor elección voluntaria de esta modalidad contractual, cuanto más creará mayores 
oportunidades de este tipo de empleo que serán aceptadas a falta de otra posibilidad, aunque puedan operar 
como fórmulas indirectas de reparto (incompleto) del empleo bien que lejos de toda idea de solidaridad 
ocupacional”.  
501 Fernández Orrico, J.F., La contratación laboral a tiempo parcial (…), op.cit. pág. 81. 
502 Del Rey Guanter, S. (director), La nueva regulación del contrato a tiempo parcial (…), op.cit. pág. 37, 
este autor hace la siguiente precisión sobre el concepto de trabajador comparable: “el hecho de que dicha 
jornada de referencia sea la que tenga un trabajador comparable no toma en cuenta que la jornada de trabajo 
del mismo haya sido establecida de forma individual o colectiva (convenio, acuerdo de empresa, decisión 
unilateral de carácter colectivo incluso). De esta forma, en la medida en que un trabajador comparable 
pueda disfrutar de una jornada de trabajo inferior por condición más beneficiosa puede dificultar la 
determinación del propio contrato a tiempo parcial o, al menos, cuestionar la oportunidad de esta 
definición”. Sobre la protección social de los trabajadores a tiempo parcial puede consultarse Sánchez-Urán 
Azaña, Y., “Trabajo a tiempo parcial y protección social: el derecho a las prestaciones de Seguridad Social 





parcial, sino que debe tomarse como referencia la jornada del convenio colectivo 
correspondiente503. 
 
El contrato de trabajo a tiempo parcial es un auténtico contrato de trabajo y por ello, 
de naturaleza laboral regido por el ET, que resulta de aplicación a los contratos de trabajo 
temporales e indefinidos, con excepción del contrato para la formación y el aprendizaje, 
y el contrato de interinidad. Sin embargo, constituye una modalidad específica, con un 
régimen jurídico particular distinto del establecido para los contratos de trabajo a tiempo 
completo. Por otro lado, no se pueden considerar a determinadas reducciones legales que 
prevé el ET como si fueran contratos a tiempo parcial, por el solo hecho de que en un 
momento dado se ejecute el trabajo de forma parcial en el tiempo504. Es necesario 
diferenciar lo que son meras reducciones de un contrato a tiempo completo, de lo que 
representa la conversión de un contrato a tiempo completo a su transformación a tiempo 
parcial. 
 
La jurisprudencia entiende que no son contratos a tiempo parcial, los supuestos de 
reducción de jornada por guarda legal, cuidado de familiares (art. 37.6 ET), causas 
económicas, técnicas, organizativas o de producción (art. 47 ET)505. Tampoco las 
reducciones establecidas como consecuencia de una necesidad derivada de existir un 
riesgo especial para la salud pueden considerarse contratos a tiempo parcial sino como 
supuestos de contratación indefinida o de duración determinada con reducción de 
jornada506, ni las reducciones de jornada establecidas por la empresa a causa de una 
modificación sustancial de condiciones de trabajo (art. 41 ET). Asimismo, no se puede 
                                                          
503 En este sentido Fernández Orrico, J.F., La contratación laboral a tiempo parcial (…), op.cit. pág. 42, 
STS de 15 de octubre de 2007 (RJ 2007,9308). 
504 En este sentido, García Perrote Escartín, y Mercader Uguina, J., “Reducción de jornada impuesta 
unilateralmente por la empresa: ¿Novación del contrato a tiempo completo en otro a parcial o modificación 
sustancial ex art. 41 ET”, Revista de Información Laboral, nº 6, 2014, revista electrónica, pág. 1, se plantea 
la cuestión de “si las empresas pueden proceder por causas económicas, técnicas, organizativas o de 
producción por la vía del art. 41.1.a) ET, a reducir la jornada de trabajo con igual reducción salarial; o si, 
por el contrario, ello supone, en todo caso, la transformación o novación de aquél contrato en otro a tiempo 
parcial, prohibida por el art. 12.4.e) ET, si no se lleva a cabo con el consentimiento del trabajador”. En ese 
sentido, en lo que afecta a la reducción de jornada, recuerda García Torres, A., “Modificación de la jornada 
de trabajo en los contratos a tiempo parcial”, Revista Doctrinal Aranzadi Social, nº 44, 2013 que “en la 
normativa laboral se permite la reducción de la jornada de trabajo a través de dos vías: por un lado, la 
modificación sustancial de las condiciones de trabajo (Art. 41.1 ET), y por otro, la reducción temporal por 
causas económicas, organizativas, técnicas o de producción, según lo previsto en el art. 47.2 ET”.  
505 Tal y como se señala en la STS de 6 de abril de 1998 (RJ1998,4576) y STS de 14 de mayo de 2007 (RJ 
2007,5084). 




considerar contrato de trabajo a tiempo parcial, las reducciones especiales de la jornada 
cuando se comparte con las prestaciones por maternidad o paternidad en régimen de 
jornada parcial. Estas reducciones de jornada aun cuando implican la realización de una 
jornada de trabajo inferior a la ordinaria, no pueden considerarse en nuestro ordenamiento 
interno como contratación a tiempo parcial y la consecuencia es, en materia de protección 
social, la no aplicación de las normas específicas que en materia de seguridad social son 
aplicables a los contratos a tiempo parcial incluidos en el marco normativo del art. 12 
ET507. 
 
A diferencia de las reducciones de jornada de la contratación laboral, en nuestra 
legislación la conversión del contrato a tiempo completo en otro a tiempo parcial y 
viceversa tiene un carácter voluntario para el trabajador y sólo será posible la conversión 
con su consentimiento508. Sin embargo, resulta que un elemento que parecía 
incuestionable como es la voluntad del trabajador para que se produzca la conversión se 
pone en duda desde que la STJUE de 15 de octubre de 2014 (C-221/2013), sostiene que 
no se opone a la Directiva 97/81/CE, el hecho de que la legislación de un Estado miembro 
permita la conversión unilateral de un contrato a tiempo parcial a uno a tiempo completo 
sin el acuerdo del trabajador509. Si se proyecta el fallo de la STJUE de 15 de octubre de 
2014 a nuestro entorno normativo, en la medida en que dicha sentencia confirma la 
imposibilidad de convertir un contrato de tiempo completo a otro a tiempo parcial, se 
pone en duda la adecuación de los arts. 41 y 47.2 ET a la Directiva 97/81510. 
 
Otra novedad que introdujo el RDL 16/2013511 tiene que ver con la contratación a 
tiempo parcial es la obligación por parte del empresario de que “la jornada de los 
                                                          
507 Así lo expresa Romero Ródenas, M.J., “La protección social de los trabajadores a tiempo parcial tras las 
últimas reformas”, en Revista Española de Derecho del Trabajo, nº 117, 2014, revista electrónica (BIB 
2014, 4507), pág. 3. 
508 En este sentido, STS de 14 de mayo de 2007 (RJ 2007,5084), y STS de 7 de octubre de 2011 (RJ 2011, 
7340). 
509 Sobre la Directiva 97/81, y su repercusión en la contratación a tiempo parcial resulta interesante el 
artículo de Palomino Saurina, P. “El trabajo a tiempo parcial en la UE: una manifestación del diálogo social 
europeo”, en Revista Doctrinal Aranzadi Social, nº 16, 2008, revista electrónica.  
510 Tal y como expresa Beltrán De Heredia Ruiz, I., “Directiva 97/81 sobre trabajo a tiempo parcial: 
conversión de tiempo parcial a tiempo completo: sí; conversión de tiempo completo a parcial: no”, en 
Revista de Información Laboral, nº 2, 2015, revista electrónica (BIB 2015, 581), pág. 5. 
511 Al respecto García Piñeiro, N.P., “El trabajo a tiempo parcial como prestación de servicios flexibles, 
estable y de calidad”, en Revista Española de Derecho del Trabajo, nº 164, 2014. La autora manifiesta que 
“para garantizar la calidad, se establece la obligación de registrar día a día la jornada de trabajo, ordinaria 




trabajadores a tiempo parcial se registrará día a día y se totalizará mensualmente, 
entregando copia al trabajador, junto con el recibo de salarios, del resumen de todas las 
horas realizadas en cada mes, tanto las ordinarias como las complementarias”512, ya sean 
pactadas como de aceptación voluntaria. Esta obligación ha supuesto un nuevo elemento 
de control, por el que, en caso de revisión de la documentación laboral se podría contrastar 
el resumen entregado al trabajador con las horas declaradas en la cotización a la Seguridad 
Social. Sobre la obligación de registro se incidirá en mayor medida en el último capítulo. 
 
5. La jornada de trabajo en el periodo nocturno 
 
El trabajo nocturno está también relacionado con el horario de trabajo la del trabajo 
nocturno. Se trata de una institución con muchas novedades gracias a la transcripción de 
varios preceptos de la Directiva 93/104/CE y que siguen estando presentes en la Directiva 
actualmente en vigor 2003/88/CE, en cuya Exposición de Motivos dice que “ciertos 
estudios han demostrado que el organismo humano es especialmente sensible durante la 
noche a las perturbaciones ambientales, así como a determinadas modalidades penosas 
de organización del trabajo, y que los periodos largos de trabajo nocturno son 
perjudiciales para la salud de los trabajadores y pueden poner en peligro su seguridad en 
el trabajo”513. Recientemente, el Real Decreto 311/2016, de 29 de julio, por el que se 
modifica el Real Decreto 1591/1995, de 21 de septiembre, sobre jornadas especiales de 
trabajo, ha dado cumplimiento a un aspecto de la Directiva 2003/88/CE sobre el límite 
absoluto de ocho horas para el trabajo nocturno que implica riesgos especiales o tensiones 
importantes, previsto en su art. 8.b) y que no había sido incorporado a nuestra norma514. 
De tal manera, el art. 33 del RD 1561/1995 queda redactado del siguiente modo “la 
jornada de trabajo máxima de los trabajadores nocturnos cuyo trabajo implique riesgos 
especiales o tensiones físicas o mentales importantes será de ocho horas en el curso de un 
periodo de veinticuatro horas durante el cual realicen un trabajo nocturno, salvo que deba 
ser inferior, según lo previsto en el capítulo III. A efectos de lo dispuesto en este artículo 
                                                          
e indefinido. Además, el nuevo régimen jurídico de protección social reconocido por el RDL 11/2013, 
posterior Ley 1/2014, es un avance inequívoco de la calidad del tiempo parcial”. 
512 Art. 12.4 c) apartado tercero ET. 
513 Exposición de motivos, consideración 7 de la Directiva 2003/88/CE de 4 de noviembre, Diario Oficial 
de la Unión Europea, 18 de noviembre de 2003. 
514 Pérez Amaros, F., “Trabajo nocturno y a turnos y ritmo de trabajo”, en Revista Española de Derecho 
del Trabajo, nº 100, 2000, págs. 778 y ss., Murcia Clavería, A., “Trabajo nocturno, trabajo a turnos y ritmo 
de trabajo”, en AAVV (Valdés Dal-Ré, coord.), La reforma del mercado laboral, Lex Nova, Valladolid, 




los trabajos que impliquen riesgos especiales o tensiones físicas o mentales importantes 
serán los definidos como tales en convenio colectivo o, en su defecto, por acuerdo entre 
la empresa y los representantes de los trabajadores, tomando en consideración los efectos 
y los riesgos inherentes al trabajo nocturno. La jornada de trabajo máxima de los 
trabajadores nocturnos establecido en el apartado 1 solo podrá superarse en los supuestos 
previstos en el art. 32.1 b) y c)”515.  
 
El ET dispone que “a los efectos de lo dispuesto en la presente Ley, se considera 
trabajo nocturno al realizado entre las diez de la noche y las seis de la mañana. El 
empresario que recurra regularmente a la realización de trabajo nocturno deberá informar 
a la Autoridad Laboral” (art. 36. 1 ET). La jornada de trabajo de los trabajadores 
nocturnos no podrá exceder de ocho horas diarias de promedio, en un periodo de 
referencia de quince días y dichos trabajadores en ningún caso podrán realizar horas 
extraordinarias. Para la aplicación de lo dispuesto en el párrafo anterior, se considerará 
trabajador nocturno a “aquel que realice normalmente en periodo nocturno una parte no 
inferior a tres horas de su jornada diaria de trabajo, así como aquel que se prevea que 
puede realizar en tal periodo una parte no inferior a un tercio de su jornada de trabajo 
anual” (art. 36.1.3 ET)516.  
 
La ley tiene en cuenta dos criterios para la determinación del concepto. Por un lado, 
uno atiende a la jornada diaria, considerando trabajador nocturno al que normalmente 
realiza al menos tres horas de la mima dentro del periodo nocturno descrito en el art. 
36.1.3 ET. El término normalmente es algo ambiguo, para su determinación se tendrá que 
estar a la concreta distribución de la jornada que se haya acordado con la empresa y al 
calendario laboral. Y, por otro lado, el segundo criterio toma como referencia la jornada 
en cómputo anual atribuyendo el carácter nocturno al trabajador que se prevea que 
realizará al menos un tercio de la misma en periodo nocturno. Ese que se prevea también 
introduce alguna ambigüedad, para cuya resolución habrá que estar de nuevo a lo 
establecido en el calendario laboral. Al trabajador nocturno le será de aplicación las reglas 
                                                          
515 Nueva redacción introducida mediante el RD 311/2016, de 29 de julio, BOE 30 de julio 2016. 
516 Alarcón Caracuel, M.R., “Trabajo nocturno, trabajo a turnos y ritmo de trabajo”, AAVV, Comentarios 




específicas sobre jornada y horas extraordinarias previstas en la ley y reglas de seguridad 
y salud en el trabajo517. 
 
A efectos de la definición de trabajador nocturno, lo importante no es la constatación 
real a final del año del número de horas de trabajo cumplidas en periodo nocturno por 
cada trabajador, sino la programación del trabajo y si ésta prevé la realización de al menos 
un tercio de la jornada en periodo nocturno, así ha venido estableciéndose por la 
jurisprudencia del supremo518. Igualmente, el TS ha determinado en una reciente 
sentencia que son trabajadores nocturnos el personal (bomberos/conductores y auxiliares 
de bomberos) que realizan una jornada en turnos continuados de 24 horas de trabajo y 72 
horas de descanso519. 
 
En cuanto al deber empresarial de informar a la Autoridad laboral el art. 36.1 ET 
dispone que “el empresario que recurra regularmente a la realización de trabajo nocturno 
deberá informar de ello a la autoridad laboral”. Se pueden destacar tres aspectos de esta 
norma. En primer lugar, la finalidad, es decir, se trata de que la autoridad laboral a través 
de la Inspección de trabajo pueda controlar el cumplimiento de las normas legales sobre 
trabajo nocturno. Concretamente la limitación de la jornada, la prohibición de horas 
extras, prohibiciones para específicos grupos de trabajadores y medidas de seguridad y 
salud en el trabajo. El segundo aspecto que establece la norma es que tiene que acudir 
“regularmente a la realización de trabajo nocturno”, este término remite a un estándar 
jurídico de frecuencia y periodicidad, de modo que se refiere a las empresas que utilizan 
el periodo nocturno de forma ordinaria para el desarrollo de la actividad empresarial, no 
a las que acudan al trabajo nocturna de forma excepcional o transitoria. Y, por último, las 
consecuencias por su incumplimiento consisten en la imposición de una sanción 
administrativa leve, tipificada en el art. 6.5 LISOS520. 
 
La norma, además, prohíbe a los menores de dieciocho años la realización de trabajos 
nocturnos (art. 6.2 ET). A estos efectos, en la marina mercante se considera trabajo 
                                                          
517 Valdés Dal-Ré, F., “Jornada nocturna”, en AAVV, Estudios sobre la jornada de trabajo, Acaral, Madrid, 
1991, págs. 227-249. 
518 En este sentido, entre otras, la STS de 25 de mayo de 2011 (RJ 2011,4987). 
519 Véase la STS de 14 de abril de 2016 (JUR 2016,156119). 
520 Ezquerra Escudero, L., Tiempo de trabajo: duración, ordenación y distribución, Atelier, Barcelona, 




nocturno el realizado entre las diez de la noche y las siete de la mañana (DA 4ª RD 
1561/1995). Por otra parte, con relación a los supuestos de riesgo para la seguridad y 
salud, o una posible repercusión sobre el embarazo o la lactancia de las citadas 
trabajadoras, debe recordarse que el art. 26 de la LPRL impone al empresario el deber de 
adoptar las medidas necesarias para evitar la exposición a dicho riesgo, a través de una 
adaptación de las condiciones o del tiempo de trabajo de la trabajadora afectada, 
incluyendo tales medidas, cuando resulte necesario, la no realización de trabajo nocturno 
o de trabajo a turnos521. 
 
El ET precisa que “la jornada de trabajo de los trabajadores nocturnos no podrá 
exceder de ocho horas diarias de promedio, en un periodo de referencia de quince días. 
Dichos trabajadores no podrán realizar horas extraordinarias” (art. 36.1 párr. 2º). Son dos 
cuestiones completamente distintas. De un lado, se impone, con mayor contundencia que 
para las jornadas diarias o vespertinas, un tope de horas de trabajo diarias, no de nueve 
horas como antes, sino de ocho horas en un promedio de quince días, que entendemos 
insuperable, aunque sea en un promedio de referencia de quince días. De cualquier 
manera, este periodo de quince días, dentro del cual ha de cuadrar el promedio de las ocho 
horas diarias de trabajo de los trabajadores nocturnos, puede ser rebajado, pero en modo 
alguno ampliado, o sea cada semana. En este caso no existe flexibilización, sino 
manifiesta preocupación por la tutela de la salud de esta suerte de trabajadores sometidos 
a peores condiciones de trabajo. La Directiva 2003/88/CE pretende que el punto de 
referencia sea el día a día, o sea las 24 horas, y no la semana ni la quincena (art. 8)522.  
                                                          
521 El problema que se puede plantear en relación con estos mecanismos de tutela consistentes en restringir 
el trabajo nocturno a ciertos trabajadores, es el de determinar qué trabajador tendrá preferencia para ocupar 
una vacante en puesto de trabajo diurno, cuando sean varios los trabajadores que concurran a éste por 
diversos motivos (por cursar estudios conducentes a la obtención del título académico o profesional, 
ascensos, reagrupamiento familiar, trabajadores víctimas de violencia de género o de víctimas del 
terrorismo, trabajadores con discapacidad que acrediten la necesidad de recibir fuera de su localidad un 
tratamiento de rehabilitación, trabajadoras quienes acrediten un riego para su salud, del feto o menor 
lactante, o trabajadores nocturnos con problemas de salud vinculados al hecho del carácter nocturno de su 
trabajo). De todos ellos, únicamente se califica como derecho preferente el de los trabajadores víctimas de 
violencia de género o víctimas del terrorismo, así como el de los trabajadores con discapacidad, lo que se 
justifica por el bien jurídico tutelado en su virtud (la vida o integridad física o la necesidad de facilitar la 
asistencia social integral o la protección de la salud). En el resto de casos no hay criterio legal para resolver 
tal cuestión, si bien cabría entender que los derechos dirigidos a velar por la salud deberán entenderse 
preferentes frente a otros dirigidos a facilitar la convivencia familiar o la formación del trabajador. Véase 
Montoya Melgar, A., Galiana Moreno, J.M., Sempere Navarro, A.V., Ríos Salmerón, B., Comentarios al 
Estatuto de los Trabajadores, Navarra, 2013, novena edición, págs. 434-448, igualmente, Cruz Villalón, J., 
García-Perrote Escartín, I., Goerlich Peset, J.M., Mercader Uguina, J.R., Comentarios al ET, 4ª edición, 
Thomson Reuters-Aranzadi, Navarra, 2016, págs. 460-463. 
522 Monereo Pérez, J.L., Gorelli Hernández, J., Tiempo de trabajo y ciclos vitales. Estudio crítico del modelo 




No obstante, en algunos supuestos, en atención a específicas circunstancias se admite 
la ampliación de la jornada de los trabajadores nocturnos (art. 32 RD 1561/1995). Tales 
supuestos son los siguientes: a) en los supuestos de ampliación de jornada previstos en el 
Cap. II del propio RD 1561/1995 a saber: a) empleados de fincas urbanas, guardias y 
vigilantes no ferroviarios; trabajo en el campo; comercio y hostelería; transportes y 
trabajo en el mar; trabajo a turnos; trabajos de puesta en marcha y cierre de los demás; 
trabajos en condiciones especiales de aislamiento o lejanía; y trabajos en actividades con 
jornadas fraccionadas; b) cuando resulte necesario para prevenir o reparar siniestros u 
otros daños extraordinarios y urgentes; c) en el trabajo a turnos, en caso de irregularidades 
en el relevo de los turnos por causas no imputables a la empresa523. 
 
La ampliación puede realizarse bien mediante la realización de horas extraordinarias 
o bien ampliando el periodo de referencia de quince días para el cálculo del promedio de 
ocho horas diarias hasta un máximo de cuatro meses en los supuestos de las ampliaciones 
de jornada previstas en el cap. II del RD 1561/1995 y de cuatro semanas en los restantes. 
Esta ampliación deberá realizarse por los cauces típicos de la fijación de la jornada: el 
convenio colectivo y el contrato de trabajo. Al convenio colectivo se le permite llegar 
más lejos en los supuestos recogidos en el cap. II del RD 1561/1995, pues pueden ampliar 
el periodo hasta los seis meses524. 
 
En todo caso, como ya se ha señalado con anterioridad, hay que tener presente la 
nueva redacción del art. 33 del RD 1561/1995 que indica que la jornada de trabajo 
máxima de los trabajadores nocturnos cuyo trabajo implique riesgos especiales o 
tensiones físicas o mentales importantes será de ocho horas en el curso de un periodo de 
veinticuatro horas durante el cual realicen un trabajo nocturno, salvo que deba ser inferior, 
según lo previsto en el Capítulo III del citado real decreto. Serán considerados como 
trabajos que impliquen riesgos especiales o tensiones físicas o mentales aquellos que así 
aparezcan definidos como tal en convenio colectivo o, en su defecto, por acuerdo entre la 
empresa y los representantes de los trabajadores. Y esta jornada de trabajo máxima para 
                                                          
523 AA.VV., Jornadas y Horarios, INSHT, Madrid, 2014, pág. 16. 
524 Véase Gómez Muñoz, J.M., Las jornadas especiales de trabajo, Pamplona, Aranzadi, 1999, págs. 34 y 
ss; igualmente, Pérez Amorós, F., “Trabajo nocturno y a turnos y ritmo de trabajo”, en Revista Española 




este tipo de trabajadores nocturnos sólo podrá superarse cuando resulte necesario para 
prevenir o reparar siniestros u otros daños extraordinarios y urgentes525.  
 
El art. 36.1 ET establece la prohibición de que los trabajadores nocturnos realicen 
horas extraordinarias. No se prohíbe la realización de horas extraordinarias en periodo 
nocturno, sino que el trabajador nocturno las realice, ello implica, por un lado, que el 
trabajador nocturno no podrá realizar horas extraordinarias en ningún momento de la 
jornada, sea de día o de noche. Se tiene en cuenta así la mayor penosidad que supone 
desarrollar parte importante de la prestación de servicios en periodo nocturno, lo cual 
desaconseja una ampliación extraordinaria de la misma; y, por otro lado, que los 
trabajadores diurnos puedan realizar horas extraordinarias, aunque éstas se desarrollen en 
periodo nocturno. Se permite así una mayor flexibilidad al empresario a la hora de 
organizar el trabajo526.Se exceptúan de la prohibición los supuestos de ampliación de 
jornada recogidos en el RD 1561/1995, las horas necesarias para prevenir y reparar 
siniestros u otros daños extraordinarios y urgentes (horas extraordinarias por fuerza 
mayor) y las que se usen para corregir irregularidades en el relevo de los turnos. En estos 
casos la ley obliga, con independencia de la forma de compensación de las horas extras 
que se haya pactado, a reducir la jornada de los trabajadores afectados en los días 
subsiguientes hasta alcanzar el promedio de ocho horas, pero en un periodo de referencia 
distinto al de quince días (art. 32.2 RD 1561/1995)527. 
 
De cualquier modo, el trabajador nocturno debe recuperar las horas extras que realice 
a través de la reducción de sus jornadas subsiguientes, aunque en el convenio colectivo o 
en el contrato se haya pactado la compensación exclusivamente económica de las mismas. 
El derecho a esa reducción no le priva ni del plus de las horas extras ni de la compensación 
por descansos mayores que puedan haberse pactado. La reducción y el cálculo del 
promedio de horas diarias han de hacerse en un periodo de referencia que no puede 
superar los cuatro meses en los supuestos de ampliación de jornada o las cuatro semanas 
en los demás. Por convenio colectivo puede llegarse hasta los seis meses en los supuestos 
de ampliación de jornada.  
 
                                                          
525 López Ahumada, J.E., Descansos laborales y tiempo de trabajo, op.cit.  págs. 56-73. 
526 Montoya Melgar, A., Derecho del Trabajo, trigésimo séptima edición, Madrid, Tecnos, 2016, pág. 353. 
527 Al respecto, García Ninet, J.I., Salario y tiempo de trabajo en el ET (de 1980 a 2005), CEF, Madrid, 




El apartado segundo del art. 36 ET dispone que “el trabajo nocturno tendrá una 
retribución específica que se determinará en la negociación colectiva”. A esta retribución 
específica se la conoce como “plus de nocturnidad”. Quien debe tener una retribución 
específica es el trabajo nocturno, no el trabajador nocturno; esto quiere decir que la ley 
ordena que se retribuya específicamente la realización de horas de trabajo de noche, 
aunque quien las haga merezca la calificación de trabajador diurno528. Por ello, las horas 
trabajadas en horario nocturno (de diez de la noche a seis de la mañana) deben retribuirse 
con el plus de nocturnidad que establezca el convenio colectivo, cualquiera que sea su 
número y la hora de inicio o finalización de la jornada laboral529. En todo caso, el 
convenio colectivo no puede introducir condiciones adicionales para tener derecho a la 
percepción del plus de nocturnidad530. El trabajador nocturno habrá de percibir tal 
retribución únicamente por las horas de tal naturaleza que efectivamente realice. No 
obstante, cabe que los convenios colectivos establezcan una regla más favorable. La Ley 
no señala la cuantía mínima de tal retribución, ha de ser el convenio colectivo el que 
desarrolle esa labor. Por su parte, el convenio colectivo no puede privar a los trabajadores 
de esa retribución específica, por lo que su silencio sobre la materia no debe interpretarse 
como eliminación del plus de nocturnidad531. 
 
En último término la laguna dejada por el convenio habrá de ser cubierta por el 
contrato de trabajo, como elemento de la estructura salarial que es (art. 26.3 ET). La 
norma exige que la retribución sea específica. Es decir, establecida en atención a la 
necesidad de compensar al trabajador por las molestias y trastornos de todo tipo que 
ocasiona la prestación de servicios durante la noche. Ello parece implicar que no basta 
que tal retribución sea respecto de la diurna, sino que ha de ser adicional, superior en 
alguna medida a la misma532. 
 
La doctrina judicial ha extraído una serie de características del plus de nocturnidad. 
En primer término, la nocturnidad tiene un carácter no consolidable, salvo pacto en 
                                                          
528 Tal y como se establece en la STS de 1 de diciembre de 1997 (RJ 1997, 8921) y STS de 10 de diciembre 
de 2004 (RJ 2005,585). 
529 Así como dispone la STS de 18 de junio de 2012 (JUR 2012, 236644). 
530 En este sentido: STSJ Canarias de 27 de noviembre de 1998 (AS 1998, 4752). 
531STSJ Madrid de 2 de abril de 1997 (AS 1997, 1340) y STSJ Murcia de 14 de octubre de 1996 (AS 
1996,4597). 
532 Pérez Amorós, F. “Trabajo nocturno, (…)”, op.cit. pág. 768-769, igualmente, Monreal Bringsvaerd, E., 




contrario, como se desprende del art. 26.3 ET533. Significa ello, que el trabajador sólo 
percibirá el complemento cuando haya efectiva prestación de trabajo en periodo nocturno 
y dejará de percibirlo cuando abandone el puesto que lleva aparejada tal prestación y pase 
a uno de carácter diurno. Esto es una regla general, de manera que los convenios 
colectivos, acuerdos de empresa, o pactos individuales, pueden excepcionar. Hay además 
unas reglas específicas, que son las siguientes: a) la mujer embarazada que para evitar 
daños a su salud o a la del feto, es cambiada a un puesto de trabajo no correspondiente a 
su categoría o grupo profesional “conservará el derecho al conjunto de sus retribuciones 
de origen” (art. 26.2 LPRL); b) los representantes de los trabajadores liberados de la 
prestación de servicios por la acumulación del crédito horario han de seguir percibiendo 
los mismos complementos salariales que percibían antes de la liberación, salvo que se 
haya producido un cambio en el puesto de trabajo que ocupaban534; c) el trabajador 
nocturno cuya jornada es modificada unilateralmente por el empresario sin seguir los 
procedimientos previstos en el art. 41 ET tiene derecho a ser indemnizado por la pérdida 
económica (lucro cesante) que supone no haber percibido el complemento de nocturnidad 
durante el periodo en que estuvo vigente la resolución ilegítima del empresario535; d) en 
los supuestos de movilidad funcional, cuando se encomienda el desarrollo de funciones 
inferiores, aunque el art. 39.3 ET señala que el trabajador mantendrá “la retribución de 
origen”, no se incluyen en dicho concepto los complementos de puestos de trabajo, como 
el plus de nocturnidad536. 
 
En segundo término, la nocturnidad tiene un carácter no compensable. Es decir, “la 
retribución específica por trabajo en jornadas nocturnas, dada su finalidad de resarcir al 
trabajador las molestias personales y familiares que ello le ocasiona, no es absorbible ni 
compensable con los incrementos salarios pactados (…) para otros conceptos”537. En 
tercer lugar, a la hora de calcular el montante del plus de nocturnidad no se tiene en cuenta 
ni los días festivos, ni el descanso semanal, ni las vacaciones538 ni tampoco la parte 
proporcional de las pagas extraordinarias539, aunque sí puede contabilizarse la “pausa para 
                                                          
533Así se menciona en la STS de 15 de septiembre de 1995 (RJ 1995, 6778) y STS de 29 de octubre de 2013 
(JUR 2013, 365866). 
534 Al respecto, STSJ Extremadura 18 de noviembre de 1994 (AS 1994, 4320). 
535 En tal sentido, STSJ Cataluña de 31 de enero de 1996 (AS 1996,843). 
536 Sobre tal cuestión, STS de 25 de febrero de 1999 (RJ 1999, 2021)), salvo que en el convenio colectivo 
se establezca una garantía específica (STS de 7 de julio de 1999 (RJ 1999, 6798). 
537 STSJ Extremadura 18 de mayo de 1998 (AS 1998, 2384). 
538 Véase STSJ Galicia de 14 de julio de 1994 (AS 1994, 2850). 




el bocadillo” en los supuestos en que ésta tiene la consideración de tiempo de trabajo 
efectivo540. El convenio colectivo puede disponer de esta regla general y decretar la 
inclusión en el cálculo del plus de nocturnidad de alguno de estos conceptos541. 
 
En cuarto lugar, el plus de nocturnidad no se devenga en los periodos en que no haya 
trabajo efectivo. No hay derecho a percibirlo, consecuentemente, en los días festivos, ni 
en el descanso semanal, ni durante los permisos retribuidos. Por el contrario, sí ha de 
percibirse durante el periodo de vacaciones en virtud del art. 7 del Convenio 132 de la 
OIT, que garantiza al trabajador durante dicho periodo “por lo menos su retribución 
normal y media”. Es decir, a la hora de calcular el plus de nocturnidad ha de descontarse 
el periodo de vacaciones, pero cuando se trata de determinar la retribución de estas 
últimas sí ha de incluirse el promedio correspondiente a la paga específica por trabajo en 
jornada nocturna542. Cabe que por convenio colectivo se excluya dicho plus de la 
retribución correspondiente al periodo vacacional543. El plus de nocturnidad no deberá 
incluirse en el cálculo del importe de un complemento empresarial de las prestaciones por 
incapacidad laboral, salvo que en el convenio colectivo establezca otra cosa544.  
 
Y, por último, el plus de nocturnidad es compatible con otros complementos 
salariales, siendo así compatible con la percepción del correspondiente al trabajo en días 
festivos siempre que no exista prohibición normativa expresa, pues ambas modalidades 
retributivas gozan de plena autonomía y responden a perspectivas diferentes545. Es más 
dudosa la compatibilidad entre el plus de nocturnidad y el de turnicidad. A falta de 
previsión en el convenio colectivo no existe una posición clara en los tribunales sobre el 
particular. Por una parte, se ha entendido que ambos pluses tratan de retribuir 
circunstancias diferentes, por lo que son compatibles546. Por otra, se ha defendido que el 
plus de nocturnidad ya se encuentra integrado en el de turnicidad547. 
 
                                                          
540 SJS Madrid de 21 de febrero de 2000 (AS 2000, 685). 
541 STSJ Andalucía (Sevilla) de 2 de octubre de 1997 (AS 1997, 5335). 
542 Tal y como menciona la propia STSJ Galicia de 14 de julio de 1994 (AS 1994, 2850). 
543Así se resuelve en la STS de 9 de noviembre de 1996 (RJ 1996, 8414). 
544 STSJ Galicia 9 de marzo de 1995 (AS 1995, 966). 
545 En tal sentido la STSJ Aragón de 19 de junio de 1996 (AS 1996, 2332). 
546 Al respecto, la STSJ Madrid de 2 de marzo 1992 (AS 1992, 1568). 




No será necesario retribuir económicamente el trabajo nocturno cuando “se haya 
acordado la compensación de este trabajo por descansos” (art. 36.2 ET). Es posible 
sustituir el pago del plus de nocturnidad por una reducción de jornada del trabajador. El 
acuerdo por el que se establezca esa compensación parece que no ha de ser 
exclusivamente el convenio colectivo, sino también cualquier pacto de carácter individual 
o colectivo. No obstante, si en el convenio se opta preceptivamente por un tipo de 
compensación, esa opción limitará las posibilidades de acción de los acuerdos de nivel 
inferior548. 
 
La Ley no establece la forma en que ha de concretarse esa compensación, ni tampoco 
fija la duración que ha de tener el descanso compensatorio, en notable contraste con lo 
que sucede cuando se regula esta misma materia en relación con las horas extraordinarias. 
Parece que queda en manos de la voluntad de quienes pacten la compensación. Dado que 
tampoco se fijan mínimos de derecho necesario, podría defenderse la posibilidad de que 
el descanso no tenga que ser necesariamente “equivalente” al tiempo nocturno trabajado, 
bastando que consista en una reducción de la jornada respecto de quienes no han 
efectuado trabajo nocturno. Así lo ha venido admitiendo la jurisprudencia antes incluso 
de que se introdujera la actual dicción legal. Por ejemplo, el Tribunal Supremo consideró 
admisible que se sustituyese en convenio colectivo el complemento salarial del 25% 
inicialmente previsto en la Ley por el disfrute de una jornada de trabajo, computada en 
periodos de dos semanas, cinco horas inferiores a la diurna549. 
 
Tampoco existe obligación de retribuir el trabajo nocturno cuando “el salario se haya 
establecido atendiendo que el trabajo sea nocturno por su propia naturaleza” (art. 36.2 
ET). Esta excepción legal contiene dos elementos definitorios que han de concurrir 
conjuntamente. El primero alude a que el trabajo puede ser calificado como nocturno por 
su propia naturaleza. Esa calificación no cabe hacerla desde una perspectiva abstracta, en 
el sentido de que se trate de una actividad que ha de transcurrir necesariamente de noche, 
de ser así, prácticamente no existirían trabajos nocturnos. Por ello ha de estarse, desde 
una perspectiva más concreta, “al común sentir social” y “a las circunstancias de tiempo 
en que normalmente ha de ser desarrollado y que consiguientemente lo caracteriza y 
distingue”. Entrarían así en el concepto, por ejemplo, los oficios de panadería, que por 
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arraigado sentir y uso social han de efectuarse principalmente en horario nocturno, o las 
labores de vigilancia y limpieza que, al ser la actividad principal del centro donde se 
realizan diurnas, deban efectuarse en horario nocturno550. La realización de un trabajo en 
turnos de mañana, tarde y noche, es dato indicativo de que no se trata de actividad 
nocturna por su propia naturaleza551. En ocasiones, son los propios convenios colectivos 
los que señalan qué puestos de trabajo se consideran nocturnos por su propia naturaleza.  
 
El segundo requisito consiste en que el salario se haya establecido ya en atención a 
ese carácter nocturno por su propia naturaleza que tiene el trabajo realizado. Esa 
circunstancia ha de haber influido de alguna forma en la fijación de la cuantía del salario. 
Por lo cual, no se trata tanto de que los trabajadores nocturnos por su propia naturaleza 
no deban percibir una retribución mayor que los diurnos, sino que esa retribución no tiene 
que materializarse en un complemento específico porque va integrada en los conceptos 
salariales generales del trabajador. Hay que señalar que algunos tribunales defienden una 
interpretación más flexible de la excepción, afirmando que ésta se produce simplemente 
cuando en la fijación de la cuantía del salario se ha tomado en cuenta el horario nocturno 
en que será realizada la actividad, con independencia de que esta última pueda ser 
calificada como de nocturna por su propia naturaleza552. Esta otra interpretación no ha 
sido por el momento asumida por el TS y no se ajusta a los estrictos términos de la norma. 
De hecho, ha sido rechazada expresamente por algunas resoluciones de la jurisprudencia 
menor553. Ello no obstante ha sido adoptado por algunos convenios colectivos. 
 
De los convenios colectivos de sector estudiados los que recogen alguna precisión 
sobre trabajo nocturno son los siguientes. El Convenio Colectivo del Sector de la 
Construcción554 considera trabajador nocturno “el personal que trabaje entre las veintidós 
horas y las seis de la mañana, y percibirá un plus de trabajo nocturno equivalente al 25% 
del salario base de su categoría. Si el periodo trabajado en el periodo nocturno fuese 
inferior a cuatro horas, se abonará el plus sobre el tiempo efectivamente trabajado. Si las 
horas nocturnas exceden de cuatro, se abonará el complemento correspondiente a toda la 
jornada trabajada. Y cuando existan dos turnos y en cualquiera de ellos se trabaje 
                                                          
550 Al respecto, STS de 25 de febrero de 1994 (RJ 1994, 1519). 
551 En tal sentido, la STSJ La Rioja de 4 de septiembre de 1997 (AS 1997, 2945). 
552 Al respecto, STSJ Cataluña de 13 de mayo de 1992 (AS 1992, 2846). 
553 STSJ Cataluña de 28 de noviembre de 2002 (AS 2002, 4183). 




solamente una hora del periodo nocturno, no será abonada ésta con complemento de 
nocturnidad”. Dicho convenio no establece ninguna precisión más acerca del trabajo 
nocturno, por lo que será de aplicación lo establecido en el ET.  
 
Por su parte, el Convenio Colectivo del sector de Saneamiento Público555 dispone en 
su art. 3 que “las horas trabajadas durante el periodo comprendido entre las veintiuna y 
las seis horas, salvo que el salario se haya establecido atendiendo a que el trabajo sea 
nocturno por su propia naturaleza, tendrá una retribución específica incrementada en un 
25% sobre el salario base”. También el Convenio Colectivo del Sector Textil556 menciona 
el trabajo nocturno en su cláusula 33 para decir que “no se considerará trabajo nocturno 
el realizado por el personal de vigilancia de noche, portería o vigilancia que hubieran sido 
específicamente contratadas para prestar servicios exclusivamente durante el periodo 
nocturno”. Además, establece en su art. 27.3 que “la jornada nocturna de trabajo será de 
mil setecientas cuarenta y seis horas de trabajo efectivo, en cómputo anual, sin que en 
dichas jornadas se compute tiempo alguno de descanso. Las empresas no podrán exigir 
mayor número de horas de presencia que las que hubieran prestado durante 1983; en caso 
de discrepancia se solicitará la intervención de la Comisión paritaria con carácter previo 
al planteamiento de la cuestión ante la autoridad competente”. 
 
De los convenios colectivos de empresa estudiados los que recogen alguna precisión 
sobre el trabajo nocturno son los siguientes. El Convenio Colectivo de Repsol557 establece 
el horario de los tres turnos, en el que se encuentra el turno de noche establecido en ocho 
horas y quince minutos de relevo. De igual forma, el Convenio Colectivo de Ford558 
establece cuatro turnos de trabajo diferentes, respecto al turno de noche establece que 
empezará a las 22:00 horas y finalizará a las 6:00 horas, además en el art. 18 del convenio 
aludido se indica que “el turno de noche de cada semana comenzará el domingo a las 
22:00 horas y finalizará el viernes a las 6:00 horas; y se devengará el plus de turno especial 
correspondiente a domingo/festivo por las dos horas comprendidas entre las 22:00 y las 
00:00 horas”. Algunos de los convenios colectivos comienzan a computar como periodo 
nocturno desde las nueve de la noche hasta las seis de la mañana. 
                                                          
555 Respectivamente: BOE, de 30 de julio de 2013, nº 181, sección III, art. 34; BOE, de 30 de julio de 2013, 
nº 181, art. 35; BOE, de 11 de junio de 2015, nº 139, art. 44. 
556 BOE, de 21 de agosto de 2015, nº 200, sección III, Resolución de 7 de agosto de 2015. 
557 BOE, de 11 de junio de 2015, nº 139, sección III, Resolución de 26 de mayo de 2015. 




Iberdrola dispone en su convenio colectivo en el Anexo 5 la existencia de turnos de 
trabajo, donde se encuentra el turno de noche precisando al respecto que “para el personal 
en régimen de turno cerrado, la jornada diaria de cada empleado será de 8 horas que se 
realizará mañana, tarde y noche, con el calendario más adecuado a las necesidades 
organizativas según lo establecido en la normativa específica de desarrollo”. El Convenio 
colectivo de Telefónica también dispone la existencia de turnos rotativos, por ejemplo, 
“para los empleados adscritos a actividades de venta no presencial, Telemarketing o 
atención al cliente, al objeto de garantizar la prestación del servicio durante las 24 horas 
diarias durante los 365 días al año podrán establecerse turnos rotativos de mañana, tarde 
y noche y partido (…), para el personal sujeto a turnos de servicio que precisan atención 
permanente las 24 horas del día, se establecerán turnos rotativos cada cuatro semanas en 
cinco días a la semana de lunes a viernes con carácter general, bien de 7 horas y 30 
minutos diarios, procurando los oportunos solapamientos que aseguren la atención 
permanente del servicio, o bien en turnos de 8 horas diarias”. Además, se establecen 
“turnos rotativos cada cuatro semanas en cinco jornadas cada una, y en la misma forma y 
duración expresada para los servicios que precisan atención permanente las 24 horas del 
día. Los descansos serán de dos días consecutivos, como mínimo, quedando garantizado 
el servicio, los sábados, domingos y festivos”. Y, por último, el Convenio colectivo de 
Renfe, que como venimos viendo se remite a su Normativa laboral, establece al respecto, 
en su art. 190 que “los turnos de servicio serán siempre rotativos y los gráficos se 
establecerán a nivel de dependencia, de acuerdo entre los representantes de los 
trabajadores. Si no se alcanzara éste, resolverá, oídas las partes, la Dirección 
correspondiente”.  
 
6. Trabajo a turnos  
 
La empresa puede tener implantado o implantar un sistema de trabajo a turnos, que al 
igual que la jornada de trabajo y el horario de trabajo, constituirá una condición relevante 
del contrato de trabajo cuya modificación sustancial requerirá seguir los trámites del art. 
41 ET. El ET establece que “se considerará trabajo a turnos toda forma de organización 
del trabajo en equipos según la cual los trabajadores ocupan sucesivamente los mismos 
puestos de trabajo, según un cierto ritmo, continuo o discontinuo, implicando para el 
trabajador la necesidad de prestar sus servicios en horas diferentes en un periodo 




trabajo a turnos que no aparecía en la normativa anterior y que procede del art. 2.5 
Directiva 2003/88/CE. Tal sistema de trabajo por equipos sucesivos supone para los 
trabajadores afectados la obligación o necesidad de prestar sus servicios en horas 
diferentes (mañana, tarde o noche) en un periodo determinado de días o de semanas; y 
sin perjuicio del derecho que reconoce el art. 23.1 ET a favor de los trabajadores para 
elegir turno de trabajo, si tal es el régimen instaurado en la empresa, cuando curse con 
regularidad estudios para la obtención del título académico o profesional559.  
 
De la definición del art. 36.3 apartado 2º ET se pueden extraer una serie de elementos 
característicos. En primer lugar, la turnicidad consiste en la ocupación sucesiva de los 
mismos puestos de trabajo por distintos trabajadores, según un cierto ritmo de trabajo, 
continuo o discontinuo, con el fin de apurar al máximo las capacidades productivas de las 
instalaciones de la empresa o de mantener un horario continuado de atención al público. 
La alusión al “ritmo de trabajo” se refiere a la forma en que se organicen los turnos, que 
puede ser continua o discontinua”. De esta manera entran bajo la descripción legal las tres 
modalidades habituales de trabajo a turnos que pueden distinguirse: a) trabajo a turnos 
continuos en el que la actividad se mantiene todos los días de la semana las veinticuatro 
horas del día; b) trabajo a turnos discontinuos en el que se mantiene una actividad más 
allá de la jornada ordinaria pero no alcanza las veinticuatro horas al día y puede 
interrumpirse también los domingos y festivos; y, trabajo a turnos semi-continuo en el 
que se trabaja las veinticuatro horas del día, pero la actividad se interrumpe por el 
descanso semanal y los días festivos560. 
 
En segundo lugar, la turnicidad implica para el trabajador la prestación de sus 
servicios en horas diferentes en un periodo determinado de días y semanas. Es decir, 
impone una rotación en los horarios de los distintos trabajadores. La razón de ser de una 
regulación del trabajo a turnos deriva de la mayor penosidad y dificultades en la vida 
familiar y social que esa rotación supone para el empleado. No es que no se pueda hablar 
de trabajo a turnos si no existe rotación de los trabajadores, lo que sucede es que una 
organización del trabajo en turnos no rotatorios no merece a juicio del legislador un 
                                                          
559 Al respecto, García Ninet, J.I., “Ordenación del tiempo de trabajo”, op.cit., pág. 39, Alarcón Caracuel, 
La ordenación del tiempo de trabajo, op.cit., pág. 141.  
560 García Ninet, J.I., “Articulo 36, horario flexible y trabajo a turnos”, en AAVV, El ET. Comentarios a la 
Ley 8/1980, Madrid, 1981, pág. 266; y más reciente Cruz Villalón, et. Al., Comentarios al ET, op.cit., págs. 




tratamiento legal específico. La Ley indica que la variación de horas ha de hacerse en 
ciclos de días y semanas, pero nada parece impedir que en convenio o pacto individual se 
pacten ciclos de cambio superiores, por ejemplo, de carácter mensual561. 
 
El art. 36.3 párrafo 3º del ET agrega que “las empresas que por la naturaleza de su 
actividad realicen el trabajo en régimen a turnos, incluidos los domingos y días festivos, 
podrán efectuarlo bien por equipos de trabajadores que desarrollen su actividad por 
semanas completas, o contratando personal para completar los equipos necesarios durante 
uno o más días a la semana”. Por su parte, el art. 19 RD 1561/1995, dispone que “las 
empresas en que se realicen actividades laborales por equipos de trabajadores en régimen 
de turnos y cuando así lo requiera la organización del trabajo, se podrá acumular por 
periodos de hasta cuatro semanas el medio día de descanso semanal previsto en el art. 
37.1 ET o separarlo del correspondiente al día completo para su disfrute en otro día de la 
semana. En dichas empresas, cuando al cambiar el trabajador de turno de trabajo no pueda 
disfrutar del descanso mínimo entre jornadas establecido en el art. 34.3 ET, se podrá 
reducir el mismo, en el día en que así ocurra, hasta un mínimo de siete horas, 
compensándose la diferencia hasta las doce horas establecidas con carácter general en los 
días inmediatamente posteriores”562. 
 
Las dos notas del trabajo a turno deben darse simultáneamente para que operen sobre 
los trabajadores afectados las consecuencias legales previstas para esta modalidad de 
prestación laboral. Así, no existe trabajo a turnos desde un punto de vista legal cuando en 
los sucesivos turnos no se comparten los mismos puestos de trabajo, sino que “concurren 
producciones, funciones y tareas distintas”563. Tampoco cuando no se da la “rotación” o 
“alternancia” en las franjas horarias de prestación del trabajo”564. También ha negado la 
jurisprudencia la existencia de un sistema de trabajo a turnos en sentido legal cuando, a 
fin de cubrir un horario de atención al público superior a la jornada ordinaria, se 
establecen diferentes horarios de entrada y salida al trabajo en los que se van turnando los 
distintos trabajadores, pero entre los que sólo existe una variación de una hora, de manera 
                                                          
561 En este sentido, Rodríguez Pastor, G., El régimen jurídico de la distribución de la jornada de trabajo, 
Tirant lo Blanch, Valencia, 1999, págs. 251 y ss. 
562 Monreal Bringsvard, E., La jornada de trabajo, op.cit., pág. 259. 
563 En este sentido véase la STSJ Murcia de 10 de enero de 2000 (AS 2000, 14). 




que ni puede hablarse propiamente de sucesión en el mismo puesto de trabajo, ni tampoco 
que exista una variación sustancial de horarios para los trabajadores afectados565. 
 
Algunas de las reglas establecidas por la norma para el trabajo a turnos, al igual que 
sucede con el trabajo nocturno, están previstas para los sujetos que prestan servicios en 
dicha modalidad. No obstante, aquí no es necesario realizar ninguna matización especial 
para definir al trabajador a turnos. Éste es, sin más, toda persona que realiza trabajo en 
régimen de turnos.  Las previsiones legales sobre la materia, más parcas que para el 
trabajo nocturno, se reducen a reglas especiales para determinados supuestos concretos 
de organización del trabajo a turnos, reglas sobre descanso diario y semanal particulares 
y reglas de seguridad e higiene específicas, en atención a la mayor penosidad que su 
realización supone566. 
 
En las empresas con procesos productivos continuos durante las veinticuatro horas 
del día, en la organización del trabajo de los turnos se tendrá en cuenta la rotación de los 
mismos y que ningún trabajador estará en el de noche más de dos semanas consecutivas, 
salvo adscripción voluntaria” (art. 36.3.2 ET). De esta disposición legal se desprende una 
regla potestativa y una prohibición. La regla potestativa consiste en que, en las empresas 
con procesos productivos continuos, en las que es necesario articular el trabajo en 
distintos turnos horarios, debe “tenerse en cuenta” la rotación de los mismos. Es decir, 
entre el turno fijo, en el que un mismo equipo de trabajadores queda adscrito de forma 
permanente a un mismo horario, y el turno rotatorio, en el que los horarios de los distintos 
equipos varían cíclicamente, la Ley prefiere el turno rotatorio, que permite distribuir entre 
los trabajadores los inconvenientes de los turnos horarios más incómodos567.  
 
No obstante, la regla es potestativa, de modo que no supone una imposición absoluta 
a las empresas, las cuales gozan de un amplio campo de maniobra para optar por el 
sistema de turnos fijos en atención a otros factores, como puede ser el respeto al derecho 
adquirido por los trabajadores de mayor antigüedad en la empresa a desempeñar con 
carácter fijo el turno horario más cómodo568. Por su parte, la prohibición, de obligado 
                                                          
565  Así lo argumenta la STSJ Cataluña 14 de junio de 1995 (AS 1995, 2394). 
566 Monereo Pérez, J.I., Gorelli Hernández, J., Tiempo de trabajo y ciclos vitales, op.cit., pág. 169. 
567 Véase Pérez Amorós, F., “Trabajo nocturno y trabajo a turnos y ritmo de trabajo”, en Revista Española 
de Derecho del Trabajo, nº 100, 2000, pág. 760. 




cumplimiento, afecta al turno de noche, al que nadie deberá estar adscrito más de dos 
semanas consecutivas. Esta regla queda excepcionada en caso de “adscripción voluntaria” 
del trabajador (art. 36.3.2 ET). Esta excepción posee unas matizaciones. En primer lugar, 
por adscripción voluntaria ha de entenderse tanto la petición del propio trabajador, como 
su aceptación de la propuesta empresarial. Se considera también que existe adscripción 
voluntaria cuando la relación laboral es contratada desde el principio para prestar 
servicios en el turno de noche569. En segundo lugar, el consentimiento para realizar con 
carácter fijo el turno de noche es revocable570 Aunque parece razonable que pueda 
exigírsele al trabajador un plazo de preaviso. Y, en tercer lugar, la decisión de quedar 
adscrito de forma fija al turno de noche es configurada por la norma de forma individual. 
Sólo atañe al trabajador, por lo que no parece que pueda imponerse a través de la 
negociación con los representantes de los trabajadores, se ha de tener en cuenta dos 
salvedades. Primero, lo que sí puede el convenio colectivo es lo contrario, es decir, optar 
por la rotación de turnos y vedar, en consecuencia, la adscripción voluntaria al turno fijo 
de noche571. Y, segundo, aunque se haya optado voluntariamente por el turno fijo de 
noche, si está en riesgo la salud o seguridad del trabajador, éste tiene derecho a cambiar 
de turno (art. 36.4.2 ET). Derecho al que no puede entenderse que haya renunciado con 
la opción voluntaria, pues, en último término, está en juego su derecho constitucional a 
la salud (arts. 15 y 43.1 CE, en relación con el art. 3.5 ET). El precepto citado señala que 
ha de tratarse de un puesto diurno “que exista en la empresa”. De modo que si dicha 
existencia no queda acreditada (por ejemplo, al estar cubiertos todos los puestos de trabajo 
diurno por otros trabajadores que no desean pasar al turno de noche) no está la empresa 
obligada a crear uno ex professo para el solicitante572. 
 
El art, 36.3 párrafo 3º del ET establece que “las empresas que por la naturaleza de su 
actividad realicen el trabajo en régimen de turnos, incluidos los domingos y días festivos, 
podrán efectuarlo bien por equipos de trabajadores que desarrollen su actividad por 
semanas completas, o contratando personal para completar los equipos necesarios durante 
uno o más días a la semana”. El precepto alude claramente a la modalidad de trabajo a 
turnos que hemos llamado continua, por extenderse a todos los días de la semana sin 
interrupción. Dicha modalidad implica la necesidad de adoptar medidas específicas en 
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relación con el derecho al descanso semanal de los trabajadores. Por ello, el ET introduce 
esta previsión permisiva que habilita al empresario a organizar el trabajo de cualquiera de 
las dos formas que son posibles en este tipo de trabajos. Bien, mantener el descanso 
semanal ordinario de día y medio, cubriendo dicho periodo con la contratación de 
trabajadores a tiempo parcial, conocidos como corre-turnos. O bien, hacer que los equipos 
de trabajo presten servicios por semanas completas, acumulando el descanso semanal en 
periodos más amplios, según permite la propia regulación de dicho descanso (art. 37.1 
ET). Deben tenerse en cuenta también las reglas específicas que sobre el mismo se prevén 
para el trabajo a turnos573.  
 
La organización del trabajo a turnos puede suponer, por sus propias peculiaridades, 
que en ocasiones no sea posible respetar plenamente las reglas sobre descanso semanal y 
diario. Y ello incluso cuando no se esté en la modalidad continúa del mismo. Es por ello 
que existe una serie de reglas permisivas establecidas con el fin de compatibilizar las 
exigencias del proceso productivo con el derecho de los trabajadores a dichos descansos. 
Respecto del descanso semanal, a parte de la regla específica en relación con el sistema 
continuo de turnos, se admite también su reducción a un solo día de descanso a la semana, 
debiendo compensarse el medio día restante de alguna de las maneras siguientes (art. 19.1 
RD 1561/1995), bien acumulándolo en periodos de hasta cuatro semanas o bien 
disfrutándolo en la misma semana, pero en día diferente, separado del día completo de 
descanso574. 
 
Respecto del descanso diario entre jornadas de doce horas, cuando por cambio de 
turno del trabajador no sea posible disfrutarlo íntegro, se permite su reducción hasta un 
mínimo de siete horas, debiendo compensarse la diferencia en los días inmediatamente 
siguientes (art. 19.2 RD 1561/1995). En algunos convenios colectivos se establecen reglas 
específicas sobre estos descansos. Por ejemplo, en el Convenio Colectivo General del 
Sector de la Construcción se impone al trabajador a turnos la obligación de permanecer 
en su puesto de trabajo hasta la llegada del relevo, no tenido el exceso de jornada que de 
esa obligación derive la consideración de horas extraordinarias. Habrá de tenerse en 
cuenta en estos supuestos la necesaria aplicación del art. 19.1 RD 1561/1995. 
 
                                                          
573 En tal sentido véase, Montoya Melgar, A., et.al., Comentarios al ET, op.cit. pág. 437. 




Aunque la Ley no lo exige, la mayor penosidad que supone el cambio rotatorio de 
horarios que implica el trabajo a turnos suele ser compensada por un complemento salarial 
específico, regulado en gran número de convenios colectivos. La obligatoriedad de 
satisfacer ese complemento y la forma en que haya de hacerse dependen completamente 
del convenio colectivo aplicable, pues la ley no establece regla alguna sobre el particular. 
Al igual que el plus de nocturnicidad, el de turnicidad es un complemento de puesto de 
trabajo y, en consecuencia, no consolidable. 
 
El establecimiento inicial de un sistema de trabajo a turnos, así como la designación 
de qué turnos corresponden a cada trabajador, junto con el régimen que haya de seguirse 
para la rotación, son decisiones que corresponden al empresario en el ejercicio de su poder 
de dirección, una de cuyas facultades es la de organizar el trabajo en la empresa. No 
obstante, cabe que por convenio colectivo o acuerdo con los representantes de los 
trabajadores se establezcan límites a esa potestad empresarial. También habrá de 
respetarse las limitaciones legales sobre el turno de noche y los descansos semanal y 
diario. Por el contrario, si la empresa ya tiene establecido un determinado régimen de 
organización del trabajo y quiere introducirse uno de turnos, o se quiere modificar el 
sistema de turnos ya existente, se estará entonces ante una modificación sustancial de las 
condiciones de trabajo que deberá efectuarse siguiendo las reglas y requisitos del art. 41 
ET575. 
 
Algunos convenios colectivos de sector estudiados establecen algunas precisiones 
respecto los turnos de trabajo. De esta manera, el Convenio Colectivo del Sector del 
Saneamiento Público dispone que “las empresas podrán establecer turnos de trabajo por 
razones técnicas, organizativas o de producción, salvo que impliquen modificaciones 
sustanciales de condiciones de trabajo, en cuyo caso será preceptivo un periodo de 
negociaciones con los representantes de los trabajadores, si los hubiese, no superior a 30 
días. El resto de modificaciones de turnos que se puedan realizar deberán tramitarse 
conforme a lo dispuesto en los convenios colectivos siempre que supongan 
modificaciones sustanciales de condiciones de trabajo por razones técnicas, organizativas 
o de producción”. Por su parte, el Convenio Colectivo del sector de la Construcción 
                                                          
575 En tal sentido, Pérez Amorós, F., op.cit., pág. 779, Garríguez Giménez, A., “Trabajo nocturno, trabajo 
a turnos y ritmo de trabajo”, en AA.VV., (García Ninet, director), Salario y tiempo de trabajo en el ET (de 




además de establecer el mismo precepto que el Convenio del Sector de Saneamiento 
Público, establece que “las empresas que, por las características de su actividad, necesiten 
establecer jornada ininterrumpida durante las veinticuatro horas del día, organizarán los 
turnos de tal modo que, salvo adscripción voluntaria, cada trabajador no podrá 
permanecer en el turno de noche más de dos semanas consecutivas”; también añade dicho 
convenio que “en las empresas en las que se realice actividad laboral por equipos de 
trabajo en régimen de turnos, se podrá computar por periodos de hasta cuatro semanas el 
medio día de descanso semanal previsto en el art. 37.1 ET”.  
 
El Convenio Colectivo del Sector Textil dispone que “cuando una empresa se 
proponga el establecimiento de un sistema de trabajo continuado (ininterrumpido) y/o 
cuarto turno, y/o quinto turno, que requiera la modificación con carácter colectivo de los 
turnos de trabajo que ya vinieran realizando las personas de la empresa, podrá hacerse, 
con aceptación de la representación legal de los trabajadores, y, en su defecto se estará a 
lo dispuesto en el art. 41 ET, con el cumplimiento de los siguientes requisitos por parte 
de la empresa: a) que se presente informe-memoria que justifique el cambio de régimen 
de trabajo; b) que signifique aprovechamiento integral de maquinaria que reúna 
condiciones de tecnología moderna; c) que represente aumento de plantilla o que, en su 
caso, evite la pérdida de puestos de trabajo y, d) que se establezca, atendiendo y 
valorando, en cada caso, las circunstancias concurrentes (tipo de empresa y régimen de 
trabajo) algún tipo de compensación de carácter económico y en materia de jornada para 
las personas afectadas. Dicha compensación únicamente se mantendrá durante el tiempo 
en que se aplique este régimen de trabajo”. Pero lo anterior “no será de aplicación al 
personal de nueva contratación que estará a la legislación vigente”. 
 
El Convenio Colectivo de la Industria Química, en primer lugar, define en su art. 44 
el sistema de turnos en proceso continuo, y a continuación dice que “los trabajadores en 
régimen de turno, y cuando así lo requiera la organización del trabajo, se podrá acumular 
por periodos de hasta cuatro semanas el medio día de descanso semanal previsto en el 
apartado 1 del art. 37 del ET, o separarlo del correspondiente medio día completo para su 
disfrute en otro día de la semana”; añade el siguiente párrafo que “en dichas empresas, 
cuando al cambiar el trabajador el turno de trabajo no pudiera disfrutar del descanso 
mínimo entre jornadas establecido en el apartado 3 del art. 34 del ET, se podrá reducir el 




doce horas establecidas con carácter general en los días inmediatamente siguientes (RD 
1561/1995). No obstante, lo anterior, será también de aplicación, en lo relativo al régimen 
de descansos, lo dispuesto por el art. 2 del RD 1561/1995”. 
 
Los convenios colectivos de empresa también fijan precisiones en relación al sistema 
de trabajo a turnos. Por su parte, el Convenio Colectivo de Renfe576 remite a su Normativa 
Laboral y en el art. 190 dice que “los turnos de servicio serán siempre rotativos y los 
gráficos se establecerán a nivel de dependencia, de acuerdo entre la respectiva Jefatura y 
la Representación del Personal. Si no se alcanzara éste, resolverá, oídas las partes, la 
Dirección correspondiente”. El Convenio Colectivo de Repsol también regula la 
definición y alguna peculiaridad similar a la establecida en los convenios precedentes y 
además añade una cláusula en la que “se considera, a efectos de realización de relevo, 15 
minutos por cada día de trabajo. De esta forma la jornada anual efectiva se configura en 
204,5 días año”. Y el Convenio Colectivo de Ford regula los tres turnos de trabajo fijando 
en su convenio la duración de cada turno y además dispone una cláusula en la que “la 
empresa procurará adecuar los horarios de trabajo del personal cuando concurran 
circunstancias imperiosas de convivencia familiar o individuales específicas cuya 
urgencia o naturaleza así lo haga aconsejable”. 
 
7. Distribución del tiempo de trabajo 
Los nuevos modos de organización del trabajo exigen que la gestión de la empresa no 
se concentre exclusivamente en la producción, sino también en el mercado por lo que el 
nuevo criterio de eficacia empresarial es representado por la capacidad de respuesta 
inmediata de la empresa a los cambios de la demanda y la capacidad para absorber las 
fluctuaciones del mercado. La descentralización productiva engloba dos finalidades 
principalmente, por un lado, procura la rápida adaptación de la estructura empresarial a 
los cambios económicos y, por otro lado, opera como elemento que facilita la flexibilidad 
funcional y numérica de la mano de obra, dando a las empresas la posibilidad de 
maximizar el rendimiento de la misma577. 
 
                                                          
576 BOE de 29 de noviembre de 2016, nº 288, Resolución de 14 de noviembre de 2016. 
577 Bosch Gerhard, “Tendencias y nuevos aspectos de la duración del trabajo”, en Revista Internacional del 




La tendencia hacia la flexibilización ha avanzado en gran medida en lo que concierne 
al tiempo de trabajo, se pretende en este sentido la búsqueda de una mejor distribución, 
el establecimiento de jornadas cada vez más flexibles, la individualización de los horarios 
de trabajo, el trabajo a tiempo parcial y la anualización de la jornada578. Y es que los 
nuevos modelos productivos provocan que las empresas busquen el mejor 
aprovechamiento posible del tiempo de trabajo, tratando de evadir las barreras de rigidez 
establecidas a partir del Convenio Internacional del Trabajo nº 1 de la OIT y la legislación 
industrial que establecieron límites de ocho horas diarias y cuarenta y ocho horas 
semanales. Pero estas rigideces constituyen también tutelas a la salud psicofísica del 
trabajador que se deben de seguir tutelando579.  
 
Como se ha visto en capítulos precedentes, la limitación de la jornada está prevista en 
la Constitución Española, la cual establece expresamente un mandato a los poderes 
públicos para fijar una jornada de trabajo limitada por el reconocimiento del necesario 
tiempo de descanso, incluido el derecho a vacaciones periódicas retribuidas (art. 40.2 
CE). El legislador por su parte ha asumido esta función fijando la jornada máxima de 
trabajo a través del art. 34 ET y una regulación de los periodos de descanso en los arts. 
34 a 38 ET. El carácter general de dicha regulación consiste en establecer unos límites 
máximos globales de tiempo de trabajo, con la finalidad última de establecer una garantía 
mínima física de la persona del trabajador, y dejar a la autonomía, colectiva o individual, 
la concreción y flexibilización del tiempo de trabajo580. De la regulación legal del tiempo 
de trabajo se desprende que el carácter de derecho necesario no se contradice con el hecho 
                                                          
578 Véase sobre flexibilización del tiempo de trabajo y distribución del tiempo de trabajo, entre otros: García 
Murcia, J., “El devenir de la legislación laboral tras las profundas reformas del periodo 2010-2012”, en 
Foro. Nueva Época, vol. 16, nº 2, 2013, págs. 319-366; Rabanal Carbajo, P., “Aspectos de interés sobre la 
distribución del tiempo de trabajo”, en Actualidad Labora, nº 16, 2006, Tomo II, La Ley, págs. 1906 y ss.; 
igualmente Ballester Pastor, M.A., “La flexibilidad en la gestión del tiempo de trabajo: jornada y 
distribución del tiempo de trabajo”, en Revista de Derecho Social, nº 62, 2013, págs. 53-91; Del Rey 
Guanter, S., “La flexibilidad interna en la Ley 3/2012 de medidas urgentes para la reforma del mercado 
laboral”, en Actualidad Laboral, nº 17-18, octubre 2012; Trillo Párraga, F.J., “Las dos direcciones de la 
flexibilidad del tiempo de trabajo”, Revista de Relaciones Laborales, nº 12, 2010; Arias Domínguez, A., 
“Flexibilización colectiva de la jornada de trabajo: mecanismos pactados de incremento o reducción”, 
Revista Española de Derecho del Trabajo, nº 172, enero 2015; Martínez Yáñez, N.M., “Las fuentes de la 
distribución irregular de la jornada tras las sucesivas reformas laborales”, Relaciones Laborales, nº 5, mayo 
2013. 
579 Trillo, F., “Tiempos de trabajo y de vida privada como desafío a la innovación empresarial”, en 
Flexibilidad interna e innovación en la empresa, director Landa Zapirain, J.P., Dykinson, Madrid, 2014, 
págs. 309-330. 
580 Alfonso Mellado, C.L. y García Ortega, J., Jornada y ordenación del tiempo de trabajo, Valencia, Tirant 




de abrir espacios hacia la negociación colectiva581. Se puede observar que en este ámbito 
existe un dualismo de fuentes reguladoras, por una parte, la norma estatal que asume la 
función de ser el instrumento que establece la jornada máxima y, por otra parte, la 
negociación colectiva que ordena y lleva a cabo la distribución específica del tiempo de 
trabajo582.  
 
Hasta hace poco el principal instrumento para conseguir cierta adaptación de la mano 
de obra era el recurso a las horas extraordinarias, mediante las cuales el empresario podía 
aumentar las horas de trabajo en los periodos de mayor intensidad. Pues bien, con el 
objetivo de dar respuesta a las nuevas demandas de flexibilidad se han ido sucediendo 
una serie de reformas que apuestan por la flexibilización de la ordenación legal del tiempo 
de trabajo. Las reformas laborales de los últimos años no han transformado radicalmente 
el tenor literal del art. 34.2 ET, que sigue indicando que “mediante convenio colectivo o, 
en su defecto, por acuerdo entre las empresas y los representantes de los trabajadores, se 
podrá establecer la distribución irregular de la jornada a lo largo del año”583. Pero lo cierto 
es que el alcance de la ordenación de las fuentes se ha visto profundamente alterado por 
dos circunstancias. En primer lugar, por la adición en ese mismo precepto de una 
previsión legal que atribuye a la empresa facultades para distribuir irregularmente parte 
de la jornada en defecto de pacto colectivo, dando permiso por primera vez a la voluntad 
unilateral del empresario. Y, en segundo lugar, por la redefinición de la estructura de la 
negociación colectiva que comenzó a fraguarse en 2010 culminando en 2012, y que ha 
modificado de manera muy significativa el papel atribuido a cada uno de los productos 
convencionales respecto a la distribución de la jornada de trabajo584.  
                                                          
581 En tal sentido, el TS en Sentencia de 16 de abril de 2014 (Rec. 183/2013), analizando la aplicación del 
art.34.2 ET en cuanto al preaviso en los casos de distribución irregular de jornada, cita las Sentencias de 25 
de enero de 2011 (Rec. 216/2009) y de 23 de abril de 2009 (Rec. 44/2007) dictadas ambas en relación con 
el art. 37.3 ET y los permisos remunerados, para declarar que “no son normas de derecho necesario absoluto 
sino de derecho necesario relativo que permite su mejora pero no su empeoramiento (en ambos casos desde 
el punto de vista del trabajador)”. Son normas, por lo tanto, imperativas “hacia abajo” y dispositivas “hacia 
arriba”, es decir, “lo que la doctrina ha calificado como principio de norma mínima. En este sentido, De 
Santos Sánchez, V., “Control del tiempo de trabajo (…)”, op.cit., pág. 9. 
582 Moreno Vida, M.N., “Configuración general del tiempo de trabajo: algunas reflexiones críticas”, en La 
ordenación del tiempo de trabajo y sus desafíos en el siglo XXI: retos, oportunidades y riesgos emergentes, 
AAVV., Comares, Granada, 2014, pág. 50. 
583 En este sentido, Casas Baamonde, M.E., “Empleo y flexibilidad”, en Relaciones Laborales, nº 12, 2013; 
igualmente Rodríguez Sanz de Galdeano, B., “Instrumentos de gestión flexible del tiempo de trabajo en la 
negociación colectiva”, Relaciones Laborales, nº 12, 2010, pág. 2/16. 
584 García Murcia, J. “El devenir de la legislación laboral (…)”, op.cit., pág. 344; Martínez Yáñez, N.M., 
“Las fuentes de distribución irregular de la jornada tras las sucesivas reformas laborales”, en Relaciones 




En la función de reparto del tiempo de trabajo en un marco temporal concreto, es 
relevante conocer cuáles son los elementos que juegan o actúan dentro del mismo, dado 
que la flexibilidad de los mismos podrá dar lugar a una conceptuación de jornada regular 
e irregular. Para ello es importante distinguir entre distribución horizontal y vertical585. 
Por su parte, la distribución vertical es la operación necesaria para determinar y repartir 
el tiempo de trabajo en los módulos inferiores al módulo de distribución, es decir, en el 
anual, están el mensual, el semanal y el diario. Esta operación conlleva necesariamente 
otro elemento, como es la determinación del número de semanas o días laborables, no 
como días tipo en la jornada legal teórica, sino como días concretos en los que se va a 
trabajar en una empresa o centro de trabajo determinado586. A partir del número de días 
laborables y la jornada anual se procede a realizar la labor de distribución de la jornada. 
En cuanto a la distribución horizontal consiste en la necesaria colocación o ubicación de 
este número de horas diarias, en una labor que se entiende típica del horario de trabajo, 
pero contiene las diversas opciones de colocación, entre ellas, modalidades muy diversas, 
siendo que aquí la irregularidad es de tipo cualitativo (se trata de alterar la colocación de 
la jornada en un periodo u otro día), si es que se puede predicar este concepto de 
irregularidad en esta materia. En todo caso, sería la pretendida flexibilidad ad intra dentro 
del último módulo, el diario, aunque en este caso se encuentra con la institución del 
horario, sus modalidades y sus posibilidades de alteración, sin obviar que la colocación 
de la jornada parte necesariamente el número de horas a realizar en el día. Asimismo, 
dentro de este apartado de distribución horizontal se encuentran los días no laborables, 
no en su aspecto cuantitativo sino cualitativo, como aquellos que tiene prefijado unas 
fechas señaladas de disfrute (festivos), llevando implícito no sólo una determinada 
duración de su descanso sino también un momento concreto en el que se debe disfrutar, 
o más o menos concreto (descanso semanal), lo que no deja de ser colocación de tales 
días, especialmente los descansos587. 
 
A la hora de aplicar esta distribución vertical y horizontal es más práctico, en ambos 
casos, reducir el tema de módulos relativos al básico, o sea, al diario. A partir de este 
                                                          
585 Valverde Asencio, A., Del Rey Guanter, S., Gala Duran, C., Luque Parra, M., “El nuevo contrato a 
tiempo parcial: aspectos laborales y de Seguridad Social”, (La Ley-Actualidad/2003, colección de 
Relaciones Laborales), pág. 55, habla de las diferentes posibilidades de distribución (vertical u horizontal). 
586 Ezquerra Escudero, L., Tiempo de trabajo en España (…), op.cit. págs. 136-139. 
587 Véase Rodríguez Pastor, G.E., “Hacia una organización más flexible del tiempo de trabajo”, en 




presupuesto, se hablará de regularidad o irregularidad en función de la uniformidad de la 
jornada diaria588. E igualmente ello es más adecuado cuando se habla de colocación de la 
jornada, e incluso de días laborables o no laborables, que requieren de esta unidad. Y en 
esta línea se mueve el criterio jurisprudencial que tacha de verdadero módulo real y 
existente el diario puesto que el resto de módulos se componen de agrupaciones de estas 
unidades589. 
 
En la distribución vertical, se trata de la creación y existencia de mecanismos internos 
de flexibilidad sobre la misma, tanto posibilitando jornadas diarias diferentes o variables 
como alterando el número de días laborables. A esto se une el principio de disponibilidad 
sobre dichos mecanismos, que supone determinar el sujeto o sujetos que pueden ser 
utilizados y en qué condiciones. Y en la distribución horizontal, se busca, igualmente, 
fijar mecanismos de alteración de la colocación de la jornada, o sea, del horario, en su 
afectación interna o en su inter-cambiabilidad con otras modalidades horarias; e incluso 
estableciendo mecanismos de alteración de los días de trabajo, en su aspecto relativo a 
los momentos de la prestación: días individualizados en que se debe realizar ésta. Y aquí 
destaca con mayor interés el principio de disponibilidad sobre dichos mecanismos; 
quiénes son los sujetos titulares de estos instrumentos que posibilitan la alteración del 
horario de trabajo y de los días concretos en que se debe trabajar590. 
 
Como se sabe, el art. 34 ET establece que la duración de la jornada de trabajo será, en 
principio, de 40 horas semanales de trabajo efectivo en cómputo anual. No obstante, a 
continuación, prevé la posibilidad de que pueda pactarse una distribución irregular de la 
jornada de trabajo. De este modo, resulta evidente que deberá entenderse que, según lo 
previsto por el citado precepto, una jornada de trabajo es regular, exclusivamente, cuando 
todas las semanas del año se trabajen exactamente el mismo número de horas; ya sean las 
40 previstas por la propia ley o el número de horas menor a 40 que hubiesen pactado las 
partes, en sentido más favorable para el trabajador. Y, por el contrario, se hablará de que 
                                                          
588 Martín Valverde, A., “Modificaciones de la jornada y del horario de trabajo”, AA.VV., Estudios sobre 
la Jornada de Trabajo, Acaral, Madrid, 1991, “etimológicamente, la jornada propiamente dicha es el 
tiempo de trabajo en un día”, pág. 685. 
589 STS de 22 de diciembre de 1992 (RJ 10353/1992), en que establece como jornada la diaria, es decir, “el 
tiempo que cada día ha de dedicar el trabajador a la ejecución del contrato, aunque hoy, pese a lo incorrecto 
de la expresión, deba entenderse también el tiempo que se dedica cada semana, o incluso cada año”. 
590 García Ninet, J.I., Salario y tiempo de trabajo en el Estatuto de los Trabajadores (De 1980 a 2005), 




la distribución es irregular cuando unas semanas se trabajen más horas que otras; 
compensándose las diferencias entre las semanas de mayor carga y las de menor carga de 
trabajo a lo largo del año591.  
 
En este sentido, la distribución irregular de jornada a lo largo del año se podrá 
establecer mediante convenio colectivo o, en su defecto, mediante acuerdo entre la 
empresa y los representantes de los trabajadores (art. 34.2 ET). En todo caso, continua el 
artículo, en defecto de pacto, la empresa podrá distribuir de manera irregular a lo largo 
del año el 10% de la jornada de trabajo. Parece que el legislador pretende condicionar a 
la negociación colectiva para regular una determinada materia (la distribución irregular 
de la jornada) de tal forma que incorpora una nueva facultad al empresario dentro de su 
poder de dirección ordinario en defecto de regulación convencional. Hay que ubicar en 
este ámbito la que desde ya estamos denominando nueva facultad empresarial, dotada de 
ejecutividad y eficacia; cuya concreción a través de la orden o instrucción concreta se 
corresponde con el consiguiente deber básico de obediencia del trabajador conforme lo 
previsto en el art. 5 c) ET y que solo queda limitada por las mínimas obligaciones formales 
de comunicación previa o preaviso incorporadas en el trámite parlamentario592. Sobre esta 
cuestión y, como se ha aludido en alguna ocasión previa, el Comité Europeo de Derechos 
Sociales se ha manifestado sobre la inadecuación del ET a la Carta Social Europea. En 
concreto, en relación con el art. 2.1 de la Carta que se compromete “a fijar una razonable 
duración diaria y semanal de horas de trabajo (…), lo cual no se ajusta al ET, ya que 
establece, como norma general, un periodo de referencia de un año para calcular la 
duración media de la jornada, pudiendo llegar a alcanzarse las 60 horas semanales en el 
marco de las fórmulas de distribución flexible de la jornada laboral y para determinadas 
categorías de trabajadores593. 
 
                                                          
591 Rodríguez Pastor, G.E., “Hacia una organización más flexible (…)”, op.cit., señala que “una 
interpretación sistemática dl art. 34.2 ET (tras la reforma de 2012) y de la tradición convencional, permite 
entender que en el concepto de distribución irregular de la jornada se pueden distinguir dos tipos: la 
distribución irregular en sentido estricto (o prevista) y la distribución flexible (o sobrevenida)”. 
592 Serrano Olivares, R., La reforma del mercado de trabajo y su impacto en el sistema de relaciones 
laborales: novedades de la Ley 3/2012, de medidas urgentes para la reforma del mercado laboral (Director 
Del Rey Guanter, S., Coordinadores Martínez Fons, D.), ed. La Ley, Madrid, 2013, pág. 162. 
593 Conclusiones XX-3 (2014) del Comité Europeo de Derechos Sociales, pueden consultarse a través del 





La norma supone un auténtico condicionamiento para la negociación colectiva. La 
previsión legal se aplica, como se ha dicho, en defecto de pacto, de tal forma que sólo en 
el caso de que la negociación colectiva obvie la regulación sobre la distribución irregular 
de la jornada se aplica la facultad empresarial en los términos previstos legalmente. Podría 
decirse que la única intención del legislador es incidir en la negociación colectiva para 
que recoja y regule unas determinadas posibilidades de distribución irregular de la 
jornada. Esta intención del legislador se antepondría a la de instaurar una nueva facultad 
o potestad empresarial directa sobre la distribución irregular de la jornada con criterios 
homogéneos como los previstos legalmente; sin perjuicio, de que obviamente pretenda 
incidir de manera indicativa o promocional en la negociación colectiva, de forma que ésta 
regule la cuestión en un sentido similar al establecido en la ley y siempre teniendo en 
cuenta una constante en las reflexiones sobre esta materia: la preferencia aplicativa del 
nivel empresarial conforme a las nuevas normas sobre la estructura de la negociación 
colectiva594.  
 
Puede llamar la atención que el legislador no haya optado por recogerlo como 
contenido mínimo del convenio en el art. 85 ET, como lo hizo el Real Decreto Ley 
7/2011595. El nuevo art. 34.2 ET no sólo habilita a la negociación colectiva en el sentido 
que decíamos antes, sino que realmente pretende impeler a la misma a regular una 
determinada materia de forma tal que, en su defecto, otorga una nueva facultad o potestad 
al empresario que, incorporándola dentro de su poder de dirección ordinario, la sustrae, 
por ejemplo, del propio concepto de qué sean modificaciones sustanciales de condiciones 
de trabajo. Por ello se afirma que la primera consecuencia de la regulación legal que se 
incorpora al art. 34.2 ET supone un auténtico condicionamiento de la negociación 
colectiva596.  En primer término, de su contenido, ya que, si no se recoge por ésta la 
distribución irregular de la jornada, se aplicará la previsión legal (que otorga con gran 
amplitud una nueva facultad al empresario dentro de su poder de dirección ordinario). De 
                                                          
594 Serrano Olivares, La reforma del mercado de trabajo y su impacto en el sistema de relaciones 
laborales…, op.cit.  pág. 165; Sempere Navarro, AV., Martínez Jiménez, R., Claves de la Reforma Laboral 
2012, Aranzadi, Pamplona, 2012, pág. 198. 
595 La construcción de la norma (disponiendo directamente una nueva faceta empresarial en defecto de 
pacto al respecto) pone de manifiesto una visión distinta de la hasta ahora tradicional (a la que acude el 
AENC) de recoger como contenido mínimo del convenio la institución que pretende sea regulada. En este 
sentido el art 85 ET (modificado también en el proceso de la reforma que inicia el RDL 3/2012) no recoge, 
como contenido mínimo del convenio, la distribución irregular de la jornada (como sugería el AENC 2012). 





ahí el carácter supletorio de la norma ya que lo realmente pretendido por el legislador es 
impulsar a la negociación colectiva a contemplar de manera efectiva criterios de 
distribución irregular de la jornada597.  
 
En segundo término, condiciona la propia dinámica de negociación ya que en la 
medida en que la ley parte de una regulación supletoria que es aplicable a nivel de 
empresa, y en la medida en que se reconoce a este nivel de negociación como preferente 
(aun cuando hubiere un convenio en vigor de distinto ámbito), se coloca al empresario en 
una posición más favorable desde el punto de vista del proceso de negociación. Es así 
porque el empresario parte de la regulación legal existente. La nueva regulación del art. 
34.2 ET sugiere que de forma indirecta pero efectiva la norma condiciona el contenido y 
la dinámica de la negociación colectiva, ya que la falta de previsión al respecto por parte 
de ésta (“en defecto de pacto en contrario”) otorga la referida facultad al empresario con 
unos criterios muy amplios en lo que se refiere, principalmente, a la determinación 
individual de condiciones sustanciales de trabajo598. 
 
Podría pensarse que la jornada de trabajo se distribuirá siempre de un modo regular, 
a no ser que el convenio colectivo aplicable en la empresa o un acuerdo entre esta u los 
representantes legales de los trabajadores estableciesen una distribución irregular del 
tiempo de trabajo. Sin embargo, tras el reformado art. 34.2 ET, ello no es así, pues 
establece que, en defecto de pacto sobre la distribución irregular de la jornada, la empresa 
podrá distribuir de forma irregular hasta el 10% del total de horas anuales de trabajo599. 
De este modo, la ley garantizará al empresario una cuota mínima de flexibilidad en la 
gestión del tiempo de trabajo a cargo de sus trabajadores para todos aquellos supuestos 
en los que ni el convenio colectivo ni un eventual acuerdo entre la empresa y los 
                                                          
597 En esencia, se pretende que la negociación colectiva promueva la ordenación flexible del tiempo de 
trabajo para la mejor adaptación a las necesidades productivas y de los trabajadores.  
598 Serrano Olivares, La reforma del mercado de trabajo y su impacto en el sistema de relaciones 
laborales…, op.cit, pág. 166 y 167. 
599 Este porcentaje va referido a la jornada anual máxima de cada trabajador en concreto; por lo que el 
número de horas que el empresario podrá distribuir irregularmente a lo largo del año se reducirá 
proporcionalmente para todos aquellos casos en los que los trabajadores realizasen una jornada inferior a 
la jornada máxima ordinaria aplicable con carácter general en la empresa, así, por ejemplo, en el caso de 
trabajadores temporales que prestasen sus servicios durante menos de un año o tuviesen un contrato a 





representantes de los trabajadores hubiesen establecido un sistema específico de 
distribución de jornada ordinaria de trabajo600.  
 
Debe afirmarse, por cuanto atañe a este apartado, que la única manera de que en una 
empresa se aplique una jornada ordinaria de trabajo de distribución regular, en la que 
todas las semanas se trabajen exactamente el mismo número de horas, es que el convenio 
colectivo aplicable o un acuerdo entre la empresa y los representantes de los trabajadores 
fijen, de un modo expreso, una distribución regular de la jornada ordinaria de trabajo. 
Solo en ese caso quedaría blindada frente al empresario una distribución de la jornada en 
la que se trabajasen exactamente el mismo número de horas durante todas las semanas 
laborables del año601. En efecto, si el convenio colectivo o el eventual acuerdo entre la 
empresa y los representantes legales de los trabajadores estableciesen un sistema de 
jornada ordinaria que previese que unas semanas se trabajasen más horas y otras menos 
(compensándose las diferencias entre unas y otras a lo largo del año), nos encontraríamos 
ante una jornada ordinaria distribuida irregularmente. Pero es que resulta que además para 
todos aquellos casos en que la negociación colectiva no establezca nada sobre el esquema 
de distribución de la jornada, la propia ley se encarga de conceder al empresario una cuota 
mínima (un 10%) de distribución irregular de la jornada anual; lo que, evidentemente, 
supone que siempre así le interese al empresario terminaríamos encontrándonos ante una 
jornada ordinaria distribuida de modo irregular. En aquellos casos en los que la 
negociación colectiva estableciese expresamente un modelo de jornada ordinaria de 
distribución regular, las posibilidades abiertas al empresario para ajustar dicha jornada a 
sus necesidades productivas serán muy limitadas602.  
 
El hecho de que todas las semanas deba trabajarse el mismo número de horas no 
implica que todos los días de cada semana se trabajen un número igual de horas. Así, 
aunque todas las semanas hubiese de trabajarse el mismo número de horas, a través del 
horario de trabajo diario sí podrían llevarse a cabo pequeños ajustes para acomodar las 
                                                          
600 Arias Rodríguez, A., “Flexibilización colectiva de la jornada de trabajo: mecanismos pactados de 
incremento o reducción”, Revista Española de Derecho del Trabajo, nº 172, 2015 
601 Véase Monreal Bringsvaerd, E., “La duración de la jornada y los saldos interanuales de horas. A 
propósito de la última reforma normativa del tiempo de trabajo”, Relaciones Laborales, nº 10, octubre 2014, 
pág. 2/10. 
602 En tal sentido, véase García-Perrote Escartín, I., “El favor por la flexibilidad interna en la Ley 3/2012, 
de 6 de julio, de medidas urgentes para la reforma laboral, a la luz de los precedentes de la Ley 35/2010 y 




horas de servicio a los intereses productivos de la empresa; que consistirían en concentrar 
las horas de trabajo en aquellos días de la semana de mayor actividad. Incluso sería 
posible combinar los distintos horarios semanales a lo largo del año, siempre que al final 
de cada una de las semanas se terminase trabajando el mismo número de horas603. Eso sí, 
aun en caso de que la negociación colectiva disponga del tope de las nueve horas diarias, 
la duración máxima de la jornada diaria quedará indirectamente limitada por el descanso 
entre jornadas, que el propio art. 34.3 ET fija en 12 horas entre el final de una jornada y 
el comienzo de la siguiente604.  
 
No obstante, al margen de estos pequeños ajustes que podría efectuarse a través del 
horario de trabajo en la jornada diaria, las únicas posibilidades de las que dispondría el 
empresario para adecuar la jornada ordinaria de trabajo en la empresa a sus necesidades 
productivas pasarían, precisamente, por revocar el sistema de distribución regular de la 
jornada de trabajo que, previamente, se había pactado a nivel convencional a través del 
procedimiento para la inaplicación de las condiciones de trabajo previstas en el convenio 
colectivo recogido en el art. 82.3 ET605. Es decir, una vez que perdiese su obligatoriedad 
el contenido del convenio colectivo que establecía expresamente un modelo de jornada 
ordinaria de distribución regular, surtiría efecto, automáticamente, la última cláusula del 
párrafo primero del art. 34.2 ET606; por lo tanto, a través de este mecanismo la empresa 
terminaría teniendo a su disposición un margen considerable para gestionar de un modo 
flexible el tiempo de trabajo a cargo de su plantilla; además del recurso de las horas 
extraordinarias, que será objeto de posterior análisis607. 
 
                                                          
603 Es interesante señalar que esta posibilidad abierta a la negociación colectiva de disponer del límite diario 
de nueve horas supone una importante novedad de la reforma del ET operada por la Ley 11/1994. Véase 
(directores: Cruz Villalón, J., García-Perrote Escartín, I., Goerlich Peset, J.M., Mercader Uguina, J.R.), en 
AAVV, “Tiempo de trabajo” en Comentarios al Estatuto de los Trabajadores, 4ª edición, Navarra, 2016, 
págs. 435-439. 
604 Ballester Pastor, M.A., “La flexibilidad en la gestión del tiempo de trabajo: jornada y distribución del 
tiempo de trabajo”, en Revista de Derecho Social, nº 62, 2013, pág. 56; igualmente Sempere Navarro, A.V., 
“Tiempo de trabajo”, en AAVV, Comentarios al Estatuto de los Trabajadores, Thomson Reuters-Aranzadi, 
Navarra, 2013, págs. 394-405. 
605 Véase la obra De Castro Marín, E., El descuelgue del Convenio Colectivo, Tirant lo Blanch, Valencia, 
2016, pág. 226-231. La única vía vigente para que una empresa organice el ritmo de trabajo de su plantilla 
de acuerdo a un sistema de jornada ordinaria regular es que así lo hubiese pactado expresamente la sede 
colectiva.  
606 AAVV, “Tiempo de trabajo”, en Comentarios al Estatuto de los Trabajadores, op.cit. pág. 432-433. 
607 Roqueta Buj, R. La flexibilidad interna tras la reforma laboral, Valencia, Tirant lo Blanch, 2013, págs. 




Como ya se ha dicho, el art. 34.2 ET prevé que, cuando ni el convenio colectivo ni el 
acuerdo subsidiario entre la empresa y los representantes de los trabajadores diseñasen 
un sistema de distribución irregular de la jornada, la empresa podrá distribuir de manera 
irregular a lo largo del año hasta el 10% de la jornada de trabajo608. No obstante, es 
interesante señalar el art. 34.3 ET, el cual establece que “salvo de disposición en contrario 
en el convenio colectivo o acuerdo de empresa subsidiario, la jornada diaria tiene un tope 
de nueve horas ordinarias innacesible para la autonomía individual”. De tal forma que, 
cuando no se hubiese alcanzado un acuerdo en sede colectiva sobre la distribución 
irregular de la jornada a lo largo del año, tampoco existiese consenso en cuanto a la 
supresión del límite de las nueve horas diarias. En tales casos, cuando el empresario pese 
a distribuir irregularmente hasta el 10% de la jornada anual, deberá hacerlo con atención 
a las nueve horas que podrán trabajarse como máximo cada uno de los días al año.  
 
Es conveniente señalar que la actual redacción del artículo 34 ET adolece de dos 
importantes defectos en la transposición de la normativa europea. En primer lugar, el art. 
19 de la Directiva 2003/88/CE otorga a los Estados miembros la facultad de permitir que 
la negociación colectiva amplíe los periodos de referencia para la distribución de la 
jornada hasta un máximo de 12 meses. Por ello, un sector de la doctrina científica609 
entiende que la posibilidad de distribuir irregularmente la jornada de trabajo a lo largo del 
todo el año se ajusta, sin problemas, a los estándares de la directiva. Sin embargo, debe 
observarse que la norma comunitaria condiciona que el periodo para la distribución 
irregular de la jornada se amplíe hasta el año a que se respeten los principios generales de 
protección de la seguridad y salud de los trabajadores y exige que para la adopción de tal 
medida concurran razones objetivas, técnicas u organizativas. Dado que la facultad que 
confiere el art. 34.2 ET a la negociación colectiva para distribuir irregularmente la jornada 
                                                          
608 Antes de la reforma del art. 34.2 ET mediante el RDL 7/2011 y posteriormente por la Ley 3/2012, era 
postura pacífica entre la doctrina científica afirmar que, en defecto de pacto colectivo sobre distribución 
irregular de la jornada, el esquema programado por el art. 34.1 ET devenía automáticamente aplicable y 
todas las semanas laborales se trabajaban, como máximo, 40 horas. La distribución irregular de la jornada 
anual, igual que ocurre con el tope de nueve horas de jornada diaria, resultaba del todo inaccesible para la 
esfera individual de la relación (En contra, afirmando que sí cabe pactar en el contrato individual la 
distribución irregular de la jornada: Alarcón Caracuel, M.R., “La jornada ordinaria de trabajo y su 
distribución, en AA.VV., Tiempo de trabajo, Albacete, Bomarzo, 2007, pág. 46.  
609 Entre otros; Alfonso Mellado, C.L. y García Ortega, J., Jornada y ordenación del tiempo de trabajo, 
Valencia, Tirant lo Blanch, 1994, pág. 34; Monreal Bringsvaerd, E., La jornada de trabajo: Ley y convenio 
colectivo, Madrid, CES, 2005, Pág. 107 y Sempere Navarro, A.V., “Artículo 34. Jornada”, en AA.VV., 




a lo largo del año es absolutamente acausal, es sobre este punto donde sí se aprecia un 
claro defecto de transposición de la directiva comunitaria610. 
 
Además de este defecto de transposición de la directiva comunitaria, la reforma 
operada por la Ley 3/2012 introdujo otro nuevo. Según lo dispuesto por el art. 19 de la 
Directiva 2003/88/CE, cualquier sistema de jornada que contenga un módulo de cómputo 
anual debería ser habilitado a través de un convenio colectivo o acuerdo entre 
interlocutores sociales; pero, en su redacción actual, el art. 34 del ET establece que, en 
defecto de pacto colectivo sobre la distribución irregular de la jornada, la empresa podrá 
distribuir de manera irregular a lo largo del año el 10% de la jornada anual, lo cual supone 




                                                          
610 En igual sentido: Cabeza Pereiro, J., “Las fuentes reguladoras de la jornada de trabajo”, en AA.VV., 
Tiempo de trabajo, Albacete, Bomarzo, 2007, pág. 21. 
611 En este sentido Martínez Yáñez, N.M., “Las fuentes de la distribución irregular de la jornada tras las 




CAPÍTULO VI: TIEMPO DE TRABAJO EXTRAORDINARIO Y HORAS 
COMPLEMENTARIAS 
 
En el presente capítulo se abordan, en primer lugar, las horas extraordinarias y sus 
modalidades. Tradicionalmente éstas han sido utilizadas por el empresario para responder 
a ciertas necesidades productivas, de tal manera que desde los inicios del Derecho del 
Trabajo el recurso a las horas extraordinarias se ha considerado como un mecanismo de 
flexibilidad, en tanto que, como otras variadas previsiones de la legislación laboral612, que 
llevan consigo la posibilidad de ampliar o incrementar el número de horas de trabajo. En 
segundo lugar, se van a tratar las horas complementarias, y una variante que son las 
llamadas horas complementarias pactadas previamente en los contratos a tiempo parcial, 
y se hace igualmente alusión a las horas extraordinarias en este tipo de contrato, pese a 
no existir en este momento en este tipo de contratos. 
 
1. Horas extraordinarias 
 
Tradicionalmente, el régimen de las horas extraordinarias ha sido el principal 
mecanismo de variabilidad para permitir al empresario una cierta adaptación del trabajo 
a las necesidades del mercado. Mediante el recurso a las horas extraordinarias el 
empresario puede aumentar la fuerza de trabajo disponible con el fin de hacer frente a 
incrementos de actividad productiva y además puede hacer uso de este tiempo extra de 
trabajo en el momento en que más lo necesita. La intervención legislativa en materia de 
horas extraordinarias ha tenido siempre un carácter restrictivo, con el fin de proteger la 
seguridad y salud del trabajador y estimular la realización de nuevas contrataciones, el 
legislador ha previsto un régimen limitativo de este tipo de horas613.  Sin embargo, desde 
la reforma de 1994 hasta las últimas reformas que se han sucedido, se ha flexibilizado el 
uso de las horas extraordinarias. Cuando la Ley 11/1994 reconfiguró la regulación de las 
horas extraordinarias constituyó también un mecanismo paralelo de distribución irregular 
de jornada614. La Ley 11/1994 promocionó la utilización de la hora extraordinaria al 
                                                          
612 Entre otros, Rodríguez-Sañudo Gutiérrez, Flexibilización de la jornada de trabajo.  Normas legales y 
normas convenidas. Flexibilidad laboral en España, Instituto de Relaciones laborales. Universidad de 
Zaragoza, Zaragoza, 1993, pág. 467. 
613 López-Tarruella Martínez, F., “La nueva regulación del calendario laboral y las horas extraordinarias en 
el RDL 2001/1986”, Revista de Trabajo, nº 85, 1987, págs. 91-106. 





posibilitar su compensación con descanso en lugar de la retribución adicional615 y al 
eliminar la limitación máxima de 80 horas anuales en caso de que la compensación se 
produjera en el plazo de los cuatro meses siguientes a su realización616. 
 
La doctrina ha puesto de manifiesto desde 1980 que la institución de las horas 
extraordinarias ha sufrido profundas modificaciones y no es nada fácil conciliar con éxito 
las múltiples perspectivas (individuales y colectivas, del trabajador y de la empresa, de 
los empleados y de los parados, de control de flexibilidad, laborales y de cotización de 
encarecimiento y de competitividad, de voluntariedad y de necesidad, etc.) que en ellas 
confluyen617. Las horas extraordinarias constituyen, por un lado, un problema social, pues 
influyen en el precio del trabajo, responde a una política de empleo, afecta a la 
conciliación de la vida personal, familiar y laboral, e inciden en la seguridad y salud 
laborales. Por otro lado, las horas extraordinarias constituyen un problema jurídico. De 
tal manera, la regulación del régimen jurídico de las horas extraordinarias, así como su 
interpretación y aplicación, tiene que estar en sintonía con la regulación general del 
tiempo de trabajo618. Una normativa garantista en materia de limitaciones de jornada y de 
respeto a los descansos tiene que estar en armonía con un régimen de horas 
extraordinarias, es decir, que de poco serviría si se estableciese un régimen muy flexible 
de horas extraordinarias que condujese a excepcionar con facilidad las reglas anteriores 
y condujese a prolongaciones de jornada amplias o excesivas o en exceso baratas. Por 
otra parte, a partir de la reforma de 1994, el repliegue de la norma estatal a favor de la 
negociación colectiva se diversifica y salvo mínimos de derecho necesario, genera 
casuismo en el tratamiento de esta figura que repercute también en los criterios 
judiciales619. 
 
                                                          
615 Se eliminó la cláusula del incremento retributivo del 75% respecto de la hora ordinaria que establecía la 
regulación del ET/1980. 
616 El art. 35.2 ET/1980 disponía límites de realización de horas extraordinarias: diarios (máximo 2 horas), 
mensual (máximo 15 horas) o anual (máximo 100 horas). 
617 Sempere Navarro, A. V., Martín Jiménez, R., Moreno González-Aller, I., Derecho del Trabajo, 
Seguridad Social, y Proceso Laboral: Una visión global para especialistas, Tomo I, Madrid: 2010, La Ley, 
págs. 1155 y ss. 
618 En este sentido, Merino Senovilla, “La jornada de trabajo”, en AAVV, Valdés Dal-Ré, F., La reforma 
del mercado laboral, Valladolid, 1994, pág. 285. 
619 Mateos Beato, A., “La jornada máxima ordinaria y su control”, AAVV., Estudios sobre la jornada de 
trabaj, Acaral, Madrid, 1991, pág. 543; Sempere Navarro, A. V., Martín Jiménez, R., Moreno González-




Atendiendo a todo ello no es extraño que las normas internacionales, comunitarias y 
estatales se hayan ocupado de limitar la jornada de trabajo. Así lo hizo ya el Convenio nº 
1 de la OIT, adoptado el 28 de noviembre de 1919, así lo hizo también la Unión Europea, 
primero con la Directiva 93/104/CE y luego con la Directiva 2003/88/CE, de 4 de 
noviembre, Directivas fundadas en finalidades preventivas y así lo hace nuestra 
legislación interna, partiendo de la obligación constitucional impuesta a los poderes 
públicos en el art. 40.2 CE, en orden de garantizar el descanso necesario “mediante la 
limitación de la jornada laboral”.  
 
Es evidente que, si todas las finalidades anteriores conducen a una natural limitación 
de la jornada de trabajo, cabe esperar que esa limitación se concrete en disposiciones de 
carácter general que establezcan, algún referente máximo de horas de trabajo al año. Claro 
es, esas disposiciones tienen el problema normal que deriva de su propia generalidad, es 
decir, siempre pueden existir situaciones específicas que justifiquen alguna regla 
excepcional. Si esas situaciones excepcionales responden a razones territoriales o 
sectoriales, o incluso de una empresa concreta, siempre cabe que la negociación colectiva 
introduzca las adaptaciones que le permita la regulación estatal. Dentro de los límites 
imperativos establecidos por ésta última, los convenios colectivos y pactos colectivos 
pueden introducir elementos de flexibilidad que respondan a las necesidades lícitas y 
previsibles620. Pero siempre pueden existir necesidades esporádicas derivadas de 
circunstancias imprevisibles (por ejemplo, fuerza mayor) o difícilmente previsibles 
(problemas productivos) que puedan justificar, no como regla, pero sí ante el caso 
concreto, una prolongación de la jornada por encima de los límites legales o 
convencionales establecidos. En este sentido es cuando encuentran justificación las horas 
extraordinarias, como mecanismo limitado que permite a un empleador responder 
ágilmente a esas necesidades que se le plantean621. 
 
                                                          
620 Sempere Navarro, A. (dic.), Comentarios al ET, op.cit., pág. 418, en este sentido el autor dice: “la 
tradición a la hostilidad del legislador hacia los mecanismos mediante los cuales se socava la virtualidad de 
la jornada máxima ha sido encontrar en las horas extraordinarias motivo de preocupación; tal actitud 
subsiste en el presente artículo y se combina con la progresiva retirada que la norma estatal emprendió hace 
ya algunos años, dejando en manos de la negociación colectiva la concreción de un número importante de 
cuestiones”. 





La OIT, tuvo la previsión de señalar en el Convenio nº 1 que “las autoridades de cada 
Estado determinarían las excepciones a las limitaciones de jornada que pudieran resultar 
necesarias para permitir que las empresas hagan frente a aumentos extraordinarios de 
trabajo” (art. 6.1.b). La regulación del tiempo de trabajo se hace en términos de globalidad 
y se presenta como un conjunto de reglas relacionadas entre sí y que pretenden ofrecer un 
conjunto equilibrado, especialmente cuando las mismas se concretan en la negociación 
colectiva, pero en afirmación que puede extenderse al conjunto que suponen las reglas 
estatales y convencionales en la materia622.  
 
En términos históricos, el recurso a las horas extraordinarias ya se contempló como 
un mecanismo de obtener más tiempo de trabajo sobre el máximo permitido, sin que se 
pretendiera que dicho trabajo fuera, en contenido, diferente del resto de trabajo que 
componía la jornada ordinaria623. De hecho, su elemento diferencial venía por el concepto 
de “exceso” de trabajo y, ciertamente, cualquier exceso habría que establecerlo sobre el 
límite de trabajo ordinario a partir del cual se producía el exceso, siendo en definitiva dos 
caras de la misma moneda. Por un lado, un límite de jornada dentro del cual las horas 
realizadas eran ordinarias y por otro, las realizadas superando el mismo eran 
extraordinarias. Para fijar este “límite” se requería acudir a la conceptualización de 
jornada máxima ordinaria en módulo respectivo, constituido en un principio por el 
módulo diario, posteriormente semanal y ahora el anual624. 
 
La necesaria interrelación entre jornada ordinaria y extraordinaria no impedía apreciar 
que estábamos ante dos instituciones jurídicas diferentes por muy conectadas que 
estuviesen, el de la jornada ordinaria y el de la jornada extraordinaria. Cada una de éstas 
tenía su específica regulación y cada uno de estos institutos jurídicos podía determinar 
donde se encontraba dicho límite, fijando un punto común o dispar, pero que, 
necesariamente, acaban afectándose mutuamente como preceptos complementarios que 
son. Ejemplo de ello fue el art. 23.4 LRL de 1976 que reguló las horas extraordinarias 
                                                          
622 Como expone Morón Prieto, R., “La ordenación flexible de trabajo como instrumento de gestión 
empresarial”, en AA.VV. (Escudero Rodríguez, R. coordinador), La negociación colectiva en España: una 
visión cualitativa, op. cit., pág.482. 
623 Véase Real Orden de 10 de noviembre de 1919 relativo al trabajo en horas extraordinarias; el Decreto 
de 1 de julio de 1931, aprobando la Ley de Jornada Máxima de 1931, plantea las horas extras como la 
posibilidad de trabajar mayor tiempo de trabajo, superando la jornada ordinaria legal.  
624 García Perrote Escartín, I., “Jornada de trabajo legal y jornadas convencionales”. AA.VV., Estudios 




como aquellas que se realizaban sobre la jornada laboral ordinaria, y el art. 23.1 remitía 
a la jornada máxima de 44 horas, pero permitiendo otros módulos. Por el contrario, en el 
ET de 1980, el art. 34.2, regulaba la jornada ordinaria máxima en términos semanales, 
permitiendo el anual, pero el art. 35.1 expresaba que cada hora de trabajo realizada sobre 
la máxima semanal ordinaria era extraordinaria, lo que generaba problemas de 
interpretación, pues el límite de la jornada ordinaria/extraordinaria debía ser el mismo, 
dada la interdependencia entre ambas625. 
 
En nuestra regulación actual, la técnica que ha utilizado el legislador es imponer un 
precepto sobre las horas extraordinarias, en términos de norma complementaria, como 
hizo la LRL de 1976, dejando que sea la regulación legal de la jornada ordinaria la que 
fije el “limite” entre jornada ordinaria y extraordinaria. Esto supone que el art. 35.1 ET 
realiza una labor de remisión al art. 34 ET a su concepto y ámbito de jornada ordinaria 
para delimitar las horas extraordinarias626. La cuestión es determinar si esta remisión cabe 
entenderla realizada sólo al punto 1 del art. 34 del ET, o también de forma más amplia al 
punto 2 del mismo, como consideró cierta doctrina al entender que la frontera legal que 
da lugar a las horas extraordinarias viene fijada por el art. 34 ET, pero valorando de forma 
conjunta su duración y distribución627. E incluso, cabe considerar que realmente la 
remisión del art. 35.1 ET lo es al bloque del art. 34 en su conjunto628. Ello ha considerado 
a llevar a la doctrina que la reforma de 1994 ha cambiado los límites y concepto de las 
horas extraordinarias que ahora dependerán en gran medida de la distribución fijada en la 
negociación colectiva629.  
 
                                                          
625 García Murcia, J., “Un nuevo paso en la flexibilización del mercado de trabajo”, Revista de Actualidad 
Laboral, nº 23, 1986, págs. 1181-1191. 
626 De la Fuente Lavín, M., El régimen jurídico de las horas extraordinarias, Ed., Comares, Granada, 2002, 
“Considera que en principio el art. 35.1 ET remite al 34.1 ET, aunque hasta la Ley 11/1994, del concepto 
cuantitativo de la jornada resultaba un concepto esencialmente del mismo tipo de la hora extraordinaria: el 
número de horas que exceden de una cuantía de referencia. El surgimiento de la jornada irregular y la 
anualización de la jornada, ha traído consigo que, a la hora de determinar el carácter extraordinario de las 
horas de trabajo, junto con el aspecto cuantitativo de la hora extra, el aspecto cualitativo tenga una 
relevancia creciente, pág. 29”. 
627 Merino Senovilla, H., “La jornada de trabajo”, AA.VV., El nuevo Estatuto de los Trabajadores, op.cit., 
“De modo la frontera de las horas viene condicionada por la regulación del art. 34.1 y 2 ET, pág. 29”. 
628 Escudero Rodríguez, R., “Horas extraordinarias”, Revista Española de Derecho del Trabajo, nº 100, 
2000. Este autor estudias las horas extras, su incidencia en el art. 34.1, 2, 3, ET, aparte de su interacción 
con otras normas legales.   
629 García Ninet, J. I., La nueva regulación de las horas extraordinarias: su compensación, Cuadernos de 




En realidad, la cuestión no es tanto que la reforma de 1994 haya cambiado los límites 
y el propio concepto de horas extraordinarias, sino que ha cambiado la estructura del 
Estatuto de los Trabajadores de 1980, el cual, indicaba, en la propia regulación que las 
horas extraordinarias, a partir de cuándo se producían las horas extraordinarias, 
remitiendo igualmente al art. 34 ET630. La Ley 11/1994, mantiene una remisión de igual 
estructura, pero se ha cambiado el contenido de ambos preceptos. Así pues, el art. 35 ET 
se remite al concepto de “jornada ordinaria” cuya duración se ha fijado de acuerdo con el 
art. anterior, o sea, el art. 34 ET, introduce una norma supletoria que posibilita la 
compensación por descanso de estos excesos de jornada, creando un instrumento de 
redistribución de la jornada ordinaria siempre que se sujete a un periodo de referencia en 
la devolución del exceso por descanso631. Junto a ello se une el cambio de estructura del 
art. 34 ET, que introduce, de forma expresa, la distribución irregular de la jornada, es 
decir, una distribución de “jornada ordinaria. E igualmente el art. 34.3 ET prevé la 
posibilidad de superar las nueve horas diarias de trabajo, sin que, en este caso, deba 
tacharse el exceso sobre este límite como horas extraordinarias632. 
 
Esto supone que la remisión que realiza el art. 35 ET al art. 34 ET debe entenderse 
que lo realiza en bloque, a los aspectos que regulan no sólo la duración, sino también a 
su distribución, e incluso a los límites diarios de jornada. La similitud entre el punto 1 y 
2 del art. 34 ET (duración y distribución) radica en que ambos remiten al módulo anual. 
La duración de jornada se fija en promedio anual y la distribución irregular se realiza a lo 
largo del año. Se plantea si de la interacción de ambos apartados cabe considerar que sólo 
admite este cómputo del módulo máximo de fijación de la jornada, en caso de no venir 
nada regulado en el convenio colectivo o contrato de trabajo, o por el contrario, la 
distribución irregular de la jornada a lo largo del año lleva implícito un criterio que obliga 
a considerar la jornada ordinaria como aquella que debidamente distribuida en los días 
                                                          
630 Entre otros, De la Villa Gil, L.E., “El concepto de hora extraordinaria”, Estudios sobre la Jornada de 
trabajo, op.cit., pág. 372. 
631 Monge Recalde, J. L., Comentarios a la Reforma Laboral de 1994, Ed. Bosch, Barcelona, 1994. “la 
definición de la hora extra contenida en este apartado es sustancialmente idéntica a la que figura en su 
correlativo texto que ahora se deroga, pág. 62”. 
632 Vida Soria, J.; Monereo Pérez, J.L., Molina Navarrete, C., Manual del Derecho del Trabajo, 2ª edición, 
Ed. Comares, Granada, 2004, “No obstante la aparente sencillez de su definición legal, en la práctica, no 
es fácil delimitar correctamente las horas extraordinarias, dadas las posibilidades concedidas por la propia 
ley para ampliar la jornada diaria o semanal mediante específicos acuerdos de distribución irregular, así 




del año, con los consiguientes efectos de que cualquier exceso sobre esa jornada 
debidamente distribuida se califica como hora extraordinaria633. 
 
En definitiva, para el cómputo de las horas extraordinarias hay que estar al módulo 
anual como elemento de fijación de la jornada anual y su cómputo, tanto de la ordinaria 
u extraordinaria, o en su caso otros módulos inferiores, derivados de la norma legal, 
convencional o pactada, pero exclusivamente de estos634. O también se puede partir del 
presupuesto de que para la debida determinación, apreciación y control de las horas 
extraordinarias se debe entrar dentro del módulo de distribución y comprobar los 
parámetros pactados o acordados en la distribución, en cuyo caso, a partir de esta 
distribución se puede determinar y comprobar la existencia de horas extraordinarias a lo 
largo del año, que es como decir que a través del calendario laboral se refleje estos 
parámetros635. 
 
A partir de las clases de horas extraordinarias que se puedan encontrar, también puede 
llegarse a su naturaleza, en atención a la causa que les da origen y distingue de otras. La 
jornada extraordinaria se definiría como aquel tiempo de trabajo que no deviene de la 
prestación debida derivada del contrato de trabajo, sino que supone una prestación 
sobrevenida por acuerdo expreso, anejo al contrato, lo que en principio sería una 
contravención a la jornada máxima ordinaria. La justificación del incumplimiento de la 
jornada máxima se encuentra en la habilitación excepcional que permite la norma legal 
en ciertos supuestos, es decir, fuerza mayor636. 
 
Históricamente las horas extraordinarias se conceptuaron como un mecanismo 
flexible que permitía el incremento de la jornada laboral, una bolsa de horas de incierta 
realización. En cuanto suponía una excepción a la jornada máxima requerida previo 
amparo legal para su posible realización y sujeción a las razones de “urgencia” que las 
                                                          
633 Ezquerra Escudero, L., Tiempo de trabajo en España, op.cit. págs. 221-222. 
634 García Ninet, J. I., La nueva regulación de las horas extraordinarias: su compensación, op.cit., “(…) 
ahora se alude con absoluta nitidez el promedio de horas en cómputo anual”, pág. 146. 
635 Véase Merino Senovilla, H., “La jornada de trabajo”, AA.VV., El nuevo Estatuto de los Trabajadores: 
puntos críticos, op.cit. “esta aparente dispositividad de calificación del tiempo de trabajo como 
extraordinario que prevé la normativa legal, por razón de la elaboración del tiempo de trabajo, ha planteado 
trabajo sobre la jornada ordinaria”, pág. 286. 
636 En tal sentido, Martínez Yáñez, N.M., El régimen jurídico de la disponibilidad horaria, Aranzadi, 




justificaban637. Sólo la existencia de estas razones de urgencia, aparejadas a la 
imposibilidad de cubrir dicha situación con la jornada ordinaria, daba lugar a las horas 
extraordinarias. De hecho, cierta doctrina sigue considerando que estas horas deben 
atender a razones de urgencia o imprevistas como elemento conformador de las 
mismas638. Lo cierto es que desde sus inicios esta urgencia se fue relativizando bajo un 
criterio subjetivo a favor del empresario, lo que justificaba su utilización por cualquier 
motivo aparejado a la voluntad del empleador. A partir de la Ley 8/1980, del Estatuto de 
los Trabajadores, el legislador optó, como elemento de garantía y de política de empleo, 
por limitarse a exigir unos topes en la realización de las horas extraordinarias que 
afectaban al “quantum” anual, mensual y diario, procediendo a fijar el tope de 120 horas 
anuales, 15 horas mensuales, y 2 horas diarias, sin pretender exigir la concurrencia de 
causa alguna para su realización639. 
 
La doctrina, tras la promulgación del ET de 1980, entendía que no se exigía la 
concurrencia de causa excepcional para la realización de horas extraordinarias, con 
excepciones640. El instrumento de limitación elegido por las sucesivas normas 
reguladoras de la materia no había sido acudir a un criterio cualitativo, como por ejemplo 
exigir la concurrencia de circunstancias organizativas, productivas, económicas o 
técnicas que justificaran acudir a las horas extraordinarias. Este sistema, bastante flexible, 
podría plantear frecuentes problemas de interpretación por la propia generalidad de la 
fórmula y conducir en la práctica a una facilitación en la realización de horas 
extraordinarias, contraria a la intención de la norma. Seguramente por ello, el mecanismo 
elegido fue doble: por un lado, la limitación numérica y, de otro, un incremento de su 
retribución641.  
                                                          
637 Véase Real Decreto de 1 de julio de 1931, de LJML, en su art. 4 hablaba de “casos de urgente necesidad”. 
638 Véase Rodríguez Piñero, M., “Voluntariedad de las horas extraordinarias, convenio colectivo y 
prolongación de jornada”, Revista La Ley, nº 3/1988/I, “la hora extraordinaria viene a solucionar 
imprevistos, se explica o justifica en función de la necesidad adicionales sobrevenidas de trabajo y, por ello 
mismo, es irregular, pues responde en principio a exigencias productivas cambiantes, pág. 24”; Escudero 
Rodríguez, R., “Horas extraordinarias (en torno al art. 35 ET), Revista Española de Derecho del Trabajo, 
nª 100, op.cit., pág. 746-747. 
639 En tal sentido, García Ninet, J. I., Jornada de trabajo, horario y horas extraordinarias, op.cit. en pág. 
255 y ss, “las causas de las horas extraordinarias son supuestos tan amplios que, por cualquier causa, o 
mejor, sin causa urgente alguna, son permisibles cualesquiera horas extraordinarias”. 
640 Al respecto, Roa Rico, L. F., “Horas extraordinarias. Comentarios a las Leyes Laborales”, op.cit. “en 
atención a su voluntariedad, limitación numérica y urgente necesidad, que son las características esenciales 
de ellas, pág. 151”. 
641 González Ortega, S., “La retribución de las horas extraordinarias: la problemática del módulo para el 




En consecuencia, parecía abandonarse cualquier exigencia de causalización de estas 
horas extraordinarias, pudiendo realizarse sin tener que justificar razón excepcional 
alguna. Sin embargo, dicha exigencia fue retomada por los sindicatos y patronal al 
delimitar las horas extraordinarias ordinarias y las estructurales, en un intento de evitar 
su proliferación y buscando su reducción. Criterio reductor que se mostró inoperante, 
dando lugar a una especie de horas extraordinarias de las que se predicaba y justificaba 
su obligatoriedad en muchos convenios colectivos precisamente por la consideración de 
horas estructurales, sujetas a una causa suficiente de justificación, sin que en términos 
reales supusiera una disminución de la realización del total de horas extraordinarias 
realizadas642. Lo anterior no ha evitado que los dos grandes bloques legales de horas 
extraordinarias se definan por la causa o razón que las motivan. Aquellas horas 
extraordinarias basadas en razones de urgencia afectan a la existencia o seguridad de la 
empresa o de las personas y bienes, evitar o reparar siniestros y otros daños, etc., de 
aquellas otras, que, siendo extraordinarias no se les exige ninguna causa, o bien causa 
relacionada con problemas del proceso productivo (estructurales y coyunturales)643. 
 
La mayoría de la doctrina y de la jurisprudencia consideran que las horas 
extraordinarias constituyen un incremento de jornada laboral no pactada como prestación 
debida, pero admitida legalmente como supuesto ordinario al que se puede acudir, sujeto 
a las condiciones marcadas legalmente, entre ellas, la expresa aceptación por el trabajador 
de este incremento de prestación644. Nuestro derecho positivo, actualmente, ha marcado 
como único criterio cuantitativo, 80 horas anuales, con el requisito añadido de que sólo 
se puede acudir a éstas una vez agotadas las horas ordinarias o mejor una vez superadas 
estas. Incluso en términos jurídicos utilizados, el actual art. 34 ET comienza regulando la 
                                                          
642 García Ninet, J.I., La nueva regulación de las horas extraordinarias su compensación, op.cit., “al 
margen de que hayan fracasado, al menos parcialmente, los intentos de no realización de tantas horas 
extraordinarias en nuestro país, cabe decir que el número legal máximo posible es comparable e incluso 
menor que el de muchos países de la Unión Europea”, pág. 166. 
643 Rodríguez Piñero, M., “Voluntariedad de las horas extraordinarias, convenio colectivo y prolongación 
de jornada”, Revista La Ley, 1988/I, pág. 21. 
644 Véase Merino Senovilla, H., “La jornada de trabajo, tema IX”, AA.VV., El nuevo Estatuto de los 
Trabajadores: puntos críticos, Ed. Lex Nova, Valladolid, 1994, “…puesto que la medición de las horas 
extras se enmarca en la obligación de cumplimiento de la prestación, aun cuando esta obligación laboral se 
haya generado por un pacto añadido al objeto principal, o por un pacto posterior, pág. 286”. Como jornada 
de exceso, ya Roa Rico, L. F., “Horas extraordinarias. Comentarios a las Leyes Laborales”, Revista de 
Derecho Privado, Ed. Edersa, Madrid, 1982, “el trabajo extraordinario representa un exceso en cuanto que 
surge cuando se rebasan los límites de la jornada ordinaria, pág. 151. STS de 18 de septiembre de 2000, 
(RJ 2000, 9667), “… la idea de horas extraordinarias surge por contraposición a la de trabajo ordinario u 




jornada máxima como jornada ordinaria645, dejando la puerta abierta a que se conceptúe 
y establezca otra extraordinaria, acentuando la relación entre ambas como claro exceso 
de la misma, denominada ordinaria. Criterio que ha sido reconocido por la jurisprudencia 
comunitaria646. 
 
Las horas extraordinarias son aquellas horas de trabajo efectivo realizadas rebasando 
lo que constituya la jornada ordinaria pactada con el trabajador (con sujeción a los límites 
legales examinados en el capítulo relativo a la jornada ordinaria)647. Como ya se indicó 
en el apartado de la jornada ordinaria de trabajo, el tiempo de espera, presencia o 
disposición, es el tiempo en el que el trabajador no realiza prestación laboral pero que se 
encuentra a disposición del empresario, en expectativa de ser requerido para realizarla en 
cualquier momento. Los periodos de disponibilidad pueden pactarse en el contrato de 
trabajo o en el convenio colectivo, pudiendo establecerse como voluntarios u obligatorios. 
A partir de la anualización de la jornada ordinaria surge la duda de si hora extraordinaria 
es únicamente la que supera la duración máxima de la jornada ordinaria legal (es decir, la 
que excede de las 40 horas semanales de promedio en cómputo anual, o dicho de otro 
modo, la que rebasa su equivalente aproximado de 1826 horas y 27 minutos al año), o si, 
por el contrario, el calificativo de hora extraordinaria ha de atribuirse también a aquellas 
horas de trabajo que superen la inferior jornada ordinaria que en su caso se haya acordado 
en pacto colectivo o individual. Esta segunda opción ha sido la respuesta clásica ofrecida 
por doctrina y tribunales, que tradicionalmente han defendido que las horas 
extraordinarias no son sólo las que superan la jornada legal, sino también las que exceden 
de la jornada convencional o contractual pactada648. 
 
Además, este tipo de horas tiene que cumplir una serie de requisitos. En primer lugar, 
la necesidad de que sea una hora de trabajo. Sin embargo, surge la duda de qué es tiempo 
                                                          
645 Al respecto, Martín Valverde, A., Rodríguez Sañudo, F., García Murcia, J., Derecho del Trabajo, 13 
edición, op.cit., “(…) en la regulación de la jornada máxima de trabajo se ha comprobado la inexistencia 
de la ley en el calificativo al referirse a la jornada ordinaria y a las horas ordinarias (art.34.1 y 34.3, 
respectivamente, en pág. 550”. 
646 STJCE de 8 de febrero de 2001, (TJCE 2001, 47). “En efecto, éstas, como su nombre indica, se 
caracterizan porque se realizan fuera de la jornada laboral normal, a la cual se añaden”.  
647 Véase entre otros, Sempere Navarro, A. V., Martín Jiménez, R., Moreno González-Aller, I., Derecho 
del Trabajo, Seguridad Social, y Proceso Laboral: Una visión global para especialistas, Tomo I, Madrid, 
2010, La Ley, págs. 1156 y ss., Cruz Villalon et al., Comentarios al ET, op.cit., pág. 447 
648 En tal sentido, la STS de 15 de diciembre de 1992 (Rec. 315/1992) y la STS de 18 de septiembre de 
2000 (Rec. 1696/1999), véase Cruz Villalón, J., García-Perrote Escartín, I., Goerlich Peset, J.M., Mercader 




de trabajo efectivo y qué no es tiempo de trabajo efectivo. Los problemas más habituales 
que han surgido han tenido relación con los periodos de trabajo de espera o permanencia 
en la relación laboral ordinaria; también con las denominadas situaciones de localización 
en las que el trabajador no está en el centro de trabajo, ni realiza actividad alguna (se ha 
entendido que salvo que efectivamente el trabajador sea reclamado y preste servicios, si 
no media prestación efectiva de servicios, por más que sea una situación de disponibilidad 
o localización pueda ser retribuida, no se considera tiempo de trabajo efectivo y no se 
devengan horas extraordinarias); con las situaciones de guardia que requieran presencia 
física, al existir prestación de servicios, aunque puedan existir periodos de inactividad o 
reposo del trabajador constituyen trabajo efectivo649; con el desplazamiento650; y los 
tiempos de presencia en actividades de transporte y para el trabajo en el mar (art. 8 RD 
1561/1995). 
 
En segundo lugar, la delimitación entre horas ordinarias y extraordinarias ha de 
llevarse a cabo situando el centro de atención en el número de horas que compongan la 
jornada ordinaria pactada en cada ámbito concreto y, en particular, con cada trabajador. 
Y, por último, no constituye presupuesto necesario ni suficiente para calificar una hora 
como extraordinaria, el hecho de que rebase el tope de 40 horas en una semana 
determinada o el de 9 horas en un mismo día (debido a que el legislador contempla la 
posibilidad de distribuir irregularmente el tiempo de trabajo, como ya se indicó en el 
                                                          
649 SSTJCE de 3 de octubre de 2000 (asunto SIMAP) y de 9 de septiembre de 2000 (asunto JAEGER), sí 
sobrepasan la jornada ordinaria pueden constituir horas extraordinarias (STS de 24 de junio de 1992). En 
los últimos años, el TS parece haber matizado esta postura, a raíz de numerosos pronunciamientos 
favorables a considerar que las guardias médicas que exigen presencia física constituyen tiempo de trabajo 
efectivo. En concreto, en estas sentencias se afirma que los periodos dedicados a estas guardias de presencia 
deben considerarse como horas extraordinarias, si bien, sólo cuando sobrepasen la duración de la jornada 
leal máxima fijada en el art. 34 ET; en cambio, si se trata de horas de guardia de presencia física que superan 
la jornada máxima convencional pero están por debajo de la jornada máxima legal, el TS faculta a los 
convenios colectivos para asignarles una retribución inferior a la estipulada para las horas extraordinarias, 
STS de 8 de octubre de 2003 (Rec. 48/2003), STS de 21 de febrero de 2006 (Rec. 3338/2004) y STS de 5 
de julio de 2007 (Rec. 1870/2006). En estos últimos pronunciamientos, el TS reconoce haber modificado 
su postura previa. Ahora bien, la actual opción jurisprudencial de vincular la jornada extraordinaria a la 
prolongación de la jornada máxima legal parece que únicamente debe interpretarse como un mínimo 
mejorable por la autonomía colectiva e individual, de modo que nada impide que las partes sigan 
atribuyendo la calificación y tratamiento de horas extraordinarias a todas aquellas que excedan de la jornada 
ordinaria pactada, aun cuando no sobrepasen la jornada máxima impuesta en el art. 34 ET, en tal sentido 
STS de 22 de septiembre de 2011 (Rec. 44/2011). 
650 Así, la citada STS de 18 de septiembre de 2000 calificaba como horas extraordinarias las realizadas por 
los vigilantes de seguridad en el tiempo de desplazamiento para la recogida y entrega de las armas de fuego 
fuera de los centros de trabajo en que prestan servicios. De acuerdo con los hechos probados, dicho tiempo, 
que es de trabajo efectivo como se ha señalado, no reduce la jornada ordinaria de trabajo de vigilancia 
realizada, sino que se añade a la misma. El desplazamiento para la recogida del arma se hace antes del 




capítulo anterior). Es decir, lo que para un trabajador puede resultar hora extraordinaria, 
para otro que realiza un número total de horas de trabajo efectivo más elevado puede ser 
una hora ordinaria. Además, las horas que en un sector productivo o empresa 
determinados puede considerarse extraordinarias podrían formar parte de la jornada 
ordinaria de trabajadores que pertenecen a otro sector de actividad o empresa a los que se 
les aplique un convenio colectivo distinto que establezca una jornada ordinaria de mayor 
duración651.  
 
A falta de pautas legales especiales y del elevado casuismo que caracteriza a los 
sistemas convencionales de distribución irregular del tiempo de trabajo, habrá que recurrir 
a pautas específicas que el convenio o, en su caso, el acuerdo de empresa, establezcan 
para la demarcación de los umbrales temporales a tomar como referencia para la 
identificación de horas extraordinarias. En todo caso, el legislador establece, que salvo 
que el convenio colectivo establezca otra cosa, todo tiempo de trabajo que exceda de 40 
horas dentro de una misma semana de trabajo, deberá considerarse tiempo de trabajo 
extraordinario. Por lo que, a falta de disposición convencional que directa o 
indirectamente fuerce a lo contrario, al cierre de cada semana de trabajo será posible ya 
identificar las horas extraordinarias realizadas652.  
 
2. Clases de horas extraordinarias 
 
Desde el punto de vista de la normativa vigente se pueden señalar dos tipos de horas 
extraordinarias. La diferencia entre unas y otras está centrada, primero a efectos de 
cotización, ya que es menor en las horas por razones de fuerza mayor; en segundo lugar, 
en cuanto al cómputo de jornada, las horas extraordinarias por fuerza mayor no cuentan 
a los efectos de máximo legal de jornada y de horas extraordinarias y, por último, el 
régimen de voluntariedad de las horas extraordinarias quiebra con las horas de fuerza 
mayor que son obligatorias. En principio, es el empresario al que corresponde decidir 
cuándo se produce una situación de fuerza mayor, sin perjuicio de su posterior control. Si 
las circunstancias del caso lo permiten habrá de acreditar la existencia del estado de 
                                                          
651 Molero Manglano, C., Sánchez-Cervera Valdés, J.M., y otros, Manual de Derecho del Trabajo, 10ª 
edición, Navarra, Thomson Reuters, 2010, págs. 344 y ss. 




necesidad. Por su parte, los convenios pueden establecer mecanismos de control de esta 
eventualidad653. 
 
Con la normativa vigente no tiene sentido referirse a las horas estructurales 
(necesarias por pedidos imprevistos o periodos punta de producción) en contraposición a 
las habituales (para cubrir necesidades normales y previsibles del ciclo productivo) 
distinción a la que aludía el Acuerdo Marco Interconfederal suscrito el 5 de enero de 1980 
y que algunos convenios colectivos todavía siguen utilizando, porque las estructurales 
están embebidas en las ordinarias. Pero el trato más favorable en las cotizaciones sociales 
de las horas extraordinarias estructurales, hizo que se abusase de tal figura, como 
consecuencia de ello, desde 1999 ya no prevén las sucesivas leyes de presupuestos ese 
trato más favorable por lo que la distinción ha perdido interés desde el punto de vista 
legal, aunque el concepto sigue siendo empleado por muchos convenios colectivos. Por 
lo tanto, desde el punto de vista de la normativa vigente pueden señalarse dos tipos de 
horas extraordinarias, a saber, las horas extraordinarias comunes o voluntarias y las horas 
extraordinarias para prevenir o reparar siniestros y otros daños extraordinarios y urgentes. 
 
Respecto a las horas extraordinarias comunes o voluntarias son en general, todas las 
que superan la jornada máxima ordinaria y no pueden ser calificadas como horas por 
fuerza mayor. Es decir, son aquellas horas extraordinarias que propone el empresario y el 
trabajador es libre de aceptar o rechazar, salvo que su realización se hubiese pactado en 
convenio colectivo o en contrato individual de trabajo, tal y como establece el art. 35.4 
ET, en cuyo caso estará obligado a realizarlas suponiendo su negativa un incumplimiento 
contractual grave sancionable incluso con el despido. El empresario no tiene, en principio, 
derecho a imponer la realización de las horas extraordinarias, al margen de que pueda 
llegar a excederse en el ejercicio de sus poderes empresariales, sobre todo a partir de 
fórmulas convencionales como aquellas que exceptúan de la voluntariedad de realización 
de las horas extraordinarias cuando, caso de no llevarse a cabo, se produzcan en la 
empresa graves perjuicios, o se impida la continuidad de la producción. El trabajador, por 
su parte, tampoco cuenta con un derecho o condición más beneficiosa consistente en 
realizar horas extraordinarias cuando él lo desee y le venga bien, tanto las pida como no 
el empresario, por ello la vieja negociación colectiva recordaba a los trabajadores que 
                                                          




ellos no podían autorizar sus propias horas extraordinarias, sin o contra el consentimiento 
del empresario, llegándose incluso a negar el derecho a los recargos654. La posibilidad de 
imponer obligatoriamente la realización de las horas extras en convenio colectivo deriva 
de la fuerza vinculante de que éste goza en nuestro ordenamiento655.  
 
El ET también menciona al contrato de trabajo individual como posible fundamento 
de la obligatoriedad de las horas extraordinarias al mismo nivel que el convenio colectivo. 
Esto supone otro indicio de la importancia dada por el ordenamiento en este punto a la 
voluntad del trabajador. Es obvio que en estos casos el trabajador acepta por propia 
decisión la realización de horas extras, si bien lo hace con carácter previo y no en el 
momento en que surge la necesidad del trabajo extraordinario. Aparte de los convenios 
colectivos previstos en el ET, que gozan de eficacia normativa, cabría también la 
posibilidad de pactar la obligatoriedad del trabajo extraordinario en los convenios extra-
estatutarios656. Sin embargo, éstos sólo disfrutan de eficacia contractual y será aplicable 
directamente a los trabajadores afiliados a la organización sindical que haya pactado el 
convenio y a los trabajadores que se adhieran voluntariamente a él.  
 
                                                          
654 Montoya Melgar, A., Galiana Moreno, J.M., Sempere Navarro, A.V., Ríos Salmerón, B., Comentarios 
al ET, op.cit. pág. 421. 
655 Al respecto, Monereo Pérez, J.L., Tiempo de trabajo y tiempos vitales. Estudio crítico del modelo 
normativo, Comares, Granada, 2009, pág. 144, expresa que “es factible que por convenio se establezcan 
condicionamientos a la realización de las horas extraordinarias (por ejemplo, por la exigencia de causas 
para poder realizar tales horas extraordinarias), lo que supone un freno a la posibilidad de incrementar la 
jornada de trabajo, imponiendo una rigidez añadida a la regulación del art. 35 ET. Pero igualmente, se 
puede alterar la exigencia de voluntariedad para la realización de tales horas, ya que se prevé la posibilidad 
de que se pacten horas extraordinarias en convenio colectivo o contrato individual, en cuyo caso serán 
obligatorias (…). La posibilidad de establecer la obligatoriedad de las horas extraordinarias a través del 
contrato de trabajo supone una ampliación a las facultades empresariales de organizar el tiempo de trabajo”. 
Por su parte, los tribunales han admitido la legalidad de las cláusulas de convenio colectivo que establezcan 
con carácter general la obligatoriedad de efectuar horas extraordinarias, pero dejando claro que no pueden 
implicar arbitrariedad del empresario a la hora de exigir su realización, no siendo lícito que aquél utilice 
“esa facultad de un modo y manera que pudiese considerarse contraria a derecho en función de las concretas 
circunstancias concurrentes en cada caso” (STSJ Cataluña de 2 de noviembre de 1999 (AS 1999, 3961)). 
656 En este sentido, Falguero Baró, M.A., en Jornada y horario, op.cit. expresa: el art. 35.4 ET prevé un 
régimen de excepciones respecto al carácter voluntario de las horas extraordinarias, en aquellos supuestos 
en que su realización esté pactada en convenio colectivo o contrato individual. En consecuencia, si la norma 
colectiva o el contrato de trabajo regulan el carácter forzoso de esa sobrejornada la persona asalariada viene 
obligada a su realización efectiva, incluso superándose los límites legales al respecto. Y es ésa una realidad 
presente en un 10,72% del total de convenios registrados en el año 2014, de conformidad con el Anuario 
de Estadísticas Laborales. La voluntariedad es una regla dispositiva para la autonomía individual y 
colectiva. Por lo tanto, es lícito que se pacte la realización obligatoria de las horas extraordinarias en 
convenio, lo que ha sido objeto de críticas por entenderse que ésta no debería ser materia de negociación 
colectiva y que debería prevalecer la opción individual del trabajador por no realizar horas extraordinarias 
y limitarse al trabajo que pactó inicialmente. Al respecto, por ejemplo, Alarcón Caracuel, M.R., “Art. 35”, 




El empresario está obligado a registrar cada día la realización de horas extraordinarias 
totalizándolas en el periodo fijado para el abono de las retribuciones, entregando copia 
del resumen al trabajador en el recibo correspondiente (art. 35.5 ET) y a los representantes 
de los trabajadores (DA 3ª RD 1561/1995). El incumplimiento de este deber de 
información constituirá infracción grave sancionable administrativamente (art. 7.5 
LISOS). Siguiendo con los límites establecidos en el ET hay que señalar que el número 
de horas extraordinarias comunes no podrá ser superior a 80 al año. En este sentido, el 
Gobierno podrá suprimir o reducir el número máximo de horas extraordinarias por tiempo 
determinado, con carácter general o para ciertas ramas de actividad o ámbitos territoriales, 
para incrementar las oportunidades de colocación de los trabajadores en paro forzoso (art. 
35.2 ET). En cuanto a los trabajadores que por la modalidad o duración de su contrato 
realizasen una jornada en cómputo anual inferior a la general en la empresa, el número 
máximo de horas extraordinarias se reducirá en la misma proporción que exista entre tales 
jornadas (art. 35.2 ET). De tal modo que el número de horas extraordinarias que se podrá 
realizar por los trabajadores a tiempo parcial “será el legalmente previsto en proporción 
a la jornada pactada” (art. 12.4.c) ET).  
 
El número máximo de horas extraordinarias constituye un mínimo de derecho 
necesario y no podrá superarse. No obstante, a efectos del citado tope no se computan las 
horas extraordinarias que se compensen con descanso, pues en ese caso no hay 
propiamente un incremento del número de horas, sino una forma distinta de distribución 
irregular de la jornada, ni las horas extraordinarias estructurales. En cambio, sí que 
computan las horas cuyo descanso compensatorio se produzca más allá de la duración de 
los cuatro meses en virtud de una interpretación en sentido contrario del art. 35.2. 2º ET. 
La cuestión no resulta tan clara si el convenio colectivo o el acuerdo individual establecen 
un periodo en el que llevar a cabo el descanso compensatorio que va más allá de los 
citados cuatro meses657. 
 
Las horas extraordinarias que excedan del citado tope se abonarán con las 
compensaciones que en cada caso se establezcan en los términos señalados a 
continuación, sin perjuicio de la sanción a imponer al empresario. En efecto, en cuanto a 
                                                          
657 Lopéz-Tarruella Martínez, F., “La nueva regulación del calendario laboral y las horas extraordinarias en 





la retribución, el vigente art. 35.1 ET posibilita que mediante convenio colectivo o 
contrato individual se opte entre abonar las horas extraordinarias en la cuantía que se fije 
o compensarlas por tiempos equivalentes de descanso retribuido. En ausencia de pacto 
expreso en el sentido indicado, la ley establece que las horas extraordinarias se 
compensarán mediante descansos dentro de los cuatro meses siguientes a su 
realización658. El momento en que han de disfrutarse esos descansos ha de fijarlo la propia 
fuente que haya realizado la opción (convenio colectivo o contrato de trabajo). Si no se 
ha efectuado dicha opción, la regla supletoria del ET exige que la compensación se haga 
“dentro de los cuatro meses siguientes” (art. 35.1 ET). Ese mismo plazo se aplicará 
cuando el convenio o contrato hayan optado expresamente por la compensación en 
descansos, pero no se establezca nada sobre el plazo en que ha de efectuarse. Se trata, por 
lo tanto, de una regla supletoria, no de un mínimo de derecho necesario. Por lo que es 
posible pactar que la compensación se efectúe en periodos de tiempo mayores. No 
obstante, ha de tenerse en cuenta que, a efectos del límite máximo de horas extras, las 
horas así compensadas han de serlo dentro de los cuatro meses siguientes a su realización 
(art. 35.2 ET). Tampoco se dice nada acerca de si es o no posible hacer la compensación 
con anterioridad a la efectiva realización de la hora extra659.   
 
Cuando en el pacto se opte por la retribución debe también fijarse la cuantía, que en 
ningún caso podrá ser inferior al valor de la hora ordinaria, salvo en el caso de las horas 
extraordinarias que lo sean por exceso de la jornada máxima convencional, sin sobrepasar 
la máxima legal, siempre que el convenio así lo establezca660. Dicho valor comprende 
todos los conceptos retributivos que se generan por una hora de trabajo ordinario, 
realizado en las mismas condiciones. Y así, el valor de la retribución de la hora ordinaria 
                                                          
658 Del texto del precepto citado se entiende que: 1) la Ley manifiesta una clara preferencia por la 
compensación de las horas extras por descansos retribuidos equivalentes. Se trata de una opción 
influenciada por la política de empleo. Las horas extraordinarias compensadas por descanso no suponen un 
aumento de la jornada de trabajo del trabajador y no inciden negativamente en las posibilidades de reparto 
de trabajo; 2) Pese a esa preferencia de la norma, es a la autonomía colectiva a la que corresponde en primer 
lugar efectuar la opción entre el pago retribuido y la compensación por descanso. La Ley sólo impone el 
descanso con carácter supletorio, cuando nada se haya establecido en el convenio colectivo; 3) la misma 
posibilidad de optar por uno u otro sistema de retribución, desplazando la regla supletoria del ET, la tiene 
el contrato de trabajo. No obstante, esa posibilidad de intervenir es “en defecto” del convenio colectivo. 
Las partes del contrato sólo podrán pactar dicha opción cuando el convenio no haya efectuado la opción o 
cuando el propio convenio remita la decisión a la autonomía individual. Véase Martín Valverde, A. y García 
Murcia, J. Tratado práctico de Derecho del Trabajo, Vol. II, Navarra: 2008, Thomson Aranzadi, págs. 
1568 y ss. 
659 Cruz Villalón et. Al., Comentarios al ET, op.cit., pág. 451. 




debe comprender el salario base y todos los complementos salariales que correspondan a 
la ejecución normal del trabajo, excluyendo sólo aquellos complementos salariales que 
retribuyan circunstancias concretas de la prestación del trabajo (festivos, horario 
nocturno, plus de peligrosidad, etc.) que no concurran en las concretas horas 
extraordinarias de cuya retribución se trate661. Dividiendo el importe anual del salario 
ordinario por el total de las horas de trabajo anuales pactados o establecidos (descontando 
del calendario laboral los días que por disposición legal o convencional no se trabajan, 
como son los correspondientes a las vacaciones, festivos u otros días en que no se trabaja 
y a los permisos legales o pactados), se obtiene la realidad de cuál sea el valor de la hora 
ordinaria662. 
 
El pago específico de las horas extraordinarias es posible sustituirlo a través del pacto 
de salario global, con el que se acuerda que la retribución del trabajador se efectuará a 
través de una cantidad única, sin distinción de conceptos, que comprende todas las 
partidas a las que tenga derecho por su prestación. En el caso del trabajo extraordinario, 
éste se incluiría con independencia de que efectivamente tuviese o no lugar663. La 
compensación de las horas extraordinarias, por otro lado, se entiende, en principio, sin 
perjuicio de la que corresponda en caso de que se invadan periodos de descanso legal o 
convencionalmente establecidos. En el caso de que se hubiesen trabajado horas 
extraordinarias en número superior al máximo permitido, el trabajador tendrá no obstante 
derecho a su abono en la cuantía pactada, para evitar el enriquecimiento injusto del 
empresario, pudiendo el mismo ser sancionado administrativamente por constituir dicha 
práctica una infracción empresarial grave (art. 7.5. LISOS)664. 
                                                          
661 En este sentido véase: SSTS de 30 de abril de 2012 (Rec. 3815/2011) y 3 de mayo 2012 (Rec. 
2412/2011). 
662 Así se establece en STS de 26 de julio de 2011 (Rec. 3688/2010). 
663 Para los tribunales tal acuerdo es lícito siempre que de su aplicación no resulte una retribución inferior 
a la que correspondería legalmente de aplicar los distintos conceptos por separado (STS de 12 de febrero 
de 1983 (RJ 1983,583)). También es posible que el pago del trabajo se efectúe a través de complementos 
que no atienden a la cantidad de horas trabajadas, sin a las características de un concreto puesto de trabajo. 
Se trata de puestos que por su naturaleza exigen con frecuencia la prestación de servicios fuera de la jornada 
ordinaria. En tales casos el complemento viene a compensar esa mayor disponibilidad del trabajador y ya 
incluye la retribución de las horas extras que se puedan realizar, tengan o no éstas lugar. La licitud de tales 
complementos depende también aquí de que la retribución resultante no sea inferior a la que deriva de la 
aplicación de las reglas del art. 35 ET. Suele plantearse esta situación en algunos complementos de 
disponibilidad que no se limitan a retribuir el periodo de puesta a disposición, sino también, las hipotéticas 
horas extras que pueden realizarse en caso de ser llamado efectivamente el trabajador (STS de 17 de 
noviembre de 1998, (RJ 1998, 9753)).  Véase al respecto Martín Valverde, A., García Murcia, J., Tratado 
práctico de Derecho del Trabajo, op.cit., pág. 1571. 




La compensación por descanso constituye el sistema de compensación preferido por 
la norma, si bien se deja libertad para optar por él o no a la autonomía colectiva e 
individual. No obstante, se potencia su utilización no computando a efectos de los límites 
máximos de horas extraordinarias las que sean compensadas por descansos. Como se ha 
mencionado anteriormente, el descanso ha de ser retribuido y de duración al menos 
equivalente a las horas extraordinarias realizadas (art. 35.1 ET). No obstante, nada impide 
que en el convenio o en el contrato se pacte a favor del trabajador la compensación por 
descansos de mayor duración. No parece admisible la posibilidad de que se establezca 
una compensación por tiempo de descanso inferior al equivalente trabajado como 
extraordinario, en ninguno de los convenios colectivos estudiados se fija el valor de la 
hora extraordinaria por debajo del valor de la hora ordinaria de trabajo665. 
 
La retribución por horas extraordinarias tiene una entidad jurídica propia, de modo 
que debe considerarse independientemente a los efectos de compensación y absorción de 
salarios. Quiere decirse con ello que, si se ha fijado para dichas horas una retribución 
superior a la del trabajo ordinario, no cabe que esa mayor retribución sea absorbida por 
un incremento en el salario correspondiente al trabajo ordinario666. Añadir también, que 
se estima nula, por cuanto supone renuncia de derechos, la cláusula contenida en un 
contrato de trabajo consistente en compensar las horas extraordinarias realizadas por un 
complemento fijo mensual por flexibilidad de jornada667. 
  
El Comité Europeo de Derechos Sociales en sucesivos informes de conclusiones, 
2007, 2010 y 2015 se ha manifestado acerca de la remuneración de las horas 
extraordinarias, y al respecto dice que lo dispuesto en el ET no se ajusta al art. 4.2 de la 
Carta Social Europea porque el ET no garantiza la concesión de una remuneración 
                                                          
665 Montoya Melgar, et. Al., Comentarios al ET, op.cit., pág. 424, se dice al respecto que “para determinar 
el número de horas compensadas en descanso hay que calcular cuál era la jornada total que correspondía 
realizar al trabajador durante ese periodo y restar de ella el número de horas ordinarias trabajadas. La 
diferencia será el número de horas compensadas en descanso (STSJ Castilla y León, Valladolid, de 19 de 
diciembre de 2004 (AS 2005,3328)”. 
666 Es decir, cuando la compensación económica de hora extraordinaria comprende un incremento sobre la 
hora ordinaria, pero se opta por el descanso compensatorio, los trabajadores no perciben retribución alguna 
por la hora extraordinaria, sino que sustituyen ese exceso de jornada por un descanso superior que se 
remunera en la misma cuantía que si se hubiera desarrollado la jornada ordinaria (en este sentido, STSJ 
País Vasco de 28 de septiembre de 2004 (AS 2004,3719). 
667 Véase STSJ Andalucía, Málaga de 29 de marzo de 1999 (AS 1999, 589), en García Ninet, J.I., Derecho 




incrementada o de un descanso compensatorio de mayor importancia para las horas 
extraordinarias668. 
 
El otro tipo de horas extraordinarias establecido en la norma son las horas 
extraordinarias por fuerza mayor. De tal modo, con la finalidad de protección de personas 
y de cosas, excepcionalmente, la Ley prevé la obligatoriedad de realización de horas 
extraordinarias, retribuidas o compensadas del mismo modo que las comunes. El art. 35.3 
ET define las horas extraordinarias por fuerza mayor como “aquellas trabajadas para 
prevenir o reparar siniestros y otros daños extraordinarios y urgentes”. Estas horas 
extraordinarias no computan ni a efectos de la jornada máxima ni del tope máximo de 
horas extraordinarias autorizadas y pueden ser realizadas incluso por los trabajadores 
nocturnos y minusválidos que trabajen en centros especiales de empleo, como se ha hecho 
referencia anteriormente. Dado su carácter excepcional, la jurisprudencia ha señalado la 
necesidad de una interpretación restrictiva de los supuestos previstos.  
 
Los requisitos de forma general, que han de cumplirse para que una hora 
extraordinaria sea calificada como de fuerza mayor son los siguientes669. En primer lugar, 
que el daño que se trate reparar sea inevitable. En segundo lugar, que sea imprevisible y 
no imputable al empresario. Es decir, ha de tratarse de un caso de estricta fuerza mayor, 
lo que implica que ha de tratarse de un riesgo externo, ajeno a la actividad productiva 
empresarial. Quedando fuera el caso fortuito, que es aquel riesgo interno o relacionado 
con la actividad productiva de la empresa. Se considera que el caso fortuito, al ser interno, 
es previsible e imputable, aunque sólo sea de forma objetiva, al empresario. Así no 
constituyen fuerza mayor, al ser previsibles, por ejemplo, las interrupciones del 
suministro eléctrico pactadas con la compañía suministradora en el marco de un “Contrato 
Ahorro”670.  
 
Y, en tercer lugar, los convenios colectivos pueden ejemplificar los supuestos en que 
se consideran que existe fuerza mayor, pero en ningún caso deberán otorgar esa 
calificación a horas que no reúnen los requisitos derivados de la Ley. Ello puede obligar 
                                                          
668 En el caso de España, las conclusiones, seguimiento de las mismas, y decisiones del Comité 
gubernamental se encuentran en: 
http://hudoc.esc.coe.int/eng/#{"ESCStateParty":["ESP"]} 
669  Cruz Villalón, et.al., Comentarios al ET, op.cit., pág. 452-453. 




a matizar las afirmaciones de algunos convenios colectivos. Es frecuente que en la 
negociación se señalen como de fuerza mayor las horas necesarias para evitar la pérdida 
de materias primas. Lo más conforme a la Ley es interpretar en tales casos que dicha 
consideración procederá exclusivamente cuando la pérdida no sea consecuencia de 
riesgos internos de la actividad productiva. Lo mismo sucede con las cláusulas 
convencionales que consideren causas de fuerza mayor las averías o puesta a punto de la 
maquinaria o los problemas de suministro de la materia prima671.  
 
El régimen jurídico de las horas por fuerza mayor tiene una serie de características. 
En primer lugar, son de obligada realización para el trabajador. Es decir, estas horas 
trabajadas para prevenir o reparar siniestros u otros daños extraordinarios y urgentes son 
obligatorias para el trabajador y su realización habrá de prolongarse tanto como lo exija 
la situación de prevención o reparación, si bien, en todo caso, hasta el límite de sus 
posibilidades físicas. No cabe duda de que como señala tanto la doctrina judicial672 como 
jurisprudencial673, nos encontramos en presencia de una derivación del deber de buena fe 
que pesa sobre el trabajador en orden del cumplimiento de sus obligaciones, como puede 
ocurrir ante supuestos de fuerza mayor en los que resulta razonable que el trabajador deba 
prestar su actividad más allá de lo que correspondería a su jornada normal. Sin embargo, 
la apreciación de si concurre o no el supuesto de hecho que la legitima ha de afrontarse 
con criterios restrictivos. Y, en este sentido, la urgencia y necesidad de los trabajadores 
que obliga al trabajador no se produce cuando se está ante meros trabajos extraordinarios 
y urgentes no causados por siniestro o por daños.  
 
En segundo lugar, las horas extraordinarias por fuerza mayor no se tienen en cuenta 
“a efectos de la duración máxima de la jornada ordinaria laboral, ni para el cómputo del 
número máximo de horas extraordinarias autorizadas” (art. 35.3 ET). En tercer lugar, su 
remuneración o compensación se hace igual que para las horas extraordinarias comunes 
(art. 35.3 ET). En cuarto lugar, en principio es al empresario al que corresponde decidir 
cuándo se produce una situación de fuerza mayor, sin perjuicio de su posterior control. 
No obstante, como se ha señalado anteriormente, si las circunstancias del caso lo permiten 
habrá de acreditar la existencia del estado de necesidad. Los convenios colectivos pueden 
                                                          
671 Martín Valverde, A., García Murcia, J., Tratado Práctico de Derecho del Trabajo, Vol. II, op.cit., pág. 
1563-1564. 
672 STSJ de Cantabria de 5 de junio de 2002 (AS 2002, 1883). 




establecer mecanismos de control de esta eventualidad por parte de los representantes de 
los trabajadores. En quinto lugar, “la jornada de cada trabajador se registrará día a día y 
se totalizará en el periodo fijado para el abono de las retribuciones, entregando copia del 
resumen al trabajador en el recibo correspondiente” (art. 35.5 ET).  Y, por último, se trata 
de un mecanismo de control individual de la realización de horas extras, y debe hacerse 
notar que lo que se registra es la jornada, por lo tanto, deben consignarse todas las horas 
trabajadas, sean ordinarias o extraordinarias. Tal y como se verá más adelante, el 
incumplimiento de la obligación de registro, como formal o documental que es, puede ser 
considerado como una infracción administrativa leve (art. 6.6 LISOS). Por otra parte, 
nada impide que en la negociación colectiva puedan establecerse mecanismos específicos 
de control. Reglamentariamente se impone [DA 3ª b) RD 1561/1995] al empresario la 
obligación de informar mensualmente a los representantes de los trabajadores “de las 
horas extraordinarias realizadas por los trabajadores, cualquiera que sea su forma de 
compensación, recibiendo a tal efecto copia de los resúmenes a que se refiere el apartado 
5 del art. 35 ET”. El incumplimiento de esta obligación podría constituir una infracción 
de los derechos de información, audiencia y consulta de los representantes de los 
trabajadores y de los delegados sindicales (art. 7.7 LISOS). 
 
Los convenios colectivos estudiados tienden a regular y precisar las horas 
extraordinarias674. En primer lugar, respecto de los convenios de empresa, decir que 
algunos de ellos establecen dentro de su articulado que las partes firmantes de los 
convenios se han de comprometer a realizar las actuaciones pertinentes para reducir las 
horas extraordinarias al mínimo imprescindible675. En cuanto a la distinción entre horas 
extraordinarias para prevenir o reparar siniestros u otros daños extraordinarios o urgentes 
de fuerza mayor, de las horas llamadas extraordinarias estructurales, sólo el Convenio 
Colectivo de Repsol realiza esta diferenciación676. Por su parte, y a diferencia del resto 
                                                          
674 Para un conocimiento más amplio sobre la regulación de las horas extraordinarias en la negociación 
colectiva véase Goerlich Peset, J.M. (coordinador), Tiempo de trabajo en la negociación colectiva, op.cit., 
pág. 247. 
675 Esto es el caso de los convenios colectivos de empresa de Iberdrola, BOE 25 de septiembre de 2015, 
nº230, Resolución de 14 de septiembre (art. 39), de Repsol, BOE de 11 de junio de 2015, nº 139, Resolución 
de 26 de mayo (art.34), de Telefónica, BOE de 21 de enero de 2016, nº 18, resolución de 28 de diciembre 
(art. 53). 
676 De tal forma, según el art. 34 del Convenio Colectivo de Repsol, BOE 11 de junio de 2015, nº 139, se 
dice que: “no se tendrán en cuenta a efectos de duración máxima de la jornada ordinaria laboral, ni para el 
cómputo del número máximo de las horas extraordinarias autorizadas, el exceso de las trabajadas para 
prevenir o reparar siniestros u otros daños extraordinarios y urgentes de fuerza mayor, sin perjuicio de su 
abono como si se tratara de horas extraordinarias”, por otro lado, “se consideran horas extraordinarias 




de convenios colectivos de empresa estudiados, el Convenio de Ford menciona las horas 
extraordinarias voluntarias, siendo “aquellas horas extras que se realizarán cuando las 
necesidades de fabricación lo requieran, y dicha realización será voluntaria para los 
trabajadores”677. El Convenio de Iberdrola y de Ford disponen que las horas 
extraordinarias se totalizarán mensualmente, entregando copia del resumen mensual al 
trabajador en la nómina correspondiente, e igualmente se comunicará a los Delegados 
Sindicales el listado de las horas extraordinarias realizadas en la empresa. Sin embargo, 
el Convenio de Repsol establece que el control de las horas extraordinarias se realizará 
de forma trimestral, siendo la representación sindical quién reciba tal información para 
estudiar las causas que la originan y proponer así las posibles soluciones para su 
reducción. El Convenio de Renfe establece la regulación de las horas extras en su 
normativa laboral. En general todos los convenios de empresa regulan el valor de la hora 
extraordinaria por encima de la hora ordinaria, aunque suelen decantarse por compensar 
las horas extraordinarias con descanso equivalente678.   
 
En segundo lugar, en cuanto a los convenios colectivos estudiados de sector, es 
llamativo que el único que no dispone nada sobre horas extraordinarias es el convenio de 
                                                          
a)incidencias en el turno provocadas por licencias retribuidas o incapacidad temporal derivada de 
enfermedad común o accidente; b) ausencia imprevista del relevo en el trabajo a turno; c) reparaciones 
perentorias y puestas en marcha siempre que se trate de instalaciones nuevas o que haya experimentado 
reformas sustanciales en el proceso o, en cualquier caso, concurran circunstancias extraordinarias o 
imprevisibles, siempre que no sean cubiertas por el procedimiento de flexibilidad horaria regulado en el 
art. 33.1.d). 
677 Art. 39.c) Convenio colectivo de Ford, BOE de 30 de mayo de 2014, nº 131, resolución de 21 de mayo 
de 2014. Este artículo además dispone que la producción en tiempo extra se hará, preferentemente, en 
sábados turno de mañana. De ser necesarias otras fórmulas se acordarán con el comité de empresa y se 
harán de forma voluntaria. 
678 Art. 53 Convenio colectivo Telefónica: “las horas extraordinarias, se abonarán con un incremento del 
75% sobre la hora ordinaria de trabajo si se realizan en días laborales y horario diurno; cuando se realicen 
en horario nocturno, domingo o festivo, se incrementarán un 100% sobre la hora ordinaria de trabajo. no 
obstante, podrá pactarse la compensación por tiempo de descanso, a razón de una hora por cada hora 
extraordinaria nocturna o en domingo o festivo en lugar de retribuirlas económicamente previo acuerdo de 
los trabajadores con la empresa”. Art. 39 del Convenio colectivo de Iberdrola establece que “el trabajador, 
podrá optar por su cobro o compensación con descansos de la forma regulada en el art. 37 de este mismo 
convenio”. El art. 34.3 del Convenio colectivo de Repsol dispone “(…) alternativamente a su abono como 
horas extraordinarias, éstas podrán compensarse, con descanso de idéntica duración y abono de una 
compensación económica de acuerdo con el Anexo 3, por cada hora extraordinaria trabajada, que en este 
caso no supondrá incremento de la jornada anual pactada”. Por su parte, el art. 21 del Convenio colectivo 
de Ford establece que “las horas realizadas en jornadas de producción extraordinarias a las que hace de 
referencia el art. 39.c) (cuando las necesidades de fabricación lo requieran, la dirección programará 
producción en tiempo extra cuya realización será voluntaria para los trabajadores), serán remuneradas a 
precio A, el resto de las horas extraordinarias serán remuneradas a precio B. El precio A será incrementado 
en línea con el incremento anual pactado para cada año. Y el precio B no tendrá ningún incremento durante 




la Banca679. El resto de convenios de sector sí disponen cláusulas correspondientes a las 
horas extraordinarios. Por ejemplo, el Convenio del sector de Saneamiento Público 
establece que serán “horas extraordinarias todas aquellas pactadas en los convenios 
colectivos de ámbito inferior que se realicen por encima de la jornada ordinaria pactada 
o legalmente establecida, además el valor de cada hora extraordinaria se negociará para 
cada grupo profesional en los convenios de ámbito inferior, pero en ningún caso su valor 
será inferior al valor de la hora ordinaria”. Además, este convenio de sector regula 
expresamente que la realización de las horas extraordinarias no estructurales será de libre 
aceptación por parte de los trabajadores; por otra parte, el convenio de saneamiento 
público regula las horas estructurales y las define como todas aquellas que se precisen 
para la finalización de los servicios, concretadas por la prolongación de tiempos que se 
realicen, motivados bien sea por ausencias imprevistas, bien por procesos puntas de 
producción no habituales y otras situaciones estructurales derivadas de la naturaleza del 
trabajo que se trata, siendo su ejecución obligatoria para el personal680. Por su parte, el 
Convenio colectivo del sector de la Construcción dice que “las horas extraordinarias, en 
todo caso y por su naturaleza, serán voluntarias de acuerdo con las disposiciones vigentes, 
excepto las que tengan su causa en fuerza mayor”. Considerando como hora extra, 
además, las que tengan su causa por pedidos o puntas de producción, ausencias 
imprevistas, cambio de turno y pérdida o deterioro de la producción, o por cualquier 
circunstancia que altere el proceso normal de producción. El otro requisito o límite que 
impone este convenio es que el número de horas extraordinarias máximo de cada 
trabajador es de ochenta al año, sin contar las que tengan como causa los supuestos de 
fuerza mayor. Sin embargo, las horas extraordinarias compensadas con descanso no 
computarán para el límite fijado de ochenta horas. En cuanto a la retribución de las horas 
extras, el convenio del sector de la construcción establece que se fijará distinguiendo entre 
categorías o niveles en los convenios colectivos de ámbito inferior681.  
 
El Convenio colectivo del Sector Textil, al igual que algunos de los convenios de 
empresa estudiados, dispone que se intentarán reducir al mínimo las horas 
extraordinarias, para ello suprimen las horas extraordinarias habituales, sólo se realizarán 
                                                          
679 BOE de 15 de junio de 2016, nº 144, Resolución de 1 de junio de 2016. 
680 Arts. 37 y 38 del Convenio colectivo del Sector del Saneamiento Público, BOE de 30 de julio de 2013, 
nº 181, Resolución de 17 de julio de 2013. 
681 Arts. 63 y 64 del Convenio colectivo del Sector de la Construcción, BOE de 15 de marzo de 2012, 




las horas extraordinarias exigidas por necesidades de reparar siniestros, daños 
extraordinarios y urgentes, así como los casos de riesgo de pérdida de materias primas, y 
se mantendrán, salvo la posibilidad de contratación temporal o parcial de personal 
legalmente establecida, las horas extraordinarias necesarias para atender pedidos, para 
cubrir periodos punta de actividad, ausencias imprevistas, cambios de turno u otras 
circunstancias de carácter estructural. Este convenio no dispone particularidad alguna 
sobre la retribución de las horas extraordinarias682. 
 
El Convenio colectivo del Sector de la Industria Química también dispone dentro de 
su articulado que “ante la grave situación de paro existente y con objeto de fomentar una 
política social solidaria que favorezca la creación de empleo, se acuerda la supresión de 
las horas extraordinarias habituales”, además, “se analizará en cada empresa la 
posibilidad de realizar nuevas contrataciones dentro de las modalidades de contratación 
vigentes en sustitución de las horas extraordinarias habituales”. Este convenio también 
distingue entre las horas extraordinarias de fuerza mayor siendo aquellas que vienen 
exigidas por las necesidades de reparar siniestros u otros análogos cuya no realización 
produzca evidentes y graves perjuicios a la propia empresa o a terceros, así como en caso 
de riesgo de pérdida de materias primas; y las horas extraordinarias necesarias por 
periodos punta de producción cuando estos son imprevisibles o su no realización 
produzca graves pérdidas materiales o de clientes y ello sea evidente, ausencias 
imprevistas, las necesarias para la puesta en marcha y/o paradas, cambio de turno, las de 
mantenimiento cuando no quepa la utilización de las distintas modalidades de 
contratación temporal o parcial previstas en la ley y su no realización lleve consigo la 
pérdida o el deterioro de la producción y en el supuesto de que su no realización suponga 
imposibilidad de reparar averías o garantizar la debida puesta en marcha de la producción. 
En todo caso, dicho convenio precisa que las horas extraordinarias son voluntarias, 
exceptuando aquellas cuyas no realización produzca a la empresa graves perjuicios o 
impida la continuidad de la producción y los demás supuestos de fuerza mayor. 
 
En cuanto a la cotización a la Seguridad Social de las horas extraordinarias, es preciso 
detallar las siguientes cuestiones. En el cálculo de la base reguladora, que sirve como 
módulo para calcular las prestaciones de Seguridad Social y que toma como referencia 
                                                          





las retribuciones globales percibidas por el trabajador, no se computan al cien por cien las 
correspondientes a las horas extraordinarias. Se trata de una “sanción” del ordenamiento 
a la utilización de dicha figura, considerada negativa desde el punto de vista de la creación 
de empleo683.  Para el cálculo de la base reguladora correspondiente a las contingencias 
comunes (enfermedad común y accidente no laboral) y a la contingencia por desempleo, 
no se incluyen las retribuciones de las horas extraordinarias (art. 270 LGSS). La 
realización de horas extras no sirve para mejorar las prestaciones que puedan 
corresponder por tales contingencias. Pero, por el contrario, las horas extraordinarias sí 
se tienen en cuenta para calcular la base reguladora de las contingencias profesionales 
(accidente de trabajo y enfermedad profesional)684. 
 
La base de cotización es la que se toma como referencia a la hora de calcular las 
cotizaciones debidas a la Seguridad Social. En principio, dicha base viene a coincidir con 
la base reguladora, de forma que se cotiza sobre las mismas cantidades que luego servirán 
de módulo para calcular las correspondientes prestaciones, por lo tanto, las cantidades 
que remuneran las horas extras se incluyen en la base de cotización de las contingencias 
profesionales [art. 147.2.e) LGSS], pero no en la de las comunes (art. 147.4 LGSS). Sin 
embargo, para la contingencia por desempleo no se sigue el mismo principio. En su base 
reguladora no se incluyen las horas extras, es decir, éstas no sirven para conseguir una 
mejor prestación por desempleo; pero sí computan a la hora de establecer la base de 
cotización, lo cual implica la obligación de pagar una mayor cuota (art. 115.Diez Ley 
48/2015 y art. 32.1 O ESS/106/2017). La medida responde a razones de política de 
empleo. También computan las horas extras en las bases de cotización correspondientes 
a los conceptos de formación profesional y FOGASA (art. 115.Diez Ley 48/2015, y art. 
32.1 O ESS/106/2017). 
 
Las horas extraordinarias cotizan dos veces, una como integrantes de la base de 
cotización de las contingencias profesionales, de desempleo, FOGASA y formación 
profesional; y otra como consecuencia de la existencia de una cotización adicional 
específica (art. 149 LGSS) destinada “a incrementar los recursos generales del sistema de 
                                                          
683 Recurso electrónico en Aranzadi Expertos, Thomson-Reuter, “Tiempo de trabajo: horas 
extraordinarias”, (DOC 2003/95). 
684  Por su parte, la jurisprudencia entiende que el hecho de superar el límite de 80 horas extraordinarias al 
año, no supone que no deban remunerarse y en consecuencia incluirse en el cálculo de la base reguladora 




la Seguridad Social” (art. 24 RD 20164/1995). Así pues, no se tiene en cuenta la misma 
para el cálculo de la base reguladora de ningún tipo de prestación. Para el 2017, se 
mantienen vigentes los tipos de cotización aplicados durante el 2016 (art. 115.Dos.3 Ley 
48/2015 y 5 O.EES/106/2017): uno general del 28,3% del que un 23,6% es a cargo de la 
empresa y un 4,7% es a cargo del trabajador; y otro para las horas por fuerza mayor del 
14% del que el 12% es a cargo del empresario y el 2% a cargo del trabajador. 
 
Ya no se prevé como antes un tipo especial reducido para las llamadas horas 
estructurales. Éstas cotizarán por el tipo general. Pierde sentido el párrafo segundo del 
art. 111 LGSS “la cotización adicional por horas extraordinarias estructurales que superen 
el tope máximo de las ochenta horas establecido en el art. 35.2 ET se efectuará mediante 
la aplicación del tipo general de cotización establecido para las horas extraordinarias”. 
Por todo lo visto, concluir diciendo que el régimen de horas extras ha sido el principal 
mecanismo de variabilidad para permitir al empresario una cierta adaptación del trabajo 
a las necesidades del mercado, el empresario puede aumentar la fuerza de trabajo 
disponible con el fin de hacer frente a los incrementos de la actividad productiva y puede 
hacer uso de este tiempo extra de trabajo en el momento en que más lo necesita. De tal 
forma, mediante el uso de las horas extraordinarias se alteran los aspectos cuantitativos y 
cualitativos de la jornada inicialmente pactada685.  
 
Como se ha visto en la evolución normativa del régimen de horas extraordinarias, la 
intervención legislativa en materia de horas extraordinarias ha tenido un carácter 
restrictivo, con el fin de proteger la seguridad y salud del trabajador y estimular la 
contratación (política de empleo). Pero la tendencia con las últimas reformas legislativas 
ha cambiado, flexibilizando el régimen jurídico de las horas extraordinarias. Son tres los 
límites para el recurso al trabajo extraordinario; el primero es contar con el 
consentimiento del trabajador, es decir, las horas extraordinarias son voluntarias, salvo 
que en convenio colectivo se haya pactado su obligatoriedad o salvo que el propio 
trabajador se haya comprometido a realizarlas en el contrato de trabajo, o bien sean por 
fuerza mayor; en segundo lugar, el número máximo de horas extraordinarias que se 
pueden realizar al año es de 80686. En este cómputo no se tienen en cuenta las horas 
                                                          
685 Véase Escudero Rodríguez, R., “Horas extraordinarias (en torno al art. 35 ET)”, Revista Española de 
Derecho del Trabajo, nº 100, 2000, págs. 746-748. 
686 Martínez Yáñez, N.M., “Las fuentes de la distribución irregular de la jornada tras las sucesivas reformas 




compensadas con descanso en los cuatro meses siguientes a su realización, ni las 
realizadas para prevenir siniestros, por ello, en la práctica ese límite de 80 horas al año 
puede quedar bastante relativizado; y por último, las horas extraordinarias se han de 
retribuir, como mínimo, como hora ordinaria o compensarse por descanso, no es necesaria 
ya una mayor compensación económica por la realización de la hora extraordinaria, 
aunque se mantiene su mayor cotización a la Seguridad Social687. 
 
Por lo tanto, este régimen legal permite al empresario disponer, si así lo pacta con el 
trabajador o con los agentes sociales, de una bolsa de 80 horas de trabajo adicional a la 
jornada pactada. La utilización de esta bolsa de horas no tiene porqué vincularse a la 
existencia de necesidades o causas que lo justifiquen y su coste para el empresario se 
limita al pago de la hora de trabajo efectivamente realizada. La flexibilidad es aún mayor 
en aquellos casos en que se acuerde la compensación de las horas por descanso. En este 
supuesto el empresario puede pactar la obligatoriedad de realizar 80 horas extraordinarias 
cada cuatrimestre del año que se compensan por tiempo de descanso equivalente en el 
siguiente cuatrimestre. Este sistema permite al empresario incidir de manera considerable 
en la distribución de la jornada688.  
 
Un análisis del contenido de los convenios colectivos demuestra que la negociación 
colectiva sigue aprovechando las amplias posibilidades que les concede el régimen 
jurídico de las horas extraordinarias para responder a las exigencias de flexibilidad de las 
empresas. Son muchos los convenios que contemplan como obligatoria la realización de 
horas extraordinarias, incluso sin justificar causalmente el recurso a las mismas. En 
cuanto a la retribución es habitual que el convenio mejore la hora ordinaria, aunque no 
sea necesario y hay también convenios que apuestan por la compensación por descanso, 
pero dejan en manos del empresario la decisión sobre el momento concreto de disfrute de 
descanso. No obstante, el recurso a horas extraordinarias siempre ha sido visto con cierto 
recelo por los posibles abusos que puede implicar y porque se entiende que es una medida 
que favorece poco el reparto del empleo. Por ello, numerosos convenios colectivos siguen 
                                                          
687 Al respecto, García-Perrote, E., “El favor por la flexibilidad interna en la ley 3/2012, de 6 de julio, de 
medidas urgentes para la reforma laboral”, en Regulación del Mercado Laboral, Lex Nova, Valladolid, 
2012, pág. 263-267. 
688 Rodríguez Sanz de Galdeano, B., Flexibilidad de la jornada laboral: mecanismos legales, 





recogiendo compromisos de reducción del número de horas extraordinarias, casi siempre 
por motivos de reparto de empleo689. 
 
Se prohíbe la realización de horas extraordinarias en una serie de supuestos. Es decir, 
no pueden realizar horas extraordinarias los trabajadores comprendidos entre los 16 y 18 
años (art. 6.3 ET); tampoco los trabajadores nocturnos, los que realizan entre las 10 de la 
noche y las 6 de la mañana, al menos 3 horas de su jornada diaria de trabajo o un tercio 
de su jornada anual (art. 36.1.2º ET); en el mismo sentido, están excluidos de realizar 
horas extraordinarias los minusválidos que trabajen en centros especiales de empleo [art. 
13 a) del RD 427/1999], salvo en el caso de que se trate de las horas por causa de fuerza 
mayor.; tampoco los trabajadores que estén disfrutando del permiso de maternidad a 
tiempo parcial [Disp. Adic. 1ª. 4 c) RD 295/2009], ni determinados trabajadores en 
trabajos considerados peligrosos (por ejemplo, OM de 31 de octubre de 1991, sobre 
trabajos con riesgo de amianto). 
 
3. Horas complementarias en el contrato a tiempo parcial  
 
Una muestra de la indecisión a la hora de legislar en determinadas materias es la del 
tratamiento otorgado a las horas extraordinarias en el caso de los contratos a tiempo 
parcial. Se trata de una legislación un tanto cambiante. En ese sentido, la primera norma 
que hizo referencia al tema, no se planteó en ningún momento que no se pudieran realizar 
horas extraordinarias en los contratos a tiempo parcial, como lo demuestra el art. 2.3 del 
RD 1991/1984, de 31 de octubre, según el cual, “el número de horas extraordinarias que 
se podrán realizar será la legalmente prevista en proporción a la jornada pactada”. La 
primera redacción del ET en 1980, en su artículo 12, establecía que “tendrán la 
consideración de horas extraordinarias a todos los efectos, incluidos los de Seguridad 
social, cada hora de trabajo que se realice por encima de la jornada de trabajo pactada en 
el contrato de trabajo”. Lo que da a entender que se admitía sin ningún tipo de traba la 
posibilidad de realizar horas extraordinarias690.  
 
                                                          
689 Ídem. 
690 Fernando Orrico, F.J., La contratación laboral a tiempo parcial y la Seguridad social, Lex Nova-




Esta situación se mantuvo, pese a cambiar la redacción en diversas ocasiones hasta 
que el art. 1.1 del RDL 15/1998 modificó el art. 12 ET de 1995, cuyo apartado 4.d) 
disponía que “los trabajadores a tiempo parcial no podrán realizar horas extraordinarias, 
salvo en los supuestos en los que se refiere el apartado 3 del art. 35. La realización de 
horas complementarias se regirá por lo dispuesto en el apartado 5 de este artículo”. Fue a 
partir de este momento cuando se creó la figura de las horas complementarias, que parece 
pretendían sustituir a las horas extras, quizá con la intención de poner algo de orden a las 
horas que sobrepasaran la jornada prevista en los contratos a tiempo parcial691.  
 
Esta situación se prolongó hasta que, nuevamente el art. 5 del RDL 2/2012 volvió a 
permitir la autorización de horas extraordinarias, que se prolongó por la Ley 3/2012692. Y 
de nuevo, la ahora vigente redacción del apartado 4.c, del art. 12 ET que procede de la 
modificación del art. 1.1 RDL 16/2013 en el anterior ET de 1995 establece expresamente 
que “los trabajadores a tiempo parcial no podrán realizar horas extraordinarias, salvo en 
los supuestos a los que se refiere el art. 35.3” del ET que se refiere a aquellas horas que 
excedan de las previstas en el contrato a tiempo parcial, para prevenir o reparar siniestros 
y otros daños extraordinarios y urgentes. Como consecuencia de lo anterior, en materia 
de Seguridad social, derogó expresamente693 el apartado de la disposición adicional 
séptima de la LGSS de 1994, que es la que regulaba las reglas sobre cotización por horas 
extraordinarias realizadas por los trabajadores contratados a tiempo parcial694. Se regresa 
por lo tanto a la normativa comprendida en los años, 1998 a 2012, en que estaba prohibida 
la realización de horas extraordinarias695. Sin embargo, parece que se ha querido mantener 
la modalidad de las horas complementarias de aceptación voluntaria por parte del 
trabajador696.  
                                                          
691 Casas Baamonde, M.E., “Los contratos de trabajo a tiempo parcial: contrato a tiempo parcial, contrato 
fijo discontinuo y contrato de relevo”, Revista española de derecho del trabajo, 100, 2000, Civitas, pág. 
416, en palabras de esta autora: “en esta transición, han sido múltiples los cambios producidos, ya hace más 
de una década se calificó ésta como una regulación particularmente estable, que no acaba de encontrar su 
necesaria acomodación a la realidad del trabajo a tiempo parcial ni al cumplimiento de los objetivos que se 
ha propuesto alcanzar en cada momento histórico”. 
692 Véase en tal sentido Gimeno Díaz de Atuari, P., “La recuperación de las horas extraordinarias en el 
trabajo a tiempo parcial”, AAVV., García-Perrote Escartín y Mercader Uguina (directores), La regulación 
del mercado laboral, Lex Nova, Valladolid, 2012, págs. 115-120. 
693 Por la disposición derogatoria única.1 del RDL 3/2013. 
694 Gómez Abelleira, F.J., “Las horas extraordinarias en el trabajo a tiempo parcial”, Aranzadi Social, 5, nº 
7, pág. 11. 
695 Véase García Pineiro, N.P., “El trabajo a tiempo parcial como prestación de servicios flexible, estable y 
de calidad”, op.cit. pág. 6/12. 
696 Rodríguez Piñero y Bravo Ferrer, Valdés Dal-Ré, Casas Baamonde, “Contratación a tiempo parcial y 




Como consecuencia de la supresión de las horas extraordinarias, salvo las horas 
extraordinarias en los supuestos a los que se refiere el art. 35.3 (art. 12.4.c) ET), en los 
contratos a tiempo parcial, cobra mayor relevancia la figura de las horas complementarias. 
El apartado 5 del art. 12 del ET contiene el régimen jurídico de la realización de horas 
complementarias, tanto pactadas como voluntarias, entendiendo que “se consideran horas 
complementarias las realizadas como adición a las horas ordinarias pactadas en el 
contrato a tiempo parcial”. Las horas complementarias, reguladas en el art. 12.5 ET, son 
aquellas “cuya posibilidad de realización haya sido acordada, como adición a las horas 
ordinarias pactadas en el contrato a tiempo parcial”. Es decir, son horas realizadas por 
encima de las horas ordinarias, en virtud de un pacto expreso entre el trabajador y la 
empresa. Las horas complementarias realizadas, en tanto incluidas en la jornada ordinaria, 
se retribuyen como ordinarias (art. 12.5. f) ET)697.  
 
Una vez expuesta de manera breve la evolución de las horas complementarias y 
extraordinarias en los contratos a tiempo parcial, es momento de detallar la regulación 
jurídica actual respecto a las horas complementarias de este colectivo de trabajadores. 
Como se ha hecho referencia en el capítulo quinto de esta tesis en relación a la jornada de 
trabajo de este colectivo es inferior a la de un trabajador a tiempo completo en situación 
comparable o a la ordinaria aplicable por convenio en la empresa o a la máxima legal 
ordinaria de cuarenta horas semanales, de acuerdo con lo establecido en el art. 12.1 ET. 
De tal forma que la jornada parcial no tiene tope máximo ni mínimo, pudiendo pactarse 
cualquiera, por escasa o elevada que sea, ajustándola exactamente a las necesidades de 
las partes. No obstante, se exige una jornada de trabajo no inferior a diez horas semanales 
en cómputo anual para que en el contrato a tiempo parcial puedan pactarse u ofrecerse la 
realización de horas complementarias (art. 12.5.b) ET)698. 
 
En consonancia con lo anterior, las horas complementarias son un porcentaje 
adicional de horas de trabajo sobre la jornada ordinaria pactada. La realización de horas 
complementarias es voluntaria, aunque se requiere para su realización un pacto expreso 
                                                          
697 En tal sentido, Fernández Orrico, F.J., La contratación laboral a tiempo parcial y la Seguridad Social, 
op.cit., pág. 84. 
698 Al respecto, Ojeda Avilés, A., “El contrato de trabajo a tiempo parcial”, en AAVV, Modalidades de 




entre el empresario y el trabajador699. Así lo exige el art. 12.5.a) ET que establece que “el 
empresario sólo podrá exigir la realización de horas complementarias cuando así se 
hubiera pactado expresamente con el trabajador”, sin que pueda acordarse por convenio 
colectivo o contrato individual. La concertación de dicho pacto es voluntaria, aunque una 
vez concertado, la realización de horas complementarias es obligatoria cuando sea 
requerida por el empresario”700. No obstante, el apartado g) de dicho precepto permite al 
trabajador renunciar al pacto de horas complementarias, siempre que haya transcurrido 
un año desde su celebración y mediante un preaviso de 15 días, por atender a las 
responsabilidades familiares del art. 37.5 ET, a las necesidades formativas, siempre que 
se acredite incompatibilidad horaria o incompatibilidad con otro trabajo a tiempo parcial. 
 
Con respecto a la obligatoriedad de las horas complementarias pactadas, se mantiene 
la misma regulación precedente, modificando la anterior exigencia de que el pacto se 
formalice por escrito en el modelo oficial que se estableciera, por la actual, de que 
simplemente se formalice por escrito, sin necesidad de someterse a un modelo previo 
oficial. Para que pueda formalizarse el pacto de horas complementarias, se exige que la 
jornada de trabajo del contrato a tiempo parcial no sea inferior a diez horas semanales en 
cómputo anual701. El RDL 16/2013 elevó el límite de horas complementarias, de manera 
que con la nueva redacción “el número de horas complementarias pactadas no podrá 
exceder del 30% de las horas ordinarias de trabajo objeto del contrato702. Los convenios 
colectivos podrán establecer otro porcentaje máximo703, que, en ningún caso, podrá ser 
inferior al 30% ni exceder del 60% de las horas ordinarias contratadas. 
 
                                                          
699 Tradicionalmente tan solo se admitían estas horas complementarias en los contratos a tiempo parcial de 
carácter indefinido, en la actualidad se ha suprimido y pueden realizarlas tanto trabajadores indefinidos 
como los temporales, aunque para el empresario pueda ofrecer unilateralmente horas complementarias se 
exige que el contrato sea indefinido. 
700 Sin embargo, hay que tener en cuenta que según se establece el art. 12.5.h) ET, el pacto de las horas 
complementarias y las condiciones de su realización están sujetos al cumplimiento de los requisitos legales 
establecidos, y en su caso, al régimen previsto en el convenio colectivo. Por consiguiente, “en caso de 
incumplimiento de tales requisitos y régimen jurídico, la negativa del trabajador a la realización de las horas 
complementarias, pese a haber sido pactadas, no constituirá conducta laboral sancionable”. 
701 La normativa anterior establecía que sólo se podía formalizar el citado pacto de horas complementarias 
“en el caso de contratos a tiempo parcial de duración indefinida”. 
702 La anterior redacción del art. 1.6 de la Ley 12/2001, de 9 de julio, establecía que no podía exceder del 
15% de las horas ordinarias del contrato de trabajo. 
703 A diferencia de la normativa anterior, la actual redacción no distingue entre el ámbito de los convenios 
colectivos, pues en la anterior redacción solo se consideraba la posibilidad de establecer otro porcentaje a 




También se reduce el tiempo de preaviso al trabajador en la realización de las horas 
complementarias pactadas, de modo que “el trabajador deberá conocer el día y la hora de 
realización de las horas complementarias pactadas con un preaviso mínimo de tres días 
(en la normativa anterior el preaviso era de siete días), salvo que en convenio establezca 
un plazo de preaviso inferior”. Es posible, igual que establecía la normativa anterior, que 
el pacto de horas complementarias pueda quedar sin efecto por renuncia del trabajador, 
mediante un preaviso de quince días, una vez cumplido un año desde su celebración. Pero 
para ello la norma exige que concurra alguna de las siguientes circunstancias: a) la 
atención de las responsabilidades familiares del art. 37.5 ET; b) por necesidades 
formativas, siempre que se acredite la incompatibilidad horaria704, y c) por 
incompatibilidad con otro contrato a tiempo parcial. En caso de incumplimiento de las 
reglas del pacto de horas complementarias, la negativa del trabajador a la realización de 
las horas complementarias, pese a haber sido pactadas, no constituirá conducta laboral 
sancionable.  
 
La novedad del contrato a tiempo parcial en el RDL 16/2013, es la aparición de un 
nuevo tipo de horas complementarias, las denominadas como de aceptación voluntaria 
por parte del trabajador. Según el art. 12.5.g) ET “sin perjuicio del pacto de horas 
complementarias, en los contratos a tiempo parcial de duración indefinida con una jornada 
de trabajo no inferior a diez horas semanales en cómputo anual, el empresario podrá, en 
cualquier momento, ofrecer al trabajador la realización de horas complementarias de 
aceptación voluntaria, cuyo número no podrá superar el 15%, ampliables al 30% por 
convenio colectivo, de las horas ordinarias objeto del contrato. La negativa del trabajador 
a la realización de estas horas no constituirá conducta laboral sancionable705.  
 
Estas horas complementarias no se computarán a efectos de los porcentajes de horas 
complementarias pactadas que se establecen en la letra c) del art. 12 ET. La consecuencia 
de ello es que se podría llegar a dar el caso de que existieran horas complementarias 
pactadas (máximo 60% de las ordinarias por convenio colectivo) y de aceptación 
voluntaria (máximo del 30% de las ordinarias por convenio colectivo). En total podría 
llegarse a realizar entre ambas variantes de horas complementarias, hasta un 90% de las 
                                                          
704 La actual redacción suprime la alusión a la forma en que se determine reglamentariamente las 
necesidades formativas, bastando que exista necesidad formativa y que haya incompatibilidad horaria. 
705 Recurso electrónico: Aranzadi Experto, “Modalidades de contrato: contratos de trabajo a tiempo parcial 




horas ordinarias, lo que supone un porcentaje excesivo si la jornada fuera superior al 10% 
de la jornada de trabajo a tiempo comparable, como señala el art. 12.1 ET, pues excedería 
incluso el de un trabajo a jornada completa706. Nos encontramos ante una figura diferente 
a las horas complementarias pactadas, y de forma indirecta establece que ambas 
modalidades son compatibles al señalar, que “sin perjuicio del pacto de horas 
complementarias el empresario podrá en cualquier momento, ofrecer al trabajador la 
realización de horas complementarias de aceptación voluntaria”. Para ello se exige que el 
contrato a tiempo parcial sea de duración indefinida (al igual que en la anterior normativa 
respecto a las horas complementarias pactadas) y además que la jornada de trabajo sea al 
menos de diez horas semanales en cómputo anual707. 
  
Respecto a la distribución y preaviso de las horas complementarias, el trabajador 
deberá conocer el día y la hora de realización de las horas complementarias pactadas con 
al menos tres días de preaviso, salvo que por convenio colectivo se establezca otro 
preaviso inferior. No parece posible el establecimiento de cláusulas de determinación 
variable del tiempo de trabajo a demanda de la empresa más allá de lo que permiten las 
horas complementarias, no obstante, se abre la posibilidad de que el empresario ofrezca 
en cualquier momento al trabajador la realización de horas complementarias de 
aceptación voluntaria hasta un 15% de las horas ordinarias, o de un 30% si así se establece 
en convenio colectivo, siempre que se trate de contratos a tiempo parcial de duración 
indefinida y la jornada diaria de trabajo no sea inferior a diez horas a la semana en 
cómputo anual708. Fuera de las horas complementarias, seguramente no es posible el 
establecimiento de cláusulas de determinación variable del tiempo de trabajo a demanda 
de la empresa, debiendo quedar fijada la jornada y su concreta distribución en cada unidad 
de tiempo en el contrato de trabajo709. 
 
Por último, es interesante destacar la sentencia del Tribunal Superior de Justicia de 
Galicia710 en la que se resuelve que un trabajador a tiempo parcial al que la empresa le va 
ampliando su jornada por periodos mensuales durante casi cuatro años, consolida dicha 
                                                          
706 Fernández Orrico, F.J., La contratación laboral a tiempo parcial (…), op.cit. pág. 84. 
707 Cruz Villalón, et.al., Comentarios al ET, pág. 184. 
708 Cruz Villalón, et.al., Comentarios al ET, op.cit. pág. 185. 
709 En este sentido, entre otras, STSJ Baleares de 26 de octubre de 1995 (AS 1995/3633); STSJ La Rioja de 
15 de noviembre de 1995 (AS 199, 4246). 




jornada de manera que una posterior reducción debería llevarse a cabo mediante el 







  CAPÍTULO VII: REDUCCIONES COYUNTURALES DE LA JORNADA DE 
TRABAJO 
 
Existen diversas vías por las que el trabajador puede desempeñar su actividad laboral 
a jornada reducida, bien por motivos de prevención de riesgos laborales y tutela de la 
salud en ciertos tipos de trabajos, bien por ser la propia modalidad contractual la elegida 
por las partes, ya sea inicial o sobrevenido (por ejemplo, jubilación parcial), bien por 
intereses particulares del trabajador o por protección de la mujer víctima de violencia de 
género o víctimas del terrorismo, bien por causas técnicas, organizativas o productivas, 
de manera temporal o transitoria, bien, por último, por motivos de conciliación de la vida 
laboral o familiar. En este capítulo se va a abordar la reducción de jornada habilitada a 
través del art. 47 ET, la modificación sustancial de condiciones de trabajo regulada en el 
art. 41 ET y las distintas reducciones de jornada basadas en circunstancias familiares del 
trabajador que responden al principio de conciliación del trabajo con la vida familiar, en 
atención al objetivo de la flexibilidad interna en la ordenación del tiempo de trabajo.  
 
1. Reducción de jornada por ajuste temporal del empleo en la empresa 
 
La razón o posibilidad de una reducción de la jornada de trabajo como medida de 
flexibilidad interna en momentos de crisis económica es bastante reciente. Esta medida 
se ha planteado desde las instituciones comunitarias, como desde los gobiernos de 
determinados países de la UE, como alternativa a los despidos en las recientes crisis 
económicas que se han producido. En términos generales, consiste en reducir 
temporalmente el tiempo de trabajo con la consiguiente reducción de los salarios de los 
trabajadores, y evitar así los despidos, ya que lo que se pretende es reducir el coste laboral 
de los empresarios y evitar despidos innecesarios, al mismo tiempo que se evita prescindir 
de personas con elevadas capacidades y competencias en su desempeño. En las 
reducciones de jornada de trabajo ligadas a un proceso de reestructuración, como medida 
de ajuste de empleo, puede pensarse que sólo se satisfacen intereses empresariales, dado 
que la empresa atraviesa por una situación de crisis que obliga a adoptar una medida de 
este tipo, ahora bien, al mismo tiempo los intereses del trabajador son relativamente 
colmados, ya que al empleado le debe interesar tener una jornada de trabajo reducida 
antes que ser expulsado del mercado de trabajo. No obstante, esto no impide que exista 




jornada de trabajo y su retribución acaba afectando de forma importante al empleo del 
trabajador, al extremo de que se puede convertir en marginal. Por ello es, que el 
empresario al aplicar esta medida tendrá que valorar los efectos que recaen sobre los 
trabajadores y, en su caso, tratar de minimizar los perjuicios que origine711. 
 
Con anterioridad a los procesos de reforma laboral derivados de la actual crisis 
económica iniciados en 2010, el art. 47 del ET tenía una densidad notablemente más 
ligera que la del actual art. 47 ET. Primero, porque se limitaba a remitirse al 
procedimiento establecido para el despido colectivo, excepto en lo referente a las 
indemnizaciones, que no procedían, a exigir que las causas fueran coyunturales, y a 
aligerar un plazo y la documentación exigida. La regulación se contemplaba con la 
suspensión por fuerza mayor, también con la remisión al despido colectivo. Y, segundo, 
porque no se contemplaba la posibilidad de reducción de jornada por causas económicas, 
técnicas, organizativas, o de producción712. 
 
Como indica la doctrina, las suspensiones contractuales y reducciones de jornada han 
sido objeto de fomento como medidas de flexibilidad interna negociada en las recientes 
reformas laborales, con manifiesta influencia del modelo alemán de reducción de jornada, 
en un intento de configurar alternativas a la extinción contractual en las situaciones de 
crisis empresarial713. Una de las primeras medidas legislativas adoptadas una vez 
                                                          
711 Véase el artículo de García Murcia, J., “La reducción de jornada de trabajo: fórmulas legales y vías de 
control judicial”, en Actualidad Laboral, nº 6, junio 2013, este autor señala que “desde las últimas reformas 
laborales, particularmente desde la reforma laboral de 2010, las tomas de posición de la legislación laboral 
española respecto de la reducción de la jornada de trabajo se han multiplicado (…)”, destaca que “ha 
influido en estos cambios el propósito de flexibilidad, unido a un ánimo proteccionista de los trabajadores 
afectados. En efecto, la reducción de jornada se contempla sobre todo como medida apta para afrontar 
problemas empresariales con repercusión en la plantilla, al lado de la suspensión y la extinción del contrato, 
y al lado también de la modificación de condiciones de trabajo. Pero se contempla, asimismo, como posible 
alternativa a otras medidas más traumáticas (por ejemplo, el despido)”. 
712 Así lo detalla, entre otros, Lousada Arochena, J.F., “La suspensión del contrato y la reducción de la 
jornada por causas económicas, técnicas, organizativas o de producción”, en Revista General de Derecho 
del Trabajo y de la Seguridad Social, nº 42, 2016, pág. 186; interesante en este sentido la obra de Cabeza 
Pereiro, J., y Lousada Arochena, J.F., Derecho del Trabajo y crisis económica, Premio Rafael Martínez 
Emperador 2012, CGPJ, Madrid, 2012. 
713 Entre otros, García Murcia, J., “La reducción de la jornada de trabajo: fórmulas legales y vías de control 
judicial”, op.cit. dice expresamente: “(…) sabido es que la apertura de mayores espacios para la reducción 
de jornada dentro de nuestro ordenamiento se ha debido también a la influencia de experiencias de otros 
países de nuestro entorno, principalmente (al parecer) del sistema alemán”; Monero Pérez J.L., El despido 
colectivo y sus elementos configuradores tras las recientes reformas, Tirant lo Blanch, Valencia, 2012; y 
Ferradans Carmés, C., “La reducción de la jornada de trabajo como mecanismo de reestructuración 




decretada oficialmente la situación de crisis económica, fue en el año 2009714, mediante 
la modificación indirecta del régimen de suspensión del contrato de trabajo, en un intento 
de corregir los efectos en materia de protección social que en aquél momento provocó la 
aplicación de las suspensiones del contrato de trabajo, de duración mayor de las que 
típicamente parecía configurarse a partir de los arts. 47 ET y 210.1 y 2 LGSS que, en no 
pocas ocasiones, constituían la antesala de procesos ulteriores de amortización de puestos 
de trabajo. Esta intervención tenía por objeto asegurar, temporalmente, la protección de 
los trabajadores que veían como la crisis empresarial comportaba primero la suspensión 
de los contratos de trabajo y, sin práctica solución de continuidad, su extinción. 
Posteriormente, las reforma de 2010 y 2012 vinieron a redimensionar la institución de la 
suspensión del contrato de trabajo, incluyendo, como una nueva medida de flexibilidad 
interna, la reducción de la jornada de trabajo, a la que se atribuyó naturaleza suspensiva, 
tanto en lo causal como en lo procedimental. La última norma que ha introducido cambios 
en esta materia ha sido la Ley 1/2014, de 28 de febrero, para la protección de los 
trabajadores a tiempo parcial y otras medidas urgentes en el orden económico y social715.  
 
La reforma laboral de 2010 no se limitó exclusivamente a tipificar legalmente en el 
art. 47.2 ET, sino que asumió como valor propio la facilitación de la flexibilidad interna 
en la empresa como medida alternativa a la extinción de los contratos716. El texto del 
preámbulo de la Ley 35/2010 es explícito en este sentido al señalar como uno de los 
objetivos de la reforma laboral “reforzar los instrumentos de flexibilidad interna en el 
desarrollo de las relaciones laborales y, en particular, las medidas de reducción temporal 
de jornada, como mecanismo que permita el mantenimiento del empleo durante las 
situaciones de crisis económica, reduciendo el recurso a las extinciones de contratos y 
ofreciendo mecanismos alternativos más sanos que la contratación temporal para 
favorecer la adaptabilidad de las empresas717. 
                                                          
714 A través de la Ley 27/2009, de 31 de diciembre, de medidas urgentes para el mantenimiento y fomento 
del empleo y la protección de personas desempleadas. 
715 Véase Lousada Arochena, J.F., “La suspensión del contrato y la reducción de la jornada por causas 
económicas, técnicas, organizativas o de producción”, en Revista General del Derecho del Trabajo y de la 
Seguridad Social, nº 42, 2016, pág. 186. 
716 Fernando García, F., “La reducción del tiempo de trabajo (suspensión del contrato y reducción de 
jornada) como instrumento de flexibilidad interna”, en Montoya Melgar, A., Cavas Martínez, F., 
(directores), Comentarios a la reforma laboral de 2010, Civitas Cizur Menor, Navarra, 2011, págs. 227 y 
ss; y Cámara Botía, A., “El futuro del sistema español de protección social (…)”, op.cit., pág. 5/23. 
717 Véase Gómez Rufián, L., “Los sistemas de reducción de tiempo de trabajo (“short-time working”) como 
mecanismo de flexibilidad interna en entornos recesivos: evaluación para cinco países europeos a través de 
los datos de la OCDE”, Revista de Información Labora, nº 4, 2016, recurso electrónico Aranzadi Expertos, 




El art. 47.2 ET ha sufrido importantes modificaciones en la reforma de 2012, tanto en 
la definición de las causas habilitadas como en el procedimiento a seguir para su 
adopción, que se detallará más adelante, y que se caracteriza en rasgos generales en la 
supresión de la autorización administrativa necesaria para efectuar suspensiones y 
reducciones de jornada según el art. 47 ET718. No se contiene en el art. 47 ET una 
definición específica de suspensión del contrato, pero el RD 1483/2012, de 29 de octubre, 
por el que se aprueba el Reglamento de los procedimientos de despido colectivo y de 
suspensión de contratos y reducción de jornada, añade una exigencia definitoria de la 
suspensión del contrato, y es la de que la suspensión del contrato “afecte a días completos, 
continuados o alternos, durante al menos una jornada ordinaria de trabajo”. 
 
Sí se establece en el art. 47 ET y en el art. 16.2 del RD 1483/2012719 una definición 
de reducción de jornada, entendiéndose a sus efectos que lo es “la disminución temporal 
de entre un 10 y un 70% de la jornada de trabajo computada sobre la base de una jornada 
diaria, semanal, mensual o anual”. De tal forma, la reducción de jornada se puede 
proyectar sobre varios referentes temporales (día, semana, mes o año), pero no puede 
afectar a un día completo, porque dejaría de ser una reducción de jornada para pasar a ser 
una suspensión del contrato. No se establece una duración máxima de la suspensión del 
contrato por causas económicas, técnicas, organizativas o de producción, ni de la 
reducción de jornada. En todo caso, ambas tienen que ser coyunturales. Un límite 
indirecto puede ser la duración máxima de las prestaciones de desempleo (a saber 720 
días), y la duración de las prestaciones de desempleo a que pueden tener derecho los 
trabajadores afectados.  
 
Esta delimitación porcentual determinaría que las reducciones inferiores al 10% se 
podrían realizar a través de modificaciones sustanciales de jornada (art. 41 ET) respetando 
siempre los requisitos legales de tal precepto, aunque podría llevarse a debate si tal 
reducción temporal podría ser sustancial o no ya que dicho precepto no especifica el 
módulo de la jornada sobre el que podría realizarse la modificación ni su porcentaje. 
                                                          
718 En palabras de Cámara Botía, A., “El futuro del sistema español de protección social: análisis y 
propuestas para alcanzar su eficiencia y equidad”, Revista Española de Derecho del Trabajo, nº 188, 2016, 
recurso electrónico en Aranzadi Expertos BIB 2016/3178, “no se ha aprovechado la norma reformadora 






También podría implicar que una minoración de jornada en porcentaje inferior no 
resultaría efectiva para solventar una situación temporal de crisis empresarial, aunque 
dependiera en todo caso del módulo sobre el que se aplique el porcentaje, del número de 
trabajadores afectados y del tiempo de aplicación de la medida. Sin embargo, una 
minoración superior al 70% de la jornada cualquiera que fuese el módulo de referencia 
utilizado, esto es, diario, semanal o mensual implicaría una alteración grave o importante 
de la jornada del trabajador y del salario, estando tal decisión más cercana a los efectos 
que produce la suspensión del contrato de trabajo720. 
 
La nota característica de esta medida es su carácter temporal, por ello, cualquier 
reducción que inicialmente no se prevea de duración determinada no podrá realizarse a 
través de este mecanismo. No obstante, el principal problema que se encuentra en el 
precepto es precisamente la indeterminación del módulo temporal en el que se puede 
aplicar la reducción de la jornada que provoca en los trabajadores cierta inseguridad 
jurídica. Se podría entender que sería posible una extensión temporal variable para cada 
trabajador o grupo de trabajadores afectados si aparece debidamente justificada. De esta 
forma, en la comunicación necesaria para iniciar el procedimiento de reducción tal y 
como señala el art. 17.2 RD 1483/2012 es preceptivo identificar determinados datos 
respecto a los trabajadores que van a resultar afectados por la medida así como la 
concreción y detalles de la misma o los criterios tenidos en cuenta para su designación, 
incorporando también el porcentaje de la reducción aplicable a cada uno de ellos que 
podrá ser diferente según la jornada, la retribución, y en general, según las concretas 
condiciones de trabajo de cada uno de los trabajadores afectados. Este dato debe estar 
necesariamente justificado ante la posible afectación del derecho fundamental de no 
discriminación721.  
 
La Ley 3/2012, de 6 de julio, aclara que concurren causas económicas “cuando de los 
resultados de la empresa se desprenda una situación económica negativa, en casos tales 
como la existencia de pérdidas actuales o previstas, o la disminución persistente de su 
nivel de ingresos ordinarios o ventas”, entendiéndose como persistentes “si durante dos 
                                                          
720 Así lo ha expresado Mercader Uguina, J.R., Nieto Rojas, P., “La reducción de jornada por razones 
económicas, técnicas, organizativas, o productivas”, en AAVV., La Reforma Laboral 2010-2011, y su 
instrumentación normativa, Comares, Granada, 2011, pág. 308. 
721 Pérez Anaya, R.M., “La reducción de la jornada laboral por motivos de crisis”, en Actualidad laboral, 




trimestres consecutivos el nivel de ingresos ordinarios o ventas de cada trimestre es 
inferior al registrado en el mismo trimestre del año anterior”, causas técnicas “cuando se 
produzcan cambios, entre otros, en el ámbito de los medios o instrumentos de producción, 
causas organizativas cuando se produzcan cambios, entre otros, en el ámbito de los 
sistemas y causas productivas cuando se produzcan cambios, entre otros, en la demanda 
de los productos o servicios que la empresa pretende colocar en el mercado”722. 
 
En el art. 47 ET no se menciona el carácter temporal de las causas justificativas de la 
suspensión del contrato o de la reducción de jornada, pero sí lo hace el art. 16.3 del RD 
1483/2012 cuando alude a “situación coyuntural que se pretende superar”723. Si 
comparamos las definiciones contenidas en los arts. 40, 41, 51 y 82.3 ET se puede 
observar una serie de cuestiones. Primero, se trata de una definición más emparentada 
con las de los arts. 51 ET (despido colectivo) y 82.3 ET (descuelgue del convenio) que 
con las menos exigentes de los arts. 40 ET (movilidad geográfica) y 41 ET (modificación 
sustancial de las condiciones de trabajo)”, lo cual lleva a considerar que la reducción de 
jornada y suspensión del contrato es una medida que se encuentra a medio camino entre 
la flexibilidad interna y flexibilidad externa. Y, segundo, se observa una eliminación de 
las exigencias finalistas que obligan a un juicio de racionalidad de la medida adoptada 
respecto a la causa alegada en la totalidad de los artículos (40, 41, 47, 51 y 82.3 ET). La 
Exposición de Motivos de la Ley 3/2012 en referencia a esas exigencias en la 
configuración de las causas del despido, las llama “elementos de incertidumbre” que 
incorporan proyecciones de futuro, de imposible prueba, y una valoración finalista de 
estos despidos, que ha venido dando lugar a que los tribunales interpreten a su parecer tal 
cuestión724. 
 
El procedimiento para la suspensión de los contratos y las reducciones de la jornada, 
es similar al que se dispone legal y reglamentariamente para los de despido colectivo, 
existiendo constantes remisiones al mismo, si bien con continuas adecuaciones a observar 
                                                          
722 La Ley 3/2012, de 6 de julio aclara lo que no hizo la Ley 35/2010, ni el RD 3/2012. 
723 En este sentido Benavente Torres, M.I., “Poder de dirección y reducción de jornada por causas 
vinculadas a la empresa. Delimitación entre modificación, reducción de jornada y transformación del 
contrato”, Temas Laborales, nº 116, 2012, págs. 219 y ss. 
724 Judicialmente se ha considerado causa de suspensión de jornada la reducción de los pedidos en una 
empresa textil de manera que dos meses antes de acabar la campaña otoño/invierno ya no hay productos 
para fabricar, STSJ de Extremadura de 30 de julio de 2013 (Rec. 282/2013), o la reducción de servicios de 
une empresa de “call center” mientras negocia con la empresa cliente renovar el contrato, SAN de 5 de 




por aquel, referidos a la documentación justificativa del expediente (causas, elección de 
trabajadores y prestaciones del empresario) y plazo más breve para el periodo de 
consultas, que para el caso del despido colectivo. El procedimiento es aplicable a 
cualquiera que sea el número de trabajadores de la empresa y el número de trabajadores 
afectados por el expediente de suspensión de contratos de trabajo o de reducción de 
jornada de trabajo725. Dicho procedimiento se iniciará mediante comunicación a la 
autoridad laboral competente y la apertura simultanea de un periodo de consultas con los 
representantes legales de los trabajadores de duración no superior a quince días726. La 
comunicación del inicio del periodo de consultas, que se corresponde con el inicio del 
procedimiento, deberá contener una serie de requisitos detallados en el art. 17.2 RD 
1483/2012727. 
 
La referida comunicación deberá ir acompañada de una memoria explicativa de las 
causas de la suspensión de contratos o reducción de jornada y restantes aspectos 
relacionados en este apartado. Simultáneamente a la entrega de la comunicación a los 
representantes legales de los trabajadores, el empresario solicitará por escrito la emisión 
del informe a que se refieren los arts. 64.5 a) y b) ET y art. 17.3 RD 1483/2012. En el 
caso de que la causa aducida por la empresa sea de índole económica, la documentación 
exigible será la misma que la exigida para los despidos colectivos por causas 
económicas728 con dos particularidades. La primera es que se limitará a la del último 
ejercicio económico completo, así como a las cuentas provisionales del vigente a la 
                                                          
725 No operan en el caso del expediente de regulación de empleo suspensivo o de reducción de jornada, los 
umbrales que para el despido colectivo se establecen en el art. 51.1 ET. 
726 El empresario, antes de iniciar el periodo de consultas, deberá comunicar a los representantes de los 
trabajadores o en su caso directamente a los trabajadores, ante la ausencia de representación, de su intención 
de proceder a la suspensión de contratos o a la reducción temporal de la jornada ordinaria, con el objeto de 
que se constituya con carácter previo la comisión encargada de las negociaciones con el empresario durante 
el periodo de consultas. 
727 Art. 17.2 del RD 1483/2012, así: a) la especificación de las causas que motivan la suspensión de 
contratos o la reducción de jornada; b) número y clasificación profesional de los trabajadores afectados por 
las medidas de suspensión de contratos o reducción de jornada (cuando el procedimiento afecte a más de 
un centro de trabajo, esta información deberá estar desglosada por centros de trabajo y, en su caso, provincia 
y Comunidad Autónoma); c) número y clasificación profesional de los trabajadores empleados 
habitualmente en el último año (cuando el procedimiento afecte a más de un centro de trabajo la información 
deberá estar desglosada igual que lo descrito anteriormente); d) concreción y detalle de las medidas de 
suspensión de contratos o reducción de jornada; e) criterios tenidos en cuenta para la designación de los 
trabajadores afectados por la medida; f) copia de documentación dirigida a los representantes de los 
trabajadores o a los trabajadores, en el caso de no existir aquella, de la intención empresarial de iniciar el 
procedimiento suspensivo de contratos de trabajo o de reducción de la jornada de trabajo; y g) 
representación de los trabajadores que integraran la comisión negociadora o en su caso, la falta de 
constitución de ésta. Los apartado f) y g) han sido añadidos por la Disposición Final 4.4 de la Ley 1/2014, 
de 29 de febrero. 




presentación de la comunicación por la que se inicia el procedimiento. Y, segundo, en 
caso de que la causa aducida consista en la disminución persistente del nivel de ingresos 
ordinarios o ventas, el empresario deberá aportar, además de la documentación prevista 
en la letra a), la documentación fiscal o contable acreditativa de la disminución persistente 
del nivel de ingresos ordinarios o ventas, durante, al menos, los dos trimestres 
consecutivos inmediatamente anteriores a la fecha de la comunicación de inicio del 
procedimiento de suspensión de contratos o reducción de jornada, así como la 
documentación fiscal o contable acreditativa de los ingresos ordinarios o ventas 
registrados en los mismos trimestres del año inmediatamente anterior.  
 
Cuando se aleguen por la empresa causas técnicas, organizativas o de producción la 
documentación presentada por el empresario incluirá una memoria explicativa de dichas 
causas que acredite la concurrencia de las mismas, aportando los informes técnicos 
oportunos en los términos señalados en el art. 5.2 del RD 1438/2012729. El empresario 
hará llegar a la autoridad laboral simultáneamente a su entrega a los representantes legales 
de los trabajadores, copia de la comunicación a que se refiere el art. 17 del RD 1483/2012, 
así como la documentación señalada en el art. 18 del mismo real decreto730. Asimismo, 
remitirá la información sobre la composición de la representación de los trabajadores, así 
como de la comisión negociadora del procedimiento de suspensión de contratos o 
reducción de jornada, especificando, en el supuesto de ser varios los centros de trabajo 
afectados, si la negociación se realiza a nivel global o diferenciada por centros de trabajo. 
Igualmente deberá remitir información sobre los centros de trabajo sin representación y 
escrito de comunicación, en el que se hará constar la designación de la comisión “ad hoc” 
en los casos de ausencia de representantes legales de los trabajadores en la empresa, 
elegida conforme a las previsiones contenidas en el art. 41.4 ET y art. 19.2 RD 1483/2012. 
 
                                                          
729 El empresario deberá aportar los informes técnicos que acredite, en su caso, la concurrencia de las causas 
técnicas, derivadas de los cambios, entre otros, en los medios e instrumentos de producción; la concurrencia 
de las causas organizativas derivadas de los cambios, entre otros, en el ámbito de los sistemas y métodos 
de trabajo del personal o en el modo de organizar la producción o la concurrencia de las causas productivas 
derivadas de los cambios, entre otros, en la demanda de los productos y servicios que la empresa pretende 
colocar en el mercado. 
730 Ballester Pastor, M.A., “La flexibilidad en la gestión del tiempo de trabajo: jornada y distribución del 
tiempo de trabajo”, Revista de Derecho Social, nº 62, 2013, pág. 65, dicho autor expresa que “la nueva 
regulación del art. 47 ET surgida de la reforma de 2012 ha incrementado las prerrogativas empresariales, 
lo que se advierte claramente por la desaparición de la autorización administrativa (…) solo limitada 
formalmente por un periodo previo de consultas y con cierta intervención pública meramente ornamental 




La autoridad laboral, recibida la comunicación de iniciación del procedimiento de 
suspensión de contratos o reducción de jornada, dará traslado de la misma, incluyendo la 
documentación referida con anterioridad y que acompañará a la comunicación, a la 
entidad gestora de las prestaciones por desempleo, así como a la Inspección de Trabajo y 
Seguridad Social731. Si durante el periodo de consultas la Inspección de Trabajo observase 
que la comunicación empresarial no reúne los requisitos exigidos, dará traslado a la 
autoridad laboral para que lo ponga en conocimiento del empresario732. En cualquier caso, 
la advertencia de la autoridad laboral a que se refiere el párrafo anterior no supondrá la 
paralización ni la suspensión del procedimiento. El periodo de consultas o de negociación 
entre las empresas y la representación de los trabajadores, se llevará a cabo en única 
comisión negociadora, si bien, de existir varios centros de trabajo, quedará circunscrita a 
los centros afectados por el procedimiento. La comisión negociadora estará integrada por 
un máximo de trece miembros en representación de cada una de las partes733. 
 
La comisión representativa de los trabajadores deberá quedar constituida con carácter 
previo a la comunicación empresarial de inicio del procedimiento de consultas. A estos 
efectos, la dirección de la empresa deberá comunicar de manera fehaciente a los 
trabajadores o a sus representantes su intención de iniciar el procedimiento. El plazo 
máximo de constitución de la comisión representativa será de siete días desde la fecha de 
la referida comunicación, salvo que alguno de los centros de trabajo que vaya a estar 
afectado por el procedimiento no cuente con representantes legales de los trabajadores, 
en cuyo caso el plazo será de quince días734.  
 
La falta de constitución de la comisión representativa no impide el inicio del periodo 
de consultas y su constitución con posterioridad al inicio del mismo, no conllevará a la 
ampliación del plazo. Durante el periodo de consultas, las partes deberán negociar de 
buena fe con las vistas a la consecución de un acuerdo. Dicho acuerdo requerirá la 
conformidad de la mayoría de los representantes legales de los trabajadores o, en su caso, 
de la mayoría de los miembros de la comisión representativa de los trabajadores siempre 
que, en ambos casos, representen a la mayoría de los trabajadores del centro o centros de 
                                                          
731 Art. 19.2 del RD 1483/2012. 
732 Art. 41.7 párrafo noveno del ET y art. 19.3 del real decreto mencionado anteriormente.  
733 Art. 19.4 párrafo tercero del RD 1483/2012. 





trabajo afectados. El empresario y la representación de los trabajadores podrán acordar 
en cualquier momento la sustitución del periodo de consultas por el procedimiento de 
mediación o arbitraje que sea de aplicación en el ámbito de la empresa, que deberá 
desarrollarse dentro del plazo máximo señalado para dicho periodo735. 
 
El procedimiento se iniciará mediante la comunicación escrita de apertura del periodo 
de consultas dirigida por el empresario a los representantes de los trabajadores. El 
empresario, antes de iniciar el periodo de consultas, debe comunicar a los representantes 
de los trabajadores o en su caso directamente a los trabajadores, ante la ausencia de 
representación, de su intención de proceder a la suspensión de contratos o a la reducción 
temporal de la jornada ordinaria, con el objeto de que se constituya con carácter previo la 
comisión encargada de las negociaciones con el empresario durante el periodo de 
consultas, de duración no superior a quince días736. 
 
El art. 20 del RD 1483/2012 regula el periodo de consultas y dispone que “éste tendrá 
por objeto llegar a un acuerdo entre la empresa y los representantes de los trabajadores 
sobre las medidas de suspensión de contratos o de reducción de jornada”. A tal fin, los 
representantes de los trabajadores deberán disponer desde el inicio de periodo de 
consultas de la comunicación y documentación preceptiva ya referida y las partes deberán 
negociar de buena fe. A la apertura del periodo de consultas se fijará un calendario de 
reuniones a celebrar dentro del mismo y las partes podrán acordar el número de reuniones 
e intervalos entre las mismas737. De todas las reuniones se levantará acta, que firmarán 
todos los asistentes.  
 
A la finalización del periodo de consultas, el empresario comunicará a la autoridad 
laboral competente el resultado del mismo738. Si se hubiera alcanzado acuerdo, trasladará 
a la autoridad laboral copia íntegra del mismo. En todo caso, comunicará a los 
                                                          
735 Arts. 47.1 y 41.4 párrafo octavo, y art. 28.4 RD 1483/2012. 
736 Arts. 47.1 párrafo cuarto ET y art. 20.3 RD 1483/2012. 
737 Salvo pacto en contrario, recogido en el calendario de reuniones, la primera reunión se celebrará en un 
plazo no inferior a un día desde la fecha de la entrega de la comunicación. Fijado en el calendario de 
reuniones, se deberá celebrar, al menos, dos reuniones, separadas por un intervalo no superior a siete días 
ni inferior a tres. No obstante, el periodo de consultas podrá darse por finalizado en todo caso cuando las 
partes alcancen un acuerdo. 
738 Si la empresa fuera declarada en concurso de acreedores antes que la autoridad laboral reciba la 
comunicación de la decisión empresarial de suspensión de contratos o de reducción de jornada, la autoridad 




representantes de los trabajadores y a la autoridad laboral su decisión sobre la suspensión 
o reducción de jornada, actualizando, en su caso, los extremos de la comunicación 
empresarial que dio inicio al expediente, en el plazo máximo de quince días a contar desde 
la fecha de la última reunión celebrada durante el mismo. En todo caso, la comunicación 
deberá contemplar el calendario con los días concretos de suspensión de contratos o 
reducción de jornada individualizados por cada uno de los trabajadores afectados. En el 
supuesto de reducción de jornada, se determinará el porcentaje de disminución temporal, 
computada sobre la base diaria, semanal, mensual o anual, los periodos concretos en los 
que se va a producir la reducción, así como el horario de trabajo afectado por la misma, 
durante todo el periodo que se extienda su vigencia739. 
 
Transcurrido el plazo de quince días sin que el empresario haya comunicado la 
decisión de suspensión de contratos o reducción de jornada, se producirá la terminación 
del procedimiento por caducidad, lo que impedirá al empresario proceder a notificación 
de las medidas de suspensión o reducción de jornada a los trabajadores afectados, 
conforme a lo señalado en el art. 23 del RD 1483/2012, sin perjuicio, en su caso, de la 
posibilidad de iniciar un nuevo procedimiento740. 
 
La autoridad laboral dará traslado de la comunicación empresarial de la decisión de 
suspensión de contrato o de reducción de jornada a la entidad gestora de las prestaciones 
por desempleo, haciendo constar en todo caso la fecha en la que el empresario le ha 
remitido dicha comunicación. Tras la comunicación de la decisión empresarial de 
suspensión de contratos o reducción de jornada, el empresario podrá proceder a notificar 
individualmente a los trabajadores afectados la aplicación de las medidas de suspensión 
de contratos o reducción de jornada correspondientes, que surtirá efectos a partir de la 
fecha en que el empresario haya comunicado la mencionada decisión empresarial a la 
autoridad laboral, salvo que en ella se contemple una posterior. Además, dicha 
notificación contemplará los días concretos por dichas medidas y, en su caso, el horario 
de trabajo afectado por la reducción de jornada durante todo el periodo que se extienda 
su vigencia741. 
 
                                                          
739 Art. 20.6 RD 1438/2012. 
740 Art. 20.7 del real decreto anteriormente mencionado.  




La participación de la autoridad laboral en el procedimiento ha cambiado 
radicalmente desde la reforma de 2012. Hasta entonces, el procedimiento tenía por objeto 
obtener la autorización de la autoridad laboral para proceder a la suspensión de los 
contratos. Desde la Ley 3/2012, la autoridad laboral ejerce una mera actividad de control 
de naturaleza formal. El art. 21 del RD 1438/2012, establece las actuaciones de la 
autoridad laboral, que velará por la efectividad del periodo de consultas pudiendo remitir, 
en su caso, advertencias y recomendaciones a las partes que no supondrán, en ningún 
caso, la paralización ni la suspensión del procedimiento742. La autoridad laboral dará 
traslado a ambas partes de los escritos que contengan dichas advertencias o 
recomendaciones, aun cuando se dirijan a una de ellas en particular. El empresario deberá 
responder por escrito a la autoridad laboral antes de la finalización del periodo de 
consultas sobre las advertencias o recomendaciones que le hubiere formulado esta. Los 
representantes de los trabajadores podrán dirigir en cualquier fase del procedimiento 
observaciones a la autoridad laboral sobre las cuestiones que estimen oportunas. La 
autoridad laboral, a la vista de las mismas, podrá actuar conforme lo ya indicado.  
 
Además, y ya se ha hecho alusión a ello, el art. 19.4 del real decreto indicado a lo 
largo de este apartado, refiere también a la intervención de la autoridad laboral, cuando 
la comunicación de iniciación del procedimiento no reuniese los requisitos exigidos, en 
cuyo caso lo advertirá al empresario, remitiendo copia del escrito a los representantes de 
los trabajadores y a la Inspección de Trabajo. De igual manera, si durante el periodo de 
consultas la Inspección observase que la comunicación empresarial no reúne los 
requisitos exigidos, dará traslado a la autoridad laboral para que proceda a ponerlo en 
conocimiento del empresario, dando traslado también de ello a la representación de los 
trabajadores.  
 
La participación de la Inspección en el procedimiento, también se ha visto desde la 
reforma de 2012 alterada. Hasta dicho momento el informe de la Inspección versaba sobre 
el cumplimiento de las formas seguidas en el procedimiento, dando especial importancia 
a la documentación incorporada al expediente por el empresario, en la que se invocaba la 
causa o causas que justificaban el expediente y su acreditación y se llevaba a cabo como 
parte integrante del informe un análisis de las causas y su relación con la pretensión del 
                                                          
742 Lousada Arechana, J.F., “La suspensión del contrato y la reducción de la jornada por causas económicas, 




empresario. Desde la Ley 3/2012, la Inspección de trabajo controla el procedimiento 
formal, con especial dedicación al análisis de la documentación aportada por el 
empresario, dictaminando sí es suficiente o no para acreditar la causa invocada. A la 
finalización del periodo de consultas, el empresario comunicará a la autoridad laboral 
competente el resultado del mismo y ésta comunicará a la Inspección la finalización del 
periodo de consultas, dando traslado, en su caso, de la copia del acuerdo alcanzado y, en 
todo caso, de la decisión empresarial sobre la suspensión del contrato o la reducción de 
jornada. El informe deberá ser evacuado en el improrrogable plazo de quince días desde 
la notificación a la autoridad laboral de la finalización del periodo de consultas, y quedará 
incorporado al procedimiento. El informe de la Inspección versará sobre los extremos de 
la comunicación empresarial por la que se inicia el periodo de consultas y sobre el 
desarrollo del periodo de consultas y deberá seguir en su elaboración los criterios fijados 
en el art. 11 del real decreto cuando en el art. 22 del real decreto no se regule la forma de 
proceder expresamente para el procedimiento de suspensión o de reducción de jornada, 
en cuyo caso habrá que acudir a los requisitos exigidos para la elaboración del informe 
de la Inspección, en los procedimientos de despidos colectivos743.  
 
El informe constatará que la documentación presentada por el empresario en relación 
con las causas de suspensión o de reducción de la jornada se adjunta a la exigida en el art. 
18 del RD 1438/2012, referida a cada tipo de causas (económicas, técnicas, organizativas 
y de producción). También se incluirá en el informe, cuando se compruebe que concurre 
fraude, dolo, coacción o abuso de derecho en la conclusión del acuerdo adoptado en el 
periodo de consultas. Además, si se considerase que el acuerdo tiene por objeto la 
obtención indebida de prestaciones por desempleo por parte de los trabajadores, así se 
hará constar en el informe, para su valoración por la entidad gestora de las prestaciones 
por desempleo. Constatará así mismo el resto de extremos formales recogidos en el art. 
18 RD y en especial, verificará que los criterios utilizados para la designación de los 
trabajadores afectados por el procedimiento, no resultan discriminatorios por los motivos 
contemplados en el art. 17.1 ET, sin perjuicio del cumplimiento de las prioridades de 
permanencia en la empresa a que se refiere el art. 13 del RD 1483/2012. Además, el 
informe deberá verificar que se ha cumplido todo lo que concierne a la tramitación y 
constatará la existencia real o no de un auténtico periodo de consultas, constatándose que 
                                                          




efectivamente las partes han negociado, con propuestas reales y con el amparo de la buena 
fe. Es infracción muy grave proceder a la aplicación de la medida de suspensión de 
contratos o de reducción de jornada, sin acudir al procedimiento exigido al efecto744. 
 
Tras la finalización del periodo de consultas, el empresario notificará a los 
trabajadores y a la autoridad laboral su decisión sobre la suspensión de contratos, que 
surtirá efectos a partir de la fecha de su comunicación a la autoridad laboral, salvo que en 
ella se contemple una posterior. La autoridad laboral comunicará la decisión empresarial 
a la entidad gestora de la prestación de desempleo. Si en el plazo de quince días desde la 
fecha de la última reunión celebrada en el periodo de consultas, el empresario no hubiera 
comunicado a los representantes de los trabajadores y a la autoridad laboral su decisión 
sobre la suspensión de contratos, se producirá la caducidad del procedimiento en los 
términos que reglamentariamente se establezcan745. Después de la comunicación de la 
decisión empresarial a los trabajadores y a la autoridad laboral, de su decisión sobre la 
suspensión de contratos o reducción de la jornada de trabajo, el empresario podrá 
proceder a notificar individualmente a los trabajadores afectados la aplicación de las 
medidas de suspensión de contratos o reducción de jornada correspondientes, que surtirán 
efectos a partir de la fecha en que el empresario haya comunicado la mencionada decisión 
empresarial a la autoridad laboral, salvo que en ella se contemple una posterior746. La 
notificación individual a cada trabajador sobre las medidas de suspensión de contratos o 
reducción de jornada, contemplará los días concretos afectados por dichas medidas y, en 
su caso, el horario de trabajo afectado por la reducción de jornada durante todo el periodo 
que se extienda su vigencia. La situación legal de desempleo se considerará acreditada 
cuando la autoridad laboral notifique a la entidad gestora de la prestación de desempleo, 
la decisión del empresario adoptada conforme a lo estipulado en el procedimiento 
instituido en el art. 47 ET y su desarrollo reglamentario en el RD 1483/2012. 
 
La empresa deberá mantener en alta al trabajador e ingresar la cuota empresarial, 
mientras que la entidad gestora de la prestación de desempleo ingresará la cuota del 
trabajador. Los trabajadores se encuentran en situación legal de desempleo cuando se 
suspende el contrato por decisión del empresario al amparo de lo establecido en el art. 47 
                                                          
744 Art, 8.3 LISOS.  
745 Art. 47.1 párrafos decimotercero y decimocuarto del ET. 




ET o en virtud de la resolución judicial adoptada en el seno de un procedimiento concursal 
o cuando se reduzca temporalmente la jornada ordinaria diaria de trabajo, por decisión 
del empresario al amparo de lo establecido en el art. 47 ET o en virtud de resolución 
judicial adoptada en el seno de un procedimiento concursal747.El desempleo será total 
cuando el trabajador cese, con carácter temporal en la actividad que venía desarrollando 
y sea privado de su salario. Se entenderá por desempleo total el cese del trabajador en la 
actividad por días completos, continuados o alternos, durante, al menos, una jornada 
ordinaria de trabajo, en virtud de suspensión temporal de contrato o reducción temporal 
de jornada, decidida por el empresario al amparo de lo establecido en el art. 47 ET o de 
resolución judicial adoptada en el seno de un procedimiento concursal748. 
 
El desempleo será parcial cuando el trabajador vea reducida temporalmente su 
jornada diaria ordinaria de trabajo, entre un mínimo de un 10 y un máximo de un 70%, 
siempre que el salario sea objeto de análoga reducción. A estos efectos, se entenderá por 
reducción temporal de la jornada diaria ordinaria de trabajo, aquella que se decida por el 
empresario al amparo de lo establecido en el art. 47 ET o de resolución judicial adoptada 
en el seno de un procedimiento concursal, sin que estén comprendidas las reducciones de 
jornada definitivas o que se extiendan a todo el periodo que resta de la vigencia del 
contrato de trabajo749. 
 
En relación con el pago de las prestaciones de desempleo, cuando el contrato se haya 
suspendido o la jornada reducida temporalmente por medio del art. 47 ET, la empresa 
comunicará con carácter mensual a la entidad gestora de la prestación por desempleo, los 
periodos de actividad e inactividad de todos los trabajadores afectados por la suspensión 
o la reducción de la jornada. El plazo de la comunicación será el del mes siguiente al del 
mes al que se refiere el periodo de inactividad o reducción. Pero, la norma no exige que 
se dé cumplimiento mes a mes, si no hay modificaciones. Cuando el periodo de 
suspensión afecte exclusivamente a determinados días laborales del mes, a estos efectos 
del pago de la prestación y del consumo de la prestación por desempleo, dichos días 
laborales se multiplicarán por el coeficiente 1,25, con la finalidad de computar la parte 
proporcional del descanso semanal, salvo que la prestación afecte como mínimo a cinco 
                                                          
747 Art. 267 de la Ley General de la Seguridad Social (LGSS). 
748 Art. 262.3 LGSS. 




días laborables por semana consecutivos, en cuyo caso se abona y se consumen el 
equivalente a siete días laborables del mes en que no se haya prestado servicio a causa de 
la suspensión, inclusive el día 31 de los meses que lo tengan. Cuando el periodo de 
suspensión suponga la pérdida efectiva de ocupación de todos los días laborables del mes 
en cuestión, se paga y se consumen 30 días, independientemente que el mes tenga 28, 29, 
30, 31 días. 
 
La base de cotización de los trabajadores suspendidos de la obligación de trabajar o 
sobre los que ha reducido la jornada de trabajo, será el equivalente al promedio de las 
bases de cotización por contingencias comunes y profesionales750, correspondientes a los 
últimos seis meses anteriores a la situación legal de desempleo. Se admite por la entidad 
gestora la solicitud agrupada de reanudación del pago de prestaciones y subsidios a los 
que tengan reducida su jornada ordinaria de trabajo o suspendida su relación laboral en 
virtud de expediente de suspensión de contratos de trabajo o de reducción de jornada de 
trabajo, cuando dentro del mes tengan diversos periodos de actividad o inactividad751. 
 
En cuanto a los complementos salariales pactados en el seno del procedimiento de 
regulación de empleo suspensivo de los contratos o de reducción de jornada y los 
problemas que acarrean en orden a las prestaciones y subsidios de desempleo. 
Consideremos que la cuantía de la prestación de desempleo no es paralela en la cuantía 
del salario del trabajador, pues la prestación de desempleo equivale durante los primeros 
seis meses a un 70% de la base reguladora de cotización. De ahí que durante el proceso 
negociador que se articula en el periodo de consultas, pueda pactarse algún complemento 
a cargo de la empresa, que minimice el impacto del 30% de la base de cotización que 
como mínimo no se abona en concepto de prestación de desempleo. Ya se ha dicho que, 
durante los primeros seis meses a la base de cotización por contingencias profesionales, 
excluidas las cantidades que se han incorporado a la misma en concepto de horas 
extraordinarias, se le aplica el tipo del 70%, para determinar la cuantía de la prestación y 
a partir de ese momento se aplica el 50%. A pesar de existir, en cualquier caso, otros topes 
                                                          
750 Art. 6 de la Orden ESS/70/2016, de 29 de enero: “en la cotización por accidentes de trabajo y 
enfermedades profesionales, continuará siendo de aplicación el tipo de cotización correspondiente a la 
respectiva actividad económica u ocupación en su caso, de conformidad con la tarifa de primas establecida 
en la disposición adicional cuarta de la Ley 42/2006, de 28 de diciembre, en la redacción dada por la 
disposición final octava de la Ley 48/2015, de 29 de octubre”. 
751 Art. 13.4 RD 625/1985, de 2 de abril, por el que se desarrolla la Ley 31/1984, de 2 de agosto, de 




que limiten la cuantía máxima a percibir por el perceptor de la prestación752. Sin embargo, 
diversas sentencias han venido estableciendo que la prestación de desempleo en caso de 
expedientes de reducción de jornada, se abone a parir del complemento que abone la 
empresa, bajo la argumentación jurídica de que la prestación de desempleo cubre la 
jornada no retribuida y en consecuencia la prestación se abonará a partir de dicho 
complemento, pagándose la jornada realmente no retribuida.  
 
La impugnación de las suspensiones contractuales y reducciones de jornada por 
causas económicas, técnicas, organizativas y de producción y por fuerza mayor se 
articularán a través de las modalidades procesales previstas en los artículos 138 y 153 a 
162 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Social (LRJS), en atención al carácter 
individual o colectivo de la decisión empresarial. El art. 138 LRJS regula una modalidad 
procesal aplicable tanto a los supuestos de movilidad geográfica y de modificación 
sustancial de las condiciones de trabajo, como las de suspensiones contractuales y 
reducciones de jornada por causas económicas, técnicas, organizativas y de producción y 
por fuerza mayor. El procedimiento es contemplado como preferente y urgente y cabe la 
posibilidad de recabar informe de la Inspección de Trabajo. La sentencia será 
inmediatamente ejecutiva y cabrá recurso en los procedimientos de suspensión de 
condiciones de trabajo o de reducción de jornada, que afecten a un número de trabajadores 
igual o superior a los umbrales previstos en el art. 51.1 ET. 
 
El trabajador disconforme con la decisión empresarial podrá impugnarla ante la 
jurisdicción social, a través de la modalidad procesal de suspensiones de contrato y 
reducción de jornada de trabajo. La sentencia declarará la suspensión o reducción de 
jornada justificada o injustificada y, en este último caso, reconocerá el derecho del 
trabajador a ser repuesto a su situación anterior a la decisión empresarial. La tramitación 
de esta especial modalidad procesal procederá a pesar de que se hayan seguido o no las 
formalidades propias que para la modificación sustancial de condiciones de trabajo 
dispone el art. 47 ET, incluso cuando lo que se considere vulnerado es un derecho 
fundamental o una libertad pública o la modificación sustancial de condiciones de trabajo 
se base en uno de los supuestos de discriminación753. La sentencia que declare 
                                                          
752 Para el año 2016: importe mínimo mensual de la prestación por desempleo sin hijos 497, 01 euros, con 
hijos 664,75 euros, e importe máximo mensual de la prestación por desempleo sin hijos 1087,20, con un 
hijo 1242,52 euros, o más hijos 1397,84 euros. 




injustificada la decisión empresarial de proceder a la suspensión o a la reducción, 
reconocerá el derecho del trabajador a ser repuesto en sus anteriores condiciones de 
trabajo, así como el abono de los daños y perjuicios que la decisión empresarial hubiera 
podido ocasionar durante el tiempo en que haya producido efectos754.  
 
Se declarará nula en sentencia judicial la decisión empresarial adoptada en fraude de 
Ley, eludiendo las normas relativas al periodo de consultas establecido en el artículo 47 
y nomas de desarrollo, en especial el RD 1438/2012, conforme a lo dispuesto en el art. 
138.7 LRJS, cuarto párrafo, así como cuando tenga como móvil alguna de las causas de 
discriminación previstas en la CE y en la Ley, o se produzca con violación de derechos 
fundamentales y libertades públicas del trabajador, incluidos, en su caso, los demás 
supuestos que comportan la declaración de nulidad del despido en el apartado 2 del art. 
108 LRJS755, salvo que en esos casos, se declare la procedencia de la modificación 
sustancial de las condiciones del contrato por motivos no relacionados con el embarazo o 
con el ejercicio del derecho a los permisos y excedencias señalados. El procedimiento se 
iniciará por demanda de los trabajadores afectados por la decisión empresarial, aunque 
no se haya seguido el procedimiento del art. 40 ET. La demanda deberá presentarse en el 
plazo de caducidad de los veinte días hábiles siguientes a la notificación por escrito de la 
decisión a los trabajadores o a sus representantes, conforme a lo dispuesto en el art. 59.4 
ET, plazo que no comenzará a computarse hasta que tenga lugar dicha notificación756. 
 
                                                          
754 Art. 40.1 ET y art. 138.7 LRJS. 
755 Será también nulo  el despido en los siguientes supuestos: a) el de los trabajadores durante el periodo de 
suspensión del contrato de trabajo por maternidad, riesgo durante el embarazo, riesgo durante la lactancia 
natural, enfermedades causadas por embarazo, parto o lactancia natural, adopción o acogimiento o 
paternidad al que se refiere la letra d) apartado 1 del art. 45 del ET, o el notificado en una fecha tal que el 
plazo de preaviso concedido finalice dentro de dicho periodo; b) el de las trabajadoras embarazadas, desde 
la fecha de inicio del embarazo hasta el comienzo del periodo a  los que se refieren los apartados 4, 4 bis y 
5 del art. 37 ET, o estén disfrutando de ellos, o hayan solicitado o estén disfrutando la excedencia prevista 
en el apartado 3 del art. 46 de la misma Ley, y el de las trabajadoras víctimas de violencia de género por el 
ejercicio de los derechos de reducción o reordenación de su tiempo de trabajo, de movilidad geográfica, de 
cambio de centro de trabajo o de suspensión de la relación laboral en los términos y condiciones reconocidos 
en el ET; c) el de los trabajadores después de haberse reintegrado al trabajo al finalizar los periodos de 
suspensión del contrato por maternidad, adopción o acogimiento o paternidad, siempre que no hubieran 
transcurrido más de nueve meses desde la fecha de nacimiento, adopción o acogimiento del hijo. 
756 Art. 138.1 LRJS debe ser puesto en relación con el art. 59.3 y 4 ET el cual menciona que “será de 
aplicación a las acciones contra las decisiones empresariales en materia de movilidad geográfica, lo previsto 
en el ejercicio de la acción contra el despido o resolución de contratos temporales, que caducará a los veinte 
días siguientes de aquel en que se hubiera producido. Los días serán hábiles y el plazo de caducidad a todos 




En este proceso, el órgano jurisdiccional podrá recabar informe urgente de la 
Inspección de Trabajo, remitiéndole copia de la demanda y documentación que la 
acompañen. El informe versará sobre los hechos invocados como justificativos de la 
decisión empresarial en relación con la modificación acordada y demás circunstancias 
concurrentes757. Iniciado el proceso por la modalidad procesal de movilidad geográfica 
en los términos contenidos en el art. 138 LRJS, si se plantease demanda de conflicto 
colectivo contra la decisión empresarial de suspensión de contratos o de reducción de la 
jornada, que versen sobre idéntico objeto o en relación de directa conexidad con aquél, 
quedarán en suspenso durante la tramitación del conflicto colectivo. La suspensión se 
acordará, aunque hubiera recaído sentencia de instancia y estuviere pendiente el recurso 
de suplicación y casación, vinculando al tribunal correspondiente la sentencia firme 
recaída en el proceso de conflicto colectivo. La iniciación del proceso de conflicto 
colectivo interrumpirá la prescripción de las acciones individuales en igual relación con 
el objeto del referido conflicto. La sentencia firme producirá efectos de cosa juzgada 
sobre los procesos individuales pendientes de resolución o que puedan plantearse758.  
 
El proceso especial de conflicto colectivo cabe contra la decisión empresarial en 
materia de suspensiones del contrato de trabajo o de reducción de la jornada de trabajo759, 
colectivos o individuales que afecten a un grupo genérico de trabajadores, a instancia de 
la representación legal de los trabajadores y con independencia que los trabajadores 
afectados de manera individual por la decisión empresarial incoen la modalidad procesal 
de suspensión de contrato o de reducción de la jornada. Ahora bien, cuando la suspensión 
del contrato a la reducción de la jornada afecte a un grupo concreto de trabajadores, no se 
puede hablar de un interés general y abstracto, procediendo solo el proceso de conflicto 
colectivo cuando la suspensión del contrato o la reducción de la jornada de trabajo tenga 
naturaleza colectiva conforme a los umbrales numéricos recogidos al efecto en el art. 51.1 
ET760. El acuerdo entre el empresario y los representantes legales de los trabajadores que 
                                                          
757 Art. 138.3 LRJS. 
758 Art. 138.4 LRJS “si una vez iniciado el proceso se plantease demanda de conflicto colectivo contra la 
decisión empresarial, aquél proceso se suspenderá hasta la resolución de la demanda de conflicto colectivo, 
que una vez firme tendrá eficacia de cosa juzgada sobre el proceso individual en los términos del apartado 
3 del art. 160”.   
759 A través del proceso de conflicto colectivo se tramitan las demandas que afectan a los intereses generales 
de un grupo genérico de trabajadores o un colectivo genérico, susceptibles de una decisión empresarial de 
carácter colectivo sobre movilidad geográfica. 




pudiera recaer una vez iniciado el proceso no interrumpirá la continuación del 
procedimiento761. 
 
La sentencia que declare injustificado la suspensión del contrato o la reducción de la 
jornada deberá reconocer el derecho del trabajador a ser repuesto en sus anteriores 
condiciones de trabajo, así como al abono de los daños y perjuicios que la decisión 
empresarial hubiera podido ocasionar durante el tiempo en que ha producido efectos762. 
Si el empresario no procediese a reincorporar al trabajador en sus anteriores condiciones 
de trabajo de origen o lo haga de manera irregular, el trabajo podrá instar la ejecución de 
la sentencia que declare injustificada la decisión empresarial de proceder a la suspensión 
del contrato o a la reducción de la jornada de trabajo ante el órgano judicial que dictó la 
misma, y la extinción del contrato de trabajo conforme a lo previsto en el art. 50.1 c ET763, 
teniendo derecho el trabajador a las indemnizaciones señaladas para el despido 
improcedente. 
 
Si la sentencia declara la nulidad de la suspensión del contrato de trabajo o la 
reducción de la jornada de trabajo pretendida por el empresario, su incumplimiento debe 
serlo en sus propios términos. En caso de incumplimiento, su ejecución a instancias del 
trabajador afectado por la decisión empresarial, se efectuará instando la ejecución prevista 
para el supuesto en el que el empresario no procediere a reintegrar al trabajador en sus 
anteriores condiciones de trabajo o lo hiciere de modo irregular, procediendo entonces a 
la extinción del contrato por causas de lo previsto en el art. 50.1 c) del ET, conforme a lo 
establecido en los arts. 279, 280 y 281 LRJS. 
 
Hay tres posibilidades de impugnación de la decisión empresarial sobre la suspensión 
de contratos o la reducción de la jornada ordinaria de trabajo: a) demanda de conflicto 
colectivo, a instancia de los representantes de los trabajadores, cuando el número de 
                                                          
761 Art. 138.4. segundo párrafo LRJS. 
762 Art. 40.1 ET, en relación con lo dispuesto en el art. 138.7 LRJS. 
763 Serán causas justas para que el trabajador pueda solicitar la extinción del contrato: cualquier otro 
incumplimiento grave de sus obligaciones por parte del empresario, salvo los supuestos de fuerza mayor, 
así como la negativa del mismo a reintegrar al trabajador en sus condiciones de trabajo en los supuestos 
previstos en el art. 40 ET, cuando una sentencia judicial haya declarado los mismos injustificados. En tales 
casos, el trabajador tendrá derecho a las indemnizaciones señaladas para el despido improcedente. El art. 
138.8 LRJS establece que “cuando el empresario no procediere a reintegrar al trabajador en sus anteriores 
condiciones de trabajo o lo hiciere de modo irregular, el trabajador podrá solicitar la ejecución del fallo 





trabajadores afectados por la medida suspensiva o de reducción de jornada, supere los 
umbrales para el despido colectivo, recogido en el art. 51.1 ET; b) la impugnación 
individual de los trabajadores afectados por la medida; c) la vía del procedimiento de 
oficio, cuando la autoridad laboral advierta fraude, dolo, coacción o abuso de derecho en 
el acuerdo alcanzado durante el periodo de consultas. También cuando la entidad gestora 
de la prestación por desempleo hubiese informado que la decisión suspensiva o de 
reducción de jornada de la empresa, pudiera tener por objeto la obtención indebida de las 
prestaciones por parte de los trabajadores afectados, por inexistencia de la causa 
motivadora de la situación legal de desempleo764. 
 
Ante las dos vías impugnatorias posibles, hay que aplicar la regla general recogida en 
el procedimiento de conflicto colectivo y en cuya virtud, “si una vez iniciado el proceso, 
se plantease demanda de conflicto colectivo contra la decisión empresarial, aquel proceso 
se suspenderá hasta la resolución de la demanda de conflicto colectivo, que una vez firme 
tendrá eficacia de cosa juzgada sobre el proceso individual en los términos del art. 160.3 
LRJS”. El art. 138.4 segundo párrafo LRJS que “no obstante, el acuerdo entre el 
empresario y los representantes de los trabajadores que pudiera recaer una vez iniciado el 
proceso, no interrumpirá la continuación del procedimiento”. De ahí que en la modalidad 
procesal prevista en el art. 138 LRJS, exija ser demandados, además del empresario, los 
representantes de los trabajadores, con los que aquel suscribió, de existir este. Cuando el 
objeto del debate verse sobre preferencias atribuidas a determinados trabajadores, éstos 
también deberán ser demandados. Hay que señalar que las sentencias que se dicten en el 
proceso de conflicto colectivo tienen eficacia de cosa juzgada sobre el proceso individual. 
En cuanto a los sujetos legitimados para iniciar el procedimiento son los que ostenten la 
representación de los trabajadores y las empresas y asociaciones patronales.  
 
Además de las vías de impugnación anteriormente aludidas, existen otros mecanismos 
procesales que también pueden ser medios para llevar a cabo acciones de impugnación 
judicial relacionadas con la reducción temporal de la jornada de trabajo. Uno de esos 
medios es el procedimiento de oficio, al que hace alusión el art. 47 ET, cuyo objeto 
específico es la revisión judicial de los acuerdos alcanzados en periodo de consulta 
cuando, a juicio de la autoridad laboral competente (o de las entidades públicas 
                                                          
764 Lousada Arochena, J.F., “La suspensión del contrato y la reducción de jornada por causas económicas 




implicadas), ya que ese acuerdo puede ocultar fraude, dolo, coacción o abuso en derecho, 
como la obtención indebida de prestaciones de desempleo (art. 148 LRJS)765. 
 
Respecto al expediente de regulación de empleo suspensivo y de reducción de jornada 
en la Ley Concursal, la declaración de concurso no interrumpirá la continuación de la 
actividad profesional o empresarial que viniera ejerciendo el deudor766. La administración 
concursal podrá determinar los actos u operaciones propios del giro o tráfico de aquella 
actividad. Cuando las medidas supongan suspensión de contratos o reducción de la 
jornada de trabajo, el juez actuará conforme a lo establecido en el art. 8.2 LC y 
simultáneamente iniciará el expediente del art. 64 LC767. La admisión concursal en su 
solicitud deberá exponer y justificar, en su caso, las causas motivadoras de las medidas 
colectivas pretendidas y los objetos que se proponen alcanzar con éstas para asegurar, en 
su caso, la viabilidad futura de la empresa y del empleo, acompañando los documentos 
necesarios para su acreditación768. 
 
Para la legislación concursal, solo la suspensión colectiva es competencia del juez 
mercantil, a pesar de lo que dispone expresamente la legislación vigente, que el 
procedimiento es aplicable “cualquiera que sea el número de trabajadores de la empresa 
y del número de afectados por la suspensión”. Pero para determinar la condición de 
suspensión colectiva se debe acudir a los umbrales fijados en el art. 51.1 ET, de tal manera 
que, sólo superando estos umbrales, se está ante una suspensión colectiva769. Sin 
embargo, declarado el concurso, toda suspensión por causas económicas, técnicas, 
organizativas o de producción, cualquiera que sea el número de trabajadores de la 
empresa y del de afectados por la suspensión o reducción, ha de solicitarse la misma del 
juez del concurso en cualquier caso770.  
 
                                                          
765 Véase García Murcia, J., “La reducción de la jornada de trabajo: fórmulas legales y vías de control 
judicial”, en Actualidad Laboral, nº 6, 2013, pág. 7/7. 
766 Art. 44.1 Ley Concursal (LC). Para profundizar en materia concursal, véase Montoya Melgar, A., 
Derecho Laboral Concursa, 2ª edición, Civitas, Madrid, 2015. 
767 El art. 64.11 LC ha sufrido notables modificaciones sobre su redacción originaria por el RD-ley 3/2009, 
de 27 de marzo y Ley 38/2011 de 10 de octubre. El art. 64.2 y 6 ha sido modificado por Ley 11/2012, de 2 
de agosto. 
768 Art. 64.4 LC. 
769 Art. 47.1 párrafo cuarto del ET. 
770 Es la interpretación que se da al art. 47.1 párrafo cuarto en relación con el art. 8,2 LC, que establece la 
suspensión o reducción colectiva, como la prevista en el art. 47 ET y éste a su vez dispone que el 
procedimiento es ahora aplicable “cualquiera que sea el número de trabajadores de la empresa y del número 




Están legitimados para incoar la suspensión, la administración concursal, la empresa 
deudora y los trabajadores, a través de sus representantes. Dicha solicitud podrá llevarse 
a cabo en cualquier momento desde la declaración del concurso, siempre que se acredite 
que el retraso en hacer efectiva la suspensión, puede comprometer de manera grave la 
viabilidad de la empresa o en su caso, producir un importante perjuicio a los trabajadores. 
En los demás supuestos, hay que esperar para indicar la solicitud de suspensión, a que la 
administración concursal haya emitido su informe771. 
 
La solicitud de suspensión deberá justificar las causas motivadoras de la suspensión 
o reducción y también deberá exponer los objetivos perseguidos, en donde justificará la 
necesidad de llevar a cabo la medida, conectada con la viabilidad futura de la empresa y 
del empleo. Para lo cual, adjunto a la solicitud, se acompañará de los documentos 
necesarios para su acreditación772. Una vez recibida la solicitud, el juez convocará al 
concursado, a los representantes de los trabajadores y a la administración concursal a un 
periodo de consultas, cuya duración no será superior a treinta días naturales, o a quince, 
también naturales, en el supuesto de empresas que cuenten con menos de cincuenta 
trabajadores. En caso de intervención de las facultades de administración y disposición 
del deudor, el juez podrá autorizar la participación del concursado en el periodo de 
consultas773.  
 
La comunicación a los representantes legales de los trabajadores del inicio del periodo 
de consultas, deberá incluir copia de la solicitud y de los documentos que en su caso se 
                                                          
771 “La administración concursal, tiene la vía del art. 44.4 LC que dice que la declaración del concurso no 
interrumpe la actividad profesional o empresarial del concursado y el art. 44.1 LC dispone que, de manera 
excepcional, a solicitud del administrador concursal y previa audiencia de los representantes de los 
trabajadores, podrá acordar mediante auto, entre otras, la suspensión total o parcial de la actividad 
empresarial. Cuando las medidas a adoptar por el juez supongan la suspensión o reducción de la jornada, 
éste actuará conforme a lo dispuesto en el art. 8.2 LC, iniciando simultáneamente el expediente del art. 64 
LC”. 
772 Art. 64.4 LC. Se mantiene esa referencia, a pesar de su desaparición de la legislación laboral, 
concretamente de los arts. 47 y 51.10 ET. La doctrina entiende, que debiera hacerse una interpretación 
correctora del precepto, ya que el art. 64.4 LC, toma como base y fundamento del mismo al art. 51 ET y 
por lo tanto, se justifica que la legislación concursal se adecue a estos efectos a la legislación laboral, lo 
que justifica la desaparición de estos requisitos, como justificativos de la finalidad de la solicitud de 
suspensión de los contratos de trabajo o de la reducción de la jornada laboral. 
773 Los representantes de los trabajadores o la administración concursal podrán solicitar del juez la 
participación en el periodo de consultas de otras personas físicas o jurídicas que indiciariamente puedan 
constituir una unidad de empresa con la concursada. Para el caso de unidad empresarial, y a efectos de 
valorar la realidad económica del conjunto empresarial, se podrá reclamar la documentación económica 
consolidada o la relativa a otras empresas. Si la media afecta a empresas de más de cincuenta trabajadores, 
deberá acompañar a la solicitud un plan que contemple la incidencia de las medidas laborales propuestas 




acompañen. El acuerdo suscrito por la administración concursal y los representantes de 
los trabajadores con anterioridad al inicio del periodo de consultas o coetáneo con el 
mismo, negociado de manera informal en el contexto de la crisis que padece una empresa 
concursada, podrá ser acompañado con la solicitud, en cuyo caso, no será necesaria la 
apertura del periodo de consultas. 
 
Durante el periodo de consultas, los representantes de los trabajadores o la 
administración concursal deberán negociar de buena fe para la consecución de un 
acuerdo. El juez, a instancia de la administración concursal o de la representación de los 
trabajadores, podrá acordar en cualquier momento la sustitución del periodo de consultas 
por el procedimiento de mediación o arbitraje que sea de aplicación en el ámbito de la 
empresa, que deberá desarrollarse dentro del plazo máximo señalado para dicho periodo. 
Al finalizar el plazo del periodo de consultas o en el momento en que se consiga un 
acuerdo, la administración concursal y los representantes de los trabajadores comunicarán 
al juez del concurso el resultado del periodo de consultas. Una vez recibida dicha 
comunicación, el letrado de la administración de justicia recabará un informe de la 
autoridad laboral sobre las medidas propuestas o el acuerdo alcanzado, que deberá ser 
emitido en el plazo de quince días, pudiendo ésta oír a la administración concursal y a los 
representantes de los trabajadores antes de su emisión. Recibido el informe por el juez 
del concurso o transcurrido el plazo de emisión, seguirá el curso de las actuaciones. Si el 
informe es emitido fuera de plazo, podrá no obstante ser tenido en cuenta por el juez del 
concurso al adoptar la correspondiente resolución774. 
 
El juez resolverá en un plazo máximo de cinco días, mediante auto, sobre las medidas 
propuestas, aceptando, de existir, el acuerdo alcanzado, salvo que en la conclusión del 
mismo aprecie la existencia de fraude, dolo, coacción o abuso de derecho. En este caso, 
así como en el supuesto de no existir acuerdo, el juez determinará lo que proceda 
conforme a la legislación laboral. Si no hubiera sido alcanzado un acuerdo, el juez del 
concurso dará audiencia a quienes hubieran intervenido en el periodo de consultas, para 
lo cual, el secretario de la administración de justicia, les convocará a una comparecencia 
en la que podrán formular alegaciones y aportar prueba documental. El juez, por su parte, 
podrá sustituir esta comparecencia por un trámite escrito de alegaciones por tres días.  
                                                          




El auto, en caso de acordarse la suspensión de los contratos, surtirá efecto desde la 
fecha en que se dicte, salvo que en él se disponga otra fecha posterior, y producirá las 
mismas consecuencias que la decisión suspensiva adoptada por el empresario al amparo 
de lo establecido en el art. 47 o que, en su caso, la resolución administrativa de la 
autoridad laboral recaída en un expediente de regulación de empleo, a efectos del acceso 
de los trabajadores a la situación legal de desempleo775. El auto del juez mercantil deberá 
consignar expresamente y por separado, los hechos que estimen probados776. 
 
Contra el auto referido en el párrafo anterior, la administración concursal, el 
concursado, los trabajadores a través de sus representantes y el FOGASA, podrán 
interponer recurso de suplicación, así como el resto de recursos previstos en la LRJS, que 
se tramitarán y resolverán ante los órganos jurisdiccionales del orden social, sin que 
ninguno de ellos tenga efectos suspensivos sobre la tramitación del concurso ni de los 
incidentes concursales. En cuanto a los motivos del recurso, la impugnación del auto 
judicial ha de fundarse en los motivos propios del recurso de suplicación y por los propios 
del recurso de unificación de doctrina777. Se plantea el problema relacionado con la 
necesidad de consignar el importe de la condena para recurrir por la administración 
concursal o el concursado, pese a la situación de concurso. No existiendo excepción 
alguna a la cuestión planteada, existe dicho deber de consignación. Así, se tiene por no 
preparado el recurso de casación para la unificación de doctrina por faltar el requisito de 
la consignación del importe de la condena, lo que se considera requisito insubsanable, 
aun alegándose la situación de concurso, incluso la indisponibilidad de liquidez, ni la de 
no poder acceder a formalizar avales. 
 
Las acciones que los trabajadores o el FOGASA puedan ejercer contra el auto en 
cuestiones que se refieran estrictamente a la relación jurídica individual, se sustanciarán 
por el procedimiento del incidente concursal en materia laboral778. Este procedimiento 
supone que el mismo órgano que resuelve y declara la suspensión, revisa la resolución. 
El plazo para imponer la demanda de incidente concursal es de un mes desde que el 
trabajador conoció o pudo conocer el auto del juez del concurso. La expresión “pudo 
conocer” se refiere a los trabajadores incluidos en el expediente, en el que han intervenido 
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la representación legal, sindical o la comisión ad hoc, cuando el auto ha sido notificado a 
cualquiera de estos. Si el que recurre es un trabajador no afectado por la decisión 
suspensiva, compete a este acreditar cuando conoció la resolución del juez del concurso. 
La sentencia que recaiga será recurrible en suplicación, ello nos lleva a advertir que las 
impugnaciones directas mediante el recurso de suplicación, se refieren a la impugnación 
de la decisión colectiva que afecta a un conjunto de trabajadores o en su caso a todos los 
trabajadores que componen la plantilla de la empresa. 
 
2. Modificación por iniciativa empresarial del tiempo de trabajo 
 
Desde la reforma laboral de 1994779 que reguló la distribución irregular de jornada no 
se ha registrado ninguna intervención en esta materia hasta 2007 y las reformas operadas 
entre 2010 y 2012780. La primera intervención a la que se ha hecho referencia es la 
efectuada por la DA 11.3 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad 
efectiva entre mujeres y hombres. A través de ella se añadió el párrafo octavo al art. 34 
ET, en el que se pone de manifiesto la relevancia que la distribución de jornada tiene para 
la conciliación de la vida personal, familiar y laboral, y se trata de potenciar la sensibilidad 
de la negociación colectiva respecto de esta vertiente de la distribución de la jornada, 
distribución que se verá más adelante. Al margen de esta primera pequeña intervención 
en este sentido, la primera reforma que suponía un cambio en la articulación de sus 
fuentes reguladoras ha sido la operada en el art. 41.1 ET por el RDL 10/2010, de 16 de 
junio, de medidas urgentes para la reforma del mercado de trabajo, confirmada luego por 
la Ley 35/2010, de 17 de septiembre. Esta reforma consistía en la adición de la 
distribución de la jornada en el apartado b) del listado de materias susceptibles de ser 
afectadas por una modificación sustancial781. 
 
La referencia a la distribución de la jornada en el apartado b) del art. 41.1 ET iba a 
permitir la modificación del régimen previsto en convenio colectivo estatutario, fuese de 
empresa o de sector, ya que las materias mencionadas en el apartado b) (antes el horario 
                                                          
779 Rivero Lamas, J., “La flexibilización del tiempo de trabajo”, en El nuevo ET. Puntos críticos, Actualidad 
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780 San Martín Mazzucconni, C., “La modificación de condiciones de trabajo tras el RDL 10/2010”, 
Reforma laboral de 2010, Sempere Navarro, A.V. (director), 2010, pág. 292. 
781 Véase Navarro Nieto, F., “Las modificaciones sustanciales de condiciones de trabajo como instrumento 
de flexibilidad interna: luces y sombras en la doctrina judicial más reciente”, en Revista Española de 




y ahora también la distribución de la jornada) siempre fueron susceptibles de este tipo de 
modificaciones. La fuerza normativa erga omnes del convenio estatutario requería que la 
modificación fuese pactada con los representantes legales o sindicales de los trabajadores 
tras un periodo de consultas, pero la adopción de tal acuerdo permitía presumir la 
concurrencia de las razones económicas, técnicas, organizativas o de producción que 
actúan como presupuesto de toda modificación sustancial. El único límite que restaba al 
acuerdo modificativo era de carácter temporal, ya que, a tenor del art. 41.6 ET, el plazo 
de vigencia de la modificación no podía exceder de la vigencia del convenio colectivo 
modificado782.  
 
En caso de que no se alcanzase un acuerdo las partes debían acudir a mecanismos 
extrajudiciales de resolución de conflictos establecidos por la negociación colectiva para 
estos supuestos, excluyéndose la posibilidad de que el empresario adoptase una decisión 
de forma unilateral, como sucede cuando se modifican condiciones individuales o 
colectivas pactadas en acuerdos de empresa. De tal manera que la reforma de 2010 
comportó dos novedades de gran importancia por lo que respecto a las fuentes de 
distribución irregular de la jornada: la posibilidad de que un acuerdo de empresa varíe la 
distribución establecida en convenio estatuario, y la atribución de esa misma capacidad 
modificativa a otros procedimientos extrajudiciales de resolución de conflictos a los que 
hay que acudir obligatoriamente en caso de desacuerdo durante el periodo de consultas. 
La primera de ellas influye en gran medida en la ordenación de las fuentes de la 
distribución irregular contemplada en el art. 34.2 ET, pues aunque en el acuerdo de 
empresa parece en una posición subsidiaria respecto a los convenios colectivos, la 
capacidad que a partir de 2010 adquieren los acuerdos modificativos para modificar no 
sólo el régimen convencional, sino también la opción a favor de una jornada regular o 
irregular, determina la preeminencia del acuerdo de empresa sobre los convenios 
estatutarios.  
 
Esta reforma ha afectado de lleno a la estructuración de la negociación colectiva, por 
lo que, a la distribución irregular de la jornada, produciendo el debilitamiento de la 
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regulación del convenio sectorial en esta materia783. La novedad de la reforma laboral de 
2010 respecto a la distribución irregular de la jornada consistió en la introducción en el 
procedimiento de modificación sustancial de condiciones de trabajo pactadas en 
convenios estatutarios de procedimientos extrajudiciales de resolución de conflictos 
como mecanismos subsidiarios para desbloquear los desacuerdos del periodo de consultas 
y favorecer una solución al conflicto de intereses planteado. En efecto, ya el RDL 
10/2010, de 16 de junio, introdujo en el art. 41.6 ET la obligación de acudir a los 
procedimientos de mediación establecidos por convenio colectivo o acuerdo 
interprofesional ante el desacuerdo en periodo de consultas, advirtiendo que tales 
instrumentos podían establecer el compromiso previo de someterse a un arbitraje 
vinculante si no había avenencia en la mediación, en cuyo caso el laudo arbitral tendría 
la misma eficacia que los acuerdos en periodo de consultas. Con posterioridad, la Ley 
35/2010, ciñó la fijación de estos procedimientos a los acuerdos interprofesionales de 
ámbito estatal o autonómico del art. 83 ET, y reforzó la obligatoriedad de que 
incorporasen procedimientos de resolución de discrepancias y, en particular, el 
compromiso previo de sometimiento a arbitraje.  
 
La reforma de la negociación colectiva de 2011 volvió a incidir en la distribución de 
jornada, por un lado, en la prioridad aplicativa del convenio de empresa, que alcanza a 
esta condición de trabajo y, por otro, en el contenido mínimo del convenio colectivo, en 
el que se hace mención expresa a la distribución irregular. La reforma del art. 84.2 ET, 
operada por el RD Ley 7/2011, propició una nueva articulación de las relaciones entre el 
convenio sectorial y el de empresa por lo que a la distribución irregular de la jornada se 
refiere. Tal precepto ha pasado a recoger una excepción al principio de no afectación, en 
virtud de la cual la regulación de determinadas condiciones establecidas en un convenio 
de empresa, entre las que figura la distribución irregular de la jornada, tendrá prioridad 
aplicativa respecto del anterior convenio sectorial estatal, autonómico o de ámbito inferior 
con el que pueda concurrir. De la misma prioridad gozan los convenios colectivos para 
un grupo de empresas o una pluralidad de empresas vinculadas por razones organizativas 
o productivas y nominativamente identificadas en su ámbito de aplicación. De tal forma, 
a partir de la entrada en vigor de la reforma de 2011, un convenio de sector puede verse 
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afectado durante su vigencia por un convenio de empresa posterior, que tendrá preferencia 
de paso para regular las condiciones enumeradas en el art. 84.2 ET. Dichas condiciones 
pasarán a regirse por lo dispuesto en el convenio de empresa sin necesidad de esperar a 
que el sectorial agote su vigencia, pues la excepción garantiza su eficacia aplicativa 
inmediata784. 
 
La preferencia por el nivel de empresa y la superación en determinadas materias, del 
principio de no afectación condiciona y relativiza cualquier acercamiento a la cuestión. 
Dicha preferencia o “prioridad aplicativa” del convenio de empresa en determinadas 
materias como “el horario y distribución del tiempo de trabajo” [art. 84.1 c) del ET] que, 
además, “podrá negociarse en cualquier momento de la vigencia de convenios colectivos 
de ámbito superior” conforme dispone el nuevo art. 84.1 ET debe tenerse en 
consideración a la hora de aproximarnos al presupuesto de la norma que estamos 
analizando. Se trata de un elemento esencial del mismo; condiciona realmente su ámbito 
efectivo de aplicación, su propia dinámica y la relación o imbricación con aspectos 
principales de los nuevos paradigmas de relación entre negociación colectiva y facultades 
directas que determinan los criterios de que parte el legislador a la hora de definir las 
fuentes de las obligaciones laborales y los criterios de determinación de las condiciones 
de trabajo785. 
 
Si partimos del hecho de que, en la configuración de la misma, la falta de pacto en 
contrario supone el reconocimiento a la empresa de una facultad de distribución irregular 
de la jornada (en la cuantía establecida en la propia norma); que en el sentido que 
decíamos, se condiciona el contenido de la negociación colectiva en la medida en que la 
ausencia de pacto al respecto se “sanciona” con la norma supletoria establecida, que 
además y en conexión con lo anterior, se han modificado las reglas generales de 
articulación de la negociación colectiva, quebrando la regla general de no afectación del 
convenio existente por otro de distinto ámbito y sustituyéndola, para determinadas 
materias al menos, por una norma genérica de preferencia del nivel empresa en las mismas 
(derivado tanto de la norma citada (art. 84.2 ET) como de la propia regulación del art. 83 
ET en conexión con lo previsto sobre las modificaciones sustanciales de las condiciones 
                                                          
784 Al respecto, Martínez Yáñez, N.M., “Las fuentes de la distribución irregular de la jornada tras las 
sucesivas reformas laborales”, en Revista de Relaciones Laborales, nº5, mayo 2013, pág. 8/23. 
785 En este sentido, Valdés Dal-Ré, F., “Estructura contractual y concurrencia entre convenios colectivos”, 




de trabajo); que en este sentido entre estas materias está la regulación “del horario y la 
distribución del tiempo de trabajo”; nos encontramos con un contexto normativo que 
aporta a la empresa distintas posibilidades que inciden en lo que se viene diciendo y que 
reflejan en gran medida la intención del legislador y las nuevas reglas que dispone786. 
 
De esta forma, permite a la empresa la posibilidad de establecer un sistema de 
distribución irregular mediante la negociación colectiva en su nivel; que no queda 
condicionado ni siquiera por la vigencia previa del convenio. Si el convenio en vigor es 
de distinto ámbito (superior), por la previsión expresa incorporada en las nuevas normas 
sobre articulación y estructura del art. 84 ET. Y si el convenio es del mismo nivel (de 
empresa o incluso inferior) porque o bien siempre puede contemplarse su modificación 
(sin perjuicio de las reglas sobre vigencia del deber de negociar de la otra parte) o bien 
puede instarse el procedimiento de descuelgue contemplado en el art. 83.2 ET justificado 
en los mismos supuestos en que se permite la modificación sustancial de las condiciones 
de trabajo (cuyo carácter colectivo o individual dependerá de los trabajadores afectados, 
y que si no suponen una alteración de lo establecido en el convenio sino una mera 
aplicación o modificación de la aplicación del régimen de horario no requerirá una 
modificación de aquél). 
 
Por lo tanto, también desde el punto de vista de reglas sobre la estructura de la 
negociación colectiva el legislador condiciona a la negociación colectiva, cuya regulación 
previa es presupuesto de aplicación (o no) de la nueva facultad empresarial contemplada 
en el art. 34.2 ET. Ya se ha dicho que la finalidad declarada de las reglas sobre articulación 
de la negociación y en la nueva prevalencia del nivel empresarial que en la determinación 
de contenidos concretos como los recogidos, con carácter supletorio, en el art. 34.2 ET. 
De esta forma se consigue, con el nuevo contexto normativo, aportar distintas 
posibilidades a la empresa (en principio de negociación) y que, en su defecto, concluyen 
con el establecimiento de una facultad de distribución irregular de la jornada como parte 
de la negociación colectiva a un determinado nivel, el de empresa787. 
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Para comprender la incidencia de la reforma de la negociación colectiva sobre la 
distribución de jornada es preciso fijarse en la regulación relativa al contenido mínimo 
del convenio. El RDL 7/2011 introdujo en el art. 85.3 ET un párrafo i), que obligaba a 
todo convenio a fijar un porcentaje mínimo y máximo de la jornada que pudiese 
distribuirse de forma irregular a lo largo del año, añadiendo que salvo pacto en contrario 
dicho porcentaje sería de un 5%. Mediante tales cláusulas obligatorias el legislador trataba 
de contribuir a la flexibilidad interna, favoreciendo la posición competitiva de la empresa 
en el mercado o una mejor respuesta a las exigencias de la demanda y la estabilidad del 
empleo. Así, el art. 85.3.i) ET obligaba a cada convenio de sector a fijar el porcentaje de 
jornada irregular, pero a su vez, el convenio de empresa también quedaba obligado a 
incorporar una disposición relativa al porcentaje de jornada irregular. 
 
La reforma laboral de 2012 además de continuar con el reforzamiento de la 
negociación colectiva llevada en el ámbito de la distribución de jornada, abre el espacio 
a la autonomía individual del empresario. A partir de la entrada en vigor del RDL 3/2012, 
el art. 41 ET pasa a regular las modificaciones sustanciales de condiciones de trabajo 
reconocidas a los trabajadores en el contrato de trabajo, en acuerdos o pactos colectivos, 
o a través de una decisión unilateral del empresario de efectos colectivos. La modificación 
sustancial de ciertas condiciones de trabajo establecidas en convenios estatutarios sigue 
siendo posible, pero se sitúa en el art. 82.3 ET, que regula ahora los descuelgues, aunque 
con remisión al procedimiento de consultas del art. 41 ET788.  
 
Además de lo anterior, la reforma del art. 41 ET supone un cambio en la regulación 
jurídica de las modificaciones sustanciales, ya que dicha modificación siempre distinguió 
entre modificaciones sustanciales individuales y colectivas, atribuyendo a cada una de 
ellas un procedimiento diferente caracterizado en rasgos generales en la necesidad de 
convocar un periodo de consultas con los representantes de los trabajadores si la 
modificación era colectiva, no siendo necesario hacerlo cuando era individual. En todo 
caso, el acuerdo en periodo de consultas sólo era preciso para modificar las condiciones 
de trabajo determinadas en convenio estatutario, pues en el resto de supuestos el 
empresario podía imponer unilateralmente su voluntad.  
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Pues bien, aunque estas cuestiones no se han reformado en 2012, su sentido ha variado 
en relación a la distinción conceptual entre modificaciones sustanciales individuales y 
colectivas. Hasta dicha reforma las modificaciones individuales eran aquellas que 
versaban sobre condiciones de trabajo que disfrutaban los trabajadores a título individual, 
mientras que las modificaciones colectivas se referían a condiciones de trabajo 
reconocidas en convenios estatutarios, acuerdos o pactos colectivos, o disfrutadas en 
virtud de una decisión unilateral del empresario de efectos colectivos. El número de 
trabajadores afectados por la modificación sólo se tenía en cuenta en caso de que ésta 
versase sobre funciones y horario, a fin de atribuir carácter individual de una decisión 
unilateral del empresario de efectos colectivos, que afectasen a un número reducido de 
trabajadores, conforme a los umbrales del art. 41.2 ET. Así pues, en estos últimos 
supuestos no era necesaria la convocatoria del periodo de consultas, siendo suficiente la 
notificación de la decisión empresarial a los trabajadores afectados y a sus representantes 
con treinta días de antelación a la fecha de su efectividad. Ya que las fuentes de 
distribución irregular de la jornada eran y son, de acuerdo con el art. 34.2 ET, el convenio 
colectivo estatutario o, en su defecto, el acuerdo de empresa, las modificaciones 
sustanciales relativas a la misma siempre eran calificadas como modificaciones 
colectivas, debiendo seguir el procedimiento previsto para éstas.  
 
A partir de la entrada en vigor del RDL 3/2012, la distinción entre modificaciones 
individuales y colectivas se mantiene, pero pasa a depender del número de trabajadores 
afectados por la medida, sin que se tenga en cuenta la fuente reguladora de la condición 
de trabajo. Para ello se toman unos umbrales numéricos idénticos a los que ya existían en 
relación con el despido colectivo, estableciéndose que si en un periodo de noventa días la 
modificación alcanza o supera dichos umbrales merece la calificación de colectiva, siendo 
individual en caso contrario, con independencia de que la condición afectada haya sido 
establecida en contrato de trabajo, acuerdo o pacto colectivo o decisión unilateral del 
empresario de efectos individuales o colectivos789.  
 
Una consecuencia de la reforma del art. 41 ET en cuanto a la modificación sustancial 
de la distribución irregular de la jornada es que ésta ya no será calificada en todo caso 
como colectiva, sino que también podrá ser individual, en función del número de 
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trabajadores afectados790. Ello se traduce en una ampliación moderada del poder 
unilateral del empresario, pues si la modificación es individual no será necesario convocar 
periodo de consultas, sino que bastará la mera notificación de la medida a tales 
trabajadores y a sus representantes legales con la antelación mínima de quince días a la 
fecha de su efectividad. Por otro lado, si la modificación de la distribución de jornada 
pactada en un acuerdo de empresa tiene carácter colectivo habrá que convocar un periodo 
de consultas, pero también se acorta sensiblemente el lapso temporal en el que la decisión 
será ejecutiva, ya que, a tenor del art. 41.5 ET, si las consultas finalizan sin acuerdo, la 
decisión empresarial surtirá efectos en el plazo de los siete días siguientes a su 
notificación. Por lo tanto, en la actualidad una modificación sustancial colectiva de la 
distribución de la jornada pactada en acuerdo de empresa puede llevarse a cabo sin 
acuerdo en periodos de consultas en un plazo máximo de veintidós días, frente a los 
cuarenta y cinco que como mínimo eran precisos con anterioridad791. 
 
La jornada es una condición de trabajo cuya modificación sustancial está legalmente 
prevista en el art. 41 ET, como se ha visto. El mencionado artículo no se refiere 
expresamente a la reducción de la duración de la jornada de trabajo, pero sí a la 
modificación de la jornada de trabajo de modo genérico (letra a)) junto con la de alguna 
de sus facetas (horario y distribución del tiempo de trabajo (letra b)) y régimen de trabajo 
a turnos (letra c))792. En principio, mirando sólo el art. 41 ET, no parece que pueda 
objetarse la subsunción de la reducción de jornada en el art. 41.1.a) ET793. La ordenación 
de la jornada de trabajo presenta dos grandes aspectos: su duración y su distribución. Si 
el art. 41.1.b) ET se refiere a su distribución, debe admitirse que el otro aspecto, la 
duración, encuentra sentido en la letra a) del precepto aludido. Sin embargo, una primera 
impresión favorable a la utilización del art. 41 ET como mecanismo de reducción de la 
jornada de trabajo resultaría contradicha por el art. 12.4.e) conforme a la cual rige la 
voluntariedad en la conversión de un trabajo a tiempo completo en un trabajo a tiempo 
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parcial “no se podrá imponer de forma unilateral o como consecuencia de una 
modificación sustancial de condiciones de trabajo” de acuerdo con el art. 41.1.a) ET794. 
Pese a la nitidez de la intervención descrita, y como ya se ha visto en el apartado 
correspondiente al tiempo de trabajo en el contrato a tiempo parcial, varias decisiones del 
TS han manifestado la idoneidad como vía para reducir la jornada de trabajo, superando 
la contradicción con el art. 12 ET al distinguir entre: a) la modificación de trabajo de un 
contrato (entre ellas la duración de la jornada), realizable por la vía del art. 41 ET; b) la 
variación de la clase o modalidad de contrato, que requiere necesariamente el acuerdo de 
los contratantes y no se puede imponer unilateralmente pues “el art. 41 ET no extiende su 
ámbito de aplicación a los cambios de régimen contractual795; y c) el contrato a tiempo 
parcial y el contrato a tiempo completo. Con esta construcción, que parece en el fondo 
asumir un razonamiento del tipo “no puede ser lo que no debe ser” se respeta la 
prohibición del art. 12.4.e) ET y se admite el uso del art. 41.1.a) ET para efectuar 
reducciones de la jornada de trabajo796.  
 
A la vista de todo lo anterior, lo que resulta claro es que las decisiones empresariales 
de reducción temporal de la jornada de trabajo por causas económicas, técnicas, 
organizativas y de producción, deberán articularse por medio del art. 47 ET en los 
supuestos expresamente regulados: a) suspensión o reducción total (art. 47.1 ET); y b) 
reducción del 10 al 70% (art. 47.2 ET). Respecto de ellos no cabe plantear el uso 
alternativo del art. 41 ET, en este sentido, la STS de 16 de junio de 2014797. Más allá de 
lo dicho se inicia la incertidumbre: “a) ¿son posibles decisiones empresariales de 
reducción temporal de menos del 10% o de más del 70% de la jornada?; y b) ¿reducciones 
de carácter definitivo? La pluralidad de reglas junto con su falta de armonización y la 
ausencia de criterio jurisprudencial permiten responder de varias formas”798. 
 
Respecto a la distribución de jornada en los convenios colectivos de sector se 
establecen algunas particularidades. En concreto, el Convenio Colectivo del Sector Textil 
                                                          
794 Cruz Villalón, J., García Perrote Escartín, I., Goerlich Peset, J.M., Mercader Uguina, J.R., Comentarios 
al ET, op.cit. pág. 602. 
795 Tal y como expresa San Martín Mazzucconi, C., “La modificación de condiciones de trabajo”, en Martín 
Jiménez, R., Sempere Navarro, A.V. (directores), Aspectos laborales de la reestructuración empresarial, 
Aranzadi, Cizur Menor, Navarra, 2011, pág. 89. 
796 Así lo expresa Cámara Botía, A., “El futuro del sistema español de protección (…)”, op. Cit. pág. 8.  
797 STS de 16 de junio de 2014, RJ 2014/5197. En sentido similar, STSJ Madrid, de 10 de febrero de 2015 
(AS 2015/881). 




dice que “se aplicará un sistema de flexibilización en la ordenación de su jornada sólo 
limitado por el total de horas anuales pactadas en el presente texto, o las que a nivel de 
empresa fuesen inferiores a dicho límite, así como el descanso mínimo entre jornadas y 
los máximos estatutarios de diez horas diarias y cincuenta semanales”. A falta de acuerdo 
para aplicar la norma general, el citado convenio regula dos procedimientos alternativos 
(art. 28). Por su parte, el Convenio de la Industria Química establece que “en el ámbito 
de la empresa podrá establecerse un calendario de distribución irregular de la jornada, 
que implique la posibilidad de superar el tope máximo diario de 9 horas, de acuerdo con 
lo previsto en el art. 34 del ET, respetando los descansos mínimos fijados en la Ley”. 
Además, sobre el calendario que rija en la empresa, “la dirección de ésta podrá disponer 
como jornada u horario flexible de hasta 100 horas cada año de vigencia del Convenio, 
que, consideradas de naturaleza ordinaria, a pesar de su carácter irregular, formarán parte 
del cómputo anual de la jornada. Tales horas flexibles serán de aplicación en los días 
laborables que resulten para cada trabajador del calendario que rija en la empresa, excepto 
en los supuestos previstos en los arts. 13.9 y 45, pudiendo superarse, el tope diario de 
jornada de 9 horas referido en la Ley, con respeto de los descansos mínimos señalados”. 
Igualmente, añade que “para la aplicación de la hora flexible se tendrá en cuenta los 
criterios de causalización y explicación de las razones técnicas productivas u 
organizativas que lo justifiquen a los Representantes de los Trabajadores, así como a los 
directamente afectados, con 5 días de antelación a la adopción de dicha decisión”. 
Continúa diciendo que “en cualquier caso, la prolongación de jornada consecuencia de 
esta distribución irregular y de la aplicación de las horas flexibles, no podrá ser de 
aplicación a trabajadores que tengan limitada su presencia por razones de seguridad, 
salud, cuidado de menores, embarazo o periodos de lactancia”. También dispone el 
convenio la forma de compensación. Y, por último, establece que la bolsa de 100 horas 
flexibles regulada en el apartado anterior podrá utilizarse en sentido inverso para abordar 
situaciones productivas de carácter excepcional, y provisionales en el tiempo, 
relacionadas con la disminución del volumen o carga de trabajo motivadas por causas 
económicas, productivas, organizativas o técnicas. El resto de convenios de sector no 
dispone ninguna peculiaridad en este sentido. 
 
En cuanto a los convenios colectivos de empresa, el Convenio Colectivo de Iberdrola 
dice que “la empresa, por necesidades puntuales de servicio, podrá modificar, pactando 




descanso y el abono de la bonificación establecida en el Anexo 1. Dicha distribución 
irregular podrá comprender jornadas ordinarias diarias superiores a 9 horas, respetando 
siempre el descanso diario entre jornadas de 12 horas. Igualmente, “las modificaciones 
de horario originadas por pedidos imprevistos, periodos punta de producción, ausencias 
imprevistas, serán de aceptación obligatoria por el trabajador hasta un máximo de 80 
horas anuales, siempre que no puedan ser sustituidas por la utilización de las distintas 
modalidades de contratación previstas legalmente. Los excesos de jornada derivados de 
esta distribución irregular, que por necesidades de empresa no puedan ser descansados en 
los seis meses siguientes a su realización, podrán considerarse y retribuirse como horas 
extraordinarias, previo arbitraje en los plazos previstos en el anexo de este convenio”.  
 
Por su parte, el Convenio Colectivo de Renfe799 dispone que “la Normativa Laboral 
de Renfe contempla, entre otras regulaciones, una distribución irregular de la jornada a lo 
largo de 365 días al año, incluidos sábados, domingos y festivos y en turnos de mañana, 
tarde y noche. Así mismo, está regulada la disponibilidad fuera de la jornada laboral 
normal de acuerdo con la regulación específica de cada uno de los colectivos 
profesionales de la empresa, de conformidad con lo establecido en el art. 34.2 del ET. No 
obstante, la Mesa de Empleo y Competitividad negociará, en su caso, medidas adicionales 
de disponibilidad para mejorar la productividad de la empresa”. El Convenio Colectivo 
de Repsol establece que “dadas las especiales características de la actividad de la 
Empresa, con el fin de evitar horas extraordinarias, la Dirección podrá establecer 
temporalmente jornadas flexibles de hasta 12 horas en una serie de supuestos regulados 
en su art. 33.1.e)”.Y para finalizar, el Convenio Colectivo de Ford dice que “cuando por 
necesidades de producción, motivadas por razones de demanda, dificultades de 
suministro o causas ajenas que puedan impactar la programación de producción, sea 
necesario aplicar una redistribución de la jornada para poder acomodar la programación 
de producción prevista, la Empresa convocará a la Comisión Mixta de Vigilancia e 





                                                          




3. Adaptaciones de jornada y conciliación de la vida laboral y familiar 
 
A las reducciones de jornada por razones sanitarias establecidas por el Reglamento 
de Jornadas Especiales (RJE) para determinadas actividades especialmente penosas o 
nocivas, que se verán en el siguiente capítulo, se han de añadir reducciones singulares de 
la jornada en actividades que no presentan tales características, y que responden a otras 
razones distintas, como la ya vista anteriormente referida al ajuste temporal del empleo 
en la empresa, y las que se verán en este apartado, referidas en su mayor parte a 
circunstancias familiares del trabajador y que responden al principio de conciliación del 
trabajo con la vida familiar. 
 
De manera simplemente indicativa ya que no pertenecen al ámbito de la conciliación, 
se hace referencia a dos razones que reducen el tiempo de trabajo. Por un lado, la 
realización de registros en la empresa, de conformidad con el art. 18 ET, los registros que 
se realicen sobre la persona del trabajador, en sus taquillas y efectos personales, sólo 
podrán llevar a cabo dentro del centro de trabajo y en horas de trabajo, lo que supondrá 
una reducción del tiempo efectivo de trabajo, y nunca una ampliación de la jornada, salvo 
que por circunstancias imprevistas y urgentes fuera imprescindible llevarlo a cabo al 
término de la jornada800. Por otro lado, el art. 19.4 ET prevé una reducción de jornada (o 
mejor dicho del tiempo efectivo de trabajo) en la misma proporción que el tiempo 
invertido en la formación práctica que el empresario está obligado a facilitar en materia 
de seguridad e higiene a los trabajadores que contrata, o cuando cambien de puesto de 
trabajo o tengan que aplicar una nueva técnica que pueda ocasionar riesgos graves para 
el propio trabajador o para sus compañeros o terceros, ya sea con servicios propios, ya 
sea con la intervención de los servicios oficiales correspondientes. El trabajador, además, 
estará obligado a seguir dichas enseñanzas y a realizar las prácticas cuando se celebren 
dentro de la jornada de trabajo o en otras horas, pero con el descuento en aquélla del 
tiempo invertido en la misma. En esta misma línea se inscribe el art. 19.2 de la Ley 
31/1995, de prevención de riesgos laborales con la misma finalidad. Asimismo, el art. 
37.2 LPRL dispone que el tiempo dedicado a la formación de los Delegados de 
                                                          
800 Véanse: la STSJ Madrid de 25 de enero de 1996 (AS 1996, 764) y la STSJ Cantabria de 14 de febrero 
de 1994 (AS 1994, 4887). En este sentido, García Ninet, J.I., Vicente Palacio, A., Derecho del Trabajo, 4ª 




Prevención será considerado como tiempo de trabajo a todos los efectos y su coste no 
podrá recaer en ningún caso sobre los Delegados de Prevención801. 
 
La adopción de medidas de flexibilidad en la jornada de trabajo dentro de las empresas 
ha venido reivindicando como uno de los instrumentos de mayor utilidad para hacer 
efectiva la posibilidad de que los trabajadores compatibilicen su actividad laboral con las 
responsabilidades de la vida cotidiana802. Estas reivindicaciones resultan acordes a la 
nueva tendencia europea de configuración de los derechos de conciliación orientados a 
garantizar el “derecho a la presencia” de las personas trabajadores con responsabilidades 
familiares, planteada de forma indirecta en la Estrategia de Europa 2020, al señalar como 
uno de sus objetivos la promoción de “nuevas formas de equilibrio entre la vida laboral y 
familiar”803. Desde el punto de vista de la conciliación evidentemente es un instrumento 
adecuado en tanto que permite atender estas responsabilidades sin necesidad de 
abandonar ni siquiera temporalmente el trabajo con lo que evita la desprofesionalización 
de sus beneficiarios. Sin embargo, si el régimen jurídico no está rodeado de las cautelas 
necesarias (garantías de indemnidad retributiva, profesional y de protección social) puede 
producir efectos perjudiciales para las personas que las utilicen, aunque obviamente 
inferiores que los que es susceptible de producir la necesidad de desvinculación del puesto 
de trabajo804.  
 
Una de las cautelas que se deben tener en cuenta en aras a la efectividad del derecho 
en óptica conciliatoria, es el reconocimiento expreso del derecho a fijar los términos de 
la reducción que se precisa por parte de la persona destinataria, siempre que ello no 
produzca un perjuicio grave demostrado por el empleador y teniendo siempre en 
consideración la relación que existe entre este tipo de derechos y la prohibición de 
discriminación por razón de género805. Una buena parte de las interrupciones, reducciones 
                                                          
801 Ídem. pág. 486. 
802 Véase Aguilera Izquierdo, R., “Los derechos de la conciliación de la vida personal, familiar y laboral en 
la Ley Orgánica de Igualdad”, en Revista del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, nº extra 2, 2007, 
pág. 71. 
803 Ballester Pastor, M.A., “Conciliación laboral y familiar en la UE: rémoras, avances y nuevas líneas de 
tendencia en el ámbito de la corresponsabilidad”, Revista de Derecho Social, nº 51, 2010, pág. 57 
804 García-Perrote Escartín, I. y Mercader Uguina, J.R., Reforma laboral 2012 (…), op.cit., págs. 223-266. 
805 Ver la STC 3/2007 de 15 de enero, que determina la nulidad de una resolución judicial de instancia 
argumentando que la negativa a aceptar los términos en que la beneficiaria solicitaba dicha reducción, por 
entender que extralimitaba los términos en que el derecho está reconociendo en el ET, “prescinde de toda 
ponderación de las circunstancias concurrentes y de cualquier valoración de la importancia que para la 
efectividad del derecho a reducción de jornada por motivos familiares pudiera tener la concreta opción 




o adaptaciones de jornada previstas en nuestro ordenamiento responden al interés de los 
poderes públicos en facilitar a los trabajadores la conciliación de su trabajo con la vida 
familiar. Todas ellas conforman un paquete de medidas legislativas encaminadas a dicho 
fin y que han sido ampliadas y potenciadas por la Ley 39/1999, de conciliación de la vida 
laboral y familiar, de 5 de noviembre, y normas posteriores como la Ley 12/2001, de 9 
de julio806, o la Ley 3/2007, de 22 de marzo, para la Igualdad Efectiva entre Mujeres y 
Hombres (LOI) mediante su Disposición Adicional décimo primera nº 5, modifica el art. 
37.5 ET incrementando el número de sujetos causantes que dan derecho a la reducción, 
dota de derecho de flexibilidad e intenta evitar que el ejercicio del derecho suponga 
pérdida de derechos laborales y, aunque parcialmente, de protección social807. 
Igualmente, esta Ley introduce el apartado 8 al art. 34 ET, de manera que “el trabajador 
tendrá derecho a adaptar la duración y distribución de la jornada de trabajo para hacer 
efectivo su derecho a la conciliación de la vida personal, familiar y laboral en los términos 
que se establezcan en la negociación colectiva o en el acuerdo a que se llegue con el 
empresario respetando, en su caso, lo previsto en aquélla”. Se trata de un concepto 
novedoso por su sencillez y porque la expresión “adaptar la duración y distribución de la 
jornada”, no aparece en ningún otro artículo del ET808. La Ley 39/2010, de 22 de 
                                                          
empresa para oponerse a la misma. El hecho de que el órgano judicial no se haya planteado la cuestión de 
si denegar a la trabajadora la reducción de jornada solicitada constituía o no un obstáculo para la 
compatibilidad de su vida familiar y profesional, supone no valorar adecuadamente la dimensión 
constitucional ex art. 14 CE de la cuestión que se planteaba (…). La dimensión constitucional de la medida 
contemplada en los apartados 5 y 6 del art. 37 ET y en general la de todas aquellas medidas tendentes a 
facilitar la compatibilidad de la vida familiar y laboral de los trabajadores, tanto desde la perspectiva de la 
no discriminación por razón de sexo de las mujeres trabajadoras (art. 14 CE), como desde el mandato de 
protección a la familia y a la infancia (art. 39 CE), ha de prevalecer y servir de orientación para la solución 
de cualquier duda interpretativa. A ello contribuye el propio precepto legal que no contiene ninguna 
precisión sobre la concreción horaria de la reducción de jornada, ni establece si en su determinación deben 
prevalecer los criterios y necesidades del trabajador o las exigencias organizativas de la empresa, lo que 
posibilita una ponderación de las circunstancias concurrentes dirigida a hacer compatibles los diferentes 
intereses en juego (…)”. 
806 Sobre la Ley 39/1999 y Ley 12/2001 véase Quintanilla Navarro, B., “La conciliación de la vida laboral 
y familiar en el marco jurídico actual”, Cuaderno de Relaciones Laborales, vol. 23, nº 1, 2005, págs. 95-
129; Casas Baamonde, M.E., “Transformación del trabajo, trabajo de las mujeres y futuro del Derecho del 
Trabajo, Relaciones Laborales, nº 11, 1998, págs. 1-13. 
807 Véase la obra de Cristóbal Roncero, R., “El derecho a la igualdad: especial referencia a la Ley alemana 
de igualdad”, en Revista del Ministerio de Empleo y Seguridad Social, nº 108, 2014, págs. 109-131; 
igualmente práctica, para ver cómo se regulan éstos derechos al personal funcionario que puede resultar de 
aplicación al personal laboral que trabaja en las AAPP, resulta el artículo de Cristóbal Roncero, R., Aguilera 
Izquierdo, R. y García Piñeiro, N.P., “Los derechos de conciliación de la vida personal, familiar y laboral 
en el EBEP”, en el XIX Congreso Nacional del Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social, Badajoz, 29 
y 30 de mayo 2008, vol.2, 2009, págs. 525-545. 
808 Con anterioridad a la LOI, la Ley contemplaba únicamente la posibilidad de modificar los horarios y 
eventualmente los turnos, en supuestos en los que se producía una reducción de jornada. Esta realidad hacía 
que en muchas ocasiones el trabajador no solicitara un cambio de jornada y horario por no verse obligado 
a asumir el coste económico derivado de la reducción de jornada y salario. Se trataba, en muchas ocasiones, 




diciembre introdujo en su Disposición Final 21ª un nuevo supuesto de reducción de 
jornada dirigida a conciliar la vida laboral con el cuidado de menores afectados de 
enfermedades graves809.  
 
En parte responde también a ese mismo propósito, aunque tiene una dimensión más 
amplia, la reducción de jornada, con disminución proporcional del salario, prevista en el 
art. 37.8 ET, de la que se pueden beneficiar las trabajadoras víctimas de violencia de 
género, con el propósito de hacer efectiva su protección o su derecho a la asistencia social 
integral. La Ley 3/2012 amplió esta posibilidad de reducción de jornada a las víctimas de 
terrorismo. Por otra parte, el art. 9.2 de la Ley 3/2012, introduce un nuevo apartado al art. 
34.8 ET diciendo lo siguiente “a tal fin, se promoverá la utilización de la jornada 
continuada, el horario flexible u otros modos de organización del tiempo de trabajo y de 
los descansos que permitan la mayor compatibilidad entre el derecho a la conciliación de 
la vida personal, familiar y laboral de los trabajadores y la mejora de la productividad en 
las empresas”810. La sección quinta del Capítulo II del Título I del ET está dedicado al 
tiempo de trabajo, como se ha visto a lo largo de los capítulos precedentes, 
constituyéndose como uno de los aspectos básicos de la regulación de las relaciones 
laborales, puesto que el ET, probablemente, en este punto alcanza un compromiso entre 
las exigencias de la producción (flexibilidad en la distribución y disposición del tiempo 
de trabajo) y las personales del trabajador (seguridad y tiempo libre) pero su éxito 
depende de la acción desarrollada por los propios interlocutores sociales, al concretar en 
sus respectivos ámbitos lo que la Ley esboza811. Esta materia regulada mediante el art. 34 
ET, ha sido objeto de sucesivas reformas, con el fin de conseguir una mejor coordinación 
y adaptación a los convenios internacionales y las normas comunitarias, especialmente 
por lo que se refiere a la Directiva 93/104/CE, relativa a determinados aspectos de la 
ordenación del tiempo de trabajo y reemplazada por la Directiva 2003/88/CE812 y la 
                                                          
derecho a cambiar el horario laboral para conciliarlo con la vida privada?, Revista de Derecho Social, nº 
45, 2009, págs. 109-184. 
809 Aguilera Izquierdo, R., “Políticas sociolaborales y conciliación de la vida personal, familiar y laboral”, 
AAVV (Montoya Melgar, A., director), Igualdad entre mujeres y hombres, Comentario a la Ley Orgánica 
3/2007, Thomson-Civitas, Madrid, 2007, pág. 360. 
810 Véase Montoya Medina, D., “Conciliación de la vida laboral y familiar en la reforma laboral de 2012”, 
en Revista de Trabajo y Seguridad Social. CEF, nº 361, abril 2013, págs. 129-150. 
811 Montoya Melgar, A., Galiana Moreno, J. M., Sempere Navarro, A.V., Ríos Salmerón, B., “Comentarios 
al ET. Texto actualizado a noviembre de 2007. Especial referencia al estudio realizado por Sempere 
Navarro”, Tiempo de trabajo, Ed. Aranzadi, Cizur Menor, 2007, pág. 278. 
812 Directiva 2003/88/CE del Parlamento Europeo y del Consejo de 4 de noviembre de 2003 relativa a 




Directiva 96/34/CE813, sin menoscabar el empuje al desarrollo interpretativo del Tribunal 
de Justicia de las Comunidades Europeas. De hecho, algunos autores apuntan a que la 
conciliación emerge como resultado de las políticas europeas, y que los Estados 
miembros las promueven, con mayor o menor acierto, para paliar las consecuencias 
derivadas de esa mayor participación laboral femenina814. 
 
Nuestro ordenamiento jurídico, con este nuevo apartado 8º, pretende “que cualquier 
trabajador tenga derecho a adaptar la duración y distribución de la jornada de trabajo para 
hacer efectivo su derecho a la conciliación de la vida personal, familiar y laboral”; pero 
no es una facultad jurídica absoluta del trabajador, sino que, el propio precepto establece 
que el ejercicio de dicho derecho se remita “a los términos a que se llegue con el 
empresario, respetando, en su caso, lo previsto en aquélla”. Así, la norma legal establece 
el Derecho y lo único que falta concretar son los términos de su aplicación, “respetando 
la eficacia propia de los acuerdos colectivos por lo que en ningún caso el acuerdo 
individual podrá establecer condiciones peores para el trabajador que las ya reconocidas 
en la negociación colectiva”. Cabe apreciar que el legislador, con su indeterminación, ha 
pretendido asegurar la mayor adaptación y el mayor desarrollo posible al nuevo derecho 
que ahora se reconoce815. 
 
El significado del art. 34.8 ET implica el derecho de ajustar o adaptar la jornada 
laboral (que es como máximo de cuarenta horas semanales de trabajo efectivo de 
promedio en cómputo anual, pudiéndose establecer por convenio colectivo, o en su 
defecto, por acuerdo entre la empresa y los representantes de los trabajadores, una 
distribución irregular a lo largo del año, teniendo en cuenta que existe un límite legal a la 
jornada ordinaria de nueve horas, límite que puede ser suprimido por convenio o por 
acuerdo entre la empresa y representantes de los trabajadores, arts. 34.1, 34.2, 34.3 ET), 
se puede interpretar que cuando habla de duración de jornada se refiere al cómputo anual, 
mientras que cuando habla de distribución de la jornada, se considera que, mediante una 
analogía, se está haciendo referencia a la adaptación del horario en la línea establecida en 
                                                          
813 Directiva 96/34/CE del Consejo de 3 de junio de 1996 relativa al Acuerdo Marco sobre el permiso 
parental celebrado por la UNICE, el CEEP y la CES (D.O.C.E. de 19 de junio de 1996). 
814 Polo Mercader, M., “Conciliación y Jornada de trabajo: la adaptación de la duración y distribución de la 
jornada de trabajo tras la Ley de Igualdad”, Cabeza Pereiro, J., Fernández Docampo, B., Conciliación de 
la vida familiar y laboral y corresponsabilidad entre sexos, ed. Tirant, Valencia, 2011, págs. 207-226. 
815 Molina Hermosilla, O., Un nuevo ataque al maltrecho derecho a la conciliación de la vida familiar y 




el art. 37.7 ET, donde se desarrolla la posibilidad de la reordenación del tiempo de trabajo 
a través de la adaptación del horario, de la aplicación del horario flexible o de otras formas 
de ordenación del tiempo de trabajo que se utilicen en la empresa, para proteger a la 
trabajadora víctima de violencia de género o víctimas del terrorismo816. 
 
De hecho como resultado de una lectura integradora de los arts. 34.8 y art. 37.5 y 37.6 
ET, en la Sentencia de 23 de diciembre del Tribunal Superior de Andalucía (Granada)817, 
donde se desestima el recurso de suplicación de la parte actora, que solicita un turno fijo 
de mañana, alegando poder coincidir con el horario de la guardería del hijo menor, el 
tribunal cita “que sí se prevé por parte de la trabajadora víctima de violencia de género, 
el derecho, para hacer efectiva su protección o su derecho a la asistencia social integral, 
no solo a la reducción de la jornada de trabajo con disminución proporcional del salario, 
sino también a la ordenación del tiempo de trabajo, a través de la adaptación del horario, 
de la aplicación del horario flexible o de otras formas de ordenación del tiempo de trabajo 
que se utilicen en la empresa. Y todo ello, con el fin de “que sin perjuicio de entender que 
sería aconsejable y deseable una mayor flexibilidad en el marco laboral que abarcara la 
posible elección de turno de trabajo acorde a la nueva situación personal de la trabajadora 
sin necesidad de instarse una previa y necesaria reducción de jornada, facilitándose de 
esta forma la máxima compatibilidad y acomodo entre la vida profesional y personal de 
la trabajadora derivada de la guarda de un menor de seis años”.  
 
Por otro lado, el Tribunal estima que “como el presente, en los que no se instó una 
reducción de jornada sino almacenamiento de la misma pero con distinto tramo de 
ejecución, pasando de realizarse turnos rodados a uno fijo, lo bien cierto es que la acción 
aquí ejercitada no tiene encaje en el marco de la regulación vigente”, añade el tribunal 
que la pretensión de la parte actora “al no haberse pactado por las fuerzas sociales algo 
concerniente a esa alteración de turnos y fijación de uno fijo por razones de atender a un 
hijo menor”, siendo la apertura de la guardería hasta las 20 horas, y al haber realizado el 
empresario las consultas pertinentes a los demás trabajadores, manifestando su interés de 
no ser alterado su turno, se pronuncia conforme a la decisión empresarial, puesto que “el 
                                                          
816 Véase Núñez Cortes-Contreras, P., Lousada Arochena, J.F., Jornada de trabajo y derechos de 
conciliación, Tecnos Madrid, 2015, concretamente el capítulo I. 




empresario ha de partir en su actividad de la optimización de los recursos de que 
dispone”818. 
 
Para matizar el significado del derecho otorgado por el apartado 8º del art. 34 ET, el 
titular de dicho derecho ostenta un poder de iniciativa a realizar, de acuerdo con el 
principio de buena fe, una concreción de su jornada de trabajo, iniciando un proceso 
negociador con el empresario, teniendo en cuenta, según la Sentencia del TC de 15 de 
enero de 2007819, en su fundamento jurídico nº 6, “las dificultades organizativas que su 
                                                          
818 Sobre la gestión de las modificaciones horarias de los trabajadores en la empresa por motivos de 
conciliación familiar, el TS en la sentencia 18 junio 2008, (RJ 2008,4230) ha declarado de manera directa 
que la solicitud en exclusiva de cambio de turno sin reducción de jornada carece de amparo legal, puesto 
que el derecho establecido en el art. 37.7 ET de fijar la concreción horaria, está vinculado necesariamente 
a la existencia de una reducción de jornada, con la consiguiente reducción de retribuciones siendo imposible 
aplicarlo a la modificación unilateral por parte del trabajador del sistema de trabajo a turno. La línea 
argumental de esta sentencia insiste en la necesidad de un desarrollo convencional o individual del art. 34.8 
ET para que el trabajador pueda hacer valer su derecho a adaptar el tiempo de trabajo y concretar los 
horarios conforme a sus necesidades de conciliación. Véase en este sentido García Quiñones, J.C., 
“Vinculación de la elección de horario de trabajo al derecho de reducción de jornada: comentario a la STS 
de 13 de junio de 2008”, Relaciones Laborales, nº 1, 2009, págs. 641 y ss. En la misma línea también se 
puede mencionar la Sentencia de 26 de enero del Tribunal Superior de Justicia de Madrid, Rec. 27/2009 
(AS 2009/1121). Asimismo, la Sentencia de 27 de enero 2009 del Tribunal Superior de Justicia de Madrid, 
Rec. 70/2009 (AS 2009/1122) donde la trabajadora que tiene a su cuidado un hijo menor de ocho años, con 
jornada reducida, solicita trabajar de lunes a viernes, alegando que las guarderías están cerradas los fines 
de semana, y ello haría imposible la conciliación de la vida familiar. Cita el Tribunal que “el cuidado del 
hijo también debe llevarse a cabo por el padre del menor y no queda acreditado que éste no pueda hacerse 
cargo del mismo por trabajar los fines de semana”, concluyendo que “la empresa tiene organizado el trabajo 
de lunes a domingo; si la actora no trabaja nunca los fines de semana, los demás empleados tendrán que 
trabajar más veces sábados y domingos y la empresa tendrá que alterar todo el sistema de organización del 
trabajo”, y por consiguiente, “no estando acreditadas las concretas circunstancias que hagan imposible que 
al menor le cuide el padre los sábados y domingos que trabaje la madre, no es posible admitir la petición 
de realizar el trabajo de lunes a viernes”. 
819 STC de 15 de enero de 2007 (RTC/2007/3). En sentido similar, la STS 13 de junio de 2008 (RJ 
2008/4227) de recurso de casación contra la sentencia dictada el 22 de enero de 2007 por la Sala de lo 
Social del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña, dice que la modificación del art. 34 ET “establece el 
derecho del trabajador a adaptar la duración y distribución de la jornada para hacer efectivo su derecho a la 
conciliación de la vida personal, familiar y laboral, lo condiciona a los términos en que se establecerán en 
la negociación colectiva o en el acuerdo que se llegue con el empresario, respetando lo previsto en aquel 
acuerdo (…); lo contrario sería admitir un cambio de horario por decisión unilateral del trabajador”. Cabe 
mencionar de esta última sentencia su importancia interpretativa a tenor del Voto Particular de discrepancia 
en relación al criterio que mantiene la postura mayoritaria de la Sala, enfatizando el hecho de que “la 
negativa del órgano judicial a reconocer a la trabajadora la concreta reducción de jornada solicitada, sin 
analizar en qué medida dicha reducción resultaba necesaria para la atención a los fines de relevancia 
constitucional a los que la institución sirve ni cuáles fueran  las dificultades organizativas que su 
reconocimiento pudiera causar a la empresa, se convierte así, en un obstáculo injustificado para la 
permanencia en el empleo de la trabajadora y para la compatibilidad de su vida profesional con su vida 
familiar, y en tal sentido, constituye una discriminación indirecta por razón de sexo, de acuerdo con nuestra 
doctrina”, pues consideraban los Magistrados de este Voto particular, que ponderando las circunstancias 
concurrentes resulta que la empresa no ha alegado en momento alguno que aceptar la solicitud de la 
trabajadora provoque perturbación o entorpecimiento de cualquier tipo en el buen funcionamiento del 
servicio, ni tampoco explica las razones organizativas que impiden la asignación del horario solicitado. De 
hecho, en la Sentencia de 18 de junio de 2008 del Tribunal Supremo (Sala de lo Social, Sección 1ª) de 




reconocimiento pudiera causar a la empresa”. Es decir, que el poder ostentado por el 
titular del derecho no es un poder ilimitado ya que se vendrá determinando por la 
negociación colectiva, por el principio de buena fe, por la ponderación de las 
circunstancias de cada caso concreto, y finalmente, por el poder de dirección y facultades 
organizativas del empresario reconocidos en el art. 20 ET820. 
 
En cuanto al sujeto titular del derecho, abarca a cualquier trabajador ya sea hombre o 
mujer, independientemente del tipo de contrato de trabajo (temporal o indefinido), a 
tiempo completo o a tiempo parcial, sometido a una relación laboral ordinaria o especial 
y, por consiguiente, le sea de aplicación las reglas establecidas en el ET en materia de 
jornada. De este modo se apuesta por un reconocimiento de la titularidad del derecho 
individual e intransferible “corrigiendo esa inercia de asignar los derechos de conciliación 
a la mujer”. El problema de la titularidad del derecho puede producirse cuando la misma 
recae sobre dos personas de una misma pareja que trabajen en la misma empresa. En estos 
casos, no puede considerarse como norma general que sólo corresponda a uno de ellos la 
solicitud del derecho, ya que “sí la razón es conciliar la vida familiar y laboral, y lo dos 
sujetos de la pareja quieren colaborar en las tareas familiares, el ordenamiento ha de 
respetar y proteger su opción y, por lo tanto, los dos pueden necesitar y tener derecho a 
la adaptación de su jornada, máxime cuando eso es lo que mejor puede permitirles 
conciliar los tres aspectos de su vida a que la norma se refiere: el personal, el familiar y 
el laboral. Si se trata de un derecho reconocido fundado por un principio constitucional, 
el empresario no puede oponerse al derecho a la reducción de la jornada, pero sí al modo 
en que pretende ejercitarse ese derecho, es decir, en especial a la concreción horaria821. 
Doctrinalmente se considera que si los dos miembros de la unidad familiar que pretenden 
ejercer este derecho trabajando en la misma empresa, el empresario no se podría negar si 
fuera distintos familiares a cargo, e incluso podría hacerse para el mismo familiar siempre 
que no sea de forma simultánea822. 
                                                          
de 22 de febrero de 2007, el Voto Particular en ella establecida y conformado por los mismos Magistrados 
que en la Sentencia de 13 de junio de 2008 del TS, vuelven a hacer hincapié de lo expuesto en la misma.  
820 Cabeza Pereiro, J., Fernández Prieto, M., “Comentario a las STS 24 y 26/2011, de 14 de marzo”, 
Relaciones laborales, nº 21, 2011, pág. 57 señalan que “una formulación estricta resulta difícilmente 
justificable cuando el propio ordenamiento establece el derecho a la adaptación pura, mediante cambio de 
turno, en el caso de dificultades de compatibilidad con la formación”. 
821 Al respecto, Lahera Forteza, J., y García Quiñones, J.C., Tiempo de trabajo y conciliación familiar, Ed. 
Bomarzo, Albacete, 2009, pág. 12. 
822 Poquet Catalá, R., “Los nuevos derechos de conciliación de la vida laboral y familiar: la distribución 




El objetivo del precepto es adecuar la jornada laboral a las características y 
responsabilidades familiares, de manera que en la negociación colectiva o por acuerdo 
entre empresario y trabajador, se podrá acordar una reducción de jornada, distribución en 
función de días de la semana o épocas del año, un horario flexible de entrada y salida al 
trabajo, etc., lo que permite una amplitud de situaciones y posibilidades; situaciones que 
se deberán acordar y que estarán sujetas a las características productivas de la empresa823. 
La amplitud de situaciones que comprende este precepto, está relacionada con la 
generalidad de la causa, puesto que se alude a tres conceptos, vida personal, vida familiar 
y vida laboral. Por ello, la LOI ha contemplado con este precepto las dificultades patentes 
de las mujeres de compatibilizar la vida familiar y laboral, pero sin ser indiferente la vida 
personal, al disfrute de su tiempo libre en actividades de ocio, de manera, que no tiene 
cabida la aceptación de la consecución de la conciliación de la vida laboral y familiar, a 
expensas de la vida personal. De este modo, la causa alegada delimitará la temporalidad 
del disfrute del derecho, sin significar ello, que se pueda prever una necesidad del 
trabajador con carácter indefinido; es decir “su mantenimiento dependerá de que subsista 
la causa que la motivó, lo que no impide que dentro de la libertad contractual que pueden 
tener las partes, aún desaparecida la causa acuerden mantener la adaptación de jornada en 
su día realizada, pacto lícito sujeto a las reglas generales de contratación824.  
 
Debido a la amplitud de situaciones que puede abarcar el art. 34.8 ET, la negociación 
colectiva actuará como mecanismo para fijar los términos y las condiciones en las que los 
trabajadores podrán adaptar la duración y la distribución de la jornada de trabajo. Así, se 
remite la configuración del derecho a la adaptación y distribución de la jornada laboral a 
la autonomía colectiva. Son muchas las dudas interpretativas que plantea el art. 34.8 ET, 
y es que el legislador ha recurrido a fórmulas generales, huyendo de conceptos tasados y 
fórmulas cerradas, remitiendo el contenido o alcance concreto del derecho que reconoce 
al trabajador, de adaptación de la duración y distribución de su jornada de trabajo, a otras 
fuentes como son la negociación colectiva y el acuerdo individual. Estudios sobre mejoras 
introducidas en materia de adaptación y distribución de la jornada de trabajo en el 
clausulado de convenios colectivos, llegan a la conclusión de que el desarrollo es muy 
                                                          
823 García Testal, E., López Balaguer, M., Los derechos de conciliación de la vida laboral y familiar en la 
empresa, Tirant Lo Blanch, Valencia, 2012, pág. 889. 




limitado, hay una ausencia de cobertura convencional en materia de horario y jornada en 
referencia a las necesidades de conciliación825.  
 
La Ley 3/2012 que incorpora el nuevo apartado al art. 34.8 ET pretende garantizar “la 
flexibilidad de los empresarios en la gestión de los recursos humanos de la empresa” con 
“la seguridad de los trabajadores en el empleo” y “adecuados niveles de protección 
social”, compatibilizar los referidos mecanismos de flexibilidad con la conciliación de la 
vida personal, familiar y laboral826. El apartado introducido mediante la Ley 3/2012 
parece acentuar aún en mayor medida ese carácter declarativo, es decir, en relación con 
el referido derecho a adaptar la duración y distribución de la jornada de trabajo para hacer 
efectivo el derecho del trabajador a la conciliación de la vida personal, familiar y laboral, 
la ley además alude a la utilización de determinados instrumentos, “a tal fin, se promoverá 
la utilización de la jornada continuada, el horario flexible y otros modos de organización 
del tiempo de trabajo y de los descansos que permitan la mayor compatibilidad entre el 
derecho a la conciliación de la vida personal y la mejora de la competitividad en la 
empresa”. La misma relación pretendida de compatibilizar la conciliación de la vida 
personal, familiar y laboral con la mejora de la competitividad de la empresa, situados 
ambos como intereses parejos a proteger, sugiere la dificultad de cohonestar los mismos. 
Si además se tiene en cuenta que la propia reforma incorpora mecanismos de flexibilidad 
en la distribución del tiempo de trabajo que se dejan al arbitrio del empresario, sin duda 
se dificulta comprender la mención del nuevo art. 34.8 ET como reconocimiento real de 
un derecho a los trabajadores. La interpretación restrictiva que los órganos judiciales han 
efectuado del mismo, junto a la escasa atención que ha prestado la negociación colectiva, 
cuestiona el alcance y la eficacia del derecho827 Como máximo, podría calificarse como 
una declaración de intenciones, pretendiendo incidir en la negociación colectiva para el 
reconocimiento de situaciones como las citadas828. 
 
                                                          
825 Lahera Forteza, J., García Quiñones, J.C., Tiempo de trabajo (…), op. cit., pág. 18. 
826 Montoya Medina, D., “Conciliación de la vida laboral y familiar en la reforma laboral de 2012”, en 
Revista de Trabajo y Seguridad Social, op.cit., pág. 133. 
827 Al respecto, véase Cordero Gordillo, V., “El derecho a adaptar la duración y la distribución de la jornada 
de trabajo para la conciliación de la vida personal, familiar y laboral en España: ¿un derecho vacío de 
contenido?”, (director: Mella Méndez, L.) Conciliación de la vida laboral y familiar en la crisis económica, 
Delta Publicaciones, 2015, págs. 202 y ss. 
828 En opinión de Valverde Asencio, A.J., cap. V. “Tiempo de trabajo. En particular, sobre la nueva facultad 
empresarial de distribución irregular de la jornada como mecanismo de flexibilidad interna”, en Del Rey 
Guanter, S. (director), coordinadores: Martínez Fons, D. y Serrano Olivares, R., La reforma del mercado 




Respecto a los convenios colectivos de empresa sobre este aspecto en particular, hay 
que decir que hacen referencia a la conciliación de manera muy genérica, aunque como 
se verá en el siguiente apartado regulan aspectos relacionados con los periodos de 
lactancia, guarda legal, cuidados de menores y familiares enfermos. En el capítulo 
correspondiente a horarios flexibles se precisaron los convenios colectivos que regulaban 
o permitían ese tipo de horarios, a parte de este aspecto al que no se va a volver a hacer 
referencia aquí, hay algún aspecto sobre conciliación que se regula en los convenios 
estudiados. Por ejemplo, en el Convenio colectivo de Renfe en su cláusula 9ª establece 
que “la Comisión se reunirá con carácter ordinario cada tres meses y con carácter 
extraordinario cuando así se decida entre las partes integrantes, para hacer efectivo el 
derecho a la conciliación y corresponsabilidad de la vida personal, familiar, y laboral”. El 
Convenio colectivo de Repsol también dice respecto la conciliación de la vida laboral, 
familiar y personal que “las partes firmantes de este convenio asumen el compromiso de 
impulsar la política de conciliación de la vida laboral, familiar y personal de sus 
trabajadores y asumen una serie de medidas”. Por su parte, el Convenio colectivo de 
Telefónica dispone “una jornada reducida de 4 horas para aquellos empleados que lo 
soliciten, si bien las unidades determinarán el número de empleados que pueden realizar 
la jornada reducida de 4 horas y el horario a realizar. En el supuesto de que exista mayor 
número de solicitudes que las vacantes existentes, se tendrán en cuenta las circunstancias 
personales, familiares y sociales de los empleados al objeto de conceder la jornada 
reducida al empleado que más lo necesite. La concesión de esta jornada”. Y, por último, 
el Convenio colectivo de Telefónica en su artículo 69 dispone también unos principios 
generales en cuanto a conciliación de la vida laboral y familiar829. Por su parte, en los 
convenios colectivos de sector estudiados no se dispone expresamente la conciliación de 
                                                          
829 Art. 69: “la incorporación de las mujeres al mundo de trabajo asalariado ha supuesto transformaciones 
en las relaciones sociales, laborales y familiares. No obstante, el logro de un equilibrio en su participación 
social y laboral encuentra serios obstáculos, que en gran medida tienen su origen en razones culturales, 
vinculadas a la asunción, casi en exclusiva, de las responsabilidades domésticas y familiares. Todo ello 
repercute negativamente en sus responsabilidades de incorporación al empleo en condiciones de igualdad 
y de desarrollo profesional (…) las partes firmantes del presente convenio colectivo son conscientes de que 
la negociación colectiva no sólo es el instrumento idóneo para regular las condiciones de trabajo; también 
incide en las condiciones de vida de las personas, ya que el tiempo de trabajo constituye el eje vertebrador 
no solo de la vida laboral, sino más ampliamente, de la vida social. De ahí la necesidad de avanzar en el 
cumplimiento del principio de igualdad efectiva de oportunidades, estableciendo unas condiciones que 
permitan y favorezcan, de manera real y efectiva, la conciliación de la vida laboral y familiar (…) los 
trabajadores que ejerciten los derechos que procuran la conciliación de la vida laboral y familiar no podrán 
ser objeto de trata discriminatorio alguno, conservando, en los términos regulados en el presente capítulo y 




la vida laboral y familiar, aunque sí se regulan determinados permisos y derechos que se 
verán a continuación.  
 
4. Ausencias del trabajo o reducción de jornada por lactancia  
 
Desde una perspectiva general, la Declaración Universal de Derechos Humanos de 
1948 reconoce en su art. 25.2 que la maternidad y la infancia tienen derecho a cuidados 
y asistencia especiales. Deben destacarse tanto el Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales de 1966830 como, particularmente, la Carta Social 
Europea de 1961. Esta última, recogía en su art. 8 el derecho al descanso por maternidad, 
la ilegalidad de la resolución del contrato durante este periodo, el derecho de las madres 
lactantes al tiempo suficiente para lactar y la prohibición del trabajo de éstas en 
determinadas actividades. Debe observarse que la versión original de este texto, 
enmendado y revisado en diversas ocasiones, enfocaba la cuestión desde la “protección 
de la mujer en el trabajo”, como sujeto débil sobre la que recaía el deber de crianza y 
cuidado. La visión paternalista y evidentemente perpetuadora de los roles tradicionales 
de género, se ha modificado en la versión revisada de la Carta de 1996831. En el artículo 
octavo de la misma se recoge una evolución de los derechos citados, si bien cambia la 
rúbrica, mencionando ya expresamente la maternidad832.  
 
También hay dos textos relacionados con los derechos fundamentales adoptados en 
el ámbito de la Unión Europea. El primero, de 1989, la Carta Comunitaria de los Derechos 
Sociales de los Trabajadores, el segundo es la Carta de Derechos Fundamentales de la 
Unión Europea adoptada en Niza en el 2000833. La consideración de la maternidad como 
                                                          
830 El art. 10.2 de esta declaración se afirma la obligación de “conceder especial protección a las madres 
durante un periodo de tiempo razonable antes y después del parto. Durante dicho periodo, a las madres que 
trabajen se les debe conceder licencia con remuneración o con prestaciones adecuadas de seguridad social”. 
831 La Carta Social Europea Revisada, firmada el 4 de mayo de 1996 en el marco del Consejo de Europa no 
ha sido ratificada por el Estado Español. Sobre esta falta de ratificación y la influencia de las resoluciones 
del Comité Europeo de Derechos sociales para nuestro Estado, véase Jimena Quesada, L., “Retos 
pendientes del Estado Social español: en especial, la ratificación de la Carta Social Europea Revisada de 
1996”, disponible en: 
http://www.juntadeandalucia.es/institutodeadministracionpublica/anua 
rio/articulos/descargas/02_TRI_03_jimena.pdf  
832 Martínez Yañez, N.M., “Capítulo VII. La protección de la lactancia materna en el marco internacional: 
estrategias políticas y obligaciones jurídicas”, en AAVV (Fernández Prieto, M., Cabeza Pereiro, J., 
directores), Políticas de conciliación, permisos parentales y empleo, Bomarzo, Albacete, 2012, pág. 164. 
833 Hay que señalarse que el Tratado de Lisboa, firmado el 13 de diciembre de 2007 y pendiente de 




situación merecedora de especial protección se encuentra ausente en el más antiguo de 
los textos, su exiguo contenido sí que recoge la “conveniencia” del desarrollo de medidas 
que permitan a hombres y mujeres a compaginar más fácilmente sus obligaciones 
profesionales y familiares. Este enfoque es el recogido en la Carta de Niza, que destina 
su art. 33, titulado “vida familiar y vida profesional”, al reconocimiento de la necesaria 
conciliación de estos factores. Como parte de la promoción de la conciliación la Carta 
incluye la protección contra el despido por una causa relacionada con la maternidad, el 
derecho a un permiso pagado por maternidad y a un permiso parental con motivo del 
nacimiento o de la adopción de un niño. De manera coherente, en el artículo siguiente se 
afirma el reconocimiento y respeto del derecho de acceso a las prestaciones de seguridad 
social y a los servicios sociales que garantizan una protección en casos como la 
maternidad. Aun cuando en la Carta no se menciona la lactancia, el texto reconoce el 
derecho del menor a la protección y a los cuidados necesarios para su bienestar, en 
paralelo a la previsión realizada en la Declaración de Derechos del Niño, de la cual se 
puede derivar implícitamente la voluntad de promover la lactancia materna834.  
 
Avanzando de lo genérico a lo concreto, se encuentran en las normas derivadas de la 
Organización Internacional de Trabajo las bases del tratamiento de la maternidad y la 
lactancia en las normas estatales actuales. Las primeras normas orientadas a la protección 
de las mujeres en el periodo de lactancia se realizaron en este ámbito ya en la primera 
mitad del siglo XX, desde el prisma de la protección de la salud de la madre trabajadora 
que amamantaba y de la salud del menor. Así, en 1919 el Convenio relativo al empleo de 
las mujeres antes y después del parto, que entró en vigor en 1921 y fue revisado en 1952 
por el Convenio nº 103, preveía la obligación de establecer dos descansos de media hora 
a lo largo de la jornada laboral para el amamantamiento835.El Convenio 183 OIT se hizo 
eco de lo dispuesto en las anteriores normativas, adoptando en el año 2000836 y 
                                                          
Constitutivo de la Comunidad Europea, ha afirmado el valor jurídico de la Carta de Derechos 
Fundamentales de la Unión Europea de 7 de diciembre de 2000. 
834 Martínez Yáñez, N.M., “Capítulo VII. La protección de la lactancia (…)”, op.cit., pág. 165. 
835 La previsión fue desarrollada en el art. 5, contemplando la necesidad de autorizar a la mujer a interrumpir 
el trabajo para lactar a su hijo remitiendo a la legislación nacional la fijación de la duración del descanso y 
estableciendo la obligatoriedad de remunerar el mismo como tiempo de trabajo. La recomendación nº 95, 
de 1952, desarrolló la previsión del Convenio e introdujo novedades, ampliando el contenido de las 
interrupciones para la lactancia, y creación de instalaciones para la lactancia. Otra novedad fue la 
introducción de la lactancia como parte del periodo de maternidad, considerando que el trabajo nocturno y 
las horas extraordinarias deberían estar prohibidos a las mujeres embarazadas o lactantes. Además, 
determinados trabajos se pueden considerar peligrosos para la salud de la madre o del niño. 
836 Su entrada en vigor se produjo en el año 2002 aunque todavía no ha sido ratificado por el Estado Español. 




completado por la Recomendación nº 19. En ambos textos se ha introducido bajo la 
rúbrica Madres Lactantes, una previsión de derecho a una o varias interrupciones por día 
o a una reducción diaria del tiempo de trabajo, con la misma obligatoriedad de 
remuneración, pero remitiendo a las normas nacionales la regulación concreta de su 
disfrute837.  
 
La protección de la lactancia desde la prevención de riesgos ha estado especialmente 
presente en las normas comunitarias, construidas sobre la escueta base proporcionada por 
los arts. 118 y 119 del Tratado de Roma de 1957, cuyo contenido ha ido evolucionando 
en el tiempo gracias, en gran medida, a la ingente labor del Tribunal de Justicia de las 
Comunidades Europeas. Particularmente, la Directiva 92/85/CEE, de 19 de octubre, sobre 
la aplicación de medidas para promover la mejora de la seguridad y salud en el trabajo de 
la trabajadora que haya dado a luz o en el periodo de lactancia, estableció un conjunto de 
medidas orientadas a preservar tanto la seguridad como la salud de las trabajadoras 
embarazadas y lactantes. La Directiva 92/85/CEE, ha sido transpuesta a nuestro 
ordenamiento en varias fases, la primera de ellas y la de mayor entidad fue protagonizada 
por la Ley 39/1999 de conciliación de la vida familiar y laboral de las personas 
trabajadoras838, la segunda, con vocación de completar la mencionada transposición, ha 
sido realizada por la Ley Orgánica para la Igualdad entre Mujeres y Hombres (LOI). 
Ambas normas, han desarrollado el tratamiento de la lactancia que se contenía en las 
normas laborales españolas desde el año 1990 y que se había venido realizando 
fundamentalmente desde una perspectiva de la concesión de un permiso que permitiera a 
la mujer amantar y trabajar. Las dos normas, la de 1999, y de 2007, sin olvidar la reforma 
realizada por la Ley 3/1989, de 3 de marzo839, han incidido no sólo en la regulación que 
del permiso de lactancia realiza el art. 37.4 ET, sino también en la configuración de la 
                                                          
trabajo de la mujer en relación con la maternidad incluso en Estados que no han ratificado los últimos textos 
internacionales. 
837 Guamán Hernández, A., Hernández Martínez, A., “Lactancia materna y trabajo de la madre en el 
ordenamiento laboral: retos que plantean la promoción y protección del amamantamiento”, en AAVV, 
(Cardona Rupert, M.B., coordinador), Medidas de conciliación de la vida personal, laboral y familiar. 
Hacia un respeto igualitario de las reformas parentales, Bomarzo, Albacete, 2009, pág. 229. 
838 Que transpone tanto la mencionada Directiva como la posterior Directiva 96/34/CE del Consejo, de 3 
de junio relativa al Acuerdo marco sobre permiso parental celebrado por la UNICEF, el CEEP, y la CES. 
Para un recorrido sobre la evolución legislativa comunitaria y estatal en materia de conciliación. Véase 
Aguilera Izquierdo, R., Cristóbal Roncero, R., “Las políticas de conciliación de la vida laboral y familiar y 
su desarrollo normativo”, Tribuna Social, nº 134, 2002, págs. 13 y ss. 
839 Ley 3/1989, de 3 de marzo, por la que se amplía a dieciséis semanas el permiso por maternidad y se 




protección de la salud de la trabajadora lactante y en la interdicción de las actuaciones 
discriminatorias de la situación de lactancia840. 
 
Como se señaló en los primeros capítulos, la regulación histórica del trabajo de las 
mujeres se fundamentaba no tanto en la maternidad como hecho biológico sino en la 
protección de la mujer como sujeto débil. El art. 9 de la Ley de 13 de marzo de 1900 debe 
considerarse como el antecedente histórico del permiso de lactancia en nuestro 
ordenamiento, el mismo preveía un permiso de una hora para las mujeres con hijos en 
periodo de lactancia que debía dividirse en dos periodos de treinta minutos, que debían 
contar como trabajo realizado y no restarse del jornal841. La protección de la maternidad 
en su globalidad y en particular de la lactancia materna encuentra su fundamento en 
distintos bienes protegidos por la Carta Magna. En particular, el art. 39 CE recoge la 
obligación de los poderes públicos de asegurar la protección de la familia, especificando 
la debida “protección integral” de los niños y de las madres842, así como señalando, in 
fine, que los niños gozarán de la protección prevista en los acuerdos internacionales que 
velan por sus derechos. Por otro lado, el art. 43 CE reconoce el derecho a la protección 
de la salud, lo cual, puede ligarse a la especial tutela de la mujer durante el embarazo y la 
lactancia materna. 
 
El permiso de lactancia ha ocupado el art. 37.4 ET desde la aprobación por la Ley 
8/1980, siendo paulatinamente modificado a través de distintas reformas de esta norma 
efectuadas por las leyes 3/1989, 39/1999 y 3/2007. La versión integrada en el ET deriva 
directamente del art. 25.5 de la Ley 16/1976 de Relaciones Laborales, que separó el 
permiso de lactancia de la situación de amamantamiento, permitiendo el disfrute del 
mismo tanto en los casos de lactancia materna como lactancia con leche de fórmula. De 
esta manera se inició el proceso de desvinculación del permiso de lactancia de su 
significado histórico vinculado al amamantamiento843. Todas las variaciones que se han 
                                                          
840 Casas Baamonde, M.E., “Transformaciones del trabajo de las mujeres y futuro del Derecho del Trabajo, 
Relaciones Laborales, nº 11, 1998, págs. 1-13. 
841 Espuny Tomás, M.J., “Los antecedentes históricos al permiso de lactancia”, IUS labor 2/2006. 
842 STC 109/1993, de 25 de marzo, FJ 4º. 
843 Lousada Arochena, J.F., “El permiso de lactancia”, Relaciones laborales,1996, op.cit., pág. 57, 
igualmente sobre la evolución histórica del permiso de lactancia, García Ninet, J.I., “Antecedentes 
históricos y normas concomitantes de las ausencias del trabajo por lactancia”, en Estudios en recuerdo de 
la Profesora Sylvia Romeu Alfaro, Universidad de Valencia, Valencia, 1989; también hace un recorrido 
crítico de las reformas de este derecho Herráiz Martín, M.S., “El impacto de las últimas reformas en la 




efectuado sobre el original art. 37.4 ET se han orientado hacia una mayor flexibilidad del 
permiso de lactancia tanto en la modalidad del disfrute como en la titularidad del 
mismo844. 
 
En cuanto a la finalidad y el sujeto causante, el art. 37.4 ET prevé una reducción de 
jornada o permiso de ausencia al trabajo cuya causa justificativa es la “lactancia de un 
hijo menor de nueve meses”. La dicción legal obliga a determinar qué se entiende por 
lactancia y qué alcance tiene la expresión “hijo menor de nueve meses”. Pues bien, por 
lactancia ha de entenderse tanto la natural845 como la de carácter artificial, aunque no lo 
diga expresamente el precepto legal, pues se deduce del reconocimiento del derecho 
también al padre (en el caso de que ambos trabajen). Es conveniente una interpretación 
flexible del término lactancia, en el sentido de no incluir únicamente la alimentación del 
hijo sino el cuidado del mismo846. Hay que tener en cuenta que el precepto ha establecido 
un plazo concreto de nueve meses, con independencia de la duración efectiva de la 
lactancia que puede superar este periodo. El bien tutelado, es, por lo tanto, la atención y 
cuidado del niño.  
 
Supondría una vulneración de la buena fe exigible en el contrato, utilizar la reducción 
de jornada o el permiso de lactancia para fines distintos a la alimentación y cuidado del 
niño como, por ejemplo, aumentar la jornada de un segundo trabajo847. La norma 
considera bebé en periodo de lactancia al hijo menor de nueve meses. Cuando se utiliza 
la expresión “hijo” se podría estar excluyendo del derecho a las personas que tengan a su 
cuidado a un niño menor de nueve meses respecto del que no ostentan esa relación de 
parentesco. En caso de que haya parto múltiple la duración del permiso o reducción de la 
                                                          
844 Guamán Hernández, A. y Hernández Martín, A., “Lactancia materna y trabajo de la madre en el 
ordenamiento laboral: retos que plantea la promoción y protección del amamantamiento”, (Coordinadora 
Cardona Rubert, M. B.), Medidas de conciliación de la vida personal, laboral y familiar: hacia un respeto 
igualitario de las reformas parentales, Ed. Bomarzo, Albacete, 2009, págs. 219-238. 
845 La OMS y Unicef recomiendan que los lactantes sean alimentados exclusivamente con leche materna 
durante los seis primeros meses de vida para lograr un crecimiento, un desarrollo y una salud óptimos y, en 
definitiva, su propia supervivencia, derecho de todo niño universalmente reconocido. Esta recomendación 
se fundamenta en pruebas científicas que revelan la importancia de la nutrición en los primeros meses y 
años de vida para lograr un estado de salud próspero tanto para la madre como para el niño, véase al 
respecto: Fernández Prieto, M., Cap. VI La lactancia natural: un bien jurídico a proteger, ¿pero cómo?, 
Directores Cabeza Pereiro, J., Fernández Docampo, B., Conciliación de la vida familiar y laboral y 
corresponsabilidad entre sexos, Ed. Tirant, Valencia, 2011, pág. 151 y 152. 
846 Véase la STCT de 23 de noviembre de 1987 (RTCT 1987, 25923). 




jornada ha de multiplicarse por el número de hijos habido en cada ocasión848. Antes de la 
reforma de este artículo, los tribunales ya venían sosteniendo este incremento al 
considerar que, en último término, el interés protegido por la figura es el del menor, quien 
tiene derecho al tiempo de lactancia completo, sin compartirlo con su hermano o 
hermanos849. 
 
En relación al contenido del derecho de ausentarse del trabajo o reducir la jornada por 
lactancia, el precepto aludido da derecho a quienes tengan hijos menores de nueve meses 
a optar entre varias posibilidades. Bien a una hora de ausencia al trabajo a lo largo de la 
jornada, que puede dividirse en dos fracciones no necesariamente iguales. En tal caso, la 
duración del permiso se incrementará proporcionalmente en caso de partos múltiples. O 
bien, a una reducción de su jornada diaria en media hora. En caso de optarse por la 
reducción, ésta ha de efectuarse sobre su jornada, es decir, sobre la efectivamente 
realizada por la trabajadora o trabajador, no sobre la jornada ordinaria o normal de trabajo 
en la empresa. De tal forma, que las trabajadoras con una jornada inferior a la normal no 
se verán privadas de este derecho, que además deberán disfrutar íntegro, sin reducción 
proporcional850. 
 
Ese tiempo de permiso o de reducción de jornada, aunque el art. 37.4 ET no diga nada, 
ha de incluir los pluses o complementos vinculados a la prestación efectiva de trabajo 
(plus de trabajo o festivo o plus de nocturnidad, por ejemplo), pues el periodo de lactancia 
se reputa como tiempo de trabajo efectivo y ha de tener la misma consideración que el 
particular periodo de prestación de trabajo sobre el que opera851. A fin de que su disfrute 
no merme las retribuciones del trabajador, éste tiene derecho a una reducción de los 
objetivos marcados para el abono de los correspondientes incentivos en la misma 
proporción que la jornada que esté realizando por disfrutar del permiso de lactancia y 
durante el periodo que ésta se extienda852.  
                                                          
848 Véase Herráiz Martín, M.S. “Capítulo 11. El RDL 3/2012: luces y sombras en materia de conciliación 
de la vida laboral y familiar”, AAVV (García-Perrote Escartín, I., Mercader Uguina, J.R., directores), 
Reforma laboral 2012: análisis práctico del RDL 3/2012, de medidas urgentes para la reforma del mercado 
de trabajo, Lex Nova, 2012, pág. 267. 
849 Sentencia 306/1999, de 8 de junio, del Juzgado de lo Social núm. 2 de Pamplona (AS 1999, 2024). 
850 Lousada Arochena, J.F., “El permiso de lactancia”, Relaciones Laborales, nº 14, 1996, pág. 37. 
851 STSJ Baleares de 19 de septiembre de 1996 (AS 1996, 2860), véase sobre el aspecto retributivo de este 
derecho Aguilera Izquierdo, R., Gil Plana, J., Las prestaciones económicas por maternidad, paternidad y 
riesgo durante el embarazo y la lactancia (análisis del RD 295/2009, de 6 de marzo), Thomson-Reuters, 
Civitas, Madrid, 2010. 




La otra modalidad que arbitra el art. 37.4 ET, como se ha aludido, es la acumulación 
del permiso para disfrutarlo en “jornadas completas” en relación con el derecho a 
ausentarse del puesto de trabajo por espacio de una hora853. Se institucionaliza así una 
opción que venía prevista en la negociación colectiva que en algunos casos venían 
estableciendo la posibilidad de acumular los periodos de reducción de jornada por 
lactancia mediante el disfrute de un mes de permiso o la proporción que corresponda en 
función del alta de la madre con posterioridad al parto, hasta que el hijo cumpla los 9 
meses. Esta posibilidad había sido admitida por la Sala de lo Social de la Audiencia 
Nacional en sentencia de 29 de marzo de 2004854 confirmada por STS de 20 junio de 
2005855 “por no ser contrario al espíritu y finalidad del art. 37.4 ET, sino que, lejos de 
ello, lo potencia ampliando las posibilidades que el Estatuto concede a los 
trabajadores”856. Y en el supuesto de que las condiciones de trabajo ofrecieran riesgo para 
la mujer o para el hijo con ocasión de la lactancia natural, entrarían en juego las reglas 
correspondientes de prevención de riesgos laborales (art. 26.4 LPRL) y de Seguridad 
Social (art. 135 bis LGSS)857. 
 
 
                                                          
853 La opción de acumulación produjo dudas sobre la posibilidad de que se tratara de un supuesto encubierto 
de suspensión del contrato de trabajo, dudas que se despejaron, entre otras razones, por su existencia previa 
a la propia previsión legal. En todo caso, fueron definitivas las clarificaciones efectuadas por la STS de 20 
de julio de 2005, Rec. 83/2004. En este sentido, AAVV (Mercader Uguina, J.R., y Parejo Alfonso, L, 
coordinadores), Productividad y conciliación de la vida laboral y personal, Ariel, Madrid, 2008, pág. 91. 
854 Audiencia Nacional en sentencia de 29 de marzo de 2004 (AS 2004, 823). 
855 STS de 20 junio de 2005 (RJ 2005, 6597). 
856 La parte demandante (la Dirección General de Trabajo) solicitaba que se declarase ilegal el art. 41.d) 
Convenio Colectivo Aldeasa, S.A., para los años 2003-2006, en tanto que se oponía al art. 37.4 ET ya que 
al permitir la acumulación de las horas de lactancia alteraba la finalidad del permiso que no es otra que 
ofrecer asistencia continuada de los padres al hijo recién nacido durante sus primeros meses de vida. Sin 
embargo, para el TS la acumulación no supone renuncia a derecho alguno y cumple con la finalidad prevista 
en el art. 37.4 ET, pues lo único que hace es permitir una opción personal de mejora que, sin contrariar la 
vigencia plena de la norma, permite a aquellos trabajadores que así lo consideren la acumulación de los 
permisos de lactancia. La posibilidad de acumular en jornadas completas el permiso de lactancia quedó 
reconocida por el legislador tras la reforma operada en el art. 37.4 ET por la LOI 3/2007. Y ello se hizo 
cumpliendo estrictamente con todos los presupuestos sentados en la doctrina judicial anterior. Por un lado, 
la acumulación ha de ser siempre una opcional para quien vaya a disfrutar del permiso. Según la literalidad 
del art 37.4 ET la acumulación del permiso en jornadas completas ha de efectuarse “por su voluntad”. Y, 
por otro lado, se trata de una alternativa que sólo podrá llevarse a la práctica si así lo prevé la negociación 
colectiva o el acuerdo al que se llegue con el empresario. A diferencia de la ausencia o reducción, el art. 
37.4 ET no reconoce aquí a la persona interesada un derecho subjetivo, sino tan solo una remisión a la 
autonomía colectiva o individual de las partes implicadas. Véase al respecto: Cabeza Pereiro, J., Elósegui 
Itxaso, M., y Pérez del Rio, T., Ley de igualdad y contrato de trabajo, Francis Lefrebvre, Madrid, 2007, 
pág. 126. 
857 Véase Marín Alonso, I., Gorelli Hernández, J., Familia y trabajo. El régimen jurídico de su 




5. Ausencias del trabajo o reducción de jornada por nacimiento, adopción o 
acogimiento de un hijo prematuro 
 
La Ley 12/2001 introdujo una nueva causa de reducción de jornada o derecho de 
ausencia al trabajo, y es por “nacimientos de hijos prematuros o cuando los hijos por 
cualquier causa deban permanecer hospitalizado a continuación del parto” (art. 37.4 ET). 
Al utilizar el plural en esta nueva causa (“nacimientos de hijos prematuros u 
hospitalización”), hace pensar que la duración del permiso o la reducción es 
independiente del número de hijos que se tengan al mismo tiempo en idéntica situación. 
El art. 37.4 ET aludía concretamente, hasta la reforma laboral de 2012, a la lactancia de 
un hijo menor de nueve meses. Por lo tanto, siendo el bebé el interés jurídicamente 
protegido, la primera cuestión que surgía era la referente a la extensión del término 
“hijo”858. Siguiendo los Convenios nº 3 y 103 de la OIT se ha venido defendiendo que en 
la palabra aludida se “comprendía todo hijo, legítimo o no, y a todo hijo nacido dentro o 
fuera del matrimonio”. Igualmente, nuestro propio derecho interno, en concreto el Código 
Civil en su art. 108 nos dice que “la filiación puede tener lugar por naturaleza y adopción”, 
y la propia CE, en su art. 39.2, preceptúa que “los poderes públicos aseguraran (…) la 
protección integral de los hijos, iguales éstos ante la ley con independencia de su 
filiación”. Finalmente, a estos efectos, el art. 14 CE prohíbe que prevalezca 
“discriminación alguna por razón de nacimiento”. A pesar de todos los dictados legales 
comentados, tanto nacionales como internacionales, hasta la reciente modificación del 
apartado 4 del art. 37 ET no se hace extensivo, de forma legal, el disfrute del periodo de 
lactancia a los supuestos de adopción o acogimiento. Esta medida parece necesaria en 
orden a favorecer de manera efectiva la conciliación de la vida laboral y familiar. 
Concretamente, la nueva regulación reza de la siguiente manera: “en los supuestos de 
nacimiento de hijo, adopción o acogimiento de acuerdo con el art. 45.1.d) ET para la 
lactancia del menor hasta que éste cumpla nueve meses (…)”859. 
 
                                                          
858 De Vicente Pachés, F., Ibáñez Gonzalbo, M., “El permiso por maternidad en el caso de nacimientos de 
un hijo prematuro. Un supuesto lamentablemente olvidado”, Tribuna Social, nº 123, 2001, págs. 20 y ss. 
Un estudio detallado de los problemas aplicativos de este precepto, en Fernández-Peinado Martínez, A., 
“Derechos del trabajador en caso de enfermedad grave de un hijo”, RTSS. CEF., nº 361, abril 2013, págs. 
155 y ss. 
859 Rodríguez González, S., Tiempo de trabajo, ed. Comares, Granada, 2016, pág. 27; igualmente, Cabeza 
Pereiro, J., “Descanso semanal, fiestas, permisos y reducción de jornada por lactancia y guarda legal”, 




Hay que señalar el permiso de paternidad de cuatro semanas que se estableció en la 
Ley 9/2009, de 6 de octubre, de ampliación del permiso de paternidad en los casos de 
nacimiento, adopción o acogida, dispone que “el trabajador tendrá derecho a la 
suspensión del contrato durante cuatro semanas ininterrumpidas, ampliables en el 
supuesto de parto, adopción o acogimiento múltiples en dos días más por cada hijo a partir 
del segundo. Esta suspensión es independiente del disfrute compartido de los periodos de 
descanso por maternidad”. Este permiso de paternidad se ha ido posponiendo de forma 
reiterada desde su previsible entrada en vigor860, por el legislador hasta este el 1 de enero 
de 2017 que este permiso comienza a ser efectivo al haberse prorrogado la LPGE de 2016. 
 
En lo relativo al permiso o reducción por nacimiento de hijo prematuro o que deba 
permanecer hospitalizado da derecho también a los padres a elegir entre dos opciones (art. 
37.5 ET). Bien puede ausentarse del trabajo durante una hora. O bien, reducir su jornada 
de trabajo hasta un máximo de dos horas, en este caso, la reducción de la jornada conlleva 
la disminución proporcional del salario. A diferencia de lo que sucede en los casos de 
lactancia, la Ley no parece configurar ambas alternativas como excluyentes, con lo que 
podría defenderse la posibilidad de un disfrute acumulado de ambas. Este permiso pierde 
cierta importancia práctica si se tiene en cuenta que conforme a la nueva redacción del 
art. 48 ET (a partir de la LOI), en casos de partos prematuros con falta de peso y en 
aquellos otros en que el neonato precise, por alguna condición clínica, hospitalización a 
continuación del parto, por un periodo superior a siete días, cabe mantener la suspensión 
por maternidad, que se ampliará en tantos días como el nacido se encuentre hospitalizado, 
con un máximo de trece semanas adicionales, y en los términos que reglamentariamente 
se desarrolle. No obstante, puede tener todavía su utilidad para aquellos trabajadores que 
no quieran permanecer desvinculados del trabajo tanto tiempo, o para aquellos supuestos 
en que la hospitalización se vaya a prolongar en el tiempo más allá de los límites 
temporales que utiliza el art. 48 ET861. 
 
En relación con la titularidad de este permiso hay que señalar que constituye “un 
derecho individual de los trabajadores, hombres o mujeres, pero sólo podrá ser ejercido 
                                                          
860 Dicha ampliación se reguló en la Ley 9/2009, de 6 de octubre, de ampliación de la duración del permiso 
de paternidad en los casos de nacimiento, adopción, acogida, pero se ha ido retrasando en los Presupuestos 
Generales del Estado de los ejercicios 2011, 2012, 2013, 2014, 2015 y 2016 por motivo de la crisis. 
861 Sánchez Trigueros, C., “Derechos laborales de los padres con neonatos hospitalizados”, Aranzadi Social, 




por uno de los progenitores en caso de que ambos trabajen”.  Tras la reforma del RDL 
3/2012, el art. 37.4 ET queda redactado de la siguiente forma “en los supuestos de 
nacimiento de hijo (…) los trabajadores tendrán derecho (…) este permiso constituye un 
derecho individual de los trabajadores, hombres o mujeres.”, es decir, no otorga el 
derecho únicamente a las trabajadoras, refiriéndose tanto a trabajador varón o trabajadora 
mujer862. 
 
 La STJUE de 30 de septiembre 2010863 entiende contrario al principio de igualdad 
de trato de la Directiva 76/207/CEE que el padre solamente pueda disfrutar de la 
reducción cuando la madre sea trabajadora por cuenta ajena. En el caso de nacimiento de 
hijos prematuros o que deban permanecer hospitalizados después del parto (art. 37.4.bis 
ET), la madre o el padre tienen derecho a ausentarse del trabajo durante una hora. 
Asimismo, tienen derecho a reducir su jornada hasta un máximo de dos horas, pero en 
este caso con disminución proporcional del salario864. Con anterioridad a la Ley 3/2012, 
la titularidad de este permiso le correspondía a la madre trabajadora. Sin embargo, se 
permitía que en el caso de que ambos trabajaran, la madre podía ceder dicho permiso al 
padre. Es decir, el ejercicio y su disfrute se le reconocía exclusivamente a la madre 
trabajadora, pero era posible su cesión al padre en caso de que ambos trabajaran, por 
tanto, el padre solo ostentaba un derecho derivado865.  
 
Conforme a la redacción que ofrecía el art. 37.4 ET, un empleado viudo o con la 
custodia del hijo no podía ausentarse del trabajo para ejercer su derecho de lactancia 
porque sólo con la renuncia de la madre el padre podría acceder al disfrute de este 
derecho. Así se reflejó, en la STSJ Navarra, de 24 de junio de 2008866, la cual denegó el 
permiso de lactancia al trabajador porque la titular originaria del derecho es la trabajadora, 
afiliada al RETA, y sólo ella puede decidir transmitir este derecho al padre del menor si 
ella decide renunciar. Literalmente, el Tribunal argumentó que “la titular originaria de 
este derecho es la trabajadora, que sea madre de un menor de nueve meses. La trabajadora 
                                                          
862 Pérez del Río, T., “Tiempo de trabajo: una óptica de género”, en AAVV (Alfonso Mellado, C., Alarcón 
Caracuel, M.R., Cabeza Pereiro, J.), Tiempo de trabajo, Bomarzo, 2011, págs. 267-292. 
863 La STJUE de 30 de septiembre 2010 (Asunto C-104/09). 
864 Núñez-Cortes Contreras, P., “La reducción de jornada por motivos familiares: puntos críticos en la 
doctrina judicial”, en Temas Laborales, nº 129, 2015, págs. 107-131. 
865 Respecto a la titularidad del permiso o reducción por nacimiento de un hijo prematuro véase Rodríguez 
González, S., Tiempo de trabajo y vida privada, Comares, Granada, 2016, pág. 257. 




puede trasmitir este derecho al padre del menor, si es también trabajador, pero el padre 
sólo accederá al disfrute del mismo, en el caso de que la madre decida renunciar a su 
prioridad de ejercer ese derecho”. No cabía duda, de que, siendo la titular en exclusiva de 
la madre trabajadora, si ésta no trabajaba, el padre no tenía derecho derivado, 
incurriéndose en una clara discriminación basada en el sexo”867. 
 
Sin embargo, una doctrina judicial más avanzada, reflejada en la STSJ Madrid de 10 
de octubre de 2008868, parte de que la titularidad del derecho en el permiso de lactancia 
corresponde a ambos progenitores a pesar de la precaria redacción del art. 37.4 ET. 
Concretamente afirmó haciendo una interpretación forzada de la ley, que el permiso se 
otorgaba indistintamente al padre y a la madre, correspondiendo a los progenitores la 
opción por disfrutarlo uno u otro, y no en exclusiva a la mujer. En igual dirección se 
pronunció la STSJ de Galicia, en su Sentencia de 22 de septiembre de 2010869. 
 
Esta división en torno a quién corresponde la titularidad del permiso de lactancia se 
pone fin con la Sentencia del TJUE de 30 de septiembre de 2010, Roca Álvarez/Sesa Star 
ETT, S.A.870. La Sala de lo Social del TSJ de Galicia formuló el 13 de febrero de 2009 
petición de decisión prejudicial ante el Tribunal de Justicia de la Unión Europea para la 
interpretación del art. 2, apartados 1, 3 y 4, y del art. 5 de la Directiva 767207/CEE del 
Consejo de 9 de febrero de 1976871. Se pregunta al TJUE si vulnera el principio de 
igualdad de trato y la Directiva aludida, que la titularidad del permiso de lactancia recaiga 
sólo sobre las madres, y el hecho de reservarlo a las mujeres trabajadoras por cuenta ajena. 
 
Por lo que se refiere a la primera cuestión, el TJUE sostuvo que la normativa española 
establece una diferencia de trato por razón de sexo entre las madres que tienen la 
condición de trabajador por cuenta ajena y los padres que tienen esa misma condición, y 
que no aparece justificada como medida para promover la igualdad de oportunidades 
entre hombres y mujeres y, en particular, para corregir las desigualdades de hecho que 
                                                          
867 Herraiz Martín, M.S., “El RDL 3/2012: Luces y sombras en materia de conciliación de la vida laboral y 
familiar”, (Dirts. García-Perrote Escartín, I., Mercader Uguina, J.R.), “Reforma laboral 2012: análisis 
práctico del RDL 3/2012, Ed. Lex Nova, Valladolid, 2012, págs. 272-274. 
868 STSJ Madrid de 10 de octubre de 2008 (Rec. 407, 2008). 
869 Sentencia TSJ Galicia, de 22 de septiembre de 2010 (Rec. 494, 2007). 
870 Sentencia del TJUE de 30 de septiembre de 2010, Roca Álvarez/Sesa Star ETT, S.A., Asunto C-104/09. 
871 Se trataba de un reportero gráfico que había solicitado el permiso de lactancia que su esposa, profesional 




afecten a las oportunidades de las mujeres en lo referente a las condiciones de trabajo (…) 
parece pues, que ese permiso se concede a los trabajadores y trabajadoras por su condición 
de progenitores. En cuanto a la segunda pregunta formulada, el TJUE argumentó que 
denegar el disfrute del permiso a los padres que tengan la condición de trabajadores por 
cuenta ajena, por el único motivo de que la madre del niño no tenga esa condición, podría 
dar lugar a que una mujer que es trabajadora por cuenta propia se viera obligada a limitar 
su actividad profesional, y soportar sola la carga derivada del nacimiento de su hijo, sin 
poder recibir la ayuda del padre del niño. En consecuencia, una medida como la 
controvertida no tiene como efecto eliminar o reducir las desigualdades de hecho que 
pudieran existir para las mujeres en la realidad de la vida social, en el sentido del art. 2, 
apartado 4 de la Directiva 76/207. Nuestros Tribunales no dudaron en aplicar 
inmediatamente la teoría comunitaria. Sirva como ejemplo la STS de Galicia de 12 de 
noviembre de 2010872. 
 
Por lo tanto, con la nueva redacción del art. 37.4 ET, introducida por la Ley 3/2012 
se reconduce a la vía legal la doctrina del TJUE, que ya venía aplicándose por nuestros 
Tribunales, como se ha visto, incluso con anterioridad a su existencia. Concretamente, 
los términos en los que queda redactado el apartado son los siguientes: “este permiso 
constituye un derecho individual de los trabajadores, hombres o mujeres, pero sólo podrá 
ser ejercido por uno de los progenitores en caso de que ambos trabajen”. Al matizarse que 
el permiso por nacimiento, adopción o acogimiento es un derecho de trabajadores, 
hombres y mujeres, se pone de manifiesto que la titularidad del permiso de lactancia recae 
tanto sobre el padre como sobre la madre. Atrás quedan las discusiones acerca de sí sólo 
la madre era el sujeto que podía disfrutar de este derecho, dejando el papel del padre en 
segundo plano. Después de una primera lectura del precepto en cuestión no existe duda 
respecto a que tanto mujer como hombre tienen el mismo derecho sin necesidad de 
incurrir en la técnica tan empleada durante los últimos años con lo cual, lejos de hacer 
una lectura amena y clara, el texto terminaba en más de una ocasión, siendo 
incomprensible873. Por lo tanto, a partir del año 2012, no se cuestiona que el permiso de 
lactancia es un derecho que recae tanto en el hombre como en la mujer. Del mismo modo, 
debe apreciarse con la nueva redacción que sólo uno de ellos puede disfrutarlo. Es decir, 
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deviene imposible el disfrute simultáneo. Para que no exista duda, también se corrige la 
redacción del art. 37.4 ET añadiendo que constituye un derecho individual, y que quien 
ejerza este derecho puede sustituirlo por una reducción de su jornada en media hora (…)”. 
El apartado termina diciendo que “sólo podrá ser ejercido por uno de los progenitores”874. 
 
No obstante, y relacionando los problemas que en la práctica se venían planteando, 
quedaría sin resolver la cuestión referente a si es necesario que ambos, hombre y mujer, 
sean trabajadores por cuenta ajena para disfrutar del permiso de lactancia. En este caso, 
la redacción sigue siendo la misma que la anterior, puesto que sigue recogiéndose la 
necesidad, sin matización alguna, de que “ambos trabajen”. A pesar de esta inconcreción, 
la interpretación que debe darse a esta cuestión viene del TJUE, como se ha visto, quien 
en su Sentencia de 30 de septiembre de 2010 Roca Álvarez/Sesa Star ETT, S.A., 
argumenta que “denegar el disfrute del permiso a los padres que tengan la condición de 
trabajadores por cuenta ajena, por el único motivo de que la madre del niño no tenga esa 
condición, podría dar lugar a que una mujer que es trabajadora por cuenta propia, se viera 
obligada a limitar su actividad profesional, y soportar sola la carga derivada del 
nacimiento de su hijo, sin poder recibir la ayuda del padre del niño”. Por lo tanto, termina 
concluyendo “que una medida como la controvertida no constituye una medida que tenga 
como efecto eliminar o reducir las desigualdades de hecho que pudieran existir para las 
mujeres en la realidad de la vida social, en el sentido del art. 2, apartado 4, de la Directiva 
76/207, ni una medida tendente a lograr una igualdad sustancial y no meramente formal 
al reducir las desigualdades de hecho que pueden surgir en la vida social, y de este modo, 
evitar o compensar, conforme al art. 157 TFUE, apartado 4, las desventajas en la carrera 
profesional de las personas afectadas”. Podría afirmarse que, si la redacción no ha 
incorporado la necesidad de que el trabajo se realice por cuenta ajena, la interpretación 
que debe hacerse conforme a la doctrina comunitaria, y en sintonía con el principio de 
igualdad corresponsabilidad, no es otra que permitir el disfrute del permiso de lactancia 
la trabajadora afiliada al RETA. Si se hubiera querido limitar la titularidad se hubiera 
debido precisar en el texto normativo la exigencia de un trabajo por cuenta ajena875. 
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La determinación del periodo de disfrute y la concreción horaria de los permisos y 
reducciones por lactancia o nacimiento de hijo prematuro “corresponderá al trabajador 
dentro de su jornada ordinaria” (art. 37.6 ET). La Ley 3/2012 incluye una nueva precisión 
respecto a la determinación y concreción de los permisos y reducciones por lactancia o 
nacimiento de hijo prematuro, indicando al respecto que “los convenios colectivos podrán 
establecer, no obstante, criterios para la concreción horaria de la reducción de jornada, en 
atención a los derechos de conciliación de la vida personal, familiar y laboral del 
trabajador y las necesidades productivas y organizativas de las empresas”. Es decir, se 
otorga a la negociación colectiva la posibilidad de que establezca unas reglas o criterios 
para, por un lado, permitir la conciliación laboral, familiar y personal, y por otro, que tal 
concreción horaria no repercuta de forma negativa en las necesidades productivas y 
organizativas de la empresa.  
 
El trabajador, salvo fuerza mayor, ha de preavisar con quince días de antelación al 
empresario de su deseo de disfrutar de tal permiso. La Ley 3/2012, nuevamente introduce 
una precisión, dejando a la negociación colectiva que establezca mediante convenio 
colectivo el plazo de preaviso, en concreto expresa “(…) o la que se determine en el 
convenio colectivo aplicable, precisando la fecha en que se iniciará y finalizará el permiso 
de lactancia o la reducción de la jornada”. Las discrepancias que puedan surgir entre 
empresario y trabajador sobre la concreción horaria y la determinación de los periodos de 
disfrute del permiso de reducción por lactancia de un menor de nueve meses, o nacimiento 
del hijo prematuro, serán resueltas por la jurisdicción social a través del procedimiento 
establecido en el art. 139 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, reguladora de la 
jurisdicción social. A la hora de volver a su jornada ordinaria, el trabajador estará 
obligado a preavisar al empresario con 15 días de antelación antes de reincorporarse a la 
empresa (art. 37.6 ET). Obviamente, el periodo de disfrute estará limitado por el 
cumplimiento del bebé de los nueve meses. 
 
No es compatible este derecho con el disfrute del descanso por maternidad a tiempo 
parcial, salvo que sea el padre el que disfrute de reducción de lactancia. La misma 
solución hay que dar cuando la maternidad se esté disfrutando a tiempo completo por el 




completo) el padre no podrá ejercer la reducción de lactancia que en su caso está limitada 
a que ambos trabajen876. 
 
Respecto a los convenios colectivos de empresas y de sector estudiados, en general 
disponen lo mismo que establece el Estatuto, sin apenas mejora alguna, aunque hay 
alguna excepción. El Convenio colectivo de Iberdrola, por su parte, establece en el art. 
70.1 apartado i) que “en los casos de parto prematuro y en aquellos en los que por 
cualquier otra causa el neonato deba permanecer hospitalizado a continuación del parto, 
el periodo de suspensión podrá computarse, a instancias de la madre, o en su defecto del 
otro progenitor, a partir de la fecha del alta hospitalaria. Se excluye de dicho cómputo las 
6 semanas posteriores al parto de suspensión obligatoria del contrato de la madre”. El art. 
70.1 apartado k) del mismo convenio establece que “en los casos de prestación por 
paternidad, el trabajador podrá elegir entre disfrutar del permiso legalmente establecido 
con el complemento de SIR y antigüedad según lo estipulado en el art. 56, o disfrutar de 
30 días naturales continuados de permiso con el cobro de las cantidades que correspondan 
durante la prestación de paternidad, durante esos días, con el tope del SIR más antigüedad 
que viniera cobrando una vez acabada la prestación de paternidad legal”. En el artículo 
71 se regula el derecho por lactancia que consiste en que “los trabajadores/as, en el caso 
de lactancia de un hijo menor de 9 meses, tendrán derecho a una hora de ausencia de 
trabajo retribuida, que podrán dividir en dos fracciones. La duración de este derecho se 
incrementará proporcionalmente en los casos de parto múltiple. Asimismo, se podrá 
sustituir por voluntad del empleado por una reducción de la jornada norma de 45 minutos 
con la misma finalidad, aplicable al momento de entrada o salida del trabajo”. En el art. 
72.1 se regula la reducción de jornada en los casos de nacimientos de hijos prematuros 
que, por cualquier causa deban permanecer hospitalizados a continuación del parto, en 
estos casos, la madre o el padre tendrán derecho a ausentarse del trabajo durante una hora 
al día durante el periodo que dure la hospitalización, pudiendo reducir su jornada de 
trabajo hasta dos horas con la disminución proporcional del salario. El Convenio 
colectivo de Ford hace escasas precisiones en cuanto a los derechos tratados en este 
apartado, se limita a indicar en el art. 43 letras o), p) y q) lo siguiente “los trabajadores, 
por lactancia de un hijo menor de nueve meses, tendrán derecho a reducir su jornada 
laboral en media hora. Este permiso constituye un derecho individual de los trabajadores, 
                                                          




pero sólo podrá ejercerlo uno de los progenitores en caso de que ambos trabajen”. En los 
casos de nacimientos de hijos prematuros se dispone el mismo derecho que en el 
Convenio de Iberdrola. 
 
El Convenio colectivo de Telefónica dispone al respecto que tendrán derecho a 
solicitar permisos con sueldo durante cinco días, entre otras causas, por nacimiento de 
hijo o adopción o acogimiento preadoptivo permanente de un menor hasta seis años o 
mayor de seis años pero menor de dieciocho años con discapacidad o que por sus 
circunstancias y experiencias personales o por provenir del extranjero, tengan especiales 
dificultades de inserción social y familiar debidamente acreditadas por los servicios 
sociales” (art. 102 d)). En relación al derecho por nacimiento de hijos prematuros se 
establece lo mismo que en convenios anteriores. Respecto al permiso de lactancia de un 
menor de nueve meses, el Convenio de Telefónica dispone que “podrán sustituir el 
derecho a ausentarse de su puesto durante una hora diaria divisible en dos periodos de 
media hora, por una reducción de una hora de la jornada bien a su fin o a su comienzo”. 
También dispone este convenio que “se podrá acumular las horas de lactancia al periodo 
de baja maternal, disfrutándose a continuación de la misma y sin solución de continuidad 
un permiso retribuido de 15 días laborables (…) la duración se incrementará 
proporcionalmente en los casos de parto, adopción, guarda con fines de adopción o 
acogimiento múltiple”. Una particularidad que añade este convenio es lo que “se acuerda 
la extensión de este permiso para aquellos trabajadores en supuestos en los que se dé la 
condición que el otro progenitor sea trabajadora autónoma o por cuenta ajena, o en 
situación legal de desempleo”. 
 
El Convenio colectivo de Repsol establece en cuanto al permiso de maternidad unas 
cláusulas que no disponen otros convenios estudiados, así “se complementará la 
prestación por maternidad hasta el 100% del salario real”, también regula que “el 
empleado que cumpla con el requisito de dos años de antigüedad en la empresa, podrá 
solicitar el disfrute del permiso por maternidad a tiempo parcial, en cuyo caso la jornada 
realizada a tiempo parcial no podrá ser inferior al 50%, en todo caso, este derecho no es 
acumulable con otras situaciones como lactancia, reducción de jornada, o excedencia por 
motivos familiares”. En cuanto a los convenios colectivos de sector estudiados se limitan 
a transcribir lo dispuesto en el Estatuto de los trabajadores, sin ninguna peculiaridad que 




Respecto al permiso para la realización de exámenes prenatales y técnicas de 
preparación al parto. En relación al contenido y ejercicio de este derecho, tanto el art. 37.3 
ET como el art. 26.5 LPRL reconocen un permiso “para la realización de exámenes 
prenatales o técnicas de preparación al parto que deban realizarse dentro de la jornada de 
trabajo” y ello en aplicación del art. 9 de la Directiva 92/85/CEE, de 19 de octubre, 
relativa a la aplicación de medidas para promover la seguridad y salud en el trabajo de la 
trabajadora embarazada, que haya dado a luz o en periodo de lactancia. Se trata de una 
medida tomada en el marco de la política de prevención de riesgos laborales pero que 
tiene un carácter más amplio, ya que se refiere a la tutela general de la mujer embarazada 
y trata de garantizar la compatibilidad entre esa situación y la prestación de servicios877. 
 
El permiso se concede para la realización de los exámenes médicos previos al 
embarazo y la participación en los cursos de preparación al parto, siempre que éstos 
coincidan con el horario de trabajo. Como sucede con todos los permisos, ha de 
disfrutarse el derecho “previo aviso y justificación” (art. 37.3 ET). Por lo tanto, el 
beneficiario debe advertir a la empresa con cierta antelación y, además, justificar que 
efectivamente se dan las causas que motivan el permiso. Dicha justificación en este caso 
deberá extenderse a dos extremos. Por un lado, que efectivamente se han de practicar 
exámenes médicos o se va a participar en cursos de preparación del parto. Y por otro, que 
los mismos tienen lugar en horario de trabajo. Una vez que estas exigencias sean 
cumplidas, la concesión del permiso no es discrecional para el empresario, sino que está 
obligado legalmente a otorgarlo. La duración del mismo será “por el tiempo 
indispensable” (art. 37.3.f) ET) para la realización de los exámenes y cursos, debiendo el 
beneficiario incorporarse a la prestación de servicios cuando terminen878.  
 
Como sucede con los permisos regulados en el art. 37.3 ET, se trata de un derecho de 
ausencia retribuido, debiendo considerarse el periodo de disfrute a estos efectos como 
tiempo de trabajo efectivo. Los dos supuestos dan lugar a un permiso cuyo disfrute no 
puede ocasionar una pérdida salarial, por lo que deben retribuirse incluyendo todos los 
conceptos que se cobran habitualmente, y concretamente los conceptos de salario base, 
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antigüedad, plus convenio, plus de productividad, plus de actividad o plus 
desplazamiento879. 
 
En cuanto a la titularidad el art. 26.5 LPRL señala que el derecho a la ausencia del 
trabajo lo tendrán “las trabajadoras embarazadas”, ello parece indicar que se trata de un 
derecho cuyo disfrute corresponde exclusivamente a la futura madre. Sin embargo, el art. 
37.3 ET habla genéricamente de “el trabajador”. Ello ha dado pie para que algunos autores 
sostengan la posibilidad de que el futuro padre puede gozar de este permiso, no 
obviamente para la realización de los exámenes prenatales, pero sí para la participación 
en los cursos de preparación al parto880. Esta interpretación podría encontrar algún apoyo 
en el hecho de que la normativa española ha mejorado las previsiones comunitarias, así 
el art. 9 Directiva 92/85/CEE prevé exclusivamente un permiso para la realización de 
exámenes prenatales y lo limita a la mujer embarazada, mientras que el ET amplía el 
derecho a las técnicas de preparación para el parto, siendo igualmente lógico en este 
aspecto que la titularidad no se reduzca únicamente a la madre. No existen 
pronunciamientos jurisprudenciales al respecto881. De los convenios colectivos 
estudiados, tanto estatales como de sector, con carácter general, casi todos establecen el 
permiso retribuido por el tiempo indispensable para la realización de exámenes prenatales 
o técnicas de preparación al parto que deban realizarse dentro de la jornada de trabajo, sin 
particularidad que destacar al respecto. 
 
6. Reducción de jornada por motivos familiares 
 
Respecto a la finalidad y sujetos causantes, el art. 37.6 ET reconoce el derecho a una 
reducción de jornada para quien “por razones de guarda legal tenga a su cuidado directo 
algún menor de doce años882 o una persona con discapacidad física, psíquica o sensorial, 
que no desempeñe una actividad retribuida” (art. 37.6 modificado por la LOI). La 
finalidad de esta reducción es atender al cuidado directo de un niño menor de doce años 
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o de un discapacitado. Tendrá el mismo derecho “quien precise encargarse del cuidado 
directo de un familiar, hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad, que por 
razones de edad, accidente o enfermedad no pueda valerse por sí mismo, y que no 
desempeñe actividad retribuida”. El fundamento último del derecho a la reducción de 
jornada por motivos familiares lo constituye, en opinión unánime de la doctrina la 
atención y el “cuidado de los hijos en sus edades más tiernas, el cuidado de los 
disminuidos (sin límite de edad y sin exigirse más parentesco o relación que la guarda 
legal sobre ellos), y el cuidado de familiares (hasta el segundo grado de consanguinidad 
o afinidad cuando por su edad, o accidente o enfermedad no puedan valerse por sí 
mismos)883.  
 
En relación al cuidado de una persona con discapacidad física, psíquica o sensorial 
deben efectuarse unas precisiones. En primer lugar, el ET adopta el concepto de persona 
con “discapacidad” de la ley 51/2003, de 2 de diciembre, de igualdad de oportunidades, 
no discriminación y accesibilidad de las personas con discapacidad, abandonando el de 
minusválido del art. 7 Ley 13/1982. No obstante, lo cual se sigue incluyendo en el mismo 
no sólo el que sufra alteraciones de tipo físico o psíquico, sino también el que presente 
deficiencias en su capacidad sensorial como puede ser la sordera. En segundo lugar, no 
señala el precepto si es necesario que la persona que se va a cuidar presente un grado 
mínimo de minusvalía, ni si es necesario que la misma esté declarada oficialmente. Al 
respecto, los tribunales parecen haber optado por una interpretación amplia del concepto, 
entendiendo a estos efectos por minusválidos aquella “persona que padezca cualquier tipo 
de dolencias o enfermedades médicamente constatadas que alteren notoriamente la 
salud”884. Dicha amplitud no puede llevar, sin embargo, a entender que se dan los 
requisitos de la reducción cuando el trabajador justifica al pedirla únicamente un ingreso 
hospitalario de cinco días de duración885. A efectos de la Ley 51/2003, tendrán la 
consideración de personas con discapacidad aquellas a quienes se les haya reconocido un 
grado de minusvalía igual o superior al 33%. Y, en todo caso, se considerarán afectados 
por una minusvalía en grado igual o superior al 33% los pensionistas de la Seguridad 
Social que tengan reconocida una pensión de incapacidad permanente en el grado total, 
absoluta o gran invalidez, y a los pensionistas de clases pasivas que tengan reconocida 
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una pensión de jubilación o de retiro por incapacidad permanente para el servicio o 
inutilidad. En tercer lugar, la persona discapacitada no debe desarrollar “una actividad 
retribuida”. En este sentido, tanto el menor de doce años como el discapacitado han de 
estar al cuidado directo del trabajador que pide la reducción “por razones de guarda legal”. 
Por guarda legal ha de entenderse: la patria potestad (art. 154 CC); la tutela (art. 215 CC) 
y el acogimiento (arts. 172.3 y 173.1 CC)886. 
 
En cuento a la reducción de jornada contemplada en el presente apartado “constituye 
un derecho individual de los trabajadores, hombres y mujeres” (art. 37. 6 último párrafo 
ET). De esta dicción legal cabe extraer una serie de conclusiones. Primera, el trabajador 
es titular exclusivo del derecho con independencia del sexo, no necesita que le sea cedido 
por otros, como se ha visto que ocurría con el permiso de lactancia, antes de la reforma 
del RDL 3/2012. Segundo, el ejercicio de este derecho, en el caso de que coincidan varios 
titulares por la misma persona no es excluyente, sino acumulativo. De modo que un 
mismo sujeto causante puede originar el nacimiento del derecho a favor de titulares 
distintos. Y si existen varios sujetos causantes respecto del mismo trabajador, no parece 
que éste tenga derecho a varias reducciones (una por cada uno de ellos), sino que la 
reducción regulada en el ET está prevista para atender a las obligaciones derivadas de una 
familia a cargo, sea ésta de mayor o de menor número. Por ello, el art. 37.6 ET la concede 
a quien tenga bajo su cuidado a “algún menor” o “a una persona con discapacidad por 
corresponderle su guarda legal”; o también, quien “cuide de un familiar hasta el segundo 
grado de consanguinidad o afinidad por razones de edad, accidente o enfermedad”. Así, 
por ejemplo, en el caso de un matrimonio con un hijo menor de doce años, cada cónyuge 
podrá pedir una reducción para sí mismo, disfrutándolas ambos simultáneamente o 
sucesivamente. Por el contrario, un solo padre o madre que tenga a su cargo dos hijos 
menores de doce años sólo podrán pedir una única reducción.  
 
Y tercero, existen límites para el disfrute compartido del derecho por varias personas 
en relación con el mismo sujeto causante, es decir, “si dos o más trabajadores de la misma 
empresa generasen este derecho por el mismo sujeto causante, el empresario podrá limitar 
su ejercicio simultáneo por razones justificadas de funcionamiento de la empresa” (art. 
                                                          
886 Véase Montoya Medina, D., “Conciliación de la vida laboral y familiar en la reforma laboral de 2012”, 
op.cit., pág. 143; igualmente Lousada Arochena, J.F., “La reducción de jornada por motivos familiares”, 




37.6 ET). Se concede una facultad de limitación del disfrute de la reducción fundada en 
razones justificadas de funcionamiento de la empresa. Esta facultad sólo se concede, por 
un lado, para limitar el ejercicio simultáneo por parte de trabajadores de la misma 
empresa. No se dispondrá de tal facultad cuando los encargados de la guarda legal no 
trabajan en la misma empresa, ni cuando éstos opten por un disfrute sucesivo, no 
simultáneo, de la reducción. Y, por otro lado, cuando las reducciones se soliciten por el 
mismo sujeto causante. No cabrá limitar el derecho cuando un miembro de la pareja le 
pide por un hijo y el otro para el cuidado del segundo887.  
 
En cualquier caso, y aunque no resulte muy habitual la concurrencia apuntada, no 
cabe entender la posibilidad empresarial de limitar el ejercicio de alguno de los 
interesados a la reducción de jornada como algo forzoso; de hecho, y en tanto resulta 
restrictiva de los derechos del trabajador, parece ser concebida por el legislador estatutario 
como una facultad a emplear únicamente en los casos en que haya razones justificadas de 
funcionamiento de la empresa. Y es que como ha señalado el TS, en Sentencia de 11 de 
diciembre de 2001, la reducción de jornada por guarda legal “tiende a proteger no solo el 
derecho de los trabajadores a conciliar su vida laboral y familiar para mejor cumplir con 
los deberes inherentes a la patria potestad que enumera el art. 1541 del Código civil, sino 
también el propio interés del menor a recibir la mejor atención posible”. De ahí que, como 
asimismo ha apuntado la STSJ de Madrid, de 13 de septiembre 2006888 “en aplicación de 
las reducciones de jornada que establece el art. 37.6 ET, ha de partirse de la base de que 
tal precepto forma parte del desarrollo del mandato constitucional (art. 39) que establece 
la protección a la familia y a la infancia. Finalidad que ha de prevalecer y servir de 
orientación para la solución de cualquier duda interpretativa”. Pero aún más transcendente 
en la realidad de las cosas que esa excepción legal es la pérdida de la individualización 
de derechos que se deriva de la consideración de parentesco por afinidad par la atribución 
del derecho, lo que, en la práctica habitual, podría concretarse  en una asunción por las 
mujeres del derecho al parentesco consanguíneo es una medida necesitada de cierta 
maduración porque quizás no consiguiese responsabilizar a los hombres con sus 
obligaciones familiares, y, en realidad de las cosas, siguiesen siendo sus esposas quienes 
                                                          
887 Bodas Martín, R., La jornada laboral, Dykinson, Madrid, 2002, pág. 39; García Quiñones, J.C., 
“Reducciones de jornada por cuidado de hijos y familiares”, en Lahera Forteza, J., García Quiñones, J.C., 
Tiempo de trabajo y conciliación familiar, Bomarzo, Albacete, 2009, págs. 65-87. 




las asumiesen, con el perjuicio para éstas de deber abandonar definitivamente su 
trabajo889. 
 
El cuidado ha de ser dispensado de manera directa por parte del trabajador interesado 
en la reducción de jornada (no cabe, por lo tanto, la reducción de jornada cuando el 
cuidado se lleva a cabo por una persona interpuesta, aun cuando a la misma se le retribuya 
por cuenta y cargo de aquél); por ello, parece ajustado al propósito de la norma y 
conforme con el principio de buena fe contractual que la reducción así practicada sea 
efectivamente empleada por el trabajador para el cuidado, directo o indirecto, del menor, 
persona discapacitada o familiar causante890, lo que no implica, forzosamente, limitar la 
libertad del trabajador para organizar y distribuir el tiempo resultante total durante el que 
no presta servicios efectivos para la empresa, exigiendo que todo él se destine a dicho 
cuidado891. La exigencia de cuidado directo, parece excluir, como titulares del derecho, a 
progenitores divorciados o separados, o cuyo matrimonio se anuló, sin hijos a su custodia, 
encontrándose en su momento dividida la doctrina científica, a favor o en contra. La tesis 
negativa fue acogida, en un supuesto donde se solicitaba la reducción de la jornada para 
acomodar ésta al régimen de visitas892. 
 
Más problemática resulta la exigencia de que la persona atendida “no desempeñe una 
actividad retribuida, que entraría hasta cierto punto en contradicción con lo que parece la 
fuerza motriz de las medidas legales de integración social del discapacitado, que por lo 
general permiten compatibilizar la condición de minusválido con el desarrollo de una 
actividad retribuida”. Por lo demás, la percepción de una prestación social no se considera 
a estos efectos una actividad retribuida. Ni siquiera cuando dicha prestación incluya, 
como ocurre con la gran invalidez, la remuneración de la persona que atienda al 
beneficiario893. 
 
                                                          
889 Véase sobre lo dicho: Lousada Arochena, J.F., “La reducción de jornada por motivos familiares”, en 
Revista del Poder Judicial, nº 80, cuarto trimestre, 2005; igualmente, García Ortega, J., Moreno Cáliz, S. 
“Descanso semanal, fiestas y permisos (art. 37), en AAVV, (dir. García Ninet), Salario y tiempo de trabajo 
en el ET, CEF, Madrid, 2005, pág. 452. 
890 En este sentido la Sentencia del TSJ Cataluña, de 26 de octubre de 2000 (AS 2000/4544). 
891 De esta manera, STSJ Comunidad Valenciana, de 11 de julio de 2000 (AS 2000/501). 
892 En la STSJ Cataluña, de 3 de febrero de 1999 (AS 1999/1108). 




En relación al contenido del derecho, el párrafo 6 del art. 37 ET recoge que quien “por 
razones de guarda legal deba cuidar a un menor de doce años o persona con discapacidad 
física, psíquica o sensorial, o quien precise encargarse del cuidado directo de un familiar, 
hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad, que por razones de edad, accidente 
o enfermedad no pueda valerse por sí mismo y que no desempeñe(n) una actividad 
retribuida”, tendrá derecho a una reducción de la jornada de trabajo “diaria” entre al 
menos, un octavo y un máximo de la mitad de la duración de aquélla, con disminución 
proporcional del salario. La precisión de jornada diaria pone fin a no pocos interrogantes 
que se planteaban doctrinal y jurisprudencialmente894. Ciertamente, hasta la reforma de 
2012, se han realizado diferentes interpretaciones del término jornada y de la concreción 
horaria según fueran los intereses en juego en cada caso. A ello contribuía que el precepto 
legal no contenía precisión alguna sobre la forma de concreción horaria de la reducción 
de jornada. Por lo tanto, se dejaba en manos de los tribunales la ponderación de intereses, 
de manera que conforme al supuesto planteado, debían considerar si prevalecían las 
necesidades del trabajador o las exigencias organizativas empresariales. Pues bien, a 
partir de ahora utilizándose el referente “diario” para reducir la jornada de trabajo la 
complejidad existente desaparece895. El derecho consiste en la reducción de la jornada de 
trabajo “diaria”896, que se diferencia de la concedida por lactancia en dos aspectos 
fundamentalmente.  
 
En cuanto a la extensión de este derecho debe ser como mínimo un octavo y como 
máximo la mitad de dicha jornada. Hasta la reforma de 2012, la redacción otorgada al art. 
37.5 permitía interpretar que la reducción podría realizarse sobre la jornada ordinaria, es 
decir, dentro de un lapso temporal que podría ser semanal o anual. Ahora conciliar se 
convierte en una tarea más compleja cuando sólo se permite reducir la jornada diaria897. 
Con anterioridad a la entrada en vigor de este real decreto, también parecía entenderse 
que los porcentajes se debían aplicar sobre la jornada diaria y no la calculada en cómputo 
anual. Aunque criterio distinto mantuvo el Juzgado de lo Social de Barcelona en 
                                                          
894 Montoya Medina, D., “Conciliación de la vida laboral y familiar en la reforma laboral de 2012”, op.cit., 
pág. 143. 
895 García-Perrote Escartín, I., Mercader Uguina, J.R., Reforma laboral 2012: análisis práctico (…), Op. 
Cit.  pág. 278. 
896 Antes del RDL 3/2012 sólo se hacía referencia a la reducción de jornada de trabajo, sin determinar el 
módulo de dicha reducción, pero tras la entrada en vigor del RDL 3/2012 se introduce el término “diario” 
a la redacción del art. 37.5 ET.  
897 Azagra Solano, M., “Reducción de jornada de trabajo “diaria” por razones de guarda legal”, en Revista 




Sentencia de 30 de noviembre de 2004898, que concede el derecho a reducir la jornada 
semanal de una trabajadora que presta sus servicios en un centro comercial de grandes 
superficies, acumulando la jornada semanal de lunes a viernes, dejando libre el sábado, 
disponiendo que el art. 37.6 ET no condicionaba a que la reducción debiera realizarse 
cada día, semana o cada mes y no impide que la reducción pueda concentrarse siempre 
que esté orientada a la finalidad de la ley. Esta discrepancia queda solucionada con la 
especificación dada por la Ley 3/2012, al introducir el módulo diario.  Si se trata de un 
trabajador a turnos la reducción de jornada deberá hacerse dentro del sistema de turnos a 
que esté sometida su jornada, sin que la norma autorice a quedar excluido de los 
mismos899. 
 
El derecho establecido en el art. 37.7 ET (elección del horario) debe interpretarse en 
un sentido amplio, siendo aplicable a supuestos en los que se solicite únicamente la 
modificación de los turnos de trabajo, sin reducción de jornada900. En todo caso, cuando 
la trabajadora solicite una reducción de jornada sin atenerse a los límites de la “jornada 
ordinaria realizada”, la negativa del juzgado de lo Social a su reconocimiento por razones 
de estricta legalidad, derivadas de la interpretación que efectúa de la expresión “jornada 
ordinaria”, sin analizar en qué medida dicha reducción resulta necesaria para la atención 
de los fines de relevancia constitucional a los que la institución sirve ni cuales fueran sus 
dificultades organizativas que su reconocimiento pudiera causar a la empresa, constituye 
una discriminación indirecta por razón de sexo al convertirse en un obstáculo injustificado 
para la permanencia en el empleo de la trabajadora y para la compatibilidad de su vida 
profesional con su vida familiar901. 
 
Cuando se realice jornada complementaria o guardias médicas, como es el caso del 
personal facultativo de los servicios de salud, no existe unanimidad en la doctrina acerca 
del alcance del derecho. Algún tribunal ha entendido que la reducción alcanza únicamente 
a la “jornada normal”, sin afectar a las guardias médicas902; otros mantienen el criterio 
contrario903; e incluso se ha abierto una tercera línea que admite la posibilidad de que la 
                                                          
898 STSJ Cataluña (Barcelona) de 30 de noviembre de 2004 (AS 2004, 3510). 
899 STSJ Navarra de 16 de abril de 1998 (AS 1998, 1678). 
900 STSJ de Madrid de 6 de mayo de 2004 (AS 2004, 1437) y STSJ de Málaga de 13 de octubre de 2005 
(AS 2005, 1327). 
901 STC de 15 de enero de 2007 (RTC 2007, 3). 
902 STSJ Andalucía, con sede en Granada de 10 de febrero de 1999 (AS 1999, 996). 




reducción sólo alcance a esta jornada904.Y el segundo aspecto que diferencia a este 
derecho del derecho de lactancia, es en cuanto a la remuneración, ya que en este caso la 
reducción implica “disminución proporcional del salario”. El tenor literal del art. 37.5 
ET, implica que el uso del derecho conlleva la reducción proporcional de todos los 
conceptos retributivos que tengan naturaleza salarial905 y no autoriza la supresión de 
ninguno de ellos, incluido el complemento de dedicación, aunque retribuya un puesto de 
mando atendiendo a la mayor flexibilidad horaria o disponibilidad906. 
 
En lo que respecta al ejercicio de este derecho, la determinación del periodo de 
disfrute y la concreción horaria del permiso de lactancia y de la reducción de jornada 
“corresponderá al trabajador dentro de su jornada ordinaria diaria” (art. 37.6 ET). 
Facultad que en el art. 139 LRJS se traduce en una propuesta inicial. En caso de 
disconformidad del empresario con la propuesta realizada, el trabajador dispone de un 
plazo de veinte días para reclamar ante el Juzgado de lo Social, iniciando el procedimiento 
especial previsto al efecto en el art. 139 LRJS. El objeto de este proceso lo constituirá 
necesariamente la colisión entre el derecho del trabajador y el poder de dirección y las 
necesidades organizativas de la empresa. La alternativa ha de resolverse conforme a una 
serie de reglas.  
 
En primer lugar, la facultad de determinar el horario se concede por la Ley al 
trabajador, “ya que es el único capacitado para decidir cuál es el periodo más idóneo para 
cumplir las obligaciones de la patria potestad que le competen”907.Por lo tanto, en caso 
de duda “tal colisión ha de resolverse prevaleciendo el criterio del trabajador afectado por 
el problema familiar, pues el empresario no tiene idénticas prerrogativas, en este caso, a 
las que le concede el art. 38 ET” para el supuesto de las vacaciones908. En segundo lugar, 
la colisión entre los intereses empresariales y los del trabajador ha de resolverse en 
atención a las circunstancias concurrentes. Entre ellas, la necesidad de que el derecho del 
trabajador sea ejercitado conforme al principio de buena fe y de forma adecuada a su 
finalidad909. En tercer lugar, el derecho del trabajador no impone una alteración forzosa 
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907 STS de 16 de junio de 1995 (RJ 1995, 4905). 
908 STSJ Madrid de 8 de febrero de 1999 (AS 1999, 257). 





del régimen de trabajo en la empresa, de modo que si, por ejemplo, el horario de trabajo 
es de lunes a sábado en un centro de trabajo no puede imponerse con él la libranza 
generalizada de los sábados910. 
 
En cuarto lugar, cuando la jornada se realice en turnos rotatorios y el convenio no 
establezca respecto de la jornada ordinaria otro límite que el número máximo de horas 
semanales “los trabajadores afectados tienen la facultad de concretar su horario en 
cualquiera de los turnos que con carácter rotatorio vienen desempeñando 
semanalmente”911. En los casos en que la solicitud de reducción de jornada se realice 
fuera de los parámetros de la “jornada ordinaria realizada”, el órgano judicial no debe 
limitarse a denegar el derecho peticionado por razones de estricta legalidad, derivadas de 
la interpretación que se realice de la expresión “jornada ordinaria”, sino que tienen que 
efectuar un análisis ponderado de las circunstancias concurrentes (necesidades familiares 
y dificultades empresariales que la elección de la trabajadora pudiera ocasionar en el 
funcionamiento regular de la empresa). En otro caso, una resolución que prescinda de 
esta ponderación y limite a denegar el derecho solicitado por no atemperarse a los límites 
de la jornada ordinaria, constituye una discriminación indirecta por razón de sexo, en 
cuanto supone un obstáculo injustificado para la permanencia en el empleo de la 
trabajadora y para la compatibilidad de su vida profesional con su vida familiar912. Y, por 
último, no puede oponerse al horario propuesto por el trabajador la existencia de simples 
dificultades de funcionamiento, como la necesidad de acudir a una anómala contratación 
a tiempo parcial para cubrir los huecos dejados por la reducción, sino que debe tratarse 
de circunstancias muy especiales o de carácter excepcional913. Algún tribunal ha 
entendido al respecto que, en una empresa de envergadura cabe suponer, en principio, 
que no habrá grandes problemas para asumir los reajustes exigidos por el ejercicio del 
derecho a reducción914. 
 
La reincorporación a la jornada completa es decisión que corresponde al trabajador 
con la única obligación de preavisar al empresario con quince días de antelación (art. 37.6 
ET). Cumplido ese requisito, la empresa no debe dilatar injustificadamente dicha 
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913 STSJ Castilla La-Mancha de 23 de enero de 1998 (AS 1998, 197). 




reincorporación915. El derecho a reducción termina necesariamente al alcanzar el menor 
los doce años de edad o por recuperación del minusválido, o enfermo. Si pese a ello la 
situación se prolonga, sin que la empresa o el trabajador la denuncien, alguna sentencia 
ha entendido que el retraso del trabajador en solicitar la reincorporación no debe 
interpretarse como renuncia a la misma, sino que sólo afectará al momento en que haya 
de comenzar916. La norma no resuelve la cuestión de la compatibilidad entre la reducción 
de jornada por guarda legal y el permiso o reducción por lactancia en los casos en que 
coincide en ambos el sujeto causante (un hijo menor de nueve meses es también un menor 
de ocho años que está bajo el cuidado directo de los padres, titulares de la patria potestad). 
Tampoco los tribunales parecen tener una postura claramente definida sobre el particular. 
Una parte considera que en tales casos ambos derechos tienen una misma razón de ser: el 
cuidado de un hijo. Por tanto, resultan incompatibles y excluyentes, de forma que el 
trabajador debe elegir entre las dos alternativas que le da el ordenamiento: menos 
reducción con el sueldo íntegro (lactancia) o mayor tiempo para cuidar al menor 
sacrificando parte del salario (guarda legal)917. 
 
Otras resoluciones consideran que las condiciones de configuración de una u otra 
figura no resultan coincidentes, pues, aparte de que una reducción es remunerada y la otra 
no, persiguen finalidades diferentes. La lactancia implica una exigencia de imperioso y 
natural atendimiento con periodicidad determinada, mientras que la reducción por guarda 
legal responde a una decisión personal de atender a los hijos en perjuicio de la 
remuneración y realización profesional. Todo ello, unido a que la Ley no establece 
prohibición alguna sobre el particular, lleva a reconocer la compatibilidad de ambas 
reducciones y la posibilidad de que se disfruten simultáneamente918. 
 
No es compatible esta reducción con el disfrute del descanso por maternidad a tiempo 
parcial. Esta nueva redacción del art. 37.6 y 37.7 ET parece un freno a la flexibilidad que 
se busca a través de medidas de conciliación de la vida familiar y laboral. Como se ha 
visto, se impone una reducción de jornada que debe concretarse de manera obligatoria en 
el módulo diario, atiende exclusivamente a los intereses empresariales sin importar cuáles 
                                                          
915 STSJ Madrid de 29 de enero de 1998 (AS 1998, 5015). 
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917 STSJ Madrid de 20 de julio de 1998 (AS 1998, 2891); STSJ Galicia de 27 de noviembre de 1998 (AS 
1998, 4159). 




sean los del trabajador919. Mientras que con anterioridad a la reforma, la conciliación se 
ponía claramente de manifiesto al admitir que “los trabajadores que tuvieran a su cuidado 
a un menor de doce años o a una persona con discapacidad física, psíquica o sensorial o 
a su cuidado un familiar hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad por razones 
de edad, accidente o enfermedad” pudieran reducirse su jornada y, por lo tanto, no trabajar 
durante determinados días para cuidar al menor o discapacitado, ahora no es así920.  
 
La conciliación de la vida familiar y profesional no se logra sólo trabajando menos 
horas, que es lo pretendido por la nueva reforma laboral, sino admitiendo que las horas 
que se trabajan se puedan articular de forma adecuada para hacerlas compatibles con la 
atención del menor. El sentido finalista de la reducción, que no es otro que permitir al 
trabajador atender las necesidades familiares, desaparece. Con la nueva redacción se 
olvida que un trabajador que solicita una reducción de jornada sufre un perjuicio, pues su 
salario se ve reducido y pierde las garantías propias de una jornada completa, de tal 
manera que se produce un desequilibrio entre las partes921. 
 
Los convenios colectivos estudiados, tanto estatales como de sector, recogen este 
derecho y manifiestan que se trata de un derecho individual, tanto de hombres como de 
mujeres. No obstante, se indica en los mismos que en caso de que dos o más trabajadores 
de la misma empresa generasen este derecho por el mismo sujeto causante, el empresario 
podrá limitar su ejercicio simultáneo por razones justificadas de funcionamiento de la 
empresa. La mayoría de ellos regulan en su articulado este derecho de reducción de 
jornada entre un octavo y la mitad de la jornada ordinaria, con la reducción proporcional 
del salario.  Como peculiaridad, el Convenio colectivo de Iberdrola establece que con el 
objetivo de adecuar la organización empresarial con el ejercicio de los derechos de 
conciliación laboral y familiar, dispone que “a fin de atender de manera adecuada las 
necesidades del servicio derivadas del ejercicio de los derechos de conciliación laboral y 
familiar, las empresas integradas en Iberdrola podrán celebrar, si así lo estiman pertinente, 
contratos de trabajo de interinidad, a tiempo completo o parcial, a fin de sustituir a los 
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en la doctrina judicial”, en Temas Laborales, nº 129, 2015, pág. 118. 
920 Véase al respecto Ballester Pastor, A., “De cómo la reforma operada por el RDL 3/2012 ha degradado 
el derecho fundamental a la conciliación de responsabilidades”, Revista de Derecho Social, nº 57, 2012. 





trabajadores en las situaciones de excedencia reguladas en este capítulo, en las 
suspensiones del contrato de trabajo por las causas mencionadas en el art. 45.1.d) ET y 
en las de reducción de jornada de trabajo”922. 
 
7. Adaptación de jornada a mujeres de violencia de género y a víctimas de 
terrorismo 
 
Respecto a la titularidad de este derecho, el art. 37.8 ET, introducido por la Ley 
Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de medidas de protección integral contra la 
violencia de género, reconoce a “la trabajadora víctima de la violencia de género o 
víctimas del terrorismo la posibilidad de reducir su jornada de trabajo, con disminución 
proporcional del salario”. Este derecho se reconoce “para hacer efectiva su protección o 
su derecho a la asistencia social integral” (cuando sea necesario para ello), y únicamente 
corresponde a las mujeres que hayan sufrido violencia de género en los términos del art. 
1 Ley 1/2004 (y, por lo tanto el maltrato, en sus diversas vertientes, ha de ser infligido 
por un hombre con el que haya mantenido una relación sentimental, aún sin convivencia), 
siendo imprescindible la obtención de una orden de protección (Ley 27/2003, de 31 de 
julio, reguladora de la orden de protección de las víctimas de violencia doméstica) si bien, 
en casos excepcionales, es suficiente el informe del Ministerio Fiscal que indique la 
existencia de indicios de violencia de género hasta tanto se dicte la orden de protección 
(art. 23 Ley 1/2004). La concreción del derecho debe ejercitarse en los términos 
establecidos para estos supuestos concretos de violencia de género o víctimas del 
terrorismo en el correspondiente convenio colectivo, en los acuerdos entre la empresa y 
los propios representantes o en el acuerdo entre la empresa y la propia trabajadora 
afectada. En defecto de esos acuerdos, la propia trabajadora podrá concretar el derecho 
conforme a las reglas del art. 37.6 ET (incluidas las relativas a la resolución judicial de 
las posibles discrepancias, a través del procedimiento especial del art. 138 bis LRJS). 
 
En este sentido, los convenios colectivos estudiados de sector y empresa se limitan a 
transcribir lo dispuesto en la normativa laboral, sin incorporar modificaciones 
significativas al respecto. Si bien, es relevante destacar el Convenio colectivo de Repsol 
ya que mejora lo dispuesto en la normativa laboral, en concreto en su art. 90 establece 
                                                          




además de las medidas establecidas legalmente, “prestación, a su cargo, de los servicios 
de apoyo que a continuación se exponen, que cubra tanto al empleado de Repsol, como a 
sus hijos que convivan con él, y garantizando la confidencialidad más estricta: apoyo 
psicológico, médico, jurídico, económicos (por gastos ocasionados por la necesidad de 
alquiler o compra de vivienda habitual (…), y apoyo laboral (ofreciendo la mayor 
flexibilidad en materia de horarios y jornada, disfrute de vacaciones, licencias y permisos 
retribuidos, suspensión o extinción de la relación laboral, excedencia o preferencia para 
ocupar vacantes que supongan movilidad geográfica, en las mismas condiciones que para 
el traslado por decisión de la dirección de la empresa, según se solicite y mientras sean 







CAPÍTULO VIII: JORNADAS ESPECIALES DE TRABAJO 
 
La ordenación del tiempo de trabajo está muy condicionada por las características de 
cada sector o tipo de actividad. De hecho, la historia de la legislación laboral demuestra 
que las necesidades de regulación del tiempo de trabajo no han sido siempre las mismas 
en todos los ámbitos de trabajo. Inicialmente, las normas sobre jornada máxima se 
limitaron a determinados sectores y sólo tras algunas décadas de rodaje de la legislación 
laboral fue aprobada en nuestro país una regulación general de la jornada máxima. Hoy 
en día, la regulación del tiempo de trabajo que proporciona el legislador con carácter 
general está elaborada sobre el presupuesto de que determinados trabajos o sectores de 
actividad pueden necesitar reglas especiales, por sus propias características. Sin perjuicio 
del papel que en este sentido pueden jugar siempre los convenios colectivos, son dos los 
canales por los que de forma expresa el legislador ha previsto la posibilidad de establecer 
reglas especiales o particulares sobre jornada de trabajo (y, complementariamente, sobre 
descansos). El más directo es el de las “jornadas especiales”, que parte del propio art.34 
ET. El segundo, que es más bien indirecto, es el de las relaciones laborales de carácter 
especial, de las que se hablará en otro capítulo. Podría hablarse aún de un tercero, que no 
tiene acogida explícita en la ley pero que también tiene trascendencia: es el de los 
llamados “trabajos con particularidades”, que también se verán más adelante. 
 
1. La regulación de las jornadas especiales: presentación general 
Desde su primera versión en 1980, el Estatuto de los Trabajadores habilitó al 
Gobierno para el establecimiento, a propuesta del Ministerio de Trabajo y previa consulta 
con organizaciones sindicales y empresariales, de “ampliaciones o limitaciones a la 
jornada de trabajo”. Esa previsión inicial se ha mantenido con las sucesivas versiones del 
Estatuto de los Trabajadores, y actualmente aparece en el art.34.7 ET, cláusula legal que 
de alguna manera se complementa con la habilitación que en términos similares conceden 
tanto el art.36.1 ET, para establecer “limitaciones y garantías adicionales” para el trabajo 
nocturno, como el art.37.1 ET, para establecer, en este caso, reglas especiales sobre 
descanso semanal en ciertas actividades. 
La habilitación legal del art.34 ET fue desarrollada en un primer momento por el Real 




1994, esta norma reglamentaria fue sustituida, prácticamente en su integridad, por el Real 
Decreto 1561/1995, de 21 de septiembre, que, según su propio preámbulo, trataba de 
adecuar mejor esa regulación especial tanto a las modificaciones experimentadas en la 
normativa legal general como a “la aparición de nuevas realidades laborales necesitadas 
de un tratamiento específico”. También se tenía en cuenta la aprobación algunos años 
antes de la Directiva 93/104/CE de 23 de noviembre y, en conexión con la misma, la 
conveniencia de vincular la regulación de la jornada de trabajo a la protección de la 
seguridad y salud en el trabajo. 
En términos generales, la aprobación de normas especiales sobre jornada de trabajo, 
con independencia del margen de maniobra con que cuentan los convenios colectivos en 
este terreno, responde a la necesidad de adaptar la regulación mínima e imperativa que 
proporciona el Estado a las características y necesidades específicas de determinados 
trabajos y sectores de actividad, bien porque requieren la posibilidad de ampliar la jornada 
o, cuando menos, de hacer un uso más flexible del tiempo de trabajo, o bien porque, 
debido a su carácter penoso, peligroso o especialmente esforzado, no toleran una jornada 
de trabajo tan larga como la que se establece con carácter general, sobre todo en 
consideración a la seguridad y salud de los trabajadores923. 
Las jornadas especiales, en definitiva, tratan de hacer compatible la ordenación 
imperativa del tiempo de trabajo con las necesidades específicas de ciertos ámbitos de 
actividad. A la vista de la complejidad del sistema productivo, no es fácil desde luego la 
identificación de las actividades que merecen una regulación especial de estas 
características. En todo caso, el RD 1561/1995 utiliza a estos efectos criterios razonables, 
pues se refiere a la postre a todos aquellos trabajos y sectores de actividad que muestran 
mayor particularidad desde el punto de vista de la organización de los tiempos de trabajo 
y descanso, como el trabajo en el mar, el transporte, el trabajo en el campo y algunos otros 
con similares problemas924. Son, por otra parte, actividades y sectores que normalmente 
cuentan con algún tipo de regulación internacional (de la OIT en muchos casos y de la 
UE) que cuida asimismo de sus particularidades, no sólo en lo que se refiere al tiempo de 
                                                          
923 Al respecto, Martín Valverde, A., “El Reglamento sobre jornadas especiales de trabajo de 1995”, en 
Relaciones Laborales, Tomo II, pág. 404. 
924 Véase al respecto Martín Valverde, A., Rodríguez-Sañudo, F., García Murcia, J., Derecho del Trabajo, 




trabajo, sino también, en más de una ocasión, en lo que se refiere en general al desarrollo 
de la relación laboral. 
El RD 1561/1995, por otra parte, utiliza dos grandes criterios para la ordenación de 
estas jornadas especiales: el de la ampliación y el de la limitación. El primero, que implica 
más bien flexibilización en la distribución y el uso de los tiempos de trabajo, se aplica a 
una serie de sectores de actividad o de tareas en los que la prestación de trabajo muchas 
veces debe superar los límites ordinarios, o debe ser organizado con arreglo a pautas muy 
peculiares. El segundo se proyecta, en cambio, sobre aquellos trabajos o sectores de 
actividad en los que los límites generales del tiempo de trabajo resultan excesivos, en la 
medida en que pudieran exigir al trabajador una prestación desproporcionadamente 
esforzada o peligrosa para su salud o seguridad. 
2. Ampliaciones de jornada para determinados trabajos 
Los artículos 3 al 22 del RDJE contienen un conjunto de normas de ampliación de la 
jornada de trabajo en diversas actividades productivas. Un primer grupo normativo, 
dentro de estas disposiciones, se dirige a trabajos de vigilancia y ciertos trabajos que se 
desarrollan en condiciones específicas. Un segundo grupo está integrado por actividades 
con un fuerte componente estacional, como las agrícolas y la hostelería. Las distintas 
modalidades de los sectores de transporte han sido también objeto de regulación en el 
RDJE, que contiene además trabajos en determinadas condiciones específicas. En este 
apartado se va a hacer referencia a parte del primer grupo, a los trabajadores que 
desempeñan sus funciones en fincas urbanas y trabajos de guardia. En el siguiente nos 
ocuparemos de otros trabajos con condiciones específicas925. 
 
Respecto a los empleados de fincas urbanas, el hecho de que la regulación del régimen 
jurídico de su jornada se haya mantenido en el RDJE deriva de que su presencia es aun 
suficientemente significativa. Estos trabajadores conocidos también con el nombre de 
“porteros”, han venido siendo objeto de regulación de la Ordenanza de Trabajo de 
Empleados de Fincas Urbanas, de 13 de marzo de 1974, así como de las Órdenes 
Ministeriales de 26 de noviembre de 1976 y 29 de diciembre de 1978, definiéndolos el 
                                                          
925 Sobre el cuestionamiento del ámbito de aplicación del RDJE es interesante la obra de Gómez Muñoz, 
J.M., “Algunas cuestiones de actualidad relativa al RD 1561/1995, de 21 de septiembre, sobre jornadas 





artículo 2º de aquélla como empleados “que bajo la directa dependencia de los 
propietarios de fincas urbanas, o representantes legales de los mismos, tienen 
encomendada la vigilancia, cuidado y limpieza de ellas y de los servicios comunales allí 
instalados”, considerándose como empleadores a “los propietarios de fincas urbanas, ya 
lo sean individualmente o se constituyan en comunidad de bienes o cooperación de 
cualquier clase”926. 
 
La mencionada Ordenanza distinguía entre tres tipos o categorías posibles de 
empleados de fincas urbanas, los porteros con plena dedicación, los porteros sin plena 
dedicación y los conserjes. El ámbito personal de aplicación del RDJE en materia de 
ampliación de jornada previsto en el art. 3.1 RDJE, está referido a “los empleados de 
fincas urbanas con plena dedicación”, fórmula que repite el art. 10 del RD 2001/1983. No 
hay alusión al hecho de la existencia o no de casa-habitación, lo que, por otro lado, no 
afecta a las cuestiones de jornada927. A la complejidad de la anterior regulación de jornada 
de trabajo de este personal928, ha venido a suceder una especialidad única contemplada 
en el art. 3 RDJE en materia de ampliación de jornada, justificada teleológicamente, en 
la leve intensidad propia de la actividad habitual de los porteros, de forma que todos 
aquellos empleados de fincas urbanas que no posean dedicación plena, estarán sujetos a 
las disposiciones generales en materia de jornada emanadas del Estatuto de los 
Trabajadores. 
 
En la fijación del tiempo de trabajo efectivo destaca la peculiar forma, dentro el propio 
RDJE, de determinación de los límites del mismo. El art. 3.1 RDJE establece que “el 
tiempo de trabajo de los trabajadores de fincas urbanas estará comprendido entre las horas 
                                                          
926A efectos jurídico laborales existía una distinción triple del trabajo de porteros: porteros de casas 
particulares, identificados doctrinalmente con el personal del servicio doméstico; porteros de fincas 
urbanas, objeto de la exclusión del art. 2.3 de la Ley de Jornada Máxima Legal; y porteros de empresas, 
instituciones, cooperaciones, etc. 
927 Martín Valverde, A., “El Reglamento sobre jornadas especiales de trabajo de 1995 (propósito, contenido 
general, novedades), en Relaciones Laborales: Revista crítica de teoría y práctica, nº 2, 1995, págs. 398-
413. 
928 Complejidad que venía determinada por el hecho de la exclusión de los empleados con funciones de 
vigilancia y con casa-habitación en el inmueble de la Ley de Jornada Máxima Laboral. Para ellos el art. 25 
de la Ordenanza establecía jornadas diferentes en función de que se tratara de porteros de plena (catorce 
horas diarias máximas), sin plena dedicación (nueve horas diarias), o conserjes (ocho horas ampliables a 
doce, retribuyendo el exceso a prorrata y no como hora extraordinaria). Para los porteros al servicio de 




establecidas para la apertura y cierre de los portales”929. La determinación de tales 
horarios competerá al empleador, comunidad de propietarios o vecinos, y variará de un 
inmueble a otro, es decir, que la determinación del tiempo de trabajo efectivo se iniciará 
con la apertura del portal y se terminará con el cierre del mismo, aunque nada impide que 
tanto apertura como cierre puedan ser efectuados por cualquier inquilino, o incluso, que 
no exista acuerdo sobre tales horas930. 
 
En este tipo de actividad, más que en ninguna otra de las reguladas en el RDJE los 
descansos intrajornadas y entre jornadas van a determinar de manera decisiva la duración 
total de la jornada de trabajo diaria, para la que no se prevé más límite que “la duración 
máxima de jornada ordinaria de trabajo establecida con carácter general en el art. 34 ET”. 
La duración de estos descansos y el número se deja en manos bien del convenio colectivo, 
bien del acuerdo con el titular del inmueble, lo que lleva la determinación de las 
ampliaciones posibles de jornada a la más absoluta incertidumbre. Incertidumbre doble, 
porque la jornada máxima ordinaria a que se refiere el art. 34 ET es o bien la de cuarenta 
horas semanales de promedio en cómputo anual, o bien la de nueve horas diarias de 
trabajo efectivo (si bien este límite tampoco es totalmente rígido ya que por convenio 
colectivo o, en su defecto, acuerdo entre la empresa y los representantes de los 
trabajadores, se establezca otra disposición del tiempo de trabajo diario, respetando en 
todo caso el descanso entre jornadas) y el art. 3.1 RDJE no precisa a cuál de estos límites 
se refiere. 
 
La fórmula empleada por el art. 3.1 RDJE obliga a “diseñar” las distintas fracciones 
temporales en que podrá dividirse el tiempo entre apertura y cierre del portal para ver 
dónde se producen las ampliaciones de jornada, dado que es perfectamente posible, en el 
caso óptimo, que los pactos a que se llegue para la fijación de los descansos, y el régimen 
de descanso semanal acordado, no determinen necesariamente aumentos reales de 
jornada, así el apartado 2º del art. 3 RDJE dice “los trabajadores a que se refiere el 
apartado anterior deberán disfrutar de un mínimo de diez horas consecutivas de descanso 
                                                          
929 La anterior dicción del art. 10 RD 2001/1983 hacía referencia, ya entonces con cierto anacronismo, a 
“las horas señaladas por las Ordenanzas Municipales para la apertura y cierre de los portales”, prescripción 
hoy carente de sentido práctico. 
930 Véase Rodríguez Pastor, G., El régimen jurídico de la distribución de la jornada de trabajo, Tirant lo 
Blanch, Valencia, 1999, pág. 147 y Valle Muñoz, F.A., La relación laboral del empleado de finca urbana, 




entre jornadas, compensándose la diferencia hasta las doce horas establecidas con carácter 
general en el apartado 3 del art. 34 del ET por periodos de hasta cuatro semanales”. 
Dejando al lado la cuestión de la compensación de descansos diarios, es evidente que con 
esta regulación del descanso entre jornadas, la jornada puede llegar a ampliarse hasta las 
catorce horas diarias, con independencia de que se tome el límite de nueve horas diarias 
o cuarenta horas semanales. Dentro de este periodo de referencia, habrá un tiempo de 
trabajo efectivo y un tiempo de descanso intrajornada que estarán determinados por el 
acuerdo sobre el número de periodos y horas de descanso, destinados, generalmente a la 
comida u otros menesteres no activos. 
 
Bajo estas premisas cabría pactar tanto jornadas continuadas como jornadas 
fraccionadas, siendo este el caso más frecuente. En el caso de la jornada continuada habrá 
de respetarse un periodo de descanso mínimo de quince minutos si la jornada excede de 
seis horas, como exige el art. 34.4 ET. Esta será la única obligación legal exigible en 
cuanto a descansos intrajornada. Aunque lo normal será un pacto de un tiempo mayor 
para efectuar la comida de medio día, así como pactos sobre otros tiempos de descansos 
intermedios, que podrán ser computados como tiempo de trabajo efectivo cuando así se 
acuerde. Si no se acordase nada al respecto, estos tiempos no computarán como tiempo 
de trabajo efectivo. 
 
El RDJE tampoco establece nada al respecto de lo que el art. 8 RDJE denominará 
tiempos de presencia, que en el caso de la actividad de los porteros adquiere un relieve 
singular. Durante estos tiempos de presencia, el portero no realiza ningún tipo de 
actividad efectiva respecto al inmueble, pero se encuentra a disposición del titular del 
mismo para atender cualquier orden que pudiera recibir931. Habiendo desaparecido la 
prescripción reglamentaria acerca de los horarios municipales de apertura y cierre de los 
portales, y sobre los descansos intrajornadas de una hora para la comida más cuatro horas 
adicionales, tal desregulación debiera hacer sido compensada incluyendo dentro del 
régimen del art. 8 RDJE el trabajo de los empleados de fincas urbanas, puesto que en la 
actual regulación los pactos sobre tiempo de trabajo efectivo y descansos plantean 
tremendas lagunas, y una de ellas es la de los tiempos de presencia. En el art. 8 del RDJE, 
los tiempos de presencia no computan a efectos de la duración máxima de la jornada 
                                                          




ordinaria de trabajo, ni para el límite máximo de las horas extraordinarias, pudiendo 
compensarse mediante descansos retribuidos o en cuantía inferior al valor de la hora 
ordinaria932. 
 
En cuanto a las horas extraordinarias, desaparecido el art. 43.1 del RD 2000/1983933, 
se entiende que prevalece lo dispuesto en el art. 35 del ET  ya que se trata de la norma de 
acogida de referencia, lo que quiere decir que, con independencia de su retribución en 
metálico o compensación con descansos, serían horas extraordinarias todas aquellas horas 
realizadas sobre la duración máxima de la jornada ordinaria de trabajo, ya sea fijada en 
módulo diario, semanal o anual, y siempre que no hubiera pacto respecto de los tiempos 
de presencia. 
 
El caso de los guardias y vigilantes no ferroviarios es similar, desde el punto de vista 
de la reducción cuantitativa de su ámbito subjetivo, al de los porteros de inmuebles, en la 
medida en que esta figura ha sido absorbida y sustituida en los últimos años por la de los 
guardas jurados, vigilantes jurados y guardas de seguridad en un conjunto cada vez más 
amplio y disperso de actividades. La ampliación de jornada prevista para los guardias y 
vigilantes no ferroviarios queda recogida en el art. 4.1 del RDJE, que establece que el 
tiempo de trabajo podrá extenderse durante un periodo de tiempo diario de duración no 
superior a doce horas. De la fórmula empleada por el art. 4.1 RDJE hay que decir que es 
mucho más imprecisa que la que figuraba en el art. 11 RD 2001/1983. 
 
Vista la situación normativa, es preciso añadir que el régimen particular de ampliación 
de jornada de este personal recibirá un tratamiento completamente diferente al recibido 
convencionalmente por los vigilantes al servicio de empresas de seguridad y vigilancia, 
así como el que reciben los pastores y, en general, los trabajadores dedicados a la custodia 
del ganado en el campo y en establos en explotaciones agropecuarias situadas fuera de 
                                                          
932 Art. 8.3 RDJE, párrafo 2º. 
933 El citado artículo venía a establecer que “el tiempo de trabajo por los empleadores de fincas urbanas con 
dedicación exclusiva que pactaren con la propiedad el no disfrute de sus cuatro horas de descanso durante 
la jornada, así como todas las que excedan de cuarenta horas semanales, se retribuirán como mínimo a 
prorrata del salario ordinario”. De esta forma, las horas de exceso carecían del carácter de horas 
extraordinarias. Justamente por ello, la laguna creada por la labor desreguladora del legislador podía ser 
cubierta con el régimen de tiempos de presencia, lo que dotaría de sentido a la realización de las horas de 
exceso por encima de las cuarenta horas semanales y daría calificación jurídica a todas aquellas horas en 
las que los porteros “sólo parecen leer la prensa tras el mostrador”. En este sentido, véase García Ninet, J.I., 





las poblaciones, para los que no se prevé más ampliación posible de jornada que la 
imputable con cargo a horas extraordinarias en los casos en que su realización pueda 
llevarse a cabo. Sin embargo,  en el caso de la guardería rural, particularmente la ligada 
con las faenas agrícolas, se va a producir una especialidad al régimen de ampliación de 
jornadas de guardas y vigilantes no ferroviario que, en vez de aparecer recogida en el art. 
4 RDJE aparece dentro de la regulación que el RDJE hace de la ampliación de jornada en 
el trabajo en el campo (art. 5.2 RDJE).  
 
Es claro que la cuestión estriba en determinar cuándo se hace valer el régimen de 
ampliación de jornadas del art. 4. 1 RDJE y cuándo el del art. 5.2 RDJE. Se entiende que 
el art. 5.2 RDJE constituye una norma especial respecto al art. 4.1 RDJE, en el sentido de 
que aquélla introduce una limitación extraordinaria a la jornada máxima en cómputo 
semanal (veinte horas de ampliación) cuando las labores de guardería se realicen en el 
ámbito rural, con independencia de que las circunstancias de la prestación sean o no 
objetivamente las mismas de las que habla el art. 4.1 RDJE. Es más, se cree que incluso 
el régimen específico del art. 5.2 RDJE puede ser ampliado con preferencia al del art. 4.1 
RDJE, simplemente cuando en convenio colectivo las labores de guardería se vinculen de 
cualquier modo al ámbito rural, esto es, a la protección de fincas, cosechas, labores 
agropecuarias, maquinaria agrícola en el campo, etc. 
 
Es en relación con la realización de faenas agrícolas en determinadas circunstancias, 
donde se produce, sólo en algunos casos particulares, la regulación convencional de la 
jornada de los guardas rurales, conserjes, porteros vigilantes, guardeses o caseros en 
términos que no siguen necesariamente las prescripciones del reglamento en materia de 
ampliación de jornada. Una regulación tan laxa sólo puede dar lugar a interpretaciones 
interesadas de la norma, por lo que se entiende que lo dispuesto en el art. 5.2 prevalecerá 
sobre cualquier regulación convencional de manera que el límite de ampliación hasta doce 
horas diarias con un máximo de veinte horas semanales (art. 5.2 RDJE), y con descansos 
mínimos diarios de diez horas (art. 5.3 RDJE), constituirá el límite máximo de jornada y 
descansos a respetar. Obviamente y con independencia del modo de retribución de estas 
horas de ampliación, queda claro que en todo caso han de ser retribuidas o compensadas, 
lo que no queda explicitado en el párrafo segundo del art. 5.2 RDJE que tan sólo previene 
que las horas de exceso que se realicen sobre la jornada ordinaria pactada conforme a los 




compensación afectará, naturalmente, a las horas de exceso sobre la jornada ampliada que 
será la jornada ordinaria pactada, lo que excluye ampliaciones repentinas de jornada, que 
sólo podrán realizarse con cargo a horas extraordinarias. De este modo es posible 
encontrar en algunos casos que, sobre jornadas de cuarenta horas semanales, se pactan 
ampliaciones de la jornada efectiva de carácter extraordinario durante determinadas 
épocas del año, como las correspondientes a la siembra, la recolección o el riego, que 
pueden llegar hasta cuatro horas diarias de más, aunque estableciendo sistemas de 
compensación diferentes para los guardas rurales, pues mientras que al resto de 
trabajadores agrícolas dichas ampliaciones se les retribuyen como horas extraordinarias 
a aquéllos se les pagan a prorrata de su salario ordinario, como establecía el art. 43.2 del 
RD 2001/1983934. 
 
3. Otros trabajos con condiciones específicas 
 
Condiciones específicas tienen desde luego el trabajo nocturno y el trabajo a turnos, 
pero de ellos nos hemos ocupado en el capítulo quinto, por lo que ahora no tiene sentido 
adentrarse en su particular régimen jurídico (anunciado, como vimos, por los arts.36.1 y 
37.1 ET). Nos vamos a detener, siguiendo el radio de acción del RD 1561/1995, en los 
trabajos de puesta en marcha y cierre, esto es, puesta en marcha y cierre de otras 
actividades sustantivas que pueden ser de régimen general o de régimen especial. La 
especialidad introducida a estos efectos por el art. 20 del RDJE, lejos de cambiar 
sustancialmente el régimen contenido en el anterior art. 14 RD 2001/1983935, consiste en 
la no consideración del tiempo de trabajo prolongado, a efectos de la duración máxima 
de la jornada ordinaria laboral, pues su no consideración respecto al cómputo del número 
máximo de horas extraordinarias ya se producía en el anterior régimen jurídico, lo que 
ratificaba la jurisprudencia936. Sin que se llegue a definir en la norma en qué consisten 
dichos trabajos de puesta en marcha y cierre, el art. 20 RDJE determina que siempre que 
dichos trabajos no puedan realizarse turnándose con otros trabajadores dentro de las horas 
de la jornada ordinaria, podrá ampliarse por el tiempo estrictamente necesario para ello, 
                                                          
934 Gómez Muñoz, J.M., “Jornadas especiales de trabajo”, op. cit., págs. 88-90. 
935 “Trabajos de puesta a punto y cierre de los demás”, tenía como diferencia esencial que el tiempo de 
trabajo prolongado no se computaba solo a efectos de los límites de horas extraordinarias, aunque como 
tales, siendo considerado parte de las horas de jornada ordinaria normal. Véase García Ninet, J.I., “Las 
jornadas especiales de trabajo”, op. cit., págs. 339-341. 




en la forma y mediante la compensación que se establezca por acuerdo o pacto, y con 
respeto en todo caso a los periodos de descanso entre jornadas y semanal previstos en los 
arts. 34.3 y 37.1 ET937. 
 
Se vuelve a plantear aquí el mismo problema respecto de las reducciones del descanso 
diario que se planteaban en el art. 19 RDJE (trabajo a turnos). En la medida en que estas 
actividades pueden darse también dentro de los sectores afectados por la ampliación de 
jornadas, los descansos mínimos entre jornada allí previstos sufrirán las reducciones 
correspondientes, teniendo en cuenta siempre que el acuerdo o pacto habrán de compensar 
adecuadamente la mayor actividad que ello supone. Evidentemente, la turnicidad hará 
que no sean siempre los mismos trabajadores los que efectúen dichas tareas, por lo que 
las ampliaciones y su compensación sólo tendrán lugar cuando puntualmente se 
produzcan, salvo que existan trabajadores con puestos de trabajo específicamente 
designados para estas funciones. En este último supuesto, existirá toda una regulación 
excepcional y autónoma para la ordenación del tiempo de trabajo del sujeto o sujetos 
afectados. 
 
Por otra parte, la regulación en el art. 21 RDJE del régimen de ampliación de jornadas 
en los trabajos en condiciones especiales de aislamiento o lejanía resulta particularmente 
flexible respecto al régimen del derogado art. 27 RD 2001/1983 que establecía reglas 
sobre cómputo de jornada y compensación de las horas de exceso con menor margen de 
maniobra para la negociación colectiva. El convenio colectivo, o en su defecto, el acuerdo 
de empresa, permitirá que se puedan adaptar la disposiciones generales del ET a las 
necesidades específicas de aquellas actividades no relacionadas en otras secciones del 
capítulo II del RDJE caracterizadas, bien por el alejamiento entre el lugar de trabajo y el 
de residencia del trabajador, bien por el aislamiento del centro de trabajo por razones de 
emplazamiento o climatología, computándose los descansos entre jornadas y semanal por 
periodos que no excedan de ocho semanas. Sigue diciendo el precepto que “salvo 
situaciones excepcionales relacionadas con la necesidad de garantizar el servicio o la 
                                                          
937 Es decir, entre el final de una jornada y el comienzo de la siguiente, como mínimo, deberán haber 12 
horas de descanso. Además, el número de horas ordinarias de trabajo efectivo no podrá ser superior a nueve 
horas diarias, salvo que por convenio colectivo o, acuerdo entre la empresa y los representantes de los 
trabajadores, se establezca otra distribución, aunque siempre respetando el descanso entre jornadas. Y el 
descanso mínimo semanal, acumulable por periodos de hasta catorce días, será de día y medio. Este 




producción, se deberá respetar en todo caso un descanso entre jornadas de diez horas. No 
obstante, estas reglas admitirán las variaciones que fueran posibles de conformidad con 
lo establecido en el art. 2 RDJE en materia de acumulación de descansos alternativos al 
periodo de vacaciones (art. 2.1 RDJE) y en materia de sustitución de los descansos 
compensatorios por compensación económica (art. 2.2 RDJE). 
 
El art. 22 del RDJE plantea una de las situaciones en materia de jornada más 
interesantes desde el punto de vista de su construcción conceptual y del debate doctrinal 
existente. Se trata de los trabajos en actividades con jornadas fraccionadas, modo de 
prestación que presenta conexiones indudables con la problemática de los horarios 
flexibles y que, al haber sido suprimida su regulación del art. 36 ET938, queda en el RDJE 
como única sede normativa de referencia. El apartado 1º del art. 22 del RDJE considera 
actividades con jornadas fraccionadas, a los solos efectos prevenidos en este artículo, 
aquéllas del sector servicios que, no excediendo en su duración total de la jornada 
ordinaria pactada, deban, por su propia naturaleza, extenderse de forma discontinua a lo 
largo de un periodo de tiempo superior a doce hora al día, de manera que no resulte posible 
el disfrute por el trabajador que las realiza de un descanso ininterrumpido de doce horas 
entre el fin de una jornada y el comienzo de la siguiente. El periodo de interrupción 
intermedio en la jornada ha de reputarse como tiempo de descanso, esto es, tiempo en el 
que no se realiza trabajo efectivo, situación ésta que en algunas actividades es objeto de 
conflicto cuando el mencionado periodo se convierte en tiempo de puesta a disposición 
del empresario939. En cualquier caso, estamos ante un concepto de ampliación de jornada 
que podríamos llamar “atípico”, en la medida en que lo que se está ampliando realmente 
no es el tiempo de trabajo efectivo, tal y como sucede en las demás actividades o sectores, 
sino el periodo diario de referencia dentro del cual se va a computar dicha jornada 
efectiva. El factor condicionante esencial para la conceptualización de dichas jornadas 
como fraccionadas es que la mencionada ampliación impida el descanso ininterrumpido 
                                                          
938 El anterior art. 36 ET establecía que “la fijación del horario flexible es facultad del empresario, previo 
informe favorable de los representantes legales de los trabajadores en el centro de trabajo, sin perjuicio de 
lo pactado en convenio colectivo”.  
939 Véase en este sentido las apreciaciones realizadas por Sala Franco, T., “La jornada de trabajo partida”, 
en AAVV, Estudios sobre la jornada de trabajo, op.cit. págs. 134-135, se ejemplifica en el caso de la 
realización de las labores de vigilancia de los alumnos durante el periodo de interrupción para el almuerzo 
por parte del personal docente con jornada partida, lo que lleva al Tribunal juzgador a fallar que dicho 
periodo no es propiamente un descanso retribuido sino una forma de trabajar mientras se come, STCT de 




de doce horas entre jornadas, por lo que puede decirse que estamos ante una ampliación 
por reducción de descanso y no por incremento en el tiempo de trabajo efectivo. 
 
Estas jornadas fraccionadas son jornadas especiales respecto de aquellas otras que por 
exclusión de las jornadas continuadas, se definen desde el art. 34.4 ET, radicando la 
especialidad en dos notas esenciales. Primera, que se trata de jornadas sólo predicables 
de determinadas actividades encuadradas en el sector servicios en atención a los horarios 
especiales de trabajo frecuentes en este sector, lo que además, parece excluir la 
posibilidad de una organización de trabajo a turnos, aunque no la realización de trabajos 
nocturnos940. Segunda, que se trata de una jornada fraccionada cuyo fraccionamiento está 
condicionado por dos límites temporales, uno la extensión de la jornada más allá de las 
doce horas, y, otro, la garantía de un descanso mínimo entre jornadas de nueve horas con 
un descanso alternativo compensatorio de cinco horas intrajornada ininterrumpida. 
 
4. Ampliaciones de jornada en determinados sectores de actividad 
 
Un segundo grupo de actividades en el que operan las reglas especiales sobre 
ampliación de jornada está integrado por actividades con un fuerte componente 
estacional, como las agrícolas y la hostelería. El régimen reglamentario de regulación de 
la jornada en los trabajos en el campo es el único que presenta la característica de ser 
objeto, al mismo tiempo, de disposiciones específicas en materia de ampliación de 
jornada (art. 5 RDJE) y de limitación de jornada (art. 24 RDJE), aunque el procedimiento 
de fijación de la distribución y modalidades de cómputo de dicha jornada quede 
completamente en manos de los convenios colectivos, o en su defecto, de la costumbre 
local. Tiene un importante papel subsidiario la costumbre local respecto al convenio, 
porque la realidad de negociación en el sector ha terminado por imponer la “costumbre 
incorporada” como método de regulación, no sólo de las cuestiones de jornada, sino de 
todas aquellas otras relacionadas con el modo de prestación en las labores agrícolas, 
forestales, pecuarias. 
 
El RDJE se vuelve a mostrar equívoco en sus formulaciones. En la anterior regulación 
del art. 13 RD 2001/1983, se establecía que el juego de la costumbre local en la 
                                                          




distribución de la jornada cedería ante la incompatibilidad de las peculiaridades del 
trabajo en la explotación, dejándose las modalidades del cómputo de la jornada y las 
indemnizaciones o suplidos como consecuencia de la actividad laboral en manos de la 
negociación colectiva sin ninguna otra salvedad. Ahora, el art. 5 del RDJE parece haber 
invertido la relación de preferencia de paso, de manera que son las modalidades de 
cómputo de jornada, y no la distribución de la misma, las que habrán de ceder ante las 
peculiaridades de la explotación. La razón igual sea el principio de libertad en la 
distribución anual y diaria de la jornada laboral que emana del art. 34.2 y 34.3 ET, que 
deja en manos de los negociadores la posibilidad de adaptar a las peculiaridades propias 
de cada actividad la jornada de trabajo sin más restricción que el respeto a los límites 
generales establecidos941. 
 
Esta preponderancia de la costumbre local acentúa la dispersión de las normas 
convencionales, por lo que no es posible encontrar un patrón uniforme en la regulación 
de la jornada en el campo. Ante la inexistencia de un convenio colectivo de ámbito 
nacional toma especial relieve los convenios colectivos de ámbito provincial, incluso 
frente a los de Comunidad Autónoma que en materia de jornada remiten a la regulación 
de ámbitos inferiores. La preeminencia y dispersión de los convenios colectivos 
provinciales sobre el resto de convenios y la más dudosa e inestable vigencia de la 
Ordenanza General de Trabajo en el Campo, de 1 de julio de 1975, rescatada de su 
derogación  ex Disposición Transitoria sexta del RD legislativo 1/1995, por un Acuerdo 
Marco de 7 de abril de 1997, y vuelta a decaer a partir del 7 de junio de 1997, van a 
determinar un marco jurídico bastante desigual e inseguro en el que el RDJE constituye 
la única norma cuya aplicación resulte indubitada. 
 
La regla del art. 5.2 RDJE, establece que, en las labores agrícolas, cuando las 
circunstancias estacionales determinen la necesidad de intensificar el trabajo o 
concentrarlo en determinadas fechas o periodos, podrá ampliarse la jornada hasta un 
máximo de veinte horas semanales, sin que la jornada diaria pueda exceder de doce horas 
de trabajo efectivo. Esta regla encuentra eco en muchos convenios, aunque la regulación 
es desigual y, en la mayoría de los casos, referida al régimen anterior del art. 12 RD 
2001/1983, que establecía junto al límite de las veinte horas semanales, el límite diario 





de cuatro horas. En todo caso, se exigirá la concurrencia, para la ampliación, de labores 
de siembra y recolección, riego, cambio de labores, tareas de extinción de plagas, o bien, 
trabajos de pastoreo o guardería rural. 
 
Las reglas contenidas en el RDJE para los sectores de comercio y la hostelería poseen 
un carácter muy específico y limitado, ya que no regulan más que el descanso semanal y 
sus posibilidades de compensación alternativa (art. 6 RDJE), así como la ampliación de 
los periodos de referencia para la acumulación de descansos en las actividades 
estacionales de la hostelería (art. 7 RDJE), lo que se produce, sin especialidades, dentro 
del marco de las disposiciones generales del art. 2 RDJE. No existen en el RDJE más 
disposiciones respecto a la ordenación del tiempo de trabajo en estos sectores lo que 
aumenta la importancia normativa de los convenios colectivos en esta materia. Hay una 
fuerte conflictividad judicial en cuestiones tales como la determinación de horarios 
flexibles en el comercio942, o a la ampliación de jornadas por ventas especiales o 
balances943, temas que son obviados por el reglamento a pesar de constituir grandes 
problemas en la interpretación de los convenios colectivos del sector944. 
 
Para ambos sectores el art. 6 RDJE vendrá a caracterizarse por dejar en manos del 
convenio colectivo o, en su defecto, del acuerdo entre la empresa y los representantes de 
los trabajadores la opción entre la acumulación del medio día del descanso semanal 
previsto en el art. 37.1 ET por periodos de hasta cuatro semanas, su separación respecto 
del correspondiente al día completo para su disfrute en otro día de la semana. En cualquier 
caso, los sistemas utilizados no son idénticos en el sector del comercio y en el de la 
                                                          
942 STS de 16 de julio 1993 (RJ 1993,5971), que viene a determinar la facultad del empresario (“Galerías 
Preciados SA”) de fijar libremente estos horarios. Fuente de conflictos colectivos continuados es la 
realización de horas extraordinarias en caso de balances e inventarios en los meses de enero y junio, así 
como en las temporadas especiales de rebajas, particularmente en el sector de grandes almacenes; en este 
sentido la SAN de 19 de noviembre de 1996 (AS 1996,4162) “El Corte Inglés, SA.” sobre realización y 
pago de horas extraordinarias después de cierre de los centros comerciales al público para preparar las 
ventas de rebajas de enero o de verano y hacer inventario o balance. 
943 STS de 16 de febrero de 1996 (RJ 1996,1297), que permite al empresario (“Alcampo SA.”) basándose 
en el Convenio Colectivo de Grandes Almacenes, de 10 de agosto 1993, prolongar la jornada el tiempo 
suficiente para la realización de dichos balances y ventas especiales, retribuyendo ese tiempo como horas 
extraordinarias, pudiendo hacerse uso de tal facultad tan sólo un número de días al año, previamente 
pactados y a excepción de aquellos departamentos que por costumbre del sector o por las características de 
sus productos, realicen dichas ampliaciones con mayor periodicidad. 
944 La abstención del RDJE en materia de horarios flexibles y ampliaciones de jornada por balances, 
inventarios, ventas especiales, etc., es claramente reprobable e indicativa de la actitud abstencionista de la 
potestad reglamentaria que parece no haber tenido en cuenta dos de los temas más conflictivos que se dan 
en el sector comercio. Véase García Blasco, J., “Horario de trabajo y horario de asistencia al público: 




hostelería, básicamente como consecuencia de la diversidad de actividades comerciales 
que se dan en el primero. La regla de compensación es la misma que se ha venido 
empleando, sin variación alguna, para el caso del trabajo en el campo. 
 
En el caso concreto de las actividades de temporada en la hostelería, el art. 7 RDJE 
que el periodo de referencia para la acumulación del medio día de descanso semanal 
pueda ampliarse, con el límite de cuatro meses, en dos supuestos particulares con 
finalidad muy diversa. En un caso se prevé que dicha ampliación se produzca con el fin 
de su adecuación a las necesidades específicas de las actividades estacionales de la 
hostelería, en particular en las zonas de alta afluencia turística945. Sobre el supuesto gira 
la necesidad de atender las exigencias de flexibilidad empresarial que marcan buena parte 
de las prescripciones del RDJE, y que ya se anuncian en el preámbulo del mismo. El plazo 
máximo de cuatro meses para operar la acumulación tiene que ver con el tiempo máximo 
de alta estacionalidad que caracteriza al sector hostelero y que suele coincidir, 
normalmente, con los meses de verano o de invierno según el tipo de actividad. El 
segundo supuesto contemplado por la norma atiende a las necesidades tuitivas sobre la 
figura del trabajador, también presentes en la exposición de motivos de la norma 
reglamentaria, estableciendo que la ampliación del periodo de acumulación perseguirá 
facilitar que el descanso se disfrute en el lugar de residencia del trabajador cuando el 
centro de trabajo se encuentre alejado de éste.  
 
El procedimiento para la fijación de la acumulación y ampliación de periodos de 
referencia vuelve a ser el convenio colectivo, o en su defecto, el acuerdo entre la empresa 
y los representantes legales de los trabajadores, mecanismo igualmente válido para el 
establecimiento, según el art. 7.2 RDJE, de la reducción a diez horas del descanso entre 
jornadas previsto en el art. 34.3 ET y su compensación de forma acumulada. Este supuesto 
de reducción a diez horas del descanso entre jornadas es de aplicación exclusiva a los 
casos previstos en el apartado 1º, esto es, actividades estacionales en zona de alta 
afluencia turística, o supuestos de residencia del trabajador en lugar alejado del centro de 
trabajo, lo que reduce sensiblemente el grado de especialidad en el sector del régimen de 
descansos diarios. 
                                                          
945 En este sentido STSJ Andalucía/Sevilla, de 5 de noviembre de 1996 (AS 1996/4906), en caso de 





5. La peculiar ordenación del tiempo de trabajo en el transporte 
A todos los trabajadores del sector transportes es de aplicación el RD 1561/1995, 
(RDJE). Pero hay que tener en cuenta que en este terreno indicen muchas normas 
supranacionales, que han influido en la medida pertinente en nuestra normativa interna. 
Una de ellas es, el Reglamento Comunitario 561/2006, que es de aplicación tan solo a los 
trabajadores del sector del transporte por carretera de mercancías y viajeros, con trayectos 
superiores a los 50 Km, lo que redunda en una clara diferencia entre transporte urbano e 
interurbano. La normativa vigente es la Directiva 2002/15/CE del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 11 de marzo de 2002, relativa a la ordenación del tiempo de trabajo en 
las persona que realizan actividades móviles de transporte por carretera (introducida en 
la normativa española por el RD 902/2007 que ha modificado el RD 1561/1995, de 21 de 
septiembre sobre jornadas especiales de trabajo; y el Reglamento (CE) nº 561/2006 del 
Parlamento Europeo  y del Consejo de 15 de marzo de 2006, y se aplica al transporte de 
mercancías y viajeros por carretera, y se excluye de su aplicación el transporte regular de 
viajeros con recorridos inferiores a 50 Km [art. 3.a)]. Igualmente hay que hacer alusión 
al RD 1082/2014, de 19 de diciembre, por el que se establecen especialidades para la 
aplicación de las normas sobre tiempos de conducción y descanso en el transporte por 
carretera desarrollado en islas cuya superficie no supere los 2.300 kilómetros cuadrados. 
La aprobación del RD 902/2007 que modifica el RD 1561/1995 supone la transposición 
al Derecho estatal con cinco años de retraso de las normas sobre el tiempo de trabajo en 
el sector del transporte por carretera, contenidas en la Directiva 2002/15/CE relativa a la 
ordenación del tiempo de trabajo de personas que realizan actividades móviles de 
transporte por carretera946. 
 
Se ha de tomar en todo momento en consideración que tanto la normativa, comunitaria 
como la estatal, es de mínimos, por lo tanto, se ha de aplicar siempre la norma legal o 
convencional que sea más favorable al derecho al descanso de los trabajadores 
afectados947. La expresión tiempo de trabajo en el sector de transporte por carretera no se 
manifiesta como una acepción uniforme, sino que incorpora tres conceptos diferentes, a 
saber, jornada ordinaria, tiempo de trabajo efectivo y tiempo de presencia o de puesta a 
                                                          
946 Véase Cabeza Pereiro, J., “Las fuentes reguladoras de la jornada de trabajo”, en Tiempo de trabajo, 
Aparicio Tovar, J., López Gandía, J. (coord.), Bomarzo, Albacete, 2007, pág. 16. 
947 Piloñeta Alonso, L. M., “El contrato de transporte terrestre de personas: fundamentos de su régimen 
jurídico, elementos y contenido, en AA.VV., Régimen jurídico del transporte terrestre: carreteras y 




disposición del empresario. En cuanto al tiempo de trabajo efectivo, se considera a la 
propia conducción u otros trabajos efectivos. Es decir, el art. 8.1 apartado segundo 
dispone que “se considerara en todo caso tiempo de trabajo efectivo aquel en el que el 
trabajador se encuentre a disposición del empresario y en el ejercicio de su actividad, 
realizando funciones propias de la conducción del vehículo o medio de transporte u otros 
trabajos durante el tiempo de circulación de los mismos, o trabajos auxiliares que se 
efectúen en relación con el vehículo o medio de transporte, sus pasajeros o su carga”. Se 
le aplica el límite a la jornada ordinaria de 40 horas semanales en cómputo anual sin 
perjuicio de que se distribuyan de manera irregular (8.2 RDJE)948. Así como el de los 
límites a las horas extras del art. 35 ET. El límite a la jornada diaria máxima de trabajo 
efectivo se establece en 12 horas, incluyendo las horas extraordinarias. De tal forma, el 
art. 10.2 RDJE establece que “las disposiciones del art. 8 sobre tiempos de trabajo efectivo 
y de presencia serán de aplicación en el transporte por carretera a los trabajadores 
móviles”949. Además de lo establecido en el art. 8.1, se entienden comprendidos dentro 
del tiempo de trabajo efectivo los periodos durante los que el trabajador móvil no puede 
disponer libremente de su tiempo y tiene que permanecer en el lugar de trabajo dispuesto 
a realizar su trabajo normal, realizando tareas relacionadas con el servicio, incluidos, en 
particular, los periodos de espera de carga y descarga cuando no se conozca de antemano 
su duración previsible (art. 10.3 RDJE)950. 
                                                          
948 Véase Elorza Guerrero, F., “La reforma del régimen del tiempo de trabajo en el transporte por carretera: 
el RD 902/2007, de 6 de julio”, Actualidad Laboral, nº 14, 2008, págs. 5-16. 
949 Entendiendo por trabajadores móviles a cualquier trabajador que forma parte del personal que se 
desplaza y que está al servicio de una empresa que efectúa servicios de transporte. Así, serán trabajadores 
móviles en el transporte por carretera: los conductores, ayudantes, colaboradores y demás personal auxiliar 
de viaje en las empresas del sector de transporte por carretera, ya sean urbanos o interurbanos y de viajeros 
o mercancías, como las integradas en otros sectores que realicen tales actividades de transporte o alguna de 
las auxiliares (art. 10.2 RDJE). 
950 El RD 902/2007, reformula el concepto de tiempo de trabajo efectivo y lo reposiciona, a través de su 
artículo único, en el nuevo art. 10.3 del RDJE, ampliando su valor a “los periodos durante los cuales el 
trabajador móvil no puede disponer libremente de su tiempo libre y tiene que permanecer en el lugar de 
trabajo dispuesto a realizar su trabajo normal, realizando las tareas relacionadas con el servicio, incluidos 
en particular, los periodos de espera de carga y descarga cuando no se conozca de antemano su duración 
prevista”. Este criterio se fundamenta en la imposibilidad para el trabajador de estructurar su tiempo ante 
el desconocimiento de la duración en la operación de carga y descarga. El precepto incorpora al tiempo de 
trabajo efectivo, periodos que hasta la reforma se habían venido a considerar tiempo de presencia. Con ello, 
se genera como efecto inmediato un incremento de actividad dentro del cómputo total de la jornada, lo que 
repercute, tanto a la hora de determinar si se ha superado el límite máximo diario, como a la hora de 
determinar los criterios retributivos aplicables. Asimismo, el incremento de la jornada efectiva de trabajo, 
se sigue vinculando al límite máximo de jornada diaria, por lo que pasa a ser necesario un mayor control 
empresarial sobre los tiempos de trabajo englobados dentro del trabajo efectivo. Es importante destacar que 
la reformulación conceptual contenida en el RDJE no responde a la arbitrariedad del legislador, sino que 
obedece, por un lado, al reconocimiento llevado a cabo por nuestros Tribunales. Véase: la STS, Sala de lo 
Contencioso Administrativo, Sección 4ª, de 12 de febrero de 2010 (RJ 2010/3342), y la STS de 16 de 




No es de trabajo efectivo, pero sí de disponibilidad para la empresa. Se retribuye 
(salvo que se acuerde su compensación con periodos equivalentes de descanso retribuido) 
como el tiempo de trabajo ordinario, pero no computa para el máximo de horas-jornada 
ordinaria ni para el máximo de hora extras. Eso sí, no puede superarse el máximo de 
veinte horas semanales de promedio en un mes, si bien se admite que si se dan razones 
organizativas que lo justifiquen se amplíe el promedio a dos meses por acuerdo en 
negociación colectiva (arts. 8.2 apartado segundo y 8.3 RDJE)951. Además, se entienden 
comprendidos dentro del tiempo de presencia los periodos de distintas pausas y de 
descansos, durante los que el trabajador móvil no lleva a cabo ninguna actividad de 
conducción u otros trabajos y no está obligado a permanecer en su lugar de trabajo, pero 
tiene que estar disponible para responder a posibles instrucciones que le ordenen 
emprender o reanudar la conducción o realizar otros trabajos952.  
 
En particular, siempre que concurran las circunstancias mencionadas y, conforme a 
lo señalado, no constituyan una pausa o descanso, serán considerados tiempo de presencia 
los siguientes periodos: a) los periodos durante los cuales el trabajador acompañe a un 
vehículo transportado en transbordador o tren; b) los periodos de espera en fronteras o los 
causados por las prohibiciones de circular. El trabajador móvil deberá de conocer de 
antemano los periodos señalados y su previsible duración. A tal fin, salvo que en los 
convenios colectivos sectoriales de ámbito estatal se acuerden otros términos y 
condiciones, el empresario comunicará al trabajador por cualquier medio admitido en 
derecho la existencia y duración previsible de los indicados periodos con anterioridad a 
la partida. En caso contrario, esos periodos serán considerados como de tiempo de trabajo 
efectivo; c) se consideran tiempo de presencia las dos primeras horas de cada periodo de 
espera de carga o de descarga. La tercera hora y las siguientes se considerarán tiempo de 
trabajo efectivo, salvo que se conozca de antemano su duración previsible en las 
                                                          
disponibilidad en el puesto de trabajo por causas relacionadas con la actividad productiva; y, por otro lado, 
al mandato impuesto por la Directiva 2002/15/CE, como se ha dicho en este capítulo). 
951 La doctrina científica, consciente de que los conceptos de tiempo de trabajo y tiempo de presencia se 
apoyan sobre la disponibilidad horaria y la ejecución de trabajo efectivo, ha señalado que “si concurren 
ambos elementos estaríamos ante el tiempo de trabajo efectivo, si concurre sólo el primero estaríamos ante 
tiempo de presencia y si no concurriera ninguno de los dos ante tiempo de descanso” Matías Prim, I., “Las 
nuevas formas de jornada en el transporte por carretera”, Relaciones Laborales, Tomo I, 1996, pág. 564. 
952 El art. 10.4 del RDJE, tras su reforma por el RD 902/2007, define al periodo de presencia, sin perjuicio 
de lo establecido en el art. 8.1 RDJE, como “todo periodo distinto a pausa o descanso en el que el trabajador 
móvil no lleva a cabo ninguna actividad de conducción u otros trabajos, no estando obligado a permanecer 
en el lugar de trabajo pese a tener que estar disponible para responder a posibles instrucciones de las que 




condiciones pactadas en los convenios colectivos de ámbito estatal o, en su defecto, de 
ámbito inferior; d) y, por último, se considerara tiempo de presencia los periodos de 
tiempo en los que un trabajador móvil que conduce en equipo permanezca sentado o 
acostado en una litera durante la circulación del vehículo953. 
 
Estos periodos de presencia indicados, se computarán para determinar el límite 
máximo de veinte horas semanales de promedio de referencia de un mes. Exclusivamente 
mediante convenio colectivo sectorial de ámbito estatal podrán pactarse, para los 
supuestos anteriormente (es decir, los periodos durante los cuales el trabajador acompañe 
un vehículo transportado en un transbordador o tren; los periodos de espera en fronteras 
o los causados por prohibiciones de circular; y los periodos de tiempo en los que el 
trabajador móvil que conduce en equipo permanezca sentado o acostado en una litera) a 
efectos del cómputo semanal máximo de tiempo de presencia, distintos criterios de 
cómputo. Y, en todo caso, el periodo de un mes que se toma de referencia para calcular 
el promedio máximo de horas de presencia semanales, podrá ampliarse hasta un máximo 
de dos meses mediante convenio colectivo sectorial de ámbito estatal, siempre que dicha 
ampliación esté fundamentada en razones objetivas, técnicas o de organización del 
trabajo, tales como el carácter internacional de los servicios de transporte (esto último ha 
sido introducido por el artículo único del RD 1635/2011, de 14 de noviembre, por el que 
se modifica el RD 1561/1995)954. 
 
Sin perjuicio del respeto a la duración máxima de la jornada ordinaria de trabajo 
prevista en el art. 34 ET y a los periodos mínimos de descanso diario y semanal, previstos 
                                                          
953 De acuerdo con lo dispuesto en la Directiva 2002/15/CE. Para los dos primeros supuestos, el problema 
se genera a la hora de concretar la herramienta que se va a utilizar para poner en conocimiento del 
trabajador, la duración prevista de estos periodos. En tal sentido, y en defecto de convenio colectivo 
sectorial de ámbito estatal, se reconoce al empresario la posibilidad de comunicar “por cualquier medio 
admitido en derecho la existencia y duración previsible de los indicados periodos con anterioridad a la 
partida”. La falta de mayor concreción, especialmente en el marco de servicios de transporte internacional 
abre la puerta a futuras controversias, sólo aligeradas a través de una mayor concreción por vía de norma 
sectorial o ámbito estatal. Para el tercer supuesto, surgen algunos interrogantes, a saber: qué considerar por 
conocimiento de antemano, qué plazo reconocerle, qué es duración previsible. 
954 Se ha señalado que el elemento común que aglutina todos estos supuestos es, por una parte, que no son 
tiempos productivos de modo inmediato para la empresa, aunque sí necesarios en la ejecución de la 
prestación laboral, y por otra parte, que restringen la libertad de movimientos de los trabajadores en la 
medida en que se hallan a disposición de la empresa, en este sentido García Ninet, J.I., “En torno a la STS 
de 27 de enero de 2009”: los tiempos de guardias de localización cuando el trabajador no permanece en el 
lugar designado por el empresario no son tiempo de presencia a efectos de computar el tiempo de trabajo. 
pilotos de helicópteros del servicio de guardacostas de la Xunta de Galicia. Normativa nacional, pactado y 
de la UE. Las limitaciones propias de un servicio de estas características o los gajes del oficio o empleo”, 




en el RDJE, cuando mediante convenio colectivo, o en su defecto, acuerdo entre la 
empresa y los representantes de los trabajadores, se hubiera establecido la distribución 
irregular de la jornada a lo largo del año, la duración del tiempo de trabajo efectivo de los 
trabajadores móviles no podrá superar las cuarenta y ocho horas semanales de promedio 
en cómputo cuatrimestral ni exceder en ningún cado las sesenta horas semanales955. Es 
decir, los límites a las ampliaciones de la jornada semanal por distribución irregular son 
dos, en ningún caso puede superarse el máximo de 60 horas a la semana, y en un cómputo 
de 4 meses (ampliable a 6 mediante convenio colectivo sectorial de ámbito estatal, 
siempre que dicha ampliación se fundamente en la existencia de razones objetivas o 
técnicas o de organización del trabajo) no podrá superarse el límite de 48 horas de trabajo 
efectivo por semana (art 10.1 RDJE). Tomando en consideración en todo caso, si se 
trabaja en horario nocturno la jornada no puede exceder de las 10 horas al día por un 
periodo de veinticuatro (10.2 RDJE) o si el trabajador trabaja para más de una empresa 
tiene la obligación de informar por escrito a todas ellas a fin de que se respeten los límites 
de tiempo de trabajo establecidos (10.3 RDJE)956. 
 
Por lo que se refiere al sector del transporte ferroviario, la reglamentación breve del 
art. 13 RDJE sitúa a este sector en una posición caracterizada por una presencia 
preponderante del convenio colectivo. Existen factores estructurales derivados de la 
inexistencia de un mercado privado de líneas ferroviarias en España que hace que la 
situación de cuasi-monopolio por la empresa nacional RENFE condiciones de un modo 
muy directo el carácter convencional de la regulación. El art. 13.2 RDJE se muestra 
impreciso acerca de la identificación de las categorías profesionales sujetas a la aplicación 
del régimen de tiempos de presencia y trabajo efectivo. Así éste establece que este 
régimen será de aplicación “a los conductores y demás personas que presten sus servicios 
a bordo de los trenes durante el trayecto de los mismos pertenezcan o no a empresas 
dedicadas al transporte ferroviario”. La jurisprudencia no realiza grandes aportaciones en 
este campo, aunque en ocasiones se detiene a analizar la delimitación de funciones en 
determinadas categorías profesionales, como en el caso de los conductores en coches-
                                                          
955 Martínez Yáñez, N.M., El régimen jurídico de la disponibilidad horaria, Thomson-Reuters, Aranzadi, 
Navarra, 2011, págs. 92-96. 
956 Trujillo Pons, F., “Tiempo de trabajo en el sector del transporte de mercancías por carretera. Una especial 
referencia a los trabajadores autónomos”, en Revista General del Trabajo y de la Seguridad Social, nº 38, 




cama, que tienden a confundirse con las de otros colectivos como el personal de vigilancia 
o de limpieza957. 
 
En el plano de identificación de las prestaciones o servicios conectados con la 
actividad del transporte ferroviario existe mayor concreción expositiva por parte del art. 
13.2 RDJE. Las empresas afectadas por el régimen de tiempos de presencia y de tiempos 
de trabajo efectivo, además de las específicamente dedicadas al transporte ferroviario, 
serán todas aquellas que sin tener como actividad principal el transporte por ferrocarril de 
personas o mercancías “presten servicios a bordo de los trenes durante el trayecto de los 
mismos” lo que incluirá a empresas hosteleras y a las dedicadas al mantenimiento del 
servicio de coches-camas, así como a cualquiera otras que de manera habitual presten 
cualquier tipo de servicios en trayecto. Dentro de las propias empresas ferroviarias, se 
produce una reducción del ámbito aplicativo del régimen de jornadas especiales, no tanto 
por la exclusión de todo aquel que no preste sus servicios a bordo de los trenes durante el 
trayecto, sino por la especificación y determinación de una serie de servicios concretos 
afectados que actúa por exclusión sobre todos los demás. Estos servicios se referencian 
en el art. 13.2 RDJE, se incluyen los servicios “en las estaciones de tráfico reducido, 
apeaderos, y apartaderos-cargaderos, directamente relacionados con la circulación, y el 
de estaciones comprendidas en el control de tráfico centralizado”. En segundo lugar, se 
alude a los servicios de “vigilancia y custodia, incluida la vigilancia en un punto fijo”. El 
precepto cierra la identificación con una llamada al juego de la negociación colectiva, 
estableciendo en el último párrafo del precepto que “los convenios colectivos 
identificarán, en su caso, los servicios señalados en las letras anteriores, adaptándolos a 
las modificaciones derivadas de las innovaciones tecnológicas en el transporte 
ferroviario. 
 
Por otro lado, no puede desconocerse el hecho de que, si bien los Convenios 
Colectivos pueden precisar desde un punto de vista funcional las categorías profesionales 
afectas al régimen aplicativo de los arts. 8 y 9 RDJE, es posible que se añadan otras 
categorías profesionales, lo que, en principio, no plantea objeción alguna legal, ya que la 
relación del art. 13.2 RDJE no tiene carácter exhaustivo. El art. 13.3 RDJE se remite al 
                                                          






art. 8.2 RDJE que a su vez reenvía a los arts. 34 y 35 ET para la fijación de la duración 
máxima de la jornada ordinaria de trabajo y de los límites establecidos para las horas 
extraordinarias. Esto quiere decir, que en el transporte ferroviario regirá, como norma de 
principio, el límite del art. 34.3 ET según el cual el número de horas ordinarias de trabajo 
efectivo no podrá ser superior a nueve diarias, salvo que por convenio colectivo o, en su 
defecto, acuerdo entre la empresa y los representantes de los trabajadores, se establezca 
otra distribución del tiempo de trabajo diario, respetando en todo caso el descanso entre 
jornadas. Esta prescripción recibe su especialización en el párrafo 2º del art. 8.2 RDJE, 
según el cual la ampliación de jornada, se traduce en que “los trabajadores no podrán 
realizar una jornada diaria total superior a doce horas, incluidas, en su caso, las horas 
extraordinarias”. Esta regulación merece una serie de apreciaciones, para empezar hay 
que decir que el art. 13.3 RDJE condiciona las ampliaciones de jornada de modo 
cuantitativo y cualitativo al acaecimiento de determinadas circunstancias que son 
calificadas de excepcionales, así se permitirá la superación excepcional del límite de 
nueve horas ordinarias de trabajo “sin perjuicio de lo dispuesto en los convenios o 
acuerdos que se contemplan en el art. citado (art. 34.3 ET), en los trenes de largo recorrido 
por razones de fuerza mayor o necesidades de la explotación que incidan en la seguridad 
y regularidad de la circulación del tráfico ferroviario, por el tiempo imprescindible para 
rendir viaje en el lugar de destino”958. Según esta regulación, las ampliaciones de jornada 
aquí reglamentadas van a tener un carácter excepcional y no natural como es propio del 
resto de actividades sujetas a la sección 4ª del Capítulo II del RDJE, situación que, 
además, estará condicionada por lo que dispongan los convenios colectivos, o en su 
defecto los acuerdos empresa-trabajadores, en materia de distribución diaria del tiempo 
de trabajo, que podrían disponer, naturalmente, la superación de dicho límite legal. En 
todo caso, tanto los convenios como los acuerdos tendrían el límite en la superación de la 
jornada ordinaria las doce horas de que habla el apartado 2º del art. 8.2 RDJE, que 
actuaría, en principio, como norma de derecho necesario absoluto.  
 
El art. 13.3 RDJE tan sólo prevé las ampliaciones de jornada en un supuesto 
cualificado, que es “que se produzcan ampliaciones en los trenes de largo recorrido por 
razones de fuerza mayor o necesidades de la explotación que incidan en la seguridad y 
regularidad de la circulación del tráfico ferroviario, por el tiempo imprescindible para 
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rendir viaje en el lugar de destino”, por tanto, los convenios colectivos habrán de respetar 
como norma de principio el límite de superación de dicho límite, y no tan sólo el de nueve 
horas diarias, cuando concurran todas las circunstancias requeridas por el art. 8.2 RDJE 
previendo la posibilidad de superación de dicho límite, y no tan sólo el de nueve horas 
diarias, cuando concurran todas las circunstancias requeridas por el art. 13.3 RDJE. Ello 
permite hablar de carácter doblemente excepcional del régimen de ampliación de jornadas 
de trabajo en el transporte ferroviario porque se requiere el concurso de razones 
cualificadas de fuerza mayor o necesidades de la explotación y, en segundo lugar, se 
permitirán dichas ampliaciones tan sólo “por el tiempo imprescindible para rendir viaje 
en el lugar de destino”. 
 
6. Tiempo de trabajo en el sector aéreo 
Es conveniente precisar que los controladores aéreos van a ser analizados en otro 
capítulo ya que tienen unas particularidades que no se incluyen dentro del RDJE. En todo 
caso, para el trabajo en el sector aéreo la principal fuente normativa es el ET, sin perjuicio 
de la importancia que tiene en este ámbito la legislación que con carácter general ordena 
la navegación aérea (la Ley 48/1960, la Ley 209/1964, de 24 de diciembre, Penal y 
Procesal de la Navegación Aérea y la Ley 21/2003, de 7 de julio, de Seguridad Aérea y 
la normativa supranacional, como la Directiva 2000/34/CE del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 22 de junio de 2000  que incluyó en el ámbito de aplicación de dicha directiva 
determinados sectores y actividades anteriormente excluidos en ella, entre ellos, el 
transporte aéreo). Pero esta inclusión sólo es efectiva para el personal de tierra 
relacionado con el tráfico aéreo, mientras que al personal de vuelo le son de aplicación 
las disposiciones más específicas contenidas en la Directiva 2000/79/CE. Esto supone 
que la regulación del tiempo de trabajo de los trabajadores de la aviación civil, en el 
ámbito comunitario, se contiene en normas distintas en función del colectivo de que se 
trate. En nuestro derecho, el tiempo de trabajo en el transporte aéreo se encuentra regulado 
en el ET, y en el RDJE, ésta última norma admite, debido a las peculiaridades del trabajo 
en este sector, una ordenación flexible de la jornada de trabajo y de los descansos que la 
prevista con carácter general para el resto de los sectores959. 
 
                                                          




El RDJE se ocupa de manera conjunta, en la subsección 4ª de la sección 4ª del capítulo 
II, concretamente en el art. 14, del tiempo de trabajo y descanso tanto del personal de 
vuelo como del de tierra relacionado con el tráfico aéreo. Esta subsección resulta aplicable 
a la actividad de transporte aéreo y tan sólo a otros trabajos aéreos cuando desarrollen 
efectivamente actividades de transporte aéreo960. Pues bien, siguiendo la estructura 
ofrecida por el RDJE, se distinguirá entre personal de vuelo (art. 14) y personal 
aeronáutico de tierra (art. 14.bis). En cuanto al personal de vuelo, el art. 14.2 RDJE dice 
que “serán aquellos miembros de la tripulación de una aeronave civil”, también precisa 
en el mencionado art. lo que se entiende por tiempo de trabajo, siendo éste “todo periodo 
durante el cual el personal de vuelo permanece en el trabajo a disposición del empresario 
y en ejercicio de su actividad o de sus funciones”. Y se considera tiempo de vuelo “el 
tiempo total transcurrido desde que una aeronave comienza a moverse desde el lugar 
donde estaba estacionada con el propósito de despegar hasta que se detiene al finalizar el 
vuelo en el lugar de estacionamiento y para todos los motores”. En lo que se refiere al 
personal aeronáutico de tierra no se hace en el RDJE ninguna precisión acerca de quiénes 
integran el grupo de “personal aeronáutico de tierra”.  
 
Al personal de vuelo le son de aplicación las disposiciones comunes contenidas en los 
arts. 8 y 9 del RDJE conforme a lo dispuesto en el art. 14 RDJE y en la forma en que 
determinen los convenios colectivos y la normativa en vigor en la materia de seguridad 
aérea. Así teniendo en cuenta lo dispuesto en el art. 14.3 RDJE, el tiempo máximo de 
trabajo anual del personal de vuelo será de 2000 horas, de las cuales el tiempo de vuelo 
no podrá exceder de 900 horas. En ese tiempo máximo se incluirán aquellos supuestos 
conceptuables como tiempo de presencia y que se determinen en los convenios colectivos, 
en el supuesto de que no haya convenio colectivo, sólo se incluirán aquellos supuestos en 
que el personal de vuelo esté a la inmediata disposición del empresario, sin realizar 
función alguna y en lugar señalado por éste a la espera de la asignación de cualquier 
actividad961. El tiempo máximo de trabajo anual deberá repartirse a lo largo del año de la 
                                                          
960 Subsección 4ª de la Sección 4ª del Capítulo II redactado por el apartado uno del art. único del RD 
294/2004, por el que se modifica el RD 1561/1995, de 21 de septiembre, sobre jornadas especiales de 
trabajo, en lo relativo al tiempo de trabajo en la aviación civil. (BOE 27 de febrero). 
961 Trillo Párraga, F., Jornada de trabajo, descansos, permisos y vacaciones, Bomarzo, Albacete, 2016, 
págs. 82-83; Rodríguez Sanz De Galdeano, B., Flexibilidad de la jornada laboral. Mecanismos legales, 
convencionales y contractuales para la modificación de la jornada, Tirant lo Blanch, Valencia, 2009, pág. 
120 y de la misma autora “La regulación de los tiempos de disponibilidad (presencia y localización) del 




forma más uniforme posible, de tal forma, los convenios colectivos o en su defecto, por 
acuerdo entre la empresa y los representantes de los trabajadores, deberán contribuir a tal 
fin (art. 14.5 RDJE)962. Y, en cuanto al personal aeronáutico en tierra, el art. 14 bis RDJE 
se remite a lo dispuesto en el art. 8 RDJE con carácter general y a lo que determinen los 
convenios colectivos y la normativa en vigor.  
 
7. Trabajo en el mar 
 
Conviene precisar en este apartado la normativa laboral internacional, comunitaria e 
interna aplicable a los trabajadores del mar. En primer lugar, hay que hacer referencia al 
Convenio de la OIT sobre trabajo marítimo, aprobado el 23 de febrero de 2006, este 
Convenio es de aplicación “a la gente del mar o marino”963. En cuanto a la materia de 
tiempo de trabajo establece unos horarios de trabajo y de descanso. En este sentido, la 
jornada laboral debe consistir en una jornada de ocho horas, un día de descanso a la 
semana, así como los festivos oficiales que corresponda. El número máximo de horas 
trabajadas “no excederá de 14 por cada periodo de 24 horas, ni de 72 por cada periodo de 
siete días”, siendo las horas de descanso de al menos “10 horas por cada periodo de 24 
horas” o de “77 horas por cada periodo de siete días” de acuerdo a la norma A.2.3.5 del 
Convenio de la OIT sobre trabajo marítimo. Los periodos de descanso, podrán agruparse 
en dos, siendo uno de los mismos al menos de seis horas ininterrumpidas y el intervalo 
entre dos periodos consecutivos de descanso será igual o menor a 14 horas. En la parte B, 
se establecen recomendaciones acerca de las horas de trabajo y de descanso de las que 
deberían disponer los “jóvenes marinos”. El derecho a vacaciones anuales pagadas ocupa 
la regla 2.4 del Convenio sobre trabajo marítimo, así como los permisos para poder bajar 
a tierra firme. Se establece que “todos los marinos han de disfrutar de vacaciones pagadas 
                                                          
962 García Ninet, J.I., “La ordenación del tiempo de trabajo de los trabajadores del mar”, Areta Martínez, 
M., Sempere Navarro, A.V., en Cuestiones Actuales sobre Derecho Social Comunitario, ediciones 
Laborum, 2009, págs. 363-365. 
963 Art. II.1.f) Convenio nº 188: “los términos gente del mar o marino designan toda persona que esté 
empleada o contratada o que trabaje en cualquier puesto a bordo de un buque al que se aplique el presente 
Convenio”. A raíz de este precepto no solo los trabajadores rasos están incluidos en la gente del mar, sino 
que con la expresión “toda persona que esté empleada” se introduce en este grupo también los capitanes o 
mandos intermedios, así como al personal que no desempeña sus funciones propiamente en alta mar, sino 
que presta servicios accesorios en los puertos. Respecto a la inclusión de los capitanes y de otros mandos 
se plantean problemas, puesto que existe gran debate sobre si se trata de una contratación laboral o si bien 




como mínimo mejorable de 2,5 días civiles por cada mes de empleo previo, en 
condiciones apropiadas964.  
 
La UE no ha sido ajena a la redacción y aplicación del Convenio sobre trabajo 
marítimo. A raíz del mismo, fue desarrollando un cuerpo de normas con el objetivo de 
proteger las condiciones de trabajo y de vida de los marinos. Podríamos destacar, la 
Directiva 2009/13/CE, del Consejo de 16 de febrero de 2009, la cual en su encabezado 
indica que por medio de la misma “se aplica el Acuerdo celebrado entre las Asociaciones 
de Armadores de la Comunidad Europea (ECSA) y la Federación Europea de 
Trabajadores (ETF) relativo al Convenio sobre trabajo marítimo y se modifica la 
Directiva 1999/63/CE”965. La UE “en su afán por integrar en el Derecho comunitario las 
reglas del Convenio de la OIT sobre el trabajo marítimo invitó a las asociaciones sociales 
a pronunciarse sobre el citado Convenio. El resultado de estas conversaciones dio lugar a 
la ya citada Directiva 2009/13/CE, en ella se incluye el Acuerdo entre ECSA y ETF. La 
estructura y el contenido de este Acuerdo son muy parecidos, aunque no exactamente 
iguales a lo establecido en el Convenio sobre trabajo marítimo. En lo que respecta al 
tiempo de trabajo, que aparece en el Título II se reproducen con exactitud las mismas 
condiciones que en el Convenio aludido. España, por su parte, ratificó el Convenio nº 188 
OIT que entró en vigor el 20 de agosto de 2013 y aprobó la Ley 14/2014 de Navegación 
Marítima de 24 de julio y el RD 357/2015 de 8 de mayo, sobre cumplimiento y control 
de la aplicación del Convenio sobre trabajo marítimo. 
 
El otro Convenio de la OIT que hay que mencionar es el de trabajo en la pesca, de 14 
de junio de 2007 (Convenio nº 188 OIT). Este Convenio tiene como objetivo crear un 
instrumento único y coherente que complete las normas internacionales sobre las 
condiciones de vida y de trabajo para este sector, e incorpora normas revisadas y 
actualizadas de los convenios y recomendaciones internacionales vigentes aplicables a 
                                                          
964 Para profundizar sobre este colectivo de trabajadores véase la obra de García Ninet, J.I., “Horas de 
trabajo y descanso en el trabajo en el mar (Exposición sistemática a partir del Convenio sobre trabajo 
marítimo 2006)”, Revista del Ministerio de Trabajo e Inmigración, nº 82, 2006, págs. 245-289. 
965 El problema radica en que la UE no puede ratificar y aplicar directamente el Convenio sobre trabajo 
marítimo. La OIT establece en su constitución que tienen la condición de Estados Miembros únicamente 
los Estados, y no las organizaciones supranacionales. Y el propio Convenio sobre trabajo marítimo en su 
articulado (art. VIII apartado segundo) indica que sólo obligará a los Estamos Miembros de la OIT. A raíz 
de ello, surge una cuestión de incompatibilidades, puesto que la UE tiene reservado en régimen de 
exclusividad la coordinación de las materias de Seguridad Social. Esto llevó al Consejo a la redacción de 
la Decisión 2007/431/CE en la que se permite a los Estamos miembros de la UE ratificar el Convenio sobre 




los pescadores, así como los principios fundamentales consagrados en otros convenios 
internacionales en el ámbito laboral. Pues bien, el 21 de mayo de 2012, la Confederación 
General de Cooperativas Agrarias de la Unión Europea (Cogeca) la Federación Europea 
de Trabajadores del Transporte (ETF) y la Asociación de las Organizaciones Nacionales 
Pesqueras de la Unión Europea (Europeche) celebraron un acuerdo relativo a la aplicación 
del Convenio. De acuerdo con el art. 288 TFUE, el instrumento adecuado para aplicar el 
Acuerdo es una directiva, por lo que se dicta la Directiva 2017/159/CE de 19 de diciembre 
de 2016, por la que se aplica el Acuerdo relativo a la aplicación del Convenio sobre el 
trabajo en la pesca de 2007 de la OIT966.  
 
Este Acuerdo que resulta de aplicación a través de la Directiva 2017/159/CE, en 
relación a la ordenación el tiempo de trabajo establece lo siguiente. En primer lugar, en 
el art. 11.1.a) dice que “los artículos 3 a 6 (es decir, descanso diario, pausas, descanso 
semanal y duración máxima semanal), 8 (duración del trabajo nocturno) y 21 
(trabajadores que ejercen su actividad a bordo de buques de pesca marítima) no se 
aplicarán a los pescadores cubiertos por el presente Acuerdo”. No obstante, continua el 
apartado b) del mismo artículo que “los Estados miembros adoptarán leyes, normas u 
otras medidas conforme a las cuales los propietarios de buques que enarbolen su pabellón 
deberán asegurarse de que los pescadores tengan derecho a un periodo de descanso 
adecuado y de que las horas de trabajo de los pescadores se limite a 48 horas a la semana 
de media, calculada a lo largo de un periodo de referencia no superior a 12 meses”. El art. 
11.3 determina unos límites, bien máximos de horas de trabajo o bien mínimos de horas 
de descanso, en concreto dice: “a) el número máximo de horas de trabajo no excederá de 
14 por cada periodo de 24 horas, y de 62 horas por cada periodo de 7 días; o b) el número 
mínimo de horas de descanso no podrá ser inferior a 10 horas por cada periodo de 24 
horas y, 77 horas por cada periodo de siete días”. Continúa precisando que “las horas de 
                                                          
966 La Directiva 2017/159/CE en su considerando décimo establece que “determinados aspectos de la 
ordenación del tiempo de trabajo de los trabajadores a bordo del buque de pesca marítima se rigen 
actualmente por las disposiciones del art. 21 de la Directiva 2003/88/CE. Si bien los arts. 13 y 14 del 
Convenio nº 188 OIT ofrecen en general a los pescadores un nivel de protección inferior a la Directiva, el 
nivel que ofrecen algunas disposiciones del art. 14 del Convenio es, sin embargo, más elevado. Por este 
motivo, los interlocutores sociales de la UE han acordado fusionar las disposiciones mencionadas. El 
resultado es un nivel global de protección más elevado. Las disposiciones de que se trata son: la consulta a 
los interlocutores sociales nacionales de la UE por parte de la autoridad competente antes de establecer el 
nivel mínimo de protección; el objetivo adicional de limitar la fatiga; el descanso compensatorio en caso 
de que se autoricen excepciones a las horas mínimas de descanso y al número máximo de horas de trabajo; 






descanso podrán dividirse en dos periodos como máximo, uno de los cuales será de al 
menos 6 horas, y el intervalo entre los periodos consecutivos de descanso no excederá de 
14 horas”. Por su parte, “(…) los Estados miembros podrán autorizar excepciones, 
incluida la determinación de periodos de referencia, a los límites establecidos 
anteriormente”. Además, “ninguna de las disposiciones del presente artículo se 
interpretará en detrimento del derecho del capitán o patrón de un buque a exigir a un 
pescador que realice las horas de trabajo necesarias para garantizar la seguridad inmediata 
del buque (…)”. 
 
Además de la normativa internacional y comunitaria antes referida y de la normativa 
estatutaria y el convenio colectivo que resulte aplicable a la actividad y ámbito de que se 
trate, en materia de tiempo de trabajo deberá tenerse en cuenta lo establecido por el 
reglamento de jornadas especiales (RD 1561/1995) modificado por RD 285/2002, de 22 
de marzo y complementado por el RD 525/2002, de 14 de junio. Por su parte y al igual 
que la normativa internacional en nuestra normativa interna, el trabajo en el mar 
comprende dos tipos de actividad, la pesca y la marina mercante. En la mayoría de los 
casos se trata de una relación laboral común, regulada con carácter general por el Estatuto 
de los Trabajadores.  
 
Hay que indicar que al personal de confianza del armador (cargo de capitán o patrón 
de pesca) se le aplicará lo establecido para la relación laboral especial de alta dirección 
(RD 1382/1985). No así al jefe de máquinas, vinculado por una relación ordinaria o 
común, en cuanto realiza una actividad de carácter técnico (aunque requiera gran 
cualificación) referida al cuidado y manejo de la máquina del buque, sin que se extienda 
a la íntegra actividad de la empresa o a aspectos trascendentales de sus objetivos967. De 
tal manera que las disposiciones del RDJE serán de aplicación en el trabajo en la mar a 
los trabajadores que presten servicios a bordo de buques y embarcaciones, sin embargo, 
como ya se mencionó anteriormente, no quedará sometido a las normas sobre jornadas 
previstas en el RDJE el capitán o persona que ejerza el mando de la nave, siempre que no 
esté obligado a montar guardia, que se regirá a estos efectos por las cláusulas de su 
contrato (art. 15 RDJE). 
 
                                                          




La jornada ordinaria se pactará conforme a lo dispuesto en el art. 34 del ET (cuarenta 
horas semanales de promedio en cómputo semanal). En todo caso, los trabajadores no 
podrán realizar una jornada total diaria superior a doce horas, estando incluidas también 
en esa jornada total, las horas extraordinarias, tanto si el buque se encuentra en puerto 
como en la mar (16.1 RDJE). Ese límite de doce horas diarias puede ser superado sin 
límite alguno en los casos de fuerza mayor en que sea necesario para garantizar la 
seguridad inmediata del buque o de las personas o la carga a bordo, o para socorrer a otros 
buques o personas que corran peligro en alta mar (art. 16.1.a RDJE). También es posible 
superar el límite de doce horas diarias cuando se trate de proveer al buque de víveres, 
combustible o material lubricante en caso de apremiante necesidad, de la descarga urgente 
por deterioro de la mercancía transportada o de la atención debida por maniobras de 
entrada y salida del puerto, atranque, desatranque o fondeo, pero la jornada total resultante 
no podrá exceder en ningún caso de catorce horas por periodo de veinticuatro, ni de 
setenta y dos horas por cada periodo de siete días, [art. 16.1.b) y apartado 2º del art. 16.1 
RDJE]. 
 
En relación a las horas extraordinarias que se realicen sobre la jornada ordinaria, se 
compensarán o abonarán conforme a lo establecido en el art 35 ET. En las embarcaciones 
dedicadas a la pesca, podrá acordarse entre las empresas y los tripulantes el 
establecimiento de un concierto o forma supletoria para la liquidación de las horas 
extraordinarias, siempre respetando lo que disponga el convenio colectivo aplicable 
(apartado 2º del art. 16.2 RDJE). 
 
8. Limitaciones de jornada en determinados trabajos 
La regulación que hace el RDJE sobre la limitación de la jornada de trabajo parece 
más sencilla que la de las ampliaciones de jornada, debido a que la limitación de la jornada 
de trabajo en determinadas actividades o puestos de trabajo no debe significar 
modificación sobre el régimen de descanso diario y/o semanal previstos con carácter 
general en el ET. El objetivo de la limitación de la jornada responde a la idea de que bien 
por el modo de desarrollarse el trabajo o bien por la concurrencia de una serie de 




ese motivo, es necesario establecer una normativa consistente en la reducción de la 
duración de la jornada ordinaria de trabajo968. 
 
El apartado tercero del art. 23 RDJE establece que la limitación o reducción de los 
tiempos de exposición se circunscriba a “los puestos de trabajo, lugares o secciones en 
que se concrete el riesgo y por el tiempo en que subsista la causa que la motiva, sin que 
proceda reducir el salario de los trabajadores afectados por esta medida”. Parece evidente 
que la limitación está condicionada, en primer lugar, a puestos de trabajo, lugares o 
secciones dentro de la actividad normal de la empresa, y en segundo lugar, al 
acaecimiento de una causa motivadora “que entrañe un riesgo especial para la salud de 
los trabajadores debido a la existencia de circunstancias excepcionales de penosidad, 
peligrosidad, insalubridad o toxicidad”. Esto implica que la situación objetiva de riesgo 
que da lugar a la limitación de trabajo no es, en principio, predecible, lo que genera una 
clara inseguridad jurídica acerca del momento de su determinación y la determinación o 
reducción consiguiente del tiempo de trabajo que dicha situación ha de conllevar. 
 
No se puede olvidar que la limitación del tiempo de trabajo por motivos de exposición 
al riesgo constituye una medida in extremis en la previsión que realiza el apartado primero 
del art. 23 RDJE, lo que quiere decir que previamente a la adopción de la medida de 
limitación de jornada, se han debido establecer otras medidas (que habrán resultado 
infructuosas) para evitar los efectos de la exposición a los riesgos. El art. 23.2 RDJE 
articula una relación jerárquica de mecanismos de adopción de medidas de reducción o 
limitación que va a dejar en manos del acuerdo entre la empresa y los trabajadores o sus 
representantes la determinación de la procedencia y el alcance de la limitación o la 
reducción de los tiempos de exposición. El convenio colectivo parece ser la norma central 
en torno a la cual gira la determinación de las limitaciones o reducciones de los tiempos 
de exposición al riesgo. Si el RDJE exige acuerdo entre los representantes de los 
trabajadores y el empresario a efectos de limitación o reducción, éste tendría carácter 
                                                          
968 La limitación o reducción de los tiempos de trabajo de exposición a los riesgos ambientales está 
condicionada, en primer lugar, por el acaecimiento de “circunstancias excepcionales de penosidad, 
peligrosidad, insalubridad, o toxicidad, que impidan “la eliminación o reducción del riesgo mediante la 
adopción de otras medidas de protección o prevención adecuadas (art. 23.1 RDJE). En todo caso, el RDJE 
habla de “riesgos ambientales especialmente nocivos” en términos de excepcionalidad, lo que lleva a pensar 
que se está ante situaciones meramente coyunturales y no permanentes que permitirían operar las 





coyuntural y no estructural como sucede en el caso de los convenios, lo que supone que 
la situación que regula el art. 23 RDJE está más próxima, procedimentalmente hablando, 
de los supuestos de modificación sustancial de condiciones de trabajo del art. 41 ET que 
de cualquier otra vicisitud del contrato de trabajo969. El apartado segundo del art. 23 RDJE 
habla de “desacuerdo entre la empresa y los trabajadores” a la hora de establecer las 
limitaciones o reducciones de jornada, lo que lleva a ver que se trata de un acuerdo puntual 
para atender una situación puntual que, en caso de no prosperar, permite la intervención 
de la autoridad laboral, informada previamente, por la Inspección de Trabajo, con 
asesoramiento, en su caso, de los organismos técnicos en materia de prevención de riesgos 
laborales. 
 
9. Limitación de jornada en determinados sectores de actividad 
Las normas sobre jornadas especiales prevén limitaciones para los siguientes sectores 
de actividad: campo, minas, construcción y obras públicas. En todos ellos es fácil de 
apreciar las razones que han llevado al legislador a establecer una jornada más limitada, 
la principal seguramente es la seguridad y salud, pero puede haber otras razones, como 
pueden ser, entre otras, las necesidades de organización de la actividad empresarial. La 
limitación de la jornada en las tareas en el campo viene determinada por una serie de 
condiciones especiales que concurren en el momento de la prestación del trabajo y que 
están en relación directa con la penosidad impuesta por el medio físico en que se trabaja, 
el esfuerzo físico especial que ha de desarrollar el trabajador o las condiciones 
meteorológicas desfavorables que agravan la dificultad de las tareas habituales. Sin 
embargo, estas condiciones extremas no parecen poseer carácter de excepcionalidad, sino 
que constituyen modos habituales de prestación cuya concurrencia forma parte natural 
del medio de trabajo. Así, las faenas en las que concurren “extraordinario esfuerzo físico”, 
caso regulado en el párrafo 1º del art. 24 RDJE, aun teniendo una incidencia temporal 
puntual o de una cierta duración, poseen, como casi todas las actividades agrícolas, 
carácter de estacionalidad, lo que implica ser objeto de regulación legal o convencional. 
Sucede igual en el caso de las faenas “en las que concurran circunstancias de especial 
penosidad derivada de condiciones anormales de temperatura  humedad”. En ambos 
                                                          




supuestos la reducción de jornada es fijada por el art. 24 RDJE en seis horas y veinte 
minutos diarios y treinta y ocho horas semanales de trabajo efectivo970.  
 
El hecho de que las aludidas circunstancias, aun siendo especiales, posean una 
frecuencia estacional determinable no quiere decir que su concurrencia se produzca 
siempre, lo que significa que la aplicación de la norma de garantía habrá de darse sólo en 
aquellos espacios temporales en los que se produzca. De este modo, nos hallamos ante 
una irregularidad o una alteración de la jornada habitual de trabajo, que será la que 
determinen los convenios colectivos correspondientes, que habrá de ser atendida por la 
aplicación, en principio, de lo dispuesto en el RDJE.  
 
La norma reglamentaria cede a la norma pactada la facultad de concretar los supuestos 
en los que entrará en juego la reducción de jornada propuesta. Pero esta cesión abre una 
serie importante de interrogantes puesto que la redacción del precepto reglamentario 
permite una variada gama de posibilidades. En primer lugar, el último párrafo del art. 24 
RDJE acota el campo material sobre el que los convenios colectivos pueden entrar a 
ejercer sus facultades normativas de forma muy concreta. De tal manera que corresponde 
a los convenios determinar cuáles son las faenas susceptibles de una reducción de jornada 
y en qué zonas geográficas dichas faenas tendrán reducción971. No se dice nada, sin 
embargo, de las condiciones ambientales, de temperatura, de humedad (a las que se refiere 
el párrafo primero del art. 24 RDJE) podrán ser especificadas en los convenios como 
determinantes de una reducción de jornada.  
 
En segundo lugar, el último párrafo del precepto estudiado, subordina lo establecido 
en los convenios colectivos en cuanto a la determinación de las tareas especialmente 
penosas, a la discrecionalidad de la autoridad laboral, previo informe de la Inspección de 
Trabajo y de la Seguridad Social y con el asesoramiento, en su caso, de los organismos 
técnicos en materia de prevención de riesgos laborales, para acordar la procedencia y el 
alcance de la limitación o reducción de los tiempos de exposición. El apartado segundo 
del art. 23 RDJE, al que se remite el art. 24 RDJE, confiere a la autoridad laboral la 
                                                          
970 Ídem. 
971 Referencia geográfica que puede plantear dudas acerca de una aplicación correcta del principio de 
igualdad, en la medida en que unas mismas tareas tengan tratamiento de jornada diferente en distintas 
regiones. No obstante, el RDJE parece estar refiriéndose a tareas cuya particularidad radique, precisamente, 




posibilidad mencionada de acordar el alcance de la limitación o reducción de los tiempos 
a exposición para los casos de desacuerdo entre representantes de la empresa y de los 
trabajadores a la hora de aplicar la limitación de los tiempos de exposición a riesgos 
derivados de “circunstancias excepcionales de penosidad, peligrosidad, insalubridad, o 
toxicidad”. Este supuesto, sin embargo, no tiene la misma base fáctica que el relativo a la 
reducción de jornada por trabajos en el campo lo que supone, de entrada, un primer 
problema puesto que ni la temperatura ni la humedad constituyen agentes tóxicos o 
peligrosos o insalubres por sí mismo. El segundo problema se da por el hecho de que las 
circunstancias de riesgo ambiental a las que se refiere el apartado 1º, del art. 23 RDJE son 
circunstancias excepcionales que son difícilmente predecibles, lo que no se da en el caso 
de los trabajos en el campo donde las faenas especialmente penosas, o las condiciones 
anormales de temperatura o humedad, son perfectamente predecibles, y sobre ellas es 
poco probable que se planteen cuestiones de interpretación. 
 
El párrafo 2º del art. 24 RDJE delimita con cierta claridad un tipo concreto y muy 
particular de faenas agrícolas susceptibles de reducción de jornada hasta el límite de seis 
horas diarias y treinta y treinta y seis semanales de trabajo efectivo. Estas tareas son las 
que se realicen trabajando “con los pies en agua o fango y en las de cava abierta, 
entendiendo por tales las que se realicen en terrenos que no estén previamente alzados”. 
Es evidente que el grado de penosidad de tales faenas es, a priori, superior al de aquellas 
otras para las que la reducción de jornada es menor, lo que no quiere decir que la aparente 
claridad de las situaciones descritas esté exenta de matizaciones interpretativas. 
 
Por su parte, el art. 25 RDJE, primero de una serie de cuatro preceptos que dan 
contenido a la sección 3ª, del capítulo relativo a las limitaciones de jornada dentro de este 
reglamento, viene a establecer las pautas básicas para la regulación de la jornada de 
trabajo en el interior de las minas, dejando en manos de la autonomía colectiva amplios 
espacios en cuanto a la fijación de módulos de jornada distintos del semanal y en cuanto 
a la determinación del momento de inicio y fin de la jornada máxima diaria. La 
habilitación reglamentaria del art. 34.7 ET se plasma en el apartado 1ª, este precepto en 
forma de una jornada reducida de treinta y cinco horas semanales de trabajo efectivo “sin 
perjuicio de que en la negociación colectiva puedan establecerse módulos para la 





El RDJE ha fijado unos niveles mínimos de protección de la jornada de los mineros, 
ya reducida respecto de la normal del ET, reduciendo en los supuestos específicos 
relacionados en su art. 25, la jornada habitual de 35 horas. De este modo, el RDJE 
introduce normas especiales sobre el descanso semanal y sus mecanismos de acumulación 
(art. 27 RDJE), así como prevenciones particulares acerca de los motivos habilitantes para 
la realización de horas extraordinarias (art. 28 RDJE). Por lo que se refiere al papel de la 
negociación colectiva, y en relación concreta con la fijación de la jornada máxima, la 
práctica totalidad de los convenios del sector, de nivel provincial y especialmente, 
empresarial, ajustan la jornada utilizando el módulo semanal, no habiéndose hecho eco 
de la posibilidad más flexible que les otorga el art. 25.1 RDJE972. Destaca también el 
cómputo uniforme de la jornada diaria basado en las previsiones del art. 34.5 ET, en vez 
de en el art. 25.1 RDJE in fine que permite que la jornada máxima empiece a computarse 
“desde la entrada de los primeros trabajadores en el pozo o galería concluyendo con la 
llegada a la bocamina de los primeros que salgan, salvo que a través de la negociación 
colectiva se estableciere otro sistema de cómputo. 
 
La reducción de la jornada ya reducida de trabajo va a responder, más allá del hecho 
especial de que el trabajo en las minas sea penoso por definición, a la existencia 
cumulativa de particulares situaciones de penosidad que se puede clasificar dentro del art. 
25 RDJE, en función de un criterio cualitativo y otro cuantitativo. Cualitativamente, 
“cuando concurran circunstancias de especial penosidad, derivadas de condiciones 
anormales de temperatura o humedad o como consecuencia del esfuerzo suplementario 
derivado de la posición inhabilitante del cuerpo al trabajar” la jornada de trabajo se verá 
reducida a seis horas diarias (art. 25.2 RDJE). Igualmente, “cuando en las labores de 
interior (…) el personal haya de realizar el trabajo completamente mojado desde el 
principio de la jornada, ésta será de cinco horas como máximo” (art. 25.3 RDJE). 
Cuantitativamente, se introducen en el RDJE niveles diferentes de penosidad que bien 
justifican otras reducciones de jornada distintas, bien habilitan al Comité de Seguridad e 
Higiene (o en su defecto, a la Administración de las minas) a fijar unilateralmente el 
alcance de la reducción. Así, en el caso de que el trabajo se realice mojado y esta situación 
comience con posterioridad a las dos horas de inicio de la jornada, la duración de esta no 
excederá de seis horas (párrafo 2º del art. 25.3 RDJE), mientras que la actuación 
                                                          




interventora de la Administración de minas puede darse según el art. 25.4 RDJE “cuando 
las aludidas circunstancias de temperatura y humedad u otras igualmente penosas o 
peligrosas se presenten de forma extrema y continuada o se hagan de forma simultánea 
dos o más de ellas (agua a baja temperatura o cayendo directamente sobre el cuerpo del 
trabajador, etc.)”. 
 
En relación a la cuestión de la compensación económica de la mayor penosidad o 
toxicidad es en el trabajo donde el RDJE muestra su grado de “madurez normativa” en la 
medida en que el párrafo tercero del art. 25.3 RDJE se muestra receptivo a esta doble 
forma de compensación, evitando de paso la posible discriminación de los trabajadores 
afectados, dado que establece que en caso de reducción de la jornada como consecuencia 
de la realización de trabajo mojado “el sistema de trabajo en régimen de incentivos deberá 
considerar esta circunstancia, de forma que se valore un rendimiento equivalente al que 
el trabajador lograría en circunstancias normales”. 
 
En el art. 28 RDJE se establece una relación de causas habilitantes para la realización 
de horas extraordinarias. El art. 28 RDJE establece tres tipos de supuestos dos de los 
cuales responden al modelo habitual de clasificación de horas extraordinarias, y un tercero 
resulta específico para el ámbito de actividad de la minería: “reparación o prevención de 
siniestros y otros daños extraordinarios y urgentes, riesgo grave de pérdida o deterioro 
importante de las materias primas, o por circunstancias de carácter estructural derivadas 
de la naturaleza de la actividad en los términos que en convenio colectivo se definan”. 
 
La regulación de las limitaciones de jornada en los trabajos de construcción y obras 
públicas se circunscriben a dos supuestos específicos para los que la aportación normativa 
del RDJE es prácticamente nula, dado que para el supuesto de los denominados trabajos 
subterráneos el art. 29 RDJE remite al régimen de jornadas máximas previsto para los 
trabajos en el interior de minas (siempre que concurran idénticas circunstancias) y para 
el supuesto de trabajo en “cajones de aire comprimido” el art. 30 RDJE remite a la 
duración máxima de jornada establecida en la Orden Ministerial de 20 de enero de 1956 




estos dispositivos973. El art. 29 RDJE está solicitando la aplicación de las jornadas 
máximas reguladas en el art. 25 RDJE cuando “se realicen trabajos subterráneos en los 
que concurran idénticas circunstancias que las previstas” en ese último precepto. Si en 
estos trabajos concurrieran, como dice el art. 29 RDJE, idénticas circunstancias que las 
descritas en el art. 25 RDJE, sí entrarían a jugar las mismas jornadas máximas que en la 
minería. La cuestión es que las únicas circunstancias que describe el art. 25 RDJE, son, 
por un lado, las relativas a la especial penosidad derivada de las condiciones 
termohigrométricas anormales o al esfuerzo suplementario derivado de la posición 
inhabitual del cuerpo al trabajar, y, por otro, la realización de trabajo completamente 
mojado. En ambos casos, la reducción de jornada es de seis horas diarias y de cinco como 
máximo, respectivamente, no treinta y cinco horas de trabajo efectivo semanal como 
determina el apartado 1º del art. 25 RDJE. 
 
Por lo que respecta a los trabajos en cajones de aire comprimido efectúa remisión a la 
regulación de máximos de jornada fijada para estos trabajadores en la Orden Ministerial 
de 20 de enero de 1956. La complejidad técnica de este tipo de trabajos es grande, siendo 
determinantes para la garantía de la seguridad de los trabajadores las especificaciones 
técnicas de las instalaciones utilizadas, compuestas, generalmente de una cámara de 
trabajo, una chimenea que comunica la cámara de esclusas donde se efectúan las 
operaciones de compresión y descompresión de trabajadores, una cámara de equilibrio, y 
otra de recompresión y la instalación de aire comprimido974. 
 
La duración de los tiempos máximos de permanencia bajo la compresión de aire 
depende de diferentes factores, pero esencialmente de la presión de aire, cuyos valores 
máximos y mínimos, calculados en base a la capacidad de resistencia del organismo 
humano, varían entre 0,10 y 2,15 Kg/cm2. Por encima de este valor máximo el art. 27 de 
la Orden Ministerial exige la autorización de la autoridad laboral para efectuar las tareas 
de compresión y descompresión. Los tiempos se encuentran, de este modo, tabulados en 
el anexo I de la norma reglamentaria de manera que los tiempos de permanencia en el 
interior quedan compuestos de tres periodos: a) tiempo de compresión; b) tiempo de 
trabajo efectivo; c) tiempo de descompresión. Al ser el tiempo de permanencia función 
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aire comprimido, en lo que no se opusiera a la misma. 




de la presión, la tabla otorga una jornada de trabajo distinta para cada escala de presión, 
de forma que los tiempos totales de permanencia pueden variar desde ocho horas a razón 
de siete horas de tiempo de descompresión, hasta seis horas de permanencia a razón de 
cuatro horas cuarenta minutos de trabajo efectivo, diez minutos de tiempo de compresión 
y 70 minutos de tiempo de descompresión. 
 
Lo más reseñable es la consideración como jornada de trabajo de todo el tiempo de 
permanencia del trabajador bajo la acción de aire comprimido, de forma que los tiempos 
de compresión y descompresión, en los que no existe trabajo efectivamente prestado, 
pueden tener la misma consideración conceptual que los tiempos de toma y deje del 
servicio en la actividad de los transportes por carretera o ferroviario, retribuyéndose del 
mismo modo que las horas de trabajo efectivo. Por otro lado, si bien el quantum 
prestacional es nulo por parte de trabajador durante los periodos de compresión y 
descompresión, es precisamente en esos tiempos cuando mayor es el riesgo físico. El art. 
32 de la Orden Ministerial clarifica esta cuestión introduciendo la facultad de realizar 
descansos intrajornadas con o sin salida al exterior, de forma que el tiempo de trabajo 
efectivo pueda partirse en dos periodos iguales, y “recomendando” que el descanso se 
efectúe sin salida al exterior para evitar una descompresión y comprensión del personal. 
 
Para terminar, el art. 31 RDJE se limita a tabular la jornada máxima de trabajo en tres 
niveles diferentes de temperatura que a la postre determinan que todo el tiempo que el 
trabajador se encuentra en el interior de las cámaras o congeladores es tiempo de trabajo 
efectivo, lo que, por otro lado, supone una diferencia respecto de los trabajos sometidos 
a presión de aire. En el primero de los tramos de temperatura, en cámaras de cero hasta 
cinco grados centígrados bajo cero, el art. 31.1.a) RDJE establece que la jornada máxima 
de trabajo sea “la norma (…) debiendo concederse un descanso de recuperación de diez 
minutos cada tres horas de trabajo ininterrumpido en el interior de las cámaras”. En cuanto 
al segundo tramo de temperaturas recogido el art. 31.1.b) RDJE, el reglamento establece, 
para temperaturas de trabajo entre más de cinco grados y hasta dieciocho bajos cero, una 
permanencia máxima en el interior de la cámara de seis horas, debiéndose conceder un 
descanso de recuperación de quince minutos por cada hora de trabajo ininterrumpido en 
el interior. El tercer tramo de temperaturas y tiempos de trabajo se recoge en el art. 31.1.c) 




grados, determina una permanencia máxima de seis horas, debiendo concederse un 







CAPÍTULO IX: LA JORNADA DE TRABAJO EN LAS RELACIONES 
LABORALES DE CARÁCTER ESPECIAL 
 
Ya sabemos que determinadas prestaciones de carácter asalariado requieren reglas 
especiales sobre jornada y tiempo de trabajo, por las propias características de la actividad 
productiva, por el lugar en el que se prestan o, a veces, por los objetivos que persiguen. 
La habilitación legal al Gobierno para regular jornadas especiales trata de cubrir esas 
necesidades, pero ya advertimos que existen otros supuestos en los que la ordenación del 
tiempo de trabajo también discurre por canales especiales, en parte por las exigencias de 
ese aspecto del trabajo, y en parte por consideraciones de orden más general. Se trata de 
las relaciones laborales de carácter especial, que, a diferencia de aquellos otros trabajos 
que vimos en el capítulo anterior, cuentan con un régimen jurídico completo para la 
relación de trabajo, sin perjuicio de que la regulación general y ordinaria del ET (y de las 
restantes leyes laborales de carácter general) actúe de forma supletoria o, en muchos 
casos, como norma de remisión o como modelo de referencia. En la mayor parte de las 
ocasiones la regulación especial viene proporcionada por una norma reglamentaria 
aprobada al amparo de la correspondiente habilitación legal. En algún caso, no obstante, 
es la propia ley la que asume esa tarea. 
 
1. Sentido de la existencia de las relaciones laborales de carácter especial 
 
Son relaciones laborales de carácter especial aquellas, y sólo aquellas, que el 
legislador califica expresamente como tales. Sin perjuicio de algún antecedente más 
aislado, la utilización de esta técnica de regulación se inició con la Ley de Relaciones 
Laborales de 1976 y fue asumida con mayor decisión aún por el ET, cuyo art. 2 nos 
proporciona la lista pertinente. La incardinación de un determinado trabajo en esa relación 
legal cumple básicamente dos fines: por un lado, la integración en el ámbito de la 
legislación laboral de determinadas actividades o prestaciones de servicios que con 
anterioridad se situaban extramuros de este sector del ordenamiento jurídico, como es el 
caso de la alta dirección o los deportistas profesionales; por otro lado, la adaptación del 
régimen jurídico laboral a las características o necesidades de la correspondiente 
prestación de trabajo, algo que puede advertirse en todas y cada una de las relaciones 
laborales de carácter especial y que fácilmente se aprecia, por poner algún ejemplo, en el 




La regulación de las relaciones especiales de trabajo se ha encargado como regla 
general a la potestad reglamentaria previa habilitación legal, en una operación normativa 
que en ocasiones se ha entendido como deslegalización (por la supuesta existencia de una 
reserva de ley respecto de la ordenación del trabajo asalariado en virtud del art.35 CE) y 
en otras como mera remisión. En algún caso ha sido el propio legislador el que ha asumido 
la función reguladora. De cualquier manera, es obvio que la creación de relaciones 
laborales de carácter especial origina diversidad en el régimen jurídico del trabajo 
asalariado, pero ello no constituye per se ninguna discriminación. La diferencia de 
regulación se justifica a fin de cuentas por las diferencias reales o materiales que esos 
trabajos ofrecen respecto del que se considera ordinario o normal. De ahí que el TC no 
haya tenido problemas en declarar que la existencia de relaciones laborales especiales, o 
la regulación de una determinada relación especial, no entraña vulneración del principio 
de igualdad ante la ley consagrado en el art. 14 CE. Hasta se podría decir que de hallarse 
justificada la existencia de relación especial, su creación vendría exigida por el propio 
principio de igualdad, esto es, tratar de manera desigual situaciones desiguales, si se 
demuestra la mencionada inadecuación con la regulación común975. En todo caso, no 
desaparecen aquí las exigencias derivadas del principio de igualdad, en el sentido de que 
no serán aceptables las diferencias de régimen jurídico que carezcan de aquella 
justificación976. 
 
No parece que haya obstáculos, por lo tanto, para ampliar llegado el caso la lista de 
relaciones laborales de carácter especial, como de hecho ha sucedido en fechas aún no 
muy lejanas para el trabajo de ciertos colectivos. En un caso, el de la formación de 
especialistas en ciencias de la salud, el reconocimiento de la laboralidad por este 
procedimiento específico (RD 1146/2006) no constituye una novedad, pues desde los 
años setenta se ha regulado la formación de los llamados entonces MIR mediante 
contratos de trabajo, pese a que a veces se ha tenido que recordar por la jurisprudencia su 
caracterización como atípicos, especiales, sui generis977, ya fuera frente a su 
configuración como estatutarios978, ya a efectos de la aplicación de la legislación laboral 
                                                          
975 Fernández López, M.F., “Relaciones especiales de trabajo y Estatuto de los Trabajadores”, Revista de 
Política Social”, núm. 138, 1983. 
976 López Gandía, J., Las relaciones laborales especiales, Bomarzo, Albacete, 2008, pág. 7. 
977 Entre otras, STS de 15 de febrero de 1999 (AS 1999,2380), 9 de diciembre de 2004 (Rec. 184/2003) y 
7 de julio de 2006 (Rec. 117/2005). 




común979, pese a que formalmente hasta la ley 44/2003 no se configura como tal. En otro 
caso, el de los abogados en despachos de abogados, la configuración como relación 
laboral especial, prevista por una norma extravagante a estos efectos (la disposición 
adicional 1ª de la Ley 22/2005 sobre cuestiones fiscales), que ha dado lugar al RD 
1331/2006, obedece más bien a estrategias de política legislativa y en parte también a las 
dificultades tradicionalmente encontradas en el ámbito judicial para el reconocimiento de 
esta relación como laboral980.  
 
La regulación de las restantes relaciones laborales especiales cuenta con mayor 
antigüedad y tradición, aunque eso no significa que no hayan sufrido cambios en su 
trayectoria. Es el caso del trabajo en el hogar familiar, de los penados en establecimientos 
penitenciarios, de los deportistas profesionales o de minusválidos en centros especiales 
de empleo, cuyas reglas han sido objeto de algunas modificaciones, o incluso 
sustituciones, desde su catalogación oficial como relaciones especiales de trabajo. En 
cualquier caso, se trata de una regulación relativamente estable y bastante consolidada, lo 
cual no quiere decir que no suscite cuestiones interpretativas y aplicativas importantes. 
Los cambios normativos, por otra parte, raramente han afectado a la ordenación del 
tiempo de trabajo y los descansos. 
 
La regulación de los tiempos de trabajo de las relaciones laborales especiales es muy 
variada. En algunas de ellas destaca como nota característica la amplia flexibilidad de la 
que disponen las partes para fijar sus tiempos de trabajo. Esta flexibilidad se manifiesta 
en el amplio juego de la autonomía de la voluntad de los contratantes en algunos casos, 
aunque en otros casos ésta queda reducida en función del sometimiento a los límites 
establecidos en la normativa laboral común u otra normativa a la que se encuentran 
directamente vinculados e incluso, en algún caso, se llega al punto opuesto en el que se 
fijan los tiempos de trabajo de manera unilateral. En otros casos la ordenación del tiempo 
de trabajo sigue pautas parecidas a las que operan en la relación laboral común, aunque 
con las adaptaciones o singularidades pertinentes. Hay que apuntar, en todo caso, que las 
normas reguladoras de las relaciones laborales de carácter especial también hacen 
referencia a los tiempos de descanso semanal o a las vacaciones, esto es, ofrecen una 
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panorámica más completa del régimen de ordenación de los tiempos dedicados al 
trabajo981. Como es de rigor, las consideraciones que en adelante se hagan sobre estas 
relaciones especiales se centrarán en los aspectos relativos al tiempo de trabajo o en 
aspectos conexos. 
 
2. Personal de alta dirección 
 
La principal característica de la relación laboral especial de alta dirección es la 
recíproca confianza entre trabajador y el empresario. Tal confianza deriva de la singular 
posición que el alto directivo asume en el organigrama de la empresa, mediante el 
desempeño de amplias funciones de dirección, con facultades de administración y 
disposición del patrimonio empresarial. La nota de confianza depositada en los altos 
directivos, además del ejercicio de poderes de gestión empresariales, justifica, entre otros, 
la libertad de las partes para fijar la duración del contrato y, particularmente, el tiempo de 
trabajo. De tal forma, el art. 7 del RD 1383/1985, establece que el tiempo de trabajo “en 
cuanto a jornada, horarios, fiestas y permisos, así como para vacaciones, será el fijado en 
las cláusulas del contrato, siempre y cuando no configuren prestaciones a cargo del 
empleado que excedan notoriamente de las que sean usuales en el ámbito profesional 
correspondiente”. En esta relación especial se otorga a las partes contratantes gran 
autonomía de la voluntad para fijar los tiempos de prestación de trabajo982.  
 
Tradicionalmente la regulación de los tiempos de trabajo de los altos directivos no 
establecía la sujeción de éstos a limitación alguna. El art. 7 RD 1382/1985, recoge esta 
regla al remitir la regulación de las jornadas o los descansos a lo pactado en las cláusulas 
del contrato. Esta libertad de la que gozan las partes en la determinación del régimen del 
tiempo de trabajo se ha justificado por diversos motivos, entre ellos, la mayor autonomía 
                                                          
981 De Nieves Nieto, N., El tiempo de trabajo en las relaciones laborales especiales, Ed. Thomson Reuters, 
Civitas, Navarra, 2010, págs. 89-90. 
982 Las reglas que proporciona el Decreto 1383/1985 son escasas y flexibles, por lo que dejan un gran 
espacio a la autonomía de la voluntad de las partes en aspectos tales como duración del contrato, la 
determinación del tiempo de trabajo y los descansos, o la extinción del contrato por desistimiento. El 
Decreto incluye, también, algunas reglas de carácter imperativo, por ejemplo, relativas al contenido del 
contrato, a los pactos de no concurrencia y permanencia en la empresa, entre otras. Por lo demás, el Real 
Decreto 1382/1985, remite en varios pasajes a la legislación laboral común. Véase en este sentido: De Val 
Tena, A.L., Alcázar Ortiz, S., Ortiz De Solórzano Aurusa, C., “La relación laboral especial del personal de 
alta dirección”, en AA.VV. Relaciones Laborales especiales y contratos con particularidades, volumen II, 
Aranzadi, Navarra, 2011, pág. 87 y Sánchez-Urán Azaña, Y., “Estatuto jurídico del alto directivo laboral. 
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para alternar pausas y reposos o la dificultad para distinguir, dentro de las funciones 
directivas, entre actividades profesionales y no estrictamente profesionales. Es decir, el 
alto cargo por una parte dedica un importante número de horas de su jornada a cometidos 
que, aun estando relacionados con funciones propias de su cargo, no pueden calificarse 
como específicas de una jornada de trabajo como puede ser la asistencia a congresos, 
convenciones, viajes, o los denominados “desayunos o almuerzos de trabajo”; y por otra 
parte, este personal tiene que resolver importantes problemas que afectan a la marcha del 
negocio y a la planificación general de la empresa dedicando a ello no solamente el tiempo 
comprendido entre los límites de la jornada diaria, sino incluso el que le correspondería 
para su descanso983. La facultad que el RD atribuye al alto directivo de regular estas 
cuestiones a través de un acuerdo individual supone que no se considera necesario dotarle 
de una protección en este aspecto y ello evidencia que los altos cargos se encuentran en 
una posición mejor que el trabajador común para defender sus intereses a través de la 
negociación individual, y además que tienen una mayor disponibilidad sobre la 
distribución de sus tiempos de trabajo984. 
 
El principal problema que puede suscitar la fijación de los tiempos de trabajo en la 
relación de alta dirección radica en determinar la normativa que ha de aplicarse a la misma 
en caso de ausencia de regulación expresa en el contrato985. Una vez descartada la 
utilización de la normativa laboral común (por no existir remisión expresa a esta materia), 
ha de acudirse a la legislación civil y mercantil y a sus principios generales (art. 3 del 
RD). En ese caso, para proceder a la integración de lagunas podría plantearse, acudiendo 
al art. 4 CC, si cabría la posibilidad de aplicación analógica de las normas del ET986. Sin 
embargo, parece que no procede tal opción por no existir la denominada “identidad de 
                                                          
983 De Nieves Nieto, N., “El tiempo de trabajo (…)” op. cit., págs. 94 y 95. 
984 Martínez Moreno, C. “La relación de trabajo especial de la alta dirección”, CES, Madrid, 1994, pág. 
231. 
985STSJ Cataluña de 23 de octubre de 1996 (AS 1996, 4794). En el contrato se había pactado expresamente 
que el Consejo de Administración de la compañía sería el que determinara las fechas en las que el actor 
debía disfrutar de las vacaciones, con lo que se obligaba al trabajador a acatar la decisión en tal sentido de 
la empresa, sin que resultaran de aplicación los criterios del ET. La propia naturaleza de la relación especial 
permite afirmar que la facultad de la empresa de fijar el periodo de vacaciones comprende, no sólo la de 
establecerlo inicialmente, sino la de poder modificarlo ulteriormente. 
986 De Val Tena, A.L., Los trabajadores directivos de la empresa. Consejeros y Administradores, personal 
de alta dirección y empleados directivos, 2ª edición, Cizur Menor (Navarra), Aranzadi, 2010, pág. 261, “el 
hecho de que el trabajador ya perteneciera a la empresa, e incluso haya podido superar un periodo de prueba, 
no limita la posible estipulación de un periodo de prueba en el contrato de alta dirección, dado que éste es 
distinto del anterior, como también lo son las funciones realizadas con anterioridad y las inherentes a un 




razón” entre la situación del alto cargo y la del trabajador ordinario sino que, más bien al 
contrario, podría afirmarse que son situaciones opuestas; ya que el trabajador ordinario 
se encuentra sujeto a condiciones bastante rigurosas en cuanto a los tiempos de realización 
de la prestación, mientras que el alto directivo goza de plena autonomía con relación a la 
determinación de tales aspectos de la relación laboral. Las previsiones del art. 34 y 
siguientes del ET están pensadas para la situación de dependencia que normalmente 
impide al trabajador constituirse en definidor de su tiempo de trabajo. La aplicación de 
tal regulación al supuesto opuesto vulneraría lo previsto en el art. 4.1 CC. En todo caso, 
no resulta un problema irresoluble porque siempre podría acudirse posteriormente a la 
normativa civil y en la misma se señala que, a falta de norma legal, son de aplicación la 
costumbre y los usos locales987. 
 
Aunque el art. 7 expone que serán las partes las que fijen los tiempos de trabajo, el 
mismo precepto establece un límite máximo, no pudiendo imponerse al alto directivo 
condiciones que “excedan notoriamente de las que sean usuales en el ámbito profesional 
correspondiente”. De tal forma que, si lo pactado por las partes excede de las condiciones 
habituales que se establecen en su entorno profesional, deberá entenderse nula la cláusula 
acordada por las partes contratantes a ese respecto. Aparece el interrogante de cuáles 
serían las condiciones que sustituirían a las consideradas nulas, en todo caso, no se 
aplicará el régimen previsto en la normativa laboral común ya que no existe remisión 
expresa del RD 1382/1985, tal y como se ha aludido con anterioridad. Más bien parecería 
razonable acudir a las condiciones habituales en el entorno profesional correspondiente, 
debiendo tener en cuenta la dificultad que supone la determinación de la “habitualidad” 
en ese ámbito. También es difícil determinar lo que se entiende por “ámbito profesional 
correspondiente” ya que la expresión puede ir referida a la empresa o sector de la 
producción y ámbito geográfico al que pertenezca aquélla o bien puede referirse al propio 
colectivo profesional del personal directivo. Ante la ausencia de jurisprudencia que 
resuelva estas cuestiones, lo más lógico será pensar que se ha de utilizar como criterio de 
comparación el estatus de los demás directivos de empresa afines, pero no sólo por el 
sector de pertenencia, sino también por la zona geográfica donde se encuentren ubicadas, 
ante las posibles diferencias territoriales988. 
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En cuanto a los valores constitucionales relativos al trabajo son aplicables al alto 
directivo, de modo que también a él hay que garantizarle el descanso necesario del art. 
40.2 CE. La peculiaridad está en que las partes tienen mayor margen para reorganizar sus 
intereses y los de la empresa, gozando de mayor flexibilidad que en las relaciones 
laborales comunes, pero en todo caso un exceso en la fijación de los tiempos de 
realización de la prestación no sólo iría contra las exigencias de la buena fe contractual, 
sino que resultaría ilícito por entrar en contradicción con el principio constitucional del 
descanso. Hay pues, que garantizar al trabajador de alta dirección el disfrute del derecho 
necesario para evitar abusos y extralimitaciones989. 
 
3. Personal al servicio del hogar familiar 
 
El art. 2.1 b) del ET considera relación laboral de carácter especial la del servicio del 
hogar familiar. El régimen jurídico de esta relación laboral especial se estableció en el 
Real Decreto 1424/1985, de 1 de agosto, dando así cumplimiento al mandato de la 
disposición adicional primera de la Ley 32/1984, de 2 de agosto, sobre modificación de 
determinados artículos de la Ley 8/1980, de 10 de marzo, del Estatuto de los Trabajadores. 
Las condiciones particulares en que se realiza la actividad de las personas que trabajan en 
el servicio doméstico, que justifican una regulación específica y diferenciada son, en 
primer lugar, el ámbito donde se presta la actividad laboral, esto es el hogar familiar; y 
en segundo lugar, el vínculo personal basado en una especial relación de confianza que 
preside, desde su nacimiento, la relación laboral entre el titular del hogar familiar y los 
trabajadores del hogar, que no tienen que estar forzosamente presentes en los restantes 
tipos de relaciones de trabajo990. 
 
Esa primera regulación sería luego sustituida por el RD 1620/2011, de 14 de 
noviembre. En la exposición de motivos del RD 1620/2011 se menciona que la 
modificación del anterior real decreto resulta necesaria debido a las transformaciones 
sociales habidas en los últimos tiempos. Así a partir del Pacto de Toledo, celebrado en 
abril de 1995, los diferentes Acuerdos sociales en materia de Seguridad Social, 
recomendaban la simplificación e integración de los regímenes. El Acuerdo de medidas 
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en materia de Seguridad Social, de 13 de julio de 2006, cuyo apartado V prevé la 
elaboración de un estudio de la regulación de la relación laboral de carácter especial, a 
fin de proponer en su caso, su adecuación a la realidad actual, así como el establecimiento 
de medidas paulatinas de convergencia del Régimen Especial de Empleados de Hogar 
con el Régimen General de la Seguridad Social. El mencionado estudio de la regulación 
de la relación laboral de carácter especial, junto a las propuestas para su adecuación a la 
realidad actual, a que se refiere el Acuerdo de 13 de julio de 2006, se encuentra en la base 
del RD 1620/2011.  
 
También en el Acuerdo Social y Económico para el crecimiento, el empleo y la 
garantía de las pensiones, suscrito el 2 de febrero de 2011 por CEOE, CEPYME, CCOO 
y UGT con el Gobierno, en el que se aludía a la revisión de la situación del Régimen 
Especial de Empleados de Hogar a los efectos de su integración en el Régimen General 
de la Seguridad Social, lo que debía hacerse en el proceso de tramitación parlamentaria 
de la reforma de la Seguridad Social. La Ley 27/2011, de 1 de agosto, sobre actualización, 
adecuación y modernización del sistema de la Seguridad Social, procede en su disposición 
adicional trigésima novena a integrar el Régimen Especial de la Seguridad Social de los 
Empleados del Hogar en el Régimen General de la Seguridad Social, habilitando al 
Gobierno a modificar, en consonancia con esta integración, la regulación de la relación 
laboral de carácter especial del servicio del hogar familiar. Con este fin se dicta este real 
decreto. 
 
El RD 1620/2011 incorpora importantes novedades en materia del tiempo de trabajo, 
tales como la fijación del horario de común acuerdo entre las partes, en lugar de acudir a 
la potestad unilateral del titular del hogar familiar; se incrementa el descanso entre 
jornadas; se establece el carácter consecutivo del disfrute del descanso semanal, de treinta 
y seis horas, lo que supone el traslado de la regulación general del ET en la materia; se 
aplica, en materia de disfrute anterior a los previstos en su apartado 3, lo que va a permitir 
el ejercicio de derechos vinculados a la conciliación de la vida profesional, familiar y 
personal de los empleados de hogar en términos de igualdad con todos los trabajadores. 
Se mejora el régimen jurídico de las vacaciones de los empleados de hogar, fijando reglas 
para la determinación de los periodos de disfrute de las mismas, clarificando asimismo 
que corresponde al trabajador decidir libremente sobre los lugares en los que desea 




personas que convivan en el hogar. Se reconoce expresamente que los tiempos de 
presencia que se pacten entre las partes han de ser compensados con tiempos de descanso 
equivalente u objeto de retribución en los términos que se acuerden, si bien el módulo de 
retribución económica no podrá ser inferior al de las horas ordinarias. Igualmente, se 
incorpora al texto el real decreto de aplicación en materia de tiempo de trabajo de los 
límites establecidos para los menores de dieciocho años en el ET. 
 
El art. 9 del RD 1620/2011, establece que “la jornada máxima semanal de carácter 
ordinario será de cuarenta horas de trabajo efectivo, sin perjuicio de los tiempos de 
presencia, a disposición del empleador, que pudieran acordarse por las partes”991. En 
cuanto a que el horario será fijado por acuerdo entre las partes, es una novedad introducida 
por este nuevo RD 1620/2011, pues con anterioridad el derogado RD 1424/1985, de 1 de 
agosto de 1985, establecía que el horario sería fijado libremente por el titular del hogar 
familiar. Una vez concluida la jornada de trabajo diaria, y en su caso, el tiempo de 
presencia pactado, el empleado no estará obligado a permanecer en el hogar familiar992.  
 
Se dispone en el art. 9 del RD 1620/2011 que “una vez concluida la jornada de trabajo 
diaria y, en su caso, el tiempo de presencia pactado, el empleado no estará obligado a 
permanecer en el hogar familiar”993. El nuevo RD 1620/2011 amplía la regulación del 
tiempo de presencia de los empleados del hogar familiar, estableciendo que el tiempo de 
presencia tendrá la duración y será objeto de retribución o compensación en los términos 
que las partes acuerden, y en todo caso respetando la jornada máxima de trabajo y los 
periodos mínimos de descanso. Además, incluye una nueva exigencia, consistente en que 
las horas de presencia no podrán exceder de veinte horas semanales de promedio en un 
periodo de referencia de un mes, salvo que se acuerde su compensación por periodos 
equivalentes de descanso retribuido, y añade que las horas de presencia se retribuirán con 
un salario de cuantía no inferior al correspondiente a las horas ordinarias994. 
                                                          
991 De este modo, el art. 7.1 sigue en este aspecto a la norma precedente, si bien, en aras a permitir una 
mayor flexibilidad, hace desaparecer la referencia al tope máximo de las nueve horas ordinarias de trabajo 
efectivo diario que ésta incluía. Véase Miñarro Yanini, M., “La nueva regulación de la relación laboral de 
carácter especial del servicio del hogar familiar: una mejora mejorable (II), Relaciones Laborales, nº 
5/2012, pág. 3/13. 
992 Barcelón Cobedo, S., “La relación laboral del servicio del hogar familiar tras el RD 1629/2011, de 14 
de noviembre”, en Aranzadi Social, nº 1, 2012, págs. 1 a 37. 
993 El anterior real decreto disponía lo mismo. 
994 El referido límite de cuarenta horas semanales se computa al margen de los denominados tiempos de 
presencia, pese a que confusamente el art. 9.2 hace referencia a la necesidad de respetar la jornada máxima 




Los llamados “tiempos de presencia” son los llamados “tiempos de puesta a 
disposición del trabajador” en las relaciones laborales comunes, y es el periodo de tiempo 
durante el cual no se presta trabajo efectivo. Con anterioridad al RD 1620/2011, como ya 
se ha indicado, no se fijaban los límites a tales tiempos de presencia, ni siquiera su carácter 
retribuido, no ya como horas extraordinarias, ni siquiera como ordinarias. El nuevo RD 
1620/2011además de las cuarenta horas ordinarias de jornada máxima semanal de trabajo 
efectivo, dispone que se podrá acordar hasta un máximo de veinte horas semanales de 
promedio en un periodo de referencia de un mes de horas de presencia, pudiendo 
realizarse más horas de presencia si las mismas son compensadas con periodos 
equivalentes de descanso retribuido, sin indicar el precepto el periodo máximo para que 
pueda ser compensado. Además, dichas horas de presencia serán retribuidas, en caso de 
que no se compensen con el periodo de descanso equivalente, con un salario de cuantía 
no inferior al correspondiente a las horas ordinarias995. El nuevo real decreto sigue 
manteniendo el precepto correspondiente a “una vez concluida la jornada de trabajo diaria 
y, en su caso, el tiempo de presencia pactado, el empleado no estará obligado a 
permanecer en el hogar familiar”. 
 
El art. 9.3 del RD 1620/2011 se remite a lo dispuesto en el ET respecto de las horas 
extraordinarias, salvo lo establecido en el art. 35.5 ET “a efectos del cómputo de horas 
extraordinarias, la jornada de cada trabajador se registrará día a día y se totalizará en el 
periodo fiado para el abono de las retribuciones, entregando copia del resumen al 
trabajador en el recibo correspondiente”, es decir, se excluye expresamente la obligación 
de registro y totalización, sin que se establezca ningún mecanismo sustitutivo para dejar 
constancia de su realización que pueda servir como medio de prueba al empleado. La 
remisión a la regulación prevista para la relación laboral ordinaria en esta materia supone 
que el empleado podrá realizar horas extraordinarias en un número ilimitado cuando se 
compensen con descansos en los cuatro meses siguientes a su realización, o limitadas a 
ochenta al año cuando se retribuyan en metálico, sin que a estos efectos se computen las 
trabajadas para prevenir o reparar siniestros u otros daños extraordinarios urgentes. 
                                                          
sumamente escueta en la norma precedente (art. 7.1), constituyen una vía de efectiva dilatación de la jornada 
de trabajo de la que sigue sin incluirse una definición normativa. No obstante, puede entenderse que se trata 
de periodos de mera puesta a disposición del trabajador en los que éste no desarrolla trabajo efectivo, puesto 
que si así fuera pasarían a computarse dentro de la jornada máxima y, si se ha alcanzado su límite máximo, 
se considerarán horas extraordinarias. 




4. Penados en instituciones penitenciarias 
 
La relación laboral especial de los penados en los centros penitenciarios tiene como 
antecedentes el art. 25.2 de la Constitución, en cuanto que establece el derecho de los 
condenados a penas de prisión a un trabajo remunerado y a los beneficios 
correspondientes a la Seguridad Social, a continuación tal relación se desarrolla en el 
capítulo II del Título II, y en particular el art. 27.2 de la Ley Orgánica 1/1979, de 26 de 
septiembre, General Penitenciaria, que establece que el trabajo directamente productivo 
que realicen los internos será remunerado y, por otro lado, el párrafo c) del apartado 
primero, del art. 2 del ET, que enuncia como relación laboral de carácter especial la de 
los penados en las instituciones penitenciarias996. 
 
Esta relación especial ha sido objeto de una reelaboración desde una regulación que 
ya no se produce desde un ámbito ajeno, penitenciario, (la LOGP art. 27 y RD 190/1996, 
de 9 de febrero), sino desde normas propiamente laborales, es la de los penados en 
establecimientos penitenciarios tras la Ley 55/1999, de 29 de diciembre, que prevé tal 
relación laboral especial a regular por un Reglamento laboral, el RD 782/2001 de 6 de 
julio. Parece superado ya el debate sobre si se dan o no las notas de laboralidad en esta 
relación, en especial la voluntariedad997, pues se trata de la regulación de un trabajo 
productivo voluntariamente llevado a cabo para un organismo público por un penado, con 
una causa compleja, como es proporcionar una retribución y además preparar al interno, 
no con trabajos en régimen abierto excluidos de esta relación (art. 1.2 RD), sino dentro 
del establecimiento, para el acceso al mercado laboral y mejorar sus habilidades, 
formación profesional y capacidades998. 
 
Al trabajo remunerado se le anexa una función de reeducación y reinserción social 
ligadas a la pena y a la disciplina penitenciaria, que junto al ámbito organizativo y locativo 
en que se prestan lugar y al carácter de la empresa justifican las especialidades de esta 
                                                          
996 Fernández Orrico, F.J., Megino Fernández, D., y Gil Plana, J., “Relación laboral especial de los penados 
desarrollada en instituciones penitenciarias”, AA.VV., Contrato de trabajo, volumen II, Aranzadi, Navarra, 
2011, págs. 171-172. 
997 Fernández Artiach, P., “El trabajo de los internos en establecimientos penitenciarios”, Valencia, 2006, 
Tirant lo Blanch, pág. 250. 
998 En este sentido, Palomino Saurina, P., “La relación laboral especial de penados en instituciones 




relación laboral. Quizá, aunque ha sido muy criticado por la doctrina999, ello explique la 
interpretación estricta del trabajo sujeto a esta relación jurisprudencial1000, el trabajo 
“productivo” y su extensión a servicios auxiliares, que por otra parte, pese a las 
afirmaciones de la jurisprudencia de que la exclusión se justificaría por la finalidad 
educadora, formativa, reeducadora y terapéutica de los trabajos productivos, con 
organización y métodos similares a los trabajos productivos, con organización y métodos 
similares a los del exterior, no se ve por qué no pueden cumplir tal finalidad.  De otra 
parte, dentro de la propia relación laboral especial se ha construido otra en su seno con 
nuevas especialidades, la de los menores en centros de internamiento a que se refiere la 
Ley 53/2002 de 30 de diciembre. Su finalidad es la misma que la de los mayores: inserción 
laboral y su incorporación al mercado de trabajo ordinario. Al trabajo productivo interno 
de los menores se aplica el RD 182/2001 pero con especialidades (art. 53 del RD 
1774/2004 de 30 de julio, en desarrollo del art. 56.2 j) de la Ley de Responsabilidad Penal 
del Menor 5/2000, de 12 de enero)1001. 
 
Esta relación laboral especial, al igual que ocurre con otras relaciones especiales, en 
ese caso por otros motivos, como la de personal civil de establecimientos militares, se 
caracteriza en primer lugar por la introducción de restricciones derivadas de las 
exigencias de control, seguridad, y custodia, con el fin de evitar la creación de 
solidaridades, y que acaban limitando al ejercicio de ciertos derechos por parte de los 
trabajadores, como los derechos colectivos (no reconocimiento a la huelga y de 
sindicación, y derecho de participación limitada a la organización del trabajo y el 
calendario laboral) (art. 1.5 RD y art. 34 LOGP). Ello afecta al propio sistema de fuentes 
al ser un contrato muy reglamentado, casi autosuficiente, con marginación de la 
autonomía individual y colectiva y sin que el ET resulte de aplicación salvo que el propio 
RD 782/2001 lo contemple expresamente. Y también a la propia forma de aplicar otras 
normas más generales como la prevención de riesgos laborales. 
                                                          
999 Elías Ortega, A., “Los servicios auxiliares de los internos como relación laboral especial en los 
establecimientos penitenciarios”, Actualidad Jurídica Aranzadi, nº 313/1997. 
1000 STS de 3 de febrero de 1997 (RJ 972, 1997); STS País Vasco, de 5 de septiembre de 2000 (JUR 
40131/01); Andalucía/Granada, de 8 de mayo de 2001 (AS 2858/2001). 
1001 Según el art. 53.4 a) tendrán la consideración de empresario la entidad pública correspondiente o bien 
la persona física o jurídica con la que tenga establecido el oportuno concierto, sin perjuicio de la 
responsabilidad solidaria de la entidad pública respecto de los incumplimientos laborales y de Seguridad 
Social. Se prevén las reglas comunes de trabajos prohibidos para menores de dieciocho años, se establece 
el tope de ocho horas diarias de trabajo efectivo incluido el tiempo dedicado a la formación, con uno o 
varios empleados, se recuerda el descanso específico previsto para menores de dieciocho años en jornadas 




La organización de trabajos penitenciarios puede establecer sistemas de colaboración 
con empresas o personas del exterior. Frente a la amplitud de las facultades otorgadas por 
el Reglamento de 1996 (art. 140.1) a esa colaboración que podía ser próxima a la contrata, 
se ha pasado en el RD 782/2001 a una colaboración en la organización del trabajo en los 
talleres de manera que al menos formalmente el Organismo autónomo no pierda la 
condición de empleador y el ejercicio de las facultades directivas. No obstante, la 
expresión “colaboración en la organización del trabajo” puede tener un contenido 
próximo al empresarial, al menos desde el punto de vista fáctico y desde luego desde el 
interés económico de la persona exterior que firme un contrato de colaboración, aunque 
formalmente no pueda hablarse de una contrata del art. 42 ET1002. 
 
La regulación de la ordenación de los penados en instituciones penitenciarias se 
refiere, básicamente, a la duración de la jornada y su distribución y se encuentra contenida 
en los arts. 17 y 18 del RD 782/2001. El director del Centro Penitenciario (de forma 
delegada del Organismo Autónomo de Trabajo Penitenciario y Formación para el 
Empleo) tiene competencia para establecer el calendario laboral que regirá a lo largo del 
año incorporando las especialidades que procedan, los sistemas de jornada continua, 
partida, nocturna, o por turnos1003. Así, la fuente reguladora de los tiempos de ejecución 
del trabajo no es el pacto derivado de contrato individual o colectivo, sino que, en este 
caso, se ha elegido la vía de la fijación unilateral para proceder a la determinación del 
tiempo de trabajo. Con anterioridad (Reglamento Penitenciario de 1996) el órgano que 
tenía competencia para fijar el calendario era el Consejo de Dirección del Centro 
Penitenciario y la modificación se produjo debido a las críticas sufridas relativas a que la 
determinación del calendario laboral no debía corresponder a un órgano ajeno a la 
organización del trabajo penitenciario1004. 
 
                                                          
1002 López Gandía, J., “Las relaciones laborales especiales”, Albacete, 2008, Bomarzo, págs. 66-70. 
1003 Con relación a las fiestas laborales de la localidad donde radique el Centro Penitenciario del ERT. 17.2 
del RD parece desprenderse la idea de que las únicas fiestas de las que pueden disfrutar tales trabajadores 
son las de la localidad donde se ubique el centro. Si bien no tiene por qué entenderse de forma tan limitada 
tal expresión (“fiestas laborales de la localidad”) así que podría interpretarse en un sentido amplio como 
aquellas fiestas de las que disfrutan los trabajadores de la localidad donde esté el centro penitenciario, lo 
que permite incluir no sólo las locales sino también las autonómicas y las nacionales. Véase al respecto De 
Nieves, N. “El tiempo de trabajo…” op.cit., pág. 138. 
1004 Palomino Saurina, P., “La relación laboral especial de penados en instituciones penitenciarias: 




El horario de trabajo que se fije deberá ser el necesario para el correcto desarrollo de 
la actividad productiva, dentro de los límites establecidos legalmente para la jornada de 
trabajo, como señala el apartado tercero de art. 17 RD1005; limitación esta que debe 
entenderse a la cantidad máxima de horas de trabajo y a los demás factores que el ET 
configura como limitativos de la ordenación de la jornada. Así, el Director del Centro, 
dentro de los poderes de organización generales que le corresponden debe, además de 
fijar el calendario laboral (organizando el régimen de los descansos y tiempos de trabajo), 
decidir el horario de trabajo1006 (colocando las horas de trabajo en periodos ciertos), 
respetando en su implantación además del tope máximo de las cuarenta horas semanales 
en cómputo anual, el número máximo de nueve horas diarias de trabajo efectivo, salvo 
distribución irregular de la jornada, así como el descanso mínimo de doce horas entre 
jornada y jornada lo que, en definitiva, supone una restricción a tales poderes 
organizativos1007. 
 
En el supuesto de que sea un menor de dieciocho años el trabajador penado que realice 
la prestación laboral, el art. 53.4.b) RD 1774/2004, de 30 de julio, por la que se aprueba 
el Reglamento de la Ley 5/2000 de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal 
de los menores, establece una serie de limitaciones: 1) no pueden realizar trabajos 
nocturnos, ni aquellas actividades o puestos de trabajo prohibidos a menores, 2) no 
pueden realizar horas extraordinarias, 3) no pueden realizar más de ocho horas diarias de 
trabajo efectivo, incluyendo, en su caso, el tiempo dedicado a la formación y, si trabajasen 
para varios empleadores, las horas realizadas para cada uno de ellos, 4) siempre que la 
                                                          
1005 El proyecto del RD no incluía en este apartado ninguna referencia al concepto de “jornada de trabajo”, 
identificándolo simplemente con el “horario de trabajo”, cuestión que llevó al CES a plantear la inclusión 
en el texto definitivo del primer concepto “especificando que ésta no podrá ser superior a la máxima 
establecida por la legislación laboral vigente”. Dictamen del CES 1/2001. 
1006 La duración de las horas en las que debe prestarse el trabajo será la misma independientemente de la 
actividad laboral que se desarrolle en cada uno de los sectores productivos en los que se divide el trabajo 
penitenciario. Esta situación es consecuencia de a falta de una regulación sectorial de estos trabajos, así 
como de la inaplicación de los convenios colectivos que abarcasen la labor desempeñada en cada taller 
productivo. Véase Soler Arrebola, J.A., “La relación laboral penitenciaria”, Comares, Granada, 2000, pág. 
384. 
1007 La exigencia reglamentaria de que el horario de trabajo sea el necesario para el correcto desarrollo de 
la actividad productiva no hace otra cosa que reproducir la opinión del Tribunal Supremo al respecto y es 
que la decisión empresarial de fijar el horario de trabajo deberá fundarse en causas conectadas con la 
utilidad y necesidades de funcionamiento de la empresa (STS de 15 de diciembre de 1998 (RJ 1998, 
10510)), lo que implica, en este caso, que el Director del Centro Penitenciario no puede utilizar esa facultad 





duración de la jornada diaria continuada sea superior a cuatro horas y media, debe 
establecerse un periodo de descanso durante dicha jornada no inferior a 30 minutos. 
 
5. Deportistas profesionales 
 
La relación laboral especial de los deportistas profesionales fue la respuesta a una 
línea jurisprudencial inclinada a la tendencia expansiva del Derecho del Trabajo y a la 
inclusión en su ámbito de prestaciones excluidas en otra época1008. La actividad del 
deportista profesional, es al mismo tiempo, laboral y deportiva, lo cual explica que se 
encuentre sometida a la respectiva disciplina de ambas esferas. El régimen jurídico de la 
relación laboral especial de los deportistas profesionales fue aprobado inicialmente en el 
RD 318/1981, de 5 de febrero, y actualmente viene establecido en el RD 1006/1985, de 
26 de junio, que constituye la norma primera y básica a la que hay que atender para 
conocer la regulación jurídica de esta relación laboral especial, dejando a salvo los 
preceptos constitucionales que de modo necesario debe respetar. El art. 21 del RD 
1006/1985 establece que “lo no regulado por el presente Real Decreto serán de aplicación 
el Estatuto de los Trabajadores y las demás normas laborales de general aplicación, en 
cuanto no sean incompatibles con la naturaleza especial de la relación laboral de los 
deportistas profesionales. Con ello se cumple la regla del art. 4.3 del Código Civil en el 
sentido de aplicar el derecho general en caso de laguna del derecho especial. Sin embargo, 
aquella remisión condiciona, de una parte, a que en el RD 1006/1085 no exista una 
regulación propia y específica para los deportistas profesionales y, de otra, a que el 
régimen laboral común que pretenda aplicarse no sea incompatible con la naturaleza 
especial de éstos.  
 
Por lo demás, hay que señalar en relación con el derecho supletorio, de que por 
“demás normas laborales de general aplicación” habrá que entender no sólo el ET y la 
normativa que lo desarrolla, sino también la que tiene por objeto las denominadas 
relaciones colectivas de trabajo, las relaciones de conflicto y entre ellas las procesales y 
las relaciones en torno a la Administración laboral. También serán aplicables la 
legislación sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y libre circulación de 
trabajadores comunitarios. Además, la regulación jurídica debe completarse con lo 
                                                          
1008 Cabrera Bazán, J., “La relación laboral de los deportistas profesionales” en Borrajo Dacruz (Dir.) 




establecido en el convenio colectivo correspondiente, de ahí que el RD invoque 
constantemente a la negociación colectiva como fuente de integración del régimen 
jurídico normativo de los deportistas profesionales1009. 
 
En relación a los requisitos para la consideración jurídico-laboral del carácter 
profesional de la prestación del deportista, se puede considerar a los deportistas como 
trabajadores por cuenta ajena siempre y cuando reúnan todas y cada una de las notas 
características que la normativa laboral establece con carácter básico a tal efecto. 
Partiendo de estas premisas, el art. 1.2 del RD 1006/1985, dispone lo siguiente: son 
deportistas profesionales quienes, en virtud de una relación establecida con carácter 
regular, se dediquen voluntariamente a la práctica del deporte por cuenta ajena y dentro 
del ámbito de organización y dirección de un club o entidad deportiva a cambio de una 
retribución (…)”. Por otra parte, el art. 1.4 RD 1006/1985, establece que “las actuaciones 
aisladas para un empresario u organizador de espectáculos públicos, de deportistas 
profesionales a que se refiere este Real Decreto, estarán excluidas de la presente 
regulación, sin perjuicio del carácter laboral común o especial que pueda corresponder a 
la contratación y de la competencia de la jurisdicción laboral para conocer de los 
conflictos que surjan en relación con las mismas”.  
 
Una de las peculiaridades más relevantes de la relación laboral de los deportistas 
profesionales con respecto a los trabajadores comunes es la regulación de su jornada, por 
lo que en este caso el art. 34 del ET tan sólo será parcialmente aplicable en aquello que 
no sea incompatible con la naturaleza especial de esta relación1010. La duración máxima 
de la jornada establecida en el ET para la relación laboral ordinaria sirve de límite a la 
autonomía de las partes en las relaciones especiales de los deportistas profesionales (art. 
9.2 del RD 1006/1985), entre otras relaciones que se mencionarán en su correspondiente 
apartado. En materia de duración de jornada, el art. 9 del RD 1006/1985 prevé reglas 
especiales que determinan la jornada de trabajo y el horario laboral de los deportistas 
profesionales, regulando de forma bastante general los tiempos de trabajo que el 
                                                          
1009 Para profundizar sobre este colectivo véase Roqueta Buj, R., Los deportistas profesionales. Régimen 
jurídico laboral y de seguridad social, Fundación de Futbol Profesional, Tirant lo Blanch, Valencia, 2011, 
pág. 44. 
1010 Rubio Sánchez, F, García Silvero, E., González Del Río, J.M., Schneider Salvarores, C., “La relación 
laboral especial de los deportistas profesionales”, AAVV, El contrato de trabajo, relaciones laborales 




deportista dedica a la prestación de actividad. No se hace mención en este precepto a una 
duración máxima propia del tiempo de prestación de servicios y se remite su 
determinación a la autonomía de las partes, colectiva o individual debiendo, en todo caso, 
respetarse en tal fijación “los límites legales vigentes” establecidos en la normativa 
común1011, lo que posibilita que sean superados en negociación colectiva o contrato de 
trabajo, si bien se especifica que en todo caso serán de aplicación los límites legales 
vigentes establecidos en la normativa laboral común1012. De este modo, la jornada 
ordinaria de este colectivo no puede superar las nueve horas diarias ni las cuarenta horas 
semanales de trabajo efectivo, pero esta regulación tiene naturaleza dispositiva o 
supletoria que expresa una regulación normal y directamente aplicable al tiempo que 
permite que la autonomía colectiva o la autonomía individual fije otra regulación 
independientemente de que ésta resulte más o menos favorable para el deportista, siempre 
que la nueva distribución de jornada no implique superar la jornada máxima anual. 
 
Se admite, por lo tanto, la posibilidad de que, a través de la negociación colectiva, 
puedan regularse jornadas anuales respetando la pausa mínima de doce horas entre el final 
de una jornada y el comienzo de la siguiente. De esta manera, las cuarenta horas ordinarias 
semanales pueden, o bien distribuirse desigualmente entre los días de la semana, pero de 
forma que entre la terminación de un día y el comienzo del siguiente el deportista 
disponga de un periodo de descanso mínimo de doce horas, pudiendo disponerse del 
límite diario de nueve horas o bien distribuirse desigualmente entre los días de la semana 
del año, con las limitaciones mencionadas y siempre que el total de horas anual no resulte 
superior al producto resultante de multiplicar por cuarenta el número de semanas hábiles 
al año. Estas mismas posibilidades de actuación tienen los contratos individuales, si bien 
el límite diario de nueve horas resulta imperativo para las partes, salvo que en convenio 
colectivo se haya excluido su aplicación1013. 
 
                                                          
1011 A la altura de 1985, había de estarse a los límites establecidos en el art. 34 ET/1980, en la redacción 
dada por la Ley 4/1983, de 29 de junio, a saber: a) la jornada ordinaria diaria no podía superar las nueve 
horas de trabajo efectivo (apartado 2) y b) la jornada ordinaria semanal no podía ser superior a cuarenta 
horas semanales de trabajo efectivo (apartado 2). 
1012 Sagardoy Bengochea, J.A., y Guerrero Ostolaza, J.M., El contrato de trabajo del deportista profesional, 
Civitas, Madrid, 1991, pág. 77. 





Y, además, los convenios colectivos abren amplios espacios a los clubes o entidades 
deportivas en torno a la distribución de la jornada de trabajo1014. Los clubes/SADs en 
ningún caso podrán distribuir la jornada inobservando lo dispuesto en los acuerdos de 
empresa, ni alterar la distribución previamente programada por ellos sin seguir los 
trámites del art. 41 ET. No obstante, tal rigidez puede atenuarse por la propia negociación 
colectiva, garantizando a los empresarios importantes márgenes de flexibilidad en 
relación con la jornada exigible en cada momento. Dicha posibilidad ha sido aceptada 
con carácter general por el Tribunal Supremo1015.  
 
Con relación a la regulación propia de los tiempos de trabajo efectivo y mera 
presencia se establece que el tiempo de trabajo efectivo del deportista comprende la 
prestación de servicios ante el público, así como el tiempo durante el cual se encuentra 
bajo las órdenes directas del club o entidad deportiva a efectos de entrenamiento o 
preparación física o técnica. El RD 1006/1985 no da a los tiempos de mera presencia esta 
denominación, sin embargo, establece que estos no son computables a efectos del límite 
de jornadas. Tales tiempos están compuestos por las concentraciones previas a la 
celebración de competiciones o actuaciones deportivas y la duración máxima de tales 
tiempos1016. De manera que el régimen jurídico de estos periodos de disponibilidad del 
deportista hacia el club o entidad deportiva es materia que, según el mandato expreso del 
art. 9.3 RD, deberán negociarse mediante convenio colectivo (nada menciona en relación 
al contrato individual) para su adecuada regulación y adaptación a las peculiaridades de 
cada modalidad deportiva. 
 
6. Artistas en espectáculos públicos 
 
El trabajo de los artistas llevado a cabo voluntariamente, bajo la dependencia de un 
empresario y organizador de espectáculos públicos a cambio de una retribución 
                                                          
1014 Ídem, pág. 194. 
1015 Concretamente, la STS de 15 de diciembre de 1998 (Rec. 1162/1998), convalidó el pacto convencional 
de una jornada diaria tipo ampliable por el empresario en función de las necesidades de funcionamiento de 
la empresa sin superar un determinado tope diario. En el caso resulto el tope máximo diario era de 10 horas, 
es decir, 2 horas de horas flexibles al día. 
1016 Una cuestión que queda por resolver en la norma reglamentaria es si los periodos de tiempo dedicados 
a las actividades de las Federaciones Nacionales, tales como los viajes, concentraciones y competiciones 
internacionales amortizan la jornada laboral normal debida al club, o si deberán recuperarse posteriormente. 
Ante el silencio del RD deberá estarse a lo que determine el convenio colectivo o el contrato individual o, 
en última opción, a los usos y costumbres locales y profesionales. Véase Roqueta Buj, R., El trabajo de los 




constituye una relación laboral de carácter especial. Su regulación fue aprobada 
inicialmente por un RD de 1981 y posteriormente por el RD 1435/1985, de 1 de agosto. 
Esta especialidad se justifica porque la inclusión en el ámbito normativo del Derecho del 
Trabajo debe efectuarse pese a una serie de particularidades derivadas de la naturaleza 
misma del trabajo del artista. Sin embargo, el RD 1435/1985, no define qué debe 
entenderse por artista, si se acude al Diccionario de la Real Academia Española define al 
artista como “la persona que actúa profesionalmente en un espectáculo teatral, 
cinematográfico, circense, etc., interpretando ante el público”, pero también como “la 
persona dotada de la virtud y disposición necesarias para alguna de las bellas artes”. Si 
nos remitimos al RD en cuestión, en concreto a su art. 1, se delimita el ámbito de 
aplicación del mismo, conforme a ese precepto se entiende por dicha relación la que se 
establece entre un organizador de espectáculos públicos o empresario y los que se 
“dediquen voluntariamente a la prestación de una actividad artística por cuenta, y dentro 
del ámbito de organización y dirección de aquéllos, a cambio de una retribución”10171018.  
 
En la ordenación de los tiempos de trabajo, los artistas se rigen por lo previsto en el 
RD 1435/1985, debiendo respetar, en todo caso, lo que el ET establece en materia de 
duración máxima. El carácter altamente peculiar del contexto en el que el artista presta 
sus servicios, el espectáculo público, se proyecta también sobre el régimen jurídico del 
tiempo de trabajo, configurándose de manera especial la consideración de tiempo de 
trabajo efectivo de ciertas actividades, la distribución de la jornada o los descansos 
semanales al respecto de los que no se prevé su disfrute haciéndolos coincidir con el fin 
de semana. Se tratan de días naturales, salvo mejora contractual o convencional que trate 
de descontar los días festivos.  
                                                          
1017 Un supuesto curioso, en cuanto a ámbito de aplicación de este Real Decreto, ha sido la consideración 
de los concursantes en programas de género “reality” como trabajadores en régimen de artistas, los cuales 
son dados de alta en la Seguridad Social por la empresa productora durante la grabación del programa, es 
decir, durante la estancia en una casa con el resto de participantes. Dicho programa se dio por finalizado 
por falta de audiencia, por lo que algunos concursantes reclamaron por despido. Habiéndose declarado 
incompetente el orden social en la instancia, el razonamiento jurídico en suplicación, a la vista de las 
peculiaridades del programa, estableció en un caso que “si bien es cierto que la prestación de la actora no 
puede considerarse como arte, no lo es menos que, al ser introducida en un recinto cerrado con otras 
personas contratadas para el mismo fin, actuaba en cierta medida teatralmente, ya que adoptaba un rol 
determinado, respondiendo sin duda a la personalidad que el director o el productor del programa había 
buscado al seleccionarla, con el fin de que se dieran situaciones o conflictos que ganasen audiencia, (…) y, 
siempre, condicionados por la observación permanente por parte de la cámara de televisión para la posterior 
exhibición al público en general”. En consecuencia, se reconocía la competencia del orden jurisdiccional 





En relación a la jornada, el art. 8 del RD establece que, en materia de duración y 
distribución de ésta, se estará a lo dispuesto en el convenio colectivo o pacto individual. 
Si bien la autonomía de la voluntad colectiva o individual se encuentra un límite con 
relación a la duración máxima de jornada (que resulta el único exigible y constituye 
norma de derecho necesario); así, la delimitación de los espacios de actuación de la 
autonomía individual y colectiva en la determinación cuantitativa de la jornada de trabajo 
se encuentra exclusivamente sometida al respecto del límite máximo indisponible fijado 
por el art. 34 ET. Dicho art. establece que la duración de la jornada máxima ordinaria de 
trabajo son cuarenta horas semanales de trabajo efectivo, de promedio, en cómputo anual; 
siendo, en consecuencia, tal la duración del tiempo en el que efectivamente se puede estar 
prestando los servicios. Resulta decisivo determinar los tiempos que son de trabajo 
efectivo, con relación a cuáles no y, por tanto, no computan a efectos de fijación de la 
duración de la jornada máxima del artista. 
 
Hay que tener en cuenta que la jornada del artista no sólo comprende la prestación 
efectiva de su actividad artística, bien directamente o bien mediante la grabación para su 
posterior difusión, sino igualmente los tiempos dedicados a ensayos1019. Con respecto a 
estos tiempos, los de preparación de la actividad artística, el apartado primero del art. 8 
RD dispone la prohibición de la obligatoriedad de realizar ensayos gratuitos (poniendo 
fin así a la situación precedente). Se ha considerado que esta prohibición se refiere 
únicamente a la gratitud del ensayo obligatorio de manera que, si éste no es impuesto por 
la empresa, sino realizado a petición del artista no tendrá la consideración de tiempo de 
trabajo efectivo y podrá ser gratuito1020. Es posible también que las partes acuerden, 
voluntariamente, que la prestación de actividades preparatorias de los intérpretes en el 
círculo rector del organizador de espectáculos, no sean retribuidas puesto que ello no 
contradiría lo establecido en el art. mencionado que sólo prohíbe su obligatoriedad y no 
su establecimiento voluntario1021. También le corresponde a la autonomía colectiva o 
individual determinar el tratamiento y duración máxima de los tiempos dedicados a los 
desplazamientos necesarios para la ejecución de los contratos e igualmente concretar si 
computan o no a efectos de la duración máxima de la jornada; con ello se rompe el criterio 
                                                          
1019 STSJ Cataluña de 24 de noviembre de 1994 (AS 1994, 4918) o STSJ Madrid de 26 de septiembre de 
2005 (AS 2006,1260). 
1020 Ruiz de la Cuesta Fernández, F., El contrato laboral del artista, Tirant lo Blanch, Valencia, 2007, pág. 
293. 




general mantenido tradicionalmente por las normas profesionales de no computarlos a 
efectos de la duración de la jornada de trabajo1022. 
 
En relación con el tratamiento retributivo de los tiempos que, sin estar comprendidos 
en la noción de jornada de trabajo, el artista se encuentre en situación de disponibilidad 
respecto a su empresario, éste puede pactarse en convenio colectivo, como señala el 
apartado tercero del art. 7 RD; que si bien no indica qué debe entenderse por tiempos de 
disponibilidad (salvo que se estará a disposición del empresario) permite suponer que son 
os tiempos en los que no se prestan efectivamente los servicios y no se está realizando 
ensayos, si bien suponen la prestación del artista y su disponibilidad de cara al empleador. 
Se ha apuntado que lo que el RD permite es que la negociación colectiva incluya tales 
tiempos en el régimen de trabajo del artista, en cuyo caso deberán ser obligatoriamente 
retribuidos. No parece que el convenio pueda decidir acerca del carácter retribuido o 
gratuito de tales tiempos, sino que si el convenio los regula por resultar necesarios para 
el desarrollo normal de la actividad siempre serán retribuidos; de donde, en contrario, si 
el convenio colectivo nada dice al respecto debe entenderse que el empleador no puede 
exigirlos al artista1023. 
 
La distribución regular o irregular de la jornada corresponde también a la negociación 
colectiva entre las partes, de manera que, respetando el límite de la duración máxima de 
la jornada, el modo en el que las partes deciden organizar su distribución queda a su 
absoluta libertad. Los límites que el ET prevé con relación a la distribución de la jornada 
no se aplican a esta relación especial. Así, los límites de descanso entre jornadas o las 
nueve horas de trabajo efectivo diario no parece que puedan aplicarse a esta relación 
porque el art. 8.2 RD es claro en su redacción y sólo exige respeto a la duración máxima 
de la jornada prevista estatutariamente; así entendido, el convenio colectivo o el contrato 
individual pueden establecer jornadas distribuidas de tal modo que excedan de los límites 
previstos en el ET. No obstante, lo expuesto surge la duda de si a los menores de edad 
puede aplicárseles la prohibición contenida en el apartado segundo del art. 6 del ET 
relativa al trabajo nocturno. Nada se menciona específicamente en el RD respecto por lo 
que, en principio, como se ha razonado, debe mantenerse que las partes gozan de libertad 
                                                          
1022 López-Tarruella Martínez, “Artículo 2.1.e): Relaciones especiales de los artistas en espectáculos 
públicos”, AL, nº 1, 1987, pág. 351. 




en la fijación de la distribución de su jornada; sin embargo, no puede ignorarse que la 
prohibición de trabajo nocturno de los menores tiene un alcance superior a la mera 
fijación de la jornada de trabajo. se trata de una cuestión más general que debe ser resuelta 
partiendo de las fuentes reguladoras de la relación especial de los artistas: ante el silencio 
del RD podría entenderse que resulta aplicable lo contenido en el ET, de forma supletoria, 
siempre que no resulte incompatible con las especialidades del trabajo de los artistas1024. 
 
7. Personas que intervienen en operaciones mercantiles por cuenta de uno o 
más empresarios sin asumir el riesgo y ventura de aquellas 
 
Sin tener en cuenta otros antecedentes más remotos, la actual figura del representante 
de comercio, es decir, la relación laboral de carácter especial de las personas que 
intervengan en operaciones mercantiles por cuenta de uno o más empresarios sin asumir 
riesgo y ventura de aquéllas quedó plasmado en el Real Decreto 1438/1985, de 1 de 
agosto. Norma que, en lo no previsto en ella, no remite expresamente y en bloque a la 
normativa que se debe aplicar supletoriamente, sino que lo hace de forma específica a 
disposiciones concretas del ET como es el caso del art. 3.3 en el supuesto del periodo de 
prueba o en el art. 4.3 en relación con las vacaciones1025. 
 
El art. 1 del RD 1438/1985 plantea en dos apartados, uno de inclusión y otro de 
exclusión, su ámbito personal de aplicación. En el primero establece qué personas, con 
qué actividades y bajo qué condiciones tienen que ser consideradas como representantes 
de comercio y contrariamente, en el segundo, aquellas otras que, aun realizando 
actividades de promoción o concierto de operaciones mercantiles, por diversas razones, 
quedan excluidas de esta modalidad contractual. En concreto, el apartado uno del artículo 
1 establece que “será de aplicación a las relaciones en virtud de las cuales una persona 
natural, actuando bajo la denominación de representante, mediador o cualquiera otra con 
la que se le identifique en el ámbito laboral, se obliga con uno o más empresarios, a 
cambio de una retribución, a promover o concertar personalmente operaciones 
mercantiles por cuenta de los mismos, sin asumir el riesgo y ventura de tales operaciones. 
                                                          
1024 Ruiz de la Cuesta Fernández, S., El contrato laboral del artista, op.cit., págs. 299 a 301. 
1025 García Ninet, J.I., y Vicente Palacio, A., Derecho del Trabajo, 4ª edición, Cizur Menor, Navarra, 2008, 
pág. 732, en igual sentido Salido Banús, J.L., Gelpí Jorba, J.I., “Representantes de comercio laborales: 
régimen jurídico y su diferenciación con otras figuras afines”, en Sempere Navarro, A.V, Cardenal Carro, 




Dicha actividad principalmente puede o no ir acompañada de la distribución o reparto de 
los bienes objeto de la operación”. En todo caso, estos requisitos son de especial 
importancia ya que los mismos delimitan el mencionado ámbito de aplicación y a su vez 
diferencian la relación laboral especial de otras figuras afines1026. 
 
La cuestión de la laboralidad no sólo se ha trasladado a la nota de dependencia sino, 
además a que ésta sea entendida de una manera estricta y limitada a la organización de su 
propia actividad profesional y del tiempo de trabajo (horario, itinerarios, etc.), aspectos 
que están presentes en la relación laboral especial y que justificaban tal especialidad. De 
ahí que se haya considerado la ley de 1992 como una ley que de manera constitutiva viene 
a deslaboralizar relaciones que antes se encuadraban en la figura del representante de 
comercio dada su identidad funcional1027. O bien se ha puesto de relieve la inseguridad y 
ambigüedad de los indicios que el art. 1.1 del RD 1382/1985 maneja para presumir la 
existencia de la dependencia pues pueden predicarse también razonablemente de los 
indicios de la ley de 1992 para el contrato de agencia1028. Es decir, los indicios clásicos 
de laboralidad, como el lugar, la exclusividad, la jornada, el horario y la retribución se 
han convertido en este caso en inservibles sin que tampoco el sometimiento a órdenes e 
instrucciones sobre los demás aspectos comerciales de la actividad sean relevantes pues 
pueden darse también en el contrato de agencia. De ahí la importancia mayor que ha 
cobrado, aunque no totalmente decisiva, pues encontraría el límite del fraude de ley, la 
calificación de las partes, su opción por uno u otro contrato, normalmente el mercantil y 
el difícil y casi imposible control jurisdiccional1029. 
                                                          
1026 López Gandía, J., Las relaciones laborales especiales Bomarzo, 2008, pág. 63 
1027 SSTS de 23 de marzo de 1995 (RJ 1995,2769), de 2 de julio de 1996 (RJ 1996,5631). Véase Fernández 
López, M.F., “El contrato de agencia y la representación de comercio. A vueltas con la delimitación de las 
fronteras del Derecho del Trabajo”, en AAVV, “Trabajo asalariado y trabajo autónomo en la delimitación 
de las fronteras del Derecho del Trabajo”, Estudios en homenaje al profesor José Cabrera Bazán, Madrid, 
1999, pág. 152 y ss. 
1028 Valdés Dal Ré, F., “Jurisprudencia en unificación de doctrina y relaciones laborales especiales”, 
Relaciones Laborales, nº 17/1998, pág. 9. 
1029 Numerosa doctrina judicial que se encuentra con el obstáculo de la calificación de las partes y la prueba 
en contrario de la acreditación de la laboralidad (TSJ Cataluña de 17 de enero 1996 (AS 1996,170), 1 de 
junio 1996 (AS 1996,2465), Galicia de 21 de julio de 1998, (AS 1998,2345). Salvo que se den datos muy 
claros de dependencia, como que acuda todos los días a la oficina para recoger listados y de cuenta al final 
de la jornada corriendo a cargo de la empresa los gastos y no llevando contabilidad independiente o les 
encarga el coro a los clientes se da relación laboral, TSJ Málaga, de 16 de enero de 2003, (AS 2003,20022); 
Cataluña 8 de marzo de 2004, (JUR 2004,119833). O en los supuestos de agentes o comisionistas de 
entidades de crédito cuyo cometido es cobrar letras y efectos y realizar operaciones conexas cuando tienen 





Después de hacer estas precisiones acerca de este colectivo para enmarcar el sentido 
de esta relación laboral especial, es momento de centrarnos en desarrollar de manera 
detallada el tiempo de trabajo de esta relación especial. El mayor margen que se concede 
a la autonomía de las partes, en materia de jornada de trabajo, lo establece el art. 4.1 del 
RD 1438/1985 que dispone que, sin perjuicio de las previsiones contenidas en los 
convenios colectivos o en los pactos individuales, la relación laboral del mediador no 
implicará la sujeción a la jornada u horario de trabajo concreto1030. Desde luego esta 
disposición no prevé una exclusión absoluta de la jornada de trabajo, ya que, de un lado, 
permite que la autonomía de la voluntad de las partes  establezca una jornadas u horarios 
concretos y, de otro, el art. 9 del RD establece como obligación del mediador la de 
desarrollar la actividad necesaria para promocionar la realización de operaciones 
mercantiles a favor del empresario, obligación que admite un control de su actividad 
diaria1031, lo que permitirá el control y dirección empresarial en la ejecución de la 
prestación de servicios del mediador1032. La justificación que la doctrina ha atribuido a la 
ausencia de fijación de jornada de trabajo concreta se basa en las especiales circunstancias 
en las que se desarrolla este trabajo; al mediador mercantil laboral no se le aplican las 
normas sobre jornadas contenidas en el ET puesto que el tiempo de ejecución del trabajo 
previsto en la normativa común no se corresponde con el que necesita invertir dicho 
sujeto, desde que inicia su actividad, para concertar el negocio mercantil, hasta que lo 
culmina formalizando la operación1033. 
 
                                                          
1030 Esta redacción sugiere en principio dos comentarios. El primero, el hecho de no estar sujeto a jornada 
de trabajo ni a horario, no significa que la empresa no pueda, dada la dependencia del trabajador con la 
misma, efectuar controles sobre la actividad de aquél, sin que ello desvirtúe la relación laboral especial 
transformándola en común y así es advertido por la STSJ Cataluña de 19 de diciembre de 2008 (AS 
2009,819). El segundo, la remisión que se hace a pactos colectivos o individuales que pueden modular la 
realización de una determinada jornada, pero habrá que entender que esta referencia a pactos colectivos no 
lo es, en ningún caso, a los convenios colectivos estatutarios que por su ámbito funcional fueran aplicables 
a los trabajadores del sector en el que el representante de comercio desarrolle su actividad, pues de quererlo 
así el legislador lo habría hecho como en efecto lo hace cuando se refiere a los gastos en el párrafo 2º del 
punto cinco del art. 8 del Real Decreto. En la misma línea la STSJ Cataluña de 19 de diciembre 2009 (AS 
2009,819) señala “y el objeto del contrato, extremo no cuestionado por las partes está claramente incluido 
en el ámbito de aplicación del RD 1438/1985, y por ello le es de aplicación en principio, tal normativa no 
la común de los trabajadores por cuenta ajena, no siéndole de aplicación el convenio colectivo invocado en 
autos”. 
1031 STS de 22 de marzo de 1990 (RJ 1990, 2327). 
1032 “Por cuanto sucede que (…) la actividad prestada por los trabajadores se desarrolla fuera de la sede de 
la empresa siendo precisamente esa “externalidad” con que, en relación al marco físico de aquélla, 
desenvuelve el trabajador su actividad profesional, lo que impide la vigilancia por el empresario de esta 
última”. Lopera Castillejo, M.J., El contrato de trabajo especial de las personas que intervienen en 
operaciones mercantiles, MTSS, Madrid, 1990, pág. 324. 
1033 Lopera Castillejo, El contrato de trabajo especial de personas que intervienen en operaciones 




Nada menciona el RD que regula esta relación especial acerca de la posibilidad de 
que ésta pueda concertarse a tiempo parcial. La prestación laboral de los operadores 
mercantiles por cuenta ajena se delimita más por su objeto que por el tiempo en el que se 
desarrolla, que, en principio, resulta indeterminado. Es indudable que si no existe sujeción 
a horario u jornada (por no haberse fijado en contrato o convenio), si el tiempo de 
prestación no está determinado, no cabe plantearse la existencia de un contrato a tiempo 
parcial. En ese caso, el tiempo de prestación vendría determinado por la actividad del 
trabajador, por el volumen de negocios en el que intervenga, por su número de clientes o 
por su zona de trabajo o, en fin, por su voluntad. Si, en cambio, se estableciera la jornada 
convencionalmente, nada impediría que ésta fuera inferior a la habitual en la actividad de 
la que se tratara, parcial, por tanto, especialmente si presta sus servicios para varios 
empresarios, tal y como prevé el art. 1.1 RD 1438/19851034. 
 
8. Minusválidos en centros especiales de empleo 
 
La relación laboral especial de los minusválidos en centros especiales de empleo (RD 
1368/1985, de 17 de julio) ha sido objeto de reformas importantes (RD 427/1999, de 12 
de marzo), tras el informe del CES de 26 de octubre de 1995, con vistas a aproximar el 
empleo protegido al empleo ordinario. La reforma introduce modificaciones importantes 
en el porcentaje de trabajadores no discapacitados que pueden ser contratados por los 
centros especiales de empleo (hasta un 30%), prevé la posibilidad de trabajo a domicilio, 
flexibiliza y potencia el papel de los centros especiales como empresas y todavía más el 
papel de los equipos multiprofesionales, de manera que el empleo protegido sea un punto 
de partida para la futura inserción laboral en las empresas comunes. De otra parte, el 
propio trabajo de los discapacitados para los centros especiales se ha situado en un nuevo 
contexto, el medio ordinario de trabajo, mediante la figura de los enclaves laborales (RD 
290/2004, de 20 de febrero) y del empleo con apoyo (RD 870/2007, de 2 de julio)1035. 
 
La relación laboral especial encuentra su explicación tanto en los sujetos 
(discapacitados y centros especiales de empleo en los que la mayoría de los trabajadores, 
                                                          
1034 Art. 1.1 RD 1438/1985: “el presente RD será de aplicación a las relaciones en virtud de las cuales una 
persona natural (…) se obliga con uno o más empresarios (…)”. 




un 70%, deben ser discapacitados1036 y que reciben numerosos apoyos públicos) como en 
el objeto del trabajo productivo, esto es, un empleo remunerado a través del cual y 
mediante prestaciones personales de ajuste personal (rehabilitación, terapéuticos) se 
produzca la integración futura del discapacitado en el mercado ordinario de trabajo, 
aunque tampoco hay que desdeñar la finalidad de facilitar un empleo de presente a fin de 
hacer efectivo el derecho al trabajo. Y por ello se aplican a los centros especiales de 
empleo las medidas de fomento del empleo, como las bonificaciones (art. 6 de la Ley 
43/2006) y el propio contrato temporal de fomento de empleo de discapacitados1037. Esto 
los distingue de los centros ocupacionales en los que no hay relación laboral, ya que en 
los mismos prevalece la actividad formativa y no se lleva a cabo de manera habitual 
trabajo productivo, aunque sí se pueden elaborar objetos, productos o servicios, pero 
siempre que no sean regularmente objeto de operaciones de mercado1038. La relación 
laboral está muy intervenida y tutelada por el RD y por la intervención tutelar y de control 
de adecuación y de la capacidad del trabajador al régimen del contrato y sus vicisitudes 
en numerosos aspectos por parte de los Equipos multiprofesionales en razón de las 
características de los trabajadores intervinientes, lo que no impide la remisión en muchos 
aspectos al ET.  
 
El art. 13 del RD 1368/1985 remite en cuanto a la fijación de la jornada y de los 
descansos de estos trabajadores a la normativa general contenida en el ET (concretamente 
lo dispuesto en los arts. 34 a 38), aunque con ciertas peculiaridades. En la actual redacción 
del art. 13 del RD 1368/1985, dada por el RD 427/1999, ha desaparecido la prohibición 
de realizar más de ocho horas de trabajo, cambio normativo que contribuye a flexibilizar 
la jornada de trabajo permitiendo la distribución irregular de la misma lo que, a su vez, 
favorece una mayor competitividad de los mencionados centros, así como, sin incurrir en 
explotación, la integración de los minusválidos en el mercado ordinario de trabajo. Se 
potencia el papel de los convenios colectivos en el ámbito del trabajo protegido con 
relación a la fijación de la distribución flexible del tiempo de trabajo.  
                                                          
1036 Tras la DA 39ª de la Ley 66/1997, tras las recomendaciones del Informe del CES 5/1995 aunque éste 
recomendaba un 51%. 
1037 Véase Lahera Forteza J., “Admisión del contrato de fomento del empleo para discapacitados en centros 
especiales de empleo (Comentario a STS 4º de 15 de junio de 2005, Relaciones Laborales, nº 5/2006, pág. 
36 y STS de 11 de octubre de 2006 (RJ 2006/7). Según este autor si el ordenamiento laboral contempla esta 
modalidad contractual lo más lógico es que el mismo se proyecte en centros especiales de empleo que 
persiguen la integración laboral de discapacitados. 
1038 Art. 3 del RD 2274/1985 sobre centros ocupacionales. Sobre la calificación como relación no laboral: 




Queda prohibida la realización de horas extraordinarias a estos trabajadores con la 
excepción de que pueden realizarse tales horas para prevenir o reparar siniestros o daños 
extraordinarios, que no son las llamadas horas extraordinarias por fuerza mayor o de 
perentoria necesidad para así diferenciarlas de las estructurales y habituales, que son 
aquellas sobre las que se proyecta la mencionada prohibición. Ofrecer esta posibilidad a 
dichos trabajadores es una prueba de conveniencia de equiparar en todo lo posible el 
trabajo protegido al común, en la línea de lo que establece el apartado segundo del art. 8 
RD1039, pero también es cierto que la realización de las mismas debe tener en cuenta las 
características especiales personales y profesionales de dichos trabajadores, con ello debe 
entenderse que si la regla general exige que el trabajo que se desempeñe sea el “adecuado” 
(en palabras del art. 6 RD), también debe ponderarse, en el mismo sentido, la posibilidad 
de realizar horas extraordinarias en supuestos de siniestros u otros daños 
extraordinarios1040. En todo caso, si el trabajador realiza horas extraordinarias prohibidas, 
el empresario quedará obligado a retribuirlas y cotizarlas, pudiendo también ser 
sancionado1041. 
 
9. Estibadores portuarios 
 
Tras diversas vicisitudes en su régimen jurídico1042 mediante el RD Ley 2/1986, de 
23 mayo, fue creada la relación laboral especial de los estibadores portuarios, que 
posteriormente fue incorporada al artículo 2.1.h) ET1043. Desarrollado por el RD 
371/1987, de 13 de marzo, el RD Ley 2/1986, fue modificado sucesivamente por por la 
Ley 27/1992, de 24 de noviembre, de Puertos del Estado y de la Marina Mercante y por 
la Ley 48/2003, de 26 de noviembre, sobre el Servicio Público de Estiba y Desestiba de 
                                                          
1039 Dispone que “la organización y los métodos de trabajo que se apliquen en los centros especiales tratarán 
de asemejarse lo más posible a los de la empresa ordinaria, si las condiciones personales y profesionales 
del trabajador lo permiten, con el fin de favorecer su futura ocupación en un empleo ordinario”. 
1040 Pérez Amorós, F., “La relación laboral especial de los discapacitados”, La aplicación del Derecho del 
Trabajo en los centros especiales de empleo, Tirant lo Blanch, Valencia, 2009, pág. 132. 
1041 STSJ de Andalucía/Málaga, de 30 de mayo 2001 (JUR 2001,236120). Pueden realizarlas cuando tengan 
por fin “prevenir o reparar siniestros y otros daños extraordinarios”. Véase Esteban Legarreta, R., y Pérez 
Amorós, F., La aplicación del derecho del trabajo en los centros especiales de empleo, Tirant lo Blanch, 
Valencia, 1998. 
1042 El estatuto jurídico laboral especial aplicable a los estibadores portuarios fue anunciado en el ET a partir 
de la entrada en vigor de la reforma operada por Ley 32/1984, de 2 de agosto, de modificación de 
determinados artículos de la Ley 8/1980, de 10 de marzo, del ET, en su Disposición Adicional 1ª. 
1043 “Se da así cumplimiento a los compromisos internacionales asumidos. Y es que la OIT ha intervenido 
de manera importante en este sector”, en tal sentido, Díaz Fraile, S.N., “Régimen jurídico del servicio 
público de estiba y desestiba”, Revista del Derecho de las Telecomunicaciones e Infraestructuras en Red, 




Buques, y finalmente sustituido por la Ley 33/2010, de 5 de agosto, cuya Disposición 
Final 7ª autorizó al Gobierno para dictar un texto refundido, aprobado por el RD 
Legislativo 2/2011, de 5 de septiembre. El RD Ley 4/2017, de 24 de febrero, aprobado 
para dar cumplimiento a la Sentencia del TJUE de 11 de diciembre de 20141044,  derogó 
tanto el art. 2.1.h) ET como los preceptos del RD Legislativo 2/2011 que regulaban esa 
relación especial, aunque no llegó a ser convalidado en trámite parlamentario y fue a su 
vez derogado por acuerdo del Congreso de los Diputados de 16 de marzo de 2017 (BOE 
24 de marzo).  
 
A resultas de esas vicisitudes normativas, el régimen jurídico de los estibadores 
portuarios se encuentra hoy en día en una situación incierta, pues si según el art. 2.2 
Código Civil por la simple derogación de una ley no recobra vigencia la Ley derogada, 
también hay que tener en cuenta que el decreto ley es una norma provisional, a la espera 
a su convalidación en el Congreso de los Diputados. En tanto no se aclara definitivamente 
esa situación vale la pena hacer referencia a las reglas sobre tiempo de trabajo que 
contenía el RD Legislativo 2/2011 y las normas de desarrollo (reglamentarias y 
convencionales) para los estibadores portuarios.  
 
Las disposiciones que recopilan toda la regulación jurídica que se ha de tener en 
cuenta para conocer el régimen laboral aplicable a estos trabajadores son los artículos 
149, 150 y 151 del RD legislativo 2/2011, y el desarrollo que la normativa convencional 
efectúa (IV Acuerdo para la regulación de las relaciones laborales en el sector de la estiba 
portuaria, en adelante ARLSEP, de 29 de julio de 2013 (BOE de 30 de enero de 2014) y 
normas convencionales del puerto)1045. En cuanto a lo que aquí nos atañe, que es el tiempo 
de trabajo de este colectivo, el art. 151.7º del RD 2/2011 señala que corresponde a la 
empresa estibadora el cumplimiento de la normativa legal (ET) o convencional referida. 
Al respecto, las cuestiones que atienden a la jornada no se regulan por el Acuerdo Marco, 
sino que se remiten al ámbito de los convenios colectivos, aunque sí se regula 
                                                          
1044 Sentencia del TJUE de 11 de diciembre 2014, Asunto C-576/13 (procedimiento de infracción 
2009/4052). En dicha sentencia se condena a España por considerar que el régimen legal en que se 
desenvuelve el servicio portuario de manipulación de mercancías contraviene el art. 49 del Tratado de 
Funcionamiento de la Unión Europea al imponer a las empresas que deseen desarrollar las actividades las 
siguientes obligaciones: a) participar en el capital de una Sociedad Anónima de Gestión de Estibadores 
Portuarios (SAGEP), y b) contratar con carácter prioritario a trabajadores puestos a disposición por dicha 
Sociedad Anónima, y a un mínimo de tales trabajadores sobre una base permanente, por otro. 
1045 Ballester Pastor, I., La relación laboral especial de los estibadores portuarios, Tirant lo Blanch, 




específicamente los turnos de trabajo, las jornadas especiales, y el momento del inicio y 
fin de los turnos (art. 10. 4º ARLSEP 2013).  
 
La jornada máxima de trabajo anual en el sector de la estiba para todos los 
trabajadores queda establecida en 1826 horas. Dicha jornada anual se distribuirá de 
manera irregular en las condiciones previstas en el ARLEP y conforme a lo que se 
convenga en los convenios colectivos de ámbito inferior en función de la duración de los 
turnos de trabajo y de las necesidades del servicio. En la negociación de los convenios 
colectivos de ámbito inferior se tendrá en cuenta que deberá regularse la realización de 
labores portuarias todos los días del año, en turnos que cubran las veinticuatro horas del 
día. Se exceptúa de la regla anterior un máximo de cinco días al año, que serán 
determinados como días inhábiles a efectos laborales en el sector por el convenio 
colectivo de cada puerto. El cumplimiento de la jornada anual y, el cómputo de la jornada 
mínima mensual obligatoria, de los trabajadores de relación laboral especial se 
cumplimentará mediante la obligación de disponibilidad para la realización de un número 
de turnos de trabajo equivalentes a los días laborables del mes más dos, respetando los 14 
días festivos anuales y los de descanso semanal y los de licencias o permisos y demás 
causas de suspensión del contrato de trabajo legal o convencionalmente establecidas.  
 
De tal forma, la jornada mínima mensual obligatoria no será superior a 24 turnos, sin 
perjuicio de que los trabajadores puedan realizar un número superior de turnos mensuales, 
pero siempre con el límite de la jornada máxima anual. En este sentido, el art. 10.4.1 
ARLSEP establece que la jornada se realizará en cada puerto en régimen de turnos de 
trabajo de seis y ocho horas, siendo continua la jornada de seis horas. La jornada de ocho 
horas se realizará, por el contrario, de manera partida con una interrupción mínima de una 
hora no retribuida. La distribución y tipos de jornadas y horarios serán los dispuestos en 
cada puerto por convenio, acuerdo o costumbre de ámbito sectorial. Continúa el siguiente 
apartado diciendo que “por necesidades del servicio y a requerimiento de la empresa, los 
trabajadores podrán realizar una jornada de hasta 12 horas consecutivas o dos turnos de 
seis horas, siempre que se cumpla el descanso obligatorio entre jornadas y que no se 
superen los límites de jornada mínima obligatoria indicado en el apartado 10.2.8 del 
ARLSEP”1046. Igualmente, el art. 10.4.3 del ARLSEP especifica que cuando fuera precisa 
                                                          
1046 A este respecto, un mismo trabajador no podrá realizar dos turnos en el mismo día cuando exista otro a 




la realización de jornada de 12 horas o dos jornadas en el mismo día en los términos 
previstos anteriormente, los trabajadores afectados tendrán derecho a la interrupción 
mínima de media hora o la dispuesta en convenio o acuerdo colectivo local, que se 
realizará a la mitad de la jornada y será considerada y retribuida como de trabajo efectivo.  
 
La jornada de trabajo correspondiente a la prestación de los servicios de estiba y 
desestiba de buques y actividades comerciales correspondientes al ámbito funcional del 
presente Acuerdo realizadas en las autopistas del mar y en aquellos otros tráficos que 
estratégicamente se consideren oportunos en cada puerto, se adecuará de forma que pueda 
adaptarse el horario a la llegada del buque al puerto, pudiendo convenirse en cada puerto 
el fraccionamiento de la jornada y la cuantía de la retribución en atención a la operativa 
de trabajo que desempeñe en el buque1047. La jornada o turno de trabajo se iniciará desde 
el momento en que el trabajador se encuentre en su puesto de trabajo y finalizará en el 
mismo, para lo cual la empresa deberá poner los medios de transporte necesarios. Se 
considerará cumplida la jornada o turno de trabajo en cualquiera de los siguientes 
supuestos: a) una vez transcurrido el tiempo el tiempo estipulado en función del tipo de 
turno; b) cuando el trabajador, una vez nombrado, finalice la operación para la que fue 
contratado, según el turno, y no sea empleado en otras tareas; c) cuando, una vez iniciada, 
finalice la operación u ocupación alternativa por causa ajena a la voluntad del trabajador 
y no sea empleado en otras tareas; d) cuando en el transcurso de la jornada para la que 
fue nombrado no se iniciase el trabajo por cuenta ajena a la voluntad del trabajador (art. 
10.4 ARLEP)1048. 
 
Es pues, en los convenios colectivos del puerto donde se establecen, por lo tanto, 
exactamente el tenor literal de las condiciones de trabajo que debe reconocerse al 
estibador por parte de la empresa de estiba, aunque no estén siendo contratados 
directamente por ésta cuando están en relación laboral especial, peculiarmente la 
delimitación de los días de descanso y la fijación de los horarios de los turnos para cada 
                                                          
a no ser que fiera el de descanso reglamentario, sin realizar, en este último supuesto, horas complementarias. 
En la realización de jornadas de 12 horas o reenganches tendrán preferencia los trabajadores de relación 
laboral especial. 
1047 A estos efectos, tanto la posibilidad de fraccionar la jornada como la retribución se determinarán en los 
convenios de ámbito inferior. 
1048 Matorras Díaz-Canejas, A., García de la Roja, C., “La relación laboral especial de los estibadores 
portuarios”, en AAVV (Sempere Navarro y Cardenal Carro, directores), El contrato de trabajo. Relaciones 
laborales especiales y contratos con particularidades, vol. II, Thomson-Reuters, Aranzadi, Pamplona, 




grupo profesional. Estas condiciones de trabajo deben ser las mismas que se establecen 
para los estibadores contratados en régimen de relación laboral común. Y corresponde a 
la empresa de estiba hacerlas efectivas, de forma que contra cualquier incumplimiento los 
trabajadores deben reclamar contra este ente, la empresa estibadora, no contra la SAGEP. 
Por ello se reconoce expresamente el art. 151.7º del RD Legislativo 2/2011 que será “la 
empresa estibadora la responsable por los incumplimientos o infracciones de la normativa 
de aplicación, derivada de sus acciones u omisiones, pudiendo en tales casos formularse 
contra ella las acciones administrativas o jurisdiccionales correspondientes, en los 
mismos términos previstos en la normativa laboral respecto de los empresarios”.  
 
10. Abogados que prestan servicios en despachos de abogados 
 
De un modo peculiar, vía disposición adicional primera, apartado 1, de la Ley 
22/2005, de 18 de noviembre, por la que se incorporan al ordenamiento jurídico español 
diversas directivas comunitarias en materia de fiscalidad de productos energéticos y del 
régimen fiscal común aplicable a las sociedades matrices y filiales de Estados miembros 
diferentes y regula el régimen fiscal de las aportaciones transfronterizas a fondos de 
pensiones en el ámbito de la Unión Europea, se ha venido a reconocer el carácter especial 
de la relación laboral de los abogados que prestan servicios retribuidos por cuenta ajena 
y dentro del ámbito de organización y dirección del titular de un despacho, individual o 
colectivo, y se habilitó al Gobierno para que regulara dicha relación laboral1049. 
 
La actividad prestada por los profesionales liberales en el ejercicio de su profesión 
suele contratarse a través del arrendamiento de servicios con el cliente. Sin embargo, lo 
que nos interesa aquí es verificar la forma de organización del trabajo que puede revestir 
la profesión cuando esta adopta la forma de despachos, estudios o equipos colectivos de 
profesionales. La forma de prestar servicios se mueve a veces en una zona incierta, 
especialmente cuando se generan vínculos de continuidad y repetición no sólo frente a un 
cliente, sino dentro del colectivo de profesionales del que se forma parte. Estas formas 
pueden ir desde la absoluta independencia en cuanto a la forma de organizar el trabajo 
del profesional y el resultado de sus frutos (minutas cobradas a los clientes), a la puesta 
                                                          
1049 García Ninet, J.I., “Acerca del Real Decreto 1331/2006, de 17 de noviembre, por el que se regula la 
relación laboral de carácter especial de los abogados que prestan servicios en despachos de abogados, 





en común de los servicios, rendimientos y gastos, que responden a un esquema societario, 
aunque formalmente no haya constituido una sociedad como tal, hasta, finalmente, incluir 
relaciones laborales entre el despacho y el abogado a su servicio1050. 
 
Se trata de profesiones liberales en los que se ha producido ya un cierto grado de 
asalarización, con un mayor o menor mantenimiento del carácter típico “liberal” de la 
forma profesional de los servicios. A esta tradición liberal se añade el hecho de que, 
incluso estando en presencia de una relación laboral, los profesionales no presentan en el 
desenvolvimiento de su prestación la misma dependencia que la de un trabajador común, 
pues tienen una cierta autonomía de carácter técnico o funcional derivada de las reglas de 
la profesión y de sus conocimientos y cualificación profesional, aunque es una nota que 
no por ello impide la presencia de la dependencia1051.  
 
Mientras que en el caso de abogados o de servicios de asesoría jurídica prestados para 
empresas se ha ido reconociendo la existencia de una relación laboral cuando se dan las 
notas de laboralidad1052, enormes dificultades han encontrado la misma prestación de 
servicios de abogados dentro del bufet constituido como empresa, en las que se 
encuentran pronunciamientos jurisprudenciales muy diversos en función de la forma en 
que se organizan los servicios del pasante o abogado con el bufet. Numerosas sentencias 
no admiten la existencia de contrato de trabajo1053 y hay cierta resistencia a admitir formas 
laborales en el ejercicio “libre” de la profesión, pese a que se contemplaban en el RD 
                                                          
1050 López Gandía, J., “Contrato de trabajo y figuras afines”, Valencia, 1999, Tirant lo Blanch, pág. 79. 
1051 Durán López, F., “Ejercicio de la abogacía y relación laboral”, Relaciones Laborales, 2002, II, pág. 
1401 y ss.; García Testal, E., “El ejercicio asalariado de profesionales liberales”, Valencia, 2006, Tirant. 
1052 Ya desde los años ochenta: STS de 3 de febrero y 21 de abril de 1983 (RJ 1983,528 y 1983,1857), 11 
de julio de 1985 (RJ 1985,3737), 1 de julio de 1988 (RJ 1988,5731), 26 de febrero de 1990 (RJ 1990,1911) 
sí la estima, mientras que la STS de 11 de noviembre de 1983 (RJ 1983,5589) por sólo atender a los casos 
del Ayuntamiento cuando este lo solicitara y STS de 21 de diciembre de 1984 (RJ 1984,6473) en un contrato 
de colaboración entre empresa y abogado  por 18 años de duración con objeto de múltiple y polifacético, 
SSTS de 6 de octubre de 1986 (RJ  1986,5384), 13 de junio de 1988 (RJ 1988,5272), 21 de septiembre de 
1990 (RJ 1990,7926) admite una relación laboral interna de una Mutua con el asesor y otra de servicios 
externa para su defensa en juicio con el mismo, STS de 6 de febrero de 1989 (RJ 1989,690), hasta algunas 
más recientes como la de STS de 3 de mayo de 2005 (Rec. 2606/04). 
1053 SSTS de 9 de febrero de 1990 (AS 1990, 886), 21 de mayo de 1990 (AS 1990,4993), STSJ Cataluña, 
de 27 de febrero de 2004, (AS. 1794); STSJ Madrid de 28 de junio de 2005 (AS 2005,2449), que hace 
prevalecer el carácter societario. No obstante, la STS de 2 de diciembre de 1986 (AS 1986,7253) establece 
que el asesoramiento jurídico puede ser objeto de contrato de trabajo y la STSJ Madrid de 14 de julio de 
1997 (Rec. 44/1997) dice que hay que estar a las circunstancias de cada caso y, si se da la nota de la 
dependencia, estaremos ante una relación laboral, aunque ésta no se da simplemente porque algunos de los 
miembros del bufete organicen el trabajo, según STSJ Madrid de 1 de julio de 2003 (AS 2556/04) y 11 de 





658/2001 bajo los argumentos del compañerismo y de las relaciones personales, hoy 
difícilmente sostenibles, cuando no de la propia finalidad formativa de la relación.  
 
El RD 1331/2006 regula y tiene por objeto la relación de carácter especial de los 
abogados que prestan servicios retribuidos, por cuenta ajena y dentro del ámbito de 
organización y dirección del titular de un despacho de abogados, individual o colectivo 
(art. 1 del RD). Y el objeto de la relación laboral especial es, conforme establece el art. 3 
del RD 1331/2006 “la prestación de la actividad profesional de abogados en despachos 
de abogados”. Por lo tanto, se regula y define en sentido positivo una relación en la que 
se dan tres elementos, a saber, la condición de abogado del empleador, la condición de 
abogado del trabajador y la prestación de servicios como abogado en régimen de ajenidad 
y dependencia1054. 
 
La relación laboral especial contempla a su vez un contrato de prácticas con 
especialidades al que podría en su caso reconducirse la figura del pasante. En efecto, el 
art. 9.2 RD establece como cómputo específico del plazo para realizar el contrato, que no 
es desde la finalización de los estudios, sino desde que se obtiene el título para la práctica 
de la abogacía, cuando se aplique la Ley 34/2006 de 30 de octubre de acceso a la profesión 
de abogado y procurador. Algún interprete entiende que en tal caso se deberá entender 
celebrada una relación laboral no de prácticas, sino de abogado sin más, esto es, la 
especial del RD 1331/20061055. En cualquier caso, la opción entre relación laboral 
especial y contrato en prácticas parece depender de la pura decisión del despacho, aunque 
se haya prestado por el abogado servicios previos, pues del cómputo de duración máxima 
de prácticas de dos años, se deducen las relaciones laborales previstas como abogado, en 
el mismo o distinto despacho. 
 
La exposición de motivos del RD 1331/2006, señala la necesidad de regular de forma 
especial el tiempo de trabajo de los abogados por entender que la actividad profesional 
de los abogados requiere, por parte de éstos, disponer de un mayor margen de flexibilidad 
                                                          
1054 Buendía Jiménez, J.A., García Rodríguez, B, Olarte Encabo, S., “La relación laboral de los abogados 
de abogados (individuales, colectivos, y multiprofesionales”, en AA.VV., El contrato de trabajo: 
relaciones laborales especiales y contratos con particularidades, Azanzadi, Navarra, 2011, pág. 537. 
1055 Alfonso Mellado, C., “La relación laboral especial de abogados: derechos y deberes, contratación y 
contrato en prácticas, tiempo de trabajo” en AAVV, “La relación laboral especial de los abogados”, 




en la utilización y distribución del mismo. Y supuestamente, ello justifica las 
peculiaridades contenidas en los arts. 14 y 15 del señalado real decreto. Pero esta 
flexibilidad es necesaria delimitarla ya que al desarrollarse la abogacía en régimen laboral 
es forzoso establecer una delimitación de los tiempos de trabajo y de descanso. Las 
especialidades de la norma reglamentaria en materia de tiempo de trabajo son escasas, y 
son usuales las remisiones a la negociación colectiva y a la autonomía individual para 
regular la materia1056. 
 
Los abogados en despachos deben respetar los límites de la duración de la jornada 
previstos en el ET. El art. 14.1 del RD 1331/2006 introduce una variable en el sistema 
general de fuentes del Derecho de su artículo segundo, al efectuar una mención específica 
al ET en lo relativo al régimen de la duración de la jornada de trabajo. Esta disposición 
(que no constituye una alteración de la jerarquía general de fuentes normativas de esta 
relación) contiene una limitación es su duración que no puede ser rebasada por la 
autonomía colectiva de la voluntad. La fijación de la jornada de los abogados corresponde 
a la negociación colectiva y, en su defecto, a la voluntad de las partes manifestada en el 
contrato de trabajo, si bien no podrá superar los límites de duración establecidos en el ET, 
en cómputo anual. Se admitirá así sin problemas que la jornada semanal de cuarenta horas 
se computará en términos anuales, de modo que la superación de dicha jornada por un 
abogado durante varias semanas consecutivas no supondrá vulneración de los límites de 
la jornada si se acumularan anualmente tales horas saldándose al final del ejercicio en 
forma de descanso o compensándose como horas extraordinarias.  
 
No obstante, al respecto estricto al límite de nueve horas diarias podría impedir que 
se asegurara adecuadamente el servicio a los clientes y el cumplimiento de los plazos 
procesales (art. 14.2 in fine); lo que hace pensar que se trata de un límite franqueable, esto 
es, superable siempre que concurran circunstancias que lo justifiquen. El problema de 
esta necesaria causalidad para superar dicho límite de jornada (para computarlo 
anualmente) es la competencia para adoptar la decisión. De la Exposición de Motivos 
cabe deducir que el propio profesional de la abogacía será competente para utilizar 
adecuadamente el grado de autonomía organizativa, libertad e independencia para ajustar 
                                                          
1056 García Piñeiro, N.P., “La relación laboral de carácter especial de los abogados que prestan servicios en 





su dedicación a las necesidades referidas a la atención a los clientes y a los plazos 
procesales. Esta libertad del abogado se encuentra, no obstante, condicionada que el 
empresario le dirigiera una orden al respecto de obligado cumplimiento en virtud de su 
potestad de dirección y control1057. 
 
En esta relación igual se diferencia entre los tiempos de trabajo efectivo y los tiempos 
de espera, al igual que sucede para el personal al servicio del hogar familiar y los artistas 
en espectáculos públicos. El cómputo del tiempo de trabajo efectivo no resulta fácil en 
esta relación especial por las características de la profesión de abogado que conlleva la 
realización de numerosas y diferentes actividades en las que el profesional a pesar de no 
disfrutar de su tiempo libre, no se encuentra en el ejercicio de sus funciones. No siendo 
esta particularidad propia de la relación especial de los abogados (sobre todo en lo relativo 
a los tiempos de desplazamiento) en estos casos presenta especialidades propias, como 
son los dilatados tiempos de espera en las oficinas judiciales o el volumen de tiempo que 
debe dedicarse a la formación continua.  
 
El legislador ha optado por establecer, en esta materia, una fórmula mixta, ofreciendo 
en primer lugar, una definición reglamentaria como pauta interpretativa, para después 
abrir la puerta a la negociación colectiva. Así se precisa, en sentido positivo que, dentro 
de la jornada máxima de trabajo de los abogados, se ha de incluir la totalidad del tiempo 
que permanezca en el despacho realizando las actividades propias de su profesión, además 
el que dedique fuera del despacho para la asistencia y defensa de los clientes. La 
realización de estas actividades tiene como límite máximo las cuarenta horas semanales 
en cómputo anual. En este caso, se formula la presunción a favor de considerar que el 
tiempo que el abogado permanece en su despacho, lo ocupa en actividades propias de su 
profesión, presunción que admite prueba en contrario. Quizá el elemento más conflictivo 
a este respecto es la consideración o no de los tiempos de formación como tiempo de 
trabajo efectivo. De un lado, puede pensarse que así sería porque las actividades de 
formación redundan en beneficio del despacho; de otra parte, si se piensa que la formación 
es un beneficio que el despacho ofrece al abogado y que favorece su carrera no reportando 
                                                          
1057 García Piñeiro, N.P., “La relación laboral especial de los abogados al servicio de despachos 
profesionales: fundamento, iter normativo, fuentes reguladoras y ámbito de aplicación”, REDT, nº 136, 
2007, pág. 919 y más reciente: García Piñeiro, N.P., “La relación laboral especial de los abogados que 
prestan servicios en despachos de abogados”, en Revista del Ministerio de Empleo y de la Seguridad Social, 




ingresos directos a los empleadores, cabría considerar que no constituye tiempo de trabajo 
efectivo. En todo caso, compete al convenio colectivo resolver tal cuestión1058. 
 
En un sentido negativo el legislador quiso prever que no computaba a efectos de la 
duración máxima de la jornada de trabajo, sin perjuicio de su compensación económica, 
el tiempo que los abogados utilizan en los desplazamientos o esperas, salvo que durante 
los mismos se realizasen actividades propias de la profesión (párrafo tercero del art. 14.1 
RD). Pero la STS de 16 de diciembre de 20081059 ha declarado la nulidad de este párrafo 
tercero por entender que la previsión de la norma no sólo no parece conforme con los 
términos de la Directiva Comunitaria 2003/88/CE, sino que introduce una confusión y 
hasta una alteración de lo dispuesto en el anterior párrafo segundo1060, que en parte lo deja 
sin efecto o cuando menos hace difícil el determinar la compatibilidad entre uno y otro 
párrafo, segundo y tercero. Y no obsta en nada a lo anterior el que la determinación de 
estos tiempos de espera de desplazamiento se difiera, como dice el RD, al convenio 
colectivo, pues al margen de que en ningún caso el tiempo de trabajo, de acuerdo con lo 
dispuesto en el art. 40 CE, se pueda dejar de computar a efectos de determinar la jornada 
máxima de trabajo, no hay que olvidar que las normas en materia de jornada de trabajo 
han de clarificar y dar las pautas exigidas y no introducir confusiones o dudas y esperar 
que las mismas sean resueltas por los convenios colectivos y siendo así que se advierte 
dificultad en compatibilizar lo dispuesto en el párrafo segundo con el párrafo tercero y 
que surgen dudas entre lo que se quiere expresar en el citado párrafo tercero en relación 
con lo dispuesto en el párrafo segundo y estando este párrafo segundo en plena 
conformidad con las exigencias de la Directiva Comunitaria 2003/88/CE, considera 
procedente declarar la nulidad del párrafo tercero1061. Tras la declaración de nulidad del 
párrafo tercero del art. 14.1, no se admite excluir de la duración de la jornada el tiempo 
dedicado a desplazamientos y esperas en el marco del cumplimiento diario de la 
prestación laboral puesto que, este tiempo, es tiempo que el abogado dedica del despacho 
a asistir a sus clientes e igualmente se desautoriza la llamada expresa que formula a los 
                                                          
1058 Antrás, B., “La regulación del tiempo de trabajo”, La relación laboral especial de los abogados en 
despachos individuales y colectivos (Coord. Del Rey Guanter, S.), La Ley, Madrid, 2007, págs. 208-212. 
1059 STS (Contencioso-Administrativo) de 16 de diciembre de 2008 (RJ 2008, 5991). 
1060 “Se considerará tiempo de trabajo el tiempo que los abogados permanezcan en el despacho realizando 
actividades de su profesión y el que dedique fuera del despacho para la asistencia y defensa de los clientes”. 




convenios colectivos para que determinen cada concreta modalidad de desplazamiento o 
espera de los abogados. 
 
Esta sentencia del TS (Sala 3ª) coincide con la jurisprudencia comunitaria que 
considera excluyentes el tiempo de trabajo del periodo de descanso, a la luz de lo que 
disponía la Directiva 93/104/UE sobre salud y seguridad de los trabajadores entendiendo 
la jornada de trabajo como factor de la salud laboral (en un sentido distinto a como lo 
concibe el TS (Sala 4ª) en sentencia de 18 de septiembre de 2001 que viene a considerar 
el tiempo de trabajo como verdadera condición de ejecución del trabajo, entendiendo que 
no debiera computarse a efectos de duración máxima de la jornada ordinaria el tiempo de 
mera presencia (concepción, por otra parte, tradicional en nuestra doctrina laborista)1062. 
 
En cuanto a la distribución de la jornada, el tipo de trabajo que realiza el abogado en 
un despacho conlleva de por sí unas amplias posibilidades de irregularidad en la jornada 
por lo que el apartado segundo del art. 14 RD dispone que la jornada de trabajo de estos 
profesionales se puede distribuir de forma irregular a lo largo del año por acuerdo 
colectivo o individual. El Reglamento ofrece a la autonomía individual establecer la 
distribución de la jornada que más se adecúe a las necesidades de las partes, adaptándose 
a la dinámica empresarial (que no siempre permite conocer a priori las necesidades de 
cada momento), que, de nuevo, se justifica por el grado de autonomía y libertad 
organizativa que caracteriza la actividad del abogado. Así, se posibilita la adaptación al 
ritmo o intensidad del trabajo a las necesidades del servicio del despacho pudiendo 
adoptar las más variadas formas.  
 
11. Residentes sanitarios 
 
La relación de formación mediante residencia de especialistas en Ciencias de la Salud 
regulada históricamente desde los años setenta por normas no específicamente laborales 
fue considerada como laboral, no estatutaria, por la jurisprudencia1063. No como relación 
laboral especial, sino como relación laboral con especialidades, por tratarse de un contrato 
formativo mediante el que a la vez que se trabaja en régimen de residencia se van 
                                                          
1062 Monreal Bringsvaerd, E., “El cómputo del tiempo de trabajo: a propósito de la STS 3ª de 16 de 
diciembre de 2008 sobre la duración de la jornada de los abogados”, Diario La Ley, nº 7149, 2009. 




adquiriendo capacidades, experiencia y responsabilidades, en una prestación ligada a 
programas formativos con vistas a la adquisición del título de especialista. Se trata de un 
contrato formativo especial que no encaja en los contratos ya de por sí especiales 
contemplados en el art. 11 del ET, ni en el contrato de formación ni en el contrato de 
prácticas1064. Las características de los sujetos la diferencian del contrato de formación, 
la duración del contrato de prácticas, mucho mayor que la contemplada en el ET para esta 
modalidad (frente a los dos años en el contrato de prácticas, de tres a cinco años en el de 
formación de especialistas en ciencias de la salud). El contenido formativo vinculado a la 
obtención de un título no se prevé en el contrato de prácticas, la figura del tutor, las 
renovaciones anuales ligadas a la evaluación y su específica regulación y en general en 
otros muchos aspectos derivados del empleador, al ser una entidad o establecimiento 
asistencial y educativo autorizado, público o privado, lo hace diferente de los contratos 
formativos comunes del ET. 
 
Esta nota especial no llevaba hasta tal punto que no resultaran de aplicación normas 
sobre ordenación del tiempo de trabajo y duración máxima de la jornada, sumando horas 
de atención continuada, aunque la normativa aplicable no era prevista en el art. 34 y ss. 
del ET, ni en el RD 1561/1995, de 21 de septiembre de jornadas especiales, que no 
contemplaba este supuesto (sino las normas comunitarias (Directiva 93/104, de 23 de 
noviembre y 2000/34)1065 y las normas sobre ordenación del tiempo de trabajo aplicables 
a todo el personal del Sistema Nacional de Salud, en centros públicos o privados, fuera 
cual fuera su vínculo con el mismo y por lo tanto también al personal en formación 
mediante residencia (disposición adicional 2ª Estatuto Marco del Personal Estatutario, 
Ley 55/2003). La disposición transitoria 1ª del propio Estatuto, además, prevé la 
aplicación paulatina de la jornada de trabajo al personal en formación mediante residencia 
tanto en centros públicos como privados. 
 
                                                          
1064 STS 15 de febrero de 1999 (RJ 2380/1998) analizando los RRDD 127/1984 de 11 de enero y de 9 de 
junio (RJ 931/1999). 
1065 Tras el caso SIMAP STSJCE 3 de octubre 2000 y JAEGER de 9 de septiembre de 2003 que entendieron 
que el tiempo de atención continuada de presencia y el de localización cuando se prestan servicios computa 
como tiempo de trabajo. De ahí la modificación de los plazos de aplicación de la Directiva 93/104/CE a los 
MIR por la Directiva 2000/34 (desde el 1 de agosto de 2004 cinco años, prorrogables en el caso de los MIR 
dos años más). Véase también la Directiva 2003/88/CE aplicable también a los médicos en formación 




Sin embargo, no ha sido esta la única especialidad de la relación de formación de 
especialistas mediante residencia, sino que la jurisprudencia ha tenido que resolver 
numerosos conflictos ligados a las normas aplicables y en especial a la negociación 
colectiva. Y se ha basado en la especialidad, en aquel momento ni siquiera configurada 
formalmente como tal, para negar la aplicación de los convenios colectivos del personal 
laboral de la Administración o Comunidad Autónoma correspondiente, por tratarse de un 
contrato formativo con un régimen singular y específico con reglas propias retributivas, 
y porque en el convenio colectivo no se contemplaba ninguna cláusula que hiciera 
referencia a la inclusión de este personal1066. Tampoco consideraba aplicable la 
retribución del art. 11 ET para los contratos en prácticas1067. 
 
A la vista de esta problemática el legislador ha considerado conveniente regular ya 
formalmente esta relación laboral como especial y así lo ha contemplado la Ley 44/2003 
(arts. 20.3.f) y disposición adicional 1ª). Se remite a un reglamento, a negociar en el marco 
del Foro para el diálogo social contemplado en el art. 11 del Estatuto Marco, y que ha 
sido aprobado por RD 1146/2006, de 6 de octubre. Los aspectos formativos se han 
regulado por el RD 183/2008, de 8 de febrero. Las razones que justifican esta relación 
laboral especial no son sólo las especialidades de la jornada y régimen de descansos que 
recuerda el citado art. 11 del Estatuto Marco, sino su carácter formativo y la necesidad de 
regular de una manera uniforme estos aspectos con carácter general para todo el territorio 
español. 
 
En cuanto al tema que aquí respecta, las especialidades en materia de ordenación de 
los tiempos de trabajo se encuentran justificadas en esta relación por la causa formativa 
de la misma, en la medida en que el contrato de estos especialistas en Ciencias de la Salud 
tiene por objeto la formación teórica en la especialidad y también la práctica profesional 
para adquirir la destreza y responsabilidad profesional mediante la integración en la 
actividad asistencial, así como la participación en actividades docentes e 
                                                          
1066 STS de 9 de diciembre de 2004 (Rec. 184/2003), de 10 de enero de 2005 (Rec. 194/2003), 22 de marzo 
de 2005 (Rec. 32/2004) frente a STSJ Madrid, de 30 de diciembre de 2003 (Rec. 25/2003) que junto a la 
STSJ Barcelona, de 21 de abril de 2005 (Rec. 1/2005) habían declarado la aplicación del convenio colectivo 
laboral correspondiente. En el mismo sentido de la sentencia del TS citada la de 10 de octubre de 2005 
(Rec. 105/04), en este caso sobre la jornada, y la de 7 de julio de 2006 (Rec. 117/2005) sobre retribuciones, 
que no aplica el convenio colectivo del personal laboral de la Generalitat Valenciana.  




investigadoras1068. La regulación de esta materia es uno de los aspectos de esta relación 
laboral donde el modelo de referencia no es recogido en el ET sino el previsto para el 
personal estatutario empleado por los Servicios de Salud1069. 
 
La normativa reguladora de la relación especial de personal en formación en Ciencias 
Sociales de la Salud1070 dispone que la regulación de los tiempos de ejecución de la 
prestación de trabajo deberá fijarse en convenio colectivo y, en su defecto, se aplicarán 
los pactos y acuerdos firmados para el personal estatutario de la especialidad que esté 
cursando el residente; es decir, que en ausencia de régimen convencional específico de 
tiempo de trabajo para estos especialistas debe regir el acuerdo de estatutarios médicos, 
en cuanto a la especialidad de que se trate. La afirmación contenida en el apartado 
segundo del art. 5 del RD 1146/2006 debe asegurar el cumplimiento de los programas 
formativos y que la ordenación del tiempo de trabajo no debe perjudicar su formación, 
debe ser entendida como una fórmula de estilo que pretende que no prevalezca el aspecto 
laboral puro sobre el formativo. 
 
El contrato de residencia deberá formalizarse por tiempo completo, puesto que el art. 
5.3 RD 1146/2006 impide la celebración del contrato del personal residente a tiempo 
parcial, siendo posiblemente el carácter formativo o el nivel de exigencia requerido, las 
circunstancias tomadas en consideración para tal obligación. En este sentido, el tenor del 
art. 20.3.a) de la Ley 44/2003, reafirma esta cuestión al recoger la dedicación plena como 
principio general del sistema de formación de especialistas y su incompatibilidad con 
cualquier otra actividad profesional, o con actividades formativas, cuando estas últimas 
no se desarrollen dentro de la jornada laboral1071. 
                                                          
1068 En consonancia con la Directiva 2003/88/CE. De ahí que el apartado 2 del art. 5 del RD 1146/2006 
establezca que “la jornada aboral asegurará el cumplimiento de los programas formativos”. 
1069 García Murcia, J., y Castro Arguelles, M.A., “El Estatuto Marco del personal estatutario de los Servicios 
de Salud: una presentación”, AS, nº 5, 2003. 
1070 La Ley 44/2003, de Ordenación de las Profesiones Sanitarias (LPOS), dedica el Capítulo III de su Título 
II a la formación especializada en Ciencias de la Salud, reconoce expresamente la condición de la relación 
laboral especial de la relación de trabajo de los licenciados y diplomados en Ciencias de la Salud que se 
forman como especialistas en unidades docentes públicas o privadas a través del sistema  de residencia y 
establece una serie de bases normativas vinculantes para el Gobierno cuando proceda a desarrollar el 
régimen jurídico de la relación laboral especial. 
1071 Queda vedada la posibilidad de alcanzar el título de médico especialista formándose mediante una 
contratación a jornada parcial, y son limitadas las causas susceptibles de generar una modificación o posible 
reorganización de la jornada, que pudiese motivar una reducción de la misma. De estas escasas excepciones 
se ocupan la Disposición Adicional Segunda y la Disposición Adicional Tercera del real decreto en esta 




La jornada ordinaria de trabajo puede fijarse a través de acuerdo colectivo1072, si bien 
en ausencia de este “(…) será la establecida, mediante normas, pactos, o acuerdos para el 
personal estatutario de la especialidad que el residente esté cursando en cada servicio de 
salud”1073, como señala la letra a) del apartado 1 del art. 5 del RD 1146/2006. El párrafo 
segundo del art. 5.1.a) del RD establece un límite máximo de 37,5 horas semanales de 
trabajo de promedio en cómputo semestral1074. En los centros privados podrá mejorarse 
este número de horas a través de negociación colectiva, mientras que en los centros 
públicos será a través de pactos o acuerdos. El RD opta por una semana más reducida que 
la de la normativa común, así como la utilización de un periodo de referencia más breve. 
A tenor de esta regulación, no es claro que las treinta y siete horas y media semanales 
previstas como jornada ordinaria no constituyen un tope insuperable, sino que pueden 
existir jornadas semanales de duración superior. El tope insuperable viene dado por la 
suma resultante del promedio de la jornada semanal en módulos que pueden ser hasta de 
seis meses. Esto significa que la suma de horas ordinarias trabajadas por el residente al 
cabo de seis meses, o módulo inferior previsto, no puede exceder de la cifra equivalente 
a treinta y siete horas y media de trabajo todas las semanas comprendidas en dicho arco 
temporal1075. Este máximo de jornada semanal, así como la jornada diaria, podrá ser 
variable e irregular, según dispone el propio tenor literal del art. 47 de la Ley 55/2003, 
segundo apartado.  De ahí la importancia del método de cómputo semestral anteriormente 
aludido, que puede incluso prolongarse hasta los doce meses en virtud del art. 19 en 
relación con los arts. 16 y 17.3 de la Directiva 2003/88/CE1076. 
  
                                                          
permisos. Lalaguna Holzwarth, E., La relación laboral especial de residencia para la formación de 
especialistas en Ciencias de la Salud, Tirant lo Blanch, Valencia, 2014, pág. 165. 
1072 No mediante pacto individual, García Murcia señala al respecto que “el buen seguimiento de la 
actividad formativa requiere de una ordenación general o colectiva, que hace que no pueda fijarse una 
jornada singular a través de la autonomía individual”, véase García Murcia, J., “La relación laboral especial 
de residencia con fines de especialización sanitaria”, Derecho y Salud, nº 15, 2007, pág. 4. 
1073 En ausencia de régimen convencional propio de los especialistas en Ciencias de la Salud en formación 
en materia de tiempos de realización del trabajo, regirá el acuerdo del personal estatutario con relación a la 
especialidad de que se trate. 
1074 Salvo que “mediante acuerdo, pacto o convenio se establezca otro cómputo” según el art. 5.1.a) párrafo 
segundo del RD 1146/2006, por lo que puede sustituirse dicho módulo por seis meses, por otro, si bien no 
parece poder disponerse de ese plazo ampliándolo a la luz del art. 17.5 de la Directiva 2003/88/CE, que 
establece como plazo máximo para este colectivo el de los seis meses.  
1075 Monreal Bringsbaerd, E., “La regulación del tiempo de trabajo del residente del residente sanitarios”, 
RGDTSS, nº 21, 2009, pág.13. 
1076 Pérez Gómez, J.M., “La ordenación del tiempo de trabajo y descanso”, en AA.VV., El contrato de 




En relación con la jornada complementaria de los residentes, el art. 48 de la Ley 
55/2003, expresa la existencia de este tipo de jornada, con la finalidad de garantizar la 
atención permanente en algunos centros de prestación asistencial, y sin que el tiempo de 
desempeño de la misma sea calificado como horas extraordinarias, escando por lo tanto 
a las previsiones garantistas de la normativa laboral común a este respecto1077. Por su 
parte, el apartado c) del art. 5.1 del RD dispone que” el residente está obligado a realizar 
las horas de jornada complementaria que el programa formativo establezca para el curso 
correspondiente”. El RD 1146/2006 ha diseñado una jornada máxima total de cuarenta y 
ocho horas semanales, según establece la disposición transitoria primera, y una jornada 
máxima ordinaria de treinta y siete horas y media semanales, no es difícil concluir que el 
máximo semanal de horas complementarias resulta de restar a la jornada máxima total 
(48 horas semanales) las correspondientes a la jornada ordinaria (37,5 horas semanales). 
En condiciones normales los centros sanitarios que formen especialistas por el sistema de 
residencia pueden disponer de bolsas individuales de diez horas y media complementarias 
semanales por cada especialista en formación. La gestión de estas diez horas y media 
semanales por parte de la programación funcional del centro, por otro lado, queda acotada 
en términos muy genéricos en el art. 5.1.c) del RD cuando fija el máximo de siete guardias 
al mes1078. 
  
El tema de la naturaleza jurídica de las guardias (también llamado tiempo de atención 
continuada) ha sido objeto de debate en los últimos tiempos al hilo de la negativa del 
Parlamento Europeo de modificar la Directiva 2003/88/CE relativa a determinados 
aspectos de la ordenación de los tiempos de trabajo. Dicha negativa está en la línea de lo 
que disponen varias sentencias del TJUE que han asimilado la prestación real de trabajo 
a situaciones en las que, aun no ejecutando funciones efectivas, el trabajador no puede 
disponer libremente de su tiempo; como sería el caso del tiempo invertido por los médicos 
en guardias en el centro de trabajo aunque no exista prestación efectiva de servicios, 
                                                          
1077 La jornada complementaria no se considerará horas extraordinarias, de acuerdo al art. 48.3 de la Ley 
55/2003, en el sentido laboral del término, y en consecuencia no resulta de aplicación el régimen de 
limitaciones contenidas en el art. 35 ET, sin perjuicio de que su retribución específica quede determinada 
de un modo independiente en las normas, pactos o acuerdos que resulten en cada caso de aplicación, y por 
lo tanto con una posible mejora respecto al régimen laboral común. 
1078 Tanto la jornada máxima ordinaria del residente como la complementaria pueden promediarse 
semestralmente. Esto significa que ni las treinta y siete horas y media semanales previstas como jornada 
ordinaria de estos trabajadores ni las diez horas y media semanales de jornada complementaria constituyen 
límites infranqueables para la programación funcional del centro. Es posible, por tanto, exigir al sanitario 
residente jornadas ordinarias o complementarias semanales superiores a condición de que las horas de 




asunto SIMAP, de 3 de octubre de 20041079 o aunque pernocten en el centro sanitario 
durante la guardia, asunto JAEGER, de 9 de septiembre de 20031080. En todo caso, la 
conclusión que se deduce de esta nueva doctrina es que debe considerarse tiempo de 
trabajo el tiempo en el que el trabajador está en el trabajo, se encuentra, además a 
disposición del empresario y, junto a lo anterior, se encuentra en el ejercicio de sus 
funciones si bien este último factor ha sido asimilado (jurisprudencialmente) a la situación 
en la que no puede disponer libremente de su tiempo. Debe destacarse que tal corriente 
jurisprudencial coincide, por lo demás, con la que se ha expuesto en la Sala 3ª del TD en 
relación con los abogados. La postura opuesta es sostenida por el Consejo en su propuesta 
de modificación de la Directiva que plantea diferenciar dentro del tiempo de guardia, 
entre un periodo inactivo y otro activo; no considerándose el primero, en principio, tiempo 
de trabajo y sin embargo el segundo, esto es, aquel en el que se ejerce efectivamente la 
actividad la actividad, se considera tiempo de trabajo a todos los efectos. Esta última 
parece ser la posición más acorde con la tradicional consideración del tiempo de trabajo 
como condición de ejecución del trabajo. 
 
Se ha alegado que resulta discutible que un régimen de ordenación del tiempo de 
trabajo con jornadas tan amplias que incluyan la común y continuada (hasta 48 horas 
semanales en cómputo semestral) y con descansos reducidos sea adecuado no sólo para 
la tutela de la salud del trabajador y de la calidad asistencial del servicio, sino de la propia 
finalidad formativa del contrato. Además, a las citadas horas han de añadirse las de la 
formación que no computan como tiempo de trabajo, y sin que para ellas se establezca, 
como sí lo hace el art. 11 ET para los contratos para la formación, una relación entre 
ambas, un porcentaje de las horas de formación en relación con las de trabajo1081. 
 
  
                                                          
1079 TJCE 2000, 234. 
1080 TJCE 2003, 250. 
1081 Serrano Argüello, N., “Dos desafíos para la sanidad pública: el mantenimiento de los recursos humanos 




CAPÍTULO X: RELACIONES LABORALES CON PARTICULARIDADES 
 
Existen una serie de trabajos que no forman parte de los supuestos comprendidos en 
la regulación reglamentaria de las jornadas especiales (RD 1561/1995), y que tampoco 
tienen la consideración legal de relaciones laborales de carácter especial (art. 2.1 ET). Sin 
embargo, son trabajos que ofrecen particularidades tanto en su manera de desarrollarse 
como en su régimen jurídico, y ello puede afectar a la organización y delimitación del 
tiempo de trabajo. Estos trabajadores en cuestión se encuentran sometidos al régimen 
laboral común, pero en determinados aspectos (entre ellos, el tiempo de trabajo) les 
pueden ser aplicables otras normas. No hay, lógicamente, una lista oficial de relaciones 
laborales con particularidades, por lo que su elenco depende de la labor doctrinal o 
científica. En cualquier caso, es muy probable que no haya discusión sobre el carácter 
particular de los siguientes trabajos: el del personal laboral que trabaja en 
Administraciones Públicas, el del personal laboral en el sistema sanitario, el de 
investigadores y profesores de universidad, el de profesores de religión en centros 
públicos, el de controladores aéreos y el que se realiza a distancia (teletrabajo). Nos 
detendremos principalmente en el régimen del tiempo de trabajo en cada uno de estos 
supuestos.  
 
1. Personal laboral al servicio de las Administraciones Públicas 
La particularidad del personal laboral de las Administraciones públicas reside sobre 
todo en la conjunción de varios segmentos normativos: la legislación laboral y, en su caso, 
la legislación de empleo público. La legislación laboral es competencia exclusiva del 
Estado (art. 149.1. 7º CE), por lo que formalmente no es posible la intervención normativa 
de las Comunidades Autónomas. Sin embargo, en materia de función pública el Estado 
tiene competencias de legislación básica, por lo que las Comunidades Autónomas pueden 
aprobar normas de desarrollo (art. 149.1.18º CE). A la vista de esta distribución de 
competencias, las normas estatales sobre empleo público pueden ser desarrolladas por las 




Hoy en día la principal regulación sobre empleo público se encuentra en el Estatuto 
Básico del Empleado Público (EBEP)1082, que moderniza la regulación contemplada en 
la Ley de Funcionarios Civiles de 1964 y extiende sus reglas, con las precisiones 
pertinentes, tanto a funcionarios como al personal laboral, algo que en la normativa 
precedente estaba previsto pero carente de reglas apropiadas1083. El EBEP aporta 
importantísimas novedades en cuanto al personal laboral al servicio de las 
Administraciones Públicas, hasta el punto de que a veces se ha considerado que configura 
una relación laboral “peculiar”1084 para esta modalidad de empleados públicos, que 
además de la regulación proporcionada por la legislación laboral y los correspondientes 
convenios colectivos, quedarán sujetos a muchas de las reglas contenidas en esa 
normativa de empleo público (art. 1.2 EBEP en relación con su art. 7). En definitiva, el 
EBEP ha consolidado un nuevo concepto, el de “empleado público”, para referirse de 
forma global a todo el personal que presta sus servicios en una Administración Pública, 
con independencia de la naturaleza del vínculo que les une con la Administración1085.  
                                                          
1082 Inicialmente Ley 7/2007, posteriormente RD Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba 
el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público. Este texto refundido del EBEP ha 
tenido por objeto integrar en un texto único todas las modificaciones introducidas en la Ley 7/2007, de 12 
de abril, a través de diversas leyes que bien han dado una nueva redacción a determinados preceptos, bien, 
han introducido nuevas disposiciones. A partir de su entrada en vigor quedan derogadas todas las 
disposiciones de igual o inferior rango que se opongan a lo dispuesto en este real decreto y al texto refundido 
que por él se aprueba, incluida la Ley 7/2007. Este nuevo texto recoge las modificaciones y mejoras para 
los empleados públicos que se han ido aprobando desde la entrada en vigor de la Ley 7/2007, la mayoría 
modificaciones y mejoras que ya estaban recogidas en el Estatuto Básico del Empleado Público, por lo que 
esta publicación aporta pocas novedades.  
1083 Marín Alonso, I., “El empleo público en el estatuto básico del empleado público”, en Relaciones 
Laborales, nº 8, 2009, págs. 417-442. 
1084 No existe unanimidad en la doctrina acerca de la naturaleza jurídica, que a partir del EBEP, tiene la 
relación laboral del personal contratado en el ámbito de las Administraciones Públicas. Para un sector se 
trata de una relación laboral común con peculiaridades derivadas de la singular naturaleza de las 
Administraciones como empleadoras laborales, mientras que para otro sector el EBEP regula materialmente 
una nueva relación laboral de carácter especial. El legislador no ha expresado la naturaleza especial de la 
relación laboral de empleo público como exige el art. 2.1. en su último inciso del ET (“cualquier otro trabajo 
que sea expresamente declarado como relación laboral de carácter especial por una Ley”). La Sentencia del 
TS de 3 de junio de 2004 reconoce que la relación laboral cuando una de las partes es una Administración 
Pública es, de hecho, una relación laboral con características especiales, aunque no esté contemplada como 
relación laboral especial en nuestra legislación positiva en cuanto que se halla mediatizada tanto por las 
exigencias constitucionales de los arts. 23 y 103, como por otras reglas administrativas imperativas, en 
relación con las exigencias de acceso, o las Leyes de Presupuestos en cuanto a posibles limitaciones a la 
negociación colectiva derivada de una política de rentas.  
1085 En este caso, el dato básico para establecer la distinción entre la relación funcionarial y laboral viene 
dado por la naturaleza bilateral que posee esta última modalidad. Mientras que el funcionario se vincula a 
la Administración en virtud del nombramiento, esto es, un típico acto administrativo de naturaleza 
unilateral; el personal laboral se vincula a ésta en virtud de un acto de naturaleza bilateral como es el 
contrato de trabajo. A partir de ahí se define al personal laboral como aquel empleado público que en virtud 
de un contrato de trabajo formalizado por escrito presta servicios retribuidos por las Administraciones 
Públicas. Si a ello se añade que el artículo 14 del EBEP sólo atribuye el derecho a la inmovilidad para el 
personal funcionarial, se puede decir que, desde un punto de vista formal, el acto de nombramiento y la 




Esa consideración conjunta del empleo público ha dado lugar a la existencia de 
notables particularidades para el personal vinculado a la Administración Pública en virtud 
de un contrato de trabajo1086. Para el art.11.1 EBEP, es personal laboral de la 
administración aquel que “en virtud de un contrato escrito, en cualquiera de las 
modalidades de contratación de personal previstas en la legislación laboral (fijos o 
temporales, a tiempo parcial o total), presta servicios retribuidos por las Administraciones 
Públicas”. Según el art. 7 EBEP, “el personal laboral al servicio de las Administraciones 
Públicas se rige, además de por la legislación laboral y por las demás normas 
convencionalmente aplicables, por los preceptos del EBEP que así lo dispongan”. 
Consecuentemente al personal laboral que trabaja en las Administraciones Públicas les 
resulta de aplicación un complejo entramado normativo: en primer lugar, el ET y otras 
normas laborales (LOLS, LPRL, etc.); en segundo lugar, las normas administrativas que 
son de aplicación parcialmente al personal laboral (a saber el EBEP y RD 364/1995, de 
10 de marzo, Reglamento General de ingreso de personal al servicio de la AGE); en tercer 
lugar, normas paccionadas de alcance general (III Convenio Colectivo único para el 
personal laboral de la AGE, publicado por Resolución de 3 de noviembre de 2009) y, por 
último, normas de carácter general que son aplicables a cualquier empleado público1087. 
                                                          
permiten distinguirlo del contrato laboral de la Administración. La sumisión a normas públicas o de 
Derecho Administrativo que antes (y también ahora, aunque con menor intensidad) permitía distinguir a 
ambas modalidades de personal ha perdido parte de relevancia como criterio distintivo, ya que el régimen 
aplicable al personal laboral también se ha visto parcialmente administrativizado y sometido a normas de 
Derecho Público, es decir, en los últimos años se ha producido un importante grado de acercamiento y 
simbiosis entre ambos regímenes. Sánchez Morón, M., “Objeto y ámbito de aplicación”, en Comentarios a 
la Ley del Estatuto Básico del empleado Público, Lex Nova, 2008. 
1086 Para su mayor comprensión visítese:  
http://www.institucionpenitenciaria.es/web/portal/administracionPenitenciaria/recursosHumanos/personal
Laboral.html En concreto, se dice que “el personal laboral que presta sus servicios para la Administración 
General del Estado son las personas incorporadas a la misma por una relación de servicios profesionales y 
retribuidos por cuenta de la Administración, regulada por el Derecho laboral y específicamente por el III 
Convenio único para dicho personal de la AGE, así como por los preceptos del EBEP que le sean aplicables. 
En la redacción dada por el art. 11 del TREBEP son los trabajadores que, en virtud de un contrato de trabajo 
por escrito, en cualquiera de las modalidades de contratación de personal previstas en la legislación laboral, 
presta servicios retribuidos por las Administraciones públicas. El personal laboral forma parte de lo que se 
considera función pública por cuanto sirven al interés general, formando parte de la estructura de la 
Administración pública. En función de la duración del contrato, éste podrá ser fijo, por tiempo indefinido 
o temporal. Para adquirir la condición de fijo, se debe superar un proceso selectivo en el que ha de tenerse 
en cuenta los principios constitucionales de igualdad, mérito y capacidad, además de quedar garantizada la 
publicidad de las convocatorias. La diferencia entre personal funcionario y laboral radica en la distinta 
naturaleza de las relaciones jurídicas que se establecen, en este sentido hay que destacar que el personal 
laboral tiene una mayor capacidad y autonomía en la negociación colectiva que el personal funcionario. 
Esto es porque la regulación de las relaciones con la Administración pública, que en este caso actúa como 
empresario, se hace mediante convenios colectivos.  
1087 Goñi Sein, J.L., “Ámbito subjetivo de aplicación del Estatuto. Conceptos y clases de empleado público. 
Adquisición y pérdida de la relación de servicios”, ponencia temática primera al XIX Congreso Nacional 




Le pueden ser aplicables, además, resoluciones o instrucciones sobre organización del 
trabajo en la correspondiente Administración pública. 
 
En lo que respecta al tiempo de trabajo del personal laboral, el art. 51 EBEP establece 
que “para el régimen de jornada de trabajo, permisos y vacaciones de personal laboral se 
estará a lo dispuesto en este capítulo y en la legislación laboral correspondiente”. Como 
pone de relieve la doctrina, en lo que se refiere al tiempo de trabajo no tiene mucho sentido 
mantener diferentes regímenes jurídicos para esos tipos de personal (funcionarial y 
laboral). De ahí que el EBEP regule de manera común para los funcionarios y el personal 
laboral la jornada de trabajo, las vacaciones y los permisos retribuidos (arts. 47 a 51 
EBEP). Aunque en principio estas normas parecen dirigidas exclusivamente a los 
funcionarios, lo cierto es que no es así, puesto que el EBEP se encarga de precisar en su 
art. 51 que “para el régimen de jornada de trabajo, permisos y vacaciones del personal 
laboral se estará a lo dispuesto en este capítulo y en la legislación laboral 
correspondiente”1088. En virtud de esta previsión parece razonable entender que se habrá 
que aplicar al personal laboral de la Administración las reglas en materia de jornada, 
vacaciones y permisos contenidas en el EBEP, y sólo secundaria o supletoriamente las 
                                                          
Westlaw.es, Empleo en el sector Público. Régimen jurídico del personal laboral al servicio de la 
Administración, DOC 2007, 1188. 
1088 La remisión que hace el art. 51 del EBEP es al Capítulo V titulado “Derecho de jornada de trabajo, 
permisos y vacaciones”. Sin embargo, esta materia genera numerosas dudas respecto de la aplicación de la 
normativa correspondiente, pues el citado capítulo V sólo se refiere a los derechos de los funcionarios 
públicos y como es sabido, la legislación laboral regula de manera diferente las mismas cuestiones para los 
trabajadores por cuenta ajena. El problema radica, además, en que el legislador no es suficientemente claro 
en la delimitación de la normativa aplicable pues no señala si la legislación laboral se aplica en defecto de 
regulación en el capítulo V del EBEP o si aquella entra directamente en todas las cuestiones que no regula 
el EBEP o en las que concede más derechos en virtud del principio de suplementariedad. El término 
“legislación laboral” incluye no sólo al ET y al resto de normativa laboral sino, también, la regulación 
convencional, por lo que las distancias entre la regulación del Capítulo V y la del ET pueden ser muy 
grandes. Las soluciones tomadas por los diferentes órganos jurisdiccionales son de diverso signo. Así, el 
TSJ del País Vasco de 17 de enero de 2009, consideró que el tenor literal del art. 51 del EBEP parece 
configurar una relación de complementariedad, decantándose por la aplicación de los derechos 
contemplados en el Capítulo V, al personal laboral, aunque sus derechos no se contemplen en las normas 
laborales. Por el contrario, el TSJ de Islas Canarias (sentencias de 23 de octubre de 2009, y de 19 de mayo 
de 2009) se posicionó en la tesis contraria. La solución ha sido dada por el TS, que en sentencia de 19 de 
mayo de 2009, recurso de casación 97/2008, interpuesto frente a la sentencia de la AN de 6 de marzo de 
2008, concluyó que las normas jurídicas relativas al permiso de paternidad (tesis extrapolable a todo el 
régimen jurídico de los derechos del Capítulo V) cuya declaración de compatibilidad, y en consecuencia de 
sucesivo disfrute se pretendía por el Sindicato recurrente respecto de los empleados públicos que ostentaran 
la condición de personal laboral, no podían aplicarse acumulativamente, al tener destinatarios distintos, la 
contenida en el art. 48 bis ET a los trabajadores aunque estén incluidos como personal laboral en el ámbito 
del EBEP, y la regulada en el art. 49.c) EBEP a los funcionarios incluidos en su ámbito, aunque puedan 
existir pequeñas diferencias favorables a uno u otro, y sin que del art. 51 EBEP y de la remisión que efectúa 
para el régimen de permisos del personal laboral “a lo establecido en este Capítulo y en la legislación 




reglas del ET. Por dos razones, primero, porque el orden de cita de las legislaciones de 
aplicación favorece al EBEP, al aparecer éste relacionado en primer lugar y; segundo, 
porque si se partiera de que la previsión es neutral, de modo que se refiere indistintamente 
a la posibilidad de aplicar el EBEP o el ET, es evidente que nos encontraríamos ante un 
particular supuesto de concurrencia de normas, que debería ser resuelto dando aplicación 
a la previsión más favorable al interés de los trabajadores, como previene el art. 3.3 
ET1089.  
En cuanto a la jornada de trabajo, además de lo previsto en el EBEP sobre tiempo de 
trabajo hay que tener en cuenta lo dispuesto en los convenios colectivos. Para el personal 
laboral de la Administración General del Estado, el III Convenio Colectivo único que en 
su art. 37 nos viene a decir lo siguiente: “la duración de la jornada general de trabajo será 
de treinta y siete horas y media semanales de trabajo efectivo de promedio en cómputo 
anual, equivalente a seiscientas cuarenta y dos horas anuales”1090. La disposición 
adicional septuagésimo primera de la Ley 2/2012 de Presupuestos Generales del Estado 
determinó, además, que “a partir de la entrada en vigor de esta ley, la jornada general de 
trabajo del personal del sector público no podrá ser inferior a treinta y siete horas y media 
semanales de trabajo efectivo de promedio en cómputo anual”1091. Continúa el art. 37 del 
III Convenio colectivo que “a todos los efectos se considerará trabajo efectivo el prestado 
dentro del horario establecido por el órgano competente y el que corresponde por los 
permisos retribuidos, así como los créditos de horas retribuidos para funciones sindicales. 
En determinados supuestos podrá establecerse la posibilidad de jornada superior a la 
ordinaria, de hasta cuarenta horas semanales en cómputo anual”. Y, por último, se indica 
que “en todo lo que no se contemple en este capítulo habrá de estarse a lo regulado, con 
carácter general para esta materia, en la Orden Ministerial de 15 de diciembre de 2005, 
por la que se dispone la publicación del Acuerdo de la Mesa General de Negociación por 
el que se establecen medidas retributivas y para la mejora de las condiciones de trabajo y 
la profesionalización de los empleados públicos, así como la resolución de la Secretaría 
General para la Administración Pública, por la que se dictan instrucciones sobre jornada 
                                                          
1089 Quesada Lumbreras, J.E. “Es aplicable el EBEP al personal laboral? Comentario al auto de la AN 
63/2010, de 28 de octubre”, en Revista Aragonesa de Administración Pública, nº 38, 2011, pág. 12/57. 
1090 La Ley de Presupuestos Generales del Estado 2/2012 quita el término “máximo” respecto a la duración. 
Por otra parte, la Resolución de 16 de septiembre de 2015 de instrucción de jornada y horarios del personal 
al servicio de la AGE y sus organismos públicos, reduce a 1642 horas anuales, antes eran 1647 al año). 





y horarios de trabajo del personal civil al servicio de la Administración General del 
Estado”. 
En cuanto a la distribución anual de la jornada y la fijación diaria y semanal y turnos 
de trabajo del personal, el III Convenio colectivo para la Administración del Estado 
dispone en su art. 38 que “estará en función de la naturaleza del puesto y de las funciones 
del centro de trabajo, y se determinará a través del calendario laboral que con carácter 
anual se apruebe previa negociación con la representación sindical por los departamentos 
y organismos afectados, de conformidad con el art. 34 del ET y la Resolución 
correspondiente de la Secretaría General para Administración Pública”. Igualmente, se 
podrán establecer jornadas y horarios especiales en los casos en que el trabajo sea 
nocturno, a turnos, o se desarrolle en condiciones singulares. De conformidad, con lo 
establecido en el art. 34.6 del ET, un ejemplar del calendario laboral deberá ser expuesto 
en un lugar visible de cada centro de trabajo, pudiendo acordarse otros instrumentos de 
publicidad si es necesario.  
 
Asimismo, en aquellos casos en que resulte compatible con la naturaleza del puesto y 
con las funciones del centro de trabajo, el trabajador podrá solicitar al órgano competente 
el reconocimiento de una jornada reducida continúe e ininterrumpida de cinco horas 
diarias, percibiendo un 75% del total de sus retribuciones. Esta modalidad de jornada 
reducida será incompatible con las reducciones de jornada previstas en el art. 37.5 ET. 
También, se reconoce el derecho a solicitar una reducción de hasta el 50%de la jornada 
laboral, de carácter retribuido, para atender el cuidado de un familiar en primer grado, por 
razón de enfermedad muy grave, por el plazo máximo de un mes. En el supuesto de que 
los familiares del sujeto causante de este derecho fueran empleados públicos de la 
Administración General del Estado, podrán disfrutar de este permiso de manera parcial, 
respetando en todo caso el plazo máximo. Los empleados públicos tendrán derecho a 
flexibilizar en un máximo de una hora el horario fijo de jornada para quienes tengan a su 
cargo personas mayores, hijos menores de 12 años o personas con discapacidad, así como 
quien tenga a su cargo directo un familiar con enfermedad grave hasta el segundo grado 
de consanguinidad o afinidad. Excepcionalmente, previa autorización del responsable de 
la Unidad, se podrá conceder, con carácter personal y temporal la modificación del 
horario fijo en un máximo de dos horas por motivos directamente relacionadas con la 




monoparentales1092. Durante el periodo comprendido entre el 16 de junio y el 15 de 
septiembre, en aquellos centros en que las circunstancias y organización del trabajo así lo 
permitan, se podrá establecer una jornada intensiva de trabajo, a razón de un mínimo de 
seis horas y treinta minutos continuadas diarias, con una parte fija entre las nueve y las 
dos horas. La reducción de jornada así producida se recuperará en cómputo anual, en la 
forma que establezca el correspondiente calendario laboral. 
 
Respecto a las horas extraordinarias, el art. 44 del III Convenio colectivo único 
dispone que serán horas extraordinarias “aquellas que excedan de 35 horas y media o, en 
su caso, las que excedan de la jornada contemplada en el art. 37.3 de este convenio”. En 
ningún caso, las horas extraordinarias podrán exceder de setenta horas anuales, salvo las 
razones justificadas previstas en el art. 35.3 ET. En caso de compensación se deberá 
realizar dentro de los cuatro meses siguientes a la realización de las horas extraordinarias, 
de conformidad a lo dispuesto en el art. 35 ET. Dentro de la política global de creación 
de empleo, se procurará la reducción de las horas extraordinarias, correspondiendo la 
iniciativa al departamento u organismos, a la vista de las necesidades de las unidades 
administrativas. 
 
Para el personal laboral de las restantes Administraciones públicas (autonómicas y 
locales) habrá que tener en cuenta lo dispuesto, en su caso, en las normas pactadas dentro 
del ámbito funcional y territorial correspondiente. Recuérdese, por otra parte, que en 
materia de tiempo de trabajo pueden incidir asimismo reglas o instrucciones de 
organización del trabajo, como es el caso, para el personal al servicio de la 
Administración General del Estado y sus organismos públicos, de la Resolución de 28 de 
diciembre de 2012, por la que se dictan instrucciones sobre jornada y horarios de trabajo, 
completada en alguno de sus aspectos por la Resolución de 16 de septiembre de 2015. Se 
trata de una Resolución aplicable al conjunto del empleo público de la Administración 





                                                          




2. Personal laboral en Centros Sanitarios 
 
Por necesidades del servicio y la índole de las actividades que han de acometerse, el 
trabajo del personal sanitario puede ofrecer muchas particularidades en lo que se refiere 
al tiempo de trabajo. En principio, el personal sanitario que presta servicios con contrato 
de trabajo se somete a la legislación laboral ordinaria. Pero dentro del Derecho del 
Trabajo podemos detectar algunas previsiones particulares. Un buen ejemplo en ese 
sentido es la Directiva de la Unión Europea sobre tiempo de trabajo, que hace algunas 
precisiones y salvedades respecto de este personal. En efecto, la Directiva 2003/88/CE, 
que resulta aplicable a la práctica totalidad de los sectores de actividad (art. 1.3), mantiene 
algunas excepciones para el sector sanitario, siempre con el objetivo principal de 
establecer disposiciones mínimas para la protección de la seguridad y salud en materia de 
ordenación del tiempo de trabajo. Pero pronto se observa que este objetivo se ve 
desbordado por su propia regulación, en particular porque se atiende a la necesidad de 
garantizar la permanencia y continuidad del servicio sanitario que presta el personal a los 
usuarios y pacientes del correspondiente sistema nacional de salud. En el espacio sanitario 
la prestación de trabajo exige la continuidad a lo largo de todas las horas del día, así como 
todos los días del año. La especial organización del trabajo en este ámbito y la necesidad 
continuada de atención asistencial hace que los ordenamientos jurídicos busquen 
mecanismos que, respetando los derechos de los empleados (protegiendo su seguridad y 
salud), hagan viable la atención médica con los recursos humanos disponibles. Garantizar 
la continuidad del servicio en la atención médico-sanitaria se interpreta que es causa más 
que suficiente para que operen algunas de las excepciones a la regulación ordinaria que 
contiene la directiva comunitaria. Por ello, para abordar la permanencia en la prestación 
asistencial sanitaria, se ha incluido en este sector de actividad por parte de las 
legislaciones nacionales la llamada “atención continuada”, que permite conjugar la 
necesidad de atención a los pacientes con los derechos laborales de los trabajadores 
sanitarios y la posibilidad de que los sistemas sanitarios (en especial los servicios 
públicos) puedan atender a esa carga de horas adicionales a la jornada ordinaria.  
 
Desde la Directiva 2003/88/CE se prevén excepciones a las reglas generales para 
determinadas tareas, de manera que se permite a las legislaciones estatales superar los 
periodos de referencia fijados en la mencionada directiva para la determinación de la 




trata de “vías de escape” que matizan las reglas generales y obligatorias sobre la jornada 
laboral otorgando a cada país un importante margen de maniobra. Entre esas excepciones 
se encuentra el art. 17.3.c), precepto que recoge las actividades caracterizadas por la 
necesidad de garantizar la continuidad del servicio. La larga lista del mencionado art. 
abarca desde el personal que trabaja en aeropuertos y puertos, agricultura, servicios de 
prensa u otros medios de comunicación hasta casos de accidente o riesgo inminente, y 
entre la ejemplificación cita expresamente la atención hospitalaria o prestada en centros 
similares, incorporando no sólo la prestación propia de asistencia médica sino también el 
tratamiento, así como la misma recepción de pacientes. Por lo tanto, siempre que esté 
justificado en razones objetivas o técnicas, o incluso, en motivos de organización del 
trabajo de las instituciones sanitarias, podrá ampliarse hasta en doce meses el periodo de 
referencia de la duración media de trabajo semanal (que con carácter ordinario es de 
cuatro)1093. Siguiendo los criterios de la actual Directiva Comunitaria 2003/88/CE, en 
ningún caso “la duración máxima de jornada ordinaria y complementaria puede alcanzar 
una media semanal de 48 horas en aplicación de las reglas y excepciones sobre la duración 
máxima del tiempo de trabajo semanal que recogen los arts. 6, 16, 17 y 19 de la Directiva 
2003/88/CE”. El TJCE, en un importante número de sentencias, ha interpretado que no 
se podrá exceder de tal duración máxima de 48 horas dentro del tiempo de trabajo 
semanal, límite que será tomado en cuenta siempre dentro de los parámetros o periodos 
de referencia que aparecen contenidos en los preceptos indicados.  
 
A partir del año 2000 se han resuelto en sede comunitaria algunos pleitos que tratan 
de la aplicación de la norma comunitaria relativa a determinados aspectos de la 
ordenación del tiempo de trabajo en el ámbito sanitario. El primer pronunciamiento se 
produce con la resolución del TJCE, de 3 de octubre de 2000, asunto C-303/98; en ella se 
resolvía una cuestión prejudicial que interpuso el Tribunal Superior de Justicia de 
Valencia en un litigio entre sindicato médico, el SIMAP y la Consejería de Sanidad y 
Consumo de la Generalitat Valenciana. Aquella sentencia del Tribunal de Luxemburgo 
supuso una explícita condena al Reino de España por falta de transposición de la 
normativa comunitaria al personal que trabaja en el ámbito sanitario público (en España 
llamado mayoritariamente personal estatutario de la Seguridad Social o de los Servicios 
                                                          
1093 Cienfuegos Mateo, M., y Armengol Ferrer, F., “Principios fundamentales del Derecho Comunitario y 
ordenación del tiempo de trabajo en las profesiones sanitarias”, en Revista Española de Derecho del 




de Salud, cuyo vínculo es, al menos desde la aprobación de la Ley 55/2003, una relación 
funcionarial especial) al que según el Tribunal europeo resultaba de aplicación la 
Directiva 93/104/CEE, así como el reconocimiento del efecto directo de determinados 
preceptos de aquella Directiva, incumplidos en nuestro ordenamiento interno1094.A esa 
primera resolución le siguieron otras de otros países de la UE1095. 
 
Por supuesto, los convenios colectivos pueden abordar los aspectos más particulares 
de la actividad sanitaria. En cualquier caso, nos interesa subrayar sobre todo las 
particularidades que puede tener el personal sanitario de régimen laboral que presta 
servicios para el Sistema Nacional de Salud (SNS), puesto que, en tal caso, de modo 
parecido a lo que sucede con el empleo público laboral, dicho personal puede verse 
afectado por las normas reguladoras de la relación especial de función pública propia del 
denominado “personal estatutario”. El resultado de todo ello es la coexistencia de diversas 
normas para la regulación del trabajo del personal laboral sanitario del SNS1096. En ese 
ámbito trabajan profesionales sometidos a diferentes regímenes jurídicos1097. El conjunto 
de todos ellos conforma un amplio colectivo de “empleados públicos”, en el que cabe 
distinguir tres grandes apartados: funcionario, personal estatutario y personal laboral. El 
origen de esta diversidad de regímenes jurídicos hunde sus raíces en la propia 
configuración del SNS. Para comprender mejor la configuración jurídica de los sanitarios 
es preciso remontarse años atrás. Pues bien, la escasa cobertura sanitaria de la población 
corría a cargo de los Ayuntamientos y Diputaciones Provinciales y era desarrollada por 
                                                          
1094 Además, la STJCE de 3 de octubre 2000, asunto C-303/88, SIMAP (TJCE 2000,234) no consideró 
personal nocturno a quienes trabajan de noche en el sistema de atención continuada, en particular bajo 
turnos de guardia, ya que no lo hacen con la habitualidad que exige la normativa (el art. 2.4.b) de la Directiva 
se refiere a quienes trabajan una parte no inferior a tres horas de su tiempo de trabajo diario realizado 
normalmente), tampoco lo consideró así la doctrina judicial española. 
1095 Aparece la STJCE de 9 de septiembre de 2003, asunto Jaeguer C-151/02, caso Dellas y otros, resuelto 
por Sentencia de 1 de diciembre de 2005, asunto C-14/04. 
1096 Para mayor conocimiento sobre el tema véase Montoya Melgar, A., “Trabajo autónomo y contrato de 
trabajo en las profesiones sanitarias”, en Revista del Ministerio de Trabajo e Inmigración, nº 83, pág. 179-
182. El profesional sanitario puede estar sujeto en la prestación de sus servicios a distintos regímenes 
jurídicos, de acuerdo con la opción que libremente hayan elegido él y la entidad con la que colabore 
mediante su prestación de servicios. Con independencia de las posibles vinculaciones de derecho público a 
entidades e instituciones de esta naturaleza (vinculaciones de carácter funcionarial o estatutario), la 
prestación jurídico-privada de los citados profesionales puede discurrir por tres cauces fundamentalmente: 
a) pueden prestar sus servicios en el marco de una profesión liberal ejercida directamente para una clientela, 
b) pueden hacerlo en régimen laboral para una entidad sanitaria/hospitalaria, una compañía de seguros 
médicos u otro tipo de empresa, y pueden hacerlo c) para una entidad sanitaria o compañía aseguradora, 
pero en régimen de autonomía, celebrando contratos civiles o mercantiles, individualmente o de modo 
asociado, en los términos previstos en la Ley 20/2007 y, como modalidad específica, constituyendo una 
sociedad civil profesional de las reguladas en la Ley 2/2007, de 15 de enero. 





médicos de atención pública domiciliaria integrantes del cuerpo de sanitarios locales 
regidos por el régimen funcionarial surgido al amparo del Decreto XLV, de 3 de febrero 
de 1823, que determinó la aparición del cuerpo de funcionarios médicos de la sanidad 
local que tanta importancia cobraría con el tiempo, no sólo porque sus funciones se 
mantuviesen en el esquema de protección de los valores colectivos, frente al sistema de 
aseguramiento individual que supondrían las comunidades de socorro y ayuda mutua, las 
mutualidades o los seguros sociales, sino también, porque alcanza un concepto de salud 
más amplio que la cura de enfermedades, abordando la prevención y la salud pública 
desde una consideración más general.  
 
Sin embargo, el verdadero despliegue de la cobertura sanitaria pública en España 
vendría de la mano del sistema de Seguridad Social (Ley 14 de diciembre de 1942 por la 
que se establece el Seguro Obligatorio de Enfermedad y la Ley de Seguridad Social 
aprobada por el Decreto de 21 de abril de 1966). Y es la normativa de Seguridad Social 
la que configura el régimen estatutario al disponer que la relación entre las Entidades 
Gestoras de la Seguridad Social y el personal a su servicio se regularía por lo establecido 
en los Estatutos de Personal aprobados por el Ministerio. De este modo fueron 
aprobándose los Estatutos correspondientes al personal médico (Decreto 3160/1966, de 
23 de diciembre), al personal no sanitario (Orden de 5 de julio de 1971) y al personal 
sanitario no facultativo (Orden de 26 de abril de 1973) de la Seguridad Social. La 
separación entre regímenes jurídicos de funcionarios y estatutarios se mantuvo tras la 
aprobación de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de medidas para la reforma de la Función 
Pública, que a pesar de incluir en su ámbito de aplicación al personal funcionario de la 
Administración de la Seguridad Social y ordenar al Gobierno la homologación del 
régimen de dicho personal con el de la Administración civil del Estado, respetó el régimen 
estatutario del personal al servicio de las instituciones sanitarias de la Seguridad Social 
(disposición transitoria 4ª) admitiendo expresamente la posibilidad de dictar normas 
específicas de este colectivo (art. 1.2). La vocación unificadora de la Ley 30/1984 y la 
similitud cada vez mayor de los regímenes funcionarial y estatutario, los tribunales de 
justicia resolvieron la polémica considerando que el vínculo entre el personal estatutario 
con las instituciones sanitarias de la Seguridad Social era funcionarial (sentencias del TS 





Es con la Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad, cuando se inicia una amplia 
transformación en la asistencia sanitaria en España. El art. 84.1 de la Ley General de 
Sanidad encomendó al Gobierno la elaboración de un Estatuto marco del personal 
sanitario, norma que no vio tuvo lugar hasta la aprobación de la Ley 55/2003, de 16 de 
diciembre, del Estatuto Marco del personal estatutario de los Servicios de Salud. Pues 
bien, con la entrada en vigor del Estatuto Marco, y la posterior aprobación de la Ley 
7/2007, del EBEP, la relación estatutaria se configura como una relación funcionarial de 
carácter especial, a la que resultan de aplicación tanto su normativa específica, como la 
normativa general aplicable al conjunto de empleados públicos, en un esquema de fuentes 
jurídicas estatales, autonómicas y convencionales no siempre fáciles de entender o 
aplicar.  
 
Entrando en el aspecto que aquí nos interesa, además del personal funcionarial y 
estatutario, los centros e instituciones del SNS han venido recurriendo a la contratación 
de personal laboral, esto es, sometido a las reglas del Estatuto de los Trabajadores y su 
norma de desarrollo. Ocurre de este modo lo mismo que se ha estudiado en el apartado 
anterior. De esta forma, la primera delimitación que conviene plantearse es el régimen 
aplicable en función del tipo del personal. De acuerdo con ello, hay que remitirse a lo que 
dispone el art. 2.3 del EBEP, donde se dice que “el personal estatutario de los Servicios 
de Salud se regirá por la legislación específica dictada por el Estado y por las 
comunidades autónomas en el ámbito de sus respectivas competencias y por lo previsto 
en el EBEP (…)”. El siguiente paso es remitirnos a la Ley 44/2003, de 21 de noviembre, 
de Ordenación de las Profesiones Sanitarias, que se hace eco de la dualidad básica de vías 
de prestación de servicios (laboral y no laboral) distinguiendo reiteradamente el “ejercicio 
por cuenta propia o ajena” (arts. 1 y 4.2). La Ley considera, como posibilidades dentro el 
“ejercicio privado de las profesiones sanitarias” (Título IV), tanto “la prestación de 
servicios por cuenta propia” (art. 41) como “la prestación de servicios por cuenta ajena” 
(art. 42).  
 
Respecto al tema que aquí nos atañe, la Disposición adicional segunda determina que 
“el régimen de jornada y de descansos establecidos en la sección 1.a del capítulo X de 
esta ley será de aplicación al personal sanitario a que se refiere el art. 6, sea cual sea el 
vínculo jurídico de su relación de empleo, de los centros y servicios sanitarios gestionados 




con carácter supletorio en ausencia de regulación sobre jornada y descansos en los 
convenios colectivos en cada caso aplicables, bien directamente si la regulación de esta 
ley resulta más beneficiosa que las previsiones de dichos convenios, al personal de los 
centros vinculados o concertados con el Sistema Nacional de Salud, cuando tales centros 
estén formalmente incorporados a una red sanitaria de utilización pública”. De acuerdo 
con lo dicho, al personal laboral sanitario les será de aplicación lo dispuesto en la Ley 
55/2003 respecto a jornada y descansos.  
 
La regulación de la jornada del personal estatutario fue afrontada como se ha indicado 
al principio de este apartado, por la Ley 55/2003, incorporando a nuestro derecho interno 
las demandas del ordenamiento comunitario. En particular la legislación estatal responde 
a la transposición al derecho nacional de la Directiva 2003/88/CE. La nueva regulación 
pretendía ofrecer normas homogéneas en este punto, alejándose de la regulación 
precedente en materia de jornada, ya que anteriormente se caracterizó por su dispersión 
normativa. En el diseño legal también influyeron los pronunciamientos del TJUE que 
afectaban al personal estatutario1098, a los que siguieron las resoluciones de nuestros 
tribunales internos ajustándose a la doctrina sentada por el Tribunal de Luxemburgo. 
 
Una vez hechas las precisiones anteriores, y de acuerdo con lo que se ha dicho, hay 
que remitirse a lo dispuesto en la sección 1ª del Capítulo X de la Ley 55/2003 para saber 
el tiempo de trabajo de este colectivo. En este sentido, el art. 47.1 ET de la Ley 55/2003 
no delimita cuál ha de ser la jornada ordinaria de trabajo al expresar únicamente que “ésta 
se determinará en las normas, pactos o acuerdos, según resulte procedente en cada 
caso”1099. La ordenación legal está necesitada de una serie de matizaciones, por una parte, 
porque la Ley 55/2003, no señala cuál ha de ser el ámbito territorial que han de tener estas 
normas, pactos o acuerdos que delimitarán la jornada ordinaria de trabajo de los centros 
sanitarios y sí que debiera haberlo especificado a nivel nacional1100. A diferencia de lo 
                                                          
1098 Entre ellos caso SIMAP, STSJCE de 3 de octubre de 2000, asunto C-303/98. 
1099 Hasta la aparición del Estatuto Marco su fijación, en la práctica, aparecía en los Acuerdos negociados 
en el seno del INSALUD o de los servicios de salud; éstos fueron sustituyendo las reglas que, sobre la 
materia, venían contempladas en los viejos Estatutos del personal estatutario de finales de los sesenta y 
principios de los setenta. 
1100 Para Pérez de los Cobos Orihuel, es claro que esta materia forma parte de las bases del art. 149.1. 18 ª 
de la CE en relación con el mandato del 103.3 de la misma CE, y, por tanto, corresponde fijarla al Estado 
en una Ley estatal delimitando la jornada anual de trabajo, mientras las CCAA y, en su caso, los centros 
deberán organizar y distribuir ese tiempo de trabajo, pero no delimitarlo, en “La aplicación de la directiva 




que acontece tanto en la normativa funcionarial como en la laboral, donde la jornada en 
ambos casos viene fijada por el derecho estatal en cómputo anual con referencias 
semanales, como un máximo en las leyes laborales y como un número infranqueable e 
indisponible en las normas funcionariales. En segundo lugar, porque al desconocerse 
cuando se va a delimitar de modo inicial la jornada cuál va a ser el quantum anual de la 
jornada complementaria (que fijará cada centro) no se puede delimitar numéricamente y 
a priori cuál será la jornada máxima anual, ya sea la ordinaria ya la complementaria o 
sólo la ordinaria. Sólo podemos aventurarnos en una cifra máxima de trabajo posible que 
nos sitúa en cantidades irreales, totalmente alejadas de la práctica y que nunca se realizan 
en el sector sanitario público (48 horas semanales por el número de semanas de trabajo 
efectivo anual)1101. 
 
La Ley 55/2003 también alude a la posibilidad de establecer una distribución irregular 
de la jornada en los centros. Lo que va a permitir introducir mayor flexibilidad en la 
prestación de los servicios sanitarios y del tiempo debido para su realización, en función 
de las específicas necesidades del centro sanitario. En particular se atenderá a las 
necesidades de mantenimiento de las funciones asistenciales, y la decisión será tomada 
amparándose en las facultades de organización de la dirección o la gerencia del centro. 
Sujetos que serán quienes fijen esas modificaciones. La delimitación de la jornada se deja 
en manos no sólo del correspondiente servicio de salud y de la negociación colectiva que 
en este ámbito se alcance, sino que, en un mismo servicio de salud podrían determinarse 
distintas jornadas en atención a las características y peculiaridades de cada uno de sus 
centros sanitarios. 
 
La Ley 55/2003, consolidando un concepto ya típico de la atención sanitaria, 
introduce la denominada “jornada complementaria”. En este caso corresponderá su 
fijación a cada centro (según la programación funcional del mismo) para atender a la 
prestación de servicios permanentes en régimen de atención continuada. En principio 
pueden acogerse a este sistema quienes ya lo venían realizando a través de guardias (o 
mediante procedimiento equiparable o similar) con anterioridad a diciembre de 2003. 
Pero también puede ampliarse a otros colectivos o grupos si así se fija a través de la 
negociación colectiva.  
                                                          




La jornada complementaria se delimita en aplicación de los criterios de la Directiva 
comunitaria 93/104/CE (actual 2003/88/CE) de modo que en ningún caso la duración 
máxima de jornada ordinaria y complementaria puede alcanzar una media semanal de 48 
horas1102, en cómputo semestral (que se refiere al primer o segundo de los semestres de 
cada año natural, art. 57 Ley 55/2003). Si bien la propia Ley permite la alteración por 
acuerdo, pacto o convenio colectivo del cómputo1103. La negociación colectiva en todo 
caso deberá respetar los criterios que figuran en la Directiva de ordenación del tiempo de 
trabajo, en particular cuando dispone que los periodos de referencia acordados en ningún 
supuesto excederán de doce meses1104. Además, la ampliación deberá estar justificada, 
por razones técnicas objetivas o de organización del trabajo.  
 
Desde hace unos años en el sector sanitario la atención continuada venía siendo el 
modo utilizado para cubrir las necesidades de jornada por encima de la ordinaria. Sin 
bien, este concepto muchas veces se desvirtuaba, para con él superar los máximos 
normativamente fijados que correspondía realizar a cada “profesional”. Desde distintos 
Acuerdos entre la Administración sanitaria y los sindicatos se establecieron tramos de 
esta atención continuada a través de negociaciones colectivas con los agentes sociales 
(aunque en los primeros años no hubo una delimitación normativa ni de su número, ni de 
su distribución, ni tampoco del tiempo que deberían durar, sólo se sometían a las 
necesidades derivadas del funcionamiento continuado de la atención sanitaria) y los 
tribunales no permitieron que se exigiese fuera del año natural las horas de atención 
continuada no realizadas1105. 
 
La jurisprudencia española entiende que la atención continuada en régimen de 
presencia física en el centro sanitario debe considerarse tiempo de trabajo en su totalidad. 
Sin embargo, para la legislación sanitaria, las situaciones en las cuales el personal 
sanitario no se encuentra en el centro sanitario durante los periodos de localización o 
expectativa de avisos no computan como tiempo de trabajo a efectos de la limitación de 
                                                          
1102 En aplicación combinada de las reglas y excepciones sobre la duración máxima del tiempo de trabajo 
semanal que recogen los arts. 6, 16, 17 y 19 de la Directiva 2003/88/CE. El propio TJCE, en numerosas 
Sentencias, ha interpretado que en ningún caso se podrá exceder de tal duración máxima del tiempo de 
trabajo semanal, límite que será tomado en cuenta siempre dentro de los parámetros que figuran en aquellos 
preceptos. 
1103 Para lo que se exige el consentimiento del trabajador, art. 22.1 de la Directiva 2003/887CE y entraría 
dentro de la jornada especial que regula el art. 49 de la Ley 55/2003. 
1104 Art. 19 de la Directiva 2003/88/CE. 




las 48 horas semanales, a pesar de que para el trabajador existe una obligación de 
permanecer en expectativa de aviso. En este último supuesto sólo cuentan dichos periodos 
(como de tiempo de trabajo) en aquellos casos en los que realmente se haya prestado un 
trabajo o servicio efectivo, computándose entonces tanto el tiempo dedicado al trabajo 
como el del desplazamiento (el servicio se remunera dentro del llamado complemento 
retributivo de atención continuada). En caso contrario los tiempos no son considerados 
trabajo efectivo sino mera expectativa, ni por lo tanto computan como jornada 
prestada1106. 
 
La doctrina judicial social vino a mantener que la atención continuada y las guardias 
no podían ser calificadas como trabajo extraordinario sino como trabajo complementario, 
pues no respondían ni a un carácter ocasional ni a supuestos fuera del normal desarrollo 
de la asistencia sanitaria sino, por el contrario, se desarrollan dentro de la normal actividad 
de las instituciones sanitarias. Ya que en su desarrollo el ritmo de trabajo no es el que se 
desempeña en una jornada ordinaria, puesto que se atienden urgencias sin llevar a cabo 
“trabajo/actividad efectiva” todo el tiempo de duración de la misma. Conforme a la actual 
regulación vigente en la asistencia sanitaria pública no se permiten las horas 
extraordinarias (art. 48.3 Ley 55/2003), al haberse normativizado el criterio judicial. 
Regla que trasciende más allá del personal estatutario cuando las normas de jornada son 
extendidas al personal sanitario funcionario no estatutario o incluso al personal sanitario 
laboral. 
 
Una de las grandes diferencias entre horas extraordinarias en sede laboral y jornada 
complementaria sanitaria es que esta última tampoco resulta de aceptación voluntaria para 
el personal estatutario (así lo recoge el art. 48.1 de la Ley 55/2003) y el número de horas 
en cómputo anual no encuentra los estrictos límites que fija el art. 35 ET pero sí los límites 
propios de la Directiva comunitaria 2003/88/CE que están, a su vez, recogidos en el texto 
del Estatuto Marco en cuanto a la jornada máxima semanal de 48 horas de promedio en 
cómputo semestral o aquel que paccionadamente se fije (art. 48.2 Ley 55/2003). Es decir, 
la obligatoriedad de la atención continuada no es ilimitada en sus horas, sino que debe 
establecerse de acuerdo con las precitadas normas, respetando en todo caso sus topes 
máximos. 
                                                          
1106 Art. 48.2 in fine de la Ley 55/2003, de 16 de diciembre, reguladora del Estatuto Marco del personal 




En el marco sanitario español, además de las jornadas ordinaria y complementaria, la 
Ley 55/2003 introdujo una tercera, catalogada como jornada especial (art. 49). Esta 
jornada especial opera con carácter subsidiario a la jornada complementaria, para cubrir 
las necesidades del servicio y siempre debe estar motivada en razones organizativas o 
asistenciales. Sin duda es el reflejo que incorpora en nuestra legislación la cláusula de 
renuncia (opt-out) del art. 22 de la Directiva 2003/88/CE. Con ella se pretende cubrir la 
posible insuficiencia de las otras jornadas. Se trata de uno de los pocos ejemplos que en 
la legislación española ha habilitado para incorporar aquella excepción, permitiendo la no 
aplicación del art. 6 de la Directiva 2003/88/CE. En estos supuestos, nuestra legislación 
admite superar el máximo previsto de las 48 horas semanales de promedio, siempre que 
voluntariamente así lo decida el personal y lo manifieste otorgando su consentimiento por 
escrito. 
 
Esta ampliación de jornada se entiende por el bien que se protege por los profesionales 
de las instituciones sanitarias públicas, la salud de los ciudadanos. En principio, el 
establecimiento de esta jornada especial se efectúa con un carácter puramente precautorio 
para que no esté desatendida la demanda sanitaria ciudadana, pero exige, por otro lado, 
previsiones por parte de los servicios de salud que impidan la trasgresión generalizada de 
la normativa (para no sobrepasar de manera sistemática los límites máximos de 48 horas 
semanales que contempla la directiva comunitaria reguladora de determinados aspectos 
de la ordenación del tiempo de trabajo). 
 
Para los trabajadores de la sanidad pública el límite máximo de esta jornada especial 
se ha fijado en 150 horas al año y será posible establecer un mínimo de duración del 
compromiso. Sin embargo, en lo relativo a la limitación máxima anual ha ido 
introduciéndose de manera progresiva hasta el año 2013. En este sentido se pronuncia el 
apartado 2 de la disposición transitoria 6ª de la Ley 55/20031107, aunque no se ha dictado 
el RD que preveía la norma para la aplicación progresiva del límite máximo anual de la 
jornada especial contemplada en el art. 49.1 de la Ley.  
 
                                                          
1107 “El límite máximo de 150 horas anuales que se fija en el segundo párrafo del art. 49.1, se aplicará de 
forma progresiva durante los 10 años siguientes a su entrada en vigor, en la forma que determine el 




Los trabajadores sanitarios que acepten el compromiso de ampliación de la jornada 
(en forma de jornada adicional) quedarán obligados a prestar ese trabajo en una jornada 
especial y pueden ser conminados a ello mientras está vigente el mismo, ya que por su 
propia voluntad se han obligado al cumplimiento y han convertido su derecho a ampliar 
la jornada en un deber. Los requisitos del compromiso para otorgar su consentimiento, 
así como su duración mínima podrán ser establecidos por cada centro sanitario sin que la 
legislación estatal en estos extremos disponga cuáles deben ser, prefiriendo la decisión 
autónoma de cada centro en atención a su organización interna y necesidades1108. Los 
centros sanitarios deben velar porque se respeten en todo caso los principios de 
prevención y salud fijando una garantía de indemnidad para estos trabajadores pues no 
podrán tomar represalias frente a quienes no se adhieren a este compromiso (voluntario), 
así como habrán de proceder al establecimiento de registros que archiven los 
mencionados compromisos.  
 
Concluyendo con la ordenación del tiempo de trabajo del personal sanitario, decir que 
toda la materia relacionada con la jornada ordinaria y complementaria ha venido 
presentando un sinfín de dudas, ante tratamientos que no estaban contemplados con la 
suficiente claridad y desarrollo de las normas jurídicas y que, por lo tanto, debían 
resolverse por los tribunales. 
 
Algunas de estas cuestiones no han sido plasmadas en la Ley 55/2003 tales como, los 
descansos mínimos obligatorios tras la guardia (en especial el momento de su disfrute), 
elenco de causas para la exención de guardias por motivos de edad, enfermedad, u otro 
estado o situación que se deba tener en cuenta, etc. Así como las facultades de los centros 
de la concesión o no de las mismas en función de las necesidades asistenciales, lo que se 
puede calificar como una carencia o desatención a los problemas prácticos que se 
suscitaban. Una de las medidas incorporadas para compatibilizar el derecho de descanso 
con los efectivos de personal existentes en cada momento ha consistido en posponer el 
descanso a otro periodo, llamado de descanso alternativo e, incluso, en el caso de que no 
se pudiera disfrutar de aquél se ofrece la protección equivalente como reducciones de 
jornada o ampliaciones de descansos (nunca se admite la compensación 
                                                          
1108 De esa manera tan abierta se regula en el art. 49, apartados 1 y 2 de la Ley 55/2003, otorgando a los 
centros sanitarios discrecionalidad en la oferta de jornadas especiales y en el establecimiento de requisitos, 




económica)1109.Un número importante de los conflictos laborales en el sector sanitario 
surgen por demandas que aparecen en cuanto a la concreción de los parámetros, la 
ordenación de la jornada, el incremento de atención continuada, el pago de las guardias y 
no sólo o en exclusiva por demandas estrictamente salariales.  
 
3. Personal civil no funcionario en establecimientos militares 
 
El trabajo del personal civil no funcionario al servicio de establecimientos militares 
se regula en el RD 2205/1980, de 13 de junio, y se ampara en la Disposición Final Séptima 
de la Ley 8/1980, de 10 de marzo, que encomienda al Gobierno, a propuesta de los 
Ministros de Defensa y Trabajo, la regulación de la prestación de trabajo del personal 
mencionado. Conforme a sus primeras previsiones (disposiciones finales 2ª y 3ª), ha sido 
desarrollado en algunos aspectos por la Orden de 12 de abril de 1984, sobre provisión de 
vacantes de personal civil no funcionario al servicio de la Administración militar, la 
Orden de 6 de marzo de 1985, sobre formalización de los contratos de trabajo del personal 
laboral, o la Orden de 13 de marzo de 1986, que regula las competencias sobre gestión y 
reclamaciones del personal laboral del Ministerio de Defensa. Este colectivo no forma 
parte de las relaciones laborales de carácter especial enumeradas en el art. 2.1 del ET y 
tampoco ha sido definida como tal por el legislador1110. Sin embargo, se trata de una 
relación laboral un tanto singular, y así ha sido estudiada hasta nuestros días. Los motivos 
que originan la especialidad normativa de este colectivo son: las exigencias de la defensa 
nacional, los peculiares fines del establecimiento militar, la cualidad del empleador, así 
como la propia decisión normativa. 
 
Los colectivos que prestan servicios para la Administración militar pertenecen a los 
siguientes colectivos: a) personal militar y b) personal civil, que a su vez se clasifica en 
personal civil funcionario, personal civil laboral y personal civil eventual. Aquí nos 
                                                          
1109 Serrano Arguello, N., “Dos desafíos para la sanidad pública: el mantenimiento de los recursos humanos 
y la delimitación de la jornada de trabajo”, págs. 264-268. 
1110 El problema de calificación que posea su naturaleza jurídica surge, sobre todo, porque en su caso no se 
ha cumplido la expresa declaración “como relación laboral de carácter especial por una ley” exigida en el 
art. 2 ET. Sin embargo, la doctrina, casi unánime, ha venido considerando a este colectivo como uno de los 
sometidos a relación especial. Con todo, no se halla incluido en el art. 2.1 ET y tampoco ha sido así 
configurado, por lo que no se trata, de tal forma, de una relación laboral de carácter especial propiamente 
dicha. Véase para profundizar sobre la cuestión: Sánchez Trigueros, C., La relación laboral del personal 
civil no funcionario al servicio de establecimientos militares: coordenadas y peculiaridades de su régimen 




vamos a centrar en el personal civil laboral. Según dispone el art. 11 del EBEP es personal 
laboral el que, en virtud de contrato de trabajo formalizado por escrito, en cualquiera de 
las modalidades de contratación de personal previstas en la legislación laboral, presta 
servicios retribuidos por las Administraciones públicas. Es éste colectivo al que alude la 
denominación personal civil no funcionario presente en el título del RD 2205/19801111 y 
el que constituye su ámbito de aplicación.  
 
Una vez realizada la precisión sobre la peculiaridad de esta relación laboral, vamos a 
estudiar el tiempo de trabajo que se aplica a este colectivo. Con carácter general, es de 
aplicación lo dispuesto en la legislación laboral y sus normas de desarrollo, así como lo 
pactado en los convenios colectivos. De tal modo, el tiempo de trabajo del personal civil 
no funcionario en los establecimientos de la Administración Militar y organismos 
autónomos de ella dependientes se regula en el art. 33 del RD 2205/1980, de 13 de junio. 
En cuanto a la jornada laboral normal de este colectivo se establece en 42 horas 
semanales. El horario de trabajo que, a propuesta de las direcciones de servicios y previo 
informe de su correspondiente Sección laboral, pueda ser aprobado por la Subsecretaría 
de Defensa, por debajo de la jornada establecida, se considerará como temporalmente 
adaptado a las necesidades actuales del servicio, y no creará derecho en cuanto a su 
mantenimiento cuando aquellas necesidades aconsejen el establecimiento de la jornada 
de 42 horas. No se podrá realizar diariamente más de nueve horas ordinarias de trabajo 
efectivo. Y, en todo caso, entre el final de una jornada y el comienzo de la siguiente, 
mediarán como mínimo doce horas. Quedan excluidos del régimen de jornada laboral 
normal los trabajadores que por razón de su especialidad tengan en la esfera laboral civil 
un régimen de jornada distinta de aquella. De tal manera, se considerará como jornada 
laboral normal la de aquellos trabajadores cuya función normal o en turno relativo 
consistan en preparar el comienzo del trabajo de los demás o realizar alguna tarea 
relacionada con el final de la jornada, aunque su presencia en el establecimiento por tales 
motivos haya de anticiparse o prolongarse respecto de la de los demás, por el tiempo 
estrictamente preciso para tales misiones1112. 
 
                                                          
1111 Explícitamente, el art. 1 del RD declara que “a efectos de este decreto se entenderán comprendidos: a) 
en las expresiones personal laboral y trabajadores al personal civil no funcionario dependiente de la 
Administración militar”. 




Respecto a las horas extraordinarias, no podrán realizarse más de dos horas al día, 
quince al mes o cien al año. En todo caso, no se tendrán en cuenta, a efectos de duración 
máxima de la jornada diaria laboral, ni para cómputo del número de horas extraordinarias 
autorizadas, el exceso de las trabajadas para atenciones urgentes relacionadas con la 
Defensa, así como para prevenir o reparar siniestros u otros daños extraordinarios y 
urgentes, sin perjuicio de su abono como si se tratase de horas extraordinarias. En cuanto 
al carácter voluntario, así como su registro no se establece cosa distinta a la establecida 
en el ET.  
 
4. Controladores aéreos 
 
El personal que presta servicios en régimen laboral para los organismos públicos que 
rigen el tráfico aéreo se somete a la legislación laboral ordinaria, pero en muchos casos 
cuenta también con reglas particulares, que pueden proceder de la negociación colectiva 
o de normas legales o reglamentarias. En nuestro país, el organismo público más 
importante en este terreno ha sido desde hace tiempo el ente “Aeropuertos Españoles y 
Navegación Aérea (AENA), que con anterioridad a 1990 era un organismo autónomo 
denominado “Aeropuertos Nacionales”, regulado mediante Real Decreto 2878/1982, de 
15 de octubre, al cual prestaban servicios tanto personal laboral como funcionarios 
públicos. AENA se constituyó como único proveedor del servicio de tránsito aéreo en 
España mediante el art. 82 de la Ley 4/1990, de 29 de junio, de Presupuestos Generales 
del Estado para 1990, subrogándose en los derechos y obligaciones del anterior 
organismo autónomo. El personal laboral quedó transferido de manera inmediata, 
mientras que la integración del personal funcionario se produjo de manera más dilatada. 
AENA queda constituida como entidad pública empresarial, por lo cual se regirá por el 
Derecho privado (mercantil, civil o laboral), excepto en una serie de materias, a saber: la 
formación de la voluntad de sus órganos, en el ejercicio de las potestades administrativas 
atribuidas y en los aspectos específicamente regulados para las mismas en la Ley 40/2015, 
de 1 de octubre, de régimen jurídico del sector público1113, en sus Estatutos y en la 
legislación presupuestaria. Ha existido la polémica de si el personal de AENA se somete 
en alguna medida al EBEP. Sin embargo, la concreta regulación normativa que afecta al 
                                                          
1113 Ley 40/2015, de 1 de octubre, de régimen jurídico del sector público, (BOE nº 236, de 2 de octubre 
2015) deroga la Ley 6/1997, de 14 de abril, de organización de la AGE, Ley que en su momento calificó a 




personal laboral al servicio de los entes públicos y su especial sistema de fuentes se 
contiene en el art. 7 del EBEP que señala que el mismo se rige “además de por la 
legislación laboral y por las demás normas convencionalmente aplicables, por los 
preceptos de este Estatuto que así lo dispongan”. 
 
 Dentro de ese personal, en los últimos años ha cobrado especial interés el trabajo de 
los controladores aéreos, cuya regulación ha experimentado algunas vicisitudes de 
relevancia que afectan al tiempo de trabajo, junto a otros aspectos laborales1114. Una de 
las situaciones más conflictivas que han derivado de la regulación convencional de las 
condiciones laborales de este colectivo, han sido las normas sobre jornada que han llevado 
aparejado retribuciones muy elevadas. Los controladores aéreos tenían por convenio 
colectivo 1200 horas ordinarias de trabajo al año. Parece, si se compara con la jornada 
ordinaria común, insuficiente. Por ello se necesitaba la realización de horas 
extraordinarias. Eran los propios controladores quienes las programaban hasta con tres 
meses de antelación. Esta disparidad justificó la nueva regulación legal con la finalidad 
de asegurar la sostenibilidad y la continuidad en la prestación de servicios. Entrando en 
la regulación legal del tiempo de actividad y descanso del personal, ésta viene 
caracterizada por limitarse a la fijación de determinadas reglas, en particular para evitar 
la retribución como horas extraordinarias de aquellos que se realizan de forma habitual 
por encima de la insuficiente jornada ordinaria, remitiendo el resto de disposiciones al 
pertinente desarrollo reglamentario. Un aspecto importante es que la Ley asigna los 
campos de actuación de cada fuente de regulación, reservando al Reglamento la 
regulación del tiempo de trabajo. De esta forma, el Real Decreto 1001/2010, de 5 de 
agosto, por el que se establecen normas de seguridad aeronáutica en relación con los 
tiempos de trabajo de actividades y los requisitos de descanso de los controladores civiles 
de tránsito aéreo viene a aprobarse, según su propio preámbulo, tras recabar informe del 
Ministerio de Trabajo y con la participación de las organizaciones profesionales de los 
controladores de tránsito aéreo, los sindicatos más representativos, la Confederación 
Española de Organizaciones Empresariales (CEOE) y AENA.  
 
                                                          
1114 Marín Alonso, I, Igartua Miró, M.T., “La relación laboral de los controladores aéreos”, en AAVV, El 
contrato de trabajo, relaciones laborales especiales y contratos con particularidades, volumen II, 




En relación con esta cuestión la Audiencia Nacional ha considerado que la sustracción 
a la autonomía colectiva de esta materia atiende a los efectos perversos provocados por 
la autorregulación y, además, para garantizar la seguridad y continuidad de un servicio 
esencial como el tránsito aéreo, puesto que si no se hiciera así, el libre juego de la 
negociación colectiva, podría generar las situaciones precedente1115, lo que podría en 
riesgo el funcionamiento del sistema, por lo tanto, se entiende que se trata de una decisión 
ajustada a derecho, que conecta con lo dispuesto en el art. 34.7 ET, sólo que aquí con más 
garantías, puesto que la decisión viene impulsada desde el legislador. Resulta patente que 
con esta remisión se pone de manifiesto un planteamiento en el que parece reservarse con 
carácter general toda la materia relativa al tiempo de trabajo del colectivo a la regulación 
reglamentaria. El RD 1001/2010, de 5 de agosto, sobre tiempo de actividad y descansos 
de los controladores, en su art. 1 definidor de sus objetivos y fines, señala que el mismo 
constituye la normativa específica por razones de seguridad operacional para la jornada 
especial de los controladores de tránsito aéreo.  
 
Pues bien, el RD 1001/2010, de 5 de agosto, por el que se establecen las normas de 
seguridad aeronáutica en relación con los tiempos de actividad y los requisitos de 
descansos de los controladores civiles de tránsito aéreo, viene a satisfacer la habilitación 
al Gobierno contenida en la disposición final 3ª de la Ley 9/2010, para regular el tiempo 
de actividad y descanso de los controladores de tránsito aéreo. Esta disposición viene a 
derogar las normas previstas en el art. 3 de la Ley 9/2010, dejando a salvo el límite 
máximo de horas extraordinarias que se ajusta al del ET. Además, se contiene una 
remisión al RD 1561/1995, de 21de septiembre, sobre jornadas especiales de trabajo, 
considerado como derecho supletorio y que, por lo tanto, resultará de aplicación en lo no 
regulado expresamente en él (disposición final 1ª).  
 
En relación con los tiempos de trabajo efectivo y de presencia, señala en su 
disposición adicional única que a efecto de lo dispuesto en los arts. 8 y 14 bis del RD 
1561/1995, de 21 de septiembre, únicamente se considerará tiempo de trabajo efectivo de 
los controladores civiles de tránsito aéreo aquél en el que el trabajador se encuentre a 
                                                          
1115 Crítica al respecto de la sobreactuación y la excesiva reiteración sobre este objetivo por parte del 
preámbulo que, por ello mismo, parece perder un tanto de efectividad, a lo que debe unirse que, mirando al 
pasado, la prestación de esos servicios de tránsito aéreo ha garantizado la seguridad y, bien que con matices, 
su continuidad, realizada por García Quiñones, J.C., “Aspectos laborales del Real Decreto Ley 1/2010, de 




disposición del proveedor designado para la prestación de servicios de control de tránsito 
aéreo y realizando una actividad aeronáutica, así como, la formación práctica de trabajo 
usando simuladores y las evaluaciones correspondientes, y otros trabajos auxiliares 
relacionados con su actividad aeronáutica. Se considerarán tiempos de presencia, no 
computables a efectos de la duración máxima de la jornada ordinaria de trabajo, ni para 
el límite máximo de las horas extraordinarias, los tiempos de imaginaria fuera del lugar 
del trabajo, los reconocimientos médicos para obtener o mantener la licencia de 
controlador de tránsito aéreo, la formación continuada distinta de la formación práctica 
de trabajo u otras similares.  
 
Por actividad operacional se entiende, según el art. 4 del Real Decreto-ley 1/2010, el 
tiempo durante el cual un controlador de tránsito aéreo ejerce de manera efectiva las 
atribuciones de la anotación de unidad de su licencia en una posición operacional. Si a 
este tiempo le añadimos los descansos parciales, el periodo de imaginaria computable a 
estos efectos y el tiempo dedicado a la formación de unidad gestionando tráfico aéreo real 
tendremos la actividad aeronáutica. Mientras el descanso es el periodo ininterrumpido y 
definido de tiempo durante el cual el controlador de tránsito aéreo queda relevado de toda 
actividad y de la prestación de imaginaria, el descanso parcial es el tiempo exento de 
actividad operacional que computa como actividad aeronáutica. La imaginaria, por su 
parte, son las guardias localizadas o el periodo durante el cual y de forma previamente 
organizada, el controlador de tránsito aéreo está a disposición del prestador de servicios 
de tránsito aéreo y durante el cual puede ser requerido para prestar servicio de control de 
tránsito aéreo.  
 
También se encarga el RD de establecer un periodo máximo, sea diario, mensual o 
anual de actividad aeronáutica. El periodo máximo de actividad aeronáutica anual 
coincide con la anterior jornada máxima fijada en la Ley 9/2010 en 1670 horas, que puede 
verse incrementada con la realización de horas extraordinarias con un máximo de 80 al 
año. También se garantiza un descanso mínimo de 12 horas entre la finalización de un 
periodo de actividad aeronáutica y el comienzo del siguiente. Asimismo, es detallada la 
norma reglamentaria cuando regula los periodos consecutivos de actividad aeronáutica, 
así como los periodos máximos de actividad operacional y los correspondientes descansos 
y descansos parciales. No obstante, se prevén excepciones a las reglas anteriores, dando 




unidades con periodos de bajas cargas de trabajo y actividad discontinua. También para 
las torres de control monoposición (art. 6-8). Además, se regula la ampliación de la 
duración máxima del periodo continuo de actividad aeronáutica por el tiempo necesario 
para efectuar los relevos de los controladores con un máximo de 15 minutos, y la 
consideración de estos tiempos como actividad operacional (para el controlador que 
finaliza su actividad) y como tiempo de trabajo efectivo (para quien lo inicia) (art. 9). En 
relación con la imaginaria, su duración máxima viene fijada en 20 horas (art. 13). 
Asimismo, se establece que el tiempo de imaginaria no computará como actividad 
aeronáutica si se realiza fuera del lugar de trabajo. Sin embargo, la imaginaria realizada 
en el lugar de trabajo computará como actividad aeronáutica aun cuando el controlador 
no sea convocado para la realización de la actividad operacional. No pueden realizarse 
más de dos imaginarias en un periodo consecutivo de 6 días o 144 horas. Asimismo, se 
establece que tras un servicio de imaginaria nocturna en la que el controlador no haya 
sido convocado a su centro de trabajo o cuando realice la imaginaria nocturna en el centro 
de trabajo, se le garantizará un descanso de, al menos, hasta el mediodía del día siguiente 
al del servicio nocturno cubierto por dicha imaginaria.  
 
Las previsiones sobre los periodos de actividad y descanso se ven completadas con 
disposiciones que prevén la posibilidad de introducir modificaciones a las mismas para 
dar respuesta a circunstancias imprevistas, se entiende que, de todo tipo, temporales y de 
corta duración, tales como dificultades en la unidad o demandas de tráfico inhabituales, 
no previsibles. Se reconoce la posibilidad de modificar temporalmente los periodos de 
actividad aeronáuticos hasta un máximo de dos horas y treinta minutos. En estos casos, 
el proveedor designado para la prestación de servicios debe realizar una comunicación 
(con el contenido mínimo establecido en el propio art. 16) a la Agencia Estatal de 
Seguridad Aérea en un plazo no superior a 72 horas desde que se acuerda la medida (art. 
16). En cambio, si la modificación es debida a circunstancias extraordinarias previsibles 
de carácter temporal, habría de recabar la previa autorización de la Agencia Estatal de 
Seguridad Aérea, que será concedida cuando quede acreditada la concurrencia de las 
circunstancias extraordinarias de carácter temporal y la dificultad o desproporción de 
adaptar otras medidas alternativas, según dispone el art. 17. Disposiciones que se 
completan con los límites de las modificaciones de los periodos de actividad y descansos 





5. Profesores de universidad e investigadores  
 
En cuanto a los profesores de las universidades públicas e investigadores con régimen 
laboral, las peculiaridades afectan al propio contenido del contrato, a sus perfiles 
formativos, a su duración y a que remiten al ET como norma supletoria. La aprobación 
de la Ley orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de universidades, (LOU) comportó una 
modificación radical del régimen jurídico del personal docente e investigador de las 
universidades públicas existente con anterioridad a su aprobación, tanto en lo referido a 
la forma de acceso a la condición de funcionario del profesorado, como a la forma de 
acceso y regulación de las condiciones del personal docente e investigador contratado, 
siendo una de las principales novedades introducidas el carácter laboral de la contratación 
de estos últimos. La posterior reforma de la LOU, llevada a cabo por la Ley Orgánica 
4/2007, de 12 de abril (LOMLOU), no ha afectado al carácter laboral del régimen del 
personal docente e investigador contratado por las universidades. Tras la entrada en vigor 
de la LOU se implantó un modelo o sistema mixto, en el que coexisten dos regímenes 
jurídicos diversos en relación con el personal docente e investigador, con las consecuentes 
dificultades de gestión que ello supone1116: el funcionarial o estatutario, por el que se rigen 
los docentes e investigadores integrados en los cuerpos docentes y el laboral aplicable 
sobre todos los contratados.  
 
 Por su parte, la LOU se encarga en su art. 47 de permitir la contratación de personal 
docente e investigador en régimen de laboral. En el art. 48.2 se establecen las modalidades 
de contratación laboral específicas del ámbito universitario que son las que se 
corresponden con las figuras de Ayudante, Profesor Ayudante Doctor, Profesor 
Contratado Doctor, Profesor Asociado y Profesor Visitante. Asimismo, podrán contratar 
personal investigador conforme a lo previsto en la Ley 14/2011, de 1 de junio El régimen 
de las indicadas modalidades de contratación laboral será el que se establece en esta Ley 
y en sus normas de desarrollo; supletoriamente, como hemos dicho, será de aplicación lo 
dispuesto en el ET y en sus normas de desarrollo. Tal y como hemos hablado en el 
apartado anterior, se está produciendo un proceso de aproximación cada vez mayor de la 
relación laboral del personal que trabaja en las Administraciones Públicas a la relación 
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entenderse”, en Caro Muñoz, A.L. y del Valle Pascual, J.M., Jornadas sobre el profesor universitario 




funcionarial, bien a partir del EBEP, bien por medio de la negociación colectiva del 
personal laboral de las distintas Administraciones Públicas y que tras el EBEP puede ser 
conjunta con los funcionarios en las materias comunes.   
 
El principio de laboralidad en relación con el personal docente e investigador 
contratado ha supuesto interrogantes acerca del régimen aplicable. En esta dirección se 
ha dicho que ahora al personal laboral le resulta aplicable la legislación laboral (ET y 
convenio colectivo) bajo los principios de autonomía de la voluntad colectiva e 
individual, así como el principio pro operario a la hora de interpretar la norma, mientras 
que al personal contratado administrativamente le resulta de aplicación la norma 
administrativa, inspirada en el principio de tutela de los intereses públicos1117. Una de las 
primeras cuestiones que planteó la laboralización del personal docente e investigador en 
la primera redacción de la LOU fue la determinación de la naturaleza jurídica que cabe 
atribuir a estas nuevas relaciones laborales, siendo posibles hasta tres posturas 
diferenciadas. En primer lugar, puede considerarse relaciones laborales especiales, 
legalmente típicas o atípicas. En segundo lugar, relaciones comunes con particularidades 
o peculiaridades. Y finalmente, como meras modalidades contractuales de la relación 
laboral común1118. Pero, parece preferible considerar que los profesores universitarios 
contratados no constituyen una relación laboral especial, sino una relación laboral común 
con particularidades o peculiaridades, especialmente en materia de contratación, 
derivadas o introducidas por una regulación específica o, en otros términos, “relaciones 
laborales sometidas a regulaciones específicas”1119. En esta dirección resulta 
especialmente significativa la STSJ de Galicia de 24 de abril de 2009 según la cual “de 
conformidad con el art. 48 de la LOU, el régimen jurídico aplicable a las contrataciones 
laborales que se celebren al amparo de dicha ley, será el establecido en la misma y en sus 
normas de desarrollo, y sólo supletoriamente, será de aplicación lo dispuesto en el ET, y 
en sus normas de desarrollo”1120. En lo que aquí nos interesa, la regulación del tiempo de 
                                                          
1117 AAVV, “Un paseo por la Ley Orgánica Universitaria. Análisis sistemático de la Ley Orgánica 6/2011, 
de 21 de diciembre, de Universidades”, V Seminario sobre aspectos jurídicos de la gestión universitaria. 
Universidad Pontificia de Comillas, 2003, págs. 447 y 448. 
1118 Molina Navarrete, C. “Una nueva e inaudita “relación laboral especial”: la difícil reconstrucción del 
sistema de fuentes reguladoras de los contratos ODI”, en AAVV, Ordenación y gestión del personal 
docente e investigador contratado: problemas y soluciones, Universidad de Jaén, 2003, pág. 19. 
1119 De la Villa Gil, L.E., “¿Qué competencias puede tener una Comunidad Autónoma para determinar el 
régimen de un profesorado laboral?”, en AAVV, Jornadas sobre el profesorado universitario laboral, 
Universidad de Burgos, 2004, pág. 88. 




trabajo de este colectivo, no viene especificado en dicha ley, por lo que será de aplicación 
lo establecido en el ET, como norma supletoria o lo que se haya establecido en los 
convenios colectivos aplicables a cada caso.  
 
6. Profesores de religión en centros públicos 
 
Existen hasta tres regímenes laborales distintos para los profesores de religión, en 
función de que el colegio en que presten sus servicios sea público, privado con concierto 
o privado no concertado, siendo los dos primeros los que presentan más particularidades, 
hasta el punto de contar con una norma estatal específica, el RD 696/2007, de 1 de junio, 
que regula la relación laboral de los profesores de religión prevista en la Disposición 
Adicional Tercera de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación (LOE)1121.  
 
El reconocimiento de la naturaleza laboral de la relación de los profesores de religión 
con la Administración ha sido tardío. Hasta que el Tribunal Supremo no resolvió la 
cuestión de fondo, algunas Salas de lo Social de Tribunales Superiores de Justicia venían 
entendiendo que se trataba de “(…) una relación especial sui generis, cuyo conocimiento 
correspondía al orden contencioso administrativo”, por estar regulada por normas que no 
se consideraban laborales1122. Hoy día, ya no se discute la naturaleza laboral de la relación 
del profesor de religión en un colegio público1123. El Tribunal Supremo aceptó la 
naturaleza laboral1124, afirmando que “(…) concurren las notas previstas en el art. 1.1 del 
ET para calificar como relación laboral la relación jurídica existente entre las partes: 
voluntariedad, ajenidad, retribución y consentimiento a una organización empresarial 
docente”. Siguiendo el razonamiento del Tribunal, que la empleadora sea la 
Administración no altera la calificación de laboral, pues el art. 1.3 a) ET es claro “se 
excluyen del ámbito regulado por la presente ley (…) la relación de servicios de los 
funcionarios públicos, que se regulará por el Estatuto de la Función Pública, así como la 
                                                          
1121 Gómez-Millán Herencia, M.J., “Incidencia del RD 696/2007 en la contratación laboral de los profesores 
de religión”, Relaciones Laborales, nº 17, 2007, pág. 36. 
1122 STSJ, Sala de lo Social, de Cantabria de 14 de marzo de 1996 (AS 1996,504). En contra, STSJ Galicia, 
La Coruña, de 27 de abril de 1992 (AS 1992,2070). 
1123 Con anterioridad, los profesores de religión en centros públicos eran considerados personal de régimen 
administrativo de colaboración temporal, al respecto la STS de 1 de abril de 1987, (RJ 1987,2686). La 
Disposición Adicional Cuarta de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Reforma de la Función Pública, 
prohibió a la Administración la celebración de contratos de colaboración temporal en régimen de Derecho 
Administrativo. 




del personal al servicio del Estado, las Corporaciones Locales y las entidades públicas 
autónomas, cuando, al amparo de una ley, dicha relación se regule por normas 
administrativas o estatutarias”. Y no existe ninguna disposición legal que establezca que 
la relación del profesor de religión se rija por normas de esa naturaleza. La sujeción al ET 
tampoco queda alterada por la existencia de una propuesta previa de la Autoridad 
religiosa, que viene a garantizar la aptitud del trabajador.  
 
Finalmente, la Ley 50/1998, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social 
añadió un párrafo a la Ley Orgánica 1/1990, de Orden General del Sistema Educativo, de 
3 de octubre (LOGSE), estableciendo que el régimen de contratación del profesor de 
religión en centros públicos sería el de “contratación laboral”. En la actualidad, el 
apartado 2º de la Disposición Adicional Tercera de la LOE confirma la laboralidad del 
vínculo al establecer lo siguiente: “los profesores que, no perteneciendo a los cuerpos de 
funcionarios docentes, impartan la enseñanza de las religiones en centros públicos, lo 
harán en régimen de contratación laboral, de conformidad con el ET”. El mismo apartado 
se refiere al régimen jurídico de dichos profesores como “régimen laboral”1125. 
 
Conforme al art. 2 del RD 696/2007, la contratación laboral de los profesores de 
religión de centros docentes públicos se rige “por el ET, por la Disposición Adicional 
Tercera de la LOE, por el RD 296/2007, de 1 de junio, por el Acuerdo sobre Enseñanza 
y Asuntos Culturales, de 3 de enero de 1979, suscrito por la Santa Sede y el Estado 
español, y por los Acuerdo de Cooperación con otras confesiones que tienen un arraigo 
evidente y notorio en la sociedad española”1126. 
 
Por lo que aquí nos interesa, el RD 696/2007 “regula la relación laboral de los 
profesores de religión que no perteneciendo a los Cuerpos de Funcionarios docentes 
                                                          
1125 Cardena Carro, M., Hierro Hierro, F.J., “La evolución histórica de la regulación de los profesores de 
religión y moral católica como recurso para el juicio sobre constitucionalidad de la vigente (a propósito de 
la STC 38/2007, de 15 de febrero)”, en Revista del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, nº 73, 2008, 
págs. 205-246. 
1126 Según Marín Correa, J.M., “Profesores de religión en centros de enseñanza públicos (a propósito del 
RD 696/2007, de 1 de junio)” en Actualidad Laboral, nº 16, 2007, pág. 1926 “hay que señalar el erróneo 
orden de prelación de la relación de fuentes enunciada por el art. 2 del RD 696/2007. Por lo que, a los 
profesores de religión afecta, el Acuerdo sobre Enseñanzas y Asuntos Culturales suscrito entre la Santa 
sede y el Estado español es un tratado internacional, y que, como tal, según establece el art. 96 de la CE 
prevalece sobre la legislación nacional. La Santa Sede tiene naturaleza de Estado, por lo que los Acuerdos 
entre ésta y el Estado español firmados el 3 de enero de 1979 tienen carácter internacional y forman parte 
del ordenamiento jurídico interno. Es incomprensible que en la relación de fuentes del art. 2 del RD 




impartan la enseñanza de las religiones en Centros públicos prevista en la Disposición 
Adicional Tercera de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación” (art. 1). La 
LOE se refiere tanto a los profesores de religión católica (Disposición Adicional 2ª.1) 
como a los profesores de otras religiones sobre las que exista un Acuerdo de Cooperación 
suscrito con la correspondiente confesión religiosa (Disposición Adicional 2ª.2)1127. 
 
Después de explicar brevemente la normativa aplicable a este colectivo vamos a 
centrarnos en la problemática que puede existir en cuanto al tiempo de trabajo en los 
profesores públicos de religión. Parece claro que en cuanto a tiempo de trabajo a este 
colectivo les serán aplicables las disposiciones existentes en la normativa laboral, pero 
debido a sus peculiares características habrá que tener en cuenta, además, las otras normas 
que hemos aludido y además al trabajar en un centro público pueden aplicarse la normas 
relativas al EBEP. Tras el RD 696/2007, han surgido varios problemas en relación con la 
modificación de jornada. Algunos tribunales superiores han venido manteniendo la tesis 
de que, sea cual fuere la modalidad de contratación a la que hubieran estado vinculados 
los profesores de religión antes de la entrada en vigor del RD 696/2007, con la publicación 
de este pasarían, de forma automática y sin necesidad de celebrar un nuevo contrato, a ser 
considerados como trabajadores por tiempo indefinido, con la misma jornada completa 
que tenía, con los derechos y deberes inherentes a tal condición. Entre ellos habría que 
destacar el derecho a que las modificaciones sustanciales de su relación laboral estén 
motivadas por la Administración y que sigan para ello los trámites del art. 41 del ET. 
Particularmente insistente en ese punto ha sido el TSJ de Andalucía (Sevilla)1128, que 
calificó de común y no especial la relación laboral de estos trabajadores, que no podían 
quedar al margen del ET, incluidas las normas relativas a modificación de las condiciones 
de trabajo (art. 41). Pero el TS1129 señala que “las Administraciones competentes 
determinan, a la vista de las necesidades de cada centro al inicio del curso escolar, la 
duración de la jornada. Ello supone que la jornada de los profesores puede no mantenerse 
inalterable a lo largo de la relación laboral, pues las Administraciones determinan para 
cada profesor la duración de la jornada para el curso escolar. Fijación que se efectúa sin 
necesidad de acudir a las normas sobre modificación sustancial de condiciones de trabajo 
                                                          
1127 Para profundizar véase Maldonado Montoya, JP., Fernández Collados, M.B., “Profesores públicos de 
religión”, en AAVV, El contrato de trabajo, relaciones laborales especiales y contratos con 
particularidades, volumen II, Aranzadi, Navarra, 2011, pág. 663. 
1128 STSJ Andalucía de 9 de febrero 2011 (AS 2011/840). 




establecidas en el art. 41 del ET, puesto que, en realidad, no se trata de una modificación 
sustancial sino del cumplimiento de una característica de este tipo de contratos, cual es la 
variabilidad de la jornada, en atención a las necesidades de los centros1130.  
 
Dadas las peculiares y extraordinarias características de la enseñanza religiosa escolar 
las condiciones de trabajo de los docentes “no se encuentran consolidadas” y la 
adecuación de la jornada de los horarios a esas circunstancias cambiantes de la 
especialidad de la asignatura es una constante prácticamente inherente a la misma. Esta 
es una de las principales consecuencias de lo que, aunque no esté configurada 
expresamente por ley como una relación especial, sí puede calificarse como “particular o 
peculiar”. Cabe añadir, además, que la facultad de la Administración de modificar la 
jornada al comienzo de los sucesivos cursos escolares se encuentra expresamente 
contemplada en el art. 4.2 del RD 696/20071131. 
 
En cuanto a la reducción del horario lectivo a mayores de 60 años (según el régimen 
vigente en Instituciones de Enseñanza Secundaria), el TSJ de Canarias sostuvo que no 
corresponde tal derecho al profesor de religión, por no existir otros profesionales que 
puedan suplir dicho horario y haber sido contratado con asignación determinada del 




El deseo de promover nuevas formas de desarrollar la actividad laboral ha provocado 
que dentro de la reforma laboral de la Ley 3/2012, de 6 de julio, de medidas urgentes para 
la reforma del mercado laboral se diera cabida, y con garantías, a una particular forma de 
organización del tiempo del trabajo, el teletrabajo o trabajo a distancia. Se modifica de 
tal manera el art. 13 del ET de 1995, sustituyendo de esta forma el contrato de trabajo a 
                                                          
1130 Otaduy, J., “La jurisprudencia española sobre profesores de religión”, en Actas del VI Simposio 
Internacional de Derecho Concordatorio, Alcalá de Henares, octubre 2013 
http://dadun.unav.edu/bitstream/10171/36823/4/Jurisprudencia-espanola-profesores-religion.pdf  
1131 “La determinación de la modalidad de contrato a tiempo completo o parcial, según lo requieran las 
necesidades de los centros públicos, corresponderá a las Administraciones educativas competentes, sin 
perjuicio de las modificaciones que a lo largo de su duración y por razón de la planificación educativa, 
deban de producirse respecto de la jornada de trabajo y/o Centro reflejado en contrato”. 




domicilio para dar cabida al trabajo a distancia1133. Se modifica, por ello, la ordenación 
del tradicional trabajo a domicilio, para dar acogida, mediante una regulación equilibrada 
de derechos y obligaciones, al trabajo a distancia basado en el uso intensivo de las nuevas 
tecnologías. Sólo a modo de dar unas pinceladas sobre las características de este tipo de 
trabajo, es conveniente hacer las siguientes alusiones. En primer lugar, el ET considera 
que el trabajo a domicilio es aquél en que “la prestación de la actividad laboral se realiza 
de manera preponderante en el domicilio del trabajador o en el lugar libremente elegido 
por éste, de modo alternativo a su desarrollo presencial en el centro de trabajo de la 
empresa. En segundo lugar, el acuerdo por el que se establece el trabajo a distancia se 
formalizará por escrito, y le serán de aplicación las reglas contenidas en el art. 8.3 ET. Y, 
en tercer lugar, los trabajadores a distancia tendrán los mismos derechos que los que 
prestan sus servicios en el centro de trabajo de la empresa, salvo aquellos que sean 
inherentes a la realización de la prestación laboral en el mismo de manera presencial. En 
este sentido, el empresario deberá establecer los medios necesarios para asegurar el 
acceso efectivo de estos trabajadores a la formación profesional continua, e informarles 
sobre vacantes y una adecuada protección en materia de seguridad y salud, resultando de 
aplicación lo establecido en la Ley 31/1995, de 8 de noviembre (LPRL), e igualmente 
podrán ejercer los derechos de representación colectiva conforme lo establecido en el 
ET1134.  
 
Una de las principales dificultades que nos encontramos en este tipo de trabajo radica 
en el tiempo de trabajo. En estos casos no es posible aplicar un criterio rígido de 
cumplimiento de las normas legales sobre tiempo de trabajo y descansos habida cuenta 
las peculiaridades del modo en que se trabaja y de la mayor importancia que se da al 
rendimiento medido que a la dedicación en sí. Pero esas dificultades no significan que no 
pueda imponerse una serie de limitaciones en esta materia o que no se apliquen las normas 
                                                          
1133 Al respecto, Sánchez-Urán Azaña, Y., Comentario a la reforma laboral 2012, Civitas, Navarra, pág. 
84. 
1134 Véase García Quiñonez, J.C., “La organización del tiempo de trabajo y descanso y la conciliación en 
el trabajo”, en AAVV, Mella Méndez, L. (editora), Villalba Sánchez, A. (coord.), Trabajo a distancia y 
teletrabajo. Estudios sobre su régimen jurídico en el derecho español y comparado, Thomson-Reuters, 
Navarra, 2015, págs. 153-159; Sempere Navarro, A.V., y Khale Carrillo, D.T., Teletrabajo, Colección 
Claves Prácticas, Francis Lefebvre, Madrid, 2013, págs. 9 y ss.; igualmente Thibault Aranda, J., El 
teletrabajo (Análisis jurídico-laboral), Colección de Estudios nº 88, CES, Madrid, 2000, págs. 65, García 




generales en este supuesto1135. El Acuerdo Marco Europeo sobre Teletrabajo, suscrito por 
los interlocutores sociales en julio de 2002 y revisado en 2009, establece un principio de 
libertad en la gestión y organización del tiempo de trabajo, respetando las normas legales, 
reglamentarias y convencionales. Dependiendo de tipo de actividad que se realice y del 
mayor o menor control empresarial en términos de dependencia jurídica, es posible que 
la Directiva 2003/88/CE, despliegue efectos, en el sentido de que la ordenación del tiempo 
de trabajo puede excepcionarse por los Estados miembros (art. 17) cuando la jornada no 
esté preestablecida o cuando pueda determinarse por los propios trabajadores1136. 
 
Uno de los criterios diferenciadores del teletrabajo respecto de las formas 
tradicionales de trabajo es flexibilidad temporal en la organización de la prestación. El 
teletrabajador parece tener mayor autonomía en la distribución de su tiempo de trabajo si 
no hay predeterminado un horario de trabajo, aunque el teletrabajo puede desarrollarse 
dentro de un horario determinado y pactado entre empresario y trabajador o bien de 
acuerdo a lo que se establezca en el convenio colectivo aplicable. Si el trabajador es el 
que decide su jornada, tendrá más facilidades para conciliar su vida laboral con la 
familiar, pero deberá poseer la cualidad de saber organizarse. Se considera necesario, en 
todo caso, que desde la empresa se determine cuánto tiempo se necesitaría para el 
desarrollo del trabajo que se ha de realizar, de forma que pueda exigirse lo mismo al 
trabajador del centro de trabajo que al trabajador a distancia, es decir, establecer objetivos 
cuantificables en unidades de tiempo que faciliten la organización al trabajador1137. 
 
El teletrabajo se asocia normalmente a un ahorro de tiempo en desplazamientos, pero 
debe tenerse en cuenta que no siempre el trabajador reside lejos de su centro de trabajo. 
En ocasiones, el motivo por el cual se opta por el teletrabajo es porque ofrece una mejor 
o más adecuada manera de organizar el tiempo de trabajo. El teletrabajo no siempre ofrece 
la posibilidad de tener una flexibilidad horaria, puede ocurrir que el teletrabajador tenga 
                                                          
1135 En este sentido, Montoya Melgar, A., “Teletrabajo: modelos contractuales de la prestación de 
servicios”, AAVV, Trabajar en la sociedad de la información (El teletrabajo: problema o solución. Cómo 
contratarlo), Colección Forum Universidad-Empresa, Madrid, 1999, págs. 199 y ss.  
1136 Véase Pérez de los Cobos Orihuel, F., y Thibault Aranda, J., El teletrabajo en España (perspectiva 
jurídico-laboral), Colección de Informes y estudios, serie empleo, nº 15, MTAS, Madrid, 2001, pág. 9 y 
ss. 
1137 Esto es posible cuando el trabajo que se debe realizar es medible en unidades (por ejemplo, páginas 
mecanografiadas, llamadas hechas, etc.), pero su cuantificación es más difícil cuando el trabajo requiere un 
proceso difícil de medir (por ejemplo, los que suponen desarrollo de programas informáticos, campañas 




que ajustar su tiempo de trabajo a un determinado horario de atención al cliente. En otros 
casos, el teletrabajo sí se corresponde con una amplia flexibilidad horaria, por ejemplo, 
en aquellos casos en los que tengan marcado un objetivo a alcanzar, sin importar los 
medios para alcanzarlo1138. En los casos en los que el teletrabajador tenga establecido un 
horario determinado, al igual que ocurre cuando se trabaja en el centro de trabajo, el 
teletrabajador deberá informar al empresario de los incumplimientos justificados: 
asistencia al médico, ausencias motivadas por enfermedad, etc. Mientras que, si la jornada 
es determinada por el propio trabajador, en principio, estas ausencias podrá compensarlas 
con horas de trabajo en otra franja horaria, a su voluntad y sin necesidad de dar cuenta y 
justificar al empresario tales ausencias que conforme al art. 52 d) ET podrían ser motivo 
de despido por causas objetivas1139. El teletrabajador en régimen de teletrabajo deberá 
contemplar cierta flexibilidad en el horario para asistir a reuniones, cursos, sustituir a 
compañeros de baja u otros imprevistos, de tal forma que esta modalidad de prestación 
de servicios no se convierte en una limitación de la organización del trabajo, aspecto que 
se contempla por ejemplo en el art. 19 del Acuerdo marco del grupo Repsol1140. 
 
De los convenios analizados que traten el teletrabajo hay que citar el Convenio 
colectivo de Telefónica, el cual fija como criterio general la prestación en este régimen 
durante dos días, pudiendo ser ampliable de común acuerdo por ambas partes, y el 
Convenio colectivo de Repsol, en el que se definen cuatro modalidades con base en la 
jornada diaria en régimen de teletrabajo: un día a la semana, dos días a la semana, 20% 
de la jornada diaria y dos tardes a la semana y la jornada del viernes. 
 
El establecimiento del horario por el trabajador, así como, en muchos casos, ser ellos 
mismos los que realizan el control de su actividad, puede dar lugar a la realización de 
horas extraordinarias, que no podrán ser más de 80 al año o de la parte proporcional en el 
caso de estar ante supuestos de realización de jornadas reducidas. En relación con las 
                                                          
1138 En este sentido, Thibault Aranda, J., “Aspectos jurídicos del teletrabajo”, op.cit. pág. 99 
1139 De las Heras García, A., El teletrabajo en España: un análisis crítico de normas y prácticas, Centro de 
Estudios Financieros, 2016, pág. 138. 
1140 En dicho Acuerdo se establece que “la persona del trabajador deberá tener flexibilidad de cambio de 
los días/tardes aquí señaladas por otros/as en la misma semana, si ello fuera necesario por necesidad de 
servicio, o por asistencia a cursos de formación u otros. Ello se entiende sin perjuicio de la obligación de la 
persona que teletrabaja de acudir a los locales del empleador o en aquellos otros centros de trabajo que el 
mismo mantenga abiertos y en los que su presencia sea requerida con la periodicidad que al efecto le sea 
exigida por el empleador, si esta es necesaria para la adecuada prestación de sus servicios y coordinación y 
asignación de sus funciones y tareas, o para la evaluación de cumplimiento de tareas u objetivos por parte 




horas extraordinarias, si el teletrabajador tiene predeterminado un horario fijo, su 
superación implicaría que se estén realizando horas extraordinarias, las cuales deberían 
retribuirse bien con tiempos de descanso, bien con la retribución por tal concepto. Pero, 
si se trabaja por objetivos, sin un horario fijo de trabajo ni siquiera de jornada, será el 
trabajador quien deba demostrar al empresario las horas empleadas en el caso de que 
excedieran de una jornada normal, para que se lo recompense1141. Por ello, la única vía 
para determinar qué horas pertenecen a una u otra categoría es computar diariamente las 
horas trabajadas por cada trabajador a fin de determinar cuál es la jornada realmente 
realizada y qué horas, en su caso, tienen la consideración de extraordinarias y deben, en 
consecuencia, ser retribuidas como tales o compensadas como horas de descanso1142. 
 
Resulta interesante destacar algún pronunciamiento jurisdiccional sobre el control del 
tiempo de trabajo de este colectivo. El control del tiempo de trabajo para determinar la 
existencia de horas extraordinarias según dispone el art. 35.5 ET es responsabilidad de la 
empresa que debe igualmente registrar la jornada de trabajo día a día y totalizarla en el 
periodo fijado para el abono de las retribuciones, entregando copia del resumen al 
trabajador en el recibo correspondiente. En este sentido, hay que destacar una sentencia 
reciente del TSJ de Castilla y León1143, que ha dispuesto “la obligación de registro de la 
jornada y abono de las horas extras a los teletrabajadores”.  
 
La referida sentencia ratifica la condena a la empresa al pago de horas extraordinarias 
sobre la base de la inexistencia de control alguno sobre la jornada a pesar de tratarse de 
teletrabajo. No se admiten los argumentos de la empresa, contra la reclamación de horas 
extraordinarias, alegando que al tratarse de una prestación de servicios con conexión 
remota y desde el domicilio del trabajador no se implementó el control ni registro alguno 
para no interferir sobre el Derecho Fundamental a la intimidad e inviolabilidad del 
domicilio del empleado. Bien al contrario, debe ser la propia empresa la que debe 
establecer reglas de juego del control sobre el trabajador, sea un trabajador presencial o 
un teletrabajador, de modo que la ausencia de estos controles, y especialmente los de 
                                                          
1141 En este sentido, González Villanueva, F.J., “La ordenación del tiempo de trabajo de los 
teletrabajadores”, Actualidad laboral, nº 11, 2003, págs. 190-191. 
1142 Véase el estudio de García Quiñonez, J.C., “La organización del tiempo de trabajo y descanso y la 
conciliación en el trabajo”, en AAVV, Mella Méndez, L. (editora), Villalba Sánchez, A. (coord.), Trabajo 
a distancia y teletrabajo. Estudios sobre su régimen jurídico en el derecho español y comparado, op.cit. 
pág. 158-159. 




jornada, actúan en perjuicio claro de la empresa. Tampoco tienen acogida favorable para 
el tribunal los argumentos empresariales que se decantan por la plena libertad de 
organización y autonomía del trabajador desde su domicilio y hacen imposible la 
generación de horas extraordinarias, pues la estimación de esta argumentación haría 
imposible determinar a la Autoridad Laboral y al propio trabajador cual es efectivamente 
su jornada de trabajo, y en consecuencia el límite de esta. Igualmente, en el caso del 
trabajo desarrollado con conexión a internet, el control del ejercicio laboral a distancia, 
mediante la comprobación de la conexión del trabajador a la intranet empresarial de su 
actividad en la red, no supone en principio y en condiciones normales invasión del espacio 
protegido bajo el concepto de domicilio y además es susceptible de inspección y control 
por la Autoridad Laboral1144.  
 
De acuerdo con la sentencia del TSJ de Castilla y León mencionada, solamente si la 
empresa ha establecido pautas claras sobre tiempo de trabajo respetuosas con la 
regulación legal y convencional sobre jornada y descansos y si además establece, de 
acuerdo con el trabajador, instrumentos de declaración y control del tiempo de trabajo a 
distancia o en el domicilio, sería posible admitir que una conducta del trabajador en el 
interior de su domicilio en vulneración de dichas pautas u omitiendo los instrumentos de 
control empresarial pudiera dar lugar a exceptuar el pago de las correspondientes horas y 
su computo como tiempo de trabajo. Pero en ausencia de estas pautas y criterios y de unos 
mínimos instrumentos de control no puede admitirse tal exceptuación, que sería 
equivalente a “crear un espacio de total impunidad y alegalidad en el trabajo a distancia 





                                                          
1144 Al respecto, García Quiñonez, J.C., “La organización del tiempo de trabajo y descanso y la conciliación 
en el trabajo”, en AAVV, Mella Méndez, L. (editora), Villalba Sánchez, A. (coord.), Trabajo a distancia y 
teletrabajo. Estudios sobre su régimen jurídico en el derecho español y comparado, Thomson-Reuters, 
Navarra, 2015, págs. 153-159. 
1145 Esta sentencia se une a otras en relación con el registro obligatorio de la jornada de los trabajadores con 
independencia de la realización de horas extraordinarias como: Sentencia de la AN de 4 de diciembre de 
2015 (Rec. 301/2015), Sentencia de la AN de 19 de febrero de 2016 (Rec. 383/2015) y Sentencia de la AN 




CAPÍTULO XI: EL CONTRAPUNTO DEL TIEMPO DE TRABAJO: LOS 
TIEMPOS DE DESCANSO 
 
 
Un complemento indispensable de la ordenación de la jornada y los tiempos de trabajo 
es la regulación de los tiempos de descanso que corresponden al trabajador en función de 
su trabajo. El carácter complementario de este otro conjunto normativo se aprecia con 
toda claridad en el descanso diario (en cuanto es tiempo mínimo entre jornada y jornada 
de trabajo) y en el descanso semanal (en cuanto sirve para acotar con la máxima precisión 
posible el tiempo de trabajo en esa unidad de cómputo. Pero también el descanso anual 
pone de relieve esa vinculación (en la medida en que es tiempo de reposo al cabo de un 
año de trabajo), e incluso los descansos por festivos, que tienen por objeto dar al 
trabajador un respiro en su actividad laboral con el fin de facilitarle una determinada 
celebración. Al igual que la fijación de jornadas máximas de trabajo, todos esos tiempos 
de descanso contribuyen en definitiva al objetivo de tutela del trabajador y de freno a la 
sobreexplotación y el agotamiento de sus fuerzas. No es casualidad, por lo tanto, que las 
normas sobre tiempo de trabajo sean también, habitualmente, normas de regulación de 
los descansos, lo cual puede advertirse tanto en nuestro ordenamiento interno como en 
las directrices sobre tiempo de trabajo procedentes de la OIT y de la Unión Europea. Otra 
cosa es cómo se aborde la línea de separación entre tiempo de trabajo y tiempo de 
descanso, o bien de una forma rígida y estricta, como sucedía tradicionalmente, o bien de 
una forma flexible, como tratan de hacer las normas más modernas, con el fin de dar 
mayores márgenes de autonomía para la distribución del tiempo de trabajo. La posibilidad 
de que el trabajador interrumpa su prestación por determinados motivos, y de que dicha 
interrupción quede amparada por la ley a través de permisos o técnicas similares, 
constituye, por lo demás, otro ingrediente importante para la acotación global de los 
tiempos de trabajo. En este capítulo se hará un repaso somero de todas estas reglas de 
contrapunto de los tiempos de trabajo, tanto en su dimensión general o común, como en 
lo relativo a las relaciones especiales de trabajo o a trabajos con particularidades. 
 
1. Los descansos entre jornadas 
 
 
El descanso entre jornadas ha sido desarrollado legalmente como uno de los derechos 




descanso está directamente relacionado con la máxima constitucional del descanso 
necesario y la limitación de la jornada de trabajo del art. 40.2 CE. También es necesario 
destacar el papel central de la Directiva 2003/88/CE, que contempla reglas concretas en 
materia de descanso entre jornadas. Concretamente, prevé en su capítulo segundo los 
“periodos mínimos de descanso”, y en este sentido su art. 3 dispone que “los Estados 
miembros adoptarán las medidas necesarias para que los trabajadores disfruten de un 
periodo mínimo de descanso de once horas consecutivas en el curso de cada período de 
veinticuatro horas”. Este artículo es un mandato jurídico dirigido a los Estados miembros 
de la Unión Europea para que adopten las medidas oportunas para garantizar la existencia 
en los ordenamientos nacionales de un descanso diario para todos los trabajadores1146. 
 
La necesidad de un descanso diario suficiente puede advertirse en los antecedentes 
históricos de la legislación laboral. En las primeras leyes obreras se apreciaba ya la 
garantía de un periodo diario de reposo laboral del trabajador. Durante los primeros 
congresos obreros del siglo XIX relativo a la duración de la jornada laboral se preveía la 
necesidad de observar un periodo suficiente de descanso diario, al determinarse los ritmos 
lógicos de trabajo y descanso cada jornada de trabajo. Este deseo de racionalizar la 
duración de la jornada diaria se resumió con la denominada “regla de los tres ochos”, en 
virtud de la cual se aplicaba en el desarrollo de la actividad laboral la siguiente relación: 
ocho horas de trabajo diario efectivo, ocho horas destinadas al ocio y a la vida familiar, y 
ocho horas dirigidas al reposo físico1147. 
 
En España, las LCT de 1931 y 1944 no acabaron con el régimen plural y disperso de 
los descansos diarios previstos en las ordenaciones sectoriales. La regulación general se 
consigue con la LRL de 1976. Esta Ley contemplaba este derecho a disponer que “entre 
la terminación de la jornada diaria y el comienzo de la siguiente dispondrá, al menos, de 
un descanso de doce horas” (art. 23, párrafo 2º). Por su parte, la redacción estatutaria 
actual es heredera de la versión del ET de 1980 (art. 34.2 párrafo 4º). A diferencia de lo 
que sucedió en otros países comunitarios, el legislador español no tuvo que alterar el tenor 
literal del art. 34 ET en materia de descanso entre jornadas al trasponer la Directiva 
                                                          
1146 Colina Robledo, M., “Normativa sobre tiempo de trabajo en el ámbito de la Comunidad Europea”, en 
AAVV, Estudios sobre la jornada de trabajo (Dir. De la Villa Gil, L.E.), Acaral, 1991, pág. 78. 
1147 López Ahumada, J.E.: Evolución normativa de los descansos laborales. Primer centenario de la 





93/104/CE en virtud de la reforma laboral de 1994 (Ley 11/1994, de 19 de mayo)1148. 
Únicamente se suprimió del precepto la expresión “en todo caso”. En la actualidad, el art. 
34.3 ET párrafo 1º del ET prevé que “entre el final de una jornada y el comienzo de la 
siguiente mediarán como mínimo doce horas”1149. Este derecho consustancial a la 
ejecución diaria de la prestación de servicios no ha encontrado en su redacción estatutaria 
una denominación precisa. Así, la interpretación diaria en el trabajo se califica legalmente 
con diversos términos, como “descanso entre jornadas” (art. 34.3 párrafo 2º ET) o 
“descanso diario” (art. 34.2 ET). A su vez, esta diversidad de conceptos legales relativos 
al descanso se completa con otro término acuñado doctrinalmente el “descanso inter 
jornadas”1150. 
 
El ET se refiere al descanso entre jornadas, dejando clara la voluntad del legislador 
estatutario de dotar a este periodo de inactividad laboral de un auténtico carácter 
obligatorio, tal es la importancia del descanso diario en la distribución del tiempo de 
trabajo que nuestra legislación laboral realiza hasta tres llamadas expresas a la 
observación necesaria de la interrupción diaria del trabajo.  El legislador establece en el 
art. 34.3 ET que “entre el final de una jornada y el comienzo de la siguiente mediarán, 
como mínimo, doce horas”. Podrá ampliarse la duración de este periodo de inactividad 
obligatorio, pero no es susceptible de reducción en ningún caso, se trata de un derecho 
mínimo necesario. Este es uno de los límites más importantes que se establece en nuestro 
ordenamiento jurídico para la distribución irregular de la jornada1151. 
 
                                                          
1148 La redacción originaria del precepto dedicado a la regulación de la jornada no contemplaba ninguna 
referencia al descanso entre jornadas (art. 32 PLET/1980). Sin embargo, el descanso se recogió 
definitivamente en el Dictamen de la Comisión, gracias a la Enmienda 415, 459 y 206 CD. Las dos primeras 
fueron rechazadas. Únicamente se aceptó la Enmienda 206 CD, que culminaría todas las fases siguientes 
del procedimiento parlamentario, siendo su redacción el tenor del art 34.3 párrafo 1 del ET. No obstante, sí 
era interesante la Enmienda 459 CD que contemplaba ya la posibilidad del “reparto anual del tiempo de 
trabajo respetando (…)” el descanso entre jornadas, donde se ponía ya de manifiesto la función del descanso 
como limite a la distribución de la jornada. También hubo algún intento, aunque fracasad, de fusionar en 
un mismo precepto la regulación del descanso semanal y diario. Enmienda 481 CD. 
1149 López Ahumada, J.E., Descansos laborales y tiempo de trabajo: régimen jurídico de los descansos 
diario y semanal y de los festivos, CES, 2004, págs. 27 y ss. 
1150 Valdeolivas García, Y., “Pausas intrajornadas y descansos interjornadas”, AA.VV., Estudio sobre la 
jornada de trabajo (De la Villa Gil, L.E.), Acaral, Madrid, 1991, pág. 283. 
1151 Esta regulación supone un límite indirecto en materia de jornada: si es necesario descansar 12 horas 
entre jornada y jornada, eso supone que no es factible trabajar diariamente más de otras 12 horas. Este 
límite es el límite más rígido de los establecidos por el legislador, pues ha de ser respetado incluso cuando 
se establece la jornada irregular a lo largo del año. Al respecto, García Ninet, J.I., Vicente Palacios, A., “La 




Las características de este derecho son las siguientes. En primer lugar, no podrá 
minorarse siquiera cuando, en aplicación de los acuerdos o convenios colectivos que 
autorizan la distribución irregular del tiempo de trabajo diario, se rebase el tope general 
de las nueve horas (por expreso mandato del legislador contenido en el art. 34.3 segundo 
párrafo del ET)). En segundo lugar, tampoco podría reducirse en el supuesto de 
realización de horas extraordinarias, ya que la ley establece como derecho mínimo 
necesario, la previsión legal de que entre el final de la jornada y el comienzo de la 
siguiente ha de mediar como mínimo doce horas. En tales casos, puede ser necesario 
alterar el horario de trabajo, haciéndolo comenzar más tarde al día siguiente a la 
realización de tales horas. A falta de ninguna norma específica sobre el particular, parece 
que ello será necesario incluso en los supuestos en que las horas extras sean exigidas por 
causas de fuerza mayor. Ni siquiera es susceptible de reducción o eliminación cuando a 
la última jornada de trabajo realizada le siga el periodo de disfrute de descanso 
semanal1152. En tercer lugar, aunque en el caso de cambio de turno de trabajo el legislador 
autoriza a reducir el descanso en ese preciso momento a 7 horas, obliga a compensar con 
descansos la diferencia hasta las doce horas en los días inmediatamente siguientes (art. 
19 del RDJE de 1995). Y, por último, la ley deja plena libertad sobre las modalidades de 
su disfrute, que pueden ser diversas y numerosas: de día, de noche, de forma simultánea 
para todos los trabajadores o diferenciando por grupos, etc.1153.  
 
El descanso entre jornadas ha sido interpretado por la doctrina laboral como una 
norma imperativa, afirmándose su carácter de derecho laboral necesario1154, es un derecho 
imperativo de carácter relativo, por lo que es posible la mejora de las condiciones 
concretas de su disfrute en virtud de acuerdo colectivo o individual. Los convenios 
colectivos y, en su caso, los acuerdos de empresa podrán afrontar la regulación del 
descanso entre jornadas respetando los rasgos esenciales del derecho. La autonomía 
individual también podrá abordar el tratamiento del descanso siempre y cuando el 
contenido del acuerdo se supedite a lo previsto en las normas legales y colectivas. Ello es 
así pese a las transformaciones experimentadas en nuestro sistema de tiempo de trabajo. 
Aún hoy se puede seguir afirmando que el descanso diario se configura legalmente como 
                                                          
1152 STS de 25 de septiembre de 2008 (RJ 2008,7355, Rec. 4323,2007) y STS de 10 de octubre de 2005 (RJ 
2005,8003, Rec. 155/2004) y SAN de 8 de mayo de 2007 (JUR 2007/241794, procedimiento nº 18/2007). 
1153 Al respecto, Monereo Pérez, Gorelli Hernández, Tiempo de trabajo y ciclos vitales, op.cit. págs. 204-
205. 




periodo de descanso indisponible. Este carácter indisponible del descanso entre jornadas 
tiene su fundamento en la propia naturaleza del descanso. Ello deriva del carácter del 
descanso como un derecho personal e irrenunciable del trabajador. El carácter necesario 
del descanso diario afecta directamente al ámbito subjetivo de aplicación del derecho. De 
tal forma, la imperatividad del descanso diario alcanza a todos los trabajadores 
dependientes por cuenta ajena, que disfrutarán de un periodo mínimo de interrupción 
diaria en el desarrollo de la prestación de servicios, con independencia del sector laboral 
en que estén encuadrados, así como del sexo y de la edad del trabajador1155. 
 
La doctrina entiende que el carácter necesario del descanso supone una limitación de 
los poderes de organización del trabajo de la empresa frente a los márgenes de 
distribución irregular de la jornada laboral (art. 34.3 ET)1156. Así, puede observarse como 
se restringen las posibilidades de gestión empresarial del descanso diario a diferencia de 
lo que sucede en el descanso semanal, cuyo disfrute se puede distribuir con mayor margen 
de libertad. Con carácter general, los convenios colectivos vienen a recordar el contenido 
del art. 34.3 párrafo 1º ET, subrayando el cumplimiento necesario de este periodo de 
descanso. En este sentido, hay que recordar la importancia que tiene subrayar en las 
cláusulas negociales el carácter necesario y de norma mínima de derecho al descanso 
diario, debido a su eficacia frente a la distribución flexible de la jornada de trabajo1157.  
 
Es preciso recordar que las doce horas de descanso diario se deben disfrutar la jornada 
anterior al periodo de descanso semanal, esto es, los descansos entre jornadas y semanal 
no se pueden superponer. En este sentido, la Directiva 2003/88/CE contempla que se 
disfrutará “(…)  de un periodo mínimo de descanso ininterrumpido de veinticuatro horas, 
a las que se añadirán las once horas de descanso diario establecidas en el art. 3” (art. 5 
párrafo 1º). Esta norma evita la posible neutralización o reducción del descanso entre 
                                                          
1155 García Ninet, J.I., La ordenación del tiempo de trabajo…”, op.cit., pág. 41. “Esta declaración tiene 
numerosas implicaciones históricas, puesto que, en la evolución normativa del descanso entre jornadas se 
parte del reconocimiento de este derecho a determinados sectores de actividad, así como a determinados 
sujetos menos favorecidos en sus condiciones de jornada laboral, denominados “cuotas débiles”. Sin 
embargo, esta función típicamente compensadora de nuestra legislación laboral ha desaparecido para 
convertir el descanso entre jornadas en un límite general de la ordenación del tiempo de trabajo”. 
1156 García Ninet, J.I., La ordenación del tiempo de trabajo, op.cit., pág. 29, “el descanso entre jornadas 
mejorable por pacto individual o colectivo, (…) supone una restricción de las libertades de organización 
del empresario, del mismo modo que restringe las facultades conferidas en el art. 34.2 para que el convenio 
colectivo mediante acuerdos entre la empresa y los representantes de los trabajadores se establezca una 
distribución irregular de la jornada”. 
1157 López Ahumada, J.E., Descansos laborales y tiempo de trabajo: régimen jurídico de los descansos 




jornadas. Por lo tanto, las doce horas de descanso entre jornadas deberán adherirse y 
preceder al día y medio de descanso semanal (art. 3). Así pues, entre la jornada previa a 
la interrupción semanal de trabajo y el descanso semanal deben existir doce horas de 
descanso. Se tendrá que permitir mediante el reposo diario la recuperación del trabajo y 
se iniciará el disfrute del descanso semanal el día siguiente a la última jornada de trabajo 
de la semanal.  Conviene destacar que las doce horas de descanso se predican del régimen 
común de descanso entre jornadas ya que la Directiva 2003/88/CE autoriza a los Estados 
miembros a reducir la duración del descanso diario para determinadas actividades 
laborales especiales (art. 17.1 y 17.2). En este sentido, el RDJE habilita la posible 
alteración del régimen general de descanso, dando lugar a reducciones del descanso en 
determinadas jornadas especiales o en el desarrollo del trabajo a turnos1158.   
 
El periodo de doce horas de descanso entre jornadas se concibe, en principio, como 
un periodo de descanso y recuperación física y/o mental para el trabajador. Sin embargo, 
el trabajador es libre para destinar el descanso a las actividades que considere oportunas. 
Por lo que esas doce horas de descanso entre jornadas las puede emplear para realizar otro 
trabajo, hipótesis en la que el trabajador se encontraría en situación de pluriempleo1159. 
El empresario no podrá sancionar disciplinariamente a aquellos trabajadores que no 
empleen el descanso diario al ocio y al reposo. Tal posibilidad sólo será posible en tres 
supuestos específicos: a) que la prestación de trabajo para otros empresarios durante dicho 
periodo produzca una baja en el rendimiento del empleado o incida negativamente en el 
cumplimiento de sus obligaciones laborales; b) que, como consecuencia, de la dedicación 
al pluriempleo se ponga en peligro la salud e integridad física del propio trabajador o de 
otras personas implicadas en la actividad productiva, y c) que se haya incluido en el 
contrato de trabajo un pacto de exclusividad, por el que el trabajador se compromete a no 
prestar servicios para otras empresas1160. En el caso de los trabajadores menores de 18 
años no podrán realizar más de ocho horas diarias de trabajo efectivo, incluyendo, en su 
caso, el tiempo dedicado a la formación y, si trabajasen para varios empleadores, las 
realizadas con cada uno de ellos. 
 
                                                          
1158 García Ortega, J., Moreno Cáliz, S., “Descanso semanal, fiestas y permisos”, op.cit., pág. 440. 
1159 Al respecto, García Ninet y Vicente Palacios, “La jornada”, en Salario y tiempo de trabajo (...), op.cit., 
pág. 206. 
1160 Cabeza Pereiro, J., “Descanso semanal, fiestas, permisos y reducción de jornada por lactancia y guarda 




La eficacia del descanso como límite a la jornada de trabajo se proyecta 
necesariamente tanto en la dimensión cuantitativa como cualitativa del tiempo de trabajo. 
En lo relativo a la dimensión cuantitativa del tiempo de trabajo, el descanso diario limita 
la duración máxima diaria de la prestación laboral, mientras que, en la dimensión 
cualitativa, esto es, en la distribución del tiempo de trabajo, el descanso diario viene a 
determinar los momentos concretos en los que se sucederán las interrupciones diarias de 
la actividad laboral. De este modo, el descanso entre jornadas se caracteriza como un 
periodo de descanso en el trabajo referido al sistema de organización del trabajo diario. 
La incidencia limitadora del descanso tiene como referencia la duración máxima de la 
jornada de trabajo en cómputo diario. De este modo, la interrupción diaria del trabajo 
limitará especialmente la ordenación de aquellas figuras sometidas a mayor elasticidad 
en su ordenación como la aplicación de las horas extraordinarias, debido a que éstas no 
tienen un tope diario, y debido a su acción junto a la posible superación de las nueve horas 
ordinarias de trabajo efectivo, si así se prevé en pacto en convenio colectivo o acuerdo de 
empresa. 
Se debe destacar también la relación del descanso entre jornadas con el horario de 
trabajo. La regulación del descanso entre jornadas afecta directamente a la configuración 
del horario de trabajo. Éste prevé el tiempo de trabajo en positivo, esto es, únicamente la 
actividad laboral. Cierto es que el horario de trabajo no tiene que determinar 
necesariamente el descanso como contenido obligatorio del mismo, sin embargo, el 
descanso diario es, en parte, el reverso del tiempo de trabajo.  
 
En principio, el art. 34.3 párrafo 1º del ET no alude al momento de disfrute del 
descanso. Únicamente se entiende cumplida la norma si entre jornada y jornada se 
descansa, con independencia del horario de descanso1161. El descanso entre jornadas 
puede disfrutarse de noche o durante el día. Además, junto al descanso diario de carácter 
nocturno o diurno, existe una posibilidad de descanso diario mixto, esto es, parte del 
descanso se disfruta de día y parte de noche. Ello es posible legalmente si tenemos en 
cuenta la franja horaria prevista para el trabajo nocturno (de diez de la noche a seis de la 
mañana, art. 36.1 ET). Originariamente, la determinación del descanso entre jornadas era 
                                                          
1161 Así pues, el descanso se disfrutará “(…) en función del tipo de horario que se realice, diurno, nocturno, 
a turnos, etc. pudiendo disfrutarlo cada trabajador cuando siempre en el mismo momento, o en momentos 
distintos, todos los trabajadores al mismo tiempo o cada trabajador de la empresa en momentos distintos”. 
Véase Rodríguez Pastor, G. “El régimen jurídico de la distribución de la jornada de trabajo”, Tirant lo 




una facultad eminentemente empresarial, pero en la actualidad, el art. 34 ET contempla 
nuevos márgenes de actuación para la negociación colectiva y el contrato de trabajo. Pese 
a todo, aunque si bien es cierto que, con límites importantes, aún hoy la fijación del 
“momento” de disfrute del descanso diario se considera manifestación del poder de 
dirección y se estaría ante una expresión de las facultades de organización del trabajo. No 
obstante, esta afirmación no puede conducir a pensar que el empresario puede imponer 
unilateralmente, y sin observar ningún límite jurídico, el momento exacto de disfrute de 
la interrupción diaria de la prestación laboral. Así, hay que tener presente las 
prescripciones legales relativas a la duración y ordenación de la jornada, que contemplan 
un gran margen de acción para la negociación colectiva y el contrato de trabajo (arts. 34.1, 
2, 3 del ET), así como la observancia del procedimiento de modificación sustancial de 
condiciones de trabajo del art. 41 ET1162. 
 
A su vez, debemos plantearnos qué momento se considerará más idóneo para reponer 
las fuerzas físicas y psíquicas empleadas por el trabajador durante el día en el proceso 
productivo. Obviamente, y aunque nuestra legislación laboral no lo haya previsto 
expresamente, en esta problemática influyen decisivamente los hábitos y costumbres 
sociales. Sin duda alguna, y no sólo debido a los ritmos de la vida impuestos socialmente, 
sino por exigencias de tutela de la salud laboral del trabajador, el descanso diario de 
carácter nocturno sería el sucesor lógico e idóneo del reposo laboral entre jornadas.  
 
En general, la posibilidad de un disfrute diurno del descanso entre jornadas puede 
afectar a la salud laboral del trabajador, ya que el reposo laboral diurno e incluso, mixto, 
altera los ritmos biológicos y sociales del trabajador. Conviene recordar que, en nuestra 
legislación laboral, los trabajadores menores de dieciocho años no pueden trabajar en 
horario nocturno como medida de tutela de su salud laboral (art. 6.2 ET), de suerte que 
su descanso entre jornadas deberá necesariamente estar comprendido durante el horario 
nocturno. Al margen de este supuesto, la opción por el descanso entre jornadas disfrutado 
en horario diurno es una opción válida, y se corresponde con la amplia libertad de fijación 
del horario, siempre y cuando se cumplan las normas imperativas previstas en el art. 36.1 
y 2 del ET.  
                                                          
1162 López Ahumada, J.E., Descansos laborales y tiempo de trabajo: régimen jurídico de los descansos 
diario y semanal y de los días festivos, op. cit. pág. 42 y ss; Pérez De los Cobos-Orihuel, F, Monreal 




En nuestro sistema jurídico laboral vigente, no existe un número claro de actividades 
especiales en las que el trabajo se preste de noche, sino que debido a la tercerización de 
la economía y a los nuevos ritmos de vida, la prestación de servicios se debe prestar cada 
vez con más frecuencia las veinticuatro horas del día a fin de atender las necesidades de 
la sociedad1163. Generalmente, el descanso entre jornadas diurno es propio de aquellas 
empresas que organizan el trabajo a través de procesos continuos de producción o de 
aquellas actividades que sólo se pueden prestar de noche. Del mismo modo, se pueden 
aplicar los sistemas mixtos de descansos entre jornadas en las empresas con sistemas de 
trabajo a turnos o rotatorios. En este caso, el trabajador rota en los turnos de mañana, 
tarde y noche, produciéndose, en su consecuencia, la modificación del carácter del 
descanso entre jornadas, al alterarse el principio y el final de la jornada diaria de trabajo. 
 
Resulta preciso igualmente aclarar cuándo comienza a contarse el periodo de 
descanso diario y cuándo termina el mismo. Con carácter general, se puede decir que el 
inicio del cómputo de las doce horas de reposo diario comienza cuando haya concluido 
el tiempo de trabajo efectivo pactado para la jornada diaria. La clarificación de este 
interrogante depende de la concreción del tiempo de trabajo y de descanso que se plasme 
en los convenios colectivos, o en su defecto, en los acuerdos de empresa o en los contratos 
de trabajo. Esta remisión a lo previsto vía autonomía colectiva e individual sobre el inicio 
y fin del periodo de reposo diario tiene que tener presente el tiempo de trabajo efectivo, 
esto es, el tiempo que el trabajador se encuentra en su puesto de trabajo, ya que este 
intervalo va a determinar la sucesión del descanso entre jornadas (art. 34.5 ET). La 
referencia del momento en que el trabajador abandona su puesto de trabajo no siempre va 
a coincidir con el fin de la jornada ordinaria. Como ya ha reiterado la doctrina científica, 
es preciso tener en cuenta los supuestos excepcionales de extensión temporal del 
desarrollo de la prestación de servicios. Esto puede suceder, por ejemplo, en el desarrollo 
de horas extraordinarias o en la aplicación de horas de trabajo a cuenta de la bolsa de 
horas pactada en convenio colectivo1164.  
                                                          
1163 En la actualidad, se deben atender a las necesidades diarias de la población, como puede ser el trabajo 
en aeropuertos, gasolineras, supermercados, etc. Es decir, los nuevos ritmos de vida vienen condicionando 
el descanso diario y semanal, incidiendo en mayor medida en el descanso entre jornadas. No obstante, ello 
contrasta con la normal configuración del descanso entre jornadas de carácter nocturno en los sectores 
primario y secundario. Véase García Ninet, J.I., Jornada de trabajo, Horario y horas extraordinarias, 
Edersa, Madrid, 1977, págs. 197-198. 
1164 Por lo tanto, si existen circunstancias de exceso de jornada, ello repercute en el disfrute del descanso 
entre jornadas. Así pues, el inicio del cómputo se hará a partir de la conclusión de la jornada diaria por lo 




Si pese a todo el tiempo de trabajo se prolonga más allá del tiempo ordinario previsto 
en la jornada pactada con merma del descanso diario, se debe proceder a la consiguiente 
reducción de la siguiente jornada laboral, se estaría ante una técnica compensatoria. Esta 
compensación del trabajo en exceso en el día siguiente sería la opción más justa en 
atención a la salud del trabajador, así como lo más acorde con el respeto del derecho al 
descanso laboral efectivo. Con carácter general, esta medida debería prevalecer en los 
supuestos de concurrencia del derecho de descanso diario con las necesidades de 
organización de la empresa1165. Recientemente la sentencia del TSJ de Galicia1166 
condena a la empresa al abono, en concepto de indemnización de daños y perjuicios, de 
las cantidades de 1.545 euros, 1.710 euros y 240 euros, para cada uno de los tres 
trabajadores, por yuxtaponer y solapar el descanso diario y el descanso semanal, causando 
daño moral a los trabajadores. El Tribunal considera que tal déficit de descanso, al que 
legítimamente tenían derecho los trabajadores, les ha causado un daño moral, al verse 
obligados a trabajar sin respetar el periodo mínimo de descanso semanal establecido con 
carácter imperativo en el artículo 37 del ET en relación con el descanso entre jornadas 
fijado en el artículo 34.3 de dicho texto legal, no disponiendo de dicho tiempo, no solo 
para recuperarse del cansancio y esfuerzo que conlleva todo trabajo, sino también para 
disfrutar de dicho ocio y poder compatibilizar su vida familiar, laboral y personal. 
 
2. Descanso semanal 
 
El legislador ordinario ha concebido en el primer párrafo del art. 37.1 ET el descanso 
semanal como un reposo laboral mínimo, cuya duración es de día y medio, que se 
disfrutará, si ello es posible, el día completo del domingo, y junto a él, un medio día de 
descanso, que coincidirá con la tarde del sábado o la mañana del lunes. Dicho descanso 
se entiende como un periodo de cesación de la prestación de servicios con carácter 
ininterrumpido después de cinco jornadas y media de trabajo, sin perjuicio de su posible 
acumulación por periodos de dos semanas. Esta cláusula es especialmente importante, 
puesto que configura la interrupción semanal del trabajo como límite a la distribución del 
                                                          
las doce horas habrá comenzado cuando termine efectivamente toda la jornada (ordinaria y extraordinaria). 
Véase García Ninet, J. I., “Ordenación del tiempo”, op.cit., pág. 31. 
1165 Esta misma tesis ha sido defendida por la doctrina más autorizada que considera que según el art. 3 de 
la Directiva 2003/88/CE el sistema de cómputo del descanso diario debe ser rígido, esto es, debe ser 
compensado en el día inmediatamente siguiente al descanso reducido o no disfrutado, puesto que “(…) el 
descanso de once horas inter jornadas (deberá computarse) en el curso de cada periodo de veinticuatro 
horas”. Véase García Ninet, J.I., La ordenación del tiempo de trabajo, op.cit., pág. 41. 




descanso y condiciona la posible acción de la voluntad colectiva e individual de las partes. 
Se estaría en presencia de la aplicación en el descanso semanal del principio de norma 
mínima. Así pues, el descanso semanal previsto legalmente únicamente podrá ser 
modificado, si se produce una mejora del disfrute legal del derecho. Conviene destacar 
que la configuración del descanso semanal como derecho mínimo de carácter necesario 
es diferente según se refiera a la duración del periodo de descanso o a su régimen concreto 
de disfrute. Si se refiere a la duración del descanso su configuración legal es rígida e 
indisponible para las partes. Sin embargo, si se refiere al modo de disfrute del descanso, 
éste se puede ordenar flexiblemente (ubicación del descanso en la semana, 
fraccionamiento del periodo de reposo o su cómputo semanal o bisemanal)1167. 
 
En la versión inicial del ET la duración del descanso semanal era absolutamente 
rígida, dado que se preveía como una máxima de derecho necesario, mientras que la 
distribución del descanso semanal se configuraba con carácter dispositivo. Se relajaba el 
carácter mínimo de descanso semanal, ya que se podía alterar su régimen jurídico en 
virtud de reglamento, convenio colectivo o contrato individual de trabajo, según la 
interpretación de la doctrina más autorizada, se podía variar todo lo concerniente a la 
ordenación del reposo, es decir, el momento de disfrute, así como la cadencia del descanso 
en un periodo distinto del intervalo semanal. Ya en la regulación del derecho al descanso 
semanal del ET/1980 existía flexibilidad, al menos potencial, puesto que el art. 37.1 ET 
permitía expresamente la alteración del régimen jurídico aplicable al descanso 
semanal1168. 
 
Pero después de la reforma de 1994 se ha aumentado la elasticidad de la ordenación 
del descanso. Esto es, las nuevas reglas de ordenación flexible del descanso han incidido 
directamente sobre el carácter necesario del derecho. Se puede apreciar cómo el margen 
de duración del descanso, que siempre ha tenido el carácter de derecho mínimo, 
indisponible e inderogable para la voluntad colectiva o individual de las partes, las nuevas 
posibilidades de ordenación irregular del descanso permiten la disposición de los límites 
inherentes a la distribución de la interrupción semanal del trabajo. El vigente art. 37.1 ET 
no se refiere expresamente a las fuentes de ordenación del descanso. No obstante, su 
                                                          
1167 García Ninet, J.I., Ordenación del tiempo de trabajo, op.cit., págs. 98-99; Bodas Martín, R., La jornada 
laboral, pág. 28, entre otros. 
1168 Véase Basterra Hernández, M., Tiempo de trabajo y tiempo de descanso, Tirant lo Blanch, Valencia, 




anterior redacción se refería expresamente al convenio colectivo y al contrato de trabajo. 
Esta ausencia de referencia a las fuentes de ordenación del asueto deja abierta la posible 
concreción de la flexibilidad en materia de distribución del descanso semanal1169. Es 
preciso señalar que en nuestro ordenamiento jurídico el carácter necesario y obligatorio 
del descanso semanal, se refuerza en virtud de la calificación del incumplimiento del 
descanso semanal como infracción grave (art. 7.5 LISOS); sin llegar a merecer la sanción 
laboral de la máxima calificación prevista por nuestra legislación laboral (art. 8 LISOS). 
Ello contrasta con la normativa aplicable en otros países europeos que, junto a las clásicas 
normas de policía laboral, el incumplimiento del descanso laboral se califica como un 
ilícito civil y penal. 
 
Como previamente se ha anunciado, la regla general del disfrute del descanso semanal 
de un día y medio es solamente una proclamación general, puesto que es posible que 
puedan existir otros sistemas distintos de duración del descanso. El descanso semanal del 
art. 37.1 ET se puede mejorar en virtud de un pacto colectivo o individual, estando 
llamada la negociación colectiva a realizar esta función. En general, se suele recoger en 
los convenios colectivos de ámbito estatal la duración del descanso semanal determinada 
por legislador ordinario. No obstante, se puede aumentar la duración del periodo de 
reposo, esto es, se puede pactar individualmente o colectivamente el disfrute de un medio 
día adicional de interrupción del trabajo con carácter complementario al periodo de 
reposo previsto legalmente.  
 
Existe una excepción a la duración general del descanso que se contempla en el propio 
art. 37.1 ET es el descanso semanal de los menores de dieciocho años, cuya duración se 
amplía a dos días de carácter mínimo e indisponible. Esta mejora del descanso semanal 
se debe a la eficacia en nuestro ordenamiento jurídico de la exigencia contemplada en la 
Directiva 2003/88/CE, que se aplica al trabajador menor de edad, esto es al adolescente 
o joven mayor de quince años y menor de dieciocho años, que no se encuentre legalmente 
en fase de escolaridad obligatoria a tiempo completo (art.3). La legislación laboral obliga 
a los empresarios a conceder a los trabajadores menores de edad un descanso semanal 
                                                          
1169 Al respecto, Gil y Gil, J.L., “El descanso semanal”, en AAVV, Estudios sobre la jornada de trabajo 




más prolongado, siendo su ordenación mucho más rígida que la prevista en el descanso 
semanal ordinario1170. 
 
Por otro lado, otras excepciones a la duración del día y medio de reposo semanal, 
como se verá en otro apartado, se encuentran fuera del texto estatutario, como sucede en 
las jornadas especiales. Éstas tienen un régimen diverso del ordenado con carácter general 
en la legislación laboral, puesto que se puede ampliar o reducir la duración del descanso 
y alterar su periodicidad por vía reglamentaria (art. 37.1 párrafo 2º). Sin embargo, y pese 
a la posibilidad de alterar la duración del descanso, la posible reducción del periodo de 
descanso es muy discutible. Por un lado, difícilmente se puede sostener la posible 
reducción del descanso por debajo del día y medio semanal, ya que esta es la duración 
mínima prevista legalmente, por otro, en el caso de que se reduzca la duración del 
descanso mejorada por encima del día y medio semanal, se podría producir la vulneración 
del principio de condición más beneficiosa, si se ha incorporado efectivamente a la 
relación laboral1171. 
 
En nuestro ordenamiento jurídico, el carácter ininterrumpido del descanso semanal es 
un presupuesto normativo inderogable. El carácter ininterrumpido del descanso ha 
permanecido inmune a la flexibilización a la que se ha visto sometido el art. 37.1 ET. Y 
ello es así, como ha puesto de manifiesto la doctrina científica, debido a que la rigidez del 
carácter ininterrumpido del descanso deriva del propio concepto del descanso semanal. 
Tiene un fundamento en la propia naturaleza jurídica del descanso, dado que en caso 
contrario se truncaría la finalidad misma del derecho, que es facilitar semanalmente un 
periodo de descanso al trabajador1172. Todo ello supondrá que el disfrute de treinta y seis 
horas de descanso semanal se realizará continuamente, sin interrupción posible, en el 
                                                          
1170 En este sentido, Gil y Gil, J.L., “El descanso semanal”, op.cit., pág. 611. 
1171 La duración general del descanso semanal en el ET contrasta con la contemplada en la Directiva 
2003/88/CE. Esta norma comunitaria establece, frente a nuestro día y medio de descanso, un “periodo 
mínimo de descanso de veinticuatro horas”. El art. 5 párrafo 1º dispone que “los Estados miembros 
adoptarán las medidas necesarias para que todos los trabajadores disfruten, por cada periodo de siete días, 
de un periodo mínimo de descanso ininterrumpido de veinticuatro horas, a las que se añadirán las once de 
descanso diario establecidas en el art. 3”. 
1172 Gil y Gil, “Descanso semanal”, AA.VV., Estudios sobre la Jornada de trabajo, (De la Villa Gil, L.E. 
direct.), Acaral, Madrid, 1991, pág. 615; González Biedma, E., “La jornada (en torno al art. 34)”, Revista 
Española de Derecho del Trabajo, nº 100, pág. 739, este autor expresa que “estamos ante uno de los núcleos 
duros de la regulación sobre tiempo de trabajo tal como lo ha calificado la doctrina laboral, un límite 
directamente dirigido a garantizar un mínimo de bienestar y salud que no puede ser transgredido por los 




supuesto de que las partes de la relación laboral nada hayan acordado (individual o 
colectivamente) sobre la acumulación del descanso semanal. 
 
Esta prohibición de interrupción no se corresponde exactamente con la duración total 
del descanso semanal que es de día y medio, sino que exige, al menos, que el descanso 
continuado del trabajador se extienda durante un día completo. Esto supone, con carácter 
general, que no se podrá interrumpir el periodo de descanso laboral desde la media noche 
de un día hasta la medianoche del siguiente, a excepción, del supuesto del trabajo 
nocturno. Con carácter general, se podrá interrumpir el periodo de descanso semanal, 
separando el medio día de descanso y acumulándolo a otro medio a fin de conseguir un 
día completo de reposo en un periodo de referencia de catorce días. Sin embargo, no es 
esta la única interrupción posible de la duración del descanso, dado que el medio día de 
descanso se podrá disfrutar separándose del día completo de descanso, sin necesidad de 
conseguir un día acumulado de descanso cada dos semanas1173. 
 
La posibilidad de separar el medio día de reposo del día completo del descanso, o su 
acumulación bisemanal, se reconoce en determinadas actividades laborales comprendidas 
en el régimen jurídico de las jornadas especiales (por ejemplo, en el trabajo en el mar o 
en el trabajo a turnos (arts. 18 y 19 RDJE). Así como en todos aquellos supuestos en los 
que el RDJE permite que el descanso semanal se pueda computar en ciclos de hasta cuatro 
semanas, como se verá en otro apartado de este capítulo. Los Tribunales han venido 
entendiendo que el disfrute del descanso será la forma consecutiva desde la media noche 
de un día a la media noche del día siguiente. Es decir, salvo si el trabajo es nocturno, el 
tiempo destinado al descanso se corresponde con la jornada solar. De este modo, el tiempo 
de descanso del trabajador no puede fraccionar, siendo esta característica una exigencia 
de máxima rigidez. Este sistema de disfrute del descanso semanal, en atención a la jornada 
solar, es una característica consustancial al concepto mismo de descanso semanal, dado 
que el reposo disfrutado de forma continua es un presupuesto necesario para la 
recuperación psíquica y fisiológica de los trabajadores1174. 
                                                          
1173 Gil y Gil, J.L., “Descanso semanal”, op.cit., pág. 623, y García Ninet, Vicente Palacios, “La jornada”, 
en Salario y tiempo de trabajo (…), op.cit., pág. 55. 
1174 Esta tesis también ha sido acogida por nuestros tribunales. En este sentido, la STCT de 27 de septiembre 
de 1984 (RTCT 7291) constata que según el art. 3.1 C.c. “(…) el día a que (este precepto) se refiere es un 
día natural, es decir, entre las doce horas de uno y las del día siguiente y no las veinticuatro horas que la 




En cuanto al momento del descanso semanal, el legislador ordinario prevé que el día 
completo de descanso semanal será, como regla general, el domingo y, a continuación, 
en relación con el medio día de descanso, se establece la opción de disfrutarse la tarde del 
sábado o la mañana del lunes. Sin embargo, dicha ordenación previa de los días de 
descanso es una pauta indicativa debido a la posibilidad de alterar los días del descanso 
en virtud de pactos colectivos o individuales. La determinación del medio día de descanso 
semanal, que se yuxtapone al día completo del domingo con el fin de conseguir las treinta 
y seis horas de descanso en cómputo semanal, es un aspecto que las partes pueden 
disponer en virtud de pacto colectivo o individual. Aunque no diga nada al respecto el art. 
37.1 ET, esta parece la finalidad de la norma, ya que la referencia a estos días de la semana 
se prevé como regla general, pudiéndose contemplar otra regla en materia de fijación del 
descanso1175. Por lo tanto, la determinación del medio día de descanso no es un criterio 
totalmente rígido, puesto que como se verá es posible introducir reglas de cómputo 
irregular del medio día de reposo en virtud de la acumulación del descanso en periodos 
de referencia de hasta catorce días. 
 
Una vez pactado el día de disfrute del medio día de descanso se produce en la relación 
laboral una consolidación del derecho al descanso semanal. En su consecuencia, la 
determinación del medio día de descanso semanal restringe la posible alteración 
empresarial del disfrute del descanso. Por lo tanto, cualquier modificación que el 
empleador desee hacer en el régimen legal o pactado del descanso semanal, deberá 
realizarse en virtud de un nuevo acuerdo modificatorio de un procedimiento de 
modificación sustancial de condiciones de trabajo (art. 41 ET). Así, al inicio de la relación 
laboral habrá que estar al pacto individual o colectivo de referencia. Posteriormente, el 
poder de dirección del empresario se restringe. La empresa no podrá alterar las 
condiciones de descanso semanal porque incurriría en un supuesto de modificación 
sustancial de condiciones de trabajo, por lo que únicamente será posible el acuerdo 
novatorio (colectivo o individual) futuro, sin que pueda existir abuso de derecho. 
 
                                                          
1175 En este sentido la doctrina afirma la posibilidad de disponer la regla general de descanso disfrutado en 
domingo, en virtud de pactos colectivos o individuales. Véase García Ninet, J.I., Ordenación del tiempo de 
trabajo, op.cit., pág. 98; Monreal Bringsvaerd, E., Pérez De los Cobos-Orihuel, F., “La regulación del 




El origen histórico del descanso dominical reside en su raíz confesional1176. En la 
actualidad, el hecho de que nuestra legislación laboral prevea como día idóneo para el 
disfrute del reposo semanal el domingo, no quiere decir que ello se deba a motivos 
religiosos de orden público. Nuestro legislador ordinario ha elegido el domingo debido a 
que ese día es el tradicional y generalmente acostumbrado para disfrutar el descanso 
semanal. En nuestro sistema jurídico no se puede sostener la inconstitucionalidad de la 
declaración del domingo como día de descanso dominical por vulnerar la libertad 
religiosa e ideológica y el principio de igualdad. Dicha conclusión deriva de la costumbre 
en nuestro país que presupone al domingo como día de reposo tradicional.  
 
Respecto a la acumulación del descanso semanal al periodo de vacaciones anuales, la 
regla general es la imposibilidad de poder acumular o superponer los días de descanso 
semanal al periodo de vacaciones, ya que la acumulación reconocida legalmente tiene 
como periodo máximo de referencia catorce días1177. Es preciso distinguir en el régimen 
común del descanso semanal entre la mera coincidencia del descanso semanal con el 
periodo de vacaciones, de la acumulación del medio día de reposo al descanso vacacional. 
Un evidente supuesto de coincidencia se produce cuando el día antes del inicio de las 
vacaciones coincide con el descanso semanal. En este caso, se estaría ante una 
coincidencia y no ante una acumulación del descanso semanal a las vacaciones, siendo 
ésta una coincidencia permitida1178. También se puede acumular el descanso semanal al 
periodo de en virtud de la acumulación bisemanal del descanso como consecuencia del 
trabajo realizado en las últimas semanas del mes anterior al periodo vacacional. Esta 
técnica también es válida en nuestro ordenamiento jurídico. De tal manera se pueden unir 
                                                          
1176 López Ahumada, J.E., Evolución normativa de los descansos laborales. Primer centenario de la 
promulgación de la Ley de Descanso Dominical de 1904, Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, 
Madrid, 2004, págs. 29-30. 
1177 Con esta posibilidad se rompe con la regla tradicional del descanso semanal, pues lo que se permite es 
un descanso de tres días por cada once días de trabajo. Es una puerta a la flexibilidad en la distribución de 
la jornada de trabajo, en tal sentido Cabeza Pereiro, J., “Descanso semanal, fiestas, permisos y reducción 
de jornada por lactancia y guarda legal”, Revista Española de derecho del Trabajo, nº 100, pág. 783. 
“Cabría plantearse si teniendo en cuenta la finalidad del descanso semanal, es admisible con carácter 
general la ampliación de los periodos de disfrute de este descanso; pues evidentemente el hecho de que no 
pueda descansarse con carácter semanal sino cada catorce días implica un mayor desgaste físico y psíquico, 
así como una mayor dificultad a la hora de poder atender las necesidades familiares”, en este último aspecto 
véase García Ninet, Gorelli Hernández, Tiempo de trabajo y ciclos vitales, op.cit. pág. 209. 





tres días en un periodo de catorce días, disfrutándose conjuntamente (adicionados) los 
días al descanso semanal a las vacaciones1179.  
 
En cuanto a la compensación económica del descanso semanal, se deduce de los arts. 
5 y 17 de la Directiva 2003/88, su imposibilidad, de tal modo, la ordenación comunitaria 
del descanso semanal vendría a asegurar a los trabajadores el disfrute efectivo del 
descanso semanal como mejor manera de recuperar las fuerzas desplegadas en el 
desarrollo del trabajo, y como exponente de los nuevos principios de salud laboral 
introducidos en la disciplina del tiempo de trabajo. Igualmente, podríamos entender que 
la compensación con tiempo de descanso sustitutivo se encuentra implícitamente en el 
art. 37.1 ET, pues consagra el derecho necesario al descanso semanal, si no se puede 
disfrutar el descanso, será preciso desplazarlo a otros días. De modo, la máxima de la 
compensación en descanso equivalente o “in natura”, se entiende aplicable al régimen 
general del descanso semanal. En materia de jornadas especiales, el art. 2.1 RDJE opta 
expresamente por la compensación en descanso en los supuestos de merma de descanso 
contemplados en dicho reglamento1180. No obstante, conviene constatar que esta regla de 
compensación se refiere únicamente a los supuestos previstos reglamentariamente, un 
sector de la doctrina iuslaboralista entiende que se podría aplicar por analogía a otros 
supuestos, ya que el ET no se refiere expresamente a la compensación del descanso1181. 
 
En resumen, la alteración excepcional del día de descanso semanal se somete a una 
condición jurídica, consistente en que el trabajo prestado sea posteriormente compensado 
con un descanso alternativo. Así pues, se debe brindar al trabajador la posibilidad del 
disfrute de un descanso compensatorio. De este modo, los descansos semanales que se 
desplacen a otro día de la semana, o que se reduzcan por aplicación del RDJE, serán 
compensados con tiempo de descanso alternativo. Dicho descanso sustitutivo no será 
inferior a la reducción producida en la duración del descanso semanal y se evitará 
                                                          
1179 Como se verá en el apartado de jornadas especiales y relaciones laborales especiales y o con 
particularidades, las especialidades consisten justamente en la alteración del descanso semanal, sobre todo 
desde el punto de vista de que puede acumularse el descanso semanal con periodos de tiempo más amplios. 
1180 Como regla general, el descanso semanal o se disfruta en el momento señalado o se compensa con un 
descanso en otro momento. No cabe, la compensación económica”, Rodríguez Pastor, G., El régimen de la 
distribución de la jornada de trabajo, Tirant lo Blanch, nº 117, Valencia, 1999, pág. 87. 




cualquier modalidad de compensación económica del descanso no disfrutado, salvo 
extinción del contrato de trabajo1182. 
 
3. Descanso anual: las vacaciones 
 
El periodo de vacaciones anuales retribuidas de la empresa es el pactado en convenio 
colectivo o en contrato individual sin que, en ningún caso, pueda ser inferior a 30 días 
naturales por año de servicios (art. 38.1 ET). Por convenio colectivo o acuerdo individual 
con el empresario puede ampliarse su duración estableciendo, por ejemplo, un número 
máximo de días de vacaciones a disfrutar en días hábiles. Cuando el periodo de servicios 
prestado sea inferior al año, el art. 4.1 del Convenio nº 132 de la OIT1183 recoge el derecho 
del trabajador a la parte proporcional de las vacaciones pagadas. Se establecen 
especialidades para los siguientes grupos de trabajadores. En primer lugar, los 
trabajadores que prestan sus servicios en centros de trabajo itinerantes, tienen derecho al 
abono de los gastos de regreso a su domicilio, y a que no se computen como vacaciones 
los días ocupados en el viaje. Y, en segundo lugar, los trabajadores fijos que prestan 
servicios a tiempo parcial los mismos días de trabajo que los trabajadores a tiempo 
completo, tienen derecho a disfrutar del mismo número de días de vacaciones1184.  
 
La duración de las vacaciones se determina en función de los servicios efectivamente 
prestados durante el año natural. A estos efectos, se computan como prestación efectiva 
de servicios: a) los domingos y festivos, salvo pacto en contrario (si la fecha de inicio de 
                                                          
1182 López Ahumada, L., Descansos laborales y tiempo de trabajo. régimen jurídico de los descansos diario 
y semanal y de los días festivos, Colecciones Estudios del Consejo Económico y Social, Madrid, 2004, pág. 
167-168. 
1183 Conviene apreciar en cuanto al Convenio nº 132 OIT la siguiente reflexión: “los tratados internacionales 
válidamente celebrados, debidamente ratificados y que cumplen con los requisitos que sean exigibles en 
cada caso forman parte del ordenamiento jurídico español, tal y como prescriben os arts. 96.2 y 5.1 de la 
CE. Ahora bien, no faltan opiniones para las cuales esa incorporación no equivale a estar en presencia de 
normas directamente aplicables; por ejemplo, se ha dicho que “la eficacia de las normas internacionales 
varía, pues mientras en algunas la tienen reconocida automáticamente (casos de los Reglamentos 
Comunitarios) otras no. Este último es el caso de los Convenios de la OIT, en cuanto son normas de 
armonización legislativa entre los diversos países que los han ratificado, lo que sólo obliga a éstos a adaptar 
su normativa interna a las previsiones Tratado. En este último sentido se afirma que se trata de un tipo de 
normas que no son de recepción automática, sino que exigen, de acuerdo con el art. 94.1.e) CE, medidas 
legislativas para su ejecución, según la STC 1986,10565 de 1986 y STS de 13 de septiembre, (RJ 1988, 
6885). En el caso del Convenio nº 132 fueron las sentencias sobre el derecho a las vacaciones las primeras 
que, de forma terminante, declararon la vigencia en España de un Convenio de la OIT como integrante del 
ordenamiento jurídico interno tras su ratificación y publicación”. Al respecto véase Sempere Navarro, A.V., 
Charro Baena, Las vacaciones laborales, op.cit., pág. 38. 
1184 En este sentido se pronuncia el TSJ Canarias (las Palmas) en Sentencia de 15 de junio de 2007, (Rec. 
1559/2004). Sempere Navarro, A.V., Charro Baena, P., Las vacaciones laborales, Thomson-Aranzadi, 




las vacaciones cae en domingo, este no se computa como vacacional, se trata de descanso 
devengado por los trabajadores durante la semana)1185; b) las ausencias del trabajo por 
motivos independientes de la voluntad del trabajador, como bajas por enfermedad, 
accidente o maternidad, y c) periodos de huelga legal; no así los de huelga ilegal. El 
tiempo de suspensión por huelga legal se computan a efectos de calcular la duración de 
las vacaciones y su retribución1186.  
 
Respecto a la fijación de la fecha del disfrute de las vacaciones afecta a la distribución 
horizontal de la jornada, en cuanto procede a colocar los días de vacaciones, 
singularizando el “cuándo” se disfrutan, más también tiene un efecto sobre la distribución 
vertical dado que depende cómo se coloquen se pueden superponer más o menos 
descansos de otra naturaleza (domingos y festivos), con su consiguiente pérdida, 
reduciéndose el número total de días de descanso al año. El art. 38.2 del ET de 1980 
procedía a determinar los sujetos e instrumentos que establecían y determinaban el 
periodo y las fechas de disfrute de las vacaciones, así como una serie de criterios legales 
que había que respetar, en cualquier caso. Actualmente, el art. 38.2 del ET, simplifica y 
suprime cualquier criterio legal tasado que pueda obligar “a priori” a las partes a la hora 
de determinar las fechas de su disfrute, desregulando esta materia en bloque bajo una serie 
de criterios mínimos, razón por la cual algunos autores consideran que ha generado más 
conflictos que soluciones1187. En esta regulación del art. 38 ET se realiza una remisión a 
la negociación colectiva de diferente contenido. Por un lado, se produce una remisión a 
la duración de las vacaciones, con una estructura precisa, de norma mínima relativa 
mejorable por los convenios colectivos o contrato de trabajo. Por otro lado, el punto 2 del 
mismo, en el tema relativo a la fijación del periodo o periodos de disfrute la remisión al 
convenio colectivo no resulta precisa, ni suficientemente clara, al apreciarse una vertiente 
colectiva, en la mención a la planificación anual de éstas, es aquí, en la diferenciación de 
ambas vertientes, colectiva e individual, donde la regulación legal no es suficiente 
precisa1188. 
                                                          
1185 STSJ de Andalucía (Granada) de 21 de diciembre de 2005 (Rec. 3109/2005). 
1186 Los descuentos de los días de vacaciones o de salario correspondientes a las huelgas supondrían una 
sanción y no puede ser sancionado el ejercicio de un derecho constitucional. No obstante, si la huelga es 
ilegal la suspensión afecta a la duración y retribución de las vacaciones, siendo posible su descuento 
proporcional (STSJ del País Vasco de 21 de julio de 1998, (Rec. 2658/1998). 
1187 Mateos Beato, A., “Descanso semanal y vacaciones”, AA.VV. La reforma del mercado de trabajo, 
op.cit. pág. 23. 
1188 Al respecto, Vicente Paches, F., Miñarro Yanini, M., “Vacaciones anuales (art. 38 ET)”, en AAVV, 




En materia de fijación de las vacaciones deben tenerse en cuenta las siguientes 
precisiones: a) el trabajador debe conocer las fechas que le corresponden al menos 2 
meses antes de su inicio; b) en caso de desacuerdo entre las partes, existe un 
procedimiento sumario y preferente para la determinación de la fecha de disfrute de las 
vacaciones, en todo caso, tal y como señala la Sentencia del TS de 12 de marzo de 2001, 
rec. 3653/2000, los deseos e intereses de los trabajadores están supeditados a la cobertura 
de los servicios de la empresa; c) cuando la fecha de disfrute ha sido fijada mediante 
acuerdo entre ambas partes, no es necesario que el trabajador obtenga del empresario 
permiso para iniciar su disfrute1189; d) cuando el trabajador elige un periodo de disfrute 
de vacaciones que no es aceptado por el empresario, la decisión del trabajador de 
comenzar libremente sus vacaciones ausentándose de su trabajo es justa causa de 
despido1190. En caso de que haya desacuerdo entre las partes para la fijación del periodo 
de vacaciones, será la jurisprudencia competente, a través de un procedimiento especial 
que será sumario y preferente, la que fije la fecha para el disfrute1191. Sin embargo, puede 
ocurrir que cuando las vacaciones sean determinadas de modo colectivo para todo el 
personal puede ocurrir que el empresario tenga que requerir a algunos trabajadores para 
realizar trabajos indispensables, previstos en convenio colectivo, en cuyo caso los 
tribunales han declarado que no constituye una modificación del calendario laboral ni 
exige acuerdo de los representantes de los trabajadores1192. 
 
Respecto al momento en que se ha de disfrutar el descanso de las vacaciones, en 
principio, ha de ser dentro del año natural, por lo que es nulo el pacto de compensación 
económica por las vacaciones no disfrutadas, salvo que el contrato de trabajo se hubiera 
extinguido antes de la fecha fijada para el periodo vacacional sin que el trabajador hubiera 
podido disfrutarlas1193. Y, además, el derecho a las vacaciones no disfrutadas caduca, 
                                                          
1189 Sentencia del TSJ Navarra de 29 de mayo de 1996 (Rec. 214/1996). 
1190 En este sentido se pronuncian, entre otras, las Sentencias del TSJ Galicia de 17 de marzo de 2009 (Rec. 
205/2009), del TSJ Asturias de 23 marzo de 2007 (Rec. 4146/2006) y del TSJ Cataluña de 4 de julio de 
2007 (Rec. 2837/2007). Véase al respecto, Basterra Hernández, M., Tiempo de trabajo y tiempo de 
descanso, Tirant lo Blanch, Valencia, 2017, págs.219-224. 
1191 Sentencia del TSJ Castilla La Mancha de 10 de enero de 2007 (Rec. 1277/2005). 
1192 Entre otras véase la STS de 3 de mayo de 1994 (Rec. 1418/1993). 
1193 Sentencias del TSJ Andalucía (Granada) de 4 de febrero de 2009 (Rec. 2435/2008), TSJ Castilla y León 
(Valladolid) de 11 de febrero de 2009 (Rec. 1895/2008) y del TSJ Extremadura de 1 de septiembre de 2009 
(Rec. 360/2009), entre otras. El propio TJUE ha declarado, en STJCE de 6 de abril de 2006, asunto C-
124/2005 (TJCE 2006/114) que una disposición nacional no puede permitir que, durante la vigencia del 
contrato de trabajo, los días de vacaciones anuales no disfrutados en un año determinado se sustituyan por 




salvo pacto en contra, al concluir el año natural. Una vez caducadas no puede exigirse ni 
su disfrute ni su compensación económica1194.  
 
Resulta importante analizar la jurisprudencia comunitaria para determinar qué ocurre 
en los supuestos en que coinciden las vacaciones anuales con otras vicisitudes que 
implican el cese del trabajo para disfrutar de un periodo de reposo o recuperación. En la 
jurisprudencia comunitaria la cuestión se va a plantear por primera vez por la coincidencia 
entre vacaciones y maternidad. Se trata de la STJCE de 18 de marzo de 2004, asunto 
Merino Gómez (TJCE/2004/69, asunto C-342/01). Esta sentencia ha servido de 
precedente para otro supuesto mucho más problemático como el de la coincidencia entre 
vacaciones e incapacidad temporal. La cuestión prejudicial plateada era la siguiente: ¿qué 
ocurre cuando los acuerdos colectivos de la empresa fijan las fechas de disfrute de las 
vacaciones para la totalidad de la plantilla y esas fechas resultan coincidentes con la baja 
de maternidad de una trabajadora? Pues bien, la STJCE Merino estableció que “en caso 
de coincidencia entre vacaciones y maternidad, la trabajadora debe tener derecho a un 
nuevo periodo de vacaciones, pues de lo contrario un derecho anularía al otro”. Por lo 
tanto, la conclusión es que es estos supuestos de coincidencia entre vacaciones y 
maternidad, para garantizar el efectivo disfrute del derecho a las vacaciones, es necesario 
permitir que se fijen otras fechas diferentes de las vacaciones, alterando así las iniciales. 
Este planteamiento se trasladó tanto a la jurisprudencia nacional1195 como a la propia 
regulación legal1196; incorporándose el derecho a establecer nuevas fechas de vacaciones 
en nuestro ordenamiento en caso de concurrencia entre vacaciones y maternidad1197. En 
respuesta a ello, el legislador decidió modificar el art. 38.3 del ET para regular 
expresamente el derecho a la modificación de las vacaciones cuando coincidía con las 
vacaciones una situación de maternidad.  
 
                                                          
1194 En este sentido se pronuncian entre otras las Sentencias del TSJ Cataluña de 18 de noviembre de 2009, 
(Rec. 1997/2009), y del TSJ Aragón de 9 de mayo de 2007 (Rec. 313/2007). 
1195 Sentencia del TC de 20 de noviembre de 2006 (STC 324/2006). 
1196 La Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva entre mujeres y hombres, añadió un 
segundo párrafo al art. 38.3 ET en materia de vacaciones, a tenor del cual, cuando el periodo de vacaciones 
fijado según calendario de vacaciones coincida con una incapacidad temporal derivada de embarazo, pacto 
o lactancia natural o con la suspensión por maternidad, se tendrá derecho al disfrute de las vacaciones en 
fechas distintas, incluso cuando haya terminado el año natural al que correspondan. 
1197 Resulta interesante destacar la STC 324/2006, de 20 de noviembre, que ante un supuesto similar al de 
la STCE Merino Gómez, señaló la imposibilidad del cambio de las fechas de disfrute de las vacaciones 
cuando concurrían con la maternidad, ya que suponía discriminación por razón de sexo. Por el contrario, la 
Sentencia del TS de 10 de noviembre de 2005 ya se adhería a la doctrina que había sentado la STCE Merino 




La regulación española reconoce el derecho a disfrutar las vacaciones en fecha distinta 
cuando estas coincidan con alguna de las siguientes situaciones: a) en caso de suspensión 
del contrato de trabajo en base al art. 48 ET (regula el permiso de maternidad motivado 
por el parto, adopción o el acogimiento)1198; b) en caso de suspensión prevista en el art. 
48 bis (permiso de paternidad); c) en caso de incapacidad temporal derivada del 
embarazo, el parto o la lactancia natural1199. A tenor de lo dispuesto por el art. 38.3 ET 
en su actual redacción, en estos casos de concurrencia entre vacaciones y suspensión del 
contrato, la trabajadora o el trabajador “tendrá derecho a disfrutar las vacaciones en fecha 
distinta a la de incapacidad temporal o a la del disfrute del permiso, al finalizar el periodo 
de suspensión, aunque haya terminado el año natural a que correspondan”1200. 
 
Por otra parte, la efectividad en el disfrute de las vacaciones se plantea cuando 
coincide con un periodo de baja por enfermedad a través de la sentencia del TJCE de 20 
de enero de 20091201. A través de esta sentencia se abordan diferentes problemas. Una 
primera cuestión es que se llega a la conclusión de que “en caso de que concurra el periodo 
de vacaciones con el de incapacidad temporal, el trabajador puede disfrutar de este 
descanso en un periodo posterior”, además, esta sentencia abre la posibilidad de un 
disfrute del derecho de vacaciones incluso una vez finalizado el año de devengo del 
derecho1202.  
 
El siguiente paso de la jurisprudencia comunitaria se da a través de la STJCE de 10 
de septiembre de 20091203 que cuestionaba la doctrina del TS español previa a 2009. Esta 
sentencia resolvía una cuestión prejudicial relativa a la compatibilidad del art. 7.1 de la 
                                                          
1198 La sentencia del TJCE Merino Gómez sólo se refería a una trabajadora que disfrutaba su permiso por 
maternidad motivado por el parto. 
1199 El legislador previó estos supuestos en la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo.  
1200 Fuera de los supuestos excepcionales, su modificación habrá de hacerse a través del cauce previsto en 
el art. 41.4 ET “considerando las vacaciones como condición sustancial de trabajo y negociando de buena 
fe con los representantes de los trabajadores con vistas a la consecución de un acuerdo, y posteriormente 
comunicar a los trabajadores su decisión de modificación, con la posible reclamación en conflicto colectivo 
o ejercicio de acción individual, para que la jurisdicción resuelva la justificación o arbitrariedad de la 
medida empresarial (STSJ Galicia 30 de marzo de 2000 (AS 2000, 382). Sempere Navarro, Charro Baena, 
Las vacaciones laborales, op.cit., pág. 144. 
1201 STJCE de 20 de enero de 2009, caso Schultz-Hoff (TJCE 2009/7, asuntos acumulados C-250/06 y C-
520/06). 
1202 Interesante resulta el artículo de Velasco Portero, M.T., “Coincidencia del derecho a vacaciones con un 
periodo de incapacidad: caso Vicente Pereda”, Revista del Ministerio de Empleo y Seguridad Social, nº 
102, 2013, págs. 199-212. 




Directiva 2003/88/CE con la regulación española1204. La STJCE analiza la cuestión a la 
luz de su propia jurisprudencia anterior, reafirmándose en su resolución previa, de modo 
que “un trabajador que se encuentre en situación de incapacidad temporal durante un 
periodo de vacaciones anuales fijado previamente tiene derecho, a petición suya y a objeto 
de poder disfrutar efectivamente sus vacaciones anuales, a tomarlas en fecha distinta a la 
de la incapacidad temporal”. Esta resolución suponía alterar la doctrina jurisprudencial 
española, y así ocurrió1205.  
 
Otra cuestión que resuelve la STJCE de 20 de enero, caso Schultz-Hoff, es que el 
periodo de disfrute de las vacaciones no disfrutadas durante el año de devengo no se 
extingue por haber terminado ese año. Es decir, esto supone el derecho del trabajador al 
disfrute efectivo de las vacaciones incluso con posterioridad al año en que se ha 
devengado el derecho a las vacaciones en aquellos casos en el que el disfrute no haya sido 
posible por no haber terminado la baja médica hasta el final del año de devengo o incluso 
después de finalizar dicho año.  
 
Esta doctrina ha necesitado de algunos ajustes posteriores, especialmente a través de 
la STJUE de 22 de noviembre de 20111206, caso KHS. Se trata de una resolución 
importante porque admite que en caso de concurrencia entre vacaciones e incapacidad 
temporal el trabajador debe tener la posibilidad efectiva de ejercer su derecho a las 
vacaciones cambiando las fechas de las mismas, incluso cuando se haya agotado el 
periodo de devengo. Sin embargo, se cuestiona si el trabajador tiene derecho ilimitado a 
la acumulación de periodos anuales de vacaciones no disfrutadas por estar de baja médica. 
Pues bien, la respuesta del TJUE es que conforme al art. 7 de la Directiva considera que 
                                                          
1204 Concretamente el Sr. Pereda le correspondían unas determinadas fechas de vacaciones según el 
calendario acordado; no obstante, escasos días antes del inicio de las vacaciones sufrió un accidente de 
trabajo que originó la baja médica que se prolongó hasta justo el penúltimo día de sus vacaciones. El 
trabajador solicitó el cambio de las fechas y esta fue denegada por la empresa. 
1205 En realidad, sucedió antes de la sentencia del TJCE, a través de la STS de 24 de junio de 2009, 
Rec.1542/2009 (RJ 2009,4286), que utiliza y aplica los argumentos fundamentales de la jurisprudencia 
comunitaria. Sin embargo, esta sentencia no supuso la aplicación plena de la jurisprudencia comunitaria, la 
prueba es que la sentencia de 24 de junio de 2009 establece una distinción entre dos supuestos que considera 
diferentes, a saber, cuando la incapacidad temporal se origine en un momento anterior al inicio del disfrute 
de las vacaciones; y aquella otra situación en la que, una vez iniciado el disfrute de las vacaciones, el 
trabajador caiga en situación de incapacidad temporal. Mientras que en el primer caso el trabajador tiene 
derecho al cambio de fechas, en el segundo estamos ante “un riesgo que ha de asumir el propio trabajador”, 
es decir, que no tiene derecho al cambio de las fechas. Surge así una doctrina jurisprudencial que ha venido 
afirmando el derecho al cambio de fechas de vacaciones, pero sólo si la incapacidad temporal es previa al 
inicio del disfrute de las vacaciones, jurisprudencia que se ha reiterado por el TS. 




los ordenamientos nacionales establezcan un límite temporal para el mantenimiento del 
derecho a las vacaciones una vez agotado el periodo de devengo. Esta doctrina se va a 
reiterar con posterioridad por la STJUE de 3 de mayo de 20121207. 
 
Pero ese planteamiento que diferencia entre que la incapacidad se haya producido 
antes o durante las vacaciones ha durado relativamente poco, pues la Sentencia del TJUE 
de 21 de junio de 2012, caso ANGED1208, ha venido a eliminar este tipo de 
planteamientos. De otro lado, la STJUE de 24 de enero de 20121209, asunto Domínguez, 
ha afirmado que “a efectos de coincidencia entre vacaciones e incapacidad temporal, es 
indiferente el origen profesional o común de la incapacidad temporal”. Sin embargo, la 
Directiva no se opone a que el ordenamiento exija requisitos adicionales para acceder a 
las vacaciones, cuya duración sea inferior a las cuatro semanas garantizadas por la 
Directiva 2003/88/CE; es decir, que cuando el Estado miembro mejora con su regulación 
la duración mínima de la Directiva, podrá establecer requisitos no contemplados por el 
art. 7 para acceder a dicho exceso sobre las cuatro semanas. En todo caso, en los supuestos 
en que haya desacuerdo entre el empresario y los trabajadores sobre la fijación de la fecha 
de disfrute de las vacaciones, podrá solicitarse al Juzgado de lo Social que corresponda 
que sea él quien la determine (art.38.2 ET). El procedimiento que será sumario y 
preferente, está regulado en los arts. 125 y 126 de la LRJS.  
 
Se evidencia que el derecho de vacaciones no se limita a configurarse como un 
derecho del trabajador al descanso anual, sino que, además, dicho descanso se caracteriza 
por ser retribuido. Desde este punto de vista se puede afirmar que descanso y retribución 
son los dos elementos esenciales que configuran el derecho a las vacaciones, de manera 
que son términos absolutamente inseparables, es decir, no existe derecho a vacaciones si 
estas no son retribuidas1210. Por lo tanto, las vacaciones consisten en el derecho del 
trabajador a interrumpir su prestación de trabajo durante un periodo de tiempo, 
                                                          
1207 STJUE de 3 de mayo de 2012, asunto Neidel (STJCE 2012/104, asunto C-337/10). En dicha sentencia 
se planteaba el derecho a retribución por las vacaciones al producirse la extinción del contrato tras un largo 
periodo de incapacidad temporal (se trataba de un funcionario que se jubilaba estando en situación de 
incapacidad temporal de varios años de duración, y que durante ese periodo de tiempo no había disfrutado 
de las vacaciones), pero la lógica es idéntica al asunto KHS. 
1208 STJUE de 21 de junio de 2012, caso ANGED (JUR 2012/210796), asunto C-78/11. 
1209 STJUE de 24 de enero de 2012, asunto Domínguez, C-282/10 (STJCE 2012/7). 
1210 Al respecto, Alfonso Mellado, C.L., Peña Obiol, S., Vacaciones, fiestas y descanso semanal, Tirant lo 
Blanch, Valencia, 1996, pág. 26, igualmente Bodas Martín, R., Jornada de trabajo, op.cit., pág. 63, 




percibiendo la retribución correspondiente a dicho periodo. Se trata de dos componentes 
que no pueden existir de manera aislada, sino que deben coincidir para que, juntos o 
ligados, exista un verdadero derecho a las vacaciones. De tal manera, el régimen jurídico 
de las vacaciones se inserta, no sólo en el ámbito normativo del tiempo de trabajo (y los 
descansos), sino también en el estrictamente salarial. No en vano el art. 26.1 ET conceptúa 
al salario como “la totalidad de las percepciones económicas de los trabajadores, en 
dinero o en especie, por la prestación profesional de los servicios laborales por cuenta 
ajena, ya retribuyan el trabajo efectivo, cualquiera que sea la forma de remuneración, o 
los periodos de descanso computables como de trabajo”; debiendo considerar las 
vacaciones como uno de estos periodos de descanso computables como de trabajo1211. En 
consecuencia, no es extraño encontrar opiniones favorables a entender que se está ante 
un supuesto en el que se rompe el principio de sinalagmaticidad del contrato de trabajo 
dado que, pese a no desarrollarse prestación de trabajo, se mantiene la obligación de 
retribuir al trabajador1212.  
 
La exigencia de retribución de las vacaciones se configura como una de las garantías 
esenciales para el disfrute efectivo de las mismas. Más aún, no se trata de una garantía 
más, sino que es el principal mecanismo que ha regulado el legislador para garantizar el 
efectivo disfrute de las vacaciones1213; tal como afirma la jurisprudencia comunitaria “la 
retribución de las vacaciones que establece el art. 7, apartado 1, de la Directiva está 
dirigida a permitir que el trabajador disfrute efectivamente de las vacaciones a las que 
tiene derecho”1214. Ya que unas vacaciones sin remuneración pondrían en peligro el 
disfrute de las mismas, pues ante la carencia absoluta de rentas durante el periodo de 
descanso, muchos trabajadores preferirían mantener la prestación de trabajo para acceder 
al salario. Es decir, la falta de retribución generaría la renuncia del trabajador al derecho 
a las vacaciones y no se lograría alcanzar la finalidad perseguida de facilitar un periodo 
de descanso y de ocio al trabajador1215. Además, el descanso y el ocio no podrían llevarse 
                                                          
1211 Álvarez de la Rosa, M., “La retribución de las vacaciones”, Tribuna Social, nº 38 (1994), pág. 36. 
1212 En este sentido Vicente Paches, F., Miñarro Yanini, M., “Vacaciones anuales (art. 38 ET)”, en AAVV. 
Dirigidos por J.I. García Ninet, Salario y tiempo de trabajo en el Estatuto de los Trabajadores (de 1980 a 
2005), CEF, Madrid, 2005, págs. 500. 
1213 Gorelli Hernández, J., “El derecho al disfrute efectivo de las vacaciones: de la jurisprudencia 
comunitaria a la regulación estatutaria”, Relaciones Laborales, nº 1 de 2014, pág. 41. 
1214 STJCE de 16 de marzo de 2006, asunto Robinson-Steele, TJCE 2006/81, asuntos acumulados C-131/04 
y C-257/04. 
1215 En este sentido, Gorelli Hernández, J., op.cit., “La razón del abono es evidente: garantizar que las 
vacaciones van a cumplir con su objetivo y finalidad, permitiendo que sean efectivamente disfrutadas, pues 




a cabo realmente si el trabajador perdiera el derecho a la retribución durante el periodo 
de vacaciones, pues la merma de ingresos económicos impediría el desarrollo normal de 
las mismas, al carecer de recursos económicos para sustentarse. Por lo tanto, el carácter 
retribuido de las vacaciones es un instrumento dirigido a permitir que pueda alcanzarse 
la finalidad perseguida por las vacaciones, es decir el descanso y la recuperación física 
y/o mental del trabajador1216. 
 
Si el art. 38.1 ET no aclara nada sobre cuál ha de ser la cuantía del salario del periodo 
de vacaciones y se limita exclusivamente a determinar su carácter retribuido1217, ¿cómo 
puede resolverse este problema jurídico? La solución al respecto la encontramos en la 
articulación con otras normas y así se refleja en la jurisprudencia. El hecho de que no 
exista regulación legal sobre esta cuestión no significa que no haya normativa sobre la 
misma ya que se ha señalado que el Convenio nº 132 OIT regula de manera expresa la 
retribución del periodo de vacaciones, al indicar que ha de ser equivalente a “la 
retribución normal o media”, pero a continuación añade un inciso en el que determina que 
ha de ser “(…) calculada en la forma que determine en cada país la autoridad competente 
o el organismo apropiado”, de tal forma que la normativa legal puede regular dicha 
                                                          
lo lógico es que la mayoría de los trabajadores buscasen una prestación de trabajo durante ese periodo de 
descanso para poder mantenerse”, pág. 41 y 42.  
1216 STSJ de Cataluña de 30 de mayo de 2008 (AS 2008/1604): “Este derecho viene concebido en atención 
a la finalidad de procurar a todo trabajador el reposo necesario para que pueda recuperarse del desgaste 
físico y psicológico producido por su actividad laboral, proporcionando también al empleado un tiempo, 
más prolongado que los descansos diario y semanal, con el fin de posibilitar un periodo lo suficientemente 
continuado para dedicarlo al esparcimiento y desalienación. Por ello, el art. 38.1 ET establece la 
obligatoriedad de su concesión, así como la remuneración de este periodo en la misma forma y cuantía que 
si hubiera sido de trabajo efectivo (…)”. En sentido parecido, la SSTJ de Baleares de 4 de abril de 2006 
(AS 2006/1695); Cataluña de 26 de julio de 2006 (AS 2006,2254); País Vasco de 23 de noviembre de 2004, 
(AS/2004/3789). 
1217 Véase Martín Valverde, A., “Naturaleza jurídica de la retribución de vacaciones”, Revista de la 
Facultad de Derecho de la Universidad de Madrid, números 31-32, vol. XII, págs. 243 y ss. Limitándonos 
al art. 38 ET al declarar el carácter retribuido del descanso anual laboral, no facilita reglas para determinar 
los conceptos incluidos y excluidos de su cómputo económico. En consecuencia, habrá que acudir al art. 7 
del Convenio nº 132 OIT, que conviene reproducir en sus propios términos: “toda persona que tome 
vacaciones de conformidad con las disposiciones del presente Convenio percibirá, por el periodo entero de 
esas vacaciones, por lo menos, su remuneración normal o media (incluido el equivalente en efectivo de 
cualquier parte de esa remuneración que se pague en especie, salvo si se trata de prestaciones permanentes 
de que disfrute el interesado independientemente de la vacaciones pagadas), calculada en la forma en que 
determine en cada país la autoridad competente o el Organismo apropiado”. A tenor de dicho artículo, 
puede decirse que la retribución vacacional se encuentra presidida por “el principio de equivalencia”, lo 
que se busca es la máxima similitud con las percepciones normales que recibe el trabajador en activo. En 
aplicación de dicho principio habría que inferir el abono de todas las cantidades que hubiera percibido el 
trabajador desarrollando su jornada habitual, como si efectivamente hubiese prestado el servicio, porque en 
el periodo de disfrute de las mismas las atenciones del sustento y de la satisfacción de las necesidades del 





cuestión. En nuestro caso, el ET dispone de manera genérica el carácter retribuido del 
periodo de vacaciones, posibilitando al convenio colectivo o al contrato individual la 
especificación del mismo. Sin embargo, la lógica de la retribución de vacaciones parece 
que consiste o implica necesariamente que la retribución que perciba el trabajador sea 
semejante a la percibida en los periodos de tiempo durante los que desarrolla prestación 
de trabajo, con lo cual si se viene diciendo que el derecho a vacaciones lleva aparejado el 
derecho a que sean retribuidas, esa retribución debe ser en cuanto a cantidad económica 
similar a la que recibe el resto del año ya que el carácter retribuido es un elemento esencial 
para garantizar el efectivo disfrute de las mismas, pues si el trabajador careciese de los 
recursos económicos suficientes, probablemente rechazaría el disfrute a cambio de 
mantener la retribución, como ya se ha dicho. En este sentido, los pronunciamientos 
judiciales no siempre han entendido que el Convenio nº 132 de la OIT tiene carácter de 
norma imperativa, entendiendo por el contrario que es una norma dispositiva.  
 
La Sentencia del TS de 2 de febrero de 20071218, se pronuncia en este sentido al incluir 
en la paga de vacaciones un complemento salarial por trabajo en festivos y domingos en 
un supuesto en que el convenio colectivo guarda silencio sobre la retribución de las 
vacaciones, al entender que debe garantizarse el disfrute efectivo del derecho a vacaciones 
mediante la continuidad de la percepción de la renta del trabajo habitual. No obstante, el 
TS en Sentencia de 3 de octubre de 2007 y 26 de enero de 20071219 ha señalado que 
cuando el convenio colectivo regula la retribución de determinados conceptos, pero sin 
mencionarlos en el pago de las vacaciones, expresa la voluntad de que dichos conceptos 
no formen parte de la retribución correspondiente. Esta posición del TS es respetada por 
la más reciente Sentencia del TSJ Madrid de 14 de septiembre de 20091220.  Salvo pacto 
en contrario, no son parte de la remuneración normal y se excluyen de la paga de 
vacaciones, los conceptos salariales de carácter extraordinario que remuneran actividades 
también extraordinarias. El carácter ordinario o no de las retribuciones se determina 
teniendo en cuenta lo establecido por convenio colectivo aplicable o en su defecto, por la 
                                                          
1218 La Sentencia del TS de 2 de febrero de 2007 (Rec. 57/2006). En el mismo sentido se pronuncia la 
Sentencia del TSJ Castilla-León (Burgos) de 3 de septiembre de 2009 (Rec. 439/2009), al considerar que 
el plus de turnicidad debe incluirse en la retribución de las vacaciones dado que: el convenio colectivo no 
regula cuáles son los conceptos retributivos que se deben o no abonar durante el periodo vacacional; se 
trata de un plus que el trabajador percibe todos los meses, y debe garantizarse la retribución correspondiente 
a la jornada ordinaria. 
1219 STS de 3 de octubre de 2007 (Rec. 2038/2006) y STS 26 de enero de 2007 (Rec. 4284/2005). 




jurisprudencia. De tal manera que, tienen carácter extraordinario y, por lo tanto, se 
excluyen de la paga de vacaciones: a) el exceso de jornada; b) el plus de disponibilidad y 
guardia1221; c) el plus de mayor dedicación1222; d) el plus de “toma y deje”1223; e) el plus 
de trasporte y plus de entrada y salida de turno de noche1224; f) dietas por 
desplazamiento1225; g) el “plus de desarraigo”1226.  
 
Por el contrario, tiene carácter ordinario y por lo tanto están incluidas en la 
remuneración de la paga de vacaciones, los siguientes conceptos: a) el plus de non stop, 
de nocturnidad y de trabajos tóxicos1227;  b) el plus de sábados, domingos o festivos, horas 
nocturnas, horas de tarde, compensación de dos domingos consecutivos, plus 
Nochebuena-Nochevieja y Navidad-Año Nuevo, compensación de trabajos en ventas, 
comisiones e incentivos en ventas y plus de jornada partida1228. 
 
4. Interrupciones en el tiempo de trabajo: los permisos  
 
Existen una serie de supuestos en los que la ley ampara al trabajador para que 
interrumpa su prestación de trabajo, mediante la concesión de permisos. Estos permisos 
se asemejan a los descansos en la medida que hay un tiempo en el cual el trabajador 
debería realizar la prestación debida y queda exonerado de realizarla sin pérdida de las 
retribuciones correspondientes. La diferencia estriba en que esta exoneración no deriva 
de un previo derecho al descanso lo que significa que, hasta el momento del acaecimiento 
del evento, que da lugar dicha interrupción, se mantiene incólume la obligación de 
trabajar1229. Otra diferencia que se puede destacar es la distinta finalidad de estos 
                                                          
1221 Al respecto consultar la Sentencia del TS de 23 de diciembre de 1991, (Rec. 782/1991). 
1222 En este sentido STS de 20 de diciembre de 1991, (Rec. 1149/1991). 
1223 Sentencias del TS de 25 de abril de 2006, (Rec. 16/2005) y del TSJ Valencia de 20 de junio de 2006, 
(Rec. 68/2006). 
1224 STS de 21 de octubre de 1994 (Rec. 3604/93). 
1225 STS de 22 de diciembre de 1994 (Rec. 1234/1994). 
1226 Tiene carácter retributivo y excepcional ya que compensa los gastos e inconvenientes derivados del 
alojamiento de la residencia habitual, por lo que no debe ser considerado como retribución normal del 
trabajo desarrollado, y en consecuencia no debe ser computado en las vacaciones, en tal sentido la Sentencia 
del TS de 14 de febrero de 1994 (Rec. 1880/1993). 
1227 STSJ Madrid de 19 de julio de 2006 (Rec. 2793/2006) y STS de 14 de octubre de 1992 (Rec. 900/1992). 
1228 STSJ Cantabria de 12 de abril de 2006 (Rec. 267/2006) y del TS de 21 de octubre de 1994 (Rec. 
3149/93). 
1229 Montoya Melgar, A., Galiana Moreno, J.M., Sempere Navarro, A.V., Ríos Salmerón, B., Comentarios 
al Estatuto de los Trabajadores, 3ª edición, Ed. Aranzadi, Pamplona, 2000, pág. 225, “(…) a diferencia de 
lo que sucede en otras interrupciones ordinarias (vacaciones y descanso semanal), por virtud de estos 




permisos, puesto que, al contrario que los descansos, éstos no buscan un resarcimiento 
del desgaste físico, ni tampoco pretende dar un tiempo de descanso. Su finalidad deviene 
de la concurrencia de bienes jurídicamente tutelables que concurren entre sí, siendo que 
el legislador opta por dar preferencia al cumplimiento de ciertas obligaciones personales 
que entiende conforman contenidos mínimos y básicos, respecto de los cuales el “tiempo 
de trabajo debido” por el trabajador impide atenderlos en el momento en que aparecen y 
hay que cumplimentarlos. Estos permisos se consideran como breves interrupciones de la 
prestación laboral, aunque cada vez es más difícil diferenciar estas situaciones de otras 
causas suspensivas de la relación laboral como la incapacidad temporal, la privación de 
libertad del trabajador, la huelga, etc.1230 Estos permisos son situaciones inciertas en su 
acaecimiento y en “cuándo” pueden acaecer. Además, deben cumplir el objetivo para el 
que están pensados, lo que obliga a justificarlos siempre, como norma, y cabe entender 
que esta justificación debe ser adecuada, acreditando que el objeto para el que están 
pensados ha ocurrido real y materialmente1231.  
 
La regulación legal de los permisos (art. 37.3 ET) tiene un contenido de neto origen 
heterónomo, bastante rígido, y que ha sufrido pocas innovaciones. Se trata de uno de los 
contenidos del contrato que viene impuesto por el legislador sin que quepa pretender 
buscarle una razón o motivo de tipo contractual. Además, el art. 37.3 ET garantía los 
mínimos legales perfectamente mejorables vía negociación colectiva1232. La problemática 
surge cuando se regulan estos permisos en el convenio colectivo de forma conjunta, con 
mejoras de unos en detrimento de otros, procediendo a convertir la previsión legal en 
materia dispositiva frente a la globalidad de aquél. La valoración global de un convenio 
colectivo, evitando la técnica del “espigueo”, no es aplicable cuando no se encuentran 
verdaderos mínimos legales que deben respetarse en todo caso. Incluso en el caso de que 
                                                          
1230 Cabeza Pereiro, J., “Descanso semanal, permisos y reducción de jornada por lactancia y guarda legal”, 
op.cit. pág. 789. “Entiende que el rasgo transitorio y de escasa duración de estos permisos no resulta por sí 
rasgo suficiente para distinguir con precisión el permiso de la suspensión del contrato con derecho a reserva 
de puesto”. 
1231 En este sentido, Sánchez Trigueros, C., Los permisos retribuidos del trabajador. Régimen jurídico de 
las interrupciones no periódicas, preavisadas y justificadas del contrato de trabajo, Aranzadi, Navarra, 
1998, págs. 26-28. 
1232 Sánchez Trigueros, C., Los permisos retribuidos del trabajador, op.cit. págs. 52-54, “queriendo evitar 
dudas algún convenio establece reglas concretas como las siguientes: a) para el inicio del cómputo de días 
de permiso, se partirá de la fecha del hecho causante, computándose como día completo de permiso los 
casos de haber trabajado menos de media jornada; b) se disfrutarán siempre en días consecutivos, a partir 
del momento en que se produzcan los supuestos que den derecho a ellos; c) a partir del día del hecho 
causante contándose como días de los citados permisos, los días festivos, así como los de descanso semanal 




el convenio colectivo haya fijado estos permisos con mejoras globales, en detrimento de 
algunos permisos concretos, no debe impedir la aplicación de los mínimos legales que 
marca el art. 37.2 ET, puesto que los mínimos legales no ceden en su naturaleza frente a 
otras normas concretas, pero tampoco frente a comparaciones globales. La naturaleza 
imperativa de una norma obliga a su necesario respeto por el resto de normas inferiores, 
sin dar entrada al juego de la norma más favorable, en cuyo caso no se estaría hablando 
de mínimos, sino de dos bloques normativos respecto de los cuales sólo se puede aplicar 
uno de ellos1233. 
 
Estos permisos generan diferentes supuestos y diferentes contenidos. En un primer 
grupo, estarían aquellos que fijan una serie de días en que no se debe prestar trabajo, como 
el permiso por matrimonio o por cambio de domicilio, nacimiento, enfermedad o 
fallecimiento de una familia hasta el segundo grado, casos en los cuales el permiso se 
establece por días que se consideran naturales, a pesar de que solamente se hable de días 
naturales de forma expresa, en el permiso de matrimonio. Sin embargo, la doctrina 
considera que este criterio es predicable también del resto de permisos que se conceden 
por días sin mayor especificación. En segundo lugar, están aquellos otros permisos en que 
se concede un número de horas determinadas o determinables, en función del tiempo 
necesario para cumplir con la obligación o un deber inexcusable de tipo personal. Estos 
permisos en su incidencia en la jornada, no reducen la misma de una forma previa a su 
cálculo, ni se computan como límites a su distribución1234.  
 
En consecuencia, los permisos que consisten en el disfrute de una serie de días 
naturales no comportan tampoco una previa determinación de una serie de días no 
laborables que quepa descontar de los días anuales totales. Dichos permisos se disfrutan 
en los términos marcados legalmente, esto es, cuando se habla de días naturales supone 
un permiso de tales días naturales sin importancia en principio con la jornada diaria que 
tuviera, ni la específica distribución de la misma1235. La diferencia con los descansos 
                                                          
1233 Trillo Párraga, F., Jornada de trabajo, descansos, permisos y vacaciones, op.cit. págs. 157-159. 
1234 Al respecto, Gorelli Hernández, J., Las excedencias en Derecho del Trabajo, Comares, Granada, 1998, 
pág. 13, dice que“se trata de supuestos en los que estamos ante tiempo de trabajo debido, si bien constituyen 
una excepción al sinalagma básico de prestación de trabajo por parte del trabajador”, igualmente Vida Soria, 
J., “Suspensión  del contrato de trabajo”, en AAVV., (Efrén Borrajo Dacruz director), Comentarios a las 
Leyes Laborales. El ET, Tomo IX, vol. 1, Edersa, Madrid, 1983, pág. 34. 
1235 STS de 12 de julio de 1993, (RJ 1993/5671), en un supuesto de permiso por matrimonio “(…) en 
consecuencia todos los días de la semana, salvo domingo y sábado cuando sea festivo tienen la condición 




radica en que los días de permisos son días en que ya se ha distribuido la jornada anual 
por lo que su reducción opera a posteriori, una vez acaecido el hecho y generando el 
permiso1236. 
 
Hay que señalar que, en todo caso, la regulación legal de los permisos constituye un 
mínimo de derecho necesario y, por lo tanto, puede ser mejorado, no sólo en su cuantía, 
sino también creando nuevos supuestos no previstos por la norma. Un ejemplo que se 
puede señalar, es el llamado permiso de asuntos propios o personales que se regula junto 
a los permisos y que tiene su origen para el personal funcionarial. Este permiso es un 
derecho reconocido en el ámbito funcionarial y en principio no es extrapolable al personal 
laboral. Sin embargo, el problema surge cuando se comienza a reconocer y extrapolar al 
personal laboral de las diferentes administraciones u organismos autónomos, 
introduciéndose en sus convenios colectivos. 
 
Durante el periodo de disfrute de estos permisos el trabajador debe percibir el mismo 
salario que le correspondería si prestase servicios1237. El disfrute del permiso es un 
derecho del trabajador y no un otorgamiento graciable al empresario, en todo caso, para 
su disfrute es necesaria la existencia de previo aviso. Además, el trabajador debe justificar 
ante el empresario la causa que los origina1238. Los días a conceder son días naturales, 
salvo que la actividad para la que se solicita el permiso no pueda ser realizada en festivo 
(art. 5 CC). El número de días y las causas que generan licencias retribuidas está fijada 
legalmente; no obstante, su duración puede ser aumentada mediante norma sectorial1239.  
Las causas que dan lugar a los permisos retribuidos son principalmente los establecidos 
en el artículo 37.3 ET; a saber: motivos familiares, deber público y personal, 
representación de los trabajadores, y otros motivos. Pero hay que tener en cuenta que 
mediante convenio colectivo se pueden establecer otros permisos retribuidos adicionales 
a los establecidos legalmente1240. 
                                                          
1236 Cabeza Pereiro, J., “Descanso semanal, permisos y reducción de jornada por lactancia y guarda legal”, 
op.cit. pág. 789.  
1237 Sentencias del TSJ Navarra de 29 de junio de 2006 (Rec. 198/2006), del TSJ País Vasco de 24 de abril 
de 2001 (Rec. 620/2001) y del TS de 20 de mayo de 1992 (Rec. 1634/1991). 
1238 STS de 22 de septiembre de 2009 (Rec. 45/2008) y de 13 de marzo de 2007 (Rec. 39/2006). 
1239 La STSJ Castilla y León (Valladolid) de 28 de octubre de 2009, (Rec. 13/2009) señala que el art. 37.3 
ET es una norma de derecho necesario y que el convenio no puede reducir la duración de los permisos que 
establece. En el mismo sentido se ha pronunciado la Sentencia del TSJ Asturias de 5 de junio de 2009 (Rec. 
868/2009). 
1240 Véase para un estudio más reciente de los permisos, Roldán Martínez, A., “Reducción de jornada por 




En cuanto a los motivos familiares que pueden dar lugar a permisos retribuidos son: 
a) el matrimonio del trabajador da lugar a 15 días naturales; b) el nacimiento de hijo del 
trabajador da lugar a un permiso retribuido de 2 días, que se ampliará a 4 días si debe 
realizarse desplazamiento; c) ausentarse para la realización de exámenes prenatales y 
técnicas de preparación al parto que deban realizarse dentro de la jornada del trabajador. 
El permiso se reconoce por el tiempo indispensable para su realización; d) el 
fallecimiento, accidente, o enfermedad graves, hospitalización o intervención quirúrgica 
sin hospitalización que requiera reposo domiciliario de parientes del trabajador hasta el 
segundo grado de afinidad o consanguinidad proporciona al trabajador el derecho a 
ausentarse del trabajo durante 2 días, que se ampliará a 4 días si debe realizarse 
desplazamiento; e) la lactancia de un hijo menor de 9 meses: 1 hora divisible en dos 
fracciones (la duración de este permiso se incrementará proporcionalmente en los casos 
de parto múltiple y la mujer o el hombre puede optar bien por sustituir este derecho por 
una reducción de su jornada en media hora, o bien acumularlo en jornadas completas en 
los términos previstos en la negociación colectiva o en el acuerdo individual); f) en los 
casos de nacimientos de hijos prematuros o que, por cualquier causa, deban permanecer 
hospitalizados a continuación del parto: una hora diaria. Asimismo, tendrán derecho a 
reducir su jornada de trabajo hasta un máximo de dos horas, con la disminución 
proporcional del salario1241. 
 
El trabajador también tendrá derecho a permisos para cumplir con su deber público y 
personal, en este sentido podrá ausentarse del trabajo por el tiempo indispensable para el 
cumplimiento de deberes inexcusables de carácter público y personal. Cuando exista una 
norma legal o convencional que lo regule se aplicará el periodo de tiempo y la 
remuneración que en ella se determinen. En caso contrario, el permiso se concederá por 
el tiempo imprescindible para su cumplimiento. Si el cumplimiento de dicho deber impide 
al trabajador la prestación de sus servicios en más del 20% de sus horas laborales en un 
periodo de 3 meses, el empresario puede pasarle a la situación de excedencia forzosa 
                                                          
Revista de Relaciones Laborales, nº 7-8, julio-agosto 2014, págs. 39-68, igualmente, Núñez-Cortes, P., “La 
reducción de jornada por motivos familiares: puntos críticos en la doctrina judicial”, en Temas Laborales, 
nº 129, 2015, págs. 107-131. 
1241 El disfrute de este derecho es incompatible con el disfrute simultáneo del permiso por maternidad o 
paternidad a tiempo parcial. (Disp. Adic. 1ª.7 Real Decreto 295/2009, de 6 de marzo, por el que se regulan 
las prestaciones económicas del sistema de la Seguridad Social por maternidad, paternidad, riesgo durante 
el embarazo y riesgo durante la lactancia natural). El despido de los trabajadores que hayan solicitado o 




prevista en el art. 46.1 ET. Además, el trabajador, previo aviso y justificación, podrá 
ausentarse del trabajo, con derecho a remuneración, para el desempeño de funciones 
sindicales o de representación del personal según lo establecido legal o 
convencionalmente (art. 37.3.e ET).  
Y, por último, existen otros motivos que el ET regula como permisos retribuidos que 
son los siguientes: a) el traslado del domicilio habitual; b) el desplazamiento temporal de 
un centro de trabajo distinto de aquel en el que presta sus servicios podrá disfrutar de un 
permiso de 4 días por cada 3 meses de desplazamiento (art. 40.4 ET) 1242; y c) la búsqueda 
de empleo cuando el trabajador vea extinguido su contrato por causas objetivas tendrá 
derecho a 6 horas semanales durante el preaviso con el fin de buscar un nuevo empleo 
(art. 53.2 ET).  
El art. 37.3 ET se limita a señalar que el trabajador, previo aviso y justificación, podrá 
ausentarse del trabajo, con derecho a remuneración, sin indicar los conceptos que deben 
incluirse dentro de dicha remuneración. En ausencia de mayor precisión legal, la 
jurisprudencia ha venido considerando que el trabajador debe percibir durante el permiso 
la misma retribución que durante los periodos en que desarrolla su actividad habitual. La 
retribución debe comprender todos los complementos salariales, tanto los de cantidad 
como los de calidad. Sólo se excluyen las retribuciones percibidas en concepto de 
compensación de gastos1243. Por el contrario, no se incluyen dentro de la retribución: a) 
el plus de festivos, por ser un complemento del puesto de trabajo que solo se abona por 
las horas efectivas de servicio1244; b) el incentivo de productividad, que sólo se abona 
cuando hay prestación efectiva de servicios1245; y c) el plus de nocturnidad, que es un 
complemento salarial de puesto de trabajo y su percepción depende, exclusivamente, del 
ejercicio de la actividad profesional en el puesto asignado, dada su índole funcional y su 
carácter no consolidable1246. En todo caso, los trabajadores que disfruten de un permiso 
por cumplimiento de deber o desempeño de cargo deberán descontar del salario a que 
                                                          
1242 STSJ País Vasco de 18 de enero de 2000 (Rec. 2131/1999). 
1243 STSJ Navarra de 26 de septiembre de 1996, (Rec. 364/1996); STSJ Navarra de 29 de junio de 2006 
(Rec. 198/2006), y del País Vasco de 24 de abril de 2001 (Rec. 620/2001). 
1244 STSJ Cataluña de 17 de julio de 2002 (Rec. 1798/2002) y STSJ Cantabria de 14 de febrero de 2000 
(Rec. 75/2000). No obstante, la STS de 9 de marzo de 2007 (Rec. 1968/2005), ha reconocido el derecho al 
percibo del plus de festivos durante un permiso concedido con motivo de las elecciones a representante 
legal de los trabajadores. 
1245 STSJ Aragón de 23 de enero de 1999 (Rec. 1148/1998). 




tuvieran derecho en la empresa, el importe de la indemnización que hubieran percibido 
durante el disfrute del permiso (art. 37.3.d ET). 
 
5. Fiestas laborales 
 
Las fiestas laborales son días de interrupción del trabajo que se suman anualmente a 
los días de descanso semanal y vacacional. Son días de interrupción del trabajo 
determinados por la autoridad laboral y ajenos, en principio, a la necesidad de recuperar 
el esfuerzo invertido durante el trabajo. El artículo 37.2 ET establece el derecho de 
trabajadores por cuenta ajena al disfrute de las festividades oficialmente con carácter 
laboral en nuestro ordenamiento jurídico. Por su parte, la Directiva 2003/88/CE 
contempla periodos mínimos de descanso, sin abordar el tratamiento de los festivos 
laborales, ésta es una omisión voluntaria, ya que el legislador comunitario entiende que 
las fiestas laborales son competencia propia de los Estados miembros. Ello se justifica en 
el carácter tradicional y cultural de las fiestas, que dan lugar a una gran disparidad de las 
ordenaciones nacionales e impide su armonización en el ámbito europeo. En nuestro país 
el desarrollo de la regulación legal de las fiestas laborales no se contiene en el vigente 
RDJE, sino que dichas normas reglamentarias están en el RDJE de 1983 (arts. 45, 46 y 
47). En estos preceptos se encuentran las reglas procedimentales de determinación de los 
festivos, las facultades de su traslado, así como, la remisión al régimen normativo de 
retribución del descanso semanal y la compensación económica por trabajo en día 
festivo1247. 
 
Las fiestas laborales son una figura jurídica dentro de los “supuestos interruptivos de 
la prestación laboral” y, por lo tanto, comprendida dentro de los descansos laborales, 
como son los descansos diarios, semanal y anual. Los días festivos son supuestos 
comprendidos en el concepto de la “inactividad laboral”1248. Sin embargo, esta institución 
trasciende la idea de mera inactividad laboral, puesto que se está ante un derecho laboral 
que proyecta sus consecuencias jurídicas en las exigencias personales y sociales del 
reposo laboral. Pese a que la finalidad específica del instituto festivo no sea el descanso 
en sentido estricto, si es cierto que las festividades laborales determinan la cadencia de 
                                                          
1247 Véase Monreal Brigsvaerd, E., La jornada de trabajo, op.cit., pág. 143. 
1248 García Blasco, J., “Flexibilidad del tiempo: jornadas y descansos”, en Reforma de la legislación 
laboral: estudios dedicados al profesor Manuel Alonso García (Coord. De la Villa Gil, L.E.), Marcial Pons, 




los tiempos de trabajo y descanso, y coadyuvan a la recuperación del trabajador como 
supuestos derivados del “descanso necesario” (art. 40.2 CE). Sin embargo, las fiestas 
laborales tienen su conexión necesaria con otros derechos que garantizan el tiempo libre 
y el ocio (art.43.3 CE) y el libre desarrollo de la personalidad en su faceta colectiva (art. 
10.1 CE). 
 
El art. 37.2 ET dispone que el número de fiestas laborales “(…) no podrá exceder de 
catorce días al año (…)”. Así, el precepto determina un número máximo de fiestas 
laborales, de suerte que el conjunto de festividades aplicables a las relaciones laborales 
no podrá exceder de catorce jornadas durante el año natural.  Se estaría, ante una cláusula 
limitativa, es decir, ante un umbral máximo de interrupciones de la actividad laboral por 
celebración festiva. El número máximo de catorce festivos anuales tiene su antecedente 
en el art. 25.2 LRL, que contemplaba que las fiestas de ámbito nacional no podían exceder 
de doce y las fiestas de carácter local de dos. En este sentido se debe destacar que la 
limitación del número máximo anual a catorce fiestas laborales supone una ampliación 
considerable del número de festivos reconocidos en nuestra primera legislación 
laboral1249.  
 
El art. 37.2 ET, como norma de “ius cogens”, tiene los mismos efectos imperativos 
que los caracteres básicos del descanso semanal. El art. 37 del ET es una norma de orden 
público. La configuración del número de días festivos anuales. La configuración del 
número de días festivos anuales como máximo legal inderogable está dirigida a los 
poderes públicos encargados de desarrollar y cumplir la Ley. También es preciso señalar 
la eficacia indirecta de los sujetos de las relaciones laborales, puesto que la negociación 
colectiva podrá determinar por encima del límite legal de festivos otras festividades 
pactadas. En su momento la doctrina iuslaboralista declaró que el listado de días festivos 
no sólo constituía un límite máximo sino también un mínimo1250. Pero la interpretación 
del número de festivos anuales como umbral mínimo no es concluyente. Ya que no existe 
ningún inconveniente en que los poderes públicos puedan suprimir algún día festivo con 
                                                          
1249 Monereo Pérez, J.L., Gorelli Hernández, J., Tiempo de trabajo (…), op.cit., pág. 212-215. 
1250 Rayón Suárez, E., “Descanso semanal, fiestas y permisos” en Comentarios a las leyes laborales, 
Estatuto de los Trabajadores, T.VII, Edersa, Madrid, 1982, pág. 318, este autor declaró que en nuestro 
Derecho se ha subrayado el carácter mínimo de las fiestas laborales, dado que, por ejemplo, se ha sostenido 
que “(…) la no inclusión del día de todos los Santos (2 de noviembre) por tener lugar en domingo, no 
obstante, lo cual la introducción de otro día de fiesta supone el mantenimiento de las 12 (fiestas laborales) 




eficacia laboral, con el fin de estimular la productividad nacional como manifestación de 
la dirección y planificación de la economía. Se podrá suprimir un festivo si coincide en 
domingo un determinado año siempre que sea una fiesta de libre disposición para los 
poderes públicos1251. 
 
Pero las posibilidades liquidación de las fiestas laborales no alcanzarían los festivos 
previstos por el ET, a saber, la Natividad del Señor, el día de Año Nuevo, el Primero de 
mayo, como Fiesta del Trabajo, y la jornada de 12 de octubre, como Fiesta Nacional de 
España (art. 37.2 párrafo 1º ET). Estas festividades sí que serían auténticos mínimos 
normativos, siendo días indisponibles para las Administraciones competentes y para la 
autonomía colectiva e individual. De este modo, las posibilidades de determinación y 
distribución de los días festivos, ya sea oficial o vía autonómica colectiva o individual, se 
limitarán en el supuesto de las fiestas previstas en el ET1252. En principio parece que el 
legislador ordinario reafirma el carácter imperativo de estos festivos, al preverse 
implícitamente que su momento de disfrute coincida necesariamente con la jornada de la 
efeméride. Por lo tanto, este reconocimiento implícito permite la posibilidad de no 
disfrutar la fiesta en la fecha de su efeméride si se pacta colectiva o individualmente por 
necesidades de trabajo. No obstante, el propio art. 37.2 párrafo 2º del ET prevé la 
posibilidad de trasladar el festivo al lunes en el caso de que coincida con el domingo. 
Asimismo, el art. 47 RDJE de 1983 permite excepcionalmente la sustitución del día de 
fiesta debido al trabajo festivo.  
 
Por otro lado, las Comunidades Autónomas pueden introducir un decimoquinto día 
festivo de carácter autonómico, una vez aplicadas todas las reglas de ordenación de las 
                                                          
1251 Desde el punto de vista de la existencia de estas fiestas laborales, los principales problemas que pueden 
plantearse en relación con el tiempo de trabajo, es la posibilidad de recuperar el día de fiesta cuando este 
cae en día no laborable y que ya es, por lo tanto, día de descanso. En principio, nuestro ordenamiento no 
reconoce esta posibilidad, por lo que no debemos entender que el trabajador no tiene derecho a disfrutar 
esa fiesta otro día. No obstante, si es perfectamente posible que la negociación colectiva imponga esta 
solución, beneficiando al trabajador y reconociendo que puede librar otro día (STSJ Cataluña de 21 de 
febrero de 2008, JUR 2008,207951); incluso cuando el convenio no diga nada, podría llegarse a esta 
conclusión cuando se haya pactado una jornada anual en la que se haya tenido en cuenta el disfrute de los 
14 festivos anuales, de manera que la coincidencia de uno o varios de ellos en sábado, pueda implicar una 
ampliación de la jornada pactada (STS de 26 de diciembre de 2000, RJ 2001,1878, y STSJ Cataluña de 13 
de junio, JUR 2007,72190). Excepto en estos casos, se ha de afirmar que en principio si el descanso semanal 
coincide en festivo, no se tiene derecho a disfrutar un nuevo día festivo o a trasladarlo a otro momento. 
Véase Monereo Pérez, Gorelli Hernández, Tiempo de trabajo (…), op.cit., pág. 214. 
1252 Al respecto, Cabeza Pereiro, J., “Descanso semanal, fiestas, permisos y reducción de jornada por 
lactancia o guarda legal, en El Estatuto de los Trabajadores veinte años después, T.I., Revista Española del 




fiestas laborales, en virtud de la distribución de competencia entre las Administraciones 
territoriales en materia de fiestas laborales. En efecto, el límite máximo de catorce festivos 
al año se exceptúa expresamente en el art. 37.2 párrafo 3º ET, que declara la competencia 
de las Comunidades Autónomas de añadirá este límite cuantitativo de días festivos una 
festividad adicional. Así, en nuestro ordenamiento jurídico se pueden aplicar en 
relaciones laborales hasta un máximo de quince fiestas laborales (aunque el decimoquinto 
día es de carácter recuperable). 
 
Una vez disfrutado el día festivo e interrumpida la actividad laboral, la no 
recuperabilidad festiva impide al empresario exigir, posteriormente, la realización de la 
jornada coincidente con la fiesta. Esto es, la interrupción festiva en el trabajo no debe ser 
un cargo a costa de los trabajadores. El art. 25.2 LRL preveía que “ninguna fiesta tendrá 
el carácter de recuperable”. Asimismo, el art. 37.2 del ET/1980 recogió la no 
recuperabilidad de los festivos laborales, siendo igualmente transcrita dicha regla después 
de la reforma laboral de 1994. El vigente art. 37.2 ET ha previsto expresamente junto con 
las notas definitorias de las fiestas laborales su carácter “no recuperable”, siendo esta 
característica contenido esencial del derecho a la interrupción festiva del trabajo. 
 
Aunque hay que señalar que según la doctrina iuslaboralista, respetando el carácter 
no recuperable de los festivos declarados oficialmente, “las partes pueden pactar como 
recuperables las fiestas que tengan a bien, u observar con tal carácter las acostumbradas 
o reducir en ellas las horas de trabajo”. En este sentido, se está realmente ante 
interrupciones o tiempos de no trabajo, en principio, y salvo pacto en contrario, 
recuperables por naturaleza, esto sucede con los puentes. Así, es posible, generalmente, 
vía acuerdo colectivo, el aumento de la jornada a cambio de la concesión de determinados 
días libres o puente1253.  
 
Las fiestas laborales se determinan previamente por la autoridad laboral en fechas 
concretas. De ese modo, es posible que el día del acontecimiento festivo, o el día de 
traslado de las fiestas laborales coincida con determinados periodos en los que el 
trabajador no tiene la obligación de trabajar. Ello sucede, por ejemplo, cuando el disfrute 
de la fiesta coincide con días de inactividad laboral. Esta posibilidad se da en la mayoría 
                                                          




de los supuestos de suspensión del contrato de trabajo regulados en el art. 45 ET. Pero 
hay otros supuestos de suspensión del contrato de trabajo por incapacidad temporal, baja 
por maternidad o huelga (art. 45 ET) que son los que la jurisprudencia ha aplicado 
mayoritariamente en la práctica. Se pueden destacar otros supuestos análogos a la 
suspensión, como son la coincidencia del festivo con permiso retribuido (art. 37.3 ET) y 
la coincidencia con las vacaciones.  
 
La principal consecuencia jurídica derivada de la coincidencia de la festividad laboral 
con los tres primeros supuestos de inactividad laboral, es la imposibilidad de demandar a 
la dirección de la empresa la concesión de dos días de interrupción del trabajo, uno por el 
hecho originario y otro por la festividad que sobreviene a la jornada de no trabajo1254. No 
obstante, será preciso compensar al trabajador con tiempo de descanso sustitutivo o 
económicamente, si debido a la coincidencia del festivo laboral y el periodo de actividad 
se supera la jornada máxima legal o si se produce un aumento de las horas de trabajo 
pactadas colectiva o individualmente1255. Salvo el supuesto anterior, se puede decir que 
no existe una obligación empresarial de conceder un reposo sustitutorio ante la 
coincidencia de ambas jornadas de no trabajo, ni el traslado de la fiesta laboral a otro día 
de la semana en la que se produjo dicha coincidencia. Esto se produce debido a que la no 
recuperabilidad de los festivos limita, con carácter general, los efectos interruptivos de la 
fiesta laboral al día de la efeméride, sin que se puedan realizar compensaciones, 
sustituciones o acumulaciones de los días de no trabajo. por tanto, no será de aplicación 
el principio de descanso efectivo, dado que no se puede trasladar el día festivo a otro día 
de la semana, del mes o del año, con el fin de proporcionar al trabajador un descanso 
alternativo por no disfrutar la interrupción dela prestación laboral1256.  
 
                                                          
1254 La coincidencia con un día de descanso no supone la obligación de las empresas de trasladar el festivo, 
dando un día de reposo adicional. Ni el derecho a percibir retribución superior. Véase STSJ Cantabria de 2 
de noviembre de 1993 (AS 1993,4763). STSJ País Vasco de 16 de julio de 1997 (AS 1997,2330). STSJ 
Baleares de 9 de marzo de 1999 (AS 1999,1449). 
1255Así, si “(…) el trabajador no supera las horas de trabajo pactadas en convenio colectivo o en contrato, 
o la jornada máxima legal; si al coincidir el festivo con otro día de inactividad se produjese tal circunstancia, 
es claro que sí tendría derecho el trabajador a un descanso compensatorio o a una reducción de jornada 
compensatoria para que no se superasen los límites indicados”. Véase STSJ País Vasco de 16 de julio de 
1997 (AS 1997,2330). 
1256 En relación con la incapacidad temporal véase STSJ Cataluña de 25 de septiembre de 1990 (AS 1990, 
4291). Coincidencia de día festivo con las vacaciones véase STSJ Madrid de 12 de noviembre de 1990 (AS 
1990, 3035). Otros supuestos véase STSJ Castilla y León-Valladolid de 28 de septiembre de 1992 (AS 
1992, 4688), STSJ Galicia de 30 de octubre de 1991 (AS 5407, 1991), STSJ Madrid de 31 de octubre de 




La consecuencia jurídica es distinta si el periodo de inactividad coincidente con 
festivo se debe a un descanso semanal disfrutado en domingo. El art. 37.2 párrafo 2º del 
ET prevé que será “en todo caso, objeto de traslado al lunes inmediatamente posterior el 
descanso laboral correspondiente a las fiestas coincidentes en domingo”1257. Asimismo, 
según el art. 45.2 RDJE de 1983, “cuando alguna de las fiestas (…) coincida con domingo 
el descanso semanal correspondiente a la misma se disfrutará el lunes inmediatamente 
posterior”. Así, la coincidencia del descanso semana y las fiestas laborales (abonables y 
no recuperables) da lugar a la concesión de un día adicional de reposo, esto es, el traslado 
de la jornada festiva al lunes inmediatamente posterior. 
 
Por otra parte, el art. 37.2 párrafo 4º prevé que “si alguna Comunidad Autónoma no 
pudiera establecer una de sus fiestas tradicionales por no coincidir con domingo un 
suficiente número de fiestas nacionales podrá, en el año que así ocurra, añadir una fiesta 
más, con carácter recuperable, al máximo de catorce”. El decimoquinto día festivo 
determinado por las Comunidades Autónomas, como fiesta de carácter autonómico, es la 
principal excepción al carácter no recuperable de las fiestas laborales. En todo caso, será 
requisito necesario la no coincidencia con domingo de un número suficiente de fiestas 
nacionales. Así, si bien es cierto que el carácter general para todos los días festivos, el 
legislador permite la remisión de esta nota esencial de las fiestas laborales para permitir 
la coordinación de las competencias de la Administración autonómica (art. 37.2, párrafo 
4º ET)1258. 
 
Esta es una facultad de las Comunidades Autónomas, ya que el precepto utiliza la 
expresión “podrán”. Y únicamente se permite hacer uso de dicha facultad cuando los 
entes autonómicos no puedan establecer dentro del límite anual de los catorce festivos 
laborales, una de sus fiestas tradicionales. En este caso pueden añadir al calendario de 
festividades un día adicional propio. Esta fiesta añadida tiene un carácter especial, al 
                                                          
1257 La versión originaria del art. 37.2 párrafo 2º del proyecto de Ley, se incorporó, una vez finalizado el 
iter parlamentario del precepto, recogiendo ya el Dictamen la Comisión BOCCGG de 29 de marzo de 1994, 
nº 42-8 antes de su remisión al Senado, el supuesto de coincidencia entre festivo y descanso semanal, 
declarando el traslado del disfrute de la fiesta al lunes siguiente.  
1258 El TCT reconoció la aplicabilidad del carácter recuperable del día adicional añadido al catálogo de 
festivos laborales. Véase STCT de 9 de febrero de 1981 (RTCT 1397). Las fiestas recuperables si no se 
recuperan no dan derecho al trabajador a impedir que la dirección de la empresa acuerde su recuperación 
en el futuro. Véase STCT de 18 de diciembre de 1976 (RTCT 6179). Así, en las fiestas recuperables se 
produce el descanso en festivo como consecuencia de una adicional interrupción sobre los catorce festivos 
declarados por la autoridad, de ahí que proceda la recuperación de esta jornada de trabajo para cumplir con 




reconocerse expresamente su carácter recuperable, alejándose del carácter necesario de 
la no recuperabilidad previsto por nuestro legislador con carácter general para todo el 
sistema de fiestas laborales.  
 
En cuanto al carácter retribuido de las festividades, el art. 37.2 párrafo 1º del ET y el 
art. 45.1 del RDJE establecen expresamente que “las fiestas laborales tienen carácter 
retribuido”. La retribución es una de las notas comunes existentes entre el descanso 
semanal y las fiestas laborales. La obligación de pago de los días festivos deriva de la 
garantía estatutaria de su retribución (art. 37.2 ET y art. 45.1 RDJE), a diferencia de lo 
que sucede con el descanso semanal, cuyo carácter retribuido no se prevé en el art. 37.1 
ET, sino que es preciso deducir dicha consecuencia del régimen jurídico del salario. 
 
El régimen legal de las fiestas laborales garantiza el derecho de los empleados 
dependientes por cuenta ajena a la interrupción festiva de la prestación de servicios. Esta 
es la regla general aplicable en nuestro sistema jurídico laboral. Sin embargo, es posible 
que el régimen de desarrollo de la actividad laboral impida, excepcionalmente, el disfrute 
de las jornadas festivas en el mismo día en que se conmemora el acontecimiento festivo. 
La compensación del trabajo realizado durante el día de fiesta laboral supone una 
excepción a la declaración legal imperativa del disfrute de los días festivos previstos en 
nuestro ordenamiento jurídico1259. Se estaría ante la posibilidad de trasladar, excepcional 
y justificadamente, el momento tasado de interrupción festiva del trabajo a otra jornada 
laborable. Este traslado no se determina ya por los poderes públicos con carácter 
heterónomo, sino en atención a las necesidades inherentes al desarrollo de la prestación 
de servicios por cuenta ajena previstas reglamentariamente o, en su caso, vía negociación 
colectiva.  
 
El art. 37.2 ET no se refiere en ningún momento a la posibilidad de trabajar en festivo, 
de ahí que se diga que la redacción estatutaria parece en principio, que su celebración no 
se puede trasladar a otros días. Sin embargo, el RDJE contempla una excepción a la regla 
de la interpretación del trabajo en los días concretos de celebración festiva (art. 47). De 
este modo, la potestad reglamentaria se encarga de regular específicamente la 
                                                          
1259 Las fiestas laborales no son días hábiles para el trabajo. Ello es así debido a que incluso cuando se 
transformen en días laborables, siguen siendo días de no trabajo en virtud de disposición legal. Véase STCT 




compensación del festivo. Esto supone someter una materia tan importante como la 
autorización del trabajo en día festivo al desarrollo reglamentario del art. 37.2 ET, cuyo 
único límite jurídico será no desnaturalizar el derecho subjetivo laboral a las fiestas 
laborales previsto en nuestra legislación. 
 
El art. 47 del RDJE entiende que la compensación idónea para resarcir al empleado 
por el trabajo en jornada festiva es la indemnización económica. El precepto prevé que 
“(…) la empresa vendrá obligada a abonar al trabajador, además de los salarios 
correspondientes a la semana, el importe de las horas trabajadas en el día festivo (…) 
incrementadas en un 75 por ciento, como mínimo, salvo descanso compensatorio”. El art. 
47 RDJE no realiza una opción exclusiva por la aplicación de la compensación económica 
en virtud del recargo, ya que es posible, en defecto de dicho sistema de compensación 
económica, indemnizar al trabajador mediante descanso compensatorio1260. Se podrá 
aplicar la compensación con descanso alternativo de forma subsidiaria a la económica 
(art. 47 RDJE). La compensación en descanso, como alternativa al recargo económico, 
se debe entender, en principio, en el sentido de disfrute de un tiempo de reposo 
sustitutorio, es decir, se compensará mediante un periodo de descanso equivalente, sin 
perjuicio de mejora vía autonómica colectiva o individual (art. 47 RDJE).   
 
6. El régimen de descanso en jornadas especiales 
 
El descanso semanal sigue pautas especiales en determinados trabajos o sectores de 
actividad, al igual que lo hace la propia jornada de trabajo, como ya vimos en el capítulo 
correspondiente. En esos casos, la misma norma que regula las jornadas especiales (RD 
1561/1995) permite, por ejemplo, que se distribuya el periodo de descanso semanal no ya 
en cómputos bisemanales, sino incluso en periodos de referencia superiores a catorce días, 
como se verá en su apartado correspondiente. No obstante, los periodos de acumulación 
del reposo laboral se realizan dentro de los límites jurídicos de distribución irregular del 
descanso semanal que contempla el desarrollo reglamentario para cada actividad laboral 
regulada en el RDJE. De este modo, se está ante una excepción reglamentaria al principio 
general de distribución semanal del descanso, y supletoriamente, a su acumulación en 
                                                          
1260 En este sentido, Cabeza Pereiro, J., “Descanso semanal, fiestas, permisos, y reducción de jornada por 
lactancia y guarda legal. (En torno al art. 37)”, en El Estatuto de los Trabajadores veinte años después, T.I., 




periodos de catorce días. Esta opción de política legislativa viene confirmada por la 
regulación comunitaria del tiempo de trabajo. El art. 16 de la Directiva 2003/88/CE, 
relativo a los periodos de referencia del descanso, prevé que los Estados miembros 
pueden, en observancia del art. 5, disponer el periodo de cómputo del descanso semanal 
siempre que éste no exceda de catorce días. Sin embargo, se exceptúa de esta regla, 
permitiendo a los Estados miembros establecer periodos de referencia superiores a las dos 
semanas en virtud de las características especiales de la actividad desarrollada (art. 17.1). 
En este sentido, el desarrollo reglamentario de las jornadas laborales de carácter especial 
ha alterado el sistema legal de acumulación en cómputo bisemanal1261.  
 
En todo caso, la aplicación de la acumulación del descanso semanal en periodos 
superiores a dos semanas únicamente será posible para aquellas actividades previstas 
reglamentariamente. Esto excluye un posible pacto, ya sea de carácter individual o 
colectivo, relativo a la acumulación del descanso en periodos superiores a catorce días en 
otras actividades. En los casos previstos reglamentariamente, como sucede en el art. 37.1 
ET, la acumulación tiene cobertura legal expresa, pero su aplicación depende de que 
existan acuerdos entre las partes. Es preciso que el reglamento contemple a la jornada 
laboral especial en cuestión, como supuesto susceptible de acumulación en periodos 
superiores a las dos semanas y, posteriormente, sobre la aplicación de dicha acumulación 
habrá que estar a lo dispuesto en el correspondiente convenio colectivo o acuerdo de 
empresa o, en su defecto, en el contrato de trabajo. De igual manera, como se verá a 
continuación, junto a la aplicación del descanso semanal a las jornadas laborales 
especiales, también es posible la aplicación del cómputo de referencia superior a las dos 
semanas a las relaciones laborales especiales de carácter especial; siempre y cuando se 
pueda aplicar supletoriamente las reglas especiales sobre descanso semanal contenidas en 
el RDJE. 
 
Igualmente, las reglas de acumulación del descanso semanal a las vacaciones 
encuentran una excepción en el régimen de las jornadas especiales. A diferencia de lo que 
                                                          
1261 Estos sistemas de acumulación en periodos superiores a las dos semanas en las jornadas especiales se 
dan, por ejemplo, en el transporte en general (art. 9 RDJE) o en el trabajo en el mar (art. 18 RDJE). En este 
último supuesto se pueden computar el descanso semanal por periodos de hasta cuatro semanas, así como 
la acumulación a las vacaciones anuales si no se disfrutan totalmente durante el periodo de embarque, o su 





sucedía durante la vigencia del RDJE, el titular de la potestad reglamentaria dispone que 
“(…) en los convenios colectivos se podrá autorizar que, previo acuerdo entre la empresa 
y el trabajador afectado (…) se podrán acumular (a las vacaciones) las compensaciones 
contempladas para el medio día de descanso semanal” (art. 2.1 párrafo 2º RDJE). El RDJE 
prevé como presupuesto necesario para la eficacia de la acumulación, el “previo acuerdo 
entre la empresa y el trabajador afectado”. Siempre que el convenio colectivo de 
referencia lo autorice, debido a que se está ante un supuesto de disfrute irregular del 
descanso semanal1262.  
 
En algunos supuestos, el RDJE autoriza la compensación del medio día de descanso 
semanal, permitiendo en determinadas jornadas especiales la posibilidad de separarlo del 
medio día completo de descanso, con independencia de su cómputo semanal o bisemanal, 
con el fin de acumularlos a las vacaciones anuales. Ello sucede, por ejemplo, en el trabajo 
en el mar, donde es posible la acumulación del descanso semanal a las vacaciones anuales 
si no se disfrutan los medios días de descanso durante los periodos de embarque, o bien 
su posible disfrute durante los periodos de permanencia prolongada del buque en el puerto 
(art. 18 RDJE). De este modo, podemos apreciar como al diferir el descanso semanal al 
periodo de vacaciones anuales, la semana en la que se trabajó se toma únicamente como 
referencia para determinar el número de días de descanso. Sin embargo, al acumular el 
descanso a las vacaciones se pierde el carácter de la semana como periodo de disfrute del 
derecho, de suerte que el trabajador tendrá que esperar a la acumulación anual del 
descanso. Vamos a profundizar en cada uno de los supuestos de jornadas especiales para 
conocer en mayor medida el régimen de descanso en cada caso.  
 
En el caso de los empleados de fincas urbanas, se atribuye la regla común de jornadas 
especiales establecida en el art. 2.1 RDJE, lo que significa que “dentro del periodo de 
referencia, esto es, cuatro semanas, habrán de hacerse efectivos los descansos 
alternativos”. Esta regla operará como norma de principio, pues nada impide que en el 
convenio colectivo se pudiera autorizar la acumulación de periodos de descanso no 
disfrutado al periodo de vacaciones anuales previo acuerdo entre el empleado de fincas 
urbanas y el empleador, dando de esta manera correcto sentido al párrafo 2º del art. 2.1 
                                                          
1262 El convenio colectivo tiene eficacia jurídica por sí mismo. Sin embargo, necesita para la aplicación 
directa la existencia de un pacto individual ad hoc. En este supuesto el convenio colectivo sería norma 





RDJE. En cuanto a los descansos semanales la regla del art. 3.2 RDJE sí prevé una doble 
especialidad concretada en la posibilidad de acumular, no ya el entero descanso semanal, 
sino tan sólo el medio día en un periodo de referencia de cuatro semanas, o bien disfrutar 
dicho medio día de manera separada en otro día de la semana. Cualquiera de ambas 
posibilidades podrá establecerse, bien en convenio colectivo, bien a través de acuerdo con 
el titular del inmueble. Regirán, tanto para el caso de los descansos entre jornadas como 
para los semanales las reglas de prohibición de compensación económica de los mismos 
contempladas en el art. 2.2 RDJE. 
 
Respecto de los guardias y vigilantes no ferroviarios la remisión del apartado 2º del 
art. 4 RDJE al régimen de descansos intrajornada, diario y semanal regulado en el art. 3 
RDJE para los porteros planteará las mismas cuestiones  que ya se ha analizado en los 
empleados de fincas urbanas, especialmente en lo que se refiere al descanso intrajornada, 
pues es evidente que, aunque nada diga el art. 4 RDJE, durante las horas de servicio el 
trabajador habrá de realizar, como mínimo, las pausas necesarias para la comida u otros 
menesteres. Desde luego toda la figura se encuentra fuertemente desregulada, más aún, si 
cabe, que la de los empleados de fincas urbanas, echándose de menos referencia alguna 
al pacto o al acuerdo entre trabajador y empresa en cuanto al modo de realizar la 
prestación. 
 
En cuanto al trabajo en el campo, el régimen de descansos diario y semanal queda 
regulado en el art. 5.3 RDJE que seguirá las pautas en cuanto al modo de disfrute de 
descansos alternativos señaladas en el art. 2 RDJE. Para el descanso entre jornadas se 
prevé un mínimo de diez horas consecutivas, compensándose la diferencia hasta las doce 
horas establecidas con carácter general en el art. 34.3 ET por periodos de hasta cuatro 
semanas. El establecimiento de descansos mínimos de diez horas diarias, junto con el 
máximo de doce horas diarias de jornada, deja libres dos horas que pueden impugnarse a 
la realización bien de descansos completos de doce horas, bien a la realización de horas 
extraordinarias tal y como previene el art. 5.2 en su párrafo segundo del RDJE. 
 
Por lo que se refiere a los descansos semanales del trabajo en el campo, tampoco 
existen especialidades en el sector respecto a lo dispuesto en el art. 2 RDJE, seguido 
estrechamente por el art. 5.2 RDJE que, al igual que sucede en el régimen de guardas y 




previsto en el art. 37.1 ET, o su superación respecto del correspondiente al día completo 
para su disfrute en otro día de la semana. Los convenios garantizarán, en todo caso, 
descansos de día y medio o dos días, no presentando especialidades respecto al modo de 
disfrute más que las ya estudiadas acerca del trabajo en domingo, destacando aquella 
norma por la que pastores, vaqueros y guardas rurales quedan excluidos del descanso 
dominical fijándose reglas de distribución de su descanso semanal según las necesidades 
de explotación que, normalmente, implican  el desplazamiento de estos días a otros entre 
semana con garantía de un número mínimo de domingos de descanso al mes o al año1263. 
 
Para los trabajos en actividades con jornadas fraccionadas, el apartado 2º del art. 22 
RDJE, determina que “mediante convenio colectivo o, en su defecto, por acuerdo entre la 
empresa y los representantes legales de los trabajadores podrá establecerse para las 
actividades a que se refiere este artículo un descanso mínimo entre jornadas de hasta 
nueve horas, siempre que el trabajador pueda disfrutar durante la jornada, en concepto de 
descanso alternativo compensatorio, de un periodo de descanso ininterrumpido de 
duración no inferior a cinco horas”. La necesaria coordinación entre los dos apartados del 
art. 22 RDJE puede plantear algunos problemas de distribución horaria a lo largo de la 
jornada que es preciso aclarar. El art. 22.1 RDJE exigirá que el periodo de cómputo de la 
jornada se prolongue más allá de las doce horas diarias haciendo imposible el disfrute de 
las doce horas de descanso ininterrumpido exigidas por el art. 34.3 ET. ¿Cuánto se pude 
reducir el tiempo de descanso entre jornadas mediante las ampliaciones del periodo de 
cómputo? En principio parece ser que, hasta nueve horas máximo, siempre que se 
garanticen cinco horas intrajornada de descanso ininterrumpido. O sea que, según esta 
regla, si un trabajador comenzara a trabajar a las 8 de la mañana con una jornada 
fraccionaria como la descrita en el precepto, podría prolongarse ésta hasta las 11 de la 
noche, lo que le daría nueve horas de descanso hasta su reincorporación al día siguiente 
a las 8. Ahora bien, esto exigiría que en este periodo entre las 8 de la mañana y las 11 de 
la noche hubiera cinco horas ininterrumpidas de descanso lo que dejaría, en el peor de los 
casos, en diez el número de horas de trabajo efectivo. Esas diez horas ya suponen por sí 
mismas una ampliación efectiva de la jornada, lo que convierte a esta figura reglamentaria 
en una ampliación doble de jornada. 
 
                                                          




El supuesto de los trabajadores dedicados al transporte por carretera, si la jornada es 
de seis horas o más, debe hacerse una pausa mínima de 30 minutos. Si la jornada es de 9 
horas o más, la pausa debe ser de 45 minutos como mínimo (art. 11.4 RDJE). Las 
fracciones en que se dividan estos periodos no podrán tener una duración inferior a quince 
minutos, salvo en aquellas rutas de transporte regular de viajeros cuyo recorrido no 
excede de cincuenta kilómetros. Señalar que todas las empresas del sector deben llevar 
un registro del tiempo trabajado por cada trabajador móvil, y conservar los datos por 
tiempo de tres años. El empresario está obligado a facilitar al trabajador que los solicite 
los datos del registro de su tiempo de trabajo (art. 10.bis.5). El RDJE establece 
expresamente en su Disposición Adicional Primera el mantenimiento de las condiciones 
más beneficiosas de tiempo de trabajo para aquellos trabajadores que la vinieran 
disfrutando en virtud del convenio o contrato de trabajo específico1264. 
 
Mientras que para el transporte de mercancías se reconoce que el periodo de descanso 
semanal dará comienzo antes de la conclusión de seis periodos consecutivos de 24 horas 
a contar desde el final del anterior periodo de descanso (art. 8.6 del Reglamento (CE) nº 
561/2006), para el transporte de viajeros se podrá posponer el periodo de descanso 
semanal hasta 12 periodos consecutivos de 24 horas siguientes a un periodo de descanso 
semanal (redacción que da al art. 8.6 bis del Reglamento nº 561/2006, el Reglamento 
(CE) nº 1073/2009). En cuanto a la periodicidad del descanso semanal se hace necesario 
valorar cuatro consideraciones generales. La primera es que se trata de un descanso 
semanal y no dominical, con independencia de su preferente coincidencia, a tenor del art. 
37.1 ET con el día de domingo. Segunda, el art. 37.1 ET, a la hora de exponer el criterio 
de distribución del descanso semanal, utiliza la fórmula “como regla general”. Esta 
fórmula encuentra su justificación en la posibilidad de modificar la distribución llevada a 
cabo por la norma1265. Tercera, es necesario que se fije un día cierto de disfrute que sea a 
priori invariable, de tal forma que se garantice el conocimiento cierto del mismo por parte 
del trabajador. En todo caso, la determinación de los días de descanso semanal se verá 
contenidos dentro de los gráficos de servicios que programe la empresa de transporte, en 
                                                          
1264 Arroyo Abad, C., El transporte terrestre por carretera: su regulación jurídica en el derecho laboral, 
Aranzadi, Navarra, 2015, pág. 230-231. 
1265 La necesidad de una flexibilidad en la distribución de ese periodo de descanso semanal, se hace patente 
en el sector transporte terrestre por carretera, donde se reconocen periodos de referencia de hasta cuatro 
semanas para la compensación de descansos alternativos, así como el disfrute, por la vía convencional, de 




aplicación del art. 10.2 del Reglamento (CE) nº 561/2006. Y, cuarta, es necesario valorar 
en qué medida influye el carácter periódico del descanso en la designación del día de 
disfrute1266. 
 
Las reglas aplicables al transporte ferroviario, por su parte, establecen que “el 
descanso entre jornadas fuera de la residencia de los conductores y demás personas que 
presten sus servicios a bordo de los trenes durante el trayecto de los mismos podrá 
reducirse, a salvo de lo dispuesto en convenio colectivo, a ocho horas para los primeros 
y a seis horas para los segundos, compensándose la diferencia en la forma establecida en 
el art. 9” (art.13.4 RDJE). Son muchas las cuestiones que plantea este precepto1267.  
                                                          
1266 Torollo González, F.J., Tiempo de trabajo y contrato ferroviario, Universidad de Madrid, Facultad de 
derecho, 1995, pág. 506. 
1267 En primer lugar, ha de repararse en que el régimen de descansos regulado por el precepto estudiado tan 
sólo va a afectar a los conductores y demás personas que presten sus servicios a bordo de los trenes durante 
el trayecto de los mismos. Esto va a excluir, por lo tanto, al resto del personal ferroviario, incluido aquel 
que realice los servicios a que se refieren los apartados a), b), c) del art. 13.2 RDJE, para cuyo régimen de 
descanso diario nada dirá el art. 13 RDJE, esta reducción vendrá dispuesta en los arts. 2 y 9 RDJE, y será 
de un mínimo de diez horas, pudiéndose compensar las diferencias hasta las doce horas establecidas con 
carácter general en el art. 34.3 ET. En segundo lugar, la reducción en el ámbito de regulación del régimen 
de descansos se manifiesta por el hecho de que las ocho horas de descanso entre jornadas para conductores 
y las seis para el resto de personal a bordo de trenes sólo se prevén para el caso de descanso fuera de la 
residencia de los trabajadores, lo que significará que cuando el descanso pueda disfrutarse en el lugar de 
residencia jugará la regla común de las diez horas del art. 9 RDJE. No obstante, la regla común de 
compensación de descansos entre jornadas se mantiene cualquiera que sea el lugar de disfrute de estos 
descansos, lo que significa que las diferencias hasta las doce horas podrán compensarse con descansos 
alternativos en periodos de hasta cuatro semanas. Regirá, igualmente, la regla de los párrafos 2º y 3º del art. 
2.1 RDJE, que permitirá, previa autorización por convenio colectivo del art. 2.1 RDJE, que permitirá, previa 
autorización por convenio colectivo del acuerdo entre la empresa y el trabajador afectado, la acumulación 
del descanso compensatorio no disfrutado al periodo de vacaciones anuales, siempre que se haya 
garantizado durante el periodo de referencia el disfrute de aquellas horas que restarán por disfrutar hasta 
las diez mínimas previstas en el art. 9 RDJE. En principio, el art. 13.4 ET establece una regulación de 
mínimos que es disponible por convenio colectivo, lo que quiere decir que los descansos entre jornadas 
para el personal afectado pueden ser aún inferiores. Habrán de ser, por tanto, los propios convenios quienes, 
sin establecer límites mínimos de descanso distintos a los del RDJE, autoricen la posibilidad de acuerdo 
empresa-trabajador para determinar el modo de compensación de los descansos alternativos, sin que quepa 
otro tipo de acuerdo o pacto de eficacia limitada para el establecimiento de tales circunstancias. En tercer 
lugar, la regulación del régimen de descanso está especificada tan sólo para el descanso entre jornadas, no 
estableciendo el entero artículo 13 RDJE ninguna prescripción particular acerca del descanso semanal y su 
compensación posible. Si tenemos en cuenta la literalidad del párrafo primero del art. 2.1 RDJE el régimen 
de descansos alternativos compensables en los periodos de referencia que se señalen en cada caso sólo será 
aplicable y exigible si, como textualmente se señala, se producen “reducciones contempladas en este Real 
Decreto de los descansos (…) semanales previstos en el art. 37, apartado 1 del Estatuto de los Trabajadores” 
y es claro que el Real Decreto no establece reducciones más que para los descansos entre jornadas no 
diciendo absolutamente nada respecto de los semanales. Según esto, habría que acudir a la regla general 
del art. 37.1 ET que fija el periodo de referencia para la compensación de hasta catorce días, lo que chocaría, 
sin embargo, con la posibilidad prevista en el art. 9 RDJE de computar el descanso semanal de día y medio 
en periodos de hasta cuatro semanas para su compensación. En cualquier caso, y dado que habrá de ser la 
negociación colectiva la que determine el modo de compensación de los descansos semanales no 
disfrutados, es obvio que pueden pactarse periodos de referencia de duración igual a catorce días, en vez 
de cuatro semanas como prevé el art. 9 RDJE. Por último, mencionar que el RDJE no va regular 




En el trasporte aéreo hay que distinguir entre personal de vuelo y personal aeronáutico 
en tierra. Pues bien, el personal de vuelo disfrutará de un mínimo de 96 días libres al año, 
como descanso semanal y fiestas laborales, de los cuales al menos siete habrán de 
disfrutarse cada mes. Durante esos días de descanso, el personal de vuelo no podrá ser 
requerido para ningún servicio o actividad, y le serán notificados con antelación. Esos 
días no computan para el periodo que les corresponde de vacaciones anuales. Respecto al 
descanso entre jornadas no se dispone ninguna especificación en la Subsección 4ª de la 
Sección 4ª del Capítulo II. Con carácter general el art. 9 RDJE establece que “salvo 
disposiciones específicas aplicables de conformidad con lo dispuesto en las subsecciones 
correspondientes de esta sección, se deberá respetar en todo caso un descanso mínimo 
entre jornadas de diez horas pudiéndose compensar las diferencias hasta las doce horas 
establecidas con carácter general”. En cuanto al régimen de descansos del personal 
aeronáutico en tierra, tanto la actividad laboral del personal aeronáutico de tierra como el 
régimen de descansos, se determinará con respeto en todo caso a lo dispuesto en la 
normativa en vigor en materia de seguridad aérea (apartado segundo del art. 14. Bis). 
 
En relación al trabajo en el mar, las normas de descanso entre jornadas son diferentes 
en función de si se trata de la marina mercante o bien de embarcaciones dedicadas a la 
pesca. En la marina mercante, como regla general, entre el final de una jornada y el 
comienzo de la siguiente los trabajadores tendrán derecho a un descanso mínimo de ocho 
horas. El descanso entre jornadas será de doce horas cuando el buque se halle en puerto, 
excepto en caso de necesidad de realización de operaciones de carga y descarga durante 
las escalas de corta duración o de trabajos para la seguridad y mantenimiento del buque 
en que podrá reducirse a un mínimo de ocho horas, salvo fuerza mayor (art. 17.2.a) 
RDJE). Cuando se organicen guardias en la mar, éstas no podrán tener una duración 
superior a cuatro horas, y después de cada guardia le seguirá un descanso ininterrumpido 
de ocho horas [17.2.b) RDJE]. Los convenios colectivos podrán distribuir las horas de 
descanso en un máximo de dos periodos, uno de los cuales deberá de ser al menos de seis 
horas ininterrumpidas. En caso de que se opte por esta opción en el convenio, se tendrá 
en cuenta que el intervalo entre dos periodos consecutivos de descanso no excederá de 
                                                          
a las prescripciones generales efectuadas por el art. 8.1 RDJE. Regirá el límite de veinte horas semanales 
de promedio en un periodo de referencia de un mes, pudiendo distribuirse con arreglo a los criterios que se 
pacten colectivamente y respetando los periodos de descanso entre jornadas y semanal propios de cada 





catorce horas. En todo caso esta opción de distribuir las horas de descanso en dos periodos 
no será de aplicación a los turnos de guardia en la mar, que se deberá de respetar su 
descanso ininterrumpido de ocho horas1268. 
 
Respecto al descanso entre jornadas en las embarcaciones dedicadas a la pesca el 
RDJE determina que “entre el final de una jornada y el comienzo de la siguiente los 
trabajadores tendrán derecho a un descanso mínimo de seis horas, la diferencia entre los 
descansos entre jornada de seis horas y las doce horas establecidas, con carácter general, 
se compensarán en la forma establecida en el art. 9 RDJE”. Los convenios colectivos 
podrán ampliar el periodo de referencia previsto hasta un máximo de 180 días, y también 
podrán acordar la distribución de las horas de descanso en un máximo de dos periodos, 
siendo uno de ellos de mínimo seis horas, dentro de un periodo de catorce horas. Siempre 
que se realicen ejercicios de lucha contra incendios y abandono que impongan las normas 
nacionales e internacionales deberá realizarse de forma que perturben lo menos posible 
los tiempos de descanso y no provoquen fatiga. En cuanto al descanso semanal será de 
día y medio y podrá computarse en la forma prevista en el art. 9 RDJE (se puede computar 
el descanso de día y medio semanal en periodos de hasta ciento ochenta días). El descanso 
semanal es obligatorio para todo el personal, incluido el capitán o quien ejerza el mando 
de la nave no sometido al régimen de jornada [18.a) RDJE]. Si al finalizar el periodo de 
embarque no se hubiera disfrutado de la totalidad de los días de descanso que 
correspondan, se acumularán para ser disfrutados cuando el buque tenga que efectuar una 
permanencia prolongada en puerto, por reparación u otras causas, o para su disfrute unido 
al periodo de vacaciones, de acuerdo con lo que se pacte en los convenios colectivos. No 
obstante, siempre que se garantice el descanso semanal de un día, si se acordara en 
convenios colectivos, los interesados podrán optar por la compensación en metálico, 
como horas extraordinarias, de hasta un máximo de la mitad de los restantes días de 
descanso no disfrutados. También podrán ser compensados los días de descanso no 
disfrutados al finalizar el periodo de embarque, cuando pudiera ocasionar graves 
perjuicios no dimanantes de escasez de plantilla (art. 18 RDJE)1269. 
                                                          
1268 García Ninet, J.I., “Horas de trabajo y descanso en el trabajo en el mar. (Exposición sistemática a partir 
del Convenio sobre el Trabajo Marítimo, 2006), en Revista del Ministerio de Trabajo e Inmigración, nº 82, 
págs. 254-256. 




Para los trabajos expuestos a riesgos ambientales, la sección 1ª del Capítulo III del 
RDJE no dispone ninguna peculiaridad en cuanto a los descansos entre jornadas y 
semanal, por lo que de acuerdo con lo que dispone el art. 9 del citado real decreto “se 
deberá respetar en todo caso un descanso mínimo entre jornadas de diez horas, 
pudiéndose compensarse las diferencias hasta las doce horas establecidas con carácter 
general, así como computar el descanso semanal de día y medio, en periodos de hasta 
cuatro semanas”.  
 
En el trabajo en el interior de las minas, el RDJE no establece especialidad alguna 
respecto de lo dispuesto en el art. 34.4 ET en cuanto al descanso entre jornadas.  Y, en 
materia de descanso semanal, la regulación del art. 27 RDJE, determina, más allá de lo 
dispuesto por el art. 37.1 ET, dos días (que pueden no ser consecutivos) para los 
trabajadores que presten servicio en puestos de trabajo subterráneo, así como para 
aquellos trabajadores de exterior que sólo puedan realizar su actividad de manera 
simultánea con aquellos. El disfrute de estos días de descanso semanal se encuentra sujeto 
a las características técnicas de la empresa, de modo que mediante la negociación 
colectiva puede determinarse su disfrute de manera en forma ininterrumpida, o bien de 
manera fraccionada, de modo que el segundo día de descanso pueda disfrutarse en 
periodos de hasta cuatro semanas, aisladamente o acumulado a otros descansos, o 
disfrutarse en cualquiera de las normas previstas en el art. 37.1 ET. En este sentido, se 
habrá de entender que la posibilidad prevista en el art. 2.1 RDJE, respecto al régimen de 
acumulación con otros descansos (que pueden ser vacaciones anuales) del descanso de 
día y media ha sido asumida por el art. 27 RDJE. 
 
En lo relativo al trabajo de construcción y obras públicas, el descanso diario y semanal 
se rige por el art. 33 de la Orden Ministerial que prevé que entre el fin de una jornada de 
trabajo y comienzo de la siguiente deba transcurrir para los mismos trabajadores, por lo 
menos, un periodo de doce horas, salvo cuando se trate de cambios de turno, en que podrá 
reducirse este periodo hasta ocho horas, y como máximo, una vez por semana. El mismo 
precepto prohíbe la superación de los límites establecidos de duración máxima del trabajo 
para recuperar el tiempo perdido a causa de eventuales interrupciones, descansos o por 
cualquier otro motivo. Tampoco se dispone nada específicamente sobre el régimen de 
descanso de los trabajos desarrollados en cámaras frigoríficas, por lo que habrá que acudir 




7. El régimen de descansos en las relaciones laborales de carácter especial 
 
También las relaciones laborales de carácter especial muestran alguna singularidad 
en el régimen de los descansos. En relación al personal de alta dirección, las propias 
características del trabajo del alto directivo y la necesaria flexibilidad en la organización 
y distribución del tiempo de prestación efectiva de trabajo se trasladarán, en bastantes 
ocasiones, al propio contrato de trabajo, mediante el establecimiento de fórmulas 
genéricas que permitan adaptar el horario y la jornada a las necesidades puntuales de la 
empresa. También, en lo que se refiere al disfrute de fiestas, permisos y vacaciones la 
responsabilidad y las funciones inherentes al trabajo de alta dirección deben permitir un 
cierto grado de flexibilidad1270. 
 
El régimen de descansos del personal al servicio del hogar familiar, la norma distingue 
dos supuestos, según pernocten o no en el domicilio del empleador. En el caso del 
descanso diario de los trabajadores internos puede ser de 10 horas desde el final de una 
jornada y el comienzo de la siguiente, compensando el resto hasta doce horas en periodos 
de hasta cuatro semanas. Y para los trabajadores que no son internos, el descanso entre el 
final de una jornada y el comienzo de la siguiente ha de ser de 12 horas (art. 9.4 RD 
1620/2011). También se prevé para el trabajo a turnos una regla específica en materia de 
descanso diario, permitiendo su reducción en determinadas circunstancias hasta las siete 
horas, compensándose la diferencia respecto de las doce establecidas con carácter general 
en los días inmediatamente posteriores. En el apartado primero del art. 9.4 RD 1620/201, 
sólo se contempla descansos dentro de la jornada para el trabajador que pernocta, siendo 
de al menos de dos horas diarias para las comidas principales, no computándose ese 
tiempo como de trabajo. No se contempla en absoluto su carácter retribuido o no. El que 
no pernocta, pero realiza una jornada de cierta duración, debería tener derecho a un cierto 
descanso como en caso de los trabajadores comunes, que debería contemplarse 
claramente en el RD, aunque hay sectores de la doctrina que entiendan aplicable el art. 
34.4 ET párrafo primero del ET1271. Por su parte, el art. 9.4 RD 1620/2011 establece 
                                                          
1270 Así, podría preverse en el contrato la posibilidad de no disfrutar de algún día festivo o de suspender las 
vacaciones cuando acaezcan situaciones no previstas que afecten a la marcha de la empresa, con derecho a 
una compensación, véase: Sala Franco, t., La relación laboral de los altos cargos directivos de las 
empresas, Deusto, Bilbao, 1990, pág. 48. Algún autor parece admitir la posibilidad de la fijación ordinaria 
o extraordinaria de trabajo del art. 7 RD, Fernández López, A., “Limites personales y materiales en la 
prestación de horas extraordinarias” en Estudios sobre la jornada de trabajo, Madrid, ACARAL, 1991, 
pág. 491. 




respecto del descanso entre jornadas que “entre el final de una jornada y el comienzo de 
la siguiente deberá mediar un descanso como mínimo de doce horas. El descanso entre 
jornadas del empleado de hogar interno podrá reducirse a diez horas, compensando el 
resto hasta las doce horas en periodo de hasta cuatro semanas”. Este real decreto ha 
mejorado el tiempo de descanso entre jornadas con respecto del anterior, siendo antes de 
diez horas entre jornadas en caso de no pernocta en el domicilio y de ocho horas, en caso 
contrario. El art. 9.5 del RD 1620/2011 dispone que “los empleados del hogar tienen 
derecho a un descanso semanal de treinta y seis horas consecutivas que comprenderán, 
como regla general, la tarde del sábado o la mañana del lunes y el día completo del 
domingo”1272.  
 
En cuanto a las vacaciones de los empleados en el hogar familiar, el art. 9.7 del RD 
1620/2011 dispone que “el periodo de vacaciones anuales será de treinta días anuales, 
que podrá fraccionarse en dos o más periodos, si bien al menos uno de ellos será, como 
mínimo, de quince días naturales consecutivos”. El periodo o periodos de disfrute se 
acordarán entre las partes. En defecto de pacto, quince días podrán fijarse por el 
empleador, de acuerdo con las necesidades familiares y el resto se elegirá libremente por 
el empleado. En este caso, las fechas deberán ser conocidas con dos meses de antelación 
al inicio de su disfrute. Durante el periodo de vacaciones, el empleado del hogar familiar 
no estará obligado a residir en el domicilio familiar o en el lugar a donde se desplace la 
familia o alguno de sus miembros. Las vacaciones gozan de las demás garantías 
establecidas en el ET, en este sentido, han de ser retribuidas, no compensables con dinero, 
no acumulables a años sucesivos, el trabajador tiene derecho a conocer con al menos dos 
meses de antelación la fecha de disfrute. En cuanto a la retribución el RD no precisa si 
                                                          
1272 El anterior real decreto disponía al respecto el derecho a un descanso semanal de 36 horas de las que, 
al menos, veinticuatro serían consecutivas y preferentemente coincidiendo con el domingo. El sistema de 
disfrute del resto de las horas se determinaría mediante acuerdo entre las partes. La cuestión que planteaba 
el artículo es que el precepto sólo garantizaba la cuantía del derecho, pero dejaba a las partes la negociación 
no sólo de las doce horas mencionadas, sino incluso de la fecha del disfrute de las veinticuatro horas que 
parecía que debían coincidir con el domingo, sin embargo, quedaba como una mera recomendación ya que 
no se fijaban los límites a la disponibilidad de las partes. El nuevo real decreto garantiza que dichas treinta 
y seis horas se han de disfrutar de manera “continuada”, y añade que como regla general será el día completo 
del domingo, y la tarde del sábado o la mañana del lunes. Parece que se produce lo mismo que en el anterior 
real decreto, es decir, se garantiza la cuantía del derecho, de treinta y seis horas consecutivas, pero en cuanto 
a los días del disfrute de tal derecho no establece unos límites, estableciendo únicamente una regla general, 
lo que parece que posibilita un disfrute distinto a lo establecido como regla general. Al igual que en el caso 




incluye el salario en especie. Aunque la doctrina por unanimidad y con base en el art. 7.1 
Convenio 132 de la OIT se inclina por entender que sí1273. 
 
En el caso de los penados en instituciones penitenciarias, su norma reguladora, en el 
apartado segundo del art. 17, les reconoce “el derecho a un día y medio 
ininterrumpido”1274, que debe disfrutarse preferentemente la tarde del sábado y el día 
completo del domingo con una novedad y única excepción, cual es que el trabajo se 
desarrolle en un sistema de turnos, en el que se estará a lo previsto para la actividad 
concreta de que se trate1275. Se introduce así un mecanismo flexibilizador del sistema de 
descansos que parece servir para proteger los intereses productivos de la empresa en esta 
forma de organización del trabajo. En este caso, deberá constar en el propio calendario el 
sistema a seguir para disfrutar en dicha actividad del tiempo de descanso semanal. Cabe 
plantearse si la desregulación contenida en este apartado es o no absoluta, pudiendo, si es 
así, el director del Centro optar por la separación del tiempo de descanso o por acumular 
todo o parte de éste para ser disfrutado con posterioridad, o en otro sentido, si puede optar 
por la separación del tiempo de descanso, pero debiendo ser este ininterrumpido, aunque 
pudiera disfrutarse en otros días de la semana. Parece que el sentido literal del apartado 2 
del art. 17 del RD, al referirse concretamente a los días de disfrute del descanso semanal, 
lleva a atender que debe interpretarse el precepto en este último sentido1276. 
 
En la regulación de los permisos e interrupciones del interno trabajador, el art. 18 RD 
dispone que “éste podrá ausentarse de su puesto de trabajo durante cualquier salida 
                                                          
1273 En el anterior real decreto se reconocía el derecho a vacaciones de treinta días naturales, quince de ellos 
de manera continuada, los demás quince se podían disfrutar de manera fraccionada si había acuerdo entre 
las partes. En cuanto a la forma de establecer fecha de disfrute de todos ellos nada establecía el RD. En 
principio, regía el acuerdo entre las partes. A falta de acuerdo, una parte de la doctrina sostenía que podría 
imponerse por el empleador, bien basándose en la flexibilidad que caracteriza a la regulación del tiempo de 
trabajo en esta relación, bien por el derecho a la intimidad personal y familiar.  Otra parte de la doctrina, 
consideraban que debían ser de aplicación las reglas comunes del art. 38.2 ET y debía ser el juez el que 
mediante un contencioso rápido resolviera el conflicto. Este problema ha sido resuelto por el nuevo RD, 
véase Miñarro Yanini, M., “La nueva regulación de la relación laboral de carácter especial (…)”, op. Cit., 
pág. 4/13. 
1274 En el apartado 4 art. 53 del RD 1774/2004 se establece que la duración del descanso semanal para los 
menores de 18 años será, como mínimo, de dos días ininterrumpidos. 
1275 STSJ Galicia de 16 de octubre de 2008 (AS 2009, 119). 
1276 Art. 17.2 RD: “Los internos trabajadores tendrán derecho a un descanso semanal de día y medio 
ininterrumpido que se disfrutará, con carácter general, la tarde del sábado y el día completo del domingo, 
excepto en el sistema por turnos que se estará a lo establecido para la actividad de que se trate”. Defiende 
el carácter ininterrumpido del descanso en los casos en los que se exceptúa que puede disfrutarse la tarde 
del sábado y la mañana del domingo. Véase Fernández Artiach, P., “El trabajo de los internos (…)”, op. 




autorizada o permiso, previo aviso y justificación, sin tener, a diferencia de los 
trabajadores comunes, derecho a remuneración”1277. Como ha puesto de relieve el 
dictamen del CES, éste no parece ser el régimen más adecuado dado que hacer recaer 
sobre el derecho a percibir remuneración el ejercicio legítimo de otros derechos 
compatibles con su condición de penado en prisión y que le permitiría ausentarse del 
trabajo en supuestos justificados, como son os que la legislación común reconoce a los 
trabajadores ordinarios. Por ello debería contemplarse la posibilidad de incluir una 
remisión expresa a los permisos previstos en el ET cuando sean compatibles con el 
régimen penitenciario1278. Tampoco parece razonable entender que los días de permiso o 
las salidas autorizadas puedan computar como vacaciones laborales puesto que no existe 
conexión alguna entre ambos tipos de tiempos de no trabajo. 
 
Las vacaciones anuales de los internos, a diferencia de lo que dispone el ET para los 
trabajadores ordinarias, “tendrá una duración de treinta días naturales” o del periodo 
proporcional que corresponda si el vínculo contractual es inferior al año; a pesar del 
imperativo absoluto del apartado 5 del art. 17 RD parece que nada impide que pueda 
establecerse un periodo de vacaciones superior, aunque no inferior. El momento de su 
disfrute, a diferencia de la regulación ordinaria de trabajo, se condiciona no sólo a las 
necesidades de trabajo en los sectores laborales sino también a las orientaciones del 
tratamiento; de manera que el director del Centro es el que, unilateralmente, establecerá 
las fechas en las que ha de disfrutar de estos tiempos de descanso al fijar el calendario de 
vacaciones. Por último, ha de señalarse que se hace una referencia especial a la 
posibilidad de modificación del “calendario laboral aprobado o la jornada habitual” por 
el Director del Centro, que es a quien corresponden las facultades de dirección y control 
de la actividad productiva del centro de trabajo. Esta facultad no puede ser ejercida de 
forma unilateral puesto que se exige que para modificar el calendario o la jornada debe 
llegarse a un acuerdo con los internos trabajadores. Si la decisión modificativa afectara a 
un grupo de trabajadores, se entiende que el acuerdo debe llevarse a cabo con aquellos 
que pertenezcan al taller productivo que pueda verse afectado por la modificación; si, en 
cambio, la decisión solo afectara a un trabajador, debería llegarse a un acuerdo individual 
con el trabajador afectado. A esto hay que añadir que, para que pueda modificarse el 
                                                          
1277 RD 190/1996, de 9 de febrero. 
1278 Palomino Saurina, P., “La relación laboral especial de penados en instituciones penitenciarias: 




calendario o la jornada, deben concurrir circunstancias excepcionales de producción, lo 
que introduce una causa justificativa de modificación. 
 
En esta relación laboral especial el juego de la autonomía de las partes para fijar sus 
tiempos de prestación desaparece y ello se corresponde, en la línea de lo que se ha 
planteado hasta el momento, con un grado de dependencia en su trabajo más intenso que 
en la relación laboral común. En efecto, para esta relación existen previsiones 
encaminadas a garantizar la seguridad y el buen orden y conseguir una ordenada 
convivencia en el establecimiento, lo que altera el régimen normal de efectos derivados 
de la posición subordinada del trabajador1279. 
 
En cuanto a los deportistas profesionales, el periodo mínimo de descanso semanal 
retribuido de día y medio previsto en la normativa ordinaria se hace extensivo a la relación 
laboral especial de los deportistas, según dispone el art. 10.1 RD. La particularidad en 
este ámbito es que el tiempo de su disfrute no podrá coincidir con los días en los que deba 
realizarse ante el público la prestación profesional del deporte y que, como suele ser 
habitual, coincide precisamente con los días de descanso señalados en el ET. Afecta 
enormemente al régimen jurídico establecido para los deportistas sobre el descanso que 
la ejecución habitual de los eventos deportivos se desarrolle en días de carácter inhábil. 
Esto motiva que el descanso de los deportistas no coincida, generalmente, con los días en 
los que se desarrolla ante el público la prestación profesional del deporte. El descanso 
semanal será fijado, según el art. 10.1 RD, de mutuo acuerdo por las partes; no obstante, 
el apartado segundo del art. 9 RD relativo a la duración de la jornada, prevé que se podrá 
determinar en acuerdo individual o convenio colectivo. De manera que, aunque el art 10 
sólo se refiera al mutuo acuerdo de las partes, resulta posible por aplicación del art. 9.2 
que sea la negociación colectiva la que ordene el descanso semanal. Tanto si este se fija 
en acuerdo individual o colectivo, debe respetar los límites previstos en el art. 37 ET. 
 
En lo relacionado a la ordenación flexible del carácter ininterrumpido del descanso, 
el apartado primero del art. 10 RD dispone que “en los supuestos en los que no fuera 
posible disfrutar del descanso semanal de forma continuada, la parte no disfrutada se 
                                                          
1279 Sempere Navarro, A.V., Y Cardenal Carro, M., “Las relaciones laborales especiales: una visión 
panorámica”, Relaciones Laborales especiales: relación laboral especial de los penados y de los abogados, 




podrá trasladar a otro día de la semana”, con ello se pretende respetar la periodicidad 
semanal del asunto. En caso de que no se pudiera trasladar el descanso durante esa misma 
semana, debido a la concurrencia de acontecimientos deportivos, sería posible que la 
fracción del descanso se trasladara a la semana siguiente, tal y como prevé el art. 37.1 
ET, que se aplicaría supletoriamente a esta relación especial en virtud del art. 21 RD. Por 
último, se establece que, en los supuestos en los que existiesen compromisos de 
inmediatas actuaciones deportivas, el descanso semanal mínimo podría computarse como 
equivalente a treinta y seis horas, y no como día y medio. En definitiva, esta regulación 
se distancia del régimen ordinario, con relación al momento del disfrute del descanso 
semanal, en que se permite el ejercicio del derecho en días diferentes al fin de semana, 
con respecto a su distribución, en que se permite su fraccionamiento y disfrute no 
ininterrumpido; y, por último, en lo que hace a la regla de periodicidad semanal el 
descanso en que no caben plazos de ejercicio superiores al semanal1280. 
 
Los deportistas profesionales tienen derecho a unas vacaciones anuales retribuidas de 
treinta días naturales, cuya época de disfrute, así como su posible fraccionamiento, se 
acordarán por convenio colectivo o contrato individual, así como dispone el art. 10.3 RD. 
El RD fija la duración de las vacaciones en los mismos términos previstos en el art. 38.1 
ET. Esta duración puede elevarse por convenio colectivo1281. La duración de las 
vacaciones establecidas en el RD 1006/1985 o en el convenio colectivo corresponde a la 
prestación de servicios durante un año completo, por ello, cuando la prestación de 
servicios sea inferior, se genera el derecho a la parte proporcional. El periodo de disfrute 
de las vacaciones será fijado por convenio colectivo o contrato individual de trabajo. esta 
cuestión, en la práctica, no plantea problema alguno en esta relación laboral especial y, 
por ello, la ausencia de previsiones convencionales al respecto. Ciertamente, el periodo 
de disfrute sólo puede coincidir con el tiempo de paralización de la actividad deportiva 
que se produce normalmente en los mismos periodos de tiempo dentro de casa modalidad 
deportiva1282. Cabrá el fraccionamiento de las vacaciones siempre que se fije por convenio 
colectivo o pacto individual. El RD 1006/1985, se limita a sentar el principio de que las 
                                                          
1280 De Nieves Nieto, N., “El tiempo de trabajo en las relaciones laborales especiales”, op. Cit. págs. 114 a 
117. 
1281 Durán López, “La relación laboral especial de los deportistas profesionales”, en Relaciones Laborales, 
nº 10, 1985, pág. 60. 




vacaciones deben ser retribuidas, pero no determina cuál ha de ser la cuantía de esa 
retribución, por lo que habrá que estar a lo que dispongan los convenios colectivos1283. 
 
Aunque en los primeros proyectos se hacía una remisión a la norma general sobre 
permisos del trabajador (art. 37.3 ET), el RD vigente nada dice al respecto, pero en su art. 
7.1, al delimitar la diligencia laboral exigible al deportista profesional, señala que éste 
debe realizar la actividad deportiva en las fechas señaladas para la celebración de las 
competiciones oficiales. Por lo tanto, si esta cuestión no es objeto de un tratamiento 
específico en la negociación colectiva a fin de adaptar el régimen general del ET a las 
peculiaridades del deporte de que se trate, debe entenderse que el art. 37.3 ET posee 
eficacia plena en el ámbito de la relación laboral del deportista profesional, si bien, salvo 
supuestos excepcionales, los permisos no se podrán disfrutar en aquellas fechas1284. 
 
Los artistas pueden disfrutar, según establece el apartado primero del art. 9 RD, de un 
descanso mínimo semanal de día y medio. En esto nada difiere el derecho contenido en 
el RD del reconoció, con carácter general, por el art. 37.1 ET (salvo por lo que se refiere 
a los menores de 18 años, a favor de los cuales este último amplía el descanso semanal a 
dos días ininterrumpidos). Ambos preceptos señalados coinciden en que la autonomía 
individual o colectiva puede regular esta materia y aumentar la duración del descanso. No 
obstante, la principal diferencia respecto al ET es que, en la relación especial, la fijación 
del disfrute del descanso se debe hacer por mutuo acuerdo, es decir, por acuerdo 
individual o colectivo y, además, se encuentra limitado por el hecho de que no coincida 
con los días en que se haya de realizar la actividad artística ante el público; no pudiendo 
hacerse extensivos a la relación del artista los días que, con carácter general, se consideran 
preferentes por la norma estatutaria por ser la única forma de posibilitar el espectáculo la 
de hacer coincidir con los días de descanso laboral común. Cabe pensar que esta 
excepción para los artistas deberá jugar, únicamente, cuando la actividad tenga que 
desarrollarse ante el público, ya que si se tratase de grabaciones resulta obvio que no 
habrá necesidad de realizarlas en domingo.  
 
                                                          
1283 Sagardoy Bengoechea y Guerrero Ortolaza, El contrato de trabajo del deportista profesional, Madrid, 
1983, pág. 82. 




Como regla general, el descanso deberá disfrutarse de forma ininterrumpida, pero en 
caso de que no sea posible dicho disfrute ininterrumpido, el art. 9.1 ofrece a las partes dos 
opciones: la primera de ellas es su posible fraccionamiento y en el mismo debe respetarse 
un descanso mínimo de veinticuatro horas, y la segunda es la posibilidad de acumular los 
descansos semanales para su disfrute posterior, por periodos de hasta cuatro semanas. Del 
tenor literal del art. 9.1 puede deducirse que, en caso de que se acuerde la acumulación, 
puede ocurrir que: o bien se permite el fraccionamiento no siendo necesario respetar el 
límite de las veinticuatro horas de descanso ininterrumpido, o bien no resulta posible el 
fraccionamiento de tal descanso. La interpretación de la primera de las opciones expuestas 
no parece acorde con el sentido de la norma puesto que no parece razonable que, dentro 
de la misma semana, se exija respetar un descanso continuado de veinticuatro horas y sin 
embargo acumulando los descansos, por periodos de cuatro semanas, no resulte necesario 
(si éstos se fraccionan) ese descanso mínimo ininterrumpido. La segunda de las opciones 
parece más conveniente al considerar que no resulta posible el fraccionamiento cuando 
se acumulan los periodos de descanso. Apoya esta interpretación el tenor literal del art. 
9.1 RD cuando ofrece la posibilidad de acudir al fraccionamiento del descanso “salvo 
que” se opte por la acumulación del mismo, lo que permite defender que las partes, 
mediante pacto individual o colectivo, pueden elegir una de las dos opciones pero no 
pueden conjugar ambas, así pues: o se fracciona el descanso dentro de una misma semana, 
respetando el mínimo de las veinticuatro horas ininterrumpidas, o se acumula el descanso 
por periodos de hasta cuatro semanas, en cuyo caso habrá de disfrutarse íntegramente y 
sin posibilidad de fraccionarlo1285. 
 
En coincidencia con lo establecido (en el art. 38.1 ET) con carácter general para la 
relación común de trabajo, el apartado tercero del art. 9 del RD dispone que los artistas 
en espectáculos públicos tienen derecho a unas vacaciones anuales retribuidas y que la 
duración de éstas será, como mínimo, de treinta días naturales, actuando ese plazo como 
mínimo de derecho necesario. El derecho al disfrute de este periodo vacacional es 
independiente de la modalidad contractual a través de la cual se encuentre vinculado el 
artista al organizador del espectáculo. El carácter anual de las vacaciones genera el 
derecho a su disfrute por cada año trabajado en la empresa, de forma que, si antes de 
transcurrir el año deja de prestarse servicios en la empresa, sin haber disfrutado las 
                                                          




vacaciones el artista tiene derecho al percibo de la parte proporcional al tiempo trabajado, 
al acumularse el derecho a vacaciones de día a día1286. Respecto a los permisos retribuidos 
de este colectivo, el RD 1435/1985 no dispone ninguna particularidad al respecto, por lo 
que será de aplicación como norma supletoria lo dispuesto en el ET.  
 
Los descansos semanales de los mediadores mercantiles no son objeto de regulación 
en el RD 1438/19851287 y tal omisión normativa se cubre con la aplicación de lo dispuesto 
en la normativa general, en concreto en el art. 31.1 ET, a través de la remisión contenida 
en el art. 12 del citado RD, sin perjuicio de considerar que las condiciones específicas de 
su disfrute puedan determinarse a través de pacto individual o colectivo. Con respecto a 
las vacaciones anuales de los mediadores mercantiles laborales el art. 4.2 del RD dispone 
que serán las fijadas en convenio colectivo o contrato de trabajo, y sólo en defecto de 
éstos, regirán las normas laborales de carácter general. Destaca el orden de prelación de 
las fuentes reconocido por el legislador que da preferencia a la autonomía de la voluntad 
de las partes frente a lo estipulado en el ET, resultando de aplicación las normas laborales 
de carácter común, únicamente en los supuestos de ausencia de acuerdo individual o 
colectivo1288. Según lo expuesto puede concluirse que nada obsta a que las partes fijen 
condiciones menos beneficiosas que las establecidas con carácter general en el ET1289.  
                                                          
1286 Por lo que respecta a la retribución del periodo de vacaciones, y partiendo de que la temporalidad y 
escasa duración de estas prestaciones son consustanciales a la naturaleza de las actividades artísticas, el 
citado art 9.3 dispone que, cuando el artista no preste sus servicios en todos los días que en el conjunto del 
año tienen la consideración de laborables, la retribución de los descansos deberá reducirse 
proporcionalmente. De manera que “si la duración de la relación se hubiera establecido a partir de unidades 
específicas de trabajo artístico como giras, actuaciones concretas o rodajes, podrá incluirse la parte 
proporcional de las vacaciones en la retribución periódica del artista”. Véase Alzaga Ruiz, I., La relación 
laboral especial de trabajo de los artistas, op.cit., pág. 254. 
1287 Que sí estaba regulada en el anterior RD 2033/1981, de 4 de septiembre, que remitía a los pactos 
colectivos e individuales para la determinación de su forma de disfrute. 
1288 STSJ País Vasco de 13 de mayo de 1997 (AS 1997,2165) o de Cantabria de 30 de diciembre de 1996 
(AS 1996, 4706). 
1289 Esta libertad de las partes en la concreción de las condiciones en las que el representante disfrutará de 
las vacaciones ha planteado ciertos problemas. Entre ellos, la posibilidad de retribuir las vacaciones, 
considerando la doctrina judicial, en STSJ Cataluña de 8 de julio de 1997 (AS 1997,2822), que de la dicción 
literal del art. 4.2 RD 1438/1985 no se desprende que pueda pactarse en el contrato la disociación entre el 
disfrute de las vacaciones y su retribución, debiendo abonarse en dicho momento y se calculará de la media 
de las retribuciones anuales que se devenguen sobre la base de los conceptos salariales que resulten de 
aplicación. Con relación a la posibilidad de que el periodo de vacaciones no disfrutado se compense en 
metálico en proporción al tiempo trabajado en el año natural, la STSJ Andalucía (Sevilla), de 6 de julio de 
1998  (AS 1998,3499), considera que el salario ha de tomarse en cuenta, cuando se tenga por convenio un 
porcentaje de la retribución como comisión en venta si ésta no alcanza el salario mínimo interprofesional 
se tome la cuantía como base para calcular la retribución correspondiente a las vacaciones no disfrutadas 
en los casos de extinción contractual, a pesar de que el TS  tenga dicho, en su STS de 24 de febrero de 1983 
(RJ 1983,854) que por la peculiaridad de la especial relación del representante de comercio y su habitual 
forma de retribución por comisión, no le es de aplicación la normativa sobre salario mínimo. Véase: De 




En cuanto los minusválidos en centros especiales de empleo, tanto los descansos 
como las vacaciones de acuerdo con el art. 13 del Real Decreto tratado, no tienen 
regulación distinta a la general del ET. Sin embargo, en cuanto a los permisos, sí se hace 
una precisión distinta a la general. En este sentido, el trabajador minusválido tiene 
derecho a permisos para asistir a rehabilitación y para participar en acciones de 
orientación y formación1290. Las dos ausencias al trabajo a las que se refiere tal derecho 
deben calificarse jurídicamente de permisos pues los elementos de aquéllas coinciden con 
los básicos que configuran tales licencias. El objeto del permiso para asistir a 
rehabilitación se configura por una doble exigencia: que la rehabilitación sea médico-
profesional, es decir, una atención que por contenido y naturaleza sea médica para 
garantizar la salud y cuya finalidad sea la de mantener y mejorar la aptitud profesional o 
laboral de un trabajador que la tuviera disminuida; de otro lado, el objeto del permiso para 
participar en acciones formativas se explica en aras a que el sujeto beneficiario pueda 
disponer de unos conocimientos, bien orientadores, bien formativos para el desempeño 
de ciertas funciones profesionales. Con respecto al contenido de la formación y si éste 
debe tener relación directa con el puesto de trabajo o si, en cambio, puede tener 
proyección más general, el legislador nada dice, pero podría pensarse que si hubiera 
querido vincularla a la del puesto de trabajo podría haberlo señalado. La finalidad común 
a ambos permisos es la de facilitar al trabajador con aptitud laboral disminuida por 
motivos de discapacidad el desempeño de las funciones profesionales propias de un 
puesto de trabajo, sea el que ocupa o al que pudiera optar en un futuro1291. 
 
Respecto a los descansos de los estibadores portuarios se respetará la legislación 
vigente con especial atención en la organización del trabajo para garantizar el mínimo de 
descanso de doce horas entre jornadas y el descanso semanal. En cuanto al descanso 
semanal para los trabajadores vinculados por relación laboral especial será el establecido 
en los convenios colectivos de ámbito inferior, y de dos días para los trabajadores 
vinculados con relación laboral común. Y el disfrute del descanso semanal podrá 
realizarse cada dos semanas (Art. 10.3 ARLEP). También el Acuerdo Marco regula 
aspectos como las vacaciones, que deben reconocerse en los mismos términos para 
trabajadores en relación laboral común o especial. Lo relevante de esta regulación es que, 
                                                          
1290 En cuanto a la tramitación de los permisos al trabajador se le exige que avise previamente su ausencia 
y la justifique. 





aunque se deja que el convenio colectivo de ámbito inferior regule las modalidades o 
sistemas de disfrute de las vacaciones según las características de cada puerto, se señala 
cuál debe ser la retribución de las vacaciones, un tema relevante dada la irregularidad de 
la prestación laboral, a salvo de que el convenio colectivo de puerto o de ámbito inferior 
señale otra cosa. Esta retribución debe corresponder al promedio de la retribución 
individual, en jornada ordinaria, durante los 11 meses anteriores al mes de inicio del 
primer turno de vacaciones1292. Y, además, se garantizará que el plan de disfrute de las 
vacaciones (para trabajadores en relación laboral común o especial) se confeccione antes 
del 15 de enero de cada año por parte de la Organización de empresas de estiba (OEE), 
para lo cual debe recibir las propuestas que elabore cada empresa sobre la organización 
de las vacaciones de los trabajadores con relación de trabajo común, de forma que se 
mantenga la disponibilidad de trabajadores de cada especialidad de la plantilla1293. Y en 
lo relativo a licencias o permisos son los convenios colectivos de ámbito inferior donde 
se podrá detallar, completar y ampliar esta cuestión.  
 
Los abogados que prestan servicios para despachos de abogados, tendrán los mismos 
derechos que el resto de los trabajadores en materia de descansos, permisos, festivos y 
vacaciones, ya que les resulta de aplicación lo dispuesto en los arts. 37 y 38 del ET. El 
art. 15.1 RD se remite íntegramente en esta materia a lo dispuesto en el ET, si bien permite 
al titular del derecho fijar las fechas de las acordadas legalmente establecidas para el 
                                                          
1292 Véase Arias Domínguez, A., “Las relaciones laborales, especial y común, de la estiba portuaria”, en 
Revista del Ministerio de Empleo y Seguridad Social, nº 118, 2015, págs. 296-297. 
1293 Las vacaciones anuales de este colectivo aparecen detalladas en el art. 10.6 del ARLEP, en concreto 
dice que “los estibadores portuarios, tanto vinculados por relación laboral común como por relación laboral 
especial, disfrutarán de un periodo de vacaciones anuales retribuidas de 30 días naturales o el número de 
días laborables pactados en Convenio Colectivo de ámbito inferior, siempre que, en su conjunto con los 
días no laborales, no sea inferior al mínimo indicado. Las vacaciones salvo pacto en contrario en convenio 
colectivo, se abonarán conforme al promedio de la retribución media individual, en jornada ordinaria, 
durante los últimos once meses anteriores al mes de inicio del primer turno de vacaciones. En los convenios 
colectivos de ámbito inferior, mediante acuerdo colectivo con la OEE o, en su caso, la Comisión Paritaria 
del Puerto, se regularán las modalidades o sistemas para el disfrute de las vacaciones, adecuándose, en todo 
caso, a las características de cada Puerto, pudiéndose excluir determinados periodos del año como periodo 
de vacaciones con base a la actividad previsible. En todo caso, durante el mes de diciembre del año anterior, 
la OEE confeccionará y publicará antes del 15 de enero de cada año, un plan de disfrute de vacaciones, con 
los diversos turnos por grupos profesionales, a los que optarán todos los trabajadores afectados por el 
Convenio del Puerto. Cuando así lo disponga el convenio colectivo o acuerdo de cada puerto, se podrá 
acumular a las vacaciones los días festivos anuales. Salvo pacto en contrario en convenio colectivo de 
ámbito de cada Puerto, el disfrute de las vacaciones se realizará preferentemente de una sola vez, o en dos 
periodos, procurándose que se inicien los días 1 y 15 del mes correspondiente. La distribución vacacional 
de los trabajadores, tanto de relación laboral común como especial, deberá permitir la atención a las 
necesidades de cada Puerto. Mediante convenio o acuerdo colectivo del Puerto se determinará el periodo o 
periodos vacacionales de tal forma que se mantenga durante todo el año la disponibilidad de trabajadores 




disfrute de los descansos, fiestas, permisos y vacaciones, cuando prevalezca el carácter 
perentorio o improrrogable de los plazos o actuaciones procesales o la realización de los 
asuntos encomendados. De modo que, a pesar de remitir a la regulación general, esta 
remisión se hace manteniendo un alto grado de flexibilidad consustancial con esta 
relación al preverse expresamente que los descansos puedan concederse en momentos 
distintos de los que se hayan determinado por disposición legal o acuerdo. Así, el abogado 
debe sacrificar su derecho a poder disfrutar de estas ausencias retribuidas para no 
perjudicar actuaciones y asuntos sujetos a plazos procesales. Las reglas de buena fe, la 
previsibilidad de las necesidades, la posibilidad de organizar turnos de descansos, las 
posibilidades de sustitución entre los abogados del mismo despacho son, entre otros, 
factores a tener en cuenta y que limitan las potestades empresariales al respecto de estas 
variaciones. En todo caso, las variaciones con relación a los tiempos de descanso no 
constituyen modificación sustancial de las condiciones de trabajo al amparo del art. 41ET, 
puesto que forman parte de las condiciones de trabajo normativamente reguladas en esta 
relación especial y conducen a que el abogado, en principio, deba estar a disposición del 
titular del despacho al respecto, con los estrechos márgenes que cabrían aquí de ius 
resistentiae, sin perjuicio de una eventual reclamación posterior1294. 
 
En relación con los residentes en centros sanitarios se dispone un descanso mínimo 
de 12 horas entre jornadas de los médicos residentes. La misma regla ha de aplicarse a las 
guardias prestadas en instituciones hospitalarias por los Médicos Internos Residentes, 
dado que su relación con tales instituciones es laboral, articulada a través del contrato en 
prácticas1295. El RD 1146/2006 no hace mención expresa a la pausa para el bocadillo que 
debe haber en la jornada laboral del residente. A estos efectos, se aplica el art. 50 de la 
Ley 55/2003, que reconoce un periodo de descanso durante la jornada no inferior a 15 
minutos siempre que el trabajo se desarrolle durante 6 horas de forma ininterrumpida o 
consecutiva. Por lo tanto, quedan excluidos supuestos como la prestación de servicios en 
jornadas de seis horas o inferiores y, los de pluriempleo. En este precepto, la Ley 55/2003 
ha transpuesto el tenor del art. 4 de la Directiva 2003/88/CE, que reconoce el derecho a 
la pausa, encomendando tanto la determinación de su duración como de las condiciones 
de concesión, a los convenios colectivos o acuerdos celebrados entre interlocutores 
                                                          
1294 Alfonso Mellado, C.L., “La relación laboral especial de los abogados: derechos y deberes, contratación, 
contrato en prácticas y tiempo de trabajo”, AAVV, La relación laboral especial de los abogados, Tirant lo 
Blanch, Valencia, 2007, pág. 77. 




sociales o, en su defecto, a la legislación nacional. El disfrute de la pausa ha de realizarse 
a lo largo de la jornada, entendida en sentido amplio, de modo que no tiene que coincidir 
necesariamente con la jornada ordinaria. El momento exacto en el que el trabajador puede 
disfrutar de ese descanso en su trabajo deberá decidirlo el empresario, salvo que se 
establezca de forma expresa en pacto o en negociación colectiva. En todo caso, el límite 
para la fijación del momento para el disfrute del descanso, que deberán respetar los 
interlocutores sociales en su negociación, es el mantenimiento de la atención de los 
servicios y la formación1296. 
 
Lo anterior se complementa con lo previsto en el párrafo 1º de la letra del art. b) del 
art. 5.1 del RD 1146/2006 que dispone que, entre el final de una jornada y el comienzo 
de la siguiente, deberá mediar, como mínimo, un periodo de descanso continuo de doce 
horas. En este caso de que el especialista en formación haya realizado más de veinticuatro 
horas de trabajo interrumpido, independientemente de la categoría del mismo (jornada 
ordinaria establecida excepcionalmente, jornada complementaria1297 o tiempos de ambas 
conjuntamente), tendrá derecho a un descanso continuo mínimo de doce horas. Si bien, 
en principio, esto resulta ser acorde con lo establecido en la regulación de la relación 
común de trabajo (art. 34.4 ET) y con la doctrina de suplicación que había declarado 
aplicable a la presente relación especial dicha pausa interjornada, debe contarse con la 
previsión que se establece a continuación y que se refiere a que el periodo de doce horas 
de descanso1298 puede reducirse en los casos de especial interés formativo, según criterio 
                                                          
1296 En este sentido, es interesante de consulta la obra de Areta Martínez, M. y Marín Moral, I., “La relación 
laboral del personal residente en formación en ciencias de la salud”, AA.VV., en Contrato de trabajo: 
relaciones laborales especiales y contratos con particularidades, volumen II, Aranzadi, Navarra, 2011, 
pág. 475. 
1297 No define el RD lo que debe entenderse por jornada complementaria, pero parece que se encuentra 
referida a las guardias, art. 5.1.c) RD 1146/2006: “El tiempo de trabajo y régimen de descansos del personal 
residente serán los establecidos en el ámbito de los respectivos servicios de salud, con las siguientes 
peculiaridades: (…) c) El residente estará obligado exclusivamente a realizar las horas de jornada 
complementaria que el programa formativo establezca para el curso correspondiente. En todo caso, no 
podrá realizar más de siete guardias al mes” y su régimen jurídico viene establecido (Disposición 
Transitoria 1º del Estatuto Marco del Personal Estatutario de la Seguridad Social) en el art. 48 Estatuto 
Marco del Personal Estatutario: “1. Cuando se trate de la prestación de servicios de atención continuada y 
con el fin de garantizar la adecuada atención permanente al usuario de los centros sanitarios, el personal de 
determinadas categoría o unidades de los mismos desarrollará una jornada complementaria en la forma en 
que se establezca a través de la programación funcional del correspondiente centro. La realización de la 
jornada complementaria sólo será de aplicación al personal de las categorías o unidades que con 
anterioridad a la entrada en vigor de esta ley venían realizando una cobertura de la atención continuada 
mediante la realización de guardias u otro sistema análogo, así como para el personal de aquellas otras”. 
1298 En materia de descansos entre una jornada y la siguiente, el RD 1146/2006 solo los menciona para 
permitir su eliminación por motivos excepcionales o de emergencia. De ahí que el régimen de descansos 




de su tutor, o en caso de problemas organizativos insuperables1299. En estos supuestos se 
establece una garantía por remisión, al aplicar el régimen de los descansos alternativos 
del art. 54 de la Ley 55/2003 conforme al cual, la duración de los mismos no puede ser 
inferior a la reducción experimentada y debe consistir como mínimo en un promedio de 
96 horas semanales de descanso en cómputo trimestral, en el que se incluyen los 
descansos semanales, así como todos aquellos de duración igual o superior a las doce 
horas consecutivas. Los descansos mencionados no pueden ser sustituidos por 
compensación económica salvo que se ponga fin a la relación laboral o en circunstancias 
derivadas del hecho insular; fórmula esta que se presenta a un uso abusiva difícil de 
controlar y que puede no limitarse a supuestos de fuerza mayor o epidemias, sino a una 
deficiente organización del servicio o a la falta de personal en determinados 
momentos1300. 
 
Además, el art. 54 de la Ley 55/2003 regula el descanso compensatorio o descanso 
alternativo para aquellos casos en los que el residente no hubiera disfrutado de los 
periodos mínimos de descansos diarios establecidos en la ley. El legislador se refiere al 
descanso diario de 12 horas ininterrumpidas entre jornadas. La finalidad del régimen de 
descansos alternativos es preservar la seguridad y salud de los trabajadores de acuerdo 
con lo previsto en la Directiva 2003/88/CE.Y se instrumenta de la siguiente manera: a) la 
duración total no será inferior a la reducción experimentada; b) no pueden ser sustituidos 
por remuneración económica, aunque en este sentido hay dos excepciones, una es en los 
casos de finalización de la relación de servicios y otra es cuando así venda aconsejado 
como circunstancias que pudieran derivar del hecho insular; c) su disfrute tendrá lugar 
cuando se haya disfrutado, en cómputo trimestral, un promedio semanal de 96 horas de 
descanso, incluyendo los descansos de duración igual o superior a 12 horas consecutivas. 
Finalmente, el art. 7.2 de la Directiva 2003/88/CE dispone que cuando excepcionalmente, 
por razones objetivas no sea posible la concesión de tales periodos equivalentes de 
                                                          
personal especialista en formación resulte ser el previsto, con carácter general, en los arts. 50 y ss. del 
Estatuto Marco del Personal Estatutario. 
1299 En este sentido el art. 5.1.b) del RD contempla de forma implícita tres posibilidades: la primera, una 
jornada ordinaria de hasta doce horas, resultante del reconocimiento expreso del derecho a un descanso 
entre jornadas mínimo y continuado de doce horas [art. 5.1.b) 1º del RD]; la segunda, una jornada 
excepcional de hasta veinticuatro horas (art. 5.1.b) 2º ab initio del RD) y tercera, una jornada ordinaria 
diaria “de emergencia”, superior a veinticuatro horas, resultante de la supresión del descanso continuo de 
doce horas por motivos de emergencia asistencia [art. 5.1.b) 2º  in fine del RD]. 





descanso compensatorio, se concederá una protección equivalente a los trabajadores de 
que se trate, sin especificar el contenido de esa protección1301 
 
La regulación básica de las vacaciones del personal residente sanitario se encuentra 
contenida en el art. 53 de la Ley 55/2003, el art. 38 del ET y art. 6 del RD 1146/2006. De 
conformidad con el art. 6 del RD 1146/2006, el personal residente disfrutará de las fiestas, 
permisos y vacaciones conforme a lo regulado en el art. 37, apartados 2, 3, 4, 4 bis, 5 y 7 
y el art. 38 ET. Dada la aplicación del ET, el tiempo de disfrute de vacaciones será de 30 
días naturales, siendo ésta una norma de mínimos que podrá mejorarse a través de la 
negociación con los agentes sociales. El derecho a vacaciones del residente está previsto 
en el art. 7 de la Directiva 2003/88/CE y también en el Convenio 132 de la OIT, de modo 
que es incuestionable que tendrá derecho a disfrutar vacaciones anuales remuneradas1302. 
Durante las vacaciones el trabajador recibirá la remuneración que perciba durante el 
periodo de trabajo activo por jornada normal. A este respecto, la STSJ Madrid de 3 de 
marzo 19921303, consideró que el importe recibido deberá ser el equivalente a la 
remuneración normal o media recibida por el interesado en los meses anteriores a su 
disfrute.  
 
Por otro lado, la particularidad respecto al régimen ordinario se sitúa en lo prescrito 
en el art. 6.3 del RD 1146/2006, que dice “el disfrute de las vacaciones anuales retribuidas 
y fiestas de los residentes se fijarán atendiendo al cumplimiento de los programas de 
docencia y a las necesidades asistenciales, de acuerdo con la programación funcional del 
centro”. Por lo que, el disfrute de vacaciones no se hace por acuerdo entre el residente y 
su empresario, sino que es el centro sanitario el que las decide lo que, unido a los límites 
expuestos por la ley, harán difícil que el trabajador pueda reivindicar sus vacaciones a 




                                                          
1301 Areta Martínez, M., y Marín Moral, I., “La relación laboral especial (…)” op. cit., pág. 478. 
1302 La Directiva 2003/88/CE, establece cuatro semanas de vacaciones anuales retribuidas, debiendo ser 
regulado por los legisladores internos de los Estados. Por su parte, el art. 38 del ET establece un periodo 
mínimo de 30 días naturales, pudiendo ser incrementado mediante negociación colectiva. Y el art. 53 de la 
Ley 55/2003 establece una duración no inferior a 30 días por año de servicio. 
1303 STSJ Madrid de 3 de marzo 1992 (AS 1992, 1572). 




8. El régimen de descanso en otros trabajos con particularidades 
 
La singularidad en la ordenación de los descansos también se da, en fin, en muchos 
de los trabajos que hemos incluido en el capítulo de relaciones laborales con 
particularidades. El régimen de descansos del personal laboral que presta servicios en las 
Administraciones públicas se rige por lo dispuesto en el EBEP. En concreto, el EBEP no 
dispone regulación expresa sobre descansos entre jornadas y semanal. Como ya se hizo 
referencia en capítulos precedentes, para el personal laboral que trabaja en la 
Administración General del Estado o sus organismos les será de aplicación el III 
Convenio único y dos resoluciones sobre instrucciones de horarios. Y en cuanto, al 
personal laboral que preste sus servicios para el resto de administraciones habrá que 
analizar los convenios colectivos que en su caso les resulte aplicable.  
 
En materia de vacaciones, el art. 50 TEBEP dispone que los empleados públicos 
tendrán derecho a disfrutar, durante cada año natural, de unas vacaciones retribuidas de 
veintidós días hábiles, o de los días que correspondan proporcionalmente si el tiempo de 
servicio durante el año fue menor, aclarando que a los efectos de lo previsto en el 
mencionado artículo no se considerarán como días hábiles los sábados, sin perjuicio de 
las adaptaciones que se establezcan para los horarios especiales. Además, el mismo 
artículo en su apartado segundo dispone que cuando las situaciones de permiso de 
maternidad, incapacidad temporal, riesgo durante la lactancia o riesgo durante el 
embarazo impidan iniciar el disfrute de las vacaciones dentro del año natural al que 
correspondan, o una vez iniciado el periodo vacacional sobreviniera una de dichas 
situaciones, el periodo vacacional se podrá disfrutar aunque haya terminado el año natural 
a que correspondan y siempre que no hayan transcurrido más de dieciocho meses a partir 
del final del año en que se hayan originado1305. 
 
Por su parte, el III Convenio único determina que las vacaciones anuales retribuidas 
tendrán una duración de 22 días hábiles por año completo de servicios, o de los días que 
correspondan proporcionalmente y se disfrutarán por los trabajadores de forma 
obligatoria dentro del año natural y hasta el 15 de enero del año siguiente, con arreglo a 
la planificación que se efectúe por parte de la Dirección de cada departamento u 
                                                          




organismo, previa consulta con los representantes de los trabajadores. El personal cuyo 
contrato se extinga en el transcurso del año tendrá derecho a disfrutar de la parte 
proporcional de vacaciones correspondientes, o al abono de las mismas en el caso de no 
poder disfrutarlas. A estos efectos, los sábados no son considerados días hábiles, salvo en 
los horarios especiales1306. En el caso de haber completado 15 años de antigüedad, se 
tendrá derecho a 23 días hábiles; en el caso de 20 años serán de 24, en el caso de 25 serán 
de 25 y en el caso de 30 o más serán de 26 días hábiles. Estos días se podrán disfrutar 
desde el día siguiente al de cumplimiento de los correspondientes años de servicio1307. 
 
Las vacaciones anuales se podrán disfrutar, a solicitud del trabajador, a lo largo de 
todo el año en periodos mínimos de cinco días hábiles consecutivos. Al menos, la mitad 
de las vacaciones entre los días 15 de junio a 15 de septiembre sin que computen ni 
interrumpan dicho cómputo los días inhábiles que se encuentren dentro del periodo de los 
cinco días de referencia, siempre que los correspondientes periodos vacacionales sean 
compatibles con las necesidades del servicio, y se haya establecido en la planificación 
anual efectuada por cada Ministerio u Organismo. Cuando se aleguen necesidades de 
servicio para denegar el disfrute de vacaciones en un periodo determinado, dichas 
necesidades del servicio hayan quedado por disfrutar días de vacaciones en periodos 
inferiores a 5 días dentro del periodo citado, y con el fin de garantizar que los trabajadores 
tengan los días hábiles de vacaciones, que les corresponda, éstos podrán disfrutarse en 
función de las necesidades del servicio.  
 
También se establece el derecho de las madres y los padres a acumular el periodo de 
disfrute de vacaciones al permiso de maternidad, lactancia y paternidad, aun habiéndose 
expirado ya el año natural a que tal periodo corresponda. Asimismo, se reconoce este 
derecho en el caso de adopción y acogimiento. En el supuesto de baja por maternidad, 
cuando esta situación coincida con el periodo vacacional quedará interrumpido el mismo 
y podrán disfrutarse las vacaciones finalizado el periodo del permiso por maternidad, en 
los términos antes indicados. A los trabajadores temporales con contrato inferior y con 
derecho a cinco o más días de vacaciones por disposición contractual, se les aplicará este 
régimen de igual forma que al personal fijo, mientras que a aquellos a los que les 
                                                          
1306 Arts. 45 del III Convenio único de 2009 y art. 9 de la Resolución de 28 de diciembre de 20 (en algunos 
aspectos modificado por la Resolución 16 de septiembre de 2015). 




corresponda un periodo de vacaciones inferior a cinco días, lo disfrutarán en días hábiles 
consecutivos. Cuando el disfrute del periodo vacacional no haya sido solicitado por el 
trabajador, la Administración podrá optar bien por concederlo al final del periodo 
contractual establecido bien por el abono de los días que correspondieran al trabajador. 
En caso de incapacidad temporal las vacaciones anuales quedarán interrumpidas y podrán 
disfrutarse, terminada dicha incapacidad, dentro del año natural y hasta el 15 de enero del 
año siguiente. En todo lo que no se contemple en este capítulo sobre vacaciones, licencias 
y permisos, habrá de estarse a lo regulado con carácter general para esta materia, en la 
Orden Ministerial de 15 de diciembre de 2005, por la que se dispone la publicación del 
Acuerdo de la Mesa General de Negociación por el que se establecen medidas retributivas 
y para la mejora de las condiciones de trabajo y la profesionalización de los empleados 
públicos, así como la resolución de la secretaría general para la Administración Pública, 
por la que se dictan instrucciones sobre jornada y horarios de trabajo del personal civil al 
servicio de la AGE1308. 
 
En cuanto a los permisos, el trabajador, previo aviso y justificación adecuada, tendrá 
derecho a disfrutar de permisos retribuidos por los tiempos y causas siguientes: a) quince 
días naturales en caso de matrimonio; b) diez días de permiso por nacimiento, 
acogimiento o adopción de un hijo, a disfrutar por el padre a partir de la fecha del 
nacimiento, de la decisión administrativa o judicial de acogimiento o de la resolución 
judicial por la que se constituya la adopción1309 ; c) tres días hábiles en casos de muerte, 
accidente o enfermedad grave u hospitalización del cónyuge o pareja de hecho acreditada 
o de un familiar, dentro del primer grado de consanguinidad o afinidad por matrimonio o 
por pareja de hecho acreditada. Cuando dichos casos se produzcan en distinta localidad 
de la del domicilio del trabajador, el plazo de licencia será de cinco días hábiles. El 
disfrute de este permiso, exceptuados los que traigan causa del fallecimiento de un 
familiar podrá fraccionarse a petición del trabajador en un máximo de dos periodos 
siempre que persistan las causas que dieron origen al mismo y no hayan transcurrido 20 
días desde el inicio del primer periodo de disfrute. Además, en el caso de fallecimiento 
de cónyuge, pareja de hecho o hijos, el trabajador podrá solicitar adicionalmente un 
                                                          
1308 Art. 45 del III Convenio único.  
1309 La seguridad social prevé 13 días de suspensión de contrato, (ampliable en 2 días por cada hijo a partir 
del segundo) previa solicitud cobrando la prestación de paternidad. Y veinte días en caso de familia 





permiso no retribuido de una duración no superior a un mes, con independencia de otros 
supuestos de licencias sin sueldo; d) en los casos de muerte, accidente o enfermedad grave 
u hospitalización de familiares del segundo grado de consanguinidad o afinidad por 
matrimonio o pareja de hecho acreditada el permiso será de dos días hábiles1310; e) un día 
por traslado del domicilio habitual dentro de una misma localidad y dos días en distinta 
localidad; f) por el tiempo indispensable para el cumplimiento de un deber inexcusable 
de carácter público o personal y los relacionados con la conciliación de la vida laboral y 
familiar, que no dé lugar a retribución o indemnización alguna, cuya exigencia deberá 
acreditarse documentalmente y sin que pueda superarse, cuando se trate de un deber de 
carácter personal, la quinta parte de las horas laborales en cómputo trimestral. En el 
supuesto de que el trabajador perciba retribución o indemnización por el cumplimiento 
del deber o desempeño del cargo, se descontará el importe de la misma del salario a que 
tuviera derecho1311; g) los empleados públicos tendrán derecho a ausentarse del trabajo 
para someterse a técnicas de fecundación asistida por el tiempo necesario para su 
realización y previa justificación de la necesidad dentro de la jornada de trabajo; h) en el 
caso de la mujer trabajadora por el tiempo indispensable para la realización de exámenes 
prenatales y técnicas de preparación al parto que deban realizarse dentro de la jornada de 
trabajo; i) los trabajadores podrán asistir a consulta médica durante el horario de trabajo 
acreditando debidamente este extremo con el justificante del servicio sanitario 
                                                          
1310 Cuando suceda en localidad distinta a la del domicilio del trabajador, el plazo de licencia será de cuatro 
días hábiles. En lo que se refiere a localidad distinta a la del domicilio del trabajador no cabe interpretación 
distinta de la literalidad contenida en el artículo (acuerdo del Grupo de Interpretación de la CIVEA reunión 
23 de febrero de 2011). El art. 47 del Convenio único recoge en sus apartados c) y d) el derecho a disfrutar 
de un permiso en caso de muerte, enfermedad grave u hospitalización del cónyuge o pareja de hecho o de 
un familiar. A tenor de dicho artículo se desprende que ha quedado incorporada la hospitalización como 
circunstancia amparada por dicho permiso, sin que se establezca limitación alguna en función de la causa 
o duración de la misma. El permiso se concederá a solicitud del interesado cuando concurran los elementos 
que configuran tal derecho, debiendo iniciarse en todo caso, mientras que está hospitalizado el familiar por 
el que se causa el permiso. El permiso se mantendrá tras el alta hospitalaria del familiar si persiste la 
necesidad de atención y/o reposo domiciliario del enfermo recogido en el informe médico correspondiente, 
de modo que, en estos casos, el alta hospitalaria no necesariamente implica la finalización del permiso que, 
en todo caso, se producirá con la extinción del plazo concedido o con el alta médica si fuera anterior al 
plazo de permiso. Deberán acreditarse por el interesado las circunstancias que concurren para la concesión 
del permiso y, en su caso, del mantenimiento del mismo tras el alta hospitalaria. Todo lo anterior según el 
Grupo de Trabajo de Interpretación en reunión de 13 de febrero de 2014, en interpretación del art. 47 c) y 
d) del III Convenio único. También el personal del Convenio único tiene derecho a permiso por intervención 
quirúrgica sin hospitalización de familiar que precise reposo domiciliario, según lo dispuesto en el art. 37.3 
b) y del acuerdo del grupo de interpretación de la CIVEA (GTI-43). 
1311 Respuesta dada, con fecha de registro de salida de 10 de abril de 2013, por el Ministerio de Hacienda y 
Administraciones Públicas, Dirección General de la Función Pública: “la paternidad constituye una 
obligación de carácter inexcusable para la persona que sea designada tutor, salvo que éste sea removido del 
cargo, de forma que el trabajador podrá acogerse al permiso por deber inexcusable de carácter público para 
suministrar cuidados domiciliarios a sus hijos, siempre que dicha necesidad se acredite mediante certificado 




correspondiente; j) las trabajadoras, por lactancia de un hijo menor de doce meses, tendrán 
derecho a una hora de ausencia del trabajo, que podrán dividir en dos fracciones 
correspondiendo a aquéllas la concreción horaria y la determinación del periodo de 
disfrute del permiso. La mujer, por su voluntad, podrá sustituir este derecho por una 
reducción de su jornada en una hora. Este derecho podrá ser ejercido indistintamente por 
el padre, siempre que demuestre que no es utilizado por la madre a un mismo tiempo. En 
el supuesto de adopción o acogimiento, si el menor tiene menos de 12 meses, los 
trabajadores tendrán el mismo derecho. También es posible acumular este permiso en 
jornadas completas; k) hasta doce meses de permiso percibiendo exclusivamente las 
retribuciones básicas, en los supuestos de adopción internacional cuando sea necesario el 
desplazamiento previo de los padres al país de origen del adoptado; l) en los casos de 
nacimientos de hijos prematuros o en los que, por cualquier motivo, tengan que 
permanecer hospitalizados después del parto, el empleado público tiene derecho a 
ausentarse del lugar de trabajo hasta un máximo de dos horas diarias, percibiendo las 
retribuciones íntegras1312; m) los empleados públicos que tengan hijos con discapacidad 
psíquica, física o sensorial, tendrán dos horas de flexibilidad horaria diaria a fin de 
conciliar los horarios de los centros de educación especial y otros centros donde el hijo 
discapacitado reciba atención, con los horarios de los propios puestos1313; n) seis días por 
asuntos particulares no incluidos en los puntos anteriores, aunque no podrán acumularse 
a las vacaciones anuales1314; o) los días 24 y 31 de diciembre cuando la naturaleza del 
servicio público impidiese la cesación de su prestación durante estos días, o en el supuesto 
de que tales fechas coincidan con días festivos, sábados o no laborables, el calendario 
laboral correspondiente establecerá fórmulas que permitan la compensación adecuada al 
régimen de horario aplicable; y, p) los trabajadores en servicio activo que accedan a una 
nueva categoría profesional mediante la promoción profesional regulada en el art. 30 
tendrán derecho a un permiso de tres días hábiles si el destino no implica cambio de 
residencia y de un mes si lo comporta.  
 
                                                          
1312 Opcionalmente dos horas más sin sueldo, según lo dispuesto en el art. 37.4 bis del ET). Además, de 
acuerdo con el art. 8.9 del RD 295/2009, el permiso de maternidad se incrementa hasta un máximo de 13 
semanas. 
1313 La Instrucción de jornadas y horarios de 28 de diciembre de 2012 hace referencia a la flexibilización 
horaria de empleados que tengan a cargo personas discapacitadas de primer grado, por lo que el supuesto 
se amplía además de a los hijos a los padres, suegros o cónyuge. 
1314 A estos días habrá que sumar los que correspondan por antigüedad de acuerdo con la disposición 
adicional decimoséptima (a saber, dos días adicionales al cumplir el sexto trienio, incrementándose un día 




Respecto al personal civil no funcionario en establecimientos militares, se establece 
que en cuanto a descanso semanal y fiestas se estará a lo dispuesto en el ET. En cuanto a 
los permisos, se establecen los siguientes: a) quince días naturales por razón de 
matrimonio; b) dos días en casos de nacimientos de hijo o enfermedad grave o 
fallecimiento de familiares dentro del segundo grado de consanguinidad o afinidad. 
Cuando se haya que efectuar desplazamiento de más de cien kms., el permiso se ampliará 
hasta cuatro días; c) un día por traslado habitual; d) por el tiempo indispensable para el 
cumplimiento de un deber inexcusable de carácter público, ciudadano o personal. Cuando 
el citado cumplimiento suponga la imposibilidad de la prestación del trabajo debido en 
más del 20% de las horas laborales en un periodo de tres meses la Dirección del 
establecimiento oída la correspondiente Sección Laboral, podrá pasar al trabajador 
afectado a la situación de excedencia forzosa regulada por el art. 48 del Real Decreto; e) 
para realizar funciones de representación del personal, en los términos que legalmente se 
establezcan; f) las trabajadoras, por lactancia de un hijo menor de nueve meses, tendrán 
derecho a una hora de ausencia del trabajo, que podrán dividir en dos fracciones. La 
mujer, por su voluntad, podrá sustituir este derecho por una reducción de la jornada 
normal en media hora con la misma finalidad; g) quien por razones de guarda legal tengan 
a su cuidado directo algún menor de seis años o a un disminuido físico o psíquico que no 
desempeñe otra actividad retribuida, tendrá derecho a una reducción de la jornada de 
trabajo, con la disminución proporcional del salario entre, al menos, un tercio y un 
máximo de la mitad de la duración de aquella. Estas dos últimas letras han sido mejoradas 
por el ET, por lo que parece que deberían actualizarse y adaptarse a lo que dispone la 
legislación laboral al respecto.  
 
En relación a las vacaciones de este colectivo, el personal tendrá derecho a una 
vacación anual retribuida, que será de treinta días naturales, o la parte proporcional en el 
caso de servicios inferiores al año para el fijo, y de dos días por cada mes o fracción de 
servicio para el que no tenga aquel carácter. Dicho periodo, siempre que lo permitan las 
necesidades del servicio, podrá dividirse en dos partes, a petición del trabajador, ninguna 
de ellas inferior a siete días. Siempre que las necesidades del servicio lo permitan, las 
vacaciones se concederán en verano, procurando atender las peticiones del personal, si 
bien las direcciones de los establecimientos podrán señalar un mismo periodo para el 
descanso anual. Si el número de trabajadores y la coincidencia a sus peticiones en un 




la rotación de los distintos turnos, teniendo en cuenta sus solicitudes, circunstancias 
familiares y antigüedad, dentro de las respectivas categorías. En caso de trabajadores con 
responsabilidades familiares tendrán preferencia a que sus vacaciones coincidan con las 
vacaciones escolares.  
 
Muchas particularidades pueden revestir el descanso en los supuestos de trabajo a 
distancia o teletrabajo, por razones fáciles de comprender. Nada dice específicamente el 






CAPÍTULO XII: INSTRUMENTOS DE CONTROL Y EXIGENCIA DE LAS 
REGLAS SOBRE TIEMPO DE TRABAJO 
 
Como ocurre con la generalidad de las normas sobre trabajo asalariado, las que se 
refieren a jornada y tiempo de trabajo corren el riesgo de inobservancia o ineficacia si no 
van acompañadas de instrumentos adecuados para controlar y, en su caso, exigir su 
cumplimiento. No son muchas las previsiones que prevé específicamente el sistema 
español para afrontar esos riesgos en relación con el tiempo de trabajo, pero tampoco 
carece por completo de ellas. Alguna previsión existe con vistas al cómputo y control de 
las horas de trabajo, y también existe alguna vía específica para encauzar demandas o 
reclamaciones dirigidas a ese fin. Por otra parte, para la observancia de las reglas sobre 
tiempo de trabajo pueden utilizarse, como es natural, los instrumentos generales de 
control y exigencia de la legislación laboral, que, como es sabido, básicamente son de 
naturaleza administrativa (vigilancia y sanción) y de carácter jurisdiccional. 
 
1. Registro, control y derechos de información sobre las horas de trabajo 
 
El respeto a las condiciones mínimas de trabajo en el derecho laboral requiere no sólo 
de una proclamación en los textos legales o una mención en los contratos, sino también 
una implantación efectiva en el medio de trabajo debiendo emplearse para ello 
instrumentos formales y documentales de garantía que permitan su control entre las partes 
y el control externo. De no preverse estos mecanismos se deja en manos de la parte más 
fuerte el cumplimiento de los niveles que con carácter mínimo y necesario establece la 
legislación. Además de ello, las sucesivas reformas laborales han priorizado la 
flexibilidad laboral y por ello, es más importante aún si cabe, mejorar los mecanismos de 
control formales, documentales y de registro del tiempo de trabajo para garantizar el 
cumplimiento efectivo de las disposiciones legales.  
 
La cuestión relativa al control horario posee cierta tradición en el ámbito 
internacional. Cabe citar en este sentido el Convenio nº 1 de la OIT sobre horas de trabajo 
en la industria de 1919, establece en su art. 7.c) la obligación de la empresa de “inscribir 
en un registro, en la forma aprobada por la legislación de cada país o por un reglamento 
de la autoridad competente, todas las horas extraordinarias efectuadas de acuerdo con los 




de trabajo en comercio y oficinas de 1930 exige en su art. 11.2.c) “inscribir en un registro, 
en la forma aprobada por la autoridad competente, todas las horas de trabajo 
extraordinarias efectuadas en virtud del párrafo 2º del art. 7, y el importe de su 
remuneración”. 
 
También ha sido una cuestión que ha aflorado en el Derecho de la Unión Europea. En 
tal sentido, la Directiva 2003/88/CE se refiere también al registro de horas para un 
supuesto particular. En concreto, establece en su art. 22 que “(…) siempre que respete los 
principios generales de protección de la seguridad y la salud de los trabajadores, un Estado 
miembro podrá no aplicar el art. 6 (que prescribe que la duración media del trabajo no 
exceda de 48 horas, incluidas las horas extraordinarias, por cada periodo de siete días), a 
condición de que adopte las medidas necesarias para garantizar que: c) el empresario lleve 
registros actualizados de todos los trabajadores que efectúen un trabajo de este tipo; d) 
los registros mencionados se pongan a disposición de las autoridades competentes, que 
podrán prohibir o restringir, por razones de seguridad y/o salud de los trabajadores, la 
posibilidad de sobrepasar la duración máxima del tiempo de trabajo semanal”1315.  
 
En nuestra legislación interna la exigencia de control se materializó en el art. 35.5 ET, 
desde su redacción de 1980, aunque no en relación con todas las reglas sobre tiempo de 
trabajo, sino únicamente para las horas extraordinarias. Inicialmente, ese precepto decía 
que “la realización de horas extraordinarias se registrará día a día y se totalizará 
semanalmente, entregando copia del resumen semanal al trabajador en el parte 
correspondiente”. En 1994 la reforma laboral modificó ligeramente la redacción, y quedó 
de la siguiente manera: “a efectos del cómputo de horas extraordinarias, la jornada de 
cada trabajador se registrará día a día y se totalizará en el periodo fijado para el abono de 
las retribuciones entregando copia del resumen al trabajador en el recibo 
correspondiente”1316. Uno de los motivos para establecer sistemas de registro del tiempo 
de trabajo efectivamente prestado tiene relación con la evolución flexible que ha 
experimentado la regulación jurídica de distribución irregular de trabajo, lo cual dificulta 
                                                          
1315 En este sentido Mercader Uguina, J.R., “Planes de Inspección de trabajo sobre el registro de la jornada 
ordinaria de trabajo: sus riesgos y sus dudas”, en Trabajo y Derecho, nº 25, enero 2017, pág. 114. 
1316 Goerlich Peset, J.M., “Comentarios a sentencias y auto de instancia. La obligatoriedad del registro de 
la jornada diaria a la espera del criterio del TS (SSAN 207/2015, de 4 de diciembre, 25/2016, de 19 de 
febrero, y 77/2016, de 6 de mayo)”, en Trabajo y Derecho, nº 27, marzo 2017, recurso electrónico 




la delimitación de la jornada ordinaria de trabajo. Además, se debe añadir otra dificultad 
que tiene que ver con la alta tasa de temporalidad de breve o muy breve duración1317. 
 
Junto a estas previsiones de cómputo y registro en sentido estricto, tenemos que tener 
también en cuenta la Disposición Adicional 3ª del RD 1661/1995, de 21 de septiembre, 
sobre jornadas especiales de trabajo, que establece que “sin perjuicio de las competencias 
reconocidas a los representantes de los trabajadores en materia de jornada en el Estatuto 
de los Trabajadores y en el presente RD, éstos tendrán derecho a: b) ser informados 
mensualmente por el empresario de las horas extraordinarias realizadas por los 
trabajadores, cualquiera que sea su forma de compensación, recibiendo a tal efecto copia 
de los resúmenes a que se refiere el apartado 5 del art. 35 ET”1318. Es necesario señalar, 
en este sentido, que las Sentencias del TS de 11 de marzo de 1999 y de 22 de diciembre 
de 20031319 han dispuesto que el ET solamente reconoce a los representantes de los 
trabajadores el derecho a ser informados mensualmente por el empresario de las horas 
extraordinarias realizadas por los trabajadores, pero no extiende la garantía a un 
conocimiento anticipado a través de su incorporación a la copia básica de las horas 
extraordinarias programadas, pues su realización puede incluso ser desconocida por la 
empresa hasta su puesta en práctica, y ello porque sobre este aspecto de la jornada, el “art. 
35.5 ET no reconoce derecho de información en favor de los representantes de los 
trabajadores, pues a lo único que obliga es a registrar la jornada de cada trabajador día a 
día y a entregar copia del resumen al trabajador, pero no a sus representantes”1320. 
                                                          
1317 Así lo dispone Trillo Párraga, F., “Registro de jornada diaria efectiva. Un paso adelante en el control 
del tiempo de trabajo (Sentencia de la Audiencia Nacional 207/2015, de 4 de diciembre, Rec. 301/2015) 
Diario La Ley, Wolters Kluwer, pág. 5/9, precisa, además, que en “2016, el 91,07% de los contratos son 
temporales y su duración media es de 53,2 días. Y el 28% de estos tienen una duración inferior a siete días”. 
Igualmente, este autor expresa que “la anualización del cómputo de la jornada de trabajo, adoptada por 
regla general por la mayoría de los convenios colectivos y propuesta en defecto de convenio por el propio 
art. 34 ET, oscurece la seguridad jurídica en torno a la delimitación de la jornada de trabajo desde el 
momento en que la décima hora de trabajo, siempre que haya acuerdo de empresa al respecto, puede ser 
considerada como hora ordinaria de trabajo”. En este sentido se habían pronunciado anteriormente Merino 
Senovilla, H., “La jornada de trabajo”, en AAVV. (Valdés Dal Ré, f., director), La reforma del mercado 
laboral, Lex Nova, 1994, pág. 287, y Trillo Párraga, F., Jornada de trabajo, descansos, permisos y 
vacaciones, Bomarzo, Albacete, 2016, págs. 126-131. 
1318 Existen otras reglas de control reglamentarias para sectores concretos, a saber: el contrato a tiempo 
parcial (tras la reforma operada por el RDL 16/2013), los trabajadores móviles en el transporte por carretera, 
el trabajo en la marina mercante y los servicios de interoperabilidad transfronteriza en el transporte 
ferroviario (estos tres supuestos se regulan en el RD 1561/1995), para ello véase el artículo de Lousada 
Arochena, J.F., “Registro y control de la jornada de trabajo”, en Revista Española del Derecho del Trabajo, 
nº 192, 2016, pág. 249. 
1319 En tal sentido, las Sentencias del TS de 11 de marzo de 1999 (Rec. 3301/1998) y de 22 de diciembre 
de 2003 (Rec. 63/2003). 
1320 Véase Mercader Uguina, J.R., “Planes de la Inspección de Trabajo sobre el registro de la jornada 




Los contratos a tiempo parcial también han tenido una mejora en cuanto a la 
regulación de las obligaciones y cargas formales para justificar el cumplimiento de los 
regímenes de jornada. En concreto, en la redacción dada por el RDL 16/2013, de 20 de 
diciembre, de medidas para favorecer la contratación estable y mejorar la empleabilidad 
de los trabajadores al art. 12 ET se introduce la obligación de registro y de entrega de 
recibo mensual de horas al trabajador, al igual que en el caso de realización de horas 
extraordinarias. Pero además introduce una previsión nueva: la consecuencia jurídica de 
la falta de llevanza de dichos registros y totalización será la presunción legal de que el 
contrato se entienda celebrado por tiempo indefinido, salvo prueba en contrario. La 
misma presunción se introduce para el caso en el que no se haga constar la distribución 
de la jornada en el contrato a tiempo parcial. La nueva normativa prohíbe de nuevo las 
horas extraordinarias (permitidas tras la reforma laboral de 2012) y establece una 
regulación escrita del pacto de horas complementarias. El motivo de esta nueva 
regulación se encuentra en el incremento del uso de esta modalidad contractual durante 
los años más agudos de la crisis, así como en la detección de un incremento del fraude en 
la contratación a tiempo parcial según se ha manifestado en la Instrucción 1/20151321, de 
la dirección general de la ITSS sobre intensificación del control de la contratación a 
tiempo parcial1322. 
 
La regla de cómputo y control más directa sigue siendo, en cualquier caso, la que se 
refiere a horas extraordinarias, cuya aplicación ha suscitado precisamente algunos 
problemas interpretativos en los últimos tiempos. En concreto, se ha planteado si estas 
exigencias de registro y control pueden utilizarse también para un control general de las 
horas ordinarias1323. La cuestión se planteó ya en sede judicial, y algunos 
                                                          
1321 “Así, en el año 2012, se incrementó la utilización de esta modalidad respecto de 2011 en un 12,33% 
(suponiendo un 34,24% de la contratación). En 2013 el dato se estabilizó, produciéndose una nueva subida 
significativa en el año 2014. No obstante, la actividad realizada por la Inspección de Trabajo y de la 
Seguridad Social viene acreditando que en los últimos años se está produciendo un cambio en las conductas 
fraudulentas, pues sin perjuicio de que siguen detectándose importantes bolsas de trabajo no declarado, 
empieza a observarse un desplazamiento desde las faltas de alta de los trabajadores, a la declaración cada 
vez más generalizada de jornada de trabajo inferiores a las reales, con el consiguiente efecto perverso sobre 
el Sistema de Seguridad Social y sobre la protección social de las personas afectadas por esta práctica 
irregular”. 
1322 Cubo Mayo, A., “El tiempo de trabajo y los problemas no resueltos de control y registro de la jornada 
y horario”, en Diario La Ley, nº 8819, sección doctrina, 8 septiembre de 2016, pág. 12-13. 
1323 En palabras De Santos Sánchez “la interpretación y aplicación del art. 35.5 ET es fundamental para las 
dos partes de la relación laboral, trabajador y empresario, como para los representantes de los trabajadores 
y, por supuesto, para la ITSS en su cometido de vigilancia de la normativa del tiempo de trabajo”. 
Igualmente destaca que “aspectos tales como el ámbito al que se contrae, si solo afecta a las obligaciones 




pronunciamientos judiciales han extendido la obligación de registro de la jornada a toda 
relación laboral independientemente de si se realizan horas extraordinarias o no. En este 
sentido se pronunció la Sentencia del TSJ de Andalucía, de 19 de septiembre de 20021324 
en un caso de revisión de la actuación de la Inspección de Trabajo en el sector bancario 
dictaminando que “si bien es cierto que el art. 35.5 ET exige que la jornada de cada 
trabajador se registre día a día, a efectos del cómputo de horas extraordinarias, dicho 
control solo es posible mediante el registro de la jornada, se realicen o no horas 
extraordinarias, más en el caso de los trabajadores a los que se refiere el acta de inspección 
que si bien realizan su función por las mañanas ocasionalmente acuden a trabajar por las 
tardes, siendo evidente que la falta de registro impide todo control1325. Por lo tanto, el 
registro de jornada es esencial en la regulación del tiempo de trabajo, de modo que su 
falta no supone un mero incumplimiento de los deberes formales, sino una transgresión 
de normas en materia de jornadas de trabajo, que priva a los trabajadores del medio 
habilitado por el ET para la oportuna comprobación y prueba de la jornada efectiva, 
estando los hechos tipificados en el art. 95.4 ET”1326.  
 
Desde entonces son frecuentes los pronunciamientos que imponen a las empresas del 
sector bancario la obligación de llevar un registro de jornada, aunque no se haya 
acreditado la realización de horas extraordinarias, sólo para garantizar el control de los 
                                                          
considerado en su conjunto, su capacidad como medio probatorio, su exigencia, etc., son fuente permanente 
de conflictos y de resoluciones judiciales”, “La aplicación de la normativa de tiempo de trabajo: el papel 
de la ITSS”, op.cit. pág. 114. 
1324 TSJ Andalucía (Sevilla), Sala de lo Contencioso Administrativo, sección 3ª (Rec. 968/1998). 
1325 De Santos Sánchez, V., “Control del tiempo de trabajo (…)”, op.cit., pág. 15, dice expresamente que 
“la crítica a que el registro de jornada está regulado en el art. 35 ET dedicado a las horas extraordinarias y 
que según la dicción del mismo se establece a efectos del cómputo de estas últimas, ha conducido en muchas 
resoluciones judiciales a la conclusión de que si no existen horas extraordinarias no es necesario el registro”. 
Señala que “dicho planteamiento es erróneo por dos motivos, el primero cuantitativo y el segundo, por la 
prevalencia de aspectos procesales de la carga de la prueba”, véase sobre la carga de la prueba de las horas 
extraordinarias, pág. 117. 
1326 También hay que destacar en este sentido la Sentencia del TSJ Andalucía de 11 de abril de 2001 (Rec. 
1454/1998) cuando dice que “siempre se sintió la necesidad de pre-constituir la prueba respecto a las horas 
extraordinarias, ya que la falta de registro hacía prácticamente imposible para el trabajador cumplir en juicio 
con la carga de probar las horas extraordinarias”. Para ello, según la Sentencia, en la redacción original del 
art. 35.5 ET se previa un registro de horas extraordinarias pero la Ley 11/1994 lo cambió a un registro diario 
de jornada, con la finalidad de que no se pudiera eludir la obligación de registro de las horas extraordinarias 
simplemente negando su existencia”. Este es el motivo, insiste la sentencia citada, de que la reforma de 
1994 establezca “ahora una obligación de registrar la jornada diaria (haya horas extraordinarias o no), 
concluyendo que “en definitiva, la flexibilidad que introduce la reforma, exigía esta nueva regulación del 
mecanismo de control”. Se llama la atención de esta sentencia porque en ella confluyen determinadas 




distintos horarios pactados, como señalan la sentencia de la AN de 4 de diciembre de 
2015 y la sentencia de AN de 19 de febrero de 2016 o la de 6 de mayo de 20161327.  
 
La sentencia de la AN de 4 de diciembre resuelve la interpretación del art. 35.5 ET, 
esto es, despejar si el presupuesto constitutivo para el control efectivo de las horas 
extraordinarias es la existencia previa del registro diario de jornada, regulado en el art. 
35.5 ET, o si dicho registro será únicamente exigible cuando se realicen horas 
extraordinarias. La AN se inclina por la primera opción, razonando que “si no fuera así, 
si el registro diario de jornada solo fuera obligatorio cuando se realicen horas 
extraordinarias, provocaríamos un círculo vicioso, que vaciaría de contenido la institución 
y sus fines, puesto que el presupuesto para que las horas extraordinarias tenga dicha 
consideración es que realicen sobre la duración máxima de la jornada de trabajo que (…) 
es de 1680 horas en cómputo anual (…), siendo esta la razón por la que, sin el registro 
diario de la jornada sea imposible controlar la realización de horas extras”. El citado 
pronunciamiento además expresa que “avala lo expuesto, en los informes de la Inspección 
de Trabajo (…) que permiten concluir inequívocamente que los inspectores de trabajo no 
pueden controlar si se superan o no los límites de la jornada ordinaria, si no existe el 
registro de la jornada diaria regulado en el art. 35.5 ET (…). En efecto, los resúmenes 
diarios, referidos en el art. 35.5 ET no tienen que reflejar horas extraordinarias, puesto 
que una jornada diaria puede prolongarse sin que se produzcan horas extraordinarias, que 
solo concurrirán cuando se supere, en cómputo anual, la jornada de cuarenta horas 
semanales, sino reflejar día a día la jornada realizada, que es el único medio para constatar 
si se superaron o no los límites de la jornada ordinaria”1328.  
 
Desde hace algunos años la cuestión se ha suscitado también en el ámbito de la 
Inspección de Trabajo. A partir del establecimiento de la obligación de registro de la 
                                                          
1327 Procedimiento Rec. 301/2015, caso Bankia; Procedimiento Rec. 383/2015, caso Abanca; Procedimiento 
Rec. 59/2016 (caso Banco de Sabadell), respectivamente.  
1328 En este sentido, expresa Trillo Párraga, “Registro de jornada diaria efectiva (…)” op.cit. lo siguiente: 
“cabe llamar la atención sobre el efecto unificador del pronunciamiento de la AN (…). Por lo tanto, a partir 
de ahora tanto en el contrato a tiempo completo como en el contrato a tiempo parcial el control de la jornada 
se debe producir tanto de la jornada ordinaria, extraordinaria como de aquella complementaria, pues en 
definitiva para delimitar una de otra se necesita conocer el total de horas de trabajo efectivamente 
prestadas”. Esta interpretación ya había sido defendida por Monreal Brinsvaerd, E., La jornada de trabajo: 
Ley y Convenio Colectivo, CES, Madrid, 2005, págs. 277-282. E igualmente, las STSJ Andalucía de 18 de 
enero de 2003, Rec. 1308,2003 (JUR 2004/138971), dicha sentencia manifestó lo siguiente: “para saber si 
la actora, que tiene una jornada de trabajo irregular, realiza o no horas extraordinarias, será necesario 
proceder al cómputo anual de todas las horas efectivamente trabajadas para, así determinar si se sobrepasa 




jornada para los trabajadores a tiempo parcial y tras los diversos pronunciamientos sobre 
la cuestión, la Inspección de Trabajo ha tomado la decisión de controlar también si las 
empresas cumplen con la obligación preexistente del art. 35.5 ET, especialmente en 
aquellas que no disponen de sistemas de control de presencia y horario tales como fichas, 
tarjetas o huellas. Por lo tanto, y aunque hasta ahora el registro de la jornada en los 
contratos a tiempo completo no se realizaba, entendiéndose en la práctica que, si no se 
realizaban horas extraordinarias no era necesario llevar a cabo dicho registro, lo cierto es 
que la Inspección de Trabajo ha incluido en sus Planes Integrados de Actuación para 2015 
y 2016 la vigilancia del cumplimiento de esta obligación, como mecanismo de control de 
la realización de horas extraordinarias por los trabajadores y, por ende, de su correcta 
retribución y cotización1329.  
 
La Instrucción 3/2016 sobre Intensificación del Control en Materia de Tiempo de 
Trabajo y de Horas Extraordinarias, dispone, en efecto, que se exigirá a las empresas 
dentro de la actuación inspectora un registro de jornada en el que se tendrá en cuenta que 
el registro de jornada es obligatorio incluso cuando no se realicen horas extraordinarias. 
Dicha Instrucción también establece que el registro de la jornada deberá ser diario e 
incluir el horario concreto de entrada y salida respecto de cada trabajador. La 
comprobación de la existencia del registro deberá poder realizarse en el centro de trabajo, 
para evitar su manipulación posterior. Este control de la Inspección de Trabajo se centra 
en empresas con menos de 50 trabajadores y de determinados sectores en los que se ha 
constatado un mayor volumen de realización de horas extras, o en los que se sospecha 
que puedan realizarse sin ser abonadas: banca, industria manufacturera, comercio al por 
menor y al por mayor, reparación de vehículos de motor y motocicletas, actividades 
sanitarias y de servicios sociales. Los cómputos diarios de horas trabajadas deben 
integrarse en un informe mensual que debe entregarse al final de mes a los empleados 
para que lo firmen y remitirlo a los representantes de los trabajadores. El empresario 
                                                          
1329 Para profundizar en las relaciones existentes entre los cambios experimentados por nuestro 
ordenamiento de relaciones laborales y la evolución de la Inspección de Trabajo, es interesante el estudio 
de González de Lena, F., “La evolución de las relaciones laborales tras la Constitución de 1978 y la 
Inspección de trabajo y Seguridad Social”, en Revista del Ministerio de Trabajo e Inmigración, nº 78, págs. 
13-32. El autor analiza los elementos que definen la Inspección de trabajo y destaca su carácter de servicio 
público, su importancia en los procedimientos sancionadores, así como su intervención en las relaciones 
contractuales laborales, tanto individuales como colectivas. Incide en los cambios experimentados en 
materia laboral desde la Constitución de 1978 sobre la función inspectora, y destaca que la actuación de la 
Inspección ha aumentado en cuanto a vigilancia, asesoramiento y control de cumplimiento de los convenios 




deberá conservar estos resúmenes mensuales de los registros de jornada durante un 
periodo mínimo de cuatro años, según indica la instrucción1330.  
 
La Instrucción 3/2016 menciona dentro del apartado correspondiente a cuestiones 
generales que “la Dirección General de Empleo (en adelante, DGE) recientemente ha 
aludido a la obligatoriedad del registro diario de la jornada como presupuesto, y no como 
consecuencia de la existencia de horas extraordinarias”. Añade que en informes de fechas 
31 de julio de 2014 y 1 de marzo de 2016, la DGE indica lo siguiente: “para saber, para 
comprobar si se han realizado horas extraordinarias, es preciso conocer con exactitud el 
número de horas ordinarias de trabajo realizadas. Quizá podría decirse que, si las horas 
extraordinarias son voluntarias para el trabajador, salvo lo pactado, será conocida su 
realización de antemano y a partir de ese momento podría comenzar el cómputo. Sin 
embargo, eso no es suficiente. Primero, como hemos dicho, porque las horas 
extraordinarias son la diferencia entre el total de horas trabajadas en un cierto periodo y 
el número de horas ordinarias de ese mismo periodo; segundo, porque esa jornada 
ordinaria puede ser distribuida irregularmente a lo largo del año (art. 34.2 ET) y, tercero, 
porque incluso las horas trabajadas por encima de la jornada ordinaria no tendrán que ser 
contadas como tales, si se han compensado con descanso (art. 35.2 ET)”1331. 
 
Pese a existir un cambio en la interpretación del art. 35.5 ET y al endurecimiento del 
Plan de Control 2016 de la Inspección de Trabajo en materia de registro de jornada, no 
existe un modelo oficial y tampoco se ha impuesto una manera determinada para llevar a 
cabo el registro, por lo que puede instrumentarse de múltiples formas1332. En aquellos 
casos en que la empresa no lleve adecuadamente el registro de la jornada de sus 
                                                          
1330 Véase Instrucción 3/2016 sobre intensificación del contrato en materia de tiempo de trabajo y de horas 
extraordinarias. Las actuaciones que se desarrollan en dicha Instrucción se refieren a los contratos de trabajo 
a jornada completa. Las comprobaciones sobre tiempo de trabajo respecto a los contratos a tiempo parcial 
se atendrán a la Instrucción 1/2015, sobre intensificación del control de la contratación a tiempo parcial. 
1331 En sentido similar se ha afirmado en las siguientes consultas realizadas a la DGE: Consulta de 2 de 
marzo de 2017, Consulta de 21 de marzo de 2017, y Consulta de 23 de marzo de 2017. Todas ellas en 
relación al registro diario de jornada. 
1332 Ya sean manuales, en los que el trabajador deberá firmar la hora de entrada y de salida haciendo constar 
datos como nombre y apellidos, jornada específica, detalle de las horas laborales realizadas por cada día de 
trabajo, firma diaria del trabajador y firma del representante legal de la empresa; o bien registros 
electrónicos o informáticos, ya que éstos permiten un control seguro de la jornada real del trabajador con 
un riesgo menor de manipulación, contando con la ventaja de la fiabilidad de los datos recogidos en el 
sistema para la acreditación de las horas efectivamente trabajadas. Dentro de los registros electrónicos o 
informáticos están los sistemas de control de presencia, fichajes, tarjetas, huellas y medios telemáticos que 




trabajadores, las actuaciones procedentes serán las siguientes: a) requerimiento para el 
cumplimiento de la citada obligación, y b) extensión de acta de infracción, considerando 
la existencia de la infracción grave del art. 7.5 TRLISOS1333. Ello es así, “por cuanto la 
adecuada llevanza del registro de jornada y la entrega a los trabajadores de los 
correspondientes resúmenes constituyen el medio habilitado por el ET para la oportuna 
comprobación y prueba de la jornada efectiva realizada por aquéllos, así como el medio 
de poder verificar la adecuación a la legalidad de la actuación de la empresa por parte de 
la Inspección de Trabajo. De este modo, el registro tiene un carácter esencial en la 
regulación del tiempo de trabajo, de modo que su falta no supone un incumplimiento de 
los deberes meramente formales, sino una transgresión de normas en materia de jornadas 
de trabajo”1334.  
 
En caso de que, junto con la ausencia de registro de jornada de trabajo de acuerdo con 
el art. 35.5 ET, se apreciara la existencia de prolongaciones de jornada u otros datos 
indicativos de la aparición de horas extraordinarias, señala la Instrucción que se apreciará 
“con independencia de la infracción a que se refiere el apartado precedente, infracción 
tipificada en el art. 7.5 TRLISOS por superación de la jornada máxima de trabajo. Esta 
infracción deberá abarcar el periodo de un año natural por cuanto la obligación sustantiva 
del art. 34.1 ET va referido a la jornada máxima en cómputo anual. Si existieran varios 
centros de trabajo de la misma empresa se apreciará una infracción por cada centro de 
trabajo con trabajadores afectados por la infracción”. Si, a pesar del no registro de la 
jornada diaria, “las horas extras se pueden cuantificar por algún otro mecanismo, se 
especificará este”.  
 
En el supuesto de que haya sido posible por cualquier medio cuantificar las horas 
extraordinarias no declaradas ni registradas y no quedase acreditado el abono de las 
mismas ni su compensación como tiempo de descanso retribuido, precisa la Instrucción 
                                                          
1333 “La transgresión de las normas y los límites legales o pactados en materia de jornada, trabajo nocturno, 
horas extraordinarias, horas complementarias, descansos, vacaciones, permisos y, en general, el tiempo de 
trabajo a que se refieren los arts. 12, 23, y 34 a 38 ET)”. 
1334 Según la Sentencia de la AN de 4 de diciembre de 2015 el registro diario de jornada “podrá 
instrumentarse de múltiples maneras”. En este sentido, aunque referido a los contratos a tiempo parcial, la 
Dirección General en consulta de 28 de enero de 2015 indica que “la norma no establece una forma 
específica para el registro diario de la jornada, por lo que será válido cualquier sistema que permita registrar 
de modo permanente y objetivo la jornada (…) siempre que permita acreditar el cumplimiento de tal 
obligación y permita efectuar la totalización mensual de la jornada y la entrega a los trabajadores de la 




que se apreciará además de las dos infracciones anteriores, infracción por impago de 
salarios, considerando a juicio del actuante en función de la entidad del impago, 
alternativamente, la existencia de la infracción muy grave del art. 8.1 TRLISOS (“el 
impago y los retrasos reiterados en el pago de salario debido”) o de la grave del art. 7.10 
TRLISOS (“establecer condiciones de trabajo inferiores a las establecidas legalmente o 
por convenio colectivo, así como los actos u omisiones que fueran contrarios a los 
derechos de los trabajadores reconocidos en el art. 4 ET, salvo que proceda su calificación 
como muy graves, de acuerdo con el artículo siguiente”). En estos casos, se incluirán en 
el acta los perjuicios económicos sufridos por el trabajador, debiendo consignarlos con 
los requisitos exigidos para la validez de las demandas, a los efectos de proceder conforme 
el art. 148 LRJS.  
 
Si se constatase el abono de las cantidades correspondientes a las horas 
extraordinarias de manera irregular, sin hacerlo constar en la nómina, procederá la 
extensión de acta de infracción, considerando la existencia de la infracción grave prevista 
en el art. 7.3 TRLISOS (“no consignar en el recibo de salarios las cantidades realmente 
abonadas al trabajador”). En materia de Seguridad Social procederá la liquidación 
respecto de todas aquellas cantidades abonadas a los trabajadores que se deduzca 
corresponden a retribución por horas extraordinarias y que no hayan sido cotizadas a la 
Seguridad Social y oportunamente incluidas en las respectivas bases de cotización. 
También se incluirán las cantidades no abonadas, siempre y cuando hayan podido 
cuantificarse y se encuentren recogidas en el acta de infracción como perjuicios 
económicos a los trabajadores.  
 
En caso de comprobarse que la remuneración correspondiente a las horas 
extraordinarias se enmascara en conceptos salariales diferentes, si se constatara la 
realización de horas extraordinarias cuyo abono y correspondiente cotización se lleve a 
cabo mediante su inclusión en otro tipo de complementos salariales, que hubieran sido 
incluidos en la base de cotización a la Seguridad Social de contingencias comunes, 
procedería, de acuerdo con la Instrucción “efectuar la correspondiente comunicación a la 
Tesorería General de la Seguridad Social a fin de que por ésta se imputasen 
adecuadamente las cuotas satisfechas a las distintas contingencias. En su caso se 
extenderá acta de liquidación o requerimiento de pago de cuotas por la falta de cotización 




contingencias comunes dado que en estos casos se puede apreciar una minoración de las 
cuotas que habría correspondido ingresar si se hubiera llevado a cabo correctamente la 
cotización adicional debida por dichas horas”. Excepcionalmente, “deberá analizarse por 
el actuante la posibilidad de extender acta de infracción a la empresa por la comisión de 
la infracción muy grave prevista en el art. 23.1.e) TRLISOS (incrementar indebidamente 
la base de cotización del trabajador de forma que provoque un aumento de las 
prestaciones que procedan, así como como la simulación de la contratación laboral para 
la obtención indebida de prestaciones), pero ello únicamente cuando se haya 
materializado de facto el aumento indebido de prestaciones”. 
 
Por último, en caso en que se compruebe la falta de comunicación a los representantes 
de los trabajadores de las horas extraordinarias realizadas, cualquiera que sea su forma de 
compensación, mediante la entrega a aquellos de copia de los resúmenes de la jornada, se 
procederá, señala la Instrucción, “a juicio del actuante en función de las circunstancias 
concurrentes, a la extensión de acta de infracción por incumplimiento del derecho de 
información de los citados representante, considerando la existencia de infracción grave 
del art. 7.7 TRLISOS (la transgresión de los derechos de información, audiencia y 
consulta de los representantes de los trabajadores y de los delegados sindicales, en los 
términos en que legal o convencionalmente estuvieran establecidos). Esta actuación 
únicamente procederá previa denuncia de dichos representantes de los trabajadores. A 
falta de denuncia se podrá advertir o requerir al sujeto responsable de acuerdo con el art. 
22.1 de la Ley 23/2015, de 22 de julio”.  
 
En cuanto a las características y contenido del registro de la jornada, las resoluciones 
judiciales suelen solventar aspectos concretos desde el enfoque probatorio sin que suelan 
entrar en las condiciones generales que debe reunir el mencionado registro. No obstante, 
es conveniente introducir alguna referencia al asunto en la medida que ilustra hasta qué 
punto puede la Inspección de trabajo exigir el modo del cumplimiento de la obligación. 
Algunas características de la obligación del registro son las siguientes. Primera, el sistema 
de registro es de libre configuración por la empresa. Según la sentencia de la Audiencia 
Nacional de 4 de diciembre de 2015 el registro diario de jornada “podrá instrumentarse 
de múltiples maneras”. En este sentido, si bien referido al registro en el caso de los 
contratos a tiempo parcial, la Dirección General de Empleo en consulta de 28 de enero de 




jornada, por lo que se entiende que será válido cualquier sistema o medio que permita 
registrar de modo permanente y objetivo la jornada de los trabajadores, que con sus 
respectivas horas de entrada y salida, siempre que permita acreditar el cumplimiento de 
tal obligación, en su caso, ante la Inspección de Trabajo, y que permita efectuar la 
totalización mensual de la jornada y la entrega a los trabajadores de la copia del resumen 
mensual de la jornada”.  
 
Segundo, el sistema de registro no puede generar indefensión por falta de la 
información exigible. La citada sentencia califica al registro de “herramienta de 
modernización de las relaciones laborales, que se generalizó en las grandes empresas en 
el siglo XX y su negación coloca a los trabajadores en situación de indefensión” en cuanto 
“requisito constitutivo para controlar los excesos de jornada”. Tercero, no es óbice que 
existan horarios múltiples ni horarios flexibles para su implementación. Según la 
sentencia indicada, no exonera a la empresa de la obligación de registro diario de la 
jornada “el que existan múltiples horarios, algunos de los cuales se ejecutan de modo 
flexible, puesto que dicha complejidad exige aún más, si cabe, el registro diario de 
jornada” como único modo de comprobación de la posible superación de la jornada 
ordinaria. Cuarto, no es impedimento la realización de la jornada fuera del centro de 
trabajo, la Sentencia referida de la AN, de 4 de diciembre de 2015, indica que “es 
irrelevante también, que algunos de los trabajadores no realicen su jornada total o 
parcialmente en los locales de la empresa, puesto que dicha circunstancia obliga, con 
mayor razón, a que la empresa contribuya a la transparencia de su prestación, evitando 
desbordamientos de la jornada pactada, que nunca podrían acreditarse”. Quinto, no todos 
los sistemas de control del tiempo de trabajo que el empresario establece al amparo del 
art. 20.3 ET, con la finalidad de verificar el cumplimiento por el trabajador de sus 
obligaciones y deberes laborales, contienen los requisitos que los hagan equiparables al 
registro de jornada del art. 35.5 ET. En concreto, según la misma sentencia, no es 
suficiente que la empresa controle “pormenorizadamente las ausencias de sus 
trabajadores, quienes están obligados a reportar en la Intranet cualquier ausencia que les 
impida la realización de la jornada pactada”, pues de esta manera la empresa se asegura 
el cumplimiento de la obligación en materia de jornada de los trabajadores, pero impide 
a estos y a sus representantes comprobar si realizan horas extraordinarias a través del 





Sexto, no es suficiente con registrar solo los excesos de jornada. La Sentencia AN de 
6 de mayo de 2016 declara contrarias a Derecho las Instrucciones sobre el registro de 
jornada publicadas por la empresa, según las cuales “la hoja de registro de jornada no es 
un control horario de entrada y de salida, en ella se registrarán los excesos sobre la jornada 
ordinaria establecida. En caso de no existir prolongación de jornada, no será necesario 
cumplimentar la hoja de registro, debe haber un mínimo de una prolongación, en el 
periodo mensual, para su cumplimentación”. Séptimo, el sistema de registro puede ser 
distinto para determinados grupos de trabajadores. La sentencia del TSJ de Cataluña de 
10 de octubre de 20061335 entiende que la empresa no tiene la obligación de organizar un 
sistema de control horario idéntico para todos los trabajadores. Ante una situación en la 
que unos determinados colectivos de trabajadores estaban exentos de fichar mediante 
tarjeta, el Tribunal declara que no se puede “condenar a la empresa a organizar el fichaje 
de todos los trabajadores (…) pues la organización corresponde al propio empresario en 
tanto no haya vulneración de la legalidad. Es posible también que, sea en el marco del 
convenio o sea en el marco de la autonomía individual, haya trabajadores que por 
determinadas cuestiones como, es este caso, no tener mando o ser cargos de confianza 
estén excluidos del marcaje horario”. El Tribunal se pronuncia en el sentido de que dicha 
exclusión no es discriminatoria “pues la discriminación ha de partir de una situación de 
igualdad y de trato desigual injustificado que aquí no se ha probado”. Octavo, el registro 
debe contemplar las circunstancias en que se realiza la jornada, en particular el horario. 
La Sentencia del TSJ de Andalucía de 5 de mayo de 20161336 mantiene que “el horario en 
que tales horas extraordinarias se realizaron, en aplicación de lo dispuesto en el art. 217.7 
LEC, correspondía su acreditación al empresario que tiene la facilidad y disponibilidad 
probatoria atendiendo a su obligación establecida en el art. 35.5 ET. Y, noveno, la 
conservación de los datos del registro de jornada debe ser al menos de un año. Aunque 
esta afirmación se realiza con base en la SAN de 12 de julio de 2005 (Rec. 41/2005) que 
aborda lo acordado en un pacto resultado de la negociación colectiva, sin embargo, tiene 
sentido para el régimen legal ordinario, por cuanto el art. 34.1 ET califica de horas 
extraordinarias las que se realicen sobre la duración máxima de la jornada ordinaria de 
trabajo. Recordemos aquí que para los registros especiales se establece la conservación 
de la documentación durante 4 años en supuestos de contratos a tiempo parcial, durante 
3 años en el caso de trabajadores móviles del transporte por carretera, y también de 3 años 
                                                          
1335 STSJ de Cataluña de 10 de octubre de 2006 (Rec. 632/2005). 




en el supuesto de servicios de interoperabilidad transfronteriza en el sector ferroviario. 
En todo caso, si el registro de la jornada tiene una importancia probatoria considerable, 
parece ser aconsejable que el empresario mantenga sus datos durante los 4 años, puesto 
que ese plazo cubriría el general de prescripción de las acciones derivadas del contrato de 
trabajo según el cómputo del art. 59.2 ET, el de las infracciones en el orden social según 
el art. 4 TRLISOS y el previsto en el art. 24.1 de la LGSS para las deudas en materia de 
Seguridad Social. 
 
Como es fácil de advertir, la puesta en marcha por parte del empresario de 
procedimientos para el control y registro de las horas de trabajo nos puede introducir en 
una problemática más amplia, cual es la relativa al alcance de las facultades de control 
que con carácter general se atribuyen al empresario por la legislación laboral y a los 
instrumentos o medios que a tal fin puede emplear. Como se sabe, el art.20.3 ET dispone 
que el empresario en el ejercicio de sus facultades de dirección pude adoptar las medidas 
que considere oportunas de vigilancia y control para verificar el cumplimiento por parte 
del trabajador de sus obligaciones y deberes laborales. En todo caso, estas medidas deben 
respetar la dignidad humana. Una de las medidas de vigilancia y control del cumplimiento 
laboral lo constituye la imposición al trabajador del deber de fichar, sin que pueda 
considerarse degradante1337. Respecto de la instalación de medios de control audiovisual 
en la empresa la doctrina se muestra de acuerdo en que no pueden instalarse en aquellos 
lugares en los que no se realiza la prestación laboral (servicios, lugares de descanso, 
locales sindicales, etc.). Ahora bien, también en aquellos lugares de la empresa en los que 
se desarrolla actividad laboral pueden producirse intromisiones ilegítimas por parte del 
empresario en el derecho a la intimidad de los trabajadores con la instalación de cámaras, 
como podría ocurrir con la grabación de conversaciones en las que se aborden cuestiones 
ajenas a la relación laboral que se integran en la esfera de desenvolvimiento del 
individuo1338. En cualquier caso, la utilización de cámaras de video-vigilancia como 
medio de control de la jornada exige que sea puesta en conocimiento de los trabajadores 
de forma previa, precisa y clara, no siendo suficiente con la instalación de distintivos para 
advertir de la instalación de cámaras, ni que se hubiera notificado la creación del fichero 
a la Agencia Española de Protección de datos1339. 
                                                          
1337 En este sentido la STSJ Extremadura de 19 de febrero de 2002 (Rec. 8/2002). 
1338 Sobre el particular asunto la STSJ Valencia de 11 de julio de 2008 (Rec. 1754/2008). 




Recuérdese asimismo que el art. 20.4 ET al empresario la facultad de verificar el 
estado de enfermedad o accidente alegados por el trabajador en justificación de su 
ausencia al trabajo. Para ello puede servirse de reconocimientos por personal médico. La 
negativa del trabajador a someterse a estos controles puede dar lugar a la suspensión de 
los derechos económicos que puedan existir a cargo del empresario por dichas 
situaciones. Es otra manifestación del poder de dirección del empresario, que no se refiere 
específicamente al tiempo de trabajo pero que también puede tener alguna relación con 
la problemática que ahora tratamos. 
 
La tendencia interpretativa de que el control y registro de las horas de trabajo ha de 
realizarse tanto en los contratos a tiempo parcial como en los contratos a jornada 
completa, Sin embargo, la reciente sentencia del TS de 23 de marzo de 2017, estima un 
recurso de Bankia contra la Sentencia de la AN de 4 de noviembre de 20141340, antes 
mencionada, que condenaba a dicho banco, atendiendo una demanda de sindicatos, a 
establecer un sistema de registro de la jornada diaria efectiva que realiza su plantilla. De 
tal manera, el TS establece en dicha sentencia que las empresas no están obligadas a llevar 
un registro de la jornada diaria de toda la plantilla para comprobar el cumplimiento de la 
jornada laboral y horarios pactados, y solo deben llevar un registro de horas 
extraordinarias realizadas, de acuerdo a la interpretación que realizan de lo fijado en el 
art. 35.5 ET. El TS admite que “convendría una reforma legislativa que clarificara la 
obligación de llevar a cabo un registro horario y facilitara al trabajador la prueba de la 
realización de horas extraordinarias”, pero añade “esa obligación no existe por ahora y 
los Tribunales no pueden suplir al legislador imponiendo a la empresa el establecimiento 
de un complicado sistema de control horario (…)”. Igualmente, alguna aportación 
doctrinal y, también alguno pronunciamiento judicial sigue considerando que el registro 
horario solo es necesario si se hacen horas extraordinarias (o complementarias)1341. 
                                                          
1340 STS 23 marzo 2017 (Rec. 246/2017). 
1341 En tal sentido Moll, R., “Comentario a la SAN de 4 de diciembre de 2015”, en Información laboral, nº 
3/2016 y STSJ Galicia de 24 de octubre de 1016, Rec. 1070/2016. En sentido contrario, como ya se ha 
aludido, Trillo Párraga, entre otros, que pone de manifiesto que “el registro diario de jornada resulta esencial 
como instrumento de gestión de las reglas sobre tiempo de trabajo, y es necesario como contrapartida de la 
flexibilidad que se ha introducido en las últimas décadas en esta materia puesto que sólo a través de tal 
registro queda al alcance del trabajador la verificación de la realización de horas extraordinarias”. Cubo 
Mayo, A., “El tiempo de trabajo y los problemas no resueltos de control y registro de la jornada y horario”, 
op.cit. pág. 19/24 va más allá y propone una reforma de la normativa española. En concreto dispone, en 
rasgos generales, lo siguiente: “obligación de establecer un cuadro de tiempo de trabajo (…) que contenga 
la jornada normal de la distintas actividades (…); objeto de registro todo horario realizado fuera de la 




2. Infracciones y sanciones en materia de tiempo de trabajo 
 
El registro de las horas de trabajo y la obtención de información acerca de ello pueden 
ser buenos instrumentos para garantizar el cumplimiento de las pertinentes reglas legales. 
Pero, ¿qué ocurre si se acredita infracción por parte del empresario en la observancia de 
las reglas sobre tiempo de trabajo? ¿Está prevista alguna sanción? ¿Puede intervenir la 
Administración pública como encargada de velar por el cumplimiento de las normas 
laborales? Como vamos a ver, nuestra legislación prevé en efecto la posibilidad de que se 
adopten algunas medidas en ese sentido. Por supuesto, y como ya hemos dicho, la 
Inspección de Trabajo y Seguridad Social está habilitada para el control y seguimiento de 
las normas sobre jornada de trabajo dentro de sus funciones generales de vigilancia y 
exigencia de cumplimiento de las normas que regulan las relaciones individuales y 
colectivas de trabajo (art.12 Ley 23/2015). Pero también existen algunas previsiones 
expresas para la sanción de eventuales incumplimientos1342. 
 
La subsección 1ª de la sección 1ª del Capítulo II Texto Refundido de la Ley de 
Infracciones y Sanciones del Orden Social (en adelante TRLISOS)1343 establece los 
comportamientos constitutivos de infracción leve (Art. 6), grave (art. 7) y muy grave (Art. 
8) en materia de relaciones laborales individuales y colectivas. De este modo, como 
infracción en materia de relaciones laborales, “tanto individuales como colectivas”, se 
califica: a) la trasgresión de la normativa laboral tipificada expresamente en la Sección I 
del Capítulo II; y b) la trasgresión de las cláusulas normativas de los convenios colectivos 
que concreten o mejoren los derechos de los trabajadores. En cuanto al sujeto infractor, 
el art. 2.1 TRLISOS establece que en términos generales “son sujetos responsables de la 
infracción las personas físicas o jurídicas y las comunidades de bienes que incurran en las 
acciones u omisiones tipificadas como infracción en la presente Ley y, en particular, las 
siguientes: el empresario en la relación laboral (…)”. Junto a la directa tipificación y 
                                                          
en caso de conflicto entre empresario y trabajador, el empleador facilitará al juez los elementos de juicio 
para justificar los horarios efectivamente realizados”. 
1342 La ordenación de las infracciones y sanciones administrativas se encomienda formalmente a la LISOS, 
pero existen una serie de leyes especiales (algunas ni siquiera laborales) que introducen regulaciones 
también específicas, a las que algunos autores llaman extrasistémicas. Tal ocurre con las disposiciones 
relativas a infracciones y sanciones en materia de trabajo de personas discapacitadas, las relativas a 
protección de datos personales de los trabajadores, a la protección de la seguridad y salud de los trabajadores 
en determinados ámbitos sectoriales, etc. En este sentido, véase García Murcia, J., y Fernández Márquez, 
O., “Infracciones extrasistémicas del empresario en materia social”, en Revista del Ministerio de Trabajo e 
Inmigración, nº 78, págs. 59-92. 




sanciones de los incumplimientos laborales por el TRLISOS, la Subsección 1ª, de la 
Sección 2ª, del Capítulo VI de la misma norma incorpora unas “normas específicas” sobre 
“responsabilidad empresarial en materia laboral y de prevención de riesgos laborales”1344. 
 
Por su parte, el art. 42 TRLISOS, único que integra la citada Subsección, advierte de 
aquellos supuestos en los que el legislador, siempre en beneficio de los trabajadores 
afectados, ha establecido la responsabilidad solidaria o subsidiaria en un mismo proceso 
de producción (bien sea por haber intervenido en un fenómeno de subcontratación, 
sucesión de empresa o en una cesión legal o ilegal de trabajadores). Ahora bien, tal 
responsabilidad solidaria o subsidiaria alcanza únicamente a las obligaciones salariales y 
de Seguridad Social con los límites y bajo los requisitos que establece el ET o la Ley 
14/1994 para opere tal responsabilidad de los empresarios implicados en cada una de las 
situaciones expuestas, y no determinará la responsabilidad solidaria sobre el pago de las 
sanciones que hubiesen podido imponer a raíz de la infracción cometida1345. Es decir, no 
se establece la responsabilidad solidaria de las empresas implicadas a la hora de hacer 
frente a la sanción que en su caso proceda por los incumplimientos de las normas previstas 
en caso de subcontratación, sucesión de empresas o cesión ilegal de trabajadores, sino 
que se reitera la existencia de una corresponsabilidad en orden a garantizar no el pago de 
la sanción, sino el efectivo cumplimiento de los derechos materiales de los trabajadores, 
que ya estaba establecida en los correspondientes artículos del ET a los que la propia 
TRLISOS se ocupa de remitir1346. 
 
La primera infracción en relación a la ordenación del tiempo de trabajo en el 
TRLISOS la encontramos en su art. 6.1, donde se tipifica como infracción leve el 
incumplimiento empresarial de elaborar anualmente el calendario laboral establecido en 
el art. 34.6 ET1347. La elaboración del calendario laboral es una manifestación del poder 
de dirección del empresario1348; por eso sólo éste es el sujeto potencialmente infractor de 
tal conducta. Otra cosa es que, para cumplir con el deber que establece el art. 34.6 ET, el 
                                                          
1344 Véase Areta Martínez, M., “La codificación de las infracciones y sanciones en el orden social”, en 
Revista del Ministerio de Trabajo e Inmigración, nº 78, págs. 33-57. 
1345 En este sentido, Sempere Navarro, A.V. (Coord.), Comentarios a la Ley de Infracciones y Sanciones 
en el Orden Social, Thomson-Aranzadi, Navarra, 2003, págs. 415-452. 
1346 Luján Alcaraz, J., Selma Penalva, A., “Infracciones y sanciones en materia de relaciones laborales”, en 
AAVV, Infracciones y Sanciones en el Orden Social. Régimen Jurídico, Laborum, 2009, pág. 84. 
1347 Dicho artículo dispone que “anualmente se elaborará por la empresa el calendario laboral, debiendo 
exponerse un ejemplar del mismo en un lugar visible de cada centro de trabajo”. 




empresario deba consultar con los representantes de los trabajadores si los hubiese 
(Disposición Adicional 3ª RDJE), incurriendo en caso de no hacerlo en la infracción grave 
que tipifica el art. 7.7 TRLISOS1349. 
 
Aunque la intención del legislador parece ser que el calendario sea resultado del 
acuerdo entre el empresario y los representantes de los trabajadores, en realidad sólo se 
establece un deber de consulta, no la necesidad de un acuerdo. Otra cosa será que la 
necesidad de acuerdo venga establecida mediante convenio colectivo, en cuyo caso sí será 
exigible. Sin duda, en el calendario deberán establecerse los días de trabajo y descanso 
de cada anualidad, distribuidos por periodos semanales o mensuales. En cambio, no 
parece que el art. 34.6 ET obligue a incluir el horario de trabajo en el calendario laboral 
anual. En todo caso, las sanciones previstas para las infracciones leves son, en su grado 
mínimo, multas de 60 a 125 euros; en su grado medio, de 126 a 310; y en su grado 
máximo, de 311 a 625 euros. 
 
Por otra parte, también el TRLISOS en su art. 7.5 establece que “la transgresión de 
las normas y los límites legales o pactados en materia de jornada, trabajo nocturno, horas 
extraordinarias, horas complementarias, descansos, vacaciones y, en general, el tiempo 
de trabajo a que se refieren los artículos 12, 23 y 34 a 38 del ET”. El precepto tipifica el 
incumplimiento de normas laborales sustantivas relativas al tiempo de trabajo. Existen 
algunas excepciones que se hallan tipificadas de manera expresa. Así, el cumplimiento 
de la prohibición legal de que los menores de esas realicen horas extraordinarias está 
tipificado como infracción muy grave en el art. 8.4 TRLISOS. Y en cuanto al trabajo 
nocturno habrá de tener en cuenta que las transgresiones de las normas en materia de 
prevención de riesgos laborales relacionadas con el trabajo nocturno, salvo que presenten 
una transcendencia grave para la integridad física o la salud de los trabajadores, se 
encuentran tipificadas en el art. 11.4 TRLISOS, y por lo tanto, calificadas no como una 
infracción de las normas referidas a tiempo de trabajo en materia de relaciones laborales 
(sección I) sino como una infracción en materia de prevención de riesgos laborales 
(sección II)1350. 
                                                          
1349 Luján Alcaraz, J., Selma Penalva, A., “Infracciones y sanciones (…)”, op.cit. pág. 86. 
1350 En este sentido, Sempere Navarro, (Coord.), Comentarios a la LISOS, op.cit., pág. 112, “se trata de una 
infracción sumamente amplia pues con ella se pretende otorgar tutela administrativa a los supuestos en que 
el empresario lesione los derechos de los trabajadores en materia de jornada, trabajo nocturno, horas 




Otra infracción que tiene cierta relación con el tiempo de trabajo es la infracción 
tipificada como grave en el art. 7.6 TRLISOS que dice lo siguiente “la modificación de 
las condiciones sustanciales de trabajo impuesta unilateralmente por el empresario, según 
lo establecido en el art. 41 ET”. Este precepto permite al empresario acordar 
modificaciones sustanciales de las condiciones de trabajo “cuando existan probadas 
razone técnicas, organizativas o de producción. Se consideran tales las que estén 
relacionadas con la competitividad, productividad u organización técnica o del trabajo en 
la empresa”. Junto a esa exigencia causal, el precepto define un régimen jurídico en el 
que la decisión empresarial depende de ciertos presupuestos (que la modificación 
sustancial de las condiciones de trabajo podrán ser de carácter individual o colectivo) y 
se sujeta a diferentes requisitos (número de trabajadores como criterio discriminador entre 
modificaciones individuales y colectivas funcionales y de horario y distribución de 
jornada, notificación de la decisión empresarial, periodo de consultas, etc.). Sin perjuicio 
de que la falta de alguno de estos presupuestos conlleve a la nulidad de la decisión 
empresarial, el TRLISOS también configura como falta grave la imposición de una 
modificación sustancial al margen de los trámites del art. 41 ET1351. 
 
Nuestra legislación sobre infracciones y sanciones en el orden social contiene, pues, 
diversas previsiones relativas al tiempo de trabajo. Pero conviene subrayar, en cualquier 
caso, que en ese cuerpo legal no se recoge como infracción laboral toda posible infracción 
en esta materia, y que tampoco se hace cargo la LISOS del supuesto de inexistencia de 
un horario prefijado. Solo se recoge la transgresión de las normas y los límites legales o 
pactados en materia de jornada, trabajo nocturno, horas extraordinarias, horas 
                                                          
ET no ofrece dudas a la vista del tenor de este precepto, aunque sí respecto de otras modalidades no 
contempladas expresamente, en las que el tiempo de trabajo constituye elemento fundamental de la relación 
laboral; esto sucede con el contrato para la formación y los contratos temporales. No obstante, la amplitud 
del supuesto de hecho que recoge la infracción podría prestar cobertura a la inclusión de todo tipo de 
contratos, siempre que la actuación empresarial se proyectase sobre alguna de las materias referidas con 
anterioridad”. 
1351 “La falta de correspondencia entre la norma administrativa y laboral se evidencia desde el momento en 
que el art. 41 ET regula la modificación sustancial de condiciones de trabajo, siendo lo relevante la 
sustancialidad de la modificación (“por modificación sustancial hay que entender aquélla de tal naturaleza 
que altere y transforme los aspectos fundamentales de la relación laboral”, según la STS de 3 de diciembre 
de 1987 (RJ 1987,8822) y secundaria la materia afectada, a diferencia del precepto que se comenta, del que 
parece desprenderse que lo sustancial es la condición y no la intensidad de la modificación. (…). Por otra 
parte, bien leído el precepto, la conducta tipificada difícilmente podría ser constitutiva de infracción, pues 
carece de sentido que la actuación unilateral del empresario, “según lo establecido en el art. 41 ET” resulte 




complementarias, descansos, vacaciones, permisos y, en general, el tiempo de trabajo a 
que se refieren los arts. 12, 23, y 34 al 38 ET1352. 
 
De todas formas, también conviene tener en cuenta que algunos tipos de infracción 
de alcance más general también podrían tener trascendencia en relación con el tiempo de 
trabajo. Así ocurre, por ejemplo, con el art. 8 TRLISOS, que establece como infracción 
grave “la transgresión de los derechos de los representantes de los trabajadores y de las 
secciones sindicales en materia de crédito de horas retribuidas (entre otras)”. Como es 
sabido, el art. 68 ET establece que, como “representantes legales de los trabajadores”, 
tiene derecho a “disponer de un crédito de horas mensuales retribuidas cada uno de los 
miembros del comité o delegado de personal en cada centro de trabajo, para el ejercicio 
de sus funciones de representación”. Dicho crédito viene establecido legalmente en 
función de la dimensión de la plantilla de la empresa o centro de trabajo de acuerdo con 
una escala que asigna 1º) quince horas en centros de hasta cien trabajadores, 2º) veinte 
horas en centros de ciento uno a doscientos cincuenta trabajadores, 3º) treinta horas en 
centros de doscientos cincuenta y uno a quinientos trabajadores, 4º) treinta y cinco horas 
en centros de quinientos uno a setecientos cincuenta trabajadores, y 5º) cuarenta horas en 
centros de setecientos cincuenta en adelante. No obstante, puede pactarse en convenio 
colectivo un régimen más favorable y, especialmente, puede “pactarse en convenio 
colectivo la acumulación de horas de los distintos miembros del comité de empresa y, en 
su caso, de los delegados de personal, en uno o varios de sus componentes, sin rebasar el 
máximo total, pudiendo quedar relevado o relevados del trabajo, sin perjuicio de su 
remuneración”. 
 
Otra regla que podría tener alguna aplicación en nuestro terreno es la prevista en el 
art.8.12 LISOS para los actos que impliquen discriminación. Naturalmente, se trata de 
una regla de perfiles muy generales, pero puede ser importante en materia de tiempo de 
trabajo por cuanto los trabajadores pueden sufrir algún tipo de discriminación y ello 
repercuta sobre el tiempo de trabajo. En concreto, el art. 8.12 TRISOS, establece lo 
siguiente: “las decisiones unilaterales de la empresa que impliquen discriminaciones 
directas o indirectas desfavorables por razón de edad o discapacidad o favorables adversas 
en materia de retribuciones, jornada, formación (…), por circunstancias de sexo, origen, 
                                                          
1352 Sempere Navarro, A.V., y Martínez Jiménez, R., Comentarios a la Ley de Infracciones y Sanciones en 




incluido el racial o étnico, estado civil, condición social, religión o convicciones, ideas 
políticas, orientación sexual, adhesión o no a sindicatos y a sus acuerdos, vínculos de 
parentesco con otros trabajadores en la empresa o lengua dentro del Estado español, así 
como las decisiones del empresario que supongan un trato desfavorable de los 
trabajadores como reacción ante una reclamación efectuada en la empresa o ante una 
acción administrativa o judicial destinada a exigir el cumplimiento del principio de 
igualdad de trato y no discriminación”1353.  
 
El mencionado supuesto de infracción muy grave dota de efectividad al derecho de 
los trabajadores “a no ser discriminados directa o indirectamente (…) una vez empleados, 
por razones de sexo, estado civil, edad dentro de los límites marcados por la ley, origen 
racial o étnico (…)” reconocido en el art. 4.2.c) ET, por medio del cual se concretan en 
el ámbito laboral las manifestaciones prácticas del derecho constitucional a la igualdad 
(art. 14 CE)1354. La intensa protección que el ordenamiento otorga a la igualdad o no 
discriminación desde todos sus frentes tiene una proyección especifica en el campo 
sancionador mediante la tipificación de las decisiones unilaterales del empresario que 
impliquen discriminaciones en el empleo. La imposición de una sanción no es la única 
consecuencia legal que llevan aparejadas las actuaciones empresariales de las que se 
puedan derivar consecuencias discriminatorias. El art. 8.12 TRLISOS debe ponerse en 
relación con el art. 17.1 ET, en virtud del cual “se entenderán nulas y sin efectos (…) las 
decisiones unilaterales del empresario que contenga discriminaciones directas o 
indirectas”. La actual redacción de la infracción tipificaba en el art. 8.12 TRLISOS 
procede de la LO 3/2007 y esta Ley también ha precisado que son objeto de sanción las 
represalias empresariales frente a una reclamación administrativa (y no solo judicial) del 
trabajador destinada a hacer cumplir el principio de igualdad de trato y no 
discriminación1355.  El art. 6.1 LO 3/2007 incluye un criterio muy útil para interpretar la 
finalidad del art. 8.12 TRLISOS. En efecto, si se toma como punto de referencia la 
                                                          
1353 La gravedad de esta infracción se justifica en el anclaje constitucional del precepto, si bien ajustado a 
las relaciones laborales (con el añadido de la discriminación “por razón de disminuciones físicas, psíquicas 
o sensoriales”, que declara nulos y sin efecto no sólo las decisiones unilaterales del empresario de contenido 
discriminatorio, sino también los preceptos reglamentarios, las cláusulas de los convenios colectivos y los 
pactos individuales de análogo contenido.  
1354 En cambio, la discriminación “para el empleo” por las mismas circunstancias personales o sociales, 
también prohibidas en el mismo art. 4.2.c) ET es objeto de una tipificación específica en el art. 16.2 
TRLISOS como infracción muy grave en materia de empleo.  
1355 Sempere Navarro, A.V., y Martínez Jiménez, R., Comentarios a la Ley de Infracciones y Sanciones en 




definición de discriminación que ofrece la LO 3/2007, se considerará discriminada toda 
persona que “sea, haya sido o pudiera ser tratada de manera menos favorable que otra en 
situación comparable”. De tal manera que será la potencialidad discriminatoria de los 
efectos de la decisión empresarial los que se tendrán en cuenta para entender 
perfeccionado el tipo legal de este apartado, y tal juicio de valor se formulará a partir de 
los hechos constatados por la Inspección de trabajo en cada caso concreto.  
 
Es importante destacar que son sancionables no sólo las discriminaciones adversas, 
sino también aquellas que produzcan efectos favorables sobre algunos trabajadores (salvo 
por motivos de discapacidad o edad). Sobre este punto es necesario señalar que el art. 6.2 
in fine LO 3/2007, establece una excepción a esta regla general en los casos en que la 
disposición, el criterio o la práctica en cuestión “puedan justificarse objetivamente en 
atención a una finalidad legítima y que los medios adecuados para alcanzar dicha 
finalidad sean necesario y adecuados”.  
 
Al respecto hay que hacer una misma consideración en torno a las conductas 
tipificadas respectivamente en los apartados 12, 13, y 13 bis, del art. 8 TRLISOS, ya que 
no juega en estos casos la inversión de la carga de la prueba que con carácter general se 
ocupa de proclamar el art. 13 LO 3/2007, puesto que, como este mismo precepto indica, 
dicha inversión probatoria operará “de acuerdo con las leyes procesales”, y por lo tanto, 
en el ámbito de un proceso encaminado a obtener la tutela del derecho a la igualdad de 
trato y a la no discriminación por razón de sexo (art. 96 LRJS). En el ámbito de las 
infracciones administrativas rige el principio de hechos constatados. De tal forma, y 
aunque el legislador actúe movido por la intención de tutelar al máximo la igualdad 
efectiva entre mujeres y hombres, no basta con denunciar tal lesión para iniciar las 
actuaciones de la Inspección de trabajo, sino que la denuncia habrá de acompañarse de la 
fundamentación suficiente1356.  
 
En esta misma materia de discriminación, a la tutela administrativa sancionadora se 
añade la penal (art. 314 Código Penal), que tipifica como delito la “grave discriminación 
en el empleo, público o privado, contra alguna persona por razón de su ideología o 
creencias, su pertenencia a una etnia, raza o nación, su sexo, su orientación sexual, 
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situación familiar, enfermedad o minusvalía, por ostentar la representación legal o 
sindical de los trabajadores, por el parentesco con otros trabajadores de la empresa o por 
el uso de alguna de las lenguas oficiales dentro del Estado español, y no restablezcan la 
situación de igualdad ante la ley tras requerimiento o sanción administrativa”, lo que, en 
otro orden de consideraciones podría plantear problemas de aplicación a la vista del 
principio “non bis in ídem”1357.  
 
Por último, haciendo referencia a las infracciones laborales tipificadas como muy 
graves en los apartados 12, 13 y 13 bis del art. 8 TRLISOS, debe resaltarse que todas 
ellas, además de a la multa prevista en el art. 40.1.c) TRILSOS1358, darán lugar a las 
siguientes sanciones accesorias: “a) la perdida automática de las ayudas, bonificaciones 
y, en general, de los beneficios derivados de la aplicación de los programas de empleo, 
con efectos desde la fecha en que se cometió la infracción y b) exclusión automática del 
acceso a tales beneficios durante seis meses (art. 46 bis.1 TRLISOS). No obstante, las 
infracciones previstas en el caso de las infracciones muy graves tipificadas en el art. 8.12 
TRLISOS referidas a supuestos de discriminación directa o indirecta por razón de sexo, 
las sanciones accesorias podrán ser sustituidas por la elaboración de un plan de igualdad 
en la empresa si así se determina por la autoridad laboral competente previa solicitud de 
la empresa (art. 46.bis.2 TRLISOS en redacción que también procede de la LO 3/2007. 
 
Además de las infracciones y sanciones de los empresarios hay que aludir que los 
trabajadores también pueden incumplir en materia de tiempo de trabajo1359. Puede ser 
sancionado por la dirección de las empresas de acuerdo con la graduación de faltas y 
sanciones que se establezcan en las disposiciones legales o en el convenio colectivo, de 
acuerdo a lo que se dispone en el art. 58 ET. En el caso de que se traten de faltas graves 
o muy graves deberán ser comunicadas al trabajador por escrito indicando la fecha y 
                                                          
1357 Sempere Navarro, A. (coordinador), Comentarios a la Ley de Infracciones y Sanciones en el Orden 
Social, Thomson Aranzadi, 2003, pág. 131. 
1358 El art. 40.1.c) TRLISOS prevé, para las infracciones muy graves en materia de relaciones laborales una 
multa, que en su grado mínimo oscilará entre 6251 y 25000 euros, en su grado medio, entre 25001 y 100005 
euros, y en su grado máximo, entre 100006 y 187515 euros. 
1359 Sobre los sujetos responsables de las infracciones en el orden social es interesante destacar el estudio 
de Meléndez Morillo-Velarde, L., “Los sujetos responsables en la Ley de Infracciones y Sanciones en el 
Orden Social”, en Revista del Ministerio de Trabajo e Inmigración, nº 78, págs. 93-120. La autora destaca 
los distintos cambios que se han producido en la materia tanto en el aspecto cuantitativo como cualitativo, 
cambios que han ido ampliando el abanico de las infracciones y al tiempo el de los posibles responsables. 
Identifica los sujetos responsables y detalla los distintos ámbitos en que puede generarse responsabilidad, 




hechos que la motivan. En todo caso, la sanción nunca puede consistir en una reducción 
de vacaciones u otros derechos de descanso y multa. También puede extinguírsele el 
contrato de trabajo basándose en causas objetivas por faltas de asistencia al trabajo, aún 
justificadas, cuando concurra alguno de estos dos supuestos: a) que las faltas alcancen el 
20% de las jornadas hábiles en 2 meses consecutivos siempre que el total de faltas de 
asistencia en los 12 meses anteriores alcance el 5% de las jornadas hábiles; y b) que las 
faltas alcancen el 25% en 4 meses discontinuos dentro de un periodo de 12 meses. En 
todo caso, a estos efectos no se computan las ausencias debidas a: huelga legal por el 
tiempo de duración de la misma, el ejercicio de actividades de representación legal de los 
trabajadores, el accidente de trabajo, la maternidad, riesgo durante el embarazo y 
lactancia, las enfermedades causadas por embarazo, parto o lactancia, la paternidad, las 
licencias o vacaciones, la enfermedad o accidente no laboral, cuando la baja haya sido 
acordada por los servicios sanitarios oficiales y tenga una duración de más de 20 días 
consecutivos, la situación física o psicológica derivada de violencia de género, acreditada 
por los servicios sociales de atención o servicios de salud, ni el tratamiento médico de 
cáncer o enfermedad grave. Y, por último, el trabajador puede ser despedido 
disciplinariamente en caso de incumplimiento contractual consistente en faltas repetidas 
o injustificadas de asistencia o puntualidad al trabajo siempre que constituyan un 
incumplimiento grave y culpable del trabajador1360. En todo caso, los arts. 53.4 y 55 ET 
declaran nula la extinción del contrato y el despido de los trabajadores que hayan 
solicitado o estén disfrutando una reducción de jornada por guarda legal o cuidado de un 
familiar, salvo que se declare su procedencia por motivos no relacionados con el ejercicio 
del derecho a la reducción1361. Se trata de una nulidad objetiva, distinta de la nulidad por 
causa de discriminación y que actúa al margen de que existan o no indicios de tratamiento 
discriminatorio o, incluso, de que concurra o no un móvil de discriminación1362. 
 
En cuanto a las infracciones cometidas por el trabajador en materia de permisos son 
las ausencias al trabajo sin causa justificada, con justificante falso o sin preaviso. En este 
caso pueden ser objeto de procedimientos disciplinarios, e incluso de despido 
                                                          
1360 Sentencias del TSJ País Vasco de 12 de mayo de 2009 (Rec. 641/2009), y del TSJ Valencia de 22 de 
julio de 2008 (Rec. 1918/2008). 
1361 Así ha sido resuelto en varias sentencias: STS de Castilla y León de 5 de enero de 2010 (Rec. 
1914/2009), STSJ Galicia de 9 de diciembre de 2010 (Rec. 3916/2010) y STSJ Galicia de 18 de octubre de 
2010 (Rec. 2089/2010). 




disciplinario por faltas repetidas e injustificadas de asistencia o puntualidad al trabajo o 
por circunstancias objetivas. También es objeto de incumplimiento el rechazo por parte 
del trabajador a la propuesta empresarial de vacaciones sin plantear judicialmente la 
fijación de la fecha, y acudiendo a la vía de hecho para su disfrute se considera 
desobediencia grave y culpable, que puede dar lugar a despido disciplinario1363.  
 
3. Mecanismos jurisdiccionales de exigencia y aplicación de las reglas de tiempo 
de trabajo  
 
El ámbito de las relaciones laborales constituye uno de los sectores de la sociedad en 
los cuales puede apreciarse con mayor intensidad la aparición de conflictos, lo cual hace 
sumamente conveniente la implantación de mecanismos adecuados para su resolución. 
En tal sentido vale la pena hacer una primera referencia a los mecanismos extrajudiciales 
de conflictos en el ámbito laboral. El ET ha desarrollado a través del art. 83 las 
condiciones que permiten a las organizaciones empresariales y sindicales la creación de 
medios extrajudiciales de solución de conflictos a través de los correspondientes 
acuerdos. La figura de estos instrumentos de solución extrajudicial de conflictos laborales 
se erige como la posibilidad de reconstruir la armonía alterada en el seno de las relaciones 
profesionales a resolver de la manera más eficaz posible por los cauces más adecuados y 
por los propios sujetos implicados en el conflicto. La propia Ley Reguladora de la 
Jurisdicción Social supuso un nuevo impulso a estos medios, pues los fomenta y 
menciona en diferentes artículos en numerosas ocasiones, siempre con el objeto de 
agilizar la tramitación procesal, a diferencia de la vieja Ley de Procedimiento Laboral, 
que apenas establecía menciones al respecto1364.  
 
Los procedimientos de solución extrajudicial consisten básicamente en la 
conciliación, la mediación y el arbitraje. El sistema español conoce las tres fórmulas 
señaladas aun cuando lo hace en modos muy variados y asignando a cada una un papel 
claramente diferenciado. No es este el momento más apropiado para hacer una exposición 
completa de esos distintos medios extrajudiciales. Es suficiente con poner de relieve que 
                                                          
1363 En este sentido se pronuncian, entre otras, las Sentencias del TSJ Asturias de 23 de marzo de 2007 (Rec. 
4246/2006), del TSJ Cataluña de 4 de julio de 2007 (Rec. 2837/2007) y del TSJ Castilla- León (Valladolid) 
de 22 de noviembre de 2006 (Rec. 1875/2006). 
1364 Véase Montoya Melgar, A., Galiana Moreno, J.M., Sempere Navarro, A.V., Ríos Salmerón, B., Cavas 




la legislación procesal laboral los ha conectado con el proceso, que es el terreno en el que 
aquí vamos a detenernos1365. En efecto, la LRJS impone a las partes, tanto para los 
conflictos individuales como para los colectivos, y como verdadero requisito preprocesal 
de obligado cumplimiento para tener acceso a los tribunales laborales, el cumplimiento 
de un trámite conciliatorio ante un servicio público administrativo integrado por 
funcionarios de carrera, tal y como establece el art. 63 LRJS, de acuerdo con el cual “será 
requisito previo para la tramitación del proceso el intento de conciliación o, en su caso, 
de mediación ante el servicio administrativo correspondiente o ante el órgano que asuma 
estas funciones que podrá constituirse mediante los acuerdos interprofesionales o los 
convenios colectivos a los que se refiere el art. 83 ET, así como mediante los acuerdos de 
interés profesional a los que se refieren el art. 13 y el apartado 1 del art. 18 de la Ley del 
Estatuto del trabajo autónomo”. 
 
En todo caso, se fijan una serie de excepciones en virtud básicamente de la urgencia 
de las actuaciones. Así, de acuerdo con el art. 63 LRJS quedan al margen del requisito de 
intento de conciliación o, en su caso, de mediación “los procesos que exijan la 
reclamación previa en vía administrativa u otra forma de agotamiento de la misma, en su 
caso, los que versen sobre Seguridad Social, los relativos a la impugnación del despido 
colectivo por los representantes de los trabajadores, disfrute del periodo de vacaciones y 
a materia electoral, movilidad geográfica, modificación sustancial de las condiciones de 
trabajo, suspensión del contrato y reducción de jornadas por causas económicas, técnicas, 
organizativas o de producción o derivadas de fuerza mayor, derechos de conciliación de 
la vida personal, familiar y laboral a los que se refiere el art. 139, los iniciados de oficio, 
los de impugnación de convenios colectivos, los de impugnación de los estatutos de los 
sindicatos o de su modificación, los de tutela de los derechos fundamentales y libertades 
públicas, los procesos de anulación de laudos arbitrales, los de impugnación de acuerdos 
                                                          
1365 Tras repetidos intentos de crear instituciones voluntarias de solución de conflictos colectivos (Acuerdo 
Básico Interconfederal, 1979, Acuerdo Marco Interconfederal, 1980, Acuerdo Interconfederal, 1983, 
Acuerdo Económico y Social, 1984), el Acuerdo Interconfederal de 25 de enero de 1996 sobre Solución 
Extrajudicial de Conflictos Colectivos (ASEC) estableció un sistema de mediación y arbitraje para la 
solución de conflictos de ámbito superior a la Comunidad Autónoma, sistema continuado hoy por el V 
Acuerdo sobre Solución Autónoma de Conflictos (ASAC V, 2012-2016). En ámbitos autonómicos existen 
asimismo acuerdos reguladores de procedimientos similares; y los Consejos de Relaciones Laborales de 





de conciliaciones, de mediaciones y de transacciones, así como aquellos en que se 
ejerciten acciones laborales de protección contra la violencia de género”1366.  
 
En todo caso, lo que ahora interesa explorar es si existen en nuestras normas sobre 
procedimiento laboral cauces apropiados para la defensa jurisdiccional de los derechos 
relativos a tiempo de trabajo y descansos. Realmente, un recorrido por la actual regulación 
de los procesos laborales nos pone de relieve que son muy escasas las previsiones 
específicas sobre esas materias. Tan sólo podemos encontrar una modalidad procesal 
dedicada a la fijación de la fecha de vacaciones, una modalidad procesal en la que pueden 
ventilarse las controversias surgidas a propósito de una decisión empresarial de reducción 
de jornada o de modificación sustancial de la jornada de trabajo, y una modalidad procesal 
para atender demandas relativas a conciliación de la vida laboral y familiar. Por lo tanto, 
para el resto de cuestiones que pudieran presentarse en relación con tiempo de trabajo o 
descansos habrá que acudir al procedimiento laboral ordinario. Este proceso ordinario 
aparece regulado en el Capítulo II, del Título I del Libro II.  
 
 De acuerdo con lo dicho, los procesos especiales que pueden albergar la materia de 
tiempo de trabajo es el que se regula en el Capítulo V, del Título I del Libro II, bajo la 
denominación “vacaciones, materia electoral, movilidad geográfica, modificaciones 
sustanciales de condiciones de trabajo y derechos de conciliación de la vida personal, 
familiar y laboral reconocidos legal o convencionalmente”1367. Característica común a 
todos ellos es la no exigencia del trámite previo de conciliación o mediante como 
condición de admisibilidad de la demanda. Se entiende, pues, que son procesos rápidos y 
expeditivos, con el fin de solventar pronto la correspondiente duda o controversia. Como 
se ha aludido en el anterior apartado, puede que el empresario puede haya cometido 
alguna infracción tipificada en el art. 8.12 LISOS (discriminación directa o indirecta por 
diversas causas) en relación con el tiempo de trabajo, en cuyo caso el procedimiento que 
                                                          
1366 La razón de exceptuar del intento conciliador a estos procesos se debe en unos casos a la exigencia de 
un trámite vía administrativa previa que suple la conciliación y es incompatible con ella, en otros casos y 
aquí se incluye los que tienen que ver con vacaciones, modificaciones sustanciales, conciliación de la vida 
laboral, personal y familiar, la razón de exceptuar el intento conciliador es por el carácter urgente y 
preferente de dichos procesos. En este sentido, Montoya Melgar, A., Galiana Moreno, J.M., Sempere 
Navarro, A.V., Ríos Salmerón, B., Cavas Martínez, F., Luján Alcaraz, J., Curso de Procedimiento Laboral, 
Tecnos, Madrid, 2016, pág. 132. 
1367 Al respecto, Montoya Melgar, A., Galiana Moreno, J.M., Sempere Navarro, A.V., Ríos Salmerón, B., 





habría que seguir será el proceso especial de tutela de los derechos fundamentales y 
libertades públicas regulado en el Capítulo XI del Título II, arts. 177-184 LRJS. 
 
Respecto al proceso especial de vacaciones, el art. 38.2 ET atribuye a la “jurisdicción 
competente”, esto es, a la Social, conforme a la LRJS artículos 1 y 2.a), la fijación de “la 
fecha que para el disfrute de las vacaciones corresponda (…) en caso de desacuerdo entre 
las partes”, trabajador individual o plural y empresarios. Si el convenio colectivo ha 
“planificado” las vacaciones, el convenio es lo que debe aplicar el juez y, en defecto de 
éste, lo que, de las costumbres profesionales, incluidos los usos de la empresa, resulte. 
Limitado exclusivamente a la fijación individual de la fecha de disfrute de las 
vacaciones1368. La LRJS en su art. 125 somete este proceso especial a las siguientes reglas. 
En primer lugar, el trabajador en el plazo de veinte días, puede demandar cuando la fecha 
del disfrute ha sido fijada a tenor de las normas generales contenidas en el convenio 
colectivo1369 o acuerdo entre el empresario y los representantes de los trabajadores o 
unilateralmente por aquél, el plazo (de caducidad, seguramente) empieza a contar a partir 
del día en que el trabajador tiene conocimiento de aquella fecha. En segundo lugar, si no 
hubiera señalamiento de la fecha, la demanda debe presentarse con dos meses de 
antelación a la del disfrute pretendida por el trabajador. En tercer lugar, no se interrumpe 
el procedimiento, una vez iniciado, si durante el mismo se produce la fijación de la fecha 
de disfrute de las vacaciones. Y, por último, el posible debate sobre preferencias en cuanto 
a las fechas de disfrute de determinados trabajadores conduce a que en tal caso éstos 
también deben ser condenados. El art. 38.2 ET dice que “el procedimiento será sumario 
y preferente”, por su parte, el art. 126 LRJS, tras insistir sobre ello, precisa en qué 
consisten estos caracteres: el juicio ha de señalarse dentro de los cinco días siguientes a 
                                                          
1368 STS 29 de marzo de 1995, Rec. 2223/1994 (RJ 1995/2348) y 17 de febrero de 1995, Rec. 1987/1994) 
(RJ 1995/1161); en cualquiera otros supuestos el proceso es ordinario (o uno de los colectivos en su caso) 
Era doctrina firme de la Sala 5ª del extinto Tribunal Central de Trabajo, que “las reglas o pautas generales 
de vacaciones que afecten a toda la plantilla (…) o a un sector de la misma” podían plantearse como 
conflicto colectivo; tesis actualmente válida y que sigue STS de 29 de abril de 1992, Rec. 1801/1991 (RJ 
1992/2685) en supuesto de impugnación del calendario general de vacaciones de la empresa. 
1369 En cuanto al plazo para demandar, la Ley distingue dos supuestos: a) que la falta de disfrute de las 
vacaciones “esté precisada en convenio colectivo, o por acuerdo entre el empresario y los representantes de 
los trabajadores, o hubiera sido fijada unilateralmente por aquél”, en cuyo caso el trabajador dispone de un 
plazo de veinte días (hábiles, de conformidad con el art. 185.1 LOPJ), “a partir del día en que tuviera 
conocimiento de dicha fecha” (Art. 125.a) LRJS); b) que “no estuviera señalada la fecha de disfrute de las 
vacaciones”, supuesto en el que la demanda (que, en tal caso, versará sobre la pretensión de fijación de una 
fecha concreta para el trabajador o trabajadores accionantes) deberá plantearse al menos con dos meses de 
antelación sobre la fecha pretendida, que es cuando el trabajador debió conocer, de conformidad con el art. 
38 ET, la fecha de sus vacaciones (art. 125.b) LRJS). En este caso, la fijación por el empresario de la fecha 




la admisión de la demanda, y la sentencia debe dictarse dentro de los tres días siguientes 
al juicio. A efectos de reparto y admisión la demanda de vacaciones es preferente en 
turno, dejando a salvo la “preferencia absoluta”1370 de los procesos sobre tutela de la 
libertad sindical y conflicto colectivo (LRJS art. 159). En todo caso, la sentencia que se 
dicte no es recurrible [arts. 38.2 ET y 191.2. b) LRJS], salvo falta esencial del 
procedimiento, en cuyo caso procederá el recurso de suplicación, siempre que la potestad 
se hubiera formulado en tiempo y forma y se produjera indefensión [art. 191.3. d) LRJS], 
sin que, en tal caso, el recurso pueda abordar el fondo del pronunciamiento, sino 
exclusivamente el quebrantamiento de forma. No obstante, si en el proceso de vacaciones 
se alega vulneración de un derecho fundamental, aun tramitado el asunto por este 
específico cauce procesal, conforme al art. 184 LRJS, cabría posterior recurso, por la 
aplicación de las reglas que rigen este otro proceso especial. Y, en todo caso, firme la 
sentencia en la jurisdicción ordinaria, siempre cabe el recurso de amparo ante el TC.  
 
Puede también darse el caso que el empresario infrinja alguno de los derechos de 
conciliación de la vida personal, familiar y laboral reconocidos legal o 
convencionalmente, en caso, el proceso que se ha de seguir es el que se encuentra en la 
Sección 5ª del Capítulo V, bajo la denominación “Derechos de conciliación de la vida 
personal, familiar y laboral reconocidos legal o convencionalmente”1371. Pese a la 
                                                          
1370 Consecuencias de la configuración como urgente son la exceptuación de los requisitos de conciliación 
y reclamación previas (arts. 64.1y 70 LRJS, respectivamente), así como la brevedad de los plazos 
procesales. Por lo que afecta a esta segunda, destaca, de una parte, el señalamiento del acto de la vista, en 
el que las partes han de aportar los oportunos medios de prueba, dentro del plazo de cinco días siguientes a 
la admisión de la demanda con lo que se reduce a la mitad el plazo previsto en el art. 82.1 LRJS. 
Ciertamente, el señalamiento de la vista en tan breve plazo puede restar eficacia a las citaciones, lo que 
recomienda que entre citación y acto de juicio medie un plazo de dos días, en una aplicación analógica de 
lo previsto en el art. 181.1 LRJS para el proceso de tutela de los derechos fundamentales, que es el proceso 
de tramitación más urgente. Finalmente, de la urgencia del procedimiento se deriva asimismo que los días 
del mes de agosto sean hábiles a efectos de actuaciones judiciales (art. 43.4 LRJS y 183 LOPJ). 
1371 La anterior denominación era “permisos por lactancia y reducción de jornada por motivos familiares”. 
Tras la LRJS el vigente art. 139 incorpora doctrina constitucional sobre la materia (STC 3/2007 de 15 de 
febrero, sobre denegación de reducción de jornada, y STC 26/2011, de 11 abril, sobre denegación de un 
trabajador de su adscripción a horario nocturno para su efectiva participación en el cuidado de hijos 
menores), conforme a la cual la dimensión constitucional de todas las medidas tendentes a facilitar la 
compatibilidad de la vida laboral y familiar de los trabajadores, tanto desde la perspectiva del derecho a la 
no discriminación por razón de sexo (art. 14 CE) de las mujeres trabajadoras, cuanto desde la del mandato 
de protección a la familia y la infancia (art. 39 CE) y, más concretamente, las contempladas en el actual art. 
37.6 y 7 ET, prevalece y sirve de orientación para la solución de cualquier duda interpretativa, dado que 
dicho artículo no precisa la forma de concreción horaria de la reducción de jornada, ni establece si en su 
determinación deben prevalecer los criterios y las necesidades del trabajador o las exigencias organizativas 
de la empresa, habrán de ponderarse las circunstancias concurrentes a fin de compatibilizar los diferentes 
intereses en juego. Se intentaba corregir algunas de interpretaciones restrictivas del TSJ avaladas por el TS. 
Al tiempo que se ampliaba su ámbito de aplicación, a efectos de garantizar la efectividad de las medidas 




omisión del precepto, la modalidad procesal prevista en el art. 139 LRJS es la adecuada 
para resolver los conflictos que se planteen en materia de reordenación del tiempo de 
trabajo, en los términos previstos en el ET, de las “personas que hayan sufrido daños 
físicos y/o psíquicos” por actos terroristas, incluyendo a su cónyuge o pareja de hecho 
(durante al menos dos años anteriores) y los hijos, tanto de los heridos como de los 
fallecidos. Ello requiere el previo reconocimiento del Ministerio del Interior o la 
existencia de sentencia judicial firme en la que se reconozca tal condición (arts. 5 y 33 
Ley 29/2011, de reconocimiento y protección integral a las víctimas del terrorismo y art. 
37.8 ET, en la redacción que dio a estos preceptos la Disposición Final 15ª de la Ley 
3/2012, de medidas urgentes para la reforma del mercado de trabajo, recogida hoy en la 
Disposición Adicional 14ª ET)1372. 
 
De tal manera que esta modalidad procesal viene a instrumentar el cauce procesal a 
través del cual resolver las controversias surgidas en torno a la reordenación del tiempo 
de trabajo derivada de situaciones de violencia (de género o por actos terroristas) y, más 
concretamente, a la concreción horaria y la determinación del periodo de disfrute en los 
permisos por lactancia y por reducción de jornada por motivos familiares. Derechos que, 
en este último caso, se reconocen a los trabajadores de ambos sexos por el art. 37.4 y 6 
ET, y que han sido ampliados al supuesto de concurrencia de circunstancias excepcionales 
durante el parto, a través de un nuevo número, el 5 (anterior 4 bis) del artículo 37 ET, que 
se añadirá por la Disposición Adicional 8ª 1 de la Ley 12/2001, de 9 de julio, referido a 
los supuestos de nacimientos de hijos prematuros o que, por cualquier causa, deban 
permanecer hospitalizados a continuación del parto, que reconoce el derecho a ausentarse 
del trabajo durante una hora o a reducir la jornada de trabajo hasta un máximo de dos 
horas, con la disminución proporcional del salario, así como al caso de reducción de la 
jornada de trabajo y disminución proporcional del salario de, al menos, la mitad de su 
duración, para el cuidado, durante la hospitalización y tratamiento continuado, del menor 
a su cargo afectado por cáncer o cualquier otra enfermedad grave, que implique ingreso 
                                                          
atender a conflictos cada vez más frecuentes. De manera que la última reforma modifica la denominación 
de la Sección citada.  
1372 Tudela Cambronero, G., “Modalidades Procesales: organización empresarial, vacaciones, clasificación 
profesional y derechos de conciliación”, en Lecciones de Jurisdicción Social, Valencia, Tirant lo Blanch, 




hospitalario de larga duración y requiera la necesidad de su cuidado directo, continuo y 
permanente1373.  
 
De la existencia de este precepto cabe deducir, en plano sustantivo, que pese a lo que 
pudiera parecer, el derecho del trabajador al disfrute de los derechos señalados no es 
absoluto o incondicionado en lo que afecta a la elección de sus fechas, ni de ejercicio 
inmediato con su sola solicitud. Muy al contrario, la existencia de discrepancias entre 
empresario y trabajador obliga al trabajador a plantear la oportuna demanda ante el órgano 
judicial precisamente a través de este cauce procesal1374. El objeto del proceso no es tanto 
el derecho del trabajador a las medidas de conciliación, en el plural y heterogéneo 
contenido analizado, cuanto su efectividad1375. Este proceso se configura como urgente y 
de tramitación preferente1376. De acuerdo con su configuración como urgente es el hecho 
de que el acto de la vista deba señalarse dentro de los cinco días siguientes al de la 
admisión de la demanda y que la sentencia deba dictarse en el plazo de tres días1377. En 
ambos casos, se trata de plazos más breves que los previstos para el proceso ordinario 
(diez días para el acto de juicio y cinco días para dictar sentencia, conforme a los arts. 82 
y 97 LRJS respectivamente.  
 
La preferencia en la tramitación se traduce en que, salvo los procedimientos en 
materia de tutela de los derechos fundamentales y libertades públicas (art. 177 LRJS) y 
los de conflictos colectivos (art. 157 LRJS), el despacho de estas materias ha de hacerse 
con preferencia sobre cualesquiera otras. No obstante, esta modalidad procesal concurre, 
al margen las señaladas, con otros procedimientos que se configuran igualmente como 
                                                          
1373 Montoya Melgar, A., Galiana Moreno, J.M., Sempere Navarro, A.V., Ríos Salmerón, B., Cavas 
Martínez, F., Luján Alcaraz, J., Curso de Procedimiento Laboral, Tecnos, Madrid, 2016, págs. 245-247. 
1374 Ídem. Pág. 246, los autores manifiestan al respecto que “la actual redacción del art. 139 LRJS es 
completamente diáfana, lo que el trabajador presenta es una propuesta. En todo caso, como doctrinalmente 
se ha puesto de relieve (Cruz Villalón), corresponde al empresario probar el perjuicio que para la empresa 
supone la concreción horaria o la determinación del periodo de disfrute efectuados por el trabajador”. 
1375 Tudela Cambronero, G., “Modalidades Procesales: organización empresarial, vacaciones, clasificación 
profesional y derechos de conciliación”, en Lecciones de Jurisdicción Social, Valencia, Tirant lo Blanch, 
2016, pág. 347. 
1376 Con anterioridad a la última reforma se exigía el trámite de conciliación previa (art. 64.1 LRJS) o de 
reclamación administrativa previa (art. 70.1 LRJS) al proceso, de los que, como ocurre actualmente, debía 
ser excluido, según criterio doctrinal compartido, por compadecerse mal con su caracterización de urgente, 
además de incoherente con la regulación de algina otra modalidad procesal, como la del art. 138 de la 
entonces LPL, lo que ahondaba en la necesidad de neutralizar la exigencia de conciliación y reclamación 
previas tan negligentemente mantenidas, sin duda por razones de precipitación legislativa y la deficiente 
técnica neutralizada, motivos hoy superados. 




preferentes, como es el caso del procedimiento de vacaciones ya visto. La sentencia es 
firme una vez dictada en instancia, sin que quepa contra ella recurso de suplicación1378, 
con la salvedad de que, acumulada a la demanda la acción de daños y perjuicios causados 
al trabajador por la negativa empresarial o por la demora en la implantación efectiva de 
la medida, esta importara una cuantía que permitiera tal recurso, en cuyo caso, y mientras 
se sustancia, el pronunciamiento de la sentencia sobre las medidas de conciliación tiene 
carácter ejecutivo. Hay que suponer que, de ser estimatoria de la pretensión, el Juez 
declarará el derecho al disfrute del derecho por parte del trabajador, obligando al 
empresario a su concesión. En tales casos, la negativa del empresario a su cumplimiento 
carecerá de efectos, pues el trabajador dispone de una resolución judicial que avala su 
derecho y le ampara frente a la orden contraria del empresario.  
 
También, respecto a los procedimientos procesales sobre tiempo de trabajo hay que 
aludir al regulado en el art. 138 LRJS, que completa la Sección 4ª del Capítulo V del 
Título II de dicha norma, regula dentro de las modalidades procesales especiales entre 
otras, las modificaciones sustanciales de condiciones de trabajo y suspensión del contrato 
o reducción de jornada por causas económicas, técnicas, organizativas o de producción o 
derivadas de fuerza mayor1379 . Se trata de un proceso de carácter individual que resuelve 
las pretensiones de los trabajadores de reclamación frente a las decisiones empresariales 
en materia de entre otros aspectos, modificaciones sustanciales individuales o colectivas 
(art. 41 ET) y suspensiones o reducciones de jornada por causas económicas, técnicas, 
organizativas o de producción o de fuerza mayor (art. 47 ET). El carácter individual o 
colectivo en el caso de modificaciones sustanciales, determina el procedimiento para su 
adopción, afecta en el ámbito procesa y en todos los supuestos señalados tanto a los 
sujetos legitimados para actuar procesalmente como al propio proceso a seguir para su 
impugnación. Los de carácter individual se inician mediante la demanda de los 
trabajadores a través del procedimiento del art. 138 LRJS; los de carácter colectivo se 
tramitan por el proceso de conflicto colectivo (arts. 153 y ss. LRJS), sin perjuicio de su 
posible impugnación individual por el trabajador disconforme con la medida empresarial 
adoptada. Esto es, el objeto del proceso es reclamar los presuntos comportamientos 
ilícitos del empresario en esta clase de decisiones organizativas de entender los 
                                                          
1378 STS de 5 de noviembre de 2003 (Rec. 4856/2002). 
1379 Modificándose por Ley 3/2012 la rúbrica original para incorporar al objeto del proceso la suspensión o 
reducción de jornada por causas económicas, técnicas, organizativas o de producción, cuyo reformado 




trabajadores que se han incumplido los requisitos formales o materiales aplicables, sin 
excluir las medidas adoptadas por el empleador fuera del marco de los preceptos 
sustantivos referidos, que introduce ahora expresamente las normas procesales para 
corregir jurisprudencia anterior que remitía tales supuestos al proceso ordinario1380 así 
como la valoración de la elección de los trabajadores afectados por aquellas decisiones.  
 
Esta modalidad procesal procede cuando el trabajador directamente afectado por una 
modificación sustancial de condiciones de trabajo o una suspensión o reducción de 
jornada, entre otras, tanto individuales como colectivas, y acordadas o no con la 
representación legal de los trabajadores cuando corresponda ese trámite participativo, se 
muestra disconforme con la medida. De discutirse su carácter discriminatorio o lesivo de 
derechos fundamentales, la utilización de este cauce procesal no evita la aplicación de las 
reglas y garantías previstas en el proceso de tutela de los derechos fundamentales y 
libertades públicas, incluida la citación del Ministerio Fiscal (arts. 178.2 y 184 LRJS). 
Además de la modalidad procesal aludida, cabe sumar, en su caso, el proceso de conflicto 
colectivo iniciado por sujetos colectivos legitimados, excluido siempre el trabajador; sin 
perjuicio de suspender este segundo proceso la tramitación del individual hasta que 
recaiga sentencia firme (art. 139.4 LRJS). El procedimiento de suspensiones y 
reducciones de jornada sigue un procedimiento colectivo, cualquiera que sea el número 
de trabajadores afectados, en el caso de modificación sustancial de condiciones de trabajo 
habrá que estar pendientes de los topes numéricos y temporales previstas, para determinar 
si el proceso judicial puede ser colectivo o en caso contrario, individual.  
 
Por otro lado, si la decisión empresarial no se adoptó de modo unilateral sino por 
acuerdo con el órgano representativo, cabe impugnar directamente el acuerdo colectivo a 
través del mismo proceso de conflicto colectivo, de nuevo iniciado por sujetos colectivos, 
no por el trabajador, al que cabe la sola vía individual del art. 138 LRJS, aun cuando la 
revisión judicial en ambos casos se ve afectada por la presunción de concurrencia de causa 
que limita el objeto de debate procesal al respecto a la sola existencia de fraude, dolo, 
coacción o abuso de derecho en la conclusión del acuerdo. Si la decisión empresarial es 
resultado de laudo arbitral alcanzado en el correspondiente mecanismo de solución 
extrajudicial de conflictos previsto en convenio colectivo, el cauce colectivo que procede, 
                                                          





sin perjuicio del individual de los trabajadores, es el de impugnación de convenios 
colectivos (arts. 163 y ss. LRJS, en relación con el art. 91 ET). Ahora serían legitimados 
las representaciones colectivas, los terceros perjudicados si alegan lesividad y la propia 
autoridad laboral. En caso de concurso, la reclamación de estas decisiones modificativas 
o suspensivas seguirán las reglas concursales y se ventilarán ante el Juez de lo Mercantil 
(art. 57 ET), sin perjuicio de que, de recurrirse en suplicación, terminen llegando 
finalmente a la jurisdicción social (art. 191.4. b) LRJS). Por su parte, el concreto supuesto 
de inaplicación en la empresa de condiciones pactadas en convenio colectivo que regula 
el art. 82.3 ET, antes prevista en el art. 41 ET, en tanto requiere una negociación dirigida 
a concluir un acuerdo de descuelgue del convenio aplicable, hace incongruente la apertura 
de una vía de impugnación individual que la normativa precedente permitía discutir y que 
la nueva colocación sistemática de la figura ahora elude.  
 
La pluralidad de procedimientos utilizables y sujetos legitimados para impugnar 
puede determinar un solapamiento de procesos que se resuelve con reglas estrictas que 
eviten los conflictos entre unos y otros cauces procesales. Básicamente, las mismas se 
concretan en que para el caso de que coincidan temporalmente proceso individual y 
proceso de conflicto colectivo, de haberse iniciado con anterioridad el individual, este 
último se suspenderá hasta la resolución de la demanda de conflicto colectivo (art. 41.5 
ET y 138 LRJS). Ello supone, sin duda, una limitación al ejercicio de la acción individual 
por parte del trabajador afectado por la decisión empresarial, que encuentra su sola 
justificación en la preferencia otorgada por el legislador a la finalidad de uniformización 
de la resolución judicial, reformando el efecto de cosa juzgada de la sentencia colectiva 
respecto de la individual1381. No obstante, el proceso individual no se interrumpirá 
cuando, una vez iniciado, se concluya el acuerdo entre empresario y los representantes de 
los trabajadores (art. 138.4. 2º LRJS)1382.  
                                                          
1381 Sobre el efecto de cosa juzgada sobre el proceso individual, pueden verse, entre otras, las SSTS de 5 de 
octubre de 2000, Rec. 3138/1998, de 20 de febrero de 2002, Rec. 2235/2001 y 31 de enero de 2007, Rec. 
1481/2005,señalando que la sentencia firme que haya puesto fin al proceso colectivo vinculará al órgano 
judicial de un proceso posterior cuando en este aparezca como antecedente lógico de lo que sea su objeto, 
si los litigantes en ambos procesos son los mismos o la cosa juzgada se extiende a ellos por disposición 
legal. 
1382 La nueva redacción del art. 184 LRJS que, como se anticipó, remite la impugnación de estas medidas 
cuando se alega ataque a derechos fundamentales a su modalidad específica evita la coincidencia entre 
ambos procedimientos individual y colectivo con el de los arts. 177 y ss., cuya absoluta preferencia llevaba 





Finalmente, el proceso tiene los caracteres de urgencia y tramitación preferente. 
Urgencia y preferencia deducibles de la actual exclusión de los trámites de conciliación 
o reclamación previa (arts. 63, 64, 69 y 70 LRJS), del señalamiento del acto de vista oral 
dentro de los cinco días siguientes a la admisión de la demanda, con la sola salvedad de 
que deba recabarse informe de la Inspección de Trabajo a que se refiere el art. 138.3 
LRJS, así como de la propia ejecutividad de la sentencia que también habrá de dictarse 
en un plazo de cinco fías, rebajando a la mitad el plazo precedente menos garantista de la 
celeridad del procedimiento, igualándose ahora con el previsto para la sentencia citada en 
proceso ordinario (art. 97.1 LRJS). Nuevo reflejo de aquellos rasgos es que la sentencia 
no admite ulterior recurso de tratarse de medidas de carácter individual, no colectivo, 
descartando la actual regulación respecto de la precedente a la firmeza de la sentencia en 
instancia en medidas colectivas por razón del número de trabajadores afectados1383. 
 
Por último, el art. 53.2 CE establece que “cualquier ciudadano podrá recabar la tutela 
de las libertades y derechos reconocidos en el art. 14 y la Sección 1ª del Capítulo II ante 
los Tribunales ordinarios por un procedimiento basado en los principios de preferencia y 
sumariedad y, en su caso, a través del recurso de amparo ante el TC”. La LRJS, como su 
predecesora, incorpora un proceso especial orientado a la tutela de los derechos 
fundamentales ante la Jurisdicción Social (arts. 177 a 184). En principio, la tutela de los 
derechos fundamentales comprendidos en la Sección Primera del Capítulo 2º del Título I 
de la CE, si bien la ley considera necesario mencionar expresamente algunos de los 
derechos concernidos: “cualquier trabajador o sindicato que, invocando un derecho o 
interés legítimo, considere lesionados los derechos de libertad sindical, huelga u otros 
derechos fundamentales o libertades públicas, incluida la prohibición de tratamiento 
discriminatorio y del acoso” (art. 177.1 LRJS). Y ello “cuando la pretensión se suscribe 
en el ámbito de las relaciones jurídicas atribuidas al conocimiento del orden jurisdiccional 
social o en conexión directa con las mismas, incluidas las que se formulen contra terceros 
vinculados al empresario por cualquier título, cuando la vulneración alegada tenga 
conexión directa con la prestación de servicios”. La ley deja abierta la posibilidad de 
                                                          
1383 Valdeolivas García, Y., “Modalidades procesales: organización empresarial: movilidad geográfica, 
modificaciones sustanciales de condiciones de trabajo, suspensión del contrato y reducción de jornada por 
causas económicas, técnicas, organizativas o de producción o derivadas de fuerza mayor”, en Lecciones de 




acceder a este procedimiento de los llamados derechos laborales inespecíficos con 
relevancia iusfundamental1384. 
 
El art. 178.1 LRJS expresa que “el objeto del presente proceso queda limitado al 
conocimiento de la lesión del derecho fundamental o libertad pública, sin posibilidad de 
acumulación con acciones de otra naturaleza o con idéntica pretensión basada en 
fundamentos diversos a la tutela del citado derecho o libertad”1385. Esas expresiones 
legales han conducido al TS a elaborar una tesis restrictiva del ámbito de lo que puede 
ser conocido en el marco de este procedimiento. De este modo, de conformidad con la 
Sentencia de esta Sala de 27 de junio de 20071386, “la doctrina está inspirada en el 
principio de conginación limitada”. De acuerdo con él “lo que delimita esta especial 
pretensión de tutela “es la lesión del contenido esencial del derecho en su configuración 
constitucional o en las normas legales ordinarias”, que regulan el derecho en cuestión. 
Además, el TS afirma que “lo decisivo para la adecuación del procedimiento, no es que 
la pretensión deducida esté correctamente fundada y deba ser estimada, sino que 
formalmente se sustancie como una pretensión de tutela, es decir, que se afirme por el 
demandante la existencia de una violación de un derecho fundamental” y no una 
“infracción simple del ordenamiento jurídico”1387.  
 
Pese al carácter general con que se enuncia el contenido material de este proceso, la 
propia LRJS adopta una postura en cierta medida contradictoria, pues declara que una 
importante serie de pretensiones de impugnación de vulneraciones de derechos 
fundamentales, en relación con materias que son objeto de modalidades procesales 
                                                          
1384 Montoya Melgar, A., Galiana Moreno, J.M., Sempere Navarro, A.V., Ríos Salmerón, B., Cavas 
Martínez, F., Luján Alcaraz, J., Curso de Procedimiento Laboral, Tecnos, Madrid, 2016, págs. 289-299. 
1385 Bien entendido que cuando la tutela del derecho deba necesariamente realizarse a través de las 
correspondientes modalidades procesales de despido y demás causas de extinción del contrato de trabajo, 
modificaciones sustanciales de condiciones de trabajo, las de suspensión del contrato y reducción de 
jornada por causas económicas, técnicas, organizativas o de producción o derivadas de fuerza mayor, 
disfrute de vacaciones, materia electoral, impugnación de estatutos de los sindicatos o de su modificación, 
movilidad geográfica, derechos de conciliación de la vida personal, familiar y laboral, impugnación de 
convenios colectivos y sanciones impuestas por los empresarios a los trabajadores (art. 184 LRJS 
modificado por la Ley 3/2012, de 6 de julio) ,deben aplicarse en ellas, como ya había postulado la doctrina 
(Cruz Villalón, Valdés, Linares, Martínez Emperador, Gárate, Cavas) y advertido el TC en sentencia 
257/2000, de 30 de octubre, en todo lo que afecte a las pretensiones de tutela de derechos fundamentales y 
libertades públicas, las reglas y garantías previstas para la modalidad de tutela, “incluida la citación como 
parte al Ministerio Fiscal”, (art. 178.2 LRJS), Montoya Melgar, A., Galiana Moreno, J.M., Sempere 
Navarro, A.V., Ríos Salmerón, B., Cavas Martínez, F., Luján Alcaraz, J., Curso de Procedimiento Laboral, 
op.cit., pág. 291. 
1386 Sentencia del TS de 27 de junio de 2007 (Rec. 102/2006). 




especiales, deberán ser abordadas judicialmente y resueltas a través de estas modalidades 
procesales, quedando el proceso que examinamos reducido a una función residual1388. Ese 
es el sentido del art. 184 LRJS “las demandas (…) de modificaciones sustanciales de 
condiciones de trabajo, de suspensión del contrato y reducción de jornada, las de disfrute 
de vacaciones (…), las de derechos de conciliación de la vida personal, familiar y laboral 
a las que se refiere el art. 139 y las de sanciones impuestas por el empresario a los 
trabajadores en que se invoque lesión de derechos fundamentales y libertades públicas se 
tramitarán inexcusablemente, con arreglo a la modalidad procesal correspondiente a cada 
una de ellas, dando carácter preferente a dichos procesos y acumulando en ellos, según lo 
dispuesto en el apartado 2 del art. 26, las pretensiones de tutela de derechos fundamentales 
y libertades públicas con las propias de la modalidad procesal respectiva”. Como puede 
verse, cuando se haya de impugnar la vulneración del derecho fundamental por la vía de 
la modalidad procesal correspondiente, queda neutralizada la prohibición de 
acumulación, pudiendo combinare la materia estrictamente constitucional con las propias 
de legalidad ordinaria que se reconducen al proceso especial que se trate. 
 
Habida cuenta de esta modalidad procesal, la sentencia debe dar respuesta a la 
pretensión contenida en la demanda declarando si hay o no lugar al amparo solicitado 
ante la vulneración del derecho fundamental que se trate. La sentencia estimatoria de la 
demanda contiene, al menos, cuatro pronunciamientos (art. 182.1 LRJS), además del que 
corresponda respecto de las medidas cautelares (art. 182.2 LRJS). Además, el nuevo art. 
183 LRJS contiene reglas precisas respecto de la indemnización sobre la que 
obligatoriamente debe pronunciarse la sentencia y que está referida tanto al daño moral 
“unido a la vulneración del derecho fundamental” como a los daños y perjuicios 
adicionales derivados. La indemnización debe “resarcir suficientemente a la víctima” y 
restablecerla “en la medida de lo posible, en la integridad de su situación anterior a la 
lesión”, pero también debe “contribuir a la finalidad de prevenir el daño”. Y, obviamente, 
es compatible con otra u otras que pudieran corresponder al trabajador en el marco de su 
relación laboral. La acción de reparación de estos daños puede plantearse también ante 
órganos de otros órdenes jurisdiccionales. Por eso, a fin de evitar el conocido como 
“peregrinaje de jurisdicciones”, el art. 183.4 LRJS advierte que “cuando se haya 
ejercitado la acción de daños y perjuicios derivada de delito o falta en un procedimiento 
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penal no podrá reiterarse la petición indemnizatoria ante el orden jurisdiccional social, 
mientras no se desista del ejercicio de aquélla o quede sin resolverse por sobreseimiento 
o absolución en resolución penal firme, quedando mientras tanto interrumpido el plazo 
de prescripción de la acción en vía social”. La sentencia desestimatoria de la demanda 
ordenará el levantamiento de la suspensión de la decisión o acto impugnado o de la 
medida cautelar que, en su momento, pudiera haberse acordado. 
 
Todos estos procedimientos especiales mencionados son los que abren la vía judicial 
para tramitar la demanda por vulneración de alguna materia relacionada con el tiempo de 
trabajo, sin perjuicio en todo caso de la oportunidad de uso de medios de solución 
extrajudicial de conflictos y de las posibilidades que pueda brindar supletoriamente el 
proceso laboral ordinario. De tal modo que las que tengan cabida en algún proceso 
especial se tramitarán de acuerdo al mismo, en caso de que se considere que algún aspecto 
relacionado con el tiempo de trabajo ocasiona la vulneración de los derechos 
fundamentales o libertades públicas, habrá que seguir el proceso a tal efecto, y por último, 
si no tiene cabida en ninguno de los mencionados, se tramitará de acuerdo con el proceso 
ordinario.  
 
También puede suceder que el trabajador haya sido despedido disciplinariamente por 
faltas repetidas e injustificadas de asistencia o puntualidad al trabajo (art. 54.2 a) ET), o 
simplemente el empresario haya aludido dichas causas para formalizar el despido. En ese 
caso, se acudirá al procedimiento de impugnación de los despidos disciplinarios que se 
encuentra en los arts. 103 a 113 LRJS, siendo de aplicación supletoria las disposiciones 







1. Los intereses de la ordenación del tiempo de trabajo han variado desde sus inicios, pero 
tanto la duración como la distribución del tiempo de trabajo continúa siendo un problema 
esencial, para los empresarios y los trabajadores. Desde el punto de vista empresarial, la 
cuestión de la jornada de trabajo tiene evidentes repercusiones en relación con los costes 
del factor trabajo y la productividad del mismo. Por lo que se refiere a los trabajadores, 
en la primera fase de la evolución jurídico-laboral la limitación del tiempo de trabajo 
estaba relacionada con la tutela de la capacidad física del trabajador, a medida que ha 
avanzado la limitación de la jornada se ha vinculado más bien al desarrollo integral de su 
persona, mediante la garantía de periodos de descansos adecuados que, además de 
permitir la recuperación, garantizan a los trabajadores tiempo libre suficiente para atender 
su vida privada y familiar. Otro enfoque que se ha dado a la limitación del tiempo de 
trabajo ha sido desde la perspectiva de política de empleo, como medida de reparto de 
trabajo. La defensa de esta teoría se basa en el incremento de la productividad derivado 
del desarrollo tecnológico lo que ha llevado a la amortización un número elevado de 
puestos de trabajo. Los enfoques más recientes sobre la ordenación del tiempo de trabajo 
están relacionados con la conciliación de la vida laboral, personal y familiar y con el 
derecho a la desconexión. El desarrollo de los medios de comunicación y de las 
tecnologías en el ámbito laboral es un arma de doble filo, porque la comunicación 
constante que ofrece la tecnología puede implicar un control exhaustivo del trabajador, 
no permitiendo la “desconexión de la vida laboral”.  
 
2.  La necesidad de limitar la jornada de trabajo surgió como una forma de garantizar la 
seguridad y salud de los trabajadores de los riesgos derivados del cansancio.  La 
limitación de la jornada fue uno de los primeros terrenos al que se ha referido la 
intervención normativa que, con el paso del tiempo se ha convertido en lo que hoy se 
conoce como Derecho del Trabajo. Del mismo modo, mediante la paralela garantía de 
tiempos de descanso diario, semanal o anual, se abría la posibilidad de permitir al 
trabajador su recuperación física. Este primer interés protegido por la disciplina del 
tiempo de trabajo, a pesar de remontarse a la etapa fundacional del ordenamiento laboral, 
no ha perdido vigencia. Son muestra de ello la imposición al legislador de la realización 




(art. 40.2 CE), o el desarrollo que la regulación europea del tiempo de trabajo, igualmente 
vinculada a reglas sobre seguridad y salud. Sin embargo, a inicios de la década de los 80, 
el modelo de producción sufrió un cambio profundo. Ese cambio en el sistema de 
producción determinó un cambio importante sobre la jornada de trabajo. Las empresas 
para atender las exigencias de los clientes necesitan a sus trabajadores de manera no 
regular, lo cual obliga a flexibilizar la jornada de trabajo y a una disponibilidad de 
trabajadores durante periodos amplios de tiempo. En este sentido, las reformas legales 
sobre la jornada que se han venido sucediendo hasta nuestros días tienden a facilitar esas 
exigencias de productividad. En la búsqueda de la flexibilidad necesaria, el tiempo de 
trabajo aparece como una herramienta capaz de proporcionar adaptabilidad. En 
consecuencia, el énfasis sobre el tiempo de trabajo se traslada desde la reducción hacia la 
redistribución. Cabe apuntar que en las primeras fases del desarrollo del sistema jurídico-
laboral prevalecía la organización del trabajo uniforme en el que el problema fundamental 
era cuantitativo. Pero a medida que el sector se ha ido terciarizando, las necesidades 
vinculadas a la utilización flexible del tiempo de trabajo han ido creciendo. La evolución 
de la realidad jurídica muestra que la tendencia en los aspectos cuantitativos de la jornada 
parece estar estancados y que los relacionados con la distribución del tiempo de trabajo 
van adquiriendo mayor importancia. 
 
3. En la regulación estatutaria de 1980 cabe destacar que la ordenación del tiempo de 
trabajo en las normas estatales ocupaba un amplio espacio normativo y la negociación 
colectiva tenía el papel de mejorar las reglas establecidas por las normas legales y/o 
reglamentarias. El principio de norma mínima operaba de este modo en la totalidad de las 
cuestiones relacionadas con la ordenación del tiempo de trabajo. El panorama tras la 
reforma introducida en 1994, cambia, por regla general, aunque siguen existiendo 
mínimos, éstos han rebajado su intensidad. No se trata solo de que algunos se hayan 
reducido desde la perspectiva de la cantidad (como es el caso de los mínimos retributivos 
por horas extraordinarias o por nocturnidad tras la desaparición de los recargos mínimos 
existentes con anterioridad), también han variado su sentido uniformizador al abrirse la 
posibilidad de que se contabilicen de una manera flexible. En este sentido puede 
destacarse la transformación de la jornada de cuarenta horas semanales de promedio en 
cómputo anual, las reglas sobre límites de las horas extraordinarias o respeto a las formas 
para su compensación o la posibilidad de cómputo en periodos más amplios de los 




la autonomía colectiva, es decir, normas tradicionalmente inderogables para los 
convenios o acuerdos colectivos pasan a ser disponibles para ellos. De tal forma, se prevé 
la posibilidad de que la jornada se distribuya irregularmente o se permite que el límite 
tradicional a la prestación diaria de servicios sea objeto de negociación colectiva siempre 
que se respete el descanso entre jornadas, salvo casos sectores o actividades especiales. 
Las posibilidades de los convenios colectivos y de los acuerdos de empresa se han 
incrementado en el intento de que la ordenación del tiempo de trabajo presente un mayor 
margen de flexibilidad y de adaptabilidad a las necesidades de las empresas. Además de 
lo anterior, hay que añadir el papel protagonista de la autonomía individual del empresario 
en relación a la distribución irregular de un porcentaje de la jornada de trabajo a lo largo 
del año.  
 
4. La duración de la jornada ordinaria de acuerdo con la norma legal será fijada por la 
negociación colectiva y/o contrato de trabajo. Sin embargo, en el caso de que no sea así, 
la norma estatutaria prevé que la duración máxima de la jornada ordinaria de trabajo será 
de cuarenta horas semanales de trabajo efectivo en cómputo anual. El módulo por el que 
opta la norma para fijar la duración máxima es el semanal. Sin embargo, a continuación, 
indica la posibilidad del cómputo anual, por lo que en realidad el módulo que se permite 
para fijar la duración y distribución de la jornada ordinaria es el anual. Hasta la reforma 
laboral de 1994, el módulo de cómputo de la jornada máxima era el diario (nueve horas 
al día) y se trataba de un derecho necesario absoluto, tras la mencionada reforma dicho 
módulo deja de ser absoluto y se convierte en relativo, es decir, susceptible de alteración 
por convenio colectivo o acuerdo de empresa. De tal manera, es perfectamente lícito que 
en un día se puedan trabajar más de 9 horas y sean consideradas como ordinarias. En todo 
caso, ha de respetarse el descanso entre jornadas, ya que se trata de un tope indisponible 
para la negociación colectiva, aunque en el caso de ciertas actividades o sectores de 
actividad con jornadas especiales ese tope se reduce. De acuerdo con lo anterior, hay que 
indicar que no hay una única jornada máxima, sino varias que se establecen en función 
de diversos factores, uno de ellos, las unidades de cómputo (día, semana, año), pero 
también en función de la edad, el régimen de horario (nocturno o diurno), o la pertenencia 
a ciertas profesiones o ramas de actividad.  
 
El concepto de tiempo de trabajo ha sido objeto de apreciación en numerosas ocasiones 




efectivo. Es importante y necesario, por lo tanto, tener en cuenta los pronunciamientos 
judiciales al respecto, para saber qué se computa como tiempo de trabajo efectivo pues, 
como regla general, es el que se tiene en cuenta para saber la duración de la jornada 
ordinaria, salvo que mediante convenio colectivo o pacto individual se equiparen como 
tiempo de trabajo efectivo otros tiempos de trabajo (disponibilidad, desplazamientos, 
presencia, guardias, etc). 
 
5. La distribución de los periodos de trabajo se concretan en el horario que determina el 
momento del día en que se han de realizar las horas de trabajo contratadas e indican el 
principio y el fin de la actividad laboral. Éste a su vez será plasmado en el calendario 
laboral que elabore la empresa, aunque sobre esta cuestión los tribunales han mantenido 
diferentes criterios, algunos pronunciamientos judiciales plantean la necesidad de incluir 
los horarios dentro del calendario y otros no. En todo caso, el trabajador deberá conocer 
el horario de trabajo a realizar y tanto la alteración del horario como de la distribución del 
tiempo de trabajo será una modificación sustancial de las condiciones de trabajo. Las 
reformas laborales de los últimos años no han transformado en gran medida el tenor literal 
del art. 34.2 ET, pero sí han influido en la flexibilización del tiempo de trabajo, prueba 
de ello es el porcentaje otorgado al empresario de distribución irregular de la jornada de 
trabajo a lo largo del año en defecto de pacto colectivo.  Actualmente, la regulación 
normativa del tiempo de trabajo se centra en mayor medida en la distribución y no tanto 
en la duración del tiempo de trabajo, con el objetivo de dar capacidad de respuesta 
inmediata a las empresas ante los cambios de la demanda y fluctuaciones del mercado. 
En esta línea se tiende hacia la individualización de los horarios de trabajo, en impulsar 
el contrato a tiempo parcial y en la anualización de la jornada de trabajo, debido a que los 
nuevos modelos productivos provocan que las empresas busquen el mejor 
aprovechamiento del tiempo de trabajo, tratando de evadir las barreras de rigidez en esta 
materia. En tal sentido, el mecanismo principal del que disponía el empresario era el 
recurso a las horas extraordinarias. Actualmente cuenta además con la posibilidad de 
distribuir de manera irregular la jornada de trabajo a lo largo del año, lo que supone una 
medida de flexibilidad bastante importante para adaptarse a los cambios del mercado. 
 
6. Como previamente hemos indicado, las horas extraordinarias son un mecanismo de 
flexibilidad que regula la Ley en materia de duración de jornada. Este mecanismo de 




11/1994 promocionó la utilización de la hora extraordinaria al posibilitar su 
compensación con descanso en lugar de la retribución adicional y al eliminar la limitación 
máxima de 80 horas anuales en caso de que la compensación se produjera en el plazo de 
cuatro meses siguientes a su realización. Igualmente, la realización de horas 
extraordinarias puede establecerse con carácter obligatorio en convenio colectivo, en 
cuyo caso la posibilidad con descanso incorporada por la Ley 11/1994 posibilita la 
distribución irregular de la jornada de trabajo a lo largo del año. La novedad del contrato 
a tiempo parcial es la aparición de las horas complementarias denominadas como de 
aceptación voluntaria por parte del trabajador. Estas horas complementarias no computan 
a efectos de los porcentajes de horas complementarias pactadas, la consecuencia de ello 
es que se podría llegar a dar el caso de que existieran horas complementarias pactadas 
(como máximo el 60% de las ordinarias por convenio colectivo) y de aceptación 
voluntaria (como máximo del 30% de las ordinarias por convenio colectivo). En total se 
podría llegar a realizar hasta un 90% de las horas ordinarias, lo que supone un porcentaje 
bastante alto, pudiendo incluso llegar a exceder la jornada de trabajo de un trabajador a 
tiempo completo comparable.  
 
7. La jornada laboral puede ser alterada (ampliada, reducida o distribuida) a través de la 
modificación sustancial individual de las condiciones de trabajo (art. 41.1.a) ET). La 
decisión modificativa del empresario puede ser unilateral, ya que no supone la imposición 
de un cambio de la modalidad contractual que prohíbe expresamente el art. 12.4.e) ET. 
Sin embargo, el efecto principal es similar ya que, aunque se trate de alteraciones pactadas 
o impuestas de jornada, con ello, se puede reducir la dedicación habitual del trabajador 
aminorando en la misma proporción su salario. La vía modificativa del art. 41 ET carece 
de límite temporal por lo que la decisión puede ser transitoria, o indefinida. Ello supone 
cierta desprotección de los trabajadores cuando los empresarios utilizan esta institución 
para reducir su jornada, pues la medida tiene que ser aceptada por el trabajador 
suponiendo una alteración del vínculo contractual inicial. Parte de la doctrina ha 
destacado que la reforma de 2012 ha incrementado las prerrogativas empresariales en 
materia de modificación sustancial de condiciones de trabajo al reformular las causas 
económicas, técnicas, organizativas o de producción, por ejemplo, que la decisión judicial 
se limitara a comprobar la concurrencia de causa, sin que procesa control alguno sobre 
razonabilidad. O que, bastará con que las causas antes aludidas “estén relacionadas con 




Queda alterada tras la reforma de 2012, la distinción entre las dos clases de 
modificaciones sustanciales que existen, y así, se distinguirá entre una modificación 
individual o colectiva según se superen o no los umbrales a los que hacen referencia tanto 
el art. 40 como el art. 51 ET.  
 
Por otra parte, la modificación del tiempo de trabajo se completa en el ET con lo 
establecido en el art. 47, que habilita para la reducción de jornada y para la suspensión 
contractual por causas económicas, técnicas, organizativas o de producción. En este caso, 
la alteración del tiempo de trabajo es cuantitativa. Se trata de una medida de flexibilidad 
interna por el empresario ante una situación económica crítica que supone una 
disminución temporal de la jornada diaria, semanal, mensual o anual, en un porcentaje 
mínimo y máximo tasado por la Ley. La nota característica de esta medida es su carácter 
temporal. No obstante, el principal problema que se encuentra en el precepto es la 
indeterminación del módulo temporal en el que se puede aplicar la reducción de la jornada 
que provoca en los trabajadores cierta inseguridad jurídica. Aunque tal indeterminación 
debería ser inicial, ya que una vez decidido utilizar este mecanismo legal para hacer frente 
a una situación crítica coyuntural, el periodo de aplicación de la misma debe ser 
concretado para cada uno de los trabajadores afectados. Tal imprecisión permite al 
empresario realizar una previsión inicial del tiempo en el que la aplicación de la reducción 
de la jornada en los trabajadores va a producir efectos favorables en la situación de la 
empresa. 
 
Respecto a la reducción de jornada por cuidado de hijos y familiares se regula en los 
apartados 5 y 6 del art. 37 ET. El art. 37.5 ET contempla dos supuestos. En los dos 
primeros párrafos se regula la reducción de jornada por guarda legal y por cuidado de un 
familiar directo. El trabajador en ese caso tendrá derecho a reducir su jornada entre un 
mínimo de un octavo y un máximo de la mitad. En el tercer párrafo, introducido por la 
Disposición Final 22ª Uno de la Ley 39/2010, de 22 de diciembre, se regula la reducción 
de jornada para el cuidado de menores enfermos de cáncer u otras enfermedades graves. 
La reforma de 2012 a través de la Disposición Final 1ª modificó el permiso de reducción 
de jornada, resultando afectados tanto el apartado 5 como el 6, del art. 37 ET. En relación 
al apartado 5, especificó que la jornada ordinaria sobre la que opera la reducción debe ser 
la jornada “diaria”. Según la interpretación mayoritaria de la doctrina científica, la nueva 




ordinaria”, circunscribiéndola a la diaria y excluyendo la interpretación que permitía 
tomar como referencia el módulo superior al diario. Ello no impide que esa alternativa 
pueda reconocerse en los convenios colectivos, ya que se trata de una norma de carácter 
dispositivo. En el apartado 6 se reiteró que la concreción horaria y la determinación del 
periodo de disfrute correspondía al trabajador “dentro de su jornada ordinaria”, pero se 
añadió a continuación que “los convenios colectivos podrán establecer criterios para la 
concreción horaria de la reducción de jornada a que se refiere el apartado 5, en atención 
a los derechos de conciliación de la vida personal, familiar y laboral del trabajador y las 
necesidades productivas y organizativas de las empresas”. A falta de especificación, los 
convenios podrán ser sectoriales o de empresa. Además, como se ha señalado tras la 
reforma 2012, este último nivel de negociación cuenta con el reconocimiento de la 
prioridad aplicativa del convenio de empresa en materia de derechos de conciliación de 
la vida personal, familiar y laboral (art. 84.2 ET). El RD Ley 13/2016 ha ampliado la edad 
del sujeto causante de los ocho a los doce años, equiparando así a los empleados de 
empresas privadas con los empleados públicos.  
 
8. La regulación sobre jornadas especiales de trabajo se establece en el art. 34.7 ET al 
recoger la posibilidad de que el Gobierno (previa consulta con organizaciones sindicales 
y patronales más representativas), pueda establecer ampliaciones o limitaciones a la 
ordenación y duración de la jornada de trabajo y descansos, en los sectores cuyas 
peculiaridades lo requieran. De acuerdo con lo anterior, la normativa laboral española 
sobre jornada y horarios en sectores de actividad específicos (particularmente los 
regulados en el RD 1561/1995) ha configurado desde la década de los años 90 un gran 
número de excepciones a las garantías sobre jornada y horarios establecidos con carácter 
general para determinadas actividades, sobre todo, en cuanto a días festivos, descanso 
semanal y descansos entre jornadas. Este marco se ha ido completando con regulaciones 
especiales posteriores sobre el tiempo de trabajo aplicables a otras actividades y sectores 
de actividad, por ejemplo, es el caso para los transportistas por carretera. La existencia de 
las jornadas especiales plantea la cuestión de que la jornada ordinaria de trabajo y la 
existencia de una jornada máxima legalmente establecida, así como la exigencia de una 
jornada máxima legalmente establecida a través del art. 34 ET, no tiene aplicación en los 
supuestos de las jornadas especiales, debiéndose aplicar las reglas que 





Las jornadas especiales aparecen como consecuencia de las dificultades de aplicar los 
límites máximos de jornada a ciertas actividades, que por sus especialidades requieren 
una regulación diferente. En definitiva, se trata de establecer una regulación específica 
sobre jornada de trabajo para aquellas actividades que no se adapten de manera adecuada 
a la regulación general. Bajo las ampliaciones de jornada los supuestos que se incluyen 
en realidad no son tanto de ampliación de jornada, sino de flexibilización de los periodos 
de descanso semanales obligatorios, permitiéndose su acumulación por periodos más 
amplios (normalmente cuatro semanas), o una reducción del descanso entre jornada y 
jornada permitiéndose también acumulación de los periodos de descanso obligatorio. Es 
decir, en muchas ocasiones lo que se produce es una redistribución de los periodos de 
descanso, ampliándose el ámbito temporal en que deben disfrutarse, al permitirse su 
acumulación en periodos más amplios que los establecidos en el art. 34 ET. También se 
permite la posibilidad de que esos periodos de descanso no disfrutados se acumulen con 
sus vacaciones de manera que se disfruten con ellas. Bajo las reducciones de jornada, se 
han establecido una serie de situaciones en las que, debido a la penosidad o peligrosidad 
de las actividades productivas, se procede a la reducción de los límites máximos de 
jornada de trabajo. ejemplos son el trabajo en la agricultura, cuando requiera de un 
extraordinario esfuerzo físico o concurran especiales condiciones de penosidad derivada 
de condiciones anormales de temperatura (la jornada diaria se reduce a seis horas y veinte 
minutos y la semanal a treinta y ocho horas de trabajo efectivo); el trabajo en el interior 
de minas (la jornada diaria puede reducirse incluso hasta las cinco horas); trabajos 
subterráneos (también puede reducirse hasta las cinco horas al día). En otros casos, lo que 
se reduce es el tiempo de exposición a ciertos riesgos sin establecer una auténtica 
reducción de jornada de trabajo (art. 23 RDJE) o el establecimiento de periodos de 
descanso dentro de la jornada para permitir la recuperación del trabajador (en el caso del 
trabajo en cámaras frigoríficas y de congelación). 
 
9. En cuanto a las relaciones laborales especiales, son un conjunto de supuestos en los 
que pese a existir una relación laboral, se les aplica una regulación laboral propia, debido 
a las peculiaridades del tipo de prestación. Con carácter general se mencionan en el art. 2 
ET. Pues bien, en muchas de esas relaciones laborales de carácter especial vamos a 
encontrar reglas referidas al tiempo de trabajo. En rasgos generales, hay relaciones 
laborales en las que el sistema de regulación de condiciones de trabajo es totalmente 




alta dirección. En este caso en concreto, la principal especialidad estiba en el hecho de 
que el tiempo de trabajo, las condiciones en materia de jornada, horarios, fiestas, permisos 
y vacaciones, será fijada en el contrato individual de trabajo, ello supone que no deben 
respetarse las normas de derecho necesario que se establecen en el art. 34 ET. En el caso 
de la relación laboral especial de los representantes de comercio, cuando no asumen el 
riesgo y ventura de la operación mercantil en la que intervienen como agentes o 
mediadores, según el art. 4 de su reglamento, este personal no está sujeto a jornada u 
horario concreto, sin perjuicio de lo establecido en pactos colectivos o individuales.  
 
En otros casos, nos encontramos que la no aplicación de la regulación ordinaria sobre 
tiempo de trabajo está dirigida a establecer unos estándares de protección de los 
trabajadores más elevados que los aplicados a los trabajadores que mantienen una relación 
laboral ordinaria. Sería el caso de los trabajadores minusválidos. Otra relación laboral 
especial con importantes especialidades en relación al tiempo de trabajo es la del personal 
al servicio del hogar familiar, ya que, si bien determina una jornada máxima de 40 horas 
semanales, señala la posibilidad de establecer tiempos de presencia, a disposición del 
empleador. La relación laboral especial de residencia para la formación de especialistas 
en Ciencias de la Salud, establece también algunas alteraciones respecto de la regulación 
de los arts. 34 y ss. ET, sobre todo por la regulación de la jornada complementaria (las 
antiguas guardias); así como la necesidad que la ordenación del tiempo de trabajo no 
pueda perjudicar la formación de este personal. También es interesante destacar la 
relación laboral especial de los abogados que prestan servicios en despachos de abogados 
individuales o colectivos. Su reglamento, se limita a puntualizar en el art. 14 que se 
entiende por tiempo de trabajo: “el tiempo que los abogados permanezcan en el despacho 
realizando actividades propias de su profesión y el que dediquen fuera del despacho para 
la asistencia y defensa de los clientes”. También prevé este mismo precepto la posibilidad 
de distribución irregular de la jornada por acuerdo entre el despacho y los representantes 
de los abogados o acuerdo individual. 
 
10. Respecto a las relaciones laborales con ciertas peculiaridades hay que destacar que 
como en el caso de las relaciones laborales de carácter especial, debido a las 
particularidades del tipo de prestación que desarrollan en algunos casos no se aplica la 
regulación ordinaria común en cuanto a ordenación del tiempo de trabajo, o se aplica de 




administraciones públicas, en materia de tiempo de trabajo les será de aplicación lo 
dispuesto en el EBEP, y en la legislación laboral correspondiente, conforme a lo que 
dispone el art. 51 del EBEP. El personal laboral sanitario que trabaja en centros sanitarios 
de acuerdo con la disposición adicional segunda de la Ley 44/2003, les será de aplicación 
lo dispuesto en dicha ley. Respecto a los profesores laborales de universidades, en la Ley 
4/2007, no viene especificado la regulación de la ordenación del tiempo de trabajo, por 
lo que se entiende que será de aplicación lo dispuesto en el ET. En el caso de los 
controladores aéreos, el tiempo de trabajo viene regulado en su reglamento de aplicación, 
no obstante, contiene una remisión al RDJE como derecho supletorio, por lo tanto, será 
de aplicación en lo no regulado expresamente en él. En lo que respecta al personal civil 
dependiente de establecimientos militares el tiempo de trabajo se regula en su propio 
reglamento, la duración de su jornada semanal es de 42 horas. Por último, el teletrabajo, 
no están sometidos a una regulación específica, ni a una relación laboral especial, por lo 
que les resulta de aplicación lo dispuesto por la normativa laboral común. En concreto, la 
cláusula Novena del Acuerdo Marco establece que, si bien el trabajador tiene un 
importante papel en la gestión de su tiempo de trabajo, ella ha de hacerse “en el marco de 
la legislación, los convenios colectivos y las normas de las empresas aplicables”. Esto 
supone que, ante la inexistencia de pacto colectivo o individual, están afectados por los 
límites de jornada establecidos por la regulación legal. 
 
11. Dentro de los tiempos de descanso conviene hacer dos reflexiones. La primera en 
cuanto al descanso entre jornadas o descanso mínimo diario, el cual tiene como finalidad 
velar por la seguridad y salud de los trabajadores mediante la concesión de un periodo de 
descanso de 12 horas para el restablecimiento físico y psíquico. Es el límite más rígido 
de los establecidos por el legislador, pues ha de ser respetado incluso cuando se realizan 
horas extraordinarias. No obstante, y pese a ser un derecho absoluto existe la posibilidad 
de ser alterado en ciertas actividades, sectores o ritmos de trabajo (trabajo a turnos) 
regulados por el RD 1561/1991, sobre jornadas especiales, como previamente se ha 
destacado. La segunda reflexión o apunte, en cuanto al descanso semanal, se trata 
igualmente de una interrupción dirigida a la recuperación del trabajador, de día y medio 
ininterrumpido pudiendo acumularse por periodos de hasta catorce días y de dos días en 
caso de menores de edad. Pero tal y como se ha señalado en la conclusión ocho, en materia 
de jornadas especiales, es posible separar el medio día en ciertos supuestos. Expresamente 




semanal, pues el segundo párrafo de este precepto establece que resultará de aplicación 
al descanso semanal lo dispuesto por el art. 34.7 ET en cuanto a las ampliaciones y 
reducciones, así como para la fijación de regímenes de descanso alternativo para 
actividades económicas concretas.  
 
12. La obligación por parte de la empresa de llevar un registro diario de la jornada laboral 
de sus trabajadores a tiempo parcial se recoge en el art. 12.4.c) ET que fue añadido por el 
RD Ley 16/2013. Este control resulta preceptivo porque quiénes tienen un contrato de 
trabajo a tiempo parcial no pueden realizar horas extraordinarias, aunque sí 
complementarias. El requisito fundamental de las horas complementarias, además de que 
sean pactadas y voluntarias, es que la suma de las horas ordinarias y complementarias no 
excedan del límite legal del trabajo a tiempo parcial. La falta de registro de las horas 
trabajadas por los empleados a tiempo parcial supondrá que el contrato se presuma 
celebrado a jornada completa, salvo prueba en contrario. En cuanto a los trabajadores a 
tiempo completo, el art. 35.5 ET obliga a las empresas a registrar la jornada laboral de 
cada trabajador día a día, a efectos del cómputo de horas extraordinarias. De este texto 
puede deducirse que sólo estaría obligada la empresa a computar la jornada si el 
trabajador hiciera horas extraordinarias. Sin embargo, varios pronunciamientos judiciales 
consideran que este control se extiende a todas las empresas incluso a aquéllas que 
manifiesten que en ellas los trabajadores no hacen horas extraordinarias. En este sentido 
también se ha manifestado la Dirección General de Empleo. 
 
13. Como conclusión final podemos poner de relieve las siguientes cuestiones. Primera, 
si bien la preocupación inicial del tiempo de trabajo llevó a limitar la duración de la 
jornada, hoy día no es tanto la duración de la jornada lo que supone un problema sino su 
distribución. Es decir, aunque se fije una duración máxima, si dicha duración se establece 
en un módulo tan amplio como es el anual, ello no supone un verdadero límite, pues en 
unas semanas se podrá trabajar un número de horas excesivamente alto, lo cual no se 
traduce en la finalidad principal de limitar el tiempo de trabajo, que es la recuperación del 
trabajador. Segunda, por un lado, la empresa demanda flexibilidad en la ordenación del 
tiempo de trabajo para adaptarse a las necesidades cambiantes del mercado, pero, por otro 
lado, los trabajadores buscan cierta estabilidad de forma que les permita conciliar su vida 
laboral con la privada. En este choque de intereses hay que buscar una solución comedida 




tercera, es preciso el control y registro de la jornada ordinaria de trabajo y no sólo de las 
horas extraordinarias, pues la distribución anual del tiempo de trabajo dificulta saber cuál 


















1. The interests of working time arrangements have varied since its inception, but both 
the duration and distribution of working time remains an essential problem for employers 
and workers. From the business point of view, the question of the working day has 
obvious repercussions in relation to the labor costs and the productivity of the same. 
About workers, in the first phase of the legal-labor evolution the limitation of working 
time was related to the protection of the physical capacity of the worker, as the limitation 
of the working day has progressed, it has been linked Rather, to the integral development 
of their person, by guaranteeing periods of adequate breaks that, in addition to allowing 
recovery, guarantee workers sufficient free time to attend to their private and family life. 
Another approach that has been given to the limitation of working time has been from the 
perspective of employment policy, as a measure of work sharing. The defense of this 
theory is based on the increase of productivity derived from technological development 
which has led to the amortization of many jobs. The most recent approaches to working 
time arrangements are related to the reconciliation of work, personal and family life and 
the right to disconnect. The development of the media and technologies in the workplace 
is a double-edged sword, because the constant communication offered by the technology 
can imply a comprehensive control of the worker, not allowing the "disconnection of 
working life". 
 
2. The need to limit the working day emerged to guarantee the safety and health of 
workers from the risks derived from fatigue. The limitation of the day was one of the first 
areas to which the normative intervention has been referred, which, with the passage of 
time, has become what is now known as Labor Law.  In the same way, through the parallel 
guarantee of daily, weekly, or annual rest periods, the possibility of allowing the worker 
to recover physically was opened. This first interest protected by the discipline of working 
time, despite going back to the foundational stage of labor law, has not lost its validity. 
This demonstrates the imposition on the legislator of the implementation of a policy of 
day and rest, linked to the safety and health at work (Article 40.2 EC), or the development 
that the European regulation of working time, also linked to safety and health rules. 
However, in the early 1980s, the production model underwent a profound change. This 
change in the production system led to a major change in the working day. Companies to 




flexible the working day and the availability of workers for extended periods of time. In 
this sense, the legal reforms on the day that have been happening until today tend to 
facilitate these demands of productivity. In the search for the necessary flexibility, the 
working time appears as a tool capable of providing adaptability. Consequently, the 
emphasis on working time shifts from reduction towards redistribution. It should be noted 
that in the early stages of the development of the legal-labor system, uniform work 
organization prevailed in which the fundamental problem was quantitative. But as the 
sector has become outsourced, the needs linked to the flexible use of working time have 
been growing. The evolution of legal reality shows that the trend in the quantitative 
aspects of the day seem to be stagnant and that those related to the distribution of working 
time are becoming more important. 
 
3. In the statutory regulation of 1980, it should be noted that the working time regulation 
in the state regulations occupied a wide normative space and collective bargaining had 
the role of improving the rules established by the legal and / or regulatory norms. The 
principle of minimum standards thus operated in all matters relating to the organization 
of working time. The picture after the reform introduced in 1994, changes, as a rule, 
although there are still minimums, these have reduced their intensity. It is not just that 
some have been reduced from the perspective of quantity (as is the case of the minimum 
wage overtime or night after the disappearance of the minimum charges previously 
existing), have also changed their sense of uniformity to Open the possibility of being 
posted in a flexible way. In this sense, it is possible to emphasize the transformation of 
the day of forty hours per week of average in annual computation, the rules on limits of 
overtime or respect to the forms for their compensation or the possibility of computation 
in longer periods of the breaks. On the other hand, and above all, the minimums cease to 
be so in many cases for collective autonomy, that is, rules traditionally non-derogable for 
collective agreements or agreements become available to them. Thus, it is foreseen that 
the day may be distributed irregularly or the traditional limit on the daily provision of 
services may be subject to collective bargaining, provided that the rest between sessions 
is respected, except for special sectors or activities. The possibilities of collective 
agreements and company agreements have increased in the attempt to make working time 
arrangements more flexible and adaptable to the needs of enterprises. In addition to the 




relation to the irregular distribution of a percentage of the working day throughout the 
year. 
 
4. The duration of the ordinary day in accordance with the legal norm will be fixed by 
collective bargaining and / or work contract. However, if this is not the case, the statutory 
provision stipulates that the maximum duration of the ordinary working day shall be forty 
hours per week of actual work in annual computation. The module that chooses the 
standard to set the maximum duration is the weekly. However, next, it indicates the 
possibility of the annual computation, so in fact the module that can fix the duration and 
distribution of the ordinary day is the annual. Until the 1994 labor reform, the maximum 
working day was the daily (nine hours a day) and it was an absolute necessary right, after 
the reform said module is no longer absolute and becomes relative, is susceptible of 
alteration by collective agreement or company agreement. In such a way, it is perfectly 
licit that in a day they can work more than 9 hours and are considered as ordinary. In any 
case, the rest between sessions must be respected, since it is a limit unavailable for 
collective bargaining, although in the case of certain activities or sectors of activity with 
special days that ceiling is reduced. According to the above, it is necessary to indicate 
that there is not a single maximum day, but several that are established according to 
several factors, one of them, the units of computation (day, week, year), but also 
according to the Age, schedule (night or day), or membership of certain professions or 
branches of activity.  
 
The concept of working time has been appreciated on numerous occasions by the 
Community and national courts, particularly in relation to actual working time. It is 
important and necessary, therefore, to consider judicial pronouncements in this regard, to 
know what is counted as effective working time, as a rule, is the one that is considered to 
know the duration of the ordinary day, unless other work times (availability, travel, 
presence, guards, etc.) are treated as an effective working time by means of a collective 
agreement or individual agreement. 
 
5. The distribution of the work periods are specified in the schedule that determines the 
time of day in which the contracted work hours are to be performed and indicate the 
beginning and end of the work activity. This in turn will be reflected in the work calendar 




criteria, some judicial pronouncements raise the need to include schedules within the 
calendar and others do not. In any case, the worker must know the working schedule to 
be performed and both the alteration of the schedule and the distribution of working time 
will be a substantial modification of working conditions. Labor reforms in recent years 
have not largely changed the wording of art. 34.2 ET, but they have influenced the 
flexibility of working time, proof of this is the percentage granted to the employer of 
irregular distribution of the working day throughout the year in default of collective 
agreement. Currently, the normative regulation of working time focuses more on the 
distribution and not so much on the duration of working time, with the aim of giving 
immediate response capacity to companies in the face of changes in demand and market 
fluctuations. This trend tends towards the individualization of work schedules, promoting 
the part-time contract and the annualization of the working day, because the new 
production models cause companies to seek the best use of working time, trying to evade 
rigidity barriers in this area. In that sense, the main mechanism available to the employer 
was the use of overtime. Now, it also has the possibility to distribute irregularly the 
working day throughout the year, which is a measure of flexibility quite important to 
adapt to the changes in the market. 
 
6. Overtime is a flexibility mechanism that regulates the Law in terms of working hours. 
This mechanism of increased working hours for productive reasons is regulated in art. 35 
ET. The Law 11/1994 promoted the use of overtime by making it possible to compensate 
them with rest instead of the additional remuneration and by eliminating the maximum 
limitation of 80 hours per year in case the compensation occurred within a period of four 
months following Its realization. Likewise, the performance of overtime can be 
established as a mandatory collective agreement, in which case the possibility with rest 
incorporated by Law 11/1994 makes it possible to distribute the workday irregularly 
throughout the year. The novelty of the part-time contract is the appearance of the 
complementary hours called as voluntary acceptance by the worker. These additional 
hours do not count towards the percentages of complementary hours agreed, the 
consequence of which is that there could be the case that there were additional hours 
agreed (maximum 60% of the ordinary hours by collective agreement) and acceptance 
Voluntary (maximum of 30% of the ordinary ones by collective agreement). In total, up 
to 90% of ordinary hours could be achieved, which is a very high percentage, and may 




7. The working day can be altered (extended, reduced, or distributed) through the 
substantial individual modification of working conditions (article 41.1.a) ET). The 
modification of the employer can be unilateral, since it does not entail the imposition of 
a change of the contractual modality that expressly prohibits art. 12.4 (e) ET. However, 
the main effect is similar since, although it is a question of agreed or imposed changes of 
working day, with this, the usual dedication of the worker can be reduced by reducing his 
salary in the same proportion. The modifying way of art. 41 ET has no time limit so the 
decision can be transient, or indefinite. This implies some lack of protection of workers 
when employers use this institution to reduce their working day, since the measure must 
be accepted by the worker assuming an alteration of the initial contractual link. Part of 
the doctrine has highlighted that the 2012 reform has increased corporate prerogatives in 
terms of substantial changes in working conditions by reformulating economic, technical, 
organizational or production causes, for example, that the court's decision should be 
limited to verifying the Concurrence of cause, without processing any control over 
reasonableness. Or, it will suffice that the causes "are related to competitiveness, 
productivity or technical organization or work in the company. The distinction between 
the two kinds of substantive modifications that exist is altered after the 2012 reform, and 
thus, a distinction will be made between an individual or a collective change depending 
on if the thresholds referred to in art. 40 as art. 51 ET. 
 
On the other hand, the modification of working time is completed in the ET with what is 
established in art. 47, which qualifies for the reduction of working hours and for 
contractual suspension for economic, technical, organizational or production reasons. In 
this case, the alteration of working time is quantitative. This is a measure of internal 
flexibility by the entrepreneur in the face of a critical economic situation that involves a 
temporary reduction of the daily, weekly, monthly, or annual, in a minimum and 
maximum percentage assessed by the Law. The characteristic note of this measure is its 
temporal character. However, the main problem that is found in the precept is the 
indeterminacy of the temporal module in which the reduction of the working day can be 
applied that causes in the worker’s certain legal insecurity. Although such indeterminacy 
should be initial, since once this legal mechanism is used to deal with a critical situation, 
the period of application of the same must be specified for each of the workers affected. 




the application of the reduction of the day in the workers will produce favorable effects 
in the situation of the company. 
 
Regarding the reduction of the day for care of children and relatives is regulated in 
sections 5 and 6 of art. 37 ET. The art. 37.5 ET contemplates two assumptions. The first 
two paragraphs regulate the reduction of the day by legal guardianship and by the care of 
a direct relative. The worker in that case will have the right to reduce his workday from a 
minimum of one eighth to a maximum of half. In the third paragraph, introduced by Final 
Disposition 22 of Act 39/2010, of December 22, regulates the reduction of working hours 
for the care of children suffering from cancer or other serious diseases. The 2012 reform 
through the Final Disposition 1st amended the leave to reduce working hours, affecting 
both sections 5 and 6 of art. 37 ET. About paragraph 5, he specified that the ordinary day 
on which the reduction operates must be the "daily" day. According to the majority 
interpretation of scientific doctrine, the new wording has put an end to the debates about 
what should be understood as "ordinary day", circumscribing it to the daily one and 
excluding the interpretation that allowed to take as a reference the superior module to the 
newspaper. This does not prevent that alternative can be recognized in collective 
agreements, since it is a rule of a device. In section 6, it was reiterated that the period and 
the determination of the period of enjoyment corresponded to the worker "within his 
normal working day", but it was added that "collective agreements may establish criteria 
for the timely completion of the reduction of working hours Referred to in paragraph 5, 
in view of the rights of conciliation of the personal, family and work life of the worker 
and the productive and organizational needs of enterprises. " In the absence of 
specification, the agreements may be sectoral or company. In addition, as pointed out 
after the 2012 reform, this last level of negotiation has the recognition of the application 
priority of the agreement on the rights to reconcile personal, family and work life (art. 
84.2 ET). The RD Law 13/2016 has extended the age of the subject who caused the eight 
to twelve years, thus equating employees of private companies with public employees. 
 
8. The regulation on special working days is established in art. 34.7 ET when collecting 
the possibility that the Government (after consultation with union organizations and more 
representative employers), can establish extensions or limitations to the ordination and 
duration of the working day and breaks, in the sectors whose peculiarities require it. 




specific sectors of activity (particularly those regulated in RD 1561/1995) has since the 
1990s been many exceptions to the guarantees on working hours and Schedules generally 
established for certain activities, especially in terms of holidays, weekly rest and breaks 
between sessions. This framework has been supplemented by subsequent special 
regulations on working time applicable to other activities and sectors of activity, for 
example, for road haulers. The existence of the special days raises the question that the 
ordinary working day and the existence of a maximum legally established day, as well as 
the requirement of a maximum day legally established through art. 34 ET, does not apply 
in the cases of the special days, being necessary to apply the rules that are regulated in 
them. The special days appear because of the difficulties of applying the maximum limits 
of day to certain activities, that by their specialties require a different regulation. In short, 
it is a question of establishing a specific regulation on working hours for those activities 
that do not adapt adequately to the general regulation. Under the extensions of the day, 
the assumptions that are included are not so much to extend the working day, but to make 
the mandatory weekly rest periods more flexible, allowing them to be accumulated for 
longer periods (usually four weeks), or a reduction of rest between Day and day allowing 
also accumulation of periods of mandatory rest. On many occasions, what is produced is 
a redistribution of rest periods, extending the temporal scope in which they should be 
enjoyed, allowing their accumulation in periods broader than those established in art. 34 
ET.  
 
It is also allowed the possibility that those periods of rest not enjoyed accumulating with 
your vacation so that you enjoy them. Under the reductions in working hours, a series of 
situations have been established in which, due to the hardship or danger of productive 
activities, the maximum limits of working hours are reduced. Examples are work in 
agriculture, when it requires an extraordinary physical effort or there are special 
conditions of pain caused by abnormal temperature conditions (daily work is reduced to 
six hours and twenty minutes and weekly to thirty eight hours of actual work); Work 
inside mines (daily work can be reduced even up to five hours); Underground work (can 
also be reduced up to five hours a day). In other cases, the risk of exposure to certain risks 
without establishing a real reduction in working hours (article 23 RDJE) or the 
establishment of rest periods within the working day to allow the worker to recover the 





9. About special labor relations, they are a set of assumptions in which, despite the 
existence of an employment relationship, they have their own labor regulations, due to 
the peculiarities of the type of benefit. In general, they are mentioned in art. 2 ET. Well, 
in many of these special labor relations we will find rules regarding working time. In 
general terms, there are labor relations in which the system of regulation of working 
conditions is different from that of ordinary workers; Would be the case of the special 
relationship of senior management. In this case, the main specialty is based on the fact 
that working time, working conditions, schedules, holidays, permits and vacations, will 
be fixed in the individual contract of work, this means that they should not be respected 
the necessary rules of law established in art. 34 ET. In the case of the special labor 
relationship of the trade representatives, when they do not assume the risk and opportunity 
of the mercantile operation in which they intervene as agents or mediators, according to 
art. 4 of its regulations, this staff is not subject to a specific day or time, without prejudice 
to what is established in collective or individual agreements. In other cases, we find that 
the non-application of ordinary regulation on working time is aimed at establishing 
standards of protection of workers higher than those applied to workers who maintain an 
ordinary working relationship. This would be the case for disabled workers. Another 
special employment relationship with important specialties in relation to working time is 
that of the staff in the family home, since, although it determines a maximum working 
day of 40 hours per week, it indicates the possibility of establishing times of presence, 
available to the employer. The special employment relationship of residence for the 
training of specialists in Health Sciences also establishes some alterations regarding the 
regulation of arts. 34 et seq. ET, mainly by the regulation of the complementary day (the 
old guards); As well as the need for the organization of working time cannot jeopardize 
the training of these staff. It is also interesting to highlight the special employment 
relationship of lawyers who provide services in individual or collective law firms. Its 
regulation, is limited to point out in art. 14 which is understood by working time: "the 
time that lawyers remain in the office carrying out activities of their own profession and 
that they devote outside the office for assistance and defense of clients." The same 
provision also provides for the possibility of irregular distribution of the day by agreement 
between the firm and the representatives of the lawyers or individual agreement. 
 
10. Regarding labor relations with certain peculiarities, it should be noted that as in the 




they develop in some cases, the common ordinary regulation in terms of time 
management of work, or is applied in an additional way. This is the case, of the workforce 
that provides services in the public administrations, in terms of working time, the 
provisions of the EBEP and the corresponding labor legislation will apply, according to 
the provisions of art. 51 of the EBEP. The health workforce that works in health centers 
in accordance with the second additional provision of Law 44/2003, will apply the 
provisions of said law. Regarding university professors, Law 4/2007 does not specify the 
regulation of working time, so it is understood that the provisions of the ET will apply. 
In the case of air traffic controllers, working time is regulated in its application 
regulations, however, it contains a reference to the RDJE as an additional duty, therefore, 
it will apply to what is not specifically regulated in it. Regarding civilian personnel 
dependent on military establishments working time is regulated in its own regulations, 
the duration of its weekly working day is 42 hours. Finally, teleworking, are not subject 
to a specific regulation or a special employment relationship, so they are subject to the 
provisions of common labor law. Specifically, Clause Nine of the Framework Agreement 
provides that, although the worker has an important role in the management of his or her 
working time, it must be done "within the framework of legislation, collective agreements 
and company rules Applicable ". This means that, in the absence of a collective or 
individual agreement, they are affected by the limits established by the legal regulation. 
 
11. Within the times of rest it is advisable to make two reflections. The first in terms of 
rest between days or minimum daily rest, which aims to ensure the safety and health of 
workers by granting a rest period of 12 hours for physical and mental recovery. It is the 
most rigid limit of those established by the legislator, since it must be respected even 
when overtime is performed. Nevertheless, and despite being an absolute right, there is 
the possibility of being altered in certain activities, sectors, or rhythms of work (shift 
work) regulated by RD 1561/1991, on special days, as previously highlighted. The second 
reflection, as for the weekly rest, is also an interruption aimed at the recovery of the 
worker, a day, and a half uninterrupted can be accumulated for periods of up to fourteen 
days and two days in the case of minors. But as pointed out in conclusion eight, in the 
matter of special days, it is possible to separate the half-day in certain assumptions. 
Expressly art. 37.1 ET refers to this possibility of increasing the flexibility of weekly rest, 




for extensions and reductions, as well as for the establishment of alternative resting 
regimes for specific economic activities. 
 
12. The obligation on the part of the company to keep a daily record of the working day 
of its part-time workers is included in art. 12.4.c) ET that was added by the RD Law 
16/2013. This control is mandatory because those who have a part-time contract cannot 
perform overtime, although complementary. The basic requirement of overtime, in 
addition to being agreed and voluntary, is that the sum of the ordinary and complementary 
hours do not exceed the legal limit of part-time work. Failure to record the hours worked 
by part-time employees will mean that the contract is presumed to be full-time unless 
otherwise proved. As for full-time workers, art. 35.5 ET obliges the companies to record 
the working day of each worker day by day, for computing overtime. From this text can 
be deduced that only the company would be compelled to compute the day if the worker 
worked overtime. Nevertheless, several judicial pronouncements consider that this 
control extends to all the companies even to those that show that in them the workers do 
not work overtime. In this sense, the Directorate General for Employment has also 
expressed its views. 
 
13. As a conclusion we can highlight the following issues. First, although the initial 
concern of working time led to limit the duration of the day, today is not so much the 
duration of the day which is a problem but its distribution. Even if a maximum duration 
is set, if that duration is set in a module as large as the annual, this is not a real limit, 
because in a few weeks you can work an excessively high number of hours, which is not 
Translates into the main purpose of limiting the working time, which is the recovery of 
the worker. Second, on the one hand, the company demands flexibility in ordering 
working time to adapt to the changing needs of the market, but, on the other hand, workers 
are looking for some stability in a way that allows them to reconcile their work and private 
lives. In this clash of interests, we must seek a restrained solution by the legal norm that 
does not imply the improvement of some to the detriment of others. And, third, it is 
necessary to control and record the ordinary working day and not only overtime, because 
the annual distribution of working time makes it difficult to know what the ordinary day 
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STS 20 julio 2005 (Rec. 83,2004), acumulación permiso de lactancia. 
STS de 10 de octubre de 2005, Rec. 155/2004, (RJ 2005,8003), relación laboral especial 
de los MIR y descanso entre jornadas. 
STS de 21 de febrero de 2006, (Rec. 3338/2004), guardias y horas extraordinarias. 
STS de 25 de abril de 2006, (Rec. 16/2005), pluses retribución/vacaciones. 
STS de 4 de junio de 2006, (RJ 2002, 7576), aplicación del convenio colectivo como 




STS de 14 de julio de 2006, (Rec. 5111/2004), procedimiento especial de tutela. 
STS de 17 de enero de 2007, (Rec. 3789/2005), alteración del calendario se considera 
modificación sustancial. 
STS 20 febrero 2007 (RJ 2007,3168), jornada máxima legal y convencional 
STS 26 de enero de 2007 (Rec. 4284/2005), pluses retribución/vacaciones. 
STS de 2 de febrero de 2007, (Rec. 57/2006), retribución de vacaciones. 
STS de 20 de febrero 2007, (Rec. 3657/2007), retribución horas extraordinarias. 
STS 28 febrero 2007 (Rec. 184/2005), jornada de referencia regulada en convenio 
colectivo 
STS 13 de marzo de 2007, (Rec. 39/2006), retribución de los permisos. 
STS de 9 de marzo de 2007, (Rec. 1968/2005), permisos retribuidos representante 
sindical/plus festivo. 
STS de 14 de mayo de 2007, (RJ 2007,5084), reducciones de jornada no suponen 
conversión a contrato a tiempo parcial. 
STS de 27 de junio de 2007, (Rec. 102/2006), procedimiento especial de tutela. 
STS de 3 de octubre de 2007 (Rec. 2038/2006), pluses retribución/vacaciones. 
STS de 25 de septiembre de 2008, Rec. 4323,2007 (RJ 2008,7355), descanso entre 
jornadas. 
STS (Contencioso-Administrativo) de 16 de diciembre de 2008 (RJ 2008, 5991) 
STS 13 de junio de 2008 (RJ/2008/4227), concreción horaria/adaptación por conciliación. 
STS 18 junio 2008 (RJ 2008,4230), cambio de turno/adaptación jornada por conciliación. 
STS de 18 de marzo de 2009, (Rec. 98/2007), permisos retribuidos. 
STS de 24 de junio de 2009, Rec.1542/2009 (RJ 2009,4286), vacaciones/IT. 
STS de 22 de septiembre de 2009, (Rec. 45/2008), retribución de los permisos. 
STS 28 septiembre 2009 (Rec. 146,2008), sobre jornada y horario de trabajo. 
STS (Sala de lo Contencioso Administrativo), de 12 de febrero de 2010, (RJ 2010/3342), 
disponibilidad de los trabajadores móviles. 
STS de 5 de marzo de 2010, Rec. 155/2009, (RJ 1533,2010), horario de trabajo puede ser 
fijado al determinar el calendario laboral o bien en el convenio colectivo o contrato 
individual. 
STS de 20 de mayo de 2010, (Rec. 175/2009), proceso especial de tutela. 
STS 25 mayo 2011 (RJ 2011,4987), definición de trabajador nocturno. 
STS de 28 de febrero de 2011, (Rec. 297/2010), proceso de vacaciones. 




STS 19 julio 2011 (RJ 2011,7051), modificación sustancial profesores de religión. 
STS de 22 de septiembre de 2011 (Rec. 44/2011), jornada ordinaria pactada y horas 
extraordinarias.  
STS de 7 de octubre de 2011, (RJ 2011, 7340), reducción de jornada por razones de 
guardia, reducciones temporales por causas económicas, etc., no suponen conversión del 
contrato a tiempo parcial. 
STS de 30 de abril de 2012, (Rec. 3815/2011), retribución horas extraordinarias. 
STS de 3 de mayo 2012, (Rec. 2412/2011), retribución horas extraordinarias. 
STS de 18 de junio de 2012, (JUR 2012, 236644), retribución del trabajador nocturno. 
STS de 28 de septiembre de 2012, (RJ 7062/2012), reducción jornada por causas 
económicas, etc., individual/colectiva. 
STS 19 diciembre 2012 (RJ 2013,1102), modificación del tiempo de trabajo efectivo 
establecido en convenio colectivo 
STS de 25 de enero de 2013, (Rec. 1144/2012), reducción de jornada por motivos de 
guarda legal/despido nulo. 
STS de 29 de octubre de 2013, (JUR 2013, 365866), carácter no consolidable del trabajo 
nocturno. 
STS 19 abril 2014 (Rec. 183,2013), distribución de jornada. 
STS 16 junio 2014 (RJ 2014,5197), modificación sustancial/reducción temporal de 
jornada. 
STS de 20 de julio de 2015, Rec. 192/2014 (RJ 3686, 2015), el horario de trabajo no tiene 
obligación de estar fijado en el calendario laboral. 
STS 14 abril 2016 (JUR 2016,156119), son trabajadores nocturnos 
bomberos/conductores auxiliares. 
STS 31 mayo 2016 (JUR 2016,139928), horario rígido y márgenes de tolerancia. 
STS de 21 de junio de 2016, Rec. 223/2015 (RJ 4073,2016), el calendario laboral no tiene 
la obligación de fijar los lugares de prestación de trabajo. 
STS 23 marzo 2017 (Rec. 246/2017), control y registro de horas extraordinarias. 
 
TRIBUNALES SUPERIORES DE JUSTICIA 
 
ASTURIAS: 
STSJ Asturias de 23 marzo de 2007 (Rec. 4146/2006), vacaciones/despido disciplinario. 






STSJ Andalucía, Granada, de 24 de abril de 1996, (AS 1996, 1393), requisitos trabajo 
nocturno. 
STSJ Andalucía, Granada, 17 de diciembre de 1996, (AS 1996,4101), pactos en masa 
STSJ Andalucía, Sevilla, de 5 de noviembre de 1996 (AS 1996/4906), jornada y 
descansos en el sector comercial. 
STSJ Andalucía, Sevilla, de 2 de octubre de 1997 (AS 1997, 5335), plus nocturnidad. 
STSJ Andalucía, Sevilla, de 6 de julio de 1998 (AS 1998,3499), descanso semanal 
mediadores mercantiles. 
STSJ Andalucía, Málaga, de 29 de marzo de 1999, AS 1999, 589), sobre compensación 
con descanso de horas extraordinarias. 
STSJ Andalucía, Granada, de 10 de febrero de 1999 (AS 1999, 996), reducción de jornada 
por motivos familiares. 
STSJ Andalucía, Granada, de 24 de junio de 1999 (AS 1999, 3783), tiempo de trabajo 
efectivo el dedicado al aseo personal en determinados supuestos. 
STSJ Andalucía, Málaga, de 28 de abril de 2000 (AS 2000, 1577), los representantes de 
los trabajadores deben ser consultados para elaborar el calendario laboral. 
STSJ Andalucía 11 abril 2001 (Rec. 1454,1998), necesidad de registrar las horas 
extraordinarias. 
STSJ Andalucía 1 octubre 2002 (AS 2002,4146), horas extraordinarias por fuerza mayor. 
STSJ Andalucía de 18 de enero de 2003, Rec. 1308,2003 (JUR 2004/138971) 
STSJ Andalucía, Málaga, de 13 de octubre de 2005 (AS 2005, 1327), reducción jornada 
por motivos familiares. 
STSJ de Andalucía, Granada, de 21 de diciembre de 2005 (Rec. 3109/2005), vacaciones. 
STSJ Andalucía 23 diciembre 2008 (AS 2009,311), cambio de turno/adaptación por 
conciliación. 
STSJ Andalucía, Granada, de 4 de febrero de 2009 (Rec. 2435/2008), vacaciones. 
STSJ Andalucía, 9 febrero 2011 (AS 2011,840), modificación sustancial profesores de 
religión. 
STSJ de Andalucía de 5 de mayo de 2016 (Rec. 1481/2015), registro de jornada ordinaria 







STSJ Aragón 19 junio 1996 (AS 1996,1568), remuneración trabajo nocturno. 
STSJ Aragón de 15 de abril de 1998 (AS 1998, 5284), reducción de jornada por motivos 
familiares. 
STSJ Aragón de 23 de enero de 1999, (Rec. 1148/1998), permisos retribuidos. 
STSJ Aragón de 9 de mayo de 2007 (Rec. 313/2007), vacaciones. 
 
BALEARES: 
STSJ Baleares de 26 de octubre de 1995 (AS 1995/3633), horas complementarias y 
cómputo jornada ordinaria. 
STSJ Baleares de 19 de septiembre de 1996 (AS 1996, 2860), permiso de lactancia. 
STSJ Baleares de 9 de marzo de 1999 (AS 1999,1449), coincidencia festivos/descansos. 
STJ de Baleares de 4 de abril de 2006 (AS 2006/1695), retribución de vacaciones. 
 
CATALUÑA: 
STSJ Cataluña de 13 de mayo de 1992, (AS 1992, 2846), remuneración trabajo nocturno. 
STSJ Cataluña de 15 de marzo de 1993 (AS 1993, 1527), reducción de jornada por 
motivos familiares. 
STSJ Cataluña 17 enero 1996 (AS 1996,170), laboralidad de la relación laboral especial 
de personas que intervienen en operaciones mercantiles. 
STSJ Cataluña 23 octubre 1996 (AS 1996,4797), tiempo de trabajo en la relación especial 
de alta dirección. 
STSJ Cataluña de 2 de noviembre de 1999, (AS 1999, 3961), sobre fijación de horas 
extraordinarias en convenio colectivo. 
STSJ Cataluña, de 8 de junio de 2000 (AS 2000, 2955), sobre la prórroga del calendario 
laboral. 
STSJ Cataluña de 28 de noviembre de 2002, (AS 2002, 4183), remuneración trabajo 
nocturno. 
SSTSJ Cataluña de 30 de abril de 2004, (AS 2004, 2269), las guardias como tiempo de 
trabajo efectivo. 
STSJ Cataluña de 9 de julio de 2004, (AS 2004, 2735), las guardias como tiempo de 
trabajo efectivo. 
STSJ Cataluña de 26 de julio de 2006, (AS 2006,2254), retribución de vacaciones. 




STSJ Cataluña de 4 de julio de 2007 (Rec. 2837/2007), vacaciones/despido disciplinario. 
STSJ Cataluña de 5 de junio de 2007 (AS 2007, 2706), descanso intrajornada y estancia 
en el centro de trabajo. 
STSJ de Cataluña de 30 de mayo de 2008, (AS/2008/1604), retribución de vacaciones. 
STSJ Cataluña, de 12 de noviembre de 2009, (Rec. 24/2009), límite del descanso de 
bocadillo 
STSJ Cataluña de 18 de noviembre de 2009, (Rec. 1997/2009), vacaciones. 
STSJ Cataluña de 28 de abril de 2011, Rec. 7257/2010 (AS 2011,1764), el calendario no 
tiene obligación de incluir los horarios de trabajo. 
 
CASTILLA Y LEÓN: 
STSJ Castilla y León, Valladolid, de 18 de septiembre de 1989, (AS 1989, 1955), 
cómputo de la jornada de trabajo 
STSJ Castilla y León, Burgos, de 17 de enero de 1991, (AS 1991, 300), remuneración del 
trabajo nocturno. 
STSJ Castilla y León, Burgos, 16 de enero de 1992 (AS 1992, 25), reducción de jornada 
motivos familiares. 
STSJ Castilla y León, Valladolid, de 28 de septiembre de 1992 (AS 1992,4688), 
coincidencia festivos/vacaciones. 
STSJ, Castilla y León, Valladolid, de 22 de enero de 2001, (AS 2001/1549), módulo de 
jornada anual 
STSJ Castilla y León, Burgos, de 11 de marzo de 2002, (Rec. 109/2002), modificación 
del calendario laboral. 
STSJ Castilla y León, Valladolid, de 19 de diciembre de 2004 (AS 2005,3328), sobre 
compensación con descanso de horas extraordinarias. 
STSJ Castilla y León, Valladolid, de 13 de marzo de 2006, (Rec. 292/2006) 
STSJ Castilla- León, Valladolid, de 22 de noviembre de 2006 (Rec. 1875/2006), 
vacaciones/despido disciplinario. 
TSJ Castilla y León, Valladolid, de 11 de febrero de 2009 (Rec. 1895/2008), vacaciones. 
STSJ Castilla y León, Valladolid, de 28 de octubre de 2009, (Rec. 13/2009), permisos. 
STSJ Castilla-León, Burgos, de 3 de septiembre de 2009, Rec. 439/2009, pluses 
nocturnidad/vacaciones. 
STS Castilla y León de 5 de enero de 2010 (Rec. 1914/2009), reducción de jornada por 




STSJ Castilla y León de 24 de julio de 2015, Rec. 493/2015 (RJ 572, 2015), el calendario 
laboral debe fijar los horarios de trabajo. 
STSJ Castilla y León de 3 de febrero de 2016 (Rec. 2229/2015), control del tiempo de 
trabajo de los teletrabajadores. 
 
CASTILLA LA MANCHA: 
STSJ Castilla La Mancha de 23 de enero de 1998 (AS 1998, 197), reducción de jornada 
por motivos familiares. 
STSJ Castilla La Mancha de 30 de julio de 2004, (Rec. 1210/2004), periodo de consultas 
para la elaboración del calendario laboral. 
STSJ Castilla La Mancha de 10 de enero de 2007, (Rec. 1277/2005), vacaciones. 
 
CANARIAS: 
STSJ Canarias, Santa Cruz De Tenerife, de 3 de diciembre de 1996, (AS 1996, 4023), 
requisitos trabajo nocturno. 
STSJ Canarias de 27 de noviembre de 1998, (AS 1998, 4752), retribución del trabajador 
nocturno. 
STSJ Canarias, Las Palmas, en Sentencia de 15 de junio de 2007, (Rec. 1559/2004), 
vacaciones. 
STSJ Canarias, Las Palmas, de 19 de marzo de 2013, (Rec. 1729/2012), el calendario no 
tiene obligación de fijar los festivos. 
 
CANTABRIA: 
STSJ Cantabria de 2 de noviembre de 1993 (AS 4763), coincidencia festivos/descanso 
STSJ Cantabria de 14 de febrero de 1994 (AS 1994, 4887), adaptación 
jornada/conciliación. 
STSJ Cantabria de 31 de diciembre de 1999 (AS 1999, 4511), complemento salarial del 
trabajo nocturno 
STSJ Cantabria de 14 de febrero de 2000, (Rec. 75/2000), permisos retribuidos. 
STSJ Cantabria de 5 de junio de 2002 (AS 2002, 1883), horas extraordinarias por fuerza 
mayor. 
STSJ Cantabria de 12 de abril de 2006 (Rec. 267/2006), pluses retribución/vacaciones. 
STSJ Cantabria 25 agosto 2008 (Rec. 240/2010), la modificación del calendario laboral 





STSJ Cataluña de 25 de septiembre de 1990 (AS 4291), coincidencia festivos/vacaciones. 
STSJ Cataluña 28 octubre 1991 (AS 1991,5674), cálculo de horas trabajadas 
STSJ Cataluña 24 noviembre 1994 (AS 19944918), jornada efectiva/relación laboral 
especial artistas en espectáculos públicos. 
STSJ Cataluña 14 junio 1995 (AS 1995,2394), modificación sustancial trabajador 
nocturno. 
STSJ Cataluña de 8 de julio de 1997 (AS 1997,2822), descanso semanal mediadores 
mercantiles. 
STSJ Cataluña 16 abril 1998 (AS 1998,5570), módulo anual de la jornada de trabajo 
STSJ Cataluña, de 3 de febrero de 1999 (AS 1999/1108), reducción de jornada por 
motivos familiares. 
STSJ Cataluña de 8 de marzo de 1999 (AS 1999, 1721), reducción por guarda 
legal/lactancia. 
STSJ Cataluña 18 enero 2002 (AS 2002,1107), requisitos trabajo nocturno. 
STSJ Cataluña de 17 de julio de 2002 (Rec. 1798/2002), permisos retribuidos. 
STSJ Cataluña de 13 de marzo de 2013 (Rec. 7684/2012), el calendario laboral tiene que 
fijar los festivos.  
 
EXTREMADURA: 
STSJ Extremadura 28 mayo 1991 (AS 1991,3193), cálculo de horas de trabajo 
STSJ Extremadura 18 de noviembre de 1994 (AS 1994, 4320), complemento salarial del 
trabajo nocturno. 
STSJ Extremadura 18 de mayo de 1998 (AS 1998, 2384), plus nocturnidad. 
STSJ Extremadura de 19 de febrero de 2002 (Rec. 8/2002), vigilancia y control/deber de 
fichar. 
STSJ Extremadura de 1 de septiembre de 2009 (Rec. 360/2009), vacaciones.  
STSJ de Extremadura de 30 de julio de 2013 (Rec. 282/2013), suspensión de jornada por 
reducción de servicios. 
 
GALICIA: 
STSJ Galicia de 14 de julio de 1994 (AS 1994, 2850), plus nocturnidad. 
STSJ Galicia 9 de marzo de 1995 (AS 1995, 966), remuneración del trabajo nocturno. 




STSJ Galicia de 27 de noviembre de 1998 (AS 1998, 4159), reducción de jornada por 
motivos familiares. 
STSJ Galicia de 24 de septiembre de 1999 (AS 1999, 2950), el calendario no fija los 
descansos compensatorios. 
STSJ Galicia 10 marzo 2000 (Rec. 38,2000), jornada de trabajo en establecimientos 
militares. 
STSJ Galicia de 20 de marzo de 2002 (AS 2002/1781), módulo anual de la jornada de 
trabajo. 
STSJ Galicia de 16 de octubre de 2008 (AS 2009, 119), descanso entre jornadas de 
penados en instituciones penitenciarias. 
STSJ Galicia de 17 de marzo de 2009 (Rec. 205/2009), vacaciones. 
STSJ Galicia, de 22 de septiembre de 2010 (Rec. 494, 2007), titularidad del permiso de 
lactancia. 
STSJ de Galicia de 12 de noviembre de 2010 (Rec. 5429, 2005), titularidad del permiso 
de lactancia. 
STSJ Galicia de 9 de diciembre de 2010 (Rec. 3916/2010), reducción de jornada por 
guarda legal o cuidado de familiar/despido nulo. 
STSJ Galicia de 21 de diciembre de 2011 (Rec. 3054/2010), periodo de consultas en la 
elaboración del calendario laboral. 
STSJ Galicia de 24 de mayo de 2016 (Rec. 2016,173754), cómputo de jornada ordinaria 
y horas complementarias. 
STSJ Galicia de 29 de julio de 2016, (Rec. 495/2016), descanso diario y semanal. 
 
MADRID: 
STSJ Madrid 18 julio 1989 (AS 1989,39) festivos y descanso semanal 
STJSJ Madrid de 30 de octubre de 1990, (AS 1990, 2592), jornada máxima anual  
STSJ Madrid de 31 de octubre de 1990 (AS 1990, 2618), coincidencia 
festivos/vacaciones. 
STSJ Madrid de 12 de noviembre de 1990 (AS 1990,3035), coincidencia 
festivos/vacaciones. 
STSJ Madrid 24 de enero de 1991 (AS 1991, 867), requisitos trabajo nocturno. 
STSJ Madrid de 2 de marzo 1992 (AS 1992, 1568), remuneración trabajo nocturno. 





STSJ de Madrid, de 9 de febrero de 1993 (AS 1993,962), cálculo de horas de trabajo 
STSJ de Madrid, de 16 de marzo 1994 (AS 1994/1325), criterios para calcular la jornada 
de trabajo. 
STSJ Madrid de 25 de enero de 1996 (AS 1996, 764), adaptación de jornada/conciliación. 
STSJ Madrid de 7 de febrero 1996 (AS 1996/911), criterios para calcular la jornada de 
trabajo. 
STSJ Madrid de 2 de abril de 1997 (AS 1997, 1340), retribución del trabajador nocturno. 
STSJ Madrid de 14 de enero de 1998 (AS 1998, 68), reducción de jornada por motivos 
familiares. 
STSJ Madrid de 29 de enero de 1998 (AS 1998, 5015), reducción de jornada por motivos 
familiares. 
STSJ Madrid de 5 de marzo de 1998 (AS 1998, 785), reducción de jornada por motivos 
familiares. 
STSJ Madrid de 20 de julio de 1998 (AS 1998, 2891), reducción de jornada por motivos 
familiares. 
STSJ Madrid de 8 de febrero de 1999 (AS 1999, 257), reducción de jornada por motivos 
familiares. 
STJS Madrid de 21 de febrero de 2000 (AS 2000, 685), plus nocturnidad. 
STS de Madrid de 6 de mayo de 2004 (AS 2004, 1437), reducción de jornada por motivos 
familiares. 
STSJ Madrid de 21 de diciembre de 2004 (AS 2004, 4025), retribución permiso lactancia. 
STSJ Madrid, de 17 de enero de 2005 (AS 2005, 636), permiso para realizar exámenes 
médicos durante el embarazo. 
STSJ Madrid de 26 de septiembre de 2005 (AS 2006,1260), jornada efectiva/relación 
laboral especial artistas. 
STSJ Madrid de 19 de julio de 2006 (Rec. 2793/2006), pluses retribución/vacaciones. 
STST Madrid 10 marzo 2008 (AS 2008,1506), sujeción a horario de trabajo 
STSJ Madrid, de 12 de marzo de 2008 (AS 2008,1434), relación laboral especial artistas 
espectáculos públicos/ámbito de aplicación. 
STSJ Madrid de 10 de octubre de 2008, (Rec. 407, 2008), titularidad del permiso de 
lactancia. 





STSJ Madrid de 26 de enero, Rec. 27/2009 (AS 2009/1121), cambio de turno/adaptación 
de jornada por conciliación. 
STSJ Madrid de 27 de enero 2009, Rec. 70/2009 (AS 2009/1122), cambio de 
turno/adaptación de jornada por conciliación. 
STSJ Madrid 10 febrero 2015 (AS 2015,881), modificación sustancial/reducción 
temporal de jornada. 
 
MURCIA: 
STSJ Murcia de 17 de enero de 1994, (AS 1994,88), cómputo de la jornada de trabajo 
STSJ Murcia de 14 de octubre de 1996, (AS 1996,4597), retribución del trabajador 
nocturno. 
STSJ Murcia de 10 de enero de 2000, (AS 2000, 14), remuneración trabajo nocturno. 




STSJ Navarra, de 28 de febrero de 1994, (AS 1994, 506), tiempo de trabajo efectivo 
desplazamiento desde la sede central hasta el lugar donde se realiza la obra. 
STSJ Navarra 31 octubre 1994 (AS 1994,3774) tiempo de trabajo efectivo el dedicado al 
aseo personal en determinados supuestos. 
STSJ Navarra de 26 de septiembre de 1996, (Rec. 364/1996), permisos retribuidos. 
STSJ Navarra de 29 de mayo de 1996, (Rec. 214/1996), fecha de disfrute de las 
vacaciones. 
STSJ Navarra de 16 de abril de 1998 (AS 1998, 1678), reducción de jornada por motivos 
familiares. 
STSJ Navarra de 29 de junio de 2006, (Rec. 198/2006), retribución de los permisos. 




STSJ País Vasco de 13 de mayo de 1997 (AS 1997,2165), descanso semanal mediadores 
mercantiles. 
STSJ País Vasco de 26 de junio de 1997 (AS 1997, 2142), tiempo de descanso 




STSJ País Vasco de 16 de julio de 1997 (AS 1997,2330), coincidencia festivos/descansos. 
STSJ del País Vasco de 21 de julio de 1998, (Rec. 2658/1998), vacaciones. 
STSJ País Vasco de 18 de enero de 2000, (Rec. 2131/1999), permisos retribuidos. 
STSJ País Vasco de 24 de abril de 2001, (Rec. 620/2001), retribución de los permisos. 
STSJ País Vasco de 9 de diciembre de 2003, (Rec. 2237/2003), modificación del 
calendario laboral. 
STSJ País Vasco de 28 de septiembre de 2004 (AS 2004,3719), sobre compensación con 
descansos de horas extraordinarias. 
STSJ País Vasco de 23 de noviembre de 2004, (AS/2004/3789), retribución de 
vacaciones. 
STSJ País Vasco de 5 de diciembre de 2006, Rec. 2548/2006, (RJ 3764/2006), alteración 
del horario de trabajo es una modificación sustancial. 
STSJ del País Vasco de 12 de mayo de 2009, Rec. 494/2009, RJ 2110/2009, alteración 
del horario de trabajo es una modificación sustancial. 
STSJ País Vasco de 16 de marzo de 2010, (Rec. 146/2010), si el calendario tiene fijado 
los horarios, la modificación del calendario se considera modificación sustancial. 
 
VALENCIA: 
STSJ Comunidad Valenciana, de 4 de noviembre 1992 (AS 1992/5855), festivos y 
descanso semanal. 
STSJ Comunidad Valenciana, de 22 de abril de 1993, (AS 1993, 2154), tiempo de trabajo 
efectivo pernoctar por circunstancias ajenas al trabajador 
STSJ Valencia de 18 de febrero de 1998 (AS 1998, 108), reducción de jornada por 
motivos familiares. 
STSJ Comunidad Valenciana, de 25 de mayo de 1999 (AS 1999, 4252), módulo anual de 
la jornada de trabajo 
STSJ Comunidad Valenciana, de 11 de julio de 2000 (AS 2000/501), reducción de 
jornada por motivos familiares. 
STSJ Valencia de 20 de junio de 2006, (Rec. 68/2006), pluses retribución/vacaciones. 
STSJ Valencia de 11 de julio de 2008 (Rec. 1754/2008), vigilancia y control. 






CONVENIOS COLECTIVOS ESTUDIADOS 
 
VI Convenio colectivo Iberdrola Grupo, resolución de 14 de septiembre de 2015, BOE nº 
230 de 25 de septiembre 2015, sección III. 
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X Convenio colectivo Repsol Petróleo, resolución de 26 de mayo de 2015, BOE nº 139, 
de 11 de junio 2015, sección III. 
 
Convenio colectivo sector saneamiento público, resolución de 17 de julio de 2013, BOE 
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